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No  pensaba  escribir  sobre  la  Ley  hipotecaria.  Satisfecho  con 
haber  contribuido  con  mis  débiles  esfuerzos  á su  formación, 
no  me  proponia  añadir  un  comentario  mas  á los  varios  que 
al  publicarse  una  ley  de  grande  importancia  suelen  ver  la 
luz  pública.  Una  circunstancia  imprevista  me  ha  hecho  que- 
brantar mi  propósito.  La  Dirección  de  la  Revista  general  de 
Legislación  y Jurisprudencia,  en  que  está  al  frente  mi  nom- 
bre, ofreció  publicar  la  Ley  hipotecaria  concordada  y espli- 
cada,  con  su  Reglamento,  los  formularios  correspondientes  á 
cada  uno  de  sus  artículos,  y un  diccionario  que  facilitara  su 
uso:  el  apreciable  jurisconsulto  á quien  se  confió  la  tarea  de 
escribir  los  Comentarios,  no  ha  podido  por  desgracias  do- 
mésticas cumplir  su  ofrecimiento:  para  satisfacer,  pues,  á 
los  numerosos  suscritores  que  han  acudido  aWlamamiento  de 
la  Dirección , he  tomado  la  pluma , escasa  muestra  de  grati- 
tud á los  que  con  tanta  benevolencia  aeojen  las  publicacio- 
nes déla  Revista. 

Diré  algunas  palabras  respecto  del  plan  y estension  de  la 
obra.  Comienzo  con  una  Introducción  histórica,  en  que  par- 
tiendo del  Derecho  romano , ley  viva  en  puntos  importantes 
para  algunas  de  nuestras  provincias  regidas  por  sus  particu- 
lares fueros , y modelo  de  las  leyes  de  Castilla  en  materia  de 
hipotecas,  sigo  la  série  de  los  tiempos  examinando  sus  vicisi- 
tudes, ya  durante  la  Monarquía  wisogoda,  ya  en  los  Estados 
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aue  se  formaron  en  los  dias  turbulentos  de  la  reconquista, 
pi  ular  á los  tiempos  modernos,  en  que  el  pnnc.pio  de 
la  unidací civil,  borrando  sucesivamente  las  diferencias  anti- 
guas y sobreponiéndose  á poderosas  resistencias  ha  conclui- 
do por  triunfar  completamente  en  este  punto  con  la  aproba- 
ción general  de  todas  las  provincias  de  la  Monarquía. 

A la  Introducción  siguen,  como  Prolegómenos  de  la 
Lev  los  motivos  en  que  se  funda,  su  denominación  y su  mé- 
todo. En  los  motivos  fundamentales  déla  Ley,  se  trascriben 
los  que  de  este  modo  calificó  la  Comisión  codificadoia.  he  pre- 
ferido no  mezclar  con  ellos  las  observaciones,  que  pongo  en 
notas,  para  dejar  así  íntegro  el  testo  oficial. 

Desde  aquí  se  divide  la  obra  en  dos  partes , destinada  la 
primera  á los  Comentarios  y Concordancias , y la  segunda 
al  Diccionario  y á los  Formularios. 

Los  artículos  de  la  Ley  y del  Reglamento  están  al  fren- 
te de  sus  respectivos  comentarios.  Para  hacer  mas  fácil  el 
uso  de  la  obra , y evitar  la  necesidad  continua  y embarazosa 
de  acudir  á lugares  diferentes  para  enterarse  de  lo  que  á cada 
punto  se  refiere,  se  pone  al  lado  de  cada  artículo  de  la  Ley 
los  del  Reglamento  general  para  su  ejecución,  que  sirven 
para  completarla,  dividiendo  al  efecto  las  páginas  en  dos  co- 
lumnas. Las  demás  disposiciones  del  Gobierno  publicadas  con 
motivo  de  la  Ley  hipotecaria,  ó se  encuentran  en  los  comen- 
tarios, ó en  las  notas  de  los  artículos  á que  se  refieren,  ó con 
los  que  tienen  mas  puntos  de  contacto. 

En  los  comentarios  examino  cada  artículo  bajo  los  dife- 
rentes aspectos  á que  á mi  entender  se  presta , en  el  orden 
científico,  y en  el  terreno  práctico.  No  perdiendo  de  vista  los 
orígenes  de  nuestras  antiguas  instituciones , esplicándolas 
con  el  auxilio  de  la  historia , enlazándolas  en  la  parte  en  que 

r las  modemas  q- les  dan  nue- 

tod^comnácto^hn  1Zand°  aS  de  manera(lue  formen  un  solo 

miento  V denel  , SCnC‘?’  pr0curo  esP™er  su  encadena- 

"^Va  KsTde^  eS’  fU  fl es en v ° 1 vi m ¡ e n to  y el 
V canas  y de  prevenir  algunas  dificultades  y du- 
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das , á que  pueden  dar  lugar  las  disposiciones  de  la  ley  que 
es  objeto  de  esta  obra;  pero  huyo  siempre  de  entrar  en  cues- 
tiones sutiles  y de  poca  utilidad , mas  adecuadas  á veces  para 
ejercitar  el  ingenio,  hacer  alarde  de  habilidad  y de  talento , y 
confundir  á fuerza  de  sutilezas,  que  para  contribuir  á la  recta 
inteligencia  de  la  ley.  En  el  comentario  de  cada  uno  de  los 
artículos  traslado  la  parte  de  la  Esposicion  de  «Motivos  de  la 
Comisión  codificadora  que  á él  especialmente  se  refiere. 

Al  pié  del  comentario  de  cada  artículo  está  la  legislación 
anterior  sobre  el  mismo  punto , para  que  el  texto  antiguo  y 
nuevo  puedan  compararse  sin  la  molestia  de  recorrer  mul- 
tiplicados volúmenes,  difíciles  algunos  de  ser  encontrados. 
Esto  es  muy  interesante,  pues  que  por  mucho  tiempo  habrá 
necesidad  de  acudir  á las  leyes  anteriores  para  apreciar  los 
actos  verificados  á su  sombra.  No  me  limito  en  esto  á las  le- 
yes y códigos  de  Castilla;  sino  que  comprendo  las  disposi- 
ciones de  las  principales  colecciones  forales  de  la  Monarquía 
para  que  de  este  modo  sean  mas  completas  y útiles  las  con- 
cordancias, se  aprecie  mejor  la  diferente  índole  de  las  legis- 
laciones nacionales.  Aquí  tienen  también  cabida  la  legislación 
de  las  provincias  ultramarinas  y el  Derecho  romano , ley  su- 
pletoria de  la  foral  en  algunas  de  la  Península. 

Este  estudio  se  completa  con  el  de  la  legislación  estran- 
jera  de  la  mayor  parte  de  los  Estados  de  Europa  y de  al- 
gunos de  América,  de  la  que  se  hace  después  un  breve  re- 
súmen para  que  aparezcan  agrupados  los  sistemas,  principios 
y reglas  de  aplicación  que  han  prevalecido  en  mayor  núme- 
ro de  pueblos.  Lo  que  á la  legislación  estranjera  se  refiere, 
ha  sido  redactado  bajo  mi  dirección  é inspección  por  D.  Te- 
lesforo  Gómez  Rodriguez,  colaborador  de  la  Revista  , que  ha 
prestado  su  cooperación  para  este  trabajo  interesante. 

De  otra  clase  es  la  segunda  parte  de  la  obra : puede  de- 
cirse de  ella , que  está  destinada  esclusivamente  á satisfacer 
las  necesidades  de  la  práctica;  los  nombres  de  Diccionario 
y Formularios , revelan  por  sí  solos  su  carácter  y las  mate- 
rias que  comprenden. 
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Respecto  al  Diccionario , creí  en  un  principio  que  basta- 
ría en  cada  uno  de  sus  artículos  ó palabras,  hacer  remisiones 
á la  Ley  hipotecaria,  á su  Reglamento  y á las  demas  dispo- 
siciones publicadas  por  el  Gobierno  para  su  ejecución ; el 
ensayo  no  me  satisfizo,  porque  obligaba  continuamente  a 
evacuar  citas,  aunque  dentro  de  la  misma  obra,  y mas  bien 
que  diccionario,  era  un  índice,  que  aunque  adecuado  para 
economizar  trabajo  y tiempo  al  que  no  dominara  y retuviera 
por  completo  en  la  memoria  la  legislación  hipotecaria  en 
todos  sus  pormenores,  no  llenaba  completamente  su  ob- 
jeto. No  había  otro  medio  para  que  esta  parte  de  la  obra 
correspondiera  al  fin  apetecido,  que  poner  en  cada  artículo 
ó palabra  del  Diccionario  el  testo  de  las  disposiciones  á 
él  referentes,  sistema  que  he  adoptado,  prefiriendo  que  la 
obra  sea  tachada  mas  bien  por  contener  repeticiones,  y no 
consultar  en  esta  parte  á la  brevedad,  que  por  faltar  á la 
claridad  y uso  cómodo  de  los  que  la  estudien  ó consulten. 

Al  final  de  cada  uno  de  los  artículos  del  Diccionario 
se  ponen  los  formularios  no  solo  de  las  escrituras,  sino  tam- 
bién de  los  actos  judiciales  que  á él  se  refieren  con  toda  la 
ostensión  que  exije  la  novedad  de  la  materia. 

En  esta  segunda  parte  mi  trabajo  se  ha  limitado  á diri- 
gir, inspeccionar  y darle  unidad  con  el  resto  de  la  obra.  Los 
que  han  trabajado  en  la  redacción  del  Diccionario  son  Don 
José  Reus,  cuyo  nombre  está  asociado  al  mió  en  la  Direc- 
ción de  la  Revista,  y D.  Hermenegildo  Ruiz,  colaborador  de 

cUata‘Sha  Este  Últím0’  baí°  mi  «nadon  inme- 

mata,  ha.escuto  los  Formularios. 
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No  nos  proponemos  entrar  en  investigaciones  históriéo- 
jurídicas  para  señalar  cuál  fué  entre  los  antiguos  pueblos  el 
primero  en  que  se  conoció  la  hipoteca.  Si  nos  empeñáramos 
en  esta  empresa , nos  perderíamos  probablemente  en  la  noche 
de  los  tiempos,  y con  conjeturas,  y tal  vez  hasta  con  fábu- 
las, desfiguraríamos  la  historia.  Ni  resultaría  de  ello  utilidad, 
porque  lo  que  digéramos  de  tiempos  remotos  y con  relación 
á los  anales  de  pueblos  que  ningún  contacto  han  tenido  con 
nosotros,  y de  los  que  no  hemos  heredado  leyes  ni  institucio- 
nes , ni  usos , ni  costumbres , ni  tradiciones , no  serviría  para 
conocerla  genealogia.de  nuestras  hipotecas,  ni  seguir  por  el 
orden  de  los  tiempos  su  sucesivo  desenvolvimiento  y sus  vi- 
cisitudes. La  razón  por  otra  parte  dicta  que  seria  ocioso  bus- 
car su  origen  en  las  sociedades  primitivas  y en  todas  aquellas 
que  no  han  llegado  á cierto  grado  de  prosperidad  y de  civili- 
zación, porque  la  hipoteca  supone  una  organización  social 
bastante  adelantada , en  que  la  riqueza , la  frecuencia  de  la 
contratación , los  progresos  y el  acrecentamiento  de  los  inte- 
reses y necesidades  materiales  hacen  entrar  á los  pueblos, 
auque  lenta  y casi  insensiblemente,  en  la  creación  de  medios 
hasta  cierto  punto  artificiales , que  empezando  á ensanchar  el 
crédito , preparan  una  época  lejana,  en  que  tomando  formas 
* gigantescas , ha  de  enseñorearse  de  la  sociedad  hasta  tirani- 
zarla con  su  abuso.  Por  esto  tomarémos,  por  punto  de  partida 
la  legislación  romana , base  y modelo  de  nuestro  derecho  ci- 
vil, como  lo  es  de  las  demás  naciones  modernas,  para  seguir 
sucesivamente  la  historia  de  las  hipotecas  en  España  por  la 
serie  de  los  siglos  hasta  nuestros  dias. 

TOMO  í.  * 


2 


ley  hipotecaria. 


cüpItdlo  i. 

0ISTORM  BE  I » HIPOTEC»  EM 

SUMARIO. 


1.  Roma  solo  conoció  en  un  princi- 
pio obligaciones  personales. 

2.  El  apremio  personal  era  el  único 
medio  de  compeler  á los  deudores. 

3.  Poder  de  los  acreedores  sobre 
sus  deudores. 

4.  Rigor  de  las  leyes  de  las  Doce 
Tablas  en  esta  materia. 

5.  Los  bienes  del  deudor  no  respon- 
dían inmediatamente  de  las  deudas,  sino 
su  persona. 

G.  Este  rigor  era  incompatible  con 
el  progreso  de  la  civilización. 

7.  Ley  Petilia  Papiria. 

8,  9 y 10.  Procedimiento  pretorio 
para  hacer  efectivas  las  deudas  por  la 
ocupación  y venta  en  conjunto  de  los 
bienes  del  deudor. 

1 1 . Beneficios  de  cesión  de  bienes  y 
competencia. 

12.  Procedimiento  para  hacer  efecti- 
vas las  deudas  por  la  prenda  judicial. 

13.  Mitigación  del  apremio  personal. 

14.  Garantía  de  las  obligaciones  en  la 
multiplicidad  de  personas  obligadas. — 
Obligaciones  solidarias.— Cauciones. 

Ib.  Introducción  de  la  hipoteca  en 
los  últimos  tiempos  de  la  república. 

1G.  El  contrato  de  fiducia  prepara 
esta  introducción. 

17.  Y después  el  de  prenda. 

18.  Causas  de  la  introducción  de  la 
hipoteca. 

20  y 21.  Las  acciones  serviana  y 


cuasi-serviana  son  las  primeras  que  le 
dan  fuerza. 

22  y 23.  Diferencia  entre  la  prenda 
y la  hipoteca. 

24.  Diferencia  entre  las  acciones  pig- 
neraticia  é hipotecaria. 

25.  Clandestinidad  de  la  hipoteca. 

26.  Hipotecas  generales  y especiales. 

27.  Hipotecas  voluntarias  y necesa- 
rias. 

28.  Hipotecas  pretorias  y judiciales. 

29.  Hipotecas  tácitas. 

30.  Hipotecas  privilegiadas  y comu- 
nes. 

31.  Valor  de  las  hipotecas  privile- 
giadas. 

32.  Manera  de  introducirse  estos  pri- 
vilegios. 

33  y 34.  Enumeración  de  las  hipo- 
tecas tácitas  especiales , tanto  privilegia- 
das como  comunes. 

35  y 36.  Enumeración  de  las  hipo- 
tecas tácitas  generales,  tanto  privilegia- 
das como  comunes. 

37.  Hipotecas  espresas  privilegia- 
das. 

38.  Prelacion  respectiva  de  los  acree- 
dores hipotecarios. 

39.  Continúa  la  clandestinidad  de  la 
hipoteca. 

40.  Los  registros  de  hipotecas  no  tie- 
nen origen  romano. 

41.  Tablas  y códices  accepti  et  ex- 
pensi. 

42.  El  contrato  de  hipoteca  no  eligía 
solemnidades. 
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43.  Las  naciones  modernas  se  han  46.  No  aprovecharon  los  romanos  los 

separado  en  esto  del  derecho  romano.  medios  que  su  derecho  les  ofrecía  para 

44.  Prelacion  de  las  hipotecas  cons-  evitar  fraudes  en  materia  de  hipotecas, 

tituidas  solemnemente.  47.  Importancia  del  derecho  romano 

45.  Erección  del  estelionato  en  de-  en  materia  hipotecaria , aun  después  de 

lito.  nuestra  nueva  ley. 

1 . En  los  tiempos  primitivos  de  Roma  nada  hay  que  ni 

aun  remotamente  pueda  dar  idea  de  que  conociera  la  hipo-  /<  » - - • j 
teca.  Ni  es  de  estrañar,  porque  no  puede  esperarse  esto  ¿ *<■<** 
de  un  pueblo  grosero  y rudo,  que  se  halla  en  su  infancia, 
que  tiene  por  principal  ocupación  el  arte  de  la  guerra,  que 
ele  ella,  de  las  conquistas,  del  pillaje  y de  los  tributos  de 
las  naciones  vencidas  saca  su  riqueza , que  no  dá  estimación 
al  comercio,  que  desdeña  la  industria  y los  oficios  mecáni- 
cos, prohibiendo  á los  ciudadanos  el  ejercicio  de  las  artes 
sórdidas  y sellularias , es  decir , de  todas , menos  la  agri- 
cultura , y que  relega  el  trabajo  á los  vencidos  y á los  es- 
clavos. Bajo  semejante  constitución  política  y en  época  tan 
poco  culta , solo  pueden  comprenderse  obligaciones  persona- 
les , obligaciones  que  en  la  austeridad  severa  de  los  antiguos 
pobladores  de  la  ciudad  eterna  estaban  despojadas  frecuente- 
mente de  todo  carácter  civil , y solo  ligaban  por  la  probidad  y 
por  la  buena  fé  á que  habia  elevado  templos  el  religioso  Nu- 
ma  Pompilio. 

2.  El  acreedor,  en  tal  estado  de  la  sociedad,  encontraba  ¡/ 
la  garantía  principal  y casi  esclusiva  de  su  crédito  en  las  cir-  ^ A (■ 
cunstancias  personales , en  la  probidad , en  la  economía , en 

el  amor  al  trabajo  y en  las  costumbres  de  su  deudor.  Si  éste 
no  le  pagaba  oportunamente , el  apremio  personal  era  el  modo 
de  compelerlo.  Seguian  en  esto  los  romanos  el  ejemplo  que 
nos  presenta  la  historia  de  todos  los  pueblos  bárbaros,  en  que 
la  persona , la  libertad  y hasta  la  vida  del  deudor  responden 
inmediatamente  de  las  obligaciones  de  que  se  halla  en  des- 
cubierto. 

3.  En  el  interés  de  que  no  decayera  la  buena  fé  , de 
evitar  los  fraudes  de  personas  inmorales  y de  alentar  la  con- 
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fnn7a  -eneral . sin  la  cual  estaría  condenada  la  sociedad  á vi- 
vir en  infancia  perpétua , no  repararon  los  romanos  en  arma 
á los  acreedores  de  un  poder  ilimitado  sobre  sus  deudores  m- 

solcntes  uan  ger  Ja  concucion  de  estos  durante  la 

Monarquía  ¿y  en  los  primeros  años* de  la  República,  nos  o 
demuestra  el  rigor  terrible  con  que  se  ensanan  conüa  ello 
las  leyes  de  las  Doce  Tablas  (1),  legislación  que  sena  sin 
duda  en  este  punto  mas  humana  que  la  que  antes  existía,  pues 
que  debió  su  origen  á una  revolución  escitada  en  gran  pai  te 
por  las  exigencias  y demasías  injustas  de  los  acreedores.  Se- 
gún ellas,  confesando  alguno,  ó decidiéndose  judicialmen- 
te que  era  deudor,  tenia  una  tregua  de  treinta  dias  para  el 
pago  (2):  sino  lo  verificaba,  espirado  el  término,  el  acreedor 
podia  echarle  mano , manus  injectio  (3) , acción  de  ley  para 
llevarlo  ante  el  magistrado,  in  jus  ducito,. con  objeto  de  que 
presentara  persona  que,  mas  abonada  que  él,  ofreciera  garan- 
tías superiores,  vindex;  sino  presentaba  persona  que  por  él 
respondiera,  tenia  el  acreedor  la  facultad  de  llevarlo  á su  ca- 
sa, cargarlo  de  prisiones  con  tal  que  no  escedieran  del  peso  de 
quince  libras  (4),  suministrándole  como  alimento,  al  menos 
una  libra  de  harina  de  escanda,  para  que  prolongara  de  este 
modo  su  existencia  desgraciada,  á no  ser  que  se  sostuviera 
por  su  propia  cuenta  (5) : por  dos  meses  gemia  en  este  cauti- 
verio , durante  los  cuales  podia  pactar , y era  llevado  al  mer- 
cado público  ante  el  magistrado , proclamándose  en  alta  voz 

i /l?.!aSrDoíe  ?’abla?»  bien  se  siSa  la.  restauración  que  de  ellas  hizo  Jacobo  Go- 
delroy  (Gotliofredus)  en  el  siglo  XVII,  ó bien  las  hechas  en  éste  por  Haubold,  Dirck- 

Sirnilli  ian’  *a  !erc?ra  estaba  destinada  en  su  totalidad  á los  procedimientos 

escencion  dróS’n  i°d°S  PonenPor  rúbrica  de  esta  Tabla  De  rebus  creditis,  ú 
escepcion  de  Ortolan  que,  como  nos  dice,  substituye  por  su  propia  cuenta  1 este 

que  ei^las  oivTmZÍnf*  rfi[msQue íudicatis'>  pero  en  su  restauración,  lo  mismo 
tra  los  deudores  ° S<J  ^ ,a  terCera  Tabla  del  Perdimiento  con- 

I £SrWTn»W8i"u ** »*»• 

aut  ñervo  aut  compedibus  quíndecim  riollrtnT JUre  íin<tlclt’  ?ecunl  ducito ; «incito, 
(r.)  Si  volet,  sao  visto! , ™ ne  ,ai“re>  “I1  si  volet  “inore  «incito, 

dies  dato,  si  volé!,  plu¡  dalo.  . ^Ul  em  habehit,  libras  farris  ende 
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la  suma  que  debía  para  escitar  la  compasión  de  sus  parien- 
tes , de  sus  amigos  ó de  otras  personas  generosas  que , pa- 
gando la  deuda,  lo  libertaran  de  su  miserable  situación.  Pa- 
sado este  término  sin  que  sepresentára  quien  le  favoreciese, 
era  llevado  al  otro  lado  del  Tiber,  para  que  vendido  á un  es- 
tranjero  la  ciudad  quedára  libre  del  espectáculo  continuo  de 
un  deudor  insolvente  (1),  al  que  tenia  también  derecho  á 
matar  su  acreedor  (2).  La  ley,  en  la  ferocidad  de  su  época, 
llegaba  al  estremo,  cuando  eran  varios  los  acreedores,  de 
autorizarlos  á que  lo  despedazáran  y se  repartieran  sus  res- 
tos ensangrentados  (3).  Esta  es  la  verdad  que  nos  trasmite  la 
ley  escrita , y que  está  confirmada  por  el  testimonio  de  no- 
tables escritores  (4),  por  mas  que  algunos,  resistiéndose  á 
creerla,  hagan  interpretaciones  inadmisibles.  Pero  debemos 
añadir,  para  ser  fieles  á la  historia,  que  no  existe  noticia, 
ni  existia  en  los  tiempos  de  Aulo  Gelio  (5) , de  que  se  hu- 
biera llevado  nunca  á efecto  esta  crueldad  de  la  ley , que 
parecía  mas  bien  destinada  á aterrar  á los  deudores,  sin  que 
se  llegara  nunca  á verificar,  que  á ser  llevada  á ejecución: 

(1)  Dice  Aulo  Gelio:  Erat  autem  jus  interea  paciscendi;  ac  nisi  pacti  forent,  ha- 
bebantur  in  vinculis  dies  sexaginta;  ínter  eos  dies  (rinis  nundinis  continuis  ad 
praetorem  in  comitium  producebantur , quantajque  pecunia?  judicati  essent  praedi- 
cabatur  (Noct.  attic.  XX,  1.). 

(2)  Aulo  Gelio  dice  también  en  el  mismo  lugar  antes  citado:  Tertiis  autem  nun- 
dinis capite  paenas  dabant,  aut  trans  Tiberim  peregré  venum  ibant. 

(3)  Tertiis  nundinis  partís  secanto:  si  plus  minusve  secuerint,  se  fraude  esto. 

(4)  El  mismo  Aulo  Gelio,  después  de  nablar  de  la  facultadque  tenia  el  acreedor 

para  matar  y vender  á su  deudor,  que  antes  hemos  copiado , añade:  Sed  eam  capitis 
poenam  saneiendae,  sicutdixi,  fidei  gratiá,  horrificam  atrocitatis  ostenlu,  novisque 
terroribus,  metuendam  reddiderunt.  Nam  si  plures  forent,  quibus  reus  esset  judica- 
tus,  secare,  si  vellent,  atque  partiri  corpus  adiic¡,i  sibi  hominis  permisserunt.  Et 
quidém  verba  ipsa  legis  dicam  ne  existimes  invidiam  me  istam  forte  formidare  (pone 
aquí  las  palabras  nue  hemos  copiado  en  la  nota  anterior,  y después  sigue):  Nihil  pro- 
fectó  inmitius,  ninil  inmanius.  ... 

Quintiliano,  en  sus  Instituciones  oratorias  (III,  6),  dice:  Sunt  emm  quaedam  non 
laudabilia  naturk  sed  jure  concessa:  ut  in  XII  tabulis  debitoris  corpus  Ínter  credito- 
ris  dividí  licuit. 

Tertuliano  (Apologet.,  cap.  IV)  se  espresa  así:  Sed  et  judicatos  in  partes  secan  a 
ereditoribus  leges  erant. 

(5)  En  el  mismo  lugar  antes  citado  escribe  este  autor:  Nisi  ut  reipsa  apparet,  eo 
consil  ¡o  tanta  immanitas  pcene  denuntiata  est,  ne  ad  eam  nunqu&m  perveniretur. 
Addici  tiamque  nunc  et  vinciri  mullos  videmus:  quia  vinculorum  poenam  deterri- 
mi  hornillos  contemnunt.  Discctum  esse  entiquilüs  ueminem  oquidéin  ñeque  leg», 
ñeque  audivi:  quouiam  saevitia  ista  poetice  contemni  non  quita  ost. 
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1 costumbres  públicas  y el  consentimiento  universal  la  re- 
chazaron (l)  Roma  no  invento,  no  creo  este  sistema,  según 
befamos  indicado:  se  limitó  á seguir  el  ejemplo  de  otros  pue- 
blo* de  aquella  época.  Aun  sin  llegar  a estos  estremos,  sabi- 
fio  es  nuc  en  Roma  se  adjudicaban  los  deudores  a .los  aciee- 
dores  en  pairo  de  sus  deudas  (addicti),  y que  otros  se  compro- 
metían á estar  en  poder  de  ellos  prestándoles  servicios  hasta 
f,uc  C0n  ellos  pagaban:  á estos  se  daba  el  nombre  de 
nexi:  y á la  potestad  en  que  se  hallaban  mancipium. 

5.  Nada  habia  en  este  sistema,  que  directa  é inmedia- 
tamente se  refiriera  al  pago  de  las  deudas  con  los  bienes  del 
deudor:  podía  indudablemente  cobrarse  con  ellos  el  acreedor; 
pero  esto  era  solo  por  consecuencia  de  tener  en  su  poder  al 
deudor,  por  la  regla  de  que  el  que  disponía  de  la  persona 
podía  disponer  de  los  bienes. 

6.  Incompatible  era  este  trastorno  de  ideas  con  el  pro- 
u reso  social,  con  los  principios  eternos  de  justicia  y equidad, 
y con  todo  sentimiento  generoso.  El  hombre  y su  libertad 
fueron  adquiriendo  mayor  consideración;  se  hicieron  inesti- 
mables y ya  no  fueron  el  precio  de  una  deuda : llegó  el  dia, 
en  que  conocidos  profundamente  los  principios  verdaderos  de 
ese  derecho , que  no  es  creación  del  hombre  , sino  que  está 
grabado  por  la  mano  de  Dios  en  su  corazón  y en  su  cabeza, 
se  proclamara  como  una  verdad  de  derecho  universal,  que  no 
es  la  persona  la  que  inmediatamente  responde  de  las  deudas, 
sino  los  bienes.  Por  esto,  en  los  países  en  que  se  admite  el 
apremio  personal  por  deudas,  solo  es  como  último  recurso 
cuando  aparece  que  el  deudor  es  insolvente , y esto  en  pocos 
casos,  justificados  por  el  interés  público,  y que  por  sus  cir- 
cunstancias particulares  ponen  en  evidencia , ó hacen  presu- 
mir al  menos,  la  mala  fé  de  los  deudores.  Aun  en  ellos,  el 
apremio  personal,  sin  rigores,  sin  violencias,  sin  ninguna 

Quam  legcrn  mos^pubiici^  J?nles».  a5ad®  Quintiliano  las  siguientes: 

delitas  poenc  erasa  est  et  in  pudoris  notam^-r001  Gonsensu  lamen  publico  eru- 

proscriptione,  suffundere  maluit  h .m?nU  S,  pl,S  coníersa  est  b°norum  adhibitá 

uu  nominis  sanguinem  quiim  effundere. 
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otra  presión  mas  que  la  privación  de  libertad , y esto  por  li- 
mitado tiempo , no  es  una  pena , sino  un  aguijón  poderoso 
para  que  el  deudor  se  esfuerce  y apure  todos  los  recursos 
que  su  inteligencia  y fuerzas  le  permitan,  con  objeto  de  que 
su  acreedor  quede  satisfecho  : es  un  modo  de  procurar  que 
la  persona  que  por  una  presunción  de  derecho  se  conside- 
ra con  posibilidad  de  pagar,  no  se  burle  de  su  acreedor, 
el  cual,  cuando  pierde  la  esperanza  de  cobro,  muy  pronto  de- 
siste de  sus  persecuciones  para  libertarse  de  la  necesidad  de 
satisfacer  los  alimentos  del  deudor  que  corren  de  su  cuenta.  , 
7.  La  ley  Petilia  Papiria  de  nexis,  inauguró  el  cambio.  A) 
Promovida  en  una  sedición  motivada  por  el  bárbaro  rigor  oLl* 
de  un  acreedor  inhumano , fué  considerada  como  una  victo-  ¿ A 


ria  del  pueblo,  como  su  verdadera  emancipación.  Tito  Livio  Y 
nos  dice , que  en  el  año  de  su  formación , que  fué  el  428  de  ' 
la  fundación  de  Roma , se  inauguró  con  ella  otro  principio  de 
libertad  para  la  plebe’(l)  al  proclamarse , que  no  el  cuerpo  del 
deudor , sino  sus  bienes,  eran  responsables  de  las  deudas  ci- 
viles, y que  solo  el  que  hubiera  cometido  un  delito  podía  es- 
tar aherrojado,  ó atado,  y solo  mientras  cumplía  la  condena  (2). 

El  rigor  antiguo  cesó  por  lo  tanto  en  su  mayor  parte:  no 
pudo  desde  entonces  cargarse  de  prisiones  al  deudor  (i necti ); 
pero  pudo  el  acreedor  llevarlo  á su  casa  ( duci ),  y cobrar  el 
crédito  con  sus  servicios:  el  deudor  no  era  reducido  á es- 
clavitud; no  gemía  en  prisiones;  no  carecía  del  alimento  ne- 
cesario; no  podía  ser  vendido,  ni  atormentado , ni  despeda- 
zado; pero  llevado  á casa  del  acreedor,  con  su  trabajo  de- 
bía satisfacer  la  deuda : no  era  esclavo  de  derecho,  servus; 
pero  de  hecho  estaba  en  servidumbre , apremio  personal 
mucho  menos  vejatorio  que  el  riguroso  de  las  Doce  Tablas. 

8.  Este  apremio  personal  se  hizo  menos  frecuente  desde 

(1)  Eo  anrio  ¡plébi  román ae  velut  aliud  initium  libertatis  factum  est,  quod  necti 

desierunt  (VIH,  28).  . . * . :;w  . <i  r • . . 

(2)  Victum  eó  die  ob  impotentem  injuriam  unius  ingens  vinculum  íidei,jussi- 
'I no  cónsules  ferre  ad  populum,  ne  quis  nisi  qui  noxara  meruisset,  doñee  pamam 
lueret,  in  eornpedibus  aut  in  ñervo  teneretur;  pecuniai  croditae  bona  debitons,  non 
corpus  obnoxium  esset  (Til.  Liv.,  en  el  mismo  lugar). 
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que  los  Pretores , en  su  misión  de  equidad,  en  su  empeño 
instante  de  hacer  prevalecer  sobre  los  escesivos  rigores  del 
derecho  civil  el  de  gentes,  esto  es  en  la  denominación  ro- 
mana lo  que  hoy  llamamos  el  derecho  universal  de  todas  las 
naciones  civilizadas,  introdujeron  una  nueva  forma  de  hacer 
efectivas  las  deudas  dirigiéndolos  procedimientos , no  ya  con- 
tra las  personas,  sino  contra  los  bienes  de  los  deudores.  Esta 
manera  de  proceder  consistía  en  dar  el  Pretor  al  acreedor  a 
posesión  de  los  bienes,  missio  in  possessionem , como  pren- 
da, pignus  prcetorium , y venderlos,  venditio  bonorutn. 

He  aquí  el  modo  de  verificarlo. 

9.  A los  treinta  dias  después  de  que  el  deudor  habia  re- 
conocido la  deuda,  ó habia  sido  sentenciado  á satisfacerla,  el 
Pretor  autorizaba  al  acreedor  á entrar  en  la  posesión  de  los 
bienes  del  deudor.  Trascurridos  otros  treinta  dias , durante 
cuyo  término  se  anunciaba  la  venta  por  edictos,  honor um 
proscrlptio,  convocaba  el  magistrado  á los  acreedores  para 
(pie  entre  ellos  nombraran  á uno  que  corriera  con  hacer  la 
venta , al  que  se  daba  el  nombre  de  mcigister.  Este  señalaba 
las  condiciones  del  contrato , una  de  las  cuales  solia  ser  que  el 
comprador  debiera  pagar  á los  acreedores  una  parte  propor- 
cional de  sus  créditos.  Pasados  otros  treinta  dias  los  bie- 
nes eran  vendidos , no  especialmente , ni  por  lotes , sino  en 
todo  su  conjunto , al  que  mas  por  ellos  ofreciera.  Esta  venta, 
padrón  de  ignominia  para  el  deudor,  era  para  el  comprador 
un  modo  universal  de  adquirir,  á que  el  jurisconsulto  Cayo 
dió  lugar  entre  las  sucesiones,  cuyo  nombre  le  aplicaba. 
K1  mismo  jurisconsulto  nos  refiere  los  casos  en  que  tenia  lu- 
gar la  manera  de  proceder  contra  los  deudores  en  los  térmi- 
nos que  dejamos  espuestos:  estos  eran,  cuándo  se  ocultaban 
para  defraudar  á sus  acreedores,  y no  eran  defendidos  en  su 
ausencia  cuando  hacian  cesión  de  bienes  en  conformidad  á 

su  tL  l i;  Y.  T^0  c?rldenados  Juicio,  no  pagaban  á 
P a cantidad  señalada  en  la  sentencia  (1). 

(i)  §•  77,  coment.  111,  de  las  Instit.de  Cayo. 
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10.  La  prenda  ¡pretoria  era  solo  para  conservar  los  bie- 
nes y ponerlos  en  manos  seguras  que  los  administraran ; no 
despojaba  al  deudor  de  su  dominio , ni  le  privaba  de  su  po- 
sesión civil  (1),  aunque  no  tuviera  la  natural,  en  la  que  eran  p n 
protegidos  los  acreedores  por  un  interdicto  (2)  y por  una  ac-  ^ 
cion  in  factura  (3);  pero  no  constituía  un  verdadero  derecho 
en  la  cosa , ni  daba  prioridad  á los  créditos , terminándose 
cuando  perdian  la  posesión  , hasta  que  el  Emperador  Justi- 
niano , reformando  el  derecho  antiguo , dió  á la  prenda  pre- 
toria los  mismos  efectos  que  á la  convencional , si  bien  desde 
que  los  acreedores  entraban  en  posesión  de  los  bienes  (4), 
mas  sin  perjudicar  á los  acreedores  anteriores , que  tenian  el 
derecho  de  prenda  ó hipoteca , á los  cuales  aprovechaba  la 
regla  de  la  preferéncia  de  créditos  por  la  antigüedad  de 
deudas. 


11.  Siguió  mitigándose  la  suerte  de  los  deudores  duran-  .Am  **•/•’ 
te  el  imperio : en  su  cuna  misma  el  beneficio  de  la  cesión  de 
bienes,  concedido  á todos  los  que  no  lo  eran  por  fraude,  r' 

✓dos  libertaba  de  la  prisión  y de  la  infamia  (5),  y les  otorga- 
*vba  otro  beneficio , el  de  competencia , respecto  á las  adquisi- 
ciones futuras , es  decir , que  pudieran  retener  la  parte  de 
ellas  que  Ies  fuera  indispensable  para  su  manutención. 

12.  AI  modo  de  proceder  á hacer  efectivas  las  deudas  por 

la  posesión  y venta  de  bienes,  se  agregó  coexistiendo  prime-  j 
ro  con  él,  para  concluir  casi  por  suprimirlo,  el  de  la  prenda  ‘ 
judicial  pignus  judiciale  , ó como  dicen  los  testos , pignoris 
capio , ó pignus  ex  re  judicata  captum.  Consistía  este  pro- 
cedimiento en  que  el  magistrado , por  medio  de  sus  depen- 
dientes , apparitores , embargara  los  bienes  del  deudor  ne- 
cesarios para  el  pago  de  la  deuda , comenzando  por  los  mue- 


lo Ley  26,  tít.  I,  lib.  XX  del  Digesto. 

(2)  Este  interdicto  era  Ne  vi$  ñat  ei  quiin  possesionem  missus  est , de  que  traía 

el  tít.  IV  del  lib.  XL1II  del  Dig.  „„  Vl ... 

(3)  §.  único  de  la  lev  I de  este  título  IV,  y §.  8 de  la  ley  3,  tít.  XVII,  lib.  XLIII 
del  Dig. 

(4)  Ley  2,  tít.  XXII,  lib.  VIII  del  Código  rovcelite  prcBlectionis . 

(5)  Ley  1,  til.  LXXI,  lib.  Vil  del  mismo  Código. 

tomo  i.  2 
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bles,  pasando  á los  inmuebles  y concluyendo  por  los  crédi- 
fos  A los  dos  meses,  si  el  deudor  no  satisfacía  la  deuda,  se 
vendía  cada  objeto  embargado  separadamente , distractio,  se 
pagaba  al  acreedor,  y al  deudor  se  le  entregaba  lo  restante: 
si  no  había  comprador,  se  adjudicaba  al  acreedor  el  objeto  em- 
bargado (1).  Esta  prenda  era  igual  en  sus  efectos  á la  preto- 
ria.''Aunque  en  el  imperio  de  Justiniano  duraba  todavía  el 
procedimiento  por  posesión  y venta  de  bienes  , había  perdido 
ya  la  importancia  que  tenia,  confundiéndose  con  el  de  la  pren- 
da judicial,  del  que  solo  se  diferenciaba  en  que  los  acreedores 
entraban  en  la  posesión  de  los  del  deudor  en  los  casos  de 
contumacia  ó de  fuga  de  éste,  pero  no  se  estendia,  como  en 
un  principio,  á todos  los  bienes,  sino  á la  parte  necesaria 
para  cubrir  la  deuda , ni  la  venta  se  hacia  en  conjunto  , sino 
de  cada  objeto  separado , y por  lo  tanto  no  había  ya  quien  pu- 
diera ser  considerado  como  sucesor  en  vida  del  deudor. 

' Id.  Vemos,  pues,  que  perdiendo  sucesivamente  el  dere- 
cho su  carácter  primitivo  y sus  formas  rigurosas , en  tiempo 
de  los  Emperadores  cristianos  el  procedimiento  para  la  exac- 
ción de  las  deudas  vino  á ser  muy  semejante  al  de  los  pueblos 
modernos.  En  lo  que  presentó  mas  resistencia  el  cambio  fué 


respecto  al  apremio  personal,  que  si  bien  lejos  ya  de  la  crueldad 
y de  los  rigores  que  acompañaron  su  nacimiento , por  mucho 
tiempo  se  llevó  á efecto  en  prisiones  particulares,  y no  públi- 
cas . en  donde  tenia  el  acreedor  el  medio  de  vejar  en  demasía 
a su  deudor,  y de  sujetarlo  á trabajos  duros  hasta  que  que- 
dara libre  de  la  deuda.  El  Emperador  Justiniano , siguiendo  el 
ejemplo  de  su  antecesor  Cenon,  y viendo  que  á pesar  de  los 
escuerzos  de  sus  predecesores , existían  prisiones  particulares 
“’í 7 11  los  1ue  las  tlIV¡eran  la  pena  del  delito  de  lesa  maies- 

1 c ves  d {das enorToPpl ° 55  V°  ineftcaces  <ll,e  ^bian  sido  las 
espa„Í  (2)  EmpCradores  para  ™P«d¡r  desorden  tan 


(2)  Leyes praleclionis. 

■ *,  II».  I,  y |.  y j..  jel  ut.  y,  Ub  K dol  mismo  Códje 
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14.  La  civilización,  que  tan  poderosamente  había,  influi- 
do en  que  la  suerte  de  los  deudores  fuera  menos  rigurosa 
tanto  por  lo  que  á las  personas  se  refería , como  en  los  pro- 
cedimientos contra  los  bienes , debia  producir  efectos  seme- 
jantes en  los  acreedores.  Estos,  en  lugar  de  los  medios 
crueles  que  solo  encontraban  antes  para  ser  reembolsados, 
limitaron  su  anhelo  á asegurar  el  pago  al  vencimiento  de 
las  obligaciones;  escitados  por  este  interés,  excogitaron 
medidas  preventivas  y calcularon  precauciones  que  les  ga- 
rantizaran el  cumplimiento  de  las  obligaciones  con  mayores 
seguridades  que  las  que  podía  dar  el  temor  de  la  severidad 
de  las  leyes.  Natural  era  que  cuando  las  personas  y no  los 
bienes  respondían  inmediatamente  de  las  deudas  , no  se  pen- 
sara buscar  la  garantía  de  las  obligaciones  en  las  cosas,  sino 
en  la  multiplicidad  de  las  personas  obligadas.  De  aquí  pro- 
vinieron las  obligaciones  solidarias  , en  virtud  de  las  cuales 
se  presentaba  alguno  respondiendo  de  la  obligación  directa 
é inmediatamente  con  otro , y las  cauciones  en  que  se  garan- 
tía, aunque  en  segundo  término , el  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones. 

15.  No  pasó  de  aquí  el  derecho  romano  hasta  los  últimos 
tiempos  de  la  república  , en  que  reconociéndose  que  las  cosas 
daban  mayor  garantía  que  las  personas , admitieron  la  hipo- 
teca. Ni  fué  ésta  tampoco  invención  suya:  recibióla  de  los 
griegos , como  lo  indica  la  misma  palabra  con  que  la  natura- 
lizaron en  Roma , si  bien  no  con  la  publicidad  que  tenia 
en  el  país  de  que  importaron  la  institución , porque  en  Grecia, 
por  medio  de  señales  esteriores  á que  se  muestran  tan  afec- 
tos los  pueblos  en  su  infancia , de  columnas , hitos  ú otras 
marcas  visibles  puestas  en  las  fincas  hipotecadas  , hacían 
constar  la  índole,  estension  y cantidad  á que  se  hallaban 
afectas.  Y de  notar  es  que  el  pueblo  que  puede  considerarse 
como  el  fundador  de  la  institución  de  las  hipotecas,  adoptara 
como  sus  bases  capitales  la  especialidad  y la  publicidad,  que 
es  lo  que  después  de  tantos  siglos  ha  vuelto  á ser  el 'sistema 
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favorito  de  rrran  parte  de  las  naciones  modernas  que  para 
progrlr  han  tenido  que  retroceder  á lo  ensayado  en  remo- 
tos tiempos  por  el  pueblo  mas  culto  déla  antigüedad,  y 
olvidado  después,  ha  renacido  con  nuevo  vigor  y lozanía,  s. 
bien  arreglado  á las  exigencias  y adelantamientos  de  la  so- 
ciedad de  nuestros  días  y perfeccionado  de  un  modo  que 
hubiera  sido  difícil  ó imposible  conseguir  en  el  país  en  que 

naciera , 

16.  Mas  este  tránsito  de  la  garantía  personal  á la  garan- 
X^ivd  real  no  fué  instantáneo.  Venia  preparado  desde  tiempos 
c ' anteriores:  el  contrato  denominado  fíducia  puede  ser  conside- 
* ^rado  como  su  origen.  En  este  contrato,  el  deudor  que  se  pro- 
ponía dar  una  cosa  en  garantía  á su  acreedor , tenia  que  tras- 
ferirle  su  dominio  quiritario  por  el  rito  de  la  mancipación, 
mane  ¿patio , ó la  cesión  en  derecho,  cessio  injure , pero  con 
un  pacto,  fíducia , en  virtud  del  cual  tan  luego  como  pagara 
la  cantidad  debida,  el  acreedor  debía  volver  á traspasarle 
el  dominio  de  la  misma  cosa  recibida,  sub  fíducia , sub  lege 
'vcmancipationis.  Parecida  era  esta  obligación  á nuestras 
ventas  con  pacto  de  retroventa,  llamadas  también  ventas  á 
carta  de  gracia , y la  r emancipación,  como  decían  los  roma- 
nos, equivalía  á nuestro  retracto  convencional . Semejante 
medio  no  podía  satisfacer  cumplidamente  su  objeto,  como  no 
1°  SU(‘lcn  Henar  todos  los  que  por  medios  indirectos  y tortuo- 
sos se  dirigen  á producir  un  resultado  que  directamente  de- 
berla conseguirse.  Desde  luego  aparecen  los  tres  graves  in- 
convenientes que  tenia  para  el  deudor : era  el  primero,  que  si 
no  pagaba  la  cantidad  estipulada , perdía  la  cosa  por  un  pre- 
cio generalmente  inferior  al  que  valía:  consistía  el  segundo 
en  que  como da  cosa  pasaba  á dominio  del  cesionario,  se  espo-  • 

pasado? ÜÜ  l8  "°  P°der  rescatarla-  si  «quel  la  hubiera  tras- 

nal  , y no  riodiá?1'0’  P?r<lue  su  acc*on  era  meramente  perso- 

que  directamente  iTk  3 el  poseedor , sino  contra  el 

ni  aun  ?odt  esner?  : °b“Sad°  ’ V si  ésle  «'a  ¡«solvente, 

r indemnizado  de  los  perjuicios:  era 
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el  tercer  inconveniente,  que  estaba  privado  de  la  cosa  y de 
los  frutos , porque  no  solo  había  traspasado  el  dominio . sino 
también  la  posesión.  j 

17.  No  eran  menores  los  inconvenientes  del  contrato  de  ¿4  ^ - 
prenda,  pignus.  Es  verdad  que  en  él  conservaba  el  deudor  el 
dominio  de  la  cosa , pasando  solamente  su  posesión  al  acree- 
dor, y que  para  no  perderlo,  además  de  la  acción  pign/rati- J ¿r 
cia  que  le  competía  contra  el  acreedor,  para  que , pagada  la 
deuda,  le  devolviera  la  cosa  empeñada,  tenia  como  dueño, 
la  reivindicación  para  obtenerla  de  cualquier  otro  que  la  po- 
seyera : pero  ni  el  acreedor  tenia  acción  alguna  para  recla- 
mar la  posesión , si  la  perdía,  ni  el  deudor  privado,  como  es- 
taba, de  ella  podia  levantar  nuevas  obligaciones  sobre  la 
cosa  empeñada , aunque  lo  estuviese  por  una  cantidad  muy 
inferior  á su  valor  verdadero,  y que  por  lo  tanto  pudiera  ser 


garantía  de  mayores  compromisos. 


/ 


18.  La  necesidad,  pues,  de  un  contrato  en  que  se  salvá-  ¿A  ^ 
ran  todos  los  inconvenientes  que  quedan  referidos,  en  que  el  ^ ( 
deudor  retuviese  el  dominio  y la  posesión  de  la  cosa  obliga-  ¿ 


da,  en  que  pudiera  levantar  sobre  ella  nuevas  obligaciones 


sin  perjuicio  de  la  primitiva,  en  que  percibiendo  los  frutos  y 
utilizándolos,  solo  tuviere  que  satisfacer  los  intereses,  si  es 


que  los  habia  pactado,  y en  que  fuera  fácil  al  acreedor  pudie- 
ra hacer  efectivo  su  crédito , teniendo , hasta  quedar  satisfe- 


cho, además  de  la  acción  personal,  un  derecho  real,  vino  á 
ser  generalmente  reconocida.  Reconocida  una  necesidad  civil, 
nunca  puede  dejar  de  satisfacerse : si  la  ley  no  facilita  el  me- 
dio , el  uso  vá  abriéndole  el  camino ; este  uso  por  la  repetí- 
cion  de  actos , forma  la  costumbre , y la  costumbre  no  solo  se 
encarga  de  suplir  la  ley , de  interpretarla  ampliándola , de  ir 
aplicándola  lentamente  á las  exigencias  sucesivas  de  la  socie- 
dad, sino  que  cuando  la  reforma  llega  á ser  apremiante, 
cuando  el  legislador,  ó indolente,  ó poco  previsor  no  se  apre- 
sura á satisfacerla , álzase  entonces  fuerte , vigorosa  y llena 
de  prestigio,  y destruyendo  lo  antiguo,  y constituyendo  o 


{ 
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nuevo  deroga  la  ley  y la  reemplaza.  Esto  nos  lo  enseña  la 
Mstoriá  de  legislación  de  todos  los  pueblos  antiguos  y mo- 
ma Ít  no  podía  menos  de  suceder  en  Roma:  la  hipote- 
ca tenia  irremisiblemente  que  ocupar  un  lugar  muy  impor- 

tante  en  sus  instituciones  civiles.  . 

^ 19  Pero  el  derecho  civil,  tomada  esta  palabra  en  la  sig- 

v nificacion  estricta  y especial  que  entre  los  romanos  terna  (1), 
\jor  su  carácter  austero  é inflexible  se  prestaba  poco  a esta  in- 
novación que  á despecho  suyo  tenia  que  realizarse.  Adherido 
el  pueblo,  como  suelen  serlo  todos  en  sus  primitivos  tiempos, 
fórmulas  solemnes,  á manifestaciones  esteriores  que  causan- 
do viva  impresión  en  la  imaginación  y en  los  sentidos  dán  un 
carácter  dramático  á todos  los  actos  importantes  de  la  vida 
civil , habia  adoptado  el  rito  escrupuloso  de  la  mancipación 
para  trasferir  el  dominio  de  las  cosas  mancipi,  es  decir,  aque- 
llas que  correspondían  á la  propiedad  verdaderamente  roma- 
na, y privilegiada,  al  dominio  quiritario  que  solo  podía  ser 
obtenido  por  los  ciudadanos;  aun  en  las  cosas  nec  mancipi , 
es  decir , en  aquellas  cuya  propiedad  era  de  derecho  de  gen- 
tes , que  no  estaban  en  el  dominio  quiritario,  in  dominio , sino 
en  los  bienes  (in  bonis),  que  se  trasferian  con  mucho  mayor  sen- 
cillez, yen  que  no  regían  los  principios  estrictos  del  derecho 
civil,  sino  otros  mas  universales  que,  nacidos  del  comercio, 
y relaciones  con  los  estranjeros,  dieron  al  derecho  romano  un 
carácter  universal,  y prepararon  la  gran  dictadura  legislativa, 
que  por  espacio  de  tantos  siglos  ha  ejercido  y continúa  ejer- 
ciendo en  el  mundo  civilizado,  la  tradición  era  indispensable 
para  traspasar  la  propiedad.  Nadie  podia  adquirir  el  dominio 
sin  tocar  la  cosa,  sin  posesionarse  de  ella,  sin  que  hubiera  al- 
gún acto  esterior  que  indicase  que  el  antiguo  dueño  era 

Remplazado  por  un  dueíi°  nuevo , aunque  el  símbolo  v la 

;srsípues  á i;epresentar * — * 

. . Del  dominio  paso  la  necesidad  de  la  tradición  ó de 

iM^iísti/ucionM™  civitIlte  oppellatur  (§.  2.-,  tít.  n,  üb.  1 de 
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la  posesión  á todas  sus  desmembraciones , á los  demás  dere- 
chos en  la  cosa,  que  cuando  por  ser  incorporales  no  admitían 
Ja  entrega  ó la  posesión,  se  casi-entregaban  ó casi-poseían,  lo 
que  se  manifestaba  esteriormente  por  el  ejercicio  de  uno  y 
por  la  paciencia  de  otro.  Con  este  sistema  luchaba  natural- 
mente la  hipoteca,  en  que  se  constituía  un  derecho  real  sin 
acto  alguno  esterior  de  tradición  ó de  casi  tradición,  de  pose- 
sión ó de  casi  posesión,  que  eran  de  esencia  para  1a.  constitu- 
ción del  derecho  en  la  cosa. 

20.  El  derecho  pretorio  era  el  que  por  los  medios  artifi- 
ciales, que  solia  emplear  para  dar  la  vida  del  derecho  escrito 
á las  instituciones  nuevas  que  se  elevaban  aliado  de  las  anti- 
guas, debia  naturalmente  sancionar  espresamente  lo  que  ya 
de  hecho  estaba  autorizado  por  la  costumbre.  El  Pretor  Servio, 
que  vivió  antes  que  Cicerón,  según  creemos,  separándonos  en 
este  punto  de  los  que  confundiéndolo  con  el  jurisconsulto  Ser- 
vio Sulpicio , dicen  que  fué  su  contemporáneo,  abrió  el  camino 
para  que  la  hipoteca  fuera  en  Roma  una  verdadera  institución 
legal,  pero  con  timidez,  si  bien  dejando  sentado  un  preceden- 
te importante  que  sirviera  de  base  para  completar  la  obra  que 
inauguraba.  Destituido  estaba  el  dueño  de  un  predio  rústico  de 
todo  derecho  sobre  los  bienes  muebles  que  para  el  cultivo  in- 
troducía en  él  el  colono,  cuando  oportunamente  no  le  pa- 
gara la  merced  del  arrendamiento.  No  podia  constituir  pren- 
da sobre  ellos , porque  perdiendo  entonces  el  colono  la  po- 
sesión, no  podria  cultivar;  y ni  era  fácil,  por  otra  parte,  afian- 
zar por  medio  del  contrato  fíducia  la  obligación  de  pagar  el 
arrendamiento,  porque  no  era  común  que  los  colonos  tuvieran 
fincas  que  fueran  objeto  de  este  contrato.  Para  que  no  queda- 
ra desprovisto  de  todo  derecho  real,  Servio  estableció  que  en 
semejante  caso,  por  un  simple  pacto,  sin  necesidad  de  tradi- 
ción, quedára  constituida  una  garantía  real  , estensiva  á los 
bienes  muebles,  introducidos  en  la  heredad  para  su  cultivo 
invectce  et  Matee  á favor  del  dueño  de  esta , al  que  se  daba 
una  acción  real , que  le  sirviera  para  dirigirse  contra  los  ter~ 
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ceros  poseedores  de  las  cosas  sujetas  a la  garantía,  acción  que 
del  nombre  del  Pretor,  á que  debió  su  origen,  se  llana  ser- 
ena Con  este  precedente,  no  podía  dudarse  que  lo  que 
empezó  como  privilegio,  terminaría  muy  luego  en  ser  regla 

^*6n6rBl  , 

° 21.  Así  lo  hicieron  los  jurisconsultos,  introduciendo,  á 

imitación  de  la  acción  serviana , la  cuasi  serviana , llamada 
también  hipotecaria  ó serviana  útil , que  fué  enumerada  en- 
tre las  pretorias,  porque  el  derecho  honorario  introducido  pa- 
ra un  caso  especial  por  Servio,  como. hemos  visto,  le  sirvió  de 
fundamento.  Desde  entonces  todos  los  acreedores  pignorati- 
cios, pudieron  por  medio  de  una  acción  real,  reclamar  las  co- 
sas empeñadas,  cualquiera  que  fuese  su  poseedor,  lo  que  di- 
rectamente condujo  al  establecimiento  de  la  hipoteca,  porque 
el  que  tiene  una  acción  real  contra  el  que  injustamente  deten- 
ta la  cosa  dada  en  garantía,  se  reputa  asegurado,  aunque  no 
esté  en  posesión  de  ella,  y mucho  mas,  cuando  aun  en  el  caso 
de  que  la  haya  adquirido  por  un  acto  de  su  dueño  el  que  la  ten- 
ga en  su  poder,  esto  en  nada  disminuye  el  derecho  del  acree- 
dor, porque  la  cosa  está  siempre  ligada  á la  obligación  real, 
áque  se  halla  afecta,  y con  ella  pasa  á cuantos  la  adquieran. 
Con  esta  seguridad  que  tenia  el  acreedor,  natural  era  que  fue- 
■ ra  menos  exigente  que  antes,  que  dejara  con  frecuencia  al  deu- 
dor la  posesión  de  la  cosa  que  garantizaba  la  obligación,  que- 
dándole siempre  el  derecho  de  dirigir  su  acción,  ya  contra  el 
mismo  deudor,  ya  contra  cualquiera  otro  á cuyo  poder  hubiera 

pasado  la  garantía  hasta  quedar  completamente  satisfecho  de 
su  crédito. 


22.  La  diferencia,  pues,  entre  la  prenda  y la  hipoteca 
cousís  ia  en  que  al  paso  que  en  la  primera  era  necesaria 

O rxü-  i pugno;  qiiia  res  qu»  pignMi  talur , mam,  tradunl>lr; 
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se  tenia  que  entregar  materialmente  la  cosa  dada  en  garan- 
tía, en  la  hipoteca  no  había  ninguna  necesidad  ni  de  tradi-í^^ 
cion  ni  de  posesión : el  derecho  real  quedaba  constituido  f ^ 
con  un  pacto.  Indiferente  para  el  efecto  era  que  las  cosas 
fueran  muebles  ó inmuebles,  de  lo  que  dimanó  que  los  ju- 
risconsultos romanos  dijeran  que  la  ¡ir enda  y la  hipoteca 
solo  se  diferenciaban  en  el  sonido  (1),  lo  que  era  comple- 
tamente exacto  si  se  atendía  á los  efectos,  pero  no  si  al 
modo  de  constituirlas.  De  aquí  provino  que  no  hubiera  en- 
tre los  romanos  esa  separación  absoluta  que 'en  las  nacio- 
nes modernas  se  hace  de  la  prénda  y la  hipoteca,  que  en 
el  Digesto  y en  el  Código  repetiice  prcelectionis  se  tratara 
de  las  dos  materias  en  los  mismos  títulos,  y que  así  como  la 
estipulación  comprende  en  el  Cuerpo  del  derecho  civil,  fre- 
cuentemente, no  solo  las  promesas,  sino  otros  contratos  y 
actos  gratuitos,  y la  de  compra  y venta  los  onerosos , del 
mismo  modo  bajo  la  voz  prenda  se  comprendiera  también  la 
hipoteca.  Así  se  esplica  el  que  leamos  en  el  Digesto,  que 
el  esclavo  estatulibero,  es  decir,  el  que  tenia  pendiente  su 
libertad  del  cumplimiento  de  una  condición  (2),  podía  ser 
dado  en  hipoteca  aunque  terminára  la  prenda  cuando  exis- 
tiera la  condición , fracmento  en  que  vemos  usadas  como  si- 
nónimas ambas  palabras.  Por  esto  también  leemos  en  el  Di- 
gesto, sin  hacer  distinción  alguna  entre  los  bienes  muebles  é 
inmuebles,  que  lo  que  puede  comprarse  y venderse  es  ob- 
jeto de  la  prenda  (3).  No  aglomeraremos  testos  para  probar 
lo  que  está  generalmente  reconocido  por  todos. 

23.  Sin  embargo,  la  palabra  hipoteca  fué  después  to- 
mando una  significación  mas  limitada,  tanto  en  el  uso,  como 


unde  etiam  videri  polest.,  verum  esse  quod  quídam  putant,  pignus  propié  rei  rnubi- 
lis  costitui  (§.  2 de  la  ley  238,  tít.  XVI,  lib.  L del  Dig.). 

(1)  Inter  pignus  autem  et  liypothecam  tantum  sonus  differt  (§.  1 de  la  ley  6, 
til  1,  lib.  XX  del  Dig.). 

(2)  Statuliber  quoque  dari  hypotbecae  polest,  licet  existente  conditione  evane- 
reat  pignus  (ley  13,  tít.  I,  lib.  XX  del  Dig.). 

(3)  Quod  emptionem  et  venditionem  recipit,  etiám  pignoralionem  recipere  po- 
tes!, (§.  1 de  la  ley  9 del  mismo  título  y libro). 

tomo  i.  •'* 
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en  el  derecho  escrito,  dándose  el  nombre  deprenda  á la 
garantía  que  pasaba  á manos  ó á posesión  del  acreedoi  y 
él  de  hipoteca  á la  que  permanecía  en  poder  del  deudor. 
Así  lo  dice  el  jurisconsulto  Ulpiano  en  un  fragmento  que  se 
halla  en  el  Digesto  (1).  Así,  al  mismo  tiempo  que  el  Em- 
perador Justiniano  coloca  en  sus  Instituciones  al  contrato 
de  prenda  entre  los  reales,  y dice  que  el  que  recibe  la 
prenda  contrae  una  obligación  real  (2),  dá  al  de  hipoteca  la 
calificación  de  consensual,  en  el  hecho  de  admitir  en  el  Di- 
gesto  otro  fragmento  de  Cayo  en  que  se  dice  que  no  requie- 
re la  hipoteca  ninguna  otra  solemnidad  mas  que  el  consen- 
timiento (3). 

24.  No  deben,  sin  embargo,  confundirse  la  acción  pignora- 
ticia y la  hipotecaria,  ni  creerse  que  la  primera  nacia  de  la  pren- 
da y la  segunda  de  la  hipoteca.  Aquí  aparece  de  lleno  la  con- 
fusión antigua  que  habia  éntrela  hipoteca  y la  prenda.  La  ac- 
ción pigneraticia  nacia  siempre  del  contrato  real  de  prenda,  y 
se  daba  solo  para  su  cumplimiento ; era  personal  y competía 
al  que  habia  dado  la  cosa  en  prenda  contra  el  que  por  haberla 
recibido  estaba  obligado  á devolverla , satisfecha  que  fuera  la 
obligación  asegurada.  Es  claro,  por  lo  tanto,  que  no  era  es- 
teiisiva  en  ningún  caso  al  contrato  de  hipoteca  que  no  era  real, 
por  mas  que  del  contrato  consensual  en  que  se  constituía,  na- 
ciera un  derecho  real,  según  dejamos  espuesto.  La  acción  hi- 
potecaria , por  el  contrario,  nacia  del  derecho  en  la  cosa , es 
decir,  de  la  prenda  ya  constituida  y de  la  hipoteca,  v compe- 
tía a los  acreedores,  para  hacer  valer  el  derecho  real  que  te- 
man sobre  la  cosa  que,  espresa  ó tácitamente  les  estaba  em- 
peua  a o hipotecada  litera  de  aquello  que  era  objeto  especial 

\ 4¿u  1 ZfZVnt1  cura  non 
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25.  Pero  en  el  sistema  romano  nunca  eran  públicas  las  hi- 
potecas : ningún  acreedor  podia  estar  seguro  de  que  lo  ofreci- 
do ó dado  en  garantía  estaba  libre  de  otras  obligaciones  / que 
como  mas  antiguas , se  antepusieran  á la  suya , según  la  regla 
general  de  que  es  preferente  en  derecho  el  que  lo  es  en  tiempo.  j 
Ninguno  podia  tampoco  precaverse  del  peligro  de  quedar  /i 
postergado,  perdiendo  el  lugar  que  tenia,  en  virtud  de  otras  ' 
obligaciones  posteriores  á la  suya,  á las  cuales  la  ley  concediera 

un  favor  estraordinario , haciéndolas  de  mejor  condición  que  á 
las  convencionales.  Esto , naturalmente  nos  lleva  á examinar 
en  general  el  sistema  hipotecario  de  aquel  gran  pueblo. 

26.  La  hipoteca  entre  los  romanos  era,  como  lo  ha  sido 
hasta  la  nueva  ley  entre  nosotros,  general  ó especial.  La  ge- 

neral  podía  comprender  todos  los  bienes  del  deudor,  ya  fueran  < ¿ / 
presentes , ya  futuros , á diferencia  de  la  especial , que  se  limi-y  ' 
taba  á una  ó mas  cosas  determinadas.  Según  dejó  escrito  el  cé- 
lebre jurisconsulto  Cayo  en  un  fracmento  que  nos  ha  conserva- 
do el  Digesto  (1),  era  cláusula  común  en- los  contratos  poner 
esta  hipoteca  general  en  todas  las  obligaciones  en  que  se  esti- 
pulaba la  especial , y no  es  de  estrañar,  porque  en  la  incerti- 
dumbre que  tenian  los  acreedores  respecto  de  la  verdadera  se- 
guridad délos  bienes  que  especialmente  estaban  hipotecados, 
natural  era  que  procuraran  adquirir  el  mayor  número  posible 
de  garantías , que  nunca  eran  bastantes  para  estar  completa- 
mente seguros.  Esta  división  de  las  hipotecas  en  generales  y 
especiales  se  refiere  principalmente  á su  mayor  ó menor  es- 
tension , atendidas  las  cosas  sobre  que  están  constituidas. 

27.  No  menos  importante  que  la  división  que  acabamos 
de  esponer  era  la  de  las  hipotecas  en  voluntarias  y necesa- 
rias.  A la  primera  clase  pertenecían  todas  las  que  traían  su^ 
origen  del  consentimiento  manifestado,  ó bien  en  contrato, / 
ó bien  en  última  voluntad.  La  necesaria  era  llamada  así  por- 
que existia  sin  ningún  acto  que  manifestara  el  consentimiento 
de  los  contrayentes  y aun  contra  el  del  dueño  de  la  cosa  liipo- 

(I)  5.  1.",  ley  lü,  lit.  1,  lib.  XX  del  Diycsto, 
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tecada.  Teman  estas  hipotecas  dos  orígenes:  la  autoridad  del 

magistrado  Y el  precepto  de  la  ley.  ^ 

28 . Hemos  tratado  ya  de  las  hipotecas  que  traían  el  primer 

orífren , llamadas  pretorias  ó judiciales  según  su  diferen  e na- 
cimiento al  tratar  de  los  procedimientos  contra  ios  del,d°ies. 
Estas,  mas  que  verdaderas  hipotecas,  eran  medios  de  hacei 
efectivas  las  obligaciones : nada  debemos  añadir  aloque  acer- 
cu  de  ellas  dejamos  espuesto. 

29.  Por  precepto  de  la  ley , sin  acto  ninguno  por  parte  de 
los  dueños  de  las  cosas,  se  constituía  directa  é inmediatamente 
la  hipoteca  desde  que  la  obligación  favorecida  por  el  derecho 
tenia  consistencia  en  virtud  de  una  ficción  de  ley  que  supo- 
nía su  consentimiento.  A estas  hipotecas  llamaron  los  romanos 
tacité  contracta , conti'aidas  tácitamente  (1),  de  donde  les 
lia  venido  la  denominación  de  tácitas,  que  con  propiedad  se  les 
dá.  Entre  nosotros,  y en  otras  naciones,  se  les  ha  dado  también 
el  nombre  de  legales,  muy  adecuado  para  significar  su  origen, 
no  menos  propio  ni  menos  significativo  que  el  de  tácitas , y 
mas  sencillo  que  el  de  tácitamente  contraídas,  que  usaron  los 
romanos.  No  había  diferencia  entre  estas  hipotecas  y las  vo- 
luntarias por  lo  que  hace  á sus  efectos , ésta  solo  existia  en 
su  origen,  pues  que  de  hecho  quedaban  constituidas  al  nacer 
la  obligación  asegurada  sin  pacto  alguno,  como  lo  estaban  de 
derecho  por  solo  el  ministerio  de  la  ley.  Las  hipotecas  táci- 
tas eran  ya  generales  ya  especiales. 

30.  Pero  entre  estas  hipotecas  tácitas  habia  algunas  que 
sobreponiéndose  á las  que  eran  anteriores,  quebrantaban  el 
principio  general  de  que  la  antigüedad  de  crédito  daba  la  pre- 
lacion  de  derecho  entre  los  acreedores  que  concurrían  á cobrar 

<lh  n?reSide! deud0r  10  que  respectivamente  les  correspon- 
ÍrivdSs  ó °“  dllas  Apotecas  en  privilegiadas  y no 
•‘11  I -i  Vn,,  ?0“-v«mios  cómo  esto  fué  verificándose. 

lza  de  la  hipoteca  era  tan  grande  que  ningún 


«» '*•  XX  del  Digestí», y rúbiic: 


ica  y leyes  del  lib.  XV, 
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acreedor,  por  respetable  que  fuera  el  origen  de  su  crédito 
por  grande  que  fuera  el  privilegio  personal  que  tuviese,  aun- 
que perteneciera  á la  clase  de  los  que  nosotros  llamamos  sin- 
gularmente privilegiados,  tenia  derecho  preferente  sobre  el 
hipotecario  en  cuanto  á la  cosa  hipotecada  se  referia , lo  que  se 
fundaba  en  que  el  crédito  real  era  siempre  preferido  al  perso-  ~ 
nal  (1).  Esta  regla  sencilla  y general,  única  compatible  con 
todo  sistema  de  hipotecas  sentado  en  las  firmísimas  bases  de 
la  especialidad  y de  la  publicidad , de  hecho  quedó  alterado 
en  Roma  por  la  creación  de  las  hipotecas  privilegiadas  que 
trastornaba  el  orden  de  los  créditos , siendo  siempre  un  lance 
de  azar  para  el  acreedor  el  lugar  que  ocuparia  en  el  dia  en  que 
ejercitara  su  acción  contra  el  deudor. 

32 . Empezóse  por  considerar  que  habia  cierta  clase  de  con-  ^ 

tratos  en  que  se  presumia  una  hipoteca  tácita,  aunque  no  la  tií¡cr> 
hubieran  convenido  los  interesados,  porqué  por  costumbre  se/ ' ^ 

solia  pactar.  Abierta  la  puerta  á las  escepciones  de  la  ley , su-  / 
cedió , como  suele , que  fueron  multiplicándose , no  pareciendo^ 

ya  bastante  considerar  una  convención  hipotecaria  que  no  exis- 
tia, sino  creando  á favor  de  algunas  de  estas  hipotecas  legales 
el  privilegio  de  que  se  antepusieran  á todas  las  comunes.  Hubo 
mas:  algunas  hipotecas  puramente  convencionales , solo  por  la 
estipulación  de  una  garantía  real  tenian  el  carácter  de  privile- 
giadas. 

33.  A las  hipotecas  tácitas  especiales  pertenecían  la  que 
tenia  el  dueño  de  una  finca  urbana  en  los  muebles  que  el  inqui- 
lino había  llevado  á la  casa  para  el  objeto  del  arriendo,  invecta, 

Mata  (2) , no  los  que  accidentalmente  allí  hubiese  (3) , conce- 
sión que , hecha  primitivamente  solo  para  Roma , Constantino- 
pla  y sus  territorios , fué  estendida  por  Justiniano  á todas  las 

(1)  Eos  qu¡  acceperunt  pignora  , cum  in  rem  actionem  habeant,  privilegii?  óm- 
nibus qua:  porsonalibus  actionibus  competunl,  praeferri  constat  (Ley  IX.tlt.  XV1U, 
libro  VIH  del  Cód.  re»,  previ.) 

(2)  Loy  2.a  y sigs.  del  til.  II,  lib.  XX  del  Dig.  , 

(3)  Utibi  perpetuó  esacnt , non  pignoris  causa  aeomodarentur  ( ley  •>-,  w-  •> 
lib.  XX  del  Dig.). 
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provincias  del  Imperio  (1):  la  del  dueño  de  una  finca  rústica,  es 
decir  en  este  caso  destinada  al  cultivo  en  los  frutos  nacidos  e 
y ella  desde  su  percepción , aun  sin  necesidad  de  convención  es- 
* * "presa  (2) , pero  no  sobre  las  cosas  introducidas  en  la  heredad 
//  para  su  cultivo,  sino  solo  cuando  espesamente  se  hubiera 
■ V convenido,  disposición  que  se  fundaba  en  que  tema  ya  el  due- 
A ño  de  la  finca  una  hipoteca  en  los  frutos:  la  establecida  a la- 

vor  del  que  habia  adelantado  fondos  para  la  construcción  de 
una  casa,  no  solo  sobre  lo  edificado , sino  también  sobre  el  sue- 
lo (3) : la  otorgada  al  pupilo  en  la  cosa  comprada  con  su  di- 
nero (4):  la  concedida  por  el  Emperador  Jüstiniano  á los  lega- 
tarios y fideicomisarios  sobre  la  parte  de  la  sucesión  que  hu- 
biese correspondido  á los  encargados  de  pagar  sus  deudas  y fi- 
deicomisos (5);  y por  último,  la  de  la  mujer  en  la  cosa  dotal 
que  no  se  le  hubiese  restituido,  y sobre  las  cosas  adquiridas 
t con  el  dinero  de  la  dote  (6). 

34.  Entre  estas  hipotecas  solo  era  privilegiada  la  del  que 
habia  dado  dinero  para  edificar. 

35.  Las  hipotecas  tácitas  generales  eran  las  del  fisco  en 
los  bienes  de  sus  deudores  por  los  tributos  públicos  desde  el 
vencimiento  del  pago  (7),  en  los  de  sus  administradores, 
desde  que  entraban  en  el  ejercicio  de  su  cargo,  y en  los  de 
aquellos  que  con  él  contraían  hasta  el  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones que  nadan  del  contrato  (8) ; por  esto  decia  el  juris- 
consulto Hermogeniano , con  elegante  concisión , que  eí  fisco 
siempre  tenia  el  derecho  de  prenda  (9);  pero  esto  no  era  es- 
tensivo  á las  penas  pecuniarias  que  debia  percibir  por  las 


I’*í  lí~  .X^’  del  CóíL  reP • prcel. 

3 §- inicial>  ley  7‘* lít-  “■ lib-  XX  d«!  Uig. 

twpLluthlí'.  Ut‘ 1X>  lib>  XXV)I  de‘  DiS  > y 6.a,  tu.  VIII,  lib.  VII  del  Cód.  reVcli 

I SífUitíxl^,l‘XbX^lKá«^  C6di8°  ”í’'  í’rwí' 

8 6.3  iVv  ¿Lr  l,b' IV  del  Cód.  rep  .prcel. 

lib-  del  Cód0’ rep  XIV>  lib<  XL1X  del  D¡S-5  leyes  2 y 3,  tí- 

ut  XIV,  Ub.  XUX  de 
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condenas  (1):  laque  tenían  los  pupilos,  menores  é incapaci- 
tados en  los  bienes  de  sus  guardadores  desde  que  comenza- 
ban en  sus  funciones  (2),  beneficio  otorgado  por  el  Empera- 
dor Constantino , que  no  alcanzaba  á los  que  por  pródigos 
enfermos  y ausentes  estaban  en  curadoría:  la  de* los  hijos  de 
primer  matrimonio  en  los  bienes  de  su  padrastro , cuando 
las  segundas  nupcias  se  habian  contraido  antes  de  que  se  les 
diera  otro  tutor,  y de  que  la  madre,  rendidas  cuentas , pa- 
gara  los  alcances  que  contra  su  administración  resultáran  (3), 
introducida  por  los  Emperadores  Teodosio  y Vaíentiniaiio:  2 / 
la  de  los  hijos  constituidos  en  potestad,  en  los  bienes  del  pa-  * ' * 

dre  que  administraba  los  que  á ellos  les  correspondían  poi^'*  ^ 
parte  de  su  madre  ó de  parientes  maternos,  substantiamma - 
lernarn , disposición  del  Emperador  Justiniano  (4) , que  dió 
nueva  fuerza  á la  de  León  y Antemio,  que  constituyó  hipote- 
ca tácita  en  los  bienes  del  cónyuge  que  pasaba  á segundas 
nupcias  por  razón  de  lo  que  hubiera  recibido  del  cónyuge 
premórtuo,  lucra  nuplialia , propiedad  que  se  traspasaba, 
en  un  principio  á los  hijos  del  primer  lecho  en  el  acto  de 
contraer  la  mujer  segundas  nupcias  (5),  y después  á la  di- 
solución del  primer  matrimonio,  aunque  no  llegara  á con- 
traerse otro  K quedando  solo  el  sobreviviente  como  un  mero 
usufructuario,  cuyos  bienes  estaban  afectos  á una  hipoteca 
tácita  á favor  de  los  hijos:  las  de  la  mujer  casada  en  los 
bienes  de  su  marido,  y del  suegro  en  su  caso,  para  garantir 
la  restitución  de  la  dote  y sus  aumentos  desde  su  entrega  ó 
desde  su  incremento  (6),  y por  la  administración  de  los  pa- 
rafernales desde  el  dia  en  que  su  marido  se  encargó  de 
ella  (7):  la  de  la  misma  muger  por  la  donación  propter  nup- 


(1)  Ley  17  del  mismo  título. 

(2)  Ley  20,  lít.  XVIII,  §.  1 y 6.  tít.  ley  7,  tít.  LXX,  lib.  VII  del  Cód.  rep.  previ., 
y cap.  5 de  la  Nov.  118. 

(3)  Ley  6,  tít.  XV,  lib.  VIII,  del  Cód.  rep.  proel. 

(4)  §.5  de  la  ley  9,  tít.  IX,  lib.  V del  Cód.  rep.  proel. 

(5)  §.2,  ley  6 del  mismo  título  y libro. 

(6)  jj.  12  de  la  leí  22,  tít.  XXIV  del  Dic.;  ley  30,  tít.  XII;  §§.  i y 12,  ley  i , tí- 
tulo XIII,  y ley  10,  tít.  XVIII,  lib.  V del  Cód.  rep.  proel. 

(7)  Ley  11,  tít.  XIV,  lib.  V del  mismo  Cód. 
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tCíS  (Do  todas  estas  hipotecas  tácitas,  solamente  dos  ad- 
nuMeron  el  carácter  de  privilegiadas:  fué  la  pnmera  la  de 
fisco  (5)  en  lo  que  se  referia  al  pago  de  los  impuestos  y , • 

descubiertos  de  sus  administradores , primipik , llegando  e 
privilegio  hasta  el  estremo  de  que  la  dote  de  las  mujeres  de  es- 
tos fuera  responsable  subsidiariamente  de  las  obligaciones  q\  e 
en  tal  concepto  habían  contraido  (6);  pero  este  privilegio  del 
fisco  no  alcanzaba  á los  créditos  que  él  mismo  tenia  proceden- 
tes de  contratos,  en  los  que  su  hipoteca  era  simple.  La  otra 
fué  la  establecida  para  la  restitución  de  la  dote  (7) ; pero  no 
la  concedida  en  garantía  de  los  bienes  parafernales  y de  la  do- 
nación propter  nuptias  (8). 

37.  Nos  falla  hacer  una  indicación  también  ligera  de  las 
hipotecas  que,  sin  que  la  ley  las  diera  el  carácter  de  tácitas, 
eran  favorecidas  con  privilegios  de  prelacion  siempre  que  apa- 
recían estipuladas.  Estas  eran  la  del  acreedor  cuyo  dinero  se 

(1)  Cap.  I de  la  Nov.  C1X.  Esta  donación  propter  nuptias,  que  es  la  que  hacia  el 
marido,  su  padre  ú otra  persona  á la  mujer,  y cuyo  principal  objeto  era  asegurar  á 
esta  de  daños  6 intereses  en  el  caso  en  que  por  la  mala  conducta  ‘del  marido  se  viera 
en  la  necesidad  de  divorciarse,  como  dice  Frank,  ó para  ayudar  á soportar  las  cargas 
del  matrimonio  según  otros,  donación  que  tenia  mucha  semejanza  con  la  que  esta- 
blecieron las  Partidas  con  la  denominación  misma  de  donación  propter  nuptias  (le- 
yes 1.a,  7.a  y 13.a,  tit.  XI,  Part.  IV),  no  debe  confundirse  con  la  del  mismo  nom- 
bre de  que  tratan  las  leyes  de  Toro  (ley  5,  tit.  III,  y ley  9,  tít.  VI,  lib.  X de  la  ¡Nov. 
Rec.).  Esta  es  la  que  los  padres  hacen  á los  hijos  para  contribuir  á soportar  lascar- 
gas  del  matrimonio. 

(/~¡  S;  yeta  lfiy  tít.  XIII  del  lib.  V del  Cód.  rep.  proel. 

' 2>  3>  8,  í 9,  cap.  XLIV  de  la  Novela  XXII. 

(1)  3,  cap.  II  do  la  Nov.  Vil. 

(G)  VoX  4 a’  tít  YvVnIÍbvmby,ley-3-a’  ÜL  XL,Ii  * lib-  <iel  Cód.  rep.  proel. 

w t°y  *;  i W.  XV,  Ub.  VIH  del  mismo  Códiao. 
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había  empleado  en  adquirir  ó conservar  una  cosa,  por  ejem- 
plo, liria  nave , sobre  ella  misma , lo  que  se  fundaba  en  que 
por  la  inversión  del  dinero , suponían  que  se  había  salva- 
do ( 1 ) ; la  del  que  lo  había  prestado  para  la  adquisición  de 
un  cargo,  militia,  cuya  hipoteca  se  limitaba  á este  empleo, 
respecto  al  que  tenia  prelacion  hasta  sobre  la  dote:  la  del  que 
había  prestado  para  la  conservación  de  la  cosa  (2),  y la  del 
banquero,  argentarías,  que  habia  hecho  préstamos  de  cual- 
quier clase  (3). 

38.  Para  completar  estas  ligeras  indicaciones,  manifesta- 
remos aquí  el  orden  de  prelacion  que  según  el  derecho  roma- 
no tenian  los  acreedores  hipotecarios  entre  sí  y con  los  acree- 
dores puramente  personales  cuando  concurrían  á disputar  su 
mejor  derecho  en  ó á los  bienes  del  deudor.  Las  hipotecas 
privilegiadas,  bien  fueran  generales  ó bien  especiales,  se  so- 
breponían á los  hipotecarios  simples  y á los  acreedores  privi- 
legiados ó comunes.  En  concurrencia  de  dos  acreedores  hipote- 
carios privilegiados,  no  se  atendía  á la  antigüedad  de  la  deuda, 
sino  á la  clase  del  crédito,  regla  general  en  cuanto  á los  privile- 
gios de  prelacion  se  refiere  (4).  Cuando  no  habia  hipotecarios 
privilegiados,  ó estos  estaban  ya  satisfechos,  los  hipotecarios 
simples  se  sobreponían  á los  demás  acreedores,  observando  en- 
tre sí  la  regla  general  de  que  la  prioridad  de  la  deuda  decidía 
de  la  preferencia  respectiva  de  sus  créditos.  Seguían  después, 
los  acreedores  personales  que  tenian  algún  privilegio  según  su 
importancia,  porque,  como  queda  dicho,  éntrelos  privilegia- 
dos no  era  la  antigüedad , sino  la  naturaleza  del  privilegio , lo 
que  hacia  mejor  ó peor  la  condición  de  los  créditos,  y por  últi- 
mo, entraban  los  aeredores  puramente  personales,  respecto 
á los  cuales  volvía  á tomar  su  fuerza  el  principio  de  que  Ja 
antigüedad  era  el  título  de  su  preferencia  respectiva. 

(i)  Leyes  5 y 6,  tít.  IV,  lib.  XX  del  Dig.,  y caps.  III  y IV  de  la  Nov.  XXVII. 

{%)  Cap.  IV  de  la  Novela  XCVIl. 

O)  Cap.  III  de  la  Novela  GXXXV1.  # . 

(4)  Privilegia  non  ex  temporo  «slíniantur,  sed  ex  cau.  il;  et  si  ejusaem  luerini 
lituli,  coneurrunl,  licet  divergías  leraporis  in  bis  fuerit  (Loy  32,  títiulo  V,  lio.  a'-H 
del  Dig.). 


y 
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De  lo  hasfa  aquí  dicho  aparece  que  las  hipotecas  en- 
tre  los  romanos  carecían  de  todo  carácter  de  publicidad,  )K 
incierta  que  en  semejante : sistema  debia  ser -la  condimon  de  bs 


incierta  que 

lidnres  Doraue  uu  uuuwu  oauu  -a  ' 

is  amtraían^  gravitaban  sobre  la  finca,  y estaban  con  tona- 
m 1 11  - A Ivon  oti  d I ñrílP.n  (lt 
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-deudores,  porque  no  podían  saber  las  hipotecan > que i cuan .o 


ellos  contraían  gravitaoan  suure  » j ~ ‘'r.^  flp 

mente  espuestos  á perder  el  lugar  que  ocupaban  en  el  orden  d 
acreedores,  pues  que  podía  anteponerse  a ellos  en  cualquie 
tiempo  otro  hipotecario  privilegiado,  ó que  tuviera  un  privite- 
gio  superior  al  suyo. 

y.e  40  por  esto  no  podemos  asentir  á la  opinión  que  hemos 
visto  emitida  de  que  el  registro  de  hipotecas  naciera  en  Ro- 
ma, en  cuyo  derecho  no  hemos  encontrado^una  sola  palabra  que 
dé  siquiera  indicaciones  de  su  existencia.  Los  libros  llamados 
tabulce,  codex  accepti,  codex  expensi  nada  tienen  de  co- 
mún con  los  registros  de  hipotecas.  Examinemos  esto. 

41.  Los  romanos,  del  mismo  modo  que  se  hace  en  todas 
/las  naciones  modernas,  y con  mas  frecuencia  probablemente 
que  en  aquel  pueblo,  solian  llevar  libros  de  ingresos  y gastos, 
de  deudas  y créditos.  Para  poner  en  ellos  con  claridad , con 
orden  y con  precisión  los  asientos,  apuntaban  en  un  libro-bor- 
rador á que  daban  el  nombre  de  adversaria , lo  que  habia  de 
inscribirse  en  los  libros,  llamados  codex  ó tabulce,  en  los  que 
llevaban  con  mayor  método  y diligencia  las  cuentas  como  hoy 
diríamos  de  cargo  y data,  de  Debe  y Há  de  Haber,  ó aplicando 
la  nomenclatura  mercantil,  que  vá  estendiéndose  sucesivamen- 
te su  activo  y su  pasivo.  La  frase  codex  expensi,  indicaba  solo 
la  parte  de  las  tablas  ó libro  en  que  se  inscribía  lo  entregado,  y 
la  de  cote  accepti,  donde  se  espresaba  lo  recibido.  Las  tablas 
o códices  formalizados,  tenian  un  carácter  permanente,  y secon- 
^mbancomodi^1108  de  fé  enjuicio,  aeternm,  sanctce,quce 
decía  r^^lstimatl0^us  fidemet  religionem  amplectmtur, 
ban  W!a  dC  SUS  oraciones*  Pero  estos  Hbros  no  esta- 
las medios  m^°l  Publica,  sino  que  eran  solamente 

de  neo-ncio^ó  nuS- lea*fn  los  1ue  teilÍM  cierta  complicación 
negocios,  o qnenan  llevar  con  orden  y regularidad  la 
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labilidad  de  sus  casas,  ni  estaban  de  manifiesto  á todos  para 
que  los  examinaran  y sacaran  de  ellos  las  notas  ó documentos 
que  les  conviniesen,  ni  se  hallaban  al  cargo  de  funcionarios  pú- 
blicos que  respondieran  de  su  exactitud  y legalidad,  ni  se  des- 
tinaban á inscribir  los  derechos  reales  sobre  bienes  inmuebles, 
sino  todas  las  operaciones  diarias , teniendo  mucha  semejanza 
con  los  libros  modernos  de  los  comerciantes,  ni  servían  para  ga- 
rantir á las  personas  que  no  habían  tenido  participación  en  los 
actos  ó contratos  áque  se  referian,  que  es  el  fin  para  que  se 
han  instituido  los  registros  de  hipotecas.  La  prueba  que  hacían 
estos  libros  era  contra  el  obligante  y obligado  cuando  estaban 
conformes,  y cuando  no  lo  estaban  solo  tenia  eficacia  contra  el 
que  había  hecho  en  ellos  los  apuntes:  así  lo  inferimos  de  lo  que 
dice  Cayo  en  sus  instituciones  (1):  in  nominibus , esto  es,  en  la 
obligación  antigua  literal  alius  expensum  ferendo  obliget, 
alius  referendo  obligetur , respecto  á cuyo  testo  debemos 
advertir  que  la  palabra  referendo , admitida  generalmente, 
está  puesta  por  cohjetura,  porque  en  el  manuscrito  es  ilegible. 
Para  la  mas  fácil  inteligencia  de  ésto  conviene  tener  en  cuenta 
que  expensum  ó pecuniam  expensam  ferré,  significaba  en- 
tre los  romanos  tener  por  entregada  la  cantidad  y acceptum 
ó acceptam  pecuniam  referre , darla  por  recibida.  Véase, 
pues,  cuánto  distaban  de  los  registros  de  hipotecas,  los  libros 
accepti  et  expensi.  Y de  notar  es  que  mucho  antes  de  Justi- 
niano  había  cesado  en  el  uso  de  estos  libros,  que  los  banque- 
ros ( argentara , mensularii,  nummarii ) fueron  los  últimos 
en  abandonar. 

42 . Digno  es  de  fijar  la  atención  que  los  romanos , tan  adictos 
á revestir  todos  los  actos  y contratos  de  la  vida  civil  con  for- 
mas dramáticas,  graves  y solemnes  para  que  se  grabaran  mas 
fácilmente  en  la  memoria  de  los  que  como  partes,  ó como  testi- 
gos en  ellos  intervenían,  y para  darles  cierto  carácter  de  auten- 
ticidad y de  precisión  al  mismo  tiempo  que  apareciera  de  un 
modo  indudable  la  voluntad  de  los  que  debían  prestarla , no 

(I)  §.  137  del  comentario  III. 


y L&V  HIPOTECARIA.  , 

Vlxigieran  ninguna  precaución,  ni  establcieran  ninguna  fórmula 
¿ parala  constitución  de  la  hipoteca.  Esceptuada,  como  hemos 
/ dicho,  de  la  regla  general  que  requería  la  tradición , o la  pose, 
sion  de  la  cosa  para  adquirir  el  derecho  en  ella,  y reducida  a la 
condición  de  obligación  consensual  (1),  se  constituía  sin  uto. 
sacramentales,  sin  escritura,  y hasta  sin  la  congruencia  de  pa- 
labras  que  era  indispensable  para  que  quedara  períecta  la  esti- 
pulación (2),  pudiéndose  contraer  entre  ausentes  y por  escri- 
to destituido  de  toda  clase  de  solemnidades  y hasta  de  la  fe- 
cha en  que  se  otorgara  y de  la  suscripción  de  los  interesados. 
Basta  que  pudiera  justificarse  su  existencia,  apareciendo  que 
en  realidad  se  habia  convenido  en  la  constitución  de  la  hipoteca 
para  que  el  contrato  produjera  todos  sus  efectos.  Mas  que  ley 
riel  pueblo  romano,  en  que  tanta  importancia  se  daba  á los  sig- 
nos materiales  y esteriores  para  constituir  el  derecho  en  la  co- 
sa, parece  esta  falta  de  formas  propia  de  aquellas  naciones  mo- 
dernas que  han  proclamado  el  principio  de  que  la  convención 
por  sí  sola,  sin  ningún  acto  de  tradición  ni  de  posesión,  basta 
para  trasferir  y adquirir  la  propiedad. 

43.  Pero  aun  en  las  naciones  en  que  domina  este  prin- 
cipio, han  tenido  que  adoptarse  precauciones  para  que  la 
constitución  de  los  derechos  reales  no  quede  abandonada  á la 
incertidumbre  del  testimonio  de  las  personas  que  hayan  pre- 
senciado los  actos,  y á la  facilidad  de  que  se  borren  de  la  me- 
moria ó se  confundan  con  otros.  Y con  razón,  pues  que  cuando 
se  trata  de  derechos  en  la  cosa,  que  por  su  naturaleza  no  pue- 
den  menos  de  ser  absolutos,  porque  se  adhieren  á ella,  y con 
ella  van  unidos,  cualesquiera  que  sean  las  manos  á que  pase, 
jus  o es  que  ya  que  se  sufra  perjuicio , al  menos  sea  por  dere- 
c ios  de  cuya  constitución  y estension  conste , y de  que  pue- 
ian  euei  exacto  y completo  conocimiento,  y que  á la  sombra 

lum *,'*  ¡”  b Ib  Vil,  lib.  XIII  del  Di 

retal,™  ,,igms  u si¿^,y¿L^enli°ne’  «*. 


(I)  §•  inicial  de  la  lev  \ tn  vil  i;i>  vm  a i n-  n- 
M»  tradüionc,  sed  etiám • 11  del,D?8-  Pt9n™  contrahitur  non  so - 
pignus  se  significa  la  hipoteca  n Wne>  etsi  m traditum  cst,  donde  con  la 


(2) 


En  la  ñola  3 a de  ia  'icTír' 

^ayo:  Afee  ad  rem  rertinetLib¿,fi°L t"í!scrito;  enlr«  estas  palabras  He 
consensu  contrahuntur.  9 US  pt  verbls  «cut  est  m his  obligationibus  qum 
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de  actos  ó contratos  que  descansan*  solo  sobre  la  prueba 
testifical,  tan  poco  adecuada  para  este  objeto,  y tanespuesta 
á inconvenientes,  no  se  arranquen  ó se  pospongan  derechos  ¿ 
legítimos  para  favorecer  á otros  no  tan  demostrados  y tal  vez  / 
alterados  ó supuestos.  Por  esto  vemos  que  por  do  quiera,  se 
establecen  formas  necesarias  para  que  la  propiedad  inmueble 
se  considere  trasmitida  respecto  á tercero,  aunque  entre  los 
mismos  contrayentes  solo  la  voluntad  baste  para  la  constitu- 
ción, adquision  y trasferencia  del  derecho  mía  cosa,  formas 
que  tienen  por  objeto  dar  á todo  este  movimiento  publicidad 
y autenticidad.  Las  escrituras  publicas  formadas  con  las  so- 
lemnidades que  en  cada  pueblo  se  hallan  establecidas  y los  re- 
gistros de  hipotecas  , son  los  medios  que  se  emplean  en  las 
naciones  modernas  para  conseguir  estos  resultados. 

44.  Ni  estuvieron  lejos  los  romanos  de  entrar  en  este 
camino , si  bien  ya  tarde , y no  con  el  paso  firme  con  que 
solian  marchar  en  las  reformas  con  que  sucesivamente  enri- 
quecieron la  mas  colosal  de  sus  obras,  la  formación  dql 
derecho  civil.  Una  constitución  del  Emperador  León,  dada 
para  precaver  que , hipotecas  finjidas  que  descansáran  en  la 
prueba  de  testigos  no  preconstituida , frecuentemente  sos- 
pechosa en  esta  materia,  se  sobrepusieran  á las  que  se  funda- 
sen en  pruebas  mas  vigorosas,  estableció  que  cuando  dima- 
naran de  un  acto  en  que  tuviera  intervención  un  magistrado  ó 
un  notario  público  {pignus  publicum) , ó que  estuvieran  sus- 
critas al  menos  por  tres  testigos  de  buena  fama  {pignus  quasi 
publicum ) tuvieran  preferencia  sobre  las  que  carecieran  de 
dichos  requisitos  ( pignus  privalum);  es  decir,  que  modificó, 
cuando  unas  y otras  concurrían ,.  la  regla  de  que  la  preferen- 
cia del  crédito  era  por  razón  de  su  antigüedad,  conserván- 
dolo solo  cuando  todas  eran  de  una  misma  clase  (1).  Pero  esta 
constitución  se  limitó  á las  relaciones  entre  los  acreedores 
hipotecarios,  y no  podía  libertarlos  de  laprelacion  de  los  que 
tenían  hipoteca  tácita  privilegiada,  aunque  fuera  posterior, 


9-* 


/ 


¿ 


(1)  Ley  H,  tít.  XIV,  Iib.  VIH  del  Cód.  rep.  proel. 
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,.i  de  la  correspondiente  á las  demás  hipotecas  anteriores, 
constituidas  con  las  solemnidades  espuestas.  Menos  salvaba 
el  inconveniente  de  que  el  acreedor  cuya  hipoteca  no  cons- 
taba por  escrito,  pero  que  se  justificaba  con  testigos,  conser- 
vase su  prelacion  sobre  el  que,  ignorando  el  gravamen,  ha 
bia  adquirido  la  finca  con  posterioridad  a la  techa  que  se 

atribuía  á la  hipoteca. 

45.  Para  disminuir  estos  inconvenientes,  que  los  romanos 
no  podian  atajar  por  medios  puramente  civiles,  que  eran  los 
mas  apropiados  al  efecto , estableciendo  la  publicidad  de  las 
hipotecas , acudieron  al  derecho  penal , erigiendo  el  delito  de 
estelionato , y declarando  comprendidos  en  él  á los  que  pre- 
sentaran como  libres  bienes  hipotecados , y á los  que  hipote- 
caran de  nuevo  los  que  ya  lo  estaban  (1),  comparando  sus 
fraudes  y engaños  al  veneno  del  insecto  que  llamaban  stellio. 
por  las  manchas  estrelladas  que  tenia  en  la  piel.  Pero  el  mal 
no  había  sido  atacado  en  su  origen,  en  la  falta  de  publicidad; 
por  esto  aunque  los  emperadores  multiplicaron  sus  rescriptos, 
como  decía  el  Emperador  Gordiano  (2) , para  atajarlo , casti- 
gándolo con  penas  severísimas , no  adelantaban  mucho ; el 
estelionato  era  cada  vez  mas  frecuente ; se  habia  errado  la  cu- 
ración , acudiéndose  única  y esclusivamentente  á medios  re- 
presivos , cuando  debia  esperarse  mas  de  los  preventivos,  de- 
jando solo  aquellos  para  los  casos  en  que  estos  fueran  inefi- 
caces, pero  de  modo  que  en  ningún  caso  quedara  impune  el 
que  con  mala  fé  cometiera  semejantes  actos  de  defraudación. 

46.  Algún  tanto  debió  disminuir  los  inconvenientes  que 
originaba  la  falta  de  publicidad  del  verdadero  estado  en  que 
se  hallaba  la  propiedad  inmueble,  el  principio  de  que  la  tradi- 

l ’°"  I™8  T el  dominio  Y los  demás  derechos  en  la  cosa,  y no 
nó  sin  fisión”  SOl,° <!aba derecho « la  cosa,  mientras domi- 
anm  eme  los  mm  slmbolos  Y sm  escepciones.  No  se  infiera  de 

qu‘  qUe  l0S  ,omanos  establecer  este  principio  pensaron  en 
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proteger  los  derechos  de  un  tercero:  ageno  debía  ser  á las 
ideas  de  los  que  por  primera  vez  lo  proclamaron,  todo  lo  que  al 
crédito  se  referia;  esto  supondría  un  grado  de  ilustración  que 
no  había  entonces.  Lo  general  es  que  cuando  las  naciones 
comprenden  la  necesidad  de  dar  vida  al  crédito,  de  hacer  se- 
gura la  condición  de  los  acreedores,  y de  fortalecer  por  medios 
complicados  y artificiales  la  confianza  en  las  transacciones  dia- 
rias de  la  vida,  se  encuentran  ya  un  sistema  de  traslación  de 
propiedad  encarnado  á veces  profunda  y hasta  secularmente 
en  su  modo  de  ser,  que' sirve  de  base  al  sucesivo  desenvol- 
vimiento de  sus  relaciones  sociales  y de  las  necesidades  cre- 
cientes de  la  civilización.  Así  sucedió  en  Roma:  todo  lo  que 
se  referia  á la  propiedad  y á su  traslación  estaba  envuelto  en 
fórmulas , solemnidades  y actos  materiales  que  nos  revelan 
la  infancia  de  aquel  gran  pueblo;  cuando  pensaron  en  el  cré- 
dito, podian  haberse  aprovechado,  para  protegerlo,  de  las  so- 
lemnidades del  antiguo  derecho , pero  ó no  lo  conocieron , ó no 
le  dieron  grande  importancia , cuando  vemos  que  de  la  tradi- 
ción verdadera  que  respecto  á las  cosas  inmuebles  y á los 
derechos  reales  sobre  ellas  hacia  que  se  conociera  al  dueño  ó 
á aquellos  que  los  obtenian , admitieron  la  tradición  fingida 
primero , después  la  simbólica , se  contentaron  mas  adelante 
con  la  cláusula  de  constituto  ó de  precario , en  que  el  ven- 
dedor continuaba  en  la  posesión,  cláusula  que  hacia  que  per- 
maneciera oculto  el  comprador  como  lo  estaba  el  contrato,  y 
llegaron  por  último , según  hemos  visto , hasta  el  estremo  de 
que  la  hipoteca  pudiera  contraerse  por  el  mero  consentimien- 
to. Vemos,  pues,  que  los  romanos  no  buscaron  en  la  tradi- 
ción nada  que  tuviese  relación  con  el  crédito , pues  que  de 
otro  modo  no  hubieran  ido  debilitándola  cuando  mas  conve- 
niente podia  serles , hasta  llegar  á hacerla  frecuentemente 
desconocida  por  completo,  porque  los  actos  esteriores  que 
pudieran  imprimir  cierto  sello  de  publicidad  eran  tan  ocultos 
como  los  actos  ó contratos  de  que  procedían. 

47.  Hemos  esplicado  el  sistema  hipotecario  de  los  roma- 


ley  hipotecaría.  - 

oi  pAninnt \ v en  sus  -''ases  capitales:  no  debemos 
nos  en  su  cnnjun^  y ocasión  oportuna  se  pre- 

X^rrh^eHc  en  ios  Comentarios , al  espliea,- los  prin- 
cipios fundamentales  de  la  ley  y al  exa^,nar  C°cXde  ad¡ 
mente  nuestro  derecho  con  el  que  pueda  ser  ^nsider 
como  generador  de  las  inscciones  civiles  de 
modernos.  Aquí  nos  limitaremos  a decir,  que  a pesai  a e 
gran  cambio  que  ha  introducido  la  ley  hipotecaria  en  m 
iro  derecho  civil , no  puede  desconocerse  su  origen , que  tre 
ruentemente  es  menester  acudir  á lo  antiguo  para  conocer 
bien  el  espíritu  y la  filosofía  de  lo  nuevo,  que  mucho  de  lo 
que  nos  enseñaron  los  grandes  jurisconsultos  del  tercer  si- 
glo de  la  era  cristiana  acerca  de  hipotecas,  acaba  de  obte- 
ner entre  nosotros  otra  sanción  más , que  se  agrega  á las  que 
en  diversos  siglos  había  recibido , y que  no  en  vano  se  acu- 
de al  inmenso  tesoro  de  legislación  romana  para  comprender 
bien  las  mismas  leyes  en  que  nos  apartamos  algún  tanto  del 
camino  que  nos  trazaron. 


CAPÍTULO  II. 

mWOBH  DE  I,.%  HIPOTECA  EN  ESPAÑA  BASTA  I.A 
INVASION  AGARE1A. 


SUMARIO. 


48.  1.a  historia  do  la  hipoteca  en  Es- 
paña durante  la  dominación  romana  es  la 
misma  que  la  del  pueblo  conquistador. 

49.  División  de  la  historia  de  la  hipo- 
teca en  España  durante  la  Monarquía 

Wisigoda  en  tres  períodos. 


dO.  la  invasión  de  |0S  bárbaros  no 
altero  el  derecho  de  hipotecas. 

31.  Ni  tampoco  se  alteró  mientras 
subsistió  la  ley  personal  ó de  castas. 


52.  Ni  por  los  Códigos  de  Eurioo  y 
de  Marico. 

53.  Ninguna  influencia  ejerció  en  este 
período  pi  antiguo  derecho  germánico. 

54.  El  Fuero  Juzgo  introduce  la  uni- 
dad de  derecho  respecto  á las  garantías 
reales. 

55.  Trata  solo  de  la  prenda. 

56.  Disposiciones  que  comprende  res- 
pedo  á esta. 


INTRODUCCION  HISTORICA. 


33 

57  y 58.  No  habla  expresamente  de  63.  No  se  encuentra  en  el  Fuero  Juz- 
la  de  bienes  inmuebles.  go  la  palabra  hipoteca. 

•>9.  Pero  los  comprende  implícita-  64.  Orden  de  prelacion  entre  los 
mente.  acreedores. 

CO,  61  y 62.  Tampoco  espresa  si  debe  65.  Servicio  personal  del  deudor  en 
constituirse  con  escritura  ó sin  ella. — Pa8°  de  deudas. 

Opinión  que  sostenemos. 

48.  La  historia  de  nuestras  leyes  durante  la  dominación 
romana  está  íntimamente  enlazada  con  la  del  pueblo  conquista- 
dor. Los  que  estendieron  en  España  su  influencia  hasta  el  pun- 
to de  hacer  olvidar  la  memoria  de  la  lengua  ó lenguas  de  sus 
antiguos  pobladores , naturalmente  debian  hacer  dominar  en 
ella  su  religión , sus  leyes  y sus  costumbres : suerte  gene- 
ral de  todos  los  pueblos  bárbaros  conquistados  por  la  civili- 
zación que  reciben  con  facilidad  el  sello  de  la  cultura  que  los 
saca  del  estado  de  abyección  en  que  se  encuentran  para  ele- 
varlos y engrandecerlos.  En  la  España  romana,  pues,  todo  fué 
romano,  y por  lo  tanto  la  institución  de  las  hipotecas  siguió  las 
mismas  vicisitudes  que  en  el  pueblo  que  regia  sus  destinos. 

49.  Solo  desde  que,  enseñoreados  de  España  los  godos, 
Eurico  la  hizo  independiente  del  cetro  de  los  Césares , data  la 
legislación  verdaderamente  nacional.  Partiendo  de  este  gran 
acontecimiento,  sin  pretender  fijar  las  épocas  en  que  debe  di- 
vidirse la  historia  de  nuestro  derecho , porque  esto  nos  lleva- 
ría lejos  de  nuestro  propósito,  y limitándonos  aquí  á las  hipo- 
tecas , consideramos  que  para  evitar  toda  confusión  en  esta 
materia,  debe  ser  examinada  en  tres  períodos  diferentes. 

Comienza  el  primero  en  la  Monarquía  Wisogoda,  en  que, 
regida  España  al  principio  por  las  leyes  personales  ó de  cas- 
♦ tas,  concluye  por  la  unidad  del  derecho  realizada  por  el  Fue- 
ro Juzgo. 

En  la  eaida  de  la  misma  Monarquía  empieza  el  segundo  pe- 
ríodo que  se  estiende  á todo  el  tiempo  de  la  reconquista.  En- 
tonces los  diferentes  Estados  que  en  España  se  formaron  des- 
pués de  la  gran  catástrofe  del  Guadalete,  establecen  sus  leyes 
civiles  especiales , tan  profundamente  arraigadas , que  sub- 
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sisten  aún  á pesar  de  la  reunión  de  las  diferentes  Coronas  en 
las  sienes  de  D.a  Juana,  de  haber  formado  por  el  largo  espacio 
de  tres  siglos  y medio  una  sola  nación,  y de  las  ideas  unitarias 
y centralizadoras  que  en  los  últimos  tiempos  han  prevaleci- 
do en  la  ley  fundamental  del  Estado. 

Mas  importante  aún  que  los  anteriores,  es  el  tercer  período 
que  empieza  con  la  final  espulsion  de  los  infieles  y llega  hasta 
la  formación  de  la  ley  hipotecaria.  En  su  principio,  la  civiliza- 
ción siempre  creciente,  hace  ya  necesarios  los  registros  de  hi- 
potecas ; pero  su  establecimiento  se  limita  á los  pueblos  que 
componian  la  antigua  Corona  de  Castilla.  España  entonces  no 
era  una  nación  compacta,  sino  mas  bien  una  agregación  de  Es- 
tados reunidos  por  enlaces  de  familia  ó por  conquista,  y regidos 
por  el  mismo  Monarca,  pero  con  diferentes  asambleas,  que  con 
el  nombre  de  Cortes  ejercian  aun  influencia  en  los  negocios  de 
sus  respectivos  territorios,  y con  diversas  leyes  políticas, 
civiles  y administrativas.  El  ejemplo  de  Castilla , sin  embar- 
go , produce  sus  naturales  consecuencias : la  unidad  legislati- 


va en  materias  civiles  vá  ganando  terreno : los  registros  de 
hipotecas  penetran  en  la  Corona  de  Aragón;  pero  Navar- 
ra , hasta  el  presente  siglo,  carece  de  institución  tan  venta- 


josa. En  los  últimos  tiempos,  las  reformas  que  en  esta  mate- 
ria se  verifican,  no  se  limitan  á ninguno  de  los  antiguos  Es- 
tados en  que  durante  la  reconquista  estuvo  España  dividida: 
la  comprenden  toda , si  bien  subsiste  el  derecho  antiguo  en 
los  territorios  no  regidos  por  las  leyes  civiles  de  Castilla:  al 
lado,  pues,  del  derecho  foral,  que  en  nada  se  altera,  se  co- 
loca otro  derecho  nuevo,  general,  que  viene  á dar  á aquel 
nueva  sanción  en  el  hecho  de  establecer  medios  que  eviten 
ei  falseamiento  de  las  leyes  por  la  ocultación  de  las  hipotecas, 
nn; , lenta  y sucesivamente  vá  marchándose  de  nuevo  á la 

hinotpparil que  Se  hai1  dado  £randes  Pasos  con  la  nueva  ley 
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50.  Cuando  los  bárbaros  se  apoderaron  dé  nuestro  terri- 
torio , España  había  ya  entrado  de  lleno  en  las  vías  de  la  civi- 
lización , y no  es  posible  que  los  pueblos  que  se  hallan  en  este 
caso,  se  amolden  á las  leyes,  costumbres  y usos  de  otros  pue- 
blos semi-salvajes:  pueden  ser  dominados  por  ellos,  pero  sin 
borrar  su  historia , sin  perder  su  idioma , sin  olvidar  sus  le- 
yes, sus  tradiciones  y sus  usos.  Así  sucedió  en  España;  pero 
sus  nuevos  invasores  no  la  dominaron,  como  los  romanos,  para 
sujetarla  al  yugo  estranjero,  sino  para  crear  muy  pronto  una 
grande  y poderosa  monarquía,  para  hacer  un  pueblo  indepen- 
diente y libre  en  cuanto  lo  consentía  aquella  época , para  ir 
progresivamente  fundiendo  en  una  las  razas  de  vencedores  y 
vencidos , y preparar  la  unidad  nacional , que  llegó  á reali- 
zarse mas  completamente  que  en  ninguna  otra  época  de  nues- 
tra historia.  El  grande  acontecimiento  de  la  invasión  de  las 
diversas  tribus  que  se  apoderaron  de  la  Península  ninguna 
innovación  hizo  en  la  materia  de  que  tratamos. 

51.  Mientras  en  España  dominó  el  derecho  personal  ó de 
castas,  no  podia  esperarse  alteración  alguna  respecto  á las 
hipotecas:  cada  nación  se  guiaba  por  sus  leyes  propias:  no 
era  natural  que  los  bárbaros  en  su  estado  de  grosería  tra- 
taran de  instituciones  que  solo  se  comprenden  en  un  Estado 
de  adelantada  civilización : los  españoles  ó romanos , como  en- 
tonces se  los  denominaba , contraponiendo  esta  palabra  á las 
que  designaban  las  tribus  á que  pertenecian  los  invasores,  se- 
guían rigiéndose  por  el  derecho  romano,  tal  como  era  al 
tiempo  de  la  espulsion  de  los  que  lo  introdujeron. 

52.  Ni  el  código  que  generalmente  es  atribuido  á Eurico, 
que  compiló  las  leyes  de  los  bárbaros,  ni  la  ley  romana,  mas 
conocida  entre  nosotros  con  el  nombre  de  Breviario  ó Código 
de  Alarico  para  los  romanos , eran  llamados  á hacer  innova- 
ciones importantes  en  la  materia  de  que  tratamos.  Cada  uno 
de  estos  códigos  obedecía  á sus  respectivos  precedentes, 
descubriéndose  en  ellos  fidelidad  en  seguir  lo  antiguo,  pero 
sin  génio,  ni  inspiración  ni  atrevimiento  para  alterarlo. 
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53.  En  vano,  pues , nos  afanaríamos  en  buscar  en  el  anti- 
cuo derecho  germánico  nada  que  en  este  punto  pudiera  ilus- 
trar la  historia  de  las  hipotecas  en  nuestra  patria,  porque 
nada  de  él  hemos  recibido,  por  mas  que  en  otras  instituciones 
no  deje  de  conocerse  la  influencia  que  ejerció  la  invasión  de 
las  hordas  bárbaras  que  se  enseñorearon  de  nuestro  suelo  y 
lanzaron  de  él  á los  romanos. 

54.  Pero  la  ley  personal  ó de  castas,  que  no  lúe  una  tran- 
sacción entre  vencedores  y vencidos,  ni  obra  debida  á la  po- 
lítica que  entraba  muy  poco  en  cuenta  para  nuestros  con- 
quistadores, ni  consecuencia  de  combinaciones  meditadas,  sino 
electo  natural  y necesario  de  la  coexistencia  sobre  un  mismo 
territorio  de  naciones  diferentes,  solo  podia  subsistir  hasta 
que  estas  se  fundieran  en  un  solo  pueblo  mezclándose  las 
razas,  amalgamándose  su  lenguaje,  sus  necesidades  y sus 
costumbres,  y desapareciendo  las  reminiscencias  de  su  origen 
diferente;  obra  lenta,  pero  que  no  podia  dejar  de  realizarse. 
La  fusión  de  dos  naciones  en  una  sola,  traía  necesariamente 
en  pos  de  sí  la  unidad  de  leyes:  la  dualidad  de  legislaciones, 
tan  natural  antes , no  podia  tener  esplicacion  posible  cuando 
había  desaparecido  la  causa  que  la  motivára : el  derecho  te- 
nia que  ser  uno  cuando  una  era  la  nación  para  que  se  dicta- 
ba. El  Fuero  Juzgo  acabó  de  realizar  esta  necesidad;  ley  co- 
mún de  los  wisogodos  y de  los  romanos  relegó  á la  histo- 
ría  los  Códigos  de  Eurico  y Alarico.  Las  hipotecas  siguieron 
la  ley  común , y la  unidad  alcanzó  á ésta  como  á las  demás 
partes  del  derecho. 


55.  El  Fuero  Juzgo , reflejo  frecuentemente  de  la  le- 
gisladon  romana  en  lo  puramente  civil,  no  habla  de  las 
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nen  estas  por  objeto,  prohibir  tomar  las  cosas  en  prenda  por  ^ 
autoridad  propia  (1),  considerar  como  á ladrón  al  que  em- 
peña lo  ajeno  (2) , establecer  el  modo  de  hacer  efectivo  el 
pago  no  satisfecho  al  plazo  señalado  (3),  castigar  á los  que, 
estando  cubierto  el  crédito , no  restituyan  la  prenda  que  lo 
garantiza,  y constituir  una  acción  real  á favor  del  dueño, 
mientras  legalmente  no  se  haya  procedido  á la  enajenación 
de  la  garantía  (4).  A esto  se  reduce  lo  que  en  el  célebre  Có- 
digo Wisogodo  encontramos  que  tenga  relación  con  las  ga- 
rantías reales  en  seguridad  de  deudas. 

57.  Nada  hay  en  estas  leyes  que  espresamente  se  refiera 
á los  bienes  inmuebles:  si  los  comprenden,  es  implícitamente 
por  el  hecho  de  no  esceptuarlos,  ó de  no  limitar  de  un  modo 
espreso  la  prenda  á los  muebles. 

58.  No  falta  quien  crea  que  el  Fuero  Juzgo  terminante- 
mente consideró  como  objeto  de  prenda  los  bienes  raíces,  fun- 
dándose en  una  palabra  de  la  ley  3 del  tít.  VI  del  libro  V,  que 
trata  del  modo  de  hacer  efectiva  la  deuda  garantida  con  la 
prenda.  Esta  es:  «E  si  el  sennor  del  penno  fuere  á rayz , 
devel  afrontar  que  pague  su  debdaé  tome  su  penno.»  ¿Qué 
quiere  significar  aquí  la  frase  á rayz?  A nuestro  modo  de  en- 
tender no  se  refiere  á los  bienes  inmuebles,  es  solo  un  modo 
adverbial,  como  dice  la  Academia  española  en  su  Diccionario 
de  la  lengua,  que  significa,  «junto  á alguna  cosa,  ó tan  cerca 
de  ella,  que  no  medie  otra  entre  las  dos»,  queriendo,  por  lo 
tanto , significar  la  ley  el  caso  de  que  el  dueño  de  la  prenda 
esté  en  el  mismo  lugar  en  que  se  hallase  la  cosa  empeñada  ó 
muy  cerca  de  él.  Cualquier  duda  que  respecto  á este  punto 
pudiera  tenerse,  desaparece  por  completo  consultando  los 
códices  latinos  en  que  la  frase  á rayz,  está  representada  por 
las  palabras  si  inpropinquo  est.  Mas  bien  deberia  de  esta  ley 
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¡n^rírsí»  nue  solo  lo  mueble  era  objeto  de  la  prenda,  porque 
esta  debia  ser  llevada  al  acreedor,  reportetur,  amonestándole 
que  nadara  la  deuda,  atque  ut  restituat  debitum rrwneatur , 
mlabras  que  en  la  versión  romanceada  vemos  traducidas  con 
las  de  devel  afrontar  que  pague  su  debda,  é tome  su  pren- 
da, es  decir,  que  poniendo  la  cosa  á la  vista  del  deudor,  debía 
requerirle  á que  pagara  la  deuda  recobrando  la  prenda. 

59.  No  dirémos  por  esto  que  la  ley  Wisogoda  no  se  con- 
siderara también  estensiva  á los  bienes  raíces:  lo  probable  es 
que  se  estendiera  á ellos,  porque  el  derecho  romano  los  com- 
prendía, y pocas  dudas  nos  parece  que  caben  en  que  estas  leyes 
fueron  tomadas  de  él.  Sus  disposiciones  bastarían  á demos- 
trar que  el  espíritu  y la  regla  tienen  ese  origen:  pero  además 
de  esto  tenemos,  que  en  ocho  de  los  preciosos  Códices  latinos 
que  la  Real  Academia  española  tuvo  á la  vista  para  hacer  su 
esmerada  y crítica  edición  del  Fuero  Juzgo,  se  señala  esta 
ley  como  antigua,  es  decir,  como  de  origen  romano  según  la 
opinión  general.  Solo  entre  los  códices  latinos  hay  uno,  el 
Emilianense  (de  San  Millan  de  la  Cogulla),  que  no  pone  á la 
ley  la  nota  de  antigua , pero  en  cambio  de  esto,  tampoco  le  se- 
ñala otro  autor.  No  sucede  así  con  los  códices  romanceados, 
que  á escepcion  del  toledano,  y del  segundo  del  Marqués  de 
IVIalpica,  que  tuvo  presentes  la  Academia,  lo  atribuyen  al  Rey 
Don  Flavio  Rescindo  Rey  de  Dios.  Entre  los  códices  latinos 
y los  romanceados,  no  es  dudosa  la  mayor  autoridad  que  en  lo 
que  á noticias  históricas  se  refiere,  debe  darse  á los  latinos, 
porque  mas  fe  merece  el  original  que  la  traducción,  y mucho 
mas  si  se  tiene  en  cuenta  que  esta  fué  hecha  en  tiempos  en 
que  no  se  daba  grande  importancia  á la  crítica,  de  lo  que 
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legal.  Préstanse  á ella  particularmente  las  primeras  palabras 
déla  citada  ley  3.a:  el  pernio  que  es  dado  por  debda,  si  ende 
fu  éf echo  escripto  de  la  debda , loque  en  concepto  de  algunos, 
quiere  decir  que  el  contrato  de  prenda  puede  contraerse  ver- 
balmente, aunque  el  principal  se  haya  celebrado  con  escritura. 

61.  Esta  interpretación  se  funda  en  la  versión  castellana, 
que  sea  cualquiera  la  preferencia  que  en  la  práctica  puede 
haber  tenido  sobre  la  latina,  especialmente  en  los  pueblos  en 
que  el  Fuero  Juzgo  ha  regido  como  municipal,  no  puede  te- 
ner mas  fuerza  que  esta  cuando  se  trata  de  la  historia  de  la 
hipoteca,  si  se  atiende  á que  es  posterior  en  mas  de  cinco 
siglos ; versión  que , como  dice  con  justísima  razón  el  se- 
ñor Lardizabal  en  el  discurso  preliminar  que  precede  á la  edi- 
ción del  Fuero  Juzgo  de  la  Academia  española,  se  resiente 
de  la  infelicidad  de  los  tiempos  en  que  se  hizo , encontrándo- 
se en  ella  traducciones  infieles,  dimanadas  ya  de  no  haberse 
entendido  bien  el  original  por  el  traductor , ya  de  haberla  que- 
rido acomodar  á su  siglo  y á los  diversos  usos  y costumbres 
que  se  habian  introducido  en  su  tiempo , á las  variaciones  de 
la  disciplina  eclesiástica , y á las  alteraciones  hechas  en  la 
práctica  de  los  tribunales.  Veamos,  pues,  cuáles  son  las  pa- 
labras de  la  edición  latina  que  corresponden  á las  que  dejamos 
anotadas:  pignus,  quod  pro  debito  deponitur , si  per  cautio- 
nem  fuerit  obligatum;  cuya  traducción  es , si  la  prenda  que 
se  deposita  por  una  deuda , fuere  obligada  por  escritura, 
es  decir , que  la  escritura  se  refiere  á la  prenda , no  á la  obli- 
gación principal  para  cuya  garantía  se  dió , con  lo  que  queda 
desvanecido  el  argumento  á que  la  traducción  poco  esmerada 
dá  lugar. 

62.  Mas,  aunque  de  la  ley  de  que  tratamos  parece  que  de- 
bería deducirse  que  solo  podían  venderse  según  el  Fuero 
Juzgo  las  cosas  dadas  en  prenda , cuando  de  ello  se  formali- 
zára  escritura,  y por  lo  tanto,  é implícitamente  que  solo  cuan- 
do por  escritura  constaba  este  contrato,  producía  todos  sus 
efectos,  estando,  en  otro  .caso  privado  del  principal  de  ellos 
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que  es  el  de  enajenar  lo  empeñado,  si  al  tiempo  del  venci- 
miento de  la  Obligación  no  se  habia  satisfecho  la  deuda  nos 
narece  que  esto  no  debía  ser  tan  absoluto  en  la  practica  como 
de  la  ley  al  parecer  se  deduce.  A pensar  asi  nos  mueven  e 
estado  de  aquella  sociedad,  el  espíritu  romano  que  en  las 
materias  de  derecho  civil  dominaba,  el  principio  geneial  de 
que  la  escritura  no  era  necesaria  en  las  obligaciones  para  su 
subsistencia  si  bien  se  consideraba  como  el  medio  mas  ade- 
cuado para  probarla,  la  circunstancia  de  que  con  solo  el  con- 
sentimiento se  contraía  la  prenda  en  la  legislación  que  habia 
servido  de  modelo  en  estas  materias  á la  wisogoda,  la  escasa 
cultura  en  la  generalidad  de  las  clases , la  poca  esténsion 
«pie  entre  ellas  alcanza  el  arte  de  escribir,  y el  corto  valor 
que  frecuentemente  tienen  las  prendas  que  se  dan  en  ga- 
rantía de  préstamos  pequeños.  No  es  de  presumir,  pues,  que 
la  Monarquía  Wisogoda  fuera  en  esta  materia  mas  allá  que 
los  romanos. 

63.  Pero  de  todos  modos  en  el  Fuero  Juzgo  solamente 
vemos  la  existencia  del  contrato  que  hoy  llamamos  de  pren- 
da, esto  es,  aquel  en  que  se  entrega  al  acreedor  lo  que  se 
le  dá  en  garantía,  no  el  de  hipoteca,  en  que  la  cosa  para  se- 
guridad del  crédito  queda  en  poder  de  su  dueño,  si  bien 
afecta  al  cumplimiento  de  la  obligación.  Creemos  que  en  este 
silencio  se  seguiria  como  costumbre  el  derecho  romano  tal 
como  existia  á la  invasión  de  los  bárbaros. 

64.  Nada  dicen  tampoco  espesamente  las  leyes  wisogo- 
das  de  la  preferencia  del  acreedor  en  la  cosa  que  se  le  en- 
tregaba paia  seguridad  del  crédito  sobre  los  demás  acreedo- 
res; pero  esto  era  una  consecuencia  necesaria  de  lo  que  res- 

preferido  ^ establecieron>  de  modo  que  siempre  era 
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parecía  justo,  ó proporcionalmente  á sus  deudas,  lo  que  solo 
tenia  lugar  respecto  á los  que  habían  ejercitado  á un  tiempo 
sus  acciones  (1).  No  aplaudimos  esta  disposición;  pero  no  es 
mas  irregular  y digna  de  censura  que  la  establecida  en  aque- 
llas naciones  modernas , en  que  la  cosa  juzgada  produce  un 
derecho  hipotecario  sobre  los  bienes  del  deudor,  lo  que  equi- 
vale á establecer  la  regla  de  que  el  lugar  respectivo  de  los 
acreedores , que  sin  tener  hipoteca  voluntaria  ó legal  han  li- 
tigado, es  el  que  les  dá  la  antigüedad  de  las  ejecutorias. 

G5.  Lo  mas  duro  que  hay  en  el  Fuero  Juzgo  respecto  á 
esta  materia,  es  la  adjudicación  que  se  hace  del  deudor  al 
acreedor  para  que  con  el  servicio  personal  estinga  la  deuda, 
crueldad  que  solo  encuentra  esplicacion  y escusa  en  las  ideas 
dominantes  en  el  siglo  de  su  formación. 
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66.  La  invasión  agarena  no  estinguió  en  España  la  obser- 
vancia del  Fuero  Juzgo.  Así  lo  demuestra  la  historia  de  una 
manera  que  no  admite  contradicción.  Pero  á su  lado  cada  uno 
de  ios  Estados  cristianos  que  después  de  la  destrucción  de  la 
Monarquía  Wisogoda  se  levantaron  en  los  territorios  que  nues- 
tros padres  arrancaron  del  poder  de  los  infieles , fué  estable- 
ciendo su  legislación  especial,  que  habia  de  concluir  por  ha- 
cer olvidar  la  wisogoda:  á la  ley  civil  universal  que  abrazaba 
antes  todo  el  territorio,  sustituyeron  tantas  leyes  cuantos  eran 
los  Estados  en  que  se  habia  dividido  el  despedazado  reino  de 
D.  Rodrigo.  Dentro  de  las  leyes  particulares  de  cada  uno  de 
estos  territorios  habia  otras  especiales  que  se  limitaban  á de- 


terminados pueblos  ó comarcas , de  corta  estension  general- 
mente , y aun  algunos  á los  estrechos  límites  de  un  Concejo, 
ocasionando  el  caos  en  nuestro  derecho.  No  es  de  este  lugar 
examinar  la  historia  de  la  legislación  foral:  á nuestro  propósi- 
to basta  decir  que,  á pesar  de  haberse  reconstituido  la  unidad 
política  en  España  después  de  tantas  dificultades,  y de  ser 
ya  unas  mismas  las  leyes  penales  y las  de  procedimientos  ci- 
viles y criminales  que  rigen  en  toda  la  monarquía , subsisten 
aun  dderenteg  leyes  civiles , que  lejos  de  tener  puntos  de  con- 

<JiversLSnme,ianZa’  PUede  deC’rSe  que  SOn  entre  sí  mucho  mas 
cuentan  en  F 98  raal,°Puesías  <)ue>  fuera  de  España,  se  en- 

hoy  llamamos  -°1  refer*mos  a1ul  s°l°  a los  fueros  que 
lo  han  perdido  °'  lnc'a  esi ' l°s  municipales  casi  por  comple- 

ellos  en  la  practicaren^  ^ ’ quedando  aPenas  vestigios  de 
P «ca , en  su  mayor  parte  están  ya  relegados  á 
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la  historia;  el  desuso,  ó por  mejor  decir  la  costumbre  con- 
traría los  ha  abolido  casi  en  su  totalidad.  La  prudente  polí- 
tica de  D.  Alfonso  XI,  la  feliz  idea  que  presidió  en  el  Orde- 
namiento de  Alcalá  al  exigir  que  los  fueros  municipales  habian 
de  ser  guardados  y usados  para  que  se  consideraran  como  ley, 
la  dificultad  de  probar  este  uso , y la  propensión  de  los  mismos 
pueblos  aforados  á la  ley  común  mas  filosófica , mas  com- 
pleta, y mas  digna  de  la  cultura  de  nuestros  dias,  comenza- 
ron á introducir  de  nuevo  la  unidad  del  Derecho  civil  en  la 
antigua  Corona  de  Castilla,  cuyo  ejemplo  fué  imitado  por  los 
demás  Estados  españoles.  Así  ante  la  ley  general  de  cada 
Estado  fueron  cayendo  en  olvido  las  locales , como  á su  vez 
la  publicación  de  nuevas  leyes  generales  que , dadas  sin  dis- 
tinción para  todas  las  antiguas  fracciones  territoriales  que 
forman  hoy  la  Monarquía , y sobre  todo  la  diferencia  de 
tiempos  y de  necesidades,  han  producido  la  modificación 
y aun  la  abolición  de  muchas  disposiciones  forales  que  tenian 
carácter  provincial.  Por  esto,  dejando  aparte  los  fueros  mu- 
nicipales, trataremos  del  sistema  hipotecario  tanto  de  Casti- 
lla , como  de  los  demás  fueros  genérales , denominados  ahora 
provinciales,  que  conservan  todavía  uso  y aplicación  en 
nuestros  dias.  Para  evitar  confusión,  lo  harémos  separada- 
mente , empezando  por  la  legislación  castellana , ya  por  ser 
la  que  domina  en  mayor  territorio  y la  mas  completa  y cien- 
tífica, como  por  ejercer  grande  influencia  en  las  provincias 
aforadas  y ser  ley  supletoria  en  alguna  de  ellas,  motivos  por 
que  merece  ocupar  el  primer  lugar  entre  todas. 

67.  No  encontramos  desde  el  Fuero  Juzgo  disposición  al- 
guna en  nuestras  leyes  que  se  refiera  á la  garantía  real  de 
las  obligaciones  hasta  el  Fuero  Viejo  de  Castilla,  el  cual  tie- 
ne un  título  destinado  esclusivamente  á los  peños,  ó prendas, 
aunque  no  usa  una  sola  vez  la  palabra  hipoteca.  Según  él, 
son  objeto  de  la  prenda,  tanto  las  cosas  muebles , de  las  que 
pone  como  ejemplos  vestiduras  ¿armas,  bestias  (1),  paños  de 

(O  Tit.Vdellibro.il!. 
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vestir  ó de  yacer,  vasos  de  plata,  talamentos  de  casa 
(aiuares  ó muebles)  (1),  ú otras  tales  cosas  (2),  como  los  bie- 
nes inmuebles , pues  que  hace  mención  espresa  de  las  guer- 

tas  ó casas  ó viñas  que  se  empeñan. 

68.  En  estas  leyes  aparece  claramente  que  la  prenda  pa- 
saba siempre  á poder  del  acreedor , y que  era  desconocida 
por  completo  la  hipoteca  en  la  acepción  que  ¡hoy  damos  a esta 
palabra,  esto  es,  la  garantía  real,  que  permaneciendo  en  ma- 
nos del  deudor , queda  afecta  al  pago  de  la  deuda  para  cuya 
seguridad  se  constituye.  Ni  esto  es  de  estrañar : la  invasión 
agarena  hizo  retroceder  la  civilización  en  nuestra  pátria : las 
instituciones  romanas  en  muchos  puntos  se  olvidaron , y este 
olvido  era  mucho  mas  natural  respecto  á aquellas  que  reque- 
rían cierto  grado  de  cultura  y exigían  un  orden  normal  y 
grande  respeto  á la  propiedad  para  que  pudieran  ser  bien 
comprendidas  y aplicadas.  Las  ideas  abstractas  no  se  avenian 
bien  con  los  instintos  groseros  de  la  sociedad  ruda  de  los  si- 
glos medios ; los  cuadernos  municipales  nos  demuestran  sus 
escasas  necesidades  en  el  orden  legislativo,  y las  guerras  y 
las  devastaciones  en  la  lucha  de  los  siete  siglos  nos  hacen 
comprender  cuáles  serian  la  condición  y la  pobreza  de  la  in- 
mensa mayoría  en  época  tan  belicosa.  Natural  era  , pues,  que 
solo  consideraran  como  garantía  aquello  que  poseían , lo  que 
en  la  inseguridad  de  la  propiedad  en  dias  de  violencias  y de 
robos  podían  á fuerza  de  cuidado  y vigilancia,  y tal  vez  de 
astucia  y artificio,  poner  á salvo  de  las  manos  codiciosas  y 
de  los  malhechores  de  todas  gerarquías  y condiciones  que  ha- 
cían sentir  á una  y otra  generación  el  peso  terrible  de  sus 
crímenes. 

de^ninem!  ÍT°  D°  ^ C°nsí*tma  entonces  con  solemnidades 

tificar  tantoTl0’,  adml‘le“dose  Ia  P™eba  testifical  para  jus- 

lucion’  Esto  ll,. 11  l'0"?  de  a cosa  emPeñada,  como  su  devo- 
lución. Esto  llegaba  hasta  tal  punto,  que  á pesar  de  que  el 

Ü!  5*?  1 ¿icho  título  V. 

( ) AL®yos  i,  2 y 4 del  mismo  título. 
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Fuero  Viejo  ha  sido  considerado  por  algunos  como  el  código 
de  la  nobleza  de  la  edad  media,  y que  nadie  puede  negar  que 
dió  fuerza  al  gran  poder,  al  espíritu  turbulento  y á las  exhor- 
hitantes  pretensiones  de  esta  privilegiada  clase,  sin  embargo, 
permitió  el  testimonio  de  los  pecheros  contra  el  dicho  de  los 
nobles  y de  los  hidalgos:  «E  si  dijier  el  cauallero  ó escudero 
»ó  la  dueña  que  non  rescivirá  aquella  prueba,  é que  non  son 
»fijosdalgo  , cumpre  el  vecino  probandogelo  con  vecinos  de  la 
»viella,  pues  que  aquí  fué  fecho  é vale  por  fuero  (1).» 

70.  Una  gran  revolución  jurídica  empezó  á verificarse  en- 
tre nosotros  en  el  siglo  XIII:  preparóla  la  ciencia  para  llegar 
después  á realizarse  en  la  práctica.  El  renacimiento  en  Italia 
del  estudio  del  derecho  romano  en  el  siglo  precedente,  la  ra- 
pidez con  que  se  propagó  atendidas  las  condiciones  de  aque- 
lla sociedad  y de  aquella  época , no  menos  que  la  falta  de 
medios  materiales  para  difundir  la  enseñanza , pues  que  esta- 
ba aun  muy  lejano  el  dia  en  que  el  descubrimiento  de  la  im 
prenta  habia  de  facilitarla , el  entusiasmo  con  que  las  nuevas 
escuelas  fueron  saludadas  en  Europa  , y la  gran  fama  de  los 
maestros  que  leían  en  sus  cátedras  ejercían  considerable  in- 
fluencia en  nuestra  pátria.  A Italia  acudía  la  juventud  espa- 
ñola para  oir  á Azon  y á sus  discípulos  la  revelación  de  la 
ciencia  que  arrancaban  del  olvido  en  que  la  habia  sepultado 
la  ignorancia  de  los  siglos  anteriores.  La  historia  nos  trasmi- 
te nombres  de  ilustres  españoles  que  leyeron  en  aquellas  es- 
cuelas : Juan  de  Dios  enseñaba  el  Derecho  en  Bolonia : García 
fué  el  primer  catedrático  que  cobró  sueldo  fijo  en  la  mis- 
ma ciudad : á Gonzalo  le  señalan  los  anales  de  la  Universidad 
de  Pádua  como  su  primer  rector.  En  las  escuelas  italianas 
brillaron  también  como  maestros  durante  la  edad  media  los 
españoles  Pedro,  doctor  en  decretos,  Bernardo  Compostelano, 
que  con  importantes  obras  ilustró  la  jurisprudencia  y formó  una 
colección  de  cánones , y sobre  los  nombres  de  todos  descue- 
lla el  de  Raimundo  de  Peñafort,  que  tan  principal  parte  tuvo 

(1)  Dicha  ley  I. 
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en  la  famosa  colección  de  las  Decretales  de  Gregorio  IX , y 
oue  mas  ilustre  aun  en  santidad  que  en  ciencia,  es  venerado 
en  los  altares.  Entre  las  naciones,  como  se  decía  entonces  en 
Bolonia , que  componían  su  Universidad  ultramontana,  contá- 
banse Castilla,  Aragón,  Navarra  y Cataluña.  Los  letrados 
aragoneses  se  formaban  en  las  escuelas  italianas , según  nos 
dice  el  historiador  Zurita , hasta  que  en  el  primer  ano  del 
siglo  XIV  creó  el  Rey  D.  Jaime  II  la  Universidad  de  Lérida, 
lo  que  aparece  auténticamente  en  el  privilegio  que  el  Pontí- 
fice Urbano  VIII  le  otorgó  para  que  fundara  en  el  pueblo 
que  eligiera  de  sus  reinos,  un  estudio  general  con  el  objeto 
de  que  los  naturales  no  tuvieran  que  ir  al  estranjero  á re- 


cibir  su  enseñanza. 

71.  La  escuela  de  los  glosadores,  pues,  tenia  necesaria- 
mente que  reflejar  en  España.  El  merecido  renombre  de  los 
maestros  que  se  distinguían  con  tanta  gloria  en  las  escue- 
las de  Italia  y aun  de  Francia,  especialmente  en  la  de 
París,  cuyos  estudios  de  Derecho  adquirieron  mucha  nom- 
bradla, y llegaron  á ser  émulos  de  los  de  Bolonia,  ejerció 
grande  prestigio  en  los  juristas  de  Aragón  y de  Castilla.  Así 
D.  Alfonso  VIII,  al  engrandecer  y dotar  la  escuela  de  Pa- 


tencia hizo  venir  maestros  de  Italia  y de  Francia  para  que 
ditundieran  en  Castilla  la  sabiduría  que  en  las  mas  célebres  de 
la  época  habian  aprendido , formando  de  este  modo  el  plantel 
de  jurisconsultos  castellanos  que  mas  tarde  habiade  dar  á la 
Universidad  de  Salamanca  la  justa  celebridad  de  que  ha  go- 
zado  por  seis  siglos  consecutivos.  Pero  á pesar  del  estableci- 
miento de  las  universidades  de  Salamanca  y de  Lérida , y de 

?n!Ja  la  may0r  parte  de  la  .Íuventud  legista  recibía  su  ins- 
™ ÍTn?  SUel°’  no.  dejaron  de  acudir  españoles  á 
denal  Gil  de  !.®0  0nia'  Contribuyó  eficazmente  á ello  el  car- 
legio  esDañolAdb°«10ZTe  ’ fundando  en  el  sigto  XIV  el  co- 
se considerara  o JT"  Clem®nte  en  a1ue11»  ciudad , hizo  que 

mvor  que  se  le  dispensaba,  que  D.  Cárlos 
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y Dona  Juana,  al  reformar  en  1534,  á petición  de  las  Cortes, 
el  privilegio  de  no  pechar , de  que  gozaban  los  doctores, 
maestros  y licenciados  de  las  universidades  de  Castilla , Ara- 
gón , Cataluña,  Valencia  y otras  estranjeras , y aun  los  que 
sin  grados  académicos  lo  eran  solo  por  rescriptos  apostólicos 
contra  las  leyes  del  reino,  solo  esceptuaron  á los  que  lo  eran  por 
las  Universidades  de  Salamanca  y Valladolid,  y á los  colegia- 
les graduados  en  la  Universidad  de  Bolonia,  lo  que  en  el 
año  siguiente  se  hizo  estensivo  á los  de  Alcalá.  Es  decir,  que 
el  grado  recibido  en  la  Universidad  estranjera  de  Bolonia  por 
un  Colegial  de  San  Clemente , daba  consideración  y derechos 
que  no  alcanzaban  los  que  recibian  su  enseñanza  en  las  es- 
cuelas españolas.  Por  esto  se  han  reputado  como  doctores  y 
licenciados  españoles  hasta  las  reformas  hechas  en  este  reina- 
do los  doctores  y licenciados  de  Bolonia,  contribuyendo  mucho 
á que  se  conservára  este  privilegio  la  reputación  de  algunos 
de  los  que  allí  completaban  su  instrucción,  entre  los  que  en  el 
siglo  XVI  aparecen  en  primer  término  el  célebre  Antonio  Agus- 
tin  y el  distinguido  jurisconsulto  valenciano  Pedro  Belluga. 

72.  De  aquí  provino  que  la  enseñanza  de  la  jurispruden- 
cia en  España  no  tuviera  una  fisonomía  nacional;  estudiada 
solo  científicamente , y en  su  carácter  de  universal,  se  limitó 
solo  al  derecho  romano  y al  canónico:  esto  y solo  esto  era  lo 
que  se  aprendia  en  las  escuelas  de  derecho:  la  legislación  pá- 
tria,  si  bien  tenia  escritores  de  indisputable  mérito , no  pene- 
traba en  la  enseñanza  jurídica:  habian  de  pasar  aun  algunos 
siglos  antes  de  que  esto  sucediera:  quedaba,  pues,  casi  por 
completo  abandonado  el  estudio  teórico  del  derecho  nacional, 
y dominando  especialmente  en  la  parte  que  á los  procedi- 
mientos se  referia  el  empirismo  y las  malas  prácticas  y cor- 
ruptelas de  los  curiales. 

73.  No  podia  así  ser  dudosa  la  suerte  que  debería  caber 
á la  prenda  y á la  hipoteca , cuando  ocupando  el  Trono  de 
Castilla  el  Rey  Sábio , emprendió  la  gran  reforma  social  que 
se  habia  propuesto.  Su  amor  al  saber  naturalmente  lo  de- 
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bia  llevar  al  derecho  romano  admitido  sin  contradicción,  en- 
tonces  como  el  bello  ideal  de  la  ciencia  legislativa,  su  ayo  el 
Maestro  Jacomé  de  las  leyes,  que  era  italiano,  y que  en  las  es- 
cuelas de  Italia  había  estudiado  el  derecho,  le  inspiro  las  mis- 
mas ideas  que  tanto  debian  agradar  á un  Príncipe  que  se 
mostraba  mas  apasionado  á las  investigaciones  filosóficas  y a 
las  reformas  que  aconsejaba  la  ciencia,  que  al  examen  del 
verdadero  estado  de  los  pueblos  que  regia,  y á escogitar  los 
medios  de  ir  siguiendo  lentamente  el  camino  que  la  desgra- 
cia de  los  tiempos  y la  universal  ignorancia  no  le  habían  de 
permitir  recorrer  por  completo.  Hizo  pues  lo  que  de  él  debía 
esperarse,  lo  que  de  él  exigía  la  atmósfera  en  que  estaba,  lo 
que  se  reputaba  por  mejor  en  su  siglo,  lo  que  era  entonces 
toda  la  ciencia  jurídica , lo  que  proclamaban  las  escuelas  de 
Italia,  loque  tanto  contribuía  á hacer  célebre  su  favorecida 
Universidad  de  Salamanca.  La  prenda  y la  hipoteca  debian 
seguir  la  suerte  de  todas  las  demás  instituciones  civiles  y mo- 
delarse sóbrelas  romanas. 

74.  Y así fué:  en  el  Fuero  Real,  en  ese  Código  precursor 
de  las  Partidas , y que  parecía  destinado  en  la  intención  del 
Rey  á preparar  la  gran  reforma  que  tenia  meditada , poco  se 
dice  de  prendas  y de  hipotecas;  pero  eso  es  romano.  Desde 
luego  no  se  usa  la  palabra  hipoteca,  sino  las  de  empeño, 
prenda , peño , para  significar  tanto  la  cosa  mueble,  como  la  in- 
mueble, tanto  la  dada  en  prenda,  como  la  constituida  en  hipo- 
teca. En  verdad,  no  hay  en  sus  leyes  ninguna  que  diga  es- 
pesamente que  Jos  bienes  raíces  pueden  empeñarse,  pero  sí 
una  que  ordena  que  lo  que  no  se  puede  empeñar  no  se  puede 
enajenar,  lo  que  en  el  sentido  de  la  ley  quiere  decir,  que  es 
objeto  de  prenda  todo  lo  que  loes  de  venta  (1),  y otras  (2) 

1“  f «od.  u J.  J&KJ 

. acienda  o caudal,  de  todos  los  bienes,  á lo  que  desDues  se 
ha  dado  el  nombre  de  hipoteca  gmercd.  P 
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75.  No  es , según  estas  leyes , de  esencia  que  la  prenda 
pase  á manos  del  acreedor ; esto  sucede  generalmente  porque 
la  prenda  se  entrega  en  garantía  de  la  deuda  (1),  pero  también 
hay  otras  prendas  que  se  llamaron  después  hipotecas  legales , 
en  que  por  ministerio  de  la  ley,  sin  acto  ninguno  de  conven- 
ción quedan  obligados  los  bienes  de  alguno  á cubrir  las  obli- 
gaciones en  que  pueda  incurrir , pero  sin  que  por  esto  pierda 
su  posesión  ni  pasen  á manos  de  la  persona  para  cuya  garan- 
tía se  hallan  establecidos.  Así  sucede  con  los  bienes  del  Obis- 
po , ó de  cualquier  prelado , que  todos  responden  de  los  daños 
que  ocasionan  á la  Iglesia , y así  sucede  también  con  los  bie- 
nes del  que  tiene  bajo  su  administración  ó custodia  cosas  pú- 
blicas (cosas  del  Rey ,.  como  dice  el  Fuero  Real),  sujetas  á 
restitución,  á la  que  se  entienden  empeñados  (2).  En  estos 
casos , las  cosas  corporales  y las  incorporales , muebles  é in 
muebles,  presentes  y futuras  (3)  todo  queda  obligado  á la 
restitución  de  lo  debido;  todo  queda,  sin  embargo,  en  poder 
del  dueño;  mas  que  de  asegurar  el  pago  de  una  obligación, 
se  trata  de  una  garantía  para  la  obligación  que  no  existe, 
pero  que  puede  existir : es  solo  la  seguridad  de  cumplir  bien 
un  cargo , esto  es , de  una  obligación  de  hacer , no  la  asegu- 
ración de  lo  que  se  debe.  La  institución  de  la  hipoteca  legal 
aparece  indudablemente : el  nombre,  sin  embargo,  no  se  halla 
aun  escrito  en  la  ley. 

76.  En  las  leyes  del  Estilo,  en  esa  colección  que  puede 
decirse  que  es  la  jurisprudencia  nacida  de  la  aplicación  del 
Fuero  Real,  menos  confusa  sin  duda  que  el  caos  de  decisiones 
de  competencias  y de  sentencias  en  los  recursos  de  nulidad 
y de  casación  que  se  pronuncian  ahora , y que  con  el  tiempo, 
por  su  solo  volumen  arredrarán  á los  que  quieran  estudiarlas, 
se  esplica  el  modo  que  habia  entonces  de  entender  la  prenda 
convencional  de  todos  los  bienes  .,  y esto  ya  no  fué  solo  Ínter- 
in Leyes  1.“,  2.a,  3.a,  4.*,  5.a,  9.a  y 10  del  mismo  título. 

(2)  Ley  6.a,  id.,  id. 

(3)  Ley  7.a,  id.,  id. 
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pretacíon  hecha  por  tribunales,  sino  un  rescripto  en  que  el 
Rey  contestó  á cierta  consulta  que  le  hicieron  los  Amaldes  (le 
Burgos.  Según  este  rescripto , el  que  obligaba , ó bien  como 
deudor  principal,  ó bien  como  fiador,  lo  que  tenia,  no  podia 
enajenar  nada  hasta  que  estuviera  pagada  la  deuda;  la  venta 
era  por  lo  tanto  nula,  y lo  vendido  debia  volver  al  deudor , a 
no  ser  que  éste  tuviera  bienes  raices  ú otros  en  cantidad  bas- 
tante á pagar  la  deuda  garantida  (1).  Limitóse  esto  á los  em- 
peños convencionales ; no  fué  estensivo  á los  legales , al  me- 
nos en  el  testo  de  la  ley.  • ; 

77.  Sin  embargo , si  el  rigor  de  esta  disposición  se  cum- 
plia , triste  debia  ser  la  condición  de  los  deudores  hasta  un 
estremo  incalificable , pues  que  no  podian  vender  bienes  mue- 
bles ni  inmuebles , y venian  á quedar  en  una  especie  de  in- 
terdicción insoportable.  Esta  es  la  condición  natural  de  las 
hipotecas  generales  que , ó significan  poco  si  el  deudor  libre- 
mente puede  disponer  de  lo  que  tiene,  porque  dejan  de  ser 
garantía,  aunque  en  concurrencia  de  otros  acreedores  sean 
realmente  privilegios , ó si  impiden  toda  clase  de  enajenación, 
como  dice  la  ley  del  Estilo , son  una  traba  de  fatales  conse- 
cuencias en  lo  que  se  refiere  á los  bienes  raices , é inesplica- 
ble  en  cuanto  á los  muebles , concluyendo  por  hacer  incierto 
el  dominio  tanto  en  unos  como  en  otros,  porque  no  hay  adqui- 
rente  que  con  semejante  legislación  pueda  reputarse  seguro, 

por  mas  confianza  que  al  parecer  inspire  la  persona  con  quien 
contrata. 


78.  Aunque  las  Partidas  tomaron  mucho  del  derecho  ro- 
mano, no  aceptaron  de  él  la  palabra  hipoteca : por  el  contra- 

hnin  ioC°mprendÍer0n  baj0  la  de  Peñ0’  con  1ue  significaron 
a„r„„.,n,garM  la  de  ,as  cosas  muebles  que  se  entregaban  al 

bles  uuP  2 SegUndad  de  Su  crédit0’  como  !a  de  las  immie- 

de  i;qobliLrneClan  en  p0der  del  deudor  Pero  afectas  aI  Pao° 

obligación  asegurada.  Peño  es  propiamente,  dice  una 


U)  Ley  243. 
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ley  (1),  aquella  cosa  que  un  orne  empeña  á otro,  apoderán- 
dole de  ella , é mayormente  quando  es  mueble.  Mas  segund 
el  largo  entendimiento  ' de  la  ley , toda  cosa  quier  sea  mue- 
ble, ó rayz,  que  sea  empeñada  á otri,  puede  ser  dicho  pe- 
ño; maguer  no  fuere  entregado  della  aquel  á quien  la  em- 
peñasen. Se  vé,  pues,  que  bajo  la  palabra  prenda  se  compren- 
día lo  que  ahora  llamamos  hipoteca , esto  es , el  derecho  real 
constituido  en  seguridad  de  una  obligación  sobre  bienes  in- 
muebles que  continúan  en  manos  del  deudor.  Se  vé  igual- 
mente que  podía  constituirse  prenda  sobre  bienes  inmuebles 
cuya  posesión  material  pasara  al  acreedor. 

79.  Introdújose  desde  entonces  la  división  dogmática  de 
la  prenda  de  un  modo  semejante  al  del  derecho  romano , si 
bien  refundiendo  en  la  prenda  judicial  las  hipotecas  pretorias 
y judiciales  de  aquel  pueblo.  Es,  pues,  triple  la  división  de 
la  prenda  en  las  Partidas:  la  voluntaria,  que  se  constituía 
sin  necesidad  de  tradición  ni  escritura , y solo  por.  palabra , la 
judicial  y la  que  se  hacia  calladamente , maguer  non  es  di- 
cho hi  ninguna  cosa . - 

80.  La  hipoteca  judicial  tenia  lugar  cuando  los  jueces 
mandaban  entregar  á un  litigante  los  bienes  de  su  contrario, 
por  no  contestar  á la  demanda , ó por  constituirse  en  rebel- 
día, ó por  sentencia  (2).  Era  un  verdadero  apremio,  como 
dice  la  ley , ca  tales  peños  ó prendas  se  fazen  como  por 
premia , objeto  bien  diferente  en  verdad  del  de  la  hipoteca 
judicial  moderna,  reemplazada  ahora  con  la  anotación  pre- 
ventiva que  nada  tiene  de  común  con  la  vía  de  asentamien- 
to abandonada  por  la  práctica  y suprimida  después  al  refor- 
marse el  antiguo  enjuiciamiento  civil,  porque  no  dá  al  de- 
mandante la  posesión  de  los  bienes , sino  que  solo  tiene  por 
objeto  asegurar  las  consecuencias  del  litigio , evitando  que 
se  haga  ilusoria  la  sentencia  por  los  actos  del  demandado. 

81.  A la  hipoteca  judicial  equipararon  las  Partidas  la  que 

(O  La  1.a  del  lít.  XIU  de  la  Partida  V. 

(2)  La  misma  ley  1.* 
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hacia  por  cumplir  mandamiento  del  Rey  , lo  que  se  es- 
plica  porque  entonces  el  Réy  juzgaba,  y en  es  e s n 1 
bia  este  medio  eu  la  potestad  absoluta  de  que  se  halkba re- 
vestido, pero  que  no  puede  tener  aplicación  ya  en  nuestros 
dias,  en  que  organizados  por  la  ley  fundamental  de  la  Mo- 
narquía los  poderes  públicos , y señalados  los  limites  de  sus 
respectivas  funciones,  la  facultad  de  juzgar  y de  hacer  ejecu- 
tar  lo  juzgado  es  de  atribución  del  orden  judicial  indepen- 
diente del  ejecutivo  en  la  aplicación  de  las  leyes  civiles  y 
penales. 

82.  La  hipoteca  tácita , á que  después  con  mucha  pro- 
piedad se  ha  dado  el  nombre  de  legal , esta  importación  ro- 
mana á que  el  Fuero  Viejo  habiá  dado  carta  de  naturaleza 
á favor  de  la  Iglesia  y del  fisco,  toma  estension  y grandes 
proporciones  en  el  Código  de  las  Partidas.  A él  se  debe  lá 
diferencia  entre  las  hipotecas  tácitas  generales  y especiales, 
y entre  las  privilegiadas  y no  privilegiadas:  á él  que  se  con- 
sideren como  hipotecas  generales  privilegiadas  la  del  fisco  (1), 
y la  de  las  mujeres  en  todos  los  bienes  de  sus  maridos  para 
la  restitución  de  los  dótales  aportados  al  matrimonio  (2) : á él 
las  hipotecas  especiales  privilegiadas  á favor  del  que  dió  di- 
nero para  edificar  ó reparar  un  edificio  ó nave , tripularla  y 
mantener  la  tripulación  (3) : la  del  huérfano  que  anticipó  dinero 
para  comprar  alguna  cosa  (4),  y la  del  que  estipuló  que  lo  com- 
prado con  su  dinero  quedara  empeñado  para  el  pagó  (5):  á él 
las  hipotecas  legales  generales  no  privilegiadas  de  los  meno- 
res en  los  bienes  de  sus  guardadores  y fiadores  (6),  délos  le- 
gatarios en  los  bienes  del  testador  (7),  del  marido  en  los  bie- 
,ies  del  que  le  prometió  dote  (8) , de  los  hijos  en  todos  los 


O) 
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(3) 
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(5) 
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bienes  del  padre  ó madre  que  pasó  á segundo  matrimonio  para 
asegurar  los  que  están  sujetos  á reserva , en  los  de  la  madre 
que  siendo  viuda  contrajo  nuevo  enlace  y en  los  de  su  padras- 
tro hasta  que  den  cuentas  (1)  é igualmente  en  los  bienes  del 
padre  usufructuario  de  los  que  recibió  de  parte  de  su  madre  y 
enajenó  (2):  áél,  por  último,  se  debe  la  hipoteca  legal  espe- 
cial no  privilegiada  del  arrendador  de  una  finca  urbana  en 
todo  lo  introducido,  y si  la  finca  fuere  rústica,  de  lo  que  con 
conocimiento  del  dueño  ha  entrado  en  ella  (3).  Compárense 
estas  diversas  clases  de  hipotecas  legales  con  las  que  espusi- 
mos  antes  con  relación  al  derecho  romano , y se  verá  hasta 
qué  punto  lo  siguió  el  nuestro. 

83.  Bastaría  lo  dicho  para  comprender  que,  según  el 
derecho  introducido  por  las  leyes  de  Partida,  no  había  nin- 
guna clase  de  publicidad  para  las  hipotecas.  En  aquel  siglo 
no  se  daba  aun  importancia  á lo  que  en  los  tiempos  modernos 
sé  busca  cón  tanto  afan,  cualquiera  que  sea  el  sistema  que  sé 
adopte.  Prueba  de  ello  nos, dan  las  mismas  Partidas,  que 
á pesar  de  exigir , á imitación  de  los  romanos,  la  tradición  ó 
posesión  verdaderas  ó fingidas  para  traspasar  el  dominio  de 
las  Cosas  de  uñó  á otro  dueño,  establecieron  expresamente, 
que  cuando  se  empeñaban  los  títulos  que  acreditaban  el  do- 
minio de  una  cosa  inmueble,  se  entendiera  empeñada  la 
misma  cosa  (4). 

84.  Deberíamos  seguir  aquí  haciendo  él  cotejo  de  nues- 
tras leyes  de  Partidas  con  las  romanas  en  materia  de  hipote- 
cas y esponiendo  su  sistema.  Pero  como  éstas  se  hallan  aun 
vigentes , si  bien  quedarán  muy  modificadas  desde  el  dia  eh 
que  empiece  á regir  la  nueva  ley  hipotecaria,  y sus  preceptos 
están  muy  ligados  con  lo  que  en  ésta  se  establece , considera- 
mos que  los  Comentarios  son  lugar  mas  adecuado  para  tratar 
de  la  materia  con  la  detención  que  requiere  su  importancia. 

(1)  Ley  26,  id.,  id. 

(2)  Ley  24,  id.,  id. 

(3)  Ley  5.  , tít.  VRÍ,  Partida  V. 

(4)  Ley  i 4,  tít.  XIII,  Parí.  V. 
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SUMARIO. 


8o.  Las  legislaciones  forales  de  Es- 
paña respecto  á la  hipoteca  no  son  tan 
completas  como  la  castellana. 

86.  Entre  ellas  la  mas  completa  es  la 

aragonesa. 

87.  Diferentes  clases  de  garantía  real; 
la  convencional  y la  judicial;  la  general 
y la  especial.  No  admiten  las  leyes  de 
Aragón  la  hipoteca  tácita. 

88.  Valor  de  las  garantías  reales  ge- 
neral y especial. 


89.  Diferentes  hipotecas  sobre  uná 
misma  finca : subhipotecas.  . 

90.  Nulidad  del  pacto  de  que  los  fru- 
tos de  la  finca  dada  en  garantía  sean  para 
el  acreedor. 

91.  Escepcion. 

92.  Enajenación  de  la  prenda. 

93.  Motivos  de  no  descenderá  otros 
pormenores. 


85.  Ninguna  de  las  legislaciones  forales  de  España,  consi- 
derada en  sí  misma,  es  tan  científica  ni  tan  completa  como  la 
castellana  en  lo  que  á la  prenda  y á la  hipoteca  se  refiere.  Muy 
al  contrario,  solo  encontramos  en  las  mas  de  ellas  escasas  le- 
yes que  por  sí  solas  estarían  lejos  de  satisfacer  las  necesida- 
des civiles  de  los  mismos  tiempos  para  que  se  dictaron.  El  va- 
cío grande  que  tenían  en  esta  materia  lo  llenaban  con  los  usos, 
con  las  costumbres,  con  la  equidad  y con  el  derecho  romano  ó 
con  el  general  castellano , como  aparecerá  de  lo  que  en  este 
párrafo  y en  los  siguientes  diremos  respecto  á cada  uno  de 
los  territorios  de  Aragón,  Cataluña,  Navarra,  Valencia  y 
Vizcaya. 


86.  La  legislación  aragonesa  es,  después  de  la  castella- 
na, una  de  las  mas  completas  respecto  á la  garantía  real  de 
as  obligaciones,  pero  no  es  mas  precisa  que  ésta  en  lo  que 
toca  a la  separación  de  la  prenda  y la  hipoteca,  porque  no 

menciona  .Cütre,  Ü"*88.  palabras  diferencia  alguna  ni  aun 
aue  tienen  4 hfutKfia-  De  pignoribm  es  el  epígrafe 

tan  de  esta  mat Cabezalos  Fueros  Y las  Observancias  que  tra- 
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labras  empeñar  é hipotecar , que  tienen  en  la  actualidad  acep- 
ción tan  diferente,  son  reemplazadas  por  las  latinas  pignora- 
re (1),  impignorare  (2)  y obligare  (3),  que  las  leyes  de  Ara- 
gón usan  como  sinónimas.  Vemos,  pues,  que  la  legislación 
aragonesa  incurrió  en  el  mismo  defecto  que  la  castellana  al 
emplear  una  sola  voz  para  diferentes  clases  de  contratación, 
no  haciendo  entre  la  garantía  que  se  entrega  y aquella  que 
queda  afecta  á la  obligación  , pero  permaneciendo  en  manos 
del  deudor,  ninguna  diferencia,  como  tampoco  la  hizo  entre 
los  bienes  muebles  y los  inmuebles  que  se  daban  en  seguridad 
de  las  obligaciones , sin  embargo  que  en  los  unos  (4) , del 
mismo  modo  que  en  los  otros,  podia  constituirse  (5). 

87.  La  prenda  es  convencional  ó judicial,  y general  ó es- 
pecial. La  convencional  comprende  del  mismo  modo  la  que  se 
constituye  por  acto  entre  vivos  que  la  proveniente  de  última 
voluntad  espresada  por  el  testador.  La  judicial  consiste  en  un 
embargo  hecho  en  virtud  de  mandamiento  del  juez.  A pesar 
del  ejemplo  que  dieron  las  Partidas  adoptando  Jla  hipoteca  tá- 
cita, las  leyes  de  Aragón  no  la  establecieron  (6). 

88.  La  prenda  general,  que  en  los  tiempos  modefnos  es 
siempre  hipoteca , tiene  fuerza  tan  escasa , que  no  priva  al 
deudor  de  la  libertad  de  deshacerse  de  todos  sus  bienes  y aun 
de  donarlos , á no  ser  que  la  prenda  ó hipoteca  esté  constitui- 
da á favor  del  fisco  (7) , á diferencia  de  la  especial , que  es  un 
obstáculo  para  que  pueda  hacerse  cualquier  clase  de  enaje- 
nación (8).  Respecto  al  poco  valor  de  la  general,  resuelve  aquí 
la  ley  lo  que  de  hecho  se  verifica  en  muchos  puntos  en  que  no 
ha  habido  semejante  declaración:  no  sucede  así  en  lo  que 

Íl)  Fueros  II,  III,  IV  y V,  De  pignoribus. 

2)  Observ.  I,  De  pig. 

3)  Observ.  III  y IX,  Depig. 

(4)  Fueros  XVI  y XVII , De  pig. 

(5)  Observ.  I,  De  pig. 

(6)  Aunque  r algún  escritor  supone  que  hay  caso  en  que  los  Fueros  de  Aragón 
admitieron  la  hipoteca  tácita,  no  nos  parece  que  tienen  fuerza  alguna  los  te»to3 
que  cita  al  efecto. 

(71  Observ.  XVII  De  pig. 

(8)  La  misma  Observ. 
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á la  prenda  especial  se  refiere,  pues  parece  que  ningún  obs- 
táculo debería  ponerse  á su  enajenación,  m aun  siendo  do- 
nación, con  tal  que  siguiera  siempre  afecta  al  gravamen  la 
cosa  empeñada.  Esta  es  también  la  opinión  de  algunos  juris- 
consultos aragoneses , que  nos  parece  aceptable , porque  cabe 
por  interpretación  en  la  letra  de  los  testos  legales,  y mas  aun 
en  su  espíritu,  que  fué  solo  que  no  quedara  burlado  el  acree- 
dor pignoraticio.  El  que  tiene  constituidas  á su  favor  una  hi- 
poteca especial  y otra  general , en  tanto  puede  obtener  que 
prescindiendo  de  la  garantía  especial,  se  acuda  á los  bienes 
que  solo  corresponden  á la  general,  en  cuanto  no  haya  opo- 
sición por  parte  del  deudor  (1). 

89.  Ningún  inconveniente  hay  para  que  el  dueño  dé  á 
uno  en  hipoteca  la  finca  que  ya  está  hipotecada , con  tal  que 
baste  el  precio  para  satisfacer  á ambos  acreedores  (2),  pero  en 
el  caso  de  que  sea  insuficiente  al  efecto,  tendrá  la  preferencia 
la  obligación  mas  antigua  (3).  Aunque  nada  dicen  las  leyes 
aragonesas  de  la  facultad  de  subhipotecar , ha  sido  doctrina 
corriente  entre  los  jurisconsultos  de  aquel  antiguo  reino,  que 
podia  hacerse , si  bien  en  cantidad  igual  ó inferior  á la  que  el 
deudor  primitivo  hubiese  recibido  (4). 


k 90.  El  odio  á las  usuras  hizo  que  los  aragoneses  reprobá- 
ran  el  pacto  de  que  los  frutos  de  la  cosa  constituida  en  ga- 
rantía fueran  para  el  acreedor:  si  los  percibía  este,  debía 
considerarlos  como  parte  reintegrada  del  capital.  Fructus  de- 
bent  semper  in  sortem  debitam  computan , dice  uno  de 
los  Fueros:  no  serian  estos  consiguientes  en  su  intransigen- 
cia con  la  usura , si  la  hubieran  tolerado  en  las  deudas°<>a- 
rantidas  con  bienes  determinados,  porque  era  en  ellas  menor 
el  nesgo  que  corría  el  acreedor  de  no  ser  reintegrado,  v no- 

rraVZ^riStÍa/emejante  Peligr°*  Est0  110  era  obstáculo 
) < que  el  acreedor  dedujera  los  gastos  que  había  hecho  en 
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la  cosa(l).  Infiérese  de  lo  dicho,  que  las  leyes  aragonesas 
consideraban  que  las  cosas  inmuebles  eran  objeto  de  pren- 
da como  las  muebles , sin  que  esto  obstara  á que  pudiera 
también  sobre  ellas  constituirse  hipoteca,  como  se  deduce 
de  sus  Fueros  y Observancias,  y nunca  se  ha  puesto  en  du- 
da por  los  jurisconsultos. 

91 . Una  escepcion  encontramos  en  las  Observancias,  de  la 
regla  general  que  establece  que  se  imputen  siempre  en  el 
capital  los  frutos  percibidos  por  el  acreedor.  Esta  es  cuando  se 
hace  alguna  donación  de  cantidad  determinada  á cuyo  pago 
se  obliga  alguna  finca  que  se  entrega  al  donatario  para  que 
perciba  sus  frutos  mientras  no  le  sea  satisfecha  la  cantidad 
ofrecida , ad  Forum  seu  forman  de  axovar , como  dice  el 
texto  (2),  dando  por  razón  que  si  se  considera  el  título  pri- 
mitivo de  donación,  se  comprenderá  que  el  que  donó  la  can- 
tidad pudo  y quiso  igualmente  donar  los  frutos. 

92.  Del  mismo  modo  que  en  las  legislaciones  romana  y 
castellana,  cuando  se  tenia  que  proceder  á la  enajenación  de 
la  cosa  obligada  por  no  cumplirse  á su  debido  tiempo  la  obli- 
gación , habia  de  entregarse  al  deudor  el  sobrante  después  de 
satisfecho  el  acreedor,  y por  el  contrario,  si  no  bastara,  podia 
reclamarse  contra  los  demás  bienes  del  primero  (3).  Cuando  la 
obligación  no  tenia  fijado  plazo  para  el  pago , podia  el  acree- 
dor, según  costumbre  del  reino.,  vender  la  prenda  sin  dar  tre- 
gua ninguna  al  deudor. 

93.  Bajo  estas  reglas  principales  desenvuelven  las  leyes 
de  Aragón  su  sistema  pignoraticio  é hipotecario  en  21  Fue- 
ros y otras  tantas  Observancias,  á cuyo  exámen  minucioso 
no  debemos  descender,  porque  prescindiendo  de  que  no  es 
propio  de  este  lugar,  y que  tendrémos  ocasión  de  hacerlo  en 
los  Comentarios  cuando  sea  necesario , se  refieren  en  parte 

sola  y esclusivamente  á la  prenda  de  los  bienes  muebles. 

• 

(1)  El  mismo  Fuero  IX. 

(2)  Observación  X,  De  piq. 

(3)  Fuero  IV,  De  pig. 

tomo  r. 
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^ 3 n Legislación  catalana. 


SUMARIO. 


Oí.  La  legislación  catalana  acerca  de 
la  hipoteca  durante  la  reconquista  hu- 
biera sido  muy  imperfecta,  si  no  estuvie- 
se completada  con  la  romana. 

9:>.  Denominación  que  dá  á la  pren- 
da, y obligación  de  restituirla  pagada  la 
deuda. 


96.  Hipoteca  á favor  do  la  muger  pa- 
ra la  seguridad  do  la  restitución  de  la 
dote  y del  esponsalicio. 

97.  Anotación  de  los  bienes  de  los 

criminales. 


94.  Si  Cataluña  no  hubiera  tenido  en  la  época,  de  que  en 
este  capítulo  tratamos,  mas  disposiciones  acerca  de  las  cosas 
constituidas  en  garantía  para  el  cumplimiento  de  las  obliga- 
ciones, que  las  que  se  leen  en  sus  códigos  especiales,  podria 
decirse  con  sobrado  fundamento  que  carecia  por  completo  de 
sistema  pignoraticio  é hipotecario.  Pero  como  en  esta  materia, 
del  mismo  modo  que  en  las  demás  de  derecho  civil,  el  ro- 
mano completa  el  especial  catalan  (1),  en  la  rica  legislación 
de  Justiniano  encontró  aquella  interesante  parte  de  la  Penín- 
sula todo  un  sistema  entero  que  tenia  gran  semejanza  con  el 
de  Castilla  desde  que  D.  Alfonso  XI  dió  á las  Partidas  fuerza 
de  código  supletorio. 

95.  Pocas  son  las  disposiciones  especiales  que  comprenden 
los  Códigos  catalanes  que  deban  ser  aquí  mencionadas.  Es  la 
primera,  una  pragmática  de  D.  Jaime  I,  dada  en  1242  (2),  en 


(i)  Cuando  los  usages,  constituciones,  capítulos  do  córte  y otros  derechos  del 
antiguo  Principado  no  establecen  reglas  para  la  decisión  de  los  pleitos , se  acude  al 
uerecho  canónico,  y á falla  de  éste,  al  civil , bajo  cuya  denominación  se  signiíica  el 
lv.ord.®í!0'1?  pragmática  de  I).  Pedro  111  de  23  de  febrero  de  1380  (ley 
llbr,0lvV^maÍÍCas  y a!tres  drets  de  Cathalvnya,  compiláis 'en 
l^  lii  nostre  R laS  C,ort?  Pe/  lat  s-  C.  y Reyal  Majestad  del  Rey  Don 

reimpresa!  f f e£adas.  e.n  la  ¡"la  de  Moüteo,  anny  MDLXXXV,  y novamente 

e.iuStrBarcSran^  & RR11  de  las  Corts  alebradas  en  la 

Córtes  do  Barcelona  Z' S c n ‘XL  (¡ hxix  "r  de9astllla’  «“  la* 

drets  do  Cathalvnvn  , c P‘.  . del  C Constitutions  y altres 

la  S.  C.  y Reyal  Maiestffde  R™  n S t ?vP'v  ,de  o0rl  LXXXIÍ  da  las  Corts  fler 
-bradas  en  la  ciutat  de  ***  n°Stre  seny0r’  Ce‘e' 

ey  umea  , ut.  VI,  lib.1V  de  las  Pragmáticas  y otros  derechos  de  Cataluña. 
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que después  de  llamar  penyora  á la  prenda  se  establece  que 
satisfecho  el  acreedor  con  los  productos  de  la  cosa  empeñada, 
sea  obligado  á restituirla  libre  y absolutamente  con  los  ins- 
trumentos que  acrediten  la  deuda. 

96.  En  el  año  anterior,  el  mismo  Rey  habia  dado  otra 
pragmática  (1) , por  la  que  aparece  claramente  que  ya  enton- 
ces estaba  en  toda  su  fuerza  el  derecho  de  la  hipoteca  tácita 
á favor  de  la  niuger  por  su  dote  y esponsalicio  (2).  Dice  en  ella 
el  Monarca  que  enterado  de  que  algunas  mugeres  que  no  es- 
taban asociadas  en  las  deudas  que  tenian  sus  maridos,  re- 
tenian  todos  los  bienes  de  éstos,  aunque  fueran  bastantes  des- 
pués de  cubrir  la  dote  ó esponsalicio , á dejar  algún  residuo 
para  los  acreedores , resolvía  que  se  valuaran  los  bienes  para 
hacer  á aquellas  pago  de  sus  créditos:  pero  se  establece  una  di- 
ferencia importante  entre  las  mujeres  que  habitaban  en  las  ciu- 
dades y villas  y las  que  no  estaban  en  este  caso,  pues  que 
las  primeras  tenian  el  derecho  de  elegir  entre  los  bienes  mue- 
bles é inmuebles  para  que  se  les  hiciera  el  pago , y las  se- 
gundas, debían  recibirlo  en  los  bienes  inmuebles,  porque 
añadia  el  Rey,  queremos  que  de  los  bienes  muebles  se  pague 
en  un  todo  á los  judíos  y á los  demás  acreedores  de  los 
maridos , y que  solo  después  de  pagado  así  lo  que  á las 
mujeres  corresponda , se  satisfagan  íntegramente  á los 
acreedores  todas  sus  deudas  con  lo  que  quedare  de  los  bie- 
nes inmuebles  y con  los  muebles  (3).  Es  decir,  que  la  mujer 
tenia  siempre  la  hipoteca  tácita  general  sobre  todos  los  bic- 

( 1)  Ley  1,  til  II,  lib.  V de  las  mismas  Pragmáticas. 

(2)  151  esponsalicio  en  Cataluña  es  uua  donación  que  el  desposado  ó el  ruando 
liaco  á su  prometida  ó á su  mugar  eu  consideración  á su  virginidad  ó á su  dote  , y 
suele  ser  igual  en  cantidad  á la  parle  de  la, dote  que  se  dá  á libres  voluntades,  ó lo 
que  es  lo  mi>rno , sin  cláusula  de  reversión.  Después  de  la  muerte  de!  marido  conser- 
va la  muger,  aunque  pase  á segundas- nupcias,  el  usufructo  de  lo  así  donado,  pero 
reservando  la  propiedad  para  los  hijos  de!  primer  matrimonio  , y dando  la  lianza 
fructuaria.  Dánle  también  el  nombre  de  donación  propter  nuplias  y excrcix;  pero 
ni  esta  donación  propter  nuplias  es  la  de  las  leyes  romanas,  ni  de  las  de  Partida, 
ni  de  las  de  Toro,  ni  es  igual  al  excreix  de. Aragón. 

(3)  Ouoniatn  volumus  quod  de  bonis  mobiübus  fíat  solutio  judacis  et  aliis  credi- 
t.oribus  dielorum  virorum  suorum,  el  postquam  complemenUim  sil  inde  faclum  , de 
eo  quod  rcsiduum  fuurit  de  praedictis  bonis  et  de  inobilibus  liut  solutio  integra  cre- 
ditoribus  de  debilis  suis  ómnibus  supradictis. 
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nes  del  marido  para  asegurar  la  restitución  de  la  dote  y del 
esponsalicio,  si  trien  se  establecía  por  consideraciones  de  or- 
den político  mas  que  de  orden  civil , que  no  tuviera  elec- 
ción la  mujer  que  habitaba  las  aldeas  y los  campos,  entre  re- 
cibir el  pago  en  bienes  muebles  ó en  inmuebles. 

97.  Lo  mas  notable  que  nos  ofrece  la  legislación  catala- 
na en  la  época  á que  aquí  nos  referimos,  es  una  pragmáti- 
ca de  D.  Pedro  III,  dada  en  1339,  que  trata  de  la  anota- 
ción de  los  bienes  de  los  criminales.  En  ella  dice  el  Rey,  que 
se  omitía  hacer  las  anotaciones  de  los  bienes  correspondien- 


tes á los  que  perpetraban  crímenes  graves  y atroces,  ya  por 
ignorancia,  ya  por  favor,  y frecuentemente  por  malas  artes, 
y que  en  las  anotaciones  que  se  verificaban  no  se  observaba  la 
forma  ni  las  solemnidades  de  derecho , de  lo  que  resultaba  que 
no  produjeran  su  debido  efecto,  que  sufriera  el  Estado  perjui- 
cios, que  quedaran  sin  reparación  los  agraviados,  y que  se 
aumentara  la  audacia  de  los  criminales.  Para  remediarlo,  or- 
denaba que  los  bienes  del  acusado  por  algún  crimen  se  escri- 
bieran en  todos  los  casos  en  que  se  había  acostumbrado  ve- 
rificarlo, con  el  objeto  de  que  no  pudiese  hacer  dejación  de 
ellos  ó enajenarlos  (1).  Encesta  pragmática  del  siglo  XIV,  re- 
dactada en  latín,  vemos  ya  usadas  las  palabras  annotatio  y 
annotare , para  significar  la  inscripción  que  se  hacia  de  los 
bienes  del  delincuente  por  orden  de  la  autoridad  judicial,  cuyo 
objeto  era  que  no  pudieran  ser  ocultados  ó enajenados;  iio  hay 
motivo,  pues,  para  tachar  de  nueva  en  la  moderna  ley  hipote- 
caria la  frase  anotación  preventiva  que  ha  sustituido  á la 
antigua  de  hipoteca  judicial , si  bien  tiene  una  significación 
mas  estensa  que  esta,  como  en  su  lugar  espondremos.  Pero 
en  la  pragmática  no  se  espresaba  la  manera  de  escribir  estas 
anotaciones:  no  sabemos  si  se  contentarían  con  ponerlas  solo 
0 81  Nevarían  registros  destinados  al  efecto:  si 

derecho  catatan  T p®dria  ser  may°r  Ia  semejanza  del  antiguo 
o CaUlan  en  «te  punto  con  el  de  la  nueva  ley.  Node- 
(l)  L«?  2 Joi  iít.  x\ii,  i¡b.  ix  Jo  ,a  m¡sm„  PrasnláUl.as 
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bemos  seguir  adelante,  porque  á falta  de  documentos  en 
que  fundar  nuestras  opiniones  nos  perderíamos  en  conjeturas. 

98.  Concluirémos  este  párrafo,  diciendo  que  en  la  legisla- 
ción catalana  de  la  época  á que  aquí  nos  referimos,  no  existia 
el  vocablo  hipoteca,  que  bajo  la  palabra  penyora  se  com- 
prendía tanto  el  contrato  y derecho  real,  que  hoy  llamamos 
prenda,  como  la  hipoteca,  es  decir,  del  mismo  modo  el  caso  en 
que  la  cosa  empeñada  fuera  mueble  como  aquel  en  que  fuese 
inmueble,  ya  pasara  á poder  del  acreedor,  ya  permaneciera  en 
poder  del  deudor,  pero  afecta  al  pago  de  la  obligación  garanti- 
da, y que  la  legislación  especial  catalana  era,  por  lo  tanto, 
menos  completa  que  la  castellana  y que  la  aragonesa,  pero  que 
no  por  esto  carecia  de  un  sistema  completo  en  la  materia 
porque  en  el  derecho  romano  tenia  abundantemente  todo  lo 
que  exigían  las  necesidades  de  aquellos  tiempos. 

§.  4.°  Legislación  navarra. 

SUMARIO. 

99.  Leyes  navarras  durante  la  recon-  101.  Su  silencio  es  suplido  por  el  da- 
quista  relativas  á la  garantía  real  de  las  rocho  romano. 

obligaciones.  102.  Se  separan  de  él  en  lo  que  se- 

100.  No  hablan  de  la  hipoteca.  refiere  á los  frutos  de  la  cosa  empeñada. 

99.  Tan  escasas  como  en  Cataluña  fueron  en  la  época  de 
la  reconquista  las  leyes  que  establecieron  los  navarros  en  lo 
que  á la  prenda  y á la  hipoteca  se  refiere.  Su  Fuero  general 
contiene  muy  pocas  disposiciones  en  materia  tan  interesante. 
Redúcense  estas  á que  si  la  cosa  mueble  empeñada  perece 
por  caso  fortuito,  como  por  incendio,  inundación,  hurto  ó ro- 
bo en  que  no  haya  dolo  ó negligencia  del  acreedor  que  la  te- 
nia empeñada,  la  pérdida  sea  para  el  dueño  (1);  á que  pasado 
el  plazo  de  la  obligación,  pague  el  deudor  sin  que  se  le  ad- 
mitan fiadores  (2);  á las  formas  y seguridades  recíprocas  de  la 

(1)  Cap.  I,  til.  XVI,  lib.  111  dct  Fuero. 

(2)  Cap.  II,  id.,  id. 
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premia  general  (le  todos  los  bienes  que  tuviera  el  deudor  en 
el  pueblo,  en  que  se  comprenden  garantías  á favor  de  ambas 
partes,  de  una  para  no  ser  engañada,  de  la  otra  para  obtener 
la  restitución  de  la  prenda  despjres  de  satisfecha  la  deuda;  a 
que  los  frutos  de  la  cosa  empeñada  correspondan  al  acree- 
dor (1),  y por  último,  á la  responsabilidad  de  éste,  en  el  caso 
de  que  por  su  dolo  ó culpa  pereciesen  las  bestias  dadas  en 
garantía  (2). 

100.  De  las  leyes  del  Fuero  general,  á pesar  de  lo  escasas 
y diminutas  que  son,  aparece  claramente  que  la  prenda  de- 
signada con  la  palabra  empeino,  comprendía  del  mismo  modo 
las  cosas  muebles  (3),  que  las  inmuebles  (4),  pues  que  hacen 
mención  espresa  de  unas  y otras,  que  tomaron  únicamente  en 
cuenta  el  caso  de  que  se  entregaran  al  acreedor  las  cosas  em- 
peñadas y que  nada  legislaron  en  esta  época  los  navarros  que 
se  refiriera  á la  verdadera  hipoteca,  porque  nada  dicen  direc- 
ta ó indirectamente  que  aluda  al  caso  en  que  la  cosa  empe- 
ñada quede  en  poder  del  deudor. 

101 . Pero  sucedió  también  en  Navarra  lo  que  en  Cataluña; 
su  derecho  fue  suplido  y completado  por  el  romano  según  la 
costumbre,  no  por  ley  espresa  en  la  época  á que  nos  referi- 
mos. Así  lo  aseguraron  los  tres  Estados  del  Reino  al  Sr.  Don 
B clipe  II  al  pedirle  en  1576  que  las  causas  y pleitos  se  deci- 
diesen por  el  derecho  común  (es  decir,  por  el  romano  según 
la  significación  que  á la  frase  derecho  común  se  daba  enton- 
ces), á falta  del  Fuero  ó de  leyes  especiales  de  aquella  anti- 
gua Monarquía,  petición  á que  accedió  el  Rey  (5),  con  virtien- 
do así  en  derecho  escrito  lo  que  hasta  entonces  había  sido  solo 
derecho  consuetudinario. 

102.  En  un  punto  sin  embargo  se  separaron  del  derecho 
i omano,  y en  verdad  no  nos  parece  fundada  la  deviación:  esto 
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fue  en  la  declaración  antes  indicada  de  que  los  frutos  de  la 
cosa  dada  en  prenda  correspondían  al  acreedor  mientras  la 
tenia  en  su  poder.  El  derecho  romano,  por  el  contrario,  aun- 
que reconoce  que  el  deudor  puede  percibir  los  frutos,  declara 
que  debe  deducir  su  valor  de  la  cantidad  de  la  deuda  des- 
pués de  rebajados  los  gastos  que  hubiere  hecho,  y que  deben 
serle  abonados  (1),  á lo  que  se  conforman  el  derecho  castella- 
no y los  demás  forales.  La  singularidad  de  esta  ley  y la  injus- 
ticia que  envuelve,  pues  que  la  prenda  solo  se  clá  como  ga- 
rantía, ha  sido  causa  de  que  se  sostenga  por  algunos  la  opi- 
nión de  que  la  ley  del  Fuero  debe  entenderse  del  modo  que 
ordenó  este  punto  el  derecho  romano , lo  que  no  nos  pare- 
ce posible  sin  violentar  el  testo  de  la  ley  que  bien  claramente 
demuestra  su  espíritu. 

§.  5.° — Legislación  valenciana. 

SUMARIO. 

103.  Importancia  de  la  legislación  cepto  del  que  lo  era  por  la  sepultura  y 
valenciana  en  esta  época.  del  refaccionario. 

101.  Dá  el  nombre  do  penyora  á toda  ,113.  Método  en  la  esposicion  délas 
garantía  real.  obligaciones  que  nacían  de  la  prenda. 

103.  Cosas  objeto  de  la  prenda.  1 14.  Derechos  del  acreedor. 

106.  La  prenda  era  voluntaria  y judi-  115.  Obligaciones  del  acreedor, 

cial;  espresa  y tácita  ; general  y especial.  1 16.  Derechos  y obligaciones  del  deu- 

107.  Esplicacion  de  las  prendas  es-  dor. 

presa  y tácita.  117.  Preferencia  relativa  entre  dos 

108.  Casos  en  que  tenia  lugar  la  pren-  acreedores  á quienes  se  ofrecía  6 daba 

da  judicial.  en  garantía  la  misma  cosa. 

109.  Prohibición  á los  particulares  de  118.  Pacto  comisorio. 

hacer  prenda.  119  y 120.  Procedimientos  judiciales 

110.  Precauciones  para  evitar  que  para  el  pago  de  las  deudas  de  los  caba- 
les que  tenían  prenda  judicial  en  bienes  lleros. 

muebles  ó semovientes  se  alzaran  con  121.  Estelionato. 

ella.  122.  Beneficio  de  escusion  á favor  de 

111.  No  habia  prendas  privilegiadas,  los  terceros  poseedores  de  las  cosas  da- 

1 12.  Privilegio  de  los  que  tenían  das  en  prenda, 

prenda  sobre  los  demás  acreedores  , es-  123.  Conclusión. 

10, ‘L  Apenas  había  arrancado  D.  Jaime  el  Conquistador  á 

(I)  Leyes  1,  2 y 3,  til.  XXII  ,lib.  IV,  y 9,  lít.  XIV  del  libro  VIII  del  Código  re- 

* jintUrn  priulecUonix. 
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Valencia  del  poder  de  los  infieles,  cuando  no  menos  solicito 
por  dar  buenas  leyes  á los  pueblos,  que  por  estenderlos  limi- 
tes de  la  Monarquía  aragonesa,  otorgó  al  país  agregado  a 
sus  antiguos  Estados  , el  código  que  con  el  nombre  de  Costu- 
mes  els  stablements  del  reyne  é de  la  ciutad  de  Valencia , 
había  de  ser  el  fundamento  de  su  derecho  civil.  En  el  se 
encuentran  importantísimas  disposiciones  respecto  á la  prenda 
V á la  hipoteca , formando  un  sistema,  si  bien  no  tan  comple- 
to y filosófico  como  el  de  Castilla,  comparable  al  menos  con  el 
de  Aragón,  y muy  superior  en  la  materia  de  que  tratamos,  á las 
legislaciones  catalana , navarra  y vizcaína , si  se  las  consi- 
dera aisladamente  y con  independencia  del  derecho  romano 
ó castellano  que  respectivamente  las  esplican  y les  sirven  de 
complemento.  Es,  por  lo  tanto,  la  legislación  valenciana  de 
esta  época  una  de  las  que  merecen  mas  fijar  la  atención  de  los 
que  pretendan  estudiar  la  historia  interna  déla  legislación  es- 
pañola en  lo  que  se  refiere  á la  garantía  real  de  las  obliga- 
ciones. 


1-04.  Al  legislar  el  conquistador  de  Valencia  para  sus  nue- 
vos Estados , libre  de  los  precedentes  que  le  habían  movido  á 
continuar  en  Aragón  y en  Cataluña , aunque  no  siempre , la 
práctica  antigua  de  publicar  las  leyes  en  lengua  latina,  que  no 
era  el  idioma  desús  súbditos,  prefirió  el  dialecto  valenciano. 
Por  la  semejanza  que  hay  entre  éste  y el  catalan,  y por  la  cir- 
cunstancia de  estar  entre  los  que  aconsejaron  al  Rey  en  la 
íormacion  del  código  en  mayor  número  los  prelados  catalanes 
que  los  aragoneses  (1),  y también  al  parecer  los  nobles  á 
juzgar  por  sus  apellidos,  se  esplica  que  dieran  el  nombre  de 
penyora  como  en  las  pragmáticas  de  Cataluña  á toda  garantía 
tuvieTra  P°r  objeto  asegurar  el  cumplimiento  de  las 
e!SXev  H"b0’ Pues-  en  Valencia,  del  mismo  modo  que 

confusión  entre  X demf  legislaciones  Corales , una  verdadera 
contusión  entre  la  prenda  y la  hipoteca. 

(I)  Aconsejaron  al  Rev  «i  i- 

Huesca,  Zaragoza,  Torios! , TiníT ^Vicln"”*0''3  y los  OI>isPOs  (le  Barcelona, 
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105.  Eran  en  las  leyes  valencianas  objeto  de  prenda  las  co- 
sas muebles  y las  semovientes  (1),  como  las  inmuebles  (2)  y los 
derechos  (3) , siempre  que  estos  fuesen  una  verdadera  garan- 
tía. De  esta  última  clase  de  bienes  pusieron  como  ejemplo  los 
censos  , las  pensiones  y los , arrendamientos  que  habian  de 
vencer  á cierto  tiempo  ó en  determinado  dia , llegado  el  cual 
y satisfecha  la  deuda,  quedaba  libre  de  la  obligación  real  la 
cosa  empeñada. 

106.  Según  esta  legislación,  la  prenda  y la  hipoteca  po- 
dían ser  voluntarias  y judiciales,  espresas  y tácitas,  generales 
y especiales.  Nada  debemos  decir  aquí  de  las  voluntarias  igua- 
les en  el  modo  de  constituirse  á las  de  los  otros  Estados  en  que 
entonces  se  hallaba  dividido  el  territorio  español. 

107.  La  ley  define  las  hipotecas  espresas  y tácitas  ó ca- 
lladas, que  es  la  palabra  de  que  se  vale,  diciendo  que  la  es- 
presa  es  si  el  deator  dirá  é expresara  que  ell  obliga  sos 
bens  spetialment  ó generalment , y la  callada  es  quá  aquell 
que  sobliga  no  debe  diu  ne  spresse  que  oblich  sos  bens  spe- 
tialment ó generalment.  Pone  por  ejemplo  al  que  promete 
la  dote , exouar  por  alguna  fembra , diciendo  que  todos  sus 
bienes  calladamente  quedan  obligados  á dar  lo  ofrecido.  Lo 
mismo  añade  que  sucede  con  el  marido  que  recibe  la  dote, 
cuyos  bienes  quedan  hipotecados  á su  restitución  y á la  de 
su  incremento ; pero  esta  hipoteca  no  tiene  privilegio  sobre 
la  anterior  espresa  (4). 

108.  La  prenda  judicial  tenia  lugar: 

1. °  Cuando  siendo  muchos  los  acreedores  de  una  persona, 
el  juez  constituía  á uno  de  ellos  en  la  posesión  de  los  bienes 
del  deudor,  con  la  obligación  de  satisfacer  á los  demás  (5). 

2. °  Cuando  á la  muerte  de  alguno  el  juez  daba  la  pose- 
sión de  los  bienes  á la  viuda  ó á otros  acreedores,  que  no  por 

(1)  Leyes  del  rey  D.  Jaime  25  y 32  , rúbrica  II,  libro  VIII. 

(2)  La  misma  ley  32,  y la  {.*,  rub.  XI,  lil).  IV. 

(3)  Ley  29,  rúb.  II,  Hb.  VIH. 

(4)  Ley  H de  la  misma  rúbrica. 

(3)  Ley  I,  lúbrico  X,  lili.  VIL 

tomo  i.  ® 
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esto  adquirían  el  dominio,  sino  que  eran  meros  custodios  de  lo 

que  recibían  (1).  , 

;>  •>  Cuando  el  demandante  por  providencia  judicial  cía 

puesto  en  posesión  de  los  bienes  del  demandado  para  conser- 
varlos en  cuya  posesión  debía  ser  respetado  por  todos  y am- 
parado por  los  tribunales  (2). 

4."  Cuando  un  habitante  del  reino  de  Valencia  siendo 
acreedor  de  otro  valenciano  iba  al  lugar  en  que  estaba  su 
deudor  y allí  reclamaba  judicialmente  lo  que  se  le  debía , en 
cuyo  caso  no  podía  constituirse  la  prenda  sino  á los  diez  dias, 
pasados  los  cuales,  tenia  el  derecho  de  obtenerla  y llevarla  á 
Valencia  con  seguridad , y trascurridos  otros  diez  dias  des- 


pués de  tener  en  Valencia  la  prenda,  podía  venderla  y to- 
mar nuevas  prendas  hasta  cobrar  por  completo  la  deuda  (3). 

109.  Atendidos  tan  cumplidamente  los  intereses  de  los 
acreedores  por  medio  de  la  autoridad  judicial,  natural  era 
que  prohibieran  las  leyes  valencianas  que  los  acreedores  por 
su  propia  autoridad  pudieran  tomar  prendas  (4),  y que  casti- 
garan á los  que  sin  poner  demanda  y esperar  su  éxito,  toma- 
sen posesión  de  los  bienes  muebles  ó inmuebles  de  sus  deudo- 
res, como  lo  hicieron,  imponiéndoles,  además  de  la  obliga- 
ción de  restituir  é indemnizar  al  agraviado , la  pérdida  de  su 
derecho  y la  multa  de  sesenta  sueldos  (5). 

110.  Necesario  era  precaver  los  abusos  que  pudieran  co- 
meterse por  los  acreedores  fugándose  con  las  cosas  muebles 
y semovientes  que  por  autoridad  real,  ó por  la  de  los  tribu- 
nales estuvieran  constituidas  en  prenda.  Al  efecto  se  ordenó 
que  el  acreedor  las  tuviera  manifiestamente,  y que  si  hubie- 
se leinoi  de  su  fuga  y no  diera  garantías  que  restablecieran 
a coníianza,  lo  dado  en  prenda  se  pusiera  en  depósito  de  un 
cica  o,  quedando  en  el  del  tribunal  , si  fueran  sarracenos  ó 

tyYftg"* ríU,rica’ 

(3)  Ley  12,  id.,  j‘d 
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esclavos,  por  el  tiempo  acordado  al  acreedor  para  tenerlos 
públicamente;  pasado  este  tiempo,  el  tribunal  entregaba  los 
esclavos  al  acreedor , el  cual  tenia  el  derecho  de  reco- 
brar completamente  todos  los  gastos  hechos  en  la  conserva- 
ción de  la  prenda.  Pero  si  los  esclavos  que  estaban  en  poder 
del  tribunal  huían,  á éste,  y no  al  acreedor,  corrrespondia  su 
restitución  (1). 

111.  El  principio  de  que  la  antigüedad  de  la  hipoteca  dá 
preferencia  á los  acreedores,  se  halla  consagrado  en  la  ley  va- 
lenciana, puede  decirse  que  sin  escepcion.  Uno  de  sus  fueros 
dice  J alcuna  cosa  fa  obligada  á molts  creedores  en  diverses 
temps:  aquell  es  pus  poderos  é ha  mellor  dret  en  aquella 
cosa  áqui  primer  so  obligada  (2).  Por  esto  la  hipoteca  legal 
•de  la  mujer  para  seguridad  de  la  dote  prométida,  ó para  la 
restitución  de  la  entregada,  no  se  sobreponía  á las  anteriores, 
si  eran  espresas , porque  así  la  ley  terminanmente  lo  estable 
ció.  Lo  mismo  puede  decirse  de  las  tácitas,  porque  como  es- 
tas hipotecas  solo  tenian  existencia  por  causa  do  tal,  en  concur- 
rencia de  dos  igualmente  privilegiadas,  se  debía  estar  por  la 
regla  general  que  establece  la  preferencia  por  la  antigüedad 
respectiva  de  los  créditos.  En  corroboración  de  esto,  otra  ley 
añade  que  los  acreedores  posteriores  al  tiempo  en  que  la  mu- 
jer es  acreedora  del  marido  pueden  cobrar  sus  créditos  sobre 
los  bienes  muebles  é inmuebles  de  este,  si  pagaren  ó dejaren 
salvas  las  dotes  y los  esponsalicios  cuando  fueron  recibidos 
al  celebrarse  el  matrimonio  (3).  Esta  ley  fué  de  nuevo  de- 
clarada y mejorada  por  el  Rey  D.  Martin,  como  él  mismo 
lo  dice,  en  los  Fueros  concedidos  en  las  Cortes  de  Valencia 
celebradas  en  1403  (4). 

0)  Ley  32,  id.,  id. 

(2)  Ley  17,  id.,  id. 

(3)  Ley  16,  id.,  id.  . ...  . 

(4)  Ley  2,  rúbrica  XXVIII  de  la  colección  que  lleva  el  epígrafe  Fori  condili  facU 
atque  concessi  per  serenUsimum  dotninurn  M irtinum  rogem  Aragonuin  io  curitis 
generalibus  quas  regnicolús  regni  Valen  tice  in  eivitate  Valentía)  celebravit;  qui  qui- 
dem  fori  publioali  fuerunt  in  dicta  eivitate  XX  octava  setempbris  anuo  a nutivitate 
Domini  MCCCCIII. 


ley  hipotecaria. 

as 

1 12  La  prenda  y la  hipoteca  daban  preferencia  á aquellos 
á favor  de  cuyos  créditos  se  hallaban  establecidas,  sobre  los  de- 
más acreedores.  Esta  regla  solo  temados  escepciones.  la  pri- 
mera la  de  los  gastos  de  la  sepultura  (1),  escepcion  fundada 
en  razones  de  piedad,  y admitida  también  en  la  legislación 
castellana:  era  la  segunda,  la  de  los  que  hubieian  dado  dineio 
para  conservar  ó guardar  la  cosa  sujeta  á prenda  o a hipote- 
ca. los  cuales  eran  preferidos  á todos  los  acreedores  mas  an- 
tiguos , aunque  tuvieran  especialmente  obligadas  las  cosas 
conservadas  ó guardadas  (2),  siguiéndose  en  esto  el  derecho 
umversalmente  adoptado,  porque  se  suponia  que  sin  esta  re- 
paración y guarda  habria  perecido  la  cosa  obligada,  y que  pol- 
lo tanto,  eran  del  interés  del  acreedor  estos  gastos.  Entre  los 
demás  acreedores  quirografarios,  era  preferido  el  que  prime- 
ro hubiera  obtenido  la  ejecutoria  (4).  Por  razones  análogas 
se  declaró  en  los  Fueros  antes  referidos,  que  si  bien  los  abo- 
gados y procuradores  no  podían  alegar  privilegio  de  priori- 
dad por  razón  de  su  salario  sobre  los  demás  acreedores  en 
Jos  bienes  del  deudor , debían  tenerlo  en  aquellos  en  que  hu- 
biesen interpuesto  su  patrocinio,  si  de  ello  habia  resultado 
provecho  ó utilidad  al  deudor,  y solo  en  cuanto  ascendiera  el 
provecho;  pero  ni  en  la  ley  en  que  esto  se  estableció,  ni  en 
ninguna  otra , hemos  visto  una  sola  palabra  de  que  pueda  in- 
ferirse que  este  privilegio  fuera  aplicable  en  daño  á los  acree- 
dores con  prenda  ó hipoteca  (4). 

113.  Para  que  puedan  con  mayor  facilidad  entenderse 
los  efectos  del  contrato  de  penyorci,  según  el  derecho  valen- 
ciano, hablaremos  con  la  necesaria  separación  de  los  derechos 
y obligaciones  del  deudor  y del  acreedor.  Mas  debemos  afia- 
ii  que  como  bajo  la  palabra  pony  ova , según  queda  dicho. 


Jaime.  ^ 4"6>  lílul°  ,lf)-  vííl  de  las  costumbres  y establecimientos  del  Rey  Don 

0 .L0y  22,  id.,  id. 

'•’)  La  misma  ley. 

(O  Ley  1 de  la  rúbriea  yyviii  ri  i - r 

las  Córtes  de  Valencia  de  1403.  6 üoroíi  üloroatios  por  el  Rey  D.  Martin  en 
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se  comprendían  la  prenda  é hipoteca , espondrémos  aquí  los 
efectos  de  ambas , advirtiendo  que  lo  que  digamos  que  no 
pueda  tener  aplicación  á la  hipoteca  moderna  por  suponer  la 
entrega  de  la  cosa , debe  referirse  sola  y esclusivamente  á 
la  prenda. 

pTQ  Esto  supuesto , los  derechos  del  acreedor  eran: 

1. °  Tener  en  su  poder  y bajo  su  custodia  la  cosa  dada 
en  prenda  hasta  que  le  fuera  pagada  la  deuda  (1). 

2. °  Cobrar  de  los  frutos  los  gastos  que  hubiera  hecho 
para  la  conservación  de  la  cosa  empeñada  (2). 

3. °  Percibir  los  frutos  considerándolos  como  parte  de  pa- 
go quedando  así  disminuida  la  deuda,  á no  ser  que  lo  contra- 
rio se  hubiese  pactado  (3). 

4. °  Estender  el  derecho  de  prenda  además  de  la  cantidad 
estipulada  á todo  aquello  que  hubiera  satisfecho  por  razón  de 
tributos  (4). 

5. °  Arrendar  lo  empeñado  mientras  no  hubiera  sido  satis- 
fecha la  deuda  (5). 

6. °  Hacerse  cobro  de  la  deuda  con  la  venta  de  la  cosa 
empeñada  ó hipotecada  (6).  Esto  requiere  alguna  esplica- 
cion.  Cuando  existia  pacto  espreso  de  que  pudiera  hacerse  la 
venta,  si  la  deuda  no  quedaba  satisfecha  ai  tiempo  señalado, 
tenia  el  acreedor  facultad  para  venderla,  siendo  mueble  ó in- 
mueble (7),  pero  quedándole  al  deudor  el  derecho  de  que  le 
diera  aquel  la  cantidad  que  sobrara  del  producto  de  la  venta 
después  de  pagada  la  deuda.  Si  no  había  podido  venderla,  ó 
si  vendida  no  bastaba  el  precio  sacado  á cubrir  al  acreedor,  no 
por  ello  quedaba  este  privado  de  poder  demandar  al  deudor 
para  conseguir  su  completo  reintegro  (8).  Cuando  no  existia 

(1)  Ley  4,  rúb.  XI,  lib.  IV  de  las  Costumbres  y establecimientos  del  reino  y 
ciudad  de  Valencia  del  rey  D.  Jaime. 

(2)  Leyes  6 y 26  , rúb.  II,  lib.  VIH. 

(3)  Dichas  leyes  6,  y 26,  y 13  y 36  de  la  misma  rúbrica. 

(4)  Ley  i,  id.,  id. 

0»)  Roy  34,  id.,  id. 
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,lto  acerca  de  la  venta,  trascurrido  el  dia  del  vencimiento 
del  nao'o  el  tribunal  debía  amonestar  al  deudor  que  en  termi- 
no de  diez  dias  redimiera  la  prenda,  y si  en  este  término  no  lo 
verificaba,  quedaba  al  arbitrio  judicial  designar  el  día  en  que 
debía  hacerse  la  redención , pasado  el  cual  sin  cumplirse  el 
precepto  del  juez,  el  acreedor  no  tenia  ya  que  demandar  ni 
obtener  la  venia  del  tribunal,  estando  autorizado  para  enaje- 
nar la  prenda  (1).  Cuando  eran  varias  las  cosas  enajenadas, 
la  venta  debía  empezarse  por  las  de  menor  precio  (2). 

115.  Pasemos  á las  obligaciones  del  acreedor.  Estas 


eran : 

í.°  Conservar  y cuidar  de  la  prenda  que  se  le  entregaba, 
procurando  que  no  pereciera  ni  se  deteriorara.  Si  alguna  de 
estas  cosas  sucediese  por  su  causa,  estaba  obligado  á respon- 
der de  toda  la  prenda  en  el  primer  caso,  y en  el  segundo,  del 
menoscabo  que  hubiera  sufrido  (3).  La  fuerza  mayor  no  le  era 
imputable  por  lo  tanto,  pero  sí  el  dolo  el  cual  para  arreglarnos 
á la  fraseología  recibida,  se  presta  en  todos  los  contratos,  y la 
culpa  que  las  leyes  de  Castilla , siguiendo  la  escuela  de  los 
glosadores  llamaron  leve , denominación  desconocida  por  los 
romanos , y poco  clásica  sin  duda , pero  que  interpretando 
las  leyes  del  pueblo  rey  inventaron  los  jurisconsultos  de  la 
edad  media,  imitados  por  las  Partidas;  per  son  engan  ó per 
sa  culpa  ó per  sa  mala  guarda,  dice  el  Fuero  (4).  Aunque 
las  leyes , al  hablar  de  la  prenda  en  este  punto  se  refieren 
también  a las  cosas  inmuebles,  pues  que  se  valen  del  ejemplo 
de  un  campo  , es  evidente  que  no  comprenden  la  hipoteca 
vudadera,  sino  la  prenda,  única  cosa  que  entra  en  poder  del 
acreedor,  y de  la  que  solamente , por  lo  tanto,  puede  imputár- 
sele la  pérdida  ó menoscabo. 


!i,iLíni‘tfSe  al  e-icrcicio  de  los  derechos  que  espresamen- 
quedan  antes  consignados. 


(I)  Dicha  ley  lo,  rúb.  II,  |¡b  vm 
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3. ú  No  compeler  al  deudor  á la  redención  de  la  deuda,  á 
no  ser  que  lo  contrario  se  hubiese  pactado,  ó que  el  deudor 
turbase  en  la  posesión  de  la  cosa  empeñada  al  acreedor. 

4. °  No  hacer  peor  la  condición  del  deudor  vendiendo,  do- 
nando ó disponiendo  en  última  voluntad  de  la  cosa  empeñada, 
que,  como  queda  dicho,  era  solo  garantía  de  la  deuda,  y el 
acreedor  no  era  su  dueño  (1). 

5. °  Restituir  lo  empeñado  pagada  que  fuera  la  deuda , ó 
satisfecha  de  otro  modo,  y esto  aun  en  el  caso  de  que  no  hu- 
biera llegado  el  dia  del  vencimiento  de  la  obligación  asegura- 
da (2).  El  que  maliciosamente  dilataba  restituir  la  prenda,  ó 
trataba  de  venderla  después  que  se  le  ofrecia  el  pago,  ó de 
malbaratarla,  ó de  convertirla  en  sus  propios  usos,  debia  dar 
al  dueño  la  mitad  de  su  precio  (3). 

6. °  No  enajenar  la  cosa  empeñada  en  el  caso  de  que  el 
deudor  hubiera  satisfecho  una  parte  de  la  deuda  garantida. 
Mas  si  dilatara  maliciosamente  el  deudor  pagar  el  resto  de  la 
deuda,  debia  el  acreedor  acudir  al  tribunal,  el  cual  ordenaba 
que  se  completase  el  pago  en  dia  determinado , y si  el  deudor 
no  lo  hacia,  quedaba  autorizado  el  acreedor  para  vender  la 
prenda,  cobrando  lo  que  bastara  para  cubrir  su  crédito,  y 
dando  lo  demás  al  deudor.  Cuando  el  precio  de  lo  vendido  no 
bastaba  á cubrir  en  su  totalidad  el  crédito , tenia  el  acreedor 
derecho  de  demandar  al  deudor  para  que  pagara  la  diferen- 
cia, á no  ser  que  la  cosa  empeñada  hubiera  sufrido  deterioro 
por  su  culpa,  punto  que  se  decidla  por  los  tribunales  (4).  En  el 
caso  de  que  el  deudor  que  hubiera  satisfecho  parte  de  la  deu- 
da , quisiera  ronovar  la  escritura  con  las  mismas  garantías, 
reduciéndose  en  ella  la  deuda  á la  cantidad  que  no  estaba  pa- 
gada, no  podia  resistirlo  el  acreedor  (5).  Pero  el  pago  parcial 
no  obligaba  en  ningún  caso  á éste  á devolver  una  de  las  cosas 

(!)  Ley  2, id.,  id. 

(2)  Leyes  29  y 30,  id.,  id. 

(3)  Ley  33, id.,  id. 

(4)  Ley  13,  id.,  id. 

(fi)  Ley  28,  id.,  id. 
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empeñadas  aunque  fueran  muchas  (1),  y muy  superiores  en  va- 
lor  á la  cantidad  asegurada. 

116  Como  los  derechos  y las  obligaciones  son  correlati- 
vos las  obligaciones  del  acreedor  se  convertían  en  derechos 
para  el  deudor,  y ios  derechos  de  aquel  en  obligaciones  para 
este.  De  aquí  se  infiere  que  al  paso  que  tenia  el  deudoi  dei  echo 
para  que  se  le  devolviera  la  cosa  empeñada  con  sus  acrecen- 
tamientos y frutos  cuando  pagaba  la  deuda , y á que  vendida 
en  los  términos  antes  espuestos,  se  le  diera  la  diferencia  que 
resultara  entre  el  precio  y la  suma  garantida  si  ésta  era  me- 
nor, estaba  obligado  á pagar  la  diferencia  que  contra  él  re- 
sultara si  la  prenda  vendida  no  alcanzaba  á cubrir  toda  la  deu- 
da, y á abonar  los  gastos  necesarios  que  el  acreedor  hubiera 
tenido  que  hacer  para  la  conservación  de  la  cosa,  y lo  satisfe- 
cho por  tributos.  Por  la  índole  del  contrato,  estaba  también 
obligado  á no  hacer  peor  la  condición  del  acreedor  vendiendo, 
donando  ó disponiendo  de  la  cosa  empeñada,  la  cual  siempre 
continuaba  á pesar  de  los  actos  del  deudor  sujeta  á la  obliga- 
ción garantida,  cualesquiera  que  fuera  la  persona  á quien  pa- 
sara su  propiedad  (2) : esta  obligación  corresponde  á la  que 
con  el  mismo  fin  y en  iguales  términos  hemos  espuesto  al  tra- 
tar de  las  del  acreedor. 

117.  No  olvidaron  las  leyes  de  Valencia  el  caso  en  que  la 
cosa  ofrecida  á alguno  en  garantía  de  una  deuda  fuera  entre- 
gada á otro  en  prenda,  y establecieron  que  la  segunda  obli- 
gación valiera  en  el  caso  de  que  el  primer  acreedor  no  qui- 
siera recibir  la  cosa , debiendo  el  segundo  depositarla  en  lugar 
seguro  y no  convertirla  en  sus  usos  (3),  es  decir,  que  deja- 
1Qn  su  asistente  y preferente  la  obligación  mas  antigua , y que 

ZIZ  T S0l°  desPues  de  satisfecha  ésta  podía  el  nuevo 
Uacev  valer  s«  derecho  sobre  la  prenda  (4).  No  con- 
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tentó  el  legislador  con  esta  declaración,  quiso  confirmarla  mas, 
diciendo  que  si  el  primer  acreedor  comprara  ó recibiera  en 
pago  la  cosa  obligada,  la  obligación  déla  prenda  quedaba  di- 
suelta, porque  ya  no  era  el  deudor,  sino  el  acreedor  el  dueño 
de  la  cosa,  pero  que  el  segundo  acreedor  tenia  derecho á de- 
mandar que  se  le  entregara  la  prenda  , pagando  al  primero 
todo  lo  que  se  le  debia  por  el  anterior  contrato  (1). 

118.  El  pacto  llamado  comisorio,  en  virtud  del  cual  el 
acreedor  hacia  suya  la  cosa  empeñada  pasado  el  tiempo  esti- 
pulado sin  haberse  redimido  la  prenda,  estaba  prohibido  en  la 
legislación  valenciana,  del  mismo  modo  que  en  la  castellana, 
declarándose  espresamente  que  en  este  caso  tendria  derecho 
el  deudor  á recobrar  la  prenda,  aun  pagando  después  del 
tiempo  convenido  (2). 

119.  Al  tratar  el  Fuero  dado  á Valencia  por  1).  Jaime  del 
modo  de  proceder  contra  los  caballeros  que  no  pagaban  sus 
deudas,  nos  manifiesta  que  en  los  bienes  inmuebles  que  se 
embargaban  ó tomaban  en  prenda  para  el  pago  se  ponían  se- 
ñales estertores  que  lo  manifestaran;  es  decir,  que  la  pu- 
blicidad de  la  responsabilidad  judicial  á que  estaban  afectos 
aparecía -á  la  vista  de  todos  para  que  ninguno  pudiera  ser  en- 
gañado , teniendo  esto  semejanza  con  lo  que  entre  los  griegos 
se  había  establecido,  como  en  su  lugar  indicamos.  No  nos 
parece  ajeno  de  esta  obra  referir  aquí  lo  que  la  ley  en  el 
particular  disponía.  El  caballero  era  amonestado  por  el  tribu- 
nal tres  veces  para  que  pagara  lo  que  debia:  si  no  pagaba 
después  del  tercer  requerimiento  , se  le  tomaban  en  prenda 
los  bienes  semovientes  y los  muebles,  y á falta  de  estos, 
se  ponían  señales  en  los  inmuebles,  que  dieran  á conocer  la 
interdicción  en  que  se  hallaban,  debiendo  pagar  el  caballero 
ó cualquier  otro  que  entrara  en  la  finca  sesenta  sueldos  poi- 
cada dia  que  se  le  probase  que  lo  había  hecho.  Si  al  tiempo 
señalado  por  el  juez  no  pagaba,  o no  satisfacía  al  demandan- 

(1)  l.«y  31,  ¡ii.,  iíf. 

Ruy  13,  id.,  id. 

TOMO  I. 
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le  desde  aquel  día  se  procedía  judicialmente  á la  venta 
de’la  heredad  señalada,  ó á la  de  otros  bienes  inmuebles  o 
muebles  que  correspondieran  al  caballero,  y con  su  pro- 
ducto se  hacia  pago  al  acreedor  (1).  , 

120  Digna  nos  parece  de  ser  mencionada  ac[iii  otra  ley 

que  trata  de  los  bienes  que  no  podian  ser  tomados  en  garan- 
tía real  de  las  deudas  por  la  autoridad  judicial,  y quedemues- 

« i r t i * ( 1 ~ 
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tra  el  gran  respeto  que  los  Fueros  de  Valencia  dieron  á la  se- 
guridad del  domicilio , de  que  no  recordamos  haber  leido  nin- 
gún otro  ejemplo  en  la  historia  jurídica  de  nuestra  patria. 
Esla  ley  se  refiere,  no  ya  solo  á los  caballeros,  sino  también 
á todos  los  hombres  honrados,  esto  es,  como  en  ella  se  es- 
presa,  á todos  los  que  no  trabajaban  con  sus  manos,  aquell 
que  no  fá  faena  de  ses  mans  , que  estuvieran  en  las  ciuda- 
des y lugares  honrados  del  reino  de  Valencia  y sus  términos. 
Según  ella,  no.  podia  hacerse  prenda  en  los  bienes  que  el  deu- 
dor tuviera  en  su  casa  si  se  encontraban  fuera  de  ella  cosas 
muebles,  semovientes  ó inmuebles  , que  pudieran  ser  pren- 
dadas: solo  cuando  éstas  no  se  encontraban,  podia  pasarse  á 
lo  que  existiera  en  el  domicilio,  pero  en  ningún  caso  podían 
ser  embargadas  las  cabalgaduras  de  los  caballeros  y hombres 
honrados,  ni  las  de  sus  hijos,  ni  sus  vestiduras,  ni  las  de 
su  familia,  ni  las  armas,  armaduras  y ropas  de  cama  (2). 

121.  El  crimen  de  estelionato  fué  definido  con  este  mismo 
nomino  steUonat  por  las  leyes  de  Valencia.  Según  ellas  , lo 
conidia  lodo  el  que  obligaba  á varios  una  misma  cosa  sin  de- 
cir las  responsabilidades  á que  antes  estaba  afecta,  ó fingía 
<]ue  estaba  libre ; pero  no  podia  ser  acusado  si  pagaba  todas 
sus  deudas  (3),  ó si  existia  otro  engaño  ó estafa  en  virtud  del 
especialmente  acusado  (4).  El  condenado  por 
esU.lionato,  además  de  ser  setenciado  á la  restitución  y al  re- 
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sarei  miento  del  daño,  era  castigado  á arbitrio  del  juez  des- 
pués de  oir  el  consejo  de  hombres  buenos  (1). 

122.  Concluiremos  esta  parte  déla  legislación  valenciana 
manifestando  la  consideración  que  daba  á los  derechos  de  los 
terceros  poseedores  de  los  bienes  hipotecados , estableciendo 
que  no  pudieran  ser  demandados  en  tanto  que  , hecha  escu- 
sion  de  todos  los  bienes  de  los  deudores  principales  y de  los 
fiadores  que  se  hallaran  en  el  reino  de  Valencia,  apareciera 
que  no  quedaba  con  ellos  cumplidamente  satisfecho  el  acree- 
dor (2). 

123.  Sin  necesidad  de  descender  á otros  pormenores  nos 
parece  demostrado  que , como  digimos  al  principiar  este  pár- 
rafo, la  legislación  valenciana,  en  lo  que  se  refiere  á prendas  é 
hipotecas  durante  la  reconquista,  fué  de  las  mas  completas  de 
España. 

§.  6.° — Legislación  vizcaína. 

SUMARIO. 

12í.  El  derecho  especial  de  Vizcaya  tes  á la  garantía  real  de  las  obligaciones, 
en  las  materias  civiles  se  limitó  siempre  429.  Derecho  de  retraer  la  prenda, 
á las  anteiglesias.  430.  Modo  de  decidirse  las  contro- 

423.  Puede  decirse  que  en  este  pe-  versias  entre  e!  acreedor  y el  deudor  r<s- 

ríodo  fué  solamente  consuetudinario  el  pecio  á la  cantidad  por  que  estaba  obli- 
dereclio  foral.  gada  la  cosa. 

426.  Demostración.  431.  Modo  de  proceder  á la  enajena - 

427.  Los  Fueros  designan  toda  obli-  cion  de  la  prenda  cuando  no  se  pagaba  la 

gacion  real  con  las  palabras  empeño  ó deuda. 

prenda.  4.32.  El  derecho  vizcaíno  era  comple- 

428.  Escasez  de  disposiciones  referen-  tado  por  el  castellano. 

124.  Entre  las  provincias  vascongadas,  solo  la  de  Vizca- 
ya goza  de  fueros  especiales  en  materia  civil:  las  de  Alava 
y Guipúzcoa,  están  sujetas  á las  leyes  generales  de  Castilla, 
á cuya  corona  pertenecían',  como  la  de  Vizcaya  antes  del  rei- 
nado de  Doña  Juana.  Aun  en  la  provincia  de  Vizcaya  sus  Fue- 
ros, en  lo  que  al  derecho  civil  se  refiere,  estuvieron  siempre, 

(1)  La  misma  ley. 

(2)  Ley  3 de  la  rúb.  XX  VIH  de  los  Fueros  otorgados  por  el  Rey  D.  Martin  en 
as  Córtes  de  Videncia  de  1403. 


cuino 
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„af.in  ahnra  limitados  á las  anteiglesias,  divisiones  mu- 
rales á que  sé  dá  el  nombre  de  tierra  llana  de  Vizcaya , y 
equivalen  á los  pueblos,  que  en  el  resto  de  España  se 
uauubin  aldeas  ó lugares.  Las  villas  y la  ciudad  de  Orduña 
se  rigen  por  las  leyes  generales  de  Castilla.  Fue  por  lo  tanto 
la  legislación  vizcaina  la  menos  estendida  de  todas  las  tora- 
les, ya  se  la  considere  con  relación  al  territorio,  ya  atendi- 
do el  número  de  los  que  son  regidos  por  ella. 

125.  Si  se  examinaran  aisladamente  estos  B ueros,  apare- 
cerían tan  diminutos  é imperfectos  que  podria  decirse  con  ra- 
zón que  carecian  por  completo  de  legislación  pignoraticia  é 
hipotecaria.  Aun  podria  añadirse  que  no  tenian  derecho  es- 
crito respecto  á este  punto , porque  las  escasas  disposicio- 
nes torales  de  Vizcaya  que  se  refieren  á la  garantía  real  de 
las  obligaciones,  solo  habian  sido  derecho  consuetudinario  du- 
rante la  época  de  la  reconquista  de  que  aquí  tratamos , y no 
tuvieron  el  carácter  de  ley  hasta  el  reinado  de  D.  Carlos  I y 
Doña  Juana  que  fueron  los  que  confirmaron  en  Valladolid  á 7 
de  junio  de  1527  el  Código  que  lleva  el  nombre  de  Fueros, 
franquezas  y libertades  de  Vizcaya. 

126.  En  estos  Fueros,  aunque  ordenados  en  el  primer  ter- 
cio del  siglo  XVI,  es  donde  encontramos  el  derecho  vizcaíno 
durante  la  edad  media  en  lo  concerniente  á prendas  é hipote- 
cas, lo  que  se  demuestra  por  el  hecho  de  que  dos  de  las  tres 
leyes  que  comprende  el  título  consagrado  esclusivamente  á 
esta  materia  comienzan  con  las  palabras  Otrosí  dixeron:  que 
hacían  de  Fuero  y establecían  por  ley.  Esto  equivale  á or- 
denar que  lo  que  hasta  entonces  era  derecho  consuetudinario, 
pasaba  en  adelante  á ser  derecho  escrito,  porque  la  palabra 
fuero  se  toma  aquí  en  el  sentido  que  le  dan  las  Partidas  cuan- 
co  icen  que  fuero  es  cosa  en  que  se  encierran  dos  cosas, 

cada  una  de  ellas  há  de  entrar  en  fue- 
1 < firme (l).  Este  fuero,  como  añaden  las  mismas  le- 

(0  Loy  7,  tít.  ii,  i>arl(  i 
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yes  nace  de  la  costumbre,  como  la  costumbre  nace  del  uso,  y 
el  uso  del  tiempo  (1),  se  reíiere  principalmente  al  derecho  y 
á la  justicia , es  mas  paladino  que  la  costumbre  ni  el  uso 
é mas  concejero:  ca  en  todo  lugar  se  puede  decir  é enten- 
der (2).  Fuero,  pues,  en  este  lugar,  como  en  la  mayor  parte 
de  las  leyes  vizcaínas,  en  cuya  cabeza  vemos  la  misma  frase 
que  en  las  referentes  á la  prenda,  significa  el  derecho  no  es- 
crito introducido  por  la  costumbre  que  tiene  todos  los  requi- 
sitos necesarios  para  igualarse  en  valor  y eficáciaála  ley;  es, 
en  una  palabra , la  costumbre  misma  depurada  ya , sanciona- 
da por  el  largo  trascurso  del  tiempo , notoria  á todos , acep- 
tada tácitameute  por  el  legislador,  que  no  puede  ignorarla,  y 
libre  de  la  necesidad  de  prueba  para  ser  respetada  por  los 
tribunales. 

127.  Aunque  espresion  fiel  de  los  usos,  costumbres  y fue- 
ros de  la  edad  media,  los  Fueros  de  Vizcaya,  como  redacta- 
dos en  tiempo  en  que  la  lengua  castellana  había  adquirido 
gran  desarrollo  y perfección,  no  usaron,  para  significar  la  ga- 
rantía real  de  las  obligaciones,  de  voces  anticuadas  hoy  como 
lo  hicieron  las  leyes  de  Castilla  y de  Navarra,  sino  de  las  pa- 
labras empleadas  en  nuestros  dias  para  designar  la  garantía 
de  las  cosas  que  se  entregan  al  deudor  para  la  seguridad  de 
la  deuda,  á saber  de  las  de  empeño  ó prenda,  designando  con 
ellas  tanto  la  obligación  de  las  cosas  muebles  (3),  como  la  de 
las  inmuebles  (4):  siguieron  las  leyes  de  Castilla  de  que  solo 
eran  una  escepcion  las  especiales  de  Vizcaya,  como  en  este 
mismo  párrafo  manifestarémos.  La  palabra  hipoteca  no  apa- 
rece en  estos  Fueros, 

128,  Hemos  dicho  antes  que  eran  escasas  durante  la  re- 
conquista las  reglas  consuetudinarias  que  existían  en  Vizca- 
ya: basta  al  efecto  considerar  que  en  la  colección  de  sus  Fue- 

(1)  Ley!,  id.,  id. 

(2)  Ley  7,  id.,  id, 

(3)  Ley  I,  i.ít.  XIX  de  los  Fueros,  privilegios  y libertades  de  Vizcaya. 

i*)  Ley  2,  id.,  id. 
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rosen  que  tanta  importancia  se  dio  a todo  lo  que  ven, a en  ob- 
servancia, porque  pocos  o ningún  otro  cod.go  en  España 
conserva  en  mas  alto  grado  el  carácter  histórico  y tradicional 
de  su  derecho  antiguo,  solo  se  encuentran  tres  leyes  que  se 
refieran  á la  garantía  real  de  las  obligaciones. 

120.  Aun  puede  decirse  que  la  primera  de  ellas  mas  se 
refiere  al  retracto  que  á la  prenda,  porque  sin  alterar  las  rela- 
ciones entre  el  acreedor  y el  deudor,  se  limita  á autorizar  á 
que  un  acreedor  pariente  sustituya  al  acreedor  estrado  ó de 
mas  lejano  parentesco;  disposición  singular  y que  no  encon- 
tramos en  ninguna  de  las  otras  legislaciones  de  que  hemos 
tratado  en  este  capítulo.  Según  ella , empeñados  á alguno 
bienes  raíces,  podia  el  pariente  mas  cercano  de  la  línea  de 
que  provenían,  ofrecer  al  acreedor  lo  que  había  dado  sobre 
ellos  y podia  sacarlo  por  el  tanto  dentro  del  año  y dia  (6).  Li- 
mitóse pues  la  ley  á conceder  en  la  prenda  como  en  la  ven- 


ta el  derecho  de  retracto,  á que  tanta  estension  se  dió  en 
aquel  antiguo  seqorío,  pues  que,  como  dice  una  de  sus  leyes, 
en  el  toda  raíz  es  troncal  (1). 

130.  Refiérese  la  segunda  ley  al  caso  en  que  estuvieran 
discordes  acreedor  y deudor  en  la  cantidad,  por  que  se  hallara 


obligada  la  cosa  (2) , y prescribe  que  habiendo  acuerdo  en- 
tre ambos  en  que  la  cosa  está  empeñada,  pero  discordando  en 
la  cantidad  y no  habiendo  prueba  que  pueda  aclararlo , el 
acreedor  y tenedor  de  la  cosa  sea  creído  bajo  juramento,  ya 
en  la  Iglesia  juradera,  ya  en  manos  del  juez,  según  la  for- 
ma y distinción  establecida  respecto  á los  juramentos  (3). 

131.  La  última  ley  trata  del  modo  de  proceder  á la  enaje- 
nación de  la  cosa  obligada  cuando  no  se  paga  la  deuda  (4). 


(1)  Dicha  ley  ).“ 

(2)  Ley  3 del  tít.  XXXVI. 

Ley  2 ciLidii  Hules. 

diere  el  j u i'h deci^rio^^-i  es'‘ab]ece  (Jue  cuan^°  u,ia  de  las  partes  pi- 

rirlo  ó referirlo  , á voluntad  d,>  ° tíS!a  Juradera  » e*  JU0¿  debe  admitirlo  y defe- 

mauda  de  quinientos  m triwi -o  rti imrttíS  ’ esCtíPtua[,do  cuando  se  trate  de  de- 
(o)  Ley  3 de!  tít  XlT  eS  abJí°’  tía  cuy°  tíaso  deb«  Jurarse  ante  el  juez. 
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Ordénase  en  ella  que  el  acreedor  en  este  caso  pueda  acudir 
al  juez  para  que  dé  mandamiento  de  que  se  redima  la  prenda, 
ó si  el  pago  no  se  verifica  , otorgue  facultad  al  acreedor  para 
venderla:  que  esta  providencia  se  notifique  ante  escribano  pú- 
blico: que  si  en  el  plazo  señalado  por  el  juez,  ó en  su  delecto 
dentro  de  tercero  dia  no  se  paga  la  deuda,  la  prenda  se  pon- 
ga de  venta  en  la  iglesia  parroquial  del  deudor  al  tiempo  de  la 
misa  mayor  y á la  hora  de  la  ofrenda  ó procesión  ante  es- 
cribano en  tres  domingos  consecutivos : que  á falta  de  com- 
prador, el  acreedor  busque  uno  y lo  haga  notificar  al  deu- 
dor para  que,  ó dé  licitador,  ó pague  el  principal  y costas: 
que  si  el  deudor  no  hace  esto  dentro  de  tercer  dia , la  pren- 
da sea  del  primer  comprador:  que  si  el  deudor  dentro  del  es- 
presado  plazo  dá  licitador  de  la  prenda,  deba  hacerlo  ante 
escribano,  y que  si  al  dia  siguiente  el  licitador  no  requiere 
al  acreedor  con  la  paga,  al  inmediato  dé  el  juez  mandamien- 
to de  prisión  contra  el  licitador  como  fiador  de  remate.  Aña- 
de á esto  la  ley  que  el  acreedor  no  puede  ser  competido  á de- 
volver la  prenda  hasta  que  sea  pagado  y satisfecho  del  capi- 
tal y costas,  y que  este  procedimiento  tenga  solo  lugar  cuan- 
do haya  conformidad  entre  el  deudor  y el  acreedor  en  que  es- 
té empeñada  la  cosa.  Pero  cuando  no  constare  del  contrato 
de  empeño  y se  negare  su  existencia,  bien  por  el  dueño  de 
la  cosa  ó por  el  tenedor  de  ella , si  aquel  probare  que  era 
suya,  estará  obligado  éste  á probar  que  la  tiene  por  título  de 
prenda. 

132.  De  las  disposiciones  especiales  del  derecho  vizcaíno 
que  hemos  espuesto  con  detenimiento,  se  infiere  que  no  se  en- 
cuentra en  sus  Fueros  un  sistema  hipotecario,  sino  solamen- 
te escasas  decisiones,  y esas  de  orden  muy  subalterno,  para 
llenar  las  necesidades  que  en  cualquier  país  civilizado  ocur- 
ren todos  los  dias  en  la  vida  real.  Pero  no  por  esto  los  vizcaí- 
nos carecían  de  leyes  que  completaran  tan  grande  vacío.  En 
la.  legislación  castellana,  tan  rica  en  esta  materia,  encontraron 
lodo  lo  que  necesitaban  para  llenarlo,  las  villas  y la  ciudad  de 
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onluiiu  como  resta  muca;  tas  anteiglesias  como  derecho  su- 
lilclorio  del  Coral , pues  que  en  aquella  época  era  ya  lucro  lo 
Le  después  se  estableció  por  ley  que  lo  que  no  se  pudiera 
fallar  oor  1 ,s  leves  especiales  de  V izcaya,  se  determinara  por 
las  leves  del  reino  y pragmáticas  de  S.  A.,  como  dicen  los 
Fu  oros  (1 ),  es  decir,  del  Rey  de  Castilla. 
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133.  El  período  que  vamos  á recorrer  no  es  tan  fecundo, 
como  el  que  antecede,  en  leyes  dirigidas  á establecer  las  rela- 
ciones entre  los  deudores  y los  acreedores  en  los  contratos  de 
prenda  é hipoteca;  pero  bajo  otros  aspectos  no  merece  menos 
fijar  la  atención  de  los  que  quieran  conocer  la  historia  de  nues- 
tra legislación  hipotecaria,  porque  en  él  se  deslinda  con  clari- 


dad, si  no  en  las  leyes,  en  la  práctica  al  menos,  la  separa- 
ción de  uno  y otro  derecho  real,  porque  se  introduce  el 
principio  de  publicidad  en  todo  lo  que  á la  adquisición  de  los 
bienes  ralees  se  refiere,  si  bien  no  con  la  estension  que  recla- 


man nuestras  necesidades  actuales,  y porque  se  comienza, 
aunque  lentamente,  á caminar  hacia  la  unidad,  estableciendo 
leyes  generales  que  van  reemplazando  á las  torales. 

134.  Aunque  la  palabra  hipoteca  no  habia  aparecido  en 
el  período  de  la  reconquista,  según  hemos  demostrado  en  el 
capítulo  que  precede,  lanzados  ya  de  nuestro  territorio  los  in- 
heles  cuando  aun  no  formaban  Aragón  y Castilla  un  solo 
waí  0j  a P™ciPÍos  del  siglo  XVI,  vemos  que  en  las  céle- 

comiinlf  FUb  1 iadaS  á peüci0n  de  las  Córtes  de  Toro  de  1505 
Que  debían  Cam  10ide  nomenclatura  al  fijarse  el  tiempo  por 

en  qiie  habia^1*  ^ acciones>  Y ^ señalar  á aquellas 
que  había  hipoteca,  el  término  de  treinta  años  (1). 

(0  Ley  63  de  Toro,  que  es  la  5,  Ut.  VIII,  11b.  XI  de  la  Nov.  Rec. 


INTRODUCCION  HISTORICA.  83 

135.  Autoridad  tan  poderosa  necesariamente  debía  produ- 
cir como  consecuencia  natural  que,  cuando  habia  ya  en  las  le- 
yes dos  palabras,  las  de  prenda  é hipoteca , para  señalar  las 
obligaciones  que  estaban  aseguradas  con  una  garantía  real,  y 
existian  al  mismo  tiempo  dos  clases  de  aseguraciones  diferen- 
tes , una  en  que  pasaba  la  cosa  á manos  del  acreedor,  y otra 
en  que  permanecía  en  poder  del  deudor , se  comenzaran  á 
deslindar  estas  clases  de  contratos  aplicando  á cada  uno  nom- 
bre especial,  evitándose  así  la  confusión  antigua  de  todas 
las  legislaciones  que  regían  en  los  diversos  Estados  en  que  se 
dividía  el  territorio  español  sin  declaración  espresa  de  las 
leyes.  Como  las  cosas  muebles  en  tanto  eran  verdadera  ga- 
rantía en  cuanto  estaban  entregadas  al  acreedor , y solo  las 
inmuebles,  sin  necesidad  de  entrar  en  poder  de  éste,  per- 
maneciendo en  las  manos  de  su  dueño  podían  asegurar  las 
obligaciones , de  aquí  que  se  considerara  que  la  prenda  te- 
nia lugar  en  aquellas,  y la  hipoteca  en  éstas.  A introducir 
el  cambio  debió  influir  poderosamente  el  ejemplo  del  de- 
recho romano,  en  el  que  si  bien,  como  en  otro  lugar  espre- 
samos , no  se  hacia  en  un  principio  distinción  clara  entre  la 
prenda  y la  hipoteca,  después  por  la  autoridad  de  Ulpiano  ya 
se  fijó  la  verdadera  significación  de  cada  una  de  estas  pala- 
bras. Debieron  igualmente  ejercer  su  influencia  natural  fas 
Partidas , las  cuales , aunque  dejaron  mezcladas  y aun  con- 
fundidas la  prenda  y la  hipoteca  bajo  la  denominación  de 
peños , también , según  dejamos  espuesto  al  tratar  del  pe- 
ríodo de  la  reconquista,  distinguían  dos  clases  de  peños, 
unos  en  el  sentido  estricto  de  la  palabra , que  se  referian  á 
la  garantía  de  que  se  apoderaba  el  acreedor , y otros  en  el 
sentido  lato , cuando  no  se  entregaba  á éste  la  cosa  empe- 
ñada. Pero  lo  que  mas  contribuyó  á que  se  estendiera  y fi- 
jara definitivamente  esta  diferencia  fué  el  establecimiento  de 
los  registros.  De  este  punto  pasamos  á tratar. 

136.  Hasta  ya  muy  entrado  el  siglo  XVI  nada  se  habin 
hecho  para  dar  publicidad  á las  hipotecas.  En  la  prenda  al  me- 
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nos  tenia  el  acreedor  la  seguridad  de  que  la  cosa  estaba  en  su 
poder  y que  con  ella  estaba  garantido  el  pago  con  preferencia 
á los  demás  acreedores;  pero  no  existiendo  medio  alguno  para 
que  todos  se  enteraran  del  verdadero  estado  de  la  propiedad 
inmueble,  no  podía  haber  ninguna  seguridad  para  su  admi- 
sión en  garantía  de  las  obligaciones , como  tampoco  la  habia 
para  su  adquisición  y la  de  los  demás  derechos  en  la  cosa. 
Lo  que  en  los  siglos  anteriores  no  habia  llamado  la  atención 
de  los  legisladores  porque  no  podia  calificarse  de  una  necesi- 
dad, no  diremos  social,  pero  ni  civil  siquiera,  fué  ya  una 
exigencia  imperiosa  por  el  incremento  de  la  civilización  y de 
la  riqueza.  La  Nación  habia  entrado  en  grandes  vías  de  pro- 
greso por  la  terminación  de  nuestras  continuas  luchas  du- 
rante aquella  magnífica  epopeya  de  la  reconquista , por  la 
subordinación  de  los  magnates  á la  corona , por  los  grandes 
y atinados  esfuerzos  de  los  Reyes  Católicos  para  asentar  so- 
bre sólidas  bases  el  orden  interior , secundados  después  por 
el  gran  Jiménez  de  Cisneros,  y llevados  á cabo  por  la  pode- 
rosa mano  de  Cárlos  I.  A la  sombra  de  la  paz  interior,  cuando 
la  Nación,  aunque  estaba  empeñada  en  las  colosales  empresas 
de  aquel  siglo  y luchaba  en  todas  partes  con  gloria , no  en- 
sangrentaba su  suelo,  sino  el  de  los  países  á que  llevaba  la 
guerra , se  desarrollaron  naturalmente  todos  los  elementos  de 
prosperidad  que  acrecentaron  los  descubrimientos  y conquistas 
que  en  el  nuevo  mundo  hicieron  nuestros  navegantes  y nues- 
tros soldados.  Por  mas  que  esta  situación  contuviera  en  su 
seno  el  gérmen  de  nuestra  gran  decadencia  en  el  siguiente 
siglo,  por  pronto  habia  de  hacer  sentir  la  necesidad  de  forta- 
lecer el  crédito  en  todos  sus  aspectos,  y por  lo  tanto  también 
en  el  territorial. 


137.  Esta  necesidad  debía  ser  entonces  umversalmente 

ncTsn  ron  a..„CUand°  las  ^es  celebradas  en  Madrid  en  1528 

^ue  riL1ríamente  f k Publicidad  «le  algunas  cargas 

cl  í4  aÍ7lrPiefidadÍnmUeble’  si  bien  desconociendo 
Y aUn  el  medl°  eficaz  de  conseguirla,  lo  buscó  en  la 
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penalidad  que  se  impusiera  á los  que  las  ocultaran.  En  la  pe- 
tición LXV  decian:  «Suplican  á V.  M.  mande  que  todos  los 
censos  y tributos  que  se  echaren  que  los  que  assi  los  vendie- 
ren, ó los  escri vanos  ante  quien  pasaren  sean  obligados  des- 
pués de  hechos  los  contratos  de  llevar  lo  antel  escrivano  de 
concejo  del  lugar  adonde  passare  dentro  de  treynta  dias:  por- 
que de  alli  se  sepa  lo  que  se  acensúa  é atributa:  porque  será 
esto  causa  que  ninguno  venda  mas  de  una  vez  lo  que  quisie- 
re : porque  muchas  veces  acaesce  lo  contrario. » Contestó  el 
Rey,  «A  esto  vos  respondemos  que  mandamos  que  las  per- 
sonas que  de  aquí  adelante  pusieren  censos  y tributos  sobre 
sus  casas  y heredades  y posesiones  que  tengan  atributadas,  ó 
encensuadas  primero  á otro,  sean  obligados  de  manifestar  y 
declarar  los  censos  y tributos  que  hasta  entonces  tuvieren  car- 
gados sobre  las  dichas  sus  casas  y heredades  y posesiones, 
so  pena  que  si  assi  no  lo  hizieren,  paguen  con  el  dos  tanto  la 
cuantía  que  rescibieren  por  el  censo  que  assi  vendieren  y 
cargaren  de  nuevo  á la  persona  á quien  vendieron  el  dicho 
* censo.»  Muy  luego  se  publicó  la  pragmática  que  es  hoy  una 
ley  recopilada  (1)  en  que  testualmente  se  repiten  las  palabras 
conque  el  Rey  contestó  á la  petición  de  las  Cortes,  y que  de- 
jamos transcritas. 

138.  A pesar  del  loable  fin  que  se  propuso  esta  pragmá- 
tica, no  bastó  á evitar  los  abusos  que  habia  tratado  de  cor- 
regir , porque  se  limitaba  solo  á los  censos  y tributos , bajo 
cuyas  denominaciones  no  podian  comprenderse  ni  la  hipoteca 
ni  otras  cargas  reales  que  afectan  á la  propiedad,  á lo  que  se 
agrega  que  ni  el  medio  elegido  era  eficaz,  y lo  que  es  mas,  que 
no  llegó,  al  menos  por  aquel  tiempo,  á estar  en  completa  ob- 
servancia la  pragmática,  como  se  prueba  por  el  hecho  de  ser 
algunos  años  después  reproducida  una  y otra  vez  á petición  de 
las  Cortes  de  1548  y 1558,  como  mas  adelante  espondremos. 
De  aquí  provino  que  se  pensara  en  el  establecimiento  de  un 
registro  en  que  apareciera  el  verdadero  estado  de  la  propiedad 

(1)  Ley  2,  lít.  XV,  lib.  X de  la  Nuv.  Rec. 
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inmueble  v que  con  esta  prudente  medida  de  previsión  se 

’ irán  narte  la  puerta  al  frecuente  delito  de  estelio- 
cerrara  en  gran  pane  i<*  pu 

nai  39  También  fueron  las  Cortes  las  que  tomaron  la  inicia- 
tiva en  esta  importantísima  materia.  Así  lo  hicieron  en  las 
de  Toledo  celebradas  en  1539  en  que  se  dirigieron  al  Rey  con 
la  petición  que  lleva  el  número  XI,  concebida  en  estos  térmi- 
nos: íAnsimismo  se  escusarian  muchos  pleytos , sabiendo  los 
compradores  los  censos  y tributos,  é imposiciones  é ypotecas 
que  tienen  las  casas  y heredades  que  compran,  lo  qual  encu- 
bren y callan  los  vendedores.'  Suplicamos  á \ . M.  mande  que 
en  cada  ciudad,  villa  ó lugar  donde  ouiere  cabega  de  jurisdic- 
ción aya  vna  persona  que  tenga  vil  libro  en  que  se  registren 
todos  los  contratos  de  las  cualidades  dichas : y que  no  regis- 
trándose dentro  de  vn  termino,  no  hagan  fe  ni  pueda,  ni  se 
juzgue  conforme  á ellos  ni  por  ellos  sea  obligado  á cosa  al- 
guna ningún  tercero  poseedor;  avnque  tenga  causa  del  ven- 
dedor y que  el  tal  registro  no  se  muestre  á ninguna  persona, 
sino  que  el  registrador  pueda  dar  fe,  si  ay  ó no  algún  tributo* 
ó venta  anterior  á pedimiento  del  vendedor. > 

140.  No  podia  ser  mal  acogida  esta  petición  por  el  Rey 
Don  Carlos  que  en  la  desgraciada  situación  en  que  se  hallaba 
su  madre  Doña  Juana,  de  hecho  gobernaba  solo  al  Estado, 
porque  en  10  de  febrero  del  año  anterior  habia  publicado 
en  Flandes  un  edicto  en  el  cual  se  establecía  el  registro  en 
justa  protección  de  la  propiedad  y de  la  contratación,  y con 
el  objeto  también  de  evitar  fraudes  y estelionatos.  El  mismo 
espíritu  habia  presidido  á la  petición  de  las  Cortes  de  Toledo; 
el  mismo  medio  se  proponia:  natural  era  pues  que  se  apresu- 
luia  c Monaica  á acoger  una  petición  del  Reino  que  tan  bien 
se  avenía  con  sus  ideas.  Su  contestación  fue:  «A  esto  vos 

pik'ays  ™°S'  ^Ue  man(lamos  que  se  haga  assi  como  nos  lo  su- 

con  virtió  en  leV'iH  es,>el",r  mucll°  la  pragmática  sanción  que 
ton  vn  tro  ui  ley  del  remo  la  petición  de  las  Cortes.  En  ella  se 


INTRODUCCION  HISTORICA. 


87 


trascribieron  casi  literalmente  los  motivos  espuestosy  las  dis- 
posiciones pedidas  por  el  reino,  y hubiera  sido  de  desear  que 
no  se  hubiera  hecho  la  menor  alteración , porque  en  lo  que 
principalmente  se  corrigió  , era  bastante  mas  claro  y com- 
prensivo lo  que  se  escribió  en  la  petición  que  lo  que  la 
prágmática-sancion  llegó  á establecer.  Pocos  habrá  que  no 
crean  que  era  superior  la  redacción  de  las  Cortes  cuando  de- 
cían, sabiendo  los  compradores  los  censos  y tributos  é im- 
posiciones é hipotecas  que  tienen  las  casas  y heredades  que 
compran,  que  la  de  la  pragmática-sanción  que  sustituía  á es- 
ta las  siguientes  palabras:  « sabiendo  los  que  compran  los 
censos  y tributos , los  censos  é hipotecas  que  tienen  los  cen- 
sos y heredades  que  compran  (1),  pues  además  de  que  la 
primera  es  mas  sencilla  é inteligible,  lo  que  por  sí  solo  bas- 
ria  á recomendarla,  se  advierte  en  la  segunda  la  inoportuna 
emisión  de  la  palabra  imposiciones  que  es  la  mas  comprensi- 
va de  todas,  porque  no  se  limita  como  las  de  tributos , cen- 
sos é hipotecas  á determinadas  cargas,  sino  que  comprende 
todas  las  reales  que  pueden  afectar  á las  fincas.  En  la  prag- 
mática se  fijó  el  término  que  se  habían  abstenido  de  indicar 
las  Cortes  al  de  seis  dias  desde  el  en  que  se  había  celebrado 
el  contrato,  término  en  verdad  angustioso,  y que  en  aquellos 
tiempos  debía  parecerlo  mas  por  la  lentitud  con  que  solian 
marchar  los  negocios  de  la  vida  civil. 

142.  La  pragmática  de  1539  no  era  general  para  los  di- 
versos Estados  en  que  se  hallaba  fraccionada  la  Monarquía, 
pues  si  bien  es  cierto  que  desde  la  muerte  de  los  Reyes  ca- 
tólicos estaban  bajo  un  mismo  cetro , conservaban  aún  Cortes 
diferentes:  lo  que  las  de  Castilla  pedían  y obtenían,  no  era 
aplicable  á los  pueblos  que  componían  las  coronas  de  Aragón 
y de  Navarra;  mal  grave  fué,  que  cuando  todo  tendía  á la  uni- 
dad, no  se  empezara  estableciéndola  en  las  Cortes,  en  esas  gran- 
des juntas  nacionales  en  donde  sin  duda  se  hubiera  fácilmente 
verificado  la  fusión  así  de  los  intereses  políticos  y materiales. 

(1)  I„ey  I,  lít.  Ifí,  lib.  10  do  la  Nov.  Rec. 
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como  de  las  instituciones  civiles,  la  cual  tan  trabajosamente 
se  vá  realizando  en  nuestros  dias.  No  entraba  esto  en  las  mi- 
ras de  los  primeros  Monarcas  de  la  dinastía  austríaca:  en  la 
división  miraban  asegurada  la  omnipotencia  de  su  autoridad, 
v no  se  engañaban,  porque  á esto  se  debió  principalmente  que 
pudieran  sofocar  el  espíritu  de  libertad  en  los  campos  de  Vi- 

Halar  y en  los  suplicios  de  Zaragoza.  . 

143.  Digno  es  de  notarse  que  la  petición  deí  lleino  se 
hizo  en  las  primeras  Cortes  á que  fueron  convocados  sola- 
mente los  Procuradores  de  las  ciudades  y villas,  y áque  de- 
jaron de  asistirla  nobleza  y el  clero,  para  que  se  comprenda 
el  origen  popular  de  la  ley,  y que  nada  tuvo  de  feudal,  pues 
que  aquí  jamás  los  magnates  pensaron  en  registros  para  ase- 
gurar sus  derechos  señoriales  ni  alodiales.  Esta  institución, 
pues,  no  tiene  entre  nosotros- derivación  alguna  ni  punto  de 
contacto  con  los  registros  establecidos  en  los  siglos  IX  y X 
por  los  señores  alemanes  para  conservar  el  dominio  directo 
que  les  correspondía  sobre  sus  vastos  territorios.  Los  mo- 
tivos de  la  ley  demuestran  también  de  un  modo  que  no  dá  lu- 
gar á dudas  que  se  hizo  esclusivamente  para  proteger  la  con- 
tratación de  buena  fé,  dando  seguridad  á los  adquirentes  de 
que  las  fincas  no  tenían  otras  cargas  que  las  que  en  el  regis- 
tro se  espresaban.  Se  dió  la  ley  en  interés  puramente  civil, 
aunque  por  consecuencia  de  ello  salieran  beneficiados  los  in- 


tereses fiscales:  no  habla  llegado  aun  el  tiempo  en  que  estos 
vinieran  directamente  á perturbar  la  contratación,  á hacer 
oposición  á la  ley  civil,  y sacar  de  sus  condiciones  naturales 
la  institución  de  los  registros. 

144.  En  esta  ley  es  cuando  por  primera  vez  encontramos 

las  palabras  registro,  registrar  y registrador,  para  significar 

con  la  primera  el  libro  en  que  se  inscribían  los  derechos  rea- 

?^n.  a seSunda,  el  acto  de  la  inscripción,  y la  persona  del 

ItlZZ:  f libr0  y escribía  en  él,  con  la  tercera. 

siempre  uní  nii—'  en  Par*e>  Y sustituidas,  aunque  no 
P . P oh  as  mas  conformes  con  la  índole  fiscal  que  llegó 
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á dominar  en  los  últimos  tiempos,  tales  como  las  de  oficios  ó 
contadurías  y contadores  de  hipotecas,  y tomas  de  razón  han 
adquirido  por  la  ley  recientemente  publicada  toda  su  signifi- 
cación y uso  primitivo.  También  se  encuentra  en  ella  la  palabra 
hipoteca  con  la  significación  misma  que  hoy  le  damos , y que 
es  la  que  ha  tenido  después  constantemente. 

145.  Mas  en  lo  que  merece  mayor  elogio  la  pragmática, 
es  en  haber  sido  la  primera  que  ensayó  directamente  el  prin- 
cipio de  publicidad,  si  bien  de  un  modo  imperfecto,  pero  en- 
señando el  camino  de  llevarlo  hasta  sus  últimas  consecuen- 
cias. Esta  imperfección  dimanaba  en  parte  de  la  misma  prag- 
mática, asbtraccion  hecha  del  antiguo  derecho,  y en  parte  de 
los  principios  que  en  toda  la  legislación  civil  dominaban  en 
materia  de  hipotecas  de  que , ni  hubiera  sido  entonces  pru- 
dente y tal  vez  ni  conveniente  separarse,  porque  las  grandes 
reformas , especialmente  las  que  encarnan  profundamente  en 
el  modo  de  ser  de  la  familia,  del  mismo  modo  que  las  que 
están  profundamente  grabadas  en  la  historia  y en  las  costum- 
bres de  los  pueblos,  deben  prepararse  con  oportunidad  para 
que  ilustrada  la  conciencia  pública,  las  reciba  con  convenci- 
miento de  su  utilidad  y lejos  de  crear  dificultades  á su  ejecu- 
ción, la  secunde  y la  impulse  con  perseverancia. 

146.  Si  hubiéramos  de  atenernos  al  tenor  literal  de  la 
ley,  deberíamos  decir  que  se  limitaba  á los  contratos  de  cen- 
sos , tributos , hipotecas  y ventas , y que  no  comprendía  las 
demás  clases  de  enajenaciones  y cargas  reales  establecidas  en 
el  derecho.  No  nos  parece  que  así  debía  comprenderse  la  ley 
en  sus  primeros  tiempos : su  espíritu  iba  sin  duda  mas  allá: 
proponiéndose,  como  hemos  dicho,  que  los  adquirentes  de 
los  bienes  inmuebles  conocieran  el  estado  verdadero  de  éstos, 
no  había  ninguna  razón  para  hacer  esa  diferencia  entre  la  com- 
pra-venta, por  ejemplo  y la  permuta,  entre  el  censo  y la  ser- 
vidumbre: del  mismo  modo  que  los  antiguos  aplicaban,  como  lo 
hacemos  nosotros,  á todos  los  contratos  onerosos,  muchas  dis- 
posiciones en  que  las  leyes  de  Partida  tratan  solo  de  la  com- 
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nr«  v venta  y á todos  los  contratos  lucrativos  algunas  que  so- 
lo J refieren  espesamente  á la  estipulación,  es  de  presumir 
míe  se  creería  aplicable  en  la  práctica  á todos  los  contratos, 
oue  fueran  título  para  la  adquisición  del  derecho  en  la  cosa 
lo  uue  establecía  la  ley  determinando  especialmente  algunos. 
Ni  hemos  visto  casos  en  que  esto  sucedieia,  ni  nos  atrevemos 
á afirmar  que  así  se  entendiese  generalmente., 

147.  Pero  la  pragmática  se  referia  solo  á los  contratos; 
no  comprendía  los  demás  actos  civiles : nada  había  en  ella  que 
indicara  la  traslación  ó desmembración  del  dominio , cuando 
éstas  por  ejemplo  provenían  de  actos  por  última  voluntad; 
los  registros  por  lo  tanto  tenían  que  ser  incompletos , como  de 
hecho  lo  son  todos  los  de  los  pueblos  que  haciendo  en  esta 
materia  distinción  de  los  actos  entre  vivos  y los  por  causa  de 
muerte , establecen  el  registro  para  los  unos  y lo  niegan  para 
los  otros.  La  incertidumbre  del  dominio  y de  todos  los  demás 
derechos  reales  podía  provenir,  tanto  de  la  falta  de  inscripción 
de  éstos , como  de  aquellos  actos , y así  la  publicidad  solo  al- 
canzaba á que  se  pudieran  saber  parte,  no  todas  las  vicisitu- 
des de  las  fincas. 

148.  Aun  respecto  de  lo  que  constara  en  el  registro,  era 
muy  imperfecta  la  publicidad,  por  la  prohibición  espresa  de 
manifestar  el  registro  á persona  ninguna,  permitiendo. solo 
á los  vendedores  que  pidieran  y obtuvieran  un  atestado  es- 


pedido por  el  registrador,  en  que  aparecieran  las  cargas  á que 
estaba  aíecta  la  finca,  y esto,  aunque  bajo  la  palabra  vendedor 
se  comprendiera  á todo  el  que  enajenara,  no  solo  la  propiedad, 
sino  cualquier  otro  derecho  en  la  cosa,  como  lo  exigían,  á núes- 
tío  entender,  el  contesto  general  de  la  ley  y el  espíritu  que 
omina  en  toda  ella.  Cierto  es  que  el  que  quería  comprar  una 
inca,  o estaba  dispuesto  á facilitar  sobre  ella  un  préstamo, 

dedor  é n|rm°.qUf  e,l  el  registro  constara - exigiendo  al  ven- 
trador  oue  bn*  •an°  T*6  Preserrtasela  fe  dada  por  el  regis- 
Íe  ént  te6"  a!COrriente  de  las  obligaciones  y cargas 

parecieran,  pero  esta  misma  reserva,  este 
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secreto , que  solo  á instancia  y por  actos  del  dueño  se  rom- 
pía, era  causa  de  que  el  verdadero  crédito  territorial  fuera  un 
arcano,  y por  lo  tanto  que  los  prestamistas  que,  áser  públi- 
co el  estado  de  la  propiedad  de  la  persona  á quien  prestaban, 
tal  vez  se  contentarían  con  su  crédito  personal , por  parecer- 
les  suficiente  garantía,  para  asegurarse  fueran  mas  exigentes 
y pidieran  hipotecas , espoñiéndose  así  menos  á las  contin- 
gencias á que  semejante  sistema  hipotecario  era  tan  propenso. 
En  él  no  habia  verdadera  publicidad , porque  no  la  hay  en  el 
dominio,  y en  los  demás  derechos  en  la  cosa  inmueble , cuan- 
do todos  los  que  tienen  un  interés  mas  ó menos  directo  no 
pueden  enterarse  de  todas  las  cargas  que  afectando  á las  fin- 
cas las  siguen,  cualesquiera  que  sean  las  manos  á que  pasen. 

149.  Pero  el  defecto  mas  grave,  el  que,  según  las  ideas 
que  han  prevalecido  en  la  ley  que  acaba  de  publicarse , es  el 
capital  en  el  sistema  hipotecario , que  derivado  de  la  pragmá- 
tica de  D.  Cárlos  y Doña  Juana,  ha  venido  observándose  aun- 
que con  importantes  mejoras  hasta  ahora,  es  que  permane- 
cieran del  todo  ocultas  las  hipotecas  legales  y las  generales 
convencionales  que  por  estenderse  á todos  los  bienes  presen- 
tes y futuros  unas  y otras , y por  no  estar  constituidas  las  pri- 
meras por  contrato,  no  se  inscribían;  de  esto  se  originaba 
que  ni  los  adquirentes  de  las  fincas , ni  los  que  las  tenian  es- 
pecialmente hipotecadas , pudieran  conocer  hasta  qué  punto 
estaban  afectas  á obligaciones  que  desconocian  por  completo. 
Y si  á ello  se  agrega  que  habia  créditos  privilegiados  que  se 
sobreponian  á las  hipotecas  convencionales , se  formará  idea 
de  cuánto  distaba  la  pragmática  de  llenar  el  objeto  que  el  le- 
gislador se  habia  propuesto. 

150.  Una  disposición  contenia  la  pragmática  que  la  hacia 
con  razón  parecer  dura,  y que  predisponiendo  á los  que  la 
habian  de  aplicar,  á eludirla,  pudo  contribuir  á que  tan  lenta- 
mente se  fuera  desarrollando  el  sistema  hipotecario , porque 
común  es  reprobar  todo  un  sistema  bueno  por  algunos  defec- 
tos fáciles  de  reformar,  pero  que  considerándose  marcados  con 
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el  sello  de  la  injusticia,  hacen  aparecer  á los  ojos  vulgares 
como  malo  cuanto  á ellos  hace  relación. Ua  multitud  general- 
mente juzga  por  grupos  y por  instinto,  y condena  sin  examen 
en  masa  la  ley  que  frecuentemente  oye  criticar  por  alguna  de 
sus  disposiciones,  incluyendo  en  su  reprobación  lo  que  es  mas 
fácil  rechazar  en  conjunto*  que  estudiar  con  espíritu  analítico 
para  depurarlo.  Ejemplo  de  esto  nos  ofrece  en  nuestros  dias  el 
Código  penal , que  á pesar  de  su  mérito  indisputable  y de  ser 
sin  duda  en  su  libro  primero,  el  mas  científico  y el  mejor  de 
los  modernos,  ha  sido  el  blanco  de  la  censura  agria  y exaje- 
rada  de  algunos  incapaces  de  juzgarlo  y aun  de  comprender- 
lo, quienes  ya  que  no  con  sus  escritos,  al  menos  en  sus  con- 
versaciones lo  presentaban  como  digno  de  la  execración  públi- 
ca, para  lo  que  encontraban  asidero  y auditorio  en  el  vulgo, 
aprovechándose  de  algunos  defectos  que  sin  duda  necesitan  re- 
forma, y de  otros  que  sin  razón  le  atribuíanJLa  disposición  de 
la  pragmática  á que  nos  referimos,  es  la  que  prescribió  que  no 
hicieran  fé  los  contratos  que  hubieran  dejado  de  incribirse 
entre  los  que  directamente  hubiesen  sido  parte  en  su  celebra- 
ción, y que  no  se  juzgase  con  arreglo  á ellos.  Nada  podría 
objetarse  contra  la  ley  si  el  efecto  de  la  inscripción  se  hubie- 
ra limitado  á que  no  perjudicara  á tercero  lo  no  inscripto.  Es- 
to hubiera  bastado  para  llenar  los  deseos  de  las  Cortes  y del 
Rey  que  fueron  solo  evitar  ocultaciones  y fraudes  en  perjuicio 
de  tercero.  Pero  la  nulidad  de  las  obligaciones  qntre  las  par- 
tes contratantes,  que  es  lo  que  quiso  significar  la  ley  al  negar 
la  fé  á las  escrituras  que  tenian  todas  las  circunstancias  inter- 
nas, y todas  las  formas  esternas  que  se  requerían  en  los  ins- 
tiumcntos  públicos  de  su  clase,  íuéun  escesivo  rigor,  que  co- 
menzando por  desigualar  la  condición  de  los  que  habian  con- 
tratado, concluía  por  hacer  mas  favorable  la  del  que  apa- 

mallcioso  en  el  hecho  de  buscar  en  la  falta  de  un 
„L, ' , ’ en.cuya  omisión  le  cabía  por  lo  menos  parte  de  la 

ocasión  -i  nlTf™  fkdir  la  ^‘S30'011  contraída,  dando  así 
* que  la  mala  te  se  sobrepusiera  á la  buena.  Tal 
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esta  dureza  se  debió  en  gran  parte  que  no  fuera  tan  eficaz  la 
ley  como  debía  desearse  y como  hubiera  convenido,  porque 
probable  era  que  los  tribunales  que  en  aquellos  tiempos  juzga- 
ban con  una  latitud  hoy  desconocida , que  se  sobreponían 
muchas  veces  al  testo  de  la  ley  invocando  la  equidad,  y que 
se  creían  autorizados  para  ir  borrando  con  el  derecho  consue- 
tudinario el  derecho  escrito  en  lo  que  les  parecía  injusto  ó in- 
acomodable á las  circunstancias  de  su  época,  se  consideraran 
facultados  para  juzgar,  ya  que  no  con  arreglo  á las  escritu- 
ras, al  menos  con  sujeción  á los  actos  y contratos  que  con 
las  escrituras  se  probaban,  interpretación  farisáica,  pero  muy 
conforme  con  las  opiniones  entonces  dominantes , con  la  ir- 
responsabilidad casi  absoluta  de  los  que  ejercían  cargos  ju- 
diciales y con  la  falta  de  un  centro  que  anulando  los  fallos 
opuestos  á las  leyes  restableciera  el  vigor  de  las  quebran- 
tadas y evitara  así  que  fueran  suplantadas  por  prácticas  que 
abiertamente  las  contradijeran.  El  legislador  mandaba,  y el 
juez  con  interpretaciones  arbitrarias  , se  encargaba  de  anu- 
larla obra  del  legislador , hecho  constante  en  todos  los  pue- 
blos en  que  las  leyes  no  alcanzan  á cubrir  las  necesidades  ju- 
rídicas de  la  sociedad  para  que  se  dictan , ó van  mas  allá  de  lo 
conveniente. 

151.  Esta  falta  de  observancia  de  las  leyes  fue  tan  nota- 
ble, que  en  el  mismo  reinado  del  Sr.  D.  Cárlos  I,  y habiendo 
pasado  solamente  nueve  años  desde  la  pragmática  que  esta- 
bleció los  registros,  las  Cortes  reunidas  en  Valladolid  en  1548 
elevaban  de  nuevo  su  voz  al  rey  clamando  por  el  remedio. 
Así  decían  en  la  petición  CLX:  «Otrosí  hazemos  saber  á V.  M. 
que  muchas  personas  cautelosamente  echan  censos  sobre  sus 
haziendas  vna  y dos  y tres , y mas  vezes , sin  que  el  vn  com- 
prador sepa  del  otro , y dello  subceden  muchos  pleytos , y 
grandes  inconvenientes,  y aunque  V.  M.  á proueydo  que  los 
censos  no  se  puedan  echar , si  no  ante  los  escriuanos  de  los 
ayuntamientos , el  qual  tuuiesse  libro  de  los  dichos  censos 
para  que  por  el  se  supiesse  los  bienes  acensuados  , esto  no 
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se  suarda  lo  cual  es  daño  conoscido  de  los  compradores.  Su- 
rcamos á V M.  mande  que  lo  suso  dicho  se  guarde  procer 
diendo  criminalmente  contra  el  que  ansi  impusiere  dos  vezcs 
ó mas  censos  sobre  su  hazienda  sin  lo  declarar  para  que  los 
compradores  vean  lo  que  les  conviene,  ó se  provea  poF  aque- 
lla v/a  que  mas  convenga  al  remedio  de  un  excesso  tan  gran- 
de v proueerse  de  ello  será  mucho  bien  de  estos  reynos,  por- 
que  "se  euitará  mucha  cantidad  de  censos  que  se  imponen  con 
color  de  ser  al  quitar  y nunca  se  quitan.»  Contestó  el  Rey: 
«A  esto  vos  respondemos  que  se  guarde  y execute  lo  pro- 

ueido.» 

152.  No  se  contentaron  las  Cortes  con  esta  petición , pues 
que  á continuación  de  ella,  con  el  número  CLXI,  elevaron  al 
Rey  otra  concebida  en  estos  términos:  «Otrosí:  Suplicamos 
á V.  M.,  que  cualquier  persona  que  vendiere  cualquier  po- 
sesión , y en  la  carta  de  venta  que  ficiere  de  ella,  la  ven- 
diere libre  de  censo  y tributo,  y después  paresciere  que  lo  tie- 
ne, que  la  justicia  pueda  proceder  criminalmente  por  vía  de 
hurto. » Contestó  el  Rey : A esto  vos  respondemos  que  las  jus- 
ticias hagan  justicia.» 

153.  No  es  fácil  comprender  los  motivos  que  tuvo  el  Rey 
para  negarse  á peticiones  de  las  Cortes  que  parecian  tan  fun- 
dadas y que  estaban  conformes  con  el  espíritu  de  las  prag- 
máticas de  1528  y 1539,  que  el  misma  habia  publicado.  ¿Se- 
ria que  creyera  innecesarias  nuevas  disposiciones  por  reputar 
ya  suficiente  lo  establecido?  O por  el  contrario,  ¿desconfiaría 
del  efecto  que  habian  de  producir  las  leyes  penales  y los  cas- 
tigos corporales  á los  estafadores?  No  nos  atrevemos  á emitir 
opinión  respecto  á este  punto.  Solo  dirémos  que  si  bien  las  le- 
yes  penales  no  son  el  mejor  y mas  directo  medio  de  impedir 

litn!  to,S’  deben  venir  en  auxilio  de  las  disposiciones 

ív  buena  n°  í™  bastan  á correSir  las  fetos  de  leal- 
de  la  vida  * ~ -T10  C ° 'C  lc*nai  en  ^as  transacciones  ordinarias 
’ ^Sl  c°aiprendieron  las  Cortes  de  154S  v mí  lo 
comprendemos  nosotros,  1045  ’ y asi  10 
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154.  Y que  las  leyes  penales  existentes  entonces  para 
corregir  estos  abusos  en  la  contratación,  eran  insuficientes, 
no  puede  ponerse  en  duda , cuando  se  ven  las  reverentes  y 
mesuradas  peticiones  de  las  Cortes,  y por  otra  parte  nos  en- 
seña la  historia  que  lo  fueron  en  los  siguientes  siglos,  debien 
do  atribuirse  á esto  én  gran  parte  que  no  se  organizara  y ge- 
neralizara convenientemente  el  registro  de  los  contratos  que 
estaban  sujetos  á esta  formalidad  hasta  tiempos  mucho  mas 
modernos,  y aun  entonces  del  modo  imperfectísimo  y con  el 
escaso  numero  de  transacciones  que  todos  sabemos,  si  se  tie- 
nen en  cuenta  las  muehas  que  con  arreglo  alas  leyes  debie- 
ron inscribirse  y no  se  inscribieron. 

155.  Ni  es  de  estrañar,  porque  si  bien  las  leyes  de  Parti- 
da después  de  declarar  que  non  podría  orne  contar  en  cuan- 
tas maneras  facen  los  ornes  engafios  los  unos  á los  otros  (1), 
de  limitarse  á señalar  algunos , para  que  los  incautos  se  pre- 
cavieran, y los  jueces  los  castigaran,  y de  decir  que  comete 
engaño  el  que  empeña  de  nuevo  á otro  la  cosa  empeñada, 
haciéndole  creer  que  no  estaba  ya  empeñada  , á no  ser  que  la 
prenda  fuera  suficiente  para  pagará  ambos,  deja  á discreción 
del  juez  la  pena  pecuniaria,  que,  atendidas  las  circunstancias 
del  caso,  estimare  justa  (2).  Y este  rigor  no  fué  aumentado  por 
las  pragmáticas  posteriores,  porque,  según  dejamos  espuesto, 
lade  D.  Cárlos  y Doña  Juana  á petición  de  las  Cortes  de  1539 
no  tenia  sanción  alguna  penal,  y la  de  1528  se  limitó  á castigar 
á los  que  imponían  censos  ó tributos  sobre  sus  casas  sin  mani- 
festar los  á que  antes  estaban  efectos,  con  la  pena  del  dos 
tanto  de  lo  que  hubieran  recibido.  Pero  el  mal  principal  con- 
sistía en  que  nada  se  prescribía  contra  el  insolvente , que  de 
oficio  no  se  seguían  procedimientos  en  castigo  de  esta  falta  de 
probidad  que  atentaba  á la  confianza  pública  y á la  fortuna  de 
los  particulares,  y que  el  fraude  y la  estafa  no  tenían  una  re- 
presión proporcionada  á la  que  se  imponía  á los  demás  delitos 

(1)  Ley  7,  tít.  XVI,  Part.  Vil. 

(2)  Ley  12  del  mismo  título  y Partida. 
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sobre  la  propiedad,  omisión  en  la  legislación  de  gravedad 
tanto  mayor,  cuanto  mas  frecuente  era  entonces  este  genero 

156  Desatendidas  las  peticiones  de  las  Cortes  y crecien- 
do mas  y mas  la  necesidad  de  remediar  el  mal , regular  era 
que  se  reprodujeran.  Así  sucedió  en  las  Cortes  celebradas  en 
Valladolid  en  1558.  Digeron  éstas  al  Rey  en  la  petición  CXXI: 
«Otrosí:  Suplicamos  á V.  M.  que  por  cuanto  en  las  dichas 
Cortes  de  1548  en  la  petición  CLX  y CLXI  se  suplicó  que  los 
que  vendiesen  censos  sobre  sus  haciendas,  sin  declarar  los 
que  sobre  ellos  tenían  vendidos ; y que  los  que  vendiesen  po- 
sesión por  libre  de  censo  teniéndolo,  se  procediese  contra 
ellos  criminalmente,  y V.  M.  no  lo  mandó  proveer.  Suplica- 
mos á V.  M.  que  por  ser  negocio  de  tan  gran  importancia, 
lo  mande  proveer  conforme  á las  dichas  peticiones , porque 
se  escusarian  muchos  géneros  de  hurtos  que  en  esto  se  ha- 
cen.» A lo  que  contestó  el  Rey,  «A  esto  vos  respondemos, 
que  en  esto  está  bien  proveído  lo  que  se  debe  facer,  y man- 
damos que  aquello  se  guarde  conforme  á las  peticiones  y res- 
puestas que  en  ello  fablan.  E puesto  que  en  algunas  ciudades 


se  guardan,  para  los  pueblos  do  no  se  guarden  mandamos  á 
los  de  nuestro  consejo  den  las  provisiones  necesarias  (1).» 

157.  A pesar  de  esto,  no  se  consiguió  el  remedio:  subsis- 
tían las  causas  que  hicieron  que  la  práctica  se  sobrepusiera  á 
la  ley ; contribuían  á ello  muy  principalmente  el  interés  que 
personas  poderosas  cargadas  de  deudas,  tenían  en  que  no  se 
pusiera  de  manifiesto  el  verdadero  estado  de  su  fortuna,  y 
mas  que  esto  aun  el  deseo  de  eludir  el  pago  de  la  alcabala  que 
tan  luer tómente  afectaba  á la  propiedad , lo  que  no  era  fácil 
conseguir  siendo  públicas  las  enajenaciones,  por  la  inscripción 
que  de  ellas  se  hiciera  en  los  registros.  Sucedió  entonces 
i,  nuestros  dias  há  acontecido:  la  mano  fiscal  sofocó 

ñarTId^  ¡Mt!‘1ucion  civil  de  los  registros.  Ni  es  de  estra- 
As  K eas  ‘i0  aquel  siglo,  y que  pueden  conside- 

(I)  Uj  2,  lil.  XV,  lib.  X de  la  Nov.  Rec. 
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rarse  como  la  herencia  de  siglos  anteriores.  Las  alcabalas  ha- 
bían siempre  sido  desde  su  introducción  miradas  con  aversión 
por  los  pueblos,  como  corriendo  el  tiempo  lo  fueron  por  nues- 
tros mas  distinguidos  repúblicos.  Otorgadas  temporalmente  al 
Rey  Don  Alfonso  XI  por  las  Cortes  celebradas  en  Burgos  en 
1343  para  atender  álos  grandes  gastos  del  sitio  de  Algeciras, 
prorogadas  después  por  las  de  Alcalá  de  Henares  en  1349 , á 
pesar  de  la  oposición  de  la  ciudad  de  Toledo,  con  destino  al 
sitio  que  se  iba  á poner  á Gibraltar,  vueltas  á conceder  ya  con 
unos,  ya  con  otros  motivos,  viniendo  así  á convertirse  en 
perpétuo  un  impuesto  temporal,  habian  sido  objeto  de  recla- 
maciones de  las  Cortes  por  el  desorden  y vejaciones  de  su  re- 
caudación, y uno  de  los  motivos  en  que  fundaban  sus  agravios 
las  Comunidades  que  movidas  por  los  escesos  de  los  cortesa^ 
nos  flamencos  que  rodeaban  á D.  Cárlos,  se  alzaron  á soste- 
ner la  causa  que  pereció  en  los  campos  de  Villalar.  Un  tributo 
tan  antipopular,  que  en  tiempo  de  los  Reyes  Católicos  estaba 
lijado  en  el  diez  por  ciento  de  todas  las  cosas  muebles,  semo- 
vientes é inmuebles  que  se  vendían  ó permutaban,  que  .perse- 
guía la  riqueza  hasta  que  se  estinguia,  que  afectaba  inmedia- 
tamente al  capital,  que  pesaba  siempre  é indefinidamente  so- 
bre la  propiedad,  que  era  un  obstáculo  á la  circulación,  y de 
cuya  legitimidad  llegó  á dudar  la  Reina  Católica,  que  alarma- 
da por  las  representaciones  que  se  le  habian  hecho  acerca  de  si 
las  alcabalas  se  podían  llevar  con  buena  conciencia,  daba  en 
testamento  á sus  hijos  el  encargo  de  que  pusieran  en  claro 
esta  cuestión,  y les  señalaba  el  modo  de  hacerlo,  naturalmen- 
te dtíbia  dar  lugar  á ocultaciones  y fraudes,  que  encontrarían 
en  la  publicidad  de  las  transacciones  un  seguro  correctivo. 
Lógico  era  pues  que  D.  Felipe  II  no  fuera  mas  feliz  que  su 
padre,  cuando  desechando  como  éste  los  medios  que  se  le 
proponían  por  las  Cortes,  se  limitó  á reproducir  lo  que  ya 
estaba  mandado. 

158.  Nada  volvió  á hacerse  acerca  del  particular  hasta 
que  el  Consejo , por  auto  acordado  dado  en  Madrid  en  8 de  ju- 
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, ,(il7  /],  ordenó  que  -en  los  títulos  de  registros  de  cen- 
sos (me  se  despacharan  en  adelante,  se  digera  que  los  escriba- 
nos tomaran  la  razón  y registraran  todos  los  censos  que  se 
otorgaran  desde  el  dia  de  la  data  del  titulo,  y no  de  los  que 

se  hubieran  otorgado  antes».  , , _ 

159  Desde  el  reinado  de  D.  Felipe  III  hasta  el  de  D.  Fe- 
lipe V no  se  encuentra  una  sola  disposición  relativa  á esta 
materia.  En  1715  fué  cuando  el  Consejo  de  Castilla  tomó  parte 
en  este  negocio , lamentándose  de  la  inobservancia  de  las  prag- 
máticas dadas  en  los  reinados  de  la  dinastía  austríaca.  Mas 
afectado  por  los  intereses  del  erario,  de  los  pueblos,  del  clero 
y de  las  fundaciones  piadosas , que  del  grande  interés  social  y 
civil  que  encerraba  esta  cuestión,  que  era  el  aspecto  bajo  el 
cual  se  había  considerado  en  el  siglo  XVI , amargamente  se 
quejaba  de  que  «los  arrendadores  de  rentas  reales,  Villa  de 
» Madrid  y otros , habían  dado  y daban  en  quiebra  cada  dia, 
»sin  que  se  pudiese  cobrar  de  las  fianzas , ni  de  las  hipotecas, 
«por  estar  todas  gravadas  y no  saberse  el  tiempo  de  la  admi- 
sión, de  que  habían  resultado  muchas  pérdidas  y atrasos  de 
«la  Real  Hacienda,  Villa  de  Madrid,  y generalmente  álasde- 
* más  ciudades,  villas  y lugares,  particulares,  y aun  á las 
«comunidades  eclesiásticas,  tanto  seculares  como  regulares, 
«memorias y obras  pías;»  proponía  para  atajar  el  mal,  que  se 
mandara  que  el  Consejo  espidiera  las  órdenes  convenientes 
paia  que  se  guardara  la  ley  y que  los  jueces  y magistrados  que 
contravinieran  á ella,  por  el  propio  hecho,  y sin  otra  prueba 
íueran  privados  de  oficio  y pagaran  los  daños  con  el  cuatrotan- 
to  (2) , buscando  de  este  modo  en  remedios  de  orden  penal  la 
reparación  de  lo  que  con  otros  preventivos  de  orden  puramen- 

mitóTLrd'iaphabe'Se  mas  fácilmentc  conseguido.  No  se  li- 
to íue  deiahñ  C°nSej°  i convencido  si“  duda  de  la  ineficacia  de 
.1  pi opuesto,  se  estendió  á aconsejar  la  adopción 

"°m  RS?ci0" : se  lmce  mencion  deél  m la 
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de  otras  medidas  que  vinieran  á fortalecerlo  que  hasta  enton- 
ces, á despecho  de  las  leyes,  no  se  había  conseguido.  Estas 
fueron  que  para  la  seguridad  de  los  registros,  el  oficio  ú ofi- 
cina en  que  se  custodiaran  estuviera  en  las  casas  capitulares, 
al  cargo  de  las  justicias  y regidores : que  los  escribanos  de 
ayuntamiento  fueran  los  registradores,  que  su  nombramiento 
fuese  de  cuenta  y riesgo  de  las  corporaciones  municipales  que 
los  nombraran  después  del  mas  riguroso  examen  y de  dar  las 
fianzas  convenientes,  que  los  jueces  ordinarios  interpusie- 
ran su, autoridad , así  para  el  registro  como  para  la  saca,  y 
que  si  acaeciese  perderse  los  protocolos  y registros  y los  ori- 
ginales, se  tuviera  por  original  cualquier  copia  auténtica  que 
de  dicho  registro  se  sacara.  El  Rey  aprobó  lo  que  el  Consejo 
le  propuso.  • • 

160.  ¿Mejoraba  esta  ley  el  sistema  hipotecario?  ¿Los  me- 
dios que  adoptaba  eran  los  mas  conducentes  á conseguir  su 
propósito?  A estas  preguntas  debe  en  nuestro  concepto  con- 
testarse negativamente. 

161.  Cuando  no  están  en  observancia  algunas  leyes  del 
orden  civil  ó penal  en  un  país , ocioso  es  esperar  que  se  con- 
siga su  cumplimiento  por  el  mero  hecho  de  reproducirlas:  no 
basta  al  legislador  una  y cien  veces , como  lo  lian  hecho  los 
nuestros,  prohibir  que  se  alegue  el  desuso  de  las  leyes : la  so- 
ciedad con  su  desobedencia , y la  magistratura  con  su  tole- 
rancia , y hasta  con  su  ejemplo , se  encargan  de  proclamar 
á todas  horas  que  el  derecho  escrito  es  una  letra  muerta, 
que  en  la  vida  real  el  desuso,  comenzando  por  hacer  olvidar 
la  ley,  concluye  por  .matarla , reemplazándola  por  la  costum- 
bre que  la  abroga.  La  obra  de  D.  Felipe  V no  debia  ser  mas 
feliz  que  las  de  D.  CárlosI  y D.  Felipe  II.  Cuando  consultó  el 
Consejo,  debió  tener  en  cuenta  que  el  ejemplo  de  tener  las  le- 
yes desusadas  por  anuladas  partía  de  él , si  bien , menester  es 
decirlo,  esto  había  venido  á ser  frecuentemente  una  necesidad 
nacida  del  caos  confuso  de  nuestro  derecho,  de  la  dificultad 
de  armonizarlos  diferentes  códigos  y las  leyes  que  dentro  de 
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cada  uno  de  ellos  se  hallaban  contenidas,  de  la  imposibilidad 
de  anlicar  algunas  que  estaban  en  contradicción  flagrante  con 
el  estado  de  la  época  y con  las  exigencias  públicas.  Para  que  se 
consiga  que  las  leyes  no  caigan  en  desuso,  ni  sean  derogadas 
ñor' Ia^ costumbre,  necesario  es  que  haya  un  alto  tribunal , que 
velando  constantemente  por  su  observancia,  impida  que  se 
emancipen  de  ella  los  diferentes  centros  de  donde  parte  la  ad- 
ministración de  justicia  hasta  las  últimas  escalas  de  la  jurisdic- 
ción: necesario  es  que  por  medios  bien  meditados  pueda  lle- 
gar la  infracción  de  la  ley , su  olvido , la  mala  interpretación 
que  hipócritamente  la  destruya,  á corregirse,  como  sucede 
hoy  por  los  recursos  de  casación;  es  necesario,  sobre -todo, 
que  el  juez  y el  magistrado,  cuando  fallan,  tengan  que  espré- 
sar  la  iey  á que  se  atienen,  para  que  cada  sentencia  sea  una 
nueva  proclamación  del  precepto  legal,  y para  que  todos  se- 
pan que  lo  que  esta  dice,  se  aplica  por  el  magistrado:  así  no 
pueden  caer  en  desuso  las  leyes ; así  no  puede  llegar  el  caso 
de  que  se  sobreponga  á ellas  la  costumbre.  Pero  este  sistema 
exige  también  que  el  legislador  sea  menos  perezoso ; que  pre- 
viniendo las  necesidades  sociales,  ó ya  que  no  las  prevenga, 
acudiendo  á satisfacerlas  cuando  son  manifiestas , con  nuevas 
leyes  corrija  las  antiguas , y que  no  deje  abandonado  el  de- 
recho á la  incertidumbre  y al  acaso. 

162.  No  era  mas  atinada  la  estension  que  se  daba  al  esta- 
blecimiento de  registros  de  hipotecas.  Hasta  entonces  se  había 


reconocido  constantemente  que  debían  estar  solo  en  las  cabe- 
zas de  partido : ordenaba  la  nueva  ley  que  en  lo  sucesivo 
los  hubiera  en  los  ayuntamientos  de  todas  las  ciudades,  villas 
? lucres  á cargo  de  sus  escribanos  y bajo  la  inspección  de  las 
justicias  y ayuntamientos  de  los  pueblos.  Cuando  en  la  mayor 
instrucción  que  tiene  hoy  la  gente  de  las  poblaciones  rurales, 
comparada  con  la  de  los  primeros  años  del  siglo  XVIII,  se 

COn¡°  U.n  absurdo  llevar  los  registros  á todos  los  pue- 

tns  mnnilÍT10’ y esto  desPues  de  haber  suprimido  tan- 

ipa  i a es  por  la  escasez  de  su  vecindario,  puede  co- 
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nocerse  cuán  inoportunamente  se  separó  la  ley  de  la  pragmática 
deD.  Cárlos  y Doña  Juana  en  1539,  que  al  establecer  los  re- 
gistros , les  señaló  por  residencia  las  ciudades , villas  ó luga- 
res donde  hubiera  cabeza  de  jurisdicción.  No  era  posible, 
pues,  que  en  todas  las  poblaciones  rurales  hubiera  escribanos 
que  registraran , ni  que  todos  los  de  aquellas  en  que  los  hu- 
biese tuvieran  la  inteligencia  y conocimientos  necesarios  para 
llevar  los  registros , y mas  si  se  atiende  que  ninguna  carrera 
ni  estudios  se  les  exigian  entonces,  pues  que  su  profesión  era 
solamente  práctica,  ni  que  los  ayuntamientos  examinaran  dis- 
cretamente el  mérito  y calidad  de  los  pretendientes , ni  que  las 
justicias  y regidores  pudieran  ejercer  la  vigilancia  que  se  les 
encargaba.  No  podia  ser  mas  fecunda  en  resultados  la  pres- 
cripción de  que  los  jueces  ordinarios , que  frecuentemente  en- 
tonces no  sabian  leer  ni  escribir,  interpusieran  su  autoridad 
para  los  registros  y para  las  sacas : esto  era  imponerles  una 
obligación  que  pocas  veces  podían  llenar  con  acierto,  y hacer- 
los incurrir  en  responsabilidades  injustas.  El  suceso  acreditó 
bien  pronto  que  nada  se  adelantaba  por  esto  camino. 

163.  En  lo  que  seguramente  estuvo  mas  feliz  la  ley  de 
D.  Felipe  V,  fue  en  establecer  que  el  oficio  de  los  registra- 
dores estuviera  en  las  casas  consistoriales  de  los  pueblos,  por- 
que así  estaba  en  un  archivo  público , y era  mas  segura  y fá- 
cil su  conservación  y menos  espuestos  los  estravíos.  También 
fué  oportuno  ampliar  la  pragmática  de  1539  en  la  parte  que 
se  limitaba  á decir  que  una  persona  estuviera  encargada  de 
los  registros , ordenando*  que  esta  fuera  el  escribano  de 
Ayuntamiento,  porque  á favor  del  que  había  obtenido  este 
cargo,  existíala  presunción  de  qife  tenia  alguna  capacidad 
para  poder  llevar  con  orden , claridad  y precisión  el  registro. 
Y esto  era  tanto  mas  importante,  cuanto  que  entonces  no 
había  disposiciones  ningunas  reglamentarias , ni  instruccio- 
nes que  señalaran  el  modo  de  hacer  las  inscripciones.  Por  úl- 
timo, la  obligación  que  imponía  de  exigir  fianzas  á los  re- 
gistradores, habría  sido  escelente  si  se  hubiera  llevado  á 
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ejecución,  v si  fuera  posible  exigirlas  en  la  mayor  parte  de 
nueblos  en  que  pocas  veces  se  encontraban  personas  que  las 
ofrecieran  por  un  cargo  que  debia  darles  escasos  ó insigmfi- 

cantes  emolumentos.  ...  . . , 

164  Una  cuestión  puede  aquí  suscitarse:  ¿esta  ley  de 

D Felipe  V , fue  estensiva  á todas  las  divisiones  territoria- 
les de  la  Península,  ó limitada  solo  á los  pueblos  que-  com- 
ponían la  antigua  Corona  de  Castilla  al  publicarse  la  prag- 
mática de  1539,  cuya  observancia  se  queria  promover?  No 
aparece  esto  claramente  en  la  ley : si  se  atiende  á que  insis- 
tía en  la  reproducción  de  las  leyes  anteriores  que  eran  es 
peciales  para  Castilla , parece  efectivamente  que  á esta  Co- 
rona solo  debían  referirse,  y esto  adquiere  mayor  fuerza 
cuando  se  considera  que  por  entonces  no  tuvo  lugar  el  esta- 
blecimiento de  los  registros  en  las  Coronas  de  Aragón  y de 
Navarra.  Es  verdad  que  al  principio  de  la  ley  se  dice , que 
los  señores  Reyes  Doña  Juana  y D.  Cái'los  I,  y D.  Feli- 
pe II,  por  sus  pragmáticas  en  Toledo  y Valladolid  los 
años  de  1539  y 1558,  ordenaron  que  *en  todas  las  ciuda- 
des, villas  y lugares , cabezas  de  partido  de  estos  reinos », 


hubiera  una  persona  que  tuviera  un  libro  en  que  se  lleva- 
sen los  registros ; pero  no  nos  parece  que  seria  buena  in- 
terpretación fundarse  en  la  generalidad  con  que  se  habla  de 
todos  los  pueblos  de  estos  reinos , para  deducir  que  debia  es- 
tenderse  la  ley  de  Felipe  V á todos  los  Estados  en  que  rei- 
naba; esto  seria  convertir  en  precepto  legal,  no  lo  que  la  ley 
ordenaba , sino  lo  que  narraba , cometiendo  un  error , ó es- 
pi osando  mal  una  idea,  porque  sabido  es,  y queda  ya  de- 
mostrado, que  las  pragmáticas  de  D.  Cárlos  y Doña  Juana  y 
de  D.  Feiipe  II  se  limitaron  solo  á la  Corona  de  Castilla. 

165  Debemos  aquí  hacer  mención  de  otro  suceso  impor- 

ante  de  reinado  de  D.  Feiipe  V.  Durante  la  dinastía  aus- 

sí;10  de  la  Corona  algunos  oficios  de  hipotc- 

•ii  rénd-dd  ^V°'i K °S  en  l,lol,ícclad  particular,  eran  enajenables, 
)lts  y trasimsrbles  por  juro  de  heredad  a los  hijos  y 


ÍNTRÓDÜCCÍON  ÍÚSTOftlCA.  f(j3 

sucesores  de  aquellos  á cuyo  favor  los  había  cedido  el  Monar- 
ca. Se  hizo  con  estos  oficios  lo  que  con  otros  muchos  públi- 
cos de  regidores , escribanos  , procuradores , alguaciles  ma- 
yores , tesoreros , pagadores , proveedores , y tantos  otros 
cuya  enumeración  seria  larga , difícil  y ajena  á este  lugar. 
Semejante  sistema  de  procurar  recursos  para  el  erario  pú- 
blico, tan  anatematizado  por  todos  los  economistas , y que  en 
sentir  de  Platón  equivale  á nombrar  al  mas  rico,  aunque  esté 
destituido  de  todas  las  nociones  de  náutica,  piloto  de  un  bu- 
que, llevaba  envuelto  en  sí  mismo  la  abdicación  de  todos  los 
deberes  y de  todos  los  derechos  que  tienen  los  gobiernos  de 
buscar  á los  mas  aptos  para  la  obtención  de  los  cargos  públi- 
cos que  no  son  ni  deben  ser  patrimonio  de  familias,  ni  pre- 
mio al  que  por  tener  mas  riqueza  pueda  pujar  mas  en  las  su- 
bastas, sino  oficios  que  deben  confiarse  al  que  por  su  ca- 
pacidad y moralidad  mejor  ios  desempeña  con  provecho  ge- 
neral , hacia  difíciles  las  reformas , y sobre  todo  obligaba  al 
Estado  á estar  servido  frecuentemente  por  personas  que,  ca- 
reciendo de  aptitud  para  las  funciones  que  torpemente  se 
les  habían  vendido , eran  un  obstáculo  perpetuo  para  todo  lo 
que  fuese  mejorar  el  servicio  público.  Uno  de  estos  oficios 
enajenados  de  la  Corona  fué  el  de  Contaduría  de  hipotecas  de 
Madrid,  que  en  1707  regresó  á la  Corona.  • 

166.  Los  que  desde  entonces  desempeñaron  este  cargo, 
mas  cercanos  á los  altos  funcionarios  del  Estado , y en  dispo- 
sición de  hacer  oir  su  voz  con  mas  facilidad,  acudieron  dife- 
rentes veces  al  Gobierno,  y obtuvieron  algunas  cédulas  en  el 
mismo  sentido  que  la  ley  antes  mencionada  (1).  Pero  no  por 
esto  se  cortaron  los  males.  Si  D.  Felipe  V,  como  nos  dice  su 
augusto  hijo  D.  Carlos  III,  se  había  propuesto  hacer  observar 
la  pragmática  del  Sr.  D.  Cárlos  y Doña  Juana  de  1539  para 
evitar  que  por  su  inobservancia  se  aumentasen  cada  dia  es- 
telionatos, pleitos  y perjuicios  á los  compradores  é interesa - 
dos  en  los  bienes  hipotecados  por  la  ocultación  y oscuridad 

(1)  Ley  3,  til.  XVI,  lib.  X de  la  Nov.  Rec. 
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de  sus  caraos,  las  disposiciones  adoptadas  al  efecto  no  fueron 
tetantes  á cortar  un  mal  que  parecía  y realmente  era  mcura- 
hIfl  ,¡  nñ  se  emplearan  otros  remedios  que  los  hasta  entonces 
ensayados  intentóse  esto,  y el  contador  de  hipotecas  de  Ma- 
drid fué  el  que  lo  promovió  por  una  representación  que  hizo 

al  Consejo  de  Castilla. 

167.  Este  alto  Cuerpo,  que  entonces  estaba  en  el  apogeo 
de  su  poder  y de  su  gloria,  y que  mas  que  nunca  promovía  y 
buscaba  con  afan  toda  clase  de  mejoras  y reformas,  en  cuan- 
to cabía  en  las  circunstancias  de  la  época , se  informó  de  las 
Chancillerías  y Audiencias,  y de  varias  ciudades  del  reino,  y 
después  de  oir  á sus  Fiscales,  elevó  al  Rey  en  14  de  agosto 
de  1767  una  consulta-instruccion  que  fué  aprobada  y manda- 
da observar  para  mayor  esplicacion  de  las  leyes  anteriores 
en  todos  los  pueblos  cabezas  de  partido  del  reino,  según  el 
señalamiento  que  hicieran  las  Audiencias  y Chancillerías  del 
respectivo  distrito,  sin  perjuicio  de  los  contadores  de  hipote- 
cas entonces  existentes. 


168.  Esta  pragmática,  publicada  en  1768,  que  es  una  ley 
recopilada  (1),  abandonó  pues  la  base  de  que  todos  los  regis- 
tros fueran  puramente  municipales,  volviendo  al  sistema  in- 
troducido en  1539,  pero  perfeccionándolo  dentro  de  sus  mis- 


mas condiciones,  pues  que  ya  no  ordenaba  que  los  pueblos 
cabeza  de  jurisdicción  tuvieran  registros,  sino  que  llevando 
mas  adelante  la  idea  centralizadora , autorizaba  á las  autori- 
dades superiores  del  orden  judicial  á que  de  diferentes  pueblos 
cabezas  de  jurisdicción  formaran  un  solo  partido,  señalando 
aquel  en  que  había  de  establecerse  el  registro , y lo  que  es 
mas,  los  autorizaba  para  señalar  algunas  eabezas  de  jurisdic- 
ción que  nofueian  de  partido,  si  lo  creyeran  conveniente  por 
nn  qIi a*181011  **  f^neia  (^e  ^os  partidos  (2).  La  reducción  era 
te  Sin0  necesaria>  pero  el  dejar  al  pruden- 

e,  as  Audiencias  y Chancillerías  la  creación,  nú- 


0)  Dicha  ley  3. 

(2)  Preámbulo  y ni™.  14  de  la  egresada  ley. 
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mero  y limites  de  los  partidos , es  una  prueba  evidente  de 
cuan  poca  importancia  daba  aun  en  aquella  época  la  Adminis- 
tración suprema  del  Estado  á puntos  que  por  afectar  á la  di- 
visión territorial  y referirse  á grandes  intereses , parece  que 
debian  ser  objeto  dé  la  atención  inmediata  del  Gobierno. 

169.  En  los  libros  de  registro  que  estableció  esta  ley,  de- 
bía tomarse  precisamente  razón  de  todos  los  instrumentos  de 
imposiciones,  ventas  y redenciones  de  censos  ó tributos,  ven- 
tas de  bienes  raíces  ó considerados  por  tales  que  constara  es- 
tar gravados  con  alguna  carga,  fianzas  en  que  se  hipotecaran 
especialmente  tales  bienes,  escrituras  de  mayorazgos  ú obras 
pías  y generalmente  todos  los  que  tuvieran  hipoteca  especial 
y espresa  ó gravámen  con  espresion  de  ellos  ó su  libera- 
ción y redención  (1).  Aumentóse  por  lo  tanto  considerable- 
mente el  número  de  instrumentos  sujetos  á inscripción,  si  bien 
atenta  la  ley  sola  y esclusivamente  á que  aparecieran  las  car- 
gas que  gravaban  la  propiedad  inmueble,  dejó  de  hacer  obli- 
gatoria la  inscripción  de  la  misma  propiedad,  que  era  la  ver- 
dadera base  sobre  que  debian  haberse  fundado  los  registros. 
Rigurosa  la  ley*  como  la  de  1539,  penaba  la  omisión  de  la  ins- 
cripción de  los  documentos  sujetos  á registro  con  la  misma 
pena  de  quitarles  la  fé  en  juicio  y estrajudicialmente  para  el 
efecto  de  perseguir  las  hipotecas,  y para  el  de  que  se  en- 
tendieran gravadas  las  fincas  cuando  se  hubiera  omitido  el 
registro  (2). 

170.  Llamamos  aquí  la  atención  acerca  de  la  palabra  libe- 
ración, introducida  por  primera  vez  en  nuestras  leyes  para 
significar  el  alzamiento  de  la  hipoteca  ó carga  real  que  afecta- 
ba á una  finca  (1) ; y aunque  la  ley  no  introdujo  el  verbo  libe- 
rar , es  claro  que  no  podia  dejar  de  formar  parte  de  la  no- 
menclatura jurídica  y aun  ser  el  único  vocablo  de  uso  general 
para  significar  la  idea  de  desembarazar  la  propiedad  inmueble 
de  las  cargas  que  la  gravaban.  Sin  embargo,  no  encontramos 

í3)  Núm.  1 de  la  espresada  ley  3. 

(4)  Núm.  10  de  la  misma  ley  3. 
tomo  i. 
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pste  verbo  en  el  Diccionario  de  nuestra  lengua  publicado  por 
la  Academia  española , como  tampoco  la  palabra  líber  ación 
en  el  sentido  que  ledá  la  ley  recopilada,  si  bien  en  otro  di- 
ferente en  el  cual  la  consideramos  anticuada.  Presumimos  que 
esta  omisión,  tan  fácil  en  un  Diccionario,  no  lleva  envuelta  la 
idea  de  rechazar  como  de  origen  impuro  y no  usuales  palabras 
que  además  de  no  tener  otras  con  que  reemplazarlas,  nacen 
de  buena  fuente,  son  espresivas  y propias,  se  recomiendan 
por  sí  mismas,  esplican  de  un  modo  claro  la  mente  del  legisla- 
dor, que  de  otra  manera  tendría  que  acudir  á rodeos,  y son 
hasta  de  uso  vulgar  en  nuestro  concepto.  Mas  adelante  se  verá 
que  el  derecho  navarro  adoptó  también  la  palabra  liberación 
para  significar  la  misma  idea. 

171.  No  establecia  la  Instrucción  la  necesidad  absoluta 
de  inscribir  los  documentos  que  eran  anteriores  á su  pu- 
blicación: solo  exigia  que  se  hiciese  cuando  hubiera  que  pre- 
sentarlos en  juicio  para  el  objeto  de  perseguir  las  hipotecas  ó 
fincas  gravadas.  Si  entonces  no  se  registraban  no  podian  juz- 
garse por  estos  instrumentos,  que  para  el  efecto  no  hadan 


fe,  aunque  la  tuvieran  para  otros  fines  diferentes  (1).  Se  in- 
curría así  en  el  antiguo  error , y con  la  singularidad  de  con- 
siderarse fehaciente  el  instrumento  en  unas  cosas  y no  en 
otras,  y como  la  conciencia  del  juez  no  podía  dividirse,  era 
hasta  natural  que  siguiese  dando  á este  precepto  el  poco 
valor  que  había  atribuido  antes  á otros  de  la  misma  índole. 

172.  El  término  que  se  fijó  para  el  registro  de  los  instru- 
mentos sujetos  á inscripción,  fué  el  de  seis  dias  cuando  el 


otorgamiento  era  en  el  pueblo  del  registro,  y el  de  un  mes  s 
tenia  lugar  en  otro  del  partido , bajo  las  mismas  penas  d< 

, , Y de  D-  Fe,1Pe  v , para  castigar  la  omisión ; nada  díjt 
del  caso  en  que  no  se  otorgara  la  escritura  ni  en  la  cabera 

riSnTTT  de  l0S  pUeMos  del  Partid0  - debiendo  infe- 
mino  TI  Í^T  ,entonces  tener  los  contratantes  el  ter- 
so e los  concedidos.  Para  mejor  asegurar  e. 
(1)  Núms.  I,Cy8.  J 
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cumplimiento  de  la  ley , se  impuso  á los  escribanos  la  obliga- 
ción de  hacer  en  los  instrumentos  sujetos  á inscripción  la  ad- 
vertencia de  que  debia  tomarse  razón  de  ellos  dentro  del  tér- 
mino prefijado , y de  la  falta  de  eficacia  de  las  escrituras  por 
omisión  de  este  requisito  (1).  Adoptáronse  además  otras  provi- 
dencias oportunas  para  que  no  dejaran  de  cumplir  los  escriba- 
nos los  preceptos  que  se  les  imponian. 

173.  No  se  limitaron  á éstas  las  reformas  introducidas  por 
la  ley  de  Cárlos  III.  Corrigiendo  lo  que  venia  en  observancia 
desde  el  establecimiento  de  los  registros,  y saliendo  al  en- 
cuentro de  las  dificultades  prácticas  que  se  habían  ofrecido, 
ordenó  que  cuando  al  oficio  de  hipotecas  se  pidiera  alguna 
apuntación  estrajudicial  de  las  cargas  que  constaran  en  los  re- 
gistros, la  pudiera  dar  simplemente  ó por  certificación  auto- 
rizada, sin  necesidad  de  que  interviniera  decreto  judicial.  Fun- 
dóse para  esto  en  el  ahorro  de  las  costas  (2) , razón  sin  duda 
poderosa , pero  que  no  escluye  otra  muy  esencial , la  de  evitar 
pérdida  de  tiempo  y escusar  diligencias  judiciales  inútiles 
para  conseguir  lo  que  en  último  resultado  no  podría  menos 
de  acordarse. 

174.  Contenia  además  la  ley-instruccion  otras  muchas  dis- 
posiciones referentes  á regularizar  los  registros  y las  inscrip- 
ciones de  modo  que  aparecieran  con  facilidad,  distinción  y cla- 
ridad las  tomas  de  razón  (3),  á evitar  molestias  y dilaciones  álos 
interesados  que  habían  de  ser  despachados  en  términos  breví- 
simos (4),  á la  clase  de  documentos  que  debían  exhibirse  para 
la  inscripción  (5),  á la  forma  de  ésta  (6),  á la  nota  que  había  de 
ponerse  en  los  títulos  (7),  á los  asientos  de  las  redenciones  de 
censos,  hipotecas  ó fianzas  (8),  á los  honorarios  de  los  regislra- 

Í1)  Núms.  10  y 16. 

2)  Núm.  7. 

3)  Núms.  1 y 8. 

(4)  Núm.  2. 

(!>)  Núm.  3. 

(<>)  Núm.  4. 

(7)  Núm.  í>. 

(8)  Núm.  6. 


ios 
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dores  (1)  que  eran  los  escribanos  de  los  ayuntamientos  (2),  á 
las  fianzas  que  debían  dar  (3),  á la  vigilancia  sobre  los  regis- 
tros á la  custodia  de  los  libros,  que  se  custodiaban  en  las  casas 
consistoriales  (4) , á las  responsabilidades  de  los  escribanos, 
justicias  y regidores  (5),  á la  competencia  de  los  jueces  para 
castigar  las  contravenciones  (6),  á las  penas  en  que  incurrían 
los  infractores  (7) , y á otros  diferentes  puntos  de  orden  mas 
subalterno  que  los  que  dejamos  espuestos  ó indicados , y en 
cuyos  pormenores  no  debemos  entrar , atendida  la  índole  de 
esta  Introducción. 

175.  La  pragmática  de  1768  examinada  en  su  conjunto, 
fue  sin  duda  un  verdadero  progreso  en  la  legislación  hipote- 
caria: ¿diferencia  de  las  anteriores,  descendió  á muchos  pun- 
tos que  eran  indispensables  para  que  hubiera  algún  orden  y 
concierto  en  los  registros  de  hipotecas,  facilitó  la  obtención  de 
noticias  acerca  del  verdadero  estado  de  la  propiedad  inmue- 
ble, introdujo  reglas  prudentes  para  que  todos  los  que  otor- 
garan instrumentos  públicos  comprendieran  la  obligación  que 
la  ley  les  imponia  y fijó  honorarios  módicos  para  la  toma  de  ra- 
zón , de  modo  que  no  fueran  causa  de  retraer  de  la  inscripción 
á los  interesados.  Exigir  más  en  aquella  época,  en  que  tan  poco 


se  atendía  á la  legislación  hipotecaria  aun  en  las  naciones  mas 
avanzadas , seria  una  especie  de  anacronismo , porque  equi- 
valdría á juzgar  por  las  ideas  dominantes  hoy  la  conducta  de 
los  legisladores  de  los  siglos  que  pasaron. 

176.  Lo  mas  digno  de  notar  en  este  lugar  es  que  la  ley 
deD.  Carlos III ya  fué  general,  no  solo  para  los  pueblos  que 
habían  pertenecido  á la  antigua  Corona  de  Castilla , sino  para 
los  de  Aragón;  únicamente  Navarra,  que  conservaba  aun 
entonces , como  ha  conservado  hasta  muy  entrado  este  siglo, 

(1)  Núm.  9. 

(2)  Nútns.  l v 12 

(3)  Núm.  2. 
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su  constitución  particular,  sus  Cortes  especiales  y su  modo 
antiguo  de  formar  las  leyes , fué  la  parle  del  territorio  español 
europeo  á que  no  alcanzó  la  pragmática. 

177.  En  Cataluña , sin  embargo , presentó  algunas  dificul- 
tades el  establecimiento  de  los  registros  de  hipotecas  y la  eje- 
cución de  la  pragmática  por  las  circunstancias  particulares  del 
Principado.  Fué  necesario  removerlas,  aclarando  dudas  para 
proceder  en  lo  sucesivo  con  el  acierto , claridad  y distin- 
ción que  exigía  esta  materia , como  decia  el  Gobernador  co- 
mandante general  y Presidente  al  mismo  tiempo  de  la  Au- 
diencia de  aquel  importante  territorio,  en  el  edicto  de  11  de 
julio  de  1774,  es  decir,  mas  de  seis  años  después  de  publi- 
cada la  pragmática.  En  el  encabezamiento  de  este  edicto 
aparecen  las  causas  que  lo  motivaron  y los  cuerpos  que  tuvie- 
ron parte  mas  ó menos  inmediata  en  su  formación.  Entre  otras 
cosas,  dice:  Habiendo  resuello  el  Supremo  Consejo  de  Cas- 
tilla cuanto  conduce  á este  importante  asunto  con  orden 
comunicada  en  6 de  setiembre  de  1769 , para  precaver  que 
se  susciten  otras  (dudas) , evitando  por  este  medio  los  in- 
convenientes que  suelen  retardar  la  ejecución  de  lo  man- 
dado, y de  otra  parte  para  dar  un  pié  sólido,  firme  y es- 
table á la  referida  Real  pragmática , su  ejecución , cum- 
plimiento y observancia  en  un  asunto  en  que  se  interesa 
muy  de  lleno  el  beneficio  de  la  causa  pública , y á conse- 
cuencia de  lo  prevenido  por  las  citadas  Reales  órdenes  del 
Supremo  Consejo,  conferida  la  materia  con  la  Real  Au- 
diencia , é insiguiendo  el  acuerdo  de  ella , ordenamos  y 
mandamos  lo  siguiente ; después  de  cuyas  palabras  pasa  á 
fijar  las  reglas  de  que  vamos  á hacer  mención. 

178.  En  la  primera,  con  el  objeto  de  evitar  los  perjuicios 
de  los  interesados  en  el  registro,  por  la  distancia  á que  se 
hallaban  algunos  de  la  cabeza  del  partido,  se  establecieron 
oficios  de  hipotecas  á cargo  de  los  escribanos  de  ayuntamien- 
to en  31  pueblos  determinados,  se  señalaron  los  límites  de 
cada  uno  de  ellos,  y se  desestimaron  las  pretensiones  de  las 
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demás  poblaciones  que  habían  reclamado  ser  cabezas  departí- 
do  Preveníase  en  la  segunda  regla,  que  se  registraran  sin  di- 
ferencia tanto  las  escrituras  é instrumentos  que  contuvieran 
obligación  especial  de  bienes,  como  los  que  la  incluyeran  ge- 
neral espresando  que  esto  tenia  por  objeto  que  los  acreedo- 
res y cualquier  interesado , pudieran , antes  de  celebrar  sus 
contratos  ó para  el  fin  de  precaver  sus  intereses,  saber  las 
responsabilidades  d que  estuvieran  ligados  los  bienes  de  las 
personas  con  quienes  hubieren  de  tratar , y el  oficio  cierto 
donde  habían  de  tomar  esta  noticia.  Oí  denaba  la  terceia  re- 
gla que  se  registraran  todas  las  escrituras  de  bienes  raíces, 
constara  ó no  que  se  hallaran  gravados , las  instituciones  de 
heredero,  ó herencias  á quien  ó á quienes  se  diere  sustituto, 
las  donaciones  hechas  en  los  contratos  matrimoniales,  y todas 
las  fundaciones,  vínculos  ó fideicomisos  aunque  en  ellos  no  se 
señalaran  los  bienes  sobre  que  recaían , espresándose  que  en 
los  testamentos  escritos  ó cerrados  corrieran  los  términos  se- 
ñalados para  el  registro  desde  su  apertura  y publicación.  Se 
señalaba  en  la  regla  cuarta  la  persona  que  debia  llevar  las 
escrituras  al  registro , y prorogaba  la  quinta  hasta  tres  dias 
el  término  de  veinticuatro  horas  que  la  instrucción  compren- 
dida en  la  pragmática  habia  fijado  á los  escribanos  de 
ayuntamiento  para  las  tomas  de  razón.  La  regla  sesta  decla- 
raba que  estaban  sujetos  al  registro  los  instrumentos  en  todos 
y cada  uno  de  los  oficios  de  hipotecas , en  cuyo  territorio  se 
hallaran  sitas  las  fincas  obligadas,  en  el  que  respectivamente 
se  hubieran  otorgado,  y en  el  que  correspondiera  al  domici- 
lio del  contratante,  añadiendo  que  cuando  un  documento  bu- 
biera  de  inscribirse  en  dos  ó mas  oficios,  debieran  los  tremía 
días  señalados  para  el  registro  de  escrituras  otorgadas  en 
pue  o en  que  no  se  hallase  establecido  el  oficio,  entenderse 
Z!nlPr‘mW  r,eSÍStl'°’  concediéndose  igual  término  para  el 
da” uno  áT  ^a,la  *ercero  Y siguientes,  contándose  ca- 

esde  el  dif  divamente  y sin  intermisión 

desde  el  d.a  sigmente  al  registro  primero  que  se  hubiera 
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practicado.  Por  ultimo,  se  prevenia  en  la  regla  sétima,  que  á 
pesar  de  que  en  la  instrucción  comprendida  en  la  pragmática, 
quedaba  al  arbitrio  del  interesado  la  inscripción  de  la  reden- 
ción de  censos  y liberación  de  hipotecas  ó fianzas  no  hallándose 
registrada  la  obligación  principal,  debiese  siempre  tomarse  ra- 
zón de  tales  escrituras  en  el  oficio  en  que  correspondiera  ha- 
berse registrado. 

179.  Con  solo  cotejar  las  disposiciones  de  la  pragmática  y 
de  su  instrucción  con  las  contenidas  en  el  edicto  que  acaba- 
mos de  esponer , se  ven  adiciones  tan  importantes , cambios 
tan  graves,  que  puede  decirse  que  la  legislación  hipotecaria 
de  Cataluña  no  era  ya  igual  á la  de  las  otras  divisiones  terri- 
toriales de  la  Península.  Y necesario  es  confesarlo;  la  tenden- 
cia y el  espíritu  de  estas  reformas  era  mas  progresivo  que  la  ley 
de  que  eran  complemento.  No  nos  proponemos  examinar  de- 
tenidamente aquí  estas  diferencias;  bástanos  llamar  la  aten- 
ción sobre  que  al  mismo  tiempo  que  la  pragmática  se  limitaba 
á sujetar  á inscripción  las  hipotecas  especiales  y espresas,  el 
edicto  se  estendia  á las  generales;  que  aquella  se  concretaba  á 
los  contratos  y actos  entre  vivos,  y esta  se  estendia  á las  adqui- 
siciones por  última  voluntad;  que  al  paso  que  según  la  prag- 
mática bastaba  la  toma  de  razón  en  el  registro  á que  corres- 
pondiera el  pueblo  en  que  estuviese  sita  la  finca,  cualquiera  que 
fuera  el  del  otorgamiento  ó el  domicilio  del  contratante,  con 
arreglo  al  edicto  eran  necesarias  frecuentemente  diferentes  to- 
mas de  razón  por  ser  distintos  los  pueblos  del  contrato,  del 
domicilio  de  los  otorgantes  y de  la  situación  de  los  bienes;  que 
el  edicto  hacia  obligatorias  inscripciones  que  no  lo  eran  por 
la  pragmática,  y que  introducia  otros  cambios,  menos  impor- 
tantes, pero  bien  entendidos  que  contribuían  á la  mayor  perfec- 
ción del  sistema  hipotecario.  Estas  alteraciones  nos  parecen 
aceptables,  y precursoras  del  sistema  completo  de  publicidad, 
que  es  el  alma  de  la  reforma  que  inaugura  la  nueva  Ley  hipo- 
tecaria. Solo  consideramos  vejatoria  y no  necesaria  la  múlti- 
ple inscripción  de  una  misma  hipoteca  especial  en  diferentes 
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registros  * estarían  bastante  garantidos  á nuestro  juicio  ios 
terceros  adquirentes,  ó interesados  con  la  inscripción  sola  en 
el  registro  correspondiente  al  lugar  en  que  radicara  la  finca. 

180 ' Pero  ;cómo  se  esplica  que  una  ley  general  como  lo 
era  la  ora-mática  de  1768.se  modificara  y alterara  en  puntos 
tan  graves  por  el  edicto  de  1774?  ¿Cómo  se  comprende  que 
cuando  se  trataba  de  que  una  ley  sola  en  materia  de  hipotecas 
ri-iera  en  los  antiguos  Estados  de  Aragón  y de  Castilla,  se 
hicieran  en  Cataluña,  una  de  las  partes  que  componían  aquella 
Corona,  cambios  tan  profundos  que  no  alcanzaran  á los  demás 
Estados  que  formaban  la  Monarquía?  Esto  solamente  se  es- 
plica,  considerando  que  si  bien  en  el  reinado  de  D.  CárlosIII, 
el  espíritu  de  la  unidad  y de  la  centralización  hizo  grandes 
progresos,  estuvo  muy  lejos  de  estar  completamente  desen- 
vuelto: mas  que  por  principios  y por  sistema,  se  iba  solo 
instintivamente  á la  unidad.  La  igualdad  de  leyes  civiles 
y administrativas,  tan  apetecida  en  nuestros  dias,  no  era 
entonces  objeto  de  estudio  continuo  para  los  hombres  de 
Estado;  si  lo  hubiera  sido,  habríamos  encontrado  mucho  mas 
desembarazado  el  camino  para  conseguirla  en  nuestros  dias. 
No  es  pues  estraño  que  sin  grandes  dificultades  el  Consejo  de 
Castilla,  en  sus  deseos  de  perfeccionar  lo  que  pocos  años  an- 
tes habia  consultado  al  Rey,  aprovechara  la  ocasión  que  le 
presentaban  las  dudas  y obstáculos  ocurridos  en  Cataluña  para 
verificarlo  con  respecto  á aquel  territorio.  ¿Pero  por  qué  no 
hizo  ostensiva  la  reforma  á los  demás  pueblos?  En  el  espíritu 
de  nuestros  dias  esto  parece  estraño:  no  lo  era  sin  embargo 
en  el  siglo  XVIII  por  las  razones  que  dejamos  indicadas. 

181.  Con  las  leyes  de  D.  Cárlos  III  en  esta  materia,  sucedió 
en  gran  parte  lo  mismo  que  con  las  de  D.  Cárlos  y D.a  Juana, 

• e ipe  I y D.  Felipe  V:  para  que  no  fueran  secundadas  por 

ZXr  ^ hlteréS  debian  tener  en  su  ejecución  cumplida, 
Así  vm!  muchas  df ,as  causas  *lue  á ello  habían  dado  lugar. 

w mÍSmo  afto  de  1774  se  formaron  dos  au- 
‘ * del  Consejo  dmgidos  al  cumplimiento  de  la  ley. 
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Uno  fue  circulado  en  26  de  febrero:  en  él  se  ordenaba  que 
las  Cliancillerías  y Audiencias  dispusieran  la  publicación  de 
edictos  en  todos  los  pueblos,  para  que  los  que  tuvieran  censos 
é hipotecas  á su  favor , acudieran  en  el  término  de  sesenta 
dias  perentorios,  á tomar  razón  en  las  Contadurías  de  hipote- 
cas, lo  que  no  podrían  escusarse  de  hacer  con  el  pretesto  de 
estar  constituidos  con  anterioridad  á la  promulgación  de  la 
Real  pragmática  (1).  El  otro  era  de  l.°  de  julio  siguiente, 
en  el  cual  se  prorogaba  por  un  año  mas  el  término  señala- 
do en  el  que  precede. 

182.  Ni  bastaron  estas  prórogas , porque  poco  tiempo 
después  en  1782,  tuvo  el  Consejo  que  estender  el  término 
por  dos  años  (2),  como  lo  hizo  de  nuevo  por  igual  tiempo 
en  órdenes  de  23  de  agosto  de  1784  y 14  de  mayo  de  1787. 
Bastaría  este  continuo  otorgamiento  de  plazos,  para  conocer 
la  imperfección  de  un  sistema  que  sin  interrupción  necesitaba 
nuevos  recuerdos  y nuevas  prescripciones,  y que  á pesar  de 
todo  no  producía  efecto.  Y de  notar  es  la  poca  importancia 
que  el  Consejo  daba  al  precepto  de  la  pragmática  de  que  no 
hicieran  fé  ni  en  juicio  ni  estrajudicialmente  los  instrumentos 
que  sujetos  á inscripción  no  hubieran  sido  oportunamente  re- 
gistrados para  el  efecto  de  perseguir  las  hipotecas  y los  gra- 
vámenes, pues  que  á pesar  de  haber  caducado  por  prescrip- 
ción el  derecho  de  los  que  por  omisión  habían  incurrido  en 
esta  pena,  lo  resucitaban  implícitamente  al  conceder  las  pró- 
rogas, vulnerando  el  que  á su  vez  habían  adquirido  los  due- 
ños de  las  fincas  hipotecadas  ó gravadas.  Estas  prórogas  ten- 
drían esplicacion  plausible  tal  vez  si  se  limitaran  solo  al  in- 
dulto de  los  derechos  y penas  fiscales,  pero  no  en  la  parte 
que  se  referian  á dar  nueva  vida  en  perjuicio  de  tercero  al 
derecho  que  por  el  mero  trascurso  del  tiempo,  y solo  en  vir- 
tud del  ministerio  de  la  ley,  había  quedado  estinguido. 

183 . Regular  hubiera  sido  que  cuando  tan  generoso  se  mos- 
traba el  Consejo  en  conceder  prórogas  generales,  no  acudiera 
ú otros  medios  para  dejar  ineficaces  las  leyes.  Pero  no  sucedió 
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nnrnMP  se  creía  también  autorizado  para  dispensar  de  sil 
observancia  en  casos  particulares  rehabilitando  el  trascur- 
so del  tiempo  y mandando  registrar  las  escrituras  de  los 
que  solicitaban  esta  gracia.  El  abuso  llegó  á tal  punto,  que  á 
imitación  del  alto  Cuerpo  que  estaba  á la  cabeza  de  toda  la 
magistratura,  los  tribunales  superiores  se  atribuyeron  la  fa- 
cuitad  de  conceder  esta  misma  gracia,  ejemplo  que  cundió, 
también  á los  inferiores.  Fundándose  en  esto  una  Real  orden 
de  este  reinado  (1),  dice,  que  de  aquí  resultó  que  después  de 
tres  siglos  que  se  concibió  y sancionó  en  una  ley  del  reino,  el 
pensamiento  de  establecer  el  registro  de  hipotecas,  y á pesar 
de  tantas  y tan  repetidas  disposiciones,  todavía  no  habia  te- 
nido perfecto  cumplimiento. 

184.  Fn  el  reinado  del  Sr.  D.  Cárlos  IV  encontramos  una 
nueva  próroga  de  dos  años  concedida  por  el  Consejo  en  31  de 
julio  de  1789  para  la  presentación  de  documentos  á la  toma 
de  razón  en  las  contadurías  de  hipotecas,  con  el  mismo  fin  de 
procurar  el  mas  exacto  cumplimiento  de  lo  que  la  ley  tenia 
establecido  para  las  inscripciones  de  los  derechos  reales  en 
bienes  inmuebles. 

185.  Después  de  nuestra  gloriosa  guerra  de  la  Indepen- 
dencia en  que  la  invasión  estranjera  impidió  la  regular  admi- 
nistración del  Estado,  no  es  de  estrañar  que  se  notaran  en  el 
cumplimiento  de  las  leyes  de  hipotecas  por  parte  de  los  que 
debían  inscribir  sus  títulos,  mayores  omisiones  aun  que  en  los 
dos  reinados  anteriores.  De  esto  se  lamentó  en  una  esposicion 
al  Consejo  el  Contador  general  de  hipotecas  de  Madrid  y su 
partido,  lo  que  dió  lugar  á que  aquel  Tribunal  espidiera  una 
ciicular  en  22  de  enero  de  1816  reencargando  la  puntual  ob- 
servancia de  la  pragmática  de  1768  y las  disposiciones  poste- 
ñores  que  prevenían  la  toma  de  razón  de  documentos,  proro- 
gan  o por  tres  meses  mas  el  término  para  los  tenedores  de 

kTdemis  » la  Provincia  de  Madrid,  y por  seis  para  los  de 
demas  piovmcias  del  reino.  Otra  nueva  próroga  de  seis 

(1)  De  22  de  enero  de  15*36. 
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meses  como  término  último  y perentorio  se  concedió  también 
por  el  Consejo  en  12  de  julio  de  1825. 

186.  Mas  importante  que  la  anterior  disposición  fueron 
otras  del  mismo  reinado  del  Sr.  D.  Fernando  VII,  en  uno  de 
los  Reales  decretos  de  31  de  diciembre  de  1829.  En  él,  des- 
pués de  recordarse  nuestra  legislación  relativa  á los  regis- 
tros, se  estableció  un  impuesto  calificado  de  lijero  que  de- 
bía comenzar  á cobrarse  desde  el  dia  próximo,  denominándo- 
lo derecho  de  hipotecas  por  las  ventas,  cambios , donaciones 
y contratos  de  todas  clases  que  contuvieran  traslación  de  do- 
minio directo  ó indirecto  de  bienes  inmuebles.  Este  impuesto 
consistía  en  el  medio  por  ciento  del  capital  sobre  que  versa- 
ban los  contratos , y debía  satisfacerse  en  el  acto  de  tomarse 
razón  en  los  oficios  de  hipotecas.  El  decreto  fué  fatal  á los  re- 
gistros considerados  bajo  su  aspecto  verdaderamente  civil, 
porque  aumentó  la  propensión  antigua  de  no  cumplir  con  el 
precepto  de  la  ley  por  la  esperanza  de  eludir  el  impuesto,  de 
que  no  encontraba  medio  de  eximirse  el  que  registraba , y lo 
que  es  peor,  porque  empezó  ádará  los  registros  de  hipotecas 
en  gran  parte  el  carácter  de  una  institución  fiscal  con  depen- 
dencia del  Ministerio  de  Hacienda , además  de  la  que  por  su 
naturaleza  tenían  del  de  Gracia  y Justicia.  Prevaleció  por  com- 
pleto el  interés  fiscal  sobre  el  civil , que  había  sido  la  causa 
esclusiva  del  establecimiento  de  los  registros , y consecuen- 
cia lógica  de  esto  debía  ser  que  las  disposiciones  que  se  die- 
ron para  la  ejecución  del  Real  decreto , aumentaran  los  inconve- 
nientes del  nuevo  carácter  que  tomaba  la  institución  antigua. 

187.  Así  sucedió:  en  la  Real  instrucción  dada  en  29  de  ju- 
lio de  1830  para  la  recaudación  del  derecho  de  hipotecas,  ya 
se  declaraba  que  bajo  la  denominación  de  bienes  inmuebles,  se 
comprendían  los  oficios  y otros  cualesquiera  derechos  perpe- 
tuos (1);  se  repetía  una  vez  mas  que  no  serian  admitidos  en 
juicio,  ni  producirían  efecto  alguno  los  documentros  #ie  care- 
cieran del  requisito  esencial  de  haberse  lomado  razón  en  el 

(I)  Art.  15  do  la  Real  órden  instrucción  de  20  de  julio  de  1830. 
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oficio  do' hipotecas  previo  el  pago  del  nuevo  impuesto  (1); 
se  reencarnaba  á los  escribanos  hipotécanos  llevar  los  libros 
al  tenor  de  lo  que  se  habia  ordenado  en  la  Real  pragmática 
de  1768  (2)  y se  les  señalaban  sus  relaciones  con  la  Adminis- 
tración entre  las  cuales  se  hallaba  la  obligación,  de  poner  en 
su  conocimiento  las  inscripciones  que  hacian  (3);  se  prescribia 
á los  escribanos  otorgantes  la  fórmula  relativa  á la  necesidad 
de  la  toma  de  razón  y pago  que  debían  escribir  al  final  de  los 
documentos  originales,  copias  y testimonios  (4);  se  les  orde- 
naba que  dieran  cuenta  á la  Administración  de  los  actos  ó 
contratos  que  ante  ellos  pasaran  cuando  estuviesen  sujetos  al 
impuesto  (5);  se  les  prevenia  que  en  virtud  del  aviso  que  de- 
bian darles  los  escribanos  hipotecarios,  pusieran  al  final  de  las 
matrices  ó protocolos  las  anotaciones  correspondientes  de  es- . 
tar  tomada  la  razón  y pagado  el  impuesto , y se  les  prohibia 
que,  sin  qué  estos  estreñios  les  constaran,  dieran  copias  ó tes- 
timonios de  las  escrituras  ante  ellos  Otorgadas  (6);  se  señala- 
ban á los  interesados  brevísimos  términos  para  hacer  las  ins- 
cripciones (7);  se  sujetaba  á éstos  á una  ley  especial  penal  del 
mismo  modo  que  á los  escribanos  hipotecarios  y otorgan- 
tes por  los  perjuicios  que  ai  Erario  se  ocasionaran  (8);  se  daba 
á los  visitadores  de  rentas  la  facultad  de  reconocer  los  libros 
y asientos  de  los  escribanos  (9);  se  concedia  á éstos  el  dos 
por  ciento  de  la  recaudación  para  recompensarlos  por  los 
trabajos  que  se  les  encargaban,  y para  estimular  su  celo  (10), 
y se  ordenaba  á los  corregidores  y alcaldes  mayores  remitir 
anualmente  en  época  dada,  copia  de  la  matrícula  de  los  ins- 
trumentos otorgados  en  las  escribanías  de  sus  partidos  (11). 

(1)  Art.  8.° 

(2)  Art.  12. 

Art.  31. 

Art.  14. 

Art.  16. 

Art.  21. 

Art.  15. 


(3) 

(4) 

ú 

b 

(9 


Arts.  19  y 38. 
Art.  33. 

(10)  Art.  37. 

(U)  Art.  35. 


INTRODUCCION  HISTORICA.  117 

Todas  las  disposiciones  que  acabamos  de  enumerar,  con  otras 
relativas  á la  percepción  del  impuesto , estaban  dictadas  por 
el  Ministerio  de  Hacienda. 

188.  Desde -la  publicación  de  esta  Instrucción,  los  regis- 
tros perdieron  en  gran  parte  su  carácter  primitivo:  sujetos  á 
dos  Ministerios  diferentes,  considerándose  cada  uno  de  ellos 
con  derecho  para  dictar  las  regias  que  estimaba  convenientes, 
faltaba  la  unidad  de  acción  en  el  Gobierno,  y este  mal  con 
todas  sus  necesarias  consecuencias  se  completaba  por  la  doble 
fiscalización  que  en  las  escribanías  y registros  ejercian  las  au- 
toridades judiciales  y administrativas , sin  tener  ni  ellas , ni 
los  Ministerios  de  Gracia  y Justicia  y Hacienda  bien  y clara- 
mente definidas  sus  respectivas  atribuciones.  Prevaleció,  co- 
mo ha  sido  frecuente  en  nuestros  tiempos,  el  interés  del  Era- 
rio: quedó  pospuesto  y como  en  segundo  término  el  principio 
civil  que  presidió  á la  introducción  de  los  registros:  la  obra 
comenzada  por  D.  Cárlos  I y regularizada,  como  la  época  lo 
permitía,  por  D.  Cárlos  III,  perdió  su  carácter  civil  y tradicio- 
nal: en  adelante,  como  decía  la  Instrucción  antes  citada  (1), 
era  considerado  el  derecho  de  hipotecas  en  todos  los  casos  y 
para  todos  los  efectos  como  uno  de  los  ramos  del  Erario:  los 
Ministros  de  Hacienda  puede  decirse  que  eran  los  que  en  ma- 
teria de  hipotecas  legislaban;  y como  lo  que  principalmente 
les  interesaba  era  el  aumento  de  los  ingresos  del  Tesoro  por 
ser  lo  que  tenia  que  llamar  preferentemente  su  atención,  y 
con  especialidad  en  uña  época  en  que  luchaban  con  tantas 
dificultades,  no  es  de  estrañar  que  quedara  desatendido  el 
objeto  primordial  á que  debieron  los  registros  su  estable- 
cimiento. Agregóse  á esto  que  sujetos  los  que  enajenaban 
y adquirían  al  pago  de  un  impuesto,  pues  que  los  primeros 
tenían  que  pagar  la  alcabala,  y los  segundos  el  derecho  hipo- 
tecario (2),  se  daba  márgen  á que  vinieran  á refluir  contra 
las  inscripciones  los  fraudes  que  suelen  emplearse  desgra- 

(1)  Art.  i.° 

(2)  Art.O." 
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ciadamente  con  alguna  frecuencia,  ocultando  las  enajenacio- 
nes ó acudiendo  á otros  medios  reprobados  para  disminuir 
las  cantidades  que  deben  satisfacer  al  Erario.  No  hay  que  des- 
conocerlo ni  disimularlo:  el  impuesto  llamado  hipotecario  que 
no  debemos  aquí  examinar  bajo  su  aspecto  económico  ni 
rentístico,  porque  no  entra  en  el  objeto  de  esta  obra,  exami- 
nado bajo’ el  aspecto  puramente  civil,  es  una  de  las  dificulta- 
des mas  graves  con  que  naturalmente  tropieza  la  ejecución  de 
las  leyes  de  hipotecas. 

189.  Considerados  los  registros,  según  hemos  dicho,  como 
una  institución  rentística,  aunque  sin  perder  su  carácter  de 
civil , regular  era  que  'se  multiplicaran  respecto  á ellos  las 
disposiciones  fiscales  en  que  siempre  se  atendia  sobre  todo  al 
aumento  de  los  productos.  Entre  otras  varias,  menos  impor- 
tantes de  las  que  bajo  este  supuesto  frecuentemente  se  dic- 
taban, debemos  aquí  ante  todo  mencionar  la  Real  orden  que, 
promovida  por  el  Gobernador  del  Consejo  de  Hacienda , se  dio 
en  15  de  julio  de  1833,  de  conformidad  con  lo  propuesto  por 
la  Dirección  general  de  rentas  y Contaduría  general  de  va- 
lores, para  que  se  procediera  á la  enajenación  vitalicia  de  las 
Contadurías  de  Hipotecas , en  beneficio  de  la  Real  Caja  de 
Amortización , enajenación  que  ha  sido  una  de  las  dificultades 


que  ha  habido  que  vencer  para  plantear  la  nueva  ley  hipo- 
tecaria. Esta  Real  orden,  espedida  por  el  Ministerio  de  Ha- 
cienda, dá  la  medida  de  lo  que  podia  esperarse  de  los  que 
legislando  en  materia  de  hipotecas  desconocian  así  la  impor- 
tancia de  la  institución  civil  que  por  desgracia  del  país  habia 
caido  en  manos  tan  imperitas.  Resucitábanse  las  enajenacio- 
nes de  oficios  públicos  en  una  época  en  que  estaba  completa- 
mente desacreditado  este  medio  de  aumentar  los  ingresos  del 
esoro;  cometíase  una  especie  de  anacronismo,  caminando 
con  ia  e espíritu  y las  tendencias  de  la  época , y se  venia  otra 
vez  a establecer  la  regla  de  que  debia  ser  preferido  para  ob- 
lea r los  empleos  públicos,  no  el  mas  idóneo,  sino  el  mas  rico. 

- vía  «acusar  esto  diciendo  que  la  enajenación  se  hiciera 
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bajo  las  correspondientes  seguridades  por  parte  de  los  ele- 
gidos, de  probidad,  suficiencia,  fianzas  y pago  de  vali- 
miento, prefiriéndose  por  el  tanto,  supuestas  las  mismas 
condiciones , á los  escribanos  de  ayuntamiento , ó que  los 
mismos  ayuntamientos,  como  dueños  por  la  ley  de  hacer  es- 
tas elecciones  en  sus  escribanos  de  cabildo,  pagaran  el  pro- 
pio servicio  de  valimiento , porque  las  dependencias  de  Ha- 
cienda en  las  que  se  seguía  todo  este  negocio  no  tenían  compe- 
tencia para  juzgar  del  mérito  relativo  de  los  lidiadores,  ni 
éstos  se  sometían  á ninguna  prueba  por  la  que  pudiera  cono- 
cerse , ni  para  las  oficinas  de  Rentas  había  mayor  mérito  y 
capacidad  que  el  mayor  precio  de  la  subasta,  y por  último, 
porque  ese  respeto  que  con  hipocresía  parecía  darse  al  dere- 
cho de  los  ayuntamientos  para  hacer  tales  elecciones,  no  era 
verdad , puesto  que  no  podían  ejercerlo  sin  satisfacer  el  ser- 
vicio de  valimiento.  Sensible  es  que  en  nuestra  historia  mo- 
derna se  lea  esta  página  que  tan  poco  la  favorece. 

190.  Contra  estas  enajenaciones  reclamó  el  ayuntamiento 
de  Barcelona : su  voz  fué  desestimada , declarándose  por  otra 
Real  orden  de  30  de  junio  del  año  siguiente  que  no  había  mo- 
tivo para  alterarlas , si  bien  conformándose  el  Gobierno  con  lo 
espuesto  por  la  Dirección,  ordenó  que  pudieran  admitirse  pos- 
turas de  arrendamiento  anual , porque  así  se  hacia  con  las  es- 
cribanías de  Rentas , y añadiendo  que  de  este  modo  se  podría 
quizá  sacar  mas  ventajas  que  con  el  precio  pagadero  una 
sola  vez,  facilitándose  al  mismo  tiempo  este  alivio  á los 
interesados  que  no  cuenten  con  el  contado  del  remate  para 
el  entero  del  caso.  No  podía  esperarse  otra  cosa  mientras  la 
importante  institución  de  los  registros  se  considerara  principal- 
mente como  una  rueda  de  la  Administracisn  rentística  y un 
medio  de  aumentar  los  ingresos  del  Erario. 

191.  Mientras  que  por  el  Ministerio  de  Hacienda  se  toma- 
ban repetidas  disposiciones  que  afectaban  inmediatamente  al 
impuesto,  pero  que  por  consecuencia  refluían  en  el  registro, 
alguna  vez  el  Ministerio  de  Gracia  y Justicia  daba  señales  de 
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oue  comprendía  el  carácter  verdaderamente  civil  de  esta  ins- 
titución v que  la  miraba  también  como  de  su  competencia. 
£n  31  de  octubre  de  1835  espedía  una  Real  orden  mas  nota- 
ble en  su  parte  narrativa  que  en  la  dispositiva.  En  aquella 
se  hacia  cargo  de  las  dudas  á que  habia  dado  lugar  el  art.  2. 
de  la  pragmática  de  1768  respecto  á si  la  pena  impuesta  en 
ella  v en  las  leyes  á que  se  refiere  en  el  caso  de  no  haberse 
tomado  razón  de  las  escrituras  dentro  de  los  términos  que 
sucesivamente  se  habian  fijado , se  limitaba  á los  documentos 
otorgados  con  posterioridad  á su  publicación , ó si  comprendía 
también  los  anteriores,  consideraba  la  diversa  inteligencia  que 
se  le  daba  en  los  tribunales  y aun  en  un  mismo  tribunal,  y la 
necesidad  que  habia  de  que  en  todos  se  observara  una  regla 
general  y uniforme  para  evitar  perjuicios  á los  poseedores  de 
bienes  en  daño  de  la  propiedad  y de  su  fácil  circulación,  y de- 
cía , por  último , que  las  gracias  que  se  concedían  por  el  Go- 
bierno debían  entenderse  siempre  sin  perjuicio  de  tercero , lo 
mal , anadia , no  puede  nunca  tener  efecto  respecto  de  la 
autorización  acor1  dada  para  subsanar  el  defecto  de  la  toma 
de  razón  de  las  escrituras  de  imposición , pasado  el  tér- 
mino designado  por  la  ley , porque  es  siempre  en  perjuicio 
manifiesto  del  poseedor  denlos  bienes.  Estas  palabras,  si  bien 
solo  comprendidas  en  la  parte  espositiva  de  la  Real  orden, 
tienen  grande  importancia,  porque  separándose  del  modo 
que  hasta  entonces  se  habian  comprendido  las  prórogas  de 
términos,  y por  consiguiente  las  autorizaciones  especiales  para 
registrar  fuera  de  ellos,  limitaban  estos  favores  á lo  que  la 
justicia  permitía,  y no  daban  vida  á los  derechos  estinguidos, 
ni  perjudicaban  á tercero.  Era  la  primera  vez  que  se  hacia  una 
declaración  de  esta  clase , y que  esplicaba  cómo  debía  enten- 
derse lo  que  se  ordenaba  en  la  parte  dispositiva,  á saber , que 
^tenores  á la  promulgación  de  la  pragmática  • 

ororo^ablpdfM  ^ re^s*radas  en  término  perentorio  ini- 
do no  tendmnes  meses’  pasado  el  cual  sin  haberlo  verifica- 
do,  no  tendrían  nmgun  efecto  enjuicio,  y que  en  adelante 
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no  se  diera  curso  ni  en  el  Ministerio,  ni  en  el  Consejo  Real  de 
España  é Indias,  ni  en  ninguno  de  los  tribunales  y juzgados  del 
reino,  á las  solicitudes  dirigidas  á obtener  autorización  para  que 
pasado  el  término  , se  tomara  razón  de  las  escrituras,  bien  an- 
teriores, bien  posteriores  á la  pragmática.  La  situación  triste 
en  que  se  encontraban  entonces  las  provincias  Vascongadas, 
la  de  Navarra  y las  de  Cataluña,  dieron  lugar  á que  en  30  de 
diciembre  del  mismo  año  se  declarara  que  con  respecto  á ellas 
se  suspendía  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  que  acabamos 
de  esponer,  hasta  la  conclusión  de  la  guerra  civil.  Este  tér- 
mino se  amplió  en  23  de  enero  de  1836  hasta  fin  del  mis- 
mo año,  diciéndose  que  era  plazo  perentorio  é improrogable. 
Pero  tampoco  lo  fué,  porque  atendiendo  al  estado  de  la  guer- 
ra que  desgraciadamente  continuaba,  y á los  inconvenien- 
tes y dificultades  que  había  entonces  para  registrar , se  or- 
denó en  24  de  octubre  de  1836,  esto  es,  antes  de  espirar 
el  plazo  otorgado  que  aun  después  de  él  pudieran  regis- 
trarse los  instrumentos,  reservándose  el  Gobierno  señalar  el 
dia  en  que  debería  concluir  esta  facultad,  que  no  se  quería  pro- 
rogar indefinidamente  sino  solo  mientras  duraran  aquellas 
circunstancias.  Este  dia  se  fijó  en  24  de  agosto  de  1842  en  lo 
restante  de  aquel  año,  volviendo  á decirse  que  era  término  úl- 
timo é improrogable.  Pero  por  consecuencia  de  las  muchas  que- 
jas que  se  elevaron  al  Gobierno,  en  que  tomaron  parte  corpo- 
raciones populares,  y la  Asociación  de  propietarios  territoria- 
les de  España,  se  suspendió  de  nuevo  el  término  en  28  de  di- 
ciembre del  mismo  año , hasta  que  oido  el  Tribunal  Supremo 
de  Justicia  á quien  se  pedia  informe  con  urgencia,  se  adopta- 
ra la  resolución  definitiva.  Esta  se  hizo  esperar,  hasta  que  en 
11  de  abril  de  1848  se  espidió  otra  Real  orden  en  que  se  de- 
jaban sin  efecto  la  de  24  de  agosto  de  1842 , y cualesquiera 
otras  contrarias  á lo  dispuesto  por  la  pragmática  de  1768,  lla- 
mando en  ella  muy  particularmente  la  atención  que  el  Gobier- 
no que  tan  á su  sabor  legislaba,  como  le  placía,  en  materia  de 
hipotecas»  alegara  por  toda  razón  que  como  la  pragmática  era 
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una  lev  solo  podia  ser  modificada  por  otra  ley.  Lo  mas  sin- 
gular aue  hay  en  todo  esto,  es  lo  mal  que  entendían  los  pro- 
pietarios sus  intereses  verdaderos  que  consistían  en  la  segun- 
dad de  sus  derechos,  tanto  antiguos  como  modernos , contra 

la  que  conspiraban  sus  resistencias. 

192  Del  Ministerio  de  Gracia  y Justicia  salió  en  estos 
mismos  tiempos  otra  resolución  importante  que  se  publicó  en  17 
de  octubre  de  1836.  No  era  entonces  ya  necesaria  la  cualidad 
de  escribano  para  ser  secretarios  de  Ayuntamiento:  de  aquí 
nació  la  duda  de  si  deberían  estos  tener  á su  cargo. los  regis- 
tros de  hipotecas  como  antes,  ó si  convendría  que  en  su  lugar 
entraran  personas  que  tuvieran  fé  pública  para  ofrecer  á los 
interesados  mayor  seguridad  y confianza.  La  resolución  del 
Gobierno  fue,  que  mientras  se  verificaba  el  arreglo  definitivo 
de  los  oficios  de  hipotecas,  en  todos  los  puntos  en  que  se  en- 
contraran estos  cargos  desempeñados  por  secretarios  de 
Ayuntamiento  que  no  tuvieran  la  cualidad  de  escribanos,  los 
sirviera  el  escribano  mas  antiguo  de  los  de  la  cabeza  de 
partido,  el  cual  debería  hacer  los  asientos  ó registros  dentro 
de  la  misma  casa  capitular,  donde  se  conservarían  al  intento 
el  libro  ó libros  necesarios,  foliados  y rubricados  en  todas  sus 
páginas  desde  el  principio  por  el  mismo  escribano  y por  el 
juez  del  partido.  Ordenábase  además,  que  en  las  vacantes 
que  ocurrieran  de  oficios  servidos  entonces  por  secretarios  de 
Ayuntamiento  que  reunieran  la  cualidad  de  escribanos,  se  ob- 
servara en  lo  sucesivo  la  misma  regla  de  ponerlos  á cargo 
del  escribano  mas  antiguo  de  la  cabeza  del  partido.  Esta  dis- 
posición, que  fué  reiterada  nuevamente  en  7 de  octubre 
de  1844,  y en  7 de  diciembre  de  1848,  muestra  bien  clara- 
mente la  tendencia  diferente  de  los  Ministerios  de  Gracia  y 
usticia  y Hacienda,  atento  el  primero  constantemente  al  in- 

ore  nnrllint  los 5eSi,stros>  Y Preocupado  el  segundo  siem- 

■ ¡L  „ eres  fiscal  á que  todo  lo  subordinaba. 

nuevo  el  «elln'i  ° 6 ®‘n'stcr'°  Hacienda  en  imprimir  de 
nuevo  el  sello  de  su  autoridad,  en  lo  que  á los  registros  de 
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hipotecas  se  refiere.  Dióle  á ello  lugar,  el  haberse  aumenta- 
do en  los  nuevos  aranceles  de  los  juzgados  los  derechos  de 
toma  de  razón  señalados  en  la  pragmática  de  1768,  disposi- 
ción que  movió  á la  Dirección  general  de  Rentas  y Arbitrios 
de  Amortización  á que  consultara  si  debian  considerarse 
subsistentes  ó sujetos  á reforma  los  arrendamientos  que  de 
los  oficios  de'  hipotecas  se  habian  celebrado  con  anteriori- 
dad al  aumento.  No  podia  ser  dudosa  la  resolución  para  un 
Ministerio  que  miraba  todo  lo  que  á hipotecas  se  referia  prin- 
cipalmente como  una  renta  del  Estado:  no  tenia  que  detener- 
se en  si  los  antiguos  honorarios  eran  ó no  bastantes  para  re- 
tribuir el  trabajo  de  los  escribanos,  ni  en  la  conveniencia  de 
que  esta  clase  estuviera  convenientemente  retribuida,  para  que 
no  quedaran  abandonados  los  registros  á los  menos  capaces,  ó 
á los  menos  respetables.  Prevaleció  como  siempre  la  idea  de 
que  sobre  todos  los  intereses  estaba  el  del  Erario;  y en  3 de 
diciembre  de  1838  se  espidió  una  Real  orden  disponiendo,  en- 
tre otras  cosas,  que  los  que  se  hallaban  en  el  caso  consultado, 
pudieran  continuar  desempeñando  sus  oficios , allanándose  á 
satisfacer  en  las  oficinas  de  Amortización,  además  de  la  can- 
tidad del  contrato  j la  mitad  del  aumento  que  resultara  entre 
los  derechos  que  percibían  antes  de  la  publicación  de  los 
nuevos  aranceles  de  juzgados,  y los  que  después  cobraban, 
y que  respecto  á aquellos  que  no  se  conformaran  con  esto,  se 
declarase  la  caducidad  del  arrendamiento  como  lesivo  al.  Es- 
tado , pasando  en  tai  caso  al  escribano  mas  antiguo  del  par- 
tido. En  esta  última  medida  se  obraba  sin  duda  con  acierto, 
como  igualmente  cuando  se  ordenaba  después  que  los  registros 
se  establecieran  en  las  cabezas  de  partido,  quedando  al  cui- 
dado del  Gobierno  fijarlos  también  en  alguna  otra  población 
si  lo  creyese  conveniente  y útil  á la  misma,  con  presencia 
de  su  vecindario,  industria  y comercio,  y por  último,  que  to- 
das estas  reglas  solo  tenían  el  carácter  de  provisionales.  Pa- 
ra no  dar  efecto  retroactivo  á esta  Real  orden  en  perjuicio  de 
tercero,  se  declaró  en  17  de  noviembre  de  1842  que  lo  que 
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establecía  en  ella  respecto  á los  puntos  en  que  debían  es- 
tar los  registros,  no  se  entendiese  con  los  que  habían  sido  ena- 
jenados por  arrendamiento  ó renta  vitalicia,  los  cuales  perma- 
neceríandonde  se  hallaban  con  el  mismo  territorio  de  su  do- 
tación especial,  no  podiendo  crearse  otro  en  ningún  pueblo 
de  su  antigua  demarcación,  pero  sin  perjuicio  de  que  si  por  no 
r establecidos  algunos  en  los  pueblos  cabezas  de  partido, 
mrn  realizable  y conveniente  la  traslación  á ellos,  se  verifi- 
case.  Esto  fue  también  confirmado  de  nuevo  en  la  Real  or- 
den’de  7 de  octubre  de  1844,  espedida  por  el  Ministerio  de 
Gracia  y Justicia,  de  que  ya  hemos  hecho  mención  anterior- 
mente. 

194.  La  reforma  del  sistema  tributario  verificada  en  1845, 


que  se  estendió  al  derecho  de  hipotecas,  debia  naturalmente 
hacer  sentir  su  influencia  en  los  registros.  La  obra  comenza- 
da en  1829  llegó  entonces  á su  término.  Ligados  íntimamen- 
te el  impuesto  y el  registro,  siguió  éste  con  el  doble  carácter 
de  institución  civil  y de  dependencia  rentística.  Las  contadu- 
rías y oficios  de  hipotecas  tomaron  el  nombre  de  oficinas  dé 
registro  (1):  su  dependencia  inmediata  fué  de  una  de  lás  ad- 


ministraciones de  la  Hacienda  pública  de  la  provincia,  si  biéñ 
estaban  sujetas  á la  vez  á la  autoridad  judicial  dél  partido, 
en  el  concepto  dé  depósitos  de  garantía  de  los  actos  que  en 
ellas  se  registraban  (2).  Se  dió  nueva  sanción  al  error  antiguo 
de  tener  los  registros  una  doble  dependencia,  y lo  que  es  mas 
lamentable  aún , á que  acabara  de  sobreponerse  por  completo 
el  Ministerio  de  Hacienda  al  de  Gracia  y Justicia  en  todo  lo 
referente  á los  registros. 

195.  El  objeto  del  Real  decreto  era  principalmente  el  es- 
ableeimiento  del  impuesto  á que  sin  propiedad  alguna  se 
t aba  el  nombre  de  derecho  de  hipotecas . Por  esto,  ante  to- 

TlT?’  declaraba  que  estaban  sujetos  á él  en  todas  las 
ícias  c e reino  é islas  adyacentes  toda  traslación  de  bie- 
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nes  inmuebles  , ya  en  propiedad,  ya  en  usufructo , cualquiera 
que  fuera  el  título  con  que  se  verificara , escepto  el  usufructo 
conocido  en  Aragón  con  el  nombre  dé  viudedad,  los  arrien- 
dos y subarriendos  de  los  mismos  bienes , y las  imposiciones 
y redenciones  de  censos  ú otras  cargas  con  que  estuvieran 
gravados  (1).  Estas  clases  de  contratos  y actos  de  la  vida  ci- 
vil debían  registrarse  (2),  pero  no  por  ello  se  desatendió  que 
lo  fueran  también  los  demás  que , no  afectaban  inmediatamen- 
te al  Erario,  y que  eran  una  garantía  de  la  buena  fé  de  los  ena- 
jenantes , y una  seguridad  para  los  adquirentes.  Así  vemos 
que  al  mismo  tiempo  que  establecía  que  estuvieran  exentas  del 
impuesto  las  herencias  en  línea  recta  de  ascendientes  y des- 
cendientes, y las  adquisiciones  hechas  en  nombre  y por  el 
interés  general  del  Estado , ordenaba  que  unas  y otras  se  ins- 
cribieran en  el  registro  que  había  de  llevarse  para  toda  clase 
de  traslaciones  de  propiedad  ó usufructo  (3) , y que  se  regis- 
traran sin  pago  del  impuesto  las  copias  autorizadas  dé  todo 
instrumento  público  por  el  cual  se  hipotecaran  bienes  inmue- 
bles al  pago  dé  una  obligación  de  cualquier  especie , y los 
mandatos  judiciales  dé  embargo  en  los  mismos  Bienes  (4). 

196.  No  entra  en  nuestro  propósito  examinar  esté  decreto 
bajo  sú  aspecto  económico , lo  que  nos  sacaría  de  los  límites 
á que  voluntariamente  nos  circunscribimos,  ni  descender  á 
sus  pormenores , que  podrían  ser  interesantes  en  lina  obra  de 
Hacienda,  peto  rio  en  la  reseña  histórica  de  la  institución 
civil  de  la  hipoteca.  Por  esto  omitiremos  tratar  de  las  cuotas 
que  señalaba  en  las  respectivas  transacciones , de  las  reglas 
que  establecía  para  que  nunca  quedara  el  Erario  perjudicado, 
y délas  sanciones  penales  que  contienda  ley. 

197.  Solo  harémos  indicación  de  algUtias  de  sus  disposi- 
ciones que  mas  inmediatamente  tienen  relación  con  nuestro 
objeto:  tales  son,  la  que  estableció  el  término  de  ocho  dias 

(1)  Art.  \.*t  id.,  id. 

(2)  Art.  18,  id.,  id. 

(3)  Art.  l.°,  id.,  id. 

(4)  Alt.  19,  id,,  id. 
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para  la  toma  de  razón  de  los  documentos  en  el  registro  del 
partido  en  que  se  hallaran  las  fincas  cuando  los  contratos  o 
actos  tenían  lugar  en  el  mismo  pueblo,  y el  de  un  mes  cuando 
lo  fueran  en  otro  diferente,  contándose  el  plazo  respecto  á las 
herencias  desde  la  fecha  de  la  adjudicación  cuando  no  inter- 
venía la  autoridad  judicial,  y desde  la  aprobación  de  la  cuen- 
ta y partición  cuando  aquella  intervenía  (1) ; la  que  ordenó 
que  todas  las  escrituras  á que  se  referia  contuvieran  la  cláu- 
sula de  nulidad  si  no  se  presentaban  las  copias  autorizadas 
al  registro  en  el  plazo  señalado  (2);  la  que  hizo  ostensivo 
el  registro  á los  contratos  particulares  en  que  no  intervinie- 
ra escribano  (3) ; la  que  previno  que  el  pago  del  impuesto 
precediera  siempre  al  registro  (4);  y las  que  adoptaron  algunas 
prescripciones  respecto  al  modo  de  llevarlos  registros,  á sus 
libros,  asientos,  índices,  espedicion  de  certificaciones,  obliga- 
ción de  remitir  los  escribanos  otorgantes  á los  registros  rela- 
ción de  los  actos  que  ante  ellos  pasaran , y á las  fianzas  de 
los  registradores  (5). 

198.  Para  concluir  con  la  enumeración  de  las  disposicio- 
nes de  este  Real  decreto  nos  resta  solo  manifestar  que  los  re- 
gistros debían  ser  visitados  por  inspectores  de  Hacienda  en 
períodos  frecuentes,  y á lo  menos  una  vez  al  año  (6) ; que 
además  podían  nombrar  los  intendentes  comisiones  especiales 
de  visita  (7) , y que  á los  jueces  de  partido  á quienes  se  daba 
también  el  derecho  de  visitar  las  oficinas  de  Hipotecas  se  les 
imponía  la  obligación  de  dar  cuenta  al  Intendente  de  las  fal- 
tas que  advirtieran , y siendo  éstas  graves,  la  de  solicitar  la 
suspensión  de  los  escribanos  (8). 

199.  De  lo  que  queda  espuesto  aparece  que  el  espíritu  fis- 


to 

(2) 

(3) 

(O 

Í8) 

(fi) 

(7) 

(8) 
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Art.  20,  id.,  id. 
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23,  id.,  id. 

A»t.  35,  id. * j,i 
Art-  37,  id.,  id. 


INTRODUCCION  HISTORICA . 


m 


cal  dominaba  en  el  Real  decreto  de  29  de  mayo  de  1845:  que 
con  él  poco  ganaba  la  institución  de  los  registros  considera- 
da bajo  su  aspecto  civil , á pesar  de  haber  introducido  dos 
mejoras  importantes , la  de  estender  la  obligación  de  registrar 
á actos  y contratos  á que  antes  no  alcanzaba,  y la  de  estable- 
cer un  solo  impuesto,  no  tan  escesivo  como  los  antiguos,  que 
debía  satisfacer  el  adquirente  en  lugar  de  los  que  antes  pa- 
gaban él  y el  enajenante  (1).  Pero  el  mal  continuaba  en  pié; 
seguian  aún  los  errores  precedentes , y entre  ellos  el  mas  fa- 
tal de  todos  los  introducidos  en  1829  de  hacer  dependientes  los 
registros  de  las  autoridades  encargadas  de  la  Administración 
económica,  aumentándose  aun  mas  el  rigor  de  esta  dependen- 
cia. El  interés  civil  quedó  ahogado  bajo  el  peso  del  interés 
fiscal.  El  tiempo  se  encargó  de  poner  de  manifiesto  que  el 
decreto  de  1845,  júzguesele  como  se  quiera  en  el  terreno  eco- 
nómico , fué  bajo  su  aspecto  civil  poco  digno  de  nuestra  épo- 
ca, cuando  tantos  progresos  se  hacian  en  otras  naciones  en  el 
sistema  hipotecario,  bien  considerado  en  su  conjunto,  bien  en 
sus  pormenores. 

200.  Desde  este  Real  decreto  vinieron  sucesivamente 
multiplicándose  disposiciones,  ya  del  Ministerio  de  Hacienda, 
que  era  el  que  mas  se  ocupaba  en  la  materia  de  hipotecas,  ya 
por  el  de  Gracia  y Justicia,  ya  por  la  Dirección  del  ramo,  dic- 
tando reglas  para  su  ejecución  (2),  resolviendo  dudas  á que 
habiadado  lugar  (3),  declarando  escepciones  ó inclusiones  en 
el  impuesto  (4),  haciendo  importantes  alteraciones  en  él  (5),  y 

(1)  Arl.  2,  id.,  id. 

(2)  A esta  clase  pertenecen  las  circulares  de  la  Direcion  general  de  Contribu- 
ciones indirectas  de  28  do  agosto  de  1845  y de  9 de  marzo  de  1850. 

(3)  A esta  clase  pertenecen  las  Reales  órdenes  de  11  do  mayo,  y de  2 do  junio 
de  1846,  de  1G  de  marzo  de  1850,  y la  circular  de  la  Dirección  de  Contribuciones  in- 
directas de  23  do  abril  de  1850. 

(4)  A esta  clase  pertenecen  las  Reales  órdenes  de  4 de  mayo  de  4840,  28  de  oc- 
tubre de  1847,  de  31  de  octubre  do  1849,  do  16  de  marzo  y de  18  do  julio  de  1830 
y de  11  de  julio  de  1852,  y además  las  circulares  de  la  Dirección  de  10  de  julio 
de  1849  y do  20  y 30  de  octubre  de  1851. 

(5)  Real  decreto  de  1 1 de  junio  de  1847  y Real  órden  de  2 do  setiembre  del  mis- 
mo año. 
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en  el  premio  de  los  registradores  (1),  y por  última,  adoptan- 
do otras  medidas  que  se  creían  convenientes  sobre  todo  al  ma- 
yor provecho  del  Erario,  hasta  que  una  modificación  mas  tras- 
cendental que  todas  las  anteriores,  vino  á introducir  mayores 
reformas  en  el  sistema  hipotecario.  -Esto  fué  en  el  Real  de- 
creto de  26  de  noviembre  de  1852. 

201.  Antes  de  entrar  en  el  exámen  de  este  último  decre- 
to bajo  el  punto  de  vista  propio  de  la  presente  Introducción, 
y con  la  concisión  que  permite,  parece  conveniente  hacer  es- 
pecial mención  de  algunas  de  las  disposiciones  adoptadas  en  el 
tiempo  que  medió  entre  la  publicación  del  Real  decreto  de  23 
de  mayo  de  1845  y el  de  26  de  noviembre  que  acabamos  de 
citar,  por  la  mayor  relación  que  tienen  con  el  sistema  hipóte-: 
cario,  hecha  abstracción  del  impuesto.  A esta  clase  de  dis- 
posiciones pertenecen  la  que  ordenaba  que  no  se  inscribieran 
en  los  registros  obligaciones  generales  de  bienes  para  la  se- 
guridad de  algún  contrato , porque  no  afectaban  á finca  de- 
terminada (2);  la  que  sujetaba  al  registro,  los  arrendamientos 
celebrados  verbalmente  (3) , lo  que  no  concebimos  cómo  po- 
dría practicarse ; la  que  declaraba  que  esta  disposición  no  de- 
bía entenderse  de  los  actos  ó contratos  que  exigían  como  ne- 
cesario el  otorgamiento  ante  escribano  público  (4);  la  que  se- 
ñalaba hábiles  y útiles  los  dias  de  los  respectivos  plazos  para 
la  presentación  de  los  documentos  áJa  toma  de  razón  (5);  la 
que  igualaba  en  aptitud  á los  escribanos  propietarios  y te- 
nientes para  el  desempeño  de  los  oficios  de  hipotecas  (6),  y 
la  que  imponía  á todos  los  registradores  la  obligación  de  li- 
bi  ai  recibo  en  el  acto  de  la  presentación  de  cualquier  docu- 
mento, con  espresion  del  dia  y hora,  y de  verificar  el  regis- 


Hcal  órden  de  H do  febrero  de  \ 847. 
SSffeíí  ?*rfci°n  de  22  de  abril  de  1846. 

p.  “rd®n  de  27  de  julio  de  1849. 

gas  í Ia  ®íreM.¡«n  do  19  do  julio  do  1849. 
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tro  y asiento  en  el  mismo  dia  si  fuese  posible , y á mas  tar- 
dar al  tercero  (1). 

202  Aunque  parece  que  el  Real  decreto  de  23  de  mayo  de 
1845  debia  haber  cerrado  el  sistema  de  prórogas , no  sucedió 
así.  Hubo  intendente  que  se  creyó  autorizado  á prorogar  los 
plazos  señalados. para  la  presentación  de  los  documentos  su- 
jetos á la  formalidad  de  la  toma  de  razón , y á condonar  las 
multas  en  que  hubieran  incurrido  los  morosos ; pero  el  Gobier- 
no , si  bien  adoptó  una  medida  de  equidad  respecto  á los  que 
se  habían  presentado  acogiéndose  á este  indulto , declaró  que 
sirviera  de  regla  general  para  lo  sucesivo  que  los  intendentes 
no  tenían  facultad  para  ampliar  los  plazos  improrog ables  es- 
tablecidos, y mucho  menos  para  dispensar  de  las  multas  , lo 
que  era  una  prerogativa  esclusiva  del  Rey  en  casos  dados, 
atendidos  graves  motivos  que  justificaran  la  involuntaria  fal- 
ta de  los  contribuyentes  (2). 

203.  En  vista  de  esta  Real  orden , se  debería  creer  que  el 
Ministerio  de  Hacienda  , por  el  que  se  había  dictado , no  con- 
cedería en  lo  sucesivo  prórogas  generales  ni  particulares , y 
que  se  limitaría  á libertar  de  las  penas  pecuniarias  á los  que 
acreditaran  las  circunstancias  especiales  que  les  hubieran  im- 
pedido cumplir  con  la  obligación  de  hacer  las  inscripciones. 
Pero  tampoco  fué  así : habían  pasado  pocos  meses  después 
de  dicha  declaración,  cuando  en  1(>  de  marzo  de  1850,  creyendo 
aumentar  los  valores  del  derecho  de  hipotecas,  se  dispensó  del 
pago  de  multas  á los  que  hubieran  incurrido  en  ellas  por  no 
haber  registrado  los  contratos  de  arrendamiento  de  edificios, 
particularmente  situados  en  Madrid , con  tal  que  en  el  térmi- 
no que  se  les  señalara  se  presentasen  á satisfacer  los  dere- 
chos simples  de  hipotecas  , y se  ajustaran  con  la  Adminis- 
tración por  los  que  se  devengasen  en  dos  ó mas  años.  Mas 
amplia  fué  la  próroga  que  se  otorgó  en  Real  orden  de  8 
de  agosto  de  1850 , en  que  considerando  que  había  bastantes 

(!)  Real  drden  de  H de  setiembre  de  1849. 

(2)  Rcul  rtrden  de  26  de  noviembre  de  1849. 

tomo  i.  VJ 
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interesados  cuya  falta  no  procedía  de  mala  fé,  y otros  mu- 
chos  que  por  ignorancia  de  la  ley  habrían  dejado  de  cum- 
plir sus  preceptos,  palabras  que  tomamos  de  la  Real  orden, 
por  mas  que  no  tengan  para  nosotros  esplicacion  en  el  orden 
le^al  se  concedía  la  relevación  de  las  multas  á todos  los  que 
no°las  hubieran  satisfecho,  siempre  que  se  presentaran  á re- 
gistrar sus  respectivos  documentos  ó títulos  y á pagar  los  de- 
rechos de  hipotecas  de  las  adquisiciones  y demás  actos  que 
los  hubieran  adeudado  dentro  del  fatal  é improrogable  tér- 
mino de  dos  meses.  La  Real  orden  de  5 de  enero  de  1851, 
que  dió  una  nueva  próroga  de  cuatro  meses  para  registrar  los 
documentos  anteriores  al  Real  decreto  de  23  de  marzo  de 
1845  y la  de  17  de  julio  de  1852  abriendo  otro  nuevo  térmi- 
no también  de  cuatro  meses  para  su  inscripción , demues- 
tran claramente  que  tales  plazos  otorgados  por  el  Ministerio 
de  Hacienda,  como  los  que  antes  se  habían  concedido,  nada 
tenían  de  fatal  é improrogable , palabras  que  respecto  á esta 
materia  parecen  usadas  en  todas  épocas  para  espresar  la  idea 
contraria  que  tienen  en  el  uso  jurídico  y en  el  vulgar. 

204.  Hemos  indicado  antes  la  mayor  importancia  que  so- 
bre las  demás  disposiciones  adoptadas  en  materia  de  hipote- 
cas después  del  Real  decreto  de  23  de  mayo  de  1845  tenia 
el  de  26  de  noviembre  de  1852 : lugar  es  éste  en  el  orden 
cronológico  para  hacer  de  él  las  indicaciones  que  permite  la 
índole  de  esta  obra.  Dejando  aparte  las  graves  alteraciones 
que  hacia  en  el  impuesto,  al  establecer,  según  se  dijo  en  la 
Esposicion  con  que  se  presentó  á S.  M.,  una  escala  gradual 
mas  conforme  y adecuada  á las  trasmisiones  á que  se  refe- 
ra, pero  procurando  sobre  todo  mayores  ingresos  al  Erario, 
derogo  la  escepeion  del  derecho  de  hipotecas  concedida  á 
los  usufructos  conocidos  en  Aragón  con  el  nombre  de  viu- 
^,eta1  ^ dejó  sujetos  los  arriendos  y subarri^idos  al 
ceiecio  común,  por  lo  que  al  registro  concernía  después  de 

(0  Art.  i.%  id.,  id. 
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eximirlos  del  impuesto  (1);  sustituyó  á los  estrechos  plazos  an- 
teriores para  la  presentación  de  los  documentos  que  debían 
registrarse  otros  mas  holgados  (2) ; repitió  la  nulidad  de  las 
escrituras  que  indebidamente  dejaran  de  registrarse  (3);  alen- 
tó á los  denunciadores  de . las  defraudaciones  con  el  premio 
de  la  tercera  parte  de  lo  que  produjera  el  importe  de  las  muí 
tas  exigidas  (4) ; reformó  la  penalidad  (5) ; admitió  la  vía 
contenciosa  contra  las  multas  impuestas  (6) ; adoptó  otras 
varias  medidas , nuevas  en  parte , y en  parte  tomadas  de  las 
introducidas  desde  que  en  1829  se  estableció  por  primera  vez 
el  impuesto  hipotecario ; reiteró  á los  gobernadores  de  pro- 
vincia la  prohibición  de  prorogar  los  plazos  señalados  para  la 
presentación  de  documentos  al  registro  y pago  de  los  dere- 
chos de  hipotecas  y de  dispensar  las  multas;  reservó  al 
Gobierno  la  atribución  de  relevar  del  pago  de  éstas  cuando 
existieran  motivos  fundados  y justificados  debidamente  (7); 
conservó  respecto  á los  servidores  y oficinas  del  registro 
las  disposiciones  anteriores  (8),  y dejó  en  toda  su  fuerza  las 
demás  que  no  se  le  oponian  (9).  Dos  artículos  de  este  Real  de- 
creto exigen  que  en  ellos  se  .fije  especialmente  la  atención. 
En  uno , separándose  ya  no  solo  de  las  reglas  antes  estable- 
cidas acerca  de  la  toma  de  razón  de  los  contratos  verbales, 
sino  también  de  las  que  se  referian  áia  inscripción  de  los  do- 
cumentos privados,  se  estableció  que  en  todo  acto  sujeto  á ins- 
cripción se  exigiera  necesariamente  el  otorgamiento  de  escri- 
tura pública  (10),  reforma  digna  de  aplauso  en  nuestro  concepto. 
De  mayor  gravedad  era  el  segundo  (1 1),  pero  desgraciadamente 
menos  acertado  y acreedor  á censura  severísima.  Ordenábase 

(1)  Art.  2.°,  id.,  id. 

(2)  Art.  3.°,  id.,  id. 

(3)  Art.  13,  id.,  id. 

(4)  Art..  Ib,  id.,  id. 

(b)  Arís.  20  al  27,  id.,  id. 

(6)  Art.  28,  id.,  id. 

(7)  Art.  30,  id.,  id. 

(8)  Art.  31,  id.,  id. 

(9)  Art.  32,  id.,  id. 

(10)  Art.  17,  id.,  id. 

(11)  Arl.  10,  id.,  id. 
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on  .¡i  n¡nffun  escribano  otorgara  documento  alguno , sin 
que  previamente  se  le  hiciera  constar  habers,  registrado  d 
título  interior  que  acreditara  los  derechos  o la  propiedad  ob- 
jeto del  contrato.  Esta  disposición,  que  paralizando  la  circu- 
lación de  los  bienes  inmuebles  condenaba  á vinculación  per- 
no tua  todas  las  propiedades  que  carecieran  de  titulación  y son 
innumerables  en  nuestra  patria,  que  anulaba  la  prescripción, 
que  no  tenia  en  cuenta  los  trastornos  por  que  habia  pasado 
la  Monarquía,  ni  los  incendios  de  archivos,  ni  el  estravío  de 
documentos,  que  hacia  imposible  la  creación  de  nuevas  titu- 
laciones, que  castigaba,  en  daño  de  las  generaciones  venide- 
ras las  faltas  que  pudieran  haber  cometido  la  actual  y las  pa- 
sadas , y que  en  último  resultado  se  convertía  contra  el  Era- 
rio, á cuyo  favor  se  habia  dictado,  porque  le  privaba  de  los 
ingresos  que  proporcionaría  la  frecuencia  de  las  transacciones, 
fue  dada  sin  el  concurso  de  las  Cortes  y aun  sin  que  intervi- 
niera el  Ministerio  de  Gracia  y Justicia  y sin  oir  á ninguna 
corporación  judicial,  ni  á la  Comisión  de  Códigos,  ni  al  Con- 
sejo Real , y lo  que  es  mas , sin  que  se  le  diera  ninguna  im- 
portancia en  la  Esposicion  de  motivos  con  que  se  presentó  el 
Real  decreto  á la  firma  de  S.  M.  Consideróse,  sin  duda,  una 
de  las  variaciones  de  menor  importancia  á que  la  Esposicion 
se  referia.  Causó  esta  disposición  profunda  sensación  y alar- 
ma: su  vida  tenia  que  ser  muy  efímera , como  lo  es  siempre 
la  de  todas  las  leyes  que,  dictadas  con  poca  premeditación, 
comprometen  derechos  ó intereses  del  orden  civil. 

205.  No  cesaron  por  la  publicación  de  este  Real  decreto 
de  darse  constantemente,  y sin  interrupción,  nuevas  disposi- 
ciones sobre  hipotecas:  esto  era  la  tela  de  Penélope,  que  te- 
jiendo y destejiendo  nunca  se  concluía.  Puede  suponerse 
desdo  luego , que  la  Dirección  de  Contribuciones  directas,  Es- 
a<  is  lea  y tincas  del  Estado,  que  era  la  que  tenia  entonces 
a su  cuidado  el  impuesto  hipotecario  no  omitiría  dar  una  cir- 
cula. para  la  ejecución  de  la  reforma  (1),  A esta  Instrucción 

(0  Circular  do  iO  de  enero  do 
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siguieron  otras  diferentes  disposiciones  relativas  á la  inclu- 
sión, esclusion  y exacción  del  impuesto  (1),  y á los  emolu- 
mentos de  los  registradores  (2).  Pero  hay  entre  ellas  otras  de 
que  debemos  hacer  aquí  mención  especial : estas  son : la 
que  esplicó  el  modo  de  entender  los  plazos  señalados  para 
la  presentación  de  documentos  al-  registro  en  el  Real  decreto 
de  26  de  noviembre  de  1852  (3) ; la  que  sujetó  de  nuevo  á 
inscripción  todos  los  contratos  de  arriendo  y subarriendo  de 
bienes  inmuebles  (4)  derogada  tres  meses  después  (5);  la 
que  estableció  que  no  se  exigiera  el  otorgamiento  de  escritu- 
ra pública  sino  en  los  casos  que  las  leyes  lo  prescribieran 
para  la  validez  de  los  actos  sujetos  al  registro  (6);  la  que  de- 
claró obligatoria  la  toma  de  razón  de  las  copias  autoriza- 
das de  instrumentos  públicos  en  que  se  liberaran  ó cancela- 
ran hipotecas  (7);  la  que  estendió  la  necesidad  del  registro 
á las  herencias  causadas  antes  del  nuevo  sistema  hipotecario, 
siempre  que  con  posterioridad  á él , y en  virtud  de  lo  dis- 
puesto por  el  testador,  sufriera  alguna  alteración  la  propie- 
dad ó el  usufructo  de  cosa  inmueble,  ó se  consolidáran  am- 
bos dominios  (8) ; la  que  fijó  el  término  de  doce  dias  para  al- 
to A esta  clase  corresponden: 

(La  Real  orden  de  23  de  febrero. 

La  de  22  de  abril. 

La  de  20  de  mayo, 
líl  Real  decreto  de  10  de  agosto. 
jLa  Circular  de  la  Dirección  de  22  de  setiembre. 

[ La  Real  órden  de  29  de  setiembre. 

\La  Real  órden  de  0 de  diciembre. 

Esa  'B.Sís  fl.  . Dos  Reales  órdenes  de  27  de  agosto. 

En  . La  Real  órden  de  29  de  diciembre. 

En  •1S5&.  . La  Real  órden  do  lGde  agosto. 

( La  Circular  de  la  Dirección  de  28  de  enero. 

En  'ISdtE  . < La  Real  órden  de  29  de  febrero. 

( Dos  Reales  órdenes  de  1 & de  octubre. 

(2)  Reales  órdenes  de  10  de  abril  de  1S55  y de  G de  mayo  on  1890. 

(3)  Art.  2.°  del  Real  decreto  de  19  de  agosto  de  1853. 

(4)  Art.  5.°,  id.,  id. 

Í5)  Real  decreto  de  25  do  noviembre  do  1853.  . 

G)  Alt.  ü.u  del  Real  decreto  de  19  de  agosto  de  1853. 

7)  Real  órden  de  24  de  lebrero  de  1858. 

(s)  Real  órden  do  2G  de  enero  de  i 800. 
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,,..r,e  nor  ia  vía  contencioso-administrativa  de  las  mullas  que 
en  materia  hipotecaria  impusiera  la  Administración  activa  (1); 
la  que  declaró  que  á los  registradores  dueños  de  los  oficios 
debia  servirles  de  fianza  la  propiedad,  siempre  que  fuera 
bastante  á juicio  de  la  Administración,  con  aprobación  del 
Gobernador  de  la  provincia  <2) , y por  último,  la  que,  aten- 
diendo á justísimos  motivos,  no  consideró  trascurrido  para  la 
toma  de  razón  el  período  del  cólera  morbo , contado  desde 
el  dia  en  que  se  hubiera  declarado  su  invasión  hasta  el  de  su 
desaparición  en  los  puntos  donde  existian  los  registros  ó en 
los  que  fueron  otorgados  los  documentos  (3).  Pero  la  mas  im- 
portante de  todas  las  disposiciones  de  este  tiempo  fué  , en 
nuestro  concepto , la  que  suspendió  la  prohibición  impuesta  á 
los  escribanos  de  autorizar  el  otorgamiento  de  documentos,  sin 
que  previamente  se  les  hiciera  constar  haberse  registrado  el 
título  que  acreditara  los  derechos,  ó la  propiedad  que  fuese 
objeto  del  contrato,  suspensión  que  debia  durar  hasta'  que, 
revisada  la  legislación  hipotecaria  con  todo  el  detenimiento 
que  exigía  asunto  de  tanta  importancia,  se  adoptaran  las  dis- 
posiciones convenientes  en  la  ley  definitiva  (4).  Merece  nues- 


tra completa  aprobación  el  haberse  derogado  de  hecho  para 
siempre , pues  que  no  pocha  ser  otro  el  resultado  de  la  suspen- 
sión que  se  decretaba  , una  medida  que  tan  desfavorablemen- 
te hemos  antes  calificado , y nos  complacemos  al  ver  la  dife- 


rente solución  que  ha  dado  á las  dificultades  para  el  registro 
nacidas  de  la  falta  de  titulación  la  nueva  Ley  hipotecaria. 

20S.  De  nuevo  se  ha  manifestado  la  ineficacia  de  los  me- 
dios empleados  para  conseguir  la  inscripción  en  el  tiempo 
que  ha  mediado  desde  el  Real  decreto  de  26  de  noviembre 
de  18o2  hasta  el  dia.  Las  continuas  prórogas  para  inscribir 
os  documentos  de  que  se  había  dejado  de  tomar  razón  opor- 

namente , y los  repetidos  indultos  de  las  penas  pecuniarias 

/.!)  ntaJi’r?en  ,fi  de  diciembre  de  1853. 

CU  Up'iI  /V'11  'i'1  11  '*e  Hotfembrft  de  1834 

' Ld£8,de,e,,oro,,*i8s«- 

(.  ) Art.  de!  Red!  decreto  de  19  de  agosto  de  18153. 
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en  que  hubieran  incurrido  los  omisos,  son  la  prueba  mas  evi- 
dente de  esta  ineficacia.  Así  vemos  que  el  Real  decreto  de 
19  de  agosto  de  1853,  señaló  el  término  de  ocho  meses  para 
que  quedaran  relevados  de  satisfacer  las  multas  los  que  no 
habian  cumplido  con  el  deber  de  registrar , y conminó  irremi- 
siblemente con  su  pago  á los  que  dejaran  de  hacerlo  en  el 
nuevo  plazo  que  se  les  señalaba  (1);  que  una  Real  orden  de  18 
de  octubre  de  1855  ordenó  que  se  admitieran  al  registro  todos 
los  documentos  públicos,  cualquiera  que  fuese  la  época  de  su 
otorgamiento,  puesto  que  esta  circunstancia  no  alteraba  ni 
variaba  su  valor  legal , si  bien  no  libertó  de  los  derechos  y 
multas  en  que  hubieran  incurrido  los  otorganfes  en  tiempo  en 
que  existia  algún  derecho  en  favor  del  fisco ; que  otra  Real 
orden  de  18  de  enero  de  1860  admitió  al  registro  por  es- 
pacio de  cuatro  meses  con  revelación  de  toda  multa  los  docu- 
mentos que  carecian  de  este  requisito,  cualquiera  que  fue- 
ra la  fecha  que  tuviesen,  pero  satisfaciendo  los  derechos 
adeudados  legítimamente,  con  arreglo  á las  tarifas  ó disposi- 
ciones administrativas  de  la  época  de  los  respectivos  contra- 
tos, próroga  que  era  estensiva  á,  los  documentos  esceptuados 
del  impuesto,  pero  sujetos  á inscripción;  que  otra  Real  orden 
de  26  de  julio  del  mismo  año  prorogó  el  plazo  concedido 
para  el  registro,  con  relevación  de  multas  álos  omisos,  y 
por  último,  que  en  el  mismo  año  otra  Real  orden  de  18  de  di- 
ciembre circulada  por  la  Dirección  general  de  Contribuciones 
en  30  del  mes  referido,  concedió  otro  nuevo  plazo  de  dos  meses 
con  igual  indulto.  Esta  série  continua  de  prórogaS  y de  indul- 
tos, es  la  mas  severa  crítica  que  puede  hacerse  de  las  leyes 
hasta  ahora  vigentes  en  la  materia,  y al  paso  que  pone  de 
manifiesto  que  el  interés  fiscal  era  el  principal  objeto  á que  se 
atendia,  dá  lugar  á presumir  que  lejos  de  producir  tantas  pró- 
rogas  el  objeto  apetecido,  enseñaban  á los  que  tenían  el  deber 
de  pagar  el  impuesto  que  aunque  dejaran  de  cumplir  con  el 
precepto  de  la  ley,  no  estaba  distante  el  dia  en  que  pudie- 
(I)  Arl.  4.a 
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ran  Jiacerlo,  librándose  de  la  penalidad  en  que  por  su  emisión 

hubiesen  incurrido.  , . 

207  Espuesta  la. legislación  general  en  este  periodo,  de- 
bemos ahora  tratar  de  la  especial  de  Navarra,  reuniendo  aquí 
cuanto  le  concierne  y que  tratado  cronológicamente,  habría  pro- 
ducido confusión.  En  el  siglo XVI  en  que,  como  liemos espues- 
to  antes,  se  introdujeron  en  Castilla  los  registros  de  hipotecas, 
hubo  ya  en  Navarra  una  ley,  sino  tan  completa  como  la  que 
en  1530  dieron  1).  Carlos  y Doña  Juana,  bastante  para  apre- 
ciar que  se  conocían  los  males  que  resultaban  á la  contrata- 
ción de  no  saberse  el  verdadero  estado  de  la  propiedad , por 
mas  que  el  remedio  que  se  adoptara  fuese  poco  adecuado  para 
cortarlos  en  toda  su  estension,  por  limitarse  á un  caso  de- 
terminado. Esperimentábanse  en  Navarra,  como  en  las  demás 
provincias  de  España,  los  inconvenientes  de  que  se  fundaran 
mayorazgos  pequeños  que  arrancaban  muchos  bienes  á la  cir- 
culación, y que  eran  causa  de  defraudaciones  por  la  mala  fe  de 
sus  poseedores,  los  cuales  enajenaban  frecuentemente  como 
libre  lo  que  era  vinculado. 

208.  Para  atajar  estos  males,  las  Cortes  de  Tudela  ce- 
lebradas en  1583  hicieron  una  petición  solicitando  que  no  pu- 
diera constituirse  ningún  mayorazgo  perpetuo  de  bienes  qu^ 
no  llegase  á diez  mil  ducados  de  capital,  ó quinientos  duca- 
dos de  renta  alternativamente,  añadiendo  por  lo  que  á nues- 
tro propósito  conviene,  estas  palabras:  «Y  demás  de  ello  los 
tales  vínculos  y mayorazgos  se  registren  ante  los  secretarios 
de  los  regimientos  y en  los  pueblos  donde  lo  hubiere,  y sino 
en  las  cabezas  de  merindades, » y mas  adelante,  «y  no  es- 
tando ícgis hados  ante  los  dichos  escrivanos  de  los  regimien- 
os  t c os  pueblos  ó cabeza  de  merindades,  no  se  tengan  los 

* ios  nenes  poi  vinculados  y sea  nulo  el  vínculo  y mayoría 

ch i!!l  T peÜCÍOn  recayó  el  decret0  «Ordenamos  y man- 
damos  que  se  haga  como  el  reino  lo  pide  (1). . Que  esta  ne- 


Nnvarra  llocllas  en  sus’crtrtes*  conlr-iu^a*111!3  Recopilación  do  las  Joyos  dol 

"es  generales  desdo  el  ano  4512  hasta  el  de  1710  i 
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cesidad  de  registrar  se  estableció  para  evitar  fraudes  á un  ter- 
cero, no  cabe  duda,  cuando  se  léen  otras  palabras  en  la  peti- 
ción de  las  Cortes  que  dicen:  «y  muchas  veces  se  defraudan 
algunos  (bienes)  que  compran  de  los  tales  bienes  de  mayoraz- 
go entendiendo  que  eran  libres.»  Si  en  lugar  de  limitar  el  re- 
gistro á los  bienes  mayorazgados,  se  hubiera  estendido  la  ley 
á toda  trasmisión  y á todo  gravámen  de  la  propiedad  in- 
mueble, habria  hecho  la  legislación  navarra  entonces  un 
progreso  á que  no  ha  llegado  aún  en  nuestros  dias. 

209.  Otra  ley  hecha  en  las  Cortes  de  Pamplona  celebra- 
das en  1678 , estendió  lo  ordenado  en  las  de  Tudela  á todos 
los  bienes  gravados  con  fideicomisos  perpétuos  (1);  prue- 
ba de  la  interpretación  estrecha  que  se  dió  en  la  práctica  á la 
necesidad  del  registro  de  los  bienes  vinculados  y de  la  pro- 
pensión que  había  á eludirla. 

210.  De  la  poca  eficacia  de  estas  leyes  y de  su  completo 
desuso  tenemos  un  testimonio  irrecusable  en  otra  petición  que 
hicieron  las  Cortes  de  Pamplona  en  1701.  Decían  en  ella,  en- 
tre otras  cosas , los  tres  Estados , refiriéndose  á dichas  leyes: 
«Y  es  así  que  la  calidad  del  registro  se  puso  con  el  fin  de  que 
se  pusiesse  eran  bienes  vinculados ; y que  no  se  desfraudassen 
los  compradores  de  los  tales  bienes  de  mayorazgo,  enten- 
diendo que  eran  libres,  y por  haverse  reconocido  que  con  el 
registro  no  se  evitaban  los  inconvenientes  que  quiso  preve- 
nir la  ley ; en  quanto  á dichos  registros , no  ha  estado , ni  está 
en  observancia  desde  su  promulgación , y conviene  se  quite 
dicha  calidad  de  registrarse.  Y el  que  para  quitar  dudas,  sub- 
sistan los  mayorazgos  y fideicomisos  perpétuos , aunque  no 
tengan  esta  calidad , con  que  los  mayorazgos,  vínculos  y fidei- 
comisos perpétuos , que  en  adelante  se  huvieren  de  hacer,  se 
registren  en  el  Tribunal  de  la  Cámara  de  Comptos,  y que  en  él 
quede  un  tanto  fehaciente  de  ellos;  y que  los  escribanos  que  lo 
testificaren  tengan  obligación  de  remitirlo  á dicho  tribunal,  pe- 
na de  cinquenta  ducados,  aplicados  á la  Cámara  y fisco,  si  fuere 

(i)  J.oy  (i  dol  mismo  título  y libro. 
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hecha  oor  contrato  entre  vivos  dentro  de  quince  días  después 
oue  la  hayan  testificado.  Y si  por  testamento , después  de  ha~ 
ber  muerto  el  testador;  y que  esta  misma  obligación  tengan 
siempre  que  testificaren  agregaciones , que  se  haran  á mayo- 
ral ya  fundados,  pagándoseles  sus  derechos  por  el  inte- 
resado ; á cuya  paga  y satisfacción  los  compela  el  alcalde  en 
cuyo  distrito  y jurisdicción  se  hiciere  dicha  fundación.»  Esta 
petición  fué  otorgada  por  el  Rey  (1).  Re  aquí  se  infiere  lo  mal 
recibidas  que  fueron  en  Navarra  las  leyes  que  al  registro  de 
bienes  vinculados  se  referian ; que  desde  su  origen  quedaron 
de  hecho  anuladas,  como  después  lo  fueron  de  derecho,  con  la 


singularidad  de  declararse  que  las  omisiones  en  contraven- 
ción de  las  leyes  antiguas  no  perjudicaran  á los  que  habian 
dejado  de  hacer  las  inscripciones , sino  á los  terceros , cuyos 
intereses  habia  querido  la  ley  protejer,  disposición  en  verdad 
injusta  á todas  luces  y que  no  atinamos  á encontrar  en  su 
abono,  no  dirémos  razones  sólidas,  pero  ni  aun  especiosas. 
¿Y  podia  esperar  el  legislador  que  el  registro  en  el  Tribunal 
de  la  Cámara  de  Comptos , con  la  corta  pena  que  imponía  á 
los  escribanos  omisos,  hubiera  de  producir  mejores  resultados? 
¿Y  cómo , cuando  la  pena  de  nulidad  establecida  antes  para 
las  fundaciones  no  inscritas  había  sido  tan  completamente  des- 
preciada en  la  práctica  primero,  y después  por  la  ley,  hasta 
el  estremo  de  considerar,  en  perjuicio  de  los  acredores,  como 
bienes  vinculados  los  que  eran  libres , dando  á la  nueva  ley 
un  efecto  retroactivo?  Cuando  el  legislador  dá  estos  malos 
ejemplos,  no  puede  esperar  que  su  obra  tenga  la  eficacia  que 
quiere  imprimirle;  los  derechos  no  tienen  entonces  la  cer- 
tidumbre que  necesitan,  y las  leyes  pierden  esa  consideración 
y ese  respeto  que  les  conciban  la  seguridad  que  debe  existir 
de  que  son  inviolables  y válidos  los  derechos  nacidos  á su 

sombra,  mientras  no  están  borradas  del  código  en  que  se  es- 
cribieron. n 

211.  De  otra  ley  navarra  formada  en  las  Cortes  de  PaniT 


0)  Lpy7  del  misino  título  y lilno, 


INTRODUCCION  HISTORICA. 


130 

piona  de  1652  debemos  aquí  hacer  mención;  no  la  hemos 
espuesto  antes  que  las  dos  últimas  que  dejamos  mencionadas, 
aunque  es  mas  antigua , para  no  tratar  separadamente  de  le- 
yes tan  íntimamente  ligadas  entre  sí.  Los  tres  Estados  del  reino 
hicieron  una  petición  al  Rey  solicitando  que  no  pudiera  hacer- 
se ejecución  en  los  ganados  de  los  labradores , aunque  estu- 
viesen hipotecados , y que  en  adelante  ningún  escribano  pu- 
siera cláusula  de  hipoteca  de  esta  clase  en  las  escrituras,  sien- 
do nulas  las  que  se  insertaran , incurriendo  el  escribano  en  la 
pena  de  privación  de  oficio.  A esta  petición  accedió  el  Rey 
con  la  acostumbrada  fórmula:  A esto  vos  respondemos  que  se 
haga  como  el  Reino  lo  suplica  (1).  Vemos  aquí  usada  por  pri- 
mera vez  la  palabra  hipoteca  en  el  derecho  navarro , con  la 
singularidad  de  referirse  á -bienes  semovientes  que  pasan  á 
manos  del  acreedor,  contra  la  significación  que  en  los  tiempos 
modernos  se  le  ha  dado , pues  que  solo  se  aplica  á los  inmue- 
bles que  quedan  en  poder  del  deudor,  si  bien  afectos  al  pago 
de  la  deuda  para  cuya  seguridad  se  constituyen. 

212.  De  mayor  importancia  es  otra  ley  mas  moderna,  que 
puede  decirse  que  comprendió  todo  el  sistema  hipotecario  de 
los  navarros.  Cerca  de  tres  siglos  hacia  que  las  Cortes  de 
Castilla  habían  solicitado  el  establecimiento  del  registro  de 
hipotecas , y mas  de  medio , desde  que  la  ley  de  Don  Car- 
los y Doña  Juana  se  había  perfeccionado  y estendido  á las  de- 
más provincias  de  la  Monarquía,  cuando  las  Cortes  de  Navar- 
ra conocieron  la  conveniencia  que  les  resultarla  de  estable- 
cer el  registro  de  hipotecas  cuya  utilidad  era  reconocida  do 
quiera  que  se  habia  ensayado.  Esta  lentitud,  esta  falta 
de  ir  perfeccionando  las  leyes  al  compás  de  las  necesidades 
públicas,  se  revela  en  todas  las  legislaciones  forales;  los 
pueblos  que  por  ellas  se  rigen,  suelen  mirar  como  privi- 
legios dignos  de  conservarse  las  mismas  leyes  que  mas  los 
perjudican:  creen,  por  un  error  lamentable,  que  es  mejor 
obedecer  á la  exención  que  á la  ley  común,  sin  advertir 

(l)  Ley  10,  lit.  31  , lib.  I. 
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mw  el  derecho  común  cada  día  hace  una  conquista , y que 

es  la  esnresion  fiel  de  la  sociedad  á que  dirige  al  mismo 

tiempo  que  la  exención  es  el  reflejo  de  una  sociedad  que  ya 
no  existe  cuyas  necesidades,  costumbres,  hábitos  é idioma 
se  diferencian  notablemente  de  la  en  que  vivimos.  Ei  espíri- 
tu histórico,  llevado  á un  estremo  incalificable,  ha  hecho  que 
esas  legislaciones  sean  estacionarias,  las  ha  condenado  á es- 
terilidad perpétua,  y lo  que  es  más,  las  ha  desnaturalizado 
y hecho  perder  en  gran  parte  su  tipo  propio , su  fisonomía 
especial , porque  no  bastando  á proveer  á todas  las  necesida- 
des de  la  práctica,  se  ha  acudido  para  suplir  sus  omisiones,  á 
la  ley  común  que  las  vá  absorbiendo  lentamente,  y que  con- 
cluirá por  anularlas  casi  por  completo  si  antes  el  Código  ci- 
vil no  lleva  á efecto  la  uniformidad  é igualdad  de  derecho 
proclamada  en  las  diferentes  Constituciones  políticas  que  ha 
tenido  la  nación  desde  1812.  Alguna  vez,  sin  embargo,  los 
pueblos  forales  se  dejan  arrastrar  por  el  torrente  del  ejem- 
plo de  los  demás , y espontáneamente  reconocen  la  nece- 
sidad que  tienen  de  seguir  lo  que  en  otros  países  se  ha  es- 
tablecido, y de  rendir  este  tributo  al  espíritu  de  la  época. 
Así  sucedió  en  Navarra.* 


213.  En  el  cuaderno  de  las  leyes  y agravios  reparados  á 
suplicación  de  los  tres  Estados  del  Reino  en  sus  Cortes  ge- 
nerales celebradas  en  la  ciudad  de  Pamplona  en  los  años 
de  1817  y 1818  por  S.  M.  D.  Fernando  III  de  Navarra  y VII 
de  Castilla,  y en  su  Real  nombre  por  el  conde  de  Ezpeleta  de 
Beire,  se  lee  la  siguiente  petición:  «S.  C.  R.  M.  Los  tres 
Estados  de  este  reino  de  Navarra  que  estamos  juntos  y con- 
gregados en  Cortes  generales  por  mandado  de  V.  M. , deci- 
mos: que  deseando  promover  en  este  Reino,  á imitación  de 
o que  se  obseiva  en  otros,  lo  que  llaman  oficio  ó escribanía 
upo  ecas  para  evitar  los  fraudes  y perjuicios  gravísimos 
í ma  v ei  Je(Kaa  ó maücia  de  los  deudores  ocasiona  á los 

con  h*1  K¡  ei^0res’  flue  pensando  asegurar  sus  créditos 
potecas  especiales  que  constituyen  á su  favor, 
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dando  de  buena  fé  asenso  al  manifiesto  que  hacen  los  deu- 
dores de  su  libertad  y exención  de  toda  obligación,  se  en- 
cuentran después  cuando  necesitan  ejecutarlas,  ó en  otro 
acto  enteramente  burlados  por  descubrirse  afectos  los  bienes 
á otro  crédito  anterior , se  dedicó  nuestro  celo  á examinar  y 
proponer,  como  lo  hizo  en  las  últimas  Cortes,  los  medios 
mas  adecuados  á nuestra  Constitución,  para  rectificar  el  es- 
tablecimiento de  este  proyecto  importante , lo  que  no  se  ve- 
rificó por  ciertos  motivos  que  atravesaron ; y poseidos  en  el 
dia  de  iguales  consideraciones,  y de  habilitar  la  pública  con- 
tratación, en  que  tanto  se  interesa  el  común  por  aquellos 
medios  sencillos , y que  son  los  regulares  en  que  se  verifican 
los  perjuicios  que  tratamos  de  remover,  pedimos  á V.M.  se 
sirva  elevar  á ley  todas  y cada  una  de  las  condiciones  que 
se  espresan  en  ios  capítulos  siguientes , persuadiéndonos  que 
en  esta  forma  quedarán  bastantemente  precavidos  sin  la  con- 
fusión, trastorno,  é inconvenientes  de  que  es  susceptible 
este  proyecto,  concillándolo  sobre  todos  los  principios  que 
deberia  reunir  para  llenar  el  objeto  de  evitar  el  fraude  eri 
toda  suerte  de  hipotecas.»  Siguen  después  de  este  preámbu- 
lo los  capítulos  de  la  petición  de  que  pasamos  á tratar. 

214.  Solicitóse  en  los  diferentes  capítulos  de  esta  petición, 
que  así  en  Pamplona  y en  las  demás  ciudades  cabezas  de 
merindad,  como  en  las  otras  ciudades  y pueblos  en  que  por 
la  ley  hubiera  señalado  escribano  ó escribanos  reales  de  fija 
residencia,  el  que  lo  fuera  de  ayuntamiento , dentro  del  mes 
de  la  publicación  de  la  ley  dispusiera  un  libro  con  las  forma- 
lidades que  señalaba  (1),  en  el  que  se  registraran  y se  tomara 
razón  de  las  escrituras  censales,  de  las  en  que  hubiera  hipote- 
ca especial  y espresa  de  bienes  raíces  de  cualquiera  clase  y 
condición,  y de  las  fundaciones  de  mayorazgos,  vínculos, 
aniversarios,  pías-fundaciones,  capellanías  eclesiásticas  y se- 
culares, patronatos  de  legos,  aunque  fueran  establecidos  en  fa- 
vor del  fisco,  iglesias,  comunidades  y otros  cualesquiera  cuer- 

(I)  Cap.  i. 
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nos  privilegiados  (1),  pero  no  las  hipotecas  generales , bien 
espresas,  bien  tácitas,  establecidas  por  el  derecho  (2).  Pro- 
poníanse  además  los  requisitos  de  la  inscripción,  enumerando 
sus  circunstancias  (3);  que  se  impusiera  á los  escribanos  la 
obligación  de  prevenir  en  las  escrituras  la  necesidad  de  regis- 
tras bajo  la  pena  de  suspensión,  de  oficio  por  dos  años  (4); 
que  se  estableciese  que  estos  estuvieran  obligados  á dar  co- 
pias fehacientes  de  los  instrumentos  á los  interesados  para  el 
registro , la  forma  con  que  habían  de  ponerse  las  notas  á es- 
tas copias,  el  derecho  de  las  partes  de  que  en  los  protocolos 
se  anotara  la  toma  de  razón , si  al  efecto  la  acreditaban  (5), 
y que  cuando  se  llevara  á registrar  algún  instrumento  de  re- 
dención de  censo,  ó liberación  ó disolución  de  hipotecas  antes 
constituidas , se  buscara  la  escritura  de  obligación  ó imposi- 
ción en  los  registros,  para  poner  al  margen  la  redención  ó es- 
tincion , previniendo  lo  que  había  de  hacerse  si  no  existían 
estas  inscripciones  (6).  El  documento  debía  registrarse  den- 
tro de  diez  dias  de  su  fecha,  cuando  era  otorgado  en  pueblo 
en  que  hubiera  registro,  y sino  dentro  de  treinta  dias  (7). 
Se  solicitaba  la  nulidad  y la  ineficacia  de  las  hipotecas  espe- 
ciales no  inscritas,  dejando  el  carácter  de  personales  á las  obli- 
gaciones que  contuviesen  (8),  la  represión  de  los  fraudes  de 
los  acreedores  censualistas  que  con  mala  fé  dejasen  de  inscri- 
bir sustituios  (9),  y que  se  ordenara  que  la  escritura  inscrita 
dentro  del  término  legal,  produjera  efecto  desde  su  otorga- 
miento, aunque  en  el  tiempo  intermedio  celebrase  el  deudor 
otio  contrato  de  los  sujetos  á inscripción,  el  cual  se  registra- 
se  antes  que  el  primero  (10).  Los  módicos  derechos  de  regis- 

(1)  Cap.  ti. 

(2)  Clip.  111. 

(3)  Cap.  1V-. 

(0  Cap.  V. 

(8)  Cap.  VI. 

(fi)  Cüp.  Vil. 

(~)  Cap.  vin. 

(*)  Cap.  IX. 

(»)  Cap.  X. 

UO)  Cap.  XI. 
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tro  debían  pagarse  por  mitad  (1).  Se  proponía  lo  conveniente 
á la  custodia  y conservación  de  los  libros,  que  estuvieran 
reservados,  que  á nadie  se  exhibieran,  que  cuando  se  pi- 
diese razón  estrajudicial  de  las  cargas  que  en  ellos  constasen, 
se  diese,  ó simplemente,  ó por  testimonio  autorizado,  sin  ne- 
cesidad de  decreto  judicial  (2),  y que  se  ordenara  el  modo 
de  llevar  el  índice  (3).  Se  añadía,  por  último,  que  se  declara- 
se que  la  ley  se  referiría  solamente  á las  escrituras  y contra- 
tos celebrados  con  posterioridad  á ella,  y que  los  anteriores, 
solo  se  registraran  cuando  hubiese  que  presentarlos  en  juicio 
para  perseguir  las  hipotecas  ó bienes  gravados,  sin  cuyo  re- 
quisito ni  hicieran  fé  para  este  objeto , ni  se  pudiese  juzgar 
por  tales  instrumentos  (4);  y que  quedaran  vigente  la  ne- 
cesidad de  inscribir  en  el  Registró  del  Tribunal  de  la  Cá- 
mara de  Comptos  los  mayorazgos  y fideicomisos  perpétuos 
y las  obligaciones  impuestas  en  este  concepto  á los  escri- 
banos (5). 

215.  A la  petición  de  las  Cortes  recayó  en  19  de  mayo 
de  1817  el  decreto  siguiente:  «Por  contemplación  al  Reino 
os  concedemos  el  oficio  ó escribanía  de  hipotecas  que  relacio- 
náis en  este  pedimento,  en  el  modo  y forma  que  especificáis 
en  cada  uno  de  sus  capítulos , siendo  la  obligación  de  los  es- 
cribanos de  fija  residencia  y de  ayuntamiento , no  solo  en  los 
pueblos  que  los  tienen  señalados  por  ley,  sino  también  en 
los  que  tengan  establecido  su  domicilio  y sirvan  sus  referi- 
dos ayuntamientos  como  lo  proponéis , y con  tal  que  las  ar- 
regladas providencias  que  se  toman  para  el  citado  oficio  de 
hipotecas  sean  y se  entiendan  para  los  contratos  y obligacio- 
nes que  se  hagan  después  de  la  publicación  de  esta  ley , sin 
que  en  manera  alguna  comprendan  á las  anteriores  y escri- 
turas otorgadas  por  estas , que  deben  quedar  en  toda  su 

(1)  Cap.  XII. 

(2)  Cap.  XIII. 

(3)  Cap.  XIV. 

(4)  Cap.  XV. 

(5)  Cap.  XVI. 
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fuerza  v vigor  para  obrar,  tanto  en  juicio  como  fuera  de  él.» 
Comparado  este  decreto  con  la  petición,  se  vé  que  solo  se  di- 
ferencia de  ella  en  la  parte  en  que,  á imitación  de  la  pragmática 
de  D Carlos  III,  habian  pedido  las  Cortes  que  las  obligacio- 
nes anteriores  á la  ley  debieran  presentarse  en  el  registro 
antes  de  hacer  en  juicio  uso  de  ellas  para  que  pudieran  te-  ' 
ner  completa  eficacia:  creyó,  sin  duda,  el  Virey,  que  lo  que 
se  proponía,  llevaba  implícitamente  el  carácter  de  dar  á la  ley 
fuerza  retroactiva,  y aunque  esta  apreciación  no  sea  exacta, 
loable  fué  sin  duda  la  intención  de  limitar  á lo  que  se  repu- 
taba justo  lo  que  las  Cortes  pedían. 

216.  Si  se  examinan  comparativamente  las  legislaciones 
general  de  España,  después  de  la  pragmática  de  D.  Cár- 
ios  III,  y la  especial  navarra  desde  1817,  necesario  es  conve- 
nir en  que  aunque  esta  última  puede  considerarse  un  reflejo  de 
aquella  en  la  mayor  parte  de  sus  disposiciones , era  inferior  á 
su  modelo , porque  establecía  demasiados  registros , á pesar 
de  la  conveniencia  que  habia  en  limitarlos  para  que  estuvie- 
ran bien  servidos  y oportunamente  inspeccionados,  porque 
limitaba  las  inscripciones  exigiéndolas  solo  en  los  censos , en 


las  hipotecas  especiales  y espresas  y en  las  fundaciones , y 
por  último,  porque  no  era  tan  completa  en  su  desenvolvi- 
miento. Preferible  hubiera  sido,  en  nuestro  concepto,  dar 
fuerza  de  ley  en  Navarra  á la  legislación  general  del  reino  so- 
bre hipotecas,  consiguiéndose  así  la  ventaja  de  ir  caminando 
á la  unidad  en  un  punto  en  que  nada  se  lastimaba  el  derecho 
foral  de  aquel  reino.  Tal  vez  la  idea  contraria  prevaleció  al  es- 
tablecer la  ley  especial  que  dejamos  mencionada;  tal  vez  se 
creería  que  adoptando  alguna  ley  del  derecho  general , se 
abría  la  puerta  por  la  que  otras  podrían  penetrar;  los  países 
regidos  por  fueros  son  muy  suspicaces  en  todo  lo  que  directa 
o m írectamente  á ellos  se  refiere,  y aquí  existe  hasta  nuestros 

ilion  “ailCÍa  esPec^  de  (lue  nunca  los  navarros  acu- 

nlir  a ^erecl^ocastellanoJ  sino  al  romano,  para  esplicar,  su- 
plo > completar  sus  leyes  del  orden  civil. 
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217.  Hemos  concluido  la  historia  de  la  hipoteca  en  la 
Península  é Islas  adyacentes,  y también  en  las  Canarias,  que 
en  un  todo  se  rigen  por  la  legislación  castellana.  No  ponemos 
sin  embargo  íin  á este  capítulo,  porque  reputamos  convenien- 
te echar  una  ojeada,  aunque  sea  rápida , sobre  el  estableci- 
miento de  los  registros  en  las  provincias  dé  América  y Asia, 
á donde  con  el  Evangelio  llevaron  nuestros  padres  su  reli- 
gión, su  civilización,  sus  usos,  sus  costumbres,  y en  toda  su  es- 
tension  las  instituciones  civiles  de  Castilla,  á cuya  corona 
pertenecían  los  países  conquistados  en  aquellas  regiones.  Y 
no  nos  limitaremos  á las  islas  que  obedecen  aun  nuestro  po- 
derío, sino  que  también  harémos  ligeras  indicaciones  respec- 
to de  algunas  de  las  repúblicas  americanas,  que  desmembra- 
das hoy  de  nuestra  Monarquía  reconocen  como  principal  base 
de  su  derecho  civil  las  leyes  castellanas. 

218.  La  primera  disposición  que  encontramos  referente 
al  establecimiento  de  los  registros  de  hipotecas  en  las  provin- 
cias ultramarinas  es  la  Real  cédula  circular  á Indias  de  9 de 
mayo  de  1778.  En  ella  se  ordenó  que  en  todos  los  dominios 
de  Ultramar  se  anotaran  indispensablemente  en  los  oficios  de 
hipotecas  todas  las  escrituras  que  se  otorgaran  con  hipotecas 
espresas  y especiales  sin  eseepcion  alguna,  como  eran  las 
de  censos,  bien  fueran  perpétuos  ó al  quitar,  sus  redenciones, 
los  vínculos , mayorazgos  y patronatos , las  fianzas , cartas  de 
pago  de  estas,  empeños,  desempeños,  obligaciones,  traspasos 
de  bienes  raíces,  de  censos  ó juros  y de  otra  cualquiera  hipo- 
teca que  procediera  de  ventas,  cartas  de  dote  , donaciones  ó 
posesiones  por  herencia  ó por  sentencia.  Otra  Real  cédula 
dada  pocos  años  después,  en  16  de  abril  de  1783,  previno 
que  se  procediera  inmediatamente  al  establecimiento  de  los 
oficios  de  hipotecas  en  todas  las  cabezas  de  partido,  confiando 
á las  Audiencias  respectivas  la  designación  de  los  pueblos, 
del  tiempo  para  la  presentación  de  escrituras  proporcionado 
á las  distancias,  y de  los  derechos  que  debian  pagarse  por  la 
toma  de  razón  de  documentos  , bien  fueran  anteriores  ó pos- 
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teriorcs  al  establecimiento  de  los  registros.  Exagerando  los 
mismos  vicios  que  hemos  notado  en  la  metrópoli,  se  añadió 
que  estos  oficios  serian  vendibles  y renunciares  , y que  se 
rematarían  en  el  mejor  postor  con  las  formalidades  de  ley. 

219.  Estas  disposiciones  que  emanaban  del  Gobierno,  ne- 
cesitaban, pues,  según  literalmente  prevenían,  ser  completa- 
das por  las  Audiencias.  Así  lo  hizo  la  Pretorial  de  Méjico 
aprobando  , á propuesta  de  su  Fiscal  de  Hacienda  D.  Ramón 
de  Posada,  en  27  de  setiembre  de  1784  , una  instrucción 
compuesta  de  25  artículos  para  la  creación  y funciones  délos 
anotadores  de  hipotecas.  En  esta  instrucción  se  asignaban  los 
pueblos  en  que  debían  establecerse  los  oficios  de  hipotecas; 
se  ordenaba  el  registro  de  todos  los  documentos  que  contuvie- 
ran hipoteca  especial  señalada  y espresa;  se  proveía  al  ser- 
vicio para  los  casos  de  vacante  ó suspensión  de  los  anotadores; 
se  prescribía  que  para  cada  pueblo  se  llevaran  registros  sepa- 
rados con  toda  distinción  y claridad  ; se  señalaba  el  término 
de  seis  dias  para  la  presentación  de  las  escrituras  otorgadas 
donde  residiera  el  contador,  y el  de  un  mes  si  lo  eran  en  otro 
lugar  bajo  las  mislnas  penas  establecidas  en  la  metrópoli,  de- 
biendo ser  la  primera  copia  de  la  escritura  llamada  original 
la  que  se  exhibiera;  se  copiaban  las  disposiciones  establecidas 
en  la  pragmática  de  1768  acerca  de  los  deberes  de  los  anota- 


dores y custodia  de  los  libros  que  en  defecto  de  casas  de 
ayuntamiento  debían  guardarse  en  las  casas  reales  bajo  la  res- 
ponsabilidad de  los  anotadores,  de  las  justicias  y ayuntamien- 
tos; se  declaraba  que  los  documentos  no  registrados  en  que 
hubieia  hipoteca  señalada  especial  y espresa  de  bienes  raí- 
ces ó tenidos  por  tales  no  hicieran  fé  para  el  efecto  de  per- 
seguir ó creer  gravadas  las  fincas  y por  lo  tanto  que  no 
estaban  sujetas  al  registro  las  hipotecas  generales  ni  los  bie- 
nes semovientes;  se  estendia  la  obligación  de  registrar  á las 
r?laSi0t?^das  ^nórmente  para  presentarlas  en  jui- 

2*istroUir  an  ° r Pre*ereilc*a  Porql  orden  déla  fecha  del  re- 
sistió y no  pudiendo  hacerse  este  después  de  presentadas; 
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se  exigía  que  la  toma  de  razón  fuese  cláusula  general  y pre- 
cisa en  todos  los  documentos  sujetos  á ella,  y por  último  se 
señalaban  los  derechos  que  debían  llevar  los  anotadores.  Este 
auto  acordado  que  fué  aprobado  y circulado  por  Real  cédula 
de  25  de  agosto  de  1802  á las  provincias  ultramarinas,  si  bien 
añadiendo  que  solo  se  observara  en  lo  que  respectivamente 
les  fuera  aplicable,  es,  como  se  vé,  un  reflejo  de  la  pragmática 
de  1768,  si  bien  con  las  modificaciones  que  las  circunstan- 
cias especiales  del  territorio  de  la  Audiencia  de  Méjico  ha- 
dan necesarias. 

220.  Las  Reales  cédulas  de  9 de  agosto  de  1778,  16  de 
abril  de  1784  y de  25  de  agosto  de  1802,  pueden  ser  con- 
sideradas como  la  base  del  sistema  hipotecario  de  la  Isla  de 
Cuba,  puesto  que  en  ella  fueron  aplicadas  y se  hallan  en 
vigor.  Pero  sucedió  allí  lo  mismo  que  en  la  Metrópoli : se 
hizo  objeto  de  impuestos  la  traslación  de  la  propiedad,  la 
cual  está  gravada  con  el  tributo  de  la  alcabala  y con  el  me- 
dio por  ciento  establecido  por  Real  resolución  de  29  de  julio 
de  1830,  como  lo  fué  por  el  Real  decreto  de  31  de  diciem- 
bre de  1829  en  las  provincias  peninsulares,  islas  Baleares  y 
Canarias.  Las  mismas  causas  han  producido  en  uno  y otro  país 
los  mismos  efectos.  También  allí  se  dió  un  reglamento  para 
la  exacción  de  este  impuesto  en  20  de  octubre  de  1849,  y ha 
habido  algunas  disposiciones  particulares  (1)  haciendo  aclara- 
ciones respecto  á los  contratos  que  estaban  sujetos  al  pago 
del  derecho  hipotecario,  á que  allí  dan  la  denominación  de  hi- 
¡mleqidila. 

221.  Entre  las  disposiciones  que  por  no  referirse  al  im- 

(1)  Tales  son  el  acuerdo  de  23  de  febroro  de  1831  declarando  que  no  se  adeu- 
daba el  iinpuesU)  por  los  bienes  que  á causa  de  no  admitir  cómoda  división  se  re- 
partían los  coherederos  entre  sí  por  convenios  particulares  ó remates  para  igualar 
sus  cuentas,  quedando  en  alguno  de  ellos  los  bienes  que  se  dividían  , pues  que  en 
este  caso  no  había  traslación,  sino  continuación  de  dominio:  ei  de  13  de  octubre 
de  1843,  que  ordena  que  no  se  cobre  este  impuesto  en  las  ventas  de  fincas  urbanas  y 
rústicas,  cuyo  precio  equivalga  al  capital  del  censo  que  reconozcan,  ni  que  se  de- 
duzca de  los  capitales  impuestos  en  los  predios  que  se  enajenen,  y e!  defi  de  diciem- 
bre del  mismo  año  de  1843,  que  al  paso  que  eximió  de  la  alcabala  ciertas  ventas  que 
el  dueño  de  una  cuarta  parte  do  cafetal  hizo  por  importar  mayor  cantidad  el  nú- 
mero de  esclavos  de  la  finca,  declaró  que  dobla  exigirse  el  derecho  de  hipotecas. 
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puesto  son  principalmente  objeto  de  esta  Introducción , de- 
hemos  hacer  mención  especial  de  algunas,  comprendidas  en 
los  autos  acordados  de  la  Audiencia  de  la  Habana  de  5 de 
octubre  de  1846  y de  22  de  febrero  de  1849.  En  el  primero 
de  estos  después  de  reencargar  el  cumplimiento  de  las  leyes 
en  materia  hipotecaria,  y de  ordenar  que  se  ajustaran  los  ano- 
tadores  para  la  asignación  de  derechos  á los  aranceles  vigen- 
tes, se  prohibió  en  lo  sucesivo,  pero  respetándose  los  dere- 
chos creados  á la  sombra  de  la  antigua  práctica,  la  anotación 
de  los  entredichos  precautorios,  los  de  la  hipoteca  de  esclavos 
á no  considerarse  como  parte  de  una  finca  y la  de  las  simples  es- 
crituras de  traslación  de  dominio,  circunscribiéndose  las  ofici- 
nas de  hipotecas  á las  obligaciones  de  esta  clase,  y demás  gra- 
vámenes de  las  fincas.  Esto  requiere  alguna  esplicacion.  Una 
práctica  abusiva,  y hasta  opuesta  á la  letra  y espíritu  de  las 
leyes  habia  introducido  en  las  Antillas  una  interdicción  ad  cau - 
telam,  esto  es  una  prohibición  de  enajenar  decretada  por  el 
juez  á petición  interpuesta  en  cualquier  clase  de  litigio,  estan- 
do ó no  dispuesto  á dar  fianza  y siendo  ó no  arraigado  aquel 
contra  quien  se  pedia  la  interdicción,  y muy  diferente  de  los 
embargos  preventivos  admitidos  por  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  de  los  embargos  provisionales  de  la  de  Enjuiciamiento 
mercantil,  de  las  hipotecas  judiciales  antiguas,  y de  las  anota- 
ciones preventivas  de  la  nueva  ley  de  hipotecas.  Bastaba  que 
el  demandante  manifestara  ó aparentara  temores  de  fuga , de 
insolvencia,  ó de  cualquier  otro  peligro  para  que  se  lanzaran. 
La  Audiencia , prohibiendo  la  práctica  de  discernir  con  man- 
dato de  anotación  las  interdicciones  de  bienes,  restableció 
la  fuerza  de  las  leyes,  dejando  espedito  dentro  de  ellas  el 
derecho  de  las  partes.  No  menos  fundada  fué  la  prohibi- 
ción relativa  á los  esclavos  porque  no  tenian  consideración  de 
nenes  inmuebles,  circunstancia  esencial  en  las  cosas  para 
que  puecan  ser  objeto  de  hipoteca,  como  lo  entendió  ya  en 

Príru^H  eMarance^es  1838  la  Real  Audiencia  de  Puerto- 
pe.  Mas  no  faé  tan  acertado  el  auto  acordado  de  1846, 
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en  no  hacer  esténsivo  el  registro  á las  escrituras  de  traslación 
de  dominio,  y én  negar  a las  leyes  mismas  que  regian  en  la 
metrópoli  la  significación  que  en  ella  se  les  daba.,  porque  sin 
el  registro  de  la  propiedad  no  pueden  estar  asegurados  los 
adquirentes  de  bienes  inmuebles.  Menos  importantes  que  estas 
resoluciones  fueron  las  del  auto  acordado  de  22  de  febrero 
de  1849,  para  aclarar  las  dudas  á que  se  suponía  haber 
dado  lugar  el  de  1846;  en  él  se  ordenó  que  la  toma  de  ra- 
zón se  hiciera  en  el  oficio  en  cuyo  territorio  estuviera  sita  la 
finca , y que  si  las  hipotecas  de  una  obligación  estuvieran  si- 
tuadas en  pueblos  que  tuvieran  diferentes  registros,  en  cada 
uno  de  estos  se  anotaran  las  que  le  correspondiesen;  se  repi- 
tió que  solo  la  propiedad  inmueble , y no  los  esclavos , podian 
ser  objeto  de  hipoteca  y anotación ; se  volvia  á encargar  á los 
escribanos  la  obligación  de  manifestar  en  los  instrumentos  que 
ante  ellos  se  otorgasen,  el  territorio  ó jurisdicción  en  que  se 
hallaran  las  fincas  gravadas , y de  hacer  espresion  sucinta  y 
clara  de  sus  linderos,  y por  último  se  adoptaron  algunas  me- 
didas respecto  al  modo  de  llevar  los  libros,  y á las  varia- 
ciones á que  el  cambio  de  división  territorial  podia  dar  lu- 
gar (1).  ' < 

222.  En  la  Isla  de  Puerto-Rico,  á la  que  fueron  estensiva 
la  Real  orden  de  1802  y las  que  la  precedieron  en  1778  y 1784, 
como  á las  demás  provincias  ultramarinas,  nada  adelantó  la 
organización  del  régimen  hipotecario , hasta'que  por  un  auto 
acordado  de  su  Audiencia,  dado  en  16  de  enero  de  1838,  se 
determinó  que  se  crearan  oficios  de  hipotecas  en  varios  par- 
tidos, siendo  coadyuvado  este  propósito  ptor  el  Gobernador  que 
mandó  su  establecimiento.  A imitación  de  la  Audiencia  pre- 
torial de  la  Habana,  circuló  la  Real  de  Puerto-Rico  otro  auto 

(1)  Además  (Jo  estos  autos  acordados  hay  una  circular  del  Gobernador,  espedi- 
da en  23  de  diciembre  de  1849,  en  que  , de  conformidad  con  el  voto  consultivo  del 
Real  Acuerdo.,  se  adoptan  medios  fáciles  y sencillos,  para  poner  en  claro  quiénes 
son  los  fínlmlichados,  cuando  la  identidad  de  nombres  y apellidos  dá  lugar  á confu- 
sión. Suprimido  la  anotación  do  los  entredichos,  solo  se  refiere  el  auto  al  tiempo  an- 
terior ti  la  supresión. 
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acordado  en  22  de  diciemdre  de  1854,  estableciendo  lo  mis- 
mo que  aquella  en  conformidad  con  la  Real  cédula  de  18.02, 
y para  ejercer  la  debida  vigilancia  ¿ inspección  en  los  regis- 
tros recordó  en  3 de  agosto  de  1857  el  deber  que  tienen 
los  jueces  de  visitarlos  anualmente,,  dando  cuenta  á la.  Au- 
diencia de  lo  que  resultare.  , . . ..  . 

223  «En  Filipinas  (1)  no  está  organizada  esta  institución: 
»se  halla  poco  mas  ó menos  como  en  la  época  de  1778,  en  que 
»se  pensó  en  su  planteamiento ; se  puede  decir  que  todo  está 
«por  hacer.  La  Audiencia  Chanciller ía  de  Manila,  por  acorda- 
ndo de  13  de  noviembre  de  1804,  decretó  una  instrucción  coim 
aprensiva  de  13  artículos  para  la  creación  y régimen. de  los 
» oficios  de  hipotecas  : fué  tomada  en  lo  sustancial  de  la  Real 
» cédula  de  1802,  si  bien  espresándose  ser  impracticable  el 
«establecimiento  por  separado  de  escribanos  ano tactores  de  hi- 
potecas en  Filipinas,  y declarándose  por  tales  en  varios  dis- 
tritos á los  jueces  con  testigos  acompañados.  En  el  art.  7.° 
«se  señala  el  término  de  seis  dias  para  la  toma  de  razón  de  la 
«escritura,  si  el  otorgamiento  se  hubiese  hecho  en  el  pueblo 
«donde  estuviera  el  oficio,  y si  en  otra  parte,  los  necesarios, 
«además  de  los  seis  dias,  á razón  de  cuatro  leguas  por  dia.  En 
« el  art.  13  se  asignan  los  derechos  que  han  de  llevar  los  ano- 
» tadores,  que  son  en  gran  parte  los  fijados  por  auto  acordado 
«de  la  Audiencia  de  Méjico  de  18  de  julio  de  1783.  Escusaré- 
» mos  detallar  las  demás  disposiciones ; pero  no  podemos  de- 
«jar  de  manifestar— aun  cuando  cause  asombro— que  en  Fili- 
« pinas,  en  esas  numerosas  islas  que  encierran  una  población 
nle  cinco  millones  de  almas,  no  hay  mas  que  un  solo  oficio  de 
«hipotecas;  el  de  Manila.  Se  halla  á cargo  del  escribano  ma- 
«yor  secretario  del  Ayuntamiento,  y no  se  citará  testo  alguno 
«oficial  que  determine  cuál  sea  la  demarcación  que  compren- 


lí c n Uj  (nifl  sobre  h -u\\n  Y -26  están  copiados  del  importante  ar- 

tramar lia  publ1(ííl« ^.ímíor.11  i!8  .al,,ucva  í-cy  hipotecaria  á las  provincias  de  Ultra- 
pó^.  €i  del  lomo  XIX  í'/i  ^evis!a  ffonerai  de  Legislación  y Jurisprudencia , en  la 
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»de  esa  oficina  única  de  registro,  si  bien  comunmente  se  la 
«considera  solo  para  la  provincia  de  Tondó,  hoy  de  Manila.» 

224.  Quisiéramos  dar  aquí  una  noticia  sucinta  de  la  his- 
toria de  la  hipoteca  en  las  repúblicas  hispanoamericanas  en 
ios  tiempos  posteriores  á su  emancipación : no  nos  es  posible 
hacerlo  por  completo;  el  estado  desgraciado  en  que  se  hallan 
aquellos  Estados,*  y las  pocas  relaciones  jurídico-literarias 
que  con  ellos  conservamos , son  causa  de  que  al  mismo  tiem- 
po que  en  nuestra  pátria  damos  á las  instituciones  civiles  de 
las  demás  naciones  europeas  la  importancia  que  merecen, 
esté  descuidada  la  progresión  del  derecho  en  pueblos  que 
tienen  por  base  de  su  legislación  las  obras  inmortales  del 
Rey  Sabio  y la  Recopilación  de  las  leyes  de  Indias,  y por  li- 
teratura jurídica  nacional  la  debida  á los  ilustres  juriscon- 
sultos españoles  de  los  tres  últimos  siglos  que  enriquecen 
nuestras  bibliotecas.  En  estas  circunstancias  sólo  harémos 
mención  de  las  Repúblicas  de  Méjico,  Chile  y Venezuela. 

225.  «En  Méjico  (1)  se  hallan  los  oficios  de  hipotecas  en  la 
» misma  situación  y bajo  las  mismas  reglas  de  la  Real  cédula 
«de  1802,  salvas  muy  ligeras  modificaciones.  Otro  tanto  pode- 
mos decir  de  la  república  de  Chile,  donde  por  decreto 
»de  12  de  julio  de  1839  se  mandó  además  la  toma  de  razón  en 
«registro  separado,  abierto  al  intento,  de  todas  las  providen- 
»cias  de  los  Tribunales  ó Juzgados  por  las  cuales  se  prohíba 
«suspenda  la  enajenación  de  algunos  bienes,  estando  los  ano- 
» tadores  de  hipotecas  obligados  á hacerlo  así  por  orden  del 
«Juez,  ó á instancia  verbal  de  parte  interesada.» 

226.  «Mas  donde  la  legislación  ha  sufrido  una  reforma 
«honda,  radical,  es  en  la  república  de  Venezuela.  Todas  las 
» escribanías  y todos  los  escribanos  fueron  suprimidos.  En  su 
«lugar  se  crearon  oficinas  de  registro  y registradores;  ley  de 
«17  de  marzo  de  1838.  En  cada  capital  de  provincia  hay 
» uña  oficina  principal  de  registro,  y en  cada  cantón  una  ó 

(I)  Ya  liemos  dicho  antes  en  la  nota  de  la  pág.  150  que  tanto  este  número  como 
el  siguiente  corresponden  á un  articulo  de  D.  José  Manuel  Aguirre  y Miramon. 
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»mas  subalternas,  dependientes  todas  de  aquella.  La  oficina 
.principal  está  á cargo  de  un  registrador  nombrado  por  el 
.Gobierno,  bastando  que  tenga  la  cualidad  de  venezolano  y 
.mayor  de  edad,  que  sea  examinado  y aprobado  por  la  au- 
toridad judicial , y que  preste  fianza:  los  registradores  su- 
balternos son  elegidos  por  el  principal  de  la  provincia, 
.quien  es  responsable  de  sus  actos.  Estas  oficinas  tienen  por 
.objeto  la  custodia  de  todos  los  protocolos  de  los  autos  con- 
cluidos y mandados  archivar,  y de  todos  los  documentos 
.oficiales  que  no  pertenecen  á otros  archivos.  Para  elevar  á 
.escritura  pública  los  contratos,  testamentos  y cualesquiera 
.otros  actos  privados,  se  estienden  ó se  leen  por  los  otor- 
gantes ante  el  registrador  y se  firman  á su  presencia  con 
.asistencia  del  número  de  testigos  prefijado  por  las  leyes:  el 
.registrador  traslada  el  contenido  del  papel  á su  protocolo, 
.haciendo  además  en  los  libros  de  la  oficina  las  anotaciones 
.correspondientes  y devuelve  el  papel  á los  interesados  con 
.éspresion  de  la  fecha  del  registro,  del  número  del  protocolo 
»en  que  se  halla  y de  los  testigos  que  presenciaron  el  acto. 
.Las  facultades  y obligaciones  principales  de  los  registrado- 
res, son  autorizar  y registrar  todos  los  actos  civiles;  dar  sin 
.necesidad  de  decreto  judicial  los  traslados  que  se  le  pidan 
» por  las  personas  que  intervinieron  en  el  registro  ó sus  legí- 
simos representantes;  legalizar  las  firmas  de  cualquiera  em- 
.pleado  ó funcionario  público  en  unión  con  uno  de  los  jueces 
.del  lugar;  asistir  á cualquiera  hora  del  día  ó de  la  noche  á 

• presenciar  el  testamento  de  un  enfermo  grave  dentro  del 
•pueblo  de  su  residencia;  tener  abierta  la  oficina  por  espa- 
cio de  ocho  horas  al  menos  al  dia,  y permanecer  durante 

• este  tiempo  en  ella.  Organizadas  así  estas  oficinas,  es  claro 
»que  no  existen  en  Venezuela  oficios  de  hipotecas:  toda  es- 
critura lleva  en  sí  misma  la  diligencia  de  registro..  Lind- 
an onos  aquí  á dar  una  ligera  noticia  de  la  legislación  de 
las  provincias  desprendidas  de  la  Corona  de  Castilla,  no  de- 
bemos  examinar  las  disposiciones  que  preceden:  bástenos 
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decir  que  se  refieren  solo  á un  sistema  notarial , no  á un  sis- 
tema hipotecario.  Por  último,  el  Código  civil  de  Bolivia  se 
separa  muy  poco  del  francés  en  materia  de  hipotecas. 
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243.  Se  concede  por  las  Córtes  la  au- 
torización, y con  la  sanción  de  la  Corona 
el  proyecto  pasa  á ser  ley  del  Estado. 


226.  Pocos  meses  hacia  que  se  habían  reunido  las  Cór- 
tes generales  y estraordinarías  en  la  Isla  de  León,  y estableci- 
do la  forma  de  gobierno  representativo  en  España,  cuando 
en  la  sesión  de  9 de  diciembre  de  1810,  sesión  en  que  se 
propuso  el  nombramiento  de  la  Comisión  que  formuló  el  pro- 
yecto de  la  Constitución  política  de  la  Monarquía,  el  diputa- 
do Espiga  hizo  la  mocion  de  que  se  nombraran  otras  comisio- 
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nes  para  reformar  las  diferentes  partes  de  nuestra  legisla- 
ción, una  de  las  cuales  debia  dedicarse  esclusivamente  a la 
legislación  civil.  Esta  propuesta  fué  aprobada  en  5 de  lebre- 
ro del  año  siguiente.  Ya  no  se  trataba  de  una  colección  me- 
jor ó peor  ordenada,  como  lo  habian  sido  las  diferentes  com- 
pilaciones que  se  habian  hecho  en  los  tiempos  posteriores  al 
fp.y  Sabio:  se  quería,  como  dijo  entonces  la  Comisión  de  las 
Cortes,  acomodar  á los  tiempos  modernos  las  leyes  esparcidas 
en  los  antiguos  cuerpos  legales,  reducirlas  á sus  primeros 
principios,  y darles  el  orden,  precisión  y claridad  indispensa- 
bles para  que  fijaran  de  un  modo  estable  y conveniente  los 
derechos  de  los  ciudadanos,  las  opiniones  de  los  sábios  y el  jui- 


cio de  los  magistrados:  se  quería,  en  una  palabra,  no  com- 
pilar, sino  codificar. 

227.  No  se  calcularon  entonces  las  graves  dificultades  que 
habian  de  oponerse  á la  unidad  civil  en  todo  el  territorio  de 
la  Monarquía:  se  creyó  sin  duda  que  a pesar  de  la  gran  diver- 
sidad de  las  leyes  civiles  de  los  antiguos  reinos,  de  las  que  sin 
temor  de  errar  puede  decirse  que  no  las  hay  tan  divergen- 
tes entre  las  mas  opuestas  de  las  otras  naciones  civilizadas, 
era  fácil  traer  á todas  las  provincias  á una  ley  común,  au- 
mentando así  los  vínculos  de  cohesión  entre  los  habitantes 
de  la  vasta  Monarquía:  no  consideraron  los  legisladores  que 
en  nuestra  patria  tenia  fuerza,  tal  vez  mayor,  que  en  ningún 
otro  pueblo,  la  adhesión  á las  leyes  civiles  heredadas,  y á la 
jm  ispi  udencia  nacida  á su  sombra.  Prevaleció  por  completo 
el  espíritu  filosófico  en  todo  lo  que  al  derecho  civil  se  referia: 
quedó  pospuesto  el  espíritu  histórico,  ese  mismo  espíritu  que 
eia.  invocado  por  las  Cortes  generales  y estraordinarias  en  el 
pica  ni  julo  de  la  ley  fundamental  del  Estado,  y que  en  aque- 

^ Par  fllie  desgraciados,  producía  tantos 
sVí*rif¡rilc  ¡10J  6 *lcro*smo>  tan  tillas  y sublimes  virtudes,  y 
trun  ¡ero  ^ ^eneiosos  Para  lanzar  de  nuestro  suelo  al  es- 

I esde  entonces  no  se  pensó  en  ir  perfeccionando 
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lenta  y sucesivamente  el  derecho  civil,  como  se  liabia  hecho 
en  los  tiempos  posteriores  á la  reconquista  , y esta  parte  de 
nuestra  legislación  fué  la  que  menos  reformas  recibió  en 
medio  de  los  graves  é importantes  cambios  que  se  introducían 
en  la  organización  judicial,  en  los  procedimientos  criminales, 
y sobre  todo  en  la  parte  comercial  y penal,  y en  la  de  procedi- 
mientos civiles  y mercantiles  en  que  las  antiguas  leyes,  los 
fueros  provinciales  y locales,  las  ordenanzas  y reglamentos, 
los  usos,  las  tradiciones  y las  costumbres  cayeron  ante  el 
Código  de  comercio  y el  penal,  y ante  las  leyes  de  Enjuicia- 
miento en  los  negocios  y causas  de  comercio,  y de  Enjui- 
ciamiento civil.  Las  cuestiones  que  asomaban  y los  proyectos 
parciales  dé  reforma  se  estrellaban  contra  el  argumento  de 
que  debia  esperarse  á la  formación  del  Código  civil:  por  no 
crear  obstáculos  á la  obra  todo  se  aplazaba;  por  apresurar  la 
reforma  de  todo  el  derecho  civil  no  se  iba  perfeccionando  y 
venciendo  la  poderosa  resistencia  que  naturalmente  debia  el 
Código  encontrar,  ni  se  preparaba  el  camino  para  que  fuera 
deseado  y bien  recibido  en  su  dia , ni  se  preveía  que  la  es- 
cuela histórica  del  derecho  algún  dia  tendria  en  España 
partidarios  que  se  encargaran  de  demostrar  en  el  terreno  de 
la  ciencia  que  era  un  hecho  universalmente  ya  reconocido  en 
la  vida  práctica,  que  ninguna  clase  de  leyes  presentan  mas 
obstáculos  á la  reforma  que  aquellas  que  penetrando  en  el 
hogar  doméstico  constituyen  la  familia,  establecen  su  modo 
de  ser,  fijan  las  relaciones  de  marido  y mujer,  de  padre  é 
hijo  , de  guardador  y de  menor , que  establecen  el  orden 
económico  de  la  sociedad  conyugal , las  sucesiones,  y tantas 
otras  instituciones  que  incrustradas  profundamente  en  los 
pueblos,  trasmitidas  de  unas  á otras  generaciones , son  mi- 
radas con  la  veneración  supersticiosa  que  á veces  se  tributa 
á las  leyes  seculares  y á las  costumbres  que  se  pierden  en  la 
noche  de  los  tiempos. 

229.  Llenos  nuestros  legisladores  de  patriotismo,  pero 
faltos  de  esperiencia,  buscaron  lo  mejor;  con  noble  emula- 
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cion  quisieron  imitar  el  ejemplo  que  Francia  en  un  principio, 
T después  otras  muchas  naciones  les  ofrecían ; pretendieron 
aumentar  los  vínculos  de  unidad  y cohesión  entre  las  diver- 
sas provincias  de  la  Monarquía;  creyeron  que  podrían  borrar 
las  reminiscencias  del  diverso  origen  de  los  habitantes  de 
nuestro  suelo.  , . ' . ■ 

2; jo.  Creyeron,  sin  duda,  que  estableciendo  una  misma  ley 
civil  por  do  quiera,  que  haciendo  desaparecer  las  denomina- 
ciones de  ios  antiguos  reinos,  que  sustituyendo  á la  división 
territorial  histórica  otra  división  en  que  las  provincias  se  de-, 
signaran  con  los  nombres  de  sus  capitales , si  bien  con  al- 
gunas cscepciones,  que  difundiendo  el  hermoso  idioma  cas- 
tellano, y anulando  con  él  los  dialectos  se  llegaría  en  breve 
tiempo  á la  gran  obra  de  la  completa  unidad  nacional  ¿ que 
ha  sido  la  aspiración  de  todos  nuestros  grandes  Reyes , de 
todos  nuestros  mas  distinguidos  repúblicos.  Aspiración  noble 
á que  cordialmente  nos,  unimos,  pero  que  debia  ser  lenta, 
que  necesitaba  prepararse  y que  •no  podía  tener  completa  eje- 
cución sino  progresivamente,  con  prudencia  y con  constancia. 
Ya  lo  vemos:  los  nombres  célebres  de  Castilla,  Aragón,  Ca- 
taluña, Galicia,  Asturias,  Andalucía  y Estremadura,  han 
desaparecido  en  la  nomenclatura  oficial  hace  cerca  de  treinta 
años,  y sin  embargo,  como  en  sus  mejores  tiempos,  aun  tie- 
nen vida  en  el  uso  común:  con  ellos  se  designa  la  proceden- 
cia de  los  diferentes  habitantes  de  la  Península,  y esto  dura- 
rá siglos;  del  mismo  modo,  aunque  gracias  principalmente  á la 
grande  estension  que.se  ha  dado  á la  instrucción  primaria, 
la  magestuosa  lengua  de  Cervantes  se  difunde  con  la  rapidez 
posible  por  todas  las  provincias  en  que  no  era  la  de  sus  mo- 
radores, á su  lado  se  sostienen  aún  los  dialectos  que  en  el 
trascurso  del  tiempo  desaparecerán  sin  duda , pero  tardan- 
do muc  10  este  dia,  porque  se  complacerán  los  naturales 
h.?  ¡nSi°S  *)aiscs’  aun  cuando  llegue  á ser  por  todos  conoci- 

noc¡PmnftUa  castc^ana  > en  hablar  el  primer  idioma  que  eo- 
, aque  con  que  los  acariciaba  su  madre  cuando  esta- 
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banen  la  cuna,  el  de  su  infancia,  el  que  les  servia  para  las 
espansiones  de  la  amistad  en  la  edad,  que  mas  profundamen- 
te se  graban  todas  las  impresiones.  Así  sucede  con  las  leyes 
civiles:  la  unidad  llegará,  antes  sin  duda  que  la  del  idioma, 
antes  que  el  olvido  de  las  antiguas  denominaciones  territo- 
riales para  la  espresion  de  la  vida  actual,  pero  ha  debido 
allanársele  el  camino,  ha  debido  irse  por  él  desde  que  se  pen- 
só en  que  un  mismo  Código  civil  rigiera  en  toda  la  Monar- 
quía. Esto  se  habría  conseguido  ya  probablemente  con  el 
trascurso  del  tiempo,  si  se  hubiesen  dado  leyes  parciales  en- 
caminadas al  objeto,  ilustrado  la  opinión  pública  con  trabajos 
bien  entendidos,  en  que  se  hallaran  discutidas  con  gravedad 
y buen  sentido  las  principales  cuestiones,  demostrándose  en 
cada  punto  cual  de  las  legislaciones  debía  en  él  sobreponerse 
á las  otras,  sin  pretender  llevar  á toda  la  Monarquía,  y en 
todos  sus  pormenores  una  sola  de  las  legislaciones  que  rigen 
en  su  vasta  estension  procediéndose  en  todo  con  imparciali- 
dad, con  deseo  del  acierto,  y con  espíritu  de  fusión.  Pero  des- 
graciadamente no  ha  sucedido"  así:  son  escasas  las  leyes  civi- 
les que  se  han  dado  de  esta  clase,  y estas,  casi  siempre,  mas 
con  un  fm  político  ó económico,  que  para  satisfacer  una  nece- 
sidad social , y se  ha  mirado  con  descuido  esa  clase  de  tra- 
bajos que  debían  disponer  los  ánimos  para  recibir  con  aplau- 
so el  nuevo  código. 

231.  El  pensamiento  de  las  Cortes  generales  y estraordi- 
narias  de  1810,  continuó  siendo  siempre  el  de  las  Cortes  espa- 
ñolas. La  Constitución  de  1812  en  su  artículo  258,  elevó  á 
ley  fundamental,  la  regla  de  que  el  Código  civil  y criminal 
y el  de  comercio , fueran  unos  mismos  para  toda  la  Monar- 
quía. Mas  esplícita , sin  embargo,  que  el  acuerdo  de  las 
Cortes  de  1811,  y que  las  constituciones  posteriores,  tomando 
en  cuenta  las  circunstancias  que  podían  aconsejar  hacer  en 
determinada  porción  del  territorio  concesiones-  que  en  otra 
se  negaran,  añadió  que  la  unidad  de  códigos  se  entendiera 
sin  perjuicio  de  las  alteraciones  que  par  circunstancias 
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particulares  pudieran  hacer  las  Cortes.  Conviene,  para 
comprender  el  espíritu  que  entonces  dominaba  respecto  a es- 
ta materia,  tener  presente  lo  que  en  el  discurso  preliminar 
decía  la  Comisión  que  formó  el  proyecto  de  Constitución:  «La 
• igualdad  de  derechos  proclamada  en  la  primera  parte  de  la 
«Constitución  en  favor  de  todos  los  naturales  originarios  de  la 
«Monarquía,  la  unidad  de  principios  adoptada  por  V.  M.  en 
«toda  la  ostensión  del  vasto  sistema  que  se  ha  propuesto,  exi- 
gen que  el  Código  universal  de  leyes  positivas  sea  uno 
«mismo  para  toda  la  Nación,  debiendo  entenderse  que  los 
«principios  generales  sobre  que  han  de  estar  fundadas  las  le- 
« ves  civiles  y de  comercio,  no  pueden  estorbar  ciertas  mo- 
«dificaciones  que  habrán  de  requerir  necesariamente  la  dife- 
rencia de  tantos  climas,  como  comprende  la  inmensa  esten- 
«sion  del  imperio  español,  y la  prodigiosa  variedad  de  sus 
«territorios  y producciones.  El  espíritu  de  liberalidad,  de 
«beneficencia  y de  justificación  ha  de  ser  el  principio  consti- 
«tutivo  de  las  leyes  españolas.  La  diferencia,  pues,  no  po- 
«drá  recaer  en  ningún  caso  en  la  parte  esencial  de  la  legis- 
«lacion.  Y esta  máxima  tan  cierta  y tan  reconocida,  no  podrá 
«menos  de  asegurar  para  en  adelante  la  uniformidad  del  Có 
«digo  universal  de  las  Españas.»  I)e  estas  palabras  se  infiere, 
evidentemente  á nuestro  juicio,  que  no  era  el  espíritu  histó- 
rico el  que  movió  á los  legisladores  de  Cádiz  á admitir  la 
escepcion:  fueron  consideraciones  de  otro  Orden  mas  ó me- 
nos importantes,  pero  que  en  nuestro  dictámen  nunca  po- 
dían ser  un  obstáculo  verdadero  para  la  uniformidad  del 
derecho.  Considérese  en  prueba  de  ello,  que  á pesar  de  ser 
tan  diferentes  en  clima,  en  territorio  y en  producciones  las 
dos  Castillas  de  las  provincias  de  Alava  y de  Guipúzcoa, 
| n a ucía  de  Galicia,  y sobre  todo  las  vastas  provincias  que 
ema  entonces  España  en  Africa,  en  América  y en  Asia  de 
ms  pemnsulares,  todas  estaban  regidas  por  el  derecho  civil  de 
as  i a,  como  o están  actualmente  las  que  aun  conservamos, 
a par  e pnncipal  en  que  la  codificación  civil  encuentra 
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obstáculos,  que  es  lo  que  á la  constitución  de  la  familia  y al 
orden  de  sucesiones  se  refiere.  La  Constitución  de  1837  fué 
mas  absoluta:  en  su  artículo  4.°  estableció,  que  unos  mismos 
códigos  rigieran  en  toda  la  Monarquía,  derogando  así  im- 
plícitamente la  latitud  que  estableció  la  de  1812:  la  Cons- 
titución de  1845  copió  en  este  punto  literalmente  la.de  1837. 
El  mismo  principio  habia  sido  adoptado  antes  por  el  señor 
don  Fernando  VII  al  nombraren  9 de  mayo  de  1825  á don 
Manuel  Maña  Cambronero  que  tan  buen  nombre  habia  conse- 
guido en  ,el  foro  para  que  redactara  el  proyecto  de  código 
civil. 

232.  Hacia  poco  que  se  habia  publicado  la  Constitución 
de  1845,  cuando  el  espíritu  tradicional  é histórico,  en  lo  que 
al  derecho  civil  hace  referencia,  se  despertó  entre  nosotros: 
rápidamente  se  estendió  el  número  de  sus  partidariost:  encon- 
tró eco  Su  escuela  en  nuestras  Universidades  y estableci- 
mientos científicos , y no  tardó  en  tener  su  representación  en 
el  Parlamento:  ya  desde  entonces  no  fué  tan  unánime  la  opi- 
nión acerca  de  la  necesidad  de  la  inmediata  codificación  civil 
inflexible  y sin  escepciones:  la  escuela  histórica  disputó  á la 
filosófica  sus  conquistas,  y muy  luego  contó  con  un  triunfo, 
tanto  mas  importante,  cuanto  que  era  una  manifestación  ofi- 
cial que  partía  del  Gobierno,  siendo  Presidente  del  Consejo 
de  Ministros  el  ilustre  jurisconsulto  que  por  espacio  de  mu- 
chos años  lo  habia  sido  de  la  Comisión  de  Códigos , tomando 
una  parte  muy  principal  en  sus  deliberaciones. 

233.  Esta  manifestación  oficial  tuvo  lugar,  con  motivo 
de  haber  presentado  la  Comisión  de  Códigos  el  proyecto  del 
civil.  Conociendo  entonces  el  Gobierno  toda  la  gravedad  é 
importancia  de  la  obra,  ya  por  lo  que  afectaba  al  orden  so- 
cial y al  de  la  familia,  ya  por  la  derogación  de  fueros  espe- 
ciales, usos  y costumbres  varias  no  bien  estudiadas,  declaró 
sus  temores  de  que  ofreciera  graves  obstáculos  para  su  aplica- 
ción general,  y quiso  abrir  un  ancho  campo  á la  discusión, 
para  que,  ilustrándose  suficientemente  la  opinión  pública , pu- 
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dieran  calcularse  y prevenirse  las  dificultades  en  su  apli- 
cacion,  saliendo  por  consecuencia  de  esto  una  ley  aceptable 
para  todos.  Mas  al  mismo  tiempo  no  quería  que  quedara  pa- 
ralizada la  reforma  del  derecho  civil:  deseaba  ir  á la  unidad, 
pero  lentamente:  aplazaba  la  presentación  del  Código  á las 
Cortes  por  un  tiempo  ilimitado,  pero  sin  renunciar  por  ello  á 
llevar  proyectos  oportunos  sobre  determinadas  materias  de 
notoria  conveniencia,  y que  no  ofrecieran  grandes  tropiezos 
en  la  práctica;  quería,  en  una  palabra,  preparar  con  leyes 
parciales  la  unidad,  pero  sin  violencia,  sin  precipitación,  sin 
perturbar  derechos,  sin  alarmar  esperanzas  legítimas,  y sin 
ponerse  frente  á frente  de  legislaciones  que  tenian  una  larga 
historia,  á que  se  tributaba  respeto  tradicional  en  diferentes 
provincias.  Esto  lo  hizo  el  Gobierno  en  12  de  junio  de  1851. 

234.  La  parte  del  proyecto  del  Código  civil  que  se  referia 
á las  hipotecas,  sufrió,  pues,  la  suerte  general  de  la  obra  á 
que  pertenecía,  si  bien,  respecto  á ella,  habia  mediado  la  cir- 
cunstancia especial  de  haberse  pedido  dictámen  al  Tribunal 
Supremo  de  Justicia  y á las  Audiencias,  á propuesta  de  la 
Comisión  de  Códigos , cuyas  observaciones  tomó  esta  en 
cuenta  antes  de  dar  por  terminados  sus  trabajos.  Dos  títulos, 
el  XIX  y el  XX  del  libro  III,  compuesto  el  primero,  en  que 
se  trata  de  la  hipoteca,  de  cuatro  capítulos,  y de  nueve  el  se- 
gundo que  comprende  todo  lo  relativo  al  registro  público, 
después  de  establecer  como  principios  cardinales  del  sistema 
hipotecario  los  principios  de  publicidad  y especialidad,  que 
son  la  base  de  la  ley,  los  desenvuelven  lógicamente  en  todas 
sus  necesarias  consecuencias.  « Las  principales  disposiciones, » 
según  di  jo  oportunamente  entonces  el  respetable  magistrado 
que  mas  trabajó  en  estos  títulos  (1);  «convienen  con  las  de 
» aMeia,  Pi  usía,  Ginebra  y Wurtemberg,  las  cuales  son  la 
•espresion  mas  Del  del  sistema  germánico,  admitido  en  otros 
S1?  justados,  y que  sucesivamente  vá  estendiéndose 
* 4 a lu  .taUa>  Y que  amenaza  asimilarse  á la  legislación 

(I)  El  Sr.  D.  Cláudio  Antón  Limiriugn. 
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afrancesa  con  la  de  otros  Estados  que  siguen  hasta  ahora  el 
«sistema misto  de  Francia.»  No  era  vana  esta  conjetura:  en 
el  mismo  año  en  que  la  Comisión  presentó  el  Proyecto,  ya  en 
Bélgica  se  hicieron  importantísimas  reformas  en  el  sentido 
aleman,  que  estuvo,  á punto  de  prevalecer  durante  la  Repú- 
blica en  Francia,  donde  se  modificó  en  algunos  puntos  el  Có- 
digo civil  por  la  ley  de  22  de  enero  de  1855  sobre  la  tras- 
cripción. 

235.  No  han  sido , sin  embargo , inútiles  en  esta  parte 
los  trabajos  del  proyecto  de  la  Comisión.  La  necesidad  de 
reformar  nuestro  sistema  hipotecario  era  apremiante  y uni- 
versalmente reconocida ; era  una  verdadera  exigencia  de  la 
opinión  pública.  Así  lo  reconoció  pl  Gobierno  al  prevenir  por 
Real  decreto  de  8 de  agosto  de  1855  á la  Comisión  nombra- 
da para  formar  el  proyecto  de  ley  orgánica  de  Tribunales  y 
del  Código  de  procedimientos,  y para  la  revisión  del  proyec- 
to del  Código  civil;  Comisión  que  habia  reemplazado  á la  de 
Códigos,  que  se  dedicara  con  preferencia  y brevedad  á for- 
mular un  proyecto  de  ley  de  hipotecas,  ó de  aseguración  de 
la  propiedad  territorial,  para  presentarlo  á las  Cortes  Consti- 
tuyentes. Este  Real  decreto  es  el  inmediato  origen  de  la  ley 
hipotecaria.  Merece , por  lo  tanto , que  trascribamos  las  ra- 
zones en  que  apoyaba  el  Ministro  la  reforma  al  aconsejar  á 
S.  M.  la  adopción  de  lo  que  proponía.  Recia  así:  «Pocas  refor- 
jas en  el  orden  civil  y económico  son  de  mas  interés  y urgen- 
cia que  la  de  las  leyes  hipotecarias.  Las  actuales  se  hallan 
condenadas  por  la  ciencia  y por  la  opinión,  porque  ni  garan- 
tizan suficientemente  la  propiedad,  ni  ejercen  saludable  in- 
afluencia en  la  prosperidad  pública,  ni  asientan  en  sólidas  ha- 
ces el  crédito  territorial,  ni  dan  actividad  á la  circulación  de 
»la  riqueza,  ni  moderan  el  interés  del  dinero,  ni  facilitan  su 
adquisición  á los  dueños  de  la  propiedad  inmueble,  ni  dan  la 
debida  seguridad  á los  que  sobre  aquella  garantía  prestan 
«sus  capitales.  Hubieran  sin  duda  estas  consideraciones  pro- 
avocado  hace  ya  tiempo  la  reforma,  áno  haberse  creído  que 
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.el  Código  civil  era  el  lugar  mas  oportuno  para  verificarla, 
.y  nada  habría  que  oponer  á este  aserto , si  la  complicación 
.inevitable  de  la  obra,  y las  dificilísimas  cuestiones  que  tiene 
.que  resolver  en  la  diversidad  de  leyes  civiles  de  los  antiguos 
» Estados  que  han  venido  á formar  la  Monarquía,  permitieran 
>ilevar  en  breve  término  á las  Cortes  el  proyecto  de  Código  ci- 
# vil.  Pero  en  la  imposibilidad  de  hacerlo,  no  debe  dilatarse 
do  que  requiere  tan  urgente  remedio,  y que  es  tan  indispen- 
sable para  la  creación  de  bancos  de  crédito  territorial,  para 
a dar  certidumbre  al  dominio  y á los  demás  derechos  en  la 
-cosa,  para  poner  límites  á la  mala  fé,  y para  libertar  al  pro- 
«piclario  del  yugo  de  usureros  despiadados.  Una  ley  especial 
»á  cuyo  proyecto  se  dedique  con  preferencia  la  Comisión  que 
# V.  M.  tiene  nombrada  para  formular  el  Código  civil,  satis- 
dará  necesidad  tan  apremiante,  sin  que  este  pensamiento  al- 
dere  de  modo  alguno  el  de  la  formación  de  los  Códigos;  no 
» haciendo  mas  que  anteponer  por  especiales  y poderosos  mo- 
divos  lo  que  por  de  mas  urgencia  no  puede  dilatarse  sin  in- 
convenientes gravísimos.  La  comisión,  ilustrada  y celosa,  es- 


di aliará  los  trabajos  anteriores,  los  comparará  con  las  leyes 
*de  las  demás  naciones  y preparará,  sin  duda,  un  proyecto 
"digno  de  ser  llevado  á las  Cortes,  apenas  hayan  reanudado 


cus  importantes  tareas,  y de  recibir  la  sanción  de  V.  M.; 

«sirviendo  este  trabajo  de  base  y punto  de  partida  para 

«plantear  reformas  vivamente  ansiadas  por  el  país,  algunas 

«iniciadas  ó reclamadas  enérgicamente  por  sus  representan- 

* tes. » La  Comisión  de  Codificación  en  la  Esposicion  de  Motivos 

eon  que  acompañó  al  Gobierno  el  proyecto  de  ley  hipoteca- 

l iu,  después  de  aceptar  todo  lo  que  del  antiguo  sistema  de  hi- 

po tecas  había  dicho  el  Gobierno  en  1855,  agregaba:  «Nada 

d. Co—  l)0r  su  parte,  bástale  decir,  que  en  sentir 

Wi'í°.leii^  estd  Unitivamente  juzgada  nuestra  actual 

|d|°focaria,  y que  exige  reformas  radicales  para 

•ella  hsoehd!  f *aS  conc*ic*ones  clue  echa  de  menos  en 
ella  la  sociedad  activa  de  nuestros  dias. . 
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236.  No  se  contentó  el  Ministro  á quien  se  debe  la  iniciativa 
en  la  reforma  del  sistema  hipotecario  con  encargar  este  trabajo 
á la  Comisión : creyó  que  era  deber  del  Gobierno  manifestar 
su  opinión  sobre  el  sistema  que  debia  seguirse:  son  dignos  de 
atención  los  términos  en  que  lo  hizo  una  Real  orden  dada 
dos  dias  después  del  Real  decreto  de  que  acabamos  de  tra- 
tar (1).  «S.  M.  desea» , son  sus  palabras,  «que  la  nueva  ley  par- 
ata del  principio  de  la  publicidad  délas  hipotecas,  publicidad 
«pedida  por  las  Cortes  de  Toledo  de  1539  y por  las  de  Valla- 
«dolid  de  1555  y elevada  á ley  del  reino;  que  como  incompati- 
bles con  aquella  condición  no  se  reconozcan  para  lo  sucesivo 
«hipotecas  generales;  que  se  establezcan  formalidades  este- 
«riorespara  la  traslación  de  la  propiedad  y de  los  demás  de- 
rechos en  la  cosa,  y que  se  medite  con  detención  sobre  la 
«conveniencia  ó inconveniencia  de  suprimir  las  hipotecas  lc- 
» gales;  y en  el  primer  caso  que  se  escogiten  los  medios 
«de  conciliar  la  supresión  con  los  intereses  que  antes  prote- 
gía el  privilegio,  y especialmente  con  los  de  las  mujeres 
«casadas,  los  menores  y los  incapacitados.  De  la  ilustración 
«y  celo  que  tiene  acreditados  esa  Comisión,  espera  confiada- 
» mente  S.  M.  que  dará  cima  con  perfección  y prontitud  á tan 
«importante  trabajo. » A estas  palabras  del  Gobierno  corres- 
pondió la  Comisión  de  Codificación,  sucesora  de  aquella  á 
que  se  habia  en  un  principio  confiado  el  trabajo,  aceptan- 
do en  el  proyecto  el  doble  carácter  de  publicidad  y es- 
pecialidad como  lo  manifiesta  en  la  Esposicion  de  Motivos. 
«La  plena  confianza  que  el  Gobierno  ha  depositado  en  la 
«Comisión,  y la  libertad  en  que  la  dejó  para  seguir  sus  pro- 
«pias  inspiraciones,  la  han  comprometido  mas  y mas  á procu- 
«rar  el  acierto:  estudios  concienzudos  y detenidos,  discusiones 
«frecuentes  y prolongadas,  y multiplicadas  revisiones  han 
«sido  por  mucho  tiempo  la  tarea  continua  de  la  Comisión,  que 
«si  no  ha  llegado  á llenar  su  encargo  tan  cumplidamente  como 
«deseara,  puede  asegurar  al  menos  que  ha  puesto  en  contribu- 
(I)  De  10  de  agosto  de  1855. 
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.don  cuanto  alcanzaba  para  conseguirlo.  Pero  á pesar  de  ha- 
.bcr  encontrado,  no  solo  aceptables,  sino  preferibles  los  pnn- 
.cipios  indicados  por  el  Gobierno,  no  por  eso  tiene  la  presun- 

*oion  de  haber  acertado.»  _ 

237  Felizmente  la  reforma  de  la  ley  hipotecaria  no  ha 

sido  entre  nosotros  una  cuestión  política:  los  que  formaron  el 
provecto  de  Código  civil  no  pertenccian  todos  á uno  de  los 
partidos  que  en  el  Parlamento,  y en  la  prensa  sostienen  prin- 
cipios encontrados;  en  la  Comisión  de  Codificación  se  halla- 
ban también  mezcladas  y unidas  en  un  mismo  pensamiento 
personas  que  fuera  de  aquel  lugar  militan  en  filas  diferentes,  y 
la  Administración  de  octubre  de  1856  aceptó  el  principio  de 
publicidad  que  era  el  pensamiento  de  la  de  1855,  á pesar  de 
la  diversa  política  que  los  Ministerios  de  uno  y otro  tiempo 
representaron  en  el  Gobierno. 

238.  En  su  deseo  de  que  llegara  pronto  á ser  ley  la  an- 
siada reforma,  presentó  el  Gobierno  á las  Cortes  en  3 de 
junio  de  1857  un  proyecto  de  autorización  bajo  las  mismas 
bases  que  son  el  fundamento  de  la  nueva  ley  hipotecaria  (1). 
Y esto  no  es  de  estrañar  si  se  considera  que  la  misma  Comi- 
sión de  Codificación  liabia  redactado  el  proyecto  en  que  la 
autorización  se  solicitaba. 

(1)  El  proyecto  de  ley  ostaba  concebido  en  los  términos  siguientes: 

Art.  I.*  Se  autoriza  al  Gobierno  para  publicar  una  ley  reformando  la  legislación 
hipotecaria  vigente  con  sujeción  á las  siguientes  bases: 

Primera.  La  inscripción  en  los  registros  públicos  de  todos  los  derechos  de  cual- 
quiera espocio  que  se  adquieran,  se  trasmitan,  modifiquen  ó eslinga»  sobre  bienes 
inmuebles  ó derechos  reales,  será  obligatoria. 

Segunda.  Toda  hipoteca  será  necesariamente  especial. 

Tercera.  Se  adoptarán  las  disposiciones  convenientes  para  preservar  en  lo  suce- 
sivo los  derechos  protegidos  en  la  actualidad  por  las  hipotecas  legales. 

Cuarta.  Se  prescribirá  un  procedimiento  para  lo  liberación  ó espresa  constitución 
. as  ii | io lecas  tacitas  y de  las  responsabilidades  ocultas  á que  puedan  estar  afec- 

i„sr¡  Uc1^rjmn.u,1L)l',!S’  el  flue  stJ  consulten  convenientemente  los  derechos  ad- 
quirióos con  arreglo  á las  leves. 

IllllIltM  T 1 I . * 


soore  los  actos  sujetos  á inscripción.  ! u 'iue  5e  eswuieweiwi 
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239.  Los  motivos  que  el  Ministro  alegaba  para  solicitar  la 
autorización,  son  los  que  ya  habian  indicado  sus  anteceso- 
res, la  insuficiencia  de  las  leyes  precedentes  para  satisfacer  las 
necesidades  actuales  de  la  propiedad,  de  la  agricultura  y del 
crédito,  su  heterogeneidad  por  derivarse  unas  del  derecho 
romano,  otras  del  foral,  otras  del  feudal  estranjero,  la  contra- 
dicción que  habia  en  su  espíritu  y en  su  tendencia,  la  incon- 
veniencia del  sistema  misto  de  publicidad  y de  secreto  que 
era  el  que  regia , ’ la  poca  confianza  que  inspiraban  á los 
prestamistas , y la  propensión  de  estos  á aumentar  el  interés 
de  los  préstamos , para  ocurrir  á los  peligos  que  la  falta  de 
publicidad  les  ocasionaba. 

240.  No  pudo  examinarse  el  proyecto  de  autorización  en 
aquella  legislatura,  pero  reproducido  en  la  siguiente  por  otro 
Ministerio  que  de  nuevo  la  suscitó  en  14  de  enero  de  1858, 
fundándose  en  los  mismos  motivos,  é introduciendo  un  ligero 
cambio  en  la  redacción  de  una  de  sus  bases  (1),  fué  discutido 
y aprobado  en  el  Congreso  de  los  Diputados.  No  llegó  en  el 
Senado  á dar  dictámen  la  Comisión  nombrada:  tal  vez  no  pa- 
recería conveniente  otorgar  al  Gobierno  una  autorización,  aun- 
que limitada  con  las  bases,  en  una  materia  que  tan  profunda- 
mente encarna  en  el  derecho  civil , y que  no  podia  menos  de 
llevar  consigo  grandes  cambios  en  la  legislación  antigua  de 
Castilla  y en  lasforales;  tal  vez  se  creeria  que  asunto  tan  de- 
licado exigia  mas  tiempo  para  su  exámen  que  el  corto  espa- 
cio que  permitió  la  legislatura  cerrada  dos  meses  después  de 
que  este  Cuerpo  colegislador  habia  recibido  el  proyecto.  Mas 
sea  de  esto  lo  que  quiera,  el  Ministerio  que  en  junio  del  mis- 
mo año  entró  á dirigir  los  negocios  públicos  no  creyó  conve- 
niente seguir  el  camino  que  sus  antecesores  le  trazaron. 

241 . Entretanto  la  Comisión  de  Codificación  con  asiduidad 

% 

(1)  La  baso  6.a  se  redactó  en  los  términos  siguientes:  «La  nueva  ley  contendrá 
todas  las  disposiciones  necesarias  para  facilitar  á los  poseedores  de  derechos  no  re- 
gistrados hasta  el  dia  la  inscripción  cfb  los  mismos,  así  como  para  asegurar  la  publici- 
dad, exactitud  y custodia  de  los  registros  y la  responsabilidad  de  los  funcionarios  en- 
cargados de  ella. 
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adelantaba  sus  trabajos,  de  modo  que  el  Gobierno  pudo  pre- 
sentar  á las  Cortes  el  proyecto  de  ley  hipotecaria.  Creyendo, 
como  dijo  en  la  esposicion  á las  Cortes,  preferible  al  siste- 
ma de  bases  seguido  hasta  entonces,  presentar  la  ley  íntegra 
á la  deliberación  de  los  Cuerpos  colegisladores,  para  que  exa- 
minando el  conjunto  de  sus  disposiciones,  y conociendo  mejor 
sus  tendencias,  pudieran  con  tranquilo  ánimo  prestarle  su 
voto.  En  este  mismo  documento  anadia  el  Gobierno:  «LaCo- 
, misión  de  Códigos  respondiendo  con  laudable  celo  á los  de- 
beos del  Gobierno,  presentó  acabada  su  obra,  acompañándo- 
la de  una  esposicion  de  motivos  que  le  sirven  de  fundamento 
,yqucá  la  vez  esplica  laestension,  espíritu  y enlace  de  sus 
•disposiciones.»  y mas  adelante  concluía  con  estas  palabras: 
«Como  dato  importante  para  ilustrar  la  discusión,  acompaña 
• la  citada  esposicion  de  motivos  como  el  mejor1  preámbulo  y 
unas  autorizado  comentario  de  la  ley  (2).  Estas  últimas  pa- 
labras dieron  al  preámbulo  escrito  por  la  Comisión  cierta  au- 
toridad oficial  para  fijar  el  sentido  de  la  ley,  además  de  la  que 
naturalmente  tenia  por  el  hecho  de  ser  la  espresion  de  las 


ideas  que  dominaron  en  la  redacción , autoridad  que  creció 
en  vista  de  la  importancia  que  á este  trabajo  se  atribuyó  en 
la  discusión  de  los  Cuerpos  colegisladores.  Del  valor  legal  de 
esta  esposicion,  hablaremos  en  otro  lugar;  aquí  solo  debemos 
dejar  el  hecho  consignado. 

242.  Nombrada  ya  por  el  Senado  la  Comisión  que  debia 
emitir  el  dictámen  sobre  el  proyecto  de  ley , creyó  mas  con- 
veniente el  Gobierno  solicitar  una  autorización.  Esto  lo  hizo 


en  25  de  octubre  de  1860.  Para  fundar  este  cambio  decia: 
«Presentado  á las  Cortes  el  proyecto  de  ley  hipotecaria  an- 
ates de  la  suspensión  de  las  sesiones  legislativas  , impreso  y 
repartido  á los  Cuerpos  colegisladores,  ilustrada  ya  su  con- 
ciencia con  el  estudio  y conocimiento  que  de  sus  disposicio- 

de  Motivos  / til  'proycctó'd'e  u^G°|mÍS'°~  d°  C®di^cacion  Y suscribieron  la  Esposicion 
la  Serna.  D.  Manuel  GarcUGaU-trilrt  nTCS  ? Ma,nucl  Corlina-  D.  Pedro  G¿mez  de 
D.  José  Ibarra  y D.  Juan  Manuel  Gooz Sedo!  Gárdenas>  D-  Pascual  Bayarn’ 
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>nes  han  podido  formar,  cree  el  Gobierno  conveniente  pe- 
adir  la  autorización  para  publicarlo  como  ley  y para  plantear- 
do  desde  luego.  La  naturaleza  de  la  materia  sobre  que  ver- 
«sa,,que  es  de  las  mas  áridas  y difíciles  de  todo  el  Código 
«civil,  los  numerosos  artículos  de  la  ley,  y la  dependencia 
«que  guardan  entre  sí  y con  las  demás  partes  del  derecho, 
«harían  muy  larga  y embarazosa  una  discusión  detallada,  y el 
«resultado  probable  seria  que,  á pesar  de  los  buenos  deseos 
«y  del  mas  decidido  empeño  de  cuantos  en  ella  tomasen  par- 
» te,  quedaría  privado  el  país  por  falta  de  tiempo  de  los  be- 
«neficios  que  ha  de  proporcionarle  el  planteamiento  de  la  re- 
forma hipotecaria,  con  tan  vivo  afan  solicitada.  Varios 
«son  los  ejemplos  que  el  Ministro  pudiera  alegar  en  su  apo- 
«yo,  de  autorizaciones  reclamadas  y obtenidas  con  igual  ob- 
«jeto.  El  Código  penal  y la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (1), 
«por  no  citar  otros  proyectos  de  menor  importancia,  se  han 
«publicado  del  mismo  modo  y rigen  hoy  con  gfan  provecho 
«de  la  administración  de  justicia.  Ni  tampoco  á la  autorización 
» que  ahora  se  pide  puede  en  rigor  llamarse  un  voto  de  con- 
fianza, ni  se  funda  como  otras  en  bases  que,  por  estensas  y 
«precisas  que  sean,  siempre  dejan  espacio  y lugar  para  seguir 
«diversos  caminos  en  su  aplicación;  sino  que  el  Gobierno  pre- 
«senta  la  ley  íntegra  y tal  como  ha  sido  redactada  por  la  Co- 
«mision  de  Códigos,  lo  cual  constituye  una  prenda  de  acierto, 
»á  la  par  que  permite  conocer  toda  la  importancia  y estension 
«del  voto  que  se  dá.» 

343.  Este  proyecto  de  autorización  fué  modificado  por  la 
Comisión  del  Senado  que  acorde  con  el  pensamiento  del  Go- 
bierno fijó  el  tiempo  en  que  debía  publicarse  y empezar  á re- 
gir la  ley,  dictámen  que  obtuvo  la  aprobación  de  ambos  Cuer- 
pos colegisladores , y después  por  la  sanción  de  la  corona 
es  ley  del  Estado.  Animada  fué  en  las  Cortes  la  discusión, 

(1)  Esta  es  una  equivocación:  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  fué  presentada 
.'eesle  modo:  el  Gobierno  propuso  solamente  las  bases  que,  aprobadas  por  las  Córles 
Constituyentes  y sancionadas  uor  la  Corona,  fueron  desenvueltas  después  por  la  Co- 
misión d quien  se  conlió  la  redacción  del  proyecto. 
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oae  dió  por  resultado  en  el  Senado  la  admisión  de  la  ley  por 
una  mayoría  de  104  bolas  blancas  contra  11  negras,  y en  el 
Condeso  de  los  Diputados  la  unanimidad,  viniendo  a votar 
la  lev  los  mismos  que  con  mayor  ardor  la  habían  impugnado. 
Ante  el  interés  general,  ante  la  necesidad  apremiante  de  la 
reforma  de  la  legislación  hipotecaria  callaron  todos  los  parti- 
dos que  en  el  palenque  de  la  política  discuten  sus  respecti- 
vas doctrinas : la  voz  del  patriotismo  ahogó  todas  las  pasio- 
nes: no  estarían  todos  de  acuerdo  sin  duda  respecto  á algu- 
nos pormenores  de  la  ley,  pero  la  aprobaban  en  su  conjunto 
y la  reputaban  como  un  gran  progreso  en  el  camino  de  las  re- 
formas. Castellanos  y vizcaínos,  aragoneses  y valencianos, 
catalanes,  baleares  y navarros,  todos  los  representantes  del 
país  sin  distinción,  así  los  del  territorio  regido  en  todo  por  la 
ley  general  de  Castilla  como  los  que  pertenecen  á provincias 
ó pueblos  en  que  existen  fueros  provinciales  ó municipales,  al 
dar  su  asentimiento  á una  ley  que  tantas  y tan  grandes  alte- 
raciones introducía  en  todas  las  legislaciones  civiles  que  se  re- 
parten la  dominación  en  la  Península , pusieron  muy  de  real- 
ce que  si  bien  es  cierto  que  la  unidad  del  derecho  civil  en 
toda  su  estension  presenta  muchos  obstáculos,  no  son  estos 
invencibles,  si  con  voluntad  firme,  con  perseverancia,  con 
templanza  y con  imparcialidad  se  quiere  ir  al  término  apete- 
cido. Ilústrese  con  trabajos  concienzudos  la  opinión  pública 
respecto  de  los  puntos  en  que  la  reforma  puede  presentar 
mayores  dificultades  por  ser  mayor  la  discrepancia  de  las  le- 
)(CS,  mejórese  desde  luego  todo  lo  que  sea  fácil  mejorar,  pé- 
sense en  el  terreno  científico  y en  el  de  la  práctica  ías  venta- 
jas respectivas  do  los  diferentes  sistemas  que  arreglan  la  or- 
ganización de  la  familia  y las  sucesiones  en  nuestras  provincias, 
dejóse  á un  lado  la  predilección  que  cada  uno  tiene  por  las  ins- 
1 n r°nCS  ^UC  k.an  trasmitido  sus  antecesores,  examínense 

tnnÜ!  Slü  l31  Gv  encion , procúrense  buscar  términos  conciba- 

mo °se  resicntT !>? ’ ev ese  cl  PeliSr°  de  que  el  provincial*- 
leyendo  que  se  trata,  no  de  fundir  la  legisla- 
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cion  de  todas  las  provincias,  sino  de  someterlas  á la  legisla- 
ción de  una  sola  parte  del  territorio,  procédase  en  todo  con 
espíritu  filosófico,  sí,  pero  al  mismo  tiempo  con  el  deseo  de 
hermanar  en  cuanto  sea  posible  las  distintas  leyes  y tradicio- 
nes, conciliándolas,  armonizándolas  y trayéndolas  á la  unidad 
nacional,  la  obra  ejecutada  de  esta  manera  no  será  esclusiva; 
ninguna  parte  del  territorio  se  sobrepondrá  á las  otras:  todas 
tendrán  en  la  legislación  la  participación  debida  y al  hacer  el 
sacrificio  de  algunas  de  sus  instituciones  seculares  tendrán  la 
convicción  de  que  la  reforma  es  conveniente  no  solo  en  el  or- 
den político,  sino  también  en  el  social.  Por  haberse  hecho  esto 
en  la  ley  hipotecaria,  ha  sido  tan  bien  recibida:  un  distinguido 
orador  cuyas  opiniones  en  materias  políticas  distan  mu- 
cho de  las  del  Gobierno  que  presentó  el  proyecto  (1),  decia 
á este  propósito.  «Debemos  admirar  con  qué  prudencia,  con 
» qué  profundo  conocimiento  de  nuestro  derecho,  se  han  pro- 
curado los  medios  de  efectuar  la  transición,  siempre  difícil, 
«del  antiguo  al  nuevo  sistema,  en  que  se  rozan  objetos  tan  sa- 
ngrados para  la  humanidad,  y cómo  adaptándose  á las  exigen- 
cias de  la  crítica  moderna,  se  ha  apelado  á los  términos  me- 
dios, á los  que  en  otros  países  han  adoptado  sábios  legislado- 
res, que  han  venido  á adoptar  un  pensamiento  filosófico  que 
«podrá  contribuir  á evitar  las  consecuencias  que  pudieran  se- 
»guirse  en  la  improvisación  de  un  sistema  nuevo.  Basta  esta 
dgérisima  indicación  para  demostrar  cuál  es  el  espíritu  de 
«nuestra  aprobación  á esta  gran  reforma.*  La  precipitación, 
el  esclusivismo  pueden  dilatar  por  mucho  tiempo  la  obra  que 
todos  los  que  sinceramente  respetan  la  ley  fundamental  del 
Estado,  deben  apresurar,  para  que,  como  dice  la  Comisión  de 
Codificación  al  finalizar  la  esposicion  de  motivos,  sea  una  ver- 
dad de  hecho  el  artículo  constitucional  que  establece  que  un 
mismo  Código  civil  rija  en  toda  la  Monarquía. 

(I)  151  Sr.  Olózaga  en  el  Congreso  ríe  Diputados  y sesión  del  H de  enero 
de  n<;t. 
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1.  La  Comisión  de  Codificación  se  montanos  legales  6 racionales  del  legis- 
separó  de  los  precedentes  modernos  al  lador. 

acompañar  al  proyecto  de  la  ley  hipóte-  10,  1 1 y 12.  Es  preferible  la  publica- 
caria  la  Esposicion  de  sus  motivos.  cion  de  esposiciones  de  motivos  sepa- 

2.  En  la  legislación  antigua  había  rada  de  la  ley,  y la  de  las  discusiones  de 

precedentes  encontrados  respecto  á mo-  los  cuerpos  científicos  que  la  forman  y do 
tivar  las  leyes.  loÁcuerpos  legislativos  que  la  aprueban. 

3.  En  nuestra  época  no  basta  legis-  13.  Plantéase  la  cuestión  de  si  la  Es- 

lar,  es  menester  que  se  conozca  el  funda-  posición  de  motivos  debe  ser  considera- 

mento  déla  ley.  da  como  un  comentario  auténtico. 

4.  El  conocimiento  de  los  motivos  de  14.  Jurisconsultos  auténticos  en  Ro- 

la ley  es  conveniente  para  su  inteli-  mu. 

gencia.  15.  Jurisconsultos  auténticos  en  Es- 

5.  y 6.°  Y para  su  estudio.  paña. 

7.  Y para  su  buena  interpretación.  16.  Deséelas  leyes  de  Toro  no  hay 

8.  No  deben  estar  ni  en  el  preám-  jurisconsultos  auténticos. 

bulo  de  la  ley,  ni  mezclados  con  sus  dis-  17.  Cómo  debe  entenderse  la  decla- 
posiciones  los  fundamentos  en  que  des-  ración  del  Gobierno  de  que  la  Esposicion 
cansa.  de  motivos  de  la  ley  hipotecaria  es  su  co- 

tí. Tampoco  son  aceptables  los  co-  raentario  mas  autorizado. 

1.  La  Comisión  de  Codificación  al  presentar  al  Gobierno  el 
proyecto  de  ley  hipotecaria  creyó  que  estaba  en  el  caso  de 
manifestar  los  fundamentos  cardinales  de  su  trabajo  y de  las 
disposiciones  mas  importantes  que  contenia.  Separóse  en  es- 

{!)  Los  dos  primeros  números  de  este  capítulo  están  estractados  de  un  artículo 
que  hemos  publicado  en  el  tomo  XVII  de  la  Revista  general  de  Legislación  t Juris- 
prudencia, págs.  93  á la  101,  del  que  están  copiados  los  demás  números. 
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to  de  lo  que  se  había  hecho  en  este  reinado,  al  presentarse 
los  proyectos  del  Código  penal  y de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  y en  el  anterior  con  el  Código  de  Comercio  y con  la  ley 
de  Enjuiciamiento  en  los  negocios  y causas  mercantiles. 

2.  Precedentes  había  en  nuestro  antiguo  derecho  para 
hacer  una  ú otra  cosa.  El  Fuero  Juzgo  siguiendo  el  consejo 
de  Séneca,  quería  que  la  brevedad  de  la  ley  cerrara  la  puer- 
ta á la  discusión:  nuestro  gran  legislador  del  siglo  XIII,  do- 
minado de  bien  diferente  espíritu,  especialmente  en  su  gran 
obra  de  las  Partidas,  propendía  á razonarlo  todo  y á que  al 
lado  del  precepto  del  legislador  aparecieran  los  pensamientos 
del  filósofo,  las  investigaciones  del  historiador  y las  vigilias 
del  erudito.  Todos  los  demás  códigos  y todas  las  demás  com- 
pilaciones de  leyes  que  entre  nosotros  se  han  publicado,  de- 
muestran que  ya  se  seguía  uno,  ya  otro  sistema  según  las 
inclinaciones  particulares  de  los  que  dirigían  el  Estado.  Entre 
los  escritores  también  está  dividida  la  opinión:  al  paso  que 
no  quería  el  Canciller  Bacon  leyes  que  discutiesen,  sino  leyes 
que  preceptuasen,  d‘  Aguesseau  no  rechazaba  la  espresion  de 


los  motivos  de  las  leyes  v Jeremías  Bentham  abogaba  por 


ella. 


3.  La  sociedad  en  nuestros  dias , mas  exigente  que  en  los 
tiempos  que  pasaron  , no  se  contenta  con  ser  gobernada,  sino 
que  quiere  ser  bien  gobernada;  no  basta  darle  leyes , es  me- 
nester que  estas  sean  las  mejores  posibles,  atendida  la  época 
y las  circunstancias;  no  obedece  en  silencio,  entra  por  el  con- 
trario en  investigaciones  sobre  la  justicia,  la  utilidad  y la 
conveniencia  de  los  preceptos  legislativos  ; eminentemente 
discutidora  lleva  el  exámen  y la  polémica  á todas  las  cues- 
tiones sociales  , políticas  y civiles.  La  ley  no  hiere  ahora  de 
improviso  como  un  rayo  á los  que  han  de  obedecerla : sue- 
ca prepararle  el  camino  trabajos  científicos  y razonados 
que,  lustrando  la  opinión  pública,  allanan  el  paso  al  legis- 
or  y acen  que  su  obra  sea  esperada  y hasta  deseada, 
as  asam  eas  deliberantes  de  los  pueblos  regidos  consti- 
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eionalmente,  como  el  nuestro,  encuentran  eco  los  sistemas 
diferentes  que  dividen  á los  hombres  de  la  ciencia , se  ponen 
unos  en  frente  de  otros,  y de  la  lucha  salen  vencedores  los 
que  por  acomodarse  mas  á las  necesidades  y condiciones  de 
la  sociedad  actual,  consultan  mejor  á la  conveniencia  pública 
y ofrecen  ventajas  mas  prácticas  en  su  realización.  Querer 
que  el  principio  de  autoridad  sola  y esclusivamente  domine 
al  mundo,  es  hoy  un  imposible.  Bajo  este  punto  de  vista 
no  cabe  sostener  ahora  lo  que  en  otros  tiempos  hubiera  pre- 
sentado menos  dificultades. 

4.  Pero  prescindiendo  de  las  consideraciones  especia- 
les de  la  época  que  alcanzamos,  creemos  que  es  conveniente 
que  aparezcan  los  motivos  que  tiene  el  legislador , principal- 
mente cuando  se  trata  de  hacer  reformas  radicales.  La  cien- 
cia del  derecho  no  consiste  en  tener  el  conocimiento  de  la 
letra  de  las  leyes;  el  hombre  dotado  de  una  memoria  felicí- 
sima , podria  entonces  á poca  costa  aparecer  como  un  gran 
jurisconsulto , aunque  no  comprendiera  su  filosofía , á pesar 
de  que  nuestros  padres  le  llamaban  por  desprecio  leguleyo . 
El  verdadero  conocimiento  de  las  leyes  está  en  su  espíritu , 
no  en  las  palabras  de  que  el  legislador  se  vale  para  espresar 
su  voluntad  soberana : el  saber  de  las  leyes  , dice  el  Rey 
Sábio , non  es  tan  solamente  en  aprender  é decorar  las  le- 
tras deltas  , mas  el  verdadero  entendimiento  deltas , y 
antes  habia  escrito:  entenderse  deben  las  leyes  bien  é de- 
rechamente , tomando  siempre  verdadero  entendimiento 
deltas  á la  mas  sana  parte  é mas  provechosa , según  las 
palabras  que  y fueren  puestas.  La  ley  se  quebranta,  aun 
cuando  se  dé  culto  aparente  á sus  palabras,  si  se  desatiende 
la  intención  del  legislador:  por  esto  cuando  su  letra  y su 
espíritu  aparecen  en  contradicción,  debe  estarse  al  espíritu 
que  es  el  pensamiento  legislativo.  Saber  las  leyes,  decía  el 
jurisconsulto  Celso,  no  es  retener  en  la  memoria  sus  pala- 
bras, sino  conocer  su  fuerza  y su  valor.  Para  ello  necesa- 
sario  es  penetrar  en  la  voluntad  misma  del  legislador,  investí- 


ley  hipotecaria. 

1 1 i 

„ar  el  objeto  que  se  propone,  estudiar  los  principios  en  que 
¡c  funda  y examinar  con  cuidadoso  afan  el  modo  de  desenvol- 
verlos. Para  facilitar  esto,  ya  se  ha  acudido  á los  preámbulos 
de  las  leyes,  como  vemos  con  frecuencia  en  las  recopiladas, 
ya  álos  razonamientos  mezclados  con  el  precepto  legislativo 
como  en  las  Partidas,  ya  á las  esposiciones  de  motivos  de 
las  Comisiones  encargadas  de  la  preparación  de  la  ley  ó en 
lasque  el  Gobierno  hace  aconsejando  su  adopción,  como  su- 
cede en  la  actualidad  frecuentemente  entre  nosotros.  Con  el 
mismo  objeto  hemos  visto  también  publicarse  las  discusio- 
nes de  que  ha  nacido  la  ley , en  las  que  se  ven  la  forma- 
ción del  pensamiento  del  legislador,  su  sucesivo  desarrollo, 
las  dificultades  con  que  ha  tenido  que  luchar , su  predilec- 
ción á las  veces  por  teorías  que  se  ha  Visto  en  el  caso  de  des- 
echar al  tratar  de  ensayarlas  en  la  vida  civil,  las  causas 
que  le  han  movido  á conservar  lo  antiguo,  á reformarlo,  ó 
á proscribirlo  por  completo , la  verdadera  significación  que 
quiere  dar  á las  palabras  que  emplea,  la  estension  y límites 
del  precepto,  en  fin,  todas  las  laboriosas  tareas  en  que  se  ha 
empeñado  hasta  llevar  á término  su  obra.  En  manos  de  to- 


dos están  los  motivos  y discusiones  del  Código  civil  francés, 
los  notabilísimos  discursos  y discusiones  en  el  Consejo  de  Es- 
tado, en  el  Tribunado,  y en  el  Cuerpo  legislativo  á que  tantas 
veces  se  acude  en  el  vecino  imperio  para  fijar  el  sentido  de 
una  ley  dudosa,  y es  aquí  muy  conocida  también  la  publica- 
ción que  de  los  demás  trabajos  de  la  Codificación  francesa  en 
el  primer  imperio  hizo  el  barón  de  Locré,  publicación  de  un 
gran  valor  para  las  naciones  regidas  por  los  códigos  france- 
ses, para  las  que  con  pocas  variantes  los  han  adoptado,  y 
aun  para  las  que  no  han  seguido  el  ejemplo  dé  la  Francia, 
en  iam  quiete  que  al  lado  de  la  ley  haya  un  comentario  ra- 

Ztnt’J  6 ^ de  Baviera  ha  dad0  el  ejemplo  de  poner  un 
rio  Al.óioo  ° 1C1Ii  ’r.C0Sa  seme.Íante  a lo  que  se  hizo  en  tiempo 
neral  esh  m!’'  ■'  'cvrlar‘°  de  Amano.  Sevé,  pues,  cuange- 
a 01)11110,1  de1ue  el  precepto  del  legislador  debe  ir 
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acompañado  de  documentos , trabajos  y consideraciones  que 
descubriendo  bien  su  espíritu  faciliten  su  inteligencia  y pre- 
paren su  aplicación. 

5.  ¿Y  serán  solo  estas  las  ventajas  que  resulten  del  cono- 
cimiento del  espíritu  de  las  leyes?  ¿Cuál  es  la  causa  principal 
de  que  sea  reputado  el  estudio  del  derecho  como  tan  árido  y 
aun  de  que  algunos  crean  que  requiere  mas  memoria  que  ta- 
lento? Es  principalmente  por  el  dogmatismo  severo  tan  co- 
mún en  los  libros  de  jurisprudencia,  que  mas  ocupados  en  la 
letra  del  precepto  legislativo  que  en  su  espíritu,  miran,  sino 
con  desprecio,  con  indiferencia  al  menos,  la  historia  délas  le- 
yes, su  filosofía,  las  ideas  de  la  época  en  que  se  dictaron,  los 
errores  y las  preocupaciones  del  legislador , la  conveniencia 
de  su  continuación  ó la  necesidad  de  reformarlas.  Es  cierto 
que  no  debe  pretenderse  dar  razón  de  todo  lo  que  el  legisla- 
dor escribe:  lo  que  lleva  en  sí  el  asentimiento  universal,  está 
justificado  y no  necesita  esplicarse;  el  legislador  no  lo  crea,  lo 
respeta,  lo  supone  y aun  á las  veces  le  dá  una  nueva  sanción 
espresa.  Dice  d‘ Aguesseau  á este  propósito,  que  no  debe  pe- 
dirse cuenta  de  las  creencias  de  nuestros  antepasados  ni  po- 
nerse en  cuestión  lo  que  está  reconocido  por  el  consentimien- 
to unánime  de  la  humanidad:  pero  no  por  huir  de  ese  estremo 
ha  de  evitarse  investigar  el  principio  racional  de  las  institu- 
ciones y de  las  leyes  por  que  se  rigen  los  Estados. 

6.  Cuando  el  estudio  de  las  leyes  se  hace  de  esta  manera, 
desaparece  la  aridez  que  fatiga  á los  que  lo  cultivan;  la  par- 
ticipación que  se  tiene  en  los  secretos  del  legislador,  alienta 
para  seguirlo  hasta  las  últimas  consecuencias  que  emanan  de 
los  principios  fundamentales  de  su  obra,  la  imaginación  se 
pone  en  actividad,  el  talento  se  ejercita,  y la  memoria  no  ne- 
cesita hacer  tantos  esfuerzos,  porque  la  filosofía  de  la  ley, 
mas  fácil  de  retener  que  su  testo,  impide  que  este  se  olvide 
por  completo.  Bien  entendido  el  estudio  de  las  leyes  de  un 
país  encierra  en  sí  el  conocimiento  de  su  historia  social,  polí- 
tica y civil  y los  principios  universales  de  la  moral  y del  dere- 
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cho*  es  un  estudio  profundamente  filosófico.  Bentham  lia  di- 
cho á este  propósito:  «la  esposicion  de  las  razones  de  las  leyes 
» facilita  su  inteligencia:  una  disposición  cuya  causase  igno- 
»ra  no  se  arraiga  tan  profundamente  en  la  inteligencia:  no  se 
•comprenden  bien  las  cosas  cuando  se  ignoran  sus  causas:  los 
•términos  de  la  ley  pueden  ser  claros  y hasta  familiares,  pe- 
,ro  la  luz  se  aumenta  cuando  al  lado  del  precepto  legislati- 
vo está  la  razón  de  la  ley,  porque  entonces  ya  no  puede 
•haber  duda  sobre  la  verdadera  intención  del  legislador:  la 

• inteligencia  de  los  que  lo  leen  se  pone  en  comunicación  in- 
mediata con  aquellos  que  lo  formaron.  Cuanto  mas  fácilmen- 

• te  se  entienden  las  leyes,  mas  posible  es  retenerlas  en  la  me- 

• moría:  las  razones  son  una  especie  de  memoria  técnica  que 

• sirven  de  lazo  y de  cimiento  á todas  sus  disposiciones,  que 
•sin  ellas  no  serian  mas  que  fragmentos  y ruinas  dispersas: 

• las  leyes  por  sí  solas  pueden  compararse  á un  diccionario  de 

• palabras;  las  leyes  acompañadas  de  las  razones  en  que  se 

• fundan,  son  una  especie  de  lengua  cuyos  principios  y ana- 
» logia  se  conocen.» 

7.  Revelar  el  espíritu  de  las  leyes,  cuando  esta  revelación 
procede  del  que  las  forma,  evita  además  interpretaciones  ar- 
bitrarias  é inmotivadas,  cierra  la  puerta  á abusos  quede  otro 
modo  van  prevaleciendo  en  la  práctica  ála  sombra  de  la  letra 
de  las  leyes,  dá  un  criterio  seguro  á los  que  han  de  aplicarlas 
para  suplir  su  insuficiencia  en  los  casos  que  no  están  com- 
prendidos en  sus  palabras,  hace  respetable  la  autoridad  de  las 
que  son  buenas,  y les  presta  desde  su  origen  un  prestigio  y 
una  fuerza  semejante  á la  de  las  instituciones  antiguas  que  es- 
tan  incrustadas  en  la  vida  del  pueblo  á que  se  dieron,  y es 

un  aviso  continuo,  eficaz  y perpétuo  que  escita  la  reforma  de 
las  malas. 


pím'rif  i!*'1,1! 'ÍiT'0  ’ ,1H!es  ’ C'e^a  conveniencia  de  que  aparezca  el 

conseguirlo?  ¡f'ISa,tor’  ¿Cllál  es  el  medio  mas  ventajoso  para 

vos  vdoc  lam0S  <leSde  lu°S0  toda  «Presión  de  moti- 

’ °S  * d0Ctl  mas  Í"IC  «•*»  dentro  de  la  misma  ley,  bien  sea  en 
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su  preámbulo,  bien  mezclada  con  las  realas  que  establece,- 
El  precepto  del  legislador  debe  estar  redactado  con  cuanta 
concisión  sea  compatible  con  la  claridad;  toda  palabra  que  m 
es  .absolutamente  indispensable  en  el  testo  de  la  ley;  sobre  re- 
bajar su  magestad,  daña  á su  inteligencia:  no  debe  formar  un 
solo  cuerpo  lo  que  se  ordena,  que  es  propiamente  la  ley,  con 
la  esposicion  de  las  razones  que  ha  habido  para  ordenarlo,  que 
son  los  motivos  de  la  ley  . Esta  mezcla  produce  la  confusión',  y 
hace  que  lo  que  es  la  causa  de  las  leyes  se  tome  frecuente- 
mente como  ley.  Ejemplos  presentan  de  esto  algunas  leyes 
nuestras,  áque,  contra  la  voluntad  del  legislador  , pero  si- 
guiendo sus  razonamientos,  se  les  ha  dado  una  estension  oue 
no  se  les  habia  querido  otorgar.  La  ley  solo,  pues,  debe  com- 
prender el  precepto,  bien  sea  imperativo,  bien  prohibitivo. ; 

9 . Tampoco  somos  partidarios  de  los  comentarios ; legales , 
ó de  los  racionales,  como  quiere  Bentham,  escritos  por  el  le-- 
gislador.  A las  razones  que  dejamos  indicadas  al  hablar  délos 
motivos  espuestos  dentro  de  la  ley  misma  se  agrega  que  este 
sistema  haria  demasiado  voluminoso  el  cuerpo  de  las  leyes 
de  cualquier  país  y que  dañaría  á la  claridad  de  su  conjunto. 

10.  Parécenos  preferible  á todos  el  sistema  de  publicar 
las  esposiciones  de  los  motivos  que  han  tenidp  en  cuenta  los  en- 
cargados de  preparar  las  leyes,  y de  las  discusiones  de  los 
cuerpos  en  que  se  han  debatido.  Estos  Cuerpos  pueden  ser  de< 
dos  clases:  científicos  unos,  en  que  por  su  índole : sobresale  el 
carácter  técnico  y que  son  llamados  á preparar  lo  que  los  cuer- 
pos políticos : que  son  parte  del  poder  legislativo  j > examinan 
después,  y adoptan,  si  lo  creen  conveniente  al  país  para  que 
legislan . Estos  debates  de  los  cuerpos  científicos  nunca 
han  visto  en  España  la  luz  pública:  discusiones  concienzudas 
y modestas  al  mismo  tiempo  que  difíciles  y de  gravísimas 
consecuencias  en  el  orden  moral,  civil  y aun  en  el  político,^ 
apenas  se  conservan  en  la  memoria  de  los  que  toman  parte  en 
ellas:  las  luminosas  observaciones  de  una,  sesión  se  olvidan 
con  las  impresiones  de  las  sesiones  que  siguen:  por  lo  mismo 
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que  no  hay  en  estas  reuniones  la  pretensión  de  hacer  discur- 
sos de  grandes  formas,  ni  de  producir  efectos  deslumbradores, 
ni  de  arrebatar  aplausos,  las  reflexines  son  concretas,  la  polé- 
mica aunque  animada  á veces,  no  es  apasionada;  todas  las 
opiniones  son  escuchadas,  y los  mismos  que  en  el  campo  de 
la  política  parecen  mas  alejados  en  opiniones,  se  entienden 
con  facilidad  en  las  pacíficas  tareas  de  la  ciencia  á que  todos 
se  hallan  consagrados.  No  serian,  pues,  ociosos  para  la  inteli- 
gencia de  la  ley  los  debates  de  estos  cuerpos,  si  de  ellos  que- 
dara un  estracto  suficiente  á formar  idea  exacta  de  las  discu- 
siones. Mas  ya  que  esto  no  se  haga  tal  vez  con  el  loable  fin  de 
dar  mas  libertad  á la  emisión  de  las  ideas,  quitando  á las  se- 
sioifts  el  carácter  solemne  que  no  podrían  menos  detener,  si 
de  todas  las  indicaciones,  de  todos  los  argumentos,  de  todos 
los  aciertos  y de  todos  los  errores  se  tomaran  notas  taquigráfi- 
cas, lo  que  tal  vez  retraería  de  hacer  algunas  observaciones  á 
jurisconsultos  eminentes,  pero  modestos  y tímidos,  aprové- 


chese la  luz  que  para  comprender  el  espíritu  de  lá  ley  arro- 
jan las  esposiciones  que  en  determinados  proyectos  elevan  al 
Gobierno.  No  son  ellos  en  verdad  los  legisladores,  pero  son 
sin  duda  los  mas  competentes  para  esplicar  sus  pensamientos, 
y para  atestiguar  perpétuamente  qué  principios  prevalecieron 
en  la  formación  de  los  proyectos  que  redactaron  con  una  aten- 


ción, con  una  asiduidad  y con  un  detenimiento  que  no  les  pue- 
den dedicar  los  cuerpos  políticos  por  celosos  que  sean , dis- 
traídos por  otra  multitud  de  atenciones  legislativas  y por  las 
continuas  cuestiones  de  la  política  militante.  En  las  comisio- 
nes científicas,  como  en  la  de  Codificación,  casi  tanto  como  el 
debate  de  los  principios,  importa  el  modo  de  desenvolverlos,  y 
a orma  de  espresarlos:  no  hay  una  palabra  que  no  sea  estu- 
t íai  a y elegida  como  la  mas  conveniente  para  espresar  la  idea 
(j'ie  enMle  Vc-  no  hay  una  coma  solamente  que  esté  puesta 
"*rCir  'l1ac^on-  afJul  que  no  se  hagan  los  proyectos 

ra  <Jlrisierañ:  pa- 

pm  ejemplo,  el  Codigo  civil,  es  tan  fácil 
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como  redactar  un  reglamento  de  Administración,  ó un  bando 
de  policía.  La  autoridad,  pues,  de  las  esposiciones  de  motivos- 
hechas  por  los  cuerpos  científicos,  es  de  grandísimo  peso. 

11.  Los  cuerpos  políticos  que  legislan  no  pueden  descen- 
der á tantos  pormenores:  bastante  exigir  de  ellos  es|que  exami- 
nando los  principios  fundamentales  de  las  leyes  que  en  su  re- 
dacción no  pueden  menos  de  ser  rigurosamente  técnicas,  ele- 
ven las  discusiones  á la  altura  á que  lo  hacen  generalmente 
entre  nosotros  con  aplauso  general;  son  sin  duda  los  cuerpos 
mas  competentes  para  juzgar  de  la  conveniencia  ó inconve- 
niencia de  las  reformas  consideradas  en  su  conjunto,  y en  sus 
disposiciones  principales:  sus  discusiones  que  ven  la  luz  pú- 
blica, deben  ser  estudiadas  por  los  que  han  de  aplicar  las  leyes 
que  las  promovieron,  pero  ha  de  cuidarse  de  no  tomar  la  que 
solo  es  la  opinión  individual  del  diputado  ó del  senador,  y aun 
la  del  ministro  de  la  Corona,  como  si  fueran  la  del  cuerpo  co- 
legislador  en  que  se  emiten:  esto  llevaría  á consecuencias  que 
en  último  resultado  vendrian  á falsear  la  letra  y el  espíritu  de 
las  leyes. 

12.  Pocas  veces  descienden  los  cuerpos  políticos  á discutir 
detenidamente  todas  las  disposiciones  de  leyes  tan  complejas 
como  los  códigos  ú otras  de  grande  estension  y de  riguroso 
tecnicismo.  No  es  este  lugar  de  examinar  las  causas  que  asi 
lo  aconsejan : el  ejemplo  de  la  discusión  del  Código  penal 
de  1822,  que  por  tanto  tiempo  duró  en  las  Cortes  compues- 
tas entonces  de  un  solo  cuerpo,  difícilmente  volverá  á repetir- 
se. Los  reglamentos  de  nuestras  asambleas  legislativas  facili- 
tan la  discusión  de  estas  leyes,  que  de  otro  modo  no  seria  po- 
sible: á la  discusión  de  los  artículos  sustituyen  la  de  los  títulos 
ó capítulos  , si  bien  la  votación  recae  individualmente  sobre 
aquellos.  De  aquí  que  pocas  veces  se  descienda  á pormenores 
puramente  científicos,  ni  aun  á los  de  aplicación:  la  discusión 
principalmente  versa  sobre  los  priucipios  fundamentales,  y 
aun  sobre  los  de  segundo  orden:  los  artículos  de  la  ley  no  sue- 
len gozar  de  esta  ventaja,  aunque  sean  de  mucha  trascenden- 
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ciaé  introduzcan  reformas/ sino  tan  relumbrantes  , no  menos 
radicales  Para  esto  son  útilísimas  las  esposiciones  de  motivos 
hechas  por  los  cuerpos  científicos  que  han  preparado  las  leyes, 
especialmente  si  lo  hacen  con  alguna  estension,  como  lo  ha 
verificado  la  de  Codificación  al  presentar  su  proyecto  de  ley 

hipotecaria.  ' i,  ‘ ' , v 

-y  cuál  será  el  valor  de  esta  Esposicion  en  el  día  en 

que  empiece  á regir  la  nueva  ley?  ¿Será  un  comentario  au- 
téntico de  ella?  Este  es  un  punto  sobre  el  que  no  creemos 
ocioso  dar  alguna  esplicacion,  y para  ello  conviene  que  fijemos 
bien  la  significación  que  encierra  la  frase  comentario  au- 
téntico. ,■■■■■ 

14.  Cuando  el  Emperador  Augusto,  mirando  con  descon- 
fianza la  gran  popularidad  de  que  gozaban  los  jurisconsultos, 
y la  influencia  justa  que  ejercían  por  la  sabiduría  de  sus  res- 
puestas en  las  cuestiones  de  derecho  civil,  quiso  rebajar  su 
importancia,  discurrió  el  medio  ele  autorizar  á algunos  para 
que  en  su  nombre  consultarán,  y declaró  que  sus  respuestas 
eran  obligatorias  para  los  jueces.  De  este  modo , al  mismo 
tiempo  que  hacia  que  fueran  menos  estimados  los  dictámenes 
de  aquellos  que  no  tenia  por  adictos,  revestía  con  el  sello  de 
una  especie  de  autoridad  pública  los  de  los  jurisconsultos  á 
que- quería  favorecer.  A estos  jurisconsultos  se  hubiera  dado 
en  nuestros  dias  el  nombre  de  auténticos,  como  si  digéramos 
de  fé  cierta  y de  autoridad  incontestable.  Esponer  las  vicisitu- 
des, por  que  pasó  en  Roma  esta  autoridad,  nos  separaría  dé 
nuestro  propósito:  bástanos  decir,  que  la  constitución  de  los 
Emperadores  Teodosio  II  y Valentiniano  III,  á que  se  suele 
dar  el  nombre  de  ley  de  citaciones,  fijó  de  un  modo  definitivo 
la  fuerza  que  debía  darse  á las  respectivas  opiniones  de  los 

jurisconsultos  antiguos  en  el  caso  que  entre  ellos  hubiera  dis- 
cordancia. 

15.  A imitación  de  lo  que  sucedió  en  Roma,  vino  un 
C,n  ei*  España  había  también  jurisconsultos auténti- 
. uan  a 01  donar  que  en  los  tribunales  no  pudiera  ci- 
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tarse  mas  que  la  autoridad  de  Bártolo  y de  Juan  Andrés,  abrió 
este  camino:  D.  Juan  II  lo  ensanchó  al  ordenar  que  en  el  foro 
no  pudiese  alegarse  mas  autoridad,  ni  glosa  que  de  los  docto- 
res canonistas  ó legistas  anteriores  á Bártolo  y á Juan  Andrés, 
y como  si  estos  hubieran  pronunciado  la  última  palabra  de  la 
ciencia,  añadia  que  tampoco  podrian  citarse  las  opiniones  de 
los  doctores  que  de  aquí  adelante  fueren . Los  Reyes  Cató- 
licos fueron  mas  allá  en  la  Ordenanza  de  Madrid  de  1499, 
en  que  fijaron  la  autoridad  que  respectivamente  debían  tener 
las  opiniones  de  Bártolo,  Baldo,  Juan  Andrés  y el  Abad  Pa- 
normitano.  No  puede  negarse  que  el  deseo  de  poner  término 
á las  dificultades  que  en  el  foro  ofrecía  la  divergencia  de  las 
opiniones  de  los  jurisconsultos  de  los  siglos  XIII,  XIV  y XV, 
fué  lo  que  promovió  la  solicitud  de  los  reyes  para  adoptar  es- 
tas  medidas;  pero  el  medio  no  conducía  al  fin  que  se  propo- 
nían: no  debía  el  juez  buscar  el  espíritu  de  la  ley  ni  su  inter- 
pretación; había  de  desentenderse  de  esto:  bastaba  que  hu- 
biera duda  para  que  tuviera  que  subordinar  su  razón  á la  de 
un  jurisconsulto  de  los  autorizados  en  la  Ordenanza:  la  autori- 
dad particular , pues,  vino  á reemplazará  la  pública:  la  opi- 
nión de  un  sábio  á la  ley:  el  juez  no  podía  tener  opinión  pro- 
pia; por  eminente  jurisconsulto  que  fuese,  por  fijo  que  tuviera 
su  dic túrnen  en  un  punto  dado,  había  de  renunciar  á él,  po- 
nerse en  contradicción  con  su  conciencia,  y adoptar  como  pro- 
pias las  opiniones  ajenas,  por  mas  que  no  le  parecieran  ajus- 
tadas á la  verdadera  inteligencia  que  á la  ley  debía  darse.  No 
es  estraño,  pues,  que  los  Reyes  Católicos,  tan  celosos  por  el 
bien  de  los  pueblos,  convencidos  de  los.  males  que  producía 
su  pragmática,  pocos  años  después  se  determinaran  á refor- 
marla: su  error  era  disculpable,  porque  lo  era  de  la  época: 
merecen  alabanza  por  haberse  prestado  dócilmente  á corregir- 
lo, tan  luego  como  se  apercibieron  de  sus  inconvenientes: 

16.  Desde  que  se  publicaron  las  leyes  de  Toro  desapare- 
cieron entre  nosotros  los  jurisconsultos  auténticos:  ya  no  hay 
autoridad  legal  en  las  opiniones  de  ningún ' jurisconsulto:  su 
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fuerza  dimana  sola  y esclusivamente  de  las  razones  en  que  se 
funda:  el  que  logra  llevar  la  convicción  al  ánimo  de  los  jueces 
es  el  que  prevalece:  no  se  cuentan  los  que  opinan  en  cada  sen- 
tido sino  que  se  pesan  sus  raciocinios.  Mal,  pues,  liaríamos  en 
querer  resucitar  hoy  lo  que,  hace  mas  de  tres  siglos  y medio, 
se  rechazó  con  razón:  mal  haríamos  en  reproducir,  aun- 
que bajo  distinta  forma,  la  olvidada  institución  de  los  juris- 
consultos auténticos. 

17.  Y así  lo  ha  comprendido  el  Gobierno:  con  cuidadosa 
diligencia  se  ha  limitado  á decir  que  la  Esposicion  de  motivos 
de  la  Comisión  de  Codificación  es  en  su  concepto  el  mejor 
preámbulo  y mas  autorizado  comentario  de  la  ley:  ha  dejado, 
abierto  el  palenque  de  la  ciencia;  no  ha  cerrado  la  puerta  á 
apreciaciones  mas  exactas  que  se  puedan  hacer  sobre  el  ver- 
dadero sentido  de  algunas  disposiciones  legales.  Y con  razón 
porque  los  motivos  de  la  ley  no  son  la  ley,  aunque  sirven 
grandemente  para  esplicarlay  facilitar” su  inteligencia:  su  au- 
toridad es  meramente  doctrinal,  si  bien  muy  fuerte  bajo  este 
concepto,  porque  dimana  de  los  mismos  que  han  formado  el 
proyecto  de  ley,  y que  son  tan  competentes  para  esponer  las 
razones  qnc  los  han  movido,  el  espíritu  que  los  ha  animado 
en  todas  y en  cada  una  de  las  disposiciones  que  han  presen- 
tado articuladas.  Pero  no  se  puede  confundir  el  valor  doctri- 
nal de  estas  opiniones  con  el  legal  que  tendría  un  comentario 
auténtico:  serán  sin  duda  de  gran  peso  en  el  foro,  pero  no 
podrán  forzar  la  convicción  de  los  magistrados. 
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DOÑA  ISABEL  II,  por  la  gracia  de  Dios  y la  Constitución,  Reina  de 
las  Espacias.  A todos  los  qtie  las  presentes  vieren  y entendieren  sabed, 
que  las  Cortes  han  decretado  y Nos  sancionado  lo  siguiente: 

artículo  l.° 

El  Proyecto  de  ley  hipotecaria  (1)  presentado  por  el  Gobierno  de  S.  M. 
á lasGórtes,  se  publicará  desde  luego  como  ley  (2)  en  la  Península  é islas 
adyacentes  (5).  ; , 


COMENTARIO. 

• • ; ' i . ; . i ... 

1 . El  Gobierno  presentó  á las  Cortes  el  Proyecto  de  ley 
hipotecaria  en  la  forma  general:  creyó,  según  hemos  dicho 
en  la  Introducción  histórica,  que debia  separarse  del  ejemplo 
que  habían  dado  otros  Ministerios  de  presentar  bases  á la 
discusión  de  los  Cuerpos  eolegisladores , tomando  sobre  su 
responsabilidad  el  arreglarse  á ellas  en  la  redacción  de  la  ley. 
Conociendo  después  las  dificultades  que  se  ofrecían  para 
que  pudiera  el  proyecto  discutirse  y votarse  por  ambos  Cuer- 
pos con  la  perentoriedad  que  exigía  la  necesidad  de  la  refor- 
ma, presentó  un  proyecto  de  ley  de  autorización , fundado  en 
las  razones  que  en  su  lugar  dejamos  espuestas  (a),  y redu- 
cido á un  solo  artículo  redactado  en  los  términos  siguientes; 
(a)  En  la  Introducción  historien,  niirn.  24-2,  pág.  tCfi. 
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, El  Proyecto  de  ley  hipotecaria  presentado  por  el  Gobicr- 
»no  al  Senado  en  U sesión  de  3 de  julio  último,  se  publi- 
, (-(irá  y observará  como  ley > (a).  La  Comisión  del  Senado, 
nombrada  para  examinar  el  proyecto  de  autorización  lo  re- 
dactó en  los  términos  que  se  hallan  escritos  en  el  testo , so- 
bre el  cual  recayó  la  aprobación  de  ambos  Cuerpos  eolegisla- 
dores  y la  sanción  déla  Corona.  En  virtud  de  esto,  el  Pro- 
vecto de  ley  hipotecaria  quedó  convertido  en  ley.  No  ;fué, 
pues,  discutido  y votado  por  artículos,  como  se  hace  ordina- 
riamente con  las  leyes,  ni  aun  por  capítulos,  como  alguna 
vez  se  ha  practicado  con  leyes  de  mucha  estension : lo  que  se 
discutió  y votó  fue  el  proyecto  presentado  para  este  efecto  á 
las  Cortes.  Y sin  embargo,  no  suscitó  debates  tal  modo  de 
presentar  la  ley:  las  oposiciones  callaron  ante  los  motivos 
que  aconsejaban  la  línea  de  conducta  observada  por  el  Go- 
bierno. En  nombre  de  la  oposición  parlamentaria,  que  gene- 
ralmente habia  anatematizado  los  proyectos  de  autorizacio- 
nes, uno  de  sus  mas  distinguidos  oradores  ( b ),  dijo  que  no 
condenaba  la  forma  con  que  se  habia  discutido  la  ley , por- 
que el  único  caso  de  escepcion  en  que  podia  adoptarse,  se- 
gún sus  principios  el  sistema  de  autorizaciones,  era  precisa- 
mente el  de  los  Códigos,  y que  la  Ley  hipotecaria  era  un 
verdadero  Código.  Dejando  aparte  la  cuestión  política,  que  no 
cabe  dentro  de  los  límites  á que  nos  circunscribe  nuestro  tra- 
bajo, examinemos  hasta  qué  punto  es  aceptable  la  opinión 
ile  los  que  encuentran  graves  dificultades  en  la  discusión  de 

esta  clase  de  proyectos  en  las  grandes  asambleas  delibe- 
rantes. 

Tíos  son  los  sistemas  que  pueden  seguirse  en  la  discusión 
i c estas  leyes:  el  de  sujetarlas  á la  forma  regular  y ordina- 
ria de  las  discusiones:  el  de  discutir  el  Parlamento  solo  las 
>ases  capitales,  dejando  al  Gobierno  el  cuidado  de  llevar  á 


Cunero  rte  lallarollñcnhn  h'!  ^ de  octubre  de  1860,  según  dejamos  dipho  en 
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■■  ' 0,1  ,ase9,on  do  u de  enero  do  1861  en  el  Congreso  de  ni- 


el numi 


lanados. 
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término  la  obra  con  el  auxilio  de,  las  comisiones  de  juriscon- 
sultos de  que  suele  valerse  para  el  acierto ; y por  último , el 
de  presentar  la  ley  completa  y acabada  con  un  proyecto  mas 
ó menos  esplícito , mas  ó menos  lato  de  autorización  para 
plantearla..  • *-. * - 

No  puede  negarse,  que*  si  no  presentara  gravísimas  y 
casi  insuperables  dificultades  la  adopción  del  primer  sistema, 
nada  -habría  que  justificase  separarse  de  ¡él  en  la  codificación, 
porque  la  forma  ordinaria  de  discutir  las  leyes,  la  mayor  es- 
tension  que  tienen  los  debates  y la  participación  mas  directa 
é inmediata  de  los  individuos  de  los  Cuerpos  colegisladores 
en  su  formación  por  la  facultad  de  examinarla  detenidamen- 
te en  su  conjunto j en  sus  artículos,  y hasta  en  su  puntua- 
ción y por  el  derecho  de  proponer  enmiendas,  son  prendas  de 
acierto,  y conducen  á que  la  ley  sea  la  verdadera  espresion 
de  la  opinión  pública  manifestada  por  los  órganos  legítimos 
que  tienen  la  misión  de  espresarla. 

Pero  esto  ni  es  siempre  fácil,. ni  seria,  siempre  convenien- 
te. Cuando  las  leyes  tienen  grande  estension,  como  sucede 
por  regla  general  con  los  códigos,  y en  el  caso  de  que  aquí 
tratamos,  con  la  ley  hipotecaria,  se  tropieza  en  la  grave  di- 
ficultad de  no  poder  discutirlas  con  el  detenimiento  que  suelen 
hacerlo  las  Cortes  en  las  cuestiones  de  gran  importancia,  por 
el  corto  tiempo  que  les  dejan  las  atenciones  de  otra  clase,  ya 
políticas,  ya  de  gobierno,  ya  de  los  diferentes  ramos  de 
la  Administración  pública , atenciones  con  frecuencia  apre- 
miantes que  escitan  el  interés  general,  y que  naturalmente 
distraen  los  ánimos  de  los  proyectos  de  ley,  que  teniendo 
sin  duda  una  utilidad  mas  permanente,  no  gozan  del  privile- 
gio de  impresionar  los  ánimos,  de  mantener  vivos  y anima- 
dos los  debates,  y de  dar  colorido  dramático  á las  sesiones. 
Este  argumento  toma  mayor  importancia  cuando  se  conside- 
ra que  son  dos  los  Cuerpos  colegisladores,  y que  discutida  en 
todos  sus  pormenores  la  ley,  no  podria  menos  de  dar  lugar 
á algunas  diferencias  entre  uno  y otro  Cuerpo,  aunque  no 

TOMO  I. 
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fueran  de  grande  trascendencia*  y por  consiguiente  a la  for- 
mación de  comisión  mista,  pudiendo  su  dictámen  ser  causa 

de  segundas  discusiones.  . , ' ' 

No  seria  tampoco  conveniente  esta  discusión  en  todos  los 
pormenores.  Las  Cortes  se  componen  de  individuos  que  cor- 
responden á diversas  carreras  del  Estado,  á muy  distintas- pro- 
fesiones, á diferentes  clases  de  la  sociedad:  aptos  sin  dudado- 
dos  pura  conocer  la  ley  en  su  filosofía,  en  su  espíritu,  en  su 
tendencia  y de  pronunciar  un  voto  concienzudo  , no  lo  son 
tanto  para  conocer  sin  otras  preparaciones  que  la  discusión,  el 
tecnicismo  científico  inseparable  de  esta  clase  de  obras;  así 
se  vé  en  las  grandes  asambleas  legislativas,  que  los  pro- 
yectos de  la  clase  del  de  la  ley  hipotecaria,  si  bien  excitan 
grande  atención  cuando  se  abren  los  debates,  después  de  dis- 
cutidos sus  principios  capitales,  el  interés  decae,  languidece 
la  discusión,  queda  esta  circunscrita  entre  muy  pocas  personas, 
y después  de  algunos  dias  el  desaliento  es  general,  y los  últi- 
mos artículos  pasan  sin  exámen,  porque  no  permite  otra  cosa 


el  cansancio  del  Parlamento.  Otra  consideración  mas  importan- 
te debe  añadirse  á las  espuestas : la  prolongación  de  la  dis- 
cusión de  una  ley  en  muchas  sesiones  no  puede  menos  de  al- 
terar frecuentemente  la  mayoría;  la  ausencia  de  unos  miem- 
bros, la  presencia  de  otros  suele  dar  lugar  á que  bajo  distin- 
ta forma  se  presente  y apruebe  en  un  dia  la  enmienda  ya  de- 
sechada, que  la  unidad  de  la  ley  se  quebránte  , y que  hasta 
aparezcan  y sean  realmente  contradictorias  sus  disposiciones 
ocasionándose  por  lo  tanto  dudas  y dificultades  en  la  práctica. 

Por  esto  se  ha  acudido  entre  nosotros  mas  de  una  vez , ya 
á llevar  el  Gobierno  solo  las  bases  á la  aprobación  de  las  Cor- 
tes, ya  a presentar  el  proyecto  de  ley  íntegro  y concluido  en 
todos  sus  pormenores,  pidiendo  que  se  declare  como  ley  del 

icino,  o que  se  autorice  al  Gobierno  para  publicarlo  como  ley. 

r¡  ' L°  l°TSlfte?a  se  ha  intentado  respecto  á la  ley  hipoteca- 

veces  spUpv  tOCllccion  histórica  hemos  espuestoque  por  dos 
veces  se  llevaron  a las  Cortes  sus  bases.  El  segundo  medio 
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lleva  sobre  el  primero  la  ventaja  de  que  los  Cuerpos  colegis- 
ladores  conociendo,  no  solo  los  principios  capitales  de  la  ley, 
sino  su  desenvolvimiento  completo  hasta  en  sus  últimos  por- 
menores, puedan  con  mayor  conocimiento  darle  ó negarle  su 
aprobación.  Este  fué  el  que  al  fin  se  siguió  respecto  á la  ley 
hipotecaria,  según  hemos  ya  manifestado. 

2 El  Gobierno  cumplió  con  el  deber  que  le  imponían 
las  palabras  desde  luego,  pues  que  concluida  la  discusión 
de  la  ley  en  el  Congreso  de  los  Diputados  en  el  dia  14  de 
enero  de  1861  y sancionada  por  S.  M.  en  8 de  febrero  si- 
guiente, fué  publicada  dos  dias  después  (a). 

3 Las  palabras  en  la  Península  é islas  adyacentes,  no 
estaban  en  el  proyecto  del  Gobierno,  ni  había  otras  que  las 
reemplazaran.  La  Comisión  del  Senado  las  añadió,  aclarando 
así  el  pensamiento  del  Gobierno  que  no  deseaba  que  esta  ley 
se  estendiera  á las  provincias  españolas  de  América  y Asia, 
sin  que  antes  se  examinara  con  la  circunspección  debida, 
hasta  qué  punto  podía  ó no  ser  conveniente  llevar  desde 
luego  la  reforma  á aquellas  apartadas  regiones.  No  se  renun- 
ció á hacerlo:  pero  se  esperó  la  oportunidad  de  verificarlo 
cuando  y como  las  circuntancias  lo  aconsejaran. 

Bajo  la  denominación  de  islas  adyacentes  se  comprenden 
aquí  no  solo  las  Baleares,  sino  también  las  Canarias,  las  cua- 
les por  regla  general , no  están  sujetas  á leyes  especiales. 

No  hay  pues  escepcion  ninguna  respecto  á las  provincias 
peninsulares;  las  de  Navarra  y Vizcaya,  de  Aragón  y Cata- 
luña, con  derogación  de  sus  fueros  particulares  en  cuanto  al 
sistema  hipotecario  se  refiera,  serán  regidas  por  la  nueva  ley. 
La  unidad  civil  en  este  punto,  queda  verificada  con  aplau- 
so general, 

(o)  En  la  Gaceta  dé  10  de  febrero  de  1861 . 
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artículo  2.®  5 : ‘ ' 

Esta  lev  comenzará  á regir  dentro  del  año  siguiente  á su  promulga- 
ción, (4)  en  el  dia  que  señále  el  Gobierno  de  S.  M.  ■ ; : • ‘ 

Por  tanto,  mandamos  á todos  los  tribunales,  justicias,  jefes,  gobernado- 
res y demás  autoridades,  así  civiles  como  militares  y eclesiásticas  de  cual- 
quiera clase  v dignidad,  que  guarden  y hagan  guardar , cumplir  y ejecutar 
la  presente  lev  en  todas  sus  partes.  Palacio  á ocho  de  febrero  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y uno.— Yo  la  Reina.— El  Ministro  de  Gracia  y Justicia, 
Santiago  Fernandez  Negrete. 

COMENTARIO.  • ! 


1 . .Nada  había  picho  en  su  proyecto  el  Gobierno  relativa- 
mente al  tiempo  dentro  del  cual  habia  de  ponerse  en  ejecu- 
ción la  ley  hipotecaria.  La  Comisión  clel  Senado,  fué  la  que 
introdujo  esta  adición.  Quería  al  proponerla  que  el  Gobierno 
tuviera  la  latitud  y holgura  necesarias  para  plantear  la  gran 
reforma  que  se  hacia  , y evitar  que  se  aplazara  indefinida- 
mente la  realización  del  nuevo  sistema,  y que  no  se  detu- 
viera ante  oposiciones  suscitadas,  tal  vez  por  el  interés  par- 
ticular, tal  vez  por  darse  menos  importancia  al  cumplimien- 
to de  Ja  ley  que  la  que  en  realidad  tenia.  Calculó  el  tiempo 
que  podía  ser  necesario  para  ello,  y le  pareció  suficiente  él 
espacio  de  un  año.  1 V : ; : 

Este  año  comenzó  á correr  en  10  de  febrero  de  1861  dia 

de  la  publicación  oficial  de  la  ley:  sin  embargo,  atendido  el 

poco  tiempo  que  falta  para  que  finalice  el  término  concedido 

y el  atraso  en  que  se  hallan  aun  las  diligencias  que  deben 

preceder  á la  instalación  de  los  nuevos  registros,  nós  parece 

muy  difícil,  diremos  mas,  consideramos  como  imposible  que 

empiece  á regir  la  ley  en  9 de  febrero  de  este  año  dé  1862, 

poique  no  creemos  queá  una  precipitación  poco  meditada  se 

saciilique  el  grande  interés  de  que  los  registros  desde  él  pri- 

mer  día  tengan  regularidad  y concierto.  Pero  esto  no  puede 

íaceisc  sin  que  una  nueva  ley  prorogue  el  término  señalado 

en  a primeia  parece  por  lo  tanto  probable  que  el  Gobierno 

acu  uaa  as  oí  tes  con  el  correspondiente  proyecto  para  le- 
e-a »7av  su  sitna^ir^  r J r 
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La  Comisión  de  Codificación , en  la  esposicion  que  presentó  al  Gobierno 
manifestando  los  motivos  y fundamentos  del  proyecto  de  ley  hipotecaria,, 
dividió  en  dos  parles  su  trabajo  , si  bien  no  marcando  espresamenle  esta 
división.  En  la  primera,  después  de  hacerse  cargo  dé  los  vicios  del  sistema 
hasta  entonces  vigente,  espuso  los  motivos  capitales  del  proyecto  y la  justi- 
ficación de  la  estension  que  tieuen  los  artículos.  En  la  segunda  descendió  á 
los  fundamentos  especiales  del  desarrollo  que  se  había  dado  á los  principios 
adoptados  como  bases  de  la  ley  en  las  diversas  partes  de  la  obra.  Siguien- 
do nosotros  este  ejemplo,  antes  de  entraren  la  esplicacion  de  cada  uno  de 
los  artículos  de  la  ley,  trasladaremos  la  parle  de  la  Esposicion  de  motivos 
que  en  sentir  de  la  Comisión  se  refieren  á toda  ella,  dejando  los  que  mas 
especial  é inmediatamente  tocan  á determinados  artículos  para  sus  respec- 
tivos comentarios. 

Con  el  objeto  de  no  confundir  nuestras  observaciones  con  el  trabajo  de 
la  Comisión  en  la  primera  parte  de  la  Esposicion  de  motivos,  copiaremos 
íntegramente  y sin  interrupción  alguna  su  testo,  permitiéndonos  solo  poner 
al  margen,  para  no  embarazar  la  lectura,  apostillas  numeradas,  con  objeto 
de  hacer  mas  fáciles  las  remisiones,  y que  con  menos  incomodidad  puedan 
encontrar  lo  que  busquen  los  lectores.  Preferimos  este  medio,  al  de  dividir 
en  párrafos  y poner  numeración  al  mismo  testo  de  la  obra,  porque  así  apa- 
rece este  sin  ninguna  señal  agena  á la  intención  de  los  que  la  redactaron. 
Nuestras  observaciones  estarán  en  notas,  y en  esta  parte  seremos  muy  par- 
cos, porque  no  se  trata  de  la  inteligencia,  de  la  verdadera  interpretación  de 
la  ley,  sino  del  espíritu  que  animó  á los  que  tuvieron  la  honra  de  formular- 
ia, y nadie  mejor  que  ellos  puede  espresar  los  motivos  que  inspiraron  las 
grandes  reformas  que  propusieron. 

No  son  solo  estos  los  preliminares  de  la  ley  hipotecaria  de  que  debe  ha- 
cerse mención  antes  de  entrar  en  el  exámen  de  cada  una  de  sus  disposicio- 
nes: otras  dos  cuestiones  se  han  promovido  que  no  tienen  lugar  determinado 
en  ninguno  de  sus  artículos.  La  una  se  refiere  á la  denominación  de  la  ley: 
la  otra  á su  método. 

Por  estos  motivos  dividiremos  los  prolegómenos  en  tres  párrafos:  com- 
prenderá el  primero,  los  fundamentos  generales  de  la  ley  hipotecaria  es- 
puestos  por  la  Comisión  de  Codificación;  se  tratará  en  el  segundo  de  la  de- 
nominación de  la  ley,  y de  su  método  en  el  último. 
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§.  l.°  : í • • 

fundamentos  generales  de  la  ley  hipotecaria  espuestos  por  la  Comisión 

de  Codificación. 


1.  Ilifirlll- 
üido  |>ir;i 

|iru|MM'i  l;i 

ftítit  na. 


La  Comisión  do  Codificación  después  de  hacerse  cargo  de  los  motivos 
í/ue  aconsejaban  la  reforma  de  la  ley  hipotecaria,  y de  manifestar  su  leal 
concurso  para  cooperar  á llevar  á buen  término  la  obra,  según  dejamos  es- 
pucsto  en  la  Introducción  histórica  («),  entra  á motivar  las  disposiciones 
principales  de  la  ley.  Transcribamos  lo  que  dice. 

«Ln  materias  tan  difíciles,  tan  complicadas,  en  que  vienen  á jugar  todas 
das  instituciones  sociales,  nadie,  por  grandes  que  sean  sus  esfuerzos,  puede 
«confiaren  su  trabajo:  bastante  gloriaos  la  de  emprenderlo  y llevar  lina  pie- 


dra á la  grande  obra  de  la  regeneración  del  derecho. 

»Y  esta  desconfianza  que  naturalmente  tiene  la  Comisión  en  todos  sus  tra- 
» bajos,  debe  ser  mayor  al  tratar  del  sistema  hipotecario.  No  sucede  respecto 
»á  él  lo  que  en  la  mayor  parle  de  las  instituciones  del  derecho  civil,  en  que 
»la  ciencia  y la  csperiencia  de  una  larga  serie  de  siglos  han  llegado  á for- 
»niar  reglas  admitidas  universalmente,  y que  vienen  á formar  el  derecho  co- 
j»mun  de  los  pueblos  civilizados. 

«La  legislación  hipotecaria,  como  sistema-,  es  hoy  objeto  de  grandes  con- 
troversias: la  última  palabra  de  la  cienqia  respecto  de  las  bases  sobre  que 
«debe  descansar,  no  ha  sido' pronunciada  todavía.  Las  naciones  de  Europa 
«están  divididas  en  el  modo  de  resolver  las  grandes  cuestiones  á que  dá  lit- 
igar tan  interesante  parte  de  la  legislación  civil:  dispútanse  el  terreno  dos 
«sistemas  puestos  frente  á frente:  el  que  introdujo  el  Código  civil  francés, 
«imitado  por  otros  muchos  pueblos  {b),  y el  que  nacido  en  Prusia,  ha  llegado 


(a)  En  el  núm.  23o  de  la  Introducción  histórica,  pág.  tGt. 

(ó)  Los  Estados  que,  ó siguen  al  Código  francés  literalmente  en  la  parte  que  á tes 
'■'ipila^^oi rC,itíltí  ’ **  0011  inas  0 ,noilos  modificaciones  han  adoptado  su  principio 


Haden  (Gran  Ducado  de). 
Haviera  del  Rhin. 

Holivia  (República  dé). 
Hrnnswiek  (Ducado  de), 
i .entena. 

Dos  Sicilias. 

Estados  Romanos. 

Grecia. 

Haití. 


nuicmiia. 


Islas  Jónicas. 

Luisiana. 

Parma,  Plasencia  y Guastalla. 
Portugal. 

Prusia  del  Rhin. 

Tessino  (Cantón  suizo  del). 
Toscana  (Gran  Ducado  do). 
Vaud.  (Cantón  suizo  de). 


Resse  del  Rhin.  ■»  -r — 

•Nos  desentendemos  aquí,  al  hacer  mención  de  los  Estados,  de  los  cambios  políticos 
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»á  obtener  en  sus  reglas  capitales  tantos  partidarios  y dominado  en  tantos 
«países  (a). 

«Si  en  esta  materia  tuvieran  que  seguirse  las  tradiciones  españolas,  la  > i,a  r(i. 
«cuestión  acerca  de  las  bases  fundamentales  de  la  ley  estaría  resuelta.  Núes-  h*r¡!Is¡(ion' 
»tra  actual  legislación  hipotecaria  adopta  un  sistema  mismo  ( b);  lejos  de  se-  íaS¡V’“¡!^ 
»guir  el  que  puede  llamarse  germánico,  cuyas  bases  son  la  publicidad  absolu-  «i 
»la  y la  especialidad  rigurosa  de  las  hipotecas,  admite  una  combinación  de  Mu. 
«este  sistema  con  el  de  las  hipotecas  ocultas  y generales,  no  ya  circunscrito, 

«como  lo  han  hecho  otras  naciones,  en  favor  de  las  mugeres  casadas,  de  los 
«menores,  délos  incapacitados  y de  la  firmeza  de  los  actos  judiciales,  sino 


que  ha  habido  en  Italia  respecto  á algunos:  nos  referimos  solo  á la  legislación  liípu- 
tecaria,  que  viene  rigiendo  hasta  ahora.  Esta  advertencia  es  ostensiva  á toda  la  obra. 

(a)  Los  Estados  que  siguen  el  principio  alemnn,  son: 

Austria.  Oldeinburgo  (Ducado  de). 

Baviera.  Polonia. 

Berna  (Cantón  suizo  de).  Prusia. 

Brerae  (Ciudad  libre  anseática  de).  Sajonia. 

Friburgo  (Cantón  suizo  de).  Sajonia  Weimar. 

Ginebra  (Cantón  suizo  de).  Soleuro  (Cantón  suizo  de). 

Hesse  (Gran  Ducado  de).  Weimar  (ciudad  y territorio  de..... 

Hungría.  ducado  de  Mekíemburgo). 

Lauemburgo  (Ducado  de).  Wurtemberg. 

Lombardo -Véneto  (Reino). 

Mekíemburgo  (Territorio  y tierras 
señoriales.) 


Hay  algunos  Estados  que  se  ban  separado  mas  ó menos  notablemente  de  los  sis- 
temas francés  y aleman.  Estos  son: 


Appenzell  (Cantón  suizo  de). 
Argoyia  (Cantón  suizo  de). 
Basilea  (Cantón  suizo  de)- 
Dinamarca. 

Estados  Unidos. 

Gran  Bretaña. 

Hamburgo  (Ciudad  libre  de). 
Lubek  (Territorio  de). 
Lucerna  (Cantón  suizo  de). 


Malta  (Isla  de). 

Nassau  (Gran  ducado  de). 
Noruega . 

Rusia'. 

Saint  Gall  (Cantón  suizo  de). 
Suecia . 

Turgovia  (Cantón  suizo  de). 
Turquía. 


Las  diferencias,  tanto  entre  estas  legislaciones,  como  entre  las  que  antes  que- 
dan espuestas,  aparecerán  oportunamente  cuando  después  de  cada  uno  de  los  artícu- 
los de  nuestra  ley  hipotecaria  , pongamos  las  concordancias  entre  ella  y las  legisla- 
ciones estranjeras. 


(6)  Este  sistema  misto,  que,  según  queda  dicho  en  la  Introducción  histórica, 
(riúnis.  138  al  142,  págs.  85  á la  87)  se  estableció  en  los  pueblos  sujetos  á la  anti- 
gua corona  de  Castilla  en  1539,  se  estendió  á los  de  la  corona  de  Aragón  en  1768, 
(núm.  176,  pág.  108),  removiéndose  en  Cataluña  en  1774  las  dificultades  que  se 
habían  suscitado  para  su  ejecución  (núm.  177,  pág.  109);  penetró  en  las  posesio- 
nes españolas  de  América  y Asia  en  1778  (núm.  218,  pág.  145);  y por  último,  en 
el  antiguo  reino  de  Navarra  en  1817  (núms.  213  al  216,  págs.  140  á 144),  pues 
que  las  anteriores  leyes  de  este  reino  respecto  al  registro  de  los  bienes  vinculados  y 
gravados  con  fideicomisos  perpétuos  , eran  disposiciones  aisladas  y no  constituían 
uu  verdadero  sistema. 


m LEY  HIPOTECARIA. 

,con  una  estension  que  aun  dentro  de  su  base  no  está  siempre  justificada  (a). 

»Mas  la  Comisión,  que  por  regla  general  propende  en  todos  sus  actos  a lo  < 
«histórico,  á lo  tradicional,  y que  no  cree  que  deben  las  leyes  cambiar  las 
•bases  del  derecho  antiguo,  sino  cuando  la  conveniencia  de  hacerlo  así  se 
«halla  plenamente  justificada  y que  reconoce  de  buen  grado  que  el  legislador 
«debe  progresar  conservando  cuando  no  es  notoria  y urgente  la  necesidad 
«de  echar  á tierra  la  obra  de  las  generaciones  que  pasaron  para  levantar 
•otra  mas  adecuada  á las  exigencias  de  la  época,  se  vé  obligada  á presentar- 
»se  como  innovadora,  á pedir  que  nuestro  sistema  hipotecario  se  asiente  so- 
»bre  nuevas  bases,  y que  para  ello  se  modifiquen  todas  las  leyes  que  se  re- 
feren á las  hipotecas.  Profundo  debe  ser  el  convencimiento  de  la  Comisión, 
•cuando  á pesar  de  su  religioso  respeto  al  derecho  nacional,  propone  que 
«esencial  y radicalmente  sea  reformado. 

j.  u ley  «La  primera  cuestión  que  ha  tenido  la  Comisión  que  resolver  es  si  el 
¿V«ÍbÍ-  » proyecto  de  ley  deberá  limitarse  á la  reforma  del  sistema  hipotecario  que 
íilfs'iMS-ío-  «viene  en  observancia,  ó ser  estensivo  á asentar  la  propiedad  territorial  y 
5a';1"’'.  ¡7  »todas  sus  desmembraciones  v modificaciones  en  bases  mas  seguras  que  las 
murM.'.  D(3n  qUC  h0y  descansa.  Basta  á la  Comisión  leer  la  esposicion  de  motivos  que 
•precede  al  Real  decreto  de  8 de  agosto  para  comprender  que  la  intención 
•del  Gobierno  se  estendia  también  á este  punto  ( b ).  Ni  podía  ser  de  otra  ma- 
cera: la  coudicion  mas  esencial  de  todo  sistema  hipotecario  cualesquiera  que 
«sean  las  bases  en  que  descanse,  es  la  fijeza,  es  la  seguridad  de  la  propie- 
dad: si  esta  no  se  registra,  si  las  mutaciones  que  ocurren  en  el  dominio  de 
«los  bienes  inmuebles  no  se  trascriben  ó no  se  inscriben,  desaparecen  todas 
•las  garantías  que  puede  tener  el  acreedor  hipotecario.  La  obra  del  legisla-^ 
»dor  que  no  estableciera  este  principio,  no  seria  subsistente  , porque 
«caería  abrumada  con  el  peso  de  su  descrédito. 

«Así  se  ha  comprendido  entre  nosotros  en  todos  tiempos  el  sistema  hipote- 
«cario,  que  desde  D.  Carlos  y D.a  Juana  accediendo  á las  peticiones  del  Reino 
•en  las  Cortes  de  Toledo,  y adelantándose  á lo  quemas  de  ciento  treinta 
•años  después  ideó  para  Francia  la  inteligencia  privilegiada  de  Colbert,  alo- 
ngaron en  1559  (c)  por  primera  vez  materiales  para  la  obra  que  ahora  se 

(?)  Esjo  aparecerá  claramente  cuando  se  trate  délas  hipotecas  legales  en  la 
craváüjá  <1c‘  .ll,uloV.  de  la  Ley,  y de  la  liberación  de  las  hipotecas  legales  y otros 
gravámenes  existentes  en  el  título  XIII  de  la  misma.  ° - 

nue  e<5  nh?ptn  Ptro?uc?ion  histórica,  al  tratar  de  la  formación  de  la  ley  hipotecaria, 
anuí  se  relie r*  u rla  — rn>  J16™03  espuesto  lo  que  dijo  el  Gobierno  en  el  punto  á que 
(c\  I ' ■?  ■ °lnislon  (níim.  235,  pág.  Í6I). 

intmiucir  Coihe'r^í.^6  *°  <íne  r.e°ia  ei1  ^unas  de  las  provincias  de  Francia,  quiso 
Su  ofio.  m'm lc iar'l”0. PuMíeldaJ  de  las  hipotecas  en  un  edicto  de  i 773. ■ 
pedir  queol  deudor  onn  'i.nf  P^d^nlo  > era  dar  seguridad  á las  hipotecas,  é im- 
ra  consumir  tal  vez  !ncr',os.  cnn  que  satisfacer  á sus  acreedores  , no  vie  - 

constara  qué  <e  hallulla  ™ í;  ejltíí?,’ su  íurlunu  ou  gastos  judiciales  para  que 

que  .e  Hollaba  en  disposición  do  llenar  sus  obligaciones.  El  edicto  fué  re- 
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sírata  de  levantar  sobre  bases  mas  sólidas.  Entonces,  con  sábia  previsión, 
«plantearon  el  doble  problema  que  se  ha  agitado  en  todas  las  naciones  que 
«modernamente  han  querido  reformar  la  legislación  hipotecaria,  el  de  adqui- 
»rir  sin  temor  de  perder  lo  adquirido,  y el  de  prestar  sobre  la  propiedad  raiz 
icón  la  seguridad  de  que  no  seria  ineficaz  la  hipoteca.  Nos  es  fecha  relación, 
jdecian  los  Reyes,  que  se  es cusarian  muchos  pleitos,  sabiendo  los  que  com- 
)>pran  los  censos  y tributos  que  tienen  las  heredades  que  compran  , lo  cual 
» encubren  y callan  los  vendedores.  Que  la  inscripción  pues  ó transcripción  de 
»la  propiedad  inmueble  debe  comprenderse  en  el  proyecto,  está  fuera  de  du- 
»da:  no  seria  reformar  nuestra  legislación  hipotecaria  en  sentido  progresivo, 
»sino  empeorarla,  ó mejor  decir,  anularla  por  completo,  si  se  prescindiese 
«de  que  la  primera  base  de  la  ley  fuera  el  registro  de  la  propiedad. 

^Resuelto  este  primer  punto,  la  Comisión  tenia  que  decidir  ante  todo 
ícuál  era  el  sistema  hipotecario  que  debía  adoptarse.  Esto  naturalmente  la 
jcmpeñó  en  el  examen  del  mérito  relativo  de  los  sistemas  que  hoy  dividen  á 
«los  pueblos  y á los  hombres  de  la  ciencia.  El  antiguo  sistema  de  las  hipote- 
cas ocultas  desde  luego  debió  ser  desechado  por  la  Comisión.  Con  él  es  in- 
compatible el  crédito  territorial,  porque  equipara  la  condición  de  la  propie- 
dad gravada  con  créditos  superiores  á su  valor,  á la  propiedad  libre  de  todo 
«gravamen,  y en  último  resultado  desnaturaliza  la  hipoteca,  haciendo  que 
«en  lugar  de  buscarse  como  garantía  el  crédito  real  del  deudor,  se  prefiera 
«mas  bien  su  crédito  personal.  Todas  las  naciones  modernas  y la  nuestra  lo 
»han  anatematizado;  por  esto  puede  decirse  que  su  causa  está  irremisible- 
«mente  juzgada  por  la  historia,  por  las  leyes  y por  la  ciencia  (a).  Partiendo 
«este  sistema  del  principio  de  las  hipotecas  privilegiadas  y de  las  hipotecas 
«generales,  es  injusto  aun  respecto  á las  comunes  y especiales.  La  pre- 
ferencia que  se  dá  al  acreedor  hipotecario  mas  antiguo  sobre  el  mas  mo- 
«derno  es  una  consecuencia  lógica  y natural  del  sistema  de  publicidad : en 
«él,  el  segundo  acreedor  conoce  el  derecho  adquirido  antes  por  otro;  sabe 
»que  éste  ha  de  ser  antepuesto;  contrata  con  pleno  conocimiento  de  la  es- 
» tensión  de  sus  derechos  y de  los  demás  que  pueden  concurrir  á participar 


vocailo  al  año  siguiente  por  otro  en  que  se  daba  por  toda  razón  que  so  habían  ofre- 
cido para  su  planteamiento  dificultades,  que  no  podían  ser  superadas  cuando  el  Rey 
tenia  que  dirigir  su  principal  atención  á los  asuntos  de  la  guerra.  La  verdad  fué  que 
algunos  cortesanos  mal  avenidos  con  el  principio  de  publicidad  que  había  de  poner 
en  descubierto  el  verdadero  estado  de  su  fortuna  y disminuir  por  lo  tanto  el  cré- 
dito que  necesitaban  para  sus  disipaciones,  lograron  destruir  tan  importante  ro- 
forma. 

(a)  El  sistema  de  hipotecas  ocultas  es  el  del  derecho  romano  y el  del  Fuero  Juz- 
go, de  las  leyes  de  Partida  y de  todas  las  legislaciones  forales  durante  la  reconquis- 
ta, hasta  que  fué  modificado  por  el  misto,  que  comenzó  en  la  Corona  de  Castilla  en 
tiempo  de  D.  Cárlos  y Doña  Juana;  en  la  de  Aragón  , reinando  D.  Cárlos  111,  y on  la 
de  Navarra,  ocupando  el  trono  español  p.  Fernando  \II , segun  hemos  dicho  en  la 
Introducción  histórica. 


4.  Drsór.lia- 
si*  el  sistema 
ilc  las  liifio- 
tecas  ocul- 
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5. 1(r‘írh>' 
se  el  m>íí‘‘ 
ina  mí- lo. 


U dia  del  valor  de  la  propiedad  hipotecada.  Pero  cuando  las  hipotecas 
ocultas  esta  preferencia  es  injustificable:  todos  han  prestado  á cie- 
• las  hipotecas  anteriores  les  son  desconocidas;  cada  uno  se  reputa 
•bastante  asegurado,  y frecuentcraeute  lodos  menos  uno  son  enganados , y 
»á  veces  lo  so°n  todos  , porque  á ellos  se  antepone  otro  que  tiene  hipoteca 
•Ic^al  privilegiada.  Aun  sin  tan  poderosas  consideraciones,  la  Comisión 
«hubiera  rechazado  este  sistema  como  fuente  de  estelionatos  y causa  de 
> usuras  inmoderadas,  pues  que  el  peligro  que  incesantemente  corren  los 
«acreedores,  suelen  compensarlo  con  intertíses  exhorbitantes  (a). 

r,\o  presenta  tantos  inconvenientes  el  sistema  que,  admitiendo  la  publi- 
' acidad  de  las  hipotecas  como  una  de  sus  bases,  al  lado  de  ella  conserva  hi- 
potecas ocultas,  que  sin  necesidad  de  contrato  especial , y solo  en  virtud 
>del  beneficio  de  la  ley,  protejen  los  intereses  de  personas  desvalidas,  ó 
•aseguran  créditos  á que  el  derecho  presta  especial  amparo  y garantía. 
•Pero  este  sistema  que,  como  queda  dicho,  es  el  adoptado  por  nuestras 
«leyes,  tampoco  es  aceptable  á juicio  de  la  Comisión.  Amalgama  de  dos  sis- 
temas que  se  cscluycn,  pretende  en  vano  conciliar  la  prudencia  y circuns- 
pección de  los  acreedores  con  los  azares  que  no  pueden  prever.  Con  él 
•nunca  está  seguro  el  acreedor:  en  los  momentos  mismos  en  que  contrata, 
•después  de  asegurarse  por  el  registro  de  la  propiedad  de  que  sus  garantías 
•son  buenas,  después  de  adquirir  por  el  registro  de  hipotecas  la  convicción 
»dc  que  ningún  otro  tiene  inscrito  un  crédito  que  pueda  anteponerse  al  su- 
•yo,  se  encuentra  hurlado,  porque  una  hipoteca  legal , desconocida  tal  vez, 
«hasta  para  el  deudor  mismo,  viene  á frustrar  sus  cuidadosas  investigacio- 
nes, á convertir  un  contrato  calculado  con  toda  previsión  y prudencia  en 
•un  juego  de  azar,  y á privarle  de  su  derecho.  El  sistema  misto  pues , si 
«bien preferible  al  de  hipotecas  ocultas,  no  dá  la  seguridad  absoluta  que 
•necesitan  los  acreedores  para  que  el  crédito  territorial  sea  fecundo:  sistema 
«de  transacción  {b),  no  satisface  á las  necesidades  para  que  se  ha  creado. 
»No  es  esto  discurrir  sobre  teorías ; la  espericncia  lo  ha  puesto  bien  de 
«realce  en  la  larga  serie  de  años  que  ha  dominado  en  España:  lejos  de  con- 

(a)  Estas  poderosas  consideraciones  hacen  que  el  antiguo  sistema  de  las  hipóle- 
no  f‘?voraI)ltí  Nnigun  olio  á las  legales,  desacreditado  por  completo, 

Z'  "y  K1,la,los*  rLa  luclia  e?  h°y  K0|°  e»tre  el  sistema  de  publicidad  absoluta, 
iuserih  ivm  l nueV!l  Ley  y el  misto,  que  admitiendo  la  hipoteca  espresa,  especial  é 
en  sus'  ¿«r,  " ÚClía’  genor,al  lno  ¡nscr.ita » Y que  mas  ó menos  perfeccionado 

el  mit‘  eoiiiinun -i S.-irCí>  e.^?e  e,n  os  u tlra.os  tiempos  ha  regido  en  nuestra  pátria , y 
hipotecaria.  ' ' glul(*°  Imsta  que  empiece  á ponerse  en  ejecución  la  nueva  Ley 

ca?suefcn  ser' íntuCnc?emes^nUSinÍCmeíto  c.°^enientes*.y  aun  necesarias  en  políti- 
namente  on  el  informo  ® derecho  civil,  como  dijo  Mr.  Watimesnil  oportu- 

gislati va  francesa  de  mn  iilteni!j10  en  nombro  de  la  Comisión  de  la  Asamblea  le- 
potecaria.  * *amu^11  & dar  su  dictámen  sobro  el  proyecto  de  ley  hi- 
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*sultar  de  un  modo  conveniente  al  crédito  territorial , ha  dado  lugar  á que, 
»por  medio  de  artificios  jurídicos  buscaran  los  acreedores  la  seguridad  que 
»la  ley  no  les  ofrecía.  Si  en  España  no  se  ha  publicado  , como  ha  sucedido 
»en  el  vecino  imperio,  un  libro  sobre  el  peligro  de  prestar  con  hipoteca, 
«puede asegurarse  que  hay  muchos  contratos  que  siendo  en  rigor,  por  la 
«voluntad  de  los  contrayentes , préstamos  con  hipoteca,  se  han  otorgado 
«como  ventas  con  pacto  de  retro  (a),  originándose  perdidas  considerables 
«para  el  supuesto  vendedor,  y dándose  lugar  al  escándalo  de  que,  bajo  el 
«nombre  de  un  contrato  lícito  tenga  fuerza  el  reprobado pacto  de  comiso 
»en  un  préstamo  con  garantía.  Y es,  que  dentro  de  la  ley  no  hay  medios 
«para  que  el  acreedor  se  libre  del  riesgo  de  que  se  convierta  en  ineficaz  la 
«hipoteca,  porque  el  mas  detenido  y profundo  estudio  de  la  legislación  en 
«materia  tan  difícil  y el  examen  mas  circunspecto  de  la  historia  de  las  íin- 
ícas , el  conocimiento  de  las  personas  que  las  han  obtenido,  de  los  cargos 
«públicos  que  han  desempeñado,  de  las  empresas  en  que  han  tenido  ínter - 
«vención,  de  las  responsabilidades  que  en  el  orden  dé  la  familia  puedan 
«haber  contraido,  no  alcanzan  á poner  al  acreedor  á cubierto  de  los  peli- 
«gros  de  créditos  olvidados  de  todos  ó desconocidos  , y cuya  existencia  no 
«puede  sospechar  ni  la  previsión  mas  esquisita  ( h ).  Por  esto  la  mayor  parte 

(a)  Todos  los  que  por  algún  tiempo  han  ejercido  funciones  judiciales  ó la  abo- 
gacía tienen  conocimiento  de  estos  fraudes. 

(b)  Para  que  la  publicidad  sea  eficaz  tiene  que  ser  completa:  de  otro  modo,  en 
lugar  de  dar  protección  á los  adquirentes  y prestamistas  se  convierte  en  un  lazo 
para  sorprenderlos.  El  sistema  misto  de  publicidad  y clandestinidad  á que  la  Espo- 
sicion  de  Motivos  se  refiere  aquí,  tiene  el  gravísimo  inconveniente  do  que  no  hay 
signo  alguno  esterior  que  esté  al  alcance  de  todos,  por  el  que  aparezca  de  un  modo 
indudable  el  verdadero  estado  de  la  propiedad  y la  seguridad  que  ofrece,  ya  á los 
que  quieran  adquirirla,  ya  á los  que  constituyan  en  ella  derechos. reales,  ya  fi  los 
que  la  admitan  como  garantía  de  obligaciones.  Si  no  tuviésemos  que  comentar  la  ley, 
deberíamos  hacer  mención  en  este  lugar  de  las  disposiciones  que  entre  nosotros  se 
oponen  al  principio  de  publicidad,  de  los  privilegios  de  unos,  de  las  acciones  resci- 
sorias  y resolutorias  á favor  de  otros,  de  las  hipotecas  generales,  y de  tantos  otros 
peligros  á que  están  espuestos  los  que  á pesar  de  la  vigilancia  mas  diligente  adquie- 
ren derechos  reales  ó prestan  sobre  la  propiedad  inmueble:  ocasión  tendremos 
de  hacerlo  mas  adelante  y con  mayor  oportunidad.  Guiados  por  la  esperiencia,  y 
conmovidos  á la  vista  de  estos  peligros,  en  su  mayor  parte  los  tribunales  del  Reino 
contestaron  en  el  informe  que  se  les  pidió  acerca  de  esta  materia,  y de  que  hemos 
hecho  mención  en  la  Introducción  histórica  (número  234,  página  160),  en  sen- 
tido favorable  á la  publicidad  absoluta.  No  faltaron , sin  embargo,  otros  á quienes 
pareció  preferible  el  sistema  misto.  Estos  fueron  las  Audiencias  territoriales  de  Ca- 
narias, Oviedo  y Sevilla,  y con  ellos  el  mas  autorizado  de  todos,  el  Supremo  de 
Justicia,  que  por  su  alta  categoría,  por  la  misión  que  tiene  do  uniformar  la  juris- 
prudencia, por  la  ilustración  y larga  esperiencia  de  sus  Ministros,  no  puede  desco- 
nocerse que  pesa  mucho  en  la  balanza.  Sin  embargo  parece  que  este  alto  Cuerpo 
luchaba  entre  los  inconvenientes  del  sistema  misto,  y el  temor  de  ver  desatendidos 
los  intereses  de  los  menores,  de  los  incapacitados,  de  los  hijos  de  familia  y de  las 
mujeres  casadas.  De  otro  modo,  no  podrían  leerse  en  el  informe  las  siguiontos  pala- 
bras dadas  por  el  mismo  Cuerpo  que  se  pronunciaba  á favor  del  sistema  misto.  «¿Se 
«quiere  un  sistema  hipotecario?  Pues  acéptese  solo  el  que  sea  completo.  El  que  no 
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»dc  las  naciones  que,  á imitación  de  Francia,  adoptaron  este  sistema 

. „.,aíia  Hpr irse  auase  aúna  con  la  mala  fé  en  daño  de  los  intereses  legítimos 

»lo  es,  Puede  deC*rsJ  ^fe„es  engaña , ofreciéndoles  una  seguridad  que  nales  pro- 
’“tn£  malo  que  un  sistema  incompleto  seria  no  tener  ninguno.»»  ¿Podría 
^■^m^i^v^o^mayor  energía  el  partidario  mas  decidido  del  principio  do  plena 
nubdeidad’  Y á pesar  de  este  tributo  tan  elocuente  que  el  Tribunal  rendía  al  prm- 
rinio  de  publicidad  absoluta,  retrocedía  ante  sus  lógicas  é indeclinables  consecuen  - 

s y mirando  solo  la  cuestión  bajo  el  punto  de  vista  de  tener  que  optar  entre  a 
nroLcccion  de  las  personas  á quienes  la  ley  por  su  condición  domestica  ó por  la  falta 
So  int0"ridad  de  su  entendimiento  dispensa  á manos  llenas  justísimo  favor,  y el  de 
tcrceros’que  contratan  con  los  maridos 'y  guardadores,  se  decidió  en  favor  de  las 
nrimeras.  No  había  para  ello  razón  á nuestro  juicio:  ni  aun  bajo  este  aspecto  limita- 
do v pequeño  podia  resolverse  así  la  cuestión : debía  buscarse  una  solución  en  que 
satisfaciéndose  al  principio  de  publicidad  absoluta  que  tanto  se  preconizaba,  se  diera 
á las  personas  desvalidas  igual,  cuando  no  mayor  protección,  que  la  que  les  dispen- 
saba la  hipoteca  legal  de  tan  problemática  utilidad  , de  tan  inciertas  consecuencias: 
debía  verse  si  por  medio  de  hipotecas  espresas,  determinadas  y especiales  podía  ob- 
tenerse mejor  resultado  que  por  las  hipotecas  tácitas,  indeterminadas  y generales 
que  en  la  práctica  aparecían  de  tan  poco  provecho  en  la  mayor  parte  de  casos.  Mas  la 
cuestión,  en  el  terreno  en  que  la  colocaba  el  Tribunal,  no  estaba  bien  planteada.  No 
es  su  principal  aspecto  el  del  interés  de  particulares  contra  el  de  particulares ; es  el 
interés  público  en  combinación  con  el  particular , pero  sin  que  aquel  destruya  á 
éste,  sino  por  el  contrario  armonizándose,  conspirando  al  mismo  fin  y fortificándose 
mutuamente.  En  una  palabra,  lo  que  debia  buscarse  era  dar  la  mayor  protección 
posible  á lodos  los  intereses  sociales  y civiles,  y poner  las  cosas  en  disposición  de 
que  nadie  se  viera  en  el  caso  de  abstenerse  de  contraer  sobre  bienes  inmuebles,  re- 
traimiento fatal,  porque  apartando  los  capitales  de  su  adquisición,  y de  auxiliar  ul 
propietario  en  sus  empresas  y necesidades,  disminuye  el  crédito  territorial  y agríco- 
la, desprestigia  la  propiedad  del  suelo,  y á fuerza  de  protección  hace  infeliz  la  suer- 
te de  los  protegidos. 

El  ejemplo  del  imperio  francés,  que  sostiene  el  sistema  misto  después  do  los 
grandes  y luminosos  escritos  que  lian  ilustrado  esta  materia  y de  las  importantes 
discusiones  á que  dió  lugar  en  la  Asamblea  legislativa  de  1850 , donde  tantos,  tan 
elocuentes  y calorosos  partidarios  tuvo  el  sistema  de  publicidad  absoluta , suele  ser 
citado  por  los  que  demasiado  apegados  á lo  pasado,  aunque  sea  incompatible  con  las 
necesidades  actuales,  quisieran  que  no  se  cambiasen  profundamente  las  instituciones 
antiguas.  En  efecto,  la  ley  francesa  de  23  de  marzo  de  1853  sobre  la  trascripción  en 
materia  hipotecaria,  adopta  el  sistema  misto.  Mas  aún  que  las  razones  que  pueden 
alegarse  á favor  de  este  sistema,  nos  parece  que  influyó  al  efecto  la  gran  importancia 
quo  dan  los  írancesesá  su  Código  civil,  importancia  bien  merecida,  y que  lo  ha  lle- 
vado a diferentes  Estados  de  Europa,  porque  es  el  mayor  y mas  duradero  beneficio 
tul  vez  que  reportó  la  Francia  en  el  primer  Imperio.  Tocar  en  puntos  capitales  ese 
gran  monumento  nacional  parece  á algunos  una  profanación.  Y si  el  respeto  al  Códi- 
lin  Prqfundo  en  F rancia , había  cuando  se  formó  la  ley  de  transcripción  en 
e,,tnn^ac‘rcuns\anc^.^pficial  llUe  debia  pesar  mucho  en  la  balanza.  Tratábase 


..ñipo  -re“nudar  ,a  historia  del  primer  Imperio  con  el  nuevo , que  pocos  años 
Cónsul  ^Kllcva,ntafi0>  y enJa  cuest'on  debatida  había  una  gloria  para  el  primer 
dió  iuízar  en  el  r!  a ,.nl^rv^ncion  que  tuvo  éste  en  las  discusiones  á que  el  Código 
lo  coloca  al  de  E:jfado>  intervención  que  tanto  enaltece  su  nombre  y que 

que  tan  ajenas  Dare<d° n ™aS  llusl.reí)  legisladores:  conocidos  son  su  tino  en  materias 
se  mezclaba  o/los  debate^  iSm0’!  y á ,sus  estudios , y la  oportunidad  con  que 
bros  eran  partidarios  VldJda  . tlü  lalación,  en  la  que  cuatro  miem- 

la  conservación  de  liinotecaSiu6  lC‘dad  y eáPecudidad>  ‘los  del  principio  de 
estar  completamente  do  V1  es>  dfl  (Jue  110  se  apartaban  otros  dos , aunque  sin 
la  secdonf  a,  C0U  el  1,rüyecl0’ se  co,lsideró  fioe  había  empate  en 

uuaaiscordaucu  de  pareceres  el  primer  Cónsul  propuso  una  solución 
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«misto  (a),  lo  lian  abandonado , y quizá  no  esté  lejana  la  época  en  que 
«quede  tan  desautorizado  como  el  de  la  hipoteca  oculta  que  tenian  los  ro- 
» manos. 

«No  hay,  pues,  mas  que  un  sistema  aceptable:  el  que  tiene  por  base  Se acep- 
ta publicidad  y la  especialidad  de  las  hipotecas  ( b ).  li^'puhíi'T 

«Mas  como  es  necesario  lijar  bien  las  palabras  que  pueden  ser  de  dis-  absoiu- 

rnedia,  una  transacción.  En  una  de  las  diferentes  veces  que  habló,  decía:  «que  oyendo 
«discutir  el  Código  civil  conocía  que  la  demasiada  sencillez  en  la  legislación  era 
«enemiga  de  la  propiedad,  y que  no  pedia  tratarse  de  simplificar  las  leyes  sin  cortar 
«el  nudo  gordiano  en  lugar  de  desatarlo  y sin  dejar  mucho  á la  incertidumbre  y á la 
«arbitrariedad»,  y después  contestando á Real  anadia:  «es  necesaria  la  publicidad,  es 
«necesaria  la  especialidad,  mas  es  necesario  igualmente  no  dañar  á las  hipotecas  le* 

«gales»;  y cerrando  la  discusión  en  el  dia  en  que  se  votó  el  principio  que  prevaleció, 
dijo:  «que  la  inscripción  de  las  hipotecas  legales  debía  ser  una  simple  formalidad, 

«no  una  condición  necesaria  para  asegurar  su  efecto;  que  debían,  sin  embargo,  esta- 
«blecerse  medios  para  liberarlas,  purges,  que  siendo  imposible  organizar  uu  sistema 
«que  salvara  lodos  los  intereses,  procedía  que  cediera  la  seguridad  del  mayor  que 
«presta  y adquiere  ante  la  de  la  mujer  y el  menor  que  no  pueden  protejerse  á sí  mis- 
unios.»  (Locré,  tomo  XVI,  págs.  192,  193  y 218).  El  primer  Cónsul  triunfó:  ¿había 
de  reformarse  su  obra  en  1855? 

No  podría  invocarse  entre  nosotros  una  razón  que  tuviera  analogía  con  esta: 
nuestras  leyes  civiles  seculares  están  amenazadas  de  muerte  por  un  nuevo  Código 
civil.  Aunque  es  de  presumir  que  en  él  se  respetarán  en  gran  parte  nuestras  insti- 
tuciones antiguas,  nadie  dudaba  que  en  las  hipotecas,  y en  cuanto  á ellas  mas  ó me- 
nos inmediatamente  se  refiere,  eran  necesarias  grandes  reformas.  Por  otra  parte  eu 
Francia  puede  haberse  creido  que  el  sistema  hipotecario  del  Código,  corregido  y 
perfeccionado  podría  ser  aceptable:  el  nuestro,  por  el  contrario , estaba  ya  juzgado 
como  insuficiente,  y sin  grandes  y aun  radicales  cambios  en  las  leyes  no  se  acomo- 
daría á las  necesidades  actuales.  Én  esta  situación  no  cabia  vacilaren  que  la  refor- 
ma debía  hacerse  por  completo  , y que  los  inconvenientes  que  en  otras  partes  podían 
parar  la  marcha  del  legislador,  en  España  no  debía  ser  tomados  en  cuenta.  El  espí- 
ritu público  era  favorable  á esta  opinión.  La  gran  mayoría  que  tuvo  la  Ley  hipote- 
caria en  el  Senado,  y la  unanimidad  del  Congreso  de  los  Diputados  son  la  prueba  mas 
evidente  de  la  impopularidad  del  sistemo  misto  , de  la  necesidad  de  reformarlo  radi- 
calmente, y de  que  era  del  todo  insostenible. 

(a)  De  los  Estados  que  adoptaron  el  principio  del  Código  francés,  y do  que  lie- 
mos hecho  mención  en  otro  lugar (pág.  190),  se  han  separado  en  lo  que  concierne  á 
la  clandestinidad  de  las  hipotecas  legales  los  siguientes: 

Estados  Romanos.  Portugal. 

Cerdeña.  Tessino  (Cantón  suizo  del). 

Grecia.  Toscana. 

Holanda.  Vaud  (Cantón  suizo  de). 

Parma,  Plasencia  y Guastalla. 

Con  oportunidad  hace  notar  Mr.  Saint-Joseph , que  Italia,  donde  nació  el  sis- 
tema de  las  hipotecas  tácitas,  y donde  por  lo  tanto  parece  que  debía  tener  mas  hon- 
das raíces,  ha  proclamado  su  estincion. 

( b ) ¿Y  no  podia  haberse  establecido  otro  método  de  los  que  se  han  adoptado  en 
los  Estados  que  no  siguen  el  sistema  aleman  ni  el  francés?  No  lo  creyó  la  Comisión 
que  redactó  el  proyecto  de  Código  civil , ni  la  que  lia  formulado  la  Ley  hipotecaria. 

Ninguno  era  tan  eficaz  á su  propósito  como  el  elegido,  ninguno  era  tampoco  mas 
aceptable  ni  de  menores  inconvenientes.  El  seguido  en  Inglaterra  y adoptado  también 
por  los  Estados-Unidos,  sobre  ser  muy  incompleto  bajo  el'punto  de  vista  de  la  publi- 
cidad, supone  un  notariado  de  diferentes  condiciones  que  el  nuestro.  En  la  hipoteca 
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.linio  modo  interpretadas.  d«be decir  la  Comisión  cómo  enliende  la  publi- 
»c¡dad  Consiste  ésta  en  que  desaparezcan  las  hipotecas  ocultas  ; en  que  no 
» pueda*  perjudicar  al  contrayente  de  buena  fé  ninguna  carga  que  gravite 
» sobre  la  propiedad  si  no  se  halla  escrita  en  el  registro  ; en  que  quien  ten- 
»íía  derechos  que  haya  descuidado  inscribir  , no  perjudique  por  una  falta 
»mic  á él  polo  es  imputable  al  que  , sin  haberla  cometido , ni  podido  co- 
nocer , adquiera  la  (inca  gravada  ó la  reciba  como  hipoteca  en  garantía 
>;de  lo  que  se  le  debe ; en  que  el  registro  de  la  propiedad , en  que  el  regis- 
»tro  de  las  hipotecas,  se  franqueen  á todo  el  que  quiera  adquirir  un  inmue- 
ble, prestar  sobre  él,  comprobar  derechos  que  puedan  corresponderle,  y, 
»pará  decirlo  de  una  vez  , al  que  tenga  un  interés  legítimo  en  conocer  el 
•estado  de  la  propiedad  y sus  gravámenes.  No  son  de»  temer  en  este  sistema 
«pesquisas  impertinentes  que  puedan  alentar  las  malas  pasiones  y convertir 
»en  daño  de  personas  determinadas  los  secretos  de  su  crédito  (a). 

• Para  conocer  la  importancia  y necesidad  del  sistema  adoptado  por  la 
«Comisión, debe  tenerse  en  cuenta  que  el  fin  de  la  legislación  hipotecaria  es 
«asentar  el  crédito  territorial  en  la  base  de  la  seguridad  déla  hipoteca  y del 
«pago  de  lo  ofrecido.  El  que  presta  con  hipoteca,  mas  bien  que  á la  persona, 
•puede  decirse  que  presta  á la  cosa:  el  valor  de  la  finca  hipotecada  es  la 
•causa  por  que  entra  en  la  obligación:  el  deudor  es  solo  el  representante  de 
• la  propiedad;  al  prestamista  nada  le  interesan  el  crédito , el  estado  de  for- 
»luna  , Jas  cualidades  morales  de  la  persona  á quien  dá  su  dinero,  porque 
•para  nada  las  tiene  en  cuenta ; lo  que  le  importa  es  que  la  finca  baste  ú 
«reintegrarle  en  su  dia  de  lo  que  dió.  Su  crédito  no  es  un.  crédito  personal, 
«es  un  crédito  real ; no  depende  de  la  persona  del  deudor,  no  está  sujeto  á 
«sus  vicisitudes;  loque  importa  al  acreedor  es  que  la  hipoteca  no  desaparez- 
ca: adherido  , por  el  contrario  , su  crédito  á la  finca,  no  se  altera  por  la 
•pérdida  del  crédito  personal  de  su  dueño.  El  crédito  territorial  así  queda 
«suficientemente  garantido;  cada  uno  sabe  hasta  dónde  alcanza  la  preferen- 
•ciaque  puede  tener  sobre  los  demás  acreedores:  está  en  el  mismo  caso  que 
»si  se  hubiese  señalado  una  parte  del  precio  de  la  finca  para  el  dia  en  que  se 


J"!c"ci0nal>  rnortgagc,  se  hace  al  deudor  la  entrega  de  los.  bienes  obligados  y de  los 
fiin  h^nl!  acrc(htan  su  propiedad,  y sobre  ellos  pueden  admitirse  nuevos  préstamos 
No  oí  Ui  n.!LiPOni??n  en  no,Uci,a.del  Pnmer  acreedor  y se  anota  así  en  los  títulos, 
tribunal  Common  picas™''  ^ hip0tecaS  Íudltíiales  se  inscriben  en  un  registro  del 

li  c u Ua  rá^  si  o mn* ro* ( Ini  ;i|S  1 ent?ndida  .Y  practicada  impedirá  en  muchas  ocasiones  v di- 
I tunara  siempre  que  los  crimina  es  nn«  qo  nmnnrLn  x t. 


con  dañado  intento ’v  sin  m,  .•  , re£,str°s  de  hipotecas  á los  curiosos  y á los  qut 

de  otro,  tal  vez  pura  ahns-.V'í0  i°  °m,u  Qu,eran  enterarse  del  estado  dé  la  fortun; 
dito  personal.  J dc  0 ’1UIÍ  resud,e  inscrito  y hacer  desmerecer  su  eré- 
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«hiciera  el  pago  (a),  y esto  sin  temor  á privilegios  de  hipotecas  desconocidas 
jpor  él,  puesto  que  nunca  puede  perjudicarle  loque  no  constare  en  el  regis- 
ílro.  Con  la  adopción  de  este  sistema,  los  capitales  tendrán  un  empleo  sob- 
ado y fácil , el  propietario  gozará  de  un  crédito  proporcional  a su  verdade- 
ira  riqueza,  se  activará  la  circulación  , bajará  el  interés  del  dinero,  y na- 
» ce  rail  nuevas  fuentes  de  riqueza  y prosperidad. 

«Mas  este  sistema  que  parece  tan  sencillo,  y cuya  adopción  se  presenta 
sá  primera  vista  tan  fácil  como  poco  complicada,  lia  sido  objeto  de  fuertísi- 
» simas  impugnaciones.  La  Comisión , que  las  manifestará  con  franqueza, 
«cree  poder  desvanecerlas. 

«Las  hipotecas  legales:  hé  aquí  la  primera,  la  capital  dificultad  que  se 
•opone  á su  sistema.  En  nombre  de  la  familia,  dicen  sus  contradictores, 
«os  pedimos  protección  para  la  mujer  y para  los  hijos : en  nombre  de  la 
» orfandad  y de  la  desgracia , os  pedimos  piedad  para  el  huérfano  y para 
»el  incapacitado  : en  nombre  de  la  justicia  , os  conjuramos  á que  á una 
» cuestión  de  forma  , d una  solemnidad  esterna , no  sacrifiquéis  derechos 
^ que  han  sido  respetados  en  todos  los  siglos  ; y en  nombre  de  la  santidad 
»dc  las  leyes , no  deis  á una  omisión  mas  fuerza  que  al  precepto  soberano 
»del  legislador,  cuando  estiende  su  mano  protectora  á la  mujer , al  huér- 
fano y al  desvalido.  Necesario  es  que  sea  arraigada  la  convicción  de  la 
«Comisión  para  sobreponerse  á estas  objeciones. 

•Desde  luego  se  advierte  que  los  que  invocan  la  subsistencia  de  las  h¡- 
«potecas  legales,  se  limitan  solo  á las  que  pueden  considerarse  como  mas 
«justificadas.  Pero  fuera  de  ellas , hay  otras  muchas  en  nuestras  leyes  á 
«que  nunca  alcanzaría  la  piedad  generosa  de  los  impugnadores  del  sistema 
«absoluto  de  publicidad  (b). 

«La  protección  de  las  mujeres  casadas  , de  los  hijos , de  los  menores  y 
•de  los  incapacitados,  puede  existir  en  igual  y aun  en  mayor  escala  que  en 
«la  actualidad  sin  la  hipoteca  legal,  tácita  y general  que  le  dan  nuestras 
«leyes.  El  ejemplo  de  Inglaterra  bastaría  á demostrarlo.  Mas  la  Comisión 
«no  aboga  por  la  supresión  de  la  hipoteca  legal,  se  limita  á proponer  que 
•desaparezcan  las  que  no  deben  existir ; y respecto  á las  demás , y entre 
«ellas  las  que  se  refieren  á la  sociedad  doméstica  y á la  protección  de  los 
•desvalidos,  cambia  su  forma,  convirtiendo  en  hipotecas  legales  espresas 
«las  hipotecas  legales  tácitas,  y dando  á los  intereses  que  deben  proteger 

(a)  Hasta  cierta  punto  puede  decirse,  aunque  con  impropiedad  bajo  el  aspecto 
legal  y técnico,  pero  no  sin  energía  , que  el  acreedor  hipotecario  es  una  especie  de 
condueño  , porque  la  propiedad  tiene  tanto  menos  valor  verdadero  para  el  señor, 
cuanlo  es  el  capital  á que  está  afecta. 

(b)  Hasta  qué  punto  se  ha  llegado  á abusar  de  las  hipotecas  legales , eslendién- 
dolas  á dar  protección  á los  que  ni  la  necesitaban,  ni  la  querían  , como  so  demues- 
tra por  el  hecho  de  que  teniendo  capacidad  para  estipularla , no  lo  hacían,  aparece- 
rá con  la  suíicientc  ostensión  en  los  comentarios  á los  títulos  V y XIII  de  la  Ley. 
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• liria  gararilía  iofinítamcolc  superior  á la  escrita  hoy  cu  lUMlns  hT«  («)• 
. „ remisión  lejos  de  poner  en  pugna  los  derechos  seculares  de  la  mujfir 

,v  del  menor  con  los  no  menos  respetables  de  los  que  con  buena  fé  han  ad- 
quirido el  dominio  ú otros  derechos  reales,  los  armoniza  ; no  sacrifica  á la 

• facilidad  (/O  de  los  préstamos  hipotecarios  un  interés  mas  grande,  mas  mo- 
rral el  interés  de  la  familia  y del  Estado;  al  contrario  , fortaleciendo  estos 
•intereses , que  mira  con  veneración,  hace  compatible  con  ellos  el  crédito 
» tcrritorrial.  Prefiere  darles  una  protección  verdadera  á otra  menos  real, 
•aunque  mayor  en  la  apariencia  : respetando  derechos  que  están  consig- 
nados en  nuestra  historia  , en  nuestras  costumbres  y en  nuestros  hábitos, 
•no  lleva  su  exageración  hasta  el  estremo  de  que  absorban  otros  igualmen- 
te legítimos;  pero  no  quiere  tampoco  ver  reducidos  al  marido  y al  tutor  á 
»la  condición  tristísima  de  no  poder  enajenar  sus  bienes  ni  levantar  présta- 
los sobre  ellos,  ó de  hacerlo  con  condiciones  onerosísimas  por  la  poca 
•seguridad  que  prestan  las  hipotecas:  procura  evitar  la  ruina  de  los  acree- 
»dores  de  buena  fé , restringir  el  estelionato , multiplicar  los  recursos  del 
«propietario  con  la  ostensión  del  crédito,  y no  convertir  la  protección  justa 
•que  debe  dispensarse  al  constituido  bajo  potestad  ó tutela  ó curaduría,  en 
•una  injusticia  escandalosa  (c). 


(a)  Alegar  que  el  sistema  de  publicidad  y especialidad  perjudica  y hasta  anula 
la  protección  que  las  leyes  han  dado  siempre  á las  personas  que,  ó por  su  condición 
doméstica  , 6 por  la  incapacidad  en  que  so  hallan  de  mirar  por  sí  mismas,  necesitan 
ijue  el  legislador  venga’ en  su  auxilio,  os  desnaturalizar  en  cierto  modo  la  cuestión 
que  se  ventila,  mientras  no  se  demuestre  que  el  'sistema  misto  es  mas  eficaz  que  el 
de  publicidad  en  la  protección  que  daba  á estas  mismas  personas. 

(b)  Felicidad  , dice  la  edición  oficial,  pero  conocidamente  es  una  errata  de  im- 
pronta. 

(c)  Importantes  son,  no  puede  negarse  , los  argumentos  que  se  han  opuesto  al 

sistema  de  publicidad  y especialidad.  Se  ha  dicho  de  él  que  echa  por  tierra  el  dere- 
cho de  propiedad  al  establecer  que  si  no  está  inscrito  no  produzca  efecto,  aunque 
solo  sea  contia  tercero ; que  las  hipotecas  legales  en  la  forma  en  que  se  hallaban 
constituidas,  se  fundaban  en  principios  evidentes  de  humanidad  y de  equidad  no 
considerados  en  el  sistema  misto;  que  este  daña  á los  intereses  del  Estado,  los  cuales 
quedan  desatendidos  cuando  los  bienes  de  los  empleados  públicos  no  responden  pre- 
leronteinente  á las  obligaciones  que  puedan  tener  contraidas  por  su  infidelidad  óne- 
g igencia  en  el  manejo  y custodia  de  los  fondos  que  les  están  confiados;  que  el  tesoro 
publico  debe  ser  preferido  á los  intereses  de  los  particulares  , y que  lu  necesidad  de 
“"W"  es.conlra  ]a  índole  de  los  contratos  consensúales.  So  ha  añadido  que  e! 
v casada  es  conocido  por  la  publicidad  de  las  formas  del  matrimonio 

L'inrdidnr  v'J'  ‘lc,.on  d®  l°s  cónyuges,  que  lo  mismo  sucede  con  el  padre  , con  el 
sos  no  es  nías  míe  nXPm ¡U  ° Publ,co , \ Por  Io  tanto  ,a  inscripción  en  estos  ca- 
que sin  inscrincion  nn/n°ra  or^;'  uí ^ I11?  no  tiene  la  publicidad  por  objeto,  pues 
píeos  do  los  resDonsXlo  ¿C?  ®stado  cjvil  de  las  personas,  y el  ejercicio  de  losem- 
den  y sin  embarco'  sfi,*3  Administración,  por  manejar  fondos  que  !e  correspon- 
los  hijos  de  los^norfl'^IÍXi  Ia<ier  depender  de  ella  la  suerte  de  las  mujeres , de 
tarto.  Por  último  se  ln  ijevorJ°iS  !ncaPacíta.d°s  Y la  garantía  do  los  fondos  del  Bu- 
los matrimonios  v tutelas  soníX  'mpu8naciún  basta  el  estremo  de  fundarla  en  que 

El  argumento  orir rinTX*  nocesari°s  quo  los  préstamos. 

P‘  que  se  refiere  á la  defensa  de  las  personas  desvalidas 
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í A estas  consideraciones,  que  son  generales , se  agregan  otras  no  me- 
»nos  importantes  con  relación  á nuestra  patria. 


csLi  rebalido  aquí  por  la  Comisión  con  bastante  copia  de  razones  , demostrando  que 
en  e!  sistema  adoptado  , lejos  de  disminuir  !a  protección  antigua  , la  aumenta  y le 
dá  garantías  de  que  antes  carecía.  Aparece  aun  mas  esto  en  otros  lugares  de  la  Es- 
posicion  de  Motivos,  en  que  se  trata  de  las  hipotecas  legnlgs  según  la  nueva  Ley,  y 
especialmente  de  la  dotal , y de  las  que  se  conceden  por  bienes  reservables , por  el 
peculio  y por  razón  de  tutela  y curaduría,  materias  de  que  tratarémos  en  los  comen- 
tarios á ios  artículos  que  introducen  la  reforma.  Ni  sirve  decir  que  el  estado  civil  de 
las  personas  es  público  y conocido , porque  prescindiendo  do  que  esto  carece  de 
exactitud  con  bastante  frecuencia,  no  por  ello  se  puede  conocer  á qué  cantidad  as- 
ciende la  responsabilidad  del  marido,  del  padre  y del  guardador  por  los  bienes  que 
administra  de  su  mujer , de  su  hijo  ó del  menor  ó incapacitado,  ni  es  justo  que  ¡i 
título  do  una  responsabilidad  indefinida  , se  los  constituya  en  la  angustiosa  situa- 
ción de  no  poder  disponer  de  sus  bienes,  especie  do  amortización  funestísima  por 
su  grande  injusticia  y por  el  considerable  número  de  personas  á que  afecta. 

Tampoco  contestaremos  aquí  al  argumento  que  se  hace  contra  el  sistema  do  pu 
blicidad  y especialidad,  fundándose  en  lo  dañoso  que  puede  ser  á los  intereses  do  la 
Administración.  La  Esposicion  de  Motivos  lo  hace  con  copia  de  fundamentos  de  que 
tampoco  es  éste  lugar  de  tratar,  porque  tienen  el  suyo  oportuno  en  los  comen- 
tarios. 

No  es,  ni  puede  decirse  que  la  necesidad  de  la  inscripción  sea  un  atentado  á la- 
propiedad  cuando  se  trata  de  dejar  incólumes  los  derechos  de  un  tercero;  este  es 
un  argumento  que  por  su  misma  exageración  se  desvanece:  por  la  misma  razón 
serian  atentados  á la  propiedad  todas  las  demás  circunstancias  que  la  ley  exige  para 
la  trasmisión  á uno  de  lo  que  es  de  otro;  lo  seria  la  escritura  en  todos  los  países  en 
que  es  necesaria  para  la  adquisición  de  los  inmuebles  por  actos  entre  vivos;  lo  seria 
el  signo  esterior  que  las  leyes  exigen  en  muchos  países  para  la  trasmisión , como 
sucede  entre  nosotros  en  que  para  adquirir  el  dominio  de  las  cosas  que  á alguno 
pertenecen,  se  necesita  la  tradición,  y si  son  raíces  la  posesión,  doctrina  derivada  del 
derecho  romano  que  domina  en  gran  parte  de  la  Europa,  y que  se  puede  decir  que 
íué  universal  hasta  la  publicación  del  Código  Napoleón,  que  si  bien  se  desentendió 
de  ella,  no  fué  sin  gravísimos  inconvenientes,  como  lo  han  reconocido  jurisconsultos 
muy  distinguidos  del  vecino  Imperio.  Los  medios  que  la  ley  establece  para  dar  se- 
guridad al  dominio,  lejos  de  destruirlo  ni  aun  de  menoscabarlo,  lo  garantizan  mas 
impidiendo  que  con  fraudes  inicuos  sean  privados  de  él  aquellos  á quienes  corres- 
ponde. Su  omisión  por  capricho  ó por  incuria,  equivale  á una  renuncia  implícita 
de  derecho  cuando  se  trata  de  un  tercero  que  por  la  omisión  queda  perjudicado.  Por 
último,  el  argumento  de  que  la  necesidad  de  la  inscripción  ataca  al  derecho  de  pro- 
piedad, ó nada  vale,  ó tiene  igual  fuerza  contra  el  sistema  misto  que  la  admite  tam- 
bién, pues  que  la  diferencia  entre  éste  y el  de  publicidad  absoluta,  no  está  mas  que 
en  el  número  de  casos  en  que  la  inscripción  es  necesaria. 

De  tan  poca  fuerza  como  el  argumento  que  precede,  es  el  que  se  funda  en  con- 
siderar la  inscripción  como  opuesta  á la  índole  de  los  contratos  consensúales.  Basta 
observar  que  en  nuestro  derecho,  del  mismo  modo  que  en  todas  las  legislaciones  que 
guardan  fielmente  el  principio  romano  de  que  no  por  los  pactos,  sino  por  la  tradición 
se  trasfiere  el  dominio  délas  cosas,  aun  en  los  contratos  consensúales  en  que  como 
en  la  comprase  trata  de  traspasar  á otro  la  propiedad,  la  convención  es  solo  el  título 
de  adquirir  y que  es  necesaria  la  tradición,  la  posesión  verdadera,  fingida,  simbólica 
ó la  cuasi-posesion  para  que  exista  el  modo  de  adquirir.  Por  esto  decimos  que  en  las 
cosas  derivadas  de  un  tercero,  ni  el  título  sin  modo  de  adquirir  hasta,  ni  tampoco 
el  modo  sin  título.  A esto  se  agrega  que  también,  como  antes  hemos  dicho,  esto 
argumento,  del  mismo  modo  que  al  sistema  absoluto  de  publicidad,  ataca  al  sis- 
tema misto. 

Finalmente,  no  puedo  considerarse  como  un  argumento  serio,  decir  que  la  so- 
tomo i.  2G 
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ley  hipotecaria. 

«España  es  una  nación  principalmente  agricultora;  y si  en  ella  no  ha 
» prosperado  la  mas  antigua  y la  primera  en  las  artes  tanto  como  es  de  de- 
asear débese  á la  falta  de  capitales.  Estos  buscan  con  preferencia  otras 
«empresas,  ya  por  el  aliciente  de  las  mayores  ganancias  que  producen , ya 
«por  la  poca  seguridad  que  inspira  el  estado  actual  de  la  propiedad  rústica. 
,En  esta  situación,  con  el  aumento  rápido  y progresivo  de  la  riqueza  pú- 
» hlica , de  la  industria  y del  comercio  , debe  el  legislador  procurar  por  me- 
«dios  indirectos  que  los  capitales  no  vayan  todos  á buscar  las  empresas 
•mercantiles  é industriales , sino  que  también  vengan  en  auxilio  de  la  pro- 
piedad territorial  y de  la  agricultura.  Conveniente  es  que  los  capitales  se 
•distribuyan  entre  los  diferentes  ramos  que,  con  beneficio  general  de  los 
«particulares  y del  Estado,  puedan  darles  cómoda  colocación  : es  menester 
«por  lo  tanto  contrapesar  la  propensión  de  los  capitalistas  á emplear  sus 
•fondos  en  las  empresas  de  la  primera  clase  porque  les  reportan  mas  creci- 
«dos  intereses  y es  mas  breve  y fácil  el  reembolso,  con  la  seguridad  de  la 
«garantía  en  las  segundas  , poniendo  la  publicidad  como  una  de  las  bases 
«del  sistema  hipotecario  (a). 

«Consecuencia  lógica  del  sistema  de  publicidad  de  las  hipotecas  es  que 
•desaparezcan  de  nuestro  derecho  las  generales:  si  prevalece  el  principio 
•de  la  Comisión,  quedarán  desde  luego  reformadas  todas  las  leyes  que  las 
«prescriben  ó autorizan,  y nada  significará  la  cláusula  de  hipoteca  general 
«que  en  adelante  se  ponga  en  los  contratos  entre  particulares  , ( b ) como  de 


ciedad  necesita  mas  de  los  matrimonios  y de  las  tutelas  que  de  los  préstamos,  porque 
esto  es  suponer  que  unas  instituciones  están  en  pugna  abierta  con  las  otras,  que  no 
hay  medios  de  conciliarias  y de  ponerlas  entre  sí  en  armonía,  de  modo  que  en  lugar 
de  contraponerse,  conspiren  juntas  á un  mismo  fin,  al  órden  de  la  sociedad,  á su 
bien,  á su  prosperidad.  Si  argumentos  do  este  género  valieran,  ¿cuántas  instituciones 
necesarias  en  nuestra  civilización  actual  desaparecerían? 

(o)  Pueden  aun  esforzarse  mas  estas  razones  si  se  considera  el  aliciente  que  ofre- 
cen los  fondos  públicos  para  la  colocación  de  capitales.  El  gran  crédito  del  Estado 
superior  á todo  el  de  los  particulares,  la  seguridad  que  tienen  los  que  poseen  esta 
renta  tanto  respecto  al  capital,  como  al  pago  de  intereses,  la  facilidad  de  adquirirla  y 
de  trasmitirla,  la  imposibilidad  de  ser  privado  de  ella  porla  reivindicación  cuando  se 
ba  adquirido  en  bolsa  y por  medio  de  corredores  aunque  sea  hurtada  ó robada,  Ja 
esperanza  del  aumento  del  capital  en  dias  en  que  no  se  temen  revueltas,  la  eomodi- 
umt  ile  cobrar  los  intereses  en  todas  las  provincias  , el  incentivo  de  la  amortización, 
ia  imtemmdad  do  tributos,  lo  innecesario  de  la  administración  y la  ventaja  que  tieno 
indü°  fnJ  ,ocasi.onaí^a  'á  l°s  largos  y costosos  litigios  á que  con  frecuencia  dan  lugar 
coloc’ifMnn  eír<ÍCí-0S  en  aS  r0SjS  inn™obles,  impulsan  á los  capitalistas  á preferir  la 
con  E¿,  oí  .iíner°  Gn  í)nd0S  Publicos  fiue  tanto  interés  y facilidades  les  ofre- 
si'bro  h nron¡o^T'0n'-POderOSa  para  ProcuraF  «segurar  mas  los  capitales  prestados 
corresponda  UmhA  V117^  ya  (lue,P°r  desgracia  no  es  posible  por  regla  genoral  que 
mercantiles  y bursátiles^008  d°  caPllulista  corao  Ias  especulaciones  industriales, 

ser  taba  m* u y^frecue  n te  tifo  Ih  ^^u®ula  de  hipoteca  general  de  todos  los  bienes  se  to- 
que las  parces  ni  la  huhi<Jin  e?,-os,C(?lltra.tos  por  los  escribanos  como  fórmula,  sin 

los  poderes  ha  sido  nráctici\™í.rU  ad°’  “ÍmH11  Ci!si  ,a  hubieran  advertido.  Hasta  en 
P i poner  que  se  Obliga  el  poderdante  á pasar  por  lo  que  su 
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«hecho  no  lo  ha  significado  desde  la  creación  de  las  conladurías  de  hipo- 
» tecas.  La  hipoteca  general,  aunque  se  limite  á los  bienes  presentes,  y no 
»se  estienda,  como  es  muy  común , á los  que  en  adelante  puedan  adquirir- 
»$e  (a),  dá  por  resultado  la  falta  de  publicidad  en  la  hipoteca , porque  en 
«tanto  puede  decirse  que  esta  es  pública,  en  cuanto  esté  inscrita  en  el  re- 
ígistro  con  individual  espresion  de  la  finca  á que  afecta  y de  la  cantidad  á 
«que  se  estiende  la  garantía.  La  especialidad,  pues,  de  la  hipoteca  es  el 
«complemento  de  su  publicidad. 

«Aun  sin  esta  consideración , que  en  el  sistema  adoptado  es  decisiva, 

procurador  haga  con  todos  sus  bienes,  cláusula  ociosa  sin  duda,  porque  es  regla  de  de- 
recho sin  necesidad  de  la  estipulación  espresa,  que  el  que  se  obliga  no  es  solo  perso- 
nalmente, sino  que  también  se  obliga  con  lo  que  le  corresponde,  bien  sea  mueble  ó 
inmuebfe.  Puede  decirse  mas:  cuando  el  que  se  obliga,  no  cumple  espontáneamente 
aquello  á que  está  obligado,  el  modo  único  en  los  negocios  civiles  de  hacer  efectiva 
su  responsabilidad  es  en  los  bienes,  porque  ni  aun  subsidiariamente  está  admitido' 
entre  nosotros  el  apremio  personal.  Si  otra  cosa  se  ha  querido  decir  en  algunas  escri- 
turas con  esta  cláusula  general,  necesario  os  reconocer  que  en  el  uso  no  se  le  daba 
otra  significación  ni  la  fuerza  de  hipoteca,  y menos  cuando  esta  palabra  no  se  usaba 
espesamente  y solo  era  frase  de  las  llamadas  de  cajón  en  las  escrituras. 

(a)  Siempre  nos  ha  parecido  anómala  la  facultad  de  hipotecar  los  bienes  futuros, 
esto  es,  los  que  no  se  tienen,  los  que  no  se  esperan,  los  que  aún  dado  caso  que  so 
esperen,  porque  hay  muchos  que  siempre  tienen  esperanzas,  no  se  sabe  si  han  de  lle- 
gar á ser  del  que  hipoteca.  Si  esta  frase  solo  quiere  decir  que  los  bienes  á medida 
que  vayan  adquiriéndose  son  garantía  de  los  acreedores  presentes,  ninguno  de  estos 
tendrá  derecho  hipotecario  hasta  que  llegue  el  dia  de  la  adquisición,  porque  la  hipo- 
teca solo  puede  constituirse  por  el  dueño,  y por  lo  tanto  la  preferencia  para  los  cré- 
ditos anteriores  no  debería,  atendidos  los  principios,  tomarse  desde  su  respectiva  fo- 
cha, sino  que  todos  los  que  en  el  dia  de  la  adquisición  existieran  con  la  misma  cláu- 
sula, deberían  considerarse  iguales  sin  diferencia  por  razón  del  tiempo  en  que  se  con- 
trajeron. Es  verdad  que  el  talento,  la  probidad,  la  esperanza  de  sucesiones,  el  amor 
al  trabajo  y otras  circustancias  que  puedan  hacer  creer  que  una  persona  haya  de  te- 
ner en  lo  sucesivo  medios  para  satisfacer  las  obligaciones  que  contraiga,  pueden  in- 
fluir en  que  encuentre  personas  que,  dándole  la  mano,  le  abran  las  puertas  del  por- 
venir, lo  que  en  circunstancias  diferentes  tal  vez  no  harían,  pero  estos  van  solo  tras 
una  congetura;  no  buscan  por  garantía  la  finca  que  no  tiene  aquel  á quien  prestan; 
se  fijan  solo  en  una  esperanza,  y la  esperanza  no  es  derecho  en  la  cosa : de  presente 
solo  adquieren  un  derecho  de  otra  clase,  una  obligación -personal  á su  favor:  esto  es  lo 
único  positivo,  esto  es  lo  que  parece  que  debe  ser  objeto  de  contratación.  Ni  nos  pare- 
ce conveniente  dar  demasiada  facilidad  y estension  á los  contratos  aleatorios  cuando 
tienen  grande  peligro  de  degenerar  en  inmorales,  y faltos  de  la  causa  lícita  que  el  dere- 
cho requiere  para  su  subsistencia.  Hasta  donde  han  llegado  estos  abusos  respecto  á hi- 
jos, que,  víctimas  de  sus  pasiones,  devoran  en  vida  de  sus  padres  la  legítima  que  es- 
peraban, y á tantos  otros  que  esperan  sucesiones  pingües  que  no  han  de  llegar  a dis- 
frutar aunque  realmente  les  sean  deferidas,  porque  la  sórdida  avaricia  de  usureros  sin 
corazón  y sin  conciencia,  con  intereses  exhorbitantes,  y con  cuentas  de  interés  com- 
puesto, se  encargan  de  que  queden  confiscadas  antes  de  la  deseada  muerte  del  bienhe- 
chor á quien  se  hereda,  y los  crímenes  horribles  á que  ha  dado  algunas  veces  lugar  ese 
abandono  de  la  juventud  estraviada  y alentada  en  el  camino  de  los  vicios  por  los  que 
se  prevalen  de  su  inesperiencia,  son  cosas  demasiado  conocidas  para  que  sean  mira- 
das con  indiferencia  por  el  legislador,  que  á la  sombra  de  las  hipotecas  generales  de 
los  bienes  futuros,  daba  ó se  pretendía  que  daba  seguridad  á los  créditos  contraidos 
para  sostener  tales  desórdenes.  Así  es  que  también  por  consideraciones  de  órdon  mo- 
ral no  somos  partidarios  do  tales  hipotecas. 
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y no  hubiera  dejado  la  Comisión  de  suprimir  las  hipotecas  generales,  porque 
1S1I  inisma  estension  las  hace  ilusorias.  Por  lo  mismo  que  comprenden  todos 
>dos  bienes  presentes  y futuros  del  deudor,  éste  tiene  que  quedar  en  libertad 
»dc  enajenarlos,  y si  lo  hace  con  todos , desaparece  la  garantía  , sin  que 
»hava  derecho  á reclamar  contra  el  comprador,  viniendo  así  á hacer  nulo 
mi  realidad  el  derecho  en  La  cosa , porque  hipoteca  que  no  sigue  á la  finca, 
«cualquiera  que  sea  su  poseedor,  no  merece  llamarse  hipoteca  (a). 

, Largos  debates  ha  suscitado  en  la  Comisión  la  cuestión  de  las  hipole- 
»cas  judiciales.  Nuestro  antiguo  derecho  escrito  las  admitía  con  mas  es- 
» tensión  que  la  práctica  vigente  al  publicarse  la  Ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
, vil.  La  vía  de  asentamiento  {b),  ese  apremio  contra  los  contumaces,  que  era 


(o)  No  puede  negarse  que  de  la  hipoteca  general,  atendidos  los  principios  del  de- 
recli-»  nace  la  acción  hipotecaria,  esto  es,  una  acción  real  en  virtud  de  la  cual  que- 
dan los  bienes  sujetos  á la  obligación  hipotecaria  á que  están  afectos,  por  muchas  que 
sean  las  manos  á que  pasen.  Esta  es  la  teoría.  La  práctica  sin  embargo  se  ha  obsti- 
nado en  contradecirla,  porque  se  ha  parado  ante  las  fuertes  consideraciones  que  en 
la  Esposicion  de  Motivos  alega  la  Comisión.  El  derecho  escrito  puede  decirse  que 
lia  cedido  ante  el  consuetudinario.  Pocos  casos  se  habrán  presentado  en  que  la  prác- 
tica no  se  haya  sobrepuesto  al  espíritu  do  la  ley,  y es  que  cuando  en  el  fondo  do  la 
ley  hay  injusticia,  ó gran  dificultad  para  que  se  ejecute,  ó lucha  con  lo  que  está  en 
la  opinión  general,  el  precepto  del  legislador  queda  antes  ó después  completamente 
desautorizado,  y los  mismos  tribunales  se  encargan  de  falsearlo  sacándolo  de  quicio, 
dundo  tormento  á sus  palabras  y aun  á veces  sin  medios  tan  artificiales,  saltando  por 
encima  de  él  y lo  relegan  al  olvido.  En  prueba  de  la  exactitud  de  estas  observacio- 
nes, véase  lo  que,  contestando  al  informe  que  sobre  el  sistema  hipotecario  se  pidió 
por  el  Gobierno  á las  Audiencias,  decia  la  de  Yalladoíid:  «Para  aplicar  el  principio  do 
«especialidad  á todas  las  hipotecas  aun  legales,  basta  tener  presente  que  de  hecho  no 
«existen  hipotecas  generales,  porque  no  imponiendo  el  gravátnen  sobre  determinados 
«bienes  y dejando  al  dueño  la  libre  facultad  de  enajenar,  solo  pueden  mirarse  como 
«obligados  los  bienes  presentes  en  poder  del  deudor,  cuando  se  trata  de  hacer  efec- 
«livo  el  crédito.»  Y de  notar  es  que  la  Audiencia  da  Valladolid  es  la  sucesora  de  la 
antigua  Cbancilleria  que  tenia  una  jurisdicción  estensísima,  que  era  considerada  por 
algunos  como  el  tribunal  de  prácticas  mas  depuradas  y como  la  mejor  escuela  del  fo- 
ro, suponiendo  y creyendo  que  era  preferible  á la  de  los  tribunales  de  la  Córte  y aun 
á la  del  mismo  Consejo  de  Castilla. 

(b)  De  la  vía  de  asentamiento  habla  ya  el  Fuero  Real  ( tít.  IV  , lib.  II) ; las  leyes 
de  Partida  (leyes  del  título  VIH  de  la  Parí.  111),  la  regularizaron,  el  Ordenamiento  de 


caiuuiadqne  era  objeto  del  juicio.  Lo  que  el  Ordenamiento  de  Alcalá,  las  Ordenan- 
M!l1clr,d  y D-  Carlos  y Doiia  Juana  prescribieron  se  insertó  en  la  Nueva  Reco- 

tete  V V»!  ,«5;  í1?  ,U1bro  '! J '«J  «.  tit,  VIH,  lib.  II),  y de  esta  pasó  í 
mandante  ,.,í  ní6s  j.lt*  ^ del  libro  XI).  El  asentamiento  consistía  en  poner  al  de- 
nínii  „„„  i.„.l  pos,es'oa.do  los  bienes  raíces  ó muebles  sobre  que  litigaba,  y si  la  ac- 


w v i ' " — uus  muses  para  purgar 

la  posesión  verdadera1 1°S  c.Uilles  se  daba  al  demandante,  si  la  pedia, 
propiedad.  ouesdeeste  tiempo  solo  quedaba  al  rebelde  el  juicio  de 
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»una  verdadera  hipoteca  judicial,  había  caido  en  desuso,  porque,  aun  des- 
»pues  de  pasar  los  términos  prescritos  para  oir  al  rebelde  que  no  acudía  á 
«los  llamamientos  judiciales,  quedaba  abierta  la  puerta  al  juicio  de  propie- 
»dad  por  un  tiempo  ilimitado.  A la  vía  de  asentamiento  había  sustituido  el 
«procedimiento  en  rebeldía,  ficción  legal  en  que  se  supone  presente  al  que 
«no  lo  está,  en  que  se  dá  vida  á los  estrados,  considerándolos  como  imágeu 
«y  representación  jurídica  del  contumaz,  procedimiento  que,  si  no  tenia  fór- 
«mula  espresa  en  la  ley,  la  encontró  en  el  foro  por  la  necesidad  de  hacer 
«respetable  la  justicia  (a). 

»La  Comisión  que  redactó  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  se  decidió 
«esclusivameate  por  ninguno  de  los  dos  sistemas,  creyendo  que  en  ambos 
«labia  principios  aceptables  (b).  Partiendo  de  la  prosecución  del  pleito  en 
«estrados,  autorizó  al  Juez  para  que  desde  el  momento  en  que  se  declara  la 
«rebeldía , pudiera  á instancia  de  parte  decretar,  además  de  la  retención 
«de  los  bienes  muebles,  el  embargo  de  los  inmuebles  en  cuanto  fuera  nece- 
«sario  para  asegurar  el  éxito  del  juicio  (c);  es  decir,  que  constituyó  una  hi- 
«poteca  judicial  sobre  la  propiedad  raíz,  hipoteca  que  lleva  consigo  la  pro- 
«liibicion  absoluta  de  vender,  gravar  ú obligar  las  propiedades  sobre  que 
«recae.  La  misma  ley  establece  otras  hipotecas  judiciales,  siempre  especia- 
síes  y públicas,  al  tratar  de  la  ejecución  de  las  senteucias  ( d ),  del  embargo 
«preventivo  (c),  del  juicio  ejecutivo  (/),  del  procedimiento  de  apremio  (g); 
«hipotecas  que  hoy  son  siempre  necesarias,  y que  antes  solo  se  exigían  á 
«petición  de  los  interesados,  y aun  en  esto  no  era  uniforme  la  práctica.  Ilay 
«más:  separándose  la  misma. ley  del  derecho  antiguo,  que,  fundado  en  1110- 
«tivos  históricos,  establecía  que  la  fianza  dada  por  los  tutores  y curadores 
«fuera  personal  (/i),  regla  que,  á pesar  de  ser  una  especie  de  anacronismo 

(o)  No  quiere  decirse  aquí  que  el  juicio  en  rebeldía  no  tuviera  sanción  en  la  ley 
escrita:  ya  en  las  Ordenanzas  de  Madrid  (capítulos  V y VI  insertos  en  las  leyes  2 y 3 
del  tit.  V del  libro  XI  de  la  Novísima  Recopilación),  se  estableció  que  pudiera  elegir 
el  demandante  la  vía  de  prueba  en  lugar  de  la  de  asentamiento,  y lo  que  es  mas  se  le 
autorizaba  también  á que  volviera  á este  abandonando  aquella.  Lo  que  hizo  la  prác- 
tica fué  formular  ó lo  que  es  lo  mismo,  aplicar  las  formas  forenses  á lo  que  la  ley 
había  establecido  como  principio. 

(6)  En  el  do  la  vía  de  asentamiento  la  seguridad  del  éxito  del  juicio  y el  cum- 
plimiento en  su  caso  de  la  ejecutoria , y en  el  de  la  prosecución  del  pleito  en  estra- 
dos, la  ventaja  de  que  el  negocio  pudiera  quedar  completamente  terminado. 

(c)  Art.  1184  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

(d)  Art.  892  de  id. 

(e)  Arts.  930  y 931  de  id. 

( f ) Art.  948  de  id. 

(a)  Sección  segunda,  del  título  XX,  de  la  Partida  I. 

(Ii)  Con  arreglo  á las  leyes  de  Partida  (ley  94,  título  XVIII  de  la  Partida  III),  los 
guardadores  no  aseguraban  la  gestión  de  sus  cargos  y la  incolumidad  de  los  bienes 
de  los  menores  con  hipotecas,  sino  con  fiadores.  Siguieron  en  esto  las  Partidas  al 
Derecho  romano,  que  tenia  para  ello  dos  razones:  una,  que  siendo  esta  caución  do 
la  clase  de  las  pretorias,  por  cuanto  se  hacia  por  órden  del  magistrado,  debía  ajus- 
tarse á la  paula  de  las  do  su  clase,  que  todas  se  prestaban  con  fiadores.  Ulpiano  de- 
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.atendidas  las  condiciones  de  la  sociedad  actual  habia  permanecido  firme 
píf  !ev  en  medio  del  movimiento  general  de  los  tiempos  modernos,  ya 
,oue  no  lo  estuviera  siempre  en  la  práctica,  ordenó  que  la  garantía  con 
,mie  se  asegurasen  los  bienes  de  los  menores  y de  los  incapacitados  fuera 
»hinolecaria  v que  el  Juez  mismo  la  exigiera,  es  decir,  que  creó  una  hipo- 
teca judicial/ especial,  diferente  en  su  intensión  y efectos  de  la  general 
.tácita  que  por  ministerio  de  la  ley  pesa  aun  hoy  sobre  todos  los  bienes  del 
tutor  ó curador,  hasta  que,  concluido  su  cargo,  y dadas  cuentas  y entrega- 
dlos los  bienes  y los  alcances,  quedan  libres  de  las  obligaciones  que  su  car- 
, „0  íes  impuso.  Puede  decirse  en  virtud  de  esto  , que  nuestro  derecho  no- 
tísimo ha  propendido  mucho  á la  constitución  de  hipotecas  judiciales,  por- 
iquc  ha  ordenado  á los  Jueces  que  de  oficio  las  exijan  en  muchos  casos,  y 
, jes  ha  dado  una  estension  antes  desconocida.  No  puede  decirse  en  verdad 
.que  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  haya  adoptado  esp lícitamente  el  prin- 
cipio deque  todas  las  hipotecas  judiciales  deban  ser  especiales  y espresas: 
•no  podia  adoptarlo,  porque  no  era  el  lugar  oportuno  para  hacerlo;  pero  al 
míenos,  por  lo  que  á ella  toca,  aplicó  los  principios  de  publicidad  y espe- 
cialidad que  la  Comisión  proclama  en  este  proyecto  de  ley  como  únicos  pa- 
ira lo  sucesivo.  Tal  es  el  giro  que  en  los  últimos  tiempos  han  tomado  las  hi- 
«potccas  judiciales,  tanta  su  importancia,  tanta  la  seguridad  que  prestan 
»para  que  sean  respetados  los  actos  que  garantizan.  No  corresponde  á la 
«Comisión  mas  que  continuar  la  obra  comenzada,  la  cual  acabará  de  adqui- 
rir toda  su  perfección  y complemento,  formados  que  sean  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal  y el  Código  civil,  y reformadas  las  leyes  mercantiles, 
«quedando  así  armonizado  todo  nuestro  derecho. 

»Mas  á poco  que  se  consideren  los  distintos  casos  en  que  puede  haber 


cia  á este  propósito  en  un  fragmento  que  leemos  en  el  Digesto:  «Practori®  satisda- 
ciones personas.desiderant.pro  se  intervenientium;  et  ñeque  pignoribus  quis,  ne- 
t>quo  pecunia;,  vel  auri,  vel  argenti  depositione  in  vicem  satisdalionis  fungitur.»  No 
halda  indudablemente  cuando  so  formaron  las  Partidas  la  razón  histórica  que  tuvie- 
ron los  romanos  para  exigir  la'garantía  con  fiadores  en  lugar  de  buscarla  en  la  hi- 
poteca: sin  embargo,  las  ideas  dominantes  en  los  siglos  medios  debían  inclinar  á es- 
tablecer on  este  caso  la  regla  que  prevalecía  en  las  escuelas  de  Derecho  , que  da- 
ban otra  razón  que  no  era  histórica,  sino  racional,  aunque  no  fuera  acertada,  á saber, 
que  como  se  ignoraba  en  cuánto  podia  ser  perjudicada  la  persona  cuya  guarda  se 
niríntif  í.  Sl,se  admi,ieran  prendas  ó hipotecas,  podría  resultar  que  la  cosa  dada  como 
«Imrl  nnc  lbaslara  a resar9ir  el  quebranto  esperimentado.  Esta  consideración  que 
notecario  milf/0,?000  Pr.0vi®ora>  Y que  tampoco  lo  es , establecido  un  sistema  hi- 
rantidos  con  m„rclU9  dcsde  lueG°  ,os.men°res  y los  incapacitados  quedan  masga- 
de  las  hipotecas  nrffiCaS  esPresaf>  debia  tener  una  gran  importancia  en  el  sistema 
quedaban  los  que  hMM°  eS  9 de  Ks  leyes  romanas  Y de  las  Partidas,  porque  así 
con  los  bienes^del  «mH  !? ban  suje,los  a tule!a  ó curaduría  doblemente  garantidos 
La  ley  90,1  ,osde ,,a  Persona  que  prestaba  por  él  la  fianza, 

cho  antiguo,  ordenando  mi  ni’  C°rn  s0  )rado  mollvo>  hizo  una  alteración  en  el  dere- 
guardadores,  fuesen  hipotecarias  («““aoS"  °S  CaS°S  611  ^ debieran  darse  p0r  l°S 
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«lugar  á la  hipoteca  judicial,  se  observa  que,  si  bien  en  algunos,  como  su- 
«cede  en  el  de  la  tutela  y curaduría,  tiene  un  carácter  en  cierto  modo  per- 
manente, siendo  la  aplicación  de  una  ley  civil,  casi  siempre  se  constituye 
«para'que  sea  respetada  la  administración  de  justicia  , para  evitar  que  se 
«eludan  las  sentencias,  haciendo  el  demandado  con  actos  propios  imposible 
»la  ejecución  del  fallo.  Entonces  su  objeto  solo  dura  mientras  dura  el  jui- 
»cio  y se  ejecuta  la  sentencia:  puede  así  decirse,  que  mas  que  á las  leyes 
»que  deben  comprenderse  en  el  Código  civil,  se  refiere  á las  de  procedimien- 
»tos;  que  las  leyes  que  la  establecen  ó autorizan  no  crean  un  derecho  vcr- 
»dadero,  sino  que  garantizan  un  derecho  constituido  al  parecer,  aunque 
«controvertido,  y que  su  carácter  es  tan  transitorio  como  el  peligro  que 
»se  trata  de  evitar.  Por  esto  la  Comisión  , dando  á la  nomenclatura  una 
«importancia  que  no  debe  parecer  escesiva  cuando  se  trata  de  materias  tan 
«técnicas,  ha  creído  que  á la  denominación  antigua  de  hipoteca  judicial, 
«debia  sustituir  la  de  anotación  preventiva,  para  indicar  aquellas  prohibi- 
ciones de  enajenar,  cuyo  objeto  es  que  en  su  dia  la  sentencia  tenga  eje- 
cución cumplida.  Por  razones  fáciles  de  comprender  sin  necesidad  de  es- 
«ponerlas,  ha  hecho  estensiva  esta  denominación  á las  inscripciones  de  los 
«derechos reales,  que  aun  no  han  llegado  á su  perfección,  ni  están  consu- 
mados, ó que  son  eventuales  ó transitorios,  ó que  por  falta  de  alguna  cir- 
cunstancia legal  requieran  subsanacion  antes  de  ser  inscritos  definí  ti  va- 
«mente  en  los  registros.  Este  cambio  de  nomenclatura  no  es  nuevo;  el  sis- 
«tema  germánico  lo  adopta  con  el  nombre  de  prenotacion  (a). 

«El  haber  sido  siempre,  y ser  hoy  entre  nosotros  especial  la  hipoteca 
«judicial,  liberta  á la  Comisión  de  la  necesidad  de  entraren  la  cuestión 
»á  que  en  otros  países  ha  dado  lugar  la  que  se  estiende  sobre  todos  los  bie- 
«nos  presentes  y aun  sobre  los  futuros.  Al  propósito  de  la  Comisión  basta 
«decir  que,  recayendo  siempre  la  hipoteca  judicial  sobre  un  derecho  ( b ) real 
«determinado  por  la  inscripción,  cabe  perfectamente  dentro  del  sistema 
«adoptado,  porque  ni  perjudica  al  crédito  territorial,  ni  disminuye  el  prin- 
cipio de  la  publicidad,  base  cardinal  de  que  nunca  se  prescinde  en  ol  pro- 
«yecto. 

«Si  respecto  á este  punto  tenia  la  Comisión  ya  recientemente  trazado  su 
«camino,  y puede  aun  decirse  que  conforme  á lóH>  principios  del  derecho  so- 
fá) En  la  Introducción  histórica  (pág,  60)  liemos  espuesto  que  las  palabras  lati- 
nas annotatio , annotare  se  encuentran  en  un  sentido  semejante  al  de  que  aquí  tra- 
tamos, en  una  pragmática  dada  en  1339  para  Cataluña  por  D.  Pedro  111  de  Aragón. 
La  palabra  anotación,  pues,  no  es  nueva  en  nuestra  historia  jurídica:  la  Comisión, 
proliricndola  á otra  cualquiera,  que  nunca  seria  tan  propia,  ha  seguido  un  preco- 
cedenle  histórico. 

(b)  La  edición  oficial  dice  hecho;  pero  es  sin  duda  una  errata  de  imprenta;  debo 
decir  derecho,  porquo  los  derechos  reales  determinados  sobro  inmuebles  son  los  que 
so  inscriben. 
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■usliiuye  la 
de  anola- 


«cular  lo  mismo  sucede  en  lo  concerniente  á los  efectos  de  la  hipoteca  Judi- 
«cia!  No  debió  buscarse  el  ejemplo  de  los  pueblos  en  que,  prevaleciendo  el 
» principio  de  que  las  sentencias  constituyen  de  derecho  una  hipoteca  sobre 
» todos  Jos  bienes  del  condenado  en  ellas,  cambian  el  crédito  personal  en  un 
.crédito  real.  Este  principio  ni  ha  estado  nunca  escrito  en  nuestras  leyes, 

.ni  ha  sido  introducido  por  la  práctica. 

«Constituidas  en  nuestro  estado  actual  las  hipotecas  judiciales,  que  en 
«adelante,  según  el  proyecto,  llevarán  el  nombre  de  anotaciones  preven- 
tivas, solamente  para  asegurar  las  consecuencias  de  un  juicio,  no  declaran 

„„  - «ningún  derecho,  ni  menos  convierten  en  real  el  que  no  tenia  antes  serae- 

«jante  carácter:  no  puede  decirse  de  ellas  que  son  el  premio  de  la  carrera, 
.como  en  otra  nación  se  ha  dicho,  asimilando  el  empeño  de  los  acreedores 
«para  anticiparse  á obtener  la  anotación  al  afan  con  que  se  disputa  la  He- 
lgada al  término  en  las  carreras  de  caballos:  no  son  un  favor  inmerecido 
«que  se  dá  al  acreedor  mas  exigente:  no  modifican  el  carácter  de  las  obli- 
.gaciones,  cambiando  las  simples  en  hipotecarias,  ni  hacen  al  juez  agente 
«de  los  litigantes,  compeliéndolo  á que  supla  la  negligencia  del  acree- 
»dor  y le  otorgue  garantías  que  tal  vez  el  deudor  mismo  al  tiempo  de  obli- 
.garsc  no  habria  constituido.  La  hipoteca  judicial,  que  solo  tiene  por  ob- 
»jclo  asegurar  las  consecuencias  del  juicio , nunca  ha  tenido  este  carácter 
«en  España:  no  ha  creado  desde  luego  una  acción  hipotecaria  á favor  de 
«aquel  que  había  obtenido  la  retención,  el  embargo,  ó la  providencia  de 
«que  no  pudiera  enajenarse  la  cosa  mientras  estaba  pendiente  el  litigio:-  el 
«derecho  del  acreedor  por  la  hipoteca  judicial  no  se  ha  modificado,  no  ha 
.cambiado  de  carácter:  solo  ha  adquirido  mayor  seguridad  bajo  el  punto  de 
.vista  de  quitar  al  deudor  los  medios  de  destruir  la  cosa,  de  enajenarla  y 
«de  constituirse  el  mismo  en  insolvencia.  Por  esto,  en  un  concurso  de 
«acreedores  ó en  una  quiebra,  los  que  han  obtenido  á su  favor  hipotecas 
.judiciales  de  la  clase  de  las  á que  aquí  nos  referimos,  no  han  tenido  nunca, 
«no  tienen  ahora  por  esta  consideración  un  título  de  preferencia  sobre  los 
.demás  acreedores  de  su  especie,  ni  son  calificados  entre  los  hipotecarios. 

.Adoptando  el  proyecto  estos  mismos  principios,  dá  nueva  vida  á nues- 
tro derecho  antiguo,  proclamando  otra  vez  que  el  acreedor  que  obtiene  á 
«su  favor  una  anotación  preventiva,  cuyo  objeto  sea  garantir  las  conse- 
cuencias de  un  fallo,  solo  gozará  de  prclcrencia  sobre  los  que  tengan  con- 
IZn  k-' deUd°r  olro  crédit0  contraído  con  posterioridad  á la  anola- 
»mip  'rnnfrni iascr  dc  olra  manera  sin  violar  los  principios  de  justicia.  El 
«crédito  núrsr  " k'Poteca’  se  contenta  con  la  garantía  que  le  dá  el 

d0?  deudor’  y no  debe  tener  preferencia  alguna  sobre  los 
»al  tiempo  convenía  cas0,  Si  eI  deudor  deja  de  cumplir  lo  pactado 
«vía  judicial’  Deroo°¡  P(J  ™ ^ acreed°r  compelerlo  al  pago  acudiendo  a la 
1 ' P sta  demanda  no  cambia  ni  la  naturaleza  del  crédito  ni  la 
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•fuerza  del  título.  Si  se  estableciera  otra  regla,  resultaría  que  entre  diver- 
•sos  acreedores  de  un  mismo  deudor  que  se  hallaran  en  idéntico  caso, 
aseria  de  mejor  condición  el  mas  exigente,  el  que  guardara  menos  conside- 
raciones, el  que  por  mejores  ó peores  medios  adquiriera  noticias  mas 
«exactas  del  verdadero  estado  en  que  se  hallara  la  fortuna  del  deudor,  el 
•que  tuviera  un  procurador  mas  diligente.  La  Comisión  atemperándose  al 
«antiguo  derecho,  ha  creído  que  ninguna  de  estas  causas  debia  serlo  de 
«preferencia. 

•No  faltará  tal  vez  quien , apoyándose  en  el  ejemplo  de  otros  pue- 
«hlos  (a),  invocando  la  santidad  de  la  cosa  juzgada,  ponderando  el  escándalo 
«que  resulta  de  que  cuando  existe  una  condenación  definitiva  pueda  el  deu- 
•dor  vender  los  bienes  inmuebles  que  posea  y alzarse  con  su  precio , ó 
«gravarlos  con  cargas  que  antes  no  tenían  ó con  hipotecas  convencionales, 
«viniendo  de  este  modo  á burlarse  de  la  ley  y de  la  ejecutoria , pretenda 
•que  toda  sentencia  condenatoria  debe  llevar  consigo  irremisiblemente  una 
* hipoteca  sobre  los  bienes  del  condenado,  hipoteca  que  en  el  sistema  de 
«publicidad  y especialidad  adoptado  por  la  Comisión,  debería  convertirse 
•en  una  inscripción  sobre  bienes  determinados.  La  Comisión  no  lo  reputa 
«necesario,  porque,  según  el  proyecto,  no  solo  el  que  ha  vencido  en  juicio  y 
•obtenido  ya  una  ejecutoria  que  obliga  á su  contrario  á entregarle  alguna  co- 
»sa  ó satisfacerle  alguna  cantidad  determinada,  sino  también  el  que  ha  pe- 
adido  y conseguido  un  embargo,  un  secuestro  ó una  prohibición  de  enajenar 
•bienes  inmuebles,  ó la  declaración  de  incapacidad,  de  presunción  de  muer- 
»tc  por  ausencia,  ó de  interdicción  de  una  persona,  pueden  obtener  la  ano- 
tación preventiva  que  los  ponga  á cubierto  de  todo  peligro.  El  que  no  usa 
•del  derecho  que  la  ley  le  dá,  impütese  á sí  mismo  el  perjuicio  que  su  omi- 
«sion  le  origine.  Esto  y solo  esto  es  lo  que  exige  la  justicia,  porque  la  au- 
«toridad  de  la  cosa  juzgada  solo  consiste  en  que  no  encuentre  obstáculos  la 


(a)  Se  alude  aquí  al  Código  Napoleón  y á los  de  aquellos  Estados  que  á su  ejem- 
plo establecieron  una  hipoteca  judicial  verdadera  para  asegurar  el  cumplimiento  de 
las  sentencias.  ¿Qué  razón  pudo  haber  para  ello?  Esto  necesita  alguna  osplicacion. 
En  el  antiguo  derecho  francés  todos  los  actos  auténticos  llevaban  implícitamente  una 
hipoteca,  que  en  realidad  pertenecía  á las  legales.  Natural  era  por  lo  tanto  que  la 
sentencia,  acto  auténtico,  no  fuera  de  peor  condición.  Por  esto  decía  Theilard  cuando 
se  formaba  el  Código:  «las  sentencias  tienen  un  carácter  que  no  permite  darles 
«menor  fuerza  que  á los  contratos  auténticos.»  No  reparó  el  ilustre  jurisconsulto 
que  para  que  tuviera  valor  este  argumento,  seria  necesario  que  el  Código,  siguiendo 
lo  antiguamente  establecido , atribuyera  la  calidad  de  hipotecarias  á algunas  obliga- 
ciones que,  sin  convención  espresa  de  hipoteca,  tuvieran  la  forma  esterior  de  con- 
tratos auténticos,  y que  el  Código  por  el  contrario,  reformando  el  antiguo  derecho  y 
exigiendo  que  la  hipoteca  naciera  de  la  convención  y no  de  la  forma  con  que  se 
contrataba,  echaba  por  tierra  su  argumento.  No  se  trata  en  lo  que  entre  nosotros  se 
lia  establecido,  de  disminuir  la  importancia  de  la  cosa  juzgada:  las  prescripciones  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  combinadas  con  las  de  la  hipotecaria,  la  salvan  en  todo 
cuanto  cabe,  pero  sin  dar  preferencias  injustificadas. 

TOMO  I. 


27 


210 


ley  hipotecaria. 


.ejecución  de  la  sentencia,  y en  que  se  asegure  su  cumplimiento  sin  per- 
juicio de  otros  que  tengan  igual  ó mejor  derecho;  no  en  dar  al  vencedor 
.secundad  de  pago  que  no  estipuló,  ni  preferencias  sobre  otros  acreedores 
.dienos  de  i"ual  protección  que  el  que  se  anticipó  á litigar,  ó que  obtuvo 
•antes  una  sentencia  favorable.  Lo  que  queda  dicho  respecto  á las  anotacio- 
nes preventivas  que  dimanan  de  actos  judiciales  para  asegurar  el  éxito  del 
.juicio,  es  estensivo  á las  que  pueden  obtenerse  también  del  Juez  para  evi- 
tar cl'abuso  que  en  daño  del  acreedor  pueda  cometer  el  deudor  de  una  co- 
»sa  que  posee  ó de  su  estimación. 

»No  es  menos  grave  que  las  cuestiones  hasta  aquí  espuestas  la  de  la  es- 
de  mscríp-  „ tensión  que  debe  darse  á los  efectos  de  la  falta  de  inscripción  de  los  dere* 
fi'c  k?  aic-  DChos  reales  en  el  registro.  ¿Deberán  limitarse  á los  terceros  interesados,  ó 
con^rifen-0*  «comprender  también  en  su  rigor  á los  mismos  contrayentes?  Los  que  quie- 
¡Z'iZZ  »ren  que  el  registro  sea  un  verdadero  censo  de  la  propiedad  inmueble,  se 
S£ud,ca-  «decidirán  indudablemente  por  esta  última  opinión.  En  su  concepto  deben 
.ser  los  registros  un  gran  medio  que  ha  de  tener  la  Administración  para 
.auxiliarse  en  sus  trabajos  estadísticos;  y esta  idea,  si  no  ha  de  predominar 
.sobre  el  interés  civil  y sobre  el  interés  social,  ha  de  ser  igual  cuando  me- 
»nos  á ellos. 

.No  es  esta  la  opinión  de  la  Comisión:  sin  negar  que  los  registros  de  la 
.propiedad  y de  las  hipotecas  puedan  y deban  venir  al  auxilio  de  la  Admi- 
nistración en  las  árduas  tareas  que  para  beneficio  público  le  están  enco- 
. mondadas,  cree  que  esto  debe  entenderse  sin  detrimento  de  los  principios 
«de  justicia  y sin  desnaturalizar  los  registros,  distrayéndolos  de  su  verda- 
.dero  objeto,  que  es  mejorar  las  condiciones  de  la  propiedad  inmueble, 
«asegurar  el  crédito  territorial,  y poner  coto  á fraudulentos  engaños.  Salir 
»de  este  terreno,  considerar  los  registros  principalmente  como  un  censo  de 
«la  riqueza  inmueble,  dar  intervención  directa  en  ellos  á la  Administración, 
«conduce  irremediablemente  á desconocer  su  carácter  social , económico  y 
«civil,  y á sacrificar  lo  principal  á lo  accesorio. 


«La  Comisión  ha  considerado  ante  todo  en  la  cuestión  propuesta  los 
.principios  de  justicia;  no  ha  creído  que  con  arreglo  á ellos,  cuando  dos 
«contratan  y los  dos  faltan  al  requisito  de  la  inscripción,  deba  ser  de  eondi- 
«cion  mejor  el  que  burlando  su  solemne  compromiso,  se  niega  á cumplir  el 
»> contrato  celebrado  ó pide  su  nulidad,  fundándose  en  un  defecto  de  forma, 
y a tan  o á la  buena  fé,  á la  lealtad  que  se  deben  los  contrayentes;  bue- 
»h  (..!!!’,  1?8ar  debilitarla,  debe  procurar  el  legislador  fortaleccr- 

n o a canee  (a).  Por  esto  no  contiene  el  proyecto  la  pena  de  nu- 


que  es  el  interés  á que n°i I mTm  ^U0>  ™ientras  no  hay  perjuicio  á un  terce 
gar  contra  ningún  acto  ni  contrato  Iíl°fCi<»11Siü  ta-  a Ley  hipotecaria,  no  es  justo  a 
* 01  COntrato  ,a  falta  Me  inscripción  , porque  de  otro  rao. 
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»lidad  de  los  contratos  relativos  á la  traslación  de  la  propiedad  y á sus  rao- 
«dificaciones  que  no  hayan  sido  inscritos,  cuando  la  cuestión  es  entre  los 
«misinos  contrayentes;  por  esto  se  separa  de  lo.  que  hoy  está  escrito  en 
«nuestras  leyes,  y vuelve  al  antiguo  principio  establecido  por  D.  Carlos  y 
«Dona  Juana  (a),  y seguido  por  D.  Felipe  II  ( b ),  por  D.  Felipe  V (c),  y por 
»D.  Cárlos  III  (d),  de  que  la  falta  de  inscripción  solo  puede  alegarse  por  los 
«perjudicados  que  no  han  sido  parte  en  el  contrato  que  dejó  de  inscribirse. 

«Y  aquí  debe  con  franqueza  esponer  la  Comisión  el  gran  cambio  que 
«acerca  de  este  punto  introduce  el  proyecto  en  los  principios  generales  del 
«derecho  actual.  Nuestras  leyes,  siguiendo  á las  romanas,  adoptaron  la  di- 
«ferencia  entre  el  título  y el  modo  de  adquirir,  y establecieron  que  el  título 
«solo  produjera  acción  personal,  pero  que  la  propiedad  y los  demás  derc- 
»chos  en  la  cosa,  y por  lo  tanto,  las  acciones  reales  que  se  dán  para  reivin- 
«dicarlos,  solo  nacieran  de  la  tradición,  ó lo  que  es  lo  mismo,  de  la  posesión 
«de  las  cosas  inmuebles.  Por  consecuencia  de  este  principio,  cuando  alguno 
«vende  á dos  la  misma  cosa,  no  es  su  dueño  el  que  primero  la  compró,  sino 
«aquel  que  tomó  de  ella  posesión.  Los  romanos,  á pesar  de  haber  despojado 
«el  derecho  antiguo  de  muchas  formas  groseras  y materiales,  creyeron  siem- 
«pre  que  un  acto  esterno,  público  y que  se  pudiera  apreciar  por  todos,  debia 
«señalar  al  que  era  dueño  de  la  cosa  inmueble.  Este  principio  dominó  también 
«en  los  diferentes  Estados  que  formaron  nuestra  gran  unidad  nacional,  si  se 
«esccptúa  el  reino  de  Aragón  , en  el  que  basta  la  reducción  de  un  contrato 
«de  enajenación  de  inmuebles  á escritura  pública,  para  que  el  dominio  ó 
«el  derecho  real  quede  en  el  adquirente  (e).  Contra  el  principio  romano  se 
«ha  elevado  otro  en  los  tiempos  modernos  que  mereció  ser  adoptado  en  el 
«Código  civil  francés.  Separándose  éste  del  derecho  antiguo,  y de  las  re- 
» formas  saludables  introducidas  por  la  ley  de  Brumario  del  año  VII,  buscó 


una  omisión  que  á nadie  hubiera  perjudicado,  daría  lugar  á la  pérdida  de  derechos 
legítimos  y á especulaciones  indignas. 

(а)  Ley  1,  tít.  XVI,  lib.  X de  la  Novísima  Rec. 

(б)  La  misma  ley. 

(c)  Ley  2 del  mismo  título  y libro, 

(d)  Núm.  10  de  la  ley  3.a,  ia.  id. 

(e)  Esta  es  doctrina  corriente  entre  los  escritores  del  derecho  aragonés.  La  fun- 
dan en  la  Observancia  única  De  pactis  ínter  emptorem  et  venditorem,  que  dice:  «lu 

wAragoniá  quilibet  potest  resilire  ú venditione  solutis  quinqué  solidis Quod  sic 

«intelligitur : Si  conventum  est  super  venditione  , et  sit  facta  venditio  sine  tradi- 
«tione,  et  sine  chartá  , et  sine  arrá,  et  sine  cursore.  Secús  aulérn  si  cum  his  fíat.» 
No  puede  negarse  , sin  ¡embargo,  que  no  es  exactamente  lo  que  á la  ley  se  atri- 
buye lo  que  la  ley  dice  : limítase  á ordenar  que  si  bien  el  comprador  ó el  vendedor 
pueden  separarse  de  la  compra-venta  que  celebraron  , pagando  cinco  sueldos  jaque- 
sos,  conforme  establece  el  Fuero  , no  se  entiende  ésta  en  los  casos  en  que  haya  me- 
diado tradición , escritura,  arra  ó corredor.  Esto  quiere  decir  que  por  el  simple  con- 
venio la  compra  y venta  no  es  irrevocable.  Sin  embargo  de  esto,  la  equiparación 
que  liaco  la  ley  de  la  escritura  y de  la  entrega  para  esto  efecto  debió  dar  lugar  á la 
interpretación.  El  derecho  consuetudinario  osplicú  el  escrito  y lo  completó. 


11.  Oi'pcn- 
«lcncia  délos 
rugieron  riel 
Ministerio 
do  (inicia  y 
Justicia. 
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• mac  esniritua  lista , mas  filosófico  sin  duda  , pero  mas  espucs- 
graves  inconvenientes : el  de  que  la  propiedad  se  trasmitiera, 
,lLo  rcsnecto  á los  contrayentes  como  á un  tercero,  por  el  mero  con- 
.^ntimicDto  No  corresponde  á la  Comisión  apreciar  este  principio  cuando 
“ i¡m¡la  á íos  mismos  contrayentes;  no  toca  á la  Ley  de  hipotecas,  al  me- 
mos bajo  el  punto  de  vista  del  proyecto , entrar  en  su  examen ; lo  que  de 
alieno  cae  bajo  su  dominio  es  desecharlo  cuando  se  trata  del  interés  de  ter- 
ceros que  no  han  sido  parte  en  el  contrato,  porque  no  se  aviene  bien  con 
,1a  lealtad  y el  orden  de  las  transacciones  , dá  lugar  á que  los  acreedores 
«sean  defraudados , y produce  la  injusticia  de  oponer  al  que  legítimamente 
» adquiere  un  derecho , contratos  y actos  de  que  no  ha  podido  tener  cono- 

»ci miento  (a). 

«Según  el  sistema  de  la  Comisión,  resultará  de  hecho  que  para  los  efec- 
tos déla  seguridad  de  un  tercero,  el  dominio  y los  demás  derechos  reales 
«en  tanto  se  considerarán  constituidos  ó traspasados  , en  cuanto  conste  la 
«inscripción  en  el  registro  , quedando  entre  los  contrayentes,  cuando  no  se 
«haga  la  inscripción,  subsistente  el  derecho  antiguo.  Así,  una  venta  que  no 
«se  inscriba  ni  se  consume  por  la  tradición,  no  traspasa  al  comprador  el 
, dominio  en  ningún  caso;  si  se  inscribe,  ya  se  lo  traspasa  respecto  á todos; 
«si  no  se  inscribe , aunque  obtenga  la  posesión,  será  dueño  con  relación  al 
ivendedor , pero  no  respecto  á otros  adquirentes  que  hayan  cumplido  con 
»el  requisito  de  la  inscripción. 

«Esta  manera  que  tiene  la  Comisión  de  considerar  la  Ley  de  Hipóte- 
»cas,  necesariamente  habia  de  conducirla  á consignar  como  una  de  las  ba- 
»ses  capitales  del  proyecto  que  los  registros  deben  estar  bajo  la  dependen- 
«dcncia  esclusiva  del  Ministerio  de  Gracia  y Justicia  y bajo  la  inspección  de 

(a)  Mr.  Troplong,  ai  que  de  seguro  nadie  podrá  negar  su  respeto  y adhesión  sin- 
cera al  Código  Napoleón  , ni  considerar  afiliado  en  el  sistema  alernan  , se  lamenta  de 
la  falta  de  signos  esteriores  para  traspasar  la  propiedad  cuando  se  trata  de  un  ter- 
cero. Sus  palabras  tienen  sobre  la  fuerza  que  les  dá  la  autoridad  del  ilustre  juris- 
consulto que  las  emite,  la  que  les  aumenta  el  no  corresponder  á la  escuela  que  en 
materia  hipotecaria  proclama  los  principios  absolutos  de  publicidad  y especialidad. 
“La  reforma  que  debe  preceder  á todas,»  dice  el  primer  presidente  del  Tribunal  de 
Casación  dd  Imperio  francés , «es,  á mi  entender,  el  establecimiento  de  una  for- 
«malidiid  intrínseca,  vehículo  de  una  publicidad  , cuyo  objeto  sea  traspasar  la  pro- 
» piedad  con  relación  á un  tercero.  El  haberse  abandonado  el  sistema  de  la  ley  de 
»t5;  utnario  ()e*  :ih°  VII  acerca  de  la  enajenación  de  derechos  reales , es  la  causa  ver- 
perturbación  que  so  observa  en  el  sistema  hipotecario  del  Código  Na- 
H v i r i! a u „ Ia  l.ncü!icrcncia  ílue  re'na  en  muchas  de  sus  partes.  Desde  luego  se  ad- 
nniiironioc  u 4 iSlon  ernb°scadas  inevitables  en  que  se  habia  metido  á los  adqui- 
»nadi  a «Ai  Preslamistns,  por  la  falta  de  la  tradición  pública  de  la  cosa  enaje- 

»eiemnlos  do  franama  ,nl)ot®c.ar*°  recibió  un  golpe  en  el  corazón,  y aunque  los 
Scu,i°,t  tan  frecuentes , lomo  debía  suponerle  atenida  la 
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»la  autoridad  judicial,  siendo  esta  únicamente  la  llamada  á decidir  las  du- 
»das  y cuestiones  que  se  susciten.  Lo  que  á derechos  civiles  se  refiere  , no 
«puede  con  arreglo  á nuestra  legislación  política  estar  subordinado  á las  au- 
«toridades  del  orden  administrativo,  á lo  que  es  consiguiente  que  tampoco 
«dependa  de  los  centros  que  han  de  impulsar  la  marcha  de  la  Administra- 
»cion  activa  (a).  Y que  esta  ha  sido  la  intención  del  Gobierno  al  encargar 
»la  formación  del  proyecto,  aparece  claramente , tanto  por  emanar  del  es- 
«presado  Ministerio  las  órdenes  que  al  efecto  se  han  comunicado,  como  por 
«haberse  confiado  este  trabajo  á la  Comisión  de  Codificación , y haber  sido 
»el  Ministro  de  Gracia  y Justicia  el  que  en  las  Cortes  presentó  el  proyecto 
»de  autorización  en  que  se  propuso  esta  como  una  de  sus  bases  ( b ).  Ni  se 
«crea  que  por  ello  podrán  ser  perjudicados  los  intereses  del  Erario  y dc- 
» fraudados  los  impuestos  que  sobre  la  comunicación  ó trasmisión  de  la  pro- 
«piedad  y de  los  demás  derechos  en  las  cosas  inmuebles  establecen  ahora, 

»ó  en  adelante  establezcan  las  leyes : en  tanto  podrán  hacerse  inscripcio- 
nes en  los  registros  , en  cuanto  estén  satisfechos  los  impuestos  que  gravi- 
«ten  sobre  los  actos  civiles  que  sean  objeto  de  la  inscripción.  Los  registros 
«vendrán  de  este  modo  á auxiliar  la  acción  fiscal , pero  sin  ser  absorbidos 
jpor  ella. 

» Aunque  la  reforma  fuese  de  eficacísimos  resultados  para  el  porvenir,  12.  Medi- 
ano produciría  desde  luego  todos  los  que  se  apetecen,  si  no  procurase  que  A la  nueva 
«se  arreglaran  á su  sistema  los  contratos  y actos  anteriores  á ella.  Esto  lo  gi7n  tofac" 
»hace,  ya  ofreciendo  estímulos  á la  inscripción,  ya  negando  fuerza  contra  {“l0Jante- 
•terceros  á los  títulos  que  en  contravención  á las  leyes  anteriores  dejaron  riorcsáeiia. 
»de  inscribirse  , mientras  no  se  subsane  el  defecto,  y entonces  solo  desde 
«la  inscripción.  Con  estas  prescripciones  , y con  otras  que  se  adoptan  para 
«el  tránsito  del  antiguo  al  nuevo  sistema,  espera  la  Comisión  que  si  su  pro- 
»yecto  llegare  á ser  ley,  pronto  se  conocerán  los  felices  resultados  que  se 
«ha  prometido  el  Gobierno  al  promover  la  reforma  del  derecho  antiguo  (c). 

(o)  En  la  Introducción  histórica  hemos  manifestado  los  graves  inconvenientes 

3ue  resultan  de  la  doble  dependencia  que  han  tenido  los  registros  de  los  Ministerios 
e Gracia  y Justicia  y Hacienda. 

(b)  Si  las  leyes  de  hipotecas  son  parte  de  la  legislación  civil  de  un  país,  lo  que 
no  puede  ser  impugnado,  claro  es  que  al  Ministerio  bajo  cuya  dirección  está  todo  lo 
que  á la  coditicacion  civil  corresponde  debe  ser  el  que  presente  al  Parlamento  las 
leyes  que  á las  hipotecas  se  refieren.  El  impuesto  sóbrela  traslación  déla  propiedad, 
que  es  de  competencia  del  Ministerio  de  Hacionda  en  nada  se  opone  á ello , porque  . 
es  materia  independiente  del  registro. 

(c)  Aun  en  casos  en  que  se  han  hecho  cambios  menos  profundos  en  el  sisto  * 
ma  hipotecario  se  ha  apelado  en  todos  tiempos  , tanto  en  España  como  en  las  demás 
naciones  á medidas  semejantes  á las  adoptadas  en  la  nueva  ley  hipotecaria,  para 
alentar  á los  interesados  á hacer  la  inscripción  de  los  derechos  en  la  cosa  inmueble 
sujotns  al  registro.  En  la  Introducción  histórica  está  demostrado  esto  por  lo  quo 
concierno  á nuestra  pálria.  Aqui  solo  añadiremos  quo  el  enemigo  mas  terrible  quo 
tiene  todo  sistema  hipotecario  es  el  espíritu  fiscal , que  nunca  se  mezcla  en  las  leyes 
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•Por  la  misma  causa  ha  creído  la  Comisión  que  debía  establecer  reglas 
inara  libertar  la  propiedad  de  cargas  que,  aunque  resultan  de  sus  títulos 

*P“  i knn  An\o<\f\  á veres  nnr  el  t l*ÍIceill*c?A  el  a eirrlAe 


»sin  que  conste  su . _ 

»de  afectar  de  hecho  á las  fincas  sobre  las  cuales  se  impusieron.  Lejos  de 

«perjudicarse  con  esto  ningún  derecho  legítimo,  todos  son  consultados,  y 
•sin  producir  vacilación  ni  dudas  en  los  que  en  realidad  existen  , se  iutro- 
»duce  la  presunción  legal  de  que  las  fincas  están  libres  de  las  cargas  que 
»ha  anulado  una  prescripción  secular  fortalecida  con  el  silencio  continuado 
»dc  los  que  tenían  facultad  de  reclamarlas , con  la  imposibilidad  frecuente 
»de  saber  si  han  sido  redimidas  , con  haberse  perdido  la  memoria  de  aque- 
llos ú cuyo  favor  estuvieron  constituidas,  y con  no  presentarse  quien  ten- 
»ga  á ellas  derecho  ( a ) Los  medios  de  publicidad  que  para  estas  liberacio- 
»ncs  se  proponen,  alejan  hasta  la  sombra  del  fraude,  y darán  lugar  á que 
» muchos  que  tienen  darechos  que  ignoran,  y que  probablemente  perderían 
•para  siempre  sin  el  procedimiento  que  se  establece , puedan  reclamarlos  y 
•entrar  así  en  el  disfrute  de  lo  que  ni  siquiera  imaginaban. 

«Los  grandes  cambios  que  en  los  principios  de  las  leyes  hipotecarias  se 
«&Í  *d* » introducen,  hacen  indispensable  que  el  proyecto  sea  estenso  y descienda 
1:1  LcJ-  nú  muchos  pormenores  para  que  no  pueda  haber  dudas  acerca  de  lo  antí- 
»guo  que  queda  ó derogado,  ó reformado,  ó subsistente.  La  Comisión,  siu 
«embargo,  ha  procurado  no  comprender  en  la  ley  mas  disposiciones  que  las 
«que  por  su  naturaleza  corresponden  á ella,  y cree  poder  contestar  satis- 
factoriamente á los  que  la  censuren,  ó por  demasiado  larga,  ó por  regla  - 
«mentaría. 

«Si  la  legislación  hipotecaria  estuviera  comprendida  en  un  código  civil 
•cuyas  partes  guardasen  entre  sí  la  unidad  y correspondencia  necesarias, 
«sin  duda  muchas  de  las  disposiciones  que  están  escritas  en  el  proyecto  no 
«se  encontrarían  en  el  título  del  Código  consagrado  especialmente  á las  hi- 
•potecas,  sino  que  estarían  diseminadas  en  toda  la  obra.  Si  existiendo  un 
«código  civil  homogéneo  en  todas  sus  partes,  se  tratara  para  completarlo 
>de  establecer  una  ley  especial  de  hipotecas,  tampoco  seria  necesario  dar 

que  al  derecho  civil  se  refieren  , sin  sacarlas  de  sus  condiciones  naturales.  A él  so 
rilo,  i ° slemPre  » A él  se  deberá  en  lo  sucesivo  el  retraimiento  que  los  propieta- 
J os  ^tratantes  encontrarán  frecuentemente  para  hacer  la  inscripción : el  im- 
puesto es  el  escollo  en  que  zozobran  todas  las  leyes  hipotecarias. 

lulamente  £?X!íenleJ.a  necef,idad  de  adoPtar  esta  medida  , que  hemos  visto  repe- 
no existían  dpi  rá  medl0.s  análogos  para  declarar  caducadas  cargas  que  de  hecho 

personas  6 "Viar?cía"  re,dimidas'  ni  * .1»! 


redención  , han  dejado  á veces  por  el  trascurso  de  siglos 
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ni  esta  declaración  nom  h » q , las  ,eyes  anteriores  cabía  este  procedimiento, 
de  la  medida  adontách  nnr  u °'1os  m°do*se  demuestra  con  estos  actos  la  necesidad 

saria:  la  ley , pues oí  nueva  ,e£  La  medida  cs  Justíl  i diremos  mas,  es  necc- 
flU(wlftft.rn\ní!zlL"0Pod‘l‘  menos  de  tomarla  - • ' • ■ ■ 
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itanta  estension  á la  obra;  en  el  Código  civil  se  encontraría  considerable 
•número  de  las  disposiciones  á que  se  dá  cabida  en  el  proyecto.  Si,  aun  fue- 
»ra  de  estos  casos,  la  Comisión  adoptara  los  principios  establecidos  en  nues- 
tras leyes  seculares,  y respetando  lo  que  existe,  se  limitara  á desenvolver 
•prácticamente  las  reglas  escritas  en  nuestro  antiguo  derecho,  seria  tam- 
»bien  fundada  la  censura.  Pero  nada  de  esto  sucede:  el  proyecto  cambia 
•profunda  y radicalmente  en  sus  principios  cardinales  la  antigua  legislación 
»de  hipotecas:  casi  todas  las  disposiciones  que  hasta  aquí  han  regido  res- 
»pccto  á ellas,  sufren  en  mayor  ó menor  escala  cambios  importantes:  el  de- 
recho civil  esperimenta  alteraciones  trascendentales:  apenas  hay  una  de 
»sus  instituciones  á que  no  afecte  la  innovación:  en  el  órden  de  la  familia  á 
•la  sociedad  conyugal  y á la  potestad  paterna:  en  el  de  tutelas  y curadurías 
»á  las  relaciones  entre  el  menor  ó incapacitado  y los  que  están  encargados 
»dc su  guarda:  en  el  de  la  propiedad  y de  los  demás  derechos  en  la  cosa  á 
•su  adquisición,  su  conservación,  su  trasmisión  y sus  modificaciones;  en  el 
«de  las  sucesiones  al  respeto  á la  voluntad  del  testador  ó á la  disposición  de 
•las  leyes:  en  el  de  contratos  á la  seguridad  del  cumplimiento  de  muchos 
«importantísimos. 

«Todo  esto  está  íntimamente  ligado  con  la  Ley  de  Hipotecas:  á todo 
«afecta  gravemente  el  nuevo  sistema;  todo  ha  sido  sujetado  á revisión;  todo 
»ha  sufrido  grandes  modificaciones.  Y no  son  solo  las  leyes  puramente  ci- 
»vilcs  las  modificadas,  aunque  bajo  esta  denominación  se  comprendan  las 
«prescripciones  del  Código  de  Comercio;  lo  son  también  las  de  procedimien- 
tos; porque  es  menester,  para  evitar  que  las  sentencias  sean  eludidas, 
«adoptar  medidas  de  precaución  conocidas  actualmente  con  el  nombre  do 
«hipotecas  judiciales,  que  impidan  la  desaparición  de  la  cosa  litigiosa  y su 
«enajenación,  ó que  en  perjuicio  del  acreedor  demandante  se  constituya  el 
•deudor  en  insolvencia.  Ni  están  menos  interesadas  las  leyes  administrali- 
•vas  que  en  justa  protección  á los  intereses  fiscales  y comunes  crean  á fa- 
»vor  del  Estado,  de  las  provincias,  de  los  pueblos  y de  los  establecimientos 
«públicos  hipotecas  sobre  los  bienes  de  sus  deudores;  las  que  para  precaver 
«daños  á la  Administración  exigen  garantías  sobre  los  bienes  inmuebles  de 
«los  que  con  ella  contratan;  las  que  consideran  afectas  ante  lodo  las  pro- 
«piedades  al  pago  de  los  tributos  no  satisfechos  oportunamente,  y las  que 
•provienen  de  los  que  han  manejado  la  gestión  de  caudales  públicos. 

«A  estas  consideraciones,  que  por  sí  solas  bastarían  para  justificar  la 
i ostensión  de  la  Ley,  debe  añadirse  otra  importantísima.  El  legislador,  al 
•hacer  cambios,  aunque  no  sean  tan  profundos  como  los  que  comprendo  el 
«proyecto,  debe  ante  todo  respetar  los  derechos  adquiridos,  porque  de  otro 
«modo  su  obra  seria  efímera  y caería  ante  las  justas  reclamaciones  de  los 
«perjudicados.  Para  hacer  este  tránsito  sin  violencia  conciliando  todos  los 
«intereses , ha  sido  necesario  descender  á muchos  pormenores.  Puede 
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erarse  esta  parte  del  proyecto  como  una  ley  distinta  é inde- 
«Dendiente  de  la  de  hipotecas,  que  lejos  de  tener  como  ésta  un  carácter  de 
.neroetuidad  es  pasajera,  porque  se  limita  á salvar  los  derechos  adquirí- 
»doA  la  sombra  de  la  legislación  que  concluye. 

.Sin  embargo,  conveniente  es  que  forme  un  solo  cuerpo  con  la  ley  que 
icambia  el  antiguo  sistema  hipotecario,  para  que  en  un  mismo  acto  aparez- 
nca  el  legislador  innovando  el  derecho  y respetando  los  hechos  que  bajo  la 
>ley  antigua  se  crearon,  atendiendo  á las  nuevas  exigencias  de  la  sociedad, 
ipero  salvando  al  propio  tiempo  con  cuidadoso  afan  y con  veneración  reli- 
giosa los  derechos  que,  sometidos  imprudentemente  á la  innovación,  que- 
•darian  en  realidad  violados  (a). 

»¿Y  podrá  ser  la  ley  tachada  con  justicia  de  reglamentaria?  La  Comisión 
■ - »uu  duda  responder  negativamente.  No  siempre  es  fácil  fijar  hasta  donde 
regia-  .debe  llegar  la  ley  y donde  comenzar  el  reglamento,  porque  no  lo  es  seña- 
ru’  »lar  con  exactitud  matemática  los  límites  respectivos  de  los  poderes  legisla- 
tivo y ejecutivo.  Muchas  veces  se  ha  debatido  esta  cuestión  en  nuestro 
» Parlamento;  nunca  ha  dominado  un  principio  que  pueda  considerarse  ge- 
nerador de  derecho  en  materia  tan  grave.  En  la  práctica  se  ha  visto  des- 
cender algunas  leyes,  no  solo  á pormenores  que  suelen  tener  carácter  de 
estabilidad  bajo  cuyo  concepto  caben  muy  bien  en  reglamentos , sino  á 
«disposiciones  meramente  transitorias,  y aun  á algunas  de  mera  ejecución 
»quc  parecen  mas  bien  objeto  de  circulares  ó de  instrucciones  para  plantear 
»la  nueva  ley.  De  aquí  se  infiere  que  en  esto  hay  mucho  de  arbitrario,  y que 
»cn  cada  caso  el  legislador,  según  la  mayor  ó menor  importancia  que  quie- 
te dar  á su  obra,  deja,  ya  mas,  ya  menos,  á la  apreciación  del  poder  eje- 
cutivo. 

«Supuesto  esto,  y libre  la  Comisión  del  temor  de  proponer  una  invasión 
«peligrosa,  ha  podido  seguir  sus  propias  inspiraciones.  Convencida  profun- 
•damente  de  que  todas  las  declaraciones  que  pueden  atribuir,  negar,  au- 
mentar ó disminuir  derechos  civiles,  corresponden  al  legislador,  ha  huido 
«de  dejar  al  Gobierno  atribuciones  que  en  muchos  puntos  vendrían  á hacer- 
le árbitro  de  cuestiones  graves  en  el  terreno  del  derecho  civil.  Nada  hay 
»de  cuanto  está  escrito  en  el  proyecto,  que  mas  ó menos  inmediatamente 
»no  se  refiera  á la  declaración  de  derechos  y á las  garantías  que  se  han  crei- 
»do  indispensables  para  que  la  ley  en  su  dia  sea  bien  entendida  y aplicada. 
» rescincicndo  de  estas  importantes  consideraciones , hay  otras  que 
an  movido  a la  Comisión.  En  su  concepto,  al  poderlegislativotocaes- 
>>c  usivamentc  dictar  las  reglas  á que  se  quiere  dar  gran  estabilidad , y que 
írigen  a producir  á veces  efectos  para  larga  serie  de  siglos.  Estas  pres- 
áosle Hipotecaste  nonpntTr'  ^r?y.octo  de  Código  civil  en  donde  al  fin  del  trata- 
tígua  á la  nueva’  legislación!^ ( lspos,clones  fiuo  debían  regir  en  el  tránsito  do  la  an- 
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«cripcíones , que  tienen  cierto  carácter  de  perpetuidad  , exigen  para  su 
«prestigio  la  sanción  de  la  autoridad  legislativa  , que  es  la  tínica  que  les 
limpriine  ese  sello  de  respeto  que  hace  que  atraviesen  de  unas  á otras  ge- 
neraciones, y que  se  mire  como  una  profanación  el  cambiarlas  sin  que  esté 
«sobradamente  justificada  la  reforma.  No  debe  quedar , en  concepto  de  la 
«Comisión , al  arbitrio  del  Gobierno  nada  que  pueda  debilitar  la  firmeza  de 
«los  principios  que  se  proclaman , ni  aun  con  motivo  de  esplicarlos , de 
«aclararlos  y de  fijar  su  sentido  verdadero.  Las  cuestiones  á que  pueda  dar 
«lugar  la  ley  (y  las  habrá  sin  duda ) deben  dejarse  á los  tribunales,  para 
«que  las  resuelvan  , no  por  medidas  generales  que  no  caben  dentro  de  sus 
«atribuciones  constitucionales,  sino  aplicando  la  ley  en  los  casos  que 
«ocurran  y creando  jurisprudencia,  que  es  la  mejor  regla  de  interpretación 
«y  el  mejor  suplemento  del  derecho  escrito  (a). 

(a)  En  la  obra  que  con  el  título  de  Enciclopedia  española  de  Derecho  y Admi- 
nistración se  publica  en  esta  córte,  al  tratar  de  la  competencia  administrativa  y de 
las  atribuciones  de  la  Administración  en  sus  relaciones  con  el  poder  legislativo  des- 
pués de  convenir  con  la  doctrina  que  en  la  Esposicion  de  Motivos  se  espresa,  se  aña- 
de lo  siguiente  que  nos  parece  oportuno  reproducir  en  este  lugar.  «Hay  materias  de- 
terminadas en  que  pocas  cosas,  tal  vez  ninguna,  dejan  de  ser  objeto  de  ley.  A esta 
«clase  pertenecen  todas  las  que  se  refieren  al  derecho  civil,  al  mercantil,  afpenal  y á 
«los  procedimientos  que  tienen  lugar  para  la  aplicación  de  estas  diferentes  clases  do 
«leyes.  La  capacidad  civil  de  las  personas , la  creación  de  las  personas  jurídicas,  las 
«obligaciones  de  los  ciudadanos  en  el  órden  de  la  familia,  las  reglas  que  ordenan  las 
«transacciones  mutuas,  la  adquisición,  comunicación  y trasmisión  de  la  propiedad, 
«las  que  con  su  sanción  penal  vienen  á hacer  respetables  todos  los  derechos  socia- 
»les,  lasque  establecen  la  organización  del  poder  judicial  y sus  formas  solemnes  de 
«proceder  no  pueden  dejar  nada  á la  Administración.  De  este  modo  pueden  solo  ad- 
«quirir  el  carácter  importante  que  les  dá  el  tinte  de  los  siglos,  esa  permanencia,  esa 
«especie  de  asiento  de  que  carecen  las  demás  leyes,  y que  hace  que  se  transmitan 
«de  unas  á otras  generaciones  creciendo  al  compás  del  tiempo  el  respeto  y venera- 
«cion  que  se  conciban.  En  estas  leyes  debe  huirse  en  lo  posible  de  dejar  algo  á la 
«prudente  discreción  del  Gobierno,  y lo  que  es  mas,  al  arbitrio  judicial:  á ellas  es 
«aplicable  el  aforismo  del  célebre  Canciller  Bacon,  Optima  lex  quee  mínimum  ju- 
ndicis  arbitrio  rclinquxt : la  fijeza  de  estas  leyes  es  prenda  de  justicia,  á lo  que  se 
«agrega  que  nadie  debe  ser  juzgado  sino  en  virtud  de  leyes  preexistentes,  porque 
«como  dijo  con  enérgica  espresion  el  mismo  jurisconsulto,  «si  enim  vocem  non  det 
u tuba,  iquis  se  parabit  ad  bellumln  Lo  que  la  ley  dice  en  tan  graves  puntos,  no  pue- 
»de  suplirlo  el  Gobierno,  porque  de  otro  modo  quedaría  árbitro  de  intereses  que  la 
«Constitución  quiere  que  sean  del  todo  independientes  de  él:  tampoco  puede  ser  su- 
«plido  por  la  magistratura,  que  limitada  á aplicar  las  leyes  civiles  y penales  en  los 
«casos  que  son  llevados  á los  tribunales,  no  puede  adoptar  disposiciones  y medidas 
«generales,  ni  circularlas,  ni  prescribirlas  como  reglas  á sus  inferiores,  ni  á sus  su- 
«bordinados.» 

Estas  mismas  consideraciones  influyeron  notablemente  en  que  la  Comisión  del 
Senado  y el  Gobierno , cuando  se  discutía  la  Ley  hipotecaria  , se  manifestaran  poco 
favorables  á que  se  concediera  á éste  una  autorización  para  nacer  las  reformas  que 
estimara  necesarias  en  algunas  de  sus  disposiciones,  si  en  la  piedra  de  toque  de  la 
esperiencia  se  creyeran  convenientes.  Se  alegó  entonces  que  esta  ley  afectaba  á 
los  intereses  de  la  familia  y de  la  propiedad,  resolvía  cuestionas  de  contratación  y 
reformaba  muchos  puntos  muy  importantes  del  derecho  civil.  (Discurso  del  Sr.  Al- 
varez  on  el  Senado:  sesión  del  27  de  noviembre  de  1800.) 
tomo  t» 
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»Una  consideraron  añadirá  por  ultimo  la  Comisión  á las  que' deja  es- 
«puestas  Había  ya  formado  la  ley,  é iba  á hacer  su  revisión  última,  cuando 
.tuvo  dei  Gobierno  el  encargo  de  preparar  el  reglamento  para  su  ejecución: 

» suspendió  entonces  la  revisión  definitiva  del  trabajo  hecho , con  el  objeto 
>de  perfeccionarlo  mas,  si  en  vista  de  las  nuevas  tareas  á que  iba  á dedi- 
carle v de  las  discusiones  á que  dieran  lugar,  apareciera  la  conveniencia 
»de  hacerlo.  Teniendo  entonces  que  descender  á muchos  pormenores  de 
i ejecución,  se  convenció  de  que  algunos  de  ellos  afectaban  mas  ó menos 
«directamente  á derechos  civiles,  y por  lo  tanto  no  debían  comprenderse  en 
»cl  reglamento,  sino  en  la  ley,  como  los  comprendió  , no  encontrando  uno 
»solo  de  los  artículos  de  la  ley  que  debiera  pasar  al  reglamento. 

»Y  esto  se  esplica  fácilmente,  teniendo  en  cuenta  que  la  ley  tiene  por 
«objeto  asegurar  derechos;  que  al  efecto  requiere  formalidades  rigorosas; 
>quc  la  omisión  de  estas  solemnidades  dá  lugar  alguna  vez  hasta  á la  pena 
«de  nulidad;  que  esta  pena  lleva  envuelta  la  pérdida  de  un  derecho  civil,  y 
«por  lo  tanto  que  todo  esto  debe  ser  obra  de  la  ley  y no  de  un  reglamento 
»administrativo.  La  Comisión  podrá  haberse  equivocado  en  algunas  de  sus 
«apreciaciones,  pero  no  será  por  ¡falta  de  estudio  y de  discusiones  dete- 
nidas.» 

Estos  son  los  fundamentos  generales  de  la  Esposicion  de  Motivos  con 
que  la  Comisión  de  Codificación  presentó  el  proyecto  de  Ley  hipotecaria  al 
Gobierno.  Siguiendo  su  ejemplo,  nada  añadiremos  aquí  de  las  -demás  dis- 
posiciones de  la  Ley,  dejando  esta  tarea  para  los  comentarios  de  los  artícu- 
los que  las  comprenden. 

§•  2.° 

Denominación  de  la  ley. 


La  denominación  de  la  ley  es  el  nombre  propio  que  se  le  dá  para  dis- 
tinguirla de  las  otras : frecuentemente  se  llama  también  título,  y algu- 
nas veces  epígrafe , si  bien  esta  última  palabra  se  emplea  casi  siempre  con 
preferencia  para  designar  el  objeto  de  cada  titulo,  capítulo,  ó sección  de  las 
que  comprende.  Esta  denominación  debe  ser  siempre  breve,  natural,  es- 
pontánea, poco  artificiosa,  y bastante  espresiva  para  que  dé  una  idea  su- 
cinta y clara  de  la  clase  de  preceptos  que  el  legislador  establece:  si  es  po- 
sible que  a estas  circunstancias  reúna  la  de  ser  unívoca,  será  mejor  la  elcc- 
C'°?:  T\raas  faeuente  es  que  la  denominación  ocurra  fácilmente  y sin  ne- 
1 *!  'psnppbim6^»08  ^ SUS  re(*aclores>  Pero  algunas  veces  presenta  dificulta- 

terias  aunque  enlaza?  ^ leyG-S  coraplejas  que  aprenden  diferentes  ma- 
ños nelisrros-  si  elie*  &S  e,nlre  SK  entonces  el  legislador  suele  lluctuar  entre 
do  Pe  gr  ..  elige  una  denominación  unívoca  ó de  muy  pocas  palabras,  el 
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de  que  sea  insuficiente  para  dar  idea  completa  del  objeto  de  la  ley:  si  prefiere 
denominación  mas  estensa,  el  inconveniente  de  que  se  prescinda  de  ella  en 
el  uso  común,  y que  en  el  foro  sea  reemplazada  por  otra  menos  embarazo- 
sa. Esto  es  lo  que  la  esperiencia  diariamente  nos  ensena.  Así  creemos 
que  á los  requisitos  que  hemos  indicado  antes  que  debe  tener  la  denomina- 
ción de  la  ley,  podría  muy  bien  añadirse  el  de  que  sea  popular , esto  es,  que 
esté  al  alcance  de  todos  su  significación,  y que  sea  tan  adecuada  al  uso 
del  pueblo  que  este  no  tenga  que  reemplazarla  con  otra  mas  vulgar  si  se 
quiere,  menos  técnica,  menos  exacta,  menos  rigurosa,  pero  mas  sencilla, 
y que  se  preste  mejor  á la  brevedad  que  se  busca  siempre  al  citar  las  le- 
yes. No  se  pierda  de  vista  que  hasta  los  nombres  propios  de  las  personas, 
cuando  son  largos,  dan  lugar  á que  el  mundo  comience  en  el  uso  familiar 
por  simplificarlos,  mutilarlos,  reducirlos,  y concluya  frecuentemente  por 
cambiarlos.  De  esto  presenta  un  ejemplo  muy  significativo  la  historia  del  de- 
recho en  la  ley  del  Borgoñon,  conocida  con  el  título  de  Papiani  responsum , 
en  donde  hay  una  contracción  al  usar  de  la  palabra  Papianus  en  lugar  de 
la  de  Papinianus,  contracción  que  dió  lugar  en  la  opinión  mas  común  á un 
error  cometido  por  el  mas  célebre  jurisconsulto  del  siglo  XVI  (a). ' 

Para  vencer  estas  dificultades,  han  acudido  muchas  veces  los  legislado- 
res á denominaciones  genéricas  que  no  tuvieran  relación  inmediata  con  el 
objeto  de  la  ley.  En  las  grandes  obras  legislativas  es  donde  se  observa  me- 
jor esto;  y cuando  no  se  ha  hecho  así,  y se  han  elegido  denominaciones  mas 
artificiosas  y mas  aceptables , si  se  quiere , bajo  el  aspecto  científico , los 
hombres  de  la  ciencia  unas  veces,  el  pueblo  otras,  han  cambiado  la  denomi- 
nación y esta  ha  triunfado  sobre  la  adoptada  por  el  legislador.  Fácil  nos 
seria  demostrarlo  con  el  ejemplo  de  diferentes  pueblos:  nos  limitarémos  sin 
embargo  al  romano  y al  nuestro. 

El  pueblo  romano  nunca  dió  á sus  códigos  un  título  salido  de  las  entra- 
ñas de  lo  que  contenían:  al  mas  venerado,  al  mas  antiguo  de  sus  códigos  lo 
llamó  las  Doce  tablas:  para  designar  las  colecciones  de  leyes  y los  códigos, 
ya  les  dió  el  nombre  de  los  jurisconsultos  que  los  habían  compilado,  de  lo 
que  son  ejemplo  los  códigos  Gregoriano  y Hermogeniano , ya  el  de  los  Em- 
peradores que  les  imprimieron  el  sello  de  su  autoridad,  como  sucede  con 
los  códigos  Teodosiano  y Justinianeo,  ya  buscó  nombres  mas  genéricos, 

(a)  Este  fué  el  célebre  Cujas,  que  engañado  por  la  contracción  atribuyó  la  obra 
á un  jurisconsulto  desconocido,  no  creyendo  que  era  de  Papiniano.  M.  Eschbach 
en  su  Introducción  al  Estudio  del  derecho,  sin  entrar  en  la  exactitud  de  si  hubo 
ó no  un  jurisconsulto  llamado  Papiano,  ó si  este  nombre  es  contracción  de  Papinia- 
no, y rei  i riéndose  ¡í  Klenze,  dice  que  hay  en  la  Biblioteca  de  Berlín  un  manuscrito 
del  siglo  IX  que  perteneció  á la  Duquesa  de  Berry  que  se  titula:  Papianus,  líber  res- 
ponsoruin,  que  no  es  el  ejemplar  que  tuvo  Cujas  presente,  de  lo  que  se  infiere  que 
antes  del  gran  jurisconsulto  se  liabia  dado  á la  ley  romana  del  Borgoñon  el  nom- 
bre de  ¡'apiano. 
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como  los  de  Edicto  perpetuo,  agesto  , , 

Lisos  generales  pasamos  á leyes  de  menor  esteus.on  dadas  para  objetos 

lie  terminados  observamos  que  en  el  mismo  pueblo  tomaban  por  regla  ge- 
neral las  disposiciones  legislativas  su  nombre  del  magistrado  que  las  propo- 
nía V esto  no  solo  se  verificaba  en  las  leyes,  tomada  esta  palabra  en  su  sig- 
nificación estrícta'Y  rigurosa,  sino  también  en  los  plebiscitos,  senado-con- 
sultos  V constituciones  imperiales,  y si  bien  esto  no  impide  que  tuvieran 
título  prevaleció  sin  embargo  en  la  práctica  que  fueran  citados  por  el  nom- 
bre de  aquel  á quien  debían  principalmente  su  formación,  y es  que  el  pue- 
blo busca  la  frase  mas  breve  que  encuentra  para  designar  la  ley. 

Entre  nosotros  no  hay  un  solo  código  de  los  anteriores  á este  siglo  que 
no  tenga  una  denominación  genérica;  en  los  últimos  tiempos,  siguiendo  el 
ejemplo  de  los  demás  Estados,  se  han  introducido  y con  razón  los  nombres 
de  Código  de  comercio,  de  Código  penal,  de  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y 
de  Enjuiciamiento  mercantil,  denominaciones  propias,  fáciles  y sencillas, 
que  comprenden  todas  las  disposiciones  que  contienen , cosa  muy  difícil 
de  ser  imitada  en  la  ley  hipotecaria,  como  esperimentará  todo  el  que  se 
tome  la  molestia  de  intentarlo.  Digna  es  de  notarse  la  singularidad  de  que 
á algunos  códigos  los  conocemos  comunmente  con  nombres  en  que  no  pen- 
saron siquiera  sus  autores:  así  al  Código  de  Alarico,  abandonando  los  dife- 
rentes nombres  con  que  lo  conocieron  los  antiguos,  le  damos  el  de  Brevia- 
rio de  Aniano  que  nació  diez  siglos  después  de  su  formación:  que  al  libro 
de  las  leyes  de  los  Wisogodos,  lo  llamamos  Fuero  Juzgo  por  el  que  es  solo 
conocido  desde  el  siglo  XIII;  que  la  gran  obra  de  D.  Alfonso  X es  por  todos 
denominada  las  Partidas,  nombre  que  no  llegó  nunca  á los  oidos  del  Rey 
Sábio,  y que  el  título  de  Ordenanzas  Reales  de  Castilla  ha  cedido  ante  el 
de  Ordenamiento  Real,  ú Ordenamiento  de  Montalvo,  que  son  los  nombres 
con  que  ha  venido  citándose  hasta  nuestros  dias.  Hasta  la  Novísima  Recopi- 
lación de  leyes  de  España  frecuentemente  es  citada  con  la  denominación 
unívoca  de  Novísima.  Si  de  la  legislación  general  pasamos  á las  forales, 
veremos  siempre  también  que  cuando  el  título  de  alguna  es  largo , pron- 
to se  simplifica  de  modo  que  hasta  hace  olvidar  á veces  su  denominación 
oficial  y primitiva.  Lo  que  decimos  de  los  códigos,  es  aplicable  tam- 
bién á otras  leyes  de  menor  ostensión.  Estos  ejemplos  prueban  que  es  cir- 
cunstancia necesaria  en  la  denominación  de  la  ley  que  sea,  como  antes 
ignnos,  popular,  adecuada  por  su  brevedad  para  ser  citada  sin  embarazo, 
y que  es  prelerihlc  que  por  su  concisión  sea  objeto  de  crítica  severa,  á 
el  non¡brc  nuc  cn  SU  afan  de  presentar  un  título  filosófico  y 

completo  le  puso  el  legislador. 

l eu  /i/W°Jm-!tar¡aiea  miCstro  collcePto  para  esplicar  la  denominación  de 
son  si  bien  tufan*  r qUC’ lrataado  de  h>P°tecas  comprende  cosas  que  no  lo 
°D’ 81  blU  «S*»  con  ellas;  y decimos  esplij,  porque 
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no  nos  proponemos  hacer  la  defensa  de  ese  nombre  , que  reconocemos  de 
buena  fé  que  no  abraza  todo  lo  que  la  ley  contiene , pero  que  difícilmente 
para  el  uso  podría  ser  sustituido  por  otro  que  mejor  correspondiera  á su  ob- 
jeto. Se  ha  hecho  en  este  caso  lo  que  la  práctica  se  hubiera  encargado  de 
realizar,  á no  haberse  dado  denominación  á la  ley;  lo  que  á pesar  de  otra 
diferente  denominación  hubiera  prevalecido.  Eligiéndose  una  denominación 
con  mayores  pretensiones,  que  pareciera  la  mas  completa,  la  mas  compren- 
siva, la  mas  filosófica,  probablemente  habría  quedado  escrita  en  la  ley, 
y desde  luego  otra  le  hubiera  reemplazado  y casi  puede  asegurarse  que  se- 
ria la  de  Ley  hipotecaria.  Y de  esto  tenemos  un  ejemplo  práctico  ; á la  Di- 
rección que  se  ha  creado  para  tener  á su  cargo  todo  lo  que  al  cumpli- 
miento de  la  Ley  hipotecaria  se  refiere  bajo  la  dependencia  inmediata  del 
Ministerio  de  Gracia  y Justicia,  se  le  he  dado  el  nombre  oficial  de  Dirección 
general  del  registro  de  la  propiedad  ( a ),  y sin  embargo  de  esto  todos  susti- 
tuyen en  el  uso  común  á esta  denominacioh  la  de  Dirección  de  hipotecas. 

Ensayemos  sin  embargo  á cambiar  esta  denominación  por  otra  mas  com- 
pleta y espresiva.  Adóptese  por  ejemplo  la  de  Ley  del  registro  de  la  pro- 
piedad raíz  y de  las  hipotecas  que  es  la  que  menos  inconvenientes  tiene  de 
cuantas  hemos  oido  proponer,  y que  guarda  hasta  cierto  punto  analogía  con 
las  dos  secciones  en  que  el  registro  se  divide.  ¿Será  completo  este  título? 
Nos  parece  que  no;  la  propiedad  raiz  y la.hipoteca  no  son  solo  los  títulos  que 
se  inscriben:  no  hay  que  pasar  del  segundo  artículo  de  la  ley  para  decir  que 
esta  denominación  es  casi  tan  manca  como  la  de  Ley  hipotecaria  á pesar 
de  que  carece  de  su  sencillez  y que  puede  asegurarse  sin  peligro  de  errar 
que  en  la  práctica  seria  desfavorecida  y que  solo  vendría  á quedar  de  ella 
la  parte  que  menciona  á las  hipotecas,  es  decir , el  título  oficial  que  tiene 
ahora  la  Ley. 

liemos  dicho  que  la  denominación,  que  dejamos  indicada,  seria  muy 
incompleta,  porque  no  comprenderia  ni  los  derechos  reales  que  sin  ser  pro- 
piedad están  impuestos  sobre  la  cosa  inmueble,  ni  las  ejecutorias  en  que 
se  declara  la  incapacidad  de  administrar  ó la  presunción  de  muerte  del 
ausente,  ni  las  en  que  se  impone  la  pena  de  interdicción  ó cualquiera  otra 
en  que  se  modifique  la  capacidad  civil  de  las  personas  en  cuanto  á la  libre 
administración  de  sus  bienes,  ni  los  contratos  de  arrendamiento  de  bienes 
inmuebles  por  un  período  que  no  esceda  de  seis  años , ó en  que  se  hayan 
anticipado  las  rentas  de  tres  ó mas  años.  No  es  en  el  registro  de  estos  dere- 
chos é incapacidades  la  propiedad  lo  que  siempre  se  inscribe,  aunque  en  unos 
casos  la  inscripción  sea  de  un  derecho  en  la  cosa  que  modifique  y limite  la 
propiedad  y en  los  otros  venga  esta  á ser  protegida  poniéndose  de  mani- 
fiesto la  verdadera  situación  legal  de  las  personas  y la  nulidad  de  los  actos 


(a)  Art.  2<)6. 
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*n  que  tienen  participación  activa,  ó de  los  contratos  que  celebran.  Tam- 
poco en  la  denominación  propuesta  se  comprenden  las  anotaciones  preven- 
tivas ót  las  que,  en  su  mayor  parte  al  menos,  no  puede  alcanzar  ninguno  de 
los  nombres  dé  propiedad,  ni  de  hipotecas,  por  grande  que  sea  la  eslension 
que  se  dé  á estas  palabras.  Si  pues  quisiéramos  comprender  en  el  título  de 
ley  todo  loqueen  olíase  echa  de  menos,  parécenos  que  no  merecería 
la  aprobación  de  los  mismos  que  como  poco  espresiva  desechan  la  elegida. 

Estas  consideraciones  pudieron  probablemente  influir  en  la  elección  del 
título  de  nuestra  ley , como  tal  vez  harían  que  en  el  imperio  francés  á la 
reforma  hecha  en  25  de  marzo  de  1855  se  la  denomine  Ley  sobre  la 
transcripción  en  materia  hipotecaria,  á pesar  de  tratar,  no  solo  de  las  hipo- 
tecas, sino  de  la  propiedad  inmueble,  de  los  derechos  reales  impuestos  sobre 
ella,  v de  su  arrendamiento  si  fuere  de  diez  años,  ó si  hubiese  hecho  el  ar- 


rendatario ciertas  anticipaciones.^ 

Hemos  cspueslo  lo  que  á nues*tro  juicio  basta  para  esplicar  la  denomina- 
ción de  la  ley:  ¿podrá  de  ello  inferirse  que  la  creemos  inmejorable?  No 
será  lógica  la  deducción;  preséntese  otra  mas  aceptable  que  no  sea  desde 
luego  olvidada  en  la  práctica , y que  llene  mas  cumplidamente  su  objeto, 
y darémos  la  razón  á los  que  la  combatan. 

Concluirémos  haciendo  una  observación  que  creemos  aquí  oportuna.  El 
título  de  una  ley  , como  que  es  solo  una  indicación  de  los  preceptos  que 
comprende,  no  es  parte  integrante  de  ella;  ésta  empieza  en  su  artículo 
primero;  antes  de  él  no  hay  precepto  alguno  legislativo:  la  denominación, 
pues,  que  se  le  dá,  propia  ó impropia,  completa  ó diminuta,  técnica  ó vul- 
gar, no  puede  ser  utilizada  para  servir  de  base  á la  interpretación.  Por 


esto  es  que  no  siempre  se  emplea  la  mayor  diligencia  en  buscarla,  ni  se  pro- 
cura su  perfección , como  se  hace  con  las  palabras  de  la  parte  preceptiva 
de  la  ley , en  que  la  falta  mas  insignificante  al  parecer  en  la  redacción 
puede  producir  perjuicios  considerables. 


§•  3.° 

Método  de  la  ley. 

El  buen  método  en  las  leyes  , del  mismo  modo  que  en  todas  las  obras 
|ue  tienen  un  carácter  científico,  es  sin  duda  uno  de  sus  mas  rccomenda- 
) es  requisitos.  Elegido  con  acierto,  presta  grande  utilidad  á los  mismos 
,¡l  a,rcrtílclan’  es  una  que  los  alumbra  y una  guía  que  los  dirijo,  los 
antinnmi!aCr  Gn  om's!oncs  peligrosas,  evita  que  incurran  en  repeticiones  y 
cerla  \ acoo*'^a  favorable  á la  ley.  Los  que  han  de  obede- 

oue  la  íov  S^CaQ  VCíllaÍas  110  menores,  porque  el  buen  método  hace 
y acilmente  estudiada  y comprendida , que  se  retenga  con 
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menor  esfuerzo  en  la  memoria,  y en  el  uso  práctico,  economiza  tiempo  por 
la  dificultad  que  naturalmente  ofrecen  las  obras  poco  melódicas  para  la 
consulta.  Es  favorable  también  á la  recta  aplicación  de  la  ley  , porque  la 
mala  colocación  de  un  artículo  puede  dar  lugar  á interpretaciones  torcidas 
y á suposiciones  arbitrarias.  Por  esto  seria  gran  falta  en  la  Ley  hipoteca- 
ria que  pudiera  con  justicia  ser  acusada  de  falta  de  método  y de  claridad. 

Uno  de  nuestros  mas  distiguidos  jurisconsultos,  notable  por  la  alta  po- 
sición que  ha  tenido  en  la  magistratura,  por  sus  trabajos  en  la  antigua  Co- 
misión de  Códigos  y por  su  saber  generalmente  reconocido  (1)  manifestó  al 
discutirse  la  ley  en  el  Senado  su  opinión  contraria  al  método  que  en  ella  se 
sigue;  en  su  dictámen  la  ley  debería  comenzar  por  las  hipotecas  y por  lo 
tanto  definiéndolas,  dividiéndolas,  clasificándolas  y sentando  las  reglas  con- 
cernientes á ellas,  materia  que  debía  formar  la  primera  parte  de  la  ley,  de- 
jando para  la  segunda  todo  lo  que  se  refiriere  á la  inscripción  de  la  propie- 
dad y demás  derechos  en  la  cosa.  Podía  alegarse  en  apoyo  de  esta  opinión  el 
ejemplo  de  los  Códigos  civiles  en  que  precede  el  tratado  de  hipotecas  al  del 
registro  en  que  ellas,  la  propiedad  y los  demás  derechos  reales  sobre  bie- 
nes inmuebles,  se  inscriben  ó se  transcriben.  No  nos  convenció  esta  obje- 
ción hecha  ála  ley:  reconociendo  su  fuerza  respecto  á los  códigos,  mani- 
festamos con  franqueza  en  la  improvisación  de  los  debates  parlamentarios 
la  razón  de  esta  diferencia  (2). 

«En  todo  Código  civil,  naturalmente  la  cuestión  de  propiedad  precede 
»á  la  de  hipoteca  ¿Por  qué?  Porque  la  hipoteca  en  los  Códigos  civiles  viene 
«después  de  las  obligaciones,  porque  se  consideran  una  garantía  de  ellas; 
«son  obligaciones  accesorias,  en  virtud  de  las  cuales  se  constituye  un  derc- 
«cho  real  como  garantía  subsidiaria,  y de  consiguiente  tienen  que  ir  des- 
«pues  del  contrato,  después  del  acto  á que  sirven  de  seguridad.  Obsérvese 
«atentamente  que  en  las  Instituciones  de  Gayo,  en  las  de  Justiniano, 
«modeladas  á imitación  de  ellas,  en  todos  los  libros  de  derecho,  en  todos  los 
«Códigos  modernos,  especialmente  en  los  que  se  han  vaciado  en  la  turquesa 
»dcl  francés,  en  el  cual  se  siguió  el  método  de  las  Instituciones  de  Gayo  y de 
«las  de  Justiniano,  al  empezar  el  libro  segundo,  es  decir,  cuando  despees 
«de  haber  tratado  de  las  personas  se  ha  establecido  la  división  de  las  cosas, 
«se  empieza  á hablar  de  la  propiedad,  y á continuación  de  la  propiedad  se 
«pasa  sucesivamente  á los  demás  derechos  en  la  cosa.  Entre  ellos  parece  que 
«debería  figurar  la  hipoteca,  porque  es  un  verdadero  derecho  real;  pero  co- 
»mo  es  al  mismo  tiempo  la  garantía  de  una  obligación , y por  lo  tanto  solo 
«subsiste  en  virtud  de  la  obligación,  á cuyo  cumplimiento  está  adherida, 
«como  en  la  forma  de  constituirse  es  un  contrato,  de  aquí  que  se  le  haya 

ítí  El  Sr.  Luzuríaga  en  la  sesión  del  Senado  del  dia  22  de  noviembre  de  18CO. 

(2)  Sesión  del  Senado  en  el  dia  23  de  noviembre. 
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.dado  constantemente  lugar  después  de  las  obligaciones,  porque  parti- 
»cipa  á la  vez  del  carácter  de  derecho  en  la  cosa  y de  derecho  & la  cosa: 
BCg  á ]a  vez  obligación  y derecho  real.  De  aquí  que  se  la  haya  dejado 
.parala  última  parte  del  Código.  Así  está  ordenado  el  Código  civil  francés; 
«así  casi  todos  los  Códigos  modernos  estranjeros,  y así , por  último,  el  pro- 
vecto del  Código  civil  preparado  para  España.» 

“ .De  modo  que  no  hemos  hecho  aquí  mas  que  seguir  el  método  general 
.que  aceptan  todos  los  Códigos;  y como  nosotros  no  teníamos  en  la  ley  de 
.hipotecas  esos  títulos  de  la  propiedad  y del  derecho  en  la  cosa  que  vinie- 
«ran  precediéndola,  como  sucede  cuando  el  tratado  de  hipotecas  forma  par- 
»te  del  Código  civil,  teníamos  que  poner  lo  que  es  la  base,  la  propiedad,  lo 
«que  es  el  derecho  en  la  cosa  por  escelencia,  antes  que  las  hipotecas,  que 
.solo  son  una  desmembración  del  derecho  de  propiedad.  Hacer  otra  cosa 
.seria  alterar  el  órden  natural  de  las  ideas.» 

«Hay  otra  consideración  también  que  me  parece  debe  influir  algo  en 
«el  ánimo  de  las  personas  que  tienen  práctica  en  la  redacción  de  las  leyes, 
.consideración  que  á personas  menos  acostumbradas  á esta  clase  de  trabajos 
.no  haria  probablemente  la  misma  fuerza.  Es  regla  de  redacción  de  toda  ley, 
«y  especialmente  de  los  Códigos,  que  las  referencias  se  hagan  siempre  á los 
.artículos  que  han  pasado  y no  á los  que  han  devenir.  Algunas  veces,  creo 
«que  son  dos,  la  Comisión  ha  tenido  que  faltar  á este  propósito,  porque  no 
«siempre  es  posible  llevar  estas  reglas  hasta  la  última  consecuencia.  Pero 
»s¡  en  lugar  de  seguir  las  hipotecas  á la  propiedad  y á los  demás  derechos 
»cnlacosa,  los  antecediera,  el  resultado  seria  que  tendrían  que  hacerse 
«continuas  referencias  á artículos  de  que  no  se  hubiera  tratado.» 

Hasta  ahora  no  hemos  tenido  motivo  para  modificar  nuestra  opinión  á 
pesar  de  lo  que  hemos  leido  y de  lo  que  hemos  oido  en  esta  materia,  y esta- 
mos lejos  de  creer  que  la  ley  merezca  censura  por  poco  metódica.  Si  otra 
cosa  pensáramos,  de  buena  fé  lo  declararíamos.  No  desconocemos  que  pue- 
den presentarse  otros  métodos  igualmente  aceptables  que  el  adoptado  en  la 
ley  ni  que  éste  pueda  mejorarse,  pero  tampoco  debemos  ocultar  que  no  he- 
mos visto  en  lo  que  se  ha  escrito  ninguno  que  merezca  preferencia.  No 
debe  olvidarse  tampoco  que  un  código,  que  una  ley  larga  no  es  una  obra 
doctrinal,  por  mas  que  la  doctrina  entre  por  mucho  en  ella,  y que  no  todos 

os  métodos,  que  pueden  ser  escelentcs  en  tratados  de  derecho,  son  aplica- 
bles a las  leves. 
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TITULO  PRIMERO. 

DE  LOS  TÍTULOS  SUJETOS  Á INSCRIPCION. 


Antes  de  entrar  en  el  examen  de  las  disposiciones  que  este  título  com- . 
prende,  debemos  fijar  bien  el  sentido  jurídico  de  la  palabra  inscripción  usa- 
da en  su  epígrafe  y con  mucha  frecuencia  en  los  artículos  de  la  ley. 
Debemos  al  efecto  indicar  que  no  es  la  misma  su  significación  en  todas  par- 
tes; porque  al  mismo  tiempo  que  en  algunos  Estados  equivale  á la  de 
transcripción,  en  otros  sirve  para  espresar  una  idea  diferente  y hasta  cierto 
punto  opuesta,  porque  por  inscripción  entiende^  el  estrado  breve  aunque 
bastante  espresivo  que  se  pone  en  los  registros  del  acto  ó documento  que 
se  inscribe,  y por  transcripción  su  copia  íntegra  y material.  En  España  en 
virtud  de  la  nueva  ley,  la  palabra  inscripción  tiene  esta  acepción  úl- 
tima. 

La  Comisión  de  Codificación  se  decidió  por  ella.  Importantes  son  los 
motivos  que  á esto  la  impulsaron,  los  que  espresó  en  su  Esposicion  con  las 
siguientes  palabras:  «¿Deberá  trasladarse  al  registro  copia  literal  de  la3 
«escrituras  de  todos  los  actos  traslativos  de  la  propiedad  y de  los  que  la 
«modifican,  ó solamente  se  pondrá  en  él  un  estrado  de  la  escritura?  En 
«otros  términos:  ¿deberá  adoptarse  el  principio  de  la  trascripción,  ó el  de  la 
^inscripción!  Nuestro  derecho  hasta  ahora  ha  preferido  la  inscripción;  no 
«hubiera  esto  sido  motivo  suficiente  para  decidir  á la  Comisión  , si  la  ins- 
«cripcion  no  fuera  bastante,  á fin  de  dar  á la  propiedad , á los  demás  derc- 
«chos  en  la  cosa,  á la  contratación  y al  crédito,  toda  la  firmeza  que  se  bus- 
aca al  reformar  la  legislación  antigua.» 

«Las  legislaciones  modernas  no  están  acordes  respecto  á este  punto: 
«unas  transcriben,  otras  inscriben.  La  trascripción  tiene  las  ventajas  de  re- 
presentar con  toda  fidelidad  el  documento,  de  constituir  dobles  archivos 
«que  mutuamente  se  fiscalicen,  de  evitar  los  errores  á que  pueda  dar  lugar 
«un  estrado  mal  hecho,  y de  necesitar  menos  capacidad  en  los  registrado- 
«rcs.  Al  lado  de  estas  ventajas  ttiene  graves  inconvenientes  nacidos  de  la 
«complicación  y abultado  volúmen  de  las  titulaciones,  de  la  poca  sencillez 
«y  precisión  de  los  formularios  de  las  escrituras,  que,  aun  dado  caso  que  se 
«reformaran  desde  luego,  no  podría  remediarse  el  mal  respecto  á los  títulos 
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•anteriores  y sobre  todo  el  de  que  en  las  enajenaciones  y constitución  de 
» derechos  reales  de  poco  valor  difícilmente  compensaría  los  gastos  que 
«requiere  La  Comisión  ha  creído  que  la  inscripción  minuciosa  que  propo- 
ne* las  fórmulas  concretas  y comprensivas  de  todas  las  circunstancias  que 
»sc  han  de  hacer  constar  en  los  registros,  los  modelos  que  acompasa,  y las 
Borccaucioncs  que  adopta  para  que  no  se  eluda  la  lev , satisfacen  cumpli- 
damente á las  ventajas  de  la  trascripción  salvando  sus  inconvenientes.» 

Necesario  es  sin  embargo  confesar  que  no  deja  de  prestarse  la  inscrip- 
ción á objeciones  no  destituidas  de  fundamento : es  un  acto  muy  delicado, 
que  con  facilidad  puede  ser  mal  ejecutado  por  descuido  ó por  ignorancia; 
por  lo  mismo  que  es  un  resumen  brevísimo  que  debe  tener  todas  las  condi- 
ciones necesarias  para  que  aparezca  la  situación  verdadera  de  cada  finca, 
puede  cometerse  un  error,  una  equivocación,  una  inexactitud  que  ocasionen 
perjuicios  graves  y tal  vez  irreparables,  peligro  que  no  tiene  la  transcrip- 
ción. A pesar  de  esto,  nos  parece  preferible  la  inscripción  por  las  razones 
que  la  Comisión  alega;  considérese  sino  la  dificultad,  ó por  mejor  decir  la 
imposibilidad  de  hacer  la  transcripción  de  todos  los  títulos  que  en  nuestra 
patria  acreditan  la  propiedad  de  los  inmuebles  y sus  diversas  modificaciones, 
y se  adquirirá  el  convencimiento  de  que,  á haberse  elegido  la  transcripción, 
un  clamor  general  se  hubiera  levantado  contra  el  proyecto,  que  este  proba- 
blemente no  habría  llegado  á ser  ley,  y que  aun  dado  el  caso  difícil  de 
presumir  de  que  se  hubiera  vencido  en  el  estadio  legislativo,  habría  sido  mal 
recibida,  y en  las  leyes  cuya  ejecución  depende  de  todos,  no  debe  el  legis- 
lador marchar  contra  la  corriente  general,  si  no  quiere  que  su  obra  sea  una 
letra  muerta  en  la  vida  práctica  del  pueblo. 


TEXTO  DE  LA  LEY. 


Artículo  1 .°  En  todos  los  pueblos,  cabezas  de  partido  judi- 
cial (1),  se  establecerá  un  registro  (2)  á cargo  de  funcionarios 
que  se  llamarán  registradores  (3). 


t^omciiiarXo* 

t - Pueblas  cabeza  de  partido  judicial. — La  ley  sigue  en  el  señalamienfi 
os  puc ) os,  en  que  ha  do  haber  registros  de  Hipotecas,  lo  que  con  pocas 
csccpdoüLS  \ mne  observándose,  si  bien  no  con  la  escrupulosidad  que  pared? 
i jV  CXac  0 cumplhnicnto  de  las  disposiciones  que  regian.  La  Comisior 
ntnv  niiV^ii°rr  ara  ^un.^ar  c°utinuacion  del  derecho  antiguo  dice;  «Nad? 
’>ccrse  los  nuevo*110  V-a[mr  resPecl°  a ,os  pueblos  en  que  han  de  estable- 
ólo hace  mas  de  Jpf 1S  T3,’  lo  0,11(5  ya  de  ant,S^10  se  halla  dispuesto.  Cuan- 
siglo&  se  crearon  los  oficios  de  hipotecas,  se  ordená 
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»qufe  los  hubiese  en  las  ciudades,  villas  ó lugares  donde  hubiere  cabeza  de 
«jurisdicción:  posteriormente  el  Sr.  I).  Carlos  ///  fijó  mas  el  antiguo  pre- 
cepto, mandando  que  se  establecieran  en  los  pueblos  cabeza  de  partido, 
«que  es  lo  que  viene  observándose  hasta  nuestros  dias.»  Lo  que  aquí  dice 
la  Comisión  es  exacto,  y loque  á su  propósito  bastaba.  No  puede,  sin  em- 
bargo, desconocerse  que  en  el  reinado  de  D.  Felipe  V se  ordenó  que  los 
oficios  de  hipotecas  estuvieran  en  los  ayuntamientos  de  todas  las  ciudades, 
villas  y lugares  (a).  Aun  después  de  que  D.  Carlos  III  prescribió  que  ios 
registros  se  establecieran  en  las  cabezas  de  partido,  dejó  al  arbitrio  de  las 
Chancillerías  y Audiencias  señalar  al  efecto  algunas  cabezas  de  jurisdic- 
ción, aunque  no  fueran  de  partido,  si  así  lo  aconsejase  la  estension  de  los 
partidos,  la  distancia  de  algunos  pueblos  ü otras  razones  atendibles  (/>). 
Esto  mismo  sucedió  en  Cataluña,  según  aparece  de  un  edicto  del  Presiden- 
te de  la  Audiencia  del  Principado  (c).  En  Navarra,  á petición  de  las  Cortes 
de  1817,  se  ordenó  establecer  los  oficios  en  Pamplona,  en  los  pueblos  cabe- 
za de  merindad  y en  las  demás  ciudades  y pueblos  en  que  hubiera  escribanos 
de  fija  residencia  á cargo  del  que  lo  fuera  del  Ayuntamiento  (d).  Aun  hay 
una  Real  órden  de  este  reinado  ( e ),  en  que  si  bien  se  parte  de  la  regla  de 
que  los  oficios  de  hipotecas  deben  estar  en  las  cabezas  de  partido,  se  deja  al 
cuidado  del  Gobierno  fijarlos  en  alguna  otra  población,  en  que  atendido  su 
vecindario,  industria  y comercio,  se  creyere  útil  y conveniente  á la  misma. 
No  fué  esta  la  única  escepcion , pues  que  también  se  declaró  que  no  era 
ostensiva  la  regla  general  á los  oficios  arrendados  ó vendidos  que  perma- 
necerían, aunque  interinamente,  con  la  residencia  y territorio  que  tenían,  á 
no' ser  que  fuera  realizable  y conveniente  la  traslación  por  no  haber  regis- 
tros establecidos  en  la  cabeza  del  partido  (f).  Nos  limitamos  aquí  á estas 
indicaciones  esplanadas  en  la  Introducción  histórica,  y que  aparecerán 
mas  claramente  al  fin  de  este  comentario  al  hacernos  cargo  de  nuestro  de- 
recho anterior.  Basta  ahora  decir,  que  tales  vicisitudes  de  la  legislación 
han  sido  causa  de  que  existan  todavía  anomalías  en  este  punto,  y que  al 
mismo  tiempo  que  en  varios  pueblos  cabezas  de  partido  no  hay  registros, 
se  encuentran  registros  establecidos  ep  pueblos  que  no  son  cabezas  de  par- 
tido y que  están  lejos  de  reunir  las  circunstancias  que  la  Real  orden  de  3 
de  diciembre  de  1855  exigió  para  concederles  este  privilegio.  • 

Para  que  desde  el  dia  en  que  comience  á tener  ejecución  la  ley  hipo- 
tecaria se  cumpla  inevitablemente , están  dadas  en  Real  órden  de  28 

(a)  Ley  2,  tít.  XVI,  lib.  X,  de  la  Nov.  Rec. 

(b)  Núm.  14  de  la  réy  3 del  mismo  título  y libro. 

(c)  De  11  de  julio  de  1783. 

(d)  Decreto  de  17  d‘e  mayo  de  1817. 

(c)  Real  órden  de  3 de  diciembre  do  1838. 

(/)  Real  órden  do  14  de  febrero  de  1843. 
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, . . . ,a,i  ias  disposiciones  convenientes  á que  en  todas  las 

de  jumo  e v solo  en  ellas , haya  registros  de  la  propiedad.  En- 

tótctsS|f<lreunsc’r!pcion  territorial  de  ios  registros,  quedará  definitiva - 
“ arreglada  á la  de  los  partidos  judiciales,  considerándose  eslensivo 
™da  registro  á los  mismos  pueblos  que  compongan  el  partido  correspon- 


En  Madrid  y en  los  pueblos  que  tienen  mas  de  un  juzgado,  habrá  un 
solo  registro  para  todo  el  territorio  señalado  á los  diferentes  juzgados  de 
¡ rcspcct¡va  población,  como  está  espresamente  declarado  por  el  Gobier- 
no ib)  arreglándose  estrictamente  á lo  que  prescribe  el  articulo  que  co- 
mentamos , que  no  ordena  cl  establecimiento  de  un  registro  en  cada  dis- 
trito judicial,  sino  en  todas  las  cabezas  de  partido. 

Pero  ¿es  csccsivo  cl  número  de  registros?  La  Comisión  de  Codificación 
previniendo  este  argumento  que  después  se  hizo  al  proyecto  de  ley,  dijo 
contestando  en  la  Esposicion  de  Motivos:  «Parecerá  tal  vez  á algunos  es- 
«cesivo  cl  número  de  registros  de  hipotecas,  y querrían  en  su  lugar  que 
«existieran  solo  en  las  capitales  de  provincia,  ó que  se  limitaran  á aquellas 
*cn  que  se  hallan  establecidos  los  tribunales  superiores.  La  conveniencia  de 
«reducir  el  número  de  registros,  la  facilidad  de  vigilarlos  y de  elegir  las 
«•personas  mas  idóneas  para  su  desempeño,  son  los  argumentos  que  pueden 


(a)  El  preámbulo  y los  dos  primeros  artículos  de  esta  Real  órden  dicen  lo  si- 
guiente: 

«Con  objeto  de  facilitar  en  su  dia  el  planteamiento  definitivo  de  los  registros 
hipotecarios  conforme  á ¡as  prescripciones  de  la  ley,  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se  ha 
servido  dictar  las  disposiciones  siguientes  : 

1. a  Quedarán  establecidos  registros  de  la  propiedad  desde  el  dia  en  que  empicco 
á regir  la  ley  hipotecaria  en  los  siguientes  pueblos,  en  que  boy  no  existen  conta- 
durías de  hipotecas,  y son,  sin  embargo,  cabeza  de  sus  respectivos  partidos  judicia- 
les: Alcalá  de  Guadaira,  provincia  de  Sevilla;  Castro  del  Rio,  provincia  de  Córdoba; 
Madridejos,  provincia  de  Toledo;  Montalvan,  provincia  de  Teruel;  Morón,  provincia 
de  Sevilla;  Rivas,  provincia  de  Gerona;  Rute,  provincia  de  Córdoba;  Señoría  de  Car- 
ballino,  provincia  de  Orense,  y Villanueva  y Geltrú,  provincia  de  Barcelona. 

2. a  Se  considerarán  suprimidos  desdo  el  misino  dia  los  registros  establecidos  en 
los  pueblo,  de  Agilitar  de  Campó,  provincia  de  Palencia;  Aramayona , Yaldegovia, 

Medina  y Villazanas  r>/- « » 

rías,  1 
Ceuta, 
res, 

10  vaiumolid;  Sanlona,  provincia  de  Santander;  Segura,  provincia  de  Teruel;  Villa 
«víriiís  W,  i6  .pinare(1:L  provincia  de  León,  y en  general  se  tendrá  también  por 
lido  judicial  » c*uler;l  0110  re8'stro  establecido  en  pueblo  que  no  sea  cabeza  de  par- 

de  esías  lleSa  á nuestras  manos  la  Real  órden 

tud  del  Avuntamieniifri  f p)re.ro  10  ,1862)>  en  la  que  accediendo  S.  M.  á la  solici- 
exislente  ciucdando  on  c,  J<3U  a marulí)  que  en  dicho  punto  continúe  el  registro  hoy 
den  de  28  tle  iunio  de  mrf0nSeCUe?cla  sin  efect0  ,a  disposición  2.a  do  la  Real  ór- 

(« sute de  citar>  cn  io  que  4 couia  sc  reíieren- 
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«oponerse  al  sistema  adoptado.  La  Comisión,  sin  embargo,  no  ha  dudado  cu 
«desechar  toda  innovación  acerca  de  este  punto:  ha  creído  que  lo  que  prin- 
«cipaimente  debe  tenerse  en  cuenta  es  la  facilidad  de  los  que  hayan  de  ha- 
»cer  las  inscripciones.  Alejar  los  registros  de  los  que  han  de  acudir  á ellos, 
^equivale  frecuentemente,  y con  especialidad,  cuando  es  corto  el  valor  de  las 
«lincas,  á hacerlos  inaccesibles.  No  por  esto  dejarán  de  estar  encomendados 
»á  personas  capaces  de  comprender  en  toda  su  ostensión  los  deberes  que  la 
«ley  Ies  impone, ni  de  estar  bajo  una  vigilancia  continua  y eficaz:  las  dispo- 
«siciones  que  al  efecto  establece  el  proyecto,  satisfacen  cumplidamente  estas 
«necesidades. » 

Otra  objeción  se  ha  presentado  contra  el  establecimiento  de  registros 
en  todos  los  partidos  judiciales.  Hay  algunos,  se  ha  dicho , tan  pobres  que 
no  sufragarán  á la  decente  subsistencia  de  un  registrador,  y podría  evitarse 
este  inconveniente  formando  de  dos  ó mas  partidos  uno  para  el  efecto  del 
registro  (a).  Este  argumento  mas  que  contra  la  ley  se  convierte  contra  la 
división  judicial:  fuera  de  duda  está  y es  reconocido  por  todos , que  la  divi  • 
sion  territorial  necesita  grandísimas  reformas;  pero  á la  ley  de  hipotecas 
no  podia  traerse  esta  cuestión , que  por  otra  parte  no  se  hallaba  preparada 
debidamente.  Tal  vez  en  algún  partido  no  resultarán  bastantemente  do- 
tados los  cargos  de  registradores ; pero  á la  vez  su  trabajo  será  corto,  su 
responsabilidad  escasa,  no  necesitarán  manos  subalternas  que  se  lleven  par- 
te de  las  utilidades,  y podrán  dedicarse  al  ejercicio  de  la  profesión  de  la  abo- 
gacía ó á otras  ocupaciones  compatibles  con  las  funciones  que  ejercen.  Agré- 
gase á esto  que  no  es  comparable  el  cálculo  del  producto  de  los  registros  hasta 
ahora  con  el  que  pueden  rendir  en  adelante:  los  muchos  documentos  sujetos 
á inscripción  según  los  arts.  2.°'  y 5.°  de  la  ley , y á anotación  preventiva, 
conforme  al  42,  y las  facilidades  que  en  ella  se  dan  para  formar  la  titula- 
ción de  las  innumerables  fincas  que  hasta  aquí  nunca  han  sido  inscritas  en 
los  registros,  han  de  dar  á estos  cargos  una  remuneración  justa  que  no  po- 
dia antes  esperarse.  Ni  sin  graves  inconvenientes  podría  autorizarse  al  Go- 
bierno para  reunir  los  registros  de  dos  ó mas  partidos,  lo  que  seria  darle 
una  facultad  discrecional  en  materia  tan  ligada  con  la  propiedad,  y con  to- 
dos los  derechos  civiles,  facultad  inusitada  desde  que  existe  el  Gobierno  re- 
presentativo. Otra  razón  se  alegó  en  el  Senado  para  no  otorgar  esta  facul- 
tad ( b ) ; conviene  defender  al  Gobierno  de  las  exigencias  no  conformes  con 
los  intereses  permanentes  de  la  sociedad,  á que  si  estuviera  en  sus  atribucio- 
nes acceder,  no  se  creyera  por  causas  pasajeras  de  política  en  el  caso  de  re- 
sistir : la  ley  negándole  la  facultad,  lo  liberta  del  compromiso.  Esta  conside- 
ración influiría  probablemente  en  que  la  Comisión  de  Codificación  no  acepta- 
do En  (si,-,  sentid»  habló  el  Sr.  Arrozal, i cu  el  Senado. 

('Ó  Discurso  del  Sr.  Alvares  Martínez. 
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ri  H irLículo  1810  del  proyecto  de  Código  civil,  según  el  cual  los  registros 
debían  establecerse  en  los  distritos  que  el  Reglamento  señalara. 

La  "rande  estension  que  tendrán  algunos  registros  y el  temor  de  que 
otros  puedan  tenerla  desproporcionada  en  adelante,  ha  dado  lugar  á dos 

observaciones.  , . , . . . 

La  primera  se  funda  en  que  no  debiendo  ser  los  registros  según  la  ley 
tantos  como  los  juzgados  de  primera  instancia,  sino  tantos  como  las  cabezas 
de  partido,  resultará  que  en  las  grandes  capitales  como  Madrid,  Barcelona, 
Sevilla  y Valencia  en  que  la  población  está  muy  acumulada , es  considerable 
la  riqueza  y se  necesitan  varios  juzgados  para  que  la  justicia  sea  debida- 
mente administrada , no  sea  bastante  un  solo  registro:  esto  ha  dado  lugar 
á que  alguno  crea  que  debían  ser  tantos  los  registros  como  los  juzgados  (a). 
Para  que  este  argumento  tuviera  alguna  fuerza,  seria  necesario  demostrar 
que  con  un  solo  registro  no  podrá  atenderse  á todas  las  necesidades  jurídi- 
cas de  una  gran  población ; pero  cualquiera  que  sea  el  incremento  que 
en  vecindario  y en  riqueza  tengan  en  lo  sucesivo  las  ciudades  mas  populo- 
sas de  España,  nada  hay  que  justifique  hoy  la  creación  de  mas  de  un  re- 
gistro en  ninguna.  Si  llegare  el  dia  en  que  esto  fuere  conveniente,  entonces 
una  nueva  ley  establecida  para  una  ó mas  localidades  determinadas , seria 
una  adición  á la  que  circunscribiéndose  a las  necesidades  actuales  acaba  de 
publicarse.  El  establecimiento  de  los  registros  en  las  cabezas  de  partido  no 
tiene  por  objeto  una  combinación  proporcional  de  trabajo,  ni  una  distribu- 
ción aproximadamente  igual  de  las  utilidades  que  reportan  los  registradores: 
no  podía  ocultarse  á los  autores  de  la  ley  que  los  medios  que  empleaban  no 
conducían  á este  resultado : su  objeto  ha  sido  facilitar  el  registro,  hacerlo 
accesible  á todos  no  alejándolo  del  pueblo  en  que  está  la  propiedad,  el  dere- 
cho real,  ó el  acto  que  deba  registrarse.  Los  cuantiosos  rendimientos  de!  re- 
gistro de  una  gran  población  permiten  al  registrador  aumentar  sus  emplea- 
dos y dependientes  en  número  bastante  á que  no  quede  en  lo  mas  mínimo 
desatendido  el  servicio  público. 

Habíamos  ya  escrito  las  líneas  que  anteceden,  cuando  un  dato  que  no 
teníamos  y que  acaba  de  llegar  á nuestra  noticia,  nos  convence  mas  y mas 
de  lo  iní imdado  de  la  observación  que  examinamos.  Hay  cabezas  de  partidos 
judiciales  bastante  modestos  que  tienen  un  archivo  de  hipotecas  muy  su  - 
perior al  de  las  primeras  poblaciones  de  España.  Mondoñedo  tiene  1,400  li- 
nos de  registro , al  paso  que  Madrid  y Barcelona  no  llegan  á la  mitad.  La 
mayor  subdivisión  de  la  propiedad  en  algunas  provincias  que  no  tienen  la  ri  - 
queza  que  las  de  suelo  mas  privilegiado,  esplica  esta  diferencia. 

minios1  do  f*UC  aca^am(ls  de  hacernos  cargo,  tiene  muchos 

c o y puede  decirse  que  se  resuelve  del  mismo  modo  la  que 
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se  funda  en  el  temor  de  que  la  organización  judicial,  que  se  cree  próxima, 
haciendo  mucho  mayores  las  circunscripciones  de  los  juzgados  de  primera 
instancia  dé  una  escesiva estension  y desproporción  álos  registros.  Llevando 
este  argumento  á una  hipótesis  improbable  se  ha  añadido  que,  si  llegara  á 
prevalecer  la  opinión  de  los  que  abogando  por  la  creación  de  tribunales 
colegiados  de  primera  instada  quieren  que  haya  uno  solo  en  cada  provincia, 
los  registros  serian  monstruosos  (a).  La  cuestión  de  si  los  tribunales  de  pri- 
mera instancia  deben  ser  unipersonales  ó colegiados,  y el  número  que  de 
ellos  debe  haber  atendida  la  población,  no  está  en  efecto  resuelta  defini- 
tivamente entre  nosotros.  Pero  aun  suponiendo  todo  lo  que  se  quiera  res- 
pecto á este  punto,  nadie  puede  imaginar  que  entre  en  la  inteucion  del  legis- 
lador reducir  el  número  de  registros  hasta  49  que  son  las  provincias  de  la 
Península,  Islas  Baleares  y Canarias.  En  la  misma  Ley  en  que  se  introdujera 
tan  radical  reforma  en  la  organización  judicial,  ó se  prevendría  que  no  se  hi- 
ciese alteración  alguna  respecto  á los  pueblos  en  que  estaban  los  registros 
de  hipotecas,  ó á su  lado  se  escribiría  otra  ley  en  que  se  ordenara  la  reforma 
conveniente,  atendido  el  nuevo  orden  de  cosas  que  se  inauguraba.  No  tiene 
pues  fuerza  el  argumento  que  combatimos. 

No  concluirémos  sin  hacernos  cargo  de  que  también  ha  habido  quien 
opine  que  debería  existir  en  cada  pueblo  un  registro  á cargo  del  Ayuntamien- 
to, siguiendo  en  esto  el  ejemplo  de  Wurtemberg  y de  otros  países  de  que  ha- 
cemos mención  al  tratar  de  la  legislación  estranjera.Con  solo  considerar  que 
el  número  de  Ayuntamientos  existentes  hoy  en  España  es  el  de  9,55o,  se 
convencerá  cualquiera  de  la  imposibilidad  de  imitar  el  ejemplo  propuesto, 
porque  no  seria  posible  que  al  frente  de  cada  uno  de  los  registros  hubiera 
una  persona  capaz  de  dirigirlos,  ni  esta  podría  obtener  una  retribución  pro- 
porcionada á la  capacidad  y estudios  que  requiere  el  cargo,  ni  habría  vigi- 
lancia ni  inspección  posibles , ni  dejaría  de  ser  este  uno  de  tantos  asuntos 
que  estuvieran  bajo  la  mano  inmediata  de  la  Administración  activa,  escollo 
que  tan  prudentemente  ha  tratado  de  evitar  la  Ley  dando  al  órden  judicial 
y al  Ministerio  de  Gracia  y Justicia  la  atribución  importante  de  intervenir 
en  todo  lo  que  álos  registros  se  refiere,  con  esclusion  de  las  autoridades 
administrativas  y de  los  demás  Ministerios.  Y cuando  se  ha  creído  que  no 
debian  confiarse  á los  escribanos  los  registros,  porque  á pesar  de  sus  cono- 
cimientos teóricos  y prácticos  en  materias  jurídicas,  no  tenian  una  instruc- 
ción tan  completa  como  la  del  abogado , ¿seria  aceptable  ponerlos  á cargo 
de  un  fiel  de  fechos  en  un  término  municipal  que  tuviera  31  vecinos,  ó de  otras 
poblaciones  de  vecindario  mas  crecido,  pero  en  que  el  secretario  de  Ayunta- 
miento tiene  que  acumular  varios  cargos  para  sacar  un  sustento  miserable,  y 
que  por  lo  tanto  no  pueden  de  él  exigirse  mas  que  muy  escasos  conocimien- 
to) Esta  observación  la  hizo  también  el  Sr.  Ortíz  de  Zárate  en  el  Congreso. 
tomo  i.  30 
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tos?  Cómo  estarían  los  registros  de  la  propiedad  entregados  á semejantes 
funcionarios?  Cualquiera  sistema  que  se  escogitara,  seria  menos  malo  que 

éste  en  nuestra  patria. 

2 Reqistro. — La  palabra  registro  con  relación  á las  hipotecas,  ha  teni- 

do entre  nosotros  diferentes  significaciones.  En  la  pragmática  de  D.  Cárlos 
Y Doña  Juana  de  1559  (a),  se  aplicó  para  designar  el  libro  en  que  se  tomaba 
Ja  razón  de  los  documentos  que  se  inscribían;  así  se  lee  en  ella  que  el  tal 
reqistro  no  se  muestre  á ninguna  persona;  la  misma  significación  tiene  en  la 
pragmática  de  D.  Felipe  V de  1713  (b),  en  la  qüe  ya  no  se  usa  en  singular 
sino  en  plural  registros , al  ordenar  que  para  mayor  seguridad  de  los  regis - 
tros  el  oficio  hubiera  de  estar  en  los  ayuntamientos . Otras  veces  la  palabra 
registro  se  ha  tomado  por  la  parte  del  libro  ó libros  en  que  se  llevaban  las 
inscripciones  de  cada  uno  de  los  pueblos  del  partido:  en  este  sentido  se  usa 
en  la  pragmática  de  D.  Cárlos  III  de  1768  (c)  cuando  impone  á los  escriba- 
nos de  Ayuntamiento  de  las  cabezas  de  partido,  la  obligación  de  tener  ya 
en  un  libro,  ya  en  muchos,  registros  separados  en  cada  uno  de  los  pueblos 
del  distrito  con  la  inscripción  correspondiente;  en  sentido  análogo  la  vemos 
usada  alguna  vez  en  la  nueva  Ley  ( d ).  También  se  ha  usado  legal- 
mente la  misma  palabra  para  significar  las  inscripciones  ó asientos  que  se 
ponían  en  los  libros,  de  lo  que  tenemos  entre  otros  un  ejemplo  en  la  Real 
cédula  de  10  de  marzo  de  1778  al  ordenar  que  cuando  no  haya  escritura  no 
tenga  lugar  el  registro  {e),  y después  cuando  dice  el  lugar  en  que  todos  los 
registros  y toma  de  razón  deben  hacerse  en  el  caso  á que  se  refiere  (/). 
Por  último,  en  el  uso  común  tiene  otra  significación  que  es  el  lugar  en  que 
está  el  registro,  aunque  esta  denominación  no  ha  sido  nunca  oficial,  carác- 
ter que  ha  tenido  la  de  oficio  de  hipotecas,  que  es  la  que  emplean  la  prag- 
mática de  D.  Felipe  Y y la  de  D.  Cárlos  III  antes  mencionadas , si  bien 
en  esta  ultimase  encuentra  también  ya  introducida  la  palabra  contaduría,  y 
en  tiempos  mas  modernos  han  usado  las  leyes  fiscales  (g)  la  de  oficina.  En 
el  artículo  que  comentamos,  como  por  regla  general  en  toda  la  Ley,  tiene  la 
misma  significación  que  en  la  pragmática  de  D.  Cárlos  y Doña  Juana  que  es 
la  primitiva.  La  ley  en  este  punto  ha  elegido  el  precedente  mas  autorizado. 

3.  Registradores.— El  nombre  de  registradores  que  la  Ley  dá  á los  fun- 
cionarios á cuyo  cargo  están  los  registros  de  hipotecas,  que  tan  bien  espresa 
su  principal  pbligacion,  es  mucho  mas  propio  y espresivo  que  el  de  escriba - 
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nos  de  hipotecas  que  se  Ies  ha  dado  entre  nosotros , y que  hoy  no  les  seria 
aplicable,  porque  no  tienen  el  título  de  escribanos;  que  el  de  contadores  de 
hipotecas , como  se  les  ha  llamado  también  (a),  nombre  que  podia  tener  mas 
propiedad  cuando  eran  los  que  por  regla  general  liquidaban  los  derechos 
qae  correspondían  á la  Hacienda  pública  por  las  trasmisiones  de  la  pro- 
piedad; que  el  de  tenedores  del  Registro  con  que  los  designa  el  art.  1881 
del  Proyecto  de  Código  civil,  y que  el  de  contadores-conservadores  de  hi- 
potecas, como  se  los  llama  en  Francia. 

La  denominación  d e registradores  en  lugar  de  la  de  contadores  tiene  una 
significación  muy  intencionada : es  la  espresion  completa  de  que  el  registro 
es  civil  y no  fiscal , que  no  es  una  contaduría  sujeta  á la  Administración 
para  la  regulación  y recaudación  de  los  impuestos,  sino  una  oficina  estable- 
cida para  la  garantía  de  la  propiedad  y de  los  demás  derechos  en  la  cosa. 
En  su  lugar  oportuno  manifestaréraos  la  escepcion  introducida  en  esta  regla 
por  razones  de  conveniencia  pública  á que  se  ha  creído  que  debía  atender  el 
reglamento  ( b ),  como  también  la  limitación  que  para  no  perjudicar  á las  ren- 
tas públicas  se  ha  establecido  con  el  objeto  de  que  en  el  registro  de 
la  propiedad  no  se  hagan  inscripciones  sin  que  se  acredite  préviamente  el 
pago  del  impuesto  que  devengare  el  acto  ó contrato  que  se  pretenda  inscri- 
bir (c),  si  bien  es  sensible  que  no  se  haya  podido  evitar  que  sean  los  regis- 
tradores del  todo  independientes  de  ios  negocios  fiscales. 

LEGISLACION  ANTERIOR  Á LA  LEY  HIPOTECARIA. 

Ley  i,  tit.  XV I,  lib.  Xde  la  Novísima  Recopilación. — Por  cuanto  nos  es  he- 
cha relación  que  se  escusarian  muchos  pleytos,  sabiendo  los  que  compran  los  censos 
y tributos,  los  censos  é hipotecas  que  tienen  las  casas  y heredades  que  compran  , lo 
cual  encubren  y callan  los  vendedores;  y por  quitar  los  inconvenientes  que  dcsto 
se  siguen , mandamos  que  en  cada  ciudad , villa  6 lugar , donde  hubiere  cabeza  de 
jurisdicción,  haya  una  persona  que  tenga  un  libro  en  que  se  registren  todos  los  con- 
tratos de  las  cualidades  susodichas. 

Ley  2 del  mismo  titulo  y libro. — Se  reencarga  lo  que  se  proscribe  en  la  ley  que 
antecede,  y se  añade  entre  otras  cosas,  que  para  mayor  seguridad  de  los  registros, 
el  oficio  haya  de  estar  culos  ayuntamientos  de  todas  las  ciudades , villas  ó luga- 
res, y que  los  documentos  se  hayan  de  registrar  por  los  escribanos  de  ayuntamien- 
to, interponiendo  los  jueces  ordinarios  su  autoridad,  asi  para  el  registro  como  para 
la  saca,  y mas  adelante  se  añade,  que  los  registros  no  solo  hayan  de  estar  en  las 
casas  capitulares,  sino  también  á cargo  de  las  justicias  y regimientos . 

Ley  3 del  mismo  titulo  y libro. — Será  obligación  de  los  escribanos  de  Ayunta- 
miento de  las  cabezas  de  partido  tener , ya  sea  en  un  libro  ó en  muchos , registros 

(a)  Dicha  ley  3. 

(b)  Art.  15  del  Reglamento. 

(c)  Alt.  215  de  la  Ley  y arts.  12  y lí  del  Reglamento. 
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. , linrt  je  jos  pueblos  del  distrito,  con  la  inscripción  correspnndien- 

moto  que con  distinción  y claridad  se  tome  la  razón  respectiva  del  pueblo 

ie  Cataluna  ie  “ ieíMo  ie  m*-~ 

, ._Se  establecerán  olidos  de  hipotecas  en  los  treinta  y un  pueblos  (o) 
comprendidos  en  el  estado  ó plan  general  que  acompaña  á este  edicto,  , cada  oficio 
mmnwnderá  bajo  los  límites  que  so  señalan  en  los  planes  ó estados  particulares, 
que  asimismo  acompañan  y en  que  se  subdivide  el  plan  general 

Real  cédula  de  16  de  abril  de  1783  dada  para  Jadías.— Ordenó  que  se  pro- 
cediera desde  luego  al  establecimiento  do  oficios  de  hipotecas  on  todas  las  cabezas  de 
partido,  haciendo  las  Audiencias  respectivas  la  designación  de  los  pueblos. 

Decreto  de  19  de  mayo  de  1817  ú petición  de  las  Cortes  de  Navarra.— Conce- 
de el  establecimiento  de  oficios  de  hipotecas  en  Pamplona,  en  los  demás  pueblos  ca- 
bezas de  merindad,  y en  las  demás  ciudades  y pueblos  en  que  hubiere  escribano  ó 
escribanos  de  fija  residencia  á cargo  del  que  lo  fuere  de  ayuntamiento. 

Real  orden  de  17  de  octubre  de  1836.— S.  M.  la  Reina  Gobernadora....  ha  tenido 
á bien  resolver,  que  ínterin  se  verifica  el  arreglo  definitivo  de  los  oficios  de  hipotecas 
según  exigen  las  circunstancias  y cambios  administrativos  que  lian  ocurrido  con  pos- 
terioridad á su  creación,  en  todos  los  puntos  donde  á esta  fecha  se  encuentren  di- 
chos oficios  á cargo  de  los  Secretarios  de  Ayuntamiento,  y estos  no  tengan  la  cuali- 
dad de  ser  escribanos,  se  encargue  de  ellos  el  escribano  mas  antiguo  del  número  de 
los  de  la  cabeza  del  partido,  el  cual  deberá  hacer  los  asientos  ó registros  dentro  de 
la  misma  Casa  Capitularé  del  Ayuntamiento,  donde  se  conservarán  al  intento  el  li- 
bro ó libros  que  fueren  necesarios  foliados  y rubricados  en  todas  sus  páginas  desde  el 
principio  por  el  mismo  escribano  y por  el  juez  del  partido;  y que  en  las  vacantes 
que  ocurran  de  oficios  servidos  en  la  actualidad  por  Secretarios  de  Ayuntamiento 
que  reúnan  la  cualidad  de  Escribanos,  se  observe  en  lo  sucesivo  la  misma  regla  de 
ponerlos  á cargo  del  Escribano  mas  antiguo  de  los  del  número  de  la  cabeza  de  partido. 

Ileal  orden  de  3 de  diciembre  de  1838.— Regla  5.a  Que  los  oficios  de  hipotecas 
se  establezcan  precisamente  en  las  capitales  de  los  partidos  judiciales,  quedando  al 
cuidado  del  Gobierno  fijarlos  también  en  alguna  otra  población,  si  lo  creyese  conve- 
niente y útil  á la  misma  con  presencia  de  su  vecindario,  comercio  é industria. 

Real  orden  de  14  de  febrero  de  1843. — Declaró  que  la  regla  5.a  de  la  Real  ór- 
den  de  3 de  diciembre  de  1838  que  acabamos  de  copiar,  no  se  entiende  con  los  ofi- 
cios arrendados  ó vendidos,  los  cuales  permanecerían  donde  se  hallaban  con  el  terri- 
torio do  su  dotación  especial,  no  pudiendo  crearso  otro  en  ningún  pueblo  de  su  an- 
tigua demarcación  basta  el  arreglo  definitivo  del  sistema  hipotecario,  pero  sin  per- 
juicio de  que  si  por  no  estar  establecidos  algunos  en  la  cabeza  de  partido  fuese  reali- 
zable y conveniente  la  traslación,  se  verificara. 

inriS  Úrden  de  7 de  °Ctubre  de  Que  todos  los  pueblos  de  un  partido 

hinnflpa!<TCJTi|n  ^ re8‘strar  sus  documentos  públicos  precisamente  en  el  oficio  de 

de  la  Real  órden L b?r  ®n.cada  cal)eza  de  Parlid<b  según  se  dispuso  en  la  regla  5.* 

demarcación  iudv  i i°  ^lciem,jr0  do  1838>  cesando  la  anomalía  de  ser  diferentes  la 
demarcación  judicial  y la  del  respectivo  distrito  do  hipotecas. 

(a)  Asi  aparece  también  en  ol  estado  á que  esto  artículo  se  refiere. 
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En  el  núna.  6.°  de  esta  Real  órden  so  esceptuó  de  la  regla  que  antecede,  el  caso 
previsto  en  la  de  14  de  febrero  de  1843  que  en  su  lugar  hemos  mencionado. 

Real  decreto  de  23  de  mayo  de  1845.—  Art.  16.  Los  encargados  de  las  Con- 
tadurías y Oficinas  de  hipotecas  que  existen  en  cada  pueblo  cabeza  de  partido,  lo 
serán  igualmente  de  las  oficinas  de  registro  que  se  establocen  para  la  cobranza  de 
este  derecho. 


LEGISLACION  ESTRANJERA. 

Appemell  (Cantón  suizo  de.) — Ley  de  hipotecas  de  30  de  agosto  de  1835. — Ar- 
ticulo 13.— El  secretario  de  la  municipalidad  en  que  se  hallan  los  bienes  hipotecados, 
es  el  encargado  de  los  asientos  en  el  registro. 

Austria. — Código  civil . — Art.  433. — La  autoridad  del  lugar  en  que  estén  los 
bienes  hipotecados,  es  la  encargada  de  inscribir  en  el  registro  público  los  actos  tras- 
lativos de  la  propiedad. 

B aviera . — Ley  de  l.°  de  junio  de  1821  sobre  el  derecho  de  hipotecas.— Art.  86. 
—Los  registros  de  hipotecas  se  llevan  en  el  Tribunal  competente  que  forma  la  cá- 
mara hipotecaria. 

Bolivia. — Código  civil. — Art.  2173.— Copia  lo  dispuesto  en  el  art.  2146  del  Có- 
digo francés,  que  en  su  lugar  transcribimos. 

Cer deña . — Código  civil. — Art.  2235. — Copia  igualmente  el  2146  del  Código 
francés. 

Dos  Sioilias.— Art.  2040.— Copia  el  mismo  articulo  del  Código  francés. 

Estados  Romanos. — Reglamento  legislativo  y judiciario  de  10  de  noviembre  de 
1834.— Art.  140.— La  inscripción  en  el  registro  se  hace  por  el  conservador  de  hipo- 
tecas del  distrito  en  que  se  hallan  situados  los  bienes. 

Francia. — Código  Napoleón. — Art.  2146. — Las  inscripciones  se  hacen  en  la  ofi- 
cina de  conservación  de  hipotecas  del  distrito  en  que  estén  situados  los  bienes^ome- 
tidos  al  privilegio  ó á la  hipoteca. 

Ley  de  transcripción  en  materia  hipotecaria. — Artículo  1 ,° — Se  hará  la  trans- 
cripción en  la  oficina  de  hipotecas  del  lugar  en  que  estén  sitos  los  bienes. 

Friburgo  (Cantón  suizo  de). — Ley  de  28  de  junio  de  1832. — Art.  71. — Se  esta- 
blece en  cada  distrito  del  Cantón  un  libro-registro  de  las  hipotecas. 

Ginebra  (Cantón  suizo  de). — Proyecto  de  ley  sobre  la  adquisición , conservación 
y publicidad  de  derechos  reales  sobre  bienes  inmuebles:  diciembre  de  1817. — Ar- 
tículo 2.° — La  publicidad  de  los  derechos  reales  sobre  bienes  inmuebles  sitos  en  el 
cantón  se  adquiere  por  la  inscripción  en  los  registros  de  la  oficina  de  derechos  reales. 

Grecia. — Ley  hipotecaria  de  H de  agosto  de  1836. — Art.  84. — Habrá  un  regis- 
tro de  hipotecas  en  la  capital  y en  las  demás  ciudades. 

Haití.— Art.  1013. — Copia  el  artículo2146  del  Código  francés  que'dejaraos  trans- 
crito. 

Hesse  (Gran  ducado  de). — Proyecto  de  ley  de  1832. — Art.  36. — La  inscripción 
deberá  verificarse  en  el  registro  de  hipotecas  del  distrito  en  que  se  halle  situado  el 
inmueble  gravado. 

Holanda.- — Código  civil. — Art.  2224. — Copia  el  del  Código  francés  que  dejamos 
transcrito. 
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__Cóiigo  civil.— Art.  1976. — Las  inscripciones  se  liarán  en  el  re- 
gistro de  hipotecas  de  la  isla,  en  el  distrito  en  que  se  hallen  situados  los  bienes  suje- 
tos al  privdegw^óaja  hi^ot^a.^^  ^ hip0tecas  de  9 de  0ctubre  de  183l<_Ar. 

tíeuuHT^EI  Consejo  comunal  tiene  un  registro  de  las  copias  y minutas  de  las  obli- 

gacmnes^ip^canas^  3349.— Se  establece  en  cada  parroquia  un  re- 

tí islropára  la  inscripción  de  las  hipotecas,  privilegios  y donaciones 

Meoklembnrgo-Sohvrerm  y Strelithz  (Territorio  de).— Ley  de  hipotecas  de 

jg30_Art.  60.— El  Consejo  municipal  de  cada  ciudad  está  encargado  del  re- 


Na»«o.—  Ley  de  hipotecas  de  21  de  mayo  de  1847.— Art;  4.°— Los  magistrados 
encargados  de  la  redacción  y espedicion  de  los  actos  llevan  un  registro  particular 

para  los  contratos  de  venta  y de  permuta. 

Noruega. — Los  notarios  son  los  encargados  del  registro  en  las  ciudades  y los 

jueces  do  primera  instancia  en  los  distritos  rurales. 

Polonia. Ley  de  26  de  abril  de  1818.— Art.  l.°— Las  inscripciones  so  hacen  en 

el  registro  del  distrito  en  que  se  hallan  los  bienes. 

Prusía. — Ordenanza  de  Federico  II  de  20  de  diciembre  de  1783. —Art.  l.° — 
Los  tribunales  á que  según  las  leyes  y constituciones  de  cada  provincia  y de  cada 
lugar  corresponde  la  dirección  de  hipotecas  están  obligados  á llevar  libros  regulares 
de  todas  las  heredades  sitas  en  su  jurisdicción. 

Busia .—Código  civil  de  1833.— Art  1048.— Los  actos  que  lleven  consigo  una 
hipoteca  entro  particulares,  deben  inscribirse  en  estrado  en  los  libros  territoriales. 

Saínt-Gall  (Cantón  suizo  de). — Ley  de  hipotecas  de  29  de  enero  de  1832. — El 
consejo  comunal  recibe  las  cédulas  de  inscripción,  que  se  espiden  según  la  ley  es- 
pecial del  Cantón. 

8a>onia. — Ley  de  6 de  noviembre  de  1843. — Art.  l.° — Para  asegurar  los  dere- 
chos de  propiedad  y los  de  créditos  sobre  bienes  territoriales,  las  autoridades  judi- 
ciales llevarán  registros  territoriales  é hipotecarios. 

Soleuro  (Cantón  suizo  del).— Código  civil.  —Art.  914. — Habrá  para  cada  tér- 
mino municipal  un  registro  de  bienes  territoriales  é hipotecas. 

Tesino  (Cantón  suizo  del). — Código  civil. — Art.  1159. — Para  asegurar  mejor  los 
dorechos  de  crédito  se  crea  en  el  Cantón  un  registro  hipotecario  en  cada  distrito. 


Thurgovia. — Decreto  de  26  de  junio  de  1832. — El  secretario  de  la  municipali- 
dad lleva  los  registros  y hace  las  inscripciones. 

Toscana.  Motu  proprio  de  2 de  mayo  de  1836.— Art.  58.— Las  hipotecas  se 
inscriben  en  los  registros  que  están  á cargo  de  los  conservadores  en  los  territorios 
en  que  se  hallen  los  bienes  gravados. 

XauAt:7~Ley  de  24  de  diciembre  de  1840.— Art.  l.°— Se  establece  en  cada  ca- 
1 1S*X^°  Una  oficina  de  registro  de  las  cargas  de  los  bienes  inmuebles. 

Ordenanza  municipal  de  15  de  mayo  de  1838.— Artículo  l.°— La 
inscripción  se  hace  en  el  registro  municipal.  

puedoTo'nsTitnir^  ¿TÍ  SObr°  hipolecas  dc  15  de  abril  de  i815.-La  hipoteca  no 
inscripción  en  el  libw  dTl«>^  '*  aulo™oio“  doi  mostrado  y por 
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De  la  rápida  reseña  que  precede,  se  desprende  que  son  tres  los  princi- 
pales sistemas  que  dominan  en  las  diferentes  naciones  dé  Europa  en  loque  al 
establecimiento  de  registros  se  refiere,  si  bien  hay  además  algunos  Estados 
que  se  rigen  por  disposiciones  que  podemos  llamar  singulares  que  á vccos 
tienen  un  carácter  misto  y que  no  han  sido  imitadas  por  otros.  El  mas  gene- 
ralizado de  los  sistemas  es  el  que,  adoptado  por  el  Código  Napoleón,  copia- 
do por  algunos  pueblos  literalmente  y coincidiendo  con  los  usos  antiguos  de 
otros,  establece  los  registros  en  determinados  puntos,  considera  á estos 
como  cabezas  de  distrito,  hace  que  á ellos  concurran  todos  los  que  tengan 
que  inscribir  derechos  reales  sobre  bienes  raíces  situados  en  la  zona  que 
comprenden  y los  pone  á cargo  de  funcionarios  públicos  especiales  que  con 
el  nombre  de  registradores  ó de  conservadores  tienen  á su  cuidado  los  libros 
y los  archivos  en  que  aparece  el  verdadero  estado  de  la  propiedad  inmue- 
ble. Sigue  á este  sistema  por  su  aceptación  en  mayor  número  de  Estados, 
el  que  dáá  los  registros  un  carácter  puramente  local,  confiándolos  por  regla 
general  á la  vigilancia  y custodia  de  los  secretarios  de  las  corporaciones 
municipales.  Prevalece  el  tercero  en  algunos  Estados  de  Alemania,  y en  el 
no  son  ya  funcionarios  con  fe  pública  los  que  están  encargados  de  los 
registros  y de  hacer  las  inscripciones,  sino  los  tribunales. 

Nuestra  novísima  Ley  hipotecaria  se  ha  adherido  al  primero  de  estos 
sistemas,  pero  no  ha  tenido  que  tomarlo  del  Código  Napoleón,  ni  importarlo 
de  ningún  otro  pueblo : mas  de  tres  siglos  hace  que  así  lo  establecieron 
nuestros  mayores;  lo  que  la  ley  ha  hecho  ahora,  ha  sido  destruir  las  csccp- 
ciones  que  por  causas  suficientemente  esplicadas  en  la  Introducción  histó- 
rica habían  prevalecido. 


TEXTO  DE  LA  LEY. 

Art.  2.°  En  el  registro 
espresado  en  el  artículo  ante- 
rior (1),  se  inscribirán  (2): 
l.°  Los  títulos  (3)  trasla- 
tivos del  dominio  (4)  de  los 
inmuebles  (5)  ó de  los  dere- 


TEXTO  DEL  REGLAMENTO. 

Artículo  l.°  Conforme  á lo  dispuesto 
en  los  párrafos  l.°,  2.°  y 3.°  del  art.  2.° 
de  la  Ley,  no  solo  deberán  inscribirse 
los  títulos  en  que  se  constituyan  , reco- 
nozcan, trasmitan,  modifiquen  ú cstin- 
gan  el  dominio  ó los  derechos  reales,  que 
en  dichos  párrafos  se  mencionan,  sino 
cualesquiera  otros  relativos  á derechos 
de  la  misma  índole  , como  adquisiciones 
de  fincas  pertenecientes  á la  mitad  rc- 
servable  de  los  mayorazgos,  concesiones 
definitivas  de  minas,  caminos  de  hierro, 
aguas,  pastos  y otros  semejantes,  ó bien 
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chos  reales  (6)  impuestos  so- 

bre  los  mismos. 

2. °  Los  títulos  en  que  se 

constituyan,  reconozcan,  mo- 
difiquen ó estingan  derechos 
de  usufructo  (7),  uso  (8),  ha- 
bitación (9),  cnfitéusis  (10),  hi- 
potecas (11),  censos  (12),  ser- 
vidumbres (13)  y otros  cua- 
lesquiera reales  (14). 

3. °  Los  actos  ó contra- 
tos (15)  en  cuya  virtud  se  ad- 
judiquen á alguno  bienes  in- 
muebles ó derechos  reales, 
aunque  sea  con  la  obligación 

de  trasmitirlos  á otro  (16),  ó 
de  invertir  su  importe  en  obje- 
tos determinados  (17). 


4."  Las  ejecutorias  (18)  en 
<|ue  se  declare  la  incapacidad 


cualquier  acto  ó contrato  legítimo  que, 
sin  tener  nombre, propio  en  derecho,  mo- 
diíique  desde  luego  ó en  lo  futuro,  algu- 
na de  las  facultades  del  dominio  sobre 
bienes  inmuebles  ó derechos  reales. 

Art.  2.°  Los  actos  y contratos  que 
con  diferentes  nombres  se  conocen  en 
las  provincias  regidas  por  fueros  especia- 
les, y producen  respecto  á los  bienes 
inmuebles  ó derechos  reales,  cualquiera 
de  los  efectos  indicados  en  el  artículo 
precedente , estarán  también  sujetos  á 
inscripción.  Tales  son  entre  otros,  el 
usufructo  conocido  en  Aragón  con  el 
nombre  de  Viudedad,  el  contrato  deno- 
minado en  Cataluña  Heredamiento  uni- 
versal y otros  semejantes,  siempre  que 
hayan  de  surtir  alguno  de  los  mencio- 
nados efectos. 

Art.  3.°  La  obligación  de  trasmitir  á 
otro  el  dominio  de  cualquier  inmueble  ó 
derecho  real,  ó de  constituir  sobre  tfno 
ú otro  algún  derecho  de  la  misma  índo- 
le, no  estará  sujeta  á inscripción.  Tam- 
poco lo  estará  la  obligación  de  celebrar 
en  lo  futuro  cualquiera  de  los  contratos 
comprendidos  en  los  dos  artículos  ante- 
riores, á menos  que  en  uno  ú otro  caso, 
sea  garantida  dicha  obligación  personal, 
por  medio  de  otra  real. 

Art.  6.°  Se  entenderá  por  título  pa- 
ra todos  los  efectos  de  la  inscripción, 
el  documento  público  y fehaciente  entre 
vivos  ó por  causa  do  muerte,  en  que  fun- 
de su  derecho  sobre  el  inmueble  ó dere- 
cho real , la  persona  á cuyo  favor  deba 
hacerse  la,  inscripción  misma. 

Cuando  dicha  persona  tuviere  mas  de 
un  título,  bien  porque  siendo  heredero  () 
legatario , funde  su  derecho  en  un  testa- 
mento y en  una  partición,  bien  porque 
poseyendo  bienes  que  le  han  sido  dispu- 
tados, es  mantenido  en  su  propiedad 
por  transacción  ó sentencia  ejecutoria,  ó 
bien  por  otra  cualquier  causa,  deberá 
inscribirse  cada  uno  de  dichos  títulos, 
aunque  si  fuere  posible,  podrá  pedirse 
que  se  comprendan  todos  en  una  sola 
inscripción. 

Art.  7.°  El  propietario  que  carezca 
de  título  escrito  de  su  propiedad,  inscri- 
birá el  derecho  que  se  le  declare  por 
providencia  judicial , con  arreglo  al  ar- 
tículo 397  de  la  Ley. 

Art.  4.°  Las  sentencias  ejecutorias 
que  deben  inscribirse  conforme  á lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  4.°  del  arlículo  2.° 
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legal  para  administrar  (19),  ó la 
presunción  de  muerte  de  per- 
sonas ausentes  (20);  se  impon- 
ga la  pena  de  interdicción  (21) 
ó cualquiera  otra  por  la  que 
se  modifique  la  capacidad  ci- 
vil de  las  personas  en  cuanto 
á la  libre  disposición  de  sus 
bienes  (22). 

5 . 0 Los  contratos  de  arren- 
damiento (23)  de  bienes  in- 
muebles por  un  período  que 
esceda  de  seis  años  (24). 

6 .°  Los  contratos  de  arren- 
damiento de  bienes  inmue- 
bles en  que  se  hayan  antici- 
pado las  rentas  de  tres  ó mas 
años  (25). 


de  la  Ley,  no  son  tan  solo  las  que  espre- 
samente  declaren  la  incapacidad  de  al- 
guna persona  para  administrar  sus  bie- 
nes, ó modifiquen  con  igual  espresion  su 
capacidad  civil , en  cuanto  á la  libre  dis- 
posición de  su  caudal , sino  también  to- 
das aquellas  que  produzcan  legalmcnte 
una  ú otra  incapacidad,  aunque  no  la 
declaren  de  un  modo  terminante. 


Art.  S.°  Lo  dispuesto  en  los  párra- 
fos 5.°  j 6.°  del  art.  2.°  de  la  Ley,  res- 
pecto á la  inscripción  de  los  contratos 
de  arrendamiento,  será  aplicable  tam- 
bién á los  de  subarriendo,  subrogacio- 
nes, cesiones  y retrocesiones  de  arren- 
damientos, siempre  que  tengan  las  cir- 
cunstancias espresadas  en  dichos  párra- 
fos; pero  debiendo  hacerse  en  tales  ca- 
sos, no  una  inscripción  nueva , sino  un 
asiento  de  nota  marginal  á la  inscripción 
que  ya  estuviere  hecha  del  arrendamien- 
to primitivo. 


Comentario. 

4.  En  el  registro  espresado  en  el  articulo  anterior . Algunos  de  los 
que  nos  preceden  en  la  publicación  de  Comentarios  á la  Ley  hipotecaria,  al 
examinar  las  palabras,  de  que  aquí  tratamos,  han  echado  de  menos  algunas 
otras  que  en  su  concepto  debería  haber  para  que  apareciera  de  lleno  el  pen- 
samiento del  legislador.  Estas  palabras  habrian  de  referirse  á que  el  registro 
en  que  han  de  hacerse  las  inscripciones  fuera  el  del  lugar  en  que  radican 
las  fincas  que  se  inscriben.  En  su  sinceridad  ni  dudan  de  que  ésta  es  la  in- 
teligencia de  la  ley,  ni  temen  que  su  silencio  pueda  dar  lugar  á otra  inter- 
pretación : creen  sin  embargo  que  siguiendo  el  ejemplo  de  nuestro  derecho 
anterior  (a),  el  del  proyecto  de  Código  civil  ( b ) y el  de  diferentes  legislacio- 


(a)  Aludimos  aquí  á las  leyes  3 y 4 del  tít.  XVI  del  libro  X de  la  Novísima  Re- 
copilación. La  primera  dice  en  su  núm.  i.°,  que  será  obligación  de  los  escribanos 
de  ayuntamiento  de  las  cabezas  de  partido  tener  registros  separados  de  cada  uno  de 
los  pueblos  del  distrito  en  que  se  tome  la  razón  respectiva  al  pueblo  en  que  estu- 
vieren situadas  las  hipotecas,  lo  que  después  hace  estensivo  á todos  los  asientos 
de  enajenación,  gravámen,  liberación,  retlencion  y demás  de  que  con  arreglo  á la 
misma  ley  debe  tomarse  razón  en  los  oficios  de  hipotecas. 

La  segunda  ley,  antes  indicada,  ordena  en  su  núm.  l.°,  que  de  las  escrituras  é 
hipotecas  de  donaciones  piadosas  debe  tomarse  precisamente  razón  en  el  oficio  y 
contaduría  de  hipotecas  establecida  en  la  cabeza  de  partido  donde  respectivamente 
se  hallan  sitas  las  alhajas  gravadas,  y como  si  esto  no  fuera  bastante  , añade  en 
el  núm.  3.°  que  los  registros  deben  hacerse  no  en  las  capitales  en  que  se  hallen 
los  cuerpos,  comunidades  y acreedores  respectivos , sino  en  los  correspondientes 
oficios  de  hipotecas  destinados  á este  efecto  en  ks  cabezas  particulares  del  partido 
donde  están  situadas  las  mismas  hipotecas. 

(1)  El  art.  1819  del  Proyecto  del  Código  civil  dice:  «En  cada  uno  de  los  distri- 
tomo  i.  31 
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nes  eslraDjeras  (a),  hubiera  convenido  evitar  la  emisión.  Sin  que  neguemos 
la  importancia  de  la  observación , m la  buena  fe  con  que  se  hace  , ni  la  be- 
nevolencia con  que'se  propone,  y sin  que  de  modo  alguno  tratemos  de  justi- 
ficar la  omisión  que  se  atribuye  al  artículo,  y conviniendo  sinceramente  en 

uc  las  palabras  que  se  echan  de  menos,  nunca  podían  ser  perjudiciales,  y 
míe  completarían  mas  y mas  el  pensamiento  del  artículo  , por  mas  que  no 
las  reputemos  necesarias,  examinemos  lo  que  aquí  es  mas  interesante,  á sa- 
ber si  el  artículo  puede  ser  interpretado  de  manera  diferente.  Nuestra  opi- 
nión es  que  no  cabe  otra  inteligencia:  en  ello  y en  los  motivos  de  que  pudo 
nacer  la  omisión  estamos  de  completo  acuerdo  con  los  que  habiéndola  no- 
tado, se  han  hecho  de  propósito  cargo  de  la  cuestión  que  examinamos. 

En  las  leyes  complejas,  como  es  la  hipotecaria,  ningún  artículo  puede 
ser  considerado  aisladamente  del  resto  de  la  obra : por  el  contrario , todos 
ellos  forman  un  solo  todo,  y se  esplican  y se  completan  recíprocamente. 
Esta  es  una  regla  general  de  interpretación  sin  la  cual  ninguna  ley  podría 
ser  bien  entendida  y aplicada.  Si  con  arreglo  á este  criterio  examinamos 
las  palabras  del  artículo  segundo,  á que  aquí  nos  referimos,  verémos  que 
son  una  continuación  del  anterior,  en  el  cual  se  fijan  por  límites  de  cada  re- 
gistro los  señalados  al  respectivo  partido  judicial,  y cuando  se  trata  de 
derechos  reales  en  bienes  inmuebles  sin  relación  ninguna  á las  personas 
que  los  poseen,  no  parece  dudoso  que  la  única  interpretación  que  puede  dár- 
sele es  la  en  que  todos  convienen,  aun  en  el  supuesto  de  que  no  fuera  bas- 
tante espresivo  el  artículo.  Si  cupiese  alguna  duda  en  esta  materia,  vendría 
á disiparla  por  completo  el  artículo  228  de  la  ley  al  establecer  que  en  el 
registro  de  la  propiedad  se  abra  uno  particular  á cada  finca  en  el  libro  cor- 
respondiente, asentando  por  primera  partida  la  primera  inscripción  que  se 
pida  relativa  á la  misma  finca,  siempre  que  sea  de  traslación  de  propiedad, 
ó siendo  de  otra  especie,  se  traslade  al  registro  la  inscripccion  última  de 
dominio  que  se  haya  hecho  en  los  libros  antiguos  á favor  del  propietario 
cuya  finca  quede  gravada  por  la  nueva  inscripción.  De  este  artículo  se  in- 
fiere: d.°,  que  cada  finca  corresponde  necesariamente  á un  registro  en  el 
que  han  de  hacerse  todas  las  inscripciones  á ella  referentes;  2.°,  que  este 
registro  es  único,  y o.°,  que  ha  de  ser  el  del  partido  en  que  está  sita  la  fin- 
ca, porque  de  otro  modo  no  podría  hacerse  en  su  caso  la  traslación  de  los  an- 
tiguos libros  á los  nuevos,  puesto  que  por  disposición  espresa  de  las  leyes, 
a razón  de  las  enajenaciones,  gravámenes  é hipotecas  se  tomaba  antes  en 

os  puo  os  en  que  estaban  situadas  las  fincas  enajenadas,  gravadas  ó hi- 
potecadas. 
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Pero  sobre  estas  consideraciones  tomadas  del  tenor  literal  de  la  ley  se  ele- 
va otra  muy  superior  á ellas,  porque  se  deriva  de  su  espíritu,  ó por  mejor  de- 
cir, porque  es  su  espíritu,  su  base  fundamental,  el  gran  principio  que  la  do- 
mina. Esta  consideración  es  la  de  la  publicidad,  que  quedaría  anulada  desde 
el  momento  en  que  cada  uno  pudiera  hacer  la  inscripción  en  el  registro  que 
mejor  cuadrara  á su  capricho.  El  registro  de  cada  finca  es  su  historia,  es  la 
série  de  contratos  y actos  que  manifiesta  todas  sus  vicisitudes,  sus  enajena- 
ciones, sus  desmembraciones,  sus  modificaciones  y sus  cargas;  en  él  tiene 
que  aparecer  el  estado  verdadero  de  la  propiedad  y las  garantías  que  ofre  - 
ce  al  que  trata  de  adquirirla  ó de  imponer  sobre  ella  capitales;  para  esto  es 
necesario  que  el  registro  de  cada  finca  sea  uno  solo:  de  otro  modo  seria 
imposible  la  publicidad,  puesto  que  habría  necesidad  de  acudir  á todos  los 
registros  del  Reino  para  tener  conocimiento  de  las  diversas  vicisitudes  de 
la  finca,  á lo  que  se  agrega  el  desorden  que  la  libertad  ilimitada  de  poder 
inscribir  donde  se  quisiera,  produciría  en  los  registros.  Nadie  pues  de  bue- 
na fé  puede  creer  que  la  ley  admita  una  interpretación  diametralmente 
opuesta  al  principio  que  es  su  alma  y la  base  de  todo  su  sistema;  lo  contra- 
rio, como  dijo  D.  Carlos  III  muy  oportunamente  (a),  produciría  grandísima 
confusión  y perjuicios  sucesivos. 

En  esta  opinión  viene  á fortalecernos  aun  mas  el  reglamento  que  pol- 
la circunstancia  de  haber  sido  redactado  por  la  Comisión  misma  que  for- 
muló el  proyecto  de  la  ley  hipotecaria,  puede  ser  considerado  como  la 
espresion  mas  fiel  de  su  espíritu  y que  de  todos  modos  es  la  inteligencia 
que  el  Gobierno  le  ha  dado  en  su  aplicación.  Fácil  nos  seria  aquí  citar  di- 
ferentes artículos  que  vienen  á demostrarlo;  elegimos  solo  el  que  nos  parece 
mas  directo,  mas  concluyente,  y que  por  sí  solo  es  decisivo.  Este  es  el  17 
al  establecer  que  si  en  un  mismo  título  se  enajenaren  ó gravaren  diferentes 
bienes  situados  en  distintos  partidos  judiciales',  se  inscriba  cada  uno  de 
ellos  en  los  registros  respectivos  y que  si  la  finca  radicare  en  territorio  de 
dos  ó mas  partidos , se  haga  la  inscripción  en  los  registros  de  todos  ellos, 
incluyendo  en  cada  uno  tan  solo  la  parte  de  la  misma  finca  que  en  él  es- 
tuviere situada.  No  puede  ser  mas  claro  ni  mas  esplícito  el  testo  del  regla- 
mentó. 

También  aparece  esta  interpretación  dada  por  el  Gobierno  en  un  acto 
posterior  al  reglamento,  en  la  Instrucción  sobre  la  manera  de  redactar  los 
instrumentos  públicos  sujetos  á registro,  en  cuyo  artículo  o.0,  al  tratar  de 
los  actos  ó contratos  en  que  se  declara  ó reserva  algún  derecho  real  á favor 
de  tercero  que  podría  ser  perjudicado  si  no  se  registrase  el  documento,  se 
ordena  que  el  escribano  ante  quien  se  otorga  el  acto  ó contrato  remita  di- 
rectamente la  copia  al  registro  correspondiente , palabra  ociosa  sin  duda  y 

(a)  Níim.  3 de  la  ley  4,  tít.  XVI,  lib.  X de  la  Nov.  Recop. 
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que  daría  lugar  á dudas  fundadas  si  fuera  lícfto  á cada  uno  inscribir  donde 

^Para  ^0^00^6  duda  de  que  esta  fué  la  inteligencia  que  se  le  dió  en 
rrtrtps  nuede  observarse  que  dos  diputados  que  hablaron  de  este  partí- 
cular  así  expresamente  lo  dijeron:  uno  de  ellos  (a)  con  estas  palabras  «el 
,reffistro  debe  hacerse  naturalmente,  aunque  la  Ley  no  lo  diga,  en  el 
•punto  en  que  radiquen  las  fincas  que  van  á registrarse:»  el  otro,  que  era 
individuo  de  la  Comisión  del  Congreso,  (b)  dió  por  supuesto  que  la  Ley  ha- 
bía sentado  el  principio  de  que  debian  registrarse  los  gravámenes  de  las 
fincas  en  el  punto  donde  éstas  radican.  En  las  Cortes,  pues  , se  entendió  la 
Ley  del  mismo  modo  que  nosotros  la  comprendemos. 

De  todos  modos,  bueno  es  que  á pesar  de  la  omisión  que  se  atribuye  á 
la  lévenla  parte  del  artículo  á que  aquí  nos  referimos,  sea  unánime  la  opi- 
nión de  que  solo  puede  ser  entendida  de  la  manera  que  dejamos  esplicada. 
Esto  prueba  que  no  debe  ser  la  falta  de  gran  importancia,  cuando  sin  nin- 
guna adición  aparece  clara  la  ley  en  términos  que  no  dá  lugar  á interpre- 


taciones encontradas. 

¿Y  cuál  será  el  registro  en  donde  los  dueños  ó las  empresas  propietarias 
de  los  ferro- carriles,  canales,  caminos  ú otras  obras  públicas  que  saliendo 
de  los  límites  de  un  partido  judicial  se  esliendan  á varios,  deberán  inscribir 
su  propiedad  y los  derechos  reales  que  sobre  ella  se  constituyan?  Hace  al- 
gunos años,  cuando  no  se  pensaba  en  la  formación  de  la  Ley  hipotecaria, 
que  fui  consultado  con  otros  letrados  acerca  de  este  punto, y sin  vacilar  to- 
dos fuimos  de  opinión  que  las  tomas  de  razón,  como  entonces  se  decía  , de- 
bian hacerse  en  todos  los  registros  de  los  partidos  judiciales  por  donde  pasa- 
ban, ó si  no  se  trataba  de.toda  la  vía,  sino  solo  de  una  parte  de  ella,  en  los 
partidos  á que  esta  parte  correspondía.  Sin  necesidad  de  declaración,  esto 
debía  sobreentenderse:  mas  el  Reglamento  (c)  ha  venido  á disipar  cualquier 
duda  que  en  el  particular  pudiera  suscitarse  al  ordenar,  según  antes  digi- 
mos,  que  cuando  una  finca  radique  en  territorio  de  mas  de  un  partido  ju- 
dicial, la  inscripción  se  haga  en  todos  ellos,  incluyendo  encada  uno  la 
parte  de  la  finca  que  en  él  estuviere  situada. 

2.  Se  inscribirán.  ¿Qué  quiere  decir  esta  palabra?  ¿Acaso  que  todos 
los  títulos,  actos,  contratos  y ejecutorias  de  que  trata  este  artículo,  han  de 
inscribirse  necesariamente,  ó que  cuando  se  inscriban,  ha  de  ser  en  el  re- 
gistro que  espresa  el  artículo  primero?  Si  se  considera  aisladamente  este 
ar  ículo , podría  muy  bien  entenderse  de  uua  ó de  otra  manera.  Dirémos 


7 ^e^nm^de^Tsei')81''  ^l  t¡Z  d°  tárate  en  el  Congreso  de  Diputados.  (Sesión  del 

1801.)  1)lSUUb0  dcl  Sr’  Perm^yer,en  el  Congreso  de  los  Diputados  (8  de  enero  de 
(e)  Art.  17. 
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mas;  la  palabra  inscribirán  afectando  á todos  los  títulos  y actos  que  el  ar- 
tículo comprende  es  tan  preceptiva,  que  parecería  debemos  inclinará  la 
necesidad  de  la  inscripción.  A diferencia  de  lo  que  hacen  las  leyes  france- 
sas imitadas  por  otros  diferentes  Estados  que  emplean  el  tiempo  presente 
para  espresar  el  precepto  del  legislador,  nosotros  usamos  generalmente  del 
futuro  mas  conforme  con  el  genio  de  nuestra  lengua  y con  nuestras  tradi- 
ciones legislativas. 

Pero  considerada  toda  la  ley  en  su  conjunto , no  podrá  menos  de  con- 
venirse .con  nosotros  en  que  la  palabra  inscribirán  no  significa  la  nece- 
sidad absoluta  de  inscribir,  sino  que  quiere  decir  que  la  inscripción,  cuan- 
do se  haga,  ha  de  ser  en  el  registro  establecido  en  la  cabeza  del  partido. 
Ya  hemos  visto  en  los  Motivos  generales  de  la  Ley  espuestos  por  la  Comi- 
sión de  Codificación,  de  que  nos  hemos  hecho  cargo  en  el  §.  l.°  de  los  Pro- 
legómenos (a),  que  la  falta  de  inscripción  en  nada  cambia  los  derechos 
y obligaciones  de  los  contrayentes,  sino  que  sus  efectos  se  limitan  ¿evitar 
perjuicios  á aquellos  que  no  hayan  sido  parte  en  el  contrato  ó acto  que  dejó 
de  inscribirse.  Para  que  la  inscripción  fuera  obligatoria , deberia  ir  acom- 
pañada de  una  sanción,  ó en  el  orden  civil,  ó en  el  penal ; y esta  sanción 
no  existe , porque  ni  imitando  el  rigor  de  nuestro  anterior  derecho  se  esta- 
blece la  nulidad  de  los  documentos  registrables  que  no  se  registren , ni  se 
introduce  ninguna  otra  medida  coactiva , como  pudiera  ser  una  multa  al 
que  no  inscriba.  No  puede  dudarse,  pues,  que  no  hay  obligación  alguna 
directa  de  hacer  la  inscripción.  Así  también  se  ha  esplicado  la  ley  en  los 
Cuerpos  colegisladores : dos  Senadores , usando  de  la  palabra  en  la  discu- 
sión para  autorizar  al  Gobierno  á que  planteara  la  Ley,  así  lo  manifesta- 
ron: uno  de  ellos  (b)  dijo  que  el  inscribir  ó no  quedaba  á la  actividad  y al 
interés  individual  de  los  interesados : el  otro  (c)  después  de  manifestar  que 
el  proyecto  no  exigía  la  inscripción,  añadió,  que  la  Ley  no  vejaría  al  que 
no  quisiera  inscribir,  y que  esto  dependería  de  su  voluntad.  Ni  podía  ser 
de  otra  manera , atendiendo  á que  no  tiene  por  objeto  la  Ley  salvar  los 
derechos  de  los  contrayentes,  sino  solo  el  de  los  terceros,  que  son  los 
que  necesitan  protección  para  que  siendo  público  y conocido  el  estado  de 
la  propiedad  , queden , en  el  caso  de  adquirirla  , ó de  prestar  sobre  ella, 
completamente  libres  de  toda  carga  que  no  aparezca  en  el  registro.  Pareci- 
das esplicaciones  á éstas  se  dieron  en  el  Congreso  de  los  Diputados:  «Cual- 
quiera otra  sanción,»  decía  un  Diputado,  «la  del  año  45  por  ejemplo,  y 
«la  de  las  leyes  tributarias  de  29  y 50,  que  sujetaban  á la  cláusula  de  nuli- 
»dad  los  documentos  registrables  y que  no  se  hubiesen  registrado,  ó cual- 

Ot)  lYig.  210. 

(b)  El  Si\  Alvarez , en  la  sesión  de  27  de  noviembre  de  I8GO. 

(<  ) Agí  lo  eligimos  en  la  espresada  sesión. 
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Bíimpra  otra  sanción  que  se  estableciera  en  este  ó en  otro  sentido , seria 
.exorbitante,  seria  injusta,  porque  llevaría  su  exigencia  mucho  mas  allá  de 
.donde  era  necesario  para  dejar  cumplido  el  objeto  de  la  Ley,  y completado 
BCI  s¡stema  que  la  misma  viene  á representar.  Toda  la  sanción  del  proyecto 
ueda  pues , reducida , como  lo  debia  quedar,  a la  meficácia  de  los  tílu- 
»los  re4trables  y que  no  se  hayan  registrado,  siempre  que  se  trate  de  ha- 
,)cerlos°valer  en  perjuicio  de  tercera  persona  (a).»  No  puede  así  dudarse 
cuál  fue  el  espíritu  que  dominó  en  las  Cortes  y la  inteligencia  que  por  todos 
se  dió  á la  palabra  inscribirán  que  comentamos. 

Mas  si  la  ley  no  estableció  obligación  alguna  directa  para  que  se  hi- 
cieran las  inscripciones , no  puede  desconocerse  que  por  medios  indirectos 
procuró  este  mismo  resultado.  Entre  estos  medios  indirectos  puede  conside- 
rarse como  el  primero  la  ineficacia  de  los  títulos  no  registrados  en  perjui- 
cio de  tercero,  de  que  acabamos  de  hablar , porque  no  es  de  presumir  que 
haya  muchos  tan  descuidados  ó tan  mal  avenidos  con  sus  intereses,  que 
omitan  la  inscripción,  dejando  todos  los  derechos  que  han  adquirido  al  ca- 
pricho del  dueño  déla  finca  ó comprada  ó sóbrela  que  han  hecho  un  présta- 
mo, el  cual,  con  una  segunda  venta,  ó con  otro  préstamo  tomado  con  la  ga- 
rantía de  la  misma  heredad,  pueda  privarlos  de  su  propiedad,  ó de  su  hipo- 
teca. No  menos  eficaces  que  este  medio  son  otros  indirectos  también,  pero 
tan  útiles  casi  como  los  directos,  y que,  en  concepto  de  algunos,  hasta 
podrían  ser  considerados  como  de  esta  última  clase,  porque  hacen  tan  pre- 
caria y triste  la  condición  de  las  personas  que  no  inscriben  los  títulos,  con- 
tratos y actos  rcgistrables , que  para  salir  de  ella  todas  las  que  sean  me- 
dianamente previsoras  y diligentes,  no  dejarán  de  inscribir.  Algunas  de  es- 
tas prescripciones  se  encuentran  en  la  ley  : á esta  clase  pertenece  la  que 
ordena  el  artículo  20  al  establecer  que  sea  causa  bastante  para  suspender  ó 
denegar  la  inscripción  la  de  no  hallarse  anteriormente  inscrito  el  dominio  ó 


derecho  de  que  se  trata  á favor  de  la  persona  que  lo  transfiera  ó grave,  y 
que  para  subsanar  esta  falta , se  haga  en  cualquier  tiempo  la  inscripción 
omitida,  mediante  la  presentación  del  correspondiente  título,  y en  su  defec- 
to estableciendo  un  modo  supletorio  para  verificarlo.  A la  misma  clase  de 
medios  indirectos  corresponde  el  prescrito  en  el  artículo  596,  el  cual  esta- 
blece, que  desde  la  publicación  de  la  Ley  no  se  admitan  ni  en  los  juzgados  y 
tribunales,  ni  en  las  oficinas  del  Gobierno  ningún  documento  ó escritura  de 
que  no  se  haya  tomado  razón  en  el  registro,  si  por  él  se  contituyeren,  tras- 
mi  icren,  reconocieren,  modificaren  ó estinguieren  derechos  sujetos  á ins- 
pcion.  n vista  de  estas  disposiciones  no  podrá  menos  de  convenirse  en 
ij  C/  / )jCn  no  Cs  ^1!ccta  la  obligación  de  inscribir,  al  menos  el  legislador 
o me  ios  mas  eficaces  tal  vez  que  los  directos,  para  llegar  al  re- 


(«■)  El  Si . t eimaujer , en  la  sesión  de  8 de  enero  de  1861. 
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sultado  apetecido.  Estamos  seguros  de  que  la  esperiencia  vendrá  á demos- 
trar la  oportuoidad  de  la  reforma.  Tanto  en  el  Reglamento  general  para  la 
ejecución  de  la  Ley  hipotecaria  , como  en  la  Instrucción  general  sobre  la 
manera  de  redactar  los  instrumentos  públicos  sujetos  á registro , se  halla 
corroborada  en  esta  parte  la  Ley  con  importantísimas  disposiciones,  que 
son  prenda  de  que  será  ejecutada.  No  debemos  decir  aquí  mas  acerca  de 
este  punto  que  tiene  lugares  mas  oportunos  para  su  esplanacion. 

Cuando  decimos  que  la  inscripción  no  es  obligatoria,  esto  debe  entenderse 
con  las  limitaciones  que  la  ley  establece  á favor  del  Estado,  de  las  provin- 
cias, de  los  pueblos  y de  las  personas  por  razón  de  su  edad,  de  su  falta 
de  capacidad  ó por  su  condición  en  el  orden  de  la  familia : la  ley  les  dá  una 
protección  especial  de  que  tendremos  ocasión  oportuna  de  tratar  en  otros 
artículos  de  la  Ley.  Hacerlo  aquí  seria  faltar  al  método  cxegético  que 
hemos  adoptado.  Bástenos  consignar  que  el  principio  de  que  la  Ley  no  hace 
obligatoria  la  inscripción  no  es  absoluto,  que  tiene  escepciones  necesarias 
aconsejadas  por  altas  razones  do  justicia , de  equidad  y de  conveniencia 
pública. 

Pero  de  esa  libertad  que  por  regla  general  hay  de  inscribir  ó de  dejar 
de  hacerlo,  han  querido  inferir  algunos  que  en  gran  parte  se  frustariael  íin 
que  debe  buscarse  de  que  toda  la  propiedad  quede  registrada.  Ya  hemos 
indicado  antes  quede  los  medios  indirectos  adoptados  por  la  Ley  esperamos 
masque  de  los  directos  establecidos  en  disposiciones  anteriores,  y ahora  aña- 
dirémos  que  á este  resultado  han  de  contribuir  muy  principalmente  las  hi- 
potecas legales  en  la  forma  en  que  se  hallan  establecidas.  A este  propósi- 
to decía  un  senador  (a)  en  nombre  de  la  comisión  al  discutirse  esta  ley,  que 
en  la  constante  movilidad  que  tiene  en  nuestros  dias  la  propiedad  ter- 
ritorial por  contratos,  por  herencia,  por  sucesión  intestada,  por  transmi- 
sión de  bienes,  por  razón  de  dote,  ó por  tantos  otros  medios  reconocidos 
por  el  derecho  civil,  para  que  pasen  los  bienes  de  una  á otra  mano,  no  se 
concibe  que  dentro  de  veinte  años  no  esté  registrada  toda  la  propiedad  in- 
mueble y asegurada  con  las  garantías  que  la  Ley  establece;  cuando  uno  sea 
muy  negligente  ó por  cualquier  otra  causa  no  inscriba  sus  bienes,  los  que 
adquieren  sus  lincas,  ya  sea  por  contrato,  ya  por  muerte,  naturalmente 
llenarán  el  requisito  de  la  inscripción  que  les  es  tan  beneficioso;  este  re- 
sultado será  auxiliado  poderosamente  por  la  necesidad  de  inscribir  en  cier- 
tos casos  los  bienes;  así  la  propiedad  hoy  insegura,  entrará  de  lleno  en  las 
condiciones  favorables  en  que  la  nueva  Ley  la  constituye. 

Lo  que  dejamos  espuesto  sirve  para  dar  al  segundo  §.  del  nrt.  535  del 
Reglamento  la  verdadera  significación  que  tiene,  al  ordenar  que  los  escri- 
banos hagan  mención  en  los  documentos  que  deban  inscribirse,  de  la  oblí- 


(</)  El  Sr.  A'.vorez,  en  1;)  Sesión  de  27  de  noviembre  de  L%0. 


248 


TÍTULO  I. 


cacion  de  presentarlo?  en  el  registro.  Esto  solo  puede  entenderse  en  los  tér- 
minos que  dejamos  espuestos;  el  Reglamento  no  se  ha  propuesto  ni  contra- 
riar la  Lev  ni  interpretarla  de  modo  diferente  a la  inteligencia  que  se  le 
iiabia  dado  en  las  Córtes : quiere  solo  hacer  un  llamamiento  á los  interesa- 
dos, y fijar  su  atención  en  los  peligros  á que  se  esponen  si  omiten  la  inscrip- 
ción que  tanto  les  importa.  ' ... 

Para  terminar  las  observaciones  en  que  el  examen  de  la  cuestión  de  si 

es  ó no  obligatoria  la  inscripción  nos  ha  empeñado,  añadirémos  que  por 
consecuencia  de  no  ser  obligatoria  y de  poderla  hacer  cada  uno  cuando  le 
convenga,  están  derogadas  las  leyes  recopiladas  y las  dadas  con  posterio- 
ridad á ellas,  del  mismo  modo  que  todas  las  disposiciones  del  Gobierno, 
cualquiera  que  sea  el  Ministerio  de  que  dimanen  y la  forma  en  que  se  ha- 
yan espedido , que  señalan  términos  para  la  inscripción , y declaran  la 
nulidad  de  los  actos  ó contratos  no  inscritos  entre  los  que  fueron  parle 
en  ellos.  Nada  de  esto  cabe  dentro  de  los  límites  de  la  nueva  Ley  hipoteca- 
ria. Respecto  á la  nulidad  de  los  actos  ó contratos  entre  los  que  han  sido 
parte  en  ellos , ya  queda  espuesto  en  otro  lugar  ( a ) lo  que  dijo  la  Comisión 
de  Códigos  en  la  Esposicion  de  Motivos:  aquí  añadirémos  lo  que  con  rela- 
ción á no  prescribir  señalamiento  de  término  para  la  inscripción  añade 
en  otro  lugar: 

tEn  el  sistema  de  la  Comisión  no  cabe  íijar  un  término,  dentro  del  cual 
«se  lleven  al  registro  los  títulos  que  para  ser  eficaces  contra  tercero  , nece- 
«sitan  la  inscripción.  En  el  interés  de  los  que  adquieren  un  derecho  está 
»la  adopción  de  las  medidas  necesarias  para  que  no  sea  ilusorio:  al  que  se 
«descuida  le  debe  perjudicar  su  negligencia , pero  solo  cuando  ésta  haya 
«inducido  á otro  por  error  á contraer  acerca  de  la  misma  cosa  que  dejó  de 
«inscribirse  oportunamente.» 


No  debe,  sin  embargo,  inferirse  de  lo  que  queda  espuesto,  que  se  ha 
dispensado  á los  escribanos  de  la  obligación  de  enterar  á los  interesados  del 
plazo  que  se  les  concede,  no  para  la  inscripción  ó la  presentación  de  títulos 
en  el  registro,  que , como  queda  dicho,  no  tienen  tiempo  limitado,  sino 
para  el  pago  de  los  derechos  que  por  la  trasmisión  de  los  bienes  inmuebles 
deben  satisfacer  al  Erario.  Presumible  es,  que  en  virtud  de  los  cambios  intro- 
ucidos  por  la  nueva  Ley,  se  adopten  disposiciones  fiscales  que,  estando 
mas  en  armonía  con  ella,  señalen  para  el  pagote  los  impuestos  otro  térmi- 
no  que  e de  ocho  dias  contados  desde  el  siguiente  al  de  la  presentación  de 

norniií»UnT^t0aen  m-  reo*stro»  es  el  que  ahora  se  halla  prefijado  (/;), 
era  antos  ^ ’falor*a  presentación  en  un  término  preciso,  como  lo 
- > po  ra  a gunas  veces  dilatarse  el  pago  indefinidamente.  Pero 


" d Rftal  (,Pcre,°  de  20  do  noviembre  de  1852. 
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mientras  esta  alteración  no  se  haga,  nada  hay  que  liberte  á los  escribanos 
de  la  obligación  que  se  les  impuso  en  la  parte  que  no  ha  sido  derogada  ni 
esplícita,  ni  implícitamente  por  la  Ley,  ni  por  ninguna  de  las  disposiciones 
que  para  su  ejecución  se  han  dado.  A esta  materia  volverémos  al  comentar  A 
el  art.  28  de  la  Ley.  ' / ' 7 

3.  Títulos.  La  palabra  título,  cuando  se  trata  de  la  adquisición  de  bie-  .. , j 
nes,  en  su  sentido  rigurosamente  jurídico  quiere  decir  el  motivo  lícito  de  la  ' [ 


í( 


adquisición  de  una  cosa  corporal  ó incorporal  que  antes  correspondía  á otro:  ^ *,:/ 
así  decimos  adquisición  por  título  oneroso  ó por  título  lucrativo,  para  signi-v¿ 
licar  si  la  adquisición  ha  impuesto  ó no  sacrificios  ó desembolsos  al  adqui- 
rente.  En  esta  acepción  se  opone  el  título  al  modo ; este  es  el  acto  mismo 
en  virtud  del  cual  el  dominio  ó el  derecho  real  pasa  del  que  lo  tenia  antes  r '{ 

al  nuevo  adquirente.  Por  esto  han  dicho  algunos,  que  el  título  es  la  cau-  / / ' ' 
sa  remota  de  adquirir,  y el  modo  la  causa  próxima ; tal  vez  habrían  hechqy'”, 
mejor  diciendo  que  el  título  es  la  causa  por  que  se  adquiere,  y el  modo,  el"  tf>  4 
hecho  mismo  de  adquirir.  Según  esto,  el  título  nace  del  contrato,  de  la  úl- 
tima voluntad , del  llamamiento  de  la  ley  en  las  sucesiones  intestadas;  al 
mismo  tiempo  que  el  modo  es  la  posesión,  la  cuasi-posesion  , la  tradición  y , / / 
la  cuasi-tradicion.  En  las  cosas  que  el  primer  ocupante  adquiere,  el  título  y J ' 
el  modo  se  confunden.  Lo  mismo  puede  decirse  de  lo  que  se  adquiere  por  ” t <i/ 
accesión  vi  et  potestale  reí  nostrce  , bien  sea  por  ser  producto  de  la  cosa  que  r r 
es  nuestra , como  acaece  con  los  frutos , bien  por  haberse  incorporado  á 
ella  naturalmente,  como  acontece  respecto  á los  bienes  inmuebles  con  el 
aluvión,  con  la  fuerza  manifiesta  del  rio  cuando  el  dueño  de  la  finca  perju- 
dicada diere  lugar  á que  la  incorporación  sea  perfecta  sin  hacer  reclamación, 
y con  la  mutación  de  cauce  de  los  rios,  bien  por  haberse  incorporado  á ella 
artificialmente,  de  cuy$  incorporación  en  las  cosas  inmuebles  puede  servir 
de  ejemplo  la  edificación  en  suelo  ajeno,  que  cede  el  dueño  de  éste:  en  ta- 
les clases  de  accesiones , el  título  y el  modo  también  se  confunden  : puede 
decirse  que  estas  accesiones,  mas  que  una  adquisición  nueva , son  la  esten- 
sion  y los  efectos  del  derecho  de  propiedad.  Pero  en  las  cosas  que  corres-  .. 
ponden  aun  tercero  es  necesario  para  el  traspaso  de  la  propiedad  y de  los^ r 
demás  derechos  en  la  cosa,  que  concurran  el  título  y el  modo;  el  título  úni-/  í < " 
caraente  nos  dá  el  derecho  á la  cosa;  es  solo  causa  de  una  obligación  perso-A 
nal:  el  derecho  en  la  cosa  se  constituye  por  el  modo.  Al  tratar  en  el  núra.  6 
del  presente  comentario  de  les  derechos  reales,  completarémos  estas  ideas: 
allí  manifestarémos  también  los  casos  en  que  sin  necesidad  de  posesión,  de 
cuasi-posesion,  de  tradición,  ni  de  cuasi-tradicion,  se  traspasa  el  dominio, 
lo  que  es  una  escepcion  de  la  regla  general  que  aquí  dejamos  indicada. 

En  una  obra  de  la  naturaleza  de  la  que  publicamos  no  podemos  descen- 
der á todos  los  puntos  especiales  que  incidentalmente  tenemos  que  tocar, 
sino  á los  que  mas  inmediatamente  se  refieren  á la  Ley  hipotecaria.  Lo  con- 
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trario  seria  escribir  un  tratado  sobre  todo  el  Derecho;  estas  obras  suponen 
los  conocimientos  elementales  del  derecho  civil  para  que  puedan  ser  bien 

/ ' *■  x ^^Ta^ñlficácion  que  hasta  aquí  hemos  dado  á la  palabra  titulo,  no  es  la 

* , ’ * ' 1 * ( ^que  ticne°en  el  texto.  En  éste  se  toma  por  la  escritura  en  que  se  hace  cons- 

£ , f<  5-í-  tar  el  acto  ó contrato,  en  virtud  del  cual  se  acredita  el  derecho  que  se  tie* 

< : ' ¿ ne  en  alguna  cosa  inmueble.  Se  aplica  á lo  que  es  efecto  la  palabra  con  que 

< • ' V"'  « 'I  * ' se  significa  la  causa;  y esta  locución,  vulgar  en  un  principio,  ha  venido  á ser 
jurídica  , por  haberse  empleado  por  diversas  leyes  en  el  mismo  sentido  que 
en  el  artículo  que  comentamos.  No  sucede  lo  mismo  en  las  leyes  recopiladas, 
en  las  cuales  no  vemos  usada  esta  palabra  para  significar  las  escrituras 
sujetas  al  registro:  la  ley  de  D.  Carlos  y Doña  Juana,  reproducida  por  Don 
Felipe  Ií  (o) , no  trata  de  los  títulos , sino  de  los  contratos  que  deben  regis- 
trarse : la  de  D.  Felipe  Y ( b ) usa  ya  de  la  misma  palabra  contratos , ya  de 
las  de  instrumentos  y escrituras,  palabras  que  se  repiten  en  las  de  D.  Caro- 
los III  (c),  sin  que  en  ninguna  de  ellas  se  lea  la  palabra  títulos , que  es  la 

empleada  en  este  lugar. 

f n*  La  primera  disposición  legislativa  de  alguna  importancia  referente  á hi- 
‘ ' apotecas  en  que  vemos  usada  la  palabra  títulos  ( d ) en  el  sentido  del  texto,  es 
t < r*  la  Real  órden  instrucción  de  29  de  febrero  de  1850,  para  recaudar  el  dere- 

* y *cbo  denominado  de  hipotecas,  establecido  en  Real  decreto  de  30  de  diciem- 

1 r ‘ ^ „ o.  )^rtí  1^29.  En  ella  se  encuentra  continuamente  usada  la  palabra  documen- 

* ' ■ ' " / tos,  algunas  veces  las  de  instrumentos  y aun  escrituras : mas  en  un  artículo 

'•  * cn  que  se  establece  que  no  deben  los  escribanos  de  hipotecas  cobrar  dere- 

chos por  la  toma  de  razón  en  las  traslaciones  de  dominio  sujetas  al  impues- 
to, remunerándolos  de  modo  diferente , se  escapan  como  deslizadas  las  pa- 
labras títulos  de  propiedad.  Pero  donde  ya  aparece  adoptada  en  toda  su  es- 
tension  y con  toda  la  importancia  que  en  este  texto  tiene  la  palabra  títu- 
los, es  en  el  proyecto  de  Código  civil,  que  tiene  por  epígrafe  de  uno  de  sus 
capítulos  (e)  De  los  títulos  sujetos  á inscripción,  que  es  el  mismo  del  título 
. r (V  ¡¡  estanios  comentando;  de  ella  usaron  los  redactores  de  este  importante 
, , „lral)aj°  con  Ia  niisma  libertad  y estension  que  lo  hace  la  nueva  Ley.  No  nos 
^ .parece  mal  este  cambio  de  nomenclatura:  ninguna  de  las  palabras  con - 
! L o-  c< ! (f  -~a-~  ’ documentos,  es  tan  comprensiva  como  la 

", . ‘ N ’ ni  lan  pr0pia  para  csPresar  todo  lo  que  según  la  Ley  es  regislra- 

v c ( ‘ L 0 Podria  por  otra  parte  criticarse  no  haber  conservado  la  nomen- 

ura  antigua,  cuando  después  de  ser  tan  vária  y poco  fija  como  queda 
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espuesto,  no  se  empleaba  para  representar  exacta  y completamente  la  idea 
que  la  palabra  títulos  tiene  en  la  Ley  nueva. 

El  Reglamento,  en  el  art.  6.°  que  dejamos  trascrito  en  la  cabeza  de 
este  comentario,  no  deja  duda  de  toda  la  estension  que  tiene  aquí  la  pala- 
bra título : según  él,  es  el  documento  público  y fehaciente  entre  vivos  ó por 
causa  de  muerte,  en  que  funda  su  derecho  sobre  el  inmueble  ó derecho  real 
la  persona  ú cuyo  favor  debe  hacerse  la  inscripción.  Limítase  á fijar  la  sig- 
nificación que  aquí  se  le  dá,  y lo  dice  espresamente,  reconociendo  un  modo 
implícito  que  tiene  una  aceptación  mas  lata,  que  se  estiende  á las  cosas 
muebles,  y que  significa  la  causa  por  que  se  adquiere,  según  antes  deja- 
mos espuesto. 

4.  Traslativos  de  dominio.  Significan  estas  palabras  que  el  acto  ó 
contrato  á que  el  título  se  refiere,  y de  que  es  prueba/  tenga  por  objeto 
traspasar  á otro  el  dominio  de  una  cosa , aunque  éste  todavía  no  se  haya 
trasferido. 

Fácil  es  señalar  cuáles  son  los  títulos  sujetos  á inscripción  por  ser  tras- 
lativos de  propiedad.  El  primero  que  naturalmente  se  ofrece  á la  imagina- 
ción por  ser  el  mas  frecuente,  es  el  de  compra  y venta,  al  que  siguen  los  de 
permuta,  donación,  constitución  de  dote  en  los  casos  en  que  ésta  pasa  al 
marido,  el  de  sociedad  cuando  alguno  ó algunos  de  los  socios  aporta  á ella 
bienes  cuyo  dominio  le  trasfiere,  el  retracto,  la  dación  en  pago  , la  cesión, 
la  transacción  cuando  por  una  ó mas  partes  se  ceden  bienes,  la  expropiación 
por  causa  de  utilidad  pública  que  lleva  envuelta  la  apropiación,  la  herencia 
testamentaria  ó ab-intestato,  la  mejora,  el  legado,  la  donación  por  causa 
de  muerte,  los  reconocimientos,  modificaciones  y novaciones  de  cualquiera 
de  estos  títulos,  las  restituciones  que  dejan  sin  efecto  las  enajenaciones  he- 
chas, la  rescisión  ó resolución  del  dominio  en  virtud  de  condiciones  pues, 
tas  en  el  título  de  su  adquisición  , la  restitución  de  dote  y fideicomisos,  las 
sustituciones  en  herencias  y legados  que  llegan  á producir  su  efecto,  y para 
decirlo  de  una  vez,  todos  los  títulos  en  virtud  de  los  cuales,  según  el  dere- 
cho civil,  se  adquiere  el  dominio  de  las  cosas.  Pero  entiéndase  todo  esto  con 
la  limitación  de  que  solo  se  estiende  la  inscripción  á los  bienes  raíces,  que 
son  los  únicos  que  comprende  la  Ley  hipotecaria. 

Antes  de  entrar  en  el  exámen  de  las  cuestiones  que  pueden  suscitarse 
respecto  á si  algunos  títulos  deben  ó no  inscribirse  , creemos  oportuno  lla- 
mar la  atención  de  los  lectores  á lo  que  queda  espuesto  en  los  Prolegóme- 
nos (a)  acerca  del  efecto  que  los  contratos  producen  entre  los  contrayentes 
con  absoluta  independencia  de  la  inscripción  en  el  registro.  Según  lo  allí 
copiado  de  la  Esposicion  de  motivos  presentada  al  Gobierno  por  la  Comisiop 
de  Codificación,  una  venta  que  no  se  inscribe  ni  se  consuma  por  la  tradi- 


(a)  Págs.  210,  2H  y 212. 


2Í>2 


TÍTULO  I. 


cioo  no  traspasa  el  dominio  en  ningún  caso;  si  se  inscribe,  lo  traspasa  res- 
pecto á todos-  si  no  se  inscribe,  pero  se  ha  puesto  al  comprador  en  posesión, 
éste  será  dueño  con  relación  «1  vendedor,  mas  no  respecto  á otros  adqui- 
rentes  aue  havan  cumplido  con  el  requisito  de  la  inscripción.  Lo  que  se  dice 
del  comprador  respecto  al  vendedor , es  por  igualdad  de  razón  aplicable  al 
caso  en  que  se  presente  á disputar  con  aquel  el  dominio  de  la  cosa  un  se- 
gundo comprador  que  tampoco  haya  inscrito  su  derecho ; entonces  se  deci- 
dirá la  cuestión  entre  ellos  con  arreglo  á las  leyes  de  Partida  (a),  según  las 
cuales,  el  comprador  que  ha  sido  puesto  en  posesión  de  una  cosa  que  pagó, 
va  sea  el  primero  ó el  último  contratante,  es  el  que  ha  adquirido  el  dominio, 
quedándole  . solo  al  otro  una  acción  personal  contra  el  vendedor  para  conse- 
guir ser  indemnizado,  y también  en  su  caso  la  acción  criminal  si  se  hubiere 
cometido  alguno  de  los  actos  que  erige  en  delitos  el  Código  penal. 

Por  regla  general  no  se  presentarán  dudas  respecto  á los  títulos  que,  por 
ser  traslativos  de  dominio,  están  sujetos  á inscripción.  Sin  embargo,  paréce* 
nos  conveniente  hacernos  aquí  cargo  de  algunas  dificultades  que  acerca  de 
este  punto  pueden  suscitarse  en  la  práctica  y emitir  acerca  de  ellas  nuestra 
opinión.  Esto  lo  harémos  después  de  vindicar  á nuestra  Ley  de  un  ataque 
que  se  la  ha  dirigido  por  alguno  que  quisiera  que  á imitación  de  lo  estable- 
cido en  Francia  y en  otros  Estados,  se  sujetarán  solamente  al  registro  los 
contratos  y actos  entre  vivos,  pero  no  los  de  sucesión.  De  estos  diferentes 
puntos  tratarémos  separadamente,  para  evitar  confusión,  y consultando  ó la 
claridad  y fácil  manejo  de  la  obra. 


Motivos  de  la  Ley  para  comprender  sin  distinción  todos  los  títulos 

traslativos  de  dominio. 

En  Francia  y en  otros  Estados  que  han  seguido  su  ejemplo  ( b ) hay  di- 
ferencia entre  los  títulos  traslativos  del  dominio  por  actos  entre  vivos  y los 
que  provienen  de  sucesión.  Al  paso  que  aquellos  se  trascriben,  no  así  éstos. 
Como  las  leyes  francesas  tienen  tanta  autoridad  moral  en  Europa,  conve- 
niente es  que  indiquemos,  aunque  brevemente,  las  razones  que  justifican 
nuestra  Ley.  Desde  luego  debe  tenerse  en  cuenta  que  en  esto  no  se  ha  he- 
cho innovación  alguna : el  precepto  legal  es  reproducción  de  lo  que  ya  se 
ia  a «i  establecido  (c).  Esto  no  seria  bastante  para  justificar  su  conserva- 
ción, y mucho  menos  cuando  se  han  hecho  en  la  nueva  Ley  cambios  tan 
nrüip¡n-°S  k01^  razones  haa  aconsejado.  Cuando  la  Ley  proclamaba  el 
doiPrmLi  1 3lu,t0  de  p»b|¡cidad,  no  podía  sin  gravísimas  razones  esceptuar 
( as  c ases  de  adquisición,  sin  quebrantar  su  sistema,  sin  destruir 

Í/a  v? 50,!  f;  y> ParL  v- 

{r)  Véase  la  lerpslTciov  efJ™nÍcra  correspondiente  á este  artículo. 

■'  (ocwn  «Menor  correspondiente  á este  artículo. 
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lo  mismo  que  edificaba;  si  lo  hubiera  hecho,  sobre  ser  ilógica,  habría  retro- 
cedido en  lugar  de  adelantar  en  su  camino.  Nada  hay  por  otra  parte  que 
aconseje  que  la  publicidad  no  se  requiera  igualmente  en  todas  las  clases  de 
adquisición:  lo  que  en  los  títulos  entre  vivos  se  considera  'necesario,  lo  es 
también  respecto  á los  que  á la  sucesión  testada  ó intestada  se  refieren. 
Concíbese  que  las  legislaciones  hipotecarias  que  solo  establecen  la  publici- 
dad á medias  y que  al  lado  de  las  hipotecas  inscritas  dejan  sin  inscribir 
otras  que  sin  embargo  tienen  la  misma  fuerza  que  las  que  lo  están  , sean 
muy  indulgentes  en  abrir  la  mano  para  la  relajación  del  principio,  que  nues- 
tra Ley  siempre  conserva  intacto;  entre  nosotros  esta  escepcion  no  tendría 
esplicacion  posible  y argüiría  falta  de  consecuencia.  Veamos,  sin  embargo, 
las  razones  que  se  dán  en  el  vecino  imperio  y en  los  Estados  que  le  siguen 
en  esta  materia,  para  sostener  semejante  diferencia. 

La  herencia,  nos  dicen,  en  virtud  solo  de  la  ley,  y sin  necesidad  de  ac  • 
to  de  ninguna  clase,  se  trasmite  del  finado  á su  sucesor:  la  persona  física 
de  aquel  concluyó,  pero  su  persona  jurídica  continúa:  en  todo  lo  que  á la 
sucesión  se  refiere,  el  heredero  es  considerado  como  aquel  á quien  hereda: 
no  hay  intervalo  entre  la  muerte  de  uno  y la  adquisición  de  bienes  por  el 
otro:  así,  sin  necesidad  de  tradición  ni  de  posesión,  se  trasmite  el  dominio 
en  las  adquisiciones  hereditarias.  Añádese,  la  muerte  es  un  acontecimiento 
público;  la  publicidad  de  la  transmisión  que  se  busca , está  conseguida  sin 
la  inscripción.  No  nos  convencen  estos  sutiles  argumentos;  lo  motiva- 
remos. 

No  negamos  que  en  el  terreno  científico  por  una  ficción  de  derecho,  el 
tiempo  de  la  muerte  y el  de  la  adición  espresa  ó tácita  de  la  herencia,  se 
reputan  uno  mismo,  y que  para  sostener  esta  ficción  se  retrotrae  la  adición 
al  tiempo  de  la  muerte,  de  modo  que  la  herencia  mientras  está  yacente, 
tiene  la  representación  del  heredero  (a) , y como  consecuencia  de  esto,  que 
la  persona  del  heredero  es  de  tal  modo  la  continuación  de  la  del  difunto, 
que  sin  ningún  acto  material  de  posesión,  sin  ningún  signo  esterior  que 

(a)  Esto  es  lo  que  dijo  el  jurisconsulto  Paulo  en  un  fragmento  que  está  en  el 
Digesto  (§.  t.°  de  la  ley  138,  tít.  XVII,  lib.  L):  Ovinis  lioereditas  quamvis  postea 
adeatur,  tamen  cum  tempore  mortis  continuatur.  No  carece  esto  sin  embargo  de 
contradicción:  Cuyo  dijo  por  el  contrario,  que  la  herencia  yacente  representaba  al 
linado:  Creditum  est  henreditatem  dominam  esse,  de  fundí  locum  obtinerc  (§.  I,1' 
de  la  ley  31,  tit.  V,  lib.  XXVIII  del  Digesto),  y siguiéndole  el  Emperador  Justinia- 
no,  dijo  en  sus  Instituciones  (§.  2.°,  tít.  XIV,  lib.  II):  JSondúm  enivi  adita  hoere- 
ditas  vicem  sustinet , nonheeredis  futuri , sed  defuncti.  ¿Cuál  de  estas  teorías 
es  la  exacta?  Parécenos  en  rigor  que  la  que  dá  á la  herencia  yacente  la  representa- 
ción del  heredero,  porque  el  dia  ae  la  herencia,  el  de  los  legados  y demás  disposi- 
ciones del  testador,  cede  en  el  momento  mismo  de  su  muerte,  y a él  se  atiende  pa- 
ra saber  si  tenia  ó no  capacidad  legal  para  testar.  Algunos  jurisconsultos  concillan 
estos  dos  testos,  aduciendo  otros  para  probar  que  cuando  se  considera  la  herencia 
como  yacente,  representa  la  persona  del  difunto,  y cuando  se  la  considera  como  ya 
adida,  la  del  heredero. 
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ha<?.  ronocer  aue  de  uno  á otro  se  han  trasmitido  los  bienes,  por  la  sola 

virtud  del  Derecho  pasan  al  sucesor  el  dominio  y todos  los  demás  derechos 

,as  cosas  «ae  al  antecesor  correspondían : pero  esta  ficción  necesaria  en 
el  Derecho  como  todas  las  ficciones  legales,  no  na  de  sacarse  de  sus  límites 
racionales  'atendido  el  objeto  para  que  se  introdujo,  cumplido  el  cual,  deben 
las  cosas  entrar  en  sus  condiciones  naturales.  Sirva  enhorabuena  la  ficción 
de' aue  tratamos,  para  que  se  repute  que  el  heredero  está  representado  por 
la  herencia  yacente,  para  que  lo  que  á esta  acrezca  ó decrezca,  sea  en  be- 
neficio ó en  daño  del  heredero,  para  que  sin  posesión  adquiera  el  domi- 
nio y los  demás  derechos  en  las  cosas  hereditarias  , para  que  los  frutos  de 
la  herencia  le  pertenezcan , para  que  si  fallece  después  de  la  muerte  de 
aquel  á cuya  herencia  era  llamado,  y antes  de  adirla  trasmita  el  derecho 
de  hacerlo  á sus  herederos,  para  que  su  capacidad  de  adquirir  se  retro- 
traiga al  dia  de  la  muerte  de  su  causante,  y para  los  otros  efectos  que  el 
Derecho  establece  mas  ó menos  esplícitamente;  pero  no  se  lleve  hasta  el  es- 
tremo  de  convertirla  en  daño  público  sin  necesidad  alguna  y de  modo  que 
pueda  ser  perjudicial  á un  tercero,  que  no  tiene  obligación,  ni  necesidad,  ni 
posibilidad  frecuentemente  de  conocer  el  orden  de  las  sucesiones  de  cada 
familia,  ni  la  ordenación  de  las  últimas  voluntades,  y que  reputando  por 
heredero  á aquel  que  tiene  el  concepto  público  de  serlo,  puede  ser  inducido 
á error,  y perder  los  bienes  inmuebles  que  adquirió  del  que  conceptuaba 
dueño,  ó las  sumas  que  prestó,  siendo  víctima  de  una  estafa  en  una  épo- 
ca en  que  tan  diestros  son  algunos,  que  parece  han  adoptado  como  ocupa- 
ción ú oficio  esta  clase  de  delitos.  Nadie  debe  tener  inconveniente  en  que 
aparezca  su  verdadera  propiedad  raíz  en  el  registro,  cualquiera  que  sea 
la  causa  de  su  adquisición ; al  contrario,  si  obra  de  buena  fé,  si  no  se  pro- 
pone cometer  estelionatos , esto  le  es  conveniente,  porque  dá  medida  de  su 
crédito  verdadero  y le  facilita  el  poder  proporcionarse  recursos  adecuados  á 
lo  que  tiene:  solo  por  motivos  censurables  puede  tenerse  interés  en  obrar 
de  otra  manera,  y la  Ley  no  debe  favorecer  á los  que  se  hallan  en  este 
caso. 

No  sirve  decir  que  la  muerte  de  uno  y la  calidad  de  heredero  de  otro 
son  cosas  públicas  y conocidas , y que  por  lo  tanto  una  nueva  publicidad  es 
innecesaria  , porque  ni  esto  es  siempre  exacto,  ni  es  fácil  saber  cuáles  son 
las  lincas  que  tiene  cada  uno  al  morir,  ni  si  esas  han  sido  dejadas  con  la  uni- 
versa idad  de  bienes  al  heredero,  ó si  como  legado  ó por  otra  causa  han  pa- 
sa o a sucesores  singulares.  Si  no  se  sujetaran,  pues,  á inscripción  los 
i u os  por  causa  de  muerte,  seria  necesario  que  el  adquirente  ó el  presta - 
a uvieni  *jue  buscar  en  multitud  de  antecedentes  los  medios  de  ase- 

nupvn^cLm11/1^  rcsu*tar  la  '^seguridad  que  ahora  tienen,  v que  con  el 
nuevo  sistema  ha  tratado  la  Ley  de  evitar.  * 

enos  fuerza  aun  que  estas  razones,  tiene  la  que  se  alega  con  limita- 
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cion  á la  sucesión  testamentaria,  suponiendo  que  con  la  publicidad  en  el 
registro  se  hollaría  en  algunos  casos  la  voluntad  de  los  testadores , cuyo 
respeto  está  en  el  corazón  de  todos  los  pueblos  civilizados,  pues  que  en  los 
casos  en  que  el  legatario  ignorara  la  existencia  del  testamento,  codicilo,  ó 
memoria  en  que  había  sido  agraciado  , el  heredero  podría  despojarle  de  su 
derecho  haciéndole  víctima  de  su  odio,  ó de  su  avaricia.  Para  que  este  ar- 
gumento tuviera  alguna  fuerza,  necesario  seria  que  la  Ley  fuese  impreviso- 
ra, que  diera  á los  actos  nulos  en  sí  mismos  un  valor  que  no  es  fácil  que  les 
dé,  que  estableciese  que  en  los  legados  de  cosa  determinada  el  dominio  no 
pasará  al  heredero,  que  no  diera  muchas  mas  garantías á los  legatarios  y fi- 
deicomisarios singulares  de  toda  clase  que  las  que  hasta  aquí  han  tenido,  y 
que  no  consultara  al  cumplimiento  de  la  voluntad  de  los  testadores  con  me- 
didas mas  eficaces  que  las  escasas,  insuficientes  y frecuentemente  ilusorias 
que  les  concedía  la  legislación  antigua,  á pesar  de  la  acción  hipotecaria  que 
otorgaba.  Pero  que  lejos  de  ser  así,  la  Ley  actual  los  favorece  mucho  mas 
que  la  antigua,  aparecerá  claramente  en  el  discurso  de  esta  obra  ( a ). 

Como  último  argumento  se  alega  contra  la  inscripción  de  los  títulos 
traslativos  de  propiedad  por  sucesión  que  fraccionándose  tanto  los  patrimo- 
nios, serán  los  registros  insuficientes  para  recibir  todo  lo  que  á ellos  se 
traiga;  temor  pueril  en  nuestro  concepto,  y que  á tener  alguna  fuerza, 
vendría  á convertirse  contra  todos  los  sistemas  hipotecarios  modernos,  por- 
que no  es  menor  el  movimiento  de  la  propiedad  por  actos  entre  vivos,  y 
sin  embargo,  esa  multitud  de  inscripciones  no  se  ha  considerado  nunca 
como  argumento  importante  contra  esta  institución. 

Por  estas  razones  nos  parece  que  con  buen  acuerdo  se  ha  procedido  en 
la  nueva  Ley  hipotecaria  al  seguir  lo  que  ya  venia  ordenado,  y no  dejarse 
llevar  por  imitaciones  que  admitidas  falsearían  nuestro  sistema  por  su  base. 

No  está  sujeta  á inscripción  la  obligación  de  trasmitir  el  dominio  ú otro 
derecho  real,  ni  la  de  la  celebrar  en  lo  futuro  cualquier  contrato 
traslativo  de  estos  derechos. 


No  deben  confundirse  los  títulos  á que  la  Ley  llama  aquí  traslativos  de 
dominio,  porque  son  el  documento  que  acredita  la  adquisición  de  la  pro- 
piedad, ó del  derecho  real  sobre  la  cosa  inmueble,  con  las  obligaciones  en  que 
sin  hacer  ninguna  declaración  de  trasferir  de  presente  un  derecho,  solo  se 
ofrece  hacerlo;  así  la  venta  y la  permuta  de  bienes  inmuebles  deben  ins- 
cribirse, pero  no  puede  inscribirse  la  estipulación  en  que  se  promete  ven- 
der ó permutar.  Lo  que  aquí  decimos  de  la  venta  y permuta  es  ostensivo 
igualmente  á todos  los  demás  contratos  traslativos  de  dominio  y de  los  demás 


(tí)  En  los  arts.  34,  45,  40,  47,  48,  49,  50,  51, 52,  53,  54,  55,  50,  57, 
en  su  comonlario. 


yw,  y 
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derechos  en  la  cosa  ¡amueble.  Aunque  no  hubiera  declaración  ninguna  es- 
nresa  así  se  sobreentendería:  de  la  promesa  de  vender  solo  nace  una  acción 
nersonal  la  de  promesa  {ex  extipulatu) , para  pedir  que  se  lleve  á efecto  lo 
nadado  ’esto  es,  que  se  venda;  pero  no  nace  la  acción  de  compra  {actio 
emnti)  ni  la  de  venta  {actio  venditi ) para  la  consumación  de  un  contrato  que 
no  se  ha  celebrado  y cuya  celebración  debe  reclamarse  por  la  acción  que 
nace  de  la  estipulación  ó promesa.  Esto  es  lo  que  de  una  manera  que  no  dá 
lujará  dudas  dice  el  art.  7.°  del  Reglamento,  cuyo  texto  dejamos  trascri- 
to°se"un  el  cual  la  obligación  de  trasmitir  á otro  el  dominio  de  un  inmueble 
ó derecho  real  ó de  constituir  sobre  uno  ó sobre  otro  algún  derecho  de  la 
misma  índole  no  está  sujeto  á inscripción,  como  tampoco  lo  está  la  obliga- 
ción de  celebrar  en  lo  futuro  cualquiera  de  los  contratos  comprendidos  en 
el  artículo  que  comentamos , á no  ser  que  en  uno  ú otro  caso  sea  garantida 
la  obligación  personal  por  medio  de  otra  real.  Cuando  esto  sucede,  la  ins- 
cripción no  se  hace  por  la  obligación  principal,  que  nada  tiene  en  sí  de 
real;  pero  es  real  la  accesoria  , y por  lo  tanto,  para  que  tenga  eficacia  con- 
tra tercero , necesariamente  tiene  que  estar  inscrita. 

Los  contratos  traslativos  de  dominio  bajo  una  condición  suspensiva, 
están  sujetos  á inscripción. 

No  es  necesario  que  la  venta  ó la  enajenación  sea  pura  para  que  quede 
sujeta  á la  inscripción , porque  también  se  inscriben  los  actos  y contratos 
que  están  pendientes  de  condiciones  suspensivas;  así  se  halla  implícitamen- 
te establecido  en  la  Ley,  como  se  verá  en  el  discurso  de  esta  obra  (a). 

No  debe,  sin  embargo,  desconocerse  que  podria,  si  la  Ley  no  lo  resol- 
viera, haberse  suscitado  alguna  duda.  La  condición  suspensiva  no  crea  por 
pronto  derecho  alguno  á favor  de  un  contratante;  en  ella,  como  se  dice  técni- 
camente, ni  ha  cedido  ni  ha  venido  el  dia  de  la  obligación;  es  decir,  en  el 
ejemplo  de  la  compra  y venta,  ni  ha  comenzado  para  el  vendedor  la  obli- 
gación de  entregar  la  cosa  vendida,  ni  el  comprador  tiene  el  derecho  de  pe- 
dirla; es  menester  que  se  cumpla  la  condición  de  que  la  obligación  depen- 
de, para  que  ésta  sea  completamente  eficaz.  Pero  á pesar  de  todo,  no  puede 
desconocerse  que  en  el  sistema  adoptado  por  la  Ley,  no  cabía  dar  otra  solu- 
ción á la  cuestión  propuesta;  la  condición  cuando  se  cumple,  se  retrotrae  al 
íacn  quc  se  contrató;  seria  pues,  necesario,  ó dejar  el  contrato  condicional 
( epen  lente  en  un  todo  de  la  voluntad  del  vendedor,  que  solo  con  enajenar 
ó^h^pl  ^ uri^  tercer°  que  inscribiera,  podria  eludir  la  obligación  contraida, 

dos  p«trpn°>leC  1(¡  c /nscr‘Pc‘on  á las  obligaciones  condicionales.  Entre  estos 
s>  e primero  sin  duda  era  mas  aceptable  y mas  conforme  con 

(a)  Véanse  los  arts.  {6 


y 37  y sus  comentarios. 
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los  principios  dominantes  en  la  Ley,  porque  de  este  modo,  el  registro  repre- 
senta fielmente  la  historia  de  las  heredades  y sus  diferentes  vicisitudes:  así 
se  comprende  que  el  comprador,  bajo  condición,  pueda  conservar  el  dere- 
cho que  adquiere,  y que  el  tercero  no  se  encuentre  sorprendido  con  una 
venta  ó una  carga  real  de  que  no  tenia  conocimiento.  Cuando  se  había  es- 
tendido  la  protección  al  inquilino  y al  colono  por  la  nueva  Ley  hipotecaria, 
habría  sido  una  inconsecuencia  no  conceder  seguridades  al  comprador  de 
bienes  inmuebles  bajo  una  condición  suspensiva.  No  debe  omitirse  en  la 
escritura  y en  la  inscripción  de  mencionar  la  condición  suspensiva,  porque 
de  otro  modo  se  consideraría  pura  la  venta  en  todos  sus  efectos  con  relación 
á un  tercero. 

La  enajenación  hecha  pw  un  procurador  oficioso  no  está  sujeta 
á inscripción  hasta  la  ratificación  del  dueño. 

A la  enajenación  bajo  condición  suspensiva  ha  comparado  algún  escri- 
tor la  verificada  por  un  procurador  oficioso,  esto  es,  por  el  que  vende  una 
finca  sin  mandato  ó sin  poder  bastante  del  dueño  cuando  éste  ratifica  des- 
pués el  contrato.  Dícese  al  efecto,  que  en  el  tiempo  que  media  entre  la  ven- 
ta hecha  por  el  procurador  oficioso  y la  ratificación  del  dueño , el  contrato 
está  en  suspenso,  y que  por  la  ratificación  se  retrotrae  después  al  dia  en  que 
aquel  se  celebró,  lo  que  hace  á esta  venta  muy  semejante  á la  condicional.  No 
nos  parece  aceptable  esta  idea,  por  grande  que  sea  la  autoridad  de  los  que 
la  sostengan.  La  venta  hecha  por  el  procurador  oficioso,  es  un  contrato  que 
no  tiene  eficacia  alguna  mientras  no  es  ratificado;  en  el  tiempo  intermedio 
no  puede  decirse  que  está  en  suspenso,  sino  que  no  existe:  el  dueño,  sin  con- 
traer ninguna  responsabilidad  ni  en  el  orden  civil  ni  en  el  penal,  puede  ven- 
der la  finca  á otro,  imponer  sobre  ella  servidumbres,  hipotecarla,  y en  fin 
ejercer  todos  sus  derechos  de  dominio  sin  consideración  alguna  á la  obli- 
gación antes  celebrada,  lo  que  no  podría  legalmente  hacer,  si  él  mismo  hu- 
biera vendido  bajo  condición  la  finca,  porque  entonces  tendría  que  subor- 
dinar todas  sus  obligaciones  posteriores  á la  contraida  con  anterioridad. 

No  se  opone  á esto  la  regla  general  de  que  la  ratificación  produce  efec- 
to retroactivo  (a),  y que  por  consiguiente  se  tiene  por  hecha  al  tiempo  de  la 
celebración  del  contrato  ratificado,  porque  esta  regla  está  limitada  por  otra 

(a)  Dice  el  jurisconsulto  Marciano:  Si  nesciente  domino  res  ejus  hipotbecac  da- 
ta sit,  postea  dominus  ratum  habuerit,  dicendum  est,  hoc  ipso  quod  ratum  habot, 
voluise  eum  retró  recurrere  ratihabitionem  ad  illud  ternpus  quó  convenit  (§.  1 .°  de 
la  ley  16,  tít.  1,  lib.  XX  del  Digesto).  No  son  menos  espresivas  las  siguientes  pala- 
bras del  Emperador  Justiniano  que  se  leen  en  una  constitución  suya  inserta  en 
el  Código  repetitee  prcelectionis : Cum  nostr&  novellá  lege  generaliter  oinnis  rali- 
bal)!  lio  prorsus  retrotrabatur,  etconfirmet  ea  quíc  subsecuta  sunt  (§.  inic:  de  la  ley 
7.a,  tít.  XXVIII,  lib.  IV). 

TOMO  I.  33 
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auc  no  la  admite  cuando  de  la  retroacción  resulta  perjuicio  á un  terco- 

ío,  como  sucede  en  el  caso  de  que  aquí  tratamos 

Así  han  entendido  constantemente  el  efecto  retroactivo  de  la  ratificación 
todos  los  escritores  de  derecho,  cualquiera  que  sea  su  época  y su  escuela. 
Ni  nodria  ser  de  otra  manera  sin  violar  los  principios,  porque  en  el  tiem- 
po que  media  entre  el  contrato  del  procurador  oficioso,  y la  ratifica- 
ción el  dueño  conserva  por  completo  el  ejercicio  de  sus  derechos  domi- 
nicales, que  no  sufren  coartación  ni  despojo  porque  haya  quien  sin  mandato 
ejecute  actos  que  solo  al  dueño  corresponden:  por  lo  mismo  puede  ena- 
jenar, gravar  é hipotecar  lo  que  es  suyo,  y lo  que  hace,  tiene  fuerza,  y le 
lio-a  de  tal  modo,  que  en  lo  sucesivo  no  puede  hacer,  ni  por  lo  tanto  ratifi- 
cad actos  contrarios  á las  obligaciones  que  ya  tiene  contraídas  irrevocable- 
mente. De  todo  esto  se  infiere,  que  la  venta  hecha  por  el  procurador  oficio- 
so, no  puede  equipararse  á la  condicional. 

Y ¿la  venta  hecha  por  el  procurador  oficioso,  estará  sujeta  á la  ins- 
cripción antes  de  que  sea  formalmente  ratificada  por  el  dueño?  Nos  parece 
que  debe  contestarse  negativamentes  á la  pregunta.  El  acto  del  que  sin 
autorización  bastante  del  dueño  de  una  finca  la  vende,  no  tiene  por  sí  efica- 
cia alguna:  hasta  que  sobre  él  recae  la  ratificación,  es  un  acto  imperfecto 
que  necesita  ser  completado  para  que  haya  contrato  de  venta;  no  hay  título 
traslativo  de  dominio,  porque  éste  solo  puede  provenir  de  aquel  á quien 
corresponde  el  señorío,  ó del  que  legítimamente  tenga  su  representación,  ya 
sea  por  estar  investido  de  poder  que  á ello  le  faculte,  ya  por  hallarse  autori- 
zado por  la  Ley.  El  que  no  se  encuentra  en  ninguno  de  estos  casos,  no  puede 
otorgar  una  escritura  de  enajenación  de  finca  ajena,  ó de  constitución  de  otro 
derecho  real  sobre  ella  en  la  esperanza  de  que  su  dueño  ratificará  sus  actos: 
esto  daria  lugar  á abusos  escandalosos,  que  las  leyes  no  autorizan,  limitán- 
dose en  su  sabiduría  á proteger  á los  hombres  generosos  que  movidos  de  un 
sentimiento  de  parentesco,  de  amistad  ó de  compasión,  administran  los  ne- 
gocios del  que  los  tiene  abandonados,  y dan  fuerza  á los  actos  que  en  la  ad- 
ministración, y atentos  solo  al  bien  de  los  ausentes  ejecutan.  Salir  de  estos 
límites,  admitir  la  regla  de  que  un  gestor  de  negocios  puede  vender,  otor- 
gar escrituras  de  venta,  é inscribirlas  sin  autorización  ninguna  del  dueño, 
cuando  sabe  que  no  está  autorizado  para  ello,  y tiene  la  seguridad  de  que 
no  trasmite  el  dominio,  y querer  después  que  este  acto  no  tome  su  fuerza 
e a i atilicacion,  y que -solo  desde  ella  se  considere  perfecto,  sino  que  se 
re  rotraiga  al  de  la  celebración  del  contrato  hecha  por  el  procurador  oficio- 

i a l^UG-  ^ ^0S  fl,ie  en  intermedio  adquirieron  directamente  y del 

no  c cOmmio,  v oportunamente  lo  inscribieron,  no  nos  parece  acepta- 

rpnninÜp!'^  f',lle  cncontrémos  algún  jurisconsulto  estranjero  de  merecido 

aconseian  ^ ° S0sten£a*  ^ esto  fi110  *a  razón  y los  principios  generales 
’ ‘ opinaríamos,  aunque  la  Lev  guardara  completo  silencio,  se  en- 
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cuentra  decidido  en  su  testo.  Según  el  art.  20,  es  bastante  causa  para  sus- 
pender ó negar  la  inscripción,  lá  de  no  hallarse  inscrito  el  dominio  ó dere- 
cho de  que  se  trate  á favor  de  la  persona  que  lo  trasíiera  ó grave,  como  es- 
pondrémos  con  mayor  detención  al  comentar  el  espresado  artículo , lo  que 
implícitamente  escluye  la  venta  oficiosa  porque  no  está  la  inscripción  he- 
cha á favor  del  que  transfiere  ó grava,  ni  hay  medio  legal  de  que  pueda  ser 
subsanada  por  él  esta  falta  sin  la  aprobación  del  dueño  de  la  finca;  pero  en- 
tonces, que  es  cuando  únicamente  podría  hacerse  la  inscripción,  habría  ya 
un  verdadero  mandato  consignado  en  el  poder  que  al  efecto  diera  el  dueño, 
y no  seria  oficioso  el  procurador. 

Las  enajenaciones  bajo  condiciones  rescisorias  ó resolutorias  están  sujetas 

á inscripción. 

No  presenta  ninguna  dificultad  la  venta  ó cualquier  otro  contrato  ó acto 
sujeto  á condiciones  resolutorias  ó rescisorias:  su  inscripción  procede  desde 
luego.  En  los  contratos  que  se  celebran  con  una  condición  resolutoria,  no 
quieren  los  contrayentes  que  se  suspenda  la  ejecución  de  lo  convenido,  sino 
solo  que  llegando  el  caso  previsto  en  la  condición,  el  contrato  se  resuelva, 
esto  es,  que  quede  sin  efecto  la  enajenación  ó derecho:  hay  por  lo  tanto  un 
título  traslativo  del  dominio,  ó de  derecho  real  que  desde  luego  produce  su 
efecto.  La  rescisión  de  un  acto  ó contrato , es  un  hecho  posterior  á él,  que 
le  supone  una  condición  ó un  vicio  que  sea  causa  de  su  nulidad:  pero  mien- 
tras esto  no  sucede,  el  «contrato  rescindible  tiene  á su  favor  la  presunción 
de  validez,  produce  de  lleno  sus  efectos,  y nada  impide  que  se  inscriba:  la 
falta  de  inscripción  produciría,  pues,  todas  sus  funestas  consecuencias  con- 
tra el  adquirente  si  por  su  negligencia  un  tercero  hubiera  inscrito  antes 
que  él.  No  dirémos  mas  respecto  á este  punto:  hay  un  artículo  en  la 
Ley  (a)  mas  á propósito  para  examinarlo:  allí  corapletarémos  lo  que  en  esto 
lugar  nos  limitamos  á indicar  ligeramente  respecto  á todas  las  enajenacio- 
nes sujetas  á condiciones  rescisorias  ó resolutorias,  y por  lo  tanto  de  las 
que  lo  están  á los  pactos  de  ley  comisoria , de  adición  en  dia,  y de  retro- 
venta. 


La  enajenación  de  las  acciones  reivindicatorías  de  inmuebles 
está  sujeta  á inscripción. 

La  Ley  hipotecaria,  en  uno  de  los  artículos  que  siguen  ( b ),  se  conforma 
en  la  calificación  de  bienes  inmuebles  á la  doctrina  establecida  en  nuestro 


(a)  Art.  16. 

(b)  Art.  •*. 


2G0 


TÍTULO  I. 


derecho,  limitándose  á declarar  que  para  sus  efectos  no  lo  son,  m los  oficios 
nfddicos  enajenados  de  la  Corona,  n.  las  inscripciones  de  la  Deuda  publica, 
«¡las  arciones  de  Bancos  y compañías  mercantiles,  aunque  sean  nomi- 
nativas  No  es  e«ta  la  ocasión  de  tratar  de  tales  limitaciones:  tampoco  lo  es 
na  a esnoner  nuestro  derecho  respecto  á las  cosas  que  según  él  son  mue- 
bles ó inmuebles:  lugar  mas  oportuno  (a)  tenemos  para  decir  lo  que  á la  es- 
nlicacion  de  la  Ley  hipotecaria  estimamos  conducente.  Aquí  solo  podemos, 
sin  alterar  el  orden  de  la  ley,  examinar  si  las  acciones  reivindicatorías  de 
los  bienes  raíces  deben  considerarse  como  cosas  inmuebles,  acudiendo  á 
nuestro  derecho  común,  que  en  el  silencio  de  la  Ley  que  comentamos, 


debe  ser  el  consultado. 

El  célebre  jurisconsulto  Paulo  dijo  en  un  fracmento  que  por  su  impor- 
tancia ha  sido  colocado  en  el  Digesto  entre  las  regias  del  derecho  ( b ):  Is  qui 
habet  actioncmad  rem  recuperandam , ipsamrem  habere  videtur.  Esta  re- 
gla no  debe  ser  entendida  literalmente  , porque  sin  duda  es  mejor  tener  la 
cosaque  la  acción,  según  concisamente  escribió  Pomponio  [c)_;  lo  que  quiere 
decir  es,  que  por  ficción  del  derecho,  el  dominio  de  la  cosa  no  poseída  por 
el  dueño  está  reemplazado  por  la  acción  reivindicatoría,  á lo  que  es  consi- 
guiente que  ésta  toma  el  carácter  de  cosa  inmueble  cuando  se  retiere  á la 
propiedad  de  bienes  raíces.  Esta  ha  sido  la  doctrina  corriente  entre  los  ju- 
risconsultos de  todas  épocas.  Pothier (d)  dijo  á este  propósito:  Actio  ad  mo- 
bile  est  mobilis;  actio  adinmobUe  cst  inmobilis.  Entre  nosotros  esta  doctri- 
na ha  sido  aceptada:  nuestros  jurisconsultos  han  seguido  la  escuela  de  los  ro- 
manos, como  lo  han  hecho  por  regla  general  los  demás  Estados  de  Europa. 
El  Código  civil  francés  ha  ido  mas  adelante:  ha  elevado  á ley  la  máxima  ro- 
mana, declarando  que  por  el  objeto  á que  se  aplican  son  bienes  raíces  las 
acciones  reivindicatorías  de  cosas  inmuebles,  ejemplo  imitado  en  otros  va- 
rios códigos  modernos.  A esto  parece  adherirse  nuestro  proyecto  del  Có- 
digo civil  (e).  No  creemos,  pues,  que  haya  motivo  para  esciuir  de  la  inscrip- 
ción las  acciones  reivindicatorías  de  inmuebles:  haciéndolo,  nos  pondríamos 
en  contradicion  con  nuestros  precedentes. 

Pero  no  solo  por  esta  consideración  opinamos  así:  hay  otras  mas  fuertes 
que  nos  moverían  á ello,  aunque  no  encontramos  ni  testos  esp  resos,,  ni  doc- 
tiina  recibida  en  este  sentido.  El  que  traspasa  á otro  la  acción  reivindica- 
toiia.de  ana  cosa  inmueble,  no  le  traspasa  la  misma  cosa;  lejos  de  esto,  al. 
a quircnte  se  transfiere  solamente  un  derecho  mas  ó menos  dudoso , mas  ó 


(a)  El  comentario  al  art.  4.° 

ffi  l ov  ‘>0¿  fí*!  XV11,  lib-  E de!  Dig. 

J i "7  del  mismo  título  y libro. 
y1)  Lmumunantó,  mu»,  (¡o.  ' 

(c)  .Vrt.  3oO.  Son  bienes  inmuebles 
dios  reales  sobre  bienes  inmuebles. 


8.°  Las  servidumbres  y demás  derc- 
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menos  contestable:  su  acción  ha  de  correr  los  azares  de  un  pleito;  pero  si 
llega  á triunfar,  si  la  acción  que  antes  representaba  al  dominio  es  reempla- 
zada por  la  declaración  judicial  del  dominio  mismo,  no  puede  decirse  que 
este  dominio,  que  esta  propiedad  tiene  como  título  la  sentencia  ; ésta  se  ha 
limitado  á hacer  la  declaración  de  una  cuestión  litigiosa , no  á trasferir  la 
propiedad : el  derecho  del  adquirente  arranca  de  la  compra,  de  la  cesión  ó 
de  la  causa  legítima  en  virtud  de  la  cual  adquirió  la  acción : el  Jallo  ha  he- 
cho solamente  depurar  el  derecho,  dar  al  adquirente  lo  que  á no  habérsele 
traspasado  la  acción,  no  le  correspondería,  poner  límite  á las  alternativas  y 
temores  del  litigio , y considerar  como  dueño  al  cesionario,  no  desde  el  dia 
de  la  ejecutoria,  sino  desde  el  traspaso  de  la  acción,  lo  que  es  una  prueba 
de  que  este  acto  fué  el  traslativo  del  derecho  real. 

Ni  se  crea  que  esta  cuestión  es  mas  especulativa  que  práctica:  si  lo  cre- 
yéramos así,  no  la  habríamos  propuesto.  El  caso  de  comprar , de  ceder  ac* 
ciones  reivindicatorías , y de  celebrar  otros  contratos  ó actos  relativos  á su 
enajenación , es  bastante  frecuente : puede  suceder  muy  bien  que  aquel , á 
quien  corresponde  la  acción  la  ceda  primero  á uno,  y después,  ú blvidado 
de  la  cesión  hecha,  ó por  mala  fé  y cometiendo  un  estelionato,  se  la  ceda  á 
otro;  y este  caso,  si  bien  no  frecuente,  no  es  tan  raro  como  de  desear  fuera: 
si  no  se  considerara  como  bien  inmueble  la  acción  reivindicatoría,  sucedería 
en  este  caso  que  aquel  á quien  se  hubieran  entregado  los  documentos,  seria, 
el  verdadero  dueño  de  la  acción ; porque  la  entrega  le  transfirió  el  dominio, 
sin  que  ningún  otro  pudiera  disputárselo:  mas  si  se  reputa  raíz,  como  cree- 
mos , el  dueño  será  el  que  haya  inscrito  su  derecho,  aunque  sea  el  segundo 
cesionario.  Y si  el  que  recibió  la  documentación  é hizo  escritura,  no  hubiera 
inscrito  su  derecho,  y sin  embargo  siguiese  el  pleito,  y lo  que  es  mas  triun- 
fara, el  triunfo  en  último  resultado  no  vendría  á aprovecharle  á él,  sino 
al  que  oportunamente  hubiese  inscrito  en  el  registro  su  derecho  si  entabla- 
ra un  segundo  litigio,  porque  no  podria  menos  de  sucumbir  en  él  el  que  por 
su  negligencia  había  dejado  de  cumplir  con  el  requisito  de  la  inscripción. 

La  enajenación  del  derecho  á una  herencia  en  que  hay  bienes  inmuebles 

está  sujeta  á inscripción . 

Que  el  derecho  que  uno  teuga  adquirido  á una  herencia  bien  sea  en 
todo  ó en  parte  después  que  por  la  muerte  del  testador  le  haya  sido  deferi- 
da, y de  hecho  ó esplícitamente  la  haya  aceptado,  es  cosa  que  está  en  el  co- 
mercio, y por  lo  tanto  puede  ser  objeto  de  contratos,  no  es  dudoso.  Aquí  sin 
salir  de  los  límites  á que  nos  circunscribe  esta  obra,  debemos  solo  examinar 
si  el  contrato  en  que  alguno  enajene  su  parte  en  una  herencia,  en  que  haya 
bienes  inmuebles,  debe  sujetarse,  ó no,  á inscripción.  Nos  parece  que  esta 
cuestión  se  resuelve  del  mismo  modo  y por  iguales  fundamentos  que  la 
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de  la  acción  reivindicatoría  de  que  acabamos  de  tratar;  el  derecho  heredita- 
rio  es  un  derecho  real;  el  que  lo  tiene  en  parte  de  una  herencia  en  que  hay 
bienes  inmuebles,  y que  aun  está  sin  dividir,  caso  practico  y no  infrecuente, 
es  uno  de  los  condueños  de  todo  lo  dejado  por  el  testador,  y por  lo  tanto  de 
los  bienes  inmuebles  del  mismo  modo  que  de  los  muebles.  Por  esto  creemos 
(iiie  la  enajenación  de  este  derecho  ha  de  inscribirse,  y mas  si  se  tiene  en 
cuenta  que  los  bienes  deben  dividirse  y adjudicarse  para  el  pago  de  las 
hijuelas  respectivas  con  la  mayor  igualdad  posible,  no  solo  en  la  distribución 
de  valores,  sino  también  en  el  señalamiento  de  las  fincas  y de  los  bienes  de 
toda  clase.  Es  verdad  que  podrá  ocurrir  el  caso  de  que  no  se  adjudiquen  á 
la  parte  del  que  enajenó  bienes  inmuebles;  pero  es  suficiente  en  nuestro 
concepto  que  le  puedan  corresponder , y que  solo  tenga  un  derecho  even- 
tual á inmuebles  para  que  su  enajenación  se  conceptúe  sujeta  á inscripción. 
Todo  lo  que  podrá  suceder  es  que  la  inscripción  eñ  este  caso  venga  á ser 
inútil,  pero  si  por  el  contrario,  como  acaecerá  mas  frecuentemente,  le  tocan 
en  su  haber  bienes  raíces,  entonces  será  el  adquirente  considerado  como 
dueño  de'  los  bienes  adjudicados  desde  la  trasferencia  que  le  hizo  el  herede- 
ro, punto  de  partida  para  la  traslación  del  derecho,  firme,  consistente  antes 
de  la  partición,  pero  que  no  es  des  cosa  determinada  mientras  no  cesa  la  in- 
división de  la  herencia:  antes  de  ella  era  condueño  con  los  otros,  y cuando 
termina  el  condominio  saca  la  parte  que  en  él  le  corresponde.  La  enajenación 
siendo  pública  por  medio  del  registro  será  un  obstáculo  que  encuentren  los 
acreedores  del  deudor  enajenante  para  hacer  posteriormente  inscripciones 
en  seguridad  de  sus  créditos,  y evitará  que  algunos  incautos  ignorantes  de 
que  ya  no  tiene  el  heredero  derecho  alguno  en  la  herencia,  ó que  en  parte 
lo  ha  perdido,  sean  engañados. 

Lo  que  dejamos  dicho  es  aplicable,  tanto  al  caso  en  que  la  herencia 
deba  dividirse  entre  dos,  como  al  en  que  sea  mayor  el  número  de  los  insti- 
tuidos ó llamados  á la  sucesión,  y del  mismo  modo  si  son  los  adquirentes  al- 
guno ó algunos  de  los  co-herederos , como  cuando  sean  estraños.  El  dere- 
cho es  siempre  el  mismo,  como  lo  son  las  razones  en  que  se  funda. 

¿Cuándo  son  registradles  las  donaciones  por  causa  de  muerte ? 


Las  donaciones  de  bienes  inmuebles  entre  vivos  son  títulos  traslativos 
^m.0™11110’  i por  *°  taQto  ao  cabe  dll(ia  eit  que  están  sujetas  al  registro, 
i<>™i  r,  r®g  a.6eneral  todas  ,as  enajenaciones  de  esta  clase.  El  tenor  li- 
inserincion  í*  comPrende-  Tampoco  puede  dudarse  que  están  sujetas  á 
cuitad  está  b'eneS  inmuebles  P°r  causa  de  muerte;  la  difi- 

duda  la  semeiin™,  M f tiemP°  desdc  quc  S0Ü  registrabas.  Dá  lugar  á la 

contradas  opiniones  en're^s  litros*  'T  "““ti  ■ lcsal,os-. causa  de 

os  antiguos,  sobre  si  debieran  considerarse  como 
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actos  entre  vivos  ó como  actos  de  última  voluntad,  cuestión  que  la  ciencia 
no  llegó  á fijar,  pero  que  legislativamente  fué  decidida  por  el  Emperador 
Jusliniano,  e¡  cual  resolvió  que  se  enumeraran  entre  las  mandas  (a).  Y con 
razón,  porque  en  ellas  el  donante  se  prefiere  al  donatario,  y prefiere  al  do- 
natario en  concurrencia  con  el  heredero.  (&).  Esta  importante  consideración 
y la  circunstancia  de  igualar  el  derecho  las  donaciones  por  causa  de  muerte 
á los  legados  en  que  unas  y otros  pueden  hacerse  por  las  mismas  personas  y 
á las  mismas  personas,  en  que  requieren  la  misma  solemnidad  y en  que  son 
revocables,  capaces  de  sustitución,  permitidos  entre  esposos,  sujetos  al  dere- 
cho de  acrecer  y traslativos  del  dominio  en  el  momento  mismo  del  fallecimien- 
to del  que  los  hace  sin  necesidad  de  tradición  ni  de  posesión,  y productores 
de  las  mismas  acciones,  son  motivos  suficientes  para  que  se  equiparen  en  los 
demás  efectos  cuando  apenas  tienen  otra  diferencia  que  la  del  nombre.  En- 
tre estas  consideraciones,  hay  una  que  por  sí  sola  bastaría  á decidirnos,  la 
de  que  la  donación  por  causa  de  muerte  no  es  por  regla  general  título  tras- 
lativo del  dominio  hasta  la  muerte  del  donante;  antes  es  solo  una  esperanza 
mas  ó menos  legítima,  mas  ó menos  fundada , pero  que  no  pasa  á ser  dere- 
cho hasta  el  fallecimiento  de  este,  si  es  que  le  sobrevive  el  donatario.  Así  su 
inscripción  debe  hacerse  cuando  tiene  lugar  la  del  legado.  De  esta  materia 
no  diréraos  mas  ahora,  porque  hay  artículos  especiales  en  la  ley,  en  donde 
será  tratada  con  la  estension  conveniente  (c). 

Hemos  dicho  que  las  mandas  y las  donaciones  por  causa  de  muerte, 
apenas  tienen  otra  diferencia  mas  que  la  del  nombre;  sin  embargo  de  esto, 
hay  alguna  que  debe  ser  indicada  en  este  lugar,  y que  dimana  del  distinto 
modo  de  hacerse.  Espliquémos  esto. 

Toda  donación  por  causa  de  muerte  lleva  implícita  una  condición  que 
generalmente  es  suspensiva,  pero  que  alguna  vez  pertenece  á la  clase  de 
las  resolutorias.  Cuando  alguno  sin  estar  amenazado  de  un  peligro  próximo, 
por  ejemplo  el  de  una  epidemia,  un  naufragio,  una  enfermedad,  pero  te- 
niendo en  cuenta  su  edad  avanzada  ó los  peligros  ordinarios  á que  está  cs- 
puesta  la  vida  del  hombre  hace  una  donación , sin  entregar  lo  donado 
que  solo  hade  obtener  el  donatario  después  de  la  muerte  del  donante,  este 
acto  lleva  consigo  implícitamente  una  condición  suspensiva  que  aplaza  el 
derecho  hasta  la  muerte  de  éste,  desde  la  cual  la  cosa  donada  cuando  es 
determinada  y está  en  los  bienes  del  finado  pasa  al  dominio  del  donata- 
rio con  tal  que  le  sobreviva,  pues  que  en  otro  caso  se  hace  ineficaz  ia  do- 


(а)  Hrt?.  mortis  causa  donationes  ad  exemplum  legatorum  redacta;  sunt  per  om- 

nia ii  nobis  constitutum  est  ut  peroinnia  fert;  legatis  connumerentur  (lnst.  §.  1, 

til.  Vil,  lib.  II.) 

(б)  Et  in  su.-nmá  mortis  donatio  est,  cum  rnagis  se  quis  velit  liabere,  quáin  cum 
cui  donatur,  magisque  eum  cui  donat,  quíim  lueredem  suuin. 

(c)  Véirso  el  arf.  13  y siguientes  y sus  comentarios. 
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nación  (a).  Lo  mismo  puede  decirse  de  las  donaciones  que  hechas  en  un  pe- 
ligro inminente  se  hacen  sin  entregar  lo  donado , si  bien  en  este  caso  á 
las  condiciones  suspensivas  de  morir  el  donante  y de  sobrevivir  el  donata- 
rio, se  añade  la  de  que  aquel  perezca  en  el  peligro  que  temiá  ( b ).  Sirvan  de 
ejemplo  de  estas  donaciones:  Te  doy  la  casa  en  que  nací  para  cuando  me 
muera,  ó te  doy  la  casa  en  que  nací  para  el  caso  en  que  muera  del  cólera 
que  ha  invadido  este  pueblo.  Estas  donaciones  en  nada  se  diferencian  de  los 
liados:  el  día  cede  y viene  en  ellas  a la  muerte  del  donante,  antes  de  este 
acontecimiento  el  donatario  no  tiene  derecho  alguno,  sino  una  mera  espe- 
ranza, y por  lo  tanto  nada  puede  trasmitir  á sus  sucesores:  mas  cuando 
lle°-a  el  caso  previsto  por  el  donante,  entonces  el  dominio  de  la  cosa,  si  es 
determinada  y está  en  los  bienes  del  finado,  se  transfiere  al  donatario  sin 
ningún  acto  de  tradición  ni  de  posesión,  como  sucede  generalmente  en  to- 
das las  adquisiciones  por  última  voluntad.  La  inscripción  pues  en  estos  ca- 
sos debe  hacerse  cuando  la  de  los  legados. 

Mas  en  otros  casos  la  donación  por  causa  de  muerte  se  hace  transfirien- 
do desde  luego  la  propiedad  y reservándose  el  donante  recuperarla:  así  su- 
cede cuando  dice  el  donante:  Te  doy  la  casa  en  que  nací ; pero  si  no  muero 
en  la  epidemia  que  aflige  á este  pueblo,  me  la  devolverás;  caso  mucho  menos 
frecuente  que  el  que  se  hace  bajo  una  condición  suspensiva  que  raras  veces 
se  presentará  en  la  práctica,  y que  sin  embargo  es  el  que  Justiniano  eligió 
por  ejemplo  de  la  donación  por  causa  de  muerte  en  sus  Instituciones,  ci- 
tando unos  versos  de  Homero,  en  que  se  habla  de  la  donación  que  Telémaco 
hizo  á Píreo  de  los  presentes  que  habia  recibido  de  Menelao  cuando  temia 
ser  despojado  de  los  bienes  paternos  y asesinado  en  su  palacio,  pero  que 
debia  devolverle  si  llegaba  á salir  triunfante  de  la  empresa  arriesgada  en 
que  se  iba  á empeñar  (c).  No  es  suspensiva  la  condición  de  esta  clase  de 
donaciones,  es  por  el  contrario  resolutoria ; el  dominio  se  transfiere  desde 
luego  , si  bien  éste  es  revocable  y dependiente  de  que  se  verifique  ó no  la 
condición  puesta.  En  el  caso  que  hemos  formulado,  tan  luego  como  se  dió 
la  posesión  de  la  cosa  al  donatario,  éste  adquirió  su  dominio,  pero  sin  esta- 
bilidad y solo  mientras  reinaba  la  epidemia:  si  el  donante  sucumbía  en  ella, 
el  dominio  de  revocable  se  hacia  irrevocable;  pero  si  por  el  contrario,  salía 
libre  y sobrevivía  al  azote,  entonces  tenia  que  restituir  la  finca  al  donatario. 
En  estos  casos  nada  hay  que  impida  que  se  haga  la  inscripción,  como  suce- 
i e con  todas  las  enajenaciones  hechas  bajo  condiciones  resolutorias. 


(?)  ]-ey  V1’  título  IV,  Part.  4.a 
(o)  La  misma  ley. 

está  tracíuckla  ^ Derec}w  J'omano  comparado  con  el  español, 

dona  á Pirco.  Pirco-  , moto  Slfe'uiente:  «Asi  leemos  en  Homero  que  Telémaco 

Iterbios  pretendientes  ¿ rennJt°  s<fbcrJl.0S  CU(fl  scr/1  el  éxito  de  la  empresa  , si  so- 
1 u enate ntes  se  reparten  los  bienes  de  mi  padre  después  de  haberme  asesi- 
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¿ Cuándo  son  registrables  las  adquisiciones  por  título  de  herencia, 
de  mejora  y de  legado  de  parte  alícuota ? 

No  dejan  de  tener  alguna  conexión  las  cuestiones  que  pasamos  á exami- 
nar con  la  que  precede,  como  la  tienen  con  la  adquisición  de  los  demás  lega- 
dos, de  que  no  nos  proponemos  tratar  aquí  por  la  razón  que  hace  poco 
hemos  indicado,  á saber,  porque  en  el  método  que  seguimos,  debemos 
tratar  de  cada  cuestión  en  el  lugar  que  le' señala  la  Ley  hipotecaria,  ó en  el 
caso  que  no  la  comprenda,  al  examinar  los  artículos  que  mas  analogía  ten- 
gan con  ella.  Por  esto  nos  limitarémos  aquí  á hablar  de  las  herencias,  de  las 
mejoras  y de  los  legados  de  parte  alícuota , dejando  la  cuestión  de  los 
otros  legados  ó mandas  para  el  título  de  las  anotaciones  preventivas.  Esto 
tiene  además  la  ventaja  de  no  tratar  en  lugares  diferentes  lo  que  á una 
misma  materia  corresponde. 

Las  adquisiciones  hereditarias  de  bienes  inmuebles  deben  inscribirse 
según  nuestra  ley : hemos  ya  manifestado  las  razones  en  que  se  funda  (a): 
lo  único  que  debemos  ahora  examinar  es  el  tiempo  en  que  la  inscripción  ha 
de  verificarse. 

Hasta  que  acontece  la  muerte  de  una  persona , no  tienen  derecho 
alguno  á la  herencia  ni  el  heredero  instituido  en  el  testamento,  ni  el  que 
es  llamado  por  la  ley  á la  sucesión  en  defecto  de  voluntad  espresa  del  tes- 
tador. Todo  lo  que  tiene  el  heredero  presunto  es  una  esperanza  mas  ó 
menos  fundada,  según  la  mayor  ó menor  predisposición  de  la  persona  á 
cuya  sucesión  se  encuentra  llamado,  á mudar  de  voluntad,  ó á formular  la 
que  tenga,  si  antes  no  la  hubiere  espresado.  Hasta  que  exhala  el  último  sus- 
piro el  testador,  el  testamento  no  tiene  fuerza  alguna:  ésta  le  viene  con 
la  muerte;  por  ella  el  dominio  de  los  bienes  hereditarios  y los  demás  dere- 
chos reales  del  difunto  pasan  al  heredero  instituido  , ó en  su  defecto  al  le- 
gítimo sin  ningún  acto  de  posesión,  y solo  por  -el  ministerio  de  la  ley: 
hasta  entonces  no  puede  haber  inscripción,  porque  no  hay  título  alguno 
traslativo  de  dominio , ni  de  derecho  real.  Todas  las  esperanzas  del  he- 
redero antes  de  la  muerte  quedan  desvanecidas  por  el  mero  hecho  de  cam- 
biar el  testador  de  voluntad  si  se  trata  de  la  sucesión  testada,  ó por  el  de 
otorgar  testamento  el  que  no  lo  hábia  ordenado.  Aunque  no  suceda  nada 
de  esto,  basta  que  el  heredero  instituido,  ó legítimo  en  su  caso,  muera  an- 
tes que  la  persona  á quien  ha  de  suceder,  para  que  nunca  llegue  á afi- 
nado en  mi  palacio,  yo  te  prefiero  para  que  guardes  y disfrutes  estos  dones.  Mus 
si  siembro  el  terror  ’y  la  muerte  entre  ellos,  entonces  tendrás  el  placer  de  correr  á 
devolverlos  á tu  señor  triunfante»  (§•  L tít.  VII , lib.  II  de  las  Instituciones  del 
Emperador  Justiniano.).  ' 

(a)  Página  252. 
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nuirir  la  herencia,  ni  pueda  trasmitirla,  porque  solo  trasmite  la  herencia  á 
SUS  sucesores  el  que  llegó  realmente  á ser  heredero. 

La  inscripción,  pues,  de  los  bienes  inmuebles  hereditarios  no  puede  por 
lo  dicho  hacerse  nunca  antes  de  la  muerte  de  la  persona  á quien  se  sucede, 
porque  hasta  entonces  no  radica  en  el  heredero  el  derecho  hereditario,  que 
es  un  derecho  real,  v por  lo  tanto  ni  el  dominio  de  los  bienes  que  tenia  el 
testador  ni  la  adqñision  de  los  demás  derechos  en  la  cosa. 

Pero  no  siempre  basta  la  muerte  de  la  persona,  á que  se  sucede,  para 
que  pueda  hacer  el  heredero  la  inscripción  de  los  bienes  inmuebles  heredi- 
tarios á su  favor,  porque  frecuentemente  hay  causas  que  lo  impiden.  Esto 
acrece  en  las  herencias  en  que  son  varios  los  herederos  instituidos  ó llama- 
dos á la  sucesión  intestada,  aunque  no  se  suscite  duda  ni  cuestión  alguna 
respecto  al  derecho  de  suceder , V en  todas  aquellas  en  que  hay  legados  de 
especie.  Diremos  algunas  palabras  respecto  á estos  puntos. 

Cuando  son  varios  los  herederos  entre  quienes  ha  de  distribuirse  la  he- 
rencia/y ésta  permanece  indivisa,  no  puede  hacerse  la  inscripción:  los  bie- 
nes continúan  en  el  registro  como  correspondientes  al  finado , y todos  los 
herederos  sin  distinción  son  la  continuación  jurídica  de  él:  nadie  puede  decir 
que  una  cosa  determinada  es  suya  , porque  no  se  sabe  aun  á quien  se  ad- 
judicará en  el  día  de  la  división:  todos  los  herederos  son  condueños  de  to- 
das las  fincas , las  cuales,  aunque  provisionalmente,  pertenecen  no  á una 
persona,  sino  á diferentes  personas  que  están  en  una  comunión  accidental. 
Si  hay  necesidad  de  hacer  alguna  enajenación  durante  la  indivisión , todos 
ellos  simultáneamente  la  hacen.  Puede  en  cierto  modo  decirse  que  hasta 


que  llega  el  momento  de  que  cada  heredero  reciba  su  haber  respectivo,  la 
herencia  es  una  persona  jurídica,  la  del  finado,  persona  que  está  represen- 
tada por  sus  herederos.  En  semejante  estado  transitorio  la  inscripción  no  es 
necesaria  y,  aunque  se  hiciese,  nada  significaría,  porque  siempre  está  sobre- 
entendido que  por  la  muerte  de  uno  sus  bienes  pasan  á los  que  lo  heredan, 
y el  que  inscribe,  inscribe  para  sí  y para  sus  herederos.  Mas  cuando  los 


bienes  dejan  de  ser  un  solo  todo , cuando  se  dividen  entre  diferentes  perso- 
nas, entonces  desaparece  el  patrimonio  del  difunto , que  repartido  entre 
varios,  ya  forma  otros  patrimonios,  ya  contribuye  á aumentar  algunos  que 
existían:  en  adelante  ya  no  llevan  los  bienes  el  nombre  del  finado,  ni  de  la 
testamentaría  ó ah-intestato  de  aquel  á quien  pertenecieron , sino  que  lo 
pierden  para  recibir  el  del  adjudicatario : en  una  palabra , la  herencia  en 
e tiempo  intermedio  entre  la  muerte  del  testador  y la  adjudicación  de  bie- 
nes a cada  uno  de  los  herederos,  es  la  casa  del  difunto  en  liquidación;  se 

T'iaÍ  qUientS  S0,n  '°S  Part,c'Pes  en  ella,  pero  se  ignora  qué  es  lo  que  á 
• 3 6|  tocar‘  ®s.to  suPnesto,  la  publicidad  del  dominio  y de- 

h , S. rea  es  ?ue  q^re  la  Ley , queda  cumplidamente  satisfecha 
i c inscripción  de  la  traslación  del  dominio  y de  los  demás  dere- 
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chos  reales,  tan  luego  como  el  nombre  de  su  antiguo  dueño  desaparece 
para  que  lo  reemplace  el  del  nuevo. 

Cuando  hay  legados  de  especie  tampoco  puede  hacerse  j la  inscripción 
de  los  bienes  hereditarios  á nombre  del  heredero,  aunque  sea  uno  solo,  tan 
luego  como  la  muerte  del  testador  haya  acontecido,  porque  hay  disposi- 
ciones espresas  en  la  Ley  hipotecaria  que  limitan  este  derecho  en  los  tér- 
minos queespondrémos  en  el  lugar  conveniente.  Nos  concretaremos  aquí  á 
decir , que  según  el  §.  2.°  del  art.  45,  en  los  legados  de  especie  puede  exi  • 
gir  el  legatario  la  anotación  de  su  valor  sobre  cualesquiera  bienes  raíces 
de  la  herencia,  bastantes  para  cubrirlo,  dentro  los  ciento  ochenta  dias  si- 
guientes á la  muerte  del  testador,  y que  según  el  §.  4.°  del  art.  49,  si 
el  heredero  dentro  de  este  plazo  quiere  inscribir;  y no  tiene  para  ello 
impedimento  legal,  puede  hacerlo,  con  tal  que  renuncien  previamente  y en 
escritura  pública  todos  los  legatarios  al  derecho  de  anotación  , ó que  en 
defecto  de  renuncia  espresa  se  notifique  á los  mismos  legatarios  con  trein- 
ta dias  de  anticipación  la  solicitud  del  heredero,  á fin  de  que,  durante  dicho 
término,  puedan  hacer  uso  de  aquel  derecho.  Al  comentar  estos  artículos 
de  la  Ley  harémos  respecto  á ellos  las  observaciones  convenientes. 

Lo  que  decimos  de  las  herencias  es  aplicable  á las  mejoras  y á los  le- 
gados de  parte  alícuota  de  la  herencia.  Los  mejorados  y los  legatarios  de 
la  clase  de  que  aquí  tratamos , tienen  muchos  puntos  de  contacto  con  los 
herederos,  porque  perciben  no  una  cantidad  determinada,  sino  solo  la  pro- 
porcional que  les  corresponde  en  virtud  de  la  voluntad  del  testador:  es  me- 
nester, por  lo  tanto  que  se  haga  la  liquidación  de  la  herencia  para  saber 
cuál  es  la  parte  de  su  respectivo  haber , y que  se  les  adjudiquen  bienes 
inmuebles  para  que  puedan  inscribirlos  á su  nombre.  Antes  de  esto  tienen 
una  participación  en  la  herencia  , pero  no  son  dueños  de  ninguna  cosa  de- 
terminada de  las  que  comprende:  en  una  palabra,  pueden  considerarse  mas 
que  como  legatarios,  como  herederos,  según  se  dice  en  la  parte  de  la  Espo- 
sicion  de  Motivos  que  se  refiere  á las  anotaciones  preventivas  al  tratar  de 
la  de  los  legados. 

Los  bienes  inmuebles  aportados  por  un  sócio  d la  sociedad  deben  inscribirse 
en  el  registro  del  mismo  modo  (pie  los  que  al  disolverse  la  sociedad  recibe 
el  sócio  en  pago. 

La  sociedad  universal  de  todos  los  bienes,  la  cual  comprende  los  presen- 
tes que  tienen  los  que  se  asocian  y los  futuros  que  pueden  adquirir  en  lo  su- 
cesivo, es  de  escaso  uso  entre  nosotros,  pero  no  por  esto  deja  de  poder  cons- 
tituirse legalmente,  porque  nada  hay  que  se  oponga  á ello  en  las  provincias 
sujetas  al  derecho  de  Castilla,  que  espresamente  la  autoriza  (a),  ni  en  los 

(a)  Ley  3.a,  tít.  X de  la  Part.  V. 
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pueblos  regidos  por  fueros  completados  con  la  legislación  castellana, 
como  sucede  con  las  anteiglesias  de  Vizcaya,  ó por  la  legislación  roma* 
na  ,g\  jo  que  se  verifica  en  Aragón,  en  Cataluña  y en  Navarra.  En  estas  so- 
ciedades hav  una  verdadera  traslación  de  dominio:  el  bien  inmueble  llevado 
á ellas  pasa  del  socio,  á quien  antes  pertenecía,  á la  sociedad:  á la  persona 
real  ha  reemplazado  la  persona  jurídica  y por  lo  tanto  debe  hacerse  la  ins- 

Cr,PNo  se  opone  á ello  la  singularidad  de  que  en  esta  clase  de  sociedades 
universales  el  dominio  de  la  cosa  pasa  del  socio  á la  compañía  sin  ningún 
acto  de  tradición  ni  de  posesión,  como  espresamenle  ordena  una  ley  de 
Partida:  Otrosí  decimos  que  cuando  fazen  los  homes  compañías  entre  sí,  po- 
niendo, que  todos  los  bienes  que  han  ó ganaren  dende  en  adelante,  que  sean 
comunalmente  de  todos  los  compañeros : que  luego  que  tal  compañía  ayan  fe- 
cha ó firmada,  é otorgada  entre  sí , que  passa  el  señorío  de  todas  las  cosas 
que  cada  vno  dellos  luí,  á los  otros,  también  como  si  vnos  é otros  se  hubies- 
sen  apoderado  en  todos  los  bienes  que  ouiessen,  corporalmente  ( b ).  En  este 
lugar  la  Ley  no  cambia  las  condiciones  del  derecho,  sino  que  dejándolas 
subsistentes , se  limita  á no  exigir  para  la  traslación  del  dominio  la  entrega 
ó posesión  física,  material,  real  y verdadera , contentándose  con  una  tra- 
dición ó posesión  tácita  ó fingida;  sigue  en  ello  al  jurisconsulto  Cayo  , que 
en  un  fragmento  inserto  en  el  Digesto  , dice,  tratando  de  este  punto : Quia 
licet  specialiter  traditio  non  interveniat,  tacita  tamén  creditur  intervenir e • 

La  circunstancia  de  no  ser  en  el  caso  propuesto  la  tradición  real  ó ver- 
dadera indispensable  para  la  traslación  del  dominio,  en  vez  de  ser  motivo 
para  que  se  la  esceptúe  de  la  necesidad  de  la  inscripción , es  una  razón  ’ 
mas  para  que  esta  se  haga,  pues  que  por  no  intervenir  la  posesión  , esa 
señal  esterior  de  que  el  antiguo  dueño  ha  sido  reemplazado  por  otro,  se 
aumenta  la  falta  de  publicidad  y puede  mas  fácilmente  haber  lugar  á los 
estelionatos  que  la  Ley  en  su  previsora  solicitud  se  propuso  evitar. 

También  las  aportaciones  de  bienes  inmuebles  á una  sociedad  singular 
hechas  por  los  sócios,  son  objeto  de  inscripción,  porque  en  ellas  hay  igual- 
mente una  verdadera  traslación  de  dominio.  De  otro  modo , disponiendo 
de  ellos,  ó gravándolos  el  antiguo  dueño,  no  podría  la  sociedad  mantener 
ileso  su  derecho,  porque  tendría  que  ceder  ante  el  adquirente  posterior  que 
se  le  hubiese  anticipado  á hacer  la  inscripción , como  que  en  igual  caso  su- 
cedería también  en  la  sociedad  universal. 

Lo  que  queda  dicho  de  la  necesidad  de  inscribir  la  aportación  de  bienes 
inmue  es  á la  sociedad  es  aplicable  á la  dación  en  pago  que  la  sociedad 
aga  a uno  e los  sócios.  Dar  en  pago  equivale  d vender,  dice  una  consti- 

(4  L*y  57^ tí?  XXVIfl  de'* iS^da  HIIll8tÍlUCÍ°neS  ^ E,n^rador  dimano. 
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tucion  del  Emperador  Antonino  (a),  á lo  que  se  agrega  que  basta  que  haya 
traslación  de  dominit)  para  que  proceda  la  inscripción.  El  tenor  literal  de  la 
Ley  hipotecaria  confirma  esto  mismo  al  establecer  en  el  núm.  5.°  del  artícu- 
lo que  comentamos,  que  se  inscribirán  en  el  registro  los  actos  ó contratos  en 
cuya  virtud  se  adjudiquen  á alguno  bienes  inmuebles , y la  dación  en  pago 
á uno  de  los  socios,  especialmente  cuando  se  liquida  la  sociedad,  es  la  ad- 
judicación de  lo  que  le  pertenece  en  la  masa  común. 

Las  transacciones  que  versan  acerca  de  la  propiedad  de  bienes  inmuebles 
ó derechos  reales  impuestos  sobró  ellos  están  sujetas  á inscripción. 

Las  transacciones  por  regla  general  no  llevan  consigo  la  traslación  de 
la  propiedad  , aunque  versen  sobre  bienes  inmuebles ; son  solo  pactos 
que  tienen  por  objeto,  ó terminar  las  cuestiones  presentes,  ó prevenir  las 
futuras  por  medio  de  declaraciones  oportunas  en  que  se  lijan  los  derechos 
respectivos  de  las  partes  en  términos  adecuados  á que  cese  la  ambigüedad, 
que  dá  lugar  á que  aparezca  dudoso  lo  que  en  interés  de  las  partes  conviene 
que  esté  fuera  de  toda  controversia.  Son  por  lo  tanto,  mas  que  una  consti- 
tución de  derecho  nuevo , mas  que  una  traslación  de  la  propiedad , un 
acto  en  que  las  partes,  por  medio  de  reconocimientos  y declaraciones , se 
administran  á sí  mismas  justicia  con  menos  dilaciones  , con  menos  dispen- 
dios, y con  menos  sinsabores  que  los  que  esperimentarian  si  no  cortaran 
sus  diferencias  de  esta  manera  espedita  y de  buena  fé.  De  aquí  se  infiere  que 
la  transacción  no  es  un  título  nuevo ; es  solo  la  declaración  y el  reconoci- 
miento que  de  su  existencia  dá  el  que  lo  ponía  en  duda,  evitando  así  que 
surjan  pleitos  á que  antes  se  prestaba.  No  siendo,  pues,  en  estos  casos  la 
transacción  un  título  de  enajenación  de  dominio,  no  puede  considerarse  com- 
prendido en  las  palabras  traslativos  de  dominio  que  estamos  comentando. 

Pero,  si  bien  bajo.el  concepto  de  títulos  traslativos  de  dominio  no  debe- 
rían registrarse  las  transacciones,  no  por  esto  debe  considerárselas  exentas 
de  la  inscripción,  porque  llevan  en  sí  el  reconocimiento  del  dominio  ó del 
derecho  real  de  uno  de  los  interesados  y la  estincion  completa  del  derecho 
del  otro , bajo  cuyo  aspecto  son  registrables  , según  el  art.  I.°  del  Regla- 
mento, conforme  en  esto  con  el  espíritu  y hasta  la  letra  de  la  Ley,  y espe- 
cialmente del  núm.  2.°  del  artículo  que  dejamos  transcrito  al  frente  de  este 
comentario.  El  que  al  transigir  cede  el  derecho  de  propiedad  ú otro  real, 
que  consideraba  antes  tener  en  un  inmueble  , hace  una  renuncia  del  dere- 
cho de  que  se  creía  asistido , por  mas  que  este  derecho  fuera  ó pudiera  ser 
objeto  de  controversia. 

I 

(a)  Nam  hujusmodi  conlraclus  vicem  venditionis  obtinet.  Ley  4.a,  tít.  XLV,  li- 
bro VIH  del  Cód.  rep.  proel. 
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Sucede  á veces  que  para  mayor  facilidad  de  uua  transacción , se  com- 
prende en  ella  una  cesión  del  dominio  de  finca  que  no  era  objeto  de  disputa. 
En  este  caso  no  hay  tampoco  ningún  género  de  duda  en  que  la  inscripción 
procede  porque  esta  transacción  produce  un  título  traslativo  de  dominio. 
Lo  que  del  dominio  se  dice  es  aplicable  á los  demás  derechos  en  la  cosa. 
Sirva  de  ejemplo  el  caso  en  que  sosteniendo  uno  que  tiene  para  los  ganados 
que  cultivan  su  heredad  la  servidumbre  de  paso  por  la  del  vecino,  para  lle- 
varlos al  abrevadero,  y contradiciéndole  el  dueño  del  prédio  que  se  supone 
sirviente,  se  convienen  en  una  transacción  cuyo  resultado  es  que  quedando 
absolutamente  libre  de  la  servidumbre  con  que  se  suponía  gravada  la  finca, 
se  constituya  otra  servidumbre  en  distinta  finca  inmediata  correspondiente 
al  mismo  dueño.  Esta  transacción , como  constitutiva  de  un  derecho  real, 
es  título  sujeto  á inscripción. 


Las  enajenaciones  de  dominio  y derechos  reales  sobre  bienes  inmuebles  he- 
chas por  la  Administración,  están  sujetas  á inscripción. 

Eu  dos  conceptos  diferentes  hace,  ó puede  hacer  la  Administración  tras- 
laciones de  dominio  y demás  derechos  en  las  cosas  inmuebles : en  su  ca- 
rácter de  gestora  de  todos  los  intereses  generales  y colectivos , y en  el  de 
persona  jurídica  igualada  bajo  este  concepto  á los  individuos,  y capaz,  como 
ellos,  de  derechos  y obligaciones.  Bajo  este  último  carácter  posee,  tiene  do- 
minio y derechos  reales,  del  mismo  modo  que  los  particulares,  y por  lo 
tanto  contrae,  enajena , adquiere,  establece  servidumbres  y las  constituye 
á su  favor,  sujetándose  en  todo  esto  á los  mismos  efectos  que  para  igual 
clase  de  negocios  establece  el  derecho,  si  bien  obedeciendo  á condiciones 
especiales  impuestas,  ya  por  leyes,  ya  por  reglamentos  generales,  en  cuan- 
to se  refiere  á la  manera  de  adquirir  y de  desprenderse  de  lo  adquirido. 
Aquí  no  debemos  tratar  de  esta  materia,  mas  que  en  ^us  relaciones  con  la 
inscripción:  de  otro  modo  saldríamos  de  los  límites  naturales  de  la  obra. 

En  su  carácter  de  gestora  de  los  intereses  generales,  la  Administración 
concede  cosas  que  corresponden  ó por  su  naturaleza  ó por  regla  general  al 
dominio  público,  si  bien  por  razones  de  conveniencia  y de  utilidad  del  Es- 
tado pueden  cederse  á particulares.  De  esta  clase  son,  por  ejemplo,  las 
concesiones  de  minas,  de  aguas  y terrenos  que  no  han  sido  reducidas  antes 
a propiedad  particular,  de  aprovechamientos  y servidumbres  que  se  consti- 
tuyen sobre  los  mismos  bienes  y las  hechas  principalmente  para  satisfacer  á 
necesi  a es  colectivas  como  los  canales,  ferro-carriles  y otras  semejantes, 
i UC,?  as  esl?s  concesiones  deben  inscribirse,  es  conforme  á la  letra  de  la 
,*J¡nn  'a°  r"  ^Ue  Sujeta  a inscripción  sin  distinción  alguna  las  adquisi- 

nor  h bles  J de  derechos  re!lles  impuestos  sobre  ellos,  y 

P leo  los  títulos  de  adquisición  provenientes  de  actos  adiui- 
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nístrativoá.  Es  también  conforme  á su  espíritu,  según  el  cual,  en  el  regis- 
tro debe  estar  toda  la  historia  de  los  inmuebles  que  son  objeto  de  propiedad 
privada,  y nada  mas  importante  en  los  bienes,  de  que  tratamos,  que  apa- 
rezca el  título  de  egresión  del  dominio  público  de  aquellos  que  solo  por  con- 
cesiones de  la  Administración  pudieron  pasar  al  dominio  particular  á que 
de  otro  modo  no  pertenecerian.  A no  ser  así  no  habría  verdadera  publicidad 
respecto  de  la  egresión  de  estos  bienes , se  echaría  siempre  de  menos  la 
primera  adquisición,  base  de  las  sucesivas,  y sería  necesario  para  que  un 
adquirente  pudiera  tener  seguridad  del  dominio  ó derecho  que  se  le  traspa- 
sase que  buscara  fuera  del  registro  datos  y documentos  que  la  ley  ha  que- 
rido que  consten  en  él  para  dar  mayor  garantía  al  crédito  territorial.  En 
estas  consideraciones  se  funda  el  art.  I o del  Reglamento,  quedejamos  trans- 
crito al  decir  que  deben  inscribirse  en  el  registro  las  concesiones  definitivas 
de  minas,  caminos  de  hierro,  aguas,  pastos  y otras  semejantes;  en  nuestro 
concepto,  aunque  no  lo  hubiera  dicho,  debería  sobreentenderse,  pero  no 
nos  parece  mal  que  lo  haya  espresado,  y mucho  mas,  atendiendo  á que  se 
sostiene  en  el  vecino  imperio  francés,  que  esta  clase  de  concesiones  no  de- 
ben estar  sujetas  á transcripción  sin  que  nos  convenzan  las  razones  que  se 
alegan  para  ello. 

Redúcense  estas,  á que  la  transcripción  es  un  acto  de  desconfianza  del 
adquirente  contra  el  enagenante,  desconfianza  que  no  cabe  respecto  á la 
Administración  que  no  ha  de  vender  á uno  lo  que  ya  haya  enajenado 
antes  á otro;  que  la  interpretación  de  los  actos  administrativos  corresponde 
á la  Administración,  á la  que  toca  también  esplicar  y declarar  la  esten- 
sion  y la  inteligencia  de  sus  contratos ; que  llevar  estos  al  registro  seria 
trastornar  la  línea  de  separación  entre  las  autoridades  judiciales  y adminis- 
trativas, y por  último,  que  se  consulta  bastantemente  á la  publicidad  de 
las  enajenaciones  por  la  publicación  que  de  ellas  se  hace  en  la  Gaceta  y en 
los  periódicos  oficiales.  Examinemos  brevemente  estas  consideraciones. 

Aun  suponiendo  que  la  trascripción  ó la  inscripción  sean  unos  actos  de 
desconfianza  del  adquirente  respecto  al  enajenante,  esta  desconfianza  no  se 
funda  precisamente  en  <pie  el  que  vende  á uno  puede  haber  vendido  antes 
á otro,  ó impuesto  un  gravámen  real  sobre  la  finca  que  enajena,  sino  también 
y muy  principalmente  en  los  títulos  que  legitiman  su  adquisición,  porque 
si  él  no  es  el  dueño  legítimo  de  la  finca,  claro  es  que  no  puede  traspasár- 
sela á otro.  Para  que  conste,,  pues,  que  el  que  enajena  la  cosa  que  adquirió 
de  la  Administración  es  su  dueño  legítimo,  y el  tercer  adquirente  pueda  te- 
ner esta  seguridad,  necesario  es  que  aparezca  en  el  registro  el  título  de 
adquisición:  la  desconfianza  no  recae  sobre  la  Administración,  sino  sobre 
tos  concesionarios  del  dominio  ó de  los  derechos  cedidos  ó enajenados  por 
la  Administración.  Pero  no  se  halla  establecida  solo  la  inscripción  en  los  re- 
gistros para  destruir  las  desconfianzas  respecto  á los  enajenantes;  es  tara- 
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bien  para  dar  seguridad  á la  propiedad  y medios  de  defensa  al  verdadero 
dueño  de  una  finca  contra  los  que  pretendan  que  á ellos  les  corresponden, 
alegando  títulos  v derechos  que  no  traigan  su  origen  de  los  actos  del  ante- 
riornposeedor  de 'la  cosa,  sino  de  otros  absolutamente  estraños  á él,  y con- 
tra los  que  sin  ningún  derecho  y por  mala  fé  suscitan  pleitos  injustos.  Ni 
la  Administración  es  infalible,  porque  desgraciadamente  se  presentan 
ejemplares  en  que  por  descuido  ó por  error  de  las  oficinas  se  vende  á uno 
lo  que  se  habia  enajenado  antes  á otro , y en  este  caso,  la  cuestión  no  puede 
menos  de  resolverse  con  arreglo  á los  principios  generales  del  derecho 
común,  que  establece  en  quién  de  los  dos  debe  quedar  la  cosa  enajenada, 
aunque  la  cuestión  sea  de  la  competencia  de  la  Administración  en  su  carác- 
ter de  contenciosa. 

No  es  de  mayor  importancia  el  argumento  que  se  hace  al  decir,  que 
llevar  las  enajenaciones  hechas  por  la  Administración  al  registro , seria 
confundir  la  línea  de  separación  entre  las  autoridades  administrativas  y 
judiciales,  é introducir  una  perturbación  en  el  orden  de  las  jurisdicciones. 
Aunque  este  argumento  mas  bien  es  aplicable  á las  enajenaciones  que  la 
Administración  hace  en  su  carácter  de  persona  jurídica , como  también 
puede  tener  lugar  en  las  que  verifica  en  su  calidad  de  gestora  délos  intere- 
ses generales,  no  nos  parece  inoportuno  anticipar  aquí  su  solución. 

Desde  luego  dirémos  que  la  competencia  que  tiene  la  Administración 
en  su  carácter  de  contenciosa,  para  conocer  de  las  cuestiones  que  versan 
sobre  cumplimiento,  inteligencia,  rescisión  y efectos  de  los  remates  y contra^ 
tos  que  celebra  para  servicios  y obras  públicas  (a),  y de  las  de  arrenda- 
miento y venta  de  bienes  nacionales  y actos  posesorios  que  de  ellas  se  deri- 
van ( b ),  solo  le  está  atribuida  por  razones  de  conveniencia  pública,  y digá- 
moslo así,  por  escepcion,  porque  atendida  su  naturaleza,  deberían  ser  de  la 
competencia  de  los  tribunales  de  justicia,  pues  que  se  trata  de  cuestiones 
que  por  su  índole  son  de  derecho  civil,  y que  eq  su  mayor  parte  se  deciden 
con  arreglo  á sus  principios.  Limitándonos  aquí  á las  de  propiedad  y demás 
derechos  en  la  cosa  que  solo  son  desmembraciones  de  ella,  por  ser  las  úni- 
cas que  á nuestro  propósito  conducen,  nos  parece  oportuno  trascribir  las 
palabras  de  una  lteal  orden  (c)  en  que  se  deslindaron  las  atribuciones  de  la 
Administración  y de  los  tribunales  en  esta  materia  importantísima:  La  pro- 


co]ArtJ:°  í,cl  fomento  de  30  de  diciembre  de  4846  sobre  el  modo  de  pro- 
de 2 de  'ihril  ¡L  ,oaLen  ,os  negocios  contenciosos,  y núm.  8.°  del  art.  5.°  de  la  ley 
vincia.  ° sobre  or8an¡zacion  y atribuciones  de  los  Consejos  de  pro- 

mumcipal^  Reaf  6rrin  ide  sóbrela  contabilidad  general,  provincial  y 

de 2nbre  de  ° 2 d®  enero  do  im>  1 art-  «*°  de  la  Real  ¿den  de  20 

citar!  n pre^m*rólo  de  la  Real  Orden  de  20  de  setiembre  que  acabamos  de 
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piedad,  dice,  está  puesta  por  las  leyes  bajo  el  amparo  de  los  tribunales  ina- 
movibles, y no  pueden  corresponder  por  lo  tanto  las  cuestiones  que  origine 
á los  administrativos,  que  son  por  su  índole  amovibles  y mas  dependientes 
del  poder  ejecutivo.  Según  este  principio,  los  tribunales  comunes  y no  los 
administrativos,  deben  conocer  de  las  demandas  sobre  bienes  y fincas  del 
Estado  y sobre  los  contratos  relativos  d su  disfrute.  Sin  embargo,  por  razo- 
nes políticas  de  importancia  ha  modificado  ese  principio  la  ley  de  contabili- 
dad de  Hacienda  pública  [de  20  de  febrero  de  4850,  declarando  en  su  ar- 
ticulo 10  que  corresponde  al  orden  administrativo  la  venta  y administración 
de  los  bienes  nacionales  y disponiendo  en  tal  virtud  que  las  contiendas  que 
ocurriesen  sobre  incidencias  de  subastas  ó de  arrendamiento  de  bienes  na- 
cionales entre  el  Estado  y los  particulares  que  con  él  contratasen,  se  ventilen 
ante  los  Consejos  provinciales  y el  Real  en  su  caso.  De  consiguiente,  corres- 
ponden á lo  contencioso-administrativo  los  negocios  y demandas  que  versen 
sobre  la  validez,  inteligencia  y cumplimiento  de  las  subastas,  arrenda- 
miento de  bienes  nacionales  y actos  que  se  deriven  de  ellos,  hasta  que  el 
comprador  ó adjudicatario  de  la  finca  sea  puesto  en  pacífica  posesión 
de  ella.  Mas  las  acciones  de  dominio  ó cualesquiera  otras  que  se  fun- 
den en  títulos  anteriores  ó posteriores,  independientes  de  la  subasta  ó ar- 
rendamientos, serán  simpre  de  la  competencia  de  los  tribunales  ordinarios. 
Reconocióse,  pues,  como  no  se  podía  menos,  en  esta  Real  orden,  que 
todas  las  cuestiones  sobre  enajenación  hechas  por  la  Administración  de- 
berían por  su  índole  ser  de  la  competencia  de  los  tribunales  permanentes ? 
que  por  una  escepcion  se  atribuyen  á la  vía  contencioso-administrativa,  y 
que  esta  escepcion  se  limita  á los  casos  espresamente  comprendidos  en  las 
leyes;  pero  ni  directa  ni  indirectamente  se  quiso  que  ni  aun  en  ellas  se  de- 
jaran á un  lado  las  reglas  del  derecho  civil  respecto  á la  fuerza , valor  y 
efectos  de  los'  contratos : se  dió  á la  Administración  la  facultad  de  enten- 
der en  estas  cuestiones,  pero  no  de  juzgarlas  con  reglas  diferentes  á las 
establecidas  para  las  demás  enajenaciones  , sino  solamente  en  la  parte  que 
las  disposiciones  administrativas  especiales  así  lo  ordenan,  como  lo  harían 
los  tribunales  ordinarios  si  no  se  hubieran  sacado  de  su  jurisdicción  estos 
negocios.  La  cuestión  de  competencia,  pues,  en  nada  debe  cambiar  las  re- 
glas que  el  derecho  establece  para  toda  clase  de  propiedad  y de  los  dere- 
chos reales  en  las  cosas  inmuebles:  y ninguna  perturbación  causa  en  el  or- 
den de  las  jurisdicciones  que  se  haga  la  inscripción  de  los  bienes  adquiridos 
por  enajenaciones  de  la  Administración. 

Lo  que  se  dice  de  las  enajenaciones  hechas  por  la  Administración,  en 
su  calidad  de  gestora  de  los  intereses  públicos,  es  con  mayor  razón  aplica- 
ble á las  que  hace  en  el  carácter  qué  tiene  de  persona  jurídica  que  vende 
heredades,  ó las  grava  con  servidumbres  ó con  otros  derechos  reales:  estos 
contratos  solo  se  diferencian  de  los  que  hacen  los  particulares  en  la  forma 
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v en  las  condiciones  á que  se  sujeta  la  Administración  al  celebrarlos. 

* El  último  argumento  que  se  alega  de  que  la  publicidad  de  los  registros 
„ innecesaria  por  la  publicación  que  se  hace  de  las  enajenaciones  de  bie- 
nes inmuebles  v de  derechos  reales  sobre  ellos  en  los  periódicos  oficiales, 
es  menos  importante  aún  que  las  anteriores.  Bastaria  decir,  que  no  todas 
las  enajenaciones  que  hace  la  Administración,  se  insertan  en  los  diarios  ofi- 
ciales- pero  aunque  fuera  así,  no  seria  justo,  ni  fácil,  ni  conveniente  á la 
propiedad  que  para  saber  la  enajenación  de  una  finca,  y tal  vez  después  de 
muchos  años  en  que  esta  se  hubiera  verificado,  se  tuviera  que  acudir  á 
examinar  multitud  de  periódicos  de  tiempos  diferentes,  antiguos  tal  vez,  en 
que  se  trata  de  toda  clase  de  materias,  sin  índices  adecuados  para  encon- 
trar lo  que  se  busca  y con  grandes  probabilidades  de  que  fueran  frecuen-' 
teniente  inútiles  todas  las  investigaciones.  No  es  esto,  en  verdad,  lo  que 
puede  reemplazar  á la  facilidad  con  que  en  los  registros  establecidos  por  la 
Ley  hipotecaria  se  encuentran  las  trasmisiones  y los  gravámenes  de  las 
fincas. 


Las  adquisiciones  de  bienes  inmuebles  y de  derechos  reales  impuestos  sobre 
ellos,  hechas  por  Ja  Administración,  están  sujetas  á inscripción. 


La  generalidad  con  que  la  Ley  ordena  que  se  inscriban  los  títulos  tras- 
lativos de  dominio  de  bienes  inmuebles  y de  derechos  reales  impuestos 
sobre  los  mismos,  basta  por  sí  sola  para  que,  cuando  no  establece  ninguna 
escepcion  á favor  de  las  adquisiciones  hechas  por  la  Administración,  se  diga 
que  están  comprendidas  en  la  regla.  No  hay,  en  efecto , motivo  ninguno 
loable  que  las  exima,  y semejante  exención  no  podría  hacerse  sin  incon- 
secuencia al  sistema  adoptado  en  la  Ley.  Trátase,  en  esta,  ante  todo, 
según  repetidamente  hemos  dicho,  de  consultar  á la  seguridad  del  adqui- 
rente  por  medio  de  la  publicidad:  solo  por  lo  tanto  puede  perjudicarle  lo 
que  en  el  registro  se  halla  escrito:  la  traslación  de  propiedad  que  de  él  no 
aparezca,  es  respecto  al  estrauo  al  acto  lo  mismo  que  si  no  se  hubiera 
verificado.  Esto  supuesto,  si  no  se  registráran  las  enajenaciones  hechas  á 
lavor  de  la  Administración,  el  que  por  ejemplo  comprara  una  finca  al  que 
ya  la  había  vendido  antes  al  Estado  sin  haberse  hecho  la  inscripción,  ó 
tendría  que  ser  antepuesto  y quedar  dueño  de  la  finca,  ó se  violaría  el 
principio  capital  de  la  Ley.  No  puede  haber  duda  en  la  elección:  la  Admi- 
nistración cuando  adquiere  una  finca,  se  sujeta  á las  condiciones  del  de- 

íW»0  ClVv!i  ’ 6ü  tanl°  l‘ene  Privi‘eSÍ0s,  en  cuanto  le  son  absolutamente  in- 
^ ^enar  m¡si°n  de  atender  á los  intereses  generales  que 
pmhlro!011  ^ a'i  na<*a  ^r'a  fiue  justificara  una  escepcion  que,  sobre  serle 
o~a,  ce  cria  en  perjuicio  de  la  propiedad  y del  crédito  territorial, 
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que  dejaría  de  prestar  la  garantía  y seguridad  á que  con  tanto  afan  , y so- 
breponiéndose á muchas  dificultades,  aspira  la  Ley  hipotecaria. 

Las  expropiaciones  por  causa  de  utilidad  pública  se  hallan  en  este  caso, 
porque  son  una  adquisición  de  dominio  por  parte  de  la  Administración, 
cuando  ella  es  la  que  directa  é inmediatamente  las  hace.  Con  igual  razón 
han  de  inscribirse  las  expropiaciones  hechas  por  las  compañías  ó empresa- 
rios de  obras  públicas,  que  ocupan  el  lugar  de  la  Administración  al  hacer 
las  expropiaciones. 

¿Qué  heredamientos  de  los  conocidos  en  Cataluña  están  sujetos 

á inscripción  (á)l 

El  artículo  2.°  del  Reglamento  para  la  ejecución  de  la  Ley  hipotecaria 
que  dejamos  trascrito  al  frente  de  este  comentario,  dice  que  está  sujeto  á 
inscripción  el  contrato  denominado  en  Cataluña  heredamiento  universal. 
Esta  materia  de  derecho  foral,  poco  conocida  en  la  mayor  parte  de  las  pro- 
vincias de  la  Monarquía , requiere  que  demos  de  ella  algunas  ligeras  es- 
plicaciones,  al  menos  en  la  parte  en  que  pueden  ser  importantes  con  rela- 
ción á la  Ley  hipotecaria,  que  es  á la  que  tenemos  que  limitar  nuestro  co- 
mentario. 

La  palabra  heredamiento  que  actualmente  en  el  uso  común  solo  se  em- 
plea para  significar  una  finca  rústica,  tenia  en  tiempos  antiguos,  como  la  de 
heredad,  otra  acepción,  la  de  herencia.  Del  mismo  modo,  con  la  palabra  he- 
redar no  solo  se  daba  á entender,  como  ahora,  el  acto  de  adquirir  alguna 
herencia,  refiriéndola  solo  al  heredero  testamentario  ó legítimo,  sino  que 
aplicándola  al  testador  se  tomaba  en  el  mismo  sentido  que  la  frase  emplea- 
da hoy  de  nombrar  ó de  instituir  heredero.  En  contraposición  á la  palabra 
heredar  babia  las  compuestas  desheredar  y exheredar,  para  significar  la  es- 
clusiou  de  la  herencia  de  personas  que  de  otro  modo  serian  llamadas  á la 
sucesión.  El  uso,  árbitro  absoluto  en  estas  materias , ha  hecho  olvidar  la 
acepción  de  las  palabras  heredamiento  y heredar  en  las  significaciones  de 
herencia  y de  instituir  heredero,  conservando,  sin  embargo,  en  todo  su 
primitivo  vigor  las  de  desheredar  ó exheredar.  No  ha  sucedido  esto  en  Ca- 
taluña, en  donde  las  voces  espresadas,  anticuadas  en  Castilla,  han  con- 
tinuado y continúan  usándose  en  su  acepción  antigua,  añadiendo  á ellas  las 
palabras  heredante  para  significar  al  instituyente,  y heredado,  con  que  se 
designa  el  instituido.  Usarémos  en  este  lugar  de  la  nomenclatura  recibida 
en  Cataluña. 

Esto  supuesto,  dirémos  que  hay  dos  clases  de  heredamientos:  unos  que 

(a)  Nufisl.ro  amigo  y compañero  el  distinguido  jurisconsulto  Sr.  Permanyer  nos 
lia  favorecido  con  este  interesante  trabajo. 
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tienen  carácter  y efecto  de  donaciones  entre  vivos , y otros  de  índole  di- 
versa. Estos  últimos  son  de  otras  clases  diferentes.  Comenzarérnos  por  los 

pn' Acostumbre  en  Cataluña  desde  muy  remoto  tiempo,  costumbre  que  se 
conserva  aún  si  bien  algún  tanto  modificada,  pero  sin  que  hayan  sufrido 
alteración  esencial  las  reglas  de  derecho  ó la  jurisprudencia  á que  la  misma 
está  sujeta,  establecerse  y fijarse  en  las  familias  la  ley  de  sucesión  á los 
bienes  del  padre  en  vida  de  este,  por  medio  de  contrato  y con  ocasión  del 
matrimonio  de  los  hijos  ó de  aquel  de  los  mismos  que  está  destinado  á ser 
su  heredero  universal.  Esta  costumbre  es  la  que  ha  dado  origen  á los  here- 
damientos y donaciones  universales , que  se  distinguen  por  su  carácter  y 
efecto,  según  los  términos  en  que  hayan  sido  otorgados. 

El  padre,  por  contemplación  del  matrimonio  del  hijo  primogénito  ó de 
aquel  á quien  quiere  heredar,  le  hace  unas  veces  donación  universal  de 
todos  sus  bienes,  y otras  de  una  parte  de  ellos.  En  el  primer  caso,  el  padre 
donante,  no  solo  por  costumbre  sino  por  necesidad  legal,  pues  de  otra  ma- 
nera dejaría  de  ser  válida  la  donación  comprensiva  de  todos  los  bienes,  la 
limita  con  algunas  reservas  á su  favor,  y estas  suelen  ser,  no  solo  para  tes- 
tar libremente,  ó como  suele  decirse,  á libres  voluntades , y la  de  dotar  á los 
demás  hijos  y colocarlos  competentemente,  sin  que  á ello  pueda  oponerse  el 
donatario,  sino  también  la  del  pleno  usufructo  y libre  administración  de  los 
bienes  donados  durante  su  vida,  sin  necesidad  de  prestar  fianza  ni  rendir 
cuentas,  y muchas  veces  hasta , con  la  facultad  de  enajenar  independien- 
temente del  hijo  donatario  en  caso  de  necesidad  ó de  urgencia. 

Bien  se  deja  entender  que  tales  donaciones  se  otorgan  con  el  carácter  y 
electos  de  los  llamados  entre  vivos,  lo  cual  hasta  suele  consignarse  esplíci- 
tamente  en  semejantes  contratos:  y,  dada  la  reserva  del  usufructo,  que  ca- 
si nunca  deja  de  estipularse,  despréndese  lógica  y necesariamente  el  ánimo 
é intención  por  parte  de  los  donantes  de  trasmitir  á los  donatarios  de  pre- 
sente é inmediatamente  el  dominio  ó propiedad  de  los  bienes  donados.  De 

otra  manera  no  tendría  objeto  ni  significación  la  indicada  reserva  del  usu- 
fructo. 

De  aquí  se  infiere  también,  que  la  inmediata  trasferencia  de  la  propie- 
dad no  deje  de  realizarse  ni  de  surtir  todos  sus  efectos.  Esto  sucede,  aunque 
al  otorgarse  la  donación  con  reserva  del  usufructo  se  haya  estipulado,  co- 
mo generalmente  se  acostumbra,  que  la  hace  el  padre  para  después  de  su 
muerte  y no  antes . Esta  cláusula,  que  se  lee  en  la  mayor  parte  de  las  do- 
naciones, y que  según  la  legislación  castellana,  lejos  de  hacer  traslación  de 
.¡i  ^1010’  j'cll,lva^riaá  una  donación  por  causa  de  muerte,  y seria  incompa- 
r<ferva  d(d  usufructo,  significa  tan  soloen  Cataluña  que  los 

n«ntp  pn  / 7T  han  de  quedar  en  suspenso  durante  la  vida  del  do- 
uan  o a a posesión  natural  de  los  bienes  donados,  y al  usufruc- 
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to  y administración  de  los  mismos,  pero  no  que  haya  dejado  de  trasmitirse 
la  propiedad  al  donatario  desde  su  aceptación.  Solo  así,  se  concilia  racional- 
mente la  cláusula  espresada,  con  la  reserva  del  usufructo  que  lleva  necesa- 
riamente consigo  el  traspaso  del  dominio.  Esta  es  la  común  opinión  de  los 
jurisconsultos  catalanes,  confirmada  además  por  la  jurisprudencia  constante 
de  aquellos  tribunales.  Por  consecuencia  de  esto,  no  se  dá  valor  alguno  a 
las  obligaciones  que  el  padre  contrae  sobre  los  bienes  donados  con  poste- 
rioridad á la  donación,  cuando  tienen  el  carácter  de  gravámenes  reales,  y 
mucho  menos  á las  enajenaciones  que  haya  otorgado  del  todo  ó parte  de  di- 
chos bienes,  como  no  sea  en  virtud  de  las  reservas  que  hubiese  estipulado. 
También  es  consecuencia  de  lo  dicho,  que  el  hijo  donatario,  una  vez  adqui- 
rida la  propiedad  de  los  bienes  donados,  no  la  pierde  aunque  muera  antes 
que  el  padre  donante,  sino  que  la  trasmite  legalmente  á sus  herederos,  no 
solo  cuando  estos  son  sus  hijos  y descendientes,  sino  también  siendo  estra- 
ños,  si  la  donación  no  se  ha  limitado  con  el  pacto  de  reversión  para  el 
caso  de  morir  el  donatario  sin  hijos,  bien  que  esto  último  sucederá  muy 
rara  vez,  por  ser  dicho  pacto  de  uso  muy  frecuente  y casi  universal  en 
Cataluña. 

Como  quiera  que  sea,  y con  sujeción  á la  cláusula  de  reversión  si  exis- 
te, ó con  independencia  de  ella  si  no  se  ha  convenido,  el  hijo  donatario 
dueño  de  los  bienes  donados  los  trasmite  á sus  herederos,  aun  muriendo  an- 
tes que  el  padre  que  donó,  al  cual  durante  su  supervivencia  no  le  queda  mas 
que  el  derecho  de  administración  y usufructo,  en  el  supuesto  de  habérselos 
reservado,  como  sucede  casi  siempre. 

Conviene  advertir,  que  no  son  solo  los  padres  quienes  suelen  y pueden 
hacer  en  Cataluña  las  donaciones  de  que  se  trata,  por  causa  de  matrimonio , 
sino  también  cualesquiera  parientes  y aun  estrados  que  quieran  favorecer 
á determinada  persona  de  su  familia  ó de  fuera  de  ella;  con  la  particulari- 
dad de  que,  otorgadas  dichas  donaciones  por  causa  y en  contemplación  del 
matrimonio  de  los  donatarios , están  sujetos  indistintamente  á las  mismas 
reglas  especiales  y características  de  semejantes  contratos.  Entre  estas  re- 
glas, descuellan  como  las  mas  importantes  la  de  no  estar  tales  donaciones 
sujetas  al  requisito  legal  de  la  insinuación,  sea  cual  fuere  la  cuantía  de  los 
bienes  donados,  y la  de  no  poder  ser  revocadas,  ni  aun  por  el  disentimiento 
de  los  interesados  ó sea  con  el  beneplácito  del  donatario.  Túndase  esto , en 
que  semejantes  revocaciones  están  condenadas  y espresaraente  prohibidas 
por  ley  municipal  terminante,  que  las  declara  nulas  y de  ningún  valor  ni 
efecto,  ora  se  hagan  espresamente,  ora  tácita  ó indirectamente  por  las 
razones  de  alta  moralidad,  que  es  fácil  concebir,  atendiendo  á que  no  es 
solo  el  donatario  quien  tiene  interés  y há  adquirido  derecho  en  virtud  de  la 
donación  con  que  se  le  haya  favorecido  por  causa  de  su  matrimonio , sino 
también  la  mujer  con  quien  este  se  contrajo  y los  hijos  de  ésta,  puesto  que 
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sin  la  justa  y legítima  esperanza  de  disfrutar  los  efectos  de  la  donación,  tal 

vez  el  casamiento  no  se  habría  efectuado.  . . . 

Todo  esto,  empero,  y las  dificultades  que  de  ello  se  originan  en  la 
aplicación  de  dichas  disposiciones  á las  varias  circunstancias  de  cada  caso, 
no  afectan  á las  cuestiones  que  aquí  estamos  examinando.  Baste  consignar 
a„uí  que  surtiendo  las  donaciones  espresadas  todos  los  efectos  de  verdade- 
ros traspasos  de  propiedad , están  sujetos  á la  formalidad  del  registro  en 
¡cuales  términos  y bajo  las  mismas  condiciones  que  los  demás  de  su  clase 

con  arreglo  á la  ley  vigente. 

Al°unas  veces  no  se  otorga  propia  y verdadera  donación  á favor  del  que 
contrae  matrimonio,  sino  una  promesa  de  heredarlo  ó instituirlo  heredero 
universal  por  última  voluntad  para  después  de  la  muerte  del  que  así  se  pro- 
pone favorecerle.  Y es  también  costumbre  bastante  general  en  Cataluña  la 
de  otorgarse  semejantes  promesas  de  heredar  en  contratos  matrimoniales, 
pero  noá  favor  del  que  contrae  el  casamiento,  sino  de  los  hijos  nacidos  ó 
que  se  espera  serán  habidos  del  mismo  matrimonio  : y es  lo  mas  común  el 
hacerlo  así  los  novios  contrayentes,  á fin  de  dejar  ya  establecida  desde  lue- 
go la  ley  de  la  sucesión  en  la  familia.  Tales  promesas  de  heredar  constitu- 
yen los  llamados  heredamientos , propia  y verdaderamente  tales , y tienen 
el  carácter  y efectos  de  contratos  en  cuanto  á su  fúerza  obligatoria  y consi- 
guiente irrevocabilidad:  y debe  advertirse  que  si  bien  es  indispensable  para 
ellos  la  aceptación  délos  agraciados,  sin  la  cual  no  podría  haber  contrato,  se 
tiene  por  bastante  que  acepte  el  heredamiento  en  nombre  de  los  hijos  que 
puedan  nacer  el  notario  que  autoriza  la  escritura.  Este  heredamiento,  que  se 
equipara  á la  donación  de  los  bienes  presentes,  produce  el  efecto  de  que  los 
dementes  no  pueden  enajenar  los  bienes  donados,  y que  si  los  enajenan,  pue- 
dan los  hijos  del  donatario  obtener  la  revocación  de  las  enajenaciones  hechas 
después  de  la  muerte  del  padre  ó de  la  madre.  No  se  estiende  á los  bienes  fu- 
turos, porque  no  es  de  presumir  que,  á no  espresarlo,  pensara  en  ellos  el  do- 
nante, pero  aunque  lo  dijera  espresamente , solo  seria  válido  el  heredamien- 


to si  hicieran  alguna  reserva  ásu  favor,  por  ejemplo,  de  cantidad  determi- 
nada ó indeterminada  para  testar,  porque  de  otro  modo  vendría  á ser  una 
donación  de  todos  los  bienes  que  no  puede  subsistir  dentro  del  mismo  dere- 
cho (oral  de  Cataluña.  En  este  caso  no  quedaría  el  donante  privado  de  ena- 
jenar cualquier  finca  adquirida  después  de  la  donación,  porque  es  necesario 
fijar  un  tiempo  en  que  se  haga  el  cómputo  de  los  créditos  y deudas  contraidas 
por  c donante  después  de  la  donación,  y éste  solamente  puede  ser  el  de  la 
emiU'Uivn  a0  est'Pu^arse  otro  al  hacer  la  donación.  Esto,  que  parece  lo  mas 
ronfr>mnnrL«a /lr\a^.CnCUentra  aP°y°  en  un  ilustrado  jurisconsulto  catalán 
eo  (a),  e cual  añade  que  puede  tomarse  argumento  para  apoyar 

r echas  de  CoíaíttaatÍJlijo^t.  'iib °bl>a  l0S  Usages  V dc  los  demás  de- 
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su  opinión  en  las  leyes  de  Castilla  sobre  la  sociedad  legal  de  los  cónyuges  al 
establecer  en  la  ley  5.a,  tít.  IV,  lib.  X de  la  Novísima  Recopilación,  que  los 
bienes  ganados,  mejorados  y multiplicados  durante  el  matrimonio  pueden 
ser  enajenados  libremente  por  el  marido  sin  intervención  de  la  mujer,  siendo 
válidos  sus  contratos,  á no  probarse  que  cautelosamente  se  quiso  dañarla 
ó defraudarla.  El  mismo  autor  asegura  haber  visto  una  sentencia  de  aquella 
Real  Audiencia  pronunciada  en  este  sentido:  en  todo  lo  demás  se  siguen  en 
estos  heredamientos  las  reglas  de  las  últimas  voluntades.  De  esto  se  deduce 
entre  otras  la  doble  consecuencia  de  que  los  heredantes  no  puedan  dispo- 
ner de  sus  bienes  para  después  de  su  muerte,  ni  aun  entre  vivos,  de  manera 
que  resulte  en  fraude  del  heredamiento ; y que  no  obstante  quede  este  ab- 
solutamente sin  efecto  por  la  premoriencia  de  los  heredados  al  heredante, 
pues  sobreviviendo  éste  á aquellos,  recobra  en  toda  su  plenitud  el  derecho 
de  libre  disposición. 

Por  lo  demás,  dichos  heredamientos  están  sujetos  á la  par  de  las  do- 
naciones hechas  por  causa  de  matrimonio  , á la  ley  que  prohíbe  bajo  pena 
de  nulidad  su  revocación  total  ó parcial  tácita  ó espresa,  aun  concurriendo 
el  consentimiento  y beneplácito  de  los  donatarios  agraciados.  Véase,  pues, 
con  cuánta  razón  el  jurisconsulto  calalan  Fontaneila  dice  que  estos  he- 
redamientos son  una  especie  media  entre  las  donaciones  entre  vivos  y las 
últimas  voluntades,  porque  , según  queda  dicho,  participan  de  la  naturale- 
za de  unas  y otras. 

Resultando,  pues,  restringida  la  libre  facultad  de  disponer  de  los  bie- 
nes que  al  tiempo  de  constituir  el  heredamiento  ó la  promesa  de  heredar  te- 
nían los  heredantes  , lo  cual  es  un  verdadero  gravámen  ó limitación  de  los 
derechos  y facultades  inherentes  al  dominio,  claro  es  que  con  arreglo  á la 
ley  vigente  están  también  sujetos  á la  formalidad  del  registro,  sin  el  cual 
dejarían  de  producir  sus  efectos  en  perjuicio  de  terceros  poseedores.  Pero 
la  necesidad  de  la  inscripción  no  tiene  por  causa  el  que  el  heredamiento  de 
que  hablamos  sea  un  título  traslativo  de  dominio,  que  no  lo  es,  sino  en  que 
lo  modifica,  y por  lo  tanto,  si  bien  no  está  comprendido  en  el  número  4.° 
del  artículo  que  comentamos,  lo  está  en  el  2.°,  sirviéndonos  de  disculpa  el 
no  hacer  relación  de  él  en  el  art.  2.°  la  conveniencia  de  no  tratar  con  se- 
paración lo  que  á las  diferentes  clases  de  heredamientos  se  refiere. 

Lo  dicho  es  aplicable  á los  heredamientos  de  que  acabamos  de  tratar, 
llamados  en  Cataluña  puros  y absolutos,  esto  es,  á las  promesas  de  here- 
dar otorgadas  en  términos  absolutos,  sin  referencia  á otro  matrimonio  , y 
sin  estar  sujetos  á mas  condiciones  que  la  que  les  es  inherente  y esencial,  la 
de  sobrevivir  los  heredados  á los  heredantes. 

Hay  otros  heredamientos  que  no  pertenecen  á esta  clase,  y se  conocen 
con  las  respectivas  y especiales  denominaciones  de  pr dativos  y preventivas. 
Los  primeros  se  reducen  á la  promesa  recíprocamente  otorgada  por  los  que 
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contraen  matrimonio,  de  nombrar  por  herederos  á los  hijos  que  nacieren  del 
mismo  ó á alguno  de  ellos,  con  preferencia  a los  que  hubiere  de  otro  matri- 
monio posterior  aquel  de  los  contrayentes  que  sobreviva  y contraiga  se- 
gundas nupcias.  En  otros  términos,  el  heredamiento  pi'elativo  consiste  pura 
y simplemente  en  la  costumbre  generalizada  en  Cataluña  de  hacer  estensi- 
vo  á prevención  y por  pacto  espreso  á los  hijos  de  segundo  ó ulterior  ma- 
trimonio, lo  que  prescribía  la  ley  6.a,  tít.  IX,  lib.  Y del  Código  repetit® 
pradeclionis,  conocida  por  Hac  Edictali,  limitadamente  al  segundo  marido 
ó á la  segunda  mujer  respecto  á hijos  de  primer  matrimonio.  Suelen  ser  va- 
rios los  términos  en  que  se  contrae  convencionalmente  esa  obligación  pre- 
ventiva de  no  postergar  unos  á otros,  pero  siempre  resulta  condicional  en 
sus  efectos  y dependiente  de  la  eventualidad  de  que  nazcan  hijos  de  primer 
matrimonio  y de  que  lleguen  éstos  á concurrir  á la  muerte  del  padre  ó de 
la  madre  heredante  con  otros  hijos  habidos  de  un  matrimonio  posterior.  Pero 
como  aunque  en  el  caso  de  realizarse  esa  condición  complexa,  resulta  limi- 
tada en  el  heredante  la  libre  facultad  de  disponer  por  causa  de  muerte , no 
quedan  desde  luego  sujetos  los  bienes  inmuebles  que  correspondan  al  do- 
nante á ningún  gravámen,  ni  tiene  prohibición  de  enajenarlos  en  vida,  sino 
solo  de  trasmitirlos  á su  muerte  á unos  con  preferencia  á otros,  y hasta  que 
llega  la  muerte  del  donante  nadie  tiene  sobre  sus  bienes  un  derecho  real,  se 
infiere  que  tales  heredamientos  prelativos  no  deben  inscribirse. 

Finalmente,  el  heredamiento  preventivo  se  reduce  pura  y simplemente 
á la  designación  hecha  en  contrato  matrimonial  de  aquel  de  los  hijos 
futuros  que  los  contrayentes  quieran  que  sea  su  heredero  universal  en  el 
caso  de  morir  sin  haberlo  instituido,  y para  el  solo  efecto  de  impedir  que  se 
defiera  su  herencia  ab-intestato.  Esto  no  impide  que  en  testamento  ó de 
cualquier  otro  modo  dispongan  los  heredantes  de  sus  bienes  durante  su  vida 
ó para  después  de  su  muerte.  Y pues  que  tales  heredamientos  producen  ó 
dejan  de  producir  electo  subordinadamente  á una  condición  que  es  siempre 
potestativa  de  parte  de  los  otorgantes  sin  limitación  alguna,  es  evidente 
que  no  están  sujetos  al  registro  sino  cuando  verificada  dicha  condición  vie- 
nen á representar  y constituir  la  última  voluntad  de  los  heredantes  y el  tí- 
tulo de  sucesión  por  el  cual  deben  pasar  sus  bienes  ó herencia  al  que  re- 
sulta definitivamente  designado  como  sucesor  universal,  en  los  términos 

que  dejamos  espuestos  al  tratar  de  cuándo  son  registrables  las  adquisicio- 
nes por  título  de  herencia  («). 


(«)  Página  205. 
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Todos  los  diversos  títulos  traslativos  de  dominio  de  una  misma  finca 
que  tenga  alguno  están  sujetos  á inscripción. 

Sin  necesidad  de  que  el  Reglamento  para  la  ejecución  de  la  Ley  hipote- 
caria digera  que  cuando  una  persona  tiene  diferentes  títulos  deben  inscri- 
birse todos,  no  podría  esto  ponerse  en  duda,  atendido  el  espíritu  de  la  Ley, 
que  quiere  dar  la  mayor  seguridad  posible  al  dominio  y á los  demás  dere- 
chos en  las  cosas  inmuebles,  porque  cada  título  es  una  nueva  garantía  que 
aleja  temores  y dá  confianza  á los  adqnirentes  y prestamistas.  Algunas  ve- 
ces esta  inscripción  de  títulos  es  mas  indispensable,  como  sucede  cuando  el 
ano  esplica  ó completa  el  otro , viniendo  á formar  entre  los  dos  un  solo  tí- 
tulo : así  sucede  en  el  caso  en  que  á uno  le  hubieran  legado,  por  ejem- 
plo , veinte  fanegas  de  tierra  en  un  pago  cuyo  señalamiento  le  fuera  hecho 
en  la  división  del  caudal  dejado  por  el  testador : así  sucede  también  cuando 
teniendo  alguno  un  legítimo  título  de  dominio,  es  inquietado  por  aquel  de 
quien  lo  adquirió,  que  le  suscita  un  pleito  en  que  queda  vencido;  si  la  sen- 
tencia ejecutoria  en  tal  caso  dejara  de  inscribirse,  faltaría  esta  especie  de 
complemento  del  título  de  adquisición,  que  fortifica  el  dominio  y dá  garan- 
tías, tanto  á favor  del  demandado  y sus  sucesores,  como  para  aquellos  que 
quieran  adquirir  la  finca  ó imponer  sobre  ella  una  carga  real , ó admitirla 
como  hipoteca.  No  se  olvide  que  la  csperiencia  enseña  los  perjuicios  que  se 
originan  á los  propietarios  de  que  no  aparezcan  en  los  libros  del  registro 
las  sentencias  de  los  pleitos  que  injustamente  se  han  promovido  contra 
ellos  y que  olvidados  por  el  trascurso  del  tiempo,  han  venido  á reprodu- 
cirse, sin  que  en  la  ignorancia  de  la  existencia  de  los  antiguos  haya  podido 
oponérseles  la  escepcion  que  nace  de  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada. 

El  Reglamento,  al  consignar  la  disposición  que  acabamos  de  mencionar, 
lo  hace  con  la  .adición  interesante  de  que  podrá  pedirse  por  los  interesados 
que  todos  los  títulos , cuando  sea  posible , se  comprendan  en  una  inscrip- 
ción con  el  -objeto  de  hacer  mas  sencillos  y menos  costosos  los  registros. 
Esto  también,  aunque  no  se  espresara,  debería  hacerse,  á nuestro  entender. 
No  creemos,  sin  embargo,  que  ni  esta  ni  la  anterior  disposición  pueden  dar 
lugar  á justa  censura,  ni  ser  consideradas  como  ociosas:  nos  parecen,  por  el 
contrario,  dignas  de  aplauso,  como  todo  lo  que  contribuye  á aclarar  la  Ley, 
á hacer  uniforme  su  ejecución,  á quitar  cualquier  ambigüedad  á que  pudie- 
ra dar  lugar  y á evitar  que  se  introduzcan  prácticas  poco  convenientes  que 
en  el  silencio  del  Reglamento  podrían  nacer  sin  mala  fé  de  los  registrado- 
res y en  daño  de  los  inscribentes. 

Lo  que  se  dice  aquí  de  los  diversos  títulos  de  dominio  de  una  misma  fin- 
ca, es  por  igualdad  de  razón  aplicable  á la  duplicidad  de  títulos  de  todos 
los  demás  derechos  reales. 


TOMO  i. 
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, l imneb'es  —Todo  lo  que  se  refiere  á la  definición  y esfension  de  ía 
palabra  inmuebles  lo  dejamos  para  el  comentario  del  artículo  4.°  de  esta 
Ley,  en  donde  se  declara  que  algunos  bienes  no  deben  ser  considerados 

como  raíces  sino  como  muebles. 

6 Derechos  reales.— La  división  de  los  derechos  reales  y personales, 
por  su  grande  y trascendental  importancia,  ha  sido  y es  considerada  como 
fundamental  en  el  derecho.  Los  jurisconsultos  romanos  no  la  formularon, 
pero  implícitamente  la  establecieron,  de  modo  que  puede  decirse  que  ha  sido 
una  consecuencia  lógica  de  sus  doctrinas,  y añadirse  sin  temor  de  errar, 
que  está  aceptada  por  todos  los  pueblos.  Sin  comprenderla  exactamente 
no  podría  entenderse  bien  la  Ley  hipotecaria:  así  harémos  de  ella  la  indi- 
cación que  estimemos  necesaria,  repitiendo  lo  que  en  otra  obra  (a)  escribi- 
mos para  esplicar  esta  teoría. 

No  puede  concebirse  la  existencia  de  un  derecho,  sin  que  haya  una  per- 
sona á quien  corresponda  y una  cosa  que  sea  su  objeto:  pero  á las  veces 
existe  además  otra  persona  obligada  individualmente  á prestar  la  cosa  ó el 
hecho  que  tenemos  derecho  de  exigir.  De  aquí  parte  la  teoría  de  los  dere- 
chos reales,  ó en  la  cosa  (in  re):  y personales  ó á la  cosa  (ad  rem ),  áque 
también  se  ha  denominado  ih  personam.  Guando  no  existe  esta  última  obli- 
gada individualmente,  tenemos  un  derecho  real,  y por  el  contrario,  es  per- 
sonal cuando  existe.  Por  esto  podemos  decir  que  el  derecho  real  nos  corres- 
ponde sin  relación  ninguna  á otra  persona  , y por  el  contrario  , el  personal 
solo  con  relación  á otro  que  está  obligado  á dar  ó hacer  alguna  cosa.  Esta 
diferencia,  hija  de  la  naturaleza  misma  de  las  cosas  , y que  por  lo  tanto  se 
encuentra  en  todos  los  países , conduce  á efectos  diametralmente  opuestos 
que  pasamos  á esponer. 


El  derecho  real,  considerado  en  sí  mismo,  es  un  derecho  absoluto;  en  él 
no  hay  ninguna  clase  de  relación  entre  dos  personas,  y sí  solo  entre  una 
persona  y una  cosa:  el  que  tiene  el  dominio,  por  ejemplo,  ejerce  directa- 
mente los  actos  de  señor,  y dispone  libremente  de  su  propiedad:  pero  si  es- 
ta para  en  poder  de  otro  que  injustamente  la  detenta,  y requerido  no  quiere 
entregársela,  entonces  el  dueño  tiene  una  acción  contra  el  detentador,  pero 
í>olo  en  consideración  á que  al  menos  materialmente  posee:  ninguno,  pues, 
está  obligado  activa  é individualmente,  si  bien  todos  tienen  el  deber  ne- 
Gati\o  de  no  disturbar  al  que  tiene  el  derecho.  En  los  derechos  personales, 
por  el  contrario,  siempre  existe  relación  entre  dos  personas,  una  que  es  el 
sugeto  activo  y otra  el  sugeto  pasivo  de  la  obligación.  El  que  lo  tiene,  no 
, ^Crce  liect!*  ® inmediatamente  sobre  la  cosa,  que  es  objeto  de  su  dere- 
qut,  o reclama  de  aquel  que  está  ligado  á la  ejecución. 


pañol.  histórico  exegético  del  derecho  romano  comparado 
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De  lo  dicho  se  infiere,  que  el  derecho  real  sujeta  directa  é inmediata- 
mente la  cosa  á la  persona  sin  que  requiera  el  cumplimiento  de  un  hecho,  ó 
la  entrega  de  una  cosa  por  parte  de  otro.  El  que  lo  tiene,  dice  solamente: 
tal  finca  me  pertenece:  soy  usufructuario  de  ese  predio : pero  nunca  se  re- 
fiere á la  obligación  activa  que  tenga  otro;  puede  ejercitar  su  derecho  con- 
tra todos  y con  relación  á todos;  lo  conserva  aunque  se  halle  accidental- 
mente eu  manos  de  otro,  y la  cosa  se jid.hiere^á  él  como  la  sombra  al  cuer- 
po, ó para  valernos  de  la  espresion  délos  antiguos,  como  la  lepra  á la 
piel,  ut  lepra  cutí:  tiene  por  lo  tanto  facultad  de  reclamar  contra  el  que  sea 
detentador  de  la  cosa  y contra  toda  persona  que  de  cualquier  modo  le  impi- 
de el  ejercicio  de  su  derecho. 

No  sucede  lo  mismo  con  el  derecho  personal.  Este  se  limita  á la  facultad 
de  exigir  la  prestación  de  una  cosa  ó de  un  hecho  á persona  ó personas  de- 
terminadas, pero  no  nos  dá  un  poder  directo  é inmediato  sobre  lo  que  se 
nos  debe,  sino  que  tenemos  necesariamente  que  reclamar  de  la  persona  que 
nos  está  obligada  individualmente,  para  que  Heve  á efecto  y á su  consuma- 
ción la  obligación  contraida.  Para  que  podamos,  pues,  decir,  que  lo  que 
senos  debe,  pasa  á ser  nuestro,  es  indispensable  que  haya  por  parte  del 
deudor  un  acto  por  el  cual  se  nos  trasmita  el  dominio  de  lo  debido. 

Las  doctrinas  que  acabamos  de  esponer  encontrarán  mayor  desenvolvi- 
miento en  el  progreso  de  esta  obra. 

7.  Usufructo. — El  usufructo  es  un  derecho  real  y una  servidumbre  per - 
sonal. 

Es  un  derecho  real , porque  se  adhiere  á la  cosa  y la  sigue  constante- 
mente, cualesquiera  que  sean  las  manos  á que  pase,  hasta  que  se  estingue 
por  uno  de  los  medios  que  el  derecho  establece  , limitando  la  facultad  na- 
tural que  tiene  el  propietario  de  aprovecharse  de  lodos  los  productos  de  la 
cosa  y de  invertirlos  en  su  provecho.  De  derecho  en  la  cosa  corporal  lo  ca- 
lificó ya  el  jurisconsulto  Celso  en  uno  de  los  fracinentos  que  nos  ha  conser- 
vado el  Digeslo  (a),  jas  in  corpore , frase  que  el  emperador  Justiniano  copió 
en  sus  Instituciones  ( b ). 

Es  servidumbre  personal  porque  no  se  halla  establecido  á favor  de  una 
finca  haciéndola  de  mejor  condición  , sino  que  tiene  por  objeto  único  y es- 
clusivo  la  utilidad  de  la  persona  para  cuyo  beneficio  está  constituido,  y se 
adhiere  á ella  tan  íntimamente  que  con  su  muerte  se  estingue , como  sucede 
con  todas  las  servidumbres  personales. 

Todo  usufructo,  bien  se  constituya  en  virtud  de  un  contrato,  bien  en 
cumplimiento  de  una  voluntad  última,  bien  por  ministerio  de  la  ley  , debe 
inscribirse  en  el  registro.  Es  siempre  una  modificación  de  la  propiedad,  es 

(a)  Ley  2.a,  tít.  1,  lib.  VIL 

(b)  §.  inicial,  tít.  IV,  lib.  II. 
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realmente  una  desmembración  suya  y tanto  por  la  regla  general  que  esta- 
blece  el  testo  de  la  Ley  , como  por  la  espresion  nominal  que  hace  del  usu- 
fructo sin  escepcion,  sin  limitación  alguna,  no  es  lícito  .dudar  que  la  nece- 
sidad de  la  inscripción  alcanza  á todas  sus  especies  igualmente.  Debe  por 
lo  tanto  inscribirse  el  usufructo  que  el  padre  tiene  en  los  bienes  que  cons- 
tituyen el  peculio  adventicio  del  hijo  que  se  halla  en  su  poder. 

El  artículo  2.°  del  Reglamento,  que  dejamos  trascrito  á la  cabeza  de 
este  comentario,  después  de  decir  que  los  actos  y contratos  que  con  dife- 
rentes nombres  se  conocen  en  las  provincias  regidas  por  fueros  especiales, 
v producen  respecto  á los  bienes  inmuebles  ó derechos  reales  cualquiera  de 
los  efectos  que  menciona  el  artículo  anterior,  deben  ser  inscritos,  pone 
como  ejemplo  el  usufructo  conocido  en  Aragón  con  el  nombre  de  viudedad. 
Este  es  el  usufructo,  que  según  la  legislación  aragonesa  corresponde  al 
cónvuje  sobreviviente  respecto  á los  bienes  del  cónvuje  premórtuo  (a), 
cuando  el  matrimonio  se  consumó  ó se  celebraron  las  velaciones  ( b ),  y es 
estensivo  hasta  á los  bienes  que  este  no  llegó  á poseer  ni  á usufructuar  (c). 

Lo  que  el  Reglamento  dice  de  la  viudedad  aragonesa  es  aplicable  tam- 
bién á la  viudedad  navarra . En  este  antiguo  reino  existe  también  el  usu- 
fructo de  viudedad  establecido  á favor  del  viudo  ó viuda  en  los  bienes  del 
cónvuje  que  premurió,  y si  bien  el  Fuero  (d)  lo  limitó  á los  nobles  , la  cos- 
tumbre lo  hizo  estensivo  á todos.  Como  usufructo , está  pues  comprendido 
en  el  artículo  de  la  Ley  que  comentamos,  y por  la  analogía  que  tiene  con  la 
viudedad  aragonesa,  le  cuadra  perfectamente  lo  que  dice  el  artículo  2.°  del 
Reglamento,  á saber,  que  están  sujetos  á inscripción  los  actos  y contratos 
semejantes  á la  viudedad  aragonesa  y al  heredamiento  universal  de  Ca- 
taluña. 

8.  Uso.— El  uso,  del  mismo  modo  que  el  usufructo,  es  un  derecho  real, 
y una  servidumbre  personal.  Adherido  bajo  el  primer  concepto  á la  cosa, 
siguiéndola  siempre,  cualesquiera  que  sean  las  manos  á que  pase,  es  una 
desmembración  de  la  propiedad,  en  virtud  de  la  cual  está  limitado  el  dere- 
cho del  propietario  que  no  puede  menos  de  tolerar  que  otro  perciba  lo  que 
basteó  las  necesidades  de  la  vida.  Modificación,  pues,  de  la  propiedad  res- 
pecto al  dueño,  y derecho  real  para  aquel  á cuyo  favor  está  constituido, 

no  podiaser  escluido  de  la  necesidad  de  la  inscripción  si  había  de  ser  lógica 
la  lev. 


9.  Habitación.— Lo  que  dejamos  espuesto  en  los  dos  mimen 
ceden  respecto  al  usufructo  y al  uso,  es  aplicable  á la  habitación 
e os  es  a la  vez  derecho  real  y servidumbre  personal. 

W ObsS4í,dnb“d™™  XXI“  De  Jurc  iotium- 

ñ I XXXIX  d»M. 

W Cap.  III  y V,  tit.  u,  lib.  !V. 


que  pre- 
que  como 
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10.  Enfitéusis. — En  el  contrato  de  enfitéusis  el  dominio  se  divide  en- 
tre el  señor  antiguo  en  quien  permanece  siempre  el  dominio  directo,  y el 
adquirente  al  que  se  traspasa  el  útil.  En  este  supuesto,  podría  considerarse 
la  eníitéusis  como  un  título  traslativo  de  dominio,  y por  lo  tanto  compren- 
dida la  necesidad  de  la  inscripción  en  la  palabra  títulos  traslativos  de  domi- 
nio que  antes  comentamos,  puesto  que  la  enfitéusis  es  la  causa  de  adquisi- 
ción del  dominio  útil  que  tiene  el  enfitéuta.  Sin  embargo,  como  es  una  mo- 
dificación de  la  propiedad  y el  censo  enlitéutico  que  en  virtud  del  contrato 
de  enfitéusis  queda  constituido,  es  un  derecho  real  adherido  é inseparable 
de  la  finca  independientemente  de  todos  los  cambios  del  dominio  directo 
que  pueda  esperimentar,  de  aquí  es,  que  no  inoportunamente  se  le  ha  dado 
cabida  en  este  lugar. 

Lo  que  decimos  del  contrato  de  enfitéusis , es  aplicable  á los  foros  de 
Galicia  que  son  una  especie  de  censos  enfitéuticos  constituidos  ya  por  una 
ó mas  vidas  ó generaciones.  En  ellos,  el  dueño  de  una  finca  la  otorga  en 
dominio  útil  para  que,  concluida  la  concesión  en  los  términos  estipulados,  se 
consolide  el  dominio  útil  con  el  directo,  reuniéndose  arabos  en  el  antiguo 
dueño  que  vuelve  á serlo  absoluto  con  todos  los  aumentos  naturales  y artifi- 
ciales que  haya  tenido  la  finca  dada  á foro. 

Lo  que  se  dice  del  contrato  de  censo  y de  foro , debe  entenderse  tam- 
bién estensivamente  á los  del  subcenso  y subforo. 

11.  Hipotecas. —Todo  el  lít.  V de  la  Ley,  está  destinado  esclusivamen- 
te  á las  hipotecas.  Por  lo  tanto  nada  decimos  ahora  de  esta  materia;  en  su 
lugar  correspondiente  espondremos  lo  conveniente  á la  índole  de  esta  obra. 

12.  Censos.— La  palabra  censos,  no  se  refiere  aquí  al  enfitéutico  del  que 
espresamente  trata  antes  la  Ley,  sino  principalmente  á los  censos  reservativo 
y consignativo.  Uno  y otro  son  un  gravámen  impuesto  sobre  la  finca  en 
virtud  del  cual  su  dueño  tiene  que  satisfacer  una  pensión;  acensuada  de 
cualquiera  de  estos  modos  tiene  sobre  sí  una  carga  activa  adherida  á ella, 
sean  quienes  quieran  sus  poseedores.  De  distinto  origen,  porque  el  uno  di- 
mana de  la  cesión  del  dominio  directo  y útil , y el  otro  de  una  imposición 
hecha  sobre  la  finca , no  se  diferencian  en  su  naturaleza  de  derechos  reales. 
En  rigor,  el  censo  reservativo  no  necesitaba  ser  comprendido  en  este  lu- 
gar , porque  ya  lo  ha  sido  en  el  número  l.°  del  artículo  bajo  la  palabra  tí- 
tulos traslativos  de  dominio , pues  que  en  él  el  dominio  directo  y el  útil , 
es  decir,  el  dominio  absoluto  , pasa  al  censatario. 

En  la  donominacioo  de  censos  se  comprenden  también  aquí  los  censa - 
les  de  Cataluña,  que  son  verdaderos  censos  consignativos. 

15.  Servidumbres. — En  este  lugar,  la  palabra  servidumbre  se  refiere 
esclusivamente  á las  reales  ó prediales,  y no  á las  personales  de  que  queda 
hecha  antes  mención  en  las  voces  usufructo,  uso,  habitación.  Las  servidum- 
bres reales,  del  mismo  modo  que  las  personales,  son  derechos  reales,  ó en  la 
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Eu  efccl0)  el  derecho  que  tenemos  en  propiedades  ajenas  para  servir- 
nos de  ellas  en  utilidad  de  las  nuestras  , está  íntimamente  adherido  á las 
líneas  v son  ^ravámen  para  los  que  las  poseen;  cuando  estas  pasan  de  uno 
¿otro’  los  nuevos  dueños  de  los  predios  dominante  y sirviente,  son  los  que 
respectivamente  gozan  de  la  ventaja  y sufren  el  gravamen.  Como  derechos 
ro-iles  pues,  que  gravitan  sobre  los  prédios  sirvientes,  y que  son  un  au-  . 
monto  de  valor  y una  modificación  ó desmembración  del  derecho  de  pro- 
redad  á favor  de  los  prédios  dominantes,  están  sujetas  á inscripción. 

indiferente  es  para  el  efecto  que  sean  rústicas  ó urbanas  las  servidum- 
bres Están  por  lo  tanto  sujetas  á la  inscripción  las  servidumbres  rústicas 
de  senda,  carrera,  vía,  acueducto,  aprovechamiento  del  agua  de  fuente  ó 
pozo  de  propiedad  ajena,  paso  para  conducir  á los  pastos  ó abrevaderos 
nuestros  ganados,  sacar  piedra  ó arena  de  una  heredad  ajena  para  el  be- 
neficio de  la  nuestra,  igualmente  que  las  servidumbres  urbanas  de  luces, 
vi, ta,  paso  por  una  casa  á otra,  elevación  ó no  elevación  de  edificios,  recibi- 
miento ó no  recibimiento  de  las  aguas  procedentes  de  la  casa  del  Vecino, 
construcción  en  terreno  ajeno  dé  columnas  ó colocación  de  pies  derechos 
para  que  en  ellos  descanse  nuestro  edificio,  y la  de  que  nuestras  vigas  se 
apoyen  sobre  pared  ajena.  Son  estos  solamente  ejemplos  de  servidumbres, 
porque  otras  muchas  combinaciones  se  presentan  en  la  práctica  de  servi- 
dumbres urbanas  y rústicas  que  no  están  comprendidas  en  las  que  como 
mas  usuales  dejamos  espresamente  referidas.  Lo  que  de  estas  se  dice, 
es  aplicable  á todas  las  otras. 

•14.  Otros  cualesquiera  reales.—  Ya  hemos  espuesto  en  el  número  6.°  de 
este  comentario  qué  és  lo  que  por  derechos  reales  se  entiende.  Nada  añadi- 
remos aquí,  respecto  á este  punto,  y solo  nos  limitarémos  á hacer  espre- 
sion  de  algunos,  no  mencionados  espresamente  en  la  Ley,  pero  comprendi- 
dos bajo  las  palabras  otros  cualesquiera  reales. 

L1  primero  que  desde  luego  se  ofrece  á la  imaginación,  es  el  dominio, 
derecho  real  por  escelencia  que  comprendido  especialmente  en  el  núm.  4.° 
del  artículo  que  comentamos,  que  se  refiere  á su  traslación,  no  lo  está  en 


este  número,  en  que  se  trata  de  la  constitución,  reconocimiento,  modifica- 
ción y estincion  de  todos  los  derechos  reales.  No  puede,  sin  embargo,  des- 
conocerse que  está  comprendido  en  las  palabras  otros  cualesquiera  reales: 
así  lo  esplica  el  Reglamento,  incluyendo  espresamente  en  el  artículo  4.°  la 
constitución,  reconocimiento,  modificación  y estincion  del  dominio  entre 
los  títulos  sujetos  á inscripción. 

.No  debe  confundirse  la  constitución  con  la  traslación  de  los  derechos 
pV^S’  a constitución  es  su  creación,  la  traslación  es  la  derivación  del  de- 
va  <\l  nHmIa  COQSt!luido  de  lmo  á otro:  la  constitución  es  la  causa  primili- 

Pl!!r't,0n;  la  lraslaci0n  s,,P00e  y»  «I  derecho  constituido. 

El  teconocimienlo  del  dominio,  como  el  de  los  demás  derechos  en  luco- 
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sa  inmueble,  debe  constar  en  el  Registro,  porque  es  una  seguridad  mayor  pa- 
ra el  dueño,  y de  consiguiente  para  lodos  los  que  en  lo  sucesivo  puedan  inte- 
resarse en  la  adquisición  de  la  cosa  ó en  su  aceptación  como  garantía.  De- 
ben, por  lo  tanto,  inscribirse  en  el  registro  los  reconocimientos  que  se  ha- 
gan de  dominio  ó de  otros  derechos  reales  cuando  emanen  de  persouas  á 
quienes  el  acto  cause  perjuicio  por  el  derecho  que  tengan  ó hayan  pretendido 
tener  y que  contrarían  con  el  reconocimiento,  y también  los  reconocimien- 
tos que  de  nuevo  se  hagan  de  un  derecho  antiguo  que,  además  de  fortale- 
cerlo, le  dan  sanción  nueva  y vida,  y lo  libran  á veces  de  los  peligros  de  la 
prescripción.  Deben  también  inscribirse  las  ejecutorias  de  los  tribunales  que 
declaran  el  dominio  ó cualquier  'otro  derecho  real,  las  que  absuelven  á los 
poseedores,  las  que  los  condenan  á la  entrega  ó devolución  de  bienes  in- 
muebles, porque  todas  ellas  son  otros  tantos  títulos  que  vienen  á fortalecer 
el  dominio,  á reconocerlo  ó á demostrar  que  se  halla  completamente  estin- 
guido,  y aun  algunas  veces  los  únicos  medios  que  acreditan  su  existencia. 
Lo  que  se  dice  de  las  ejecutorias  relativas  al  dominio,  es  ostensivo  á todas 
las  que  versan  sobre  otros  derechos  reates  en  cosas  inmuebles , y no  solo 
respecto  á su  reconocimiento,  sino  también  en  lo  que  concierne  á su  cons- 
titución, modiíicacion  y estincion. 

También  está  comprendido  en  las  palabras  otros  cualesquiera  reales  el 
derecho  de  superficie.  Este  derecho,  que  es  el  que  tiene  el  constructor  en 
el  edificio  que  ha  levantado  en  terreno  arrendado  ó concedido  al  efecto  por 
tiempo,  ya  determinado,  ya  indeterminado,  tiene  mucha  semejanza  con  el 
derecho  eníitéutico,  porque  en  él  están  también  divididos  los  dominios  di- 
recto y útil,  mientras  dura  el  tiempo  del  arrendamiento  ó de  la  concesión. 
Es  un  verdadero  derecho  real:  el  dueño  útil  puede  traspasar  su  dominio, 
gravarlo  é hipotecarlo,  con  tal  que  no  esceda  del  tiempo  ni  de  los  límites  á 
que  alcanza  su  derecho,  porque  nadie  puede  trasmitir  á otro  mas  de  lo  que 
él  tiene. 

lo.  .-Icios  ó contratos. — Por  regla  general,  bajo  la  palabras  actos  están 
implícitamente  comprendidos  los  contratos,  porque  son  actos  de  la  vida  ci- 
vil; pero  la  palabra  contratos  no  alcanza  á todos  los  actos.  Por  lo  tanto, 
puede  la  voz  actos  considerarse  como  género,  y la  de  contrato  como  una 
de  sus  especies.  El  que  testa,  hace  un  acto,  pero  no  celebra  un  contrato; 
pero  el  que  contrae  hace  siempre  un  acto.  Hay  muchos  actos  que  del  mis- 
mo modo  que  los  contratos,  producen  obligaciones;  á esta  clase,  entre  otras, 
corresponden  las  nacidas  de  los  cuasi-conlratos,  y de  los  delitos  y cuasi-de- 
litos  en  lodo  lo  que  se  refiere  á la  reparación  civil.  La  división  de  una  he- 
rencia, la  partición  de  una  cosa  común,  el  apeo  de  una  heredad  y su  amo- 
jonamiento son  actos  que  para  mayor  consistencia,  pueden  tomar  el  ca- 
rácter de  contratos  por  la  adhesión  espresa  y deliberada  que  dén  los  inte- 
resados ;i  estas  operaciones,  pero  por  sí  solas  no  son  contratos,  porque  estos 
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suponen  el  consentimiento  verdadero  y maniíieslo  de  los  que  son  en  ellos 

ParlLos  romanos  establecían  diferencia  entre  las  palabras  actum  contractum , 
v aestuirv  pero  4 pesar  de  la  elocuente  concisión  con  que  solían  definir, 
ño  fueron  felices  al  hacerlo  con  estas  voces;  no  nos  parece,  pues,  conve- 
niente adoptar,  ni  esta  triple  división  no  aceptada  entre  nosotros,  ni  sus  de- 
finiciones, porque  esto  produciría  confusión,  en  lugar  de  esplicar  bien  la 
materia  (a).  El  sentido  que  les  dio  Jacobo  Gothofredo  tampoco  nos  satisfa- 
ce ( b ).  . ' , . , 

[)e  todos  modos  podemos  decir,  que  cuando  la  palabra  actos  se  contra- 
pone, como  aquí  sucede,  á la  de  contratos,  por  ésta  se  comprenden  las 
obligaciones  que  nacen  del  consentimiento  manifesdo  por  los  interesados,  y 
por  la  primera  todos  los  demás  hechos  civiles. 

i6.  Con  la  obligación  de  trasmitirlos  á otro.  Ejemplo  de  esta  obliga- 
ción son  la  que  tiene  el  heredero  ó legatario  fiduciario  de  entregar  y tras- 
mitir al  fideicomisario  lo  que  se  lp  dejó,  y la  que  el  poseedor  que  era  de  un 
mayorazgo,  al  restablecerse  en  50  de  agosto  de  1836  la  ley  de  desvincula- 
ron de  11  de  octubre  de  1820,  tiene  de  reservar  la  mitad  de  los  bienes  vin- 
culares al  que  según  la  fundación  era  llamado  á sucedería.  El  último  caso  se 
halla  espresamente  comprendido  en  el  art,  l.°  del  Reglamento  puesto  á la 
cabeza  de  este  comentario. 

Previsora  ha  sido  la  Ley  al  exigir  que  en  estos  casos  se  inscriba  el  acto 
ó contrato  de  la  adjudicación  de  los  bienes  inmuebles  y la  obligación  de 
trasmitirlos.  Sin  la  inscripción,  por  ejemplo,  de  la  adjudicación  al  heredero 
fiduciario  para  valernos  del  caso  mismo  propuesto  antes,  faltaría  en  los  re- 
gistros de  la  propiedad  una  trasmisión  de  las  que  realmente  habían  existido, 
y habría  un  vacío  entre  la  adquisición  del  testador  y la  del  heredero  fidei- 
comisario que  romperia  la  cadena  de  la  trasmisión,  no  apareciendo  en  el 
registro  la  historia  toda  de  la  titulación,  como  quiere  la  Ley.  Sin  la  espre- 

(a)  En  un  fracmento  de  Ulpiano  que  se  halla  inserto  en  el  título  De  Verborum 
significatione,  ley  19,  tít.  XVI,  libro  L del  Dig.,  se  lee:  Labeo  libro  primo  Prcetons 
Prbani  definit,  quod  queedam  agantur , queedam  gerantur,  queedam  contrahantur. 
Et  actum  quidem  genérale  verbum  est,  sive  verbis,  sive  re  quid  agatur,  ut  in  sti- 
pulatione  et  numeratione : contractum  autem  ultro-citroque  obligationcm  veluti 
emptionem,  venditioncm , locationem,  conductioncm,  societatcm:  Gestum  rem 
sigmficamus  sine  verbis  faclam.  Si  estas  palabras  se  tomaran  literalmente,  resul- 
taría que  ni  la  estipulación  ni  el  mutuo  serian  contratos,  porque  no  producen  obli- 
*^I1CS  reciprocas,  y esto  se  opondria  á muchos  otros  testos  en  que  constante- 
i 1 e.’  110Pflbrtí  Y efectos  de  contratos.  Esta  triple  división  no  tiene  ni 
vpnionin  |0,.d(ereci‘°-n!  en,  nuestro  idioma  palabras  con  que  completarla,  n¡  es  con- 
acíos  v Por(lue  sin  cllas>  Y con  las  dos  solas  palabras  de 

íft? } nir  f í 10  q«e  necesitamos. 

etiam  H°  Íur'sconsuho:  Sensus  est : agimus  re  et  verbis,  contrahimus 

liniciones  no  sp’m kw  Cf‘at!  sine  verbi.s  ^ est  sine  animo  contrahendi.  Estas  de- 
son claras.  ^ "nd  tanta  contradicción  como  las  anteriores,  pero  tampoco 
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sion  en  el  registro  de  la  obligación  de  trasmitir,  resultaría  que  el  gravado 
con  ella  podría  defraudar  á aquel  á quien  debia  restituir,  engañando  á un 
tercero,  vendiéndole  como  libre  lo  que  estaba  afecto  á restitución.  La  ne- 
necesidad  de  restituir  constituye-a  favor  del  fideicomiso  un  verdadero  de- 
recho real  que,  gravitando  sobre  la  finca,  la  sigue  cualquiera  que  sea  su 
poseedor,  y por  lo  tanto,  impide  su  enajenación. 

47.  Invertir  su  importe  en  objetos  determinados. — El  que  deja,  por 
ejemplo,  á alguno  una  ó diferentes  íinncas  para  que  las  venda  con  el  en- 
cargo de  invertir  su  importe  en  adquirir  fondos  públicos  para  dotar  un 
hospital  ó para  edificar  un  hospicio , tiene  que  hacer  la  inscripción  de  la 
finca  á su  favor,  porque  de  otro  modo  se  rompería  la  cadena  de  la  trasmi- 
sión de  la  propiedad,  como  antes  digimos,  y habría  dificultad  para  vender, 
puesto  que  no  aparecería  derecho  para  ello  en  el  registro.  Téngase  pre- 
sente que  en  este  caso  realmente  habria  un  fideicomiso , en  que  la  persona 
designada  por  el  testador  se  encontraría  en  una  situación  semejante  á la  de 
aquel  á quien  se  le  mande  restituir  la  finca  á otra  persona,  y por  lo  tanto, 
nada  habria  que  justificara  no  aplicar  aquí  lo  que  dejamos  espuesto  antes 
al  tratar  de  la  obligación  de  trasmitir  á otros. 

48.  Ejecutorias.— Antes  de  entrar  en  el  exámen  de  las  diversas  clases 
de  ejecutorias  que  el  testo  comprende,  y de  que  harémos  mención  al  espli  - 
car  las  palabras  respectivas  con  que  se  designan,  creemos  conveniente  de- 
cir lo  que  á todas  ellas  se  refiere. 

Empezarémos  manifestando,  que  inscribir  en  el  registro  las  ejecutorias  1 
en  que  se  declara  la  incapacidad  legal  para  administrar,  la  presunción  de 
muerte  de  un  ausente , la  imposición  de  la  pena  de  interdicción  y las  demás  ) 
que  modifiquen  la  capacidad  civil  de  las  personas  en  lo  que  se  refiere  á la 
administración  de  sus  bienes,  es  una  cosa  del  todo  nueva  en  nuestro  dere- 
cho. Por  esto  la  Comisión  de  Codificación  se  creyó  en  el  caso  de  fundarlo 
en  la  Esposicion  de  Motivos  que  precede  á su  obra  r y lo  hace  de  la  manera 
siguiente: 

«Después  de  espresar  en  los  términos  que  ha  creído  mas  á propósito  los  IK 
«títulos,  actos  y contratos  que  deben  sujetarse  á la  inscripción  por  ser  tras- 
«lativos  de  dominio,  ó constitutivos  de  un  derecho  real,  ha  añadido  la  Cmni- 
»sion  algunos  otros  documentos  cuya  inscripción  ha  considerado  no  mqnos 
«necesaria.  A esta  clase  corresponden  ante  todo  las  ejecutorias  de  los  tribu  - 
anales  en  que  se  declara  la  incapacidad  legal  para  administrar,  ó la  presun- 
«cion  de  muerte  de  personas  ausentes,  ó se  impone  la  pena  de  interdicción 
»ó  cualquiera  otra  por  la  que  se  modifique  la  capacidad  civil  en  cuanto  á la 
«libre  disposición  de  los  bienes.  Esta  prescripción  es  nueva  en  nuestras  le- 
»yes,  aunque  aceptada  ya  en  el  proyecto  de  Código  civil  (a):;  pero  su  simple 

(a)  El  artículo  1829  dice: 

«Están  igualmente  sujetas  á inscripción  las  sentencias  ejecutoriadas: 
tomo  i.  37 
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«enunciación  la  justifica.  Para  adquirir  con  seguridad  bienes  inmuebles  ó 
.derechos  reales,  no  basta  que  el  vendedor  ó el  imponente  sea  dueño  de 
«ellos^  tampoco  es  suficiente  que  no  estén  los  bienes  afectos  á otras  cargas; 
,es  además  necesario  que  el  que  enajena,  que  el  que  trasmite,  tenga  capa- 
.cidad  civil  para  hacerlo.  Solo  por  el  concurso  de  estas  circunstancias  po- 
»drá  estar  completamente  seguro  el  adquirenle.  Si  la  ley  no  atendiera, 
«pues,  á que  la  capacidad  de  la  persona  constara  en  el  registro,  su  obra  se- 
■V'»ría  incompleta  y no  produciría  frecuentemente  el  efecto  apetecido.» 
v ‘ No  ha  fallado  quien  censure  esta  disposición,  reconociendo  sin  embargo 
el  principio  de  justicia  y de  conveniencia  en  que  se  funda,  y aceptándolo  por 
completo,  pero  discrepando  solo  en  el  modo  de  desenvolverlo  (a).  Según  él, 
en  lugar  de  hacerse  las  inscripciones  en  cada  una  de  las  fincas  de  la  perso- 
na á que  la  ejecutoria  se.  refiere,  seria  mas  útil  y menos  embarazoso  llevar 
registros  personales,  además  de  los  que  la  ley  establece,  en  que  constaran 
estas  declaraciones  de  incapacidad,  de  presunción  de  muerte,  de  interdic- 
ción, y las  demás  que  por  modificar  la  capacidad  para  la  libre  disposición 
de  los  bienes,  están  comprendidas  en  el  artículo.  Para  apoyar  esta  idea, 

• se  lia  invocado  la  sencillez,  porque  en  estos  libros  una  sola  inscripción  bas- 
taría para  dar  á conocer  la  incapacidad  de  las  personas,  evitándose  así  el 
largo,  complicado  y difícil  procedimiento  de  poner  en  todas  las  (incas  de  la 
persona  que  poseyere  muchos  bienes  raíces  una  inscripción  de  la  incapaci- 
dad. Añádese,  que  así  no  podrian  tampoco  temerse  fraudes  ni  ocultaciones, 
porque  la  verdadera  situación  de  la  persona  aparecería  inscribiéndose  la 
ejecutoria  en  los  registros  de  todos  los  pueblos  en  que  tuviese  bienes.  No  ne- 
gamos que  el  medio  que  se  acaba  de  esponer  seria  de  mas  fácil  ejecución  en 
la  práctica,  y menos  costoso,  ni  tampoco  que  cabía  dentro  del  sistema  de  la 
Ley:  no  nos  parece  sin  embargo  tan  eficaz  como  el  elegido.  Cuando  en  vir- 
tud de  la  ejecutoria  el  registrador  tiene  cuidado  de  ir  anotando  en  todas  y en 
cada  una  de  las  fincas  la  incapacidad  de  la  persona,  es  imposible  que  esta 
circunstancia  pueda  pasar  inadvertida  para  los  que  quieran  adquirirlas, 
constituir  sobre  ellas  un  derecho  real  ó aceptarlas  como  garantía  de  una  obii- 


e , ’w11  (íue  se  declare  incapaz  á una  persona  ó se  le  nombre  curador,  en  con  - 
tortmdad  ? lo  dispuesto  en  el  título  X,  libro  I de  este  Código: 

.Jv  i >)üTlclue  sc  declare  la  presunción  de  muerte  del  ausente  en  conformidad  al 
arucuio  322: 


nrlm^nÍQ»^n^w®  s?  or(^ene  separación  ele  bienes  del  matrimonio,  6 se  coniza 
administración  a la  mujer: 

su  snpn^trr,^10  so  de9'are  una  quiebra,  ó se  admita  la  cesión  de  bienes  ó se  ordene 
su  secuestro  o cspropi ación. 

cuvacamcidni^n'm^'c11  oste  arl’cul°  se  entiende  para  el  caso  de  que  las  personas 
tener  inscrinta  iP°,r ,as  csPresadas  providencias,  tengan  ó lleguen  á 

¡a)  fÍT  nltP  TSad  (le  bienes  inmuebles.» 
ro  de  18G1).  17  * e ^arato  en  Congreso  de  los  Diputados  (sesión  del  7 de  ene- 
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gacion  ; no  sucede  lo  mismo  cuando  hay  que  acudir  á registro  diferente, 
que  es  probable  que  solo  examinaran  aquellos  que  tuviesen  conocimiento  de 
la  incapacidad,  no  los  que  la  iguorasen  por  completo.  Mas  conforme  es, 
pues,  lo  que  aquí  se  establece  al  espíritu  de  toda  la  Ley,  para  que  sea  cono- 
cida la  incapacidad  y tengan  seguridad  los  adquirentes  y prestamistas,  que 
el  medio  que  se  escogitó  para  reemplazarlo:  la  mayor  complicación,  el  au- 
mento de  trabajo  y el  mas  crecido  gasto  de  las  inscripciones,  solo  serian  ar- 
gumentos aceptables  cuando  de  uno  y de  otro  modo  se  llenaran  igualmente 
los  fines  de  la  Ley. 

Libres  ya  de  esta  cuestión,  pasemos  á examinar  que  és  lo  que  aquí  se 
entiende  por  ejecutoria  ó por  sentencia  ejecutoria,  como  dice  el  Reglamento 
en  el  artículo  que  corresponde  al  que  comentamos  de  la  Ley,  y que  está 
también  escrito  al  frente  de  este  comentario.  Nadie  puede  dudar  que  es  in- 
diferente usar  solo  la  palabra  ejecutoria  ó la  frase  sentencia  ejecutoria, 
porque  ambas  en  el  uso  forense  significan  la  misma  cosa,  esto  es,  la  sen- 
tencia que  por  haberse  consentido  en  primera  instancia  no  apelando  de  ella 
oportunamente,  ó desistiendo  de  la  apelación  interpuesta  ó por  ser  pronun  - 
ciada  en  última  instancia,  ha  adquirido  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada.  No 
se  presta  a otra  significación  esta  palabra  técnica  y rigurosa:  estendcrla 
mas,  seria  desvirtuarla  y sacarla  de  sus  legítimas  condiciones. 

Infiérese  de  aquí,  que  no  están  comprendidas  en  ella  las  providencias 
en  que  el  juez  en  actos  de  jurisdicción  voluntaria  discierne  el  cargo  de  tuto- 
res á los  pupilos,  y de  curadores  á los  menores  y á los  incapacitados,  por- 
que no  las  puede  alcanzar  la  denominación  de  sentencias  ejecutorias,  que 
supone  un  juicio  contradictorio  en  que  se  han  observado  las  fórmulas  yj 
solemnidades  que  establecen  las  leyes,  y una  decisión  que  por  no  haber  si- 
do apelada  en  la  primera  instancia,  ó por  haberse  desistido  de  la  apela- 
ción, ó por  ser  pronunciada  en  la  última  instancia,  tiene,  como  hemos 
dicho,  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada.  Y esto  se  halla  esplícitaracnte  re- 
conocido por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (a),  que  no  considera  como  plei- 
tos losados  que  requieren  la  intervención  del  juez  cuando  no  se  empeña, 
ni  se  promueve  cuestión  alguna  entre  partes  conocidas  y determinadas,  de 
lo  que  es  una  consecuencia  que  no  puede  considerarse  como  sentencia  eje- 
cutoria la  decisión  del  juez  que  los  termina. 

De  esta  disposición  de  la  Ley  y del  silencio  completo  que  guarda  respecto 
al  discernimiento  del  cargo  de  tutores  y curadores,  han  querido  algunos 
deducir  un  argumento  contra  ella,  considerándola  incompleta  y creyendo 
que  deberían  estar  comprendidos  los  discernimientos  en  la  necesidad  de  la 
inscripción,  como  lo  están  las  ejecutorias.  Solo  dan  una  razón  en  apoyo  de 
lo  que  sostienen,  y esta  es  la  misma  que  espuso  la  Comisión  de  Codifica- 
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! ‘ V *-  cion  para  justificar  la  inscripción  de  las  ejecutorias  en  el  lugar  que  antes 

hemos  trascrito,  a saber,  que  es  conveniente  que  conste  en  el  Registro  esta 
' '■  limitación  de  la  facultad  de  disponer  para  que  no  sean  inducidos  á error 

]o  ue  contraigan  con  los  menores  ó incapacitados.  Contestarémos  , no 
. ‘ ' para  defender  la  Ley,  sino  solo  para  esplicarla. 

No  son  tan  idénticos  los  casos  que  no  haya  motivos  para  hacer  una  di- 
ferencia en  el  derecho.  El  menor  de  edad  casi  siempre  lleva  en  su  fisonomía 
impresa  la  inhabilidad  que  tiene  para  contraer,  es  reconocido  por  do  quiera 
como  menor;  esto  último  acaece  con  el  loco:  puede  haber  errores,  puede 
haber  engaños,  pero  no  serán  de  seguro  muy  frecuentes  y apenas  dejará  de 
haber  omisión  ó negligencia  por  parle  del  engañado.  En  los  declarados  in- 
capaces por  una  sentencia,  como  sucede  con  el  pródigo  que  lo  ha  sido  en 
un  juicio  contradictorio,  ó con  el  que  está  sujeto  á la  pena  de  interdicción 
civil,  el  engaño  es  mas  fácil,  porque  no  hay  señales  esteriores  que  revelen 
la  incapacidad.  No  desconocemos  que  esta  razón  no  llevará  la  convicción 
al  ánimo  de  todos;  pero  otro  motivo  mas  poderoso  alegarémos  en  su  apoyo. 

En  artículo  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (a),  establece  que  en  todos 
los  juzgados  de  primera  instancia  haya  un  registro  en  que  se  ponga  testimo- 
nio de  todos  los  discernimientos  que  se  hagan  del  cargo  de  tutores  ó cura- 
dores para  los  bienes,  y otro  ( b ) prefija  con  escrupulosa  detención  la  ins- 
pección y examen  anual  que  los  jueces  deben  hacer  de  estos  registros  para 
que  sean  debidamente  vigilados  y protegidos  los  bienes  de  los  que  están  su- 
jetos á guardaduría.  En  estos  registros,  podrán  averiguar  las  personas  que 
tengan  en  ello  interés  si  por  razón  de  la  edad,  ó por  no  estar  en  el  Heno  de 
sus  funciones  intelectuales,  se  hallan  ó no  sujetos  á guardaduría  aquellos 
con  quienes  piensan  contratar. 

Dejando  ya  esta  cuestión  y volviendo  al  exámen  de  lo  que  por  ejecu- 
toria s&  entiende  aquí,  creemos  conveniente  llamar  la  atención  de  nuestros 
lectores  acerca  de  una  cuestión  que  no  carece  de  importancia:  ¿se  ha- 
llan en  el  caso  de  la  Ley,  y deben  por  lo  tanto  ser  inscritas  las  ejecutorias 
i ''  contra  las  que  se  haya  interpuesto  el  recurso  de  casación?  A nuestro 
modo  de  entender,  esto  depende  de  si  el  Tribunal  Superior,  es  decir,  el 
que  pronunció  la  sentencia  ejecutoria , ha  accedido  ó no  á que  se  lleve  á 
electo.  La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  establece  en  el  artículo  1068,  que 
las  sentencias  contra  las  cuales  se  hubiere  interpuesto  y aun  admitido  el 
recurso  de  casación  puedan  llevarse  á efecto  si  el  que  las  hubiese  obte- 
1 o o pi  tere  y fueren  conlormes  con  las  de  primera  instancia,  y añade 

>;ii  p¡pU1CntC  arl*cu^°  (1069),  que  el  Tribunal  Superior  podrá  accederá 
ucion  cuando  el  que  la  pida  preste  fianza  bastante  para  respon- 
ía) Art.  1271. 

(6)  Art.  1272. 
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der  de  cuanto  recibiere  ó pudiere  recibir , caso  de  ser  anulada  la  ejecuto- 
ria. Esto  supuesto,  cuando  la  ejecutoria  no  se  lleva  á ejecución,  ya  por- 
que las  sentencias  de  primera  y segunda  instancia  sean  disconformes , ya 
porque  el  vencedor  en  la  sentencia  ejecutoria  no  lo  haya  solicitado,  ya  por- 
que el  Tribunal  Superior  no  haya  accedido  á la  petición,  nos  parece  que  la 
inscripción  no  debe  hacerse.  La  ejecutoria  existe  en  este  caso,  pero  no  pro- 
duce ninguno  de  sus  efectos:  continúan  de  hecho  las  cosas  en  el  estado  en 
que  se  hallaban  antes  y no  es  necesario  que  se  haga  la  inscripción.  El  que 
promueve  la  declaración  de  incapacidad  legal  para  administrar,  ó de  pre- 
sunción de  muerte  ó la  interdicción  civil,  tiene  los  medios  necesarios  desde 
que  entabló  su  acción,  para  que  todos  conozcan  la  situación  especial  en  que 
se  encuentra  el  demandado  ó acusado  pidiendo  y obteniendo,  como  no  puede 
menos  de  suceder,  la  anotación  preventiva  que  para  este  caso  se  halla  esta- 
blecida en  el  número  5.°  del  art.  42  de  la  Ley,  y esta  anotación  basta  para 
que  quede  patente  la  situación  de  la  persona  á que  la  declaración  pedida  se 
refiere.  Aun  en  el  caso  en  que  el  actor  ó acusador  no  pidan  la  anota- 
ción, no  dejará  esta  de  hacerse  siempre  que  sea  interesante  y haya  proba- 
bilidad de  que  la  incapacidad  ó presunción  de  muerte  se  declaren,  porque 
el  artículo  45  de  la  Ley  dice  en  el  último  de  sus  párrafos,  que  en  los  casos, 
de  que  aquí  tratamos,  debe  hacerse  también  en  virtud  de  providencia  judi- 
cial que  podrá  dictarse  de  oficio  cuando  no  hubiere  interesados  que  la  re- 
clamen, siempre  que  el  juez  á su  prudente  arbitrio  lo  estime  conveniente 
para  asegurar  el  efecto  de  la  sentencia  que  pueda  recaer  en  el  juicio.  Esta 
anotación  basta:  llevar  al  registro  como  cosa  que  tiene  carácter  de  estabili- 
dad lo  que  aun  está  pendiente  de  la  decisión  de  los  tribunales,  no  es  nece- 
sario ni  prudente  cuando  lo  decidido  no  ha  de  surtir  ningún  efecto,  y cuan- 
do lo  que  puede  obtenerse  por  la  inscripción  está  igualmente  conseguido 
por  la  anotación  preventiva.  Y convieue  tener  aquí  presente,  que  esta  ano- 
tación no  puede  cancelarse  á pesar  de  la  ejecutoria  porque  el  artículo  82  de 
esta  Ley  así  lo  establece  espresamente  al  ordenar  que  las  anotaciones  he- 
chas en  virtud  de  mandamiento  judicial,  en  cuyo  caso  está  la  de  que  es  aquí 
objeto  de  nuestro  exámen,  solo  se  cancelarán  por  providencia  ejecutoria 
contra  la  cual  no  se  halle  pendiente  recurso  de  casación. 

Mas  dificultad  presenta  el  caso  en  que  la  ejecutoria  se  lleva  á efecto  por 
haberlo  otorgado  el  Tribunal  Superior  después  de  observar  lo  que  previene 
la  Ley,  á pesar  de  estar  interpuesto  y admitido  el  recurso  de  casación.  En 
este  caso,  comf  la  ejecutoria  surte  todos  sus  efectos  del  mismo  modo  que  si 
el  recurso  no  se  hubiera  interpuesto  mientras  no  sea  casada,  parécenos  que 
debe  hacerse  la  inscripción,  si  bien  la  buena  fé  y la  lealtad  exigen  que  cons- 
te también  la  interposición  y admisión  del  recurso  para  que  nadie  pueda 
creer  que  está  fuera  de  toda  controversia  lo  que  la  ejecutoria  dice.  Obrar 
de  otra  manera  seria  hacer  constar  la  verdad  á medias,  induciendo  a error 
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•i  los  uue  cxauiiuáruü  e!  registro.  Ni  se  crea  que  puede  hacerse  peor  la  con- 
dición del  incapacitado  por  la  ejecutoria  insertándose  solo  en  el  registro  lo 
que  le  perjudique  y no  la  interposición  del  recurso:  hasta  para  conocer  que 
esto  no  sucederá,  y mucho  menos  cuando  sea  diligente  el  vencido  en  la  eje- 
cutoria, tener  en  cuenta  que  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ordena  que  se  le 
preste  ¡udiencia  sobre  la  caliíicacion  de  la  lianza  (a)  y que  pedida  que  sea  la 
ejecución  de  la  sentencia,  se  mande  estender  ccrtiíicacion  de  ella  y de  lo  de- 
más que  el  Tribunal  oyendo  á las  dos  partes  estime  necesario  para  su  cum- 
plimiento, y que  esta  certificación  quede  en  el  Tribunal  Superior,  remitién 
dose  los  autos  al  Supremo  ( b ).  Con  solo,  pues,  reclamar  cuando  el  vence- 
dor pide  la  ejecución  de  la  sentencia  que  en  la  certificación  se  espíese  la 
interposición  y admisión  del  recurso,  lo  que  no  es  de  presumir  que  deje  de 
hacerse,  no  deberá  temer  que  se  omita  la  inserción  de  esta  circunstancia  en 
el  registro,  porque  se  espresará  sin  duda  en  la  certificación  ú orden  que  se 
espida  para  la  inscripción. 

liemos  resuelto  esta  dificultad  del  modo  que  nos  parece  mas  conforme 
con  la  letra  y con  el  espíritu  de  la  Ley  hipotecaria,  considerándola  en  sus 
relaciones  con  las  demás  leyes  Dos  objeciones,  sin  embargo,  pueden  opo- 
nerse á la  opinión  que  acabamos  de  omitir. 

Es  la  primera,  que  bastando  la  anotación  preventiva,  de  que  hemos 
hablado,  para  que  aparezca  que  está  puesta  en  tela  de  juicio  la  capacidad  ó 
la  presunción  de  muerte,  no  es  necesaria  la  inscripción.  A esto  contestamos 
que  prescindiendo  de  lo  que  dice  la  Ley  en  la  palabra  que  estamos  comen- 
lando,  es  muy  importante  que  no  solo  aparezca  en  el  registro  la  existencia 
de  la  demanda,  sino  también  la  de  la  sentencia  que  ya  ha  obtenido  cumpli- 
miento, y por  lo  tanto,  no  solo  la  anotación  de  la  demanda,  sino  también  la 
inscripción  de  la  ejecutoria.  Mucha  menos  confianza  inspira  para  contratar 
la  persona  contra  quien  hay  una  ejecutoria  de  incapacidad  que  aquel  que 
está  litigando  contra  la  demanda  en  que  se  pide  esta  declaración,  demanda 
que  frecuentemente  no  tendrá  elementos  para  prosperar. 

La  otra  objeción  puede  sacarse  del  artículo  82  de  la  Ley,  en  que  tra- 
tándose de  la  cancelación  de  las  inscripciones  y anotaciones  preventivas 
que  se  hacen  en  virtud  de  providencia  ejecutoria  , se  anade  contra  la  cual 
no  se  halle  pendiente  recurso  de  casación,  pretendiendo  que  esta  adición 
de  la  Ley  debe  sobrentenderse  también  en  el  artículo  que  aquí  comentamos. 
0 no*  p^e  botante  fuerte  la  objeción;  los  casos  son  diferentes;  si  en 
e a ejecutoria  en  que  se  hubiera  interpuesto  el  recurso  de  casación, 
deUw/V1™  a *Qscr*pcion  ó anotación,  nada  actual  quedaría  en  los  libros 
«n's  ro,  to  o desaparecería  por  completo:  este  peligro  debía  evitarlo  la 

{(i)  Art.  1070. 

(o)  Art.  1071. 
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Ley.  Pero  inscribiendo  la  sentencia  ejecutoria  de  incapacidad  ó'  de  pre- 
sunción de  muerte  cuando  se  lleva  á efecto  aun  en  los  casos  en  que  el  re- 
curso de  casación  se  haya  interpuesto,  nada  absolutamente  se  quita  del  re- 
gistro; por  el  contrario  se  aumenta  la  publicidad  estendiéndola  á una  decla- 
ración importante  que  antes  no  existía:  es  decir,  que  la  Ley  entendida  del 
modo  que  nosotros  la  comprendemos,  guarda  en  uno  y otro  caso  el  mismo 
espíritu,  que  es  el  de  publicidad,  en  todo  aquello  que  pueda  interesar  á los 
terceros. 

Por  último,  al  poner  término  al  examen  de  esta  cuestión,  llamaremos  la 
atención  de  nuestros  lectores  á la  circunstancia  particular  de  que  la  misma 
Ley,  que  tan  solícita  se  manifiesta  repitiendo  dos  veces  en  el  artículo  que 
contra  \&  providencia  ejecutoria  de  que  trata,  no  ha  de  haber  pendiente  re- 
curso de  casación,  omite  añadir  estas  últimas  palabras  al  tratar  de  las  eje- 
cutorias de  incapacidad  y presunción  de  ausencia,  lo  que  no  parece  que 
puede  atribuirse  á omisión  involuntaria,  ó á poca  diligencia  en  la  redacción 
de  la  Ley,  sino  á que  considerando  diferentes  los  casos,  no  se  quiso  eslender 
al  uno  lo  que  de  las  providencias  ejecutorias  se  habia  con  deliberado  pro- 
pósito prescrito  en  el  otro. 

Examinadas  ya  estas  cuestiones,  debemos  ahora  manifestar  una  dificul- 
tad que  puede  ofrecerse  en  la  práctica  para  la  inscripción  de  las  ejecutorias, 
de  que  aquí  tratamos.  Esta  es  de  qué  manera  ha  de  hacerse  su  inscrip- 
ción en  el  registro  , especialmente  en  el  caso  de  que  no  aparezcan  en  él 
los  bienes  del  incapacitado  ó del  considerado  como  muerto  á causa  de 
ausencia.  Por  razón  de  analogía,  es  aquí  aplicable,  en  nuestro  concepto,  lo 
que  establece  el  artículo  73  de  la  Ley,  en  su  párrafo  segundo,  tratando  de 
la  anotación  preventiva  de  estas  demandas,  al  ordenar  que  cuando  la  anota  - 
cion  deba  comprender  todos  los  bienes  de  una  persona,  se  haga  esta  en  to- 
dos los  que  se  hallen  inscritos  en  el  registro.  Ño  será  frecuente  que  cuando 
haya  ejecutoria,  no  consten  aun  los  bienes  del  incapacitado  ó reputado  muer- 
to por  ausencia,  ni  se  conozcan  sus  bienes,  porque  es  natural  que  hayan  ya 
sido  objeto  de  anotación;  pero  si  no  constaren,  el  registrador  deberá  buscar 
los  que  aparezcan  inscritos  en  su  nombre,  operación  que  no  dejará  de  pre- 
sentar dificultades,  mientras  no  lleguen  á formarse  buenos  índices,  en  que 
el  orden,  el  método  y la  claridad  faciliten  el  trabajo.  Está  fuera  de  duda  que 
debiendo  hacerse  la  inscripción  en  todos  los  bienes,  esto  alcanza  á los  que 
se  hallen  fuera  del  partido  judicial  en  que  se  siguió  el  pleito  ó la  causa. 

49.  Incapacidad  legal  para  administrar.  Al  comentar  la  palabra  ejecu- 
toria, hemos  dicho  k)  que  basta  á que  estas  palabras  queden  suficientemen- 
te comprendidas.  Aquí  añadiremos  que  debe  tenerse  presente  lo  que  acerca 
de  este  punto  agrega  el  reglamento  en  el  artículo  4.°,  que  ya  dejamos 
transcrito.  Según  él  las  sentencias  ejecutorias  que  deben  inscribirse,  no 
son  solo  las  que  espesamente  declaran  la  incapacidad  para  administrar  ó 
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modifican  coa  i^ual  espresion  la  capacidad  civil  en  cuanto  la  libre  dispo- 
sicÍ0Q  de  los  bienes,  sino  todas  aquellas  que  produzcan  legalmentc  una  ú 
otra  incapacidad,  aunque  no  lo  declaren  de  un  modo  terminante.  Así  sucede 
con  las  ejecutorias  en  que  se  admite  la  cesión  de  bienes  que  hace  el  deudor 
que  no  puede  satisfacer  á los  acreedores;  así  con  las  que  declaran  á algu- 
no en  quiebra  v con  las  que  ordenan  un  secuestro.  Lo  mismo  acontece,  por 
ejemplo  , con  lá  ejecutoria  que  priva  al  marido  de  la  administración  de  los 
bienes  de  su  mujer  respecto  á ellos. 

50.  Presunción  de  muerte  de  personas  ausentes.— La  ley  14  del  tít.  XIV 
de  la  Partida  IV  trata  de  las  dudas  acerca  de  si  una  persona  vive  ó ha 
muerto,  á que  puede  dar  lugar  su  larga  ausencia  a tierras  estianas,  y es- 
presa  la  prueba  que  debe  exigir  el  juez  antes  de  abrir  la  sucesión  á los  que 
ó por  voluntad  del  ausente  ó por  disposición  de  la  lev,  serian  sus  herederos 
si  realmente  hubiera  fallecido.  <E  dezimos,  son  sus  palabras,  que  si  aquel 
de  cuya  muerte  dubdan , dizen  que  en  estraña  é luenga  tierra  es  muerto,  é 
gran  tiempo  es  pasado,  como  diez  años  arriba;  que  ahonde  que  prueuen  que 
esto  es  fama  entre  los  de  aquel  logar,  é que  públicamente  dizen  todos  que  es 
muerto.  Ca  non  podría  orne  tan  ligeramente  hauer  testigos  paraprouar  fe- 
cho que  ouiesse  contecido  en  tan  luenga  tierra  ó de  tan  gran  tiempo ; é ma- 
yormente que  lo  (mesen  visto  muerto  ó soterrar : mas  si  aquel  que  dizen 
que  es  finado,  razonan  que  murió  de  poco  tiempo  acá,  así  como  de  cinco  oños 
ay  uso,  ó en  tal  tierra  de  que  se  puede  ligeramente  prouar,  ó saber  la  verdad; 
estonce  deue  ser  prouada  la  muerte  por  testigos  que  le  vieron  muerto  ó so- 
terrar, é non  abandonar ia , que  fuesse  prouado  por  fama  tan  solamente .» 
A esta  disposición  de  la  ley  de  las  Partidas  y á cualesquiera  otras  leyes  que 
la  reemplacen  y vengan  después  á perfeccionar  la  importante  materia  de 
ausencia,  poco  esplicada  y mal  definida  entre  nosotros,  alude  la  Ley  al  ha- 
blar de  las  ejecutorias  en  que  se  declara  la  presunción  de  muerte  por  au- 
sencia, puesto  que  ésta  no  se  supone  nunca  sin  que  medie  una  declaración 
judicial. 


La  conveniencia  de  la  disposición  aquí  adoptada  fué  ya  reconocida  por 
los  redactores  del  Proyecto  de  Código  civil  (a). 

21.  Pena  de  interdicción. — Según  el  Código  penal  (b) , la  interdicción 
civil  priva  al  penado  , mientras  la  está  sufriendo,  del  derecho  de  patria  po- 
testad , de  la  autoridad  marital , de  la  administración  de  sus  bienes  y del 
derecho  de  disponer  de  ellos  por  actos  entre  vivos , á no  ser  en  los  casos 
en  que  la  Ley  limita  determinadamente  sus  efectos,  y esto  bastaría  para 
que  si0tiiúidose  d principio  de  la  Ley,  fuera  necesaria  su  inscripción.  Aun 
m nccesu  a de  que  la  Ley  hubiera  hecho  especial  mención  de  esta  pena, 

''“i1  il  íiota(a)  d'e  * q"C  "°S  rcferimns  > I"» 

Art,  41.  i c 
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se  sobreentendería  que  tal  era  su  voluntad,  y dirémos  mas,  estaría  la  inter- 
dicción comprendida  en  la  necesidad  de  la  inscripción,  por  las  palabras  las 
ejecutorias  en  que  se  declare  la  incapacidad  legal  para  administrar.  Creyóse 
sin  duda  mas  conveniente  hacer  especial  mención  de  ella,  para  evitar  que 
algunos  consideráran  que  la  Ley  se  referia  solamente  á las  inhabilitaciones 
que  podían  traer  su  origen  del  derecho  civil. 

De  lo  que  hemos  dicho  se  infiere  que  la  inscripción  de  interdicción  , no 
solo  deberá  ponerse  en  los  bienes  del  que  se  halla  condenado  á esta  pena, 
sino  también  en  los  de  los  hijos  cuyo  peculio  administre  en  uso  del  poder 
paterno  y en  los  de  la  mujer  que  lleve  también  en  administración.  Lo  que 
no  puede  hacer  respecto  á sus  bienes,  no  debe  hacerlo  tampoco  respecto 
á los  de  otros,  y si  la  inscripción  de  la  interdicción  se  omitiera  en  los 
bienes  de  la  mujer  y del  hijo  , podria  muy  bien  abusar  de  esta  omisión  y 
ser  inducidas  á error  personas  que  no  tuvieran  conocimiento  de  su  incapa- 
cidad. 

Es  verdad  que  el  condenado  á interdicción  civil  podrá  abusar  pocas 
veces  engañando  á otros  ó defraudándolos,  porque  como  esta  pena  es  siem- 
pre accesoria  (a),  ya  de  la  de  cadena  perpétua  ( b ),  ya  de  la  temporal  du- 
rante el  tiempo  de  la  condena  (c),  supone  que  el  penado  está  en  el  estable- 
cimiento á que  se  le  destinó  privado  de  libertad  , con  una  cadena  al  pié, 
y ocupado  en  trabajos  duros  y penosos,  y semejante  situación  aflictiva  no 
dá  lugar  á que  haya  quien  crea  que  sea  hábil  para  administrar  y enajenar 
sus  bienes  ni  para  tener  como  jefe  de  la  familia  la  representación  de  su 
mujer  y de  sus  hijos:  el  que  contratara  con  él  no  podria  hacerlo  de  buena 
fé,  y aun  suponiendo  que  hubiera  quien  le  creyera  hábil  para  contraer,  lo 
que  no  es  presumible,  nunca  podria  alegar  como  defensa  esta  ignorancia, 
porque  la  del  derecho  á nadie  disculpa. 

Pueden  sin  embargo  presentarse  casos  en  que  esta  inscripción  sea  muy 
conveniente:  tal  vez  se  haya  fugado  el  que  sufría  la  condena  del  estableci- 
miento penal  en  que  se  hallaba;  tal  vez  lo  haya  hecho  antes  de  empezar  á 
sufrir  la  condena;  tal  vez  haya  dado  poder  á un  compañero  suyo  para  admi- 
nistrar y para  enajenar,  aun  en  tiempo  en  que  tenia  capacidad  para  hacerlo: 
en  estos  casos  con  facilidad  podria  ser  inducido  á errror,  ó estafado  uno  que 
ignorara  absolutamente  la  condena:  la  inscripción  en  cada  una  de  las  lincas 
suyas  y de  las  personas  de  quienes  era  administrador  legal,  vendrá  á po- 
ner en  evidencia  para  todos  la  situación  verdadera  en  que  se  halla. 

Una  duda  puede  suscitarse  aquí  respecto  á si  debe  inscribirse  ó no  la 
interdicción  de  aquel  á quien  se  le  impuso  la  pena  de  cadena  y fué  indulta- 
do de  ella.  Su  resolución  no  nos  parece  difícil.  El  art.  55  del  Código  penal 

(a)  Arl.  24  del  Código  penal. 

(b)  Art.  52  de  id. 

(c)  Art..  55  de  id. 
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al  señalar  las  penas  que  lleva  consigo  la  de  cadena  temporal  y establecer 
la  de  interdicción  civil,  añade,  durante  el  tiempo  de  la  condena.  Y esto  es 
conforme  con  el  espíritu  de  la  ley,  que  no  ha  establecido  la  muerte  civil, 
como  otros  códigos,  ni  supuesto  por  lo  tanto  que  el  condenado  á ella  ha 
muerto,  ni  abre  su  sucesión  , ni  le  impide  testar  ó disponer  por  última  vo- 
luntad ni  disuelve  los  vínculos  de  familia,  sino  que  ha  considerado  poruña 
parte  que  el  que  se  halla  en  la  cadena,  no  puede  desempeñar  los  deberes 
que  le  ligan  á la  familia,  ni  ejercer  con  provecho  de  ella  la  patria  potestad 
y la  autoridad  marital,  y por  otra  parte,  que  el  sistema  duro  á que  le  sujeta 
el  castigo  no  le  permite  dedicarse  á la  administración  de  su  fortuna,  ni  va- 
lerse de  ella  para  hacer  mas  llevadera  su  desgracia,  desnaturalizando  la  pena 
y haciéndola  ya  ineficaz,  ya  menos  rigurosa  é intensa  de  lo  que  el  legis- 
lador quiso  al  querer  que  fuera  acompañada  de  tan  dolorosas  y terribles  cir- 
cunstancias. La  interdicción,  pues,  que  es  una  agravación  de  la  cadena,  no 
debe  durar  mas  delliempo  por  que  esta  .se  sufre. 

Es  cierto  que  al  establecer  el  Código  en  el  artículo  59  la  interdicción 
civil  como  inseparable  de  la  cadena  perpétua,  no  añade  las  palabras  durante 
el  tiempo  de  la  condena,  como  hemos  visto  que  lo  espresó  al  tratar  de  la 
cadena  temporal,  pero  esto  seesplica  bien  si  se  atiende  á que  no  teniendo 
limitación  de  tiempo  la  cadena  perpétua,  tampoco  puede  tenerlo  la  interdic- 
ción adherida  siempre  é inseparable  de  ella.  Para  que  no  quede  duda  res- 
pecto á esto,  basta  considerar  que  el  artículo  50  del  mismo  Código  penal 
al  tratar  délas  penas  que  lleva  consigo  la  de  muerte,  cuando  no  ha  sido  eje- 
cutada, fija  la  inhabilitación  absoluta  perpétua  y la  de  sujeción  á la  vigilan- 
cia de  la  autoridad  por  el  tiempo  de  la  vida,  y nada  dice  de  la  interdicción 
civil.  Y ¿sería  posible  que  cuando  no  se  impone  esta  gravísima  privación  al 
indultado  de  la  pena  de  muerte,  se  creyera  viva  y subsistente  para  el  indul- 
tado de  la  de  cadena  perpétua?  No  pudo  caber  en  el  ánimo  del  legislador 
que  sentenciados  dos  por  una  misma  causa,  uno  á cadena  perpétua  y otro  á 
muerte,  é indultados  ambos,  pudiera  ser  este  de  mejor  condición  que  el 
primero. 


Lo  que  se  dice  de  los  indultos,  es  por  igualdad  de  causa,  aplicable  á las 
conmutaciones  de  pena,  porque  los  que  obtuvieren  esta  gracia,  ya  no  es- 
tán sujetos á la  penalidad  que  se  les  impuso  y á sus  consecuencias,  sino  á 
las  que  lleva  consigo  la  pena  que  realmente  sufren,  en  los  casos  en  que  la 
ley  no  dispone  terminantemente  otra  cosa. 

Creemos  por  todo  lo  espuesto,  que  no  deben  inscribirse  las  sentencias 

e os  con  enados  á cadena  temporal  que  han  obtenido  indulto  ó conmula- 

^ena’  n¡'as  (^e  l°s  sentenciados  á cadena  perpétua,  á no  ser  que  la 

mn  m Se  conmutac‘ori  sea  la  de  cadena  temporal,  v del  mis- 

chas  flntP«!tn|S*  Ti  S*^°  'a  'nscritas  deben  cancelarse  las  inscripciones  he- 
chas antes  del  indulto  ó conmutación. 
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22.  Cualquiera  otra  por  la  que  se  modifique  la  capacidad  civil  de  las 
personas  en  cuanto  d la  libre  disposición  de  sus  bienes.—  lia  tenido  la  Ley 
sin  duda  aquí  muy  principalmente  en  cuenta  que  en  la  reforma  del  Código 
penal  podría  hacerse  alguna  alteración  importante  que  limitara  también  la 
capacidad  civil  como  lo  hace  hoy  en  la  de  interdicción. 

2o.  Contratos  de  arrendamiento. — La  Esposicion  de  Motivos  formada 
por  la  Comisión  de  Codificación  espresa  las  razones  que  han  aconsejado  la 
inscripción  de  los  arrendamientos  en  los  casos  que  aquí  se  ordena  del 
modo  siguiente: 

«Ni  los  arrendamientos'  por  largo  espacio  de  años,  ni  aquellos  en  que  se 
«hayan  hecho  considerables  anticipaciones,  son  generadores  de  un  derecho 
«real,  quedando  siempre  limitados  á una  obligación  personal.  De  aquí  ha 
«dimanado  lo  doctrina  jurídica  de  que  solo  el  que  adquiere  el  dominio  en 
«virtud  de  un  título  universal,  está  obligado  á respetar  el  arrendamiento 
«hecho  por  su  antecesor,  pero  no  el  que  lo  hace  por  títulos  singulares.  Las 
«circunstancias  particulares  que  concurren  en  estos  arrendamientos,  los 
«gastos  á que  suelen  comprometer  á los  arrendatarios,  y la  protección  dc- 
»bida  á la  buena  fé,  clave  del  crédito,  exigen  que  acerca  de  este  punto  sé 
«modifique  el  derecho  antiguo.  Ya  se  habia  encargado  la  práctica  de  ir 
«allanando  el  camino  para  la  reforma,  convirtiendo  contra  los  cánones  reci- 
«bidos  en  una  especie  de  derecho  real  los  arrendamientos  de  que  se  tomaba 
«razón  en  los  registros  de  hipotecas.  Y es  que  cuando  el  derecho  escrito  ó 
«la  doctrina  legal  no  alcanza  á satisfacer  una  necesidud,  se  encarga  la  cos- 
» lumbre  de  llenarla;  y cuando  esto  acontece,  toca  al  legislador  convertir  en 
«ley,  y dar  forma  y regularidad  á lo  que  ya  es  una  necesidad  reconocida. 
«De  este  modo,  sin  perjuicio  del  dueño,  que  al  enajenar  y traspasar  una 
»finca  no  pretende  burlarse  de  las  obligaciones  que  contrajo  con  los  arren- 
«datarios,  sin  daño  del  comprador  de  buena  fé  que  entra  en  el  contrato  con 
«el  conocimiento  de  una  obligación  de  que  es  sucesor,  se  salvan  los  justos 
«derechos  de  los  arrendatarios  en  los  casos  que  en  el  proyecto  se  prefijan. 

«La  Comisión  no  debe  ocultarlo:  en  ellos  ha  establecido  implícitamente 
«un  verdadero  derecho  real. 

«No  tiene  esto  nada  de  común  con  la  inscripción  de  los  arriendos  y 
«subarriendos  de  los  bienes  inmuebles  que  por  la  legislación  fiscal  se  han 
«introducido,  ya  para  hacer  efectivos  los  impuestos  sobre  los  arrendamien- 
«tos,  ya  después  de  suprimidos  los  impuestos  como  un  medio  para  perfec- 
«cionar  la  estadística  de  la  riqueza  raíz,  y conseguir  un  repartimiento  mas 
«equitativo  de  las  contribuciones.  Según  queda  manifestado,  ni  una  ni  otra 
«consideración  cabian  en  el  proyecto,  si  la  Comisión  habia  de  ser  consc- 
«cuente  con  los  principios  que  proclama.» 

Apareció  por  primera  vez  entre  nosotros  la  regla  de  que  se  inscribieran 
en  el  registro  los  contratos  de  que  aquí  se  trata,  en  el  Real  decreto  de  23 
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de  raavo  de  1846,  al  ordenar  (a)  que  en  Jas  provincias  del  reino  é Islas  ad- 
yacentes estuvieran  sujetos  al  derecho  de  hipotecas  todos  los  arriendos  y 
subarriendos  de  bienes  inmuebles.  En  él  no  se  hizo  distinción  alguna  entre 
las  diferentes  clases  de  arrendamiento,  porque  todos  sin  distinción  alguna 
debían  registrarse.  Ni  debe  parecer  esto  estrano  si  se  considera  que  el 
decreto  se  dió  principalmente  en  interés  fiscal,  V que  lo  que  á arriendos  y 
subarriendos  se  refería,  tenia  por  objeto  hacer  efectivo  el  impuesto  que  es- 
tablecía sobre  ellos.  Este  impuesto,  desfavorablemente  acogido  por  la  opi- 
nión pública,  y disminuido  poco  después  de  creado  (b),  fué  suprimido  del 
todo  por  causas  fiscales  y aun  económicas,  como  espresó  el  Gobierno  en 
la  Esposicion  que  precede  al  Real  decreto  de  26  de  noviembre  de  1852,  al 
dar  como  fundamento  para  suprimirlo  que  los  resultados  no  habían  corres- 
pondido al  objeto  de  la  imposición,  y que  no  podía  menos  de  considerarse 
como  un  recargo  sobre  lo  que  pagaba  el  contribuyente  por  razón  de  las  uti- 
lidades de  las  mismas  fincas.  El  resultado  fué,  que  suprimido  el  impuesto, 
causa  principal  de  sujetar  los  arrendamientos  y subarrendamientos  de 
bienes  inmuebles  á la  inscripción,  se  declaró  que  en  cuanto  á su  toma  de 
razón  en  las  oficinas  del  registro  se  estuviera  á lo  que  se  dispusiese  en  la  le- 
gislación común,  á lo  que  era  consiguiente  que  quedaran  libres  del  registro, 
puesto  que  el  derecho  civil  no  les  imponía  la  necesidad  de  la  inscripción. 
No  pasó  mucho  tiempo  sin  que  de  nuevo  se  exigiera  la  inscripción,  si  bien 
ya  fué  entonces  por  razones  diferentes.  Fueron  estas,  según  decia  el  Go- 
bierno (c),  el  tener  un  elemento  para  perfeccionar  la  estadística  de  la  ri- 
queza inmueble  y conseguir  un  repartimiento  mas  equitativo  en  la  con- 
tribución, añadiendo,  que  sin  ventaja  para  los  particulares,  se  había  priva- 
do á la  ¿Administración  del  medio  de  reunir  datos  muy  importantes,  absolu- 
tamente indispensables  para  la  formación  de  la  estadística,  y que  por  Jo 
tanto,  era  necesario  restablecer  lo  que  con  tanta  previsión  había  sido  man- 
dado en  4845.  Por  esto  ordenó  el  Real  decreto  de  49  de  agosto  de  4855  que 
se  presentaran  á la  toma  de  razón  en  las  oficinas  del  registro  de  hipotecas 
todos  los  contratos  de  arriendo  y subarriendo  de  bienes  inmuebles,  y que 
se  pusieran  de  acuerdo  los  Ministros  de  Gracia  y Justicia  y Hacienda  para 
que  los  derechos  de  inscripción  se  redujeran  á la  menor  cantidad  posible. 
No  llegó  á verificarse  el  concierto , porque  esta  disposición  fué  derogada 
como  costosa  y vejatoria  tres  meses  después,  según  hemos  dicho  en  la  Intro- 
ducción histórica,  por  otro  Real  decreto  de  25  de  noviembre  de  4855. 

Basta  lo  dicho  para  comprender  que  las  disposiciones  emanadas  del  Mi- 
nisterio de  Hacienda  respecto  á la  inscripción  de  los  arrendamientos,  no  Ile- 


fe)  Núm.  2.°,  base.  1>,  Letra  E. 
ffi  Jnrt;8;°  dol.Bcal  decreto  de  ti  de  julio  de  1847 
de  1852  a Aposición  de  Motivos  que  precede  al  Reai  decreto  de  19  de  agosto 
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vaban  en  sí  ningún  interés  puramente  civil , y que  estaban  dominadas  es- 
clusivamente  por  el  interés  fiscal.  Muy  diferente  fué  el  aspecto  bajo  el 
cual  se  consideró  esta  cuestión  en  el  proyecto  de  Código  civil  (a),  en  que  se 
adoptó  la  misma  idea  que  ha  prevalecido  en  la  Ley  hipotecaria,  si  bien  con 
alguna  diferencia  en  su  aplicación;  en  él,  como  era  natural,  el  interés  civil 
fué  el  principalmente  consultado.  Túvose  para  ello  en  cuenta  que  el  propie* 
tario  abdica,  cuando  traspasa  la  libre  disposición  de  la  cosa  arrendada,  que 
esta  abdicación  es  absoluta  para  él  y para  sus  causa-habientes  y que  es 
indispensable  que  los  que  traten  con  él  hallen  en  el  registro  la  existencia 
de  aquella  limitación  de  la  propiedad,  cuando  sea  tan  durable  que  pueda  in- 
fluir en  el  ánimo  de  otras  personas.  Así  se  espresa  uno  de  nuestros  mas  ilus- 
tres jurisconsultos  contemporáneos  que  tuvo  una  parte  muy  principal  en  la 
formación  del  Proyecto  ( b ). 

La  importancia  de  esta  innovación  bien  merece  que  le  consagrémos  al- 
gunas líneas.  El  contrato  de  arrendamiento  ni  trasíiere  el  dominio,  ni  es  ge- 
nerador de  ningún  derecho  enla.  cosa,  atendidos  los  principios  del  derecho. 
Solo  produce  acciones  personales  á favor  del  dueño  para  que  se  le  pague 
el  arrendamiento  en  el  tiempo  y forma  estipulados,  para  que  el  arrendata- 
rio cuide  de  la  cosa  de  modo  que  por  su  omisión,  ó mal  trato  no  se  dete- 
riore, para  que  le  reintegre  este  de  los  daños  y perjuicios  que  indebidamente 
le  haya  ocasionado  y por  último  para  que  cumplido  el  plazo  del  contrato,  le 
deje  libre  y desembarazada  la  linca:  y á favor  del  arrendatario,  para  que  se 
le  franquee  la  finca,  y se  le  permita  usar  de  ella  por  el  dueño  dentro  de  las 
condiciones  del  contrato.  Ningún  derecho  real  se  crea  por  este  contrato; 
ninguna  acción  real  nace  de  él.  Las  relaciones  que  de  él  dimanen,  son 
por  lo  tanto  solamente  entre  el  arrendador  y el  arrendatario,  no  entre 
el  arrendatario  y un  tercero  que  tenga  ó adquiera  el  dominio  de  la  cosa,  á 
no  ser  que  este  tercero  sea  heredero  del  que  otorgó  la  finca  en  arrenda- 
miento, porque  entonces  está  obligado  á respetar  lo  hecho  por  su  antecesor 
en  cumplimiento  del  principio  general  de  que  el  que  contrae,  contrae  para 
sí  y para  sus  herederos.  De  aquí  proviene  la  regla  de  que  el  sucesor  uni- 
versal tiene  que  pasar  por  el  contrato  de  arrendamiento  que  hizo  su  an- 
tecesor en  concepto  de  dueño,  pero  no  el  sucesor  singular  como  el  legata- 
rio ó el  comprador,  los  cuales  quedan  en  libre  facultad  para  deshauciar  al 
arrendatario,  del  mismo  modo  que  lo  estaba  antes  el  sucesor  en  una  vincu- 
lación, y ahora  el  que  lo  es  en  la  mitad  reservable  porque  en  ella  no  son 

(а)  Art.  1831 . — También  deben  inscribirse  los  títulos  en  que  se  imponen  sobre 
bienes  inmuebles  alguno  de  los  derechos  siguientes. 

3.°  Los  arrendamientos  de  seis  años  ó mas,  y las  anticipaciones  de  alquileres  ó 
rentas  por  mas  de  un  año. 

(б)  El  Sr  D.  Claudio  Antón  Luzuriaga  que  escribió  las  concordancias  y moti- 
vos de  los  títulos  De  la  Hipoteca  y del  Registro  público  en  la  obra  del  Sr.’  García 
Goye.ua  sobre  las  Corcordancias,  Motivos  y Comentarios  del  Código  civil  español. 
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herederos  ni  derecho-habientes  del  riltimo  poseedor,  sino  del  fundador.  \ 
esto  lo  establecen  espesamente  las  leyes  de  Partida,  que  se  limitan  á decir 
que  el  arrendamiento  debe  ser  continuado  por  el  heredero  del  dueño  de  la 
linca-  Otrosí  dezimos  que  si  se  muríesse  el  señor  de  la  cosa  logada,  que  el 
heredero  es  tonudo  de  guardar  el  pleyto  según  que  lo  puso  el  finado  e deudo 
hauer  por  firme  (a).  En  esto  no  hacen  masque  considerar  al  heredero  como 
la  continuación  jurídica  de  la  persona  del  finado.  Una  ley  moderna  volvió  á 
repetir  la  misma  regla  (b).  Por  el  contrario,  en  las  mismas  leyes  de  Partida 
vemos  considerar  como  libre  de  la  obligación  de  sostener  el  arrendamiento 
hecho  por  el  dueño,  al  que  posee  con  título  particular:  Auiendo  arren- 
dado algún  orne  ó alogado  ú otro  casa  ó heredamiento  á tiempo  cierto,  si  el 
señor  della  la  vendiere  ante  que  el  plazo  sea  cumplido,  aquel  que  la  del 
comprare  bien  puede  echar  della  al  que  le  fuera  alogada;  mas  el  vendedor 
que  gelo  logo,  tonudo  es  de  tomarlo  tanta  parte  del  loguero,  cuanto  tiempo 
lineaba  que  sedeuia  della  aprouechar  (c).  No  carece  esta  regla  de  escep- 
ciones:  pero  de  todos  modos  aparece  que  es  disposición  general  en  las 
Partidas  que  el  que  por  título  singular  obtiene  una  cosa,  no  está  obligado 
á respetar  el  contrato  hecho  por  el  que  antes  era  su  dueño,  y que  las  re- 
laciones del  arrendatario  se  limitan  solo  á la  persona  que  le  arrendó  y á 
sus  herederos. 

Muy  diversas  son  las  circunstancias  del  siglo  en  que  vivimos:  en  ellas  se 
ha  creído  que  debía  hacerse  una  modificación  en  el  antiguo  derecho.  En  la 
Esposicion  de  Motivos  de  la  Ley  se  espresa  suficientemente  la  causa  de  la 
alteración,  y creemos  que  nadie  podrá  considerarla  como  destituida  de 
fundamento.  Los  arrendamientos  por  largo  tiempo,  los  que  se  hacen  anti- 
cipando algunas  anualidades,  deben  considerarse  como  una  desmembra- 
ción de  la  propiedad,  porque  realmente  la  hacen  desmerecer  cuando  se  ven- 
de [afinca  con  esa  carga:  permitir  venderla  sin  ella,  seria  una  injusticia 
que  no  tendría  esplicacion  en  nuestros  dias,  en  que  tantos  capitales  in- 
vierten frecuentemente  en  las  heredades  los  que  las  arriendan  por  mu- 
llos años,  ó anticipan  anualidades.  Lo  mismo  puede  decirse  respecto  á 
las  fincas  urbanas,  especialmente  de  las  que  se  hallan  situadas  en  las  gran- 
des poblaciones,  que  se  arriendan  para  establecimientos  fabriles,  industriales 
y mercantiles.  La  Comisión  ha. dicho  cou  sobrada  razón  que  por  la  ipserij)- 

cion  se  ha  convertido  en  estos  casos  el  derecho  personal  implícitamente 
en  derecho  real.  ' 

Pero  ¿son  solamente  los  arrendamientos  de  que  en  este  artículo  habla  la 


ín  ííy  V vm  <le  la  Port.  V. 

junio  de  Í813  rcsnerin'ni1  (|leCie.to  (]°  las  Cortes  generales  y estraordinarias  de  8 de 
nadería.  rcspecto  derecho  de  propiedad  y fomento  de  la  agricultura  y ga- 

(c)  Ley  19  del  título  y Partida  antes  citados. 
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Ley  hipotecaria  los  que  deben  inscribirse?  ó lo  que  es  lo  mismo,  ¿hay  al- 
gunos otros  arrendamientos  en  que  exista  un  derecho  real  además  de  los 
espresados?  Nos  parece  que  debe  contestarse  afirmativamente  á esta  pre- 
gunta. Después  de  establecer  la  ley  18  del  tít.  VIH  de  la  Partida  V antes 
citada  y trascrita  en  parte  la  regla  de  que  el  comprador  no  está  obligado 
á respetar  el  arrendamiento  hecho  por  el  vendedor,  pone  dos  casos  de  escep- 
cion:  El  primero  es  si  fizo  pleyto  con  el  vendedor  cuando  gela  vendió  que  non 
le pudiesse echar  della  al  que  la  touiese  logada,  fasta  que  el  tiempo  fuesse 
complido,  á que  la  logo:  El  segundo  es,  guando  el  vendedor  la  ouiesse  loga  ■ 
do,  para  en  toda  su  vida  de  aquel  á quien  la  logara , ó para  siempre  tam 
bien  del,  como+de  sus  herederos.  Ca  por  qualquier  destos  casos  non  la  podría 
enagenar,  para  poderle  echar  della  al  (pie  la  tenia  logada , ó arrendada', 
ante  dezimos,  que  deue  ser.  guardada  la  postura.  En  estos  dos  casos,  no  hay 
duda  que  existe  también  un  verdadero  derecho  real,  puesto  que  el  arren  • 
damiento  vá  de  tal  manera  adherido  á la  finca,  que  la  sigue  donde  quiera 
que  vaya,  y el  que  la  adquiere  es  siempre  con  la  obligación  de  respetar  el 
contrato  como  si  fuera  él  mismo  el  que  lo  hubiera  celebrado.  No  se  hará  en 
este  caso  la  inscripción  por  lo  que  este  artículo  de  la  Ley  hipotecaria  dice  de 
los  arrendamientos,  sino  por  lo  que  antes  deja  establecido  respecto  á los 
contratos  ó actos  en  que  se  constituyen  derechos  reales.  Y con  razón,  porque 
en  tales  casos  existe  una  carga,  y por  lo  tanto  una  disminución  de  valor  que 
el  adquirente  ó el  prestamista  deben  conocer  para  no  caer  en  engano:  la  fal- 
ta de  espresion  en  este  punto  seria  contraria  al  principio  de  publicidad 
que  domina  en  toda  la  Ley  hipotecaria. 

Dejando  para  los  números  siguientes  de  este  comentario  el  examen  de 
las  demás  cuestiones  que  respecto  á arrendamientos  pueden  suscitarse,  y 
que  naturalmente  aparecerán  en  la  práctica,  no  podemos  aquí  omitir  la  es- 
tension  que  la  palabra  arrendamiento  tiene  en  esta  Ley.  En  ella  se  com- 
prenden los  subarriendos,  subrogaciones,  cesiones  y retrocesiones  de  arren- 
damientos, siempre  que  sean  por  el  tiempo  ó que  haya  las  anticipaciones 
que  para  los  arriendos  la  Ley  exige.  Así  lo  dice  de  un  modo  terminante  el 
artículo  5.°  del  Reglamento  que  queda  transcrito  al  frente  de  este  comenta- 
rio. En  semejantes  contratos  , ó hay  un  nuevo  arrendamiento,  ó la  sustitu- 
ción de  una  persona  á otra  en  el  que  ya  se  había  celebrado  , ó una  disolu- 
ción del  traspaso  que  se  habia  hecho , y solo  con  decir  esto  nos  parece  bas- 
tante justificado  que  respecto  de  todos  tenga  lugar  la  inscripción.  El  Regla- 
mento, haciéndolo  así,  ha  interpretado,  á nuestro  entender,  perfectamente 
la  Ley,  y ha  quitado  dudas  que  en  la  práctica  tal  vez  nacerían  por  su  silencio. 

En  el  mismo  artículo  del  Reglamento  se  espresa  que  en  estos  casos  no  se 
haga  una  nueva  inscripción  , sino  un  asiento  de  nota  marginal  á la  inscrip- 
ción del  arrendamiento  primitivo,  lo  que  tiene  por  objeto  evitar  la  multipli- 
cación de  inscripciones  y dar  claridad  á los  registros. 
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Un  periodo  que  esceda  de  seis  años.—L a primera  objeción  que  puede 
hacerse  á lo  que  aquí  establece  la  Ley , es  la  de  no  haberse  sujetado  á la 
inscripción  todos  los  contratos  de  arrendamiento  de  bienes  inmuebles,  y si 
solo  los  que  en  este  número  y en  el  siguiente  del  artículo  se  mencionan.  La 
contestación  es  porque  no  constituyen  un  derecho  real  Mas  esta  respuesta 
puede  dar  lu-ará  otro  nuevo  argumento,  á saber  porque  no  se  han  conver- 
tido en  derechos  reales  todos  las  arrendamientos,  como  se  há  hecho  con  los 
que  escedcn  de  seis  años  y los  que  tienen  tres  anualidades  de  renta  anticipa- 
das. A esto  contcslarénios,  que  la  declaración  implícita  de  que  todos  los  ar- 
rendamientos fueran  derechos  reales,  no  estaría  justificada.  El  arrendamien- 
to, según  hemos  dicho,  solo  dá  un  derecho  personal:  ésta  es«u  índole  y su 
naturaleza:  para  justificar  su  conversión  en  derecho  real , es  menester  que  ha- 
ya circunstancias  muy  especiales  que  lo  aconsejen.  Hemos  visto  los  dos  casos 
en  que  esto  se  hizo  en  las  leyes  de  Partida,  hemos  visto  también  los  otros 
dos  en  que  nuestra  Ley  hipotecaria  lo  ha  establecido:  medios  tiene  pues  de 
poder  hecerlo  el  que  quiera,  sin  mas  que  adoptar  cualquiera  de  las  combi- 
naciones que  al  efecto  están  autorizadas  por  las  leyes.  Lo  demás  seria  em- 
barazoso, dispendioso  y hasta  inconveniente  para  la  misma  propiedad  in- 
mueble. Hemos  indicado  antes,  que  dos  veces  se  han  llevado  todas  estas 
inscripciones  al  registro,  y que  otras  tantas  ha  habido  necesidad  de  revocar 
lo  que  antes  se  había  establecido.  El  último  Real  decreto  ( a ) que  redujo  los 
arrendamientos  á las  condiciones  del  derecho  común , es  decir , á su 
modo  ordinario  de  ser,  dió  algunas  razones  poderosas  para  la  supresión  de 
la  necesidad  de  inscribirlos.  Los  derechos  de  arancel , dice,  que  cobran  los 
registradores  y los  gastos  que  necesitan  hacer  los  particulares  para  trasla- 
darse desde  puntos  distantes  hasta  la  cabeza  del  partido  á inscribir  en  la 
oficina  de  hipotecas  los  contratos  de  arrendamiento,  importarán  muchas  ve- 
ces el  producto  de  una  anualidad  en  los  arriendos  de  habitaciones  pobres 
y en  los  de  fincas  donde  la  propiedad  territorial  está  muy  dividida.  A estas 
observaciones  de  lo  gravosas  que  estas  inscripciones  podrían  ser,  añadiré  - 
mos  otra  que  no  es  menos  atendible.  Por  razones  que  espondrémos  ea  el 
comentario  del  artículo  3.°,  la  Ley  requiere  que  los  contratos,  para  que 
puedan  ser  inscritos,  se  hallen  consignados  en  escritura  pública;  y ¿sería 
justo  gravar  con  los  gastos  de  ésta,  con  los  de  la  inscripción  y con  los  que 
ocasionara  tener  que  acudir  al  registro,  gastos  muy  superiores  frecuentísi- 
raamente  á los  arrendamientos  que  debieran  satisfacerse,  al  arrendatario 
que  poi  ser  á su  favor  la  inscripción,  tendría  que  pagarlos  según  lo  que 
mas  a e ante  ( b ) dispone  esta  Ley?  Puede  decirse,  sin  temor  de  errar,  que 
aria  poi  resultado  lo  mismo  que  la  Ley  ha  venido  á establecer,  esto 

((¿i  Ar?!  335ret°  de  25  de  noviembre  de  1853. 
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es,  que  solo  los  arrendamientos  de  largo  tiempo , aquellos  en  que  hubiese 
anticipaciones  de  algunas  anualidades,  ó que,  como  establecieron  las  leyes 
de  Partida,  fueran  vitalicios,  ó para  siempre,  ó llevaran  la  cláusula  de  sub- 
sistir á pesar  de  cualquiera  enajenación,  serian  los  que  se  inscribieran.  La 
Ley,  pues,  debe  arreglarse  á las  necesidades  reconocidas,  no  ser  pródiga  en 
sacar  las  cosas  de  sus  condiciones  naturales  y ordinarias , ni  trasformar  los 
derechos  de  una  clase  en  otra,  mientras  no  esté  reconocida  la  conveniencia 
de  verificarlo. 

Otra  dificultad  frecuentemente  habria  para  hacer  la  inscripción,  espe- 
cialmente en  lo  que  á lo  propiedad  urbana  se  refiere.  Es  muy  común  cele- 
brar arrendamientos  de  casas  sin  fijar  tiempo  determinado  á la  duración  del 
contrato,  señalando  solo  lo  que  hay  que  satisfacer  por  el  inquilinato,  que 
en  algunas  poblaciones,  como  suele  verificarse  en  Madrid,  es  por  dias,  y 
que  respecto  á las  casas  habitadas  por  gente  pobre  se  cobra  hasta  se- 
manalmente. Estos  arrendamientos  , en  que  el  inquilino  puede  despe- 
dirse cuando  quiere  y en  que  el  dueño  puede  también  despedir  al  inquilino 
cuando  lo  tiene  por  conveniente,  sin  mas  que  avisar  anticipadamente 
según  la  costumbre  del  pueblo,  y en  defecto  de  costumbre,  cuarenta  dias 
antes,  dan  derechos  tan  pequeños,  tan  transitorios,  tan  poco  dignos  de  la 
inscripción  , que  casi  puede  decirse  que  si  se  hiciera  , no  tendría  significa- 
ción ni  importancia  alguna  bajo  el  punto  de  vista  civil.  Es  de  creer  que 
aunque  la  Ley  prescribiera  que  fueran  registrables , no  se  registrarían, 
porque  la  inscripción  no  les  daría  ninguna  ventaja,  y careciendo  de  objeto, 
nadie  haria  gastos  y diligencias  inútiles.  Lo  mismo  puede  decirse  de  los  ar- 
rendamientos urbanos  continuados  por  el  consentimiento  tácito  de  las  par- 
tes, en  que  dueños  y arrendatarios  pueden  despedirse  en  los  términos  que 
dejamos  manifestado.  En  ellos,  lo  mismo  que  en  los  arrendamientos  rústicos 
continuados  igualmente  por  el  consentimiento  tácito  de  las  partes,  concurre 
también  la  circunstancia  particular  de  que  no  hay  escritura,  y por  lo  tan- 
to , tampoco  título  que  pueda  inscribirse. 

A todas  las  consideraciones  que  dejamos  espuestas  se  agrega  otra  no 
menos  importante.  Si  se  inscribieran  todos  los  contratos  de  arrendamiento 
en  el  registro  de  la  propiedad , repitiéndose  los  de  algunas  lincas  con  tanta 
frecuencia,  los  libros  de  registro  tendrían  que  multiplicarse  de  un  modo 
estraordinario,  y en  las  inscripciones  concermientes  á una  misma  finca  que- 
darían confundidas  las  que  á la  propiedad  se  refirieran  entre  la  inmensa  mul- 
titud de  las  que  solo  hiciesen  relación  á los  arrendamientos,  perdiendo  así 
el  registro  una  de  sus  principales  ventajas,  que  es  presentar  con  claridad, 
concisión  y sin  necesidad  de  mucho  trabajo,  la  historia  de  las  fincas  en  todo 
lo  que  al  derecho  real  se  refiere.  Esta  inscripción,  caso  de  hacerse,  que  de 
seguro  por  regla  general  no  se  haria,  á no  establecerse  una  sanción  penal, 
pues  que  de  lo  dicho  se  infiere  que  seria  ineficaz  la  civil,  vendria  á ser 
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un  impuesto  gravoso,  por  mas  tenues  que  fueran  los  honorarios  que  se 
señalaran  • v la  espcriencia  enseña  , aun  antes  de  empezarse  á ejecutar 
la  ícv  hipotecaria,  que  no  faltarían  reclamaciones  para  que  este  tra- 
bajo' fuera  competentemente  retribuido  á los  registradores,  pues  que  ya 
existen  acunas  respecto  á la  corta  remuneración  que  lija  el  arancel  en  las 
inscripciones , anotaciones , cancelaciones  y notas  marginales  relativas  á 
lincas  ó derechos  cuyo  valor  no  escedc  de  500  rs.  Nada  dirémos  respecto 
á este  punto  sino  que  los  trabajos  que  se  encargan  á los  registradores  deben 
ser  recompensados  en  proporción  á las  calidades  que  se  les  exigen  , á la 
responsabilidad  que  contraen,  al  trabajo  que  prestan  y al  tiempo  que  tie- 
nen que  emplear  en  sus  respectivas  funciones. 

Otro  ataque  se  ha  dado  á esta  disposición  de  la  Ley  suponiendo  que 
hasta  cae  en  el  ridículo.  Según  ella , se  ha  dicho  , al  paso  que  se  inscribe 
d arrendamiento  de  una  guardilla  que  escede  de  seis  años  ó en  el  que  se 
anticipan  los  alquileres  de  tres  anualidades,  no  se  lleva  al  registro  el  ar- 
rendamiento del  palacio  que  ha  de  durar  seis  años  ni  el  de  una  heredad 
de  grande  estension  y por  la  que  el  arrendatario  paga  crecidas  sumas  por- 
que solo  anticipó  el  pago  de  dos  años  y medio,  lo  que  dá  por  resultado  que 
intereses  insignificantes  se  inscriban,  y que  no  puedan  inscribirse  otros  que 
representen  muy  superiores  cantidades.  Dejarémos  aparte  que  no  es  co- 
mún hacer  arrendamientos  de  la  clase  de  los  que  deben  inscribirse  por  el 
alquiler  de  guardillas,  ni  por  heredades  de  muy  poco  valor,  sino  que  por  el 
contrario  son  generalmente  objeto  de  estos  contratos , ó edificios  en  que 
invierte  el  que  los  toma  en  alquiler  crecidas  cantidades,  ya  para  destinar- 
los á su  comodidad,  ya  para  hacer  establecimientos  reproductivos,  ó he- 
redades que  exigen  en  los  primeros  años  gastos  considerables  cuyo  reembol- 
so no  se  espera  inmediatamente,  sino  en  el  tiempo  que  dure  el  arrendamien- 
to. Estos  son  los  arrendamientos  de  que  suele  otorgarse  escritura  pública, 
requisito  indispensable  para  la  inscripción  que  raras  veces  se  hará  en  los  de 


escasísima  importancia.  Para  contestar  al  argumento  propuesto  basta  con- 
siderar que  el  mayor  ó menor  arrendamiento  que  se  paga,  es  una  circuns- 
tancia accidental  que  no  debe  influir  para  que  se  establezcan  diferencias 
en  el  derecho.  Lo  que  hay  que  buscar  aquí  es  señalar  un  límite  igual  en  to- 
das las  fincas  para  que  el  derecho  á la  cosa  venga  á convertirse  en  derecho 
en  la  cosa>  Y examinar  desde  qué  punto  puede  el  arrendamiento  conside- 
rarse como  una  desmembración  del  dominio,  como  una  abdicación  en  ma- 
yor o menor  escala  del  derecho  de  propiedad.  La  cantidad  grande  que  se 
pa^a  poi  ti  auendamiento  de  un  palacio,,  está  en  proporción  de  la  que  se 
satistace  por  una  choza,  guardando  relación  con  el  capital  que  uno  y otro 
e i cío  lepresentan.  El  pobre  artesano  que  para  ejercer  una  industria  al- 
qui  a una  tien  a mezquina,  y para  asegurarla  hace  anticipaciones  ó con- 
ra  a por  un  crecí  o número  de  anos,  porque  allí  acuden  los  consumidores  que 
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je  favorecen,  no  es  menos  digno  de  protección  que  el  que  para  el  comercio 
en  mayor  escala  alquila  magníficas  tiendas  y grandes  almacenes : de  un 
mismo  modo  deben  ser  protegidos  por  la  Ley  los  intereses  y los  derechos 
de  ambos.  Lo  contrario  seria  una  injusticia  que,  dando  á los  poderosos  una 
protección  mayor  que  la  que  dispensara  á los  demás,  baria  odiosa  la  Ley, 
la  desprestigiaría,  y promovería  una  necesaria  y urjente  reforma. 

Partiendo,  pues,  de  la  justicia  y conveniencia  del  precepto  de  la  Ley,  pa- 
semos á su  esplicacion.  Los  arrendamientos  que,  según  las  palabras  que 
estamos  comentando,  han  de  inscribirse,  son  los  que  escedende  seis  años. 
No  exigía  tanto  el  proyecto  de  Código  civil,  pues  que  estaban  comprendidos 
en  la  inscripción  los  que  eran  solamente  por  seis  años;  por  seis  arios  ó mas, 
escribieron  sus  autores.  Pequeña  es  la  diferencia  entre  lo  propuesto  antes  y 
lo  adoptado  ahora.  Mucho  mas  allá  vá  la  moderna  lev  francesa  de  trascrip- 
ción en  materia  hipotecaria,  que  triplica  el  tiempo  , pues  solo  sujeta  al  re- 
gistro los  arrendamientos  que  esceden  de  diez  y ocho  años.  Estas  son 
cuestiones  de  apreciación  en  que  el  legislador  obra  dentro  de  límites  muy 
anchos : de  todos  modos,  creemos  que  podría  la  Ley  ser  tachada  mas  bien 
por  esteuder  aquí  demasiado  la  inscripción , que  por  reducirla  inconsidera 
damente.  No  nos  parece  sin  embargo  que  seria  justa  la  impugnación. 

Puede  suceder  que  un  arrendamiento  hecho,  v.  gr. , por  cinco  años, 
cuando  Heve  trascurridos  dos,  se  renueve  por  otros  cinco:  en  este  caso, 
¿deberá  hacerse  la  inscripción?  Si  los  contratantes  dando  por  concluido  el 
primer  arrendamiento  al  hacer  la  prorogacion  quisiesen  que  solo  se  consi- 
derara el  tiempo  que  faltaba  por  cumplir  y el  añadido  como  un  solo  térmi- 
no, y dejando  sin  efecto  el  contrato  ó la  escritura  anterior,  hicieran  otra 
nueva  por  los  siete  años,  indudablemente  estaría  sujeto  á inscripción  el  ar- 
rendamiento celebrado.  No  sucedería  esto  cuando  dejando  subsistente  el 
contrato  anterior,  y al  convenir  en  su  próroga,  no  comprendieran  el  tiempo 
de  los  siete  años  en  la  escritura  que  del  último  contrato  se  estendiera,  por- 
que entonces  serian  dos  contratos  independientes  de  los  cuales  ninguno  po- 
día ser  inscrito,  porque  fallaría  la  escritura  pública  de  un  contrato  sujeto 
á inscripción.  El  que  pudiendo  convertir  en  real  el  derecho  personal  no  lo 
hace , se  entiende  que  renuncia  el  beneficio  que  la  Ley  ledá:  en  este 
caso  se  halla  el  que  en  lugar  de  completar  en  una  escritura  el  tiempo  ne- 
cesario para  que  proceda  su  inscripción,  prefiere  tener  dos,  de  las  cuales 
ninguna  puede  inscribirse  en  el  registro. 

De  lo  que  dice  la  Ley  y de  lo  que  dejamos  espuesto,  se  infiere  que  no 
puede  inscribirse  por  razón  de  su  duración  la  escritura  de  arrendamiento 
que  no  esceda  délos  seis  años.  El  registro  se  ha  hecho  para  los  derechos  en 
las  cosas  inmuebles,  no  para  ios  derechos  personales,  y ya  hemos  repetida- 
mente dicho  que  el  arrendamiento  es  un  derecho  personal , mientras  no  en- 
tra en  las  condiciones  de  la  Ley  hipotecaria  ó de  la  de  Partidas,  de  que  hi- 
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cimos  mención  antes,  que  dá  el  carácter  de  reaten  á los  derechos  que  ad- 
quiere el  arrendatario  en  la  finca  que  se  le  arrienda  durante  su  vida,  ó para 
siempre,  ó con  la  condición  de  que  continúe  en  el  arrendamiento,  aun  en  el 

caso  de  que  la  finca  sea  enajenada  á un  tercero.  ... 

liemos  visto  algunas  veces  en  los  antiguos  registros  inscribir  arrenda- 
mientos de  fincas,  pretendiendo  de  este  modo  darles  el  carácter  de  un  dere- 
cho real;  á esto  sin  duda  alude  la  Comisión  de  Codificación  al  decir  en  la 
Exposición  de  Motivos  las  palabras  que  antes  dejamos  copiadas:  c Ya  se  ha- 
»bia  encargado  la  práctica  de  ir  allanando  el  camino  para  la  reforma,  con- 
> virtiendo  contra  los  cánones  recibidos  en  una  especie  de  derecho  real  los 
«arrendamientos de  que  se  tomaba  razón  en  los  registros  de  hipotecas.»  No 
entraremos  aquí  á examinar  hasta  qué  punto  podría  producir  efecto  la  vo- 
luntad de  ios  particulares  para  convertir  en  real  el  derecho  que  la  Ley  de- 
claraba personal,  pero  sí  diremos  que  la  nueva  Ley  hipotecaria  no  lo  per- 
mite, y que  por  lo  tanto  todo  arrendamiento  que  se  lleve  al  registro  que  no 
sea  por  mas  de  seis  años  ó que  no  tenga  la  anticipación  de  tres  anualidades 
debe  ser  rechazado  por  el  registrador,  y que  si  por  condescendencia  ó por 
cualquiera  otra  causa  se  inscribiere,  esta  inscripción,  como  contraria  á la 
Ley,  no  produciría  efecto  alguno,  como  tampoco  lo  surtiría  la  inscripción 
de  una  cosa  mueble  ó semoviente  que  al  registro  se  llevara.  Ni  los  particu- 
lares que  quieran  tener  la  inscripción  y dar  el  carácter  de  derecho  real  á 
una  obligación  personal,  dejarán  de  poder  hacerlo,  pero  estando  en  ello  de 
acuerdo  ambas  partes  contratantes,  pues,  según  hemos  dicho  antes,  basta- 
rá que  al  celebrar  el  arrendamiento  se  añada  la  cláusula  de  que  continua- 
rá, aunque  la  finca  cambie  de  dueño,  porque  entonces  hay  un  verdadero 
derecho  real,  y el  contrato  por  lo  tanto  puede  inscribirse. 

25.  Las  rentas  de  tres  ó mas  «ños.— El  proyecto  de  Código  civil  dá  el 
derecho  de  inscripción  á los  contratos  de  arrendamiento  cuando  se  há  anti- 
cipado el  alquiler  ó la  renta  por  mas  de  un  año,  según  dejamos  antes  es- 
puesto.  Creyó  la  Comisión  de  Codificación  que  debía  separarse  de  este  au- 
torizado precedente:  de  creer  es  que  á ello  le  moviera  la  consideración  de 
que  no  se  debia  con  tanta  facilidad  dar  el  carácter  de  real  al  derecho  del  ar- 


rendatario, y que  reputara  que  así  guardaba  mas  analogía  esta  disposición 

con  la  anterior  que  señala  seis  años,  cuando  se  trata  de  la  inscripción  de 

los  arrendamientos  por  razón  del  tiempo  á que  se  estienden.  En  esto  con- 

cueio.i  nuestra  Ley  con  la  moderna  francesa  de  transcripción  en  materia 
hipotecaria. 


° 1»eCeS,\ainos  Atenernos  mas  en  este  comentario:  las  espiraciones  á 
nil^  Va11  ( ar  *ll«ai’  ^as  palabras  de  que  aquí  tratamos,  han  sido  ya  cs- 
escede  do  C*am~lai  *as  (Iue  se  refieren  á los  arrendamientos  cuya  duración 
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LEGISLACION  ANTERIOR  Á LA  LEY  HIPOTECARIA. 

Ley  I a,  tit.  16,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación. — V.  la  legislación  españo- 
la del  artículo  anterior. 

Ley  3.a  del  mismo  titulo  y libro. — Y en  ellos  (los  registros),  precisamente  se 
tome  la  razón  de  todos  los  instrumentos  de  imposiciones,  ventas  y redenciones  de 
censos  ó tributos , ventas  de  bienes  raíces  ó considerados  por  tales,  que  constare  es- 
tar gravados  con  alguna  carga,  fianzas  en  que  se  hipotecaren  especialmente  tales 
bienes  , escrituras  de  mayorazgos  ú obra  pía,  y generalmente  todos  los  que  tengan 
especial  y espresa  hipoteca  ó gravamen,  con  espresion  de  ellos  ó su  liberación  y re- 
dención. 

Edicto  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  Cataluña  de  H de  julio  de  1774. — 
2.  Item  en  los  referidos  oficios  de  hipotecas  y en  el  que  respectivamente  corres- 
ponda, según  lo  que  demuestran  los  estados  que  acompañan  á este  edicto,  deberán 
registrarse  sin  diferencia,  tanto  las  escrituras  ¿instrumentos  que  contengan  obliga- 
ción especial  de  bienes  como  los  que  la  incluyan  general,  á fin  de  que  puedan  los 
acreedores  y cualquier  interesado,  antes  de  celebrar  sus  contratos  ó para  el  fin  de 
precaver  sus  intereses,  saber  las  responsabilidades  á que  estén  ligados  los  bienes  de 
las  personas  con  quienes  hubieren  de  tratar,  y el  oficio  cierto  donde  deberán  tomar 
estas  noticias: 

3.  Se  registrará  asimismo  en  los  referidos  oficios  de  hipotecas , y en  el  que  como 
queda  dicho  coresponda , todas  las  escrituras  de  venta  de  bienes  raíces , conste 
ó no  que  se  hallen  gravados , y lo  mismo  se  ha  de*practicar  de  toda  institución  de 
heredero  ó heredades,  á quien  ó quienes  se  diere  sustituto,  sin  que  por  lo  que  toca 
á la  toma  de  razón  así  de  estos  instrumentos  como  de  las  donaciones  que  acostum- 
bran hacerse  en  contratos  matrimoniales,  instituyendo  vínculos  y fideicomisos,  que 
igualmente  se  deberán  registrar,  sea  preciso  que  se  ejecute,  copiando  ias  escrituras 
ó cláusulas  de  fundación  enteras. 

Real  cédula  de  1 6 de  abril  de  1783  dada  para  las  Indias.- — Previene  que  con 
arreglo  á la  ley  recopilada  y auto  acordado  (leyes  1.a  y 2.a,  tit.  X,  lib.  X de  la  No- 
vísima Recopilación)  en  todos  los  dominios  de  América,  se  anoten  indispensable- 
mente en  los  respectivos  oficios  de  hipotecas  cuantas  escrituras  se  otorgaren  con 
hipotecas  espresas  y especiales  sin  escepcion  ninguna,  como  son  las  de  censos  per- 
pétuos  ó al  quitar,  redenciones  de  ellos,  vínculos  y mayorazgos,  patronatos,  fian- 
zas, cartas  de  pago  de  estas,  empeños,  desempeños,  obligaciones,  traspasos  de  bie- 
nes raíces,  de  censos  ó juros,  y de  otra  cualquier  hipoteca,  que  proceda  de  ventas, 
cartas  de  dote,  donaciones  ó posesiones  por  herencia  ó sentencia. 

Decreto  de  19  de  mayo  de  1817  á petición  de  las  Cortes  de  Navarra — 

2.  Item  que  en  el  espresado  libro  (habla  del  registro)  y en  el  fólio  correspondiente, 
al  pueblo  del  distrito  donde  existiesen  los  bienes,  deben  registrarse  y tomar  la  ra- 
zón respectiva  de  todas  las  escrituras  censales  y demás  en  que  haya  hipoteca  espe- 
cial y espresa  de  bienes  de  cualquiera  clase  y condición  que  sean,  y asimismo  las 
fundaciones  de  mayorazgos,  vínculos,  aniversarios,  pías  fundaciones,  capellanías  asi 
esclesiáslicas  como  seculares  y patronatos  de  legos,  aunque  sean  establecidos  en 
favor  del  fisco,  iglesia,  comunidades  y otros  cualesquiera  cuerpos  privilegiados. 
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3 Item  que  no  han  de  comprenderse  en  esta  providencíalas  escrituras  que  no 

contienen  hipoteca  especial  sino  solo  genera!,  bien  sea  espresa  d ánicamente  tácita 

iKíAhlpriílfi  nor  derecho. 

Real  decreto  de  23  de  mayo  de  1845. — Artículo  1.  Estarán  sujetos  al  derecho 
de  hipotecas  en  todas  las  provincias  del  reino  6 islas  adyacentes:  l.°  Toda  trasla- 
ción de  bienes  inmuebles,  ya  sea  en  propiedad  ó en  usufructo,  cualquiera  que  sea  el 
título  con  que  se  verifique,  escepto  el  usufructo  conocido  en  Aragón  con  el  nombre 
de  viudedad  que  corresponde  á los  cónyuges  por  la  ley  , sin  necesidad  de  traslación 
ni  contrato:  2.°,  todo  arriendo  ó subarriendo  de  los  mismos  bienes:  3.°,  toda  impo- 
sición y redención  de  censos  ú otras  cargas  sobre  los  mismos.— Quedan  exentas  de 
este  derecho  las  herencias  en  línea  recta  de  ascendientes  ó descendientes,  y las  ad- 
quisiciones que  se  hagan  á nombre  y por  interés  general  del  Estado.  Pero  unas  y 
otras  estarán  sujetas  al  registro  que  ha  de  llevarse  para  toda  clase  de  traslaciones  de 
propiedad  ó de  usufructo. 

Real  decreto  de  26  de  noviembre  de  1852. — Artículo  l.° — Se  deroga  la  escepcion 
del  pago  del  derecho  de  hipotecas  hecha  en  el  párrafo  l.°,  art.  l.°  del  Real  decreto 
de  23  de  mayo  de  1845  á favor  de  los  usufructos  conocidos  en  Aragón  con  el  nom- 
bre de  viudedad , y se  declaran  estos  sujetos  al  «apresado  derecho. 

Art.  2.°  Se  suprime  el  derecho  impuesto  á los  arriendos  y subarriendos  de  bie- 
nes inmuebles;  y en  cuanto  á la  obligación  de  presentar  estos  contratos  á la  toma  de 
razón  en  las  oficinas  de  registro,  se  estará  á lo  que  se  disponga  en  la  legislación 
común. 

Real  decreto  de  19  de  agosto  de  1853. — Art.  5.°— Se  presentarán  á la  toma  de 
razón  en  las  oficinas  del  registro  de  hipotecas  todos  los  contratos  de  arriendo  y 
subarriendo  de  bienes  inmuebles,  conforme  á lo  dispuesto  en  el  Real  decreto  de  23 
de  mayo  de  1845. 

Real  decreto  de  25  de  noviembre  de  1853. — Vengo  en  derogar  el  art.  5.°  del 
Real  decreto  de  19  de  agosto  último,  restableciendo  el  art.  2.°  del  de  26  de  noviem- 
bre de  1852,  que  se  considerará  vigente  desde  la  fecha  que  dispone  el  mismo  Real 
decreto. 


LEGISLACION  ESTRANJERA. 


Appemell  (Ganton  suizo  de ).—Ley  de  hipotecas  de  30  de  agosto  de  1835.— 
1-°  Los  inmuebles,  comprendidos  en  ellos  los  bosques,  pero  no  los  muebles,  pueden 
ser  inscritos  como  prenda  hipotecaria. 


Au»tr¡a._ Código  civil.— Art.  431.  Para  que  se  trasfiera  la  propiedad  de  los  bie - 
nes  inmuebles,  es  preciso  que  el  acto  traslativo  del  dominio  se  inscriba  en  los  re- 
gistros públicos  destinados  para  este  objeto:  esta  inscripción  se  llama  mtabulacion. 

Art.  445.  Las  disposiciones  espresadas  en  este  capítulo,  y que  marcan  el  modo 
de  adquirir  y perder  el  derecho  de  propiedad  de  los  bienes  inmuebles,  es  aplicable 
también  á todos  los  demás  derechos  reales  relativos  á ella. 

Alt.  481.  El  derecho  de  servidumbre  sobre  los  inmuebles  para  adquirirse,  debe 
ser  inscrito  en  los  registros  públicos. 

e'  C<¡mtrat0  c*e  arrendamiento  ha  sido  inscrito  en  los  registros  pú- 
blicos, dá  lugar  á un  derecho  real. 
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Badén  (Gra.n  Ducado  de).— Código  civil. — Este  Código  civil,  que  es  el  francés 
con  algunas  reformas,  tiene  modificaciones  referentes  á la  materia  de  que  aquí  se 
trata,  que  merecen  atención  especial. 

Artículo  1583.  La  venia  de  un  inmueble  no  se  entiende  perfecta  sino  por  su 
inscripción  en  el  registro  público  de  los  bienes  inmuebles. 

Art.  2018  El  Tesoro  puede  tener  privilegio. 

2.°  Respecto  á los  obligados  á rendirle  cuentas: sobre  todos  los  inmue- 
bles adquiridos  después  de  su  nombramiento,  si  está  hecha  su  inscripción  en  los  dos 
meses  siguientes  á la  de  la  adquisición. 

Baviera. — Ley  de  l.°  de  julio  de  1822  sobre  el  derecho  de  hipotecas—  Art.  21. 
— La  hipoteca,  como  derecho  real,  se  adquiere  por  la  inscripción  formal  en  los  re- 
gistros públicos,  llevados  bajo  la  fé  de  la  autoridad  .y  solamente  desde  el  momento 
de  la  inscripción  sin  distinción  de  que  sea  convencional  ó legal,  pero  no  puede  ha- 
cerse la  inscripción  sin  que  se  le  haga  saber  antes  al  dueño  de  la  finca. 

Art.  22.  Para  que  la  inscripción  de  la  hipoteca  produzca  sus  efectos,  es  menester 
que  estén  inscritos: 

1. *  La  cosa  ó el  derecho  real  objeto  de  la  hipoteca: 

2. °  Las  modificaciones  ¡que  la  propiedad  haya  esperimentado,  y por  lo  tanto  hs 
particiones  de  dominio,  los  censos,  los  fideicomisos,  etc.: 

3. "  Las  accesiones  del  inmueble,  ó bien  por  declaración  de  la  ley,  ó por  espre- 
sion  de  la  voluntad: 

4. °  Los  cambios  en  las  partes  6 en  las  accesiones: 

5. °  Los  diezmos,  censos,  etc.,  que  graven  el  inmueble,  pero  no  es  necesaria  la 
inscripción  de  las  servidumbres  reales : 

6. °  El  nombre  del  dueño,  su  título  de  posesión  y los  cambios  que  haya  habido 
en  estas  calidades: 

7. °  los  hechos  y derechos  limitativos  de  la  libre  disposición  de  los  bienes,  por 
ejemplo,  la  sustitución  fideicomisaria,  el  usufructo,  la  prohibición  de  vender,  etc.: 

8. °  La  importancia  del  crédito  y Ja  estipulación  de  intereses,  el  nombre  del 
acreedor  y las  alteraciones  relativas  á estos  puntos. 

Baviera  del  Rhin. — Proyecto  de  ley  de  24  de  abril  de  1834. — Art.  l.°-~Todo  acto 
de  venta  de  propiedad,  constitución  de  usufructo  ó anticresis  debe  verificarse  por  un 
documento  auténtico,  y trascribirse  en  el  registro  destinado  para  las  traslaciones  de 
dominio.  Si  no  se  verifica  la  transcripción,  no  existirá  trasmisión,  y solo  habrá 
lugar  á reclamar  la  indemnización  de  daños  y perjuicios. — Estas  disposiciones  serán 
aplicables  también  en  las  particiones  de  los  bienes  que  procedan  de  una  herencia 
y para  las  que  se  hagan  de  los  bienes  poseídos  en  comunidad. 

Bélgica. — Ley  de  16  de  diciembre  de  1851. — Art.  l.° — Todos  los  actos  entre 
vivos  á título  gratuito  ú oneroso,  traslativos  ó declarativos  de  los  derechos  rea h*s, 
inmuebles  y otros,  como  los  privilegios  y las  hipotecas,  serán  trascritos  literalmenle 
en  el  registro  destinado  á este  objeto,  que  habrá  en  la  oficina  de  hipotecas  del  dis- 
trito en  que  se  encuentren  situados. — Serán  admitidos  igualmente  á la  trascripción, 
las  sentencias  pasadas  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  que  tengan  por  objeto  la  tras- 
misión de  los  derechos  reales,  ios  contratos  en  que  se  renuncien  estos,  y los  arren- 
damientos que  escedan  de  nueve  años  ó que  se  hayan  anticipado  la  renta  al  menos 
de  tres  anualidades. 
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Berna  (Canton  suizo  oe).— Código  ciinL— Art.  442.— Todos  los  títulos  de  adqui- 
sicionTe* inmuebles  por  razón  do  los  cuales  haya  tenido  lugar  una  toma  de  posesión, 
deben  ser  trascriptos  en  los  registros  del  oficio  ó esncbanías  de  la  jurisdicción  ó 

territorio  en  que  estén  situados  los  inmuebles. 

Art  452  Lo  que  se  ha  determinado  en  el  art.  4*2  para  la  trascripción  del  título 
de  adquisición  de  los  inmuebles,  es  aplicable  también  á los  servidumbres. 

Art  436.  Lo  dispuesto  en  el  art.  442  es  aplicable  también  al  título  constitutivo 
de  hipoteca  que  se  inscribirá  sobre  los  registros  públicos. 

Cerdeña. Código  civil. — Art.  2214.— El  1 134  del  Código  francés  que  dice:  La 

hipoteca  ya  sea  legaí,  judicial  ó convencional,  no  tiene  otra  preferencia  que  la  que 
le  dá  la  antigüedad  en  el  registro  del  conservador  en  la  forma  y manera  prescritas 
por  la  ley  salvo  las  excepciones  que  la  misma  establece. 

Estados  Romanos —Reglamento  legislativo  y judicial  de  10  de  noviembre  de 
4834. Art.  183. — Los  actos  de  venta  ó enajenación  de  bienes  susceptibles  de  hipo- 

teca comprendidos  en  ellos  las  donaciones  ínter  vivos,  se  hacen  actos  públicos  por 
medio  de  la  transcripción. 

Francia. — Ley  sobre  la  transcripción  en  materia  de  Hipotecas  del  7 de  enero  de 
4855, — Art.  1.® — Se  transcriben  en  la  oficina  de  hipotecas  de  la  situación  de  los 
bienes. 


1. °  Los  actos  entre  vivos  traslativos  de  propiedad  inmueble  ó derechos  reales 
capaces  de  hipoteca. 

2. "  Los  actos  de  renuncia  de  estos  mismos  derechos. 

3. °  Las  sentencias  que  declaran  la  existencia  de  un  convenio  verbal  de  igual  na- 
turaleza á los  derechos  arriba  espresados. 

4. °  Las  sentencias  de  adjudicación  á escepcion  de  la  dada  en  virtud  de  licita- 
ción á favor  de  un  coheredero  ó un  compartícipe. 

Artículo  2.°  Se  transcriben  igualmente: 

1 . °  Los  actos  constitutivos  de  anticresis,  de  servidumbres,  de  uso  y de  ha- 
bitación. 

2. °  Los  actos  de  renuncia  á estos  mismos  derechos.  * 

3. ®  Las  sentencia  que  declaren  su  existencia  en  virtud  de  una  convención 
verbal. 


4. ®  Los  arrendamientos  de  mas  de  diez  y ocho  años  de  duración. 

5. °  Los  actos  ó sentencias  en  que  conste,  aunque  sea  en  arriendo  de  menos 
tiempo,  pago  ó cesión  de  una  suma  equivalente  á tres  anualidades  de  arrendamien- 
tos no  devengados. 

Friimrgo  (Cantón  he ).~Ley  de  28  de  junio  de  1832.— Art.  7b.— Se  inscribi- 
rán en  los  registros  de  hipotecas,  los  actos  enumerados  en  el  art.  45  del  tít.  2.®  de 
la  presente  ley. 

Art.  *5.  Los  contratos  en  que  puede  constituirse  hipoteca,  son: 

1.  Los  asignados:  esto  es  según  el  artículo  46  la  hipoteca  que  el  marido  cons- 
í uye  en  renes  inmuebles  para  la  restitución  del  valor  de  los  bienes  muebles 
preci.u  os  que  ha  recibido  de  su  mujer  ó al  celebrar  el  matrimonio  ó mientras. sub- 


ln  47  i^°S  a^l°S  revers'0rK  Entiéndese  por  acto  de  reversión,  según  el  artícu- 
, e con  rato  por  el  cual  el  adquirente  de  un  inmueble,  ó el  que  redime  una 
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finca  suya  de  una  prestación  perpétua,  ó de  una  servidumbre  , se  obliga  á pagar 
al  vendedor  ó al  que  le  ha  cedido  el  derecho  rescatado  el  precio  convenido,  consti- 
tuyendo una  hipoteca  sobre  el  inmueble  que  ha  dado  lugar  al  contrato. 

3. °  Los  actos  de  dotación,  entendiéndose  como  tales,  según  los  arts.  o i y 32, 
aquellos  en  que  un  ascendiente  , un  hermano  ú otro  se  obliga  á pagar  el  precio 
convenido  de  la  parte  correspondiente  á aquel  con  quien  contrae  en  la  sucesión  pa- 
terna, materna  ú otra  que  esté  sin  dividir,  hipotecando  al  efecto  alguno  de  los  in- 
muebles de  la  misma  herencia. 

4. °  El  contrato  de  pensión  que  según  el  artículo  52  es  la  que  los  herederos 
necesarios  estipulan  en  favor  de  sus  ascendientes,  ya  en  metálico,  ya  en  otros  efec- 
tos por  la  cesión  que  les  han  hecho  de  una  parte  6 de  la  totalidad  de  sus  bienes, 
anticipándoles  así  lo  que  solo  debía  dejarles  á su  muerte. 

5. °  Las  cédulas  de  renta , por  las  que,  como  dice  el  art.  5G,  se  entiende  los  t¡- 
tulos  de  un  capital  con  interés  cuyo  reembolso  solo  puede  exigir  el  acreedor  en  los 
casos  espresados  en  la  ley,  y que  tiene  el  deudor  derecho  de  reembolsar  cuando 
quiera , dándole  aviso  anticipado. 

6. °  Los  contratos  de  renta  vitalicia. 

7. °  El  contrato  en  que  uno  constituye  hipoteca  en  beneficio  de  otro  para  ga- 
rantirle de  las  pérdidas  que  podrían  resultarle  de  una  obligación,  ó de  un  peligro 
inminente  á que  se  encuentre  espuesto  por  actos  del  hipotecante. 

8. °  Los  créditos  á que  la  ley  concede  una  hipoteca  especialmente  determinada . 

9. °  Los  actos  estipulados  como  consecuencia  de  una  hipoteca  constituida  á tí- 
tulo gratuito. 

10.  Los  actos  á que  la  ley  en  cualquier  tiempo  otorga  una  constitución  de  hi- 
poteca. 

Ginebra  (Cantón  suizo  de). — Proyecto  de  ley  acerca  de  la  adquisición,-  conser- 
vación y publicidad  de  los  derechos  reales  sobre  los  inmuebles,  de  diciembre 
de  1827. 

1.  Ningún  derecho  real  sobre  bienes  inmuebles  situados  en  el  Cantón  se  consi- 
derará como  tal  si  no  se  hace  público  en  la  forma  prescrita  por  la  ley. 

2.  La  publicidad  de  los  derechos  reales  sobre  los  inmuebles  situados  en  el  Can- 
tón se  verifica  por  la  inscripción  en  los  registros  de  la  oficina  de  los  derechos  reales. 

17.  Toda  traslación  de  propiedad  de  bienes  inmuebles  situados  en  el  Cantón 
por  donación,  venta,  cesión,  cambio,  partición,  transacción  ú otro  cualqnier  título 
entre  vivos  se  inscribirán  en  el  registro  de  los  derechos  reales. 

23.  Se  inscribirán  también  todas  las  sentencias  que  declaren  ó adjudiquen  un 
derecho  de  propiedad  inmueble 

27.  Se  inscribirá  en  el  registro  cualquiera  trasferencia  de  bienes  inmuebles 
que  se  verifique  por  sucesión 

35.  Las  disposiciones  de  la  sección  anterior  se  aplicarán  también: 

1. °  A las  traslaciones  de  la  propiedad  inmueble  que  provengan  de  última  vo- 
luntad. 

2. °  A los  herederos  instituidos  y á los  legatarios 

57.  Se  someterán  á la  inscripción: 

1 Los  derechos  de  uso  y usufructo  de  los  inmuebles  y los  de  habitación  y su- 
perficie: 
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2.o  Las  concesiones  perpétuas  ó temporales  de  las  minas,  canteras  y los  demás 

en  oue  no  se  enajena  la  superficie.  . 

Y"  Las  servidumbres  continuas  no  man.fiestas  y las  discontinuas: 

,0  Los  arrendamientos  por  escrito  cuando  escedan  el  tiempo  de  su  duración 


al  señalado  para  los  verbales. 

5.°  El  anticrésis.  ... 

58.  Se  someterán  igualmente  á la  inscripción  siempre  que  tengan  por  objeto 


los  bienes  inmuebles: 

i 0 Las  disposiciones  testamentarias  autorizadas  por  las  leyes  que  envuelvan  la 

obligación  de  restituir: 

2. °  La  revocabilidad  de  las  donaciones: 

3. °  El  derecho  de  redención: 

4. °  Las  condiciones  á cuya  enajenación  esté  adherida  la  revocación  de  una  do- 
nación ó de  una  disposición  testamentaria  y la  resolución  de  cualquier  acto  trasla- 
tivo de  la  propiedad. 

71.  Se  inscribirán: 

1. °  Las  sentencias  que  declaren  la  interdicción,  el  nombramiento  de  un  con- 
sejo judicial,  la  declaración  de  quiebra  ó cesión  de  bienes  cuando  conciernan  á un 
propietario  de  inmuebles: 

2. °  Las  sentencias  que  determinen  el  secuestro  de  bienes  inmuebles: 

3. °  Los  embargos  de  bienes  inmuebles: 

Grecia. — Ley  de  hipotecas  de  11  de  agosto  de  1838. — 1.  La  hipoteca  es  un  de- 
recho real  sobre  los  inmuebles  sujetos  al  cumplimiento  de  una  obligación,  y se  ad- 
quiere por  la  inscripción  en  el  registro  establecido  en  esta  ley. 

Hamburgo  (Ciudad  libre  de). — Estatutos  de  160o. — Segunda  parte , título  V • 
— 1.  Los  acreedores  inscritos  delante  del  consejero  de  la  ciudad  son  preferidos  á 
los  que  no  están  inscriptos : las  inscripciones  dan  preferencia  por  el  orden  de  anti- 
güedad: los  acreedores  de  un  mismo  dia  están  al  prorateo. 

H&nnovet.— liases  para  un  proyecto  de  ley  hipotecaria  de  29  de  julio  de  1834. 
— Principios  generales. — G.  Toda  obligación  que  se  refiera  á un  inmueble  restrin- 
giendo el  goce  dejos  frutos  y perjudique  los  derechos  de  un  tercero,  deberá  ser 
notificada  ó inscrita  en  el  registro  territorial. 

Así  serán  sometidos  á la  transcripción  con  determinación  de  su  fecha: 


1 . °  Todas  las  obligaciones  que  creen  un  derecho  de  participación  en  la  propie- 
dad de  censo  hereditario,  de  enfitéusis,  ó de  otro  de  esta  naturaleza:  * 

2. °  Todas  las  instituciones  de  fideicomiso: 

3.  Las  servidumbres  y otras  cargas  que  gravan  el  derecho  de  propiedad,  las 
servidumbres  personales,  y con  especialidad  el  usufructo  , las  rentas  en  dinero  ó 
prestaciones  de  la  misma  naturaleza. 


Holanda.  Código  civil.  Art.  743.  El  título  constitutivo  de  una  servidumbre 

tC b°r'1  Ser  tra^crit0  cn  ,os  registros  públicos  destinados  á este  objeto 

tros^úblicos  ^ c°nstitutivo  del  enfitéusis  deberá  transcribirse  en  los  regís- 

registros  públfcos  tl^°  ^ usu*ruct0  un  inmueble  deberá  ser  transcrito  en  los 
La  hipoteca  se  inscribirá  en  los  registros  públicos  especiales  para 
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ella.  Sin  esta  inscripción  no  tendrá  valor  alguno , y el  crédito  que  asegure , solo 
será  de  igual  consideración  á los  constituidos  en  una  simple  escritura  pública. 

Lanemburgo  (Ducado  de). — Dinamarca. — Ordenanza  de  lo  de  marzo  de  1836.— 
4.  Serán  inscritos  en  los  registros  de  hipotecas  correspondientes  al  tribunal  en  que 
se  hallen  situados  los  inmuebles  el  derecho  de  propiedad  reservado  sobre  los  que 
hayan  sido  vendidos , las  prestaciones  para  la  vejez  y la  dote  que  hayan  sido  esti- 
puladas para  el  porvenir,  las  hipotecas  legales  y las  convencionales. 

Lucerna  (Cantón  suizo  de). — Código  civil. — Art.  291.  El  traspaso  de  un  in- 
mueble se  verifica  por  el  aviso  dado  á la  autoridad  municipal  del  lugar  en  que  se 
halla  situado  y por  la  transcripción  en  los  registros  públicos 

Art.  337.  Para  adquirir  una  servidumbre  territorial  deberá  redactarse  un  acta 
por  escrito  y transcribirse  sobre  los  registros  públicos 

Art.  370.  La  estincion  de  la  hipoteca  sobre  los  inmuebles  debe  inscribirse  en 
los  registros  públicos. 

Luisiana, — Código  civil  de  182b. — Art.  2315.  Las  hipotecas  no  pueden  perju- 
dicar á un  tercero  que  las  ignore , si  no  se  han  hecho  públicas  por  la  inscripción  en 
el  registro  de  hipotecas,  en  la  forma  que  el  Código  prescriba. 

Mecklemburgo,  Schwerin  y Strelitz  (Tierras  señoriales  de). — Ordenanza  so- 
bre las  hipotecas  de  12  de  noviembre  de  1819. — 1.  Desde  l.°  de  enero  de  1820 
no  habrá  otros  derechos  reales  en  los  inmuebles  que  los  que  estén  inscritos  en  el 
registro. 

Mecklemburgo,  Schwerin  y Strelitz  (TERRITORIO  DE). — 3.  Ley  de  hipotecas 
de  1830. — Los  derechos  reales  sobre  los  bienes  inmuebles  solo  tienen  valor  cuando 
están  inscritos  en  los  registros  bipotecarios. 

Se  observarán  las  leyes  que  están  en  vigor  por  lo  que  toca  á los  bienes  in- 
muebles correspondientes  á la  cámara  municipal. 

Nassau  (Ducado  de). — Ley  hipotecaria  de  21  de  marzo  de  1774. — 1.  Los 
contratos  que  tengan  por  objeto  la  enajenación  ó hipoteca  de  bienes  inmuebles,  los 
contratos  de  compra  y venta,  las  hipotecas,  trasmisiones  de  bienes,  y donaciones 
entre  vivos  están  sujetos  al  registro. 

Noruega. — Ordenanza  de  7 de  febrero  de  1783  sobre  los  registros. — Solo  se 
adquieren  los  derecho#  reales  cuando  se  inscriben  en  los  registros. 

Oldemburgo. — Ley  de  hipotecas  de  i i de  octubre  de  1814. — 3.  El  acreedor 
en  tanto  puede  conservar  una  hipoteca  general  ó especial  sobre  los  bienes  del  deu- 
dor en  cuanto  tenga  inscrito  su  derecho  en  el  registro  de  hipotecas. 

4.  Los  fideicomisos  y fundaciones  de  familia,  todos  los  contratos  en  virtud  de 
los  cuales  se  reserva  la  facultad  de  vender,  ó la  propiedad,  todos  los  pactos  constitu- 
ti  possessorii,  las  pensiones  de  renta  vitalicia,  dote  ó viudedad  desde  su  liquida- 
ción, no  producirán  efecto  legal  contra  tercero  mientras  no  estén  inscritos. 

Parma,  Plasencía  y Guastalla. — Código  civil. — Art.  2186.  Las  hipotecas  le- 
gal, judicial  y convencioqpl,  deben  inscribirse  en  la  forma  y en  los  términos  pres- 
critos por  la  ley. 

Polonia. — Ley  sóbre  los  privilegios  é hipotecas  de  26  de  obril  de  1818. — 5.  El 
derecho  de  disponer  de  la  propiedad  inmueble  se  adquiere  por  la  inscripción  del  tí- 
tulo de  adquisición  en  los  registros  hipotecarios. 

6.  Las  restricciones  de  la  prepiedad  de  los  imbuebles,  las  cargas  particulares 
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perpétuas,  y las  servidumbres  territoriales  deben  hacerse  públicas  por  la  inscrip- 
ción del  título  en  los  registros  hipotecarios  . ....... 

7 I as  cargas  que  gravan  á los  inmuebles  a escepcion  de  los  privilegios,  deben 
ser  púbíicaá  por  la  inscripción  del  título  en  los  registros  hipotecarios. 

8 Los  títulos  de  derechos  hipotecarios  de  que  puede  disponer  el  acreedor  de- 
ben ser  cedidos  ó gravados  del  mismo  modo  que  los  bienes  inmuebles  , y tener  pu- 
blicidad por  su  inscripción  en  los  registros  hipotecarios. 

9.  La  liberación  de  las  cargas  que  gravan  los  inmuebles  y los  derechos  hipote- 
carios, debe  hacerse  por  la  cancelación  de  la  inscripción  en  los  registros  hipote- 


carios. . 

Portugal.— Las  hipotecas,  tanto  generales  como  especiales,  se  inscriben  en  el 

libro  designado  al  efecto. 

Prusia .—Ordenanza  de  Federico  II de  20  de  diciembre  de  1783.— 6.  Los  in- 
muebles situados  en  un  distrito  que  pueden  ser  poseídos  separadamente,  enajenados 
ó hipotecados,  deben  ser  inscritos  en  el  registro  de  hipotecas.  (Lo  mismo  repite  el 
arl.  192  del  Código  civil  de  1802). 

7.  Serán  igualmente  inscritos  en  este  registro  los  bienes  feudales,  los  fideico- 
misos, los  bienes  pertenecientes  á cargos  públicos  y corporaciones,  las  cargas  sobre 
la  propiedad  inmueble  constituidas  á favor  de  las  viudas,  de  las  iglesias,  de  la  ad- 
ministración de  los  pueblos  y de  otras  personas  morales,  y las  hipotecas  y enajena- 
ciones que  se  hagan  en  adelante. 

Rusia. — Código  civil  de  1833. — Art.  1048.  Los  actos  constitutivos  de  hipote- 
cas, deben  escribirse  estractados  en  los  libros  territoriales. 

Sajonia. — Ley  de  6 de  noviembre  de  1843. — 2.  La  propiedad  civil  sobre  bienes 
inmuebles,  se  adquiere  por  la  inscripción  en  los  registros  territoriales  é hipoteca- 
rios. No  es  necesaria  la  toma  de  posesión  para  la  trasmisión  de  la  propiedad  de  los 
bienes  inmuebles. 


3.  De  la  misma  manera  se  adquieren  la  hipoteca  y los  demás  derechos  reales 
sobre  los  inmuebles  correspondientes  á un  tercero  por  la  inscripción  en  el  registro 
hecha  conforme  á la  ley. 

4.  Mientras  no  se  haga  la  inscripción  en  los  registros  territoriales  é hipoteca- 
rios, solo  existe  un  derecho  para  adquirir  la  propiedad  civil,  la  hipoteca,  y los  de- 
más derechos  reales. 


5.  Se  considera  como  propietario  de  un  inmueble,  y como  acreedor  hipoteca- 
rio al  que  está  inscrito  en  los  registros  territoriales  é hipotecarios. 

Kstán  esceptuadas  de  la  inscripción  en  los  registros  las  cargas  reales  que  se 
fundan  en  uno  de  los  títulos  siguientes: 

1 • Servidumbres  y corveas  á no  ser  que  se  trate  de  nuevas  obligaciones , las 
cuales  serán  inscritas. 


2.  Las  servidumbres  señoriales. 


3.^  Los  demás  derechos  señoriales.  * 

^8  • ^ °w®.aC'°^  c^e  l°s  justiciables  á satisfacer  las  costas  de  los  juicios. 

1 V*01”*  euna v.—Ley  de  6 de  mayo  de  1839. — La  hipoteca  no  constituye  un 

j , io  sin  a inscripción  hecha  por  las  autoridades  competentes  aunque  el  acree- 
dor haya  tomado  posesión  judicial  de  los  bienes. 

1 contiario,  la  inscripción  basta  para  constituir  c!  derecho  de  hipsteca. 
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Soleure  (Cantón  Suizo  de).—  Código  civil.— Art.  913.  Deben  inscribirse  en  el 
registro  de  los  bienes  raíces  é hipotecas  : 

1. °  Todos  los  inmuebles  del  distrito  municipal. 

2. °  Los  dueños  de  estos  inmuebles. 

3. °  Las  servidumbres  y los  beneficios  según  lo  establecido  en  los  artículos  781 
y 784. 

4. °  Las  hipotecas. 

Suecia. — Código  civil. — Cap.  IX. — 2.  Cuando  la  obligaciou  hipotecaria  ha  sido 
inscrita  en  los  registros  judiciales,  el  acreedor  tendrá  un  derecho  de  prioridad  so- 
bre los  compradores  ó permutantes. 

Tesino  (Cantón  suizo  del). — Código  civil. — Art.  1000.  La  hipoteca  no  produ- 
ce su  efecto  hasta  la  presentación  del  título  para  su  inscripción  en  el  registro. 

Toscana. — Motu  propio  de  2 de  mayo  de  183G. — '58.  Para  que  la  hipoteca, 
cualquiera  que  sea  su  clase,  surta  sus  efectos  legales,  es  necesario  que  esté  inscri- 
ta en  el  registro  del  conservador  de  hipotecas  en  la  forma  que  la  ley  ordena.  Sin 
la  inscripción  la  hipoteca  no  produce  efecto  alguno  legal,  y el  acreedor  esta  en  el 
mismo  caso  que  los  quirografarios. 

Yaud  (Cantón  suizo  de). — Ley  de  24  de  diciembre  de  1840. — Art.  3.°  Están 
sujetos  á inscripción: 

1 . °  La  constitución  de  hipotecas. 

2. °  -Las  donaciones  de  inmuebles  entre  vivos. 

3. °  El  usufructo  en  bienes  inmuebles. 

4. °  Las  substituciones  en  la  misma  clase  de  bienes. 

3.°  Los  embargos  de  bienes  inmuebles  hechos  en  virtud  de  actos  que  no  llevan 
consigo  hipoteca  en  los  bienes  embargados. 

Venezuela. — Código  civil. — Las  oficinas  de  registros  subalternos  tendrán  re- 
gistros separados  para  cada  uno  de  los  objetos  siguientes: 

1. °  Los  nacimientos. 

2. °  Los  fallecimientos. 

3. °  Los  matrimonios. 

4. °  Los  testamentos  nuncupativos. 

3.°  Los  testamentos  cerrados. 

6. °  Las  sentencias  ejecutorias  en  materias  civiles  y las  adjudicaciones. 

7. °  Los  censos  é hipotecas. 

8. °  Las  ventas  y permutas. 

9. °  Las  cauciones. 

10.  Las  transacciones. 

1 1 . Todos  los  demás  contratos. 

12.  Los  poderes. 

13.  La  publicación  de  leyes. 

14  Los  protestos  y cualquiera  otro  acto  estrajudicial. 

Wismar. — Ordenanza  municipal  de  i o de  mayo  de  1838. — 1.  En  lo  suce- 
sivo, todos  los  derechos  reales  en  los  bienes  inmuebles  situados  en  la  ciudad  de 
Wismar,  ó su  territorio,  solo  tendrán  eficacia  por  su  inscripción  en  el  registro  mu- 
nicipal. Se  csceptúan  de  esta  regla  las  servidumbres  reales. 

Wurternberg. — Ley  sobre  las  hipotecas  de  13  de  abril  de  1823. —2.  No  puedo 
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constituirse  legalmente  una  hipoteca  sin  autorización  del  magistrado  y medianía 

ímn  inscripción  en  el  registro  de  hipotecas.  . 

¡j7  Con  rc]acion  á las  obligaciones  se  considera  como  propietario  de  un  bien 
inmueble  al  que  como  tal  está  inscrito  en  el  libro  de  los  inmuebles:  no  podrá  con- 
traerse obligación  alguna  mientras  la  exactitud  de  la  inscripción  no  esté  completa. 


Oueda  espuesta  la  legislación  eslraojera  en  lo  que  al  art.  2.°  de  nuestra 
Ley  "hipotecaria  corresponde,  con  toda  la  estension  que  permite  la  índole  de 
esta  obra.  No  cabe  en  sus  límites  descender  á un  examen  comparativo  mi- 
nucioso de  las  reglas  principales  que  dominan  en  cada  uno  de  los  pueblos 
de  que  tratamos,  y del  modo  de  desenvolverlas:  harémos  por  lo  tanto  so- 
lamente algunas  indicaciones. 

Al  pfimer  golpe  de  vista  aparece,  como  no  podia  menos  de  suponerse, - 
que  es  mas  completo  en  esta  materia  el  derecho  escrito  en  los  Estados  en 
que,  como  en  nuestra  patria  acontece,  hay  leyes  especiales  de  hipotecas  que 
en  aquellos  en  que  solo  dedican  á esta  materia  uno  ó mas  títulos  compren- 
didos en  su  respectivo  Código  civil.  Aun  entre  los  primeros  se  advierten  no- 
tables diferencias,  porque  al  paso  que  algunos  tratan  solo  de  la  inscripción 
en  la  parte  que  á las  hipotecas  se  refiere , abandonando  por  completo  al  Có- 
digo civil  todo  lo  que  corresponde  á los  demás  derechos  en  las  cosas  inmue- 
bles, otros  abrazan  en  sus  leyes  especiales  todos  los  derechos  reales  en  es- 
tos bienes,  ya  conservándoles  el  nombre  de  leyes  hipotecarías,  como  se 
ha  hecho  en  España,  ya  dándoles  otras  denominaciones  menos  concisas. 

En  los  códigos  y en  las  leyes  especiales  están  frente  á frente  el  sistema 


de  trascripción  y el  de  inscripción,  entendiendo  estas  palabras,  la  primera 
en  la  acepción  de  significar  la  copia  íntegra  y literal  de  los  documentos,  y la 
segunda  en  la  de  hacer  de  ellos  un  estracto,  única  cosa  que  en  los  libros 
aparece.  Conviene  sin  embargo  tener  en  cuenta  que  estas  palabras  no  en 
todos  los  códigos  y leyes  especiales  tienen  las  acepciones  espuestas,  siuo 
que  es  rnuv  frecuente  que  empleen  la  voz  inscripción  en  la  significación  que 
á la  transcripción  damos  nosotros:  es  necesario  descender  al  modo  con  que 
cada  lev  desenvuelve  su  sistema  para  conocer  si  es  la  inscripción  ó la  tran- 
cripcion  la  forma  que  elige  para  dar  publicidad  á los  derechos  que  quiere 
hacer  constar  en  los  registros.  Nuestra  Ley,  por  medio  de  inscripciones 
muy  completas  y minuciosas,  ha  procurado  reunir  las  ventajas  de  ambos  Sis- 
temas y salvar  sus  inconvenientes. 


amblen  se  encuentra  una  gran  diferencia  en  los  efectos  que  se  dan  á 

;TTPCIOn  6 inscliPc¡on-  A1  paso  que  muchos  Estados  que  han  ad- 

chos  ™e|/™IlCiP10  de  que  el  dominio  y los  demás  dere- 

los  pfppfn?  fioWíanSí1C!en  ?°.r  e*  consentim¡cnlo,  lo  conservan,  limitando 

sido  narfe  pn  la  6 Pu^c^afi  en  el  registro  á las  personas  que  no  han 
sido  parte  en  el  acto  o contrato  que  los  perjudica,  y que  otros,  cinto  oosq- 
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tros,  mantienen  con  esta  misma  limitación  el  principio  romano  d«  que  por  la 
tradiccion  y cuasi-tradicion,  ó por  la  posesión  y cuasi -posesión  se  trasmite  el 
dominio  de  las  cosas,  no  faltan  algunos  que  para  la  traslación  del  dominio 
exigen  como  requisito  indispensable  y complementario  que  se  haga  la  ins- 
cripción ó transcripción.  Esto  dá  por  resultado,  que  ni  aun  los  mismos  con- 
trayentes puedaD  considerar  en  sus  mútuas  relaciones  como  consumados 
sus  contratos  de  traslación  de  domiuio,  aunque  les  haya  sido  entregada  la 
cosa,  mientras  no  se  llene  el  requisito  de  la  inscripción  tan  esencialmente 
necesario.  Lo  mismo  sucede  respecto  á las  hipotecas  que  en  algunas  par- 
les no  tienen  fuerza  alguna  mientras  no  están  inscritas,  quedando  entonces 
las  obligaciones  que  garantizan  en  la  condición  de  créditos  personales,  aun- 
que no  haya  otros  acreedores  hipotecarios. 

Uno  de  los  puntos  en  que  hay  mas  divergencia  entre  las  legislaciones 
estranjeras,  es  el  de  la  estension  que  se  debe  dar  á los  registros.  Los  dos 
sistemas,  el  de  publicidad  absoluta,  que  suele  llamarse  aloman,  y el  de  pu- 
blicidad limitada  denominado  misto,  el  cual  no  esliende  por  un  lado  la  ins- 
cripción á todos  los  derechos  reales,  y que  conserva  por  otro  con  las  hipote- 
cas inscritas  las  ocultas  ó legales,  tienen  partidarios.  Los  artículos  de  las  le- 
gislaciones estranjeras  que  dejamos  copiados,  vienen  á confirmar  lo  que  la 
Comisión  de  Codificación  dijo  al  esponer  los  fundamentos  de  la  Ley  hipote- 
caria (a),  á saber,  que  la  mayor  parte  de  los  pueblos  que  á imitación  del 
francés  adoptaron  el  sistema  misto,  lo  van  abandonando,  y que  quizá  no 
esté  lejano  el  dia  en  que  quede  tan  desautorizado  como  el  de  la  hipoteca 
oculta,  que  era  el  de  los  romanos.  Al  tratar  de  esta  materia  en  los  Prolegó- 
menos (b),  añadimos  á lo  manifestado  por  la  Comisión  respecto  á los 
motivos  que  justifican  el  sistema  de  publicidad  absoluta,  lo  que  creimos 
conveniente.  Pero  de  todos  modos  resulta,  que  el  sistema  de  publicidad  ab- 
soluta es  el  mas  generalmente  seguido,  y que  al  separarse  España  de  su 
derecho  tradicional,  ha  sido  impulsada  por  poderosísimas  razones  de  justicia 
y de  conveniencia  pública,  y que  tiene  á su  lado  el  ejemplo  de  la  mayor 
parle  de  las  naciones. 

Dentro  del  sistema  de  la  publicidad  limitada  hay  también  bastante  dife- 
rencia en  los  Estados  que  lo  han  adoptado,  dando  unos  mayor  estension  que 
otros  á los  derechos  que  se  inscriben.  En  este  sistema  caben  efectivamente 
diferentes  temperamentos  que  el  principio  absoluto  de  publicidad  rechaza 
en  los  pueblos  en  que  domina. 

Lo  que  queda  espuesto  respecto  á los  actos  traslativos  del  dominio  de 
bienes  inmuebles  y de  los  demás  derechos  reales  impuestos  sobre  ellos,  es 

(а)  Urolcgómenos,  pág.  197. 

(б)  Desde  la  página  193  basta  la  20-í  se  examinan  estos  dos  sistemas,  y se  espo- 
nen  las  razones  que  aconsejan  la  preferencia  del  sistema  de  publidad  absoluta. 
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aplicable  á I«s  títulos  en  que  se  constituyen,  reconocen  , modifican  ó cslin- 
"ucn,  á losados  y contratos  en  que  se  adjudican  y á las  obligaciones  de 
trasmitirlos  á otros"  ó de  invertirlos  en  determinados  objetos  que  se  imponen 
á aquellos  á quienes  se  trasmiten. 

No  hay  iguales  precedentes  en  las  legislaciones  estrarfjeras,  respecto  á 
la  inscripción  de  las  incapacidades  para  administrar,  á la  presunción  de 
muerte  por  ausencia,  y á la  pena  de  interdicción,  ni  respecto  á los  arren- 
damientos ue  largo  tiempo  ó en  que  se  hace  anticipación  de  algunas  anua- 
lidades. Sin  embargo  , vemos  que  en  el  proyecto  de  ley  de  Ginebra,  de  que 
hemos  trascrito  algunos  artículos,  hay  uno  en  que  se  dice  que  las  senten- 
cias que  declaran  la  interdicción  ó el  nombramiento  de  un  consejo  judicial 
están  sujetas  á la  inscripción.  La  importancia  de  estro  trabajo , 'debido  á la 
diligencia  y estudios  de  jurisconsultos  tan  notables  como  Girod,  Uossi  y Be- 
llot,  es  generalmente  reconocida,  y puede  añadirse  ¡a  autoridad  de  tan  ilus- 
tres nombres  á las  poderosas  razones  que,  según  queda  espuesto  en  el  co- 
mentario, han  determinado  al  legislador  á introducir  esta  innovación  en 
nuestro  derecho. 

El  mismo  proyecto  de  Ginebra  establece  la  inscripción  de  los  arrenda- 
mientos de  bienes  inmuebles  cuando  se  hacen  por  escrito  , si  escoden  del 
tiempo  de  la  duración  establecido.para  los  verbales/Pero  en  este  punto  te- 
nemos otro  precedente  de  mucha  autoridad,  por  el  pueblo  de  que  emana, 
por  lo  discutidas  que  han  sido  en  él  todas  las  cuestiones  de  esta  clase,  y por 
el  hecho  mismo  de  no  ser  partidario  del  sistema  de  publicidad  absoluta  de 
los  derechos  reales  en  las  cosas  inmuebles.  La  ley  francesa  de  transcrip- 
ción de  4855  admite  á los  registros,  del  mismo  modo  que  la  nuestra,  los 
arrendamientos:  la  diferencia  que  hay  entre  ambas  consiste  solamente  en  el 
número  de  anos  que  es  necesario  cuando  el  registro  se  abre  en  atención  á 
la  ostensión  del  tiempo  para  que  se  estipula:  esta  diferencia  es  solo  acci- 
dental, pero  el  principio  de  la  conversión  en  determinadas  condiciones  del 
derecho  personal  que  tiene  el  arrendatario  en  un  derecho  real  queda  esta- 
blecido en  uno  y otro  Estado. 

En  vista  de  todo,  nos  parece  que  bien  merece  en  este  punto  nuestra  ley 

ser  considerada  como  una  de  las  mas  completas  en  la  materia  que  es  objeto 
de  su  art.  2.° 
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TEXTO  DE  LA  LEY. 

Art.  3.°  Para  que  puedan 
ser  inscritos  los  títulos  espre- 
sados  en  el  artículo  anterior, 
deberán  estar  consignados  en 
escritura  pública  (1),  ejecuto- 
rias (2),  ó documentos  autén- 
ticos espedidos  por  el  Gobier- 
no ó sus  agentes  (3)  en  la  for- 
ma que  prescriban  los  regla- 
mentos (4). 


TEXTO  DEL  REGLAMENTO. 

Art.  8.°  Se  considerarán  docu- 
mentos auténticos  para  los  efectos 
de  la  Ley,  los  que  sirviendo  de  títu- 
los al  dominio  ó derecho  real , estén 
espedidos  por  autoridad  competente 
para  darlos,  y dehan  hacer  le  por  sí 
solos.  A este  némero  pertenecen,  en- 
tre otros , los  documentos  en  que  se 
otorga  la  concesión  deíinitiva  de  las 
minas  ó de  los  caminos  de  hierro  y 
las  certilicaciones  de  los  actos  de 
conciliación  ó verbales,  en  que  por 
convenio  de  las  partes  se  constituya 
algún  derecho  real  sobre  bienes  de- 
terminados. 


Comentario. 

i.  En  escritura  pública.— La  Comisión  de  Codificación,  al  examinar  en 
su  conjunto  los  motivos  del  artículo  de  la  Ley  que  acabamos  de  transcribir, 
se  espresa  en  estos  términos:  «Solo  han  sido  hasta  aquí  objeto  de  inscrip- 
ción los  títulos  cuya  autenticidad  aparecía  desde  luego  : los  documentos 
jprivados  no  solian  admitirse  en  los  registros.  Cambiar  en  este  punto  y 
«por  regla  general  lo  existente,  empeoraría  en  vez  de  mejorar  la  condición 
xde  la  propiedad  y del  crédito  territorial:  no  debe  recibir  el  sello  de  un  ar- 
»chivo  público  mas  que  lo  que  no  deje  dudas  de  su  legitimidad.  Por  esto  la 
xComision  , siguiendo  en  parte  lo  propuesto  en  el  proyecto  del  Código  civil, 
«propone  que  solo  puedan  ser  inscritos  los  títulos  consignados  en  escritura 
«pública,  en  ejecutorias  ó en  documentos  auténticos,  espedidos  en  forma 
«legal  por  el  Gobierno  ó por  sus  agentes. » 

Al  paso  que  los  pueblos  van  desarrollando  sus  instituciones  civiles,  dan 
mayor  importancia  á las  escrituras  solemnes,  que  además  de  atestiguar  en 
la  série  de  los  siglos  los  contratos  y actos  á que  se  refieren  y dar  precisión, 
claridad  y fijeza  á los  derechos  que  producen,  evitan  que  la  debilidad  de  la 
memoria,  la  inala  inteligencia  ú otras  causas  tal  vez  menos  inocentes,  los 
desvirtúen  y hasta  los  anulen , ó que  por  el  contrario,  den  vida  á los  que 
nunca  tuvieron  existencia,  reúnen  las  inapreciables  circunstancias  de  ser 
auténticas,  de  no  sufrir.alleracion,  de  no  prestarse  á la  condescendencia  y 
facilidades  de  los  testigos,  y sobre  lodo  de  ser  preconsliluidas.  Esto,  que  se 
podría  demostrar  con  el  ejemplo  de  todos  los  pueblos,  ha  sucedido  también 
entre  nosotros. 


TOMO  i. 
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El  Fuero  Juzgo  no  estableció  como  necesario  el  requisito  cíe  ía  escritu- 
ra ni  a-m  privada,  para  ninguna  clase  de  enajenaciones  : se  limitó  á orde- 
nar que  la  venta  que  se  hiciera  por  escrito  fuera  eficaz;  pero  sin  negar  toda 
su  fuerza á laque  no  tuviera  esta  circunstancia:  La  rendición  que  es  fe- 
cha por  escripto,  sea  firme  é maguer  non  sea  fecho  escripto  después  que  el 
precio  que  es  dado  ante  testimonias,  la  rendición  sea  firme  (a).  En  las  esca- 
sas necesidades  de  aquella  época  se  creyó  esto  suficiente. 

En  el  siglo  XIII  hubo  un  notable  cambio:  lo  que  antes  se  tenia  por 
una  cosa  de  conveniencia  individual  y se  dejaba  abandonado  á la  sola  vo- 
luntad de  los  particulares , ya  se  arregló  por  las  leyes.  A pesar  de  la  rude- 
za del  siglo , á pesar  de  lo  poco  difundido  que  se  hallaba  el  arte  de  la  es- 
critura, se  reconoció  la  necesidad  de  escribir  los  actos  y contratos  de  cier- 
ta importancia  y se  estableció  ya  que  en  algunos  se  hiciera  necesariamente 
ante  los  funcionarios  especiales  constituidos  por  la  autoridad  pública  para 
dar  féde  los  negocios  de  la  vida  civil  que  presenciaban.  El  Fuero  Real, 
precursor  de  las  Partidas  ordenó  que  el  contrato  en  que  se  convinie- 
se que  hubiera  escritura,  desde  ésta  quedase  perfeccionado:  Toda  vendida 
que  fuere  fecha  por  escripto , vala  después  que  el  escripto  fuera  fecho  [b). 
Pero  la  obra  no  era  completa:  había  necesidad  de  hacer  cierto,  estable  é in- 
dependiente del  dicho  de  testigos  la  propiedad  del  suelo  y todos  los  derechos 
reales  que  sobre  el  dominio  territorial  se  constituían,  y esta  empresa,  como 
tantas  otras  de  la  mayor  importancia  en  el  orden  civil,  correspondía  al  mas 
científico  y al  mas  célebre  de  nuestros  códigos.  La  ley  114  del  tít.  XVIII 
de  la  Partida  III  estableció  á este  propósito  : «Mas  si  tal  carta  (habla  de  la 
escritura  privada)  fue  fecha  sobre  cosa  señalada,  assí  como  otra  vendida  ó 
cambio  de  casa  ó de  viña , ó de  otra  tal  cosa  , non  vale  para  prouar  con  ella 
cumplidamente,  como  quier  que  faga  alguna  presunción.  E esto  es,  porque 
las  cartas  de  tales  pleytos  deuen  ser  fechas  por  manos  de  Escriuanos  públi- 
cos, ó de  otros,  seyendo  firmadas  por  buenos  testigos ; porque  falsedad  , nin 
engano,  non  pueda  ser  fecho  en  ellas.»  Y aunque  los  ejemplos  de  que  se 
vale  esta  ley  son  de  enajenaciones , lo  que  ordena  tiene  lugar  en  todos  los 
contratos  que  á las  cosas  inmuebles  y á derechos  sobre  ellas  se  refieren,  se- 
gún constantemente  han  creído  nuestros  jurisconsultos,  y con  razón,  por- 
que todos  los  derechos  reales  escepto  el  dominio,  son  desmembraciones  de 
la  propiedad,  y por  lo  tanto  deben  sujetarse  en  su  trasmisión  á las  mismas 
formas  que  ella:  á ningunas  otras  enajenaciones  podria  aplicarse  mejor  la 
rase  de  otra  tal  cosa  que  emplea  la  ley.  No  podria  sin  graves  inconvenien- 
ts  a muirse  otra  regla  : cuanto  se  refiere  á la  enajenación  de  los  bienes  in- 
mue  es  y a os  derechos  reales  que  las  gravan,  no  debe  constar  de  un  modo 
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transitorio  y fácil  de  horrar  de  la  memoria  de  los  hombres  : por  su  misma 
naturaleza  tiene  un  carácter  mas  estable:  los  títulos  de  propiedad  ó de  limi- 
tación de  este  derecho  que  ahora  se  escrituran,  han  de  ser  mas  importan- 
tes aun  que  para  nosotros  para  las  generaciones  futuras  que  se  aprovecha- 
rán de  ellos,  como  lo  hacemos  hoy  con  los  dejados  por  nuestros  padres.  Una 
finca  cuya  titulación  no  es  solemne  y bien  ordenada  , que  no  tiene  historia, 
en  que  no  está  perfectamente  encadenada  la  trasmisión  de  los  dueños  que 
ha  tenido,  al  menos  por  el  número  de  años  necesario  para  completar  la 
prescripción  mas  larga,  desmerece  mucho  en  el  comercio:  todos  la  miran  con 
desconfianza  cuando  se  trata  de  adquirirla  ó de  admitirla  como  garantía,  to- 
dos temen,  y con  sobrado  fundamento,  que  aparezca  una  persona,  tal  vez 
desconocida,  que  con  mejor  derecho  se  presente  á reivindicarla.  Esta  genea- 
logía y la  certidumbre  de  que  el  poseedor  es  el  verdadero  dueño,  solo  por  las 
escrituras  públicas  pueden  aparecer:  las  escrituras  privadas,  sobre  no  tener 
autenticidad,  tan  luego  como  fallecen  ó por  cualquier  causa  se  inhabilitan 
para  dar  su  testimonio  los  que  las  escribieron  ó vieron  estender,  valen  muy 
poco , y aun  antes  por  sí  mismas  no  son  prueba  de  la  realidad  de  lo  que 
está  escrito  mientras  otros  actos  no  concurran  á fortificarlas.  Estas  razones 
movieron  al  Rey  Sábio  á prescribir  que  las  escrituras  de  enajenación  de 
bienes  raíces  y de  otra  tal  cosa  debieran  ser  hechas  con  las  formalidades  de 
los  instrumentos  públicos.  Es  verdad  que  por  desgracia,  ni  en  aquel  siglo 
hubo,  ni  qn  los  siguientes  ha  habido  la  diligencia  que  requería  la  realización 
del  pensamiento  de  que  toda  la  propiedad  estuviera  bien  titulada,  y que 
en  nuestros  mismos  dias  gran  parte,  quizá  la  mayor  del  territorio,  dista  por 
desgracia  mucho  de  inspirar  completa  confianza  por  sus  títulos  á los  que 
quieren  ser  propietarios  de  inmuebles  ó imponer  sus  capitales  sobre  la  pro- 
piedad urbana  ó rural:  pero  echemos  la  culpa  á los  tiempos,  á la  indolencia 
con  que  se  reciben  las  mejores  instituciones  y á la  lentitud  con  que  muchas 
útiles  reformas  penetran  en  los  hábitos  y en  las  costumbres  de  aquellos  á 
quienes  favorecen  , y que  al  parecer  debían  afanarse  por  aceptarlas. 

De  este  precepto  legal  partieron  siempre  nuestros  legisladores,  al  tra- 
tar de  la  inscripción  de  las  escrituras  públicas  en  los  registros.  D.  Cárlos  y 
Doña  Juana  en  la  pragmática  de  1539  (a),  al  ordenar  que  se  registraran 
los  contratos  de  censos,  tributos  é hipotecas,  solo  debieron  referirse  á los 
que  estaban  otorgados  en  la  forma  que  para  hacer  prueba  exigían  las  leyes 
de  Partida,  porque,  cuando  no  lo  espresaron,  es  de  creer  que  quisieron  ajus- 
tarse á lo  que  el  derecho  tenia  establecido.  Pero  aún  de  sus  palabras  se  in- 
fiere lo  que  decimos:  en  la  pragmática  se  impuso  á los  que  no  registraran 
los  contratos,  la  pena  de  que  no  hicieran  fé  ni  se  juzgara  conforme  á ellos, 
palabras  que  solo  pueden  referirse  á los  instrumentos  públicos,  que  son  los 

(a)  Ley  1.a,  tít.  XVI,  lib.  10  de  la  Nov.  Ree. 
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miP  hiron  fe  v no  á los  documentos  privados  que  en  esta  clase  de  contra- 
ios  como  dice  la  ley  114  del  título  XVIII  de  la  Partida  III,  que  ya  hemos 
citado  antes,  no  sirven  para  probar  cumplidamente,  si  bien  dan  lugar  á al- 
guna presunción.  . tj 

Esta  inteligencia  que  damos  a la  pragmática,  es  la  que  siguió  atribuyén- 
dosele en  todas  las  disposisiones  legislativas  que  mas  ó menos  directamente 
se  referían  á esta  cuestión.  D.  Felipe  V ( a ) cuando  á consulta  del  Consejo 
reiteró  lo  que  por  las  pragmáticas  de  Toledo  y Valladolid  habían  ordenado 
f)  Carlos  y Doña  Juana  y D.  Felipe  II  ( b ) respecto  al  establecimiento  de 
los  registros,  v adoptó  algunas  medidas  para  su  ejecución,  no  dijo  en  ver- 
dad que  solo  las  escrituras  públicas  debían  registrarse,  pero  lo  dió  por  su- 
puesto de  manera  quc.no  quedara  ningún  género  de  duda:  que  si  acaeciere, 
dijo,  como  cada  día  sucede,  perderse  los  protocolos  y registros  y los  originales, 
que  se  tenga  por  original  cualquier  copia  auténtica  que  de  dicho  registro  se 
sacase,  á fin  de  que  se  evite  el  grave  daño  que  en  esta  parte  se  esperi - 
menta. 

Masesplícita  y clara  en  esta  materia  es  la  pragmática  de  D.  Cárlos  III 
de  1768  (c),  al  ordenar  que  los  instrumentos  que  debían  exhibirse  en  los 
oficios  de  hipotecas,  fueran  las  primeras  copias  que  diesen  los  escribanos 
ante  quienes  se  hubieran  otorgado,  y que  si  por  pérdida  ó estravío  del  ins- 
trumento antiguo  se  hubiese  sacado  otra  copia  con  autoridad  judicial  com- 
petente, que  de  esta  copia  se  tomara  razón  espresándose  así.  Y como  si 
esto  no  fuera  bastante  en  otra  declaración  ( d ) que  con  posterioridad  hizo, 
cerró  de  nuevo  la  puerta  á los  documentos  privados,  diciendo  que  cuando 
no  hubiera  escritura,  no  tenia  lugar  el  registro,  y que  entonces  quedaba  to- 
do á la  disposición  del  derecho  común,  pues  que  la  palabra  escritura  no 
pedia  tener  en  esta  ley  diferente  signiíicacion  que  en  las  anteriores  referen- 
tes á hipotecas. 

* Las  disposiciones  especiales  dictadas  para  Cataluña  {e),  Navarra (/)  é In- 
dias  (g),  están  calcadas  sobre  el  mismo  principio:  en  ninguna  de  ellas  se 
encuentra  una  palabra  solamente  de  que  pueda  inferirse  que  entrara  en  su 
espíritu  el  dar  cabida  en  el  registro  á los  documentos  privados. 

No  se  separaron  tampoco  de  esta  regla  el  Real  decreto  de  51  de  diciem- 
bre de  18j29  en  que  se  creó  el  impuesto  denominado  derecho  de  hipotecas,  y 
la  instrucción  do  29  de  julio  de  1830  dada  para  su  recaudación.  Ilay  mas; 
una  Real  orden  posterior  á estas  disposicisnes,  de  7 de  octubre  de  4814, 


W Leí  r XV>  l¡l>-  X cié  la  Nov.  Rec. 

\á  & ^rr.oU?k,.ílibro- 

(Y)  t,lí  hlVi  V1’  XVI'  Hb-  x de  la  Nov.  Rec. 
ic  En  rtíl  iltiV,  ‘ del  mismo  título  y libro. 

\n  Decreto  de  t7d.?nte  a,  Audiencia  (le  Cataluña  de  H de  julio  de  177Í. 

S)  IlXdíullsTiabril  de  mftici°"  * las  de  Navarra. 
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en  su  núra.  2.°,  espresa  y esclusivamente  habló  de  los  documentos  públicos 
como  únicos  que  dcbian  registrarse. 

La  primera  vez  en  que  aparece  en  nuestro  derecho  la  grave  innovación 
de  que  se  admitieran  los  documentos  privados,  fué  con  motivo  de  la  reforma 
del  sistema  hipotecario  en  1845 , según  hemos  espuesto  en  la-Iutroduccion 
histórica  que  precede  á estos  comentarios:  entonces  se  ordenó  (a),  que  se 
presentaran  también  al  registro  los  contratos  particulares  en  que  no  inter- 
viniese escritura  pública,  contentándose  con  que  estuvieran  firmados  por 
los  otorgantes.  Esta  disposición,  que  se  adoptó  en  interés  puramente  fis- 
cal, y contradiciendo  á cuanto  sobre  esta  materia  se  había  hasta  entonces 
dispuesto  en  nuestra  patria,  entró,  como  era  regular,  en  las  vacilaciones  y 
contradiciones,  y en  las  confusiones  y aclaraciones  en  que  incesantemente  ha 
estado  esta  parle  de  la  legislación  en  el  tiempo  en  que  considerado  el  re- 
gistro muy  principalmente  como  una  renta  pública,  ha  sido  ensayo  continuo 
para  nuestros  reformadores  en  materia  de  impuestos.  Va  se  resolvía  que  poí- 
no estar  ordenado  que  se  sujetaran  al  registro  los  documentos  privados  no 
debia  entenderse  que  estaban  libres  de  celebrarse  por  escritura  pública  los 
documentos  para  los  cuales  se  exigía  la  circunstancia  de  su  otorgamiento  ( b ), 
ya  se  derogaba  lo  establecido  antes,  ordenándose  en  su  lugar  que  la  escri- 
tura pública  era  necesaria  en  todos  los  actos  sujetos  á inscripción  (c),  ya  por 
último,  se  volvía  á establecer  la  inscripción  de  los  documentos  privados  (d), 
fundándose  en  que  las  instituciones  fiscales  no  debían  diferir  de  lo  que  el 
derecho  civil  tenia  establecido,  y por  lo  tanto,  no  exigir  el  otorgamiento  de 
escritura  pública  sino  cuando  este  lo  prescribía  (e). 

Mas  cuando  se  ha  tratado  del  registro,  bajo  el  solo  aspecto  de  su  interés 
civil,  nunca  se  ha  pensado  en  qué  pudieran  los  documentos  privados  sujetar- 
se á inscripción.  Así  se  establece  también  en  el  Proyecto  de  Código  civil, 
como  oportunamente  advierte  la  Comisión  en  la  Esposicionde  Motivos  de  la 
Ley  hipotecaria,  y en  la  parle  que  dejamos  copiada:  aquel  dice  (f):  Solo  po- 
drán inscribirse  los  títulos  que  consten  de  escritura  pública  y las  providen- 
cias judiciales  que  consten  de  certificaciones  espedidas  en  forma  auténtica. 
Y dignas  son  de  transcribirse  las  fundadas  reflexiones  en  que  se  apoyaron 
los  redactores  del  proyecto:  «Por  lo  mismo  que  se  han  atribuido  á la  ins- 
cripción efectos  tan  importantes,  ha  sido  preciso  rodearla  de  una  solemni- 
»dad  que  asegure  la  legitimidad  de  los  títulos  en  que  se  funda,  y esa  es  la 
»razon  porque  se  exige  en  el  artículo  4821  que  aquellos  títulos  consten  en 

(a)  Art.  21. 

Ib)  Circular  de  la  Dirección  de  Contribuciones  indirectas  de  18  de  julio  de  1 849 . 

(c)  Art.  17  de  26  de  noviembre  de  1852. 

Id)  Art.  6.° del  Real  decreto  de  19  de  agosto  de  1853. 

(e)  Esposicion  de  Motivos  que  precede  á este  último  Real  decreto. 

(f)  Art.  1821. 
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«escritura  pública,  y siendo  providencias  judiciales , en  certificaciones  au- 
ténticas. Esto  mismo  requieren  las  leyes  de  los  países  regidos  por  el  sisle- 
»ma  alemán;  y no  se  diferencia  mucho  lo  prescrito  en  las  que  siguen  al  Có- 
»di*o  francés,  pues  si  para  ciertos  casos  admiten  documentos  privados,  los 
«someten  á una  comprobación  judicial;  véanse,  en  confirmación  de  esto  el 
«art.  4 de  la  ley  de  Ginebra,  49  de  Grecia,  y aun  el  2127  del  Código  fran- 

»cés,  por  lo  relativo  á hipotecas  (a).« 

A pesar  de  que  la  Ley  en  esta  materia  ha  seguido  nuestro  antiguo  de- 
recho purificándolo  solamente  de  las  inconveniencias  en  que  el  interés  fis- 
cal lo  había  envuelto,  no  faltan  quienes  crean  que  respecto  á los  contratos 
de  arrendamiento  debería  haberse  hecho  alguna  esccpcion  permitiendo  que 
se  inscribieran  las  escrituras  privadas.  No  asentimos  á esta  opinión:  antes 
lo  hemos  dicho  y lo  repetimos  ahora,  si  se  dá  entrada  á algunos  arrenda- 
mientos en  los  registros  por  las  particulares  circunstancias  que  en  ellos 
concurren,  es  convirtiendo  en  reale  I derecho  personal.  Derechos  reales  hay 
de  mucha  menos  importancia  que  gran  parte  de  estos  arrendamientos  que 
solo  suelen  ser  de  fincas  considerables,  y ninguna  razón  habría  para  escluir 
un  derecho  real  de  la  necesidad  de  la  escrituaa  pública,  y sujetar  á ella 
otros  mas  ténues.  La  Ley  partió  de  un  principio:  ningún  acto,  ningún  con- 
trato que  no  Heve  impreso  el  sello  de  la  verdad  , de  la  autenticidad,  debe 
figurar  en  el  registro;  sin  ser  ilógica  no  podría  hacer  escepciones  que  en  su 
sistema  serian  injustificables.  Debió  guardarse  por  ^tra  parte  de  confundir  las  j O 
atribuciones  de  los  notarios  con  las  que  señalaba  á los  registradores,  confu- 
sión que  pugna  abiertamente  con  la  institución  de  los  registros  establecidos 
ya  para  inscribir,  ya  para  transcribir  los  contratos  y actos  que  lo  requieren, 


pero  no  para  ser  oficinas  en  que  se  redacten,  autoricen  y reciban  la  fé  pú- 
blica las  transacciones  privadas.  Los  inconvenientes  grandes  que  resultarían 
de  quebrantar  la  unidad  del  sistema  adoptado  y de  descomponer  su  armo- 
nía no  pueden  desconocerse  fácilmente. 


Esplicados  ya  los  motivos  y espuesta  nuestra  historia  jurídica,  en  lo  j £ 
que  se  refiere  á las  palabras  que  aquí  comentamos,  vamos  á examinar  una 


cuestión  que  no  nos  parece  difícil,  pero  que  basta  que  haya  dado  lugar  á 


opiniones  encontradas,  para  que  aquí  nos  hagamos  cargo  de  ella.  Esta  es 
cuáles  son  las  escrituras  públicas  á que  se  refiere  este  artículo.  Basta  fijar 
la  atención  en  lo  que  dice  el  artículo  6.°  del  Reglamento  que  hemos  trans- 
crito al  frente  del  2.°  de  la  Lev,  para  comprender  que  las  escrituras  deque 
aquí  íabla,  son  las  que  prueban  por  sí  solas  el  hecho  á que  el  título  se  re- 
lere  por  llevar  en  sí  mismas  la  presunción  legal  de  la  verdad  de  lo  que 
as^uran.  Se  entiende  por  título  según  el  espresado  art.  6.°,  todo  documeii - 


b I ¡Slos^o I n 'f i m-ld:.UKÍas ’ ,m°tivos  Y comentarios  del  Código  civil  español,  pu- 
antes  hemos  dicho,  á p°  “ °8‘*  68  4ebit,°' Wn® 
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to  público  y fehaciente  entre  vivos  ó por  causa  de  muerte,  en  que  funde  su 
derecho  sobre  el  inmueble  ó derecho  real  la  persona  á cuyo  favor  debe  ha- 
cerse la  inscripción.  Por  oslo  las  escrituras  llamadas  impropiamente  ori- 
ginales y también  primordiales , de  primera  saca  ó de  primera  copia, 
esto  es,  las  que  son  copia  literal  y exacta  de  la  escritura  matriz  sacada  por 
el  mismo  escribano  que  la  autorizó,  son  registrabas  porque  ninguno  ha  ne- 
gado que  con  arreglo  á las  leyes  de  Partida  hacen  prueba  completa  y aca- 
bada. Lo  mismo  debe  decirse  de  las  copias  sacadas  por  otro  escribano,  sea  o 
nosuceser  en  el  oficio,  cuando  se  dan  en  virtud  de  mandamiento  judicial 
y cotejadas  cou  la  matriz  previa  citación  de  la  parte  contraria.  Estos  docu- 
mentos que  con  arreglo  á la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  tienen  el  carácter 
de  públicos  y solemnes  (a)  y traen  aparejada  ejecución  ( b ) son  fehacientes. 
Del  mismo  modo  el  traslado,  trasunto  ejemplar  ó testimonio  por  concuer- 
da solo  puede  ser  objeto  de  inscripción  como  documento  fehaciente,  cuando 
sea  dado  con  autorización  judicial,  y con  citación  de  la  parte  contraria  ó 
cuando  esta  manifieste  su  asentimiento  espreso. 

Lo  que  hemos  dicho  respecto  á las  copias  de  escrituras,  se  refiere  á lo 
que  hasta  ahora  ha  venido  practicándose;  la  Ley  para  el  arreglo  del  nota- 
riado que  acaba  de  recibir  la  sanción  real  y de  ser  publicada  (c) , contiene 
disposiciones  análogas  á las  que  acabamos  de  mencionar,  si  bien  introducien- 
do una  nomenclatura  mas  exacta  y clara,  completando  este  punto  en  lo  que 
parecía  deficiente.  Según  ella,  son  dos  las  clases  de  copias  que  de  las  es- 
crituras matrices  dan  los  notarios:  una  los  traslados  que  tiene  derecho 
á obtener  por  primera  vez  cada  uno  de  los  otorgantes  (d):  la  otra  las  se- 
gundas ó posteriores  copias  de  las  escrituras  matrices,  las  cuales  solo  pue- 
den espedirse  en  virtud  de  mandamiento  judicial  y con  citación  de  los  inte- 
resados ó del  promotor  fiscal  cuando  se  ignoren  estos  ó estén  ausentes  del 
pueblo  en  que  esté  la  notaría,  citación  que  no  es  necesaria  en  los  actos 
unilaterales,  y auo  en  los  demás  cuando  piden  la  copia  todos  los  interesa- 
dos (e). 

A lo  dicho  nos  falta  añadir  que  esta  cuestión  fué  ya  resuelta  en  nuestra 
legislación  por  la  pragmática  de  1768,  cuando  según  hemos  dicho,  ordenó 
que  en  los  casos  de  pérdida  ó estravío  de  algún  instrumento  antiguo  si  se 
hubiera  sacado  otra  copia  con  autoridad  de  juez  competente,  se  lomará  ra- 
zón de  esta. 

Pero  no  debe  entenderse  aquí  que  cuando  hablamos  de  escrituras  pú- 
blicas nos  referimos  sola  y oclusivamente  á las  otorgadas  por  los  escriba- 

(a)  Art.  28. 

ib)  Art.  941. 

(c)  Ley  de  28  de  mayo  1862. 

( d ) Art.  17.  ' 

(«)  Art.  18. 
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nos  y notarios  dentro  de  sus  respectivas  atribuciones,  sino  también  á las 
autorizadas  por  los  cancilleres  de  los  consulados  que  sostiene  España  en 
los  países  cstranjeros.  Debe  tenerse  al  efecto  presente  que  está  declarado 
que  los  cancilleres  de  los  consulados,  mientras  lo  son,  se  reputan  notarios 
con  fé  pública  en  lo  judicial  v escriturario  dentro  del  distrito  consular  res- 
pectivo, y que  los  documentos  que  autorizan  hacen  fé  en  juicio  y fuera  de 
él  en  la  demarcacion  del  consulado,  y legalizados  por  el  cónsul  en  todo  el 

reino  (a). 

2.  Ejecutorias.—  Ya  queda  espuesto  en  el  comentario  al  artículo  2.°  de 
esta  Lev,  cuáles  son  las  ejecutorias  que  deben  inscribirse  en  el  registro  ( b ) 
v qué  ostensión  tiene  esta  palabra.  Aquí  debemos  limitarnos  á los  requisi- 
tos estemos  que  estas  deben  tener  para  ser  inscritas:  únicamente  tenemos 
que  decir  que  como  documentos  judiciales  están  sujetas  á las  formas  y re- 
glas establecidas  por  las  leyes  y completadas  por  la  práctica:  solo  así  se 
espiden,  solo  así  por  lo  tanto  se  llevarán  a!  registro. 

Cuando  habla  el  artículo  de  las  ejecutorias,  se  refiere  á las  que  emanan 
de  juzgados  ó tribunales  españoles : para  las  que  proceden  de  tribunales 
estranjeros  á que  debe  darse  cumplimiento  en  España,  hay  otro  artículo  en 
la  Ley  (c)  consagrado  espresamente  á esta  materia,  en  cuyo  lugar  darémos 
las  aclaraciones  convenientes. 

3.  Documentos  auténticos  espedidos  por  el  Gobierno  ó sus  agentes. — La 
palabra  auténtico,  cuya  etimología  griega  manifiesta  que  debe  aplicarse  á 
las  cosas  que  tienen  fé  cierta,  y por  lo  tanto,  á todos  los  documentos  que, 
atendida  la  persona  que  los  espide,  el  asunto  sobre  que  versan,  la  forma 
en  que  están  redactados  y las  circunstancias  esternas  que  los  acompañan 
deben  sercreidos,  en  cuyo  número  se  cuentan  las  escrituras  públicas  y las 
ejecutorias  de  que  hemos  hecho  antes  mención  , no  se  estiende  á estas  dos 
clases  de  documentos  en  el  texto  que  comentamos,  porque  ya  ha  hecho 
mención  especial  de  ellos , sino  que  se  refiere  sola  y esclusivamente  á los 
títulos  espedidos  por  el  Gobierno  ó por  las  autoridades  y funcionarios  del 
órden  administrativo,  y por  eslension  á los  agentes  del  orden  judicial,  como 
espresa  el  Reglamento  general  para  la  ejecución  de  la  Ley.  Esta  misma  se- 
paración de  escrituras  públicas  y documentos  auténticos  la  vemos  hecha  en 
las  leyes  de  Partida  (d). 

La  denominación  de  documento  auténtico  es  muy  antigua  entre  nos- 
otros. Ya  en  las  mismas  Partidas  (< c ) la  vemos  aplicada  en  este  sentido  , si 
íen  no  como  epíteto  del  documento,  sino  de  la  persona  á cuyo  nombre  se 


Hgina2289  ^ decreto  de  29  de  setiembre  de  1848. 
Ar?.  S.° 

Ley  l.%  tít.  XVIII,  Partida  III. 

La  rmsma  ley. 
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hubiese  espedido.  Escritura,  dicen,  de  que  nace  aueriguamiento  depraeua . 
es  toda  carta  que  sea  fecha  por  mano  de  Escriuano  público  del  Concejo , ó 
sellada  con  sello  del  Rey  , ó de  otra  persona  auténtica  que  sea  de  creer  na- 
ce de  ella  muy  grand  pro.  Ca  es  testimonio  de  las  cosas  pasadas  é auerigua- 
mentó  del  pleyto  sobre  que  es  fecha.  Es  cierto  que  Gregorio  López  para  es- 
plicar  la  palabra  auténtica,  dice  que  equivale  á honrada ; pero  ni  esto 
guarda  armonía  con  el  origen  de  la  palabra,  ni  con  la  signiíicacion  vulgar 
que  siempre  ha  tenido,  ni  con  la  jurídica,  ni  con  la  forense,  ni  con  la 
misma  que  le  dá  la  ley  que  interpreta  el  ilustre  jurisconsulto. 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  aceptando  la  idea  que  aquí  se  emite,  no 
usó  para  significarla  la  voz  auténtica.  Comprendió  los  documentos,  de  que 
aquí  se  trata,  con  las  escrituras  públicas  bajo  la  denominación  general  de 
documentos  públicos  y solemnes.  Como  tales  enumeró  los  documentos  espe- 
didos por  los  funcionarios  que  ejercen  un  cargo  por  autoridad  pública  en  lo 
que  se  refiere  al  ejercicio  de  sus  funciones,  los  documentos,  libros  de  ac- 
tas, estatutos,  registros  ó catastros  que  se  hallan  en  los  archivos  públicos 
ó dependientes  del  Estado,  de  las  provincias  ó pueblos,  las  copias  sacadas 
y autorizadas  por  los  secretarios  y archiveros  por  mandato  de  la  autoridad 
competente,  las  partidas  de  bautismo,  de  matrimonio  ó defunciones,  dadas 
con  arreglo  á los  libros  por  los  párrocos  ó por  los  que  tengan  á su  cargo 
el  registro  civil  y las  actuaciones  judiciales  de  toda  especie. 

Guarda  conformidad  el  artículo  de  la  Ley  hipotecaria  que  estamos  co- 
mentando con  la  de  Enjuiciamiento:  la  diferencia  solo  consiste  en  que  aquí  se 
dá  el  nombre  de  auténticos  á documentos  que  dicha  ley  llama  públicos  y so- 
lemnes. Véase  la  exactitud  de  lo  que  manifestamos.  Esplicando  el  Reglamen- 
to la  palabra  auténticos  , dice  , según  dejamos  copiado  al  frente  de  este  co- 
mentario, que  para  los  efectos  de  lo  que  la  Ley  ordena  se  consideran  como 
documentos  auténticos  los  que  sirviendo  de  títulos  al  dominio  ó derecho  real, 
están  espedidos  por  autoridad  competente  para  darlos,  y deben  hacer  fé 
por  sí  solos.  Es  decir , que  entre  las  diferentes  clases  de  documentos  autén- 
ticos ó públicos  y solemnes  que  hay,  escogió  los  que  conducían  á su  propÓMto, 
esto  es,  los  que  concernian  al  derecho  en  la  cosa  inmueble,  únicos  á que  la 
Ley  podía  referirse.  Oportunos  son  los  ejemplos  elegidos;  la  concesión  de- 
finitiva de  minas  ó de  los  caminos  de  hierro  están  comprendidos  indudable- 
mente en  la  Ley;  por  ella  se  constituye  una  propiedad  particular  que  antes 
no  existía:  lo  mismo  puede  decirse  de  las  enajenaciones  del  dominio  públi- 
co que  la  Administración  hace  de  cosas  que  antes  no  estaban  en  el  comer 
ció  de  los  particulares , como  sucede,  por  ejemplo,  con  las  aguas  corrientes 
de  los  rios. 

Añade  el  Reglamento  entre  los  ejemplos  de  documentos  auténticos,  que 
elige,  las  certificaciones  de  los  actos  de  conciliación  ó verbales  en  que  por 
convenio  de  las  partes  se  constituye  algún  derecho  real  sobre  bienes  deter- 

TOMO  1.  42 
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minados  Estas  palabras  no  se  refieren  á las  sentencias  ejecutorias  compren- 
didas en  otra  palabra  de  la  Ley  , sino  solo  á las  avenencias,  pues  que  en 
los  actos  de  conciliación  el  juez  nunca  pronuncia  sentencia  , y por  lo  tanto, 
no  puede  haber  ejecutoria,  y en  los  juicios  verbales,  cuando  ó se  llega  á sen- 
tenciar en  segunda  instancia,  ó no  se  apela  de  la  providencia  del  juez  de 
paz  dada  en  la  primera  , hay  una  verdadera  ejecutoria,  y la  certificación 
que  se  espida  estará  comprendida  bajo  esta  denominación,  y no  en  la  de  do- 
cumentos auténticos.  La  avenencia  en  este  juicio  solo  puede  tener  lugar  si 
en  el  acto  de  la  comparecencia,  de  que  trata  el  artículo  1172  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  las  partes  convienen  en  desistir  de  sus  respectivas  pre- 
tensiones, convenio  que  hacen  constar  en  el  acta , declarando  que  con  él 
ponen  fin  al  litigio. 

No  son  estos  los  únicos  casos  en  que  pueden  ir  á los  registros  de  hipo- 
tecas documentos  auténticos  ó públicos  y solemnes  espedidos  por  las  auto- 
ridades justiciales  sin  carácter  de  ejecutorias.  El  art.  953  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  ordena  que  de  todo  embargo  de  bienes  raíces  se  tome  ra- 
zón en  la  oficina  de  hipotecas  del  partido,  librando  al  efecto  el  oportuno 
mandamiento  por  duplicado,  y que  uno  de  ellos,  después  de  diligenciado, 
se  una  á los  autos  y el  otro  se  quede  en  la  oficina  referida.  Mas  adelante 
verémos  que  algunas  de  las  anotaciones  preventivas  que  establece  la  Ley,  se 
hacen  en  virtud  de  providencia  judicial  para  evitar  que  por  la  mala  fé  del  li- 
tigante ó del  deudor  sea  ilusorio  el  juicio,  creándose  dificultades  invenci- 
bles, para  que  en  su  dia  no  pueda  ser  la  sentencia  ejecutada  , ó constitu- 
yéndose en  insolvencia,  dé  modo  que  se  hagan  efectivas  las  cantidades 
á cuyo  pago,  reintegro  ó indemnización  sean  condenados. 

4.  En  la  forma  que  prescriban  los  reglamentos. —Lo.  Administración 
tiene  fórmulas  para  espedir  los  documentos  de  que  en  este  artículo  se  trata: 
mientras  así  no  se  espidan,  no  pueden  inscribirse  en  los  registros.  La  co- 
municación, por  ejemplo,  que  se  hace  á un  interesado  noticiándole  que  se 
le  ha  hecho  la  concesión  de  una  mina,  y que  acuda  á recoger  el  título,  no 
podrá  ser  objeto  de  inscripción,  porque  no  es  un  título  despachado  en  la  for- 
ma que  prescriben  los  reglamentos. 

Lo  mismo  debe  decirse  de  los  despachos,  mandamientos  ó certificaciones 
dimanados  del  orden  judicial  que  no  tienen  el  carácter  de  ejecutorias  y que 

nunca  se  espiden  sino  con  la  solemnidad  y formas  de  que  se  revisten  los  ac- 
tos judiciales. 


LEGISLACION  ANTERIOR  Á LA  LEY  HIPOTECARIA. 

„ ,,Jy  t‘‘:  .p'1’  '*■  X ie  la  Novísima  Recopilación. — 3.°  El  instrumenta 

TeírLo  ehnl°"dlt ’XT ’ lB  f Se''  rera  <“  ^ 

rnatiHn  Tinr  n¿r.i¡a  > ' . °toi gado,  que  es  el  que  se  llama  original;  escepto 

cuando  por  perdida  o estrav.o  do  algún  instrumento  antiguo  se  hubiere  sacado  otra 
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copia  con  autoridad  de  juez  competente,  que  en  tal  caso  se  tomará  de  ella  la  razón, 
ospresándolo  así. 

Ley  4.a  del  mismo  título  y libro. — 2.°  Que  cuando  no  haya  escrituras,  no  tie- 
ne lugar  el  registro,  y así  en  esta  parte  quedan  sujetas  estas  cosas  á la  disposición 
del  derecho  común,  porque  no  tiene  que  ver  con  la  pragmática  de  registro  de  hipo- 
tecas, que  trata  de  escrituras  y no  de  acciones;  y el  acreedor  censualista  tiene  de- 
recho á hacer  compeler  á su  deudor  del  censo,  para  que  le  reconozca,  oyéndose  á 
éste;  y hasta  que  se  otorgue  el  reconocimiento  por  la  escritura  formal , no  tiene  lu- 
gar el  registro. 

Real  orden  de  7 de  octubre  de  1844. — (Véase  su  núm.  3.°  inserto  en  la  parte  de 
legislación  anterior  á la  Ley  hipotecaria,  correspondiente  al  art.  l.°,  pág.  230.) 

Real  decreto  de  23  de  mayo  de  1843. — Artículo  21.  En  los  mismos  plazos  se 
presentarán  igualmente  les  contratos  particulares  en  que  no  intervenga  escribano, 
firmados  por  los  interesados  respectivos;  y con  arreglo  al  precio  que  del  documen- 
to presentado  resulte,  se  liquidarán  y satisfarán  los  derechos. 

Circular  de  18  de  julio  de  1849,  espedida  por  la  Dirección  general  de  contribu- 
ciones indirectas  á los  Intendentes  de  provincia. — En  vista  de  las  dudas  ocurridas  y 
consultadas  por  V.  S.  en  20  de  mayo  último  sobre  la  Real  orden  de  27  de  julio  de 
1847,  referente  al  artículo  21  del  Real  decreto  de  23  de  mayo  de  1843,  por  el  cual 
se  estableció  el  actual  sistema  hipotecario,  ha  resuelto  esta  Dirección  general  decir  á 
V.  S para  su  inteligencia  y efectos  correspondientes,  que  tanto  por  el  contenido  de 
la  citada  Real  orden,  cuanto  por  lo  manifestado  al  circularse  por  la  misma  Direc- 
ción, se  vé  claramente,  sin  que  haya  lugar  á género  alguno  de  duda,  que  lejos  de 
haberse  derogado  por  dicha  Real  orden  el  artículo  21  del  espresado  Real  decreto  de 
23  de  mayo,  se  ha  esplicado  su  verdadera  inteligencia,  reducida  á que  si  bien  se 
sujetaron  al  Registro  de  hipotecas,  á la  vez  que  los  públicos,  los  documentos  pri- 
vados en  que  no  interviniese  escribano,  debía  entenderse  de  aquellos  documentos 
para  los  cuales  no  se  exije  como  necesaria  circunstancia  el  otorgamiento  de  escri- 
tura pública,  y que  por  consecuencia  no  se  quiso  eximir  ó prescindir  del  otorga- 
miento de  escritura  pública  y en  el  papel  sellado  correspondiente,  respecto  á 
aquellos  documentos  de  ciertos  actos  ó contratos  que  sin  estos  requisitos  indispen- 
sablemente exigidos  por  las  leyes,  no  pueden  hacer  fé  en  juicio  ni  servir  á los  in- 
teresados de  título  legítimo  de  sus  derechos  ó propiedades,  correspondiendo  á los 
Tribunales  de  Justicia  examinar  y declarar  los  casos  en  que  los  documentos  deben 
ser  públicos  ó privados. 

Real  decreto  de  26  de  noviembre  de  1832. — Art.  17.  En  todo  acto  sujeto  á 
la  inscripción  del  documento  debe  exigirse  necesariamente  el  otorgamiento  de  es- 
critura pública. 

Real  decreto  de  19  de  agosto  de  1833.— Art.  G.°  No  se  exigirá  otorgamiento  de 
escritura  pública  sino  en  los  casos  en  que  lo  requieran  la  leyes,  como  requisito 
principal  para  la  validez  de  los  actos  sujeto';  al  registro. 

Ley  de  Enjuiciamiento  civil. — Art.  280.  Bajo  la  denominación  de  documentos 
públicos  y solemnes  se  comprenden: 

1. °  Las  escrituras  públicas  otorgadas  con  arreglo  á derecho. 

2. °  Los  documenlos  espedidos  por  los  funcionarios  que  ejerzan  un  cargo  por 
autoridad  pública  en  lo  que  se  refiera  al  ejercicio  de  sus  funciones. 
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3 ° Los  documentos,  libros  de  actas,  estatutos  , registros  y catastros  que  se 
hallen  en  los  archivos  públicos  ó dependientes  del  Estado , de  las  provincias  ó 
pueblos,  y las  copias  sacadas  y autorizadas  por  las  Secretarios  y archiveros  por 

mandato  de  la  autoridad  competente.  . 

4 o Las  partidas  de  bautismo , de  matrimonio  y defunciones  dadas  con  arreglo 

á los  libros  de  los  párrocos,  ó por  los  que  tengan  á su  cargo  el  registro  civil. 

5.°  Las  actuaciones  judiciales  de  toda  especie. 


LEGISLACION  ESTRANJEHA. 


Au»tria.— Código  civil.-  Art.  433.  En  el  caso  de  la  venta  de  bienes  rurales,  el 
vendedor  y comprador  ó el  vendedor  solo  deberán  presentarse  ante  la  autoridad 
del  lugar  en  que  aquellos  se  encuentren  situados  y verificar  en  el  registro  público 
la  inscripción  del  acto  traslativo  de  la  propiedad. 

Art.  434.  Si  el  vendedor  no  compareciere  ó si  la  venta  fuere  de  bienes  corres- 
pondientes al  común  ó que  estuviesen  inscritos  en  los  registros  provinciales,  de- 
berá estenderse  el  contrato  en  escrito  firmado  por  los  contratantes  y por  dos  tes- 
tigos dignos  de  fé. 

Art.  436.  Hay  igualmente  lugar  á la  inscripción  cuando  la  propiedad  se  tras- 
mite en  virtud  de  una  sentencia  ejecutoria  ó por  la  división  ó entrega  judicial  de 
una  sucesión. 

Bavíera  del  Rhin. — (Véase  la  legislación  estranjera  del  artículo  anterior.) 

Estados  Romanos. — Reglamento  legislativo  y judicial  de  10  de  noviembre  de 
1834.— Art.  185.  La  transcripción  debe  verificarse  lo  mismo  de  los  actos  públicos 
que  de  los  privados,  siempre  que  tengan  una  fecha  cierta. 

Si  el  acto  público  ha  sido  celebrado  en  los  Estados,  basta  con  transcribir  su 
contenido  sin  necesidad  de  insertar  los  documentos  que  se  copien  en  él. 

Si  es  privado,  se  transcribirá  literalmente. 

Francia. — Código  Napoleón. — Art.  1583.  La  venta  puede  celebrarse  ó por 
acto  auténtico  ó por  escritura  privada. 

Art.  2148.  Para  verificar  la  inscripción  el  acreedor  por  sí  mismo  ó por  un 
tercero  presentará  al  encargado  del  Registro  la  escritura  original  ó una  copia 
auténtica  de  la  sentencia  ó del  acto  que  dé  nacimiento  al  privilegio  ó á la  hipo- 
teca. 

Art.  2127.  La  hipoteca  convencional  no  puede  consentirse  sino  por  un  acto 
realizado  en  forma  auténtica  en  presencia  de  dos  notarios  ó de  uno  solo  y dos 
testigos. 

Fríbutgo.  Ley  de  28  de  julio  de  1832. — 42.  El  contrato  hipotecario  solo  pue- 
de hacerse  ante  notario,  á no  ser  en  los  casos  que  la  ley  permite  verificarlo  en  otra 
forma. 


i ri  7 C;^raj  ^royefdo  de  ley  acerca  de  la  adquisición , conservación  y publici- 

a,.>  6 j°S  derech;os  reales  sobre  los  inmuebles. —Diciembre  de  1827. — Art.  3.°  No 

dad  ó d^nt  °S  ^ Ia  'nscr‘Pc'on  l°s  títulos  de  adquisición  ó traslación  de  la  propie- 
dad o de  otro  cualquiera  derecho  real:...  . 

atención  á 'L  s^°°^,scrva(*as  ^as  formalidades  requeridas  por  las  leyes  eij 

atención  a la  cal.dad  de  los  contratantes  y á 1»  naturaleza  de  los  actos. 
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Art.  4.°  No  se  admitirán  á la  inscripción: 

L°  Los  actos  entre  vivos,  si  no  se  han  verificado  delante  de  notarios. 

2.°  Las  sentencias,  si  no  han  pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada. 

Art.  5.°  Los  actos  entre  vivos  que  consten  por  un  documento  privado  que  ten- 
gan por  efecto  la  mutación  de  la  propiedad  o de  cualquiera  otro  derecho  real,  no 
darán  recíprocamente  á los  contratantes  sino  una  acción  personal  para  hacerlos 
elevar  á documentos  públicos. 

Grecia. — Ley  hipotecaria. — 19.  No  puede  tener  lugar  la  inscripción  de  una 
hipoteca  convencional  sino  en  virtud  de  un  título  auténtico. 

67.  El  acreedor  que  quiera  la  inscripción  de  una  hipoteca  judicial  ó conven- 
cional , presentará  por  sí  mismo  ó por  un  tercero  al  encargado  del  registro  el  ori- 
ginal ó una  copia  auténtica  del  título  de  donde  resulte  su  derecho  de  hipoteca. 

Hannover. — Bases  para  un  proyecto  de  ley  hipotecaria. — l.°  Ninguna  hipote- 
ca podrá  constituirse  por  acto  privado. 

Hesse  (Gran  ducado  de). — Proyecto  de  ley  hipotecaria. — 51.  La  inscripción 
en  el  libro  de  bienes  territoriales  no  puede  hacerse  sino  en  virtud  de  una  scntpn- 
tencia  definitiva  declaratoria  de  la  propiedad  ó de  otros  documentos  que  reúnan  las 
condiciones  que  se  exigen  por  los  artículos  siguientes:  , 

52.  En  el  Hesse  Superior  y en  Starkemburg  la  venta  debe  verificarse  en  un 
acto  judicial  6 confirmado  judicialmente:  en  el  Hesse  del  Rhin  debe  ser  en  un  acto 
auténtico,  ó si  es  por  un  documento  privado,  debe  legalizarse  la  firma. 

Holanda. — Código  civil. — Art.  1217.  La  hipoteca  no  puede  constituirse  sino 
ante  un  notario  escepto  en  los  casos  en  que  la  ley  manifiesta  y espresarncnte  de 
otro  modo  lo  estableciere. 

El  poder  para  consentir  una  hipoteca  debe  darse  por  escritura  pública. 

Hungría. — Código  de  Comercio  de  1842. — Título  XXL — 8.  La  inscripción  solo 
puede  hacerse  en  virtud  de  la  presentación  de  los  títulos  originales  de  los  créditos, 
de  los  estrados  de  los  libros  de  comercio  y por  una  decisión  judicial  en  que  so. 
declare  que  el  acreedor  no  ha  podido  ser  pagado  completamente  con  los  bienes 
muebles  de  su  deudor. 

Islas  Jónicas. — Código  civil.— Art.  2013.  La  transcripción  de  la  venta  puede 
tener  lugar  no  solo  cuando  esta  es  hecha  por  escritura  pública,  sino  también 
cuando  se  haya  verificado  por  escritura  privada. 

Lubeck  (Ciudad  ubre  de). — Ley  hipotecaria  de  6 de  junio  de  1848.  Según  los 
dos  primeros  artículos  de  esta  ley,  todas  las  inscripciones  de  bienes  inmuebles  ó 
de  hipotecas  en  los  registros,  deben  ser  precedidas  de  la  declaración  pública  de 
la  trasmisión  ó del  gravámen,  la  que  se  hace  en  la  forma  prescrita  por  las  le- 
yes en  la  audiencia  del  Tribunal  superior:  de  esta  publicación  se  estiende  un  acta 
ú proceso  verbal;  no  se  requiere  la  publicación,  ni  para  la  estincion  de  hipotecas, 
ni  para  las  inscripciones  y trasmisiones  hechas  en  virtud  de  sentencias  definitivas. 

Lucerna. — Ley  hipotecaria  de  9 de  octubre  de  1831. — 3.  Las  obligaciones  con- 
cernientes á inmuebles  se  redactan  por  las  autoridades  competentes  del  lugar  en 
que  están  situados  los  bienes  que  se  han  de  hipotecar. 

Luísíana. — Código  civil  — Art. — 3272.  La  hipoteca  convencional  solo  puede 
contratarse  por  un  acto  celebrado  en  presencia  de  un  notario  y dos  testigos  ó por 
un  acto  privado.  No  puede  admitirse  la  prueba  de  una  hipotocí»  verbal. 
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Art  333i  El  acto  privado  en  que  se  ha  constituido  hipoteca,  solo  se  podrá 
inscribir  por  la  presentación  de  una  copia  auténtica  del  registro  que  de  este  acto  se 
hava  hecho  ante  un  notario  público,  á no  ser  que  el  conservador  conozca  las  firmas 
de  las  partes  y consienta  bajo  su  responsabilidad  hacer  la  inscripción  por  la  sim- 
ple presentación  del  original.  ni,,- 

Portugal.— La  escritura  pública  se  exige  siempre  para  la  la  validez  de  la  hipote- 
ca convencional.  , 

p rusia.  - Ordenanza,  ele  20  de  diciembre  de  1783.— Articulo  60  del  título  11.— 

Para  evitar  dudas  y errores  é impedir  los  pleitos  que  puedan  sobrevenir  por  falta 
de  ejecución  de  las  disposiciones  de  la  Ley  ó por  la  poca  claridad  en  la  redacción 
de  los  documentos,  no  podrán  desde  la  publicación  de  esta  Ley  inscribirse  ninguna 
clase  de  contratos  que  no  hayan  sido  otorgados  con  las  formalidades  legales,  ya  sea 
en  presencia  de  un  tribunal  ó ante  un  notario. 

<>i  El  acto  estendido  privadamente  por  las  partes  no  podrá  ratificarse  por  los 
tribunales;  el  título  de  posesión  relativo  á este  acto  no  se  inscribirá  en  el  registro 
bipatecario. 

62.  A pesar  de  todo  esto,  el  contrato  privado  será  válido  entre  los  contratantes, 
v cada  uno  de  ellos  podrá  intentar  contra  el  otro  la  acción  conveniente  para  que 
se  lleve  defecto  en  el  caso  de  falta  de  cumplimiento. 

Rusia. — Código  civil. — Art.  1050.  El  acto  constitutivo  de  hipoteca  debe  estar 
garantido  con  la  firma  al  menos  de  dos  testigos. 

Sajonia. — Ley  de  6 de  noviembre  de  1843. — 143.  Los  documentos  en  virtud 
de  los  cuales  deberán  hacerse  las  cancelaciones  ó las  inscripciones  serán  estendidos 
en  forma  auténtica  ó reconocidos  judicialmente. 

Sajcnia-Weimar. — Ley  de  6 de  mayo  de  1839.— 63.  La  inscripción  de  una  hipo- 
teca se  hará  en  virtud  del  consentimiento  del  deudor,  de  un  reconocimiento  judi- 
cial ó de  una  sentencia.  La  inscripción  que  se  hubiere  hecho  de  cualquiera  de  estos 
modos,  no  puede  ser  combatida  como  falta  de  título. 

221.  Las  inscripciones  que  tengan  por  objeto  la  adquisición  de  un  derecho  ó 
libertarse  de  una  obligación , no  deberán  hacerse  sino  en  virtud  de  una  confesión 
judicial  ó de  una  sentencia  definitiva. 

Soleure. — Código  civil.— Art.  970.  El  contrato  que  contiene  hipoteca  debe  ser 
autorizado  por  el  notario  municipal  del  distrito  en  que  se  encuentren  los  inmueble- 
hipotecados. 

Si  las  fincas  estuvieren  situadas  en  diversas  demarcaciones,  el  contrato  se  otor- 
gará en  la  que  se  encuentre  la  mayor  parte. 

Toscana  —Motu  propio  de  2 de  mayo  de  \ 836.-36.  Las  inscripciones  de  los 
privilegios  se  verificarán  del  mismo  modo  que  las  de  hipotecas. 

82.  Para  obtener  la  inscripción  en  los  registros,  el  acreedor  debe  presentaré 
íacer  presentar  al  conservador  el  original  ó una  copia  auténtica  del  acto  ó de  la 
si  n i ncia  que  constituye  su  título  firmado  por  el  que  inscribe  ó por  su  represen- 
tante con  poder  .suficiente. 


, yLey  dc  h:Pot€cas  de  15  de  abril  de  1823.— Art.  14.  La  hipo- 
leca  lio  puede  establecerse  sino  en  un  contrato  por  escrito. 

nan  °S  •**  ’ 16  y olros  se  Reduce  que  el  documento  ha  de  ser  auténtico 

para  que  pueda  registrarse. 
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Todas  ías  legislaciones  están  conformes  en  no  abrir  los  registros  mas 
que  á los  actos  ó contratos  cuya  existencia  aparezca  de  una  manera  feha- 
ciente. Este  principio  está  también  consignado  en  nuestra  Ley  hipotecaria. 
Respecto  á las  sentencias  que  han  pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  y 
de  las  concesiones  hechas  por  la  Administración  pública,  que  son  objetos  de 
inscripción,  no  puede  presentarse  dificultad  alguna,  porque  en  lodos  los 
Estados  hay  formas  solemnes  para  hacer  constar  los  actos  judiciales  y para 
traspasar  las  cosas  que  son  de  dominio  público  á los  particulares,  y los  do- 
cumentos que  se  espiden  al  efecto,  son  los  títulos  que  se  inscriben. 

La  diversidad  que  hay  en  los  diferentes  Estados,  consiste  cu  el  modo  de 
hacer  constar  la  existencia  de  los  actos  ó contratos  particulares.  En  la  ma- 
yor parte  de  las  naciones  se  sigue  la  misma  regla  adoptada  de  anlíguo  entre 
nosotros,  á saber,  que  la  autenticidad  debe  buscarse  en  las  escrituras  que  se 
hagan  ante  los  funcionarios  que,  autorizados  de  la  fé  pública,  dán  testimonio 
de  los  actos  y contratos  que  ante  ellos  pasan,  las  cuales  están  revestidas  de 
formas  solemnes,  y rodeadas  de  precauciones  saludables  que  alejan  el  peli- 
gro de  las  falsificaciones. 

Otros  Estados,  sin  rechazar  la  escritura  pública,  y teniéndola  sin  duda 
por  mejor,  han  establecido  que  al  lado  de  ella  pudieran  también  inscri- 
birse los  documentos  privados.  Los  Estados  Romanos  y las  Islas  Jónicas 
irtiitan  en  esto  á Francia,  pero  Francia  no  podía  menos  de  hacerlo,  después 
de  establecer  en  su  Código  que  los  contratos  de  venta  pudieran  celebrarse  ó 
por  acto  auténtico , ó por  documento  privado:  sin  embargo,  ordenó  que  los 
hipetecarias  siempre  constaran  por  acto  auténtico.  Nos  parece  que  no  hay 
entre  estas  dos  disposiciones  toda  la  consecuencia  que  fuera  de  desear;  tal 
vez  por  ello  no  ha  ejercido  en  este  punto  el  Código  Napoleón  la  gran  in- 
fluencia que  en  la  mayor  parte  de  sus  disposiciones. 

La  autenticidad  se  ha  buscado  en  algunos  Estados  en  la  intervención  de 
los  tribunales,  y si  bien  no  desconocemos  que  ésta  es  una  precaución  muy 
eficaz,  no  la  creemos  aceptable  en  nuestra  patria,  en  cuyas  costumbres  no 
está  hacer  intervenir  á la  autoridad  judicial  en  los  contratos,  como  rio  sea 
en  los  casos  que  espresamente  señalan  las  leyes  para  protejer  á las  perso- 
nas desvalidas,  y puestas  espresamente  bajo  su  inmediata  protección,  li- 
bertándolas de  los  perjuicios  que  les  podrian  ocasionar  sus  guardadores,  ó 
para  salvar  á hombres  imprevisores  de  los  peligros  á que  podría  llevarlos  su 
desprendimiento  con  génerosidades  impremeditadas  y escesivas  que  tal  vez 
acarrearían  su  ruina. 

Aunque  en  algunos  Estados  hay  acerca  de  esto  otras  disposiciones  que 
mas  ó menos  modifican  las  que  ligeramente  hemos  reseñado,  no  debemos 
detenernos  en  ellos,  atendido  el  objeto  que  tienen  estos  breves  resúmenes. 


m • 
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texto  de  la  ley. 

Art.  4."  No  se  consideran  bienes  inmuebles  (1)  para  los 
efectos  de  esta  ley  (2) , los  oficios  públicos  enajenados  de  la 
Corona  (3),  las  inscripciones  de  la  Deuda  pública  (4) , ni  las 
acciones  de  bancos  y compañías  mercantiles  (5) , aunque  sean 
nominativas  (6). 

Comentarlo. 

La  Ley  hipotecaria,  siguiendo  a!  derecho  común  en  la  división  que 
éste  hace  de  los  bienes  en  muebles  é inmuebles,  y adoptando  su  clasifica- 
ción, se  limita  solo  en  este  testo  á escluir  de  los  bienes  raíces  algunos  res- 
pecto á los  cuales  era  conveniente  rectificar  el  concepto  que  se  les  daba 
ya  por  la  práctica,  ya  á veces  por  la  Ley,  y á prevenir  algunas  dudas  que 
por  mala  inteligencia  era  de  temer  que  se  suscitaran,  cerrando  en  lo  posi- 
ble la  puerta  á interpretaciones  mas  ó menos  fundadas,  pero  que,  por  algún 
tiempo  al  menos,  harían  incierta  la  jurisprudencia  si  no  les  salía  al  encuentro 
la  voz  viva  del  legislador. 

La  Comisión  de  Codificación,  en  la  Esposicion  de  los  fundamentos  de  lo 
que  á la  clasificación  de  bienes  inmuebles  se  refiere , se  espresó  en  los  tér- 
minos siguientes:  «No  corresponde  á la  Ley  de  hipotecas  definir  y clasificar 
»las  diferentes  clases  de  bienes  que  comprende  por  regla  general  la  divi  - 
»sion  de  estos  en  muebles  y raíces.  Pero  no  podría  desentenderse  la  Comi- 
»sion  de  resolver  algunas  dudas  con  que  en  la  práctica  vendría  á trope- 
arse: esta  es  la  causa  por  qué  debe  dar  algunas  espiraciones.» 

¿Pero  no  introduce  la  Ley,  aunque  sea  solamente  para  sus  efectos,  al- 
guna otra  modificación  en  el  derecho  antiguo  que  á la  clasificación  de  bie- 
nes muebles  é inmuebles  se  refiera?  Cuestión  es  esta  que  debemos  esponer 
en  el  comentario. 

El  objeto  de  nuestra  obra  no  nos  permite  entrar  de  lleno  en  la  división  y 
apreciación  de  los  bienes  muebles  é inmuebles , sino  solo  limitarnos  á estos 
útimos,  si  bien  por  consecuencia  de  lo  que  digamos,  aparecerá  necesaria- 
mente qué  es  lo  que  por  bienes  muebles  debe  comprenderse.  Mas  que  espli- 
car  cosas  generalmente  conocidas  y que  por  elementales  no  ignoran  los  que 
apenas  han  comenzado  los  estudios  del  Derecho,  nos  proponemos  aquí  re- 
cordarlas sucintamente  y completarlas  con  especialidad  bajo  el  punto  de 
vista  de  la  Ley  hipotecaria. 

Bienes  inmuebles  ó sitios , como  una  y otra  denominación  indican, 
j>on  aque  os  que  no  pueden  moverse  del  lugar  en  que  se  hallan : nuestras 
eye&  os  aman  también  raíces  para  indicar  que  arraigados  en  el  suelo 
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forman  con  él  un  solo  todo.  Opónese  esta  clase  de  bienes  á los  muebles, 
esto  es,  á aquellos  que  pueden  colocarse  en  diferente  lugar  del  en  que  se 
hallan,  ó bien  sea  por  un  movimiento  propio  y natural,  como  los  anima- 
les, á los  cuales  se  dá  á veces  en  la  práctica  y aun  en  las  leyes  el  nombre 
de  semovientes , aunque  son  comprendidos  frecuentemente  bajo  la  palabra 
genérica  muebles,  ó bien  ser  movidos  por  la  acción  de  una  fuerza  csterior 
que  de  un  lado  á otro  las  traslade.  Esta  doble  comprensión  de  la  palabra 
muebles,  la  manifiestan  las  leyes  de  Partida  al  decir  que  muebles  son  llama- 
das todas  las  cosas,  que  los  omes  pueden  mouer  de  un  lugar  á otro,  é todas 
las  que  se  pueden  ellas  por  sí  mouer  naturalmente  (a).  No  encontramos  for- 
mulada del  mismo  modo  la  definición  de  las  cosas  raíces,  pero  sc'iníiore, 
atendido  que  dicen  de  las  muebles. 

De  lo  que  dejamos  espuesto  se  deduce  que  la  tierra  es  el  bien  inmue- 
ble por  escelencia , y por  lo  tanto  lo  son  también  todas  las  fincas  rústicas, 
y que  igualmente  pertenecen  á la  misma  clase  de  bienes  los  árboles,  las 
plantas  arraigadas  en  la  tierra  y los  frutos  que  producen  mientras  no  están 
separados  del  suelo,  del  árbol  ó de  la  planta,  porque  hasta  entonces  forman 
un  solo  lodo,  y son  accesión  y parte  integrante  del  terreno  que  los  ha  pro- 
ducido. Pero  desde  el  momento  en  que  los  frutos  dejan  de  formar  parle  de 
la  heredad  por  haber  sido  separados  del  suelo  ó de  la  planta,  pierden  por 
regla  general  su  calidad  de  bienes  inmuebles  para  tomar  la  de  muebles.  In- 
diferente es  para  este  efecto  que  la  separación  sea  obra  del  dueño , del  ar- 
rendatario, del  usufructuario,  del  usuario  ó de  cualquier  otro  que  tenga  de- 
recho para  alzar  los  frutos  ó que  sean  separados  por  una  tormenta,  ó por  la 
mano  de  un  hombre  que  no  tenga  derecho  para  ello,  tal  vez  de  un  ladrón; 
el  hecho  es  siempre  el  mismo , han  dejado  de  formar  un  todo  con  la  here- 
dad ó planta  á que  estaban  adheridos,  han  perdido  por  lo  tanto  su  calidad 
de  bienes  inmuebles.  Ni  deja  de  suceder  esto,  aun  en  el  caso  de  que  los  ár- 
boles y las  plantas  se  vendan  cuando  no  han  sido  separados  aun  del  suelo, 
ó los  frutos  antes  de  dejar  de  formar  un  solo  cuerpo  con  el  árbol  de  que 
penden  ó con  la  planta  que  los  produce,  caso  que  no  raras  veces  se  presenta 
en  la  práctica.  Cuando  esto  suceda,  lo  que  tiene  el  comprador  es  un  dere- 
cho á que  se  le  dén  ios  árboles,  plantas  ó frutos,  ó á que  se  le  permita  cor- 
tarlos, sacarlos  ó recogerlos,  si  así  se  ha  estipulado,  pero  no  son  suyos 
hasta  que  estén  separados  del  suelo  ó de  la  planta  á que  están  adheridos,  y 
entonces  es  ya  claro  que  no  adquiere  una  cosa  raíz  , sino  una  mueble.  El 
que  compra  una  cosecha,  vá  por  lo  tanto  adquiriendo  las  mieses  conforme 
sucesivamente  las  separan  del  suelo:  entonces  es  cuando  se  constituye  un 
derecho  en  la  cosa,  que  en  este  caso  es  el  dominio:  antes  solo  tiene  un  de- 


(n)  Ley  4,  tít.  XXIX,  Parí  III. 
ro.M(>  i. 


3.18 


título  í. 


rccho  á la  cosa , nacido  de  la  obligación  contraida  por  el  dueño  á favor 
de  aquel  á quien  vendió  los  frutos. 

Hemos  dicho  que  por  regla  general  los  frutos  por  su  separación  del  ár- 
bol ó de  la  planta  pasan  á ser  muebles  de  inmuebles  que  eran  antes.  En  ello 
nos  hemos  sujetado  al  derecho  común  en  que  esta  es  doctrina  corriente, 
v ála  lev  dePartidas,  que  en  la  definición,  que  antes  hemos  copiado  literal- 
mente, así  lo  dice.  Sin  embargo,  necesario  es  conocer  que  examinando  este 
punto  en  lo  que  á la  Ley  hipotecaria  se  refiere,  no  puede  sostenerse  de  un 
modo  tan  absoluto.  En  efecto,  después  de  declarar  su  art.  110  que  la  hipo- 
teca se  estiende,  entre  otras  cosas,  á los  frutos  pendientes,  añade  el  111  que 
esto  debe  entenderse  de  los  frutos  que  al  tiempo  de  hacerse  efectiva  la  obli- 
gación hipotecaria,  estuvieren  pendientes  de  los  árboles  ó plantas,  ó ya  cogi- 
dos, pero  no  levantados  y almacenados.  Esto  equivale  á decir  que  los  frutos 
separados  ya  del  suelo  ó de  la  planta,  mientras  no  se  alcen  de  la  heredad, 
deben  considerarse  como  parte  de  ella,  como  una  accesión  á que  se  estien- 
de la  hipoteca  del  mismo  modo  que  sobre  el  suelo  hipotecado,  ó lo  que  es 
lo  mismo,  que  se  consideran  como  bienes  inmuebles,  en  cuyo  único  concep- 
to pueden  ser  objeto  de  hipotecas. 

Bienes  inmuebles  son  también  los  edificios,  pues  aunque  están  cons- 
truidos de  materiales  que  aisladamente  eran  muebles  antes  de  emplearse, 
se  convirtieron  en  inmuebles  por  su  adherencia  é incorporación  al  terreno 
sobre  que  se  levantan,  viniéndose  á confundir  con  el  mismo  suelo,  y forman- 
do con  él  casi  siempre  una  sola  propiedad,  pues  que  no  es  muy  frecuente 
que  el  suelo  corresponda  á uno  y á otro  la  superficie.  Y poco  importa  para 
el  caso  que  el  edificio  esté  levantado  por  el  dueño  verdadero  del  suelo,  por 
un  poseedor  de  buena  fe,  ó por  el  que  la  tenga  mala,  ni  aun  por  el 
que  solo  vitalicia  ó temporalmente  tenga  el  derecho  de  aprovecharse  de  la 
cosa,  como  sucede  con  el  usufructuario  ó el  arrendatario,  porque  pres- 
cindiendo de  la  propiedad  del  edificio  que  siempre  será  para  el  dueño  del 
suelo  y de  la  indemnización  que  este  ha  de  dar  en  su  caso  al  constructor, 
siempre  el  edificio  será  una  cosa  inmueble.  Si  á este  edificio  debe  ó no  es- 
tenderse  la  hipoteca,  no  toca  aquí  examinarlo,  porque  hay  otro  artículo  en 
que  tiene  esta  cuestión  su  lugar  oportuno  (a). 

Son  inmuebles  también  por  su  naturaleza  los  molinos  de  agua,  de  viento 
y de  vapor,  siempre  que  estén  adheridos  al  suelo.  Pero  si  no  sucede  así, 
sino  que  son  un  mecanismo  ligero  que  ni  está  adherido  á un  edificio  per- 
manentemente, ni  descansa  sobre  pilares  que  tengan  su  cimiento  en  el 
terreno,  aunque  descansen  sobre  él,  se  consideran  bienes  muebles  por  su 
naturaleza,  aunque  por  su  destino  puedan  adquirir  la  consideración  de  in- 
mue  es,  como  muy  pronto  manifestarémos.  Así  lo  dijeron  ya  las  leyes  de 


(a)  Art.  til. 
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Partida:  Olivar  ó campo  ó viña  ó huerta  vendiendo  un  orne  á otro,  en  que 
ouiesse  lagar,  ó xahariz  ó molino  de  acepte,  ú otra  cosa  apartada  (palabra 
que  según  Gregorio  López  quiere  decir  mueble,  que  puede  separarse),  que 
fuesse  para  alfolí,  ó para  bodega,  en  que  ouiesse  tinajas  para  encerrar 
vino,  ninguna  de  estas  cosas  sobredichas  se  entiende  que  entran  en  la 
compra  (a),  ó lo  que  es  lo  mismo,  que  no  se  consideran  bienes  inmuebles  u¡ 
adheridas  á la  linca  de  modo  que  sean  una  parte  integrante  de  ella,  sino  que 
conservan  su  carácter  de  bienes  muebles,  que  es  el  que  por  su  índole  na- 
tural les  corresponde. ¡ 

Pero  es  muy  frecuente  que  tanto  estas  cosas  como  otras  que  por  su  na- 
turaleza tienen  el  carácter  de  muebles,  por  el  uso  perpetuo,  ó permanente 
al  menos  á que  se  las  destina,  adhiriéndolas  á otras  inmuebles  y haciendo 
que  formen  con  ellas  un  solo  todo,  adquieran  el  carácter  y condición  de 
inmuebles.  No  es  tampoco  esta  doctrina  nueva,  ni  importada  la  teoría  del 
Código  Napoleón , por  lo  que  hace  al  modo  de  esponerla,  como  con  sobrada 
ligereza  suponen  algunos:  está  también  en  las  leyes  de  Partidas  bien  for- 
mulada la  idea,  y no  con  menos  claridad  que  en  los  códigos  modernos. 
Después  de  las  palabras  que  acabamos  de  trascribir  en  que  se  dice  que 

cierta  clase  de  bienes  son  muebles,  añaden  las  siguientes:  fueras  ende 

si  estas  cosas  atales  (habla  de  los  jaraíces,  molinos  de  aceite  y otras  cosas 
muebles)  fuessen  señaladamente  puestas,  para  coger  é aliñar  el  fruto  de 
aquella  casa , ó heredamiento  que  se  vende  (b). 

Se  conforma  con  esto  la  Ley  hipotecaria,  al  decir,  como  mas  adelante 
verémos  ( c ),  que  el  derecho  de  hipoteca  se  esliendo,  aun  sin  mención  algu- 
na en  el  contrato  con  tal  que  pertenezcan  al  propietario,  á los  objetos 
muebles  colocados  permanentemente  en  un  ediíicio,  bien  para  su  adorno  ó 
comodidad,  ó bien  para  el  servicio  de  alguna  industria,  aunque  su  coloca- 
ción se  haya  verificado  después  de  constituida  la  hipoteca,  y esto  sin  duda  lo 
hace  la  ley  considerando  que  los  muebles  por  la  accesión  se  convirtieron  en 
inmuebles,  porque  solo  sobre  esta  clase  de  bienes  puede  constituirse  hipo- 
teca. Cuando  tratemos  de  esta  disposición  completaremos  en  su  comentario 
lo  que  aquí  indicamos. 

De  lo  dicho  se  infiere  que  deben  considerarse  como  bienes  inmuebles  los 
graneros  de  madera  (alfolíes  de  madera  para  pan,  dicen  las  Partidas)  que 
están  adheridos  á la  finca,  ó que  son  tan  grandes  que  no  se  pueden  mover, 
las  tinajas  de  aceite  y de  vino  que  están  empotradas  ó soterradas  (d) , las 
maquinas  destinadas  al  aprovechamiento  de  una  heredad  y las  estatuas  co- 
locadas en  nichos : pero  por  el  contrario  cuando  estas  cosas  no  están  unidas 

(a)  Ley  34 , tit.  V,  Part.  V. 

(i b ) La  "misma  ley  31. 

(c)  Art.  1H. 

( d ) Ley  29,  tít.  V de  la  Partida  V. 
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á los  edificios  y de  modo  que  puedan  considerarse  un  solo  todo  con  ellos, 
conservan  su  naturaleza  ordinaria  de  muebles  , assi  como  los  almarios , é 
las  cubas,  é las  tinajas  que  no  estuviessen  soterradas  é otras  cosas  seme- 
jantes (a).  ' , . , , . 

No  nos  parece  ocioso  advertir  aquí  que  ni  la  pesca  de  los  estanques  que 

están  en  fuente  ó en  alberca,  ni  las  gallinas  y las  aves  que  se  crian  en  las 
heredades,  ni  los  viveros  de  animales,  se  consideran  como  bienes  inmue- 
bles, v por  lo  tanto  , tampoco  las  colmenas.  Nuestro  derecho  actual  no  lo 
permite,  y tiene  por  el  contrario  disposición  espresa  en  que  los  considera 
muebles  (h).  No  haríamos  esta  observación,  si  no  viéramos  en  el  proyecto 
del  Código  civil  que  los  viveros  de  animales  se  consideran  como  inmuebles; 
esta  innovación  está  tomada  del  Código  Napoleón,  que  en  ello  se  separó 
del  derecho  romano,  quedecia:  Pisces  autem  qui  sunt  in  piscina,  non  sunt 
cedium(c).  Los  franceses,  en  la  formación  de  su  Código,  tuvieron  en 
cuenta  la  costumbre  de  París  sostenida  por  algunos  jurisconsultos  que  opi- 
naban que  la  ley  romana  no  debía  observarse  cuando  los  viveros  eran  para 
multiplicación  de  la  pesca,  sino  cuando  tenían  por  objeto  custodiarla.  Pero 
dejando  aparte  la  cuestión  de  derecho  constituyente  y si  convendrá  ó no  en 
su  dia  hacer  acerca  de  este  punto  alguna  reforma  en  nuestro  derecho,  es 
innegable  que  hoy  los  viveros  de  los  animales  no  se  consideran  bienes  in- 
muebles, sino  muebles. 

Pero  las  cosas  muebles,  que  siendo  inmuebles  antes  por  formar  parte  de 
un  edificio,  han  sido  separadas  de  éste  para  arreglarlas  y volverlas  á colocar, 
conservan  el  carácter  de  inmuebles , á diferencia  de  aquellas  que  nunca  se 
han  empleado,  aunque  estuvieran  ya  dispuestas  para  formar  parte  de  los 
bienes  inmuebles.  Una  ley  de  Partida  (d)  dice  á este  propósito:  Otrossi  de- 
zimos que  si  un  orne  vendiesse  á otro  alguna  viña  ó parral , que  ouiesse  me- 
nester palos,  para  alzar  las  vides:  ca  maguer  el  vendedor  los  tuuiesse  taja- 
dos ó comprados,  si  non  los  ouiesse  aun  metidos  que  nos  se  entiende  que  en- 
traron en  la  compra.  Mas  si  los  ouiesse  metidos  una  vez  maguer  los  tirasse 
ende  después,  para  tomarlos  y otro  año,  estonce  serian  del  comprador.  Lo 
<[iie  la  ley  dice  de  los  palos,  es  por  igualdad  de  razón  aplicable  á las  rejas, 
vigns,  puertas  y estatuas. 

Esta  diferencia  entre  los  bienes  que  siendo  por  su  naturaleza  muebles, 
se  haccu  inmuebles  por  razón  de  la  cosa  á que  están  adheridas  ó destina- 
das, es  aquí  de  la  mayor  importancia  para  conocer  si  están  ó no  comprendí 

das  en  la  enajenación  ó cu  la  hipoteca  con  que  esté  gravada  la  finca  en  que 
se  hallan. 

(«)  Dicha  ley  •>!). 

(c)  A¡í.: m1  "li8ln0  Ulnl°y Parti,la- 

(d)  Ley  31  antes  citada  del  tít.  V de  la  Partida  V. 
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Lo  que  hemos  dicho  respecto  á la  división  de  bienes  muebles  é inmue- 
bles, se  refiere  solo  á las  cosas  corporales,  consideradas,  ya  con  relación 
á su  naturaleza  misma,  ya  tomando  en  cuenta  las  cosas  á que  se  adhieren. 
Pero  no  seria  completa  esta  materia  si  no  añadiéramos  algunas  palabras 
respecto  á los  derechos  ó cosas  incorporales,  los  cuales,  ni  por  su  natura- 
leza, ni  por  su  destino,  pueden  pertenecer  á las  muebles  ni  á las  inmuebles. 
El  principio  de  derecho  universal  que  domina  sobre  esta  materia  es  que  los 
derechos  siguen  la  uaturalcza  del  objeto  sobre  que  recaen  ó á que  se  aplican 
para  ser  calificados  de  una  ó de  otra  manera.  Consecuencia  es  de  esto  que 
todas  las  servidumbres  reales,  como  que  solo  existen  sobre  cosas  inmue- 
bles, esto  es,  sobre  fincas  rústicas  ó sobre  edificios , se  consideran  como  in- 
muebles. Lo  mismo  sucede  cu  la  servidumbre  de  usufructo  cuando  recae 
sobre  bienes  inmuebles,  pero  no  cuando  está  constituido  sobre  una  cosa 
mueble:  la  habitación  por  el  contrario  siempre  se  considera  como  inmueble. 

Respecto  á las  acciones  que  mas  que  derechos  son  los  medios  de  hacer- 
los efectivos,  es  aplicable  también  la  regla  de  que  cuando  se  refieren  á de- 
rechos e n cosas  inmuebles,  son  inmuebles,  pero  no  cuando  tienen  por  obje- 
to hacer  valer  el  derecho  en  cosas  muebles,  ó el  derecho  d cosas  inmuebles. 
En  el  comentario  al  artículo  2 o de  este  Ley  (a)  hemos  anticipado,  porque 
así  lo  exigía  una  cuestión  allí  promovida,  la  esplicacion  de  esta  materia. 

2.  Para  los  efectos  de  esta  Ley.— Siempre  que  la  Ley  hipotecaria  refor- 
ma el  derecho  civil  existente , se  limita  á lo  que  mas  ó menos  inmediata  re- 
lación tiene  con  las  materias  que  son  su  objeto.  Esto  que  siempre  se  so- 
breentiende en  la  Ley,  se  dice  aquí  terminantemente  respecto  á los  oficios 
públicos  enajenados  de  la  Corona,  á las  inscripciones  de  la  deuda  publica 
y á las  acciones  de  bancos  y compañías  mercantiles  aunque  sean  nomina- 
tivas. 

Llamamos  aquí  la  atención  acerca  de  lo  que  hemos  dicho  al  comentar 
las  palabras  bienes  inmuebles  de  este  mismo  artículo,  que  aunque  por  dere- 
cho común  los  frutos  son  muebles  tan  luego  como  están  separados  de  la 
tierra,  árbol  ó planta  á que  estaban  adheridos  para  los  electos  de  la  Ley 
hipotecaria,  no  basta  que  estén  separados  y cogidos,  sino  además  que  es- 
tén levantados  ó almacenados. 

o.  Oficios  públicos  enajenados  de  la  Corona. — No  cabe  en  los  límites  de 
esta  obra  hacer  una  sucinta  reseña  histórica  de  la  desmembración  de  estos  ofi- 
cios, ni  esponer  el  grave  error  que  se  cometió  al  enajenar  lo  que  sin  desdoro 
del  poder  público  no  podía  salir  de  sus  manos,  ni  narrar  los  absurdos  que 
en  el  orden  político,  civil  y económico  resultaron  de  estas  ventas  tan  funes- 
tas. Algunas  indicaciones  hemos  hecho  acerca  de  la  materia  en  la  Intro- 
ducción histórica  que  está  al  frente  de  la  obra.  Aquí  solo  dirémos,  que,  desde 


(a)  I'ág.  260. 
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qae  dichos  oficios  entraron  en  el  patrimonio  de  los  particulares,  se  conside- 
raron siempre  como  bienes  inmuebles,  al  principio  por  una  costumbre  ge- 
neral ' v después  por  ley.  Esta  ley  que  es  la  pragmática  de  D.  Garlos  III  de 
1768  (a)  de  que  tan  repetidamente  hemos  hecho  y coutinuarémos  haciendo 
mención  en  nuestra  obra,  no  hizo  mas  que  elevar  á derecho  escrito  el  con- 
suetudinario, cuando  declaró  que  por  bienes  raíces  uo  solo  se  comprendían 
las  heredades  y otros  inherentes  al  suelo,  sino  tambicu  los  censos,  oíieios 
(palabra  que  se  refiere  evidentemente  á los  enajenados  de  la  Corona) 
v otros  derechos  perpetuos , reconociendo  que  eran  capaces  de  grava- 
men é hipoteca.  La  tendencia  de  nuestra  época  es  muy  diferente;  se  con- 
sidera como  una  necesidad  que  vuelvan  al  Estado  los  oficios  que  jamás  de- 
bían haber  sido  propiedad  particular;  ya  muchos  hau  sido  reincoporados:  los 
dueños  de  bastantes  han  sido  indemnizados,  y todo  hace  creer  que  no 
está  lejano  e!  día  en  que  queden  absolutamente  suprimidos,  completándose 
así  esta  gran  reforma,  que  no  es  de  las  menos  útiles  efectuadas  en  el  ac- 
tual reinado. 

La  Comisión  que  redactó  el  proyecto  de  Código  civil  (a),  siguiendo  el  ejem- 
plo de  otras  naciones,  y lo  que  en  el  nuestro  se  hallaba  establecido,  creyó 
que  debía  dar  el  carácter  de  inmuebles  á estos  oficios  públicos  enajenados.  La 
de  Codificación  que  formuló  el  proyecto  de  la  Ley  hipotecaria,  al  separarse 
de  precedente  tan  autorizado,  uo  se  creyó  escusada  de  manifestar  las  razo- 
nes en  que  se  fundaba.  lié  aquí  lo  que  dijo:  «Sabido  es  que  los  oficios  públi- 
cos enajenados  de  la  Corona  se  equiparaban  en  la  práctica  á los  bienes  rai- 
»ccs,  que  sobre  ellos  se  imponían  censos,  y que  se  los  gravaba  con  hipote- 
ccas, a ciencia  y paciencia  del  legislador.  Esto,  que  en  los  tiempos  en  que 
«dominaban  otras  ¡deas,  no  parecía  estrano,  en  la  actualidad  seria  un  ana- 
cronismo. Cuando  está  universalmente  reconocida  la  necesidad  de  que  vuel- 
»van  al  Estado  todos  los  oficios  públicos;  cuando  ya  muchos  de  estos  oficios 
»han  revertido  á él;  cuando  para  la  supresión  de  otros  pende  solo  la  cues- 
tión del  modo  de  indemnizará  sus  dueños;  cuando  ya  hay  presentados  á las 
»(. orles  proyectos  de  ley  proponiendo  la  reversión  de  los  que  aun  subsis- 
ten, no  parece  propio  de  una  ley  nueva  dar  cabida  á abusos  injustificables, 
«que  partían  de  la  ficción  de  que  el  desempeño  de  un  oficio  público  era 
» igual  al  derecho  de  propiedad  en  una  finca,  y que  debia  ser  igualado  á él 
en  los  efectos:  unida  esta  consideración  á la  conveniencia  de  no  aumentar 
»las  dificultades  para  la  reversión  de  estos  oficios  á la  Corona,  de  la  que  con 
«tanto  perjuicio  del  país  fueron  desmembrados,  ha  movido  á la  Comisión  á 
»jn oponer  quepaia  los  efectos  de  la  ley  no  se  consideren  tales  oficios  como 

No  presumimos  que  haya  hoy  quien  desconociendo  la  importancia  de 
(a)  Núm.  4 de  la  ley  3,  til.  XVI,  lib.  de  la  Nov.  Reo. 
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eslas  consideraciones,  deje  de  comprender  la  conveniencia  de  que  desen- 
tendiéndose la  ley  de  las  prácticas  antiguas,  de  la  pragmática  de  4 768,  de 
lo  que  ha  venido  considerándose  hasta  ahora,  y del  ejemplo  que  daba  algu- 
na legislación  eslranjera,  se  haya  procurado  apresurar  el  dia  en  que  que 
den  reincorporados  al  Estado  todos  los  oficios  públicos. 

4.  Las  inscripciones  de  la  Deuda  pública. — La  Comisión  de  Codificación 
lia  fundado  la  declaración  que  hizo  respecto  á las  inscripciones  de  la  Deuda 
pública,  acciones  de  bancos  y compañías  mercantiles  en  su  Esposicion  de 
Motivos  de  esta  manera: 

«Menor  dificultad  se  presenta  respecto  de  las  inscripciones  de  la  Deuda 
«pública,  acciones  de  bancos  y de  compañías  mercantiles.  Desde  luego 
«aparece  que  cuando  estos  títulos  ó acciones  son  al  portador,  no  pueden 
«ser  objeto  de  inscripción,  porque  tampoco  lo  son  de  endoso:  en  el  terreno 
»del  derecho  constituyente,  parece  que  debe  reputarse  como  dueño  el  que 
» las  posee  y presenta,  si  las  ha  adquirido  en  forma  legal,  y su  carácter  dis- 
itintivo  está  en  que  inmediatamente  que  se  adquiera  su  propiedad,  quede 
«prescrita  de  derecho,  impidiendo  que  sobre  ella  pueda  reclamarse.  Los  lí- 
ilulos  ó acciones  nominativas  no  están  á la  verdad  en  el  mismo  caso;  solo 
«el  que  legítimamente  las  adquiere  del  que  es  su  dueño,  tiene  el  verdadero 
«dominio  che  ellas;  y como  á veces  son  la  representación  de  derechos  en 
«bienes  inmuebles,  podría  dudarse  si  realmente  les  correspondía  esta  clasi- 
ficación. La  Comisión  ha  creído  que  la  índole  de  las  sociedades,  por  accio- 
»nes  se  opone  á darles  semejante  carácter;  cualesquiera  que  sean  los  cbje- 
fos  de  las  asociaciones,  el  carácter  comercial  prevalece  en  ellas:  aglome- 
«rar  las  formalidades  para  su  trasmisión  es  desnaturalizarlas.  Podrán  po- 
»seer  bienes  inmuebles;  pero  aunque  por  ser  estos  de  la  sociedad  son  de 
«todos  los  socios  en  común,  no  puede  en  rigor  decirse  que  están  representa- 
idos  por  las  acciones;  las  acciones  solo  representan  una  parte  alícuota  de 
«todo  el  capital  social,  sin  determinación  de  los  bienes  en  que  consiste,  ya 
«sean  raíces,  ya  muebles,  ya  cosas  incorporales.» 

De  estas  palabras  de  ia  Comision  aparecen  claramente  los  poderosos  mo- 
tivos que  hubo  para  hacer  esta  declaración  acerca  á las  inscripciones  de  la 
Deuda  pública,  acciones  de  bancos  y compañías  mercantiles:  no  necesita- 
mos añadir  mas  acerca  de  este  punto. 

Respecto  á las  inscripciones  de  la  Deuda  publica,  había  motivos  espe- 
ciales que  aconsejabau  hacer  esta  declaración.  Conocido  es  que  desde  el 
tiempo  de  los  Reyes  Católicos  comenzaron  entre  nosotros  á introdu- 
cirse los  juros,  llamados  así  porque  eran  unas  concesiones  que  obte- 
nían por  juro  de  heredad  los  que  ofrecían  voluntariamente  caudales  al  Es- 
tado á censo  abierto  , pagaderos  sobre  los  productos  que  daban  las  rentas 
de  la  Corona,  asegurando  su  cumplimiento  con  el  sagrado  de  la  palabra 
Real : eran  una  especie  de  censos  sobre  las  rentas  del  Estado,  y á su  pago 
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solían  en  un  principio  consignarse  rentas  especiales.  Hernando  Pulgar,  des- 
pués de  manifestar  los  motivos  que  tuvo  Dona  Isabel  para  acudir  á este 
medio  como  un  recurso  indispensable  si  había  de  atender  á las  grandes  nece- 
sidades que  ocasionaron  las  gloriosas  empresas  militares  de  su  reinado,  dice 
áeste  propósito:  «E  destos  maravedises  que  á este  precio  compraron  mu- 
chas personas  de  sus  regnos,  los  mandaron  dar  sus  privilegios,  para  que 
«les  fuesen  situados  en  cualesquiera  renta  de  lascibdades,  villas  é lugares  de 
»sus  reinos,  para  que  los  hoviesen  é llevasen  todos  los  años  fasta  que  les 
•mandaren  volver  las  cuantías  de  maravedís  que  por  ellos  dieron. » No  es  de 
nuestro  propósito  examinar  aquí  los  abusos  á que  durante  la  dinastía  aus- 
tríaca llevó  á los  gobernantes  la  facilidad  que  por  algún  tiempo  les  dió  este 
medio  de  proporcionarse  fondos,  ni  las  vicisitudes  Ristres  de  los  juros:  á 
nuestro  propósito  basta  decir  que  se  consideraron  como  derechos  reales,  que 
nuestros  jurisconsultos  los  calificaban  como  censos  consignalivos,  que  les 
aplicaban  las  reglas  de  estos,  que  lo  mismo  hicieron  las  leyes  igualando 
las  pensiones  de  unos  y otros  guardando  relación  con  el  capital  ó precio 
por  que  se  constituían  (a),  que  cuando  se  hizo  la  reducción  de  las  pensiones 
fueron  comprendidos  todos  de  la  misma  manera  (ó),  que  con  unos  y con 
otros,  igualmente  que  con  los  bienes  raíces  podia  fundarse  mayorazgos  (c), 
y que  la  única  diferencia  que  se  consideraba  existir  entre  ellos,  era  la  de  no 
pagarse  en  los  juros  la  alcabala  que  por  la  venta  de  los  censos  debia  satisfa- 
cerse. Por  esta  semejanza  y casi  identidad  entre  los  censos  y los  juros,  no  es 
estraño  que  se  reputaran  los  juros  como  bienes  inmuebles , pues  que 
solo  sobre  estos  podían  imponerse  los  censos,  porque  en  España  pre- 
valecieron de  hecho  las  Extravagantes  de  Martin  V y Calisto  III  que  así  lo 
disponían.  Y de  notar  es  que  dios  bienes  inmuebles,  para  este  efecto,  equi- 
paraban nuestros  jurisconsultos,  no  solo  los  que  consistían  en  el  suelo  y las 
cosas  adheridas  á él,  como  los  derechos  de  pastos,  pesca,  percepción  de 
diezmos  y otros  semejantes,  sino  también  algunos  que  no  tenían  relación 
alguna  inmediata  con  la  tierra,  como  eran  los  propios  de  los  pueblos,  las 
cajas  de  algunas  comunidades  y las  de  los  gremios  de  artesanos. 

Estos  precedentes,  el  haberse  llamado  censos'en  una  ley  á las  imposi- 
ciones que  se  hacían  sobre  la  renta  del  tabaco  (d)  en  la  que  constituyó 
una  hipoteca  especial  ( e ),  la  consignación  del  caudal  sobrante  de  la  caja  ge- 
neral de  juros  como  hipoteca  efectiva  del  fondo  lijo  anual  'de  cuatro  millo- 
nes queso  creó  por  Real  decreto  de  i.°  de  noviembre  de  1769,  natural- 
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mente  debieron  contribuir  á hacer  que  las  imposiciones  sobre  los  fondos  del 
Estado  se  consideraran  como  bienes  inmuebles. 

. Pero  todo  esto  era  hoy  insostenible:  la  Deuda  pública  que  está  puesta 
bajo  la  salvaguardia  especial  de  la  Nación,  como  lo  proclama  la  Constitución 
de  la  monarquía  (a),  no  se  . halla  garantida  en  particular  por  una  ú otra  renta, 
por  una  ú otra  contribución,  sino  con  todos  los  recursos  del  Estado  y mas 
con  el  patriotismo  y buena  te  que  en  medio  de  sus  desgracias  han  ma- 
nifestado siempre  los  españoles.  Pero  aunque  así  no  fuera , nunca  las 
rentas  .públicas  podrían  hoy  considerarse  como  bienes  inmuebles  para  el 
efecto  de  las  hipotecas,  porque  sobre  ser  una  ficción  legal  que  no  ten- 
dría términos  hábiles,  no  se  comprende  cómo  pudieran  llevarse  á los  re- 
gistros, ni  qué  efecto  podrían  en  ellos  producir  unas  inscripciones  en  que 
el  Estado  deudor  es  árbitro  de  legislar  todo  lo  que  estime  conveniente  á 
los  intereses  públicos , y mucho  más  si  se  tiene  en  cuenta  que  este  no 
puede  ser  ejecutado  por  sus  deudas.  Tal  vez  se  dirá  que  para  subsanar  los 
perjuicios  de  un  tercero,  que  es  el  ebjeto  principal  de  la  Ley  hipotecaria, 
evitándose  en  algunos  casos  estelionatos  y fraudes.  Desde  luego  se  cono- 
cerá que  esto  seria  siempre  imposible  en  las  inscripciones  de  la  deuda  pú- 
blica al  portador,  pero  aun  respecto  á las  nominativas,  nada  hay  que  acon- 
seje separarse  de  los  principios  del  derecho  común  que  no  estiende  á las 
cosas  muebles  lo  que  por  razones  especiales  y poderosísimas  solo  con- 
cede á las  inmuebles , á lo  que  se  agrega  que  las  trabas,  y las  dificultades 
opuestas  á la  circulación  libre,  fácil  y espedita  de  las  acciones  nominativas, 
serian  un  funestísimo  mal  para  el  comercio,  y una  dificultad  de  todos  los 
momentos  en  la  vida  civil  de  los  pueblos,  y en  el  caso  de  que  tratamos  un 
gran  perjuicio  para  el  crédito  público  que  está  muy  interesado  en  el  espe- 
dito  movimiento  de  sus  valores.  Por  otros  medios  mas  sencillos  y menos 
complicados  y dispendiosos  se  consigue  el  mismo  objeto. 

A estas  consideraciones  debemos  añadir , respecto  á las  inscripciones 
al  portador,  otra  muy  importante  que  se  funda  en  una  ley  posterior  á la 
publicación  déla  hipotecaria.  Esta  ley  es  de  30  de  marzo  de  1861 , que  en 
su  art.  4.°  declara  que  no  están  sujetos  á reivindicación  los  efectos  al 
portador  espedidos  por  el  Estado , ó por  las  corporaciones  administrativas, 
ó por  las  compañías  autorizadas  al  efecto.  En  ella,  teniéndose  en  cuen- 
ta la  naturaleza  de  los  títulos  al  portador,  la  continua  circulación  en  que 
se  hallan,  la  conveniencia  de  no  poner  trabas  á su  rápida  trasmisión,  se 
los  ha  hecho,  si  se  quiere,  mas  muebles  que  las  demás  cosas  muebles ; se 
ha  autorizado  una  prescripción  instantánea,  en  el  acto,  á favor  del  adqui- 
rente *de  buena  fé;  se  ha  introducido  la  presunción  juris , de  que  esta  existe 
siempre  que  se  ha  hecho  la  negociación  en  el  lugar  designado  por  la  ley  y 

(o)  Art.  78. 

TOMO  !, 


44 


TÍTULO  í. 


346 

cón  las  formalidades  que  esta  prescribe:  ¿podría  , pues,  coexistir  con  tal 
disposición  oirá  que  sujetara  á iascnppion  semejantes  efectos? 

Lo  que  en  este  comentario  hemos  dicho  de  la  deuda  del  Estado,  es  por 
¡ruial  razón  aplicable  á ios  efectos  al  portador  que  espiden  las  provincias, 
los  pueblos,  las  corporaciones  administrativas  de  cualquiera  clase  y las  so- 
ciedades autorizadas  para  ello.  Nada  hay  en  la  ley  que  permita  su  inscrip- 
ción ; bástanos  aquí  decir  que  son  bienes  muebles. 

Esta  emisión  de  efectos  es  una  necesidad  de  nuestros  dias,  especialmen- 
te desde  que  los  pueblos  por  la  enajenación  de  sus  propios  no  pueden  acu- 
dir, como  lo  hacían  en  tiempos  antiguos,  á levantar  créditos  sobre  las  fin- 
cas, que  formaban  su  especial  patrimonio  para  construir  obras  públicas  ó 
poder  cubrir  otras  atenciones  municipales,  y que  tienen  que  acudir  al 
crédito  que  les  permita  hacer  en  muy  poco  tiempo  mejoras  que  requerían 
antes  muchos  años. 

o.  Acciones  de  bancos  y compañías  mercantiles.  —En  la  parte  de  la  Espo- 
sicion  de  ¡Motivos  de  la  Ley  hipotecaria,  que  hemos  copiado  al  comentar  las 
palabras  inscripciones  de  la  Deuda  pública,  queda  espueslo  bastantemen- 
te el  fundamento  de  esta  disposición.  Respecto  á las  acciones  de  banco , no 
podrá  menos  de  considerarse  oportuna  cuando  se  recuerde  que  en  el  siglo 
anterior  se  equipararon  por  una  ley  recopilada  (a)  á los  censos  y juros, 
considerando,  que  del  mismo  modo  que  ellos,  podían  ser  base  de  una  dota- 
ción perpétua.  Y aunque  esto  no  era  suficiente  motivo  para  creer  que  la  le- 
gislación los  consideraba  como  bienes  inmuebles,  no  dejaría  de  poder  estra- 
viar  á algunos  hasta  el  punto,  no  ya  de  darles  esta  calidad  , pero  de  igua- 


larlos á ellos,  creyendo  quedebia  reputarse  subsistente  y aplicable  á tales 
bienes  lo  que  estableció  la  pragmática  de  1768  tan  repetidamente  citada  (b), 
respecto  á la  toma  de  razón  de  los  censos,  oficios  y otros  derechos  perpe- 
tuos que  pudieran  admitir  gravamen  ó constituir  hipoteca. 

Respecto  de  las  acciones  de  las  demás  sociedades  mercantiles,  la  Espo- 
sicion  de  Motivos,  en  la  parte  que  dejamos  copiada,  dice  lo  bastante  para  la 
justificación  de  la  Ley.  Añadirémos  solo  que  el  accionista,  por  grande  que 
sea  número  de  sus  acciones,  no  representa  á la  sociedad  aunque  repre- 
sente una  parte  de  su  capital,  que  no  puede  disponer  de  él  en  poca  ni  en 
mucha  cantidad,  sino  del  derecho  que  respectivamente  le  corresponde  con 
arreglo  a las  condiciones,  estatutos  y reglamentes  á que  la  sociedad  esté 
. ujeta,  que  lo  que  puede  trasmitir  y comunicar  es  todo  el  derecho  que  él 
^QC’  ^)Cr<?  (lue  ^stc  no  alcanza  á ninguna  cosa  inmueble  determinada, 
nitiUn.°  ,ase®tas’  ^asta  que  llega  el  dia  de  la  división  y partición  del  ca- 

ílo  h'Vft0*  '1Ue  11  a,»uno  se  le  transfieran  por  un  título  singular,  son 
>0)0  (lo  la  sociedad,  no  privativas  de  ninguno  de  los  socios. 
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Pero  á pesar  de  esto,  como  no  hay  principio,  por  mas  evidente  que  pa- 
rezca, que  no  se  haya  puesto  en  duda  por  la  Administración  en  el  período 
en  que  el  interés  fiscal  vino  á hacerse  árbitro  de  esta  materia,  se  ha  visto 
considerar  como  sujetas  al  registro  de  hipotecas  las  traslaciones  en  propie- 
picdad  ó en  usufructo  de  las  acciones  de  minas  en  productos,  ya  se  consig- 
naran en  escritura  pública  fijando  precio  , ya  por  endoso  sin  fijarlo  , por 
el  hecho  de  sujetarlas  al  pago  de  los  correspondientes  derechos  de  hipote- 
cas (a).  Esta  medida,  á pesar  de  su  trascendencia  notoria,  y de  la  cuestión 
grave  que  resolvía,  y que  mas  que  un  acto  del  Gobierno,  parece  que  debía 
ser  objeto  de  ley  , fué  solo  obra  de  una  Dirección:  mas  apenas  había  pasado 
un  mes  cuando  se  suspendió  su  cumplimiento  por  una  Real  orden  (/>),  que 
se  fundó  en  motivos  de  protección  á la  industria  minera  y en  otras  causas 
transitorias , pero  no  en  la  estrana  anomalía  de  considerar  como  inmuebles 
las  acciones  de  una  sociedad  anónima  , aunque  fueran  nominales , y la  so- 
ciedad tuviera  por  principal  objeto  utilizar  la  propiedad  del  suelo  ó de! 
subsuelo. 

6.  Aunque  sean  nominativas. —De  las  acciones  y títulos  al  portador , ni 
aun  se  concibe  que  pudieran  inscribirse  , porque  no  llevando  nombre  , ni 
siendo  endosables,  no  sería  posible  llevarlas  al  registro,  en  el  que  debe 
aparecer  siempre  la  persona  á quien  pertenece  la  cosa  inscrita,  y ha- 
cerse constar  su  pertenencia.  Respecto  á ellas,  pues,  nunca  podría  haberse 
suscitado  duda:  ésta  se  concibe  mas  fácilmente  en  las  acciones  nominativas 
si  la  Ley  hubiera  guardado  silencio , porque,  según  hemos  espuesto  en  el 
número  5 de  este  comentario  , los  precedentes  en  la  materia  ocasionarían 
tal  vez  la  duda  de  si  deberían  ó no  considerarse  como  derechos  perpetuos 
asimilados  por  nuestra  legislación  durante  algún  tiempo  á los  bienes  inmue- 
bles. 

LEGISLACION  ANTERIOR  A LA  LEY  HIPOTECARIA. 

Novísima,  Recopilación. — Ley  3."*,  tit.  XVI.  Lib.  A.  4.  Y se  previene  que 
por  bienes  raíces  además  de  casas,  heredades  y otros  de  esta  calidad  inherentes  al 
suelo,  se  entienden  también  los  censos,  oficios  y otros  derechos  perpetuos  que 
puedan  admitir  gravamen  ó constituir  hipotecas. 

Circular  de  la  Dirección  general  de  Contribuciones  directas,  Estadística  y lin- 
cas del  Estado  de  9 de  marzo  de  1853. 

1.a  Toda  traslación  de  propiedad  ó en  usufructo  de  acciones  de  minas  en  pro- 
ductos, ya  se  consigne  ó no  en  escritura  pública  fijando  precio , ya  se  verifique  por 
endoso  sin  fijar  precio,  está  sujeta  al  pago  de  los  correspondientes  derechos  de  hi- 
potecas. 


(a)  Circular  de  la  Dirección  general  de  Contribuciones  directa^  , Estadística  y 
Fincas  del  Estado  de  9 de  marzo  de  1833. 

( b ) Real  orden  de  22  de  abril  de  1853. 
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W orden  de  22  de  abril  ie  I8S3— Dispone  que  mientras  que  unu  ley  ospe- 
fíeai°  . f , que  deba  contribuir  la  industria  minera,  se  sus- 

peld"ñ  los  efectos  de  la  circular  de  9 de  mareo  para  todos  los  actos  relativos  á d!- 
cha  industria. 


LEGISLACION  ESTKANJERA. 


Awtri.  -Código  civil.-  Arts.  29o  al  297.  Repúlanse  en  estos  artículos 
muebles  agregados  á inmuebles  los  productos  que  no  han  sido  arrancados  todavía 
del  suelo  los  animales  y los  instrumentos  necesarios  para  el  cultivo,  los  peces  que 
,e  hallan  en  los  estanques,  la  caza  que  hay  en  los  bosques , el  trigo,  la  madera  y 
rodos  los  productos  agrícolas  que  se  hallan  entrojados , pero  solamente  para  las 
necesidades  del  cultivo,  las  construcciones  sobre  casa,  ó fundo  y todo  lo  fabrica- 
do ó destinado  en  ellos  al  uso  continuo  como  los  cubos,  la  cadena  de  un  pozo,  etc. 

Art.  229.  Los  créditos  hipotecarios  no  son  considerados  como  bienes  in- 
muebles. 

Breme  (Ciudad  libue  de ).— Ordenanza  de  \ .°  de  mayo  de  1834  sobre  las  he- 
rencias é hipotecas. 

Art.  7.°  Son  considerados  como  inmuebles  el  derecho  señorial,  el  del  colono, 
los  reales  sobre  fincas  divididas,  y los  molinos  de  agua  y viento. 

Bolí vía . — Código  civil. — Art.  423.  Son  muebles  por  determinación  de  la  ley 
las  obligaciones  y acciones  que  tengan  por  objeto  sumas  en  dinero  ú otros  efectos 
muebles,  pagaderas  á la  vista  ó á término , los  fondos,  rentas,  y derechos  entre 
los  asociados  y también  sobre  los  inmuebles  que  dependan  de  empresas,  y las  ren_ 
tas  perpetuas  ó por  vida,  ya  sean  sobre  el  Estado  ó sobre  los  particulares. 

Cerdeña. — Código  civil. — Art.  407.  Serán  reputadas  como  inmuebles  las  pla- 
zas de  procuradores,  los  oficios  de  escribanos  y otros  todavía  existentes  que  son 
objeto  de  una  propiedad  privada. 

Art.  410.  Es  el  529  del  Código  Napoleón  que  en  su  lugar  transcribimos. 

Dos-Sioilía». — Código  civil. — Art.  452.  Como  el  529  del  Código  Napoleón  que 
á continuación  transcribimos. 


Francia. — Código  Napoleón. — Art.  529.  Son  muebles,  por  determinación  de 
la  ley,  las  obligaciones  y acciones  que  tienen  por  objeto  sumas  exigibles  ó efectos 
muebles;  las  acciones  ó intereses  de  las  compañías  de  asientos  de  rentas  públicas, 
de  comercio  ó de  industria,  aunque  estas  compañías  posean  bienes  inmuebles. 
Estas  acciones  é intereses  son  reputadas  muebles  con  relación  á cada  asociado,  so- 
lamente mientras  dura  la  sociedad. 


Son  también  muebles  por  determinación  de  la  ley,  las  rentas  perpetuas  ó do 
por  vida,  ya  sean  sobre  el  Estado,  ya  sobre  los  particulares. 

Decreto  imperial  de  16  de  junio  de  1808. — Art.  4.°  Las  acciones  del  Banco 

c rancia,  muebles  por  determinación  de  la  ley , pueden  ser  inmuebles  por  una 
declaración  del  propietario. 


o an  a — ■ odigo  civil. — Art.  567.  Son  considerados  también  como  muebles, 

lihrn  0°° 108  Srr  6 a I)e'lu*a  P&blica , ya  consistan  en  inscripciones  sobre  el  gran 
en  cer  1 ica  os  de  reconocimiento,  obligaciones  ú otros  efectos  públicos» 
i como  os  cupones  ó títulos  de  rentas,  y las  acciones  ó cupones  de  obligado- 
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lies  de  cualquiera  otra  especie  de  empréstitos  que  hayan  sido  contratados  por  las 
potencias  estranjeras. 

Mas  Jónicas.  Código  civil. — Art.  466.  Es  el  529  del  Código  Napoleón  que  en 
su  lugar  queda  copiado. 

Lucerna.  Ley  hipotecaria. — i ,°  Se  comprenderán  bajo  la  denominación  de 
inmuebles,  las  lincas  que  consistan  en  tierras  y edificios  dé  cualquiera  especie,  con 
sus  dependencias  y todos  sus  accesorios. 

Luisiana .—Código  civil.— Su  art.  466  es  el  529  del  Código  Napoleón. 

Paroia,  Plasencia  y Guastalla. —Código  civil.—  Su  art.  354  y 353  copian  el  529 
del  Código  Napoleón. 

Rusia  .—Código  civil.—  Art.  370.  Son  bienes  muebles  el  dinero,  las  obliga- 
ciones, las  letras  de  cambio,  los  títulos  hipotecarios  y las  acciones  de  cualquiera 
otra  especie. 

Toscana. — Motu  proprio  de  2 de  mayo  de  1836.— Art.  4.  Son  considerados 
como  bienes  inmuebles  para  los  efectos  de  esta  ley: 

1 . °  Los  bienes  territoriales  y los  productos  de  ellos  que  no  hayan  sido  separados 
del  suelo,  las  lubricas  y construcciones,  las  dependencias  y los  muebles  y efectos 
mobiliarios  que  se  hacen  inmuebles  por  su  destino,  mientras  que  conservan  este, 
carácter. 

2. °  El  usufructo. 

3. °  La  propiedad  directa  y el  interés  de  las  renta  y arrendamientos  á largo 
término. 

Art.  5.°  Todos  los  demás  bienes  deben  ser  considerados  como  muebles. 

Valais. — Código  civil. — Su  artículo  361  es  el  mismo  que  el  529  del  Código  Na- 
poleón. 

Vaud. — Código  civil. — El  art.  333  es  igual  al  529  del  Código  Napoleón. 

Con  solo  echar  una  rápida  ojeada  sobre  los  testos  de  las  legislaciones  es- 
tranjeras que  acabamos  de  transcribir,  aparece  que  la  mayor  parte  de  los  Es- 
tados, doce  de  quince,  comprenden  en  sus  respectivos  códigos  civiles  to- 
do lo  que  á la  división  de  bienes  muebles  é inmuebles  y á la  calificación  de 
cada  uua  de  estas  clases  hace  referencia.  Aun  los  que  tienen  leyes  especia- 
les de  hipotecas  ó de  derechos  reales  en  las  cosas  inmuebles,  se  arreglan 
por  punto  general  á lo  que  en  su  respectivo  Código  civil  se  halla  estable- 
cido. Y con  razón,  porque  la  división  y calificación  de  estos  bienes  no  se 
limitan  á las  hipotecas  ni  á la  trasmisión  del  dominio  ó de  los  derechos  rea- 
les en  de  las  cosas  inmuebles,  por  mas  que  estén  íntimamente  enlazadas  con 
estas  materias,  sino  que  tienen  una  estension  mucho  mayor , y continuas 
aplicaciones  en  otros  puntos  del  derecho  civil. 

Los  pueblos  mismos  que  al  formular  leyes  especiales  de  hipotecas,  han 
creído  que  debian  hacer  alguna  ampliación  ó restricción  á lo  que  en  sus  le- 
ves  civiles  generales  habían  establecido  respecto  á la  clasificación  de  ios  bie- 
nes muebles  é inmuebles,  se  han  limitado  solamente  á algunas  declaracio- 
nes acerca  de  la  materia  objeto  de  su  ley  especial , como  puede  observarse 
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respecto  de  la  ciudad  libre  de  Breme  y del  Gran  Ducado  de  Toscana.  Esto  es 
lo  mismo  que  ha  hecho  nuestra  Ley  hipotecaria;  partiendo  del  derecho  que 
tiene  su  sanción  en  nuestros  códigos , aceptándolo  por  regla  general  tal 
como  se  halla  escrito,  añade  algunas  reformas  y aclaraciones  en  los  puutos 
en  que  los  antiguos  principios  no  eran  aplicables  por  la  diversidad  de  las 
ideas  hoy  dominantes,  o que  necesitaban  esplicacion  para  Pitarque  la  Ley 
hipotecaria  fuera  interpretada  de  diversos  modos,  lo  que  daría  por  resul- 
tado la  falta  de  unidad  eu  la  jurisprudencia.  En  el  cantón  suizo  de  Lucer 
na  la  deíinicion  de  bienes  inmuebles,  que  dá  la  ley,  tiene  sin  duda  un  ca- 
rácter general  y no  limitado  á la  materia  hipotecaria,  pero  esto  se  esplica 
perfectamente,  teniendo  en  cuenta  que  la  ley  especial  se  publicó  en  9 de 
’ octubre  de  1851  con  antelación  al  Código  civil,  que  fué  saliendo  por  par- 
tes, la  primera,  en  22  del  mismo  mes  y año,  y la  última  en  24  de  octubre 
siguiente;  mas  auoque  en  él  se  trata  de  la  prenda  de  las  cosas  muebles 
dadas  en  garantía,  nada  se  dice  de  lo  que  concierne  á las  hipotecas. 

Si  ahora  nos  lijamos  en  cada  una  de  las  cosas  que  nuestra  Ley  declara 
que  no  se  consideren  como  inmuebles,  encontramos,  respecto  á los  oficios 
enajenados  de  la  Corona,  que  nos  hemos  separado  de  lo  que  estableció  el 
Código  sardo,  que,  como  los  redactores  de  nuestro  Proyecto  de  Código  ci- 
vil, se  decidió  por  no  separarse  de  lo  que  venia  allí  tradicionalmente  admi- 
tido. Ya  quedan  espuestas  las  poderosas  razones  que  justiíican  entre  noso- 
tros la  innovación. 

Respecto  á las  acciones  de  banco,  no  conocemos  ninguna  legislación 
eslranjera  que  las  considere  como  inmuebles,  y por  el  contrario,  Holanda 
y Francia  declaran  como  nuestra  ley,  que  son  muebles,  si  bien  esta  última 
nación  permite  por  razones  especiales,  que  las  acciones  del  Banco  de 
Francia,  muebles  por  determinación  de  la  ley,  puedan  convertirse  en  in- 
muebles por  un  acto  de  la  voluntad  del  dueño  en  cuyo  caso  son  hipóte- 
cables  (a),  y del  mismo  modo  autoriza  que  se  inmovilicen  las  rentas  sobre 
el  Estado  {b)  y las  acciones  de  los  canales  que  corresponden  al  dominio 
público  (c),  pero  solo  para  el  efecto  de  formar  parte  de  un  mayorazgo. 

Respecto  á las  acciones  de  las  demás  sociedades  mercantiles,  las  legis- 
laciones sestranjeras  están  en  perfecto  acuerdo  con  la  nuestra. 

j?)  ,Art-  2.°  del  decreto  de  2 de  enero  de  1808. 

i { Art.s.  J;°y  3.°  del  decreto  de  l.°  de  marzo  de  1808. 

Mi.  34  del  decreto  de  3 de  marzo  de  1810. 


Í)É!  LOS  TÍTULOS  SUJETOS  A ÍNSC&ÍPCÍOÑ. 


3S( 


TÉXTO  DE  LA  LEY. 

Art.  5.°  También  se  ins- 
cribirán en  el  registro  los  do- 
cumentos ó títulos  espresados 
en  el  art.  2.°  (1),  otorgados 
en  país  estranjero  (2),  que 
tengan  fuerza  en  España , con 
arreglo  á las  leyes  (3) , y las 
ejecutorias  de  la  clase  indica- 
da en  el  núm.  4."  del  mismo 
artículo  (4),  pronunciadas  por 
tribunales  estranieros,  á que 
deba  darse  cumplimiento  en  el 
reino  (5),  con  arreglo  á la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil  (6). 


TEXTO  DEL  REGLAMENTO. 

Art.  9.*  Los  documentos  otorga- 
dos en  el  estranjero  no  se  podrán 
inscribir , sino  después  de  ser  oficial  - 
mente  traducidos  por  la  oficina  de  la 
Interpretación  de  lenguas. 

Tampoco  podrán  inscribirse  las 
sentencias  dictadas  en  el  estranjero, 
hasta  que  el  Tribunal  Supremo  de 
Justicia  disponga  su  ejecución,  con- 
forme á lo  determinado  en  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil. 


Conseiiíarlo. 


1.  Espesados  en  el  art.  2.°  Nos  referimos  á lo  que  en  el  art.  2.°  aquí 
citado  se  dispone,  y á las  observaciones  y esplicáciones  que  interpretando 
sus  diversas  partes  hicimos  en  el  comentario. 

2.  Otorgados  en  país  estranjero.  La  Comisión  de  Codificación  , al  es- 
poner  los  Motivos  de  la  Ley  hipotecaria  , dá  los  fundamentos  de  lo  que  se 
reíiere  á la  admisión  al  registro  de  los  documentos  otorgados  en  el  estranjero 
con  mas  estension  de  lo  que  suele  hacerlo  con  otras  disposiciones  que,  como 
ésta,  no  pueden  considerarse  capitales  de  su  obra. 

«Otra  cuestión,  dice,  importante  y nueva  en  nuestra  patria  debia  re- 
«solver  la  Comisión  , á saber:  si  han  de  ser  inscritos  los  documentos  ó títu- 
los otorgados  en  el  estranjero,  que,  á haberse  celebrado  en  España,  es- 
piarían sujetos  á la  inscripción.  No  puede  en  nuestros  dias  el  legislador 
«desentenderse  del  derecho  internacional  privado , que  menos  importante 
»en  otros  tiempos,  hoy  , gracias  al  aumento  de  las  comunicaciones  siempre 
«crecientes  entre  todos  los  pueblos  civilizados , á los  enlaces  de  familias  es- 
«tranjeras  con  nacioriales,  á la  multiplicación  de  las  empresas  industriales 
» v agrícolas,  y al  cosmopolitismo  , si  así  puede  decirse,  de  la  edad  presen- 
»te,  no  debe  pasar  olvidado,  como  tampoco  quedar  en  incierto  los  intere- 
»ses  que  protege.  La  soberanía  del  legislador  está  en  verdad  limitada  por 
«las  fronteras : este  pricipio  , que  no  obsta  á que  los  estranjeros entren,  pa- 
»sen  y se  establezcan  en  el  territorio  de  una  nación  que  no  es  la  suya  , á 
«que  ejerzan  en  ella  su  industria  ó su  comercio,  á que  adquieran  bienes,  y á 
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,aue sucedan  va  en  virtud  de  disposición  testamentaria,  ya  por  llamamien- 
tos de  la  lev/con  subordinación  siempre  á las  restricciones  que  en  cada 
«caso  se  hallan  establecidas  por  las  legislaciones  especiales  de  cada  pueblo, 
>está  limitado  por  razones  de  conveniencia  universal  de  todas  las  nacio- 
nes El  derecho  escrito  es  en  verdad  escaso  por  do  quiera  en  disposiciones 
«referentes á las  personas,  á los  bienes  y actos  de  los  regnícolas  en  el  es- 
h tranjero  y de  ios  eslranjeros  en  el  reino,  pero  motivos  de  utilidad  que  nin- 
guna nación  ha  desconocido,  han  hecho  que  en  cada  Estado  se  dé  á las 
«leves  cstranjeras  efectos  mas  ó menos  estensos,  efectos  que  , escritos  po- 
icas veces  en  las  leyes,  han  venido  á formar,  con  la  repetición  de  actos, 
«la  jurisprudencia  de  los  tribunales. 

»Los  principios  de  este  derecho  internacional  formulados  por  ilustres  es- 
critores, desenvueltos  en  gran  parte  por  la  práctica  judicial,  sancionados, 
«aunque  en  menor  escala,  por  algunos  tratados  entre  las  diferentes  poten- 
cias de  Europa  y dé  América  , y comenzados  á escribir  con  timidez  y con- 
cisión en  las  leyes,  van  ya  formando  un  derecho  consuetudinario,  que 
>mas  pronto  ó mas  tarde  concluirá  por  dominar  en  todas  las  naciones  ci- 
vilizadas. No  será  España  laque  mas  tarde  en  entrar  en  este  camino:  la 
> historia  de  lo  pasado  es  el  pronóstico  para  lo  futuro. 

«Cuando  nuestra  patria  estaba  fraccionada  en  pequeñas  monarquías,  y 
«estas  monarquías  lo  estaban  por  los  estatutos  , ya  provinciales,  ya  muni- 
cipales, por  los  fueros  y por  las  costumbres;  cuando  en  medio  de  estey 
«desconcierto  general  se  empezaba  á sentir  la  necesidad  de  fijar  reglas  para 
«los  conflictos  ocasionados  por  dos  ó mas  legislaciones  diversas  , pero  que 
«la  ciencia  no  había  comprendido  aun  esta  necesidad;  cuando  los  grandes 
«jurisconsultos  de  la  escuela  de  Bolonia  , sin  conocer  el  vacío,  dejaban  al 
«siglo  siguiente  y á Baldo  y Bárlolo  la  gloria  de  llevar  la  primera  piedra  á 
«la ciencia  del  derecho  internacional  privado,  D.  Alfonso  X,  adelantándose 
«ásu  época,  fijaba  como  legislador  los  principios  que  hoy  prevalecen  en 
«Europa. 


«Al  renacer  en  España  en  este  siglo  el  espíritu  codificador  que  animó 
«al  llev  Sabio,  las  mismas  han  sido  sus  tendencias.  En  diferentes  disposi- 
ciones del  Gobierno  , en  el  proyecto  de  Código  civil,  en  la  Ley  vigente  de 
«Enjuiciamiento  para  los  negocios  civiles , ha  predominado  la  idea  de  es- 
«cribir  en  las  leyes  los  principios  que  recomienda  la  ciencia  y que  van 
«siendo  práctica  general  de  las  naciones. 

«Fiel  la  Comisión  á estos  antecedentes,  que  tiene  también  muy  en  cuen- 
a en  e projeclo  de  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  en  cuya  redacción 
«Por  n°  la  cre‘^°  (Iue  debía  prescindir  de  ellos  en  la  de  hipotecas, 

«fuer/a  7°-°  ^Ue  *0S  títu*os  otorgados  en  país  estranjero  que  tengan 

«ñor  tribu nalo^aili»  C°Q  arrcSl°  a ,as  ,eJes>  Y las  ejecutorias  pronunciadas 
P 1 " Granjeros , í, «,«,  según  |0  prescrito  en  la  Lev  ,ie  Enjuicia- 
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>miento  civil,  deba  darse  cumplimiento  en  España,  se  inscriban  en  el  re- 
«gistro  correspondiente , siempre  que  debieran  inscribirse  los  mismos  do- 
»cumentos  si  contuvieran  actos  celebrados  ó sentencias  pronunciadas  en  el 
jreino.  La  Comisión  confia  en  que  si  su  propuesta  merece  la  aprobación 
»del  Gobierno , resultará  de  ello  el  mismo  ó quizá  mayor  beneficio  á los  ca- 
uciónales quq  á los  estranjeros.  De  otro  modo,  todos  los  actos  de  connmi- 
»cacion  ó de  trasmisión  de  la  propiedad  ó de  constitución  de  un  derecho 
«real,  verificados  en  el  eslranjero  por  estranjeros  ó regnícolas  que  se  refie- 
ran á bienes  sitos  en  España,  aunque  con  arreglo  á nuestras  leyes  fueran 
«aquí  válidos,  no  podrían  inscribirse,  ni  aparecerían  tampoco  en  el  regis- 
tro las  incapacidades  para  enajenar,  que  obrando  dentro  de  sus  atribucio- 
nes v derechos  indisputables,  impusieran  los  tribunales  estranjeros,  con- 
iforme á las  reglas  del  estatuto  personal , por  el  que  se  gradúa  la  capacidad 
«civil  de  las  personas,  á súbditos  suyos  que  tuvieran  en  nuestro  país  bienes 
«inmuebles,  que  siempre  son  regidos  por  el  estatuto  real,  ó lo  que  es  lo 
«mismo,  por  la  ley  de!  suelo  donde  se  hallan.» 

En  el  trozo  que  acabamos  de  copiar,  se  complace  la  Comisión  de  Codi- 
ficación en  tributar  un  homenaje  de  admiración  y respeto  á nuestro  grande 
legislador  del  siglo  XIII,  que  superior  á su  época,  supo  formular  como  ley 
lo  que  no  habían  siquiera  imaginado  los  jurisconsultos  de  aquel  tiempo  , lo 
que  los  jurisconsultos  del  siglo  siguiente  apenas  atinaron  á establecer 
como  doctrina. 

* En  vano  buscaríamos  en  el  derecho  romano  alguna  ley  en  que  aparezca 
establecido  que  el  eslranjero  pueda  celebrar  un  acto  ó un  contrato  suje- 
tándose á las  formas  prescritas  por  la  ley  del  país  en  que  se  halla  acciden- 
talmente. La  regla  locus  regit  acluin  no  está  escrita  en  el  derecho  romano, 
ni  se  deduce  de  ninguna  de  sús  leyes  en  lo  que  á las  solemnidades  de  los 
actos  ó contratos  hace  relación.  No  faltan  sin  embargo  algunos,  que  en  su 
afan  de  encontrar  en  el  derecho-modelo  todo  lo  que  el  trascurso  de  los 
siglos  ha  ido  añadiendo  á la  obra  inmortal  de  los  jurisconsultos  romanos, 
pretendan  haber  encontrado  varios  testos  que  conduzcan  á su  propósi- 
to (a);  pero  bien  examinados  estos,  se  vé  que  están  muy  lejos  de  conducir 

(a)  Uno  délos  testos  á que  aquí  aludimos,  es  el  § . inicial  de  la  ley  1.a,  tít.  J, 
lib.  XXII  del  Digesto , en  que  se  ponen  estas  palabras  de  Llpiano:  ^um  judtcio 
boncB  ñdei  disceptatur,  arbitrio  judiéis  usurarum  tnodus  ex  mote  regioms,  ubi 
contractum  est,  constituilur,  es  decir,  que  en  la  reculación  de  las  usuras,  debe  el 
juez  moderar  su  arbitrio  según  la  costumbre  del  fugar  del  contrato.  Esto,  corno 
desde  luego  aparece,  se  refiere,  no  á la  forma  esterna  del  contrato,  sino  a su  nía- 
lor,a 

Lo  mismo  puede  decirse  de  la  ley  6.a  del  tít.  II,  lib.  XXI  del  Digeslo,  en  que  se 
adopta  un  testo  de  Gavo  que  establece,  que  en  la  caución  de  la  eviccion  debe  es- 
tarse á la  costumbre  del  lugar  en  que  se  se  ha  verificado  el  acto : Si  fundus  re- 
nierit.,  ex  consuetudine  ejus  regioms  in  qnd  negotñm  gestum  est,  pro  evictione  ca- 
veri  oportet. 

tomo  i.  ■*•** 
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,1  nrnnÁsito  nara  que  se  los  invoca,  porque  solo  prescriben  que  se  tome  co- 
Pl|  a fa  interpretación  de  los  actos  y contratos,  en  defecto  de  decla- 
mo reg  a c , , voluntad  de  los  contrayentes,  la  costumbre  del 

cn  lalie  el  acto  ó contrato  se  ha  verificado;  pero  no  se  refieren  a con- 
ratos  celebrados  en  un  país  por  individuos  que  á otro  pertenecen,  ni  á la 
fuc-za  que  en  cada  uno  deben  tener  los  actos  y contratos,  y por  lo  tanto 
tampoco  hav  colisión  de  leyes  y de  derechos  que  deban  ponerse  en  armonía. 
No  por  esto  es  de  presumir  que  dejaran  de  dar  importancia  á estas  cuestio- 
nes, pero  no  debia  de  ser  difícil  resolverlas  en  un  pueblo  en  que  se  había 
creado  una  magistratura , el  pretor  peregrino , para  administrar  justicia 
á los  cstranjeros,  no  con  sujeción  á las  reglas  estrictas  y rigurosas  del  de- 
recho civil  especial  de  los  romanos  , sino  en  un  campo  mucho  mas  ancho, 
en  el  de  las  relaciones  jurídicas  que,  aconsejadas  por  la  razón,  son  comunes 
á todos  los  hombres,  y se  observan  en  todos  los  pueblos  civilizados. 

No  tenia  por  lo  tanto  el  Rey  Sabio  una  guia  que  seguir  en  estas  cues- 
tiones. La  escuela  de  los  glosadores  nada  aun  había  dicho  acerca  de  ellas; 
no  había  nacido  todavía  Bártolo  de  Saxo-Ferrato  que  en  el  siglo  siguiente 
proclamó  la  regla  de  lociis  regit  actum,  muy  impugnada  y acerca  de  la  que 
siempre  hasta  en  nuestros  mismos  dias  han  disputado  mucho  los  juriscon- 
sultos. Sin  embargo  la  adoptaron  las  Partidas,  y debemos  decir  en  gloria 
de  aquella  época,  que  si  bien  es  cierto  lo  que  la  Comisión  dice  que  á Bár- 
tolo y á Baldo  se  les  debe  haber  llevado  la  primera  piedra  á la  ciencia  del 
derecho  internacional  privado,  son  aun  mas  dignos  de  alabanza  el  gran  le- 
gislador del  siglo  XIII  y los  sábios  que  en  su  vasta  empresa  le  auxiliaron 

Otro  fragmento  de  Ulpiano  se  encuentra  entre  las  reglas  del  derecho  en  abso- 
luta armonía  con  los  que  quedan  citados,  pero  que  como  ellos,  en  nada  se  refiera á 
la  forma  eslerior  de  los  contratos.  Este  se  halla  en  la  ley  34,  tít.  XVII,  lib.  L del 
Digesto,  que  dice,  que  cuando  no  conste  lo  que  se  ha  hecho,  lia  de  estarse  á la  cos- 
tumbre del  lugar  del  acto,  ó lo  que  es  lo  mismo,  que  la  ley  ó costumbre  del  lugar 
de  un  contrato  es  regla  de  interpretación  en  las  dudas  que  su  ejecución  ofrece:  Si 
non  apparcat  quod  actum  est,  erit  consequens  ut  id  sequamur,  quod  in  regione  in 
quá  actum  est,  frequentatur . 

No  tiene  mayor  luerza  que  los  testos  anteriores  otro  que  algunos  consideran 
como  decisivo:  Es  un  rescripto  de  los  emperadores  Diocleciano  y Maximiano  en 
que  se  considera  nulo  el  testamento,  en  que  los  testigos  no  prestan  su  testimonio 
ante  el  testador,  añadiéndose  que  esto  es  cuando  por  un  privilegio  especial  no  se 
, ?‘s l'ensado  la  observancia  del  derecho  de  la  propia  patria.  Si  non  speciali  privi- 
observatio  rclaxata  est , et  testes  nonin  conspectu  testatoris 
¿LrpSSm  SUní:  níulloJllre  testamentum  valet.  (Ley  9,  tít.  XXlll,  lib.  VI  del  Cé- 
leme ó h ^:fCCl\oniS-\  Do  esta  9onsthucion  solo  puede  deducirse,  que  el  privi- 
rectamonle  M <.\Pccia  so  sobrepone  á la  general,  pero  no  se  refiere  directa  ni  indi- 
íor  í mi  f Cn  que  se  hacc  e]  testamento' 
con  que  concluve  son  aun  Para  el  Presente  caso  las  palabras 

llamamiento^ 5 V>,  l*-  XX«  del  Digesto  quo  solo  dicen  que  en  el 
lev  2.a  del  tít.  XX \H  R ÍU9Z  arreglarse  á la  costumbre  del  pueblo,  y la 

del  testamento  sé  ajuste  ih^^et??ipr<BlectioniSt  al  ordenar  que  la  apertura 
•\msie  a la  practica  del  lugar  en  que  se  verifica. 
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al  establecer  como  ley  lo  que  ni  aun  era  doctrina  para  los  jurisconsultos 
mas  sábios  de  la  época. 

La  exactitud  de  lo  que  acabamos  de  decir  , aparece  claramente  en  el 
título  I de  la  Partida  I,  cuyas  disposiciones  en  la  codificación  moderna  po- 
drían muy  bien  caber  en  un  título  preliminar  general  para  todos  los  códigos. 
En  la  ley  15,  después  de  decir  que  todos  los  súbditos  del  legislador  deben 
obedecer  las  Jeyes  y guardarlas,  y que  el  mismo  legislador  está  sujeto  á 
este  deber,  añade:  E eso  mismo  dezimos  de  los  otros  que  fueren  de  otro  seño- 
río, que  ficiesen  el  pleyto,  o postura  o yerro  en  la  tierra  do  se  juzgase  por  las 
leyes : ca  maguer  sean  de  otro  lugar  non  pueden  ser  escusados  de  estar  á 
mandamiento  deltas  pues  que  el  yerro  (iciesen,  onde  ellas  han  poder',  c 
aunque  sean  de  otro  señorío,  iwn  pueden  ser  escusados  de  se  juzgar  por  las 
leyes  de  aquel  señorío,  en  cuya  tierra  oviesen  fecho  alguna  destas  cosas.  De- 
jando aparte  lo  que  se  refiere  á los  delitos  (yerro)  que  no  es  de  este  lugar, 
no  hay  ningún  género  de  duda  que  las  palabras  pleyto  ó postura  se  refieren  á 
los  actos  y contratos,  y que  aquí  se  reconoció  el  principio  de  que  la  ley  del 
lugar  en  que  el  estranjero  celebra  un  contrato  ó ejecuta  un  acto,  es  la  que 
debe  aplicarse  en  las  cuestiones  á que  puede  dar  origen.  Cual  es  laestcusion 
que  tiene  esta  regla,  y cuales  sus  limitaciones  lo  manifeslarémos  en  este 
mismo  comentario : bástenos  decir  aquí  que  la  regla  locus  regit  aclum  está 
proclamada  eñ  las  Partidas. 

Y no  es  solo  la  ley  citada  en  donde  este  principio  se  reconoce:  otra 
hay  de  no  menos  importancia  en  que  se  consigna  dándole  mayor  ostensión. 
La  ley  15  del  tít.  XIV  de  la  Partida  III  en  que  se  trata  del  modo  de  probar 
en  los  pleitos,  dice  entre  otras  cosas:  E si  por  auentura  alegasse  ley  ó fuero 
de  otra  tierra  que  fuesse  de  fuera  de  nuestro  Señorío,  mandamos  que  en 
nuestra  tierra  non  aya  fuerza  de  prueua,  fueras  ende  en  contiendas  que 
fuessen  entre  ornes  de  aquella  tierra,  sobre  pleyto  ó postura  que  ouiesse 
fecho  en  ella,  ó en  razón  de  alguna  cosa  mueble,  ó rayz  de  aquel  logar.  Ca 
estonce,  maguer  estos  eslraños  contendiessen  sobre  aquellas  cosas  aniel  juez 
de  nuestro  Señorío,  bien  pueden  reccbir  la  prueua,  ó la  ley  ó el  fuero  de 
aquella  tierra  que  alegar  en  aniel,  é déuese  por  ella  aueriguar,  é deliberar 
el  pleyto.  Hasta  qué  punto  el  Rey  Sábio,  tanto  en  esta  ley  como  en  la  que 
antecede,  se  arregló  á los  que  hoy  se  consideran  principios  dominantes 
en  esta  materia,  aparecerá  mas  adelante  al  examinar  cuáles  son  los  docu- 
mentos otorgados  en  el  estranjero  que  con  arreglo  á nuestras  leyes  tienen 
fuerza  en  España. 

Espuestas  las  razones  que  la  Comisión  de  Codificación  tuvo  para  rendir 
á D.  Alfonso  X tributo  tan  justo  de  consideración  y respeto,  completemos 
la  parte  histórica  relativa  á la  admisión  en  España  de  los  documentos  otor- 
gados en  país  estranjero. 

Nunca  se  había  dudado  que  el  español  que  conservando  su  nacionalidad 
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ha„aba  cn  el  extranjero,  podía  celebrar  allí  todos  los  contratos  y actos  de 
la  vida  civil  corno  á su  vez  tampoco  que  el  estranjero  podia verificar  lo  mis- 
mo en  España.  En  esto  no  se  hacia  mas  que  arreglarse  á lo  que  puede  ser 
considerado'como  práctica  general  de  todas  las  naciones.  Lo  contrario  haría 
hasta  imposible  la  residencia  en  país  estranjero , y en  nuestra  época  seria 
un  anacronismo  incsplicahle.  No  se  formulaba  en  leyes  y en  decretos:  la 
práctica  suplía  á todo  , y como  en  vano  se  considerarían  válidos  estos  actos 

no  se  admitieran  los  documentos  con  que  se  probára  su  existencia,  de 
aquí  es  que  en  principio  estos  no  eran  desechados.  Las  leyes  de  Partida 

antes  citadas  tenían  completa  aplicación. 

Mas  en  estos  tiempos  en  que  se  legisla  sobre  todas  las  cosas,  y que 
todas  también  se  sujetan  á reglamentos,  no  podia  quedar  desatendida  la 
importante  materia  de  que  tratamos. 

El  Código  de  Comercio  filé  c!  que  (lió  el  primer  paso,  declarando  que 
las  letras  giradas  en  España  sobre  países  estranjeros,  debian  ser  presenta- 
das y protestadas  con  arreglo  á las  leyes  de  la  plaza  en  que  fueran  paga- 
deras (o),  y por  el  contrario  la  ley  de  Enjuiciamiento  cn  los  negocios  y 
causas  de  comercio,  haciéndose  cargo  de  las  obligaciones  mercantiles  que 
se  habían  contraido  en  el  estranjero  y que  se  habían  de  ejecutar  en  el  ter- 
ritorio español , ordenó  que  la  ejecución  se  arreglara  á las  leyes  espa- 
ñolas ( b ). 

Mas  general  que  las  anteriores  disposiciones  fué  un  Real  decreto  de  17 
de  octubre  de  1851,  que  partiendo  del  principio  general  de  que  dos  actos 
V contratos  otorgados  ante  notario  en  el  estranjero  son  válidos,  fijó  las 
condiciones  á las  cuales  debían  estar  ajustados  para  que  produjeran  efecto, 
condiciones  de  que  nos  liaremos  cargo  al  tratar  de  las  circunstancias 
que  los  documentos  deben  reunir  para  que  tengan  fuerza  en  España.  Estas 
disposiciones  fueron  confirmadas  en  otro  decreto  posterior  (c). 

La  lev  de  Enjuiciamiento  civil  (el)  dió  nuevo  valor  á los  documentos 
otorgados  cn  el  estranjero  con  tal  que  reunieran  las  circunstancias  allí  exi- 
gidas y las  que  para  su  autenticidad  añadían  las  leyes  españolas. 

Estas  mismas  ideas  prevalecieron  en  la  Comisión  que  redactó  el  Pro- 
yecto de  Código  civil  al  proponer  que  las  formas  y solemnidades  de  los 
contratos,  testamentos  y de  todo  instrumento  público,  se  rigieran  por  las 
leyes  del  país  en  que  se  hubieran  otorgado  (e). 
t lo  flac  acabamos  de  esponer  aparece,  que  en  nuestra  patria  nunca 
se  ía  negado  la  admisión  de  los  documentos  otorgados  en  país  estranjero: 


ib)  AH.'rn  ÍCV Comercio. 

ic)  \rt  33  (J de  Enjuiciamiento  en  los  negocios  y causas  de  comercio. 

\d)  xñ.  282  U ° de  17  fle  nov'embre  de  1852. 

<e)  Árt.  10  del  Proyecto  de  Código  civil. 
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nuestro  derecho  moderno,  pues,  se  acomoda  á los  precedentes  de  ia  legisla- 
ción antigua,  y debemos  aquí  añadir  que  también  á la  de  todas  las  naciones 
civilizadas,  puesto  que  no  creemos  que  haya  una  sola  en  que  se  niegue  en 
principio  todo  valor  á los  documentos  auténticos  ó que  se  hallen  revestidos 
de  la  fé  pública,  solo  por  el  hecho  de  haber  sido  otorgados  en  país  estran- 
jero  con  las  fórmulas  que  se  exijan  para  imprimir  el  carácter  de  autenti- 
cidad á lqs  actos  y contratos  que  tengan  lugar  en  su  territorio. 

Algunos  Estados  (a)  han  dado  una  sanción  legislativa  espresa  v gene- 
ral, hasta  erigiéndola  en  principio  teóricamente  formulado,  á la  regla  de  que 
la  ley  del  territorio  rige  los  actos  que  en  él  se  verifican.  El  Código  de  lía- 
viera  (b)  dice  terminantemente  que  las  solemnidades  de  los  actos  entre  vi- 
vos ó por  causa  de  muerte  se  aprecian  y juzgan  por  las  leyes  del  lugar  en 
que  acontecen.  Ordena  el  neerlandés  (c)  que  la  forma  de  todos  los  actos  se 
arregle  á la  ley  del  país  en  que  tienen  lugar,  redacción  empleada  igual- 
mente en  el  Código  de  Prusia  ( d ).  Aceptando  el  mismo  pensamiento  el  Di- 
gesto ruso  (e),  lo  esfuerza  aun  mas,  porque  después  de  establecer  que  ten- 
gan valor  en  el  Imperio  los  actos  verificados  en  el  estranjero  según  las  le- 
yes del  respectivo  país,  añade  que  esto  es  aun  en  el  caso  de  que  no  sean 
conformes  á las  rusas.  El  Código  de  la  Luisiana  (f),  por  último,  haciendo 
distinción  entre  Informa  y efecto  de  los  contratos,  establece  respecto  á 
aquella  lo  mismo  que  dejamos  espuesto  en  las  legislaciones  á que  acabamos 
de  referirnos,  y completando  la  idea  agrega  que  cuando  los  actos  que  pasan 
en  un  país,  han  de  recibir  en  otro  su  ejecución,  la  ley  de  este  último  es  á 
la  que  deben  sujetarse. 

Otros  Estados  hay  en  donde  este  principio  se  dá  por  supuesto  en  las  le- 
ves, aunque  no  lo  espresan,  pero  prácticamente  se  aplica  en  sus  códigos. 
Al  frente  de  estos  Estados  se  encuentra  Francia,  donde,  si  bien  fue  desecha- 
da la  proclamación  de  una  regla  general  en  que  se  consagraba  esta  doctri- 
na , ya  por  creerse  que  podría  parecer  que  el  legislador  salia  de  los  límites 
á que  debía  circunscribirse,  que  eran  los  del  territorio  írancés  , ya  porque 
cualquiera  que  fuese  la  redacción , podrían  de  ella  deducirse  consecuencias 
que  no  entraran  en  su  espíritu,  no  dejó  de  aceptarla  y aplicarla  en  diferen- 

(á)  Espoliemos  aquí  estas  reglas  de  derecho  estranjero  y no  en  las  concordan- 
cias que  van  al  íin  de  cada  comentario,  porque  a las  últimas  solo  corresponden  las 
disposiciones  iguales  , equivalentes  ó contrarias  á las  del  artículo  de  la  Ley  hipote- 
caria que  precede  , y no  las  que  hacen  relación  á otros  puntos  de  derecho  civil  aun- 
que tengan  íntima  conexión  con  los  artículos  concordados.  Lo  que  aquí  advertimos 
debe  considerarse  repetido  en  los  demás  casos  de  esta  misma  clase. 

(&)  §.  7.°,  cap.  II,  Part.  I. 

(n)  Art.  3.ü 

(4  §.  til,  lít.  X,  Part.  t. 

(c)  Leyes  civiles,  Suplem.,  art.  546. 

([)  Art.  10. 
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les  casos  como  lo  demuestran  algunas  disposiciones  (a),  en  que  se  esta- 
hk(1  h Validez  de  los  actos  verificados  en  el  estranjero  con  las  formas  es- 
Z sde  la  ley  local.  Las  Dos  Sicilias  ib),  Grecia  (c),  HaiU  y Vaod  («), 
han  imitado  el  ejemplo  francés.  Ccrdeua  busca  la  ley  de  la  reciprocidad  (f); 
„ero  «i  bien  habrá  algún  caso  en  que  esta  declaración  podrá  ser  útil,  es 
menester  conocer  que  en  casi  todos  los  actos  y contratos  verificados  en  el 
estranjero  sucederá  de  hecho  lo  que  en  los  demás  Estados,  porque  en  nin- 
guno se  niega  en  principio  la  admisión  délos  documentos  estranjeros  cuan- 
do están  revestidos  de  las  solemnidades  esternas  que  cada  país  tiene  adop- 
tadas para  dar  autenticidad  á sus  actos. 

En  vista  de  lo  espuesto,  podemos  decir  que  España,  como  las  demás 
naciones,  ha  admitido  desde  remotos  tiempos  y dado  fé  á los  documentos 
otorgados  en  el  estranjero  en  forma  auténtica.  Pero  también,  como  todos  los 
demás  pueblos,  no  los  ha  admitido,  á ciegas  y sin  examen:  esto  seria  una 
abdicación  completa  de  la  soberanía,  y dar  á tales  documentos  una  fuerza 
que  no  tienen  los  del  reino,  los  cuales,  en  tanto,  valen  en  cuanto  están 
ajustados  á las  leyes : ha  adoptado,  por  el  contrario , precauciones  saluda- 
bles para  que  no  pasen  como  fehacientes  documentos  apócrifos,  para  que 
no  tenga  ejecución  en  España  lo  que  las  leyes  del  país  rechazan , para  que 
no  se  eludan  por  los  regnícolas  ni  aun  por  los  estranjeros  las  leyes  que  los 
ligan  ásu  pátria,  cualquiera  que  sea  la  nación  en  que  accidentalmente  se 
hallen. 

Espueslos  ya  los  motivos  de  la  admisión  en  España  de  los  documentos 
otorgados  en  el  estranjero  , los  antecedentes  de  nuestro  derecho  en  esta 
materia,  y su  conformidad  con  las  legislaciones  estranjeras,  pasemos  á 

(a)  Así  sucede  en  el  art.  47  del  Código  Napoleón,  que  ordena  que  todo  acto 
del  estado  civil  de  los  franceses  y de  los  estranjeros  en  país  estranjero  hace  fé,  si 
<‘stá  redactado  en  la  forma  establecida  en  el  país : en  el  art.  170,  que  considera  vá- 
lido el  matrimonio  entre  franceses  y entre  franceses  y estranjeros,  sí  está  celebra- 
do en  la  forma  establecida  en  el  país  estranjero  donde  se  verifica , con  tal  que  pre- 
cedan las  publicaciones  y que  no  se  infrinjan  las  leyes  relativas  á las  calidades  y 
condiciones  necesarias  para  contraerlo;  y en  el  art.  999,  el  cual,  después  de  decir 
mu;  jos  Irancescs  que  se  hallaren  en  el  estranjero  pueden  hacer  testamento  ológra- 
lo, anude  que  también  les  es  lícito  otorgarlo  por  acto  auténtico  en  la  forma  usada 
en  el  país  en  que  se  testa. 

Xí-?nEslc  Cü,lib'°  C0Pia  0,1  sus  artículos  49  , 180  y 195  los  del  Código  Napoleón 

1 Y "9,  de  cuyas  disposiciones  acabamos  de  hacernos  cargo. 

i art‘  (le  de  febrero  de  1830,  relativa  á los  testamentos, 

concuerda  con  el  999  del  Código  Napoleón. 

99!)  del  C°ódigoSÑapóleon  Y 8°3  ^ GStC  C,5di^°  son  rePr°duccion  de  los  47,  170  y 

17t)Cy  999deÍCfrj!nc6stS’  ^ 77  ^ del  ^°digo  de  Vaud  reproducen  los  arts.  47, 

ni  ran  i ero  r on  '-fv  n!f 1 , ^ ' p°  sardo  dice  que  los  actos  y contratos  verificados  en 
que  la sZl\n  diel S°  a b T™  establecidas  en  el  país  tienen  igual  fuerza 
dos  saX?  1 SC  da  U los  actos  Y contratos  que  tienen  lugar  en  los  Esta- 
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tratar  de  las  circunstancias  que  deben  reunir  para  que  sean  valederos.  Esto 
lo  haremos  á continuación  en  este  mismo  comentario. 

5.  Tengan  fuerza  en  España  con  arreglo  á las  leyes.— ¿ Qué  documen- 
tos estranjeros  tienen  fuerza  en  España  según  las  leyes?  ¿Cuáles  son  las  con- 
diciones internas  que  deben  tener?  ¿Cuáles son  las  esternas?  ¿Cuáles  la  ma- 
nera de  que  los  documentos  que  reúnan  todas  las  circunstancias  internas  y 
esternas  que  se  requieren  para  su  validez,  tengan  en  nuestra  patria  la  au- 
tenticidad que  se  les  daría  en  el  país  en  que  se  otorgaron,  si  en  él  debieran 
ser  llevados  al  registro?  ¿Qué  Estados  están  admitidos,  y cuáles  no  á la 
participación  de  este  derecho?  Hé  aquí  la  serie  de  preguntas  que  ocurren  á 
la  simple  lectura  de  las  palabras  con  que  encabezamos  este  número  del  co- 
mentario. 

No  desconocemos  la  dificultad  de  resolver  las  muchas  cuestiones  que 
entrañan  estas  preguntas  de  una  manera  concisa  y bastante  á que  pue- 
dan con  las  respuestas  esclarecerse  las  gravísimas  y complicadas  cuestiones 
que  diariamente  pueden  originarse  en  la  práctica.  Estos  puntos  de  derecho 
internacional  privado  son  generalmente  espinosos,  ya  por  el  silencio  de  las 
leyes,  como  por  la  incertidumbre  de  las  prácticas,  y por  las  encontradas  opi- 
niones de  los  autores  que  de  propósito  han  tratado  de  la  materia.  Si  entrá- 
ramos á examinar  lo  que  á propósito  de  esto  han  escrito  los  distinguidos  ju- 
risconsultos que  en  los  tiempos  modernos  se  han  propuesto  ilustrar  tan  im- 
portantísima parte  de  la  ciencia  del  derecho,  tendríamos  que  dar  á estos 
comentarios  una  estension  que  no  permite  la  índole  de  la  obra.  Por  esto 
nos  limitaremos  á esponer  algunas  nociones  breves,  pero  bastantes  para 
que  sirvan  de  fundamento  á la  resolución  de  las  cuestiones  que  en  la  prác- 
tica puedan  ofrecerse,  de  csplicacion  preliminar  á las  disposiciones  de 
nuestro  derecho,  y de  guía  para  poder  suplir  su  silencio  y su  insuficiencia, 
silencio  é insuficiencia  que  se  encuentran  también  en  las  demás  naciones. 
Estas  nociones  las  redactamos  para  otra  obra  consagrada  á esplicar  elemen- 
talmentc  nuestro  derecho  (a),  de  donde  las  copiamos. 

Para  fijar  las  leyes  del  orden  civil  á que  los  nacionales  de  un  país  deben 
arreglarse  en  otro,  los  escritores  de  derecho  internacional  privado  distin- 
guen tres  clases  de  estatutos  ó leyes;  el  estatuto  personal,  el  estatuto  real  j 
el  estatuto  formal,  considerando  á las  personas  con  relación  á su  capacidad 
civil,  á sus  bienes  y á sus  actos. 

El  estatuto  personal  es  la  ley  que  se  refiere  directa  y esclusivamentc  al 
estado  civil  de  la  persona,  y por  lo  tanto,  á su  condición  y á su  capacidad 
para  los  actos  de  la  vida  civil.  El  estatuto  personal  sigue  al  hombre  donde 
quiera  que  esté,  y le  sujeta  á la  ley  del  país  á que  pertenece.  Con  arreglo 


i a)  En  la  sosia  edición  de  los  Elementos  del  derecho  civil  y penal  de  España 
jmlilicadfts  en  unión  de  I ».  Juan  Manuel  M'nntalhan  por  el  autor  de  esta  obra. 
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á olla  se  decide  si  uno  es  nacional  ó eslranjero,  s.  está  en  el  ejercicio  de 
' derechos  civiles,  si  puede  adquirir  domicilio  y cambiarlo,  si  es  padre 
ó hijo  de  familias,  si  es  legítimo  ó ilegítimo  mayor  ó menor  de  edad:  se 
determina  o laesteosion,  derechos  y deberes  üo  la  autoridad  paterna,  la  le- 
gitimación, la  adopción  y la  emancipación;  la  constitución,  naturaleza,  fa- 
cultades v resnonsabilidad  de  los  guardadores  de  los  menores  é incapacita- 
dos el  llamamiento  de  los  que  han  de  desempeñar  estas  funciones,  la  capa- 
cidad para  contraer  matrimonio,  la  validez  intrínseca  de  este  acto,  sus 
efecto»  civiles  respecto  á la  autoridad  marital,  tanto  en  lo  que  concierne  á 
las  personas  como  á los  bienes  <lc  cada  uno  de  lo^  cónyuges  y de  los  de  la 
sociedad  conyugal,  la  disolución  del  matrimonio,  ó la  separación  de  los  ca- 
sados respecto  al  tálamo  y habitación;  la  capacidad  de  obligarse  y de  obli- 
gar á otros,  la  de  disponer  de  los  bienes  muebles,  la  de  comparecer  en  jui- 
cio, !a  de  testar  y adquirir  por  testamento,  y la  de  trasmitir  y adquirir  por 
sucesión  intestada.  En  todas  estas  materias,  el  eslranjero  que  está  calos 
dominios  españoles  sigue  sujeto  á la  ley  del  país  á que  pertenece,  como  lo 
está  á las  de  su  patria  al  español  que  reside  en  el  eslranjero  ó se  halla  allí 
accidental  ó transitoriamente,  mientras  conserva  su  nacionalidad. 

El  estatuto  real  es  la  ley  que  tiene  por  objeto  principal  las  cosas  inmue- 
bles sin  consideración  al  estado  ó á la  capacidad  de  las  personas.  Puede 
considerarse  como  una  consecuencia  del  dominio  eminente,  por  el  que  en- 
tendemos la  facultad  que  los  Estados  tienen  de  arreglar  la  naturaleza  y 
electos  de  la  propiedad  de  su  suelo,  exigir  de  los  que  poseen  alguna  porción 
de  él  contribuciones  proporcionadas  á las  necesidades  públicas,  y espropiar 
a sus  dueños  por  causas  de  necesidad  ó utilidad  general  indemnizándolos 
debidamente.  No  es  ostensivo  á las  cosas  muebles,  que,  como  hemos  dicho 
antes,  son  objeto  del  estatuto  personal  porque  se  reputan  adheridas  á la 
persona,  y quedan  por  lo  tanto  sujetas  á la  ley  del  Estado  á que  su  dueño 
corresponde  en  virtud  de  la  (iccion  legal  que  supone  al  estranjero  viviendo 
en  su  patria.  Imponiendo  el  estatuto  real  á los  bienes  raíces  una  cualidad 
inseparable  de  la  ley  que  rige  el  suelo  en  que  están  adheridos,  según  la 
regla  locas  reyit  actum  ( u ),  se  sobrepone  al  estatuto  personal  y al  formal 
aplicables  en  la  parte  en  que  no  están  en  contradicción  con  él,  pero  sola- 
mente dentro  de  los  límites  de  la  nación  en  que  radican  los  inmuebles.  A él 
pertenecen  las  leyes  que  clasifican  los  bienes  muebles  y los  inmuebles,  y las 
que  ordenan  las  adquisiciones  por  accesión  á bienes  raíces,  la  constitución  de 


I I I »■,  . . ■ WU.VMWUI11HC3,  l,  UCUKKI3  por  I 

^ mismo  estatuto,  haciendo  completa  abstracción  de  la  capacidad 


(«)  15,  tír.  XIV,  Partida  III.  . 
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que  por  regla  general  tiene  el  individuo  que,  según  queda  dicho,  corres- 
ponde al  estatuto  personal,  rige  en  lo  que  concierne  á la  sucesión  intestada 
y á su  división  por  la  parte  que  á los  inmuebles  se  retiere,  en  la  capacidad 
de  ser  estos  mismos  bienes  adquiridos  ó no  por  estranjeros , en  su  natura- 
leza de  libres  ó vinculados,  en  su  toma  de  de  posesión,  en  el  modo  de  con- 
servarlos, trasmitirlos  y de  inscribirlos  ó trascribirlos  en  los  registros  de 
hipotecas,  en  las  obligaciones  que  nacen  de  su  enajenación,  en  las  causas 
por  que  esta  se  anula,  resuelve  ó rescinde,  en  las  obligaciones  que  provie- 
nen de  su  arrendamiento,  en  su  espropiacion  forzosa,  en  su  prescripción,  v 
en  la  estincion  de  las  acciones  que  por  ser  reivindicatorías  de  bienes  inmue- 
bles se  equiparan  á ellos. 

Lo  que  dejamos  espueslo  solo  puede  cQnsiderarse  como  una  ligera  in- 
dicación de  los  principios  que  arreglau  la  complicadísima  y difícil  materia 
de  la  separación  de  los  estatutos  real  y personal.  Estas  dificultades  se 
aumentan  porque  entre  los  mismos  escritores  de  derecho  internacional  pri- 
vado se  suscitan  gravísimas  cuestiones  para  clasificar  determinadas  mate- 
rias, de  modo  que  además  de  faltarnos  á veces  la  guia  del  derecho  eserrito, 
y de  no  encontrar  una  costumbre  bastante  autorizada  para  suplirlo,  carece- 
mos de  doctrinas  que  aceptadas  sin  contradicción  estén  sólidamente  estable- 
cidas, Esta  incerlidumbre  es  tanto  mas  lamentable  por  la  confusión  á que 
dan  lugar  los  efectos  de  uno  y otro  estatuto,  pues  al  paso  que  el  estatuto 
personal  nunca  deja  de  producir  alguna  consecuencia  relativa  á los  bienes, 
el  estatuto  real  siempre  la  produce  sobre  las  personas.  Mas  como  el  estatu- 
to personal  y el  real  mutuamente  se  escluyen,  porque  á un  mismo  caso  no 
se  pueden  aplicar  la  ley  de  la  pátria  y la  del  país  estranjero,  de  aquí  que 
tengamos  que  fijar  la  regla  capital  que  debe  seguirse  para  elegir  laque  sea 
aplicable.  Nos  parece  pues  que  esta  debe  ser,  examinar  el  objeto  principal, 
directo  é inmediato  de  la  ley,  y que  cuando  se  encuentre  que  es  el  estado 
de  la  persona  del  modo  que  lo  dejamos  esplicado,  el  estatuto  será  personal; 
y si  por  el  contrario  es  fijar  la  naturaleza,  calidad  y el  modo  de  disponer  de 
los  bienes  inmuebles,  el  estatuto  será  real,  por  mas  que  en  el  primer  caso 
haya  efectos  que  vayan  á influir  sobre  las  cosas,  y en  el  segundo  otros  que 
mas  ó menos  remotamente  influyan  en  las  personas.  Estos  efectos,  que  no 
son  los  directos,  los  inmediatos  del  estatuto  personal  ó real,  no  se  toman  en 
cuenta  para  señalar  la  ley  á que  corresponde. 

El  estatuto  formal  es  la  ley  que  rige-  los  actos  lícitos  del  que  se  halla  en 
país  estranjero.  Bajo  la  palabra  actos  en  el  derecho  internacional  privado, 
se  comprenden  tanto  las  transacciones  y documentos  que  por  escrito  se 
otorgan , como  todos  los  demás  hechos  del  hombre.  Estos  actos , como 
desde  luego  aparece  á la  vista,  pueden  referirse  al  órden  civil  ó al  cri- 
minal. Debemos  limitarnos  [aquí  á los  primeros.  Aparece  desde  luego  entre 
estos  otra  división  natural,  la  de  que  algunos  de  ellos  tienen  lugar  entre 
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Mrso„.s  sin  intervención  de  la  autoridad  judicial , y en  otros  intervie- 
ne esta  autoridad,  ya  para  darles  fuerza  ó autentica  dad,  ya  como  regula- 
dora de  los  derechos  de  los  particulares  cuando  son  objeto  de  juicios  conten- 
cio-os  Por  esto  los  actos  lícitos  se  subdividen  en  eslrajudiciales  y judi- 


A los  actos  estrajudiciales  corresponden  todos  los  contratos  que  el  hom- 
bre celebra  , bien  sea  por  título  lucrativo  ó por  causa  onerosa  , ya  sean 
unilaterales!  ya  bilaterales,  el  otorgamiento  de  últimas  voluntades,  y las 
obligaciones  que  sin  consentimiento  espreso  ni  tácito  contraemos  en  virtud 
de  hechos  nuestros,  en  que  la  ley  presume  que  tenemos  voluntad  de  obli- 
garnos, v á que  se  da  el  nombre  de  cuasi-contiatos. 

En  todos  estos  actos  se  distinguen  su  forma  de  su  sustancia  ó materia. 
Arreglándonos  á la  nomenclatura  generalmente  recibida  , llamamos  á lo 
que  se  refiere  á la  materia  solemnidades  internas  ó intrínsecas , y lo  que 
concierne  á la  forma  solemnidades  esternas  ó eslrínsecas.  Respecto  de  unas 


y otras  hay  reglas  diferentes  que  sucintamente  indicarémos. 

Las  solemnidades  internas  de  los  actos  son  las  que  constituyen  su  esen- 
cia leyal , ya  en  lo  que  se  refiere  d las  personas , ya  en  lo  que  concierne 
á las  cosas.  Repecto  á las  personas , cuando  se  trata,  por  ejemplo,  de  su 
capacidad  para  contraer,  para  testar,  para  ser  instituidas  herederas  ó lega- 
tarias,  de  la  cantidad  de  que  uno  puede  disponer  por  última  voluntad,  de  si 
puede  ó no  hacer  donación  de  todos  sus  bienes.  Respecto  á las  cosas, 
cuando  la  cuestión  versa,  por  ejemplo,  en  si  se  reputan  muebles  ó inmue- 
bles, si  pueden  ó no  ser  enajenadas. 

Re  lo  dicho  se  infiere  que  estas  diversas  solemnidades  se  rigen,  ya  por 
el  estatuto  personal,  ya  por  el  estatuto  real,  aplicando  las  reglas  que  deja- 
mos anteriormente  espuestas.  Pero  alguas  veces  no  caben  dentro  de  uno  ni 
de  otro  estatuto;  entonces  se  está  al  libre  albedrío,  á la  autonomía  del 


hombre,  si  bien  en  este  caso,  tanto  el  uso  de  las  naciones,  como  la  doctrina 
de  los  autores  han  establecido  algunas  reglas  de  interpretación  tomadas  de 
la  voluntad  presunta  del  que  ejecuta  el  acto.  No  es  de  una  obra  de  la  natu- 
raleza de  la  presente  entrar  en  mayores  esplicaciones. 

Las  solemnidades  esternas  de  los  actos  son  aquellas  que  tienen  por  ob- 
jeto el  modo  de  declarar  ó hacer  constar  la  voluntad  de  sus  autores.  Res- 
pecto ú ellas  , es  principio  general  que  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  en  que 
se  celebran  ó verifican.  Tiene  también  aplicación  aquí  la  regla  locus  regit 
«c  u ni.  . aliciente  es  por  lo  tanto  para  la  validez  del  cualquier  acto  guardar 
' 0Un:i  1 seuabrdas  en  el  país  en  que  tiene  lugar,  siendo  indiferente 
n i m ^ i ^ ^ ° re8níc°las  sus  autores,  porque  sobre  unos  y sobre 
lemnes  va  ,IT»perio  de  la  ley  local,  ya  seau  ios  actos  públicos  y so- 

nes mueble'  i «H  ^onsi8nad°s  en  instrumento  privado,  ya  se  refieran  á bic- 
nenes  inmuebles,  donde  quiera  que  se  hallen.  Consecuencia 
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de  esto  es  que  en  los  actos  que,  como  las  letras  de  cambio,  se  componen  de 
diferentes  contratos  que  se  celebran  en  países  regidos  por  diversas  leyes, 
cada  uno  de  ellos  se  ha  de  arreglar  á la  ley  del  lugar  en  que  pasa:  por  esto, 
de  dos  endosos  en  una  misma  letra,  redactados  en  ¡guales  términos  pero  en 
diferentes  naciones,  podrá  ser  válido  el  uno  y nulo  el  otro. 

Supuestas  estas  reglas  generales , que  son  de  aplicación  continua  en  los 
negocios  de  derecho  internacional  privado,  como  habrá  ocasión  de  observar 
en  este  mismo  comentario , examinemos  cuáles  son  los  documentos  que 
otorgados  en  país  estranjero  tienen  fuerza  en  España.  Para  esto  debemos 
considerar  dos  casos  diferentes:  es  el  primero  cuando  los  españoles  que  re- 
siden fuera  del  país  verifican  los  actos  ó celebran  los  contratos  ante  los 
agentes  ponsulares  que  nuestra  patria  tiene  en  el  estranjero:  es  el  segundo 
cuando  por  tratarse  de  negocios  entre  estranjeros,  ó por  no  existir  agen- 
tes consulares  , ó por  no  poder  ejercer  actos  notariales  , ó por  preferir  los 
interesados  arreglarse  á las  formas  del  país  en  que  se  encuentran,  ó por 
tenerse  que  referir  á archivos  públicos  en  los  cuales  consten  los  hechos, 
han  de  valerse  de  funcionarios  públicos  estranjeros  que  dén  carácter  de 
autenticidad  á los  documentos  en  que  constan  los  actos  ó contratos.  De  cada 
una  de  estas  clases  de  documentos  tratarémos  con  separación. 

Regla  generalmente  admitida  es  en  todas  las  naciones  que  los  cónsules 
estranjeros  admitidos  en  ellas  tengan  la  facultad  de  intervenir  en  los  actos 
y contratos  (le  la  vida  civil  que  se  refieren  á los  súbditos  de  sus  gobiernos, 
y que  los  documentos  que  con  este  motivo  espidan  sean  considerados  como 
auténticos,  y hagan  fé.  Hay  disposiciones  espresas  en  algunos  Estados 
que  así  lo  establecen,  como  sucede  en  Austria  (a),  el  Brasil  (b),  Cerdeña  (c), 
Dinamarca  (d),  los  Estados-Unidos  ( e ),  Grecia  (f),  Inglaterra  (g),  los  Países 
Bajos  ( h ),  Portugal  (i)  y Prusia  (j).  Esto  mismo  se  halla  reconocido  por 
España  en  un  Real  decreto  (/)  en  que  se  señalan  las  facultades  correspon- 
dientes á los  cónsules  y vice-cónsules  estranjeros  que  se  hallen  en  nues- 
tro territorio.  Y por  otro  Real  decreto  (ni),  de  que  ya  hemos  hecho  men- 
ción en  esta  obra , se  ordenó  que  los  cancilleres  de  los  consulados  españo- 
les en  el  estranjero,  se  reputaran,  mientras  lo  fueran,  notarios  con  fé  pú- 

Arts.  38  y sigs.  de  la  tarifa  de  4 de  mayo  de  1824. 

Arts.  23  y 79  del  decreto  de  la  Regencia  de  14  de  abril  de  1824. 

Arts.  198,  199,  2181  y 2188  de  su  Código  civil. 

Art.  13  de  la  Real  instrucción  de  9 de  octubre  de  1824. 

Instrucción  general  de  2 de  marzo  de  1833. 

Núms.  2 y 4 del  art.  2.°  de  la  Instrucción  de  l.°  de  enero  de  1834. 

Art.  10  del  Reglamento  de  3 de  enero  de  1818. 

Cap.  20  y 87  del  Estatuto  6.°  de  Jorge  IV  de  1826. 

Art.  11  de  la  Instrucción  de  9 de  octubre  de  1789. 

Art  8.°  de  la  Instrucción  de  18  de  setiembre  de  1796. 

De  8 de  mayo  de  1827  en  su  art.  2.° 

Art.  22  del' Real  decreto  de  29  de  setiembre  de  1848. 
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hlíoa  en  lo  judicial  y escrituario  eu  el  disido  dé  los  respectivos  consulados, 
V oue  los  documentos  que  espidiesen,  hicieran  fe  en  ju.cro  y fuera  de  el  en 
ía  demarcación  del  consulado,  y legalizados  por  el  cónsul  en  todo  el  remo, 
la  dema  . . España  en  convenios  consulares  (a),  de  3 de  abril 

aE  ,°8d  con  Ce  Xa  W de  26  de  marzo  de  <836  con  las  Dos  Sicilias  (c), 
de  7 de  enero  de  1862  con  Francia  (rf),  de  30  de  junio  de  1838  con  el  Du- 

in\  \1  «numerar  los  Estados  con  quienes  España  tiene  hecho  convenios  espe- 
-2  ' , materia  de.  que  aquí  se  trata,  preferimos  seguir,  como  por  regla  general 
hilmos  ón  ti  obra,  el  orden  alfabético  por  las  iniciales  respectivas  de  cada  Es- 
Mdri  'd  cronológico  En  este  caso  hubiera  sido  indiferente:  en  otros,  como  en  la 
«posición  de  la'logislacion  cstranjera,  dá  facilidad  para  encontrar  lo  que  cada  uno 

X' Artículo  C."  Los  cónsules  generales,  cónsules  y vicecónsules  respectivos, 
tendrán  H derecho  de  recibir  en  sus  cancillerías,  en  el  domicilio  de  las  partes  y á 
fiordo  de  los  buques  de  su  país,  las  declaraciones  y otros  actos  que  los  capitanes, 
tripulantes  v pasajeros,  negociantes  y cualesquiera  otros  subditos  (le  su  nación 
quieran  hacer,  incluso  los  testamentos  ó últimas  voluntades,  y todos  los  demás  ac- 
tos notariados,  sin  esceptuar  los  que  tengan  por  objeto  establecer  hipotecas,  en  cu- 
yo caso  se  les  aplicarán  las  disposiciones  estipuladas  sobre  este  especial  objeto  en- 
tre los  dos  países.  _ , , 

Los  cónsules  generales,  cónsules  y vice-cónsules  respectivos,  tendrán  ademas  el 
derecho  de  recibir  en  sus  cancillerías  todos  los  actos  convencionales  entre  uno  ó 
mas  de  sus  compatriotas  y otras  personas  del  país  en  que  residan,  asi  como  todos 
los  actos  convencionales  referentes  esclusivatnente  a los  ciudadanos  del  país  de  su 
residencia,  con  tal  que  estos  actos  se  refieran  á bienes  situados  ó á negocios  que 
deban  tratarse  en  el  territorio  de  la  nación  á que  pertenecen  el  cónsul  ó ájente  ante 
el  cual  se  celebren.  Los  testimonios  ó certificados  de  dichos  actos,  debidamente  le- 
galizados por  los  cónsules  y vice-cónsules,  y sellados  con  el  sello  de  oficio  de  sus 
consulados  ó vico-consulados,  liarán  le  en  juicio  y fuera  de  él,  así  en  los  Estados  de 
S.  M.  Católica,  como  en  los  de  S.  M.  Sarda,  y tendrán  la  misma  fuerza  y valor  que 
si  se  hubiesen  otorgado  ante  notario  ú otros  oficiales  públicos  del  uno' y del  otro 


que  rijan  en  el  país  en  que  el  acto  deba  po- 
nerse en  ejecución. 

Los  cónsules  generales,  cónsules  y vice-cónsules  respectivos,  podrán  traducir  y 
legalizar  todos  los  documentos,  actos  y firmas  emanados  de  las  autoridades  y fun- 
cionarios de  su  país,  y estas  traducciones  y legalizaciones  tendrán  en  el  país  de  su 
residencia  la  misma  fuerza  y valor  que  si  hubiesen  sido  hechas  por  los  funcionarios 
y autoridades  legales. 

(c)  Artículo  M‘2.  Los  cónsules  y demás  agentes  consulares  de  una  y otra  na- 
ción, tendrán  el  derecho  de  recibir  en  sus  cancillerías  y oficinas,  en  el  domicilio  de 
las  partes  y á bordo  de  los  buques,  las  declaraciones  y otros  actos  que  los  capitanes, 
npulaciones  y pasageros,  negociantes  6 cualesquiera  otros  subditos  de  su  nación 
piieun  nacer , inclusos  los  testamentos  y últimas  voluntades, 
riila  rni'ilÜ.Si  . (íu1e  ,trata  pñi’rnfo  precedente,  se  verificarán  en  la  forma  reque- 
tiéniliwiv  • ^stíU*°  íl  Q110  pertenecen  los  cónsules  y vise-cónsules,  some- 

acto  di  ! i-i*  ni!,  °’  rp8,síro>  y f°das  las  formalidades  que  rijan  en  el  país  en  que  el 
los  referid !TS(\en  eJeciJcion,  y tanto  los  originales  como  sus  copias,  libradas  pol- 
en su  caso  i,. i, 'r  ’ ^ s.fi!ladas  con  S11S  sellos  de  oficio,  y debidamente  legalizadas 
como  en  los  de*s  M v -r1010  Y f,u>rn  de  él,  asi  en  los  Estados  de  S.  M.  Católica, 
otorgado  ante  noMiYnoi»  níl’  J tePdn'n  »fM  fuerza  y valor  que  si  se  hubiesen 
espedidos  por  los  mismo  ° r°S  0 lcialos  Públicos  de  uno  y otro  país,  ó hubiesen  sido 


(d)  Articulo  19. 


Los  cónsules  generales,  cónsules  y vice-cónsules  6 agentes 
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cado  de  Uesse  (a):  de  26  de  junio  de  1845  con  Portugal  ( b ),  dando  res- 
consulares de  los  dos  países  ó sus  cancilleres,  tendrán  el  derecho  de  recibir  en  sus 
cancillerías,  en  el  domicilio  de  las  partes  y á bordo  de  los  buques  de  su  nación  las 
declaraciones  que  hayan  de  prestar  los  capitanes,  tripulantes  v pasajeros;  negocian- 
tes  y cualesquiera  otros  súbditos  de  su  país.  ’ b 

Asimismo  estarán  facultados  para  autorizar  como  notarios  las  disposiciones  tes- 
tamentarias de  sus  nacionales  y todos  los  demás  actos  propios  de  la  jurisdicción  vo- 
luntaria, aun  cuando  estos  actos  tengan  por  objeto  la  constitución  de  hipotecas. 

Los  referidos  agentes  tendrán  ademas  el  derecho  de  autorizar  en  sus  respecti- 
vas cancillerías  todos  los  contratos  que  envuelvan  obligaciones  personales  entre 
uno  ó mas  de  sus  compatriotas  y otras  personas  del  país  en  que  residan,  asi  como 
también  todos  aquellos  que  aun  siendo  de  interés  esclusivo  para  los  naturales  del 
mismo  territorio  en  que  se  celebren,  se  refieran  á bienes  situados  ó á negocios  que 
deban  tratarse  en  cualquier  punto  de  la  nación  á que  pertenezca  el  cónsul  ó vice- 
cónsul ante  el  cual  se  formalicen  dichos  actos. 

Los  testimonios  ó cevtiíicaciones  de  estos  actos,  debidamente  legalizados  por 
dichos  agentes  y sellados  con  el  sello  de  oíicio  de  sus  consulados  ó vice-consulados, 
harán  fé  en  juicio  y fuera  de  él,  así  en  los  Estados  de  España,  como  de  Francia,  y 
tendrán  la  misma  fuerza  y valor  que  si  se  hubiesen  otorgado  ante  notario  ú otros 
oficiales  públicos  del  uno  ó del  otro  país,  con  tal  que  estos  actos  se  hayan  estendido 
en  la  forma  referida  por  las  leyes  del  Estado  á que  pertenezcan  los  cónsules  ó vice- 
cónules,  y hayan  sido  después  sometidos  al  sello,  registro  ó cualesquiera  otras 
formalidades  que  rijan  en  el  país  en  que  el  acto  deba  ponerse  en  ejecución. 

Cuando  se  duda  de  la  autenticidad  de  un  documento  público  protocolizado  en 
la  cancillería  de  uno  de  los  consulados  respectivos,  no  deberá  negarse  su  confron- 
tación con  el  original,  mediando  petición  de  parte  interesada,  que  podrá  asistir  al 
acto,  si  lo  estima  conveniente. 

Los  cónsules  generales)  cónsules  y vice-cónsules  ó agentes  consulares  respecti- 
vos, podrán  traducir  toda  clase  de  documentos  emanados  de  las  autoridades  ó fun- 
cionarios de  su  país,  y estas  traducciones  tendrán  en  el  de  su  residencia  la  misma 
fuerza  y valor  que  si  hubiesen  sido  por  los  intérpretes  jurados  del  territorio. 

(a)  Artículo.  6.°  Los  cónsules  generales,  cónsules  y vice-cónsules,  tendrán 
el  derecho  de  recibir  en  sus  cancillerías  y olicinas,  y en  el  docimicilio  de  las  par- 
• tes  las  declaraciones  y otros  actos  notariales  que  quieran  hacer  los  súbditos  de  su 
nación,  inclusos  los  testamentos  ó últimas  voluntades.  Tendrán  además  el  derecho 
de  recibir  en  sus  cancillerías  y oficinas  todos  los  actos  convencionales  entre  uno  ó 
mas  de  sus  compatriotas,  y otras  personas  del  país  en  que  residan,  así  como  todos 
los  actos  convencionales  entre  un  ciudadano  del  país  de  su  residencia,  con  tal  de 
que  estos  actos  se  reíieran  á bienes  situados  en  el  territorio  de  la  nación  a que 
pertenezca  el  cónsul ^ó  agente  ante  el  cual  se  celebren,  ó á negocios  que  deban  tra- 
tarse en  dicho  territorio. 

Los  actos  á que  aluden  los  párrafos  precedentes,  se  verificaran  en  la  forma  re- 
querida por  las  leyes  del  Estado  á que  pertenezcan  los  cónsules  y vice-consules, 
sometiéndose  al  sello,  al  registro,  á la  transcripción,  y á todas  las  otras  formali- 
dades que  rijan  en  el  país  en  que  el  acto  deba  ponerse  en  ejecución , y tanto  los 
originales,  como  sus  copias  libradas  por  los  referidos  ajenies,  selladas  con  sus  se- 
llos de  oficio,  y debidamente  legalizadas  en  su  caso,  harán  fe  en  juicio  en  ambos 
Estados,  y tendrán  igual  fuerza  y valor  que  si  se  hubiesen  otorgado  entre  notario  u 
otros  oficiales  públicos  del  uno  ó del  otro  país,  ó espedidos  por  los  mismos. 

(i b ) Artículo  4.°  Será  inherente  á la  autoridad  de  los  ajenies  consulares  de 
España  en  Portugal,  y á la  de  los  de  Portugal  en  España,  recíprocamente  la  fe 
pública  y legal  que  se  requiere  para  el  ejercicio  de  las  atribuciones  de  su  cargo. 
Las  tarifas  de  derechos  consulares  establecidas  ó que  se  establecieren  , por  cada 
uno  de  los  gobiernos  de  las  altas  partes  contratantes,  deberán  ser  comunicadas  al 
Gobierno  déla  otra,  así  como  las  alteraciones  que  se  hicieren  en  las  mismas  ta- 
rifas. 
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necio  á ellos,  mavor  certidumbre  y fijeza  á lo  que  ya  estaba  generalmente 
admitido  antes  No  nos  parece  dudoso  que  estos  documentos  otorgados 
ante  los  a-entes  consulares,  á pesar  de  serlo  en  país  estranjero,  deben  con- 
siderarse como  espedidos  en  España,  por  los  func.onar.os  públicos  que  los 
autorizan,  por  tener  que  sujetarse  á las  leyes  del  reino  y por  no  poder  salir 
de  las  formas  y solemnidades,  que,  ó por  disposiciones  generales,  ó por  ór- 
denes especiales  se  prescriben  á los  consulados. 

Respecto  á los  actos  que  se  celebran  en  el  estranjero,  y allí  se  hacen 
constar  en  forma  auténtica  para  que  tengan  fuerza  en  España,  nuestras 
leyes  cxijen  ciertas  condiciones,  de  las  cuales  algunas  se  refieren  al  objeto 
del  acto  ó contrato,  á la  capacidad  de  los  contrayentes  y á los  límites  de 
esta  capacidad  y otros  á su  autenticidad:  llamarémos  á las  primeras  solem- 
nidades internas , y á las  segundas  solemnidades  esternas,  arreglándonos 
a la  nomenclatura  que  antes  dejamos  indicada.  Tratarémos  de  ellas  con  se- 
paración. 

Solemnidades  internas  de  los  documentos  otorgados  en  el  estranjero 
para  que  tengan  fuerza  cy  España. 


La  primera  solemnidad  interna  que  se  requiere  para  que  el  documento 
otorgado  en  el  estranjero  tenga  fuerza  en  España,  es  que  el  asunto  materia 
del  acto  ó contrato  á que  deba  su  origen,  sea  lícito  y permitido  por  nues- 
tras leyes  (a).  Todo  acto  de  la  vida  civil,  todo  contrato  debe  tener  una 
causa  lícita;  donde  esta  causa  no  existe,  el  acto  ó contrato  lleva  envuelto  en 
sí  un  vicio  insanable  que  lo  destruye.  Así  lo  declaran  nuestras  leyes  de 
Partida  conformándose  con  los  principios  eternos  del  derecho  universal  y 
con  lo  que  establecen  todas  las  legislaciones : Otrosí  dezimos,  que  lodo 
pleyto  que  es  fecho  contra  nuestra  ley,  ó contra  las  buenas  costumbres,  non 
debe  ser  guardado,  maguer  pena  ó juramento  fuesse  puesto  en  él  (b).  Lo 
que  es  contra  la  honestidad,  contra  los  principios  eternos  de  justicia  ó con- 
tra las  leyes,  es  imposible  de  derecho;  si  física,  si  materialmente  existe,  la 
ley  le  niega  todo  valor  (c).  Esta  regla  general  es  aplicable  en  todos  los  ac- 
tos y contratos  que  tienen  lugar  én  el  estranjero;  lo  contrario  seria  dar  á los 
documentos  estranjeros  la  fuerza  que  se  negara  á los  españoles.  Debe  consi- 
derarse que  siempre  que  estos  actos  se  oponen  á las  buenas  costumbres  ó á 
los  principios  universales  de  derecho,  son  igualmente  ilícitos  en  todas  par- 


de  185tPnmer  reqaisit0  deI  artículo  único  del  Real  decreto  de  17  de  octubre 
S NCyrM  del  lít:  XI  .de  la  Part.  Y. 

Cuando  el  actoel  (?,c|,dundirse  l°s  actos  con  las  condiciones  que  en  ellos  se  imponen: 
ana comí £ no  Wp™*  efecto  alguno  civil.  Criando  es  lícito  y tiene 
la  cond\^  Cm  derecho,  unas  veces  el  acto  ' ” 

nulo,  como  acontece  eS  losMmrate!'1”8  vohmladades’  otras  m 


subsiste  detraída 
veces  todo  el  acto  os 
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tes:  en  tales  casos  sostener  en  España  como  válido  lo  que  en  el  país  de  su 
otorgamiento  fuese  también  nulo  lo  mismo  que  en  nuestra  pátria,  no  podría 
tener  esplicacion.  Pero  hay  algunos  actos  ó contratos  que  al  mismo  tiempo 
que  están  autorizados,  ó por  lo  menos  no  están  prohibidos  por  la  ley  en  un 
Estado,  son  ilícitos  en  otro  y hasta  se  reprimen  por  medio  de  sanciones  pe- 
nales. Sirva  de  ejemplo  la  obligación  que  uno  contrajera  en  Gibraltar  de 
introducir  en  España  géneros  de  comercio  ilícito  ó de  comercio  lícito  pero 
en  fraude  de  la  renta  de  Aduanas:  esta  obligación,  que  en  el  lugar  en  que 
se  contrajo  podría  ser  válida,  no  lo  seria  en  nuestra  pátria.  Pongamos  otro 
ejemplo  que  puede  referirse  inmediatamente  á la  Ley  hipotecaria:  un  ju- 
gador hallándose  en  un  Estado  en  que  son  lícitos  los  juegos  de  suerte  y 
azar,  y no  tienen  límites  que  cohíban  la  insensatez  y malos  hábitos  de  los 
jugadores,  pierde  una  casa  que  tiene  en  España  y en  cumplimiento  de  su 
compromiso,  otorga  escritura  pública  traspasando  el  dominio  de  su  linca  al 
que  la  ganó:  esta  escritura  no  produciría  ningún  efecto  en  España,  porque 
se  funda  en  una  causa  ilícita  según  nuestras  leyes  y no  podría  ser  inscrita 
en  el  registro.  De  este  modo,  además  de  consultar  en  lo  posible  á la  inte- 
gridad de  nuestras  leyes,  se  evitará  á veces  que  algunos  vayan  á países  es- 
tranjeros  para  eludir  las  prohibiciones  de  nuestro  derecho;  háganlo  respec- 
to á las  cosas  muebles,  ya  que  desgraciadamente  pocas  veces  haya  posibi- 
lidad de  evitarlo  , pero  no  respecto  á las  cosas  del  suelo  que  no  pueden 
menos  de  ser  regidas  por  el  derecho  nacional.  No  es  necesario  para  esto  que 
los  jueces  y registradores  tengan  que  estudiar  la  legislación  del  país  en 
que  el  acto  ó contrato  se  verificaron:  para  ellos  es  indiferente  en  este  caso 
lo  que  prescriben  las  leyes  estranjeras:  bástales  saber  que  España,  lugar 
en  que  ha  de  tener  ejecución  la  obligación  contraida,  la  rechaza  para  que 
la  consideren  como  ilícita,  sin  ningún  valor  é incapaz  de  inscripción. 

La  segunda  circunstancia  intrínseca  que  exigen  nuestras  leyes  respecto 
á los  actos  y contratos  celebrados  en  país  estranjero,  es  que  los  otorgan- 
tes tengan  aptitud  y capacidad  para  obligarse  con  arreglo  á las  de  su 
pátria  (a).  Ninguna  diferencia  se  hace  aquí  entre  nacionales  y estranjeros, 
porque  nada  impide,  por  ejemplo,  para  referirnos  á lo  que  á la  Ley  hipo- 
tecaria concierne , que  un  estranjero  propietario  de  una  finca  española  la 
venda  á otro  estranjero,  ó un  español  á un  estranjero,  ó un  estranjero  á un 
español.  La  cuestión  es  siempre  la  misma:  es  la  de  aptitud  y capacidad 
civil:  es  decir , que  cada  uno  tiene  que  sujetarse  respectivamente  al  esta- 
tuto personal  obedeciendo  á la  ley  del  país  á que  pertenece.  La  esplica- 
cion que  de  este  estatuto  antes  hemos  dado,  evita  que  entremos  aquí  en 
mayores  ampliaciones:  solo  añadirémos  que  esta  ley  ó estatuto  personal, 

(a)  Requisito  segundo  del  artículo  vínico  del  Real  decreto  de  17  de  octubre 
de  IK!>1. 
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de!  mismo  modo  dehe  observarse  en  los  contratos  y actos  que  los  eslranje- 
ros  otorgan  en  España,  como  se  deduce  de  las  reglas  que  antes  dejamos 
sentadas0  El  Provecto  de  Código  civil  (a)  está  en  un  todo  conforme  con  es- 
tos principios  cu¡ndo  establece  que  las  leyes  concernientes  al  estado  y ca- 
pacidad de  las  personas  obligan  á los  españoles,  aunque  residan  en  país  es- 
traniero  El  que  proclama  este  principio  respecto  á sus  súbditos,  implícita- 
mente reconoce  el  derecho  que  tienen  los  demás  países  para  ordenar  que 
todo  lo  que  se  refiera  al  estatuto  personal  sea  observado  por  sus  súbditos 
que  con  tan  estrecho  vínculo  quedan  ligados  al  Estado  á que  pertenecen 
por  su  nacimiento,  por  su  origen,  ó por  haber  preferido  su  nacionalidad  á 
la  del  pueblo  á que  pertenecían. 

Nuestros  lectores  conocerán  que,  sin  salir  de  los  límites  de  esta  obra, 
no  podríamos  entrar  á examinar  las  diferentes  legislaciones  estranjeras,  ni 
aun  las  de  los  Estados  que  mas  relación  tienen  con  nosotros,  eri  todo  lo  que 
se  refiere  á la  capacidad  civil  de  las  personas:  esto  equivaldría  á escribir 
una  obra  de  derecho  civil  comparado  en  una  de  las  principales  materias 
que  comprende:  Felizmente  las  obras  modernas  de  derecho  internacio- 
nal, y la  publicación  de  los  códigos  estranjeros  han  hecho  accesible  un  es- 
tudio que  en  tiempos  anteriores  presentaba  mucho  mayores  dificultades: 
apenas  se  presentará  una  cuestión  en  que  con  alguna  diligencia  no  puedan 
los  jueces,  los  registradores  y los  letrados  reunir  los  antecedentes  necesa- 
rios para  poder  apreciar  hasta  qué  punto,  por  falta  de  capacidad  civil  en 
los  otorgantes,  están  privados  de  fuerza  en  España  los  documentos  otorga- 
dos en  el  estranjero. 

La  tercera  circunstancia  intrínseca  es,  que  cuando  se  trata  de  bienes 
inmuebles  situados  en  territorio  español,  que  son  los  únicos  que  aquí  pueden 
ser  objeto  de  nuestro  examen,  porque  la  Ley  hipotecaria  nunca  sé  refiere  á 
los  muebles  ni  á los  inmuebles  de  territorio  estranjero,  se  ha  de  estar  á lo 
que  establece  nuestro  derecho,  tanto  en  lo  que  corresponde  á la  clasificación 
de  ellos,  como  ásus  accesiones,  á las  servidumbres  reales,  al  usufructo  le- 
gal, á su  condición  de  libres  ó reservables  en  parte,  con  arreglo  á la  ley 
de  dcsvinculacion  de  11  de  octubre  de  1820,  á su  trasmisión  y á todos  los 
demás  electos  del  estatuto  real  de  que  ya  dejamos  hecha  mención  anterior- 
mente. Esta  regla  arranca  de  la  soberanía  del  Estado  que,  como  es  natural, 
se  esliendo  á todo  el  territorio  á que  alcanza  el  poder  del  legislador,  el  cual 
no  sei  ia  completo  si  pudieran  tener  cu  él  ejecución  las  leyes  dadas  por 
o ro  egislador.  Sin  renunciar  un  Estado  á su  autonomía,  no  puede  per- 
mi  ir  otra  cosa  en  su  territorio;  por  esto  todas  las  naciones  independientes 

?.a  mi  l.ocsl®  Principio  que  puede  considerarse  boy  como  de  derecho 
publico  universal. 


(a)  Art.  7.° 
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En  España  tenemos  ejemplos  continuos  y vivos  siempre  de  haber  sido 
este  principio  reconocido  como  incontrovertible.  Frecuente  es  que  los  cas- 
tellanos tengan  bienes  inmuebles  en  Aragón  y en  Navarra,  y que  los  na- 
varros y aragoneses  tengan  bienes  inmuebles  en  Castilla,  y sin  embargo  la 
sucesión  se  arregla  por  la  ley  del  suelo,  y el  cónyuge  sobreviviente  del  cas- 
tellano que  es  dueño  de  bienes  raíces  en  Aragón  ó en  Navarra,  tiene  en 
ellos  el  usufructo  que  el  respectivo  derecho  foral,  ley  del  suelo,  dá  á los  viu- 
dos y á las  viudas.  Por  el  contrario  cuando  los  cónyuges  son  navarros  y 
aragoneses  y tienen  bienes  inmuebles  en  Castilla,  el  cónyuge  sobrevi- 
viente no  tiene  en  ellos  viudedad. 

No  es  tan  difícil  en  este  caso,  como  en  el  de  la  capacidad  civil  del  es- 
tranjero  para  los  actos  y contratos  la  misión  de  ¡os  jueces  y registradores; 
están  llamados  á aplicar  la  ley  nacional,  y no  la  estraña;  y ninguno  pue- 
de ignorar,  ni  la  legislación  vigente  en  el  reino,  ni  la  del  país  en  que,  ó 
administra  justicia,  ó ejerce  el  cargo  de  registrador. 

Solemnidades  esternas  de  los  documentos  otorgados  en  país  estranjero 
para  que  tengan  fuerza  en  España. 

Bástalo  dicho  respecto  á las  solemnidades  internas  de  los  documentos 
públicos , cuando  han  sido  otorgados  en  el  estranjero , para  que , según 
nuestras  leyes , tengan  fuerza  en  España.  Pasamos  ahora  á las  solemnida- 
des esternas  de  que  deben  hallarse  revestidos : éstas  son  referentes  á su 
autenticidad  en  el  país  de  su  otorgamiento  y á su  autenticidad  en  España. 
Aludiendo  á este  doble  requisito  de  autenticidad,  dice  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  que  los  documentos  otorgados  en  otras  naciones  tendrán  igual 
fuerza  que  los  que  lo  sean  en  España , si  reúnen  todas  las  circunstancias 
exigidas  en  aquellos  y las  que  además  requieran  las  leyes  españolas  para  su 
autenticidad.  Veamos  cuáles  son  estas  circunstancias. 

La  primera  solemnidad  esterna  que  al  efecto  se  requiere  es  que  el  acto 
ó contrato  aparezca  de  un  documento  público,  esto  es,  á nuestro  modo  de 
entender  , un  documento  notariado , como  dice  un  Real  decreto  (a) , ó que 
corresponde  á la  clase  de  auténticos  , de  que  habla  el  art.  3.°  de  la  Ley 
hipotecaria  (b),  en  cuyo  lugar  hemos  espuesto  que  esta  palabra  equivale  á 
la  frase  documentos  públicos  y solemnes  que  usa  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil.  Y así  se  entendió  esta  materia  entre  nosotros  antes  del  Real  decreto 
de  7 de  octubre  que  repetidamente  hemos  mencionado,  y con  posterioridad 
á él.  Los  certificados  de  nacimiento  en  Francia  , los  de  matrimonio  y los  de 
defunción  , no  son  actos  notariados,  y sin  embargo  de  esto,  vemos  darles 

(а)  De  17  de  octubre  de  4851. 

(б)  Véase  la  pág.  829  de  este  tomo. 

tomo  i. 
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fé  en  todos  los  tribnnales  españoles,  como  también  á las  partidas  de  bau- 
tismo v demás  espedidas  por  los  párrocos  de  los  Estados  en  que  corre  á su 
cuidado  librar  esta  clase  de  documentos.  Lo  mismo  sucede  con  todos  los 
certificados  espedidos  en  otros  países  por  los  archiveros  y agentes  adminis- 
trativos á quienes  corresponde  hacerlo  de  lo  que  aparezca  en  sus  secre- 
tarias archivos  ó dependencias.  Lo  que  aquí  se  busca  es  la  verdad  de  los 
hechosquc  pueden  tener  relación  con  la  vida  civil,  la  autoridad  competente 
para  certificarlos  y la  autenticidad  de  los  documentos. 

Volviendo  á los  actos  notariados  verificados  en  país  estranjero,  ocurre 
otra  dificultad.  En  la  mayor  parte  de  los  Estados  existen  funcionarios  para 
imprimir  con  la  autoridad  de  la  fé  pública  de  que  se  hallan  revestidos,  la 
autenticidad  á los  actos  y contratos  que  se  verifican  ante  ellos,  funciona- 
rios que  bajo  este  aspecto,  tienen  atribuciones  muy  semejantes  á nuestros 
escribanos  actuales,  y á los  notarios  que.,  con  arreglo  á la  nueva  ley  que 
acaba  de  recibir  la  sanción,  han  de  reemplazarlos.  Badén,  Baviera,  Bélgica, 
las  Dos  Sicilias,  los  Estados  de  la  Iglesia,  los  Estados-Unidos,  Francia,  los 
Países  Bajos,  Portugal,  Toscana  y Wurtemberg  , se  hallan  en  este  caso  : lo 
mismo  puede  decirse  de  los  Estados  de  Alemania,  que  se  rigen  por  el  derecho 
común,  y aun  de  Rusia  á pesar  de  sus  diferentes  clases  de  notarios,  debiendo 
advertir,  por  lo  que  toca  á la  materia,  de  que  en  esta  obra  principalmente 
tratamos,  que  todos  los  actos  y contratos,  referentes  á bienes  inmuebles, 
han  de  tener  lugar  en  las  oficinas  de  registro  de  los  libros  de  bienes  raíces, 
y ser  estendidos  por  notarios  especiales  en  virtud  de  orden  del  inspector. 
Pero  hay  otros  Estados  en  que  los  jueces  son  los  que  dan  la  autenticidad 
á los  actos  de  la  vida  civil;  así  sucede  xen  Austria  (a),  donde  las  atribucio- 
nes de  los  notarios  se  limitan  á los  protestos  de  las  letras  de  cambio;  en 
Prusia  ( b ),  á pesar  deque  en  esta  Monarquía  hay  unos  funcionarios  públi- 
cos, cuya  misión  es  recibir  los  contratos  entre  personas  que  no  saben  escri- 
bir, ó que  ignoran  las  leyes  del  país,  y que  tienen  muy  limitadas  sus  atri- 
buciones, eutre  las  cuales  no  hay  ninguna  que  se  refiera  á la  trasmisión  de 
la  propiedad  ni  de  otro  derecho  real  sobre  bienes  inmuebles  que,  con  arre- 
glo á nuestra  Ley  hipotecaria,  debe  ser  inscrito  en  los  registros,  y en  Sajo- 
rna, en  donde  los  actos  recibidos  ante  notarios  no  son  auténticos  si  no  ob- 
tienen la  aprobación  judicial.  Respecto  á los  Estados  que  se  hallan  en  este 
caso,  no  es  dudoso,  á nuestro  juicio,  que  aunque  no  son  documentos  hechos 
ante  notarios,  v que  por  lo  tanto  no  pueden  llamarse  en  rigor  notariados, 
e en  considerarse  comprendidos  entre  los  que  son  válidos  en  España,  por- 
que  no  tienen  menor  autenticidad  que  aquellos  que  pasan  ante  notarios,  y 
o que  quiere  nuestro  derecho , que  en  todas  las  precauciones  que 


[f>j  íao^ni1  C5J;  111  .de  la  leY  de  Procedimiento  civil. 

•Vufd,  *«•  *-  !»«•  Y §•  <«. 
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establece,  solo  tiene  por  objeto  evitar  que  pasen  como  verdaderos  y legí- 
timos documentos  que  sean  obra  del  fraude.  b 

Otra  cuestión  mas  grave  puede  suscitarse  todavía.  ¿Deberán  considerarse 
como  documentos  auténticos  los  testamentos  ológrafos  escritos  en  un  país 
en  que  esté  autorizada  esta  forma  para  espresar  las  últimas  voluntades, 
cuando  el  testador  es  súbdito  de  un  Estado  en  que  no  tiene  fuerza  ésta  cla- 
se de  testamentos?  ó en  otros  términos:  ¿el'testamento  ológrafo  escrito  por 
un  español  en  Francia,  por  ejemplo,  podrá  considerarse  como  título  capaz 
de  inscripción?  No  creemos  que  el  español  debe  considerarse  como  autori- 
zado para  hacer  testamento  ológrafo  en  el  estranjero,  forma  de  testar  que 
rechaza  la  ley  española,  considerando  que  allí  tiene  medios  para  espresar 
su  última  voluntad  de  una  manera  que  auténticamente  conste,  ya  acudien- 
do á notarios,  ya  á los  consulados  españoles.  Pero  dejando  aparte  esta  cues- 
tión, que  no  es  propia  del  objeto  de  nuestro  comentario,  dirémos,  que  aun 
suponiendo  que  se  diera  valor  á un  testamento  otorgado  de  dicha  manera, 
siempre  quedaría  una  dificultad  invencible  á nuestro  juicio  que  impediría  la 
inscripción,  á saber,  que  no  era  documento  auténtico,  ni  escritura  pública. 
Por  falta  de  estas  circunstancias,  los  testamentos  que  con  arreglo  á nuestro 
derecho  pueden  otorgarse  sin  escribano,  observando  las  formalidades  que 
prescribe  la  ley,  no  han  de  ser  inscriptos,  mientras  no  se  reduzcan  á instru- 
mento público,  aunque  tegan  por  sí  fuerza,  y no  quepa  combatirlos  por 
falta  de  escribano.  Así  sucede  también  con  los  testamentos  cerrados,  los 
cuales,  hecha  legalmente  su  apertura , se  protocolizan  para  que  tengan  la 
autenticidad  que  en  otro  caso  les  faltaría  desde  que  hubieran  sido  separa- 
dos de  la  cubierta,  que  es  una  verdadera  escritura  pública. 

La  segunda  circunstancia  esterna  que  deben  tener  los  documentos  otor- 
gados en  el  estranjero,  es  que  estén  legalizados.  No  basta  que  un  documento 
sea  auténtico;  es  necesario  además  que  aparezca  en  España  que  lo  es:  el 
medio  de  conseguirlo  es  la  legalización,  por  cuyo  medio,  tanto  el  carácter 
público  del  funcionario  que  lo  autoriza,  como  su  firma,  constan  de  un  modo 
que  no  debe  ponerse  en  duda. 

Ya  hemos  dicho  antes  como  deben  legalizarse  los  documentos  otorgados 
ante  nuestros  cancilleres  de  los  consulados  españoles  [a],  y lo  que  acerca 
de  esto  se  halla  estipulado  con  Cerdena  (b),  las  Dos  Sicilias  (c),  Francia  (d) 
y el  gran  ducado  de  Hesse  (e). 

Pasémos  á la  legalización  de  los  documentos  verdaderamente  cstranje- 
ros.  Esta  legalización  ya  fué  establecida  en  el  siglo  anterior.  En  un  auto 

(o)  Pags.  363  y 364. 

(6)  Pag.  364  en  la  nota  (a). 

(c)  Pag.  364  en  la  nota  (b). 

(d)  Pag.  364  en  la  nota  (cj. 

(e)  Pág.  36o  en  la  nota  (o). 
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acordado  del  Consejo  de  las  Ordenes  militares  apretado  por  Real  orden  de 
0 de  octubre  de  4785,  se  ordenó  que  los  caballeros  y freiles  comisionados 
oara  las  pruebas  de  estranjeros  que  querían  ingresar  en  dichas  órdenes,  no 
admitiesen  certificación,  acto  positivo,  ni  documento  alguno  procedente  del 
estranjero  que  viniera  sin  atestado  ú otro  resguardo  equivalente  del  emba- 
jador encargado  de  negocios,  cónsul  ú otra  persona  pública  que  represen- 
tara á nuestra  nación  en  el  respectivo  país,  por  donde  constara  la  sinceri- 
dad é integridad  del  documento  y estar  librado  en  la  forma  de  costumbre. 
Los  demás* medios  de  legalización  están  espresamente  reprobados,  incluso 
el  de  la  firma  de  tres  comerciantes,  pues  que  se  halla  prevenido  por  una 
disposición  general  (a),  que  no  se  admitan  i;n  los  tribunales  del  reino  docu- 
mcn'os  procedentes  del  estranjero  que  no  estén  otorgados  ó legalizados 
por  los  cónsules  ó agentes  consulares  españoles  acreditados  en  el  país  de 
(pie  aquellos  procedan. 

La  forma  de  la  legalización  es  que  la  firma  del  notario  ó notarios  que 
hayan  espedido  el  documento,  sea  comprobada  por  la  autoridad  ó funciona- 
rio á quien  corresponda  según  las  disposiciones  legislativas  ó reglamenta- 
rias, ó la  costumbre  de  cada  país,  y que  el  cónsul  certifique  de  la  firma  de 
dicha  autoridad.  Con  esto  creemos  que  deberá  ser  considerado  el  documento 
como  fehaciente,  pues,  aunque  no  hay  resolución  alguna  que  así  lo  pres- 
criba, nos  parece  que  del  espíritu  de  una  disposición  nuestra  ( b ),  de  que 
hemos  hecho  repetidamente  mención  en  la  obra,  y citado  ya  eu  este  co- 
men [ario  así  se  deduce,  al  ordenar  que  los  documentos  autorizados  por  los 
cancilleres  de  los  consulados  con  el  visto  bueno  de  los  cónsules  hacen  fé, 
cu  lodo  el  reino.  Conocemos  que  este  sistema  puede  ser  tachado,  y con  ra- 
zón, por  consultar  poco  á la  autenticidad  de  los  documentos,  porque  no  es 
posible  que  los  jueces  y registradores  conozcan  las  firmas  de  todos  los  cónsu- 
les que  España  tiene  en  países  estranjeros.  Para  que  no  pudiera  ponerse  eu 
duda  la  autenticidad,  seria  necesario  que  las  firmas  de  los  cónsules  fueran 
legalizadas  por  el  Ministerio  de  Estado,  la  legalización  del  Miuislerio  de 
Estado  por  el  de  Gracia  y Justicia,  la  de  Gracia  y Justicia  por  el  Regente 
de  la  Audiencia,  cuya  firma  no  debe  ser  desconocida  á los  jueces  y á los 
registradores.  Esto  sistema  seria  seguro,  porque  no  estaría  interrumpida  la 
cadena  de  las  personas  que,  por  conocer  la  firma  que  antecedía  á la  suya, 
pudieran  legalizarla  y darle  autenticidad.  No  se  observa,  sin  embargo,  por 
su  complicación  y embarazo;  mas  á pesar  de  todo  es  frecuente  que  se  acu- 
a al  Ministerio  de  Estado  para  obtener  la  legalización  de  la  firma  del  cón- 
11  con  °^cto  ^(;  ev'tar  dudas  sobre  la  autenticidad  del  documento.  Se  vé, 

1 oes,  que  os  particulares  por  su  inferes  aumeulan  á veces  las  solemnida- 
des y formulas  á que  la  ley  no  los  sujeta. 


(¡j)  EUi  t'1  re‘no  ‘*e  8 do  junio  de  1842. 

- Kepl  decreto  de  2ó  de  setiembre  de  1848. 
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Antes  de  concluir  esta  materia  de  legalizaciones,  dirémos  que  la  práctica 
no  ha  hecho  eslensivo  á los  demás  documentos  procedentes  del  estranjero 
lo  que  previno  la  Real  orden  que  hemos  citado  antes  relativa  al  Consejo  de 
las  Ordenes  acerca  de  que  los  agentes  diplomáticos  ó consulares  españoles 
debian  certificar  que  la  forma  en  que  estaba  librado  el  documento  era  la 
usada  en  el  país  de  su  procedencia. 

La  tercera  circunstancia  esterna  que  deben  tener  los  documentos  otor- 
gados en  el  estranjero  para  su  inscripción,  es  que  estén  traducidos  al  caste- 
llano. Sin  que  esto  se  verificara  no  seria  posible  que  los  registradores  hi- 
cieran la  inscripción,  porque  no  debe  suponerse  en  ellos  el  conocimiento  de 
todos  los  idiomas.  El  art.  9.°  del  Reglamento  que  queda  transcripto  á la  ca- 
beza de  este  comentario,  dice  que  la  inscripción  solo  puede  hacerse  después 
que  los  documentos  hayan  sido  oficialmente  traducidos  por  la  oficina  de 
la  Interpretación  de  lenguas,  oficina  que  se  halla  en  el  ministerio  de  Estado 
y que  es  la  misma  queda  autenticidad  á las  traducciones  tanto  en  el  orden 
judicial  como  en  el- administrativo.  Sigue  en  esto  la  Lev  hipotecaria  lo  que 
desde  la  publicación  de  la  de  Enjuiciamiento  civil  está  decidido  entre  noso- 
tros de  un  modo  terminante  y general.  Es  verdad  que  á pesar  de  haberse 
ordenado  antes  que  los  tribunales  y dependencias  del  Gobierno  no  admi- 
tieran traducción  alguna  de  documentos  estranjeros,  sin  que  esta  se  hicie- 
ra auténtica  y legalmente  por  dicha  oficina  (a),  otra  disposición  lo  limitó 
á la  Córte  estableciendo  que  en  los  demás  puntos  del  reino  siguieran  los  in- 
térpretes jurados,  como  lo  habían  ejecutado  hasta  entonces, haciéndolas  tra- 
ducciones, y conservando  las  partes  interesadas  en  los  litigios  el  derecho  de 
acudir  á la  Interpretación  de  lenguas,  en  el  caso  de  no  estar  conformes  con 
la  versión  de  los  intérpretes  del  punto  en  que  se  hallaran.  Pero  al  reformar- 
se nuestros  procedimientos  en  materia  civil,  se  desechó  por  completo  la  tra- 
ducción de  los  intérpretes,  estableciéndose  en  su  lugar  que  en  los  litigios  se 
estuviera  y pasara  por  la  inteligencia  que  de  común  acuerdo  dieran  los 
litigantes  á los  documentos  y que  no  existiendo  la  conformidad  , la  Inter- 
pretación de  lenguas  los  tradujera,  sin  que  esta  pudiera  hacerse  en  ningu- 
na otra  forma  ( b ).  Y es  que  la  esperiencia  se  habia  encargado  de  poner  de 
manifiesto  la  utilidad  de  lo  ordenado  en  1841,  Y la  inconveniencia  de  su 
derogación.  Este  precedente  y la  necesidad  de  que  las  traducciones  tengau 
toda  la  autorización  y fidelidad  posibles,  la  imparcialidad  que  hay  en  una 
dependencia  del  Estado  y el  menor  coste  de  las  traducciones  recomiendan 
la  determinación  de  la  ley.  Para  su  completa  justificación  debemos  añadir 
que  los  inconvenientes  de  las  malas  traducciones  son  menores  en  los  juicios, 
porque  el  opuesto  interés  de  los  litigantes  cuidará  de  restablecer  la  verdad 

(a)  Orden  del  Regente  del  reino  de  24  de  setiembre  de  1841. 

(í¡)  Arts.  383  y 384  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
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(Míe  por  mtérpretes  imperito?,  complacientes  ó seducidos  pueda  desfigurar- 
se pero  cuando  se  trata  de  las  inscripciones,  no  suele  haber  interesado  que 
combata  las  inscripciones,  motivo  poderoso  para  que  en  ellas  abra  menos 
la  inano  el  legislador  y busque  en  interés  de  los  ausentes,  quien  sin  pasión 
v oficialmente  dé  autenticidad  á lo  que  traduce. 

‘ D,,}je  tenerse  aquí  presente  lo  que  respecto  a la  facultad  que  los  cónsu- 
les, vice-cónsules  y agentes  consulares  de  Cerdeña  y Francia  en  España, 
v los  funcionarios  españoles  de  la  misma  clase  en  Cerdeña  y Francia  tie- 
nen de  traducir  los  documentos  emanados  de  las  autoridades  ó funcionarios 
de  su  respectivo  país,  y la  fe  que  se  les  debe  dar  en  el  de  su  residencia 
según  los  convenios  consulares  de  que  hicimos  mención  en  su  lugar  (a). 

¿Y  será  necesario  llevar  á traducir  á la  interpretación  de  lenguas  los 
documentos  escritos  en  latín  ó en  algún  dialecto  provincial  otorgados  en 
España  que  hayan  de  inscribirse  én  el  registro?  El  Reglamento  solo  habla 
de  los  documentos  otorgados  en  el  estranjero , y algunos  de  ellos  es  claro 
que  no  lian  de  traducirse  porque  estarán  en  castellano.  En  este  casóse  ha- 
llan los  otorgados  en  nuestros  consulados  y los  procedentes  de  las  Repúbli- 
cas americanas,  á las  que  llevamos  con  nuestra  religión,  civilización,  leyes 
v costumbres  nuestra  armoniosa  lengua  castellana.  Es  claro  también  que 
la  cuestión  que  aquí  examinamos  no  se  refiere  á las  escrituras  muy  moder- 
nas, las  cuales  en  todas  nuestras  provincias,  sean  cualesquiera  los  dialec- 
tos que  hablen  sus  habitantes,  están  redactadas  ahora  en  castellano,  como 
se  vienen  redactando  en  la  antigua  corona  de  Castilla  desde  el  siglo  XIII, 
ni  tampoco  á las  escrituras  que  en  adelante  se  redacten,  porque  la  nueva  ley 
del  Notariado  ( b ) no  permite  que  en  ningún  otro  idioma  se  estiendan.  La 
duda , pues , solo  puede  tener  lugar  respecto  á las  escrituras  anteriores 
otorgadas  especialmente  en  Jos  pueblos  que  perteneciau  á la  antigua  coro- 
na de  Aragón , donde  siguieron  usando , y en  determinados  puntos  hasta 
tiempos  no  muy  lejanos,  el  latín  en  esta  clase  de  documentos,  pues  podrá 
suceder  que  baya  algunos  que  no  estén  inscritos,  y que  los  interesados, 
aprovechándose  del  beneficio  de  la  Ley  y de  las  ventajas  que  la  inscripción 
puede  proporcionarles,  los  lleven  al  registro. 

Respecto  á los  documentos  latinos  no  debe  existir  dificultad  alguna. 
Los  registradores  son  letrados  , y la  Ley  presume  que  tienen  conocimiento 
bastante  de  la  lengua  latina  pára  estender  los  documentos  que  en  ella  se 
jvllan  escritos:  el  que  por  varios  años  se  ha  dedicado  al  cultivo  de  esta  len- 
gua , ha  pasado  respecto  á ella  por  las  pruebas  de  aptitud  que  los  reglamen- 
tos aca  émicos  prescriben  antes  de  ingresar  como  alumno  en  la  facultad 

de^USSCWiioh  ?rCT!^  il  o o ^ artl  6-°  c^e'  Convenio  consular  de  3 de  abril 
enero  de  1862  y resPecto  » Francia  el  art.  19  del  convenio  de  7 de 

(6)  Art  25.  ° ' imSma  pá8*  364)‘ 
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de  derecho,  y se  ha  dedicado  también  por  bastante  tiempo  al  estudio  del  dere- 
cho romano  y canónico,  lo  que  no  se  concibe  sin  conocer  al  menos  mediana- 
mente la  lengua  en  que  están  escritos  sus  textos,  el  que  en  las  escuelas  de 
derecho  primero,  y después  en  el  ejercicio  de  su  profesión,  oye  diariamente 
repetir  reglas  de  derecho  , brocárdicos,  adagios  y trozos  de  leyes  y cáno- 
nes en  latín  , se  vé  obligado  á su  vez  á citarlos  y tiene  acostumbrado  su 
oidoá  Irases  latinas  , en  concepto  de  la  Ley  se  presume  que  no  desconoce 
la  lengua  del  Lacio  hasta  el  punto  de  no  poder  entender  las  escrituras  que 
en  ella  se  redactaron,  y que  á veces  se  parecen  mas  á las  lenguas  y dialectos 
modernos  que  á la  clásica  de  Roma.  La  Lev,  pues,  presume  que  los  registra- 
dores saben' latín > como  supone  que  saben  derecho  en  virtud  del  grado  de 
licenciado,  ó del  título  de  abogado  que  obtuvieron;  y del  mismo  modo 
que  no  puede  preguntarse  si  se  ha  de  asesorar  el  registrador  que  por  haber 
estado  muchos  años  sin  ocuparse  en  negocios  que  exijan  conocimiento  de 
las  leyes,  ha  olvidado  lo  que  aprendió  cuando  á ellas  se  dedicaba  ó seguía 
su  carrera,  tampoco  puede  discutirse  qué  ha  de  hacer  el  que  no  sepa  la- 
tín , porque  para  cubrir  su  responsabilidad  , nadie  mejor  que  él  podrá  co- 
nocer á dónde  debe  acudir  para  completar  la  instrucción  que  debía  tener  y 
de  que  carece.  Ni  esta  falta  suya  debe  ceder  en  daño  de  los  interesados  en 
la  inscripción,  comprometiéndoles  á hacer  gastos  á que  la  ley  no  los  obliga. 
Si  se  creyera  , sin  embargo,  lo  que  no  podemos  presumir,  que  la  cuestión 
propuesta  debiera  decidirse  de  otra  manera,  por  no  suponer  en  los  letrados 
el  conocimiento  necesario  y bastante  de  la  lengua  latina  para  hacer  las 
inscripciones,  parecería  prudente  exigir  pruebas  especiales  de  idoneidad  en 
los  registradores  de  los  partidos  en  que  pueden  ocurrir  casos  frecuentes  de 
escrituras  redactadas  en  lengua  latina. 

Diferente  caso  es  éste  de  aquel  en  que  las  escrituras  estuvieren  en  dia- 
lectos provinciales.  La  Ley  no  puede  suponer  en  todos  los  letrados  ese  co- 
nocimiento ; sin  embargo  , gran  parte  de  los  registradores  suelen  tenerlo, 
ya  por  ser  naturales  de  las  provincias  en  que  los  dialectos  se  hablan,  va  por 
haber  vivido  habilualmente  ó ejercido  en  ellas  su  profesión.  Ln  estos  casos 
ninguna  traducción  se  necesita,  y los  registradores  pueden  inscribir  los  do- 
cumentos del  mismo  modo  que  si  estuvieran  redactados  en  castellano.  Con- 
veniente seria  que  para  los  registros  en  que  la  presentación  de  tales  escri- 
turas pueda  ocurrir  con  alguna  frecuencia,  no  se  nombrara  mas  que  á los 
que  conocieran  sus  dialactos.  Sin  embargo,  nada  hay  hasta  ahora  que  obli- 
gue á que  ios  nombramientos  recaigan  en  los  que  en  este  caso  se  hallen  , á 
lo  que  se  agrega  que  puede  muy  bien  acontecer  que  documentos  otorgados 
en  el  dialecto  que  se  usa  en  un  pueblo,  tengan  que  inscribirse  en  otro  en 
que  se  hable  solamente  el  castellano  ú otro  dialecto  diferente  del  usado  en 
la  escritura.  En  estos  casos  la  dificultad  queda  en  pié  , y es  menester  bus- 
car el  modo  de  resolverla.  \ nuestro  modo  de  entender,  si  el  dialecto  en 
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nue  está  escrito  el  documento  es  el  mismo  que  se  usa  en  el  pueblo  en  que 
debe  hacerse  la  inscripción  , no  hay  motivo  alguno  para  que  se  traduzca  al 
castellano:  el  idioma  que  habla  la  gente  del  país  no  debe  ser  considerado 
como  eslrano : medios  tiene  el  registrador  para  adquirir  toda  la  convicción 
necesaria  de  lo  que  dice  el  documento  , salvando  así  su  responsabilidad  y 
evitando  perjuicios  indebidos  á los  interesados,  sin  necesidad  de  acudir  á 
traductores  oficiales  ni  á la  interpretación  de  lenguas,  para  que  le  diga  el 
contenido  de  un  papel  que  conocen  cuantos  le  rodean.  Mas  si  el  documento 
escrito  en  un  dialecto  se  ha  de  registrar  en  otro  partido  en  que  se  descono- 
ce, no  puede  dudarse  que  á pesar  de  ser  escritura  española,  por  lo  que  ha- 
ce á su  inteligencia  se  halla  en  un  caso  igual  al  otorgado  en  país  estranje- 
ro,  y por  razón  de  analogía,  nos  parece  que  deberá  ser  traducido  por  la  In- 
terpretación de  lenguas  antes  de  hacerse  la  inscripción.  Y esto  no  debe  pa- 
recer eslraño,  porque  los  documentos  escritos,  por  ejemplo,  en  los  dialec- 
tos catalan,  mallorquín  y raenorquin,  son  mas  difíciles  de  comprender  para 
los  españoles  que  no  los  conocen,  que  las  lenguas  italiana  y portuguesa, 
cuyos  documentos,  como  escritos  en  idioma  estraño,  tienen  que  ser  traduci- 
dos por  la  Interpretación  de  lenguas. 

El  examen  de  esta  materia  naturalmente  nos  hace  entrar  en  otra  inves- 


tigación: hay  documentos  que  están  en  castellano,  pero  ó por  ser  el  len- 
guaje antiguo,  ó por  estar  escritos  con  caractéres  que  no  suelen  entender 
los  que  no  han  hecho  estudios  especiales  al  efecto,  presentarán  dificulta- 
des al  registrador  para  la  inscripción.  ¿Podrá  exigir  el  registrador  en  este 
caso  que  el  interesado  ó interesados  en  la  inscripción  se  los  dén  traducidos 
al  lenguaje  moderno,  ó trasladados  por  peritos  competentes  en  caractéres 
usuales  y de  fácil  lectura?  Nos  parece  que  no  puede  darse  una  misma  regla 
para  los  dos  casos  que  acabamos  de  indicar. 


Desde  luego  no  admitimos  que  haya  registradores  que  necesiten  del 
auxilio  ageno  para  entender  el  castellano  antiguo  en  que  estén  escritos  los 
documentos  que  se  hallen  en  sus  manos.  Ninguna  profesión  es  mas  á pro- 


pósito que  la  del  jurista  para  comprenderlos.  El  estudio  serio  y concienzu- 
do de  nuestro  derecho  á que  está  acostumbrado,  y dejando  aparte  los  fue- 
ros municipales,  la  lectura  frecuente  del  Fuero  Juzgo  romanceado,  del  Fue- 
10  Ueal,  y sobre  todo  de  las  Partidas,  obras  legislativas  escritas  en  el  caste- 
llano del  siglo  XIII,  no  menos  que  la  facilidad  que  nace  del  manejo  de  es- 
cullirás antiguas  que  lodos  los  dias  se  leen  y comentan  en  el  foro,  donde 
continuamente  se  hacen  citas,  empleando  las  mismas  frases  de  la  época  á 
que  coriesponden  las  leyes  que  se  interpretan , y los  documentos  que  se 
(*Ut*a  ^a  raeÍor  escuela  para  entender  cualesquiera  escri- 
(*Ue  S°  Presenten-  Ni  es  fácil  que  el  que  no  sea  letrado  y 

si  aun  le- nup  |eC1|'C1Sra0  ,a  c*etlc*a»  las  pueda  interpretar  mejor.  Pero 
^ a a ^,ma  {1,l(la’  110  tardará  en  resolverla  acudiendo  á diccio- 
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narios  de  voces  anticuadas  que  Ies  allanaran  cualquier  obstáculo  que  en- 
cuentren. 

No  puede  decirse  lo  mismo  respecto  á los  documentos  escritos  en  carac- 
téres  que  hoy  presentan  grave  dificultad  para  la  lectura  á los  que  no  se 
han  dedicado  á examinar  otros  de  la  misma  clase.  No  se  exige  que  los  re- 
gistradores sean  entendidos  en  paleografía  y diplomática,  lo  cual  tal  vez 
seria  conveniente,  y esto  hasta  para  que  cuando  se  les  impone  el  deber 
de  inscribir,  se  les  den  los  documentos  con  la  claridad  necesaria  para  que 
puedan  ser  inscritos.  Es  probable  que  muchos,  ó algunos  por  lo  menos  de  los 
que  se  dediquen  á ser  registradores,  tomen  la  afición  que  en  todos  tiempos 
han  solido  tener  los  archiveros  y empleados  en  archivos  de  adquirir  los  co- 
nocimientos necesarios  para  leer  toda  clase  de  documentos;  si  los  saben 
leer , nada  hay  que  decir ; presentadas  las  escrituras , podrán  hacer  la  ins- 
cripción: pero  en  otro  caso  deberán  á nuestro  juicio  los  interesados  lle- 
varlas al  registro  con  una  copia  en  letra  del  dia  autorizada  por  persona  que 
tenga  el  título  de  lector  de  letra  antigua.  Convendría,  á nuestro  juicio,  que 
se  habilitara  también  para  este  efecto  como  peritos  á los  que  habiendo  con- 
cluido su  carrera  en  la  escuela  de  diplomática,  tuvieran  el  título  de  aptitud 
correspondiente. 

Cuando  los  documentos  eslranjeros  de  que  hasta  aquí  hemos  tratado 
reúnen  todas  las  solemnidades  internas  y esternas  que  dejamos  enumeradas, 
quedan  igualados  en  sus  efectos  á los  españoles , y sujetos  como  estos  al 
pago  délos  derechos  de  inscripción,  y á cualesquiera  otras  condiciones  á 
que  lo  estén  los  otorgados  en  España. 

Llegamos  al  último  punto  que  debemos  examinar  antes  de  poner  fin  á 
esta  parte  del  comentario.  Este  punto  es,  si  deben  admitirse  en  España 
para  la  inscripción  todos  los  documentos  otorgados  en  el  estranjero  en 
quienes  concurran  las  solemnidades  internas  ó esternas  de  que  hemos  hecho 
mención , ó solo  los  de  aquellos  Estados  en  que  sean  admitidos  los  nuestros 
con  igual  objeto. 

Si  tuviéramos  que  atenernos  á lo  que  estableció  el  Real  decreto  de  47 
de  octubre  de  1851,  podríamos  decir  que  solo  deberían  inscribirse  los  docu- 
mentos que  proviniesen  de  país  en  que  fueran  admitidos  los  otorgados  en 
España  (a),  porque  exige,  como  requisito  necesario  para  que  tengan  fuerza 
los  documentos  eslranjeros,  que  cuando  contengan  hipotecas  de  bienes  ra- 
dicados en  el  reino,  se  haya  tomado  razón  en  los  respectivos  registros  del 
pueblo  en  que  las  fincas  se  hallen  situadas,  fijando  el  término  de  tre.')  meses 
para  la  inscripción  de  los  contratos  celebrados  en  Europa,  de  nue\e  si  lo 
hubieren  «ido  en  América  y Africa,  y un  año  respecto  á Asia,  y añade  des- 
pués (t>),  como  requisito  general  para  la  admisión  de  toda  clase  de  docu- 

ía)  Requisito  del  artículo  único. 

\b)  Requisito  5." 
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mcntos,  que  solamente  puede  tener  lugar  cuando  en  el  país  del  otorga- 
miento se  de  igual  validez  y elicacia  á los  actos  y contratos  celebrados  en 
territorio  de  los  dominios  españoles.  No  puede  ser  mas  clara  y terminante 
la  regla  de  reciprocidad  que  aquí  se  establece:  veamos  si  esta  regla  puede 

hoy  considerarse  vigente. 

Descartaremos  desde  luego  todo  lo  que  se  refiere  á la  necesidad  de  ins- 
cribir y á los  plazos  que  según  las  respectivas  distancias  de  los  países  se 
señalaba  para  hacerla,  porque  va  hemos  manifestado,  al  comentar  en  el  ar- 
tículo 2.°  de  la  Ley  hipotecaria  las  palabras  se  inscribirán,  que  la  inscrip- 
ción es  voluntaria,  y que  puede  hacerse  por  lo  tanto  en  cualquier  tiempo. 

La  cuestión  que  dejamos  planteada,  es  tanto  mas  interesante,  cuanto  que 
á diferencia  de  lo  que  sucede  en  los  demás  documentos  que,  cuando  se  han 
observado  las  solemnidades  internas  y esternas  que  se  requieren  en  el 
país  en  que  se  otorgan,  son  admitidos  por  regla  general  en  todas  partes,  no 
se  verifica  lo  mismo  respecto  á la  inscripción  de  hipotecas  que  algunos  Es- 
tados no  autorizan  cuando  procede  de  contratos. 

Así  acontece  en  el  Cantón  suizo  de  Vaud,  que  mas  decididamente  que 
ningún  otro  Estado,  proclama  la  regla  de  que  la  estipulación  hipotecaria 
hecha  en  país  estranjero  no  tiene  fuerza  respecto  á los  bienes  situados  en  su 
territorio  (a).  Lo  mismo  puede  decirse  que  sucede  en  Francia  (b)  imitada 
en  este  punto  por  Badén  (c),  Haití  (d),  los  Países  Bajos  (e)  y Toscana  (f), 
cuyos  códigos  civiles  adoptaron  lo  que  el  de  Napoleón  habia  establecido, 
como  aparecerá  en  la  legislación  estranjera,  que  al  final  de  este  artículo 
transcribimos.  Según  estos  códigos,  los  contratos  celebrados  en  país  estran- 
jero no  pueden  constituir  hipoteca>!,en  los  bienes  inmuebles  situados  en  los 
países  respectivos,  á no  ser  en  los  casos  en  que  haya  disposiciones  políticas  ó 
tratados  que  prevengan  lo  contrario.  No  conocemos  ninguna  disposición  po- 
lítica de  las  naciones  citadas  en  que  se  haya  modificado  esta  regla,  que  ca- 
lifican de  principio,  y solo  tenemos  noticia  de  un  tratado  que  celebró  Fran- 
cia con  Cerdeña  de  1760,  y de  otro  de  aquel  Estado  con  Suiza  en  1777,  y 
por  lo  tanto,  anteriores  al  Código  Napoleón.  Ninguna  distinción  hacen  los 
códigos  citados  entre  los  casos  de  que  aquel  á cuyo  favor  se  constituye  la 
hipoteca  en  el  estranjero,  sea  estranjero  ó regnícola,  ni  de  la  nacionalidad 
que  tenga  el  dueño  de  los  bienes  hipotecados;  la  regla  es  general,  no  ad- 
mite escepcion  alguna,  alcanza  á todos  indistintamente.  Por  consecuencia 
de  esta  regla,  ningún  acto  celebrado  en  el  estranjero  en  que  se  baya  estipu- 

c^e  sa  Código  civil. 

(o)  Art.  2128. 

(c)  Art.  2128. 

(d)  Alt.  1895. 

(<A  Alt.  1218. 

(f)  Ai  t.  37  de  la  ley  de  2 de  inayo  de  -183G. 
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lado  hipoteca,  producirá  efecto  en  los  Estados  referidos,  y lo  que  es  más,  ni 
podrá  pedirse  a los  tribunales  que  en  virtud  de  lo  pactado  se  constituya  la 
hipoteca.  Solo  le  quedará  al  que  la  estipuló  en  su  favor  un  medio  indirecto 
de  conseguirlo:  este  es,  solicitar  judicialmente  el  pago  de  la  deuda  como  si 
no  se  hubiera  estipulado  la  hipoteca,  y conseguida  una  sentencia  favorable, 
obtener  la  inscripción  como  garantía  del  cumplimiento  de  la  sentencia.  Lo 
que  de  estas  naciones  hemos  dicho,  es  aplicable  á las  que,  admitiendo  la 
regla  general  que  establecen  las  mencionadas  anteriormente,  la  limitan  ó 
amplían , si  no  en  iguales  términos,  en  otros  parecidos,  como  sucede  en  los 
Estados  Pontificios,  que  adoptando  el  principio  del  Código  francés,  añaden 
á sus  escepciones  la  de  la  reciprocidad  {a),  y con  Cerdeña  (6),  que  solo  ad- 
mite la  de  los  tratados.  Menos  opuesto  es  el  Código  de  las  Dos-Sicilias  á la 
admisión  de  la  hipoteca  estipulada  en  país  estranjero;  no  la  rechaza,  pero 
la  sujeta  á una  especie  de  purificación , estableciendo  un  procedimiento  en 
que  es  oido  el  Ministerio  público  , y sujetando  á un  examen  judicial  lo  con- 
venido (c). 

Esta  repugnancia  de  algunas  legislaciones  estranjeras  en  admitir  la  hi- 
poteca estipulada  fuera  del  país,  el  silencio  de  las  demás,  y el  precedente 
de  nuestro  derecho,  que,  como  hemos  dicho  antes,  admitió  el  principio  de 
reciprocidad  hace  algunos  años,  nos  han  de  haber  hecho  naturalmente  cau- 
tos antes  de  considerar  con  fuerza  en  España  la  hipoteca  sobre  bienes  sitos 
en  nuestro  territorio,  cuando  se  ha  otorgado  en  tierra  estranjera.  Y sin  em- 
bargo, después  de  todo,  nos  decidimos  por  esta  opinión,  y creemos  que  la 
reciprocidad  de  que  habla  el  Real  decreto  de  17  de  octubre  de  1831,  no  es 
circunstancia  que  requiere  nuestra  legislación  actual. 

Desde  luego  dirémos  que  no  se  comprende  en  principio  qué  razón  puede 
existir  para  establecer  una  diferencia  tan  grande  entre  las  enajenaciones  de 
los  bienes  inmuebles  y las  hipotecas.  El  Real  decreto  de  1831  era  lógico, 
porque  en  todo  concedía  la  inscripción  habiendo  reciprocidad,  pero  no  nos 
parecen  tan  consecuentes  las  legislaciones  que,  al  paso  que  no  oponen  difi- 
cultad alguna  á que  se  inscriban  las  enajenaciones  y las  consideran  válidas, 
impiden  la  inscripción  de  las  hipotecas.  Esto  es  en  nuestro  concepto  conce- 
der lo  más  y negar  lo  menos.  No  atinamos  á encontrar  la  razón  de  esta  di- 
ferencia que  nos  parece  una  anomalía,  ni  podemos  ver  en  ella  la  conse- 
cuencia del  principio  de  soberanía  y de  independencia  recíproca  de  los  Es- 
tados, porque  cuando  estos,  por  razones  de  conveniencia  universal,  admi- 
ten en  su  pátria  los  contratos  referentes  á los  bienes  inmuebles  que  se  han 
celebrado  mas  allá  de  sus  fronteras,  parece  que,  para  esceptuar  las  hipote- 


ca) §.  111  del  Molu  propio  de  10  de  mayo  de  1834. 
(6)  Art.  2155  del  Código  civil. 

(c)  Art.  2014. 
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cas  deberían  tener  un  motivo  especial  que  no  fuera  aplicable  á la  adquisi- 
ción del  dominio  y de  los  demás  derechos  en  la  cosa. 

Las  disoosiciones  de  esta  clase  vienen  a convertirse  en  daño  del  país 
que  las  establece.  El  que  agoviado  por  la  situación  en  que  se  halla,  acude  al 
medio  de  constituir  sobre  sus  bienes  una  hipoteca,  si  encuentra  cerrada  la 
puerta  para  este  recurso,  vende  ó malvende  lo  mismo  que  en  otro  caso  ha- 
bría conservado  v redimido  probablemente  del  gravamen  qne  en  momen- 
tos de  ahogo  le  impusiera.  Y como  los  terratenientes  que  hipotecan  perte- 
necen por  regla  general  al  país  en  que  se  debería  hacer  la  inscripción  de 
la  obligación  hipotecaria  contraída  en  e!  eslranjero,  resultan  perjudicados 
cuando  encuentran  cerrado  este  camino,  porque  no  es  de  creer  que  nadie 
admita  como  hipoteca  la  que  por  no  poderse  inscribir  ha  de  ser  ineficaz,  y 
se  les  compele  muchas  veces  á vender  contra  su  voluntad  lo  que  solamente 
querían  obligar.  No  podemos  aplaudirlo. 

Pero  cuando  se  trata  de  cuestiones  de  ley,  es  menester  ante  todo  ver  lo 
que  esta  dispone,  porque  ante  la  ley  deben  ceder  todas  las  opiniones  por  se- 
guras que  parezcan.  En  este  terreno  creemos  qne  el  principio  de  reciproci- 
dad está  rechazado  por  nuestro  actual  derecho  en  lo  que  se  reíiere  á docu- 
mentos, aunque  contengan  obligaciones  hipotecarias. 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  dió  el  primer  ejemplo,  al  ordenar  en  su 
artículo  ¿82  que  los  documentos  procedentes  de  otras  naciones  tengan  igual 
fuerza  que  los  otorgados  eu  España,  si  reúnen  las  circunstancias  exigi- 
das en  el  país  de  que  proceden,  y las  que  anadea  las  leyes  españolas  para 
su  autenticidad.  Ni  una  palabra  hay  en  este  artículo  ni  en  ningún  otro  de 
la  Ley,  de  que  directa  ó indirectamente  puede  inferirse  que  se  pensara  en 
establecer  el  principio  de  reciprocidad.  Hay  por  el  contrario  razones  pode- 
rosas para  sostener  que  la  Ley  se  refiere  á toda  clase  de  documentos,  con 


tal  que  tengan  causa  lícita  reconocida  en  España,  donde  han  de  surtir  efec- 
to, y que  en  su  otorgamiento  se  hayan  arreglado  los  que  en  ellos  fueron  par- 
te a las  leyes  que  los  ligau  en  el  eslranjero  con  el  país  de  que  son  súbditos, 
respetando  en  cuanto  á los  bienes  inmuebles  la  ley  del  suelo  en  que  se  ha- 
llan, y la  ley  del  lugar  en  que  se  verificaron  en  cuanto  á las  formas.  Así 
aparece  de  la  generalidad  con  que  se  espresa  la  Ley,  que  no  limita  á deter- 
minados países  sus  efectos.  Mas  fuerte  que  este  argumento  es  el  que  ofre- 
ce la  comparación  de  lo  que  respecto  á los  documentos  ordena  y lo  que 
establece  acerca  de  la  ejecución  en  España  de  las  sentencias  pronuncia- 
as  poi  ti  ¡banales  eslranjeros.  Al  tralar  de  éstas,  después  de  sentar  como 
puniera  )a$e  que  debe  estarse  á lo  que  esté  pactado  en  tratados  interna- 
iWn'Y S ^ s*áteaia  absoluto  de  reciprocidad , buscándolo  ya  en  el 

idn  *aS  nac,oaes>  ya  en  la  jurisprudencia  que  en  el  silen- 

1„.,0  • • 0 hUl’!c  en  la  vida  práctica  , y solo  cuando  no  encuentra 

jurisprudencia  en  el  país  estraujero  que  pueda*  ser  aplicadas  á 
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España,  es  cuando  acude  á los  principios  generales  de  derecho  interna- 
cional privado,  y los  formula  del  modo  que  cree  justo  y conveniente  para 
admitir  ó negar  la  ejecución  de  las  sentencias  (a).  ¿Y  es  de  presumir  que 
la  Ley , que  tan  de  propósito  y con  tan  escrupulosa  diligencia  lijó  un 
órden  riguroso  para  dar  carta  de  naturaleza  en  España  á las  sentencias  es- 
tranjeras,  y que  después  de  los  tratados  internacionales  buscó  el  principio 
de  reciprocidad  llevado  hasta  sus  últimas  consecuencias , dejara  de  hacerlo 
respecto  á los  documentos  , si  esta  fuera  su  intención?  ¿Cómo  podría  espli  - 
carse  el  silencio  en  un  caso  y la  prolija  prescripción  del  otro?  ¿Cómo  podría 
sostenerse  que  los  arts.  922  al  92o  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que 
hablan  de  las  sentencias,  dicen  sustancialmente  lo  mismo  que  el  282  , que 
se  refiere  á los  documentos  ? La  diferente  redacción  de  los  artículos  fué  sin 
duda  intencionada  : el  silencio  en  un  caso  , la  espresionen  el  otro,  indican 
claramente  la  desigualdad  que  en  ellos  se  establecía:  de  otro  modo  no  ten- 
dria  la  Ley  esplicacion  satisfactoria. 

Y la  Ley  obró  con  sobrado  acuerdo  en  nuestro  dictamen  al  establecer 
esta  diferencia,  que  de  hecho  ó por  declaración  espresa  existe  en  todos  los 
países.  Ninguno  hay  que  deje  de  admitir  los  documentos  estranjeros  en 
principio  , si  bien  algunos  por  razones  que  no  alcanzamos  , como  hemos 
antes  espuesto,  hacen  solo  una  escepcion,  la  de  rechazar  las  hipotecas,  pero 
aceptando  las  obligaciones  garantidas  con  ellas  como  si  fueran  simples,  y 
por  el  contrario , ó no  admiten  las  sentencias  estranjeras  , ó las  sujetan  á 
la  ley  de  la  reciprocidad,  y generalmente  á otras  condiciones  mas  ó menos 
restrictivas.  El  principio  de  reciprocidad  respecto  á los  actos  y contratos, 
solo  se  halla  en  alguna  ley  estranjera,  como  sucede  en  Gerdeña , según 
antes  indicamos  (b);  pero  nos  parece  que  no  habrá  allí  llegado  nunca  el 
caso  de  aplicarlo,  porque  solo  hubiera  podido  suceder  esto  respecto  á las 
hipotecas,  pues  que  únicamente  en  ellas  hay  divergencia  en  las  leyes  de  los 
diferentes  Estados,  y acerca  de  este  punto  el  Código  sardo  establece  una 
regla  única,  la  que  se  esté  á los  tratados,  como  también  dejamos  es- 
puesto  (c). 

'■  Y esta  diferencia  tiene  su  razón  de  ser:  los  actos  , los  contratos  de  los 
particulares,  son  hechos  privados  en  que  ninguna  intervención  tiene  la  au- 
toridad pública  del  Estado  en  que  se  ejecutan.  No  puede  perjudicarse  en  lo 
mas  mínimo  la  soberanía  y la  independencia  de  un  país  porque  considere 
válidas  las  transacciones  y actos  de  la  vida  civil  que  en  otro  hagan  los  reg- 
nícolas ó los  estranjeros.  Por  esto , aunque  en  rigor  podrían  los  Estados  es 
tablecer  que  sus  leves,  en  todos  los  casos,  sola  y esclusivamente  rigieran 
y fuesen  aplicadas  en  su  territorio,  por  loque  á las  personas  hace  referencia, 

(a)  Arts.  922,  923,  924  Y 92o  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

(ó)  Pag.  358. 
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del  mismo  modo  que  eo  lo  concerniente  á los  bienes  muebles  é inmuebles,  y 
nue  es  incontestable  que  todos  los  efectos  que  las  leyes  estranjeras  produ- 
cen en  una  nación  dependen  única  y absolutamente  de  su  consentimiento 
espresado  va  en  las  leves,  va  en  los  tratados  , o ya  tácitamente  demostrado 
por  ios  hechos,  tiene  que  prevalecer  el  principio  de  la  admisión  de  los  ac- 
tos verificados  en  país  cstranjero,  cuando  se  sujetan  en  sus  formas  á la  ley 
del  Estado  en  que  pasan  ante  razones  de  conveniencia  general,  y loque  es 
más  dé  necesidad,  de  las  que  ningún  Gobierno  podría  desentenderse  sin 
causar  grandes  daños  á sus  súbditos  y grandes  perturbaciones  en  sus  re- 
laciones con  los  demás  pueblos. 

\o  sucede  lo  mismo  coa  las  sentencias  pronunciadas  en  países  estran- 
jeros,  que  sin  menoscabo  de  la  independencia  del  país  no  pueden  ser  eje- 
cutadas en  él  mientras  no  se  les  imprima  el  carácter  nacional.  La  sen- 
tencia y su  ejecución  son  dos  actos  diferentes:  cuando  se  han  de  ejecutar  en 
el  mismo  país  ambos  actos,  se  rigen  siempre  soberanamente  por  una  mis- 
ma ley:  no  hay  colisión:  pero  cuando  la  sentencia  pronunciada  en  un  país 
ha  de  recibir  su  ejecución  cu  otro  diferente,  entonces  hay  dos  poderes  so- 
beranos que  están  frente  á frente,  y cuyas  relaciones  tienen  que  ponerse 
en  armonía,  si  es  que  la  sentencia  ha  de  ejecutarse. 

La  autoridad  judicial  de  cada  país  no  pasa  de  sus  fronteras:  emana  de 
la  ley  que  la  organiza;  es  ejercida  por  los  funcionarios  elegidos  según  sus 
instituciones,  y en  las  naciones  monárquicas  bajo  los  auspicios  del  Rey, 
considerado  como  representante  de  los  intereses  permanentes  del  Estado  y 
como  fuente  de  justicia,  que  se  administra  en  su  nombre,  con  el  cual  se 
encabezan  las  ejecutorias  y otros  documentos  que  espiden  los  tribunales: 
en  nombre  de  este  mismo  jefe  del  Estado,  é invocando  las  leyes  del  país, 
todas  las  ejecutorias  encargan  su  cumplimiento  á los  funcionarios  y depen- 
dientes del  orden  judicial,  que  son  súbditos  suyos.  La  ejecutoria  viene  á 
ser  una  ley  individual  en  el  caso  que  á la  acción  del  orden  judicial  ha  sido 
sometido.  La  soberanía  é independencia  del  Estado  quedarían  lastimadas 
desde  que  se  ejecutara  en  un  país  lo  que  á nombre  de  un  Monarca  estran- 
jero  se  decretase  en  otro  país,  desde  que  una  ley  estranjera  individual  se 
cumpliera  en  la  nación  en  que  no  se  dictó , sin  intervención  alguna  del 
Estado  en  que  la  ejecución  debía  tener  lugar,  sin  conocimiento  siquiera  de 
los  tribunales  que  en  nombre  del  Rey , y por  delegación  inmediata  de  la 
ley  nacional  administran  la  justicia.  De  aquí  dimana  que  las  sentencias 
cstianjcra*  por  regla  general  no  tengan  fuerza  fuera  del  territorio  de  la 
nación  en  que  se  han  dictado.  Mas  este  principio  admite  modificaciones  por 
a conveniencia  mutua  de  los  pueblos,  pero  se  fundan  naturalmente  en  la 
ren  a t e reciprocidad , ya  convenida  en  tratados,  ya  escrita  en  las  leyes, 
^ a mi  ' a P01  'a  junsPrudencia.  Aun  hay  algunas  naciones  que  re- 
por  reb  a general  todas  las  ejecutorias  estranjeras,  queriendo 
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llevar  en  este  punto  hasta  el  último  eslremo  el  rigor  de  los  principios. 

Véase  , pues,  cuan  diferente  es  la  condición  de  los  documentos  y de 
las  ejecuto  lias,  cuantos  motivos  hay  para  establecer  entre  unos  y otras  di- 
ferencia, y con  cuánta  razón  ai  paso  que  á aquellos  debe  abrírseles  la 
mano,  ha  de  procurarse  poner  á estas  condiciones  de  reciprocidad,  y suje- 
tarlas á precauciones  prudentes  para  dejar  á salvo  la  autonomía  del  país  y 
los  principios  de  moralidad  y de  justicia  , que  son  el  alma  de  las  leyes  del 
Estado.  En  estos  motivos  se  fundó,  sin  duda,  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
para  no  establecer  el  principio  de  reciprocidad  respecto  a los  documentos  y 
declararlo  como  regla  en  las  sentencias  pronunciadas  por  tribunales  estran- 
jeros. 

En  otro  punto  menos  importante  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  estable- 
ció también  el  principio  de  reciprocidad  ordenando  que  cuando  el  deman- 
dante fuese  estranjero,  podría  el  demandado  oponerle  la  escepcion  dilato- 
ria del  arraigo  de  juicio  en  los  casos  y en  la  forma  que  se  exigiera  á los  es- 
pañoles en  la  nación  á que  él  perteneciese  (a).  Este  principio  está  por  regla 
general  admitido  en  las  demás  naciones.  Ya  en  otro  ligero  trabajo  que  es- 
cribimos ( b ),  manifestamos  las  razones  que  para  ello  habia  tenido  la  Ley 
espresándonos  en  estos  términos:  «La  necesidad  que  se  impone  al  estranjero 
»de  arraigar  el  juicio,  cuando  en  su  país  se  hace  esto  mismo  con  los  espa- 
ñoles, es  consultar  al  sentimiento  de  dignidad  nacional,  porque  reputando 
«nosotros  a los  estranjeros  como  españoles  para  todo  lo  beneficioso  y con- 
cediéndoles además  un  fuero  privilegiado,  no  encontramos  siempre  en  las 
«demás  naciones  el  mismo  sentimiento  de  protección  y de  benevolencia.»  El 
prescribirse  también  en  este  caso  la  reciprocidad  por  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  y no  repetir  lo  mismo  al  tratar  de  los  documentos,  es  una 
prueba  más  á favor  de  que  no  quiso  respecto  á estos  adoptar  el  principio 
de  reciprocidad. 

Si  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  pasamos  á la  hipotecaria,  la  simple 
lectura  del  artículo  que  es  objeto  de  este  comentario,  y especialmente  de  las 
palabras  que  estamos  interpretando,  bastará  para  que  se  conozca  que  no 
hay  que  buscar  para  la  inscripción  de  los  documentos  otorgados  en  el  es- 
tranjero el  principio  de  la  reciprocidad.  Con  arreglo  á las  leyes,  dice  el  testo 
de  la  Ley,  y como  al  publicarse  la  de  hipotecas,  la  única  vigente  en  esta 
materia  era  la  de  Enjuiciamiento  civil,  pues  que  por  ella  habia  quedado  de- 
rogada la  parte  del  Real  decreto  de  17  de  octubre  que  se  referia  á la  reci- 
procidad, es  claro  que  á aquella  debe  estarse  y que  no  ha  habido  nueva  alte- 
ración en  la  materia.  A esto  se  debe  agregar,  que  si  otro  espírirtu  hubiera 
prevalecido  en  la  redacción  de  la  Ley,  no  es  de  presumir  que  dejara  de  es- 

(а)  Art.  238  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

(б)  Motivos  délas  principales  variaciones  que  ha  producido  en  ios  procedi- 
mientos la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
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nre, ar?ccn  «a  testo  que  tanto  se  ocupa  en  todo  !o  que  á ia  inscripción  de 
los  derechos  reales  en  las  cosas  inmuebles  se  refiere , y más  si  se  atiende  á 
míe  no  era  fácil  que  pasara  sin  fijar  la  atención  la  escepcion  que  á la  re- 
Ha  "cncral  de  la  validez  de  los  actos  y contratos  verificados  en  el  estran- 
jero  oponen  algunos  códigos,  de  que  dejamos  hecha  oportunamente  men- 


A tinque  como  dejamos  dicho,  creemos  que  los  contratos  hipotecarios  ce- 
lebrados en  el  estanjero  sobre  bienes  sitos  en  España  tienen  siempre  en  ella 
cumplimiento,  no  debemos  pasar  en  silencio  los  artículos  de  un  tratado 
celebrado  entre  España  y Cerdeña  algunos  años  antes  de  la  publicación  de 
la  lev  de  Enjuiciamiento  civil.  Estos  artículos  son  el  5.°  y 6.°  del  Convenio 
de  50  de  junio  de  1851,  mandado  ejecutar  por  Real  orden  de  25  de  agosto 
del  mismo  año,  que  dicen  así: 

»Art.  o.°  Los  testimonios  auténticos  espedidos  en  los  Estados  de  S.  M. 
Católica,  tendrán  fuerza  para  hipotecar  los  bienes  situados  eu  los  Estados 
de  S.  M.  el  Rey  de  Cerdeña , siempre  que  los  bienes  hayan  sido  especial- 
mente designados  en  el  contrato  y vice-versa. 

»Art.  6.°  La  hipoteca  de  que  se  frrata  en  los  artículos  precedentes 
(4.°  y 5.°)  (a),  no  pesará  mas  que  sobre  los  bienes  que  sean  susceptibles  de 
ella  conforme  á las  leyes  del  país  donde  están  situados. » 

Como  se  vé,  este  convenio  establece  el  principio  de  reciprocidad  res- 
pecio  á las  obligaciones  contraidas  en  cualquiera  de  los  Estados  sobre  bie- 
nes situados  en  el  otro.  Aunque  los  artículos  que  dejamos  copiados  son 
claros  y no  se  prestan  á fundadas  dudas,  creemos  sin  embargo  conveniente 
esponer  algunas  consideraciones. 

Es  la  primera,  que  la  palabra  auténticos , de  que  usa,  no  se  refiere  á la 
acepción  especial  que  suele  darse  á esta  palabra , comprendiendo  los  docu- 
mentos espedidos  por  autoridades  administrativas  ú otros  funcionarios  pú- 
blicos como  secretarios  de  ayuntamientos,  archiveros  y párrocos  autoriza- 
dos para  espedir  documentos  fehacientes  acerca  de  cosas  y libros  que  están 
á su  cuidado  y contraponiéndose  á la  frase  escrituras  públicas , sino  que  se 
toma  en  su  sentido  mas  lato  y hace  especialmente  relación  á estas,  que  es 
donde  suelen  constituirse  las  hipotecas. 

La  segunda  observación  es  que  el  convenio  se  limitó  á las  hipotecas  es- 
presas  y especiales  á pesar  de  existir  entonces,  y aun  ahora,  hasta  que  la 
nui\a  ey  hipotecaria  empiece  á tener  cumplimiento,  hipotecas  tácitas  y 
genera  es.  es  que  ya  venia  sintiéndose  hacia  tiempo  la  necesidad  de  re- 
el  Sl8lema  hipotecario  , y por  otra  parte  habiendo  establecido 

° <ni  sar(l°>  que  las  hipotecas  legales  solo  pudieran  permanecer 


dogmas  adeíante^m  i®®  hace,al  artículo  cuarto  del  tratado,  se  verá,cuan- 

puedan  ejecutarse  en  KsmnV  „„„  ,"cias  pronunciadas  en  país  estranjero, que 
j Kspann,  qUp  PS?  et  |ngílr  qufi  ]e  corregpon^  M 


DE  LOS  TÍTULOS  SUJETOS  Á INSCRIPCION.  3gs 

ocultas  por  muy  corto  y determinado  tiempo,  al  ordenar  que  la  inscripción 
hecha  dentro  de  los  dos  meses  de  contraído  el  matrimonio  ó de  entraren 
su  cargo  el  guardador,  se  retrotrajera  al  dia  en  que  aquellos  actos  tuvieron 
lugar  (a),  puede  decirse  que  aceptó  el  principio  de  publicidad  y que  en  esta 
materia  se  afilió  en  la  escuela  alemana,  con  la  que  no  son  compatibles  las 
hipotecas  ocultas  y generales. 

La  última  observación  es  llamar  la  atención  hacia  la  escrupulosidad  con 
que  se  ciñen  ambos  Gobiernos  á los  principios  generales  de  derecho  inter- 
nacional privado  , en  lo  que  se  refiere  al  estatuto  real , ordenando  que  la 
hipoteca  solo  puede  pesar  sobre  bienes  capaces  de  este  gravamen,  según 
la  ley  del  país  en  que  se  hallaren  situados.  Esta  fue  una  consagración  nue- 
va del  principio  locusregit  actum,  que  con  la  necesaria  detención  antes  he- 
mos esplicado. 

De  la  fuerza  que  tienen  en  España  los  documentos  referentes  á actos  de 
jurisdicción  voluntaria  pasados  en  países  cslranjeros,  trataremos  en  el  nú- 
mero 5.°  de  este  comentario. 

4.  Ejecutorias  de  la  clase  indicada  en  el  número  l.°  del  mismo  artículo. 
—Esto  es,  las  ejecutorias  en  que  se  declare  la  incapacidad  legal  para  ad- 
ministrar, ó la  presunción  de  muerte  de  personas  ausentes,  ó se  imponga 
la  pena  de  interdicción  ó cualquiera  otra  en  que  se  modifique  la  capacidad 
civil  de  las  personas,  en  lo  que  se  refiere  á la  libre  disposición  de  sus  bie- 
nes.. Nos  limitamos  aquí  á recordar  el  artículo,  para  evitar  la  incomodidad 
que  suelen  dar  las  remisiones.  En  el  comentario  al  artículo  2.°,  csplicamos 
lo  que  creimos  bastante  para  la  inteligencia  de  los  casos  de  que  habla  la 
ley,  y no  debemos  aquí  reproducirlo. 

5.  A que  deba  darse  cumplimiento  en  el  reino. — Los  que  están  encar- 
gados de  contribuir  mas  ó menos  directa  é inmediatamente  al  cumplimiento 
de  la  Ley  hipotecaria,  no  encontrarán  tantas  dificultades  en  la  ejecución  de 
lo  que  aquí  se  dice,  como  las  que  les  suscitará  sin  duda  la  apreciación  de 
todo  lo  que  se  refiere  á los  documentos  otorgados  en  el  eslranjero,  de  que 
hemos  ya  dado  las  convenientes  espiraciones.  Por  complicado  que  sea  , y 
lo  es  sin  duda,  todo  lo  que  se  refiere  á la  ejecución  de  las  sentencias  pro- 
nunciadas por  tribunales  estranjeros,  la  dificultad  es  para  el  Tribunal  Supre- 
mo de  Justicia;  á los  registradores,  á los  jueces  y á los  regentes  en  su  caso, 
solo  les  toca  examinar  si  el  Tribunal  Supremo  ha  declarado  que  debe  darse 
cumplimiento  á la  ejecutoria  en  conformidad  al  aitículo  926  de  la  lev  de 
Enjuiciamiento  civil,  y si  es  legítimo  el  documento. 

No  es  de  esta  obra  entrar  en  el  exámen  de  las  reglas  de  tramitación  que 
establece  la  misma  ley  para  proceder  en  tal  clase  de  negocios , materia 
que  corresponde  á los  tratados  de  procedimientos  y de  práctica.  En  rigor 

(rt)  Arts.  2222  y 2223  del  Código  civil  de  Ordeña. 
tomo  i. 
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tampoco  deberíamos  examinar  aquí  cuales  son  las  sentencias  estranjeras 
que  deben  ejecutarse  en  España,  y cuales  aquellas  á que  debe  negarse 
el  cumplimiento,  pero  consideramos  mas  conveniente  no  prescindir  de  este 
punto  interesantísimo,  porque  no  dejará  de  suceder  que  con  motivo  de 
la  Lev  hipotecaria  tengan  algunos  necesidad  de  estudiarlo. 

Hemos  tratado  antes  (a),  aunque?  incidentalmente,  de  los  motivos  que 
tiene  nuestro  actual  derecho  para  admitir  desde  luego  los  actos  y contratos 
celebrados  fuera  del  reino  y sin  necesidades  de  autorizar  los  tribunales 
su  cumplimiento,  y para  no  hacer  lo  mismo  con  las  ejecutorias  que  han  sido 
pronunciadas  en  país  estranjero,  sino  precede  antes  el  exequátur  ó el  de- 
creto- del  Tribunal  Supremo  que  con  conocimiento  de  causa  declare  ó 
niegue  su  cumplimiento.  Dando  aquí  por  reproducido  lo  que  allí  indicamos, 
añadiremos  lo  que  estimamos  necesario  para  completarlo.  El  principio  de 
que  las  sentencias  no  deben  recibir  ejecución  fuera  de  la  nación  en  que  se 
dictaron,  lejos  de  ser  inflexible,  admite  modificaciones  que  tienen  su  fun- 
damento en  consideraciones  de  utilidad  recíproca  de  los  Estados,  y en  las 
relaciones  de  amistad  que  existen  entre  las  naciones.  Pero  nunca  alcanzan 
estas  modificaciones  á que  se  permita  á los  jueces  y tribunales  estranjeros 
ejercer  jurisdicción  en  el  Estado  independiente  en  que  la  sentencia  ha  de 
ser  ejecutada:  esto  equivaldría  á autorizar  dentro  del  país  un  poder  estran- 
jero soberano.  De  aquí  dimana,  que  no  hay  un  solo  Estado  de  los  que  admi- 
ten la  ejecución  de  las  sentencias  estranjeras  que  no  la  haya  hecho  esclusi- 
va  de  sus  propios  tribunales.  Este  puede  ser  considerado  como  un  principio 
universal  de  derecho  internacional  privado.  En  virtud  de  él,  antes  de  con- 
ceder la  autorización  se  examina  en  todas  partes  si  la  sentencia  contiene 
alguna  cosa  atentatoria  á la  soberanía,  al  derecho  piíblico  ó á los  intereses 
de  la  nación  en  que  ha  de  ejecutarse.  Con  estos  principios  guarda  completa 
conformidad  lo  que  establece  nuestra  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Pero  las  decisiones  de  los  tribunales  estranjeros  pueden  ser,  ya  pronun- 
ciadas en  juicios  contradictorios,  ya  de  plano  sin  los  trámites  y las  fórmulas 
solemnes  de  los  juicios  y sin  que  haya  habido  opositor,  ó lo  que  es  lo 
mismo,  pueden  ser  consecuencia  de  un  juicio  ó de  un  acto  de  jurisdicción 
voluntaria.  No  pueden  aplicarse  á unas  y á otras  las  mismas  reglas;  por 
esto  trataremos  de  ellas  con  separación,  completando  así  lo  que  de  las  ulti- 
mas ofrecimos  al  tratar  de  los  documentos  en  que  no  tienen  intervención 
los  jueces  y tribunales. 

Empezando  por  las  sentencias  ejecutorias  pronunciadas  en  materia  con- 
tenciosa, nuestro  derecho  establece  tres  causas  para  que  sean  admitidas 
en  e ionio,  la  piimerason  los  tratados:  la  segúndala  reciprocidad:  la  ter- 
cera la  conveniencia  mutua  de  las  naciones. 

(a)  Págs.  380  á la  383. 
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Las  naciones  que  tienen  dignidad  y sentimientos  de  justicia,  cumplen 
rigurosamente  los  tratados  que  celebran  con  las  estranjeras:  antes  de  pactar 
miran  con  cuidadosa  diligencia  lo  que  hacen;  después,  aunque  lo  crean  in- 
conveniente, respetan  lo  hecho  hasta  que  por  una  convención  contraria  lo 
reforman. 

Un  solo  convenio  de  esta  clase  tiene  España  celebrado  con  Cerdeíía  en 
50  de  junio  de  1851  , y mandado  ejecutar  por  Real  orden  de  25  de  agosto 
del  mismo  año.  Transcribiremos  aquí  los  artículos  que  se  refieren  á la  ma- 
teria objeto  inmediato  del  punto  que  ahora  examinamos.  Dicen  así: 

«Artículo  4.°  Las  sentencias  ó acuerdos  en  materia  civil,  ordinaria  ó 
comercial,  espedidos  por  los  juzgados  ó Tribunales  deS.  M.  Católica  y pol- 
los de  S.  M.  el  Rey  deCerdeña,  y debidamente  legalizados,  serán  recípro- 
camente cumplimentados  en  los  de  ambos  países  , con  sujeción  á lo  que  se 
dispone  en  los  artículos  siguientes. 

»Art.  2.°  El  cumplimiento  de  estas  sentencias  ó acuerdos  se  pedirá  de 
un  juzgado  ó tribunal  áotro  por  medio  de  un  exhorto.  Cuando  se  trata  de 
sentencias  definitivas  ácompañaráal  exhorto  la  ejecutoria  correspondiente. 

«Cuando  se  trate  de  autos  definitivos,  antes  de  decretar  la espedicion 
del  exhorto,  el  exhortante  se  asegurará,  y luego  hará  mención  motivada 
en  su  providencia,  de  que  han  causado  estado,  si  por  su  naturaleza  requi- 
rieren esta  circunstancia  para  poder  ser  ejecutados. 

»Art.  5.°  Para  que  puedan  cumplimentarse  por  los  juzgados  ó tribuna- 
les competentes  de  cada  país  las  sentencias  ó acuerdos  de  los  del  otro,  de- 
berán ser  declarados  previamente  ejecutivos  por  el  Tribunal  superior  en  cuya 
jurisdicción  ó territorio  haya  de  tener  lugar  el  cumplimiento.  No  se  accede, 
rá,  sin  embargo  , á esta  declaración  en  los  casos  siguientes: 

»1.°  Cuando  la  sentencia  ó acuerdo  adolezca  de  injusticia  notoria. 

»2.°  Cuando  sea  nulo  por  falta  de  jurisdicción,  auto  ó emplazamiento. 

»5.°  Cuando  sea  contrario  á las  leyes  prohibitivas  del  reino  donde  se 
requiera  el  cumplimiento. 

»Art.  4.°  Las  sentencias  dictadas  por  los  Tribunales  de  S.  M.  Católica 
tendrán  fuerza  para  hipotecar  los  bienes  situados  en  los  Estados  de  S.  M. 
el  Rey  de  Cerdeña  y recíprocamente,  cuando  hayan  sido  declaradas  ejecu- 
tables de  la  manera  arriba  indicada. » 

De  la  lectura  de  los  precedentes  artículos  aparece  que  el  convenio  no  se 
limita  á las  sentencias  dictadas  en  alguna  de  las  naciones,  sino  que  es  es- 
tensivo  á los  demás  acuerdos  que  no  tengan  este  carácter,  como  por  ejem- 
plo los  autos  inlerlocutorios  que  se  dén  en  una  de  ellas  citando  ó empla- 
zando al  que  se  halle  en  la  otra,  ó para  probar  algún  hecho  que  tenga  que 
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justificarse  en  aquel  territorrio,  ú otros  autos  de  esta  naturaleza.  Se  infiere 
también  que  solo  son  objeto  de  él  los  negocios  civiles  ó mercantiles,  y no  los 
criminales,  respecto  á los  cuales  rigen  diferentes  reglas  que  no  es  del  caso 
examinar  en  esta  obra.  Tampoco  debemos  tratar  en  ella  , por  corresponder 
principalmente  á las  de  procedimiento,  de  la  circunstancia  de  que  los  tri- 
bunales de  uno  v otro  país  piden  por  medio  de  exhortos  la  ejecución 
de  las  sentencias  /lo  que,  atendidas  las  regias  generales  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  no  es  necesario  por  regla  general  bastando  la  presenta- 
ción de  la  ejecutoria  debidamente  autorizada  en  el  Tribunal  Supremo  y 
la  petición  de  la  parle  interesada  pidiendo  su  cumplimiento  (a). 

La  diferencia  mas  grave  qué  hay  entre  lo  establecido  por  regla  general 
v lo  convenido  con  Cerdeña,  consiste  en  que  según  la  ley-de  Enjuiciamien- 
to civil  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  es  el  único  que  debe  decretar  la  eje- 
cución de  las  sentencias  dictadas  en  país  estranjero  , y en  el  Convenio  se 
establece  que  el  que  las  declare  ejecutables  sea  el  Tribunal  Superior  en 
cuya  jurisdicción  ó territorio  haya  de  tener  lugar  la  ejecución,  es  decir, 
en  España  la  Audiencia  territorial  por  lo  que  al  fuero  ordinario  hace  refe- 
rencia, y cp  Jos  privilegiados  el  superior  respectivo.  En  otra  obra  ( b ) he- 
mos espuesto  los  poderosos  motivos  que  aconsejaron  que  al  Tribunal  Su- 
premo sola  y esclusivamente  estuviera  reservada  esta  atribución.  Allí  di- 
gimos:  «No  puede,  sin  graves  inconvenientes,  confiarse  á los  juzgados,  ni 
»auná  las  Audiencias  la  declaración  de  si  debe  ó no  darse  cumplimiento 
»á  las  sentencias  pronunciadas  en  países  estranjeros.  Pocas  veces  habrá  en 
«las  provincias  todos  los  medios,  todos  los  libros  indispensables  para  deci- 
dir con  acierto:  la  diferencia  y multiplicidad  de  idiomas  aumentarán  las 
«dificultades:  será  necesario  á veces  acudir  á los  archivos  del  Estado  para 
«obtener  datos  que  solo  en  ellos  se  encontrarán  , y entrar  en  iuvestigacio- 
»nes  prolijas  que  presentarán  obstáculos  invencibles  tal  vez  á-los  Tribuna- 
les Superiores  y álos  juzgados  si  no  ha  de  paralizársela  administración  de 
«justicia  ó dilatarse  al  menos  la  decisión  solicitada.  A estas  consideraciones 
«se  agrega  otra  de  la  mayor  importancia.  En  cuestiones  que  se  rozan  con 
«la  independencia  del  país,  en  que  no  se  trata  de  la  aplicación  de  reglas 
»de  derecho  civil , sino  de  tratados  v puntos  de  derecho  internacional , no 
«deben  escatimarse  las  garantías  del  acierto , antes  por  el  contrario,  es 
«conveniente  aumentarlas  al  propio  tiempo  que  se  procure  enaltecer  la  au- 
«toridad  moral  de  las  decisiones.  Ambos  objetos  se  consiguen  confiando  al 
* 1‘*)Una*  Supremo  la  declaración  de  si  deben  ó no  cumplirse  en  España 
W ,as  s.cn|tcnc'as  extranjeras.  Así  también  la  jurisprudencia  que  nazca,  será 
Csl  e ue^°  undormc  y evitará  las  complicaciones  á que  pudieran  dar  lu- 
ía) Art.  926. 

EnfaZmklSí ^ introducido  en  ^procedí- 
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jgar  encontradas  decisiones  de  los  Tribunales  Superiores  ó de  los  juz^a- 
»doft.»  Algunos  años  han  pasado  desde  que  escribimos  las  líneas  que  ante- 
ceden, y siu  embargo,  no  tenemos  motivo  para  desistir  de  una  sola  pala- 
bra de  las  que  entonces  empleamos  , á pesar  de  que  no  ha  faltado  quien 
impugne  esta  disposición.  Añadirémos  una  razón  más:  esta  es  la  multi- 
plicidad de  fueros  desconocidos  en  otras  naciones,  ea  lo  que  á los  negocios 
civiles  hace  referencia,  y los  inconvenientes  de  que  además  de  los  tribu- 
nales ordinarios  vinieran  los  superiores  privilegiados  á producir  en  lugar 
de  la  armonía  y el  concierto  en  cuestiones  tan  graves,  la  confusión  y la  in- 
coherencia, viéndose  así  el  raro  espectáculo  de  que  no  pudiera  fundarse  ju- 
risprudencia acerca  de  puntos  en  que  tan  grande  interés  tiene  el  Estado, 
cuyo  buen  nombre  no  podría  así  menos  de  lastimarse.  Pero  por  mas  justas 
y aceptables  que  nos  parezcan  estas  consideraciones,  por  mas  conveniente 
que  sea  buscar  la  unidad  en  toda  esta  materia,  el  pacto  internacional  con 
Cerdeña  existe,  y la  buena  fé  y la  lealtad  exigen  que  se  cumpla  escrupulo- 
samente: faltarían  á su  deber  los  que  indebidamente  se  negaran  á apli- 
carlo del  mismo  modo  que  los  que  sin  jurisdicción  para  ello  lo  aplicaran.  En 
tales  circunstancias  no  hay  mas  que  un  remedio  fácil  por  fortuna:  el  últi- 
mo artículo  del  Convenio  ofrece  la  solución.  Según  espresa,  fué  ajustado 
solo  por  cinco  años;  después  su  renovación  se  considera  hecha  anualmente 
mientras  que  con  seis  meses  de  anticipación  no  se  denuncie  en  la  forma 
correspondiente  que  han  de  cesar  sus  efectos.  No  hay  motivo  para  hacer 
la  denuncia;  creemos  que  los  tratados  de  esta  clase  no  perjudican  sino  que 
son  útiles  á los  Estados,  pero  negocíese  para  que  la  atribución  que  en  el  con- 
venio se  dá  á los  tribunales  superiores  de  España  sea  eselusivamente  del 
Supremo,  y de  este  modo  quedará  en  armonía  nuestra  legislación  con  el 
Convenio.  Los  precedentes  de  otros  Estados  no  hacen  cambiar  nuestra  opi- 
nión: mucha  fuerza  tiene  por  regla  general  lo  que  otros  países  hacen  y mas 
en  el  afan  con  que  todos  procuran  perfeccionar  sus  instituciones  judicia- 
les, pero  no  hemos  oido  ni  leido  razones  que  destruyan  los  fundamentos 
que  dejamos  espuestos. 

La  última  diferencia  que  se  encuentra  entre  la  legislación  general  y el 
Convenio  de  Cerdeña  que  merezca  fijar  la  atención,  es  la  enumeración  de 
las  circunstancias  que  son  causa  para  negar  el  cumplimiento  á las  ejecuto- 
rias. En  una,  nuestro  derecho  y lo  convenido  en  el  fondo,  están  conformes 
aunque  sean  diferentes  las  frases  con  que  espresan  la  idea,  pues  que  la  ley 
española  dice,  que  para  que  se  decrete  la  ejecución,  es  necesario  que  la 
obligación  sea  lícita  en  España  ( a ),  y el  Convenio  consigna  que  no  puede 
ejecutarse  la  sentencia  cuando  sea  contraria  á las  leyes  prohibitivas  del  rei- 
no donde  se  requiera  el  cumplimiento.  Y en  esto  no  podria  haber  la  menor 


(íí)  Arl.  D2D  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
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discordancia  porque  todos  los  Estados  están  conformes  en  ello,  y así  puede 
considerarte’ como  una  regla  incontrovertible  de  derecho  internacional. 
Pero  en  las  otras  circunstancias  no  hay  la  misma  conformidad , porque  al 
paso  que  la  ley  general  quiere  que  no  se  ejecuten  las  sentencias  cuando 
no  sea  personal  la  acción  deducida  en  el  juicio  seguido  ante  el  tribunal  es- 
tajero , ó cuando  se  haya  fallado  el  pleito  en  rebeldía,  el  Convenio  no 
haciendo’  mención  de  estas  circunstancias,  pone  en  su  lugar  que  la  ejecu- 
ción no  procede  cuando  la  sentencia  ó acuerdo  adolezcan  de  injusticia  noto- 
ria ó cuando  sea  nula  por  falta  de  jurisdicción  ó emplazamiento.  Lo  que  de 
falla  de  jurisdicción  dice  el  Convenio,  debe  sobreentenderse  en  la  ley  gene- 
ral, porque  solamente  alude  á que  no  sea  decidida  en  el  estranjcro  la  cues- 
tión que  con  arreglo  á la  ley  del  país  respectivo  debe  ser  juzgada  en  él,  y 
ninguna  nación  ejecuta  una  sentencia  pronunciada  violando  las  leyes  de  su 
competencia,  ni  permite  arrancar  á los  regnícolas  de  la  jurisdicción  nacio- 
nal para  ser  llevados  ante  la  éstraña.  La  injusticia  notoria  y la  falta  de  em- 
plazamiento señaladas  en  el  Convenio  como  causas  para  no  dar  cumpli- 
miento en  un  Estado  á las  sentencias  pronunciadas  en  el  otro,  dan  lugar  á 
que,  cuando  se  aleguen  , venga  á hacerse  una  revisión  del  juicio  ya  termi- 
nado, cuyo  resultado  puede  ser  el  de  que  por  el  tribunal  de  un  país  sea  de 
hecho  anulada  la  ejecutoria  pronunciada  en  el  otro.  Las  limitaciones  que 
la  ley  general  establece  cuando  solo  dá  fuerza  á las  senleocias  estranjeras 
que  proceden  de  acción  personal  ó están  dadas  en  rebeldía , son  en  nuestro 
juicio  convenientes  y justas,  como  espondrémos  mas  adelante:  por  esto 
creemos  que  si  el  Convenio  hubiera  sido  posterior  á la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  no  hubiera  esta  dejado  de  comprenderlas. 

Aunque  existen  otros  tratados  de  nuestra  pátria  con  potencias  estranje- 
ras, que  tienen  relación  mas  ó menos  directa  é inmediata  con  las  cuestiones 


de  derecho  internacional  privado,  que  pueden  agitarse  por  ja  discordan- 
cia entre  las  leyes  del  país  en  que  pasan  los  actos  y las  del  país  á que  per- 
tenecen los  que  en  ellos  tienen  intervención,  ningún  otro  convenio  español 
existe  que  trate  de  la  ejecuciou  de  las  sentencias  pronunciadas  por  los  tri- 
bunales de  un  Estado  en  el  territorio  del  otro.  No  puede  esto  deducirse  de 
aquellos  en  que  se  establece  que  á los  súbditos  de  las  respectivas  naciones 
estipulantes  se  les  administre  completa  justicia  en  los  tribunales,  ni  de  los 
que  recíprocamente  garantizan  los  derechos  civiles,  aunque  en  ellos  se 
iguale  con  los  naturales  á los  estranjeros.  La  cuestión  de  que  en  un  país 
sean  ejccutoiias  las  sentencias  pronunciadas  en  otro,  es  mas  grave  en  sí 
n.ma,  y por  sus  consecuencias  en  el  orden  político  de  las  naciones,  y no 
hi^c  sü.Hecntenderse  á íuerza  de  interpretaciones  y hasta  de  dar  tormento 
a las  palabras,  lo  que  no  espresaron  las  partes  contratantes. 
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RECIPllOCIDAD. 

En  defecto  de  tratados,  debe  estarse,  según  hemos  dicho,  á la  recipro- 
cidad para  establecer  basta  qué  punto  las  sentencias  estranjeras  han  de  te- 
ner fuerza  en  España.  Esta  reciprocidad  puede  dimanar  de  dos  causas  dife- 
rentes, ó de  estar  escrita  en  las  leyes,  ó de  venir  observándose  por  la  juris- 
prudencia que  suple  el  silencio  del  derecho  escrito.  Para  evitar  confusión, 
tralarémos  separadamente  de  ellas. 

Estados  en  que  está  espresamente  establecido  el  principio  de  reciprocidad. 

Hay  algunos  Estados  en  que  la  reciprocidad  está  escrita  en  sus  leyes. 
Pasamos  á hacer  de  ellos  ligeras  indicaciones. 

Akgovia.  En  este  cantón  suizo,  como  sucede  por  regla  general  en  los 
cantones  alemanes,  rige  el  principio  de  reciprocidad  según  su  Código  de 
Procedimiento  civil  (a). 

Austria.  En  varios  decretos  imperiales  ( b ) está  ordenada  la  ejecución 
de  las  sentencias  pronunciadas  en  país  estranjero  si  reúnen  las  circunstan- 
cias siguientes:  4.a,  la  de  reciprocidad  del  Estado  en  que  se  ha  pronunciado 
el  fallo:  2.a,  la  de  competencia  del  tribunal  sentenciador:  o.a,  la  observan- 
cia de  las  leyes  del  Estado  en  que  se  ha  seguido  el  litigio:  4.a,  el  carácter 
de  cosa  juzgada  en  la  sentencia. 

Badén.  Su  código  de  procedimiento  civil  dispone,  que  á falla  de  trata- 
dos diplomáticos,  se  ejecuten  las  sentencias  estranjeras  con  sujeción  á los 
reglamentos  que  dé  el  Gobierno  bajo  el  principio  de  reciprocidad  (c).  La 
ejecución  se  decreta  cuando  es  entre  dos  regnícolas  súbditos  del  Estado  en 
que  se  pronunció  la  sentencia,  en  virtud  de  exhorto  y oyendo  préviamenle 
al  demandado,  como  si  emanara  de  un  tribunal  del  país.  Si  la  sentencia  es 
en  perjuicio  de  un  hádense  ó de  un  estranjero  no  súbdito  del  Estado  de 
que  procede,  se  declara  ejecutiva  en  virtud  de  exhortos,  previa  citación 
de  las  partes,  cuando  consta  que  con  arreglo  á las  leyes  del  Gran  Ducado 
el  juzgado  estranjero  es  competente  y que  la  sentencia  tiene  la  autoridad 
de  la  cosa  juzgada  ( d ).  Cuando  en  los  diferentes  casos  referidos  se  hace 
oposición  fundándola  en  que  el  Estado  de  que  procede  la  sentencia  no 
guarda  reciprocidad,  incumbe  al  demandante  probar  que  efectivamente  en 
el  Estado  estranjero  se  cumplen  las  ejecutorias  procedentes  de  los  tribunales 
de  Badén  (e). 

A.rt.  478. 

(b)  De  19  de  mayo  de  1792;  18  de  enero  de  1799;  la  de  febrero  de  1805;  11 
de  julio  de  1817;  l.°  de  mayo  de  1819  y 18  de  mayo  de  1832. 
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Baviera.  Se  ejecutan  las  sentencias  estranjeras,  concurriendo  estas  cir- 
cunstancias: 1.a.  reciprocidad:  2.a,  competencia  en  el  Tribunal  sentencia- 
dor- 3 ‘ imposibilidad  de  que  el  demandante  encuentre  en  el  Estado  en  que 
se  ha  pronunciado  la  sentencia  bienes  bastantes  para  que  sea  suficiente- 
mente cumplida:  4.a,  que  no  se  oponga  ningún  súbdito  bávaro  fundando 
su  derecho  en  créditos  que  le  dén  un  derecho  de  preferencia  ó de  igualdad 
sobre  los  bienes  en  que  se  ha  de  hacer  la  ejecución  (a). 

Brunswick.  Establece  el  principio  de  reciprocidad  cuando  es  incontes- 
table la  competencia  del  tribunal  estranjero  que  pronunció  la  sentencia  ( b ). 

Estados-Pontificios.  Dan  cumplimiento  á las  sentencias  estranjeras 
contra  leeos  v en  materias  no  eclesiásticas  bajo  las  condiciones  de  recipro- 
cidad, de  tener  la  sentencia  la  autoridad  de  cosa  juzgada,  lo  que  se  ha  de 
espresar  en  el  exhorto,  y de  competencia  en  el  tribunal  que  falló.  Acuerdan 
la  ejecución  en  virtud  de  exhorto  y á petición  de  parte.  Guando  se  exhibe 
un  documento  nuevo  que  destruye  la  acción,  sin  entrar  en  la  cuestión  de 
fondo,  se  suspende  la  ejecución,  poniéndolo  en  conocimiento  del  tribu- 
nal que  sentenció.  Las  dudas  sobre  la  competencia  del  tribunal  que  sen- 
tenció se  resuelven  por  medio  de  comunicaciones  entre  el  tribunal  requeri- 
do y el  exhortante  provocadas  por  el  primero:  si  no  son  satisfactorias  las 
espiraciones  dadas,  se  acude  á la  Secretaría  de  Estado  que  definitivamente 
resuelve  (c). 

Hannover.  El  derecho  escrito  del  Estado  (d),  ordena  que  se  cumplan  los 
exhortos  estranjeros  que  tengan  por  objeto  la  ejecución  de  las  sentencias 
en  negocios  civiles,  cuando  procedan  de  tribunales  que  ofrezcan  ó hayan 
ofrecido  la  reciprocidad  en  casos  iguales. 

Hesse  (Gran  Ducado  de). —Ribera  derecha  del  Rhin.  Siguiendo  el  prin- 
cipio de  reciprocidad  se  establece,  que  las  sentencias  pronunciadas  en  los 
países,  en  que  no  se  dá  ejecución  á las  procedentes  del  Gran  Ducado,  ó que 
solo  son  admitidas  bajo  ciertas  condiciones,  están  sujetas  á la  ley  de  reci- 
procidad, y,  ó no  serán  ejecutadas,  ó solo  lo  serán  con  iguales  condicio- 
nes. Es  necesario  para  la  ejecución  que  sea  pedida  en  virtud  de  exhorto 
dirigido  al  tribunal  de  apelación  (e).  Las  sentencias  sobre  investigación  de 
paternidad  no  son  ejecutadas  sino  cuando  el  padre  espontáneamente  haya 
hecho  el  reconocimiento  (/).  ' 


f /A  a 9 dc  octu.l)re. (le  1 S07  y de  2 de  junio  de  1 811 . 
cleisi-'»  rt  ~ ° 'a  ^ons^tuc'on  del  Ducado  do  Brunswick  de  12  de  octubre 

cstah]ec¡tlo  por  una  notificación  del  Gobierno  pontificio  de  11 
dichi  de  io  ,-ió  n ’ y es¿a  dispuesto  en  el  art.  1148  del  reglamento  legislativo  y ju- 
n/..'  i novienibve  de  1834. 

p'lrrái'nVo^f1  F0?'»0  de  procedimiento  civil. 

n níííí . Jtí 9,  'e  ■ ♦ 0f(  enanza  de  27  de  julio  de  1817. 

</)  Kesnipto  ministerial  de  ir,  de  junio  de  18*>fi 
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Hesse  ( Electorado  de).  Una  ordenanza  electoral  (á)  prescribe  las  re- 
glas que  han  de  observarse  para  la  ejecución  de  las  sentencias  cslranjeras 
en  materia  civil.  Después  de  establecer  el  principio  de  reciprocidad  cuando 
las  sentencias  son  ejecutorias  y se  ha  requerido  su  cumplimiento  por  medio 
de  exhorto  dirigido  á los  tribunales  superiores  del  Electorado,  espresa  los 
casos  en  que  debe  rehusarse  la  ejecución.  Estos  son:  l.°,  la  falta  de  reci- 
procidad: 2.°,  la  falta  de  competencia  del  tribunal  estranjero,  según  las  le- 
yes del  Electorado:  3.°,  cuando  la  sentencia  viola  el  estatuto  real  ó perso- 
nal: 4.°,  cuando  el  tribunal  estranjero  en  una  quiebra  ó concurso  de  acree- 
dores haya  eslendido  su  competencia  sobre  los  bienes  de  súbditos  del 
Electorado  situados  en  él  ó sobre  pendientes  en  los  tribunales  del  país.  Pero 
estas  limitaciones  ceden  ante  los  tratados  diplomáticos  ó por  razón  de  re- 
ciprocidad. Cuando  las  sentencias  han  sido  pronunciadas  por  tribunal  es- 
tranjero competente  contra  un  regnícola  que  reside  accidentalmante  en  el 
Electorado,  se  dá  cumplimiento  á ellas  sin  exigir  reciprocidad,  aunque  la 
sentencia  sea  contraria  á las  leyes  del  país  relativas  á la  capacidad  de  la 
persona,  ó aunque  se  haya  estendido  la  competencia  indebidamente  en 
los  casos  de  quiebra  ó de  concurso.  En  la  ejecución  de  las  sentencias 
se  observan  las  leyes  del  país  siempre  que  los  tratados  ó una  ley  especial 
no  establecen  otra  cosa. 

Lucerna.  En  este  Cantón  hay  una  ley  especial  ( b ),  que  espresamente 
establece  como  absoluto  el  principio  de  reciprocidad. 

Prusia.  El  Código  de  procedimiento  civil  de  este  reino  (c),  ordena  que 
los  tribunales  ejecuten  las  sentencias  dadas  por  tribunales  estranjeros 
cuando  sean  requeridos  al  efecto  en  debida  forma,  á no  ser  que  se  susciten 
dificultades  respecto  á la  competencia  del  tribunal  requirente  ó acerca  del 
fondo  mismo  del  negocio,  en  cuyo  caso  los  tribunales  inferiores  consultan 
á su  inmediato  superior,  el  cual,  según  las  circunstancias,  acude  al  Mi- 
nistro de  Justicia.  La  práctica  ha  limitado  esta  disposición  á las  sentencias 
procedentes  de  Estados  que  admiten  las  prusianas  respecto  á los  cuales 
aplica  una  regla  del  Código  general  (d),  la  cual  establece  que,  cuando  un 
Estado  estranjero  dá  leyes  onerosas  en  general,  y á los  súbditos  prusianos 
en  particular , ó tolera  abusos  de  igual  clase  en  perjuicio  de  los  últimos, 

hay  lugar  al  derecho  de  retorsión.  r 

Sajonia.  Las  sentencias  eslranjeras  se  cumplen  en  virtud  de  leyes  es- 
peciales ( e ) bajo  las  condiciones  de  reciprocidad  y de  competencia. 


(a)  De  2b  de  abril  de  1826. 

(b)  De  20  de  noviembre  de  1836. 

(c)  Párrafo  30,  tít.  XXIV  de  la  part.  I. 

(d)  Párrafo  3 de  la  Introducción. 

(e)  Párrafos  l.°  y 2.°  de  4 de  abril  de  1803  v núm.  4. 
de  28  de  enero  de  183b. 


0 del  art.  10  de  la 


30 


ley 


tomo  i. 
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Tuneovu.  Hay  una  declaración  espresa  ( a ) en  que  se  ordena  que  las 
sentencias  dictadas  por  tribunales  eslranjeros  en  perjuicio  de  un  habitante 
del  Cantón  se  presenten  al  gobernador,  el  cual  lo  pone  en  conocimiento  del 
poder  ejecutivo.  Este  delibera  sobre  si  deben  ó no  ser  admitidas  á ejecu- 
ción arreglándose  á los  tratados  existentes  ó á la  costumbre  observada 
entre  este  Cantón  y cualquiera  otro,  ó un  Estado  estranjero.  Esto  á nues- 
tro juicio  equivale  á establecer  el  principio* de  la  reciprocidad,  cuando 
hava  ejemplares  de  haberse  concedido  ó negado  en  otro  Cantón  ó Estado 
el  cumplimiento  de  las  ejecutorias  de  Turgovia. 

WuRTEMBEfiG.  Por  último,  también  por  ley  ( b ) son  ejecutivas  en  Wur- 
temberg  las  sentencias  cuando  hay  reciprocidad  por  parte  del  Estado  de 
que  proceden  y este  tiene  competencia.  Cuando  haya  duda  respecto  de  la 
reciprocidad,  el  tribunal  ante  quien  se  pide  la  ejecución  consulta  á su  in- 
mediato superior. 


Estados  en  que  se  admite  el  principio  de  reciprocidad 
por  la  jurisprudencia. 


Otros  Estados  hay  en  que  si  bien  el  principio  de  reciprocidad  no  se  halla 
establecido  por  las  leyes,  viene  practicándose  por  la  jurisprudencia,  de  los 
cuales  debemos  hacer  mención  en  este  lugar. 


Alemania.  Considerándose  como  si  1‘ueran  un  solo  Estado  los  diferen- 
tes que  componían  el  Imperio  germánico,  era  natural  que  las  sentencias 
que  en  cada  uno  se  pronunciaran,  fueran  ejecutivas  en  todos  los  otros.  No 
sucedía  así , cuando  las  sentencias  procedían  de  tribunales  estranjeros  , en 
cuyo  caso  solo  después  de  un  exámen  sumario  de  la  decisión  permitían  que 
se  ejecutasen.  Después  de  la  disolución  del  Imperio,  el  antiguo  principio 
está  sostenido  por  la  jurisprudencia,  y se  considera  que  la  sentencia  que 
ha  obtenido  la  autoridad  de  cosa  juzgada,  sin  consideración  ninguna  al 
territorio  en  que  se  ha  seguido  el  litigio , es  la  ley  especial  de  las  partes  en 
la  materia  sentenciada.  Solo  exigen  la  regla  de  la  reciprocidad  , tanto  res- 
pecto á los  Estados  que  forman  parte  de  la  Confederación,  como  de  los  de- 
más. Esto  se  verifica  en  los  Estados  mas  reducidos;  pues  que  los  de  primero 
y segundo  orden  han  establecido  reglas  especiales  (c).  Por  uso , pues , y no 
por  ley  espresa,  se  observa  en  aquellos  la  reciprocidad. 


(a)  Párrafo  2:89  do  la  ley  de  Procedimiento  civil. 

(o)  Párrafo  7.°  de  la  ley  de  15  de  abril  de  1825.  . 
wr . Sí  sueede  en  las  ciudades  libres  de  Breme,  Francfort,  Hamburgo  y Ln- 
i>„.  ‘ Principados  de  Hohonzollorn-Iiechingen,  Iloherzolleñ-Siegmaringen, 
duriilns  do  m! ^Vm‘q~Hudolstad  y Schwarzbourg-Sondershausen : en  los  grandes 

Mecklemburgo-Strelikz , Oldemburgo  y Sa- 
Anlvdt  iw-ui  " HnUt1 .limo»  en  los  ducados  de  Anhalt-Bambourg,  Anhalt-Cmthen, 

^""-AUemburgo,  Sajonia-Ooburgo-Gnlli» 
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Basilea.-— La  reciprocidad  se  halla  establecida  por  la  jurisprudencia  siem- 
pre que  aparezca  auténtica  la  sentencia  y sea  competente  el  tribunal,  úni- 
cas cscepciones  que  puede  alegar  el  demandado. 

Bélgica.  Aunque  la  Bélgica  está  regida  por  el  Código  Napoleón,  no 
ha  prevalecido  la  jurisprudencia  de  esta  nación , y por  el  contrario  se  ad- 
miten las  sentencias  estranjeras  procedentes  de  los  países  en  que  son  ad- 
mitidas las  de  Bélgica.  Solo  se  examina  si  el  fallo  contiene  alguna  cosa 
que  pueda  perjudicar  al  principio  de  la  soberanía,  al  derecho  público  ó á 
los  intereses  del  país,  y no  ofreciéndose  bajo  estos  aspectos  diíicultades,  se 
ordena  la  ejecución  sin  revisión  de  la  sentencia  en  el  fondo.  Niégase  tan 
solo  en  virtud  de  un  decreto  (a)  la  ejecución  de  los  fallos  pronunciados  por 
los  tribunales  franceses.  . 

Dixamauca.  Los  jurisconsultos  de  este  país  son  partidarios  de  la  admi- 
sión de  las  sentencias  estranjeras  de  todos  ios  Estados  en  que  se  autoriza  la 
ejecución  de  las  del  reino.  Solo  exigen  que  el  tribunal  sentenciador  sea 
competente,  no  atendida  la  ley  del  país  en  que  juzga,  sino  en  conformidad 
á la  danesa. 

Vaud.  A falla  de  derecho  escrito  este  Cantón  se  aproxima  mas  en  la 
materia  á la  doctrina  que  prevalece  por  regla  general  en  Alemania  que  á la 
que  domina  en  Francia  y en  los  Estados  que  la  imitan , accediendo  por  ju- 
risprudencia á la  ejecución  de  las  sentencias  estranjeras,  si  hay  reciproci- 
dad v son  competentes  los  jueces  que  las  pronuncian,  siguiendo  para  consi- 
derar la  competencia  las  leyes  del  Cantón.  Se  rechazan  las  sentencias  que 
versan  sobre  bienes  inmuebles  situados  en  el  Cantón  y no  se  da  el  exequá- 
tur á las  que  versan  sobre  paternidad,  sino  previa  consulta  del  Consejo 
de  Estado. 

Quedan  ya  manifestados  cuáles  son  los  Estados  que  por  ley  escrita  ó 
por  jurisprudencia  adoptan  el  principio  de  reciprocidad  respecto  á las  sen- 
tencias estranjeras;  debemos,  para  completar  esta  materia,  hacer  mención 
de  los  Estados  que  las  rechazan,  ya  por  ley,  ya  por  práctica. 

Estados  que  se  niegan  d ejecutar  las  sentencias  pronunciadas 

en  país  estranjero. 

Cambiando  el  orden  alfabético  que  hemos  adoptado  por  regla  general, 
en  todo  lo  que  á la  legislación  estranjera  se  refiere,  pondrémos  á la  cabeza 
de  los  Estados  que  rechazan  la  ejecución  de  las  sentencias  pronunciadas  en 
país  estranjero  á la  Francia,  porque  lo  que  de  esta  nación  digamos,  es  apli- 
cable á todas  las  que  después  de  haber  copiado  sus  leyes  en  el  punto  de 
que  aquí  tratamos;,  han  aceptado  su  jurisprudencia. 

(a)  De  9 de  setiembre  de  1814. 
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I a primera  ley  francesa  que  trató  de  esta  materia,  fué  la  Ordenanza  de 
i»  de  enero  de  1629,  la  cual  estableció  (a),  que  las  sentencias  procedentes 
del  cstraniero  no  produjeran  hipoteca  ni  ejecución  en  el  reino,  pudiendo  los 
franceses  contra  quienes  se  hubieren  pronunciado,  suscitar  de  nuevo  las  mis- 
mas cuestiones.  Vinieron  después  de  su  célebre  revolución  los  Códigos,  y 
en  ellos  puede  decirse  que  no  se  resolvió  la  cuestión.  En  el  civil  (b)  se  es- 
cribió un  articulo  que  establece  que  las  sentencias  pronunciadas  en  país 
cstranjerono  pueden  producir  hipoteca  sino  en  cuanto  un  tribunal  francés 
las  declara  ejecutorias,  sin  perjuicio  de  cualquier  disposición  contraria  di- 
manada de  las  leyes  políticas  ó de  los  tratados.  El  Código  de  Procedimiento 
civil  (c),  cuando  trata  de  la  fuerza  que  tienen  en  Francia  los  documentos 
otorgados  ante  funcionarios  estranjeros  y las  sentencias  dadas  por  tribuna- 
les también  estranjeros,  establece  respecto  á éstas,  que  solo  serán  ejecuta- 
bles en  el  modo  prevenido  en  el  artículo  del  Código  civil,  de  que  dejamos 
antes  hecha  mención.  Aunque  de  estos  artículos  de  los  Códigos  Napoleón 
v de  Procedimiento  civil,  parece  que  solo  puede  inferirse  que  sin  el  exe- 
quátur de  un  tribunal  francés  no  puede  ejecutarse  la  sentencia  estranjera, 
lo  que  está  conforme  con  el  derecho  y jurisprudencia  generales  en  los  paí- 
ses en  que  son  admitidas  las  sentencias  estranjeras,  y aunque  esta  inteli- 
gencia fué  la  que  se  les  dió  en  los  primeros  años  en  que  estuvieron  en  eje- 
cución, es  el  hecho  que  en  la  actualidad  las  sentencias  pronunciadas  en  país 
cstranjero,  bien  sean  favorables  ó contarías  á los  franceses  ó á los  estran- 
jeros, no  tienen  fuerza  alguna  en  Francia,  y que  el  que  ha  sido  vencido  en 
el  juicio,  puede  defenderse  por  todos  los  medios  que  le  hubieran  correspon- 
dido, tanto  en  la  forma  como  en  el  fondo  del  negocio,  si  no  existiera  la  cosa 
juzgada.  Es  necesario,  pues,  que  en  virtud  de  nuevo  juicio  un  tribunal 
írancés  las  haga  suyas,  pero  entonces  ya  no  son  sentencias  estranjeras,  sino 
trancesas.  Por  esto  hemos  puesto  á la  Francia  entre  los  Estados  que  no  dán 
luerza  á las  sentencias  pronunciadas  por  tribunales  estranjeros. 

Dejemos  á los  sabios  jurisconsultos  del  vecino  Imperio  disputar  acerca 
de  la  mayor  ó menor  conformidad  que  hay  entre  la  lev  y la  jurisprudencia: 
muy  divididos  están  sus  pareceres:  no  estaría  bien  que  nosotros  terciára- 
mos en  esta  cuestión  tan  debatida  y en  que  con  tantos  argumentos  se  han 
sostenido  las  encontradas  opiniones.  Nos  Hmitarémos  á trascribir  algunas 
pa  a iras  de  Mr.  Foelix  , que  ni  aceptamos  ni  combatirnos;  en  la  neutrali- 
a que  en  esta  materia  nos  imponemos  lo  hacemos  solo  para  que  vean 
p i?p!ne\l0rej  '°.íIue  cre,a  es^e  distinguido  jurisconsulto  en  la  cuestión. 

- deC'a’ *la  ÍurisPrudencia  sostiene  rigurosamente  en  esta 
principio  de  independencia  de  los  Estados,  y niega  la  autori- 
(o)  Art.  121. 

(c)  aS:  lie3  ,|C|  CMi8°  Ní,'ioIco"’ 
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>dad  de  la  cosa  juzgada  eu  el  estranjero,  y la  ejecución  en  los  bienes  y en 
»la  persona  del  deudor  que  se  halla  en  Francia.  El  testo  de  las  leyes  no 
«consagra  este  principio  en  toda  su  estension  ilimitada,  pero  la  jurispru- 
dencia de  los  tribunales  superiores  lo  ha  interpretado  en  este  sentido.  Nos 
«parece  que  esta  interpretación  estensiva  es  contraria  al  sentido  literal  de 
«la  ley,  á su  espíritu,  á las  relaciones  de  buena  vecindad  que  existen  ó 
«que  deben  existir  en  las  naciones  para  su  utilidad  recíproca,  y á los  usos 
»seguidos  en  la  mayor  parte  de  Europa.»  Reasumiendo  nosotros,  añadire- 
mos que,  esté  bien  ó mal  interpretada  la  ley  francesa  por  los  tribunales,  no 
puede  negarse  que  las  ejecutorias  españolas  no  tienen  fuerza  según  la  juris- 
prudencia del  país,  y esto  basta  para  que  aquí  digamos  que  tampoco  pue- 
dan ser  ejecutadas  en  España  las  ejecutorias  francesas,  atendido  el  princi- 
pio de  reciprocidad  adoptado  por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  esta  ma- 
teria, á diferencia  de  lo  que  establece  respecto  á los  documentos. 

Lo  que  acabamos  de  decir  de  Francia,  es  aplicable  á los  Estados  que  en 
el  particular  lian  copiado  su  legislación  é imitan  su  jurisprudencia.  En  este 
caso  se  hallan  la  Baviera  del  Rhin,  que  además  de  estar  allí  vigente  la  le- 
gislación francesa,  tiene  una  disposición  terminante  que  niega  la  autoridad 
de  cosa  juzgada  á las  sentencias  estranjeras  (a);  las  Dos  Sicilias  (fr),  Hai- 
tí (c),  Prusia  del  Rhin  y Toscana  (d). 

Pero  hay  además  otros  Estados  que,  sin  haber  aceptado  literalmente  en 
sus  códigos  la  legislación  francesa  en  esta  materia,  siguen  el  principio  de 
no  dar  fuerza  á las  ejecutorias  pronunciadas  en  país  estranjero.  Los  enu- 
meraremos. 

Estados-Unidos  de  America.  Siguiendo  esta  república  el  ejemplo  y las 
tradiciones  de  Inglaterra,  no  dá  fuerza  de  cosa  juzgada  á las  sentencias 
pronunciadas  en  otros  países:  el  vencedor  en  el  juicio  ha  de  entablar  una 
nueva  demanda  ante  el  tribunal  competente  para  que  se  le  pague  lo  que  ha 
sido  objeto  de  la  ejecutoria.  El  demandado  puede  justificar  que  hay  irregula- 
ridad en  la  sentencia,  bien  sea  en  el  fondo  ó bien  en  la  forma.  Si  nada  se 
justilica,  el  tribunal  confirma  la  sentencia  y acuerda  su  ejecución:  mas  si  se 
demuestra  el  vicio,  el  tribunal  no  la  confirma.  Se  vé  pues  que  realmente 
no  se  dá  fuerza  á las  ejecutorias  estranjeras,  en  el  hecho  de  no  respetarse 
en  ellas  la  cosa  juzgada. 

Gran  Bretaña.  Al  esponer  la  jurisprudencia  de  los  Estados  Unidos, 

(a)  Decreto  del  Gobierno  provisional  de  4 de  abril  de  181  o. 

(b)  El  art.  2009  del  Código  civil  de  las  Dos  Sicilias  es  el  2123  del  Código  Na- 
poleón en  la  parte  correspondiente  á la  cuestión  que  aquí  examinamos,  y el  ar- 
tículo 686  del  Código  de  Procedimiento  civil  está  traducido  del  346  del  Código 
francés  que  lleva  el  mismo  nombre. 

(c)  En  Haití  está  aceptado  el  art.  546  del  Código  de  Procedimiento  civil 
francés. 

(d)  Art  794  del  reglamento  para  el  procedimiento  civil. 
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hemos  dicho  que  estaba  modelada  sobre  las  tradiciones  inglesas,  y por  lo 

tanto  allí  implícitamente  hemos  espuesto  lo  que  aquí  en  otro  caso  tendría- 
mos que  decir.  Solo  añadirémos  que  por  lo  que  hace  á la  práctica  inglesa, 
existe  una  declaración  hecha  en  1840  por  el  Embajador  de  Inglaterra  en 

Hksse  ( Gran  Ducado  de).— Ribera  izquierda  del  Rhin.  En  esta  parte 
del  Gran  Ducado  de  Hesse,  no  se  admiten  por  regla  general  las  ejecuto- 
rias pronunciadas  por  tribunales  estranjeros,  ni  éstas  dán  lugar  á hipoteca 
jud  cial  c inscripción;  pero,  como  medida  de  retorsión,  se  ejecutan  dichas 
sentencias  cuando  el  juicio  ha  sido  entre  estranjeros  ó entre  regnícolas  y 
estranjeros  si  proceden  de  territorios  en  que  no  rija  el  principio  establecido 
en  el  Código  francés,  y son  declaradas  ejecutivas  con  citación  contraria 
pero  sin  nuevo  juicio  , en  cuyo  caso  adquiriéndose  el  derecho  de  hipoteca 
judicial  por  la  inscripción  se  hace  en  el  registro  (a). 

Holanda.  Por  regla  general  no  se  dá  valor  alguno  á las  sentencias  es- 
tranjeras  á no  ser  en  los  casos  espresamente  señalados  ien  la  ley:  deben  por 
lo  tanto  ser  debatidas  las  mismas  cuestiones  en  los  tribunales  del  país.  En 
los  casos  de  escepcion,  el  tribunal  de  primera  instancia  decreta  ó niega  la 
ejecución,  pero  sin  entrar  en  nuevo  examen  del  negocio  (b). 

Noruega.  Tampoco  admite  Noruega  el  principio  de  reciprocidad,  no 
por  ley,  sino  por  la  jurisprudencia,  y por  lo  tanto  tiene  el  interesado,  para 
conseguir  lo  que  en  otro  país  obtuvo  por  una  solemne  ejecutoria , que  se- 
guir un  nuevo  pleito  como  si  no  hubiera  existido  el  antiguo. 

Portugal.  La  Novísima  reforma  judicial  promulgada  en  21  de  mayo 
de  1841  (c),  pone  entre  las  atribuciones  de  los  tribunales  la  de  revisar  y 
confirmar  las  sentencias  pronunciadas  por  tribunales  estranjeros  para  que 
puedan  tener  ejecución,  salvo  lo  convenido  por  tratados.  De  esto  se  infiere, 
que  las  sentencias  cstranjeras  no  tienen  autoridad  de  cosa  juzgada,  lo  que 
rechaza  toda  revisión  y confirmación;  pero  aun  para  proceder  á este  exa- 
men, exigen  que  preceda  exhorto  del  tribuual  estranjero  presentado  por  la 
parte  interesada;  si  no  viene  así,  se  considera  como  demanda  nueva  sujeta 
á las  condiciones  rigurosas  de  los  juicios,  siendo  la  ejecutoria  solamente  un 
documento  de  que  puede  usarse  como  prueba. 

Kusu.  Solo  después  de  un  nuevo  examen  pueden  ejecutarse  en  Rusia 
las  sentencias  dictadas  por  tribunales  estranjeros.  Así  lo  establece  un  de- 
creto imperial  promulgado  en  1817. 

Suecia.  Su  jurisprudencia  es  la  misma  de  Noruega. 


(«) 

(b) 

(c) 


^ la  Ordenanza  de  21  de  junio  de  1817. 

Párrafo V de  P~cedim¡ent¿  civil, 

i arralo  o,  art.  44,  cap.  II,  sec.  III. 
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Estados  en  que  sin  estar  vigente  el  principio  de  reciprocidad 
tienen  fuerza  las  ejecutorias  estranjeras. 

Hav-por  último  algunos  Estados  cuyas  leyes  ni  niegan  ni  admiten  por 
regla  general  ia  ejecución  de  las  sentencias  estranjeras,  ni  tienen  adoptado 
el  principio  de  reciprocidad.  Estos  son  los  únicos  de  que  nos  resta  tratar. 

Ginebra.  Vigente  en  este  Cantón  suizo  el  Código  Napoleón,  en  lo  que 
no  ha  sido  reformado  por  disposiciones  posteriores,  tiene  por  punto  de  par- 
tida de  su  derecho  moderno  el  artículo  2123  de  que,  al  tratar  de  Francia, 
ya  hemos  hecho  mención.  Sin  embargo,  su  jurisprudencia  no  es  conforme 
á la  francesa  en  lo  que  se  refiere  á la  ejecución  de  las  sentencias  dictadas 
en  países  estranjeros.  Ordena  en  su  ley  de  Procedimimiento  civil  («),  que 
no  podrán  ser  ejecutadas  sino  cuando  el  tribunal  designado  al  efecto  lo  baya 
declarado  después  de  oidas  ó citadas  las  partes  en  forma  y con  audiencia 
del  ministerio  público  sin  perjuicio  de  lo  que  en  los  tratados  se  estipule. 
Esto  alcanza  por  declaración  espresa  á las  sentencias  sujetas  á inscrip- 
ción (£>).  Sin  embargo,  yaque  hemos  citado  algunas  veces  el  proyecto  de 
ley  acerca  de  la  adquisición,  conservación  y publicidad  de  los  derechos 
reales  sobre  bienes  inmuebles  por  el  respeto  que  nos  merecen  los  nombres 
de  los  jurisconsultos  que  lo  formaron,  añadirémos  aquí  que  en  uno  de  sus 
artículos  (c)  equipara  las  sentencias  y documentos  estranjeros  á las  escritu- 
ras privadas,  que  según  otro  artículo  (d)  no  pueden  ser  objeto  de  ins- 
cripción. 

Glaris.  En  este  Cantón  suizo  no  hay  ninguna  disposición  legislativa 
que  trate  de  la  ejecución  de  las  sentencias  estranjeras.  El  silencio  se  su- 
ple por  la  práctica,  en  virtud  de  la  cual  el  Gobierno  en  cada  caso  , tenien- 
do en  cuenta  el  principio  de  reciprocidad,  declara  si  debe  ó no  ser  ejecu- 
tada la  sentencia. 

Grecia.  El  Código  de  Procedimiento  civil  de  esta  monarquía  establece 
que  las  sentencias  estranjeras  no  se  cumplan  hasta  que  sean  declaradas 
ejecutorias  por  un  tribunal  nacional  ( c ),  sin  previo  examen  del  fondo  de  la 
sentencia  cuando  todas  las  partes  sean  estranjeras,  y prévio  examen  cuan- 
do alguna  es  regnícola  (/"),  no  pudiéndose  en  este  último  caso  negaisc  la 
ejecución  , sino  cuando  la  sentencia  esté  en  contradicción  con  lo  piobado  ó 
con  las  leyes  prohibitivas  del  reino  (</).  Negada  la  ejecución  de  la  sentencia 


Art.  370. 

Arl.  3.°  <le  la  ley  de  28 
Art.  (5.° 

Art.  7.° 

Arl.  838. 

Art.  830. 

Arl.  SliO. 


de  junio  de  1830 
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el  negocio  deberá  ser  examinado  y juzgado  de  nuevo  por  los  tribunales  del 
reino  (a). 

Otra  disposición  (b)  hay  relativa  solamente  a las  hipotecas  judiciales,  en 
la  que  al  establecer  que  deben  ser  consideradas  como  tales  las  procedentes 
délas  sentencias,  cuenta  entre  éstas  las  pronunciadas  en  países  estran- 

Es  aplicable  á este  Cantón  suizo  lo  que  queda  antes  dicho  del 


jeros. 

Soleure. 
de  Glaris. 


Los  Estados  que  acabamos  de  mencionar,  en  que,  sin  establecer  fijamen- 
te el  principio  de  reciprocidad , ya  se  otorga , ya  se  rechaza  el  cumplimien- 
to de  las  sentencias  pronunciadas  en  el  estranjero , según  los  casos  y sin 
reglas  fijas  que  puedan  servir  de  guía  para  aplicar  en  España  lo  mismo  que 
ellos  hacen  con  las  ejecutorias  de  nuestros  tribunales,  deben  ser  equiparados, 
según  creemos,  en  la  práctica  con  los  que  no  tienen  tratados  especiales  con 
nuestro  Gobierno,  ni  leves  que  establezcan  la  reciprodidad  de  una  manera 
clara , ni  jurisprudencia  en  este  mismo  sentido.  Lejos  de  negarse  la  admi- 
sión de  sus  sentencias,  deben  aplicárseles  las  condiciones  que  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  (c)  establece  para  las  procedentes  de  países  que  se 
hallan  en  este  caso. 

Al  poner  término  á lo  que  teníamos  que  decir  respecto  á los  pueblos  en 
que  se  dá  y se  niega  el  cumplimiento  á las  ejecutorias  estranjeras  , debe- 
mos con  lealtad  añadir  algunas  palabras:  nuestros  lectores  conocerán  las 
grandes  dificultades  que  esta  clase  de  investigaciones  lleva  consigo : mien- 
tras se  trata  del  derecho  escrito,  pueden  con  regular  diligencia  ser  supera- 
das; no  sucede  lo  mismo  respecto  á la  jurisprudencia,  ya  porque  no  está  tan 
fija  como  la  ley,  ya  porque  respecto  á la  mayor  parte  de  los  Estados  hay 
que  pasar  por  lo  que  dicen  los  escritores  de  derecho  internacional  que  se 
conceptúan  como  mejor  informados,  y cuyos  estudios  concienzudos,  bajo 
otros  aspectos,  hacen  creer  que  no  habrán  omitido  medio  de  depurar  la 
exactitud  de  lo  que  afirman.  Esto  es  lo  que  hemos  hecho  nosotros,  temien- 
do sin  embargo  haber  caído  en  errores  ó en  malas  apreciaciones  que  es  casi 
imposible  evitar  en  en  esta  materia. 

Después  de  haber  hablado  de  las  ejecutorias  dictadas  por  tribunales  es- 
tranjeros , debemos  hacerlo  de  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  que  tie- 
nen lugar  ante  ellos.  • 


(«)  Art.  861. 

^íñnj^de  ^ <Véa*  h te*ishtioA 

(c)  AH.  955. 
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Actos  de  jurisdicción  voluntaria  procedentes  de  tribunales  estranjeros. 

¿Deben  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  que  han  tenido  lugar  en 
tribunales  estranjeros,  ser  equiparados  para  los  efectos  de  su  cumplimien- 
to en  España  á las  ejecutorias  de  la  misma  procedencia? 

No  puede  dudarse  que  siempre  que  existen  con  alguna  nación  tratados 
que  establezcan  la  fuerza  que  debe  en  ellas  tener  esta  clase  de  actos,  ha 
de  estarse  á la  letra  de  lo  estipulado.  Así  sucede  con  Cerdcña.  En  el  Con- 
venio en  materia  civil  ordinaria  y comercial  que  su  Gobierno  celebró  con 
España  en  30  de  junio  de  4851 , de  que  ya  hemos  hablado,  al  tratar  de  las 
ejecutorias  estranjeras  que  tienen  fuerza  en  nuestra  patria,  hay  un  artícu- 
lo (a)  ordenando  que  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  espedidos  en  los 
Estados  de  S.  M.  Católica  surtirán  sus  efectos  en  los  de  S.  M.  Sarda  y vice- 
versa, siempre  que  el  tribunal  superior  en  cuya  jurisdicción  deban  cumpli- 
mentarse, haya  declarado  ( pie  nada  se  opone  á la  ejecución  de  los  mismos. 
Adóptase  en  este  caso  por  ambos  Gobiernos  una  regla  igual  á la  de  las  ejecu- 
torias para  todos  los  casos  sin  distinción  alguna,  y en  esta  igualdad,  á nues- 
tro modo  de  entender,  se  confundieron  cosas  que  hubiera  sido  conveniente 
distinguir  con  alguna  claridad  en  beneficio  de  los  sardos  y de  los  españoles, 
que  por  la  interpretación  que  se  dé  al  convenio,  tal  vez  se  vean  precisados 
á llevar  á los  tribunales  actos  de  jurisdicción  voluntaria  que  son  admitidos 
sin  oposición  cuando  procedan  de  otros  Estados  con  quienes  no  existen 
tratados  internacionales  respecto  á esta  materia. 

Pasemos  á lo  que  es  mas  frecuente,  á la  regla  general  que  solo  admite 
la  escepcion  de  Cerdeña  que  acabamos  de  esponer.  Los  actos  de  juris- 
dicción contenciosa  son  los  únicos  que  por  su  misma  índole  y naturaleza 
corresponden  necesariamente  al  orden  judicial:  trátase  en  ellos  de  derechos 
perjudicados  en  que  están  encontrados  los  intereses  de  los  que  litigan:  la 
sociedad,  en  justa  protección  que  debe  á las  personas,  no  puede  menos  de 
interponer  su  autoridad  soberana  para  que  la  justicia  sea  acatada,  siempre 
que  invoquen  su  auxilio  los  perjudicados  para  obtenerla.  La  jurisdicción  vo- 
luntaria, por  el  contrario,  tiene  solo  por  objeto  precaver  males,  males  que 
podrían  ser  remediados  por  combinaciones  diferentes  sin  necesidad  de  dar 
para  ello  atribuciones  á los  que  administran  justicia.  De  aquí  dimana  que  al 
mismo  tiempo  que  la  estension  de  la  jurisdicción  contenciosa  de  los  tribuna- 
les en  general  tiene  siempre  y en  todas  partes  casi  iguales  límites  en  ma- 
teria civil,  no  sucede  lo  mismo  con  la  jurisdicción  voluntaria,  siendo  muy 
varias  las’legislaciones  de  Europa,  tanto  en  lo  que  se  refiere  á la  estension 
que  les  dán,°como  á su  clasificación,  de  modo  que  en  lo  que  algunas  partes 

(a)  Art.  7.° 
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se  hace  con  intervención  judicial,  en  otras  no  la  necesita,  y está  cometida  ó 
á funcionarios  especiales,  ó á personas  que  no  ejercen  funciones  públicas, 
como  sucede  en  los  países  en  que  los  tutores,  en  su  caso,  son  nombrados 
en  consejos  de  familia,  aunque  sean  estos  presididos  por  una  autoridad  del 

órden  judicial. 

Mas  á pesar  de  esto,  es  innegable  que  desde  el  momento  en  que  un  juez 
ó tribunal  tiene  delegación  por  la  ley  para  intervenir  en  estos  actos,  suce- 
de Jo  mismo  que  en  los  de  jurisdicción  contenciosa,  que  su  fuerza  y autori- 
dad dimanan  del  poder  soberano  que,  como  hemos  dicho  repetidamente,  so- 
lo alcanza  hasta  las  fronteras  del  Estado.  Por  esto,  en  el  rigor  de  los  princi- 
pios, los  actos  de  esta  clase  no  deberían  tener  fuerza  en  las  naciones  es- 
tranjeras,  que  en  el  hecho  de  ser  independientes,  no  están  obligadas  á res- 
petar lo  que  acuerdan  los  tribunales  estraños  al  'país  en  que  se  verifican. 
Todo  lo  que  se  ha  dicho  acerca  de  esto  al  tratar  de  las  sentencias , es  apli- 
cable por  identidad  de  motivos  á los  actos  de  jurisdicción  voluntaria. 

Pero  sobre  el  rigor  de  los  principios  está  la  conveniencia  pública:  fun- 
dadas en  ella  todas  las  naciones  cultas,  han  admitido  los  actos  de  jurisdic- 
ción voluntaria:  las  razones  que  han  tenido  para  ello,  son  mas  poderosas 
aun  que  las  que  les  aconsejaron  admitir  las  ejecutorias  procedentes  de  paí- 
ses cstranjeros,  porque  son  de  aplicación  mucho  mas  frecuente.  Así  es, 
que  al  paso  que  en  la  ejecución  de  estas,  aun  en  materia  civil,  hay  grande 
divergencia  en  los  Estados,  y que  todos  ponen  considerables  limitaciones 
para  darles  fuerza,  no  sucede  lo  mismo  con  los  actos  de  jurisdicción  volun- 
taria que  son  admitidos  en  todas  partes  sin  contradicción,  y por  regla  ge- 
neral, con  muchas  menos  restricciones.  Ni  podría  ser  de  otra  manera,  á no 
hacer  frecuentemente  imposible  los  actos  de  la  vida  civil  entre  súbditos  de 
Estados  diferentes,  y á no  sufrir  los  regnícolas  muy  grandes  perjuicios 
cuando  se  negara  valor  á los  actos  de  esta  clase  que  referentes  á ellos  hu- 
bieran tenido  lugar  en  el  estranjero. 

Pero  á poco  que  se  fije  la  atención  en  estos  actos,  aparece  que  puede 
hacerse  uso  de  los  documentos  en  que  consten,  ya  para  acreditar  un  hecho, 
ya  para  que  se  autorice  su  ejecución  en  el  reino.  En  el  primer  caso,  la 
presentación  del  documento  guarda  completa  analogía  con  lo  que  hemos 
dicho  de  las  escrituras  públicas  y documentos  solemnes  y auténticos.  Así 
sucederá,  por  ejemplo,  cuando  el  que  ha  obtenido  en  su  pátria  la  emanci- 
pación por  medio  de  un  acto  de  jurisdicción  voluntaria  , y tiene  necesidad 
e lucei  lo  constar  en  España,  presenta  en  juicio  el  documento  auténtico 
cpm  o compiueba.  Este  es  un  documento  procedente  del  estranjero  de  ín- 
o e \ natuialeza  igual  a todos  los  demás  documentos  auténticos  que  en  los 
muña  es  se  pi  escotan.  Y ningún  peligro  puede  resultaren  considerarlo 
a.sl’  Sl  e documento  ó el  acto  adolecieren  de  algún  vicio  que  los  hi- 
cil.-iC  macepla  >le.->  en  España,  habría  los  mismos  medios  para  quitarles  la 
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fuerza  que  pueden  emplearse  respecto  á todos  los  demás  documentos,  cuan- 
do, ó en  su  parte  interna,  ó en  sus  formas  esternas,  tienen  algún  vicio  que 
los  hace  ineficaces.  1 

Pero  cuando  no  se  trata  de  la  presentación  de  documentos  para  hacer 
constar  un  hecho  indispensable  para  el  ejercicio  de  un  derecho,  ó para 
esclarecer  cuestiones  sometidas  á la  acción  de  los  tribunales , sino  que  se 
pretende  su  cumplimiento  en  el  reino,  como  sucedería  , por  ejemplo,  si  al- 
guno pidiera  que  en  virtud  de  esa  misma  emancipación  se  le  pusiese  en  po- 
sesión de  los  bienes  raíces  que  antes  administraba  y disfrutaba  su  padre  en 
usufructo,  no  se  puede  sin  graves  inconvenientes  aplicar  á estos  actos  la  re- 
gla de  los  documentos.  En  tales  casos  lo  que  en  realidad  se  pretende  es  la 
ejecución  en  España  de  un  acto  de  jurisdicción,  aunque  sea  voluntaria, 
procedente  del  estranjero  y no  puede  desconocerse  que  tiene  cierta  rela- 
ción con  las  sentencias.  Realmente  no  es  una  ejecutoria  , esto  es,  una  sen- 
tencia pronunciada  en  juicio  contencioso  y pasada  en  autoridad  de  cosa  juz  • 
gada,  ni  en  el  rigor  de  la  palabra  puede  llamarse  sentencia;  sin  embargo, 
se  le  equipara  á ella  frecuentemente,  y aun  así  la  denominan  algunos  ar- 
tículos de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (a).  Por  esto  nosotros  creemos  que 
debe  obtenerse  en  dicho  caso  el  exequátur  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia, que  en  defecto  de  tratados  , no  deberá  buscar  la  reciprocidad , porque, 
como  queda  dicho,  todos  los  Estados  los  admiten  por  regla  general,  sino 
solamente  si  llena  las  demás  condiciones  que,  por  do  quiera,  son  necesarias 
para  no  negarles  valor. 

Estas  circunstancias  que  se  exigen  del  misnro  modo  en  los  actos  de  ju- 
risdicción voluntaria  procedentes  del  estranjero  que  se  presentan  en  los 
tribunales  para  acreditar  la  personalidad  en  virtud  de  la  cual  se  ejercita 
una  acción  ó se  opone  una  escepcion  , y para  probar  los  hechos,  y que, 
según  lo  dicho,  no  necesitan  el  exequátur  del  Tribunal  Supremo,  son: 

1. °  Que  el  magistrado  , juez  ó funcionario  ante  que  pasaron,  tenga  por 

la  ley  de  su  país  competencia  para  el  acto. 

2. °  Que  se  hayan  en  él  observado  las  formalidades  esternas  que  ten- 
ga establecidas  la  ley  de  la  .localidad ; la  regla  locus  regit  actum  es  aquí 
aplicable  en  todo  su  rigor. 

3. °  Que  guarde  el  acto  conformidad  con  el  estatuto  á que  debe  sujetar- 
se, según  las  reglas  generales  que  dejamos  espuestas  anteriormente. 

En  estas  reglas  están  conformes  todos  los  escritores  de  derecho  interna- 
cional privado  *.  nosotros  nos  hemos  limitado  aquí  á comprender  en  corto 
espacio  sus  doctrinas. 


(a)  Sircan  de  ejemplo  los  artículos  1 208  y 1212, 


404 


TITULO  I. 


BECI  IS  rh  %tiv%«*  a los  estados  es  ote  mi  por  las  leves  se 
n lI  I A establecida  la  reciprocidad  , NI  EXISTE  n nisi  ni 
DEVCIl  OCE  ADMITA  Ó REHUSE  EL  CUMPLIMIENTO  DELAS  EJE- 
CUTORIAS ESPUTOLAS. 


Llegamos  al  último  caso  de  los  en  que  pueden  hallarse  las  sentencias 
estranjeras  cuyo  cumplimiento  se  pida  en  España,  esto  es,  cuando  ni  hay 
tratados  que  arreglen  la  materia  , ni  casos  en  que  haya  manifestado  la 
jurisprudencia  del  país  de  que  proceden  las  ejecutorias,  la  consideración 
que  á las  nuestras  atribuyen,  lo  que  es  muy  fácil  que  acontezca  respecto 
á países  lejanos  que  tienen  con  el  nuestro  pocas  relaciones  de  familia,  de 
amistad  ó de  comercio.  Nuestro  derecho  moderno  se  muestra  partidario  de 
dar  el  ensanche  posible  á la  admisión  de  las  sentencias  estraujeras  , por  la 
conveniencia  general  que  de  ello  resulta,  y fijo  en  esta  idea , solo  esceptúa 
por  razón  de  dignidad  nacional  las  que  proceden  de  países  donde  no  son 
del  mismo  modo  apreciadas  las  españolas.  Puede  decirse  por  lo  tanto  que 
siempre  que  los  tratados  ó el  principio  de  reciprocidad  no  se  oponen,  España 
dá  cumplimiento  á las  ejecutorias  estranjeras  que  no  tengan  un  motivo  es- 
pecial para  ser  desechadas.  Sin  descender  á pormenores  que  no  son  de  esta 
obra,  sino  mas  bien  de  las  que  tratan  de  procedimientos  civiles,  dirémos 
aquí  sucintamente  cuáles  son  las  circunstancias  que  la  ley  ( a ) exige  que  se 
encuentren  reunidas  para  darles  fuerza  en  España,  y para  que  pueda  re- 
caer el  exequátur  del  Tribunal  Supremo  autorizando  su  ejecución.  Estas 
circunstancias  son: 

1.a  Que  la  ejecutoria  haya  siclo  dictada  en  virtud  de  una  acción  perso- 
nal, porque  en  el  hecho  de  pedirse  el  cumplimiento  en  España  de  la  sen- 
tencia en  que  se  dedujo  úna  acción  real,  es  porque  los  bienes  sobre  que 
versa,  se  hallan  en  nuestro  territorio,  y ya  queda  dicho  que  los  que  son  inmue- 
bles en  conformidad  á los  cánones  del  estatuto  real , se  rigen  por  la  ley  del 
Estado  en  que  están , y que  el  juez  competente  para  entender  en  los  dere- 
chos reales  que  sobre  ellos  se  ejerciten,  es  el  del  punto  donde  radican.  Debe 
además  considerarse  por  lo  que  hace  también  á los  mismos  inmuebles  y á 
los  bienes  muebles  cuando  hallándose  estos  en  España  son  objeto  de  reivin- 
dicación ó de  otra  acción  real,  que  existe  la  poderosa  razón  de  que  la  sobe- 
ranía c independencia  del  Estado  quedarían  de  seguro  rebajadas  desde 
que  se  permitiera  que  pudieran  ser  reclamadas  así  cosas  que  están  en  el 
país  iajo  la  salvaguardia  de  nuestras  leyes  y la  protección  de  nuestros  tri - 

uuu  es,  con  grave  daño  de  los  españoles  v aun  de  los  eslranjeros  que  resi- 
dieran o se  hallaran  accidentalmente  entre”  nosotros. 


(°)  *a  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
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2. a  Que  la  ejecutoria  no  haya  sido  dictada  en  rebeldía.-- El  principal 
objeto  de  esta  disposiuion  es  salvar  la  competencia  de  los  tribunales  espa- 
ñoles de  las  invasiones  que  los  estranjeros  podrían  hacer  en  sus  atribuciones, 
conociendo  dejas  demandas  por  acción  personal  que  se  interpusieran  contra 
súbditos  españoles  que  tal  vez,  ni  aun  accidentalmente,  hubieran  estado  en 
el  punto  en  que  se  los  demandara,  ó que  por  nuestras  leyes  debieran  ser  de- 
mandados en  el  domicilio  que  tuviesen  en  España.  De  otro  modo  resultaria 
también  que  se  privaría  á los  condenados  en  rebeldía  del  recurso  que  para 
ser  oidos  les  conceden  nuestras  leyes,  siempre  que  acreditan  que  una  fuerza 
mayor  les  ha  impedido  defenderse  (a). 

3. a  Que  la  obligación  para  cuyo  cumplimiento  se  haya  procedido  sea  lí- 
cita en  España. — Fúndase  esto  en  las  razones  que  espusimos  al  tratrar  de 
la  misma  disposición  con  motivo  de  las  circunstancias  que  deben  reunir 
los  documentos  estranjeros  para  que  tengan  fuerza  en  España  , cuando  ha- 
blamos desús  solemnidades  internas  ( b ). 

4. a  Que  la  ejecutoria  reúna  los  requisitos  necesarios  en  la  nación  en 
(¡ue  se  haya  dictado  para  ser  considerada  como  auténtica  y los  que  las  leyes 
españolas  requieren  para  que  haga  fé  en  España.—  Aplicable  es  aquí  tam- 
bién cuanto  acerca  de  la  autenticidad  de  los  documentos  estranjeros  dejamos 
manifestado  en  este  mismo  comentario  al  tratar  de  las  solemnidades  ester- 
nar  de  que  debían  ir  acompañados. 

6.  Con  arreglo  á la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.— Se  refiere  aquí  la 
Ley  hipotecaria  á los  arts.  922,  925,  924  y 925  de  la  de  Enjuiciamiento 
civil , de  que  ya  hemos  tratado  suficientemente  en  el  núm.  5 de  este  co- 
mentario (c). 

LEGISLACION  ANTERIOR  Á LA  LEY  HIPOTECARIA. 

Partidas.— Ley  15,  tit.  I,  Partida  /.—Véase  la  parte  de  esta  ley  que  dejamos 
transcrita  en  la  pág.  335. 

Ley  15,  tít.  XIV,  Partida  ///.—Véase  en  la  misma  pág.  355  la  parte  que  de 
esta  ley  hemos  copiado. 

Ley  de  Enjuiciamiento  civil  sobre  los  negocios  y causas  de  comercio.— Ar- 
tículo 311.  Las  obligaciones  mercantiles  contraidas  en  países  estranjeros  no  serán 
ejecutivas  en  el  territorio  español,  sino  con  arreglo  á las  disposiciones  del  Codigo 
de  Comercio  y de  esta  ley. 

Orden  del  Regente  del  Reino  de  24  de  setiembre  de  1841 —Dispuso  que  los 
tribunales  v dependencias  del  Ministerio  de  Gracia  y Justicia  no  admitieran  traduc- 
. cion  alguna  de  documentos  sin  que  fuese  hecha  de  una  manera  auténtica  y legal 
por  la  interpretación  de  lenguas,  que  era  el  medio  único  de  que  hicieran  fé. 

Orden  del  Regente  del  Reino  de  9 de  junio  de  1842  — Dispuso  que  no  se  admi- 
ta) Art.  1 194  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

( b ) Págs.  303  y 364. 

(e)  Págs.  369  v sigs. 
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timn  en  los  tribunales  del  reino  documentos  procedentes  del  estranjero  que  no 
estuvieran  otorgados  ó legalizados  por  los  cónsules  ó agentes  consulares  de  S.  M. 

acreditados  en  el  país  de  que  provenían. 

Orden  del  Regente  del  Reino  de  8 de  marzo  de  1843.— Dispuso  que  los  docu- 
mentos procedentes  del  estranjero  que  se  presentasen  fuera  de  Madrid,  fueran  tra- 
ducidos como  se  hacia  antes  por  intérpretes  jurados,  conservando  las  partes  el  de- 
recho de  acudir  á la  Interpretación  de  lenguas  para  la  rectificación  de  las  traduc- 
ciones ó asegurarse  de  su  fidelidad. 

Real  decreto  de  17  de  octubre  de  1831. — Se  declaran  válidos  y deben  causar  en 
los  tribunales  españoles  los  efectos  que  procedan  en  justicia  todos  los  contratos  y 
demás  actos  públicos  notariados  en  país  estranjero  concurriendo  en  ellos  las  cir- 
cunstancias siguientes:  1.a  Que  el  asunto,  materia  del  acto  ó contrato,  sea  lícito  y 
permitido  por  las  leyes  de  España:  2.a  Que  los  otorgantes  tengan  aptitud  y capaci- 
dad legal  para  obligarse  con  arreglo  á las  leyes  de  su  país:  3.a  Que  en  el  otorga- 
miento se  hayan  observado  las  fórmulas  establecidas  en  el  país  donde  se  han  verifi- 
cado los  actos  ó contratos:  4.a  Que  cuando  estos  contengan  hipotecas  de  fincas  ra- 
dicantes en  España,  se  haya  tomado  razón  en  los  respectivos  registros  del  pueblo 
donde  están  situadas  las  fincas  dentro  del  término  de  tres  meses  si  los  contratos  se 
hubiesen  celebrado  en  los  estados  de  Europa;  de  nueve  si  lo  hubieran  sido  en  los 
de  América  y de  Africa;  y de  un  año  si  en  los  de  Asia:  5.a  Que  en  el  país  del  otor- 
gamiento se  conceda  igual  eficacia  y validez  á los  actos  y contratos  celebrados  en 
territorio  de  los  dominios  españoles. 

Real  decreto  de  17  de  noviembre  de  1832. — Art.  33.  Son  válidos  y causan  ante 
los  tribunales  españoles  los  efectos  que  procedan  en  justicia,  los  contratos  y demás 
actos  públicos  celebrados  fuera  del  reino,  cuando  concurran  las  circunstancias  que 
espresa  el  Real  decreto  de  17  de  octubre  de  1831. 

Ley  de  Enjuiciamiento  civil. — Art.  282.  Los  documentos  otorgados  en  otras 
naciones  tendrán  igual  fuerza  que  los  que  lo  sean  en  España,  si  reúnen  todas  las 
circunstancias  exigidas  en  aquellas,  y las  que  además  requieran  las  leyes  españolas 
para  su  autenticidad. 

Art.  283.  Conviniendo  los  litigantes  sobre  su  inteligencia,  se  estará  y pasará 
por  la  que  les  dieren. 

Art.  284.  No  habiendo  conformidad,  se  remitirán  por  el  Juez  á la  oficina  de  la 
Interpretación  de  lenguas  para  su  traducción,  sin  que  esta  pueda  hacerse  en  ningu- 
na otra  forma. 


Art.  922.  Las  sentencias  pronunciadas  en  países  estranjeros,  tendrán  en  Espa- 
ña la  fuerza  que  establezcan  los  tratados  respectivos. 

Art.  923.  Si  no  hubiese  tratados  especiales  con  la  nación  en  que  se  hayan  pro- 
nunciado, tendrán  la  misma  fuerza  que  en  ella  se  diese  por  las  leyes  á las  ejecuto- 
rías  dictadas  en  España, 

Art.  924.  Si  la  ejecutoria  procede  de  una  nación  en  que  por  jurisprudencia  no 

p i e cumplimiento  á las  dictadas  en  los  tribunales  españoles,  no  tendrá  fuerza  en 
España.  r ’ 


hVninc  no  atuviese  cu  ninguno  de  los  casos  de  que  hablan  los  tres  ar- 

c un? tandas  siguientes:'"8  ejeCutorias  teudrán  fuerza  en  EsPaíia>  si  reunen  las  cu'* 
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1. a  Qde  íá  ejecutoria  haya  sido  dictada  á consecuencia  del  ejercicio  de  una  ir 

cion  personal.  u' 

2.  Que  no  haya  sido  dictada  en  rebeldía. 

3. a  Que  la  obligación  para  cuyo  cumplimiento  se  baya  procedido  sea  lícita  en 
España. 

4. a  Que  la  ejecutoria  reúna  los  requisitos  necesarios  en  la  nación  en  que  se  haya 
dictado  para  ser  considerada  como  auténtica  , y los  que  las  leyes  españolas  re- 
quieren para  que  haga  fé  en  España. 

Art.  926.  La  ejecución  de  las  sentencias  pronunciadas  en  naciones  estran- 
jeras,  se  pedirá  ante  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

Este,  prévia  la  traducción  de  la  ejecutoria  hecha  con  arreglo  é derecho,  y des- 
pués de  oir  á la  parte  contra  que  se  dirija  y al  Fiscal,  declarará  si  debe  ó no  dárse- 
le cumplimiento. 


LEGISLACION  ESTRANJEIU  (a). 

Badén — Código  civil. — El  art.  2128  de  este  Código  reproduce  el  del  Código 
Napoleón  que  tiene  el  mismo  número. 

Bélgica. — Ley  de  16  de  diciembre  de  1851. — Art.  77.  A no  establecerse  otra 
cosa  en  los  tratados  ó en  las  leyes  políticas,  las  hipotecas  consentidas  en  país  estran- 
jero  no  tendrán  efecto  respecto  á los  bienes  situados  en  Bélgica,  si  los  actos  en 
que  se  otorgaron  no  han  sido  visados  por  el  Presidente  del  Tribunal  civil  corres- 
pondiente al  distrito  en  que  aquellos 'están  situados. 

Este  magistrado  está  encargado  de  examinar  si  los  actos  tienen  todas  las  con- 
diciones necesarias  de  autenticidad  en  el  país  en  que  han  sido  redactados. 

La  apelación  de  la  decisión  del  Presidente  será  interpuesta  ante  el  Tribunal, 
que  la  sustanciará  como  las  demás  apelaciones. 

Cerdeña  .—Código  civil.—  Art.  2188.  Los  actos  auténticos  otorgados  en  país 
estranjero  no  establecen  hipoteca  alguna  sobre  los  bienes  situados  en  los  Estados, 
á no  ser  que  haya  una  disposición  contraria  en  los  tratados  políticos.  Los  contratos 
verificados  ante  los  cónsules  del  Rey , tendrán  en  cuanto  á la  hipoteca  la  misma 
fuerza  que  los  hechos  ante  un  notario  en  los  Estados  sardos. 

Dos  Sicilías. — Código  civil. — Art.  2014.  Los  contratos  celebrados  en  país  es- 
tranjero y revestidos  de  una  forma  auténtica  conforme  á las  leyes  del  país,  podrán 
establecer  una  hipoteca  sobre  los  bienes  situados  en  el  reino,  cuando  la  insci  ipcion 
haya  sido  acordada  por  sentencia  del  tribunal  civil  de  la  provincia , con  audien- 
cia del  Ministerio  público. 

Estados  Pontificios. — Motu  propio  de  10  de  noviembre  de  1834.  112.  Los 

contratos  estipulados  en  país  estranjero,  no  producirán  hipoteca  en  los  bienes  si- 
ta) Al  hacernos  aquí  cargo  de  la  legislación  estanjera,  nos  limitamos  á los  ar- 
tículos que  inmediatamente  correspondan  al  art.  o.°  de  nuestra  Ley  hipotecaria:  no 
comprendemos  los  que  solo  tienen  conexión  con  él,  aunque  las  cuestiones  que  de- 
jamos examinadas  en  el  comentario,  nos  hayan  hecho  entrar  en  el  examen  de  ai- 
minas  de  sus  disposiciones  para  completar  lo  que  creimos  necesario  para  el  estudio 
de  la  ley. 
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tuados  on  los  Estados  Pontificios , sin  perjuicio  de  la  reciprocidad,  de  las  conven- 

ciones  políticas  y de  los  tratados.  , , , 

Francia  - Código  civil.— Art.  1128.  Los  contratos  celebrados  en  país  estron- 

iero  no  pueden  constituir  hipoteca  sobre  los  bienes  situados  en  Francia,  á no  ha- 
ber disposiciones  contrarias  á este  principio  en  las  leyes  políticas  ó en  los  tratados. 

Fríburgo. Ley  hipotecaria  de  28  de  junio  de  1852.— Art.  43.  Los  contratos 

verificados  en  país  estranjero,  no  pueden  dar  lugar  á la  constitución  de  una  hipo- 
teca sobre  bienes  situados  en  el  Cantón. 

Ginebra. Art.  2128  del  Código  Napoleón,  que  es  ley  del  Cantón. 

Ley  de  28  de  junio  de  1830.— Art.  3.°  Las  sentencias  y las  escrituras  dadas 
ú otorgadas  fuera  del  Cantón,  no  serán  admitidas  á transcripción  sino  después  que 
hayan  sido  declaradas  ejecutables  por  el  Tribunal  civil,  en  conformidad  con  el  ar- 
tículo 376  de  la  ley  de  Procedimientos. 

Proyecto  de  ley  sobre  derechos  reales  en  las  cosas  inmuebles. — 6.°  Los  actos 
públicos  entre  vivos,  y las  sentencias  pronunciadas  fuera  del  Cantón , quedan  asi- 
milados á los  documentos  privados  en  cuanto  a la  facultad  de  inscribirse,  á no  ser 
que  otra  cosa  se  prevenga  en  los  tratados  ó en  los  concordatos. 

Art.  7.°  No  será  admitido  en  el  registro  de  los  derechos  reales:..... 

2.°  Ningún  documento  otorgado  en  el  estranjero,  si  la  legalización  no  es  reco- 
nocida y visada  en  la  Cancillería  del  Estado. 

Grecia. — Ley  hipotecaria  de  11  de  agosto  de  1836. — Art.  14.  La  hipoteca  ju- 
dicial puede  provenir  de  las  sentencias  de  los  tribunales  civiles , mercantiles  y 
administrativos.  Puede  resultar  también  de  las  decisiones  de  los  tribunales  crimi- 
nales por  las  reparaciones  é intereses  á que  condenen,  de  las  decisiones  de  los  ár- 
bitros y de  las  sentencias  dadas  en  país  estranjero  cuando  sean  ejecutoriadas  en  el 
reino. 

Hait i.— Código  civil.— Su  art.  1895  es  el  2128  del  Código  Napoleón  que  hemos 
ya  copiado  en  el  lugar  que  le  corresponde. 

Países-Bajos, — Código  civil. — Su  art.  1218  esel  mismo  art.  2128  del  Código 
Napoleón. 

Toscana. — Ley  de  2 de  mayo  de  1836. — Art  72.  Los  contratos  estipulados  en 
país  estranjero,  no  constituyen  hipoteca  en  los  bienes  situados  en  territorio  tosca- 
no,  á no  ser  que  otra  cosa  so  ordene  en  las  leyes  políticas  ó en  los  tratados,  y en 
este  caso  la  hipoteca  no  podrá  inscribirse  sino  después  que  el  documento  estran- 
jero haya  sido  depositado  en  los  archivos  de  los  contratos,  con  arreglo  á las  orde- 
nanzas. 

Vaud.  Código  civil. — Art.  1589.  Los  contratos  celebrados  en  país  estranjero, 
no  pueden  dar  lugar  á hipoteca  sobre  los  bienes  situados  en  el  Cantón. 


or  a enumeración  que  precede  de  los  Estados  en  que  se  han  formula* 
naí  rC°  aS  ('sPec^cs  respecto  á negar  ó limitar  el  valor  que.  tienen  en  el 
ro  1!°  esttlu  *05  bienes,  las  hipotecas  estipuladas  eu  el  eslranje- 
n¡’  ,*e,  .C?nocei/'c  cluees  mayor  el  número  de  los  que  no  han  creidoconve- 
c¡onp  ^ar,S0)re  e'l.c  Plinto>  dejando  en  su  silencio  vigentes  las  disposi- 
‘ ‘ ' ra  Cs  r,Sen  ,os  demás  actos  y contratos  de  la  vida  civil.  Y 
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como  por  regla  general,  según  hemos  espuesto,  lodos  los  Estados  admiten 
los  contratos  celebrados  en  el  estraDjcro,  con  tal  que  en  lo  que  se  rcliere  á 
las  solemnidades  internas  se  hayan  arreglado  al  estatuto  personal  ó al  real 
en  sus  casos  respectivos,  y en  las  solemnidades  esternas  á la  forma  esta- 
blecida en  el  país  en  que  pasaron  , es  claro  que  la  falta  de  espresion  de  sus 
códigos  ó leyes  especiales,  en  este  caso,  equivale  á la  admisión  de  las  obli- 
gaciones hipotecarias  contraidas  en  país  estranjero,  mientras  no  hayan  sa- 
lido de  los  límites  que  dejamos  indicados  en  el  comentario.  Aquí  no  debe  - 
mos entrar  en  la  apreciación  del  derecho  estranjero  respecto  al  cumplimien- 
to, por  regla  general,  de  los  actos  y contratos  celebrados  en  el  estranjero, 
porque  aunque  están  muy  relacionados  con  el  artículo  5.°  de  la  Ley  hipote- 
caria, no  corresponden  exactamente  á sus  disposiciones,  motivo  por  que  los 
hemos  omitido  también  al  transcribir  la  legislación  estranjera,  pero  que  no 
ha  sido  obstáculo  para  que  nos  hayamos  hecho  cargo  de  él  en  el  comen- 
tario precedente. 

Los  Estados  que  han  dictado  disposiciones  especiales  respecto  á las  hi- 
potecas, se  pueden  dividir  en  tres  grupos  diferentes. 

Es  el  primero,  de  los  que  rechazan  en  todo  caso  y sin  escepcion  las  hi- 
potecas estipuladas  en  el  estranjero  cuando  tienen  por  objeto  bienes  situa- 
dos en  el  país.  Los  Cantones  suizos  de  Friburgo  y Vaud  son  de  esta  clase. 

-El  segundo  grupo  es  de  los  que  negando  por  regla  general  las  hipotecas 
pactadas  en  el  estranjero,  admiten  algunas  escepciotíes.  En  este  caso  se  ha- 
lla Cerdeña,  que  las  admite  solo  cuando  hay  tratados  internacionales  que 
modifican  la  regla  general,  punto  en  que  se  hallan  acordes  con  esta  nación 
Badén,  Francia,  Haití,  los  Países  Bajos  y Toscana,  las  cuales  añaden  otra 
escepcion,  á saber,  la  del  caso  en  que  las  leyes  políticas  dispongan  otra  cosa  . 
diferente.  Los  Estados  Pontificios  aceptan  estas  mismas  esccpciones,  aña- 
diendo otra  tercera,  la  de  reciprocidad,  es  decir,  que  se  dá  en  ellos  íuerza 
á las  hipotecas  convenidas  sobre  bienes  raíces  del  territorio  nacional,  cuan- 
do en  los  Estados  en  que  se  ha  constituido  la  hipoteca  se  dá  valoré  la  es- 

tipulada  en  los  Estados  Pontificios. 

El  tercer  grupo  es  de  los  Estados  que  sin  negar  desde  luego  el  valor  de 
las  hipotecas  otorgadas  en  el  estranjero,  las  sujetan  á una  revisión 
en  que  se  depura  si  se  han  observado  las  solemnidades  internas  y esternas 
que  por  regla  general  arreglan  los  actos  y contratos  de  la  vida  civil  cuando 
tienen  lugar  en  otros  países,  y en  su  vista  ya  conceden  ya  niegan  su  < xc(¡uu- 
tur: En  este  caso  se  hallan  Bélgica,  en  que  los  documentos  que  acreditan 
las  hipotecas  han  de  ser  visados  por  el  Presidente  del  Tribunal  civil  que 
corresponde  al  distrito  en  que  los  bienes  están  sitos;  las  Dos-Sicilias,  que 
exijen  la  declaración  del  tribunal  civil  de  la  provincia,  prévia  audiencia  del 
ministerio  fiscal;  Ginebra,  que  establece  también  que  judicialmente  sean  de- 
claradas ejecutables;  y por  último  Grecia,  cuando  declara  que  la  hipoteca 
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judicial  puede  provenir  de  las  sentencias  dadas  en  país  cstranjero,  cuando 
son  ejecutorias  en  el  reino,  si  bien  en  esto  no  hace  mas  que  aplicar  la  regla 
-eneral  que  establece  en  su  Código  de  Procedimiento  civil  (art.  85S),  según 
el  cual  las  sentencias  estranjeras  y los  actos  ó documentos  públicos  autori- 
zados por  funcionarios  estranjeros,  no  se  podrán  ejecutar  sin  haber  sido 
autorizada  su  ejecución  por  un  tribunal  griego. 


TITULO  II. 

DE  LA  FORMA  V EFECTOS  DE  LA  INSCRIPCION. 


TEXTO  DE  LA  LEY. 

Art.  6.°  La  inscripción  de 
los  títulos  en  el  registro  podrá 
pedirse  indistintamente  (1). 

Por  el  que  trasmita  el  de- 
recho (2). 

Por  el  que  lo  adquiera  (3). 

Por  quien  tenga  Ja  repre- 
sentación legítima  de  cual- 
quiera de  ellos  (4). 

Por  quien  tenga  interés  en 


TEXTO  DEL  REGLAMENTO. 

Art.  11.  Se  entiende  por 
representante  legítimo  del  in- 
teresado en  una  inscripción, 
para  el  efecto  de  pedirla,  se- 
gún lo  dispuesto  en  el  art.  6.° 
de  la  Ley,  aquel  que  deba  re- 
presentarle con  arreglo  á de- 
recho en  todos  los  actos  lega- 
les, como  el  padre  por  el  hijo 
que  está  bajo  su  potestad  , el 
marido  por  la  mujer , el  tu- 
tor ó curador  y el  mandatario, 
aunque  el  mandato  sea  verbal 
ó tácito  (a). 


asegurar  el  derecho  que  se 
deba  inscribir  (5). 

C»BHClBÍai*ÍO. 


1.  Podrá  pedirse  indistintamente. — Las  pragmáticas  an liguas  de  Don 
Urlos  y Doña  Juana  y deD.  Felipe  lí,  y la  ley  de  D.  Felipe  V,  nada  deter- 

obli-aciftn  ^Ue-  Ponemos  al  fin  do  este  comentario,  tratamos  déla 

debe  verificar ln  v f le'?!f.t;rac,or  de  hacer  la  inscripción  y el  término  en  que 
ejecución  de  ln  Ley  hipotecaria08  ‘°S  ^ '°  y 10  ‘i*‘l  Re^la,aou,°  8encral  l)ara  la 
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miuaron  respecto  á las  personas  que  debían  solicitar  la  inscripción  de  los 
documentos  que  estaban  sujetos  á registro.  Creyeron  sin  duda  que  el  inte- 
rés individual  era  estimulo  sulicieule  para  que  cada  uno  velase  sobre  sus 
respectivos  derechos,  v que  no  era  de  presumir  que  dejara  de  hacerlo  en  su 
perjuicio,  porque  por  su  mera  omisión  se  esponja  á que  otro  mas  diligente 
que  él  viniera  en  el  hecho  de  inscribir  á anteponérsele:  la  esperiencia  se 
encargó  de  demostrar  que  á pesar  del  rigor  con  que  la  Ley  estaba  escrita, 
no  había  de  ser  verdad  en  la  práctica,  y que  los  tribunales,  con  interpre- 
taciones benignas,  habían  de  falsear  su  espíritu. 

La  primera  vez  que  en  nuestro  derecho  aparecen,  aunque  no  con  tanta 
claridad  como  fuera  de  desear,  indicadas  las  personas  que  debían  llevar 
los  títulos  al  registro,  es  en  la  pragmática  de  D.  Carlos  III  de  1768,  de 
que  frecuentemente  hacemos  mención  en  estos  comentarios.  En  ella  se  de- 
cía (a):  el  instrumento  que  se  ha  de  exhibir  en  el  oficio  de  hipotecas,  ha  de 
ser  la  primera  copia  que  diere  el  Escribano,  y como  estas  copias  solo  podian 
franquearse  á los  que  eran  parte  en  el  acto  ó contrato  cuyo  documento 
habia  de  inscribirse,  implícitamente  á estos  tan  solo,  ó á aquellos  á quienes 
entregaran  la  copia,  era  á los  que  permitía  hacer  la  inscripción.  Bajo  este 
supuesto,  podemos  considerar  que  la  pragmática  concedia  el  derecho  de 
hacer  la  inscripción  á los  que  trasmitían  el  derecho,  del  mismo  modo  que  á 
los  que  lo  adquirian,  y que  á unos  y otros  los  facultaba  para  que  pudieran 
hacerlo,  ó bien  por  sí,  ó bien  por  medio  de  otra  persona,  puesto  que  solo 
exigía  que  fuese  la  primera  copia  la  que  se  llevase  al  registro. 

Esta  fue  la  inteligencia  general  que  desde  luego  debió  darse  á la  prag- 
mática. En  prueba  de  ello,  nos  bastará  citar  el  edicto  del  Presidente  de  la 
Audiencia  de  Cataluña  de  11  de  julio  de  1774  dado  en  virtud  de  lo  resuel- 
to por  el  Supremo  Consejo  de  Castilla,  que  es  el  mismo  Cuerpo  que  había 
aconsejado  pocos  años  antes  la  pragmática,  para  remover  las  dilieultades 
que  la  ejecución  de  esta  habia  encontrado  en  el  Principado.  En  él  ( b ) se  de- 
cía esplíci lamente  que  el  interesado  que  recibía  la  primera  copia,  era  el  que 
debia  por  sí  ó por  otro  llevarla  al  oficio  de  hipotecas  para  su  registro,  dan- 
do por  razón  que  sobre  ser  beneficio  suyo  esta  diligencia,  se  deducía  así  de 
las  palabras  de  la  pragmática,  que  antes  hemos  copiado. 

Esto  mismo  lo  reconoció  la  legislación  navarra,  cuando  en  el  ano  1817, 
á propuesta  de  las  Cortes  de  aquel  reino,  se  organizó  su  sistema  hipoteca- 
rio: las  palabras  son  diferentes,  pero  la  idea  es  la  misma.  Ordenóse  allí 
que  los  escribanos  ante  quienes  se  otorgasen  las  escrituras,  dieran  á las 
partes  á cuyo  favor  se  otorgaban  copias  fehacientes,  y que  este  mismo  tra- 
ta) Cap.  III  do,  la  ley  3 del  tít.  XVI,  lib.  X de  la  Nov.  Rec. 

(7>)  Disposición  4.a  del  Edicto  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  Cataluña  de  1 1 
de  julio  de  1774. 
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sunto  debían  llevarlo  al  oficio  de  hipotecas  para  la  toma  de  razón  (a). 

Puede  por  lo  tanto  decirse  que  el  Real  decreto  de  23  de  mayo  de  1843 
no  hizo  nada  nuevo , sino  que  se  ajustó  á lo  que  desde  D.  Cirios  III  se  ha- 
llaba establecido  cuando  ( b ) señaló  el  término  dentro  del  cual  los  interesa- 
dos debían  presentar  en  el  registro  los  documentos  de  todos  los  actos  suje- 
tos al  pago  del  derecho  de  hipotecas.  La  palabra  interesados,  demasiado  va- 
ga de  suyo,  no  tenia  en  verdad  la  fijeza  conveniente  para  determinar  de  un 
modo  que  no  diera  lugar  á dudas,  quién  era  el  que  tenia  que  presentar  á la 
inscripción  los  documentos,  circunstancia  entonces  obligatoria  por  disposi- 
ción espresa  de  la  Ley.  La  práctica  se  encargó  de  suplir  su  silencio  bus- 
cando, como  era  natural,  al  que  aparecíanlas  interesado,  el  cual  era  el  ad- 
quirente,  tanto  porque  cedía  en  su  perjuicio  la  falta  de  inscripción,  pues 
que  en  caso  de  omisión  podían  anteponérsele  otros  que  posteriormente  hu- 
bieran hecho  la  misma  adquisición,  como  porque  la  pena  de  dejar  de  cum- 
plir con  la  inscripción  cuando  debia  pagarse  impuesto,  recaía  sobre  él,  que 
era  considerado  como  defraudador  á la  Hacienda. 

No  es  mas  csplícito  que  las  disposiciones  anteriores  el  Proyecto  de  Có- 
digo civil,  que  después  de  tratar  de  la  obligación  que  tienen  los  tutores,  los 
curadores  y los  maridos,  de  inscribir  las  hipotecas  legales á favor  de  los  me- 
nores, de  los  incapacitados  y de  las  mujeres  casadas,  y déla  que  pesa  en  los 
casos  que  señala  sobre  los  promotores  fiscales,  se  espresa  en  estos  términos: 
las  demás  inscripciones  solo  pueden  ser  requeridas  por  los  interesados  ó sus 
representantes , con  tal  que  sea  persona  conocida  ó que  en  otro  caso  acredite 
su  identidad  [c).  La  palabra  interesados , aquí  es  tan  vaga  como  en  el  caso 
anterior;  puede  del  mismo  modo  aplicarse  esclusivamente  á los  que  tie- 
nen el  interés  principal,  directo  é inmediato  en  que  se  haga  la  inscripción 
como  á los  que  solo  indirectamente  estén  en  ella  interesados.  La  Ley  hipo- 
tecaria, en  el  artículo  que  comentamos,  trató  de  quitar  esta  ambigüedad 
espresilndo  de  un  modo  que  no  diera  lugar  á dudas  quiénes  eran  los  que 
podían,  es  decir,  los  que  teniau  derecho  á pedir  la  inscripción.  Ya  verémos 
mas  adelante  que  hay  algunos  que  tienen  obligación  de  requerirla. 

2.  Por  el  que  trasmita  el  derecho. — No  es  por  regla  general  el  que 
trasmite  el  derecho  el  mas  interesado  en  su  inscripción:  este  suele  serlo 
aquel  que  lo  adquiere.  Mas  no  por  ello  podria  decirse  sin  temeridad, 
que  debería  negársele  la  facultad  de  pedir  la  inscripción,  porque  tiene  sin 
duda  un  interés  legítimo  en  que  sea  pública  la  trasmisión,  y obrando  de 
buena  fé  nunca  puede  tenerlo  en  que  la  inscripción  deje  de  verificarse.  El 
pie  enajena  una  linca,  por  el  mero  hecho  de  traspasar  el  dominio  no  es  ya 

de^ Navarra. 0S'C^0n  t>-  ^ decreto  de  17  de  mayo  de  1817  á petición  de  las  Corles 

(6)  Art.  18. 

(«)  Art.  1844. 
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responsable  de  las  cargas  y gravámenes  reales  á que  está  afecta,  ni  de  los 
tributos  que  pesen  sobre  ella:  el  adquirente  le  reemplaza  en  estas  obligacio- 
nes, que,  como  todas  las  demás  reales,  recaen  sobre  la  linca,  es  dectr,  son 
de  cargo  del  que  la  posee,  por  muchas  que  sean  las  manos  por  que  pasa. 
Además  de  este  interés  general  en  todos  los  enajenantes , el  objeto  del 
contrato  de  enajenación  y sus  condiciones  pueden  ser  motivos  para  que 
tenga  el  enajenante  un  interés  mas  inmediato  y directo  en  la  inscripción. 
El  que  traspasa  á otro  una  heredad  con  la  condición,  por  ejemplo,  de  que 
durante  su  vida  le  dé  una  pensión  alimenticia,  tiene  tal  vez  igual  ó mayor 
Ínteres  que  el  adquirente.  Por  esto,  cuando  se  consideraba  por  la  antigua 
práctica  que  solo  este  era  el  que  tenia  la  obligación  de  inscribir,  jamás 
se  negaba  al  que  trasmitía  la  facultad  de  hacerlo,  si  convenia  así  á sus 
miras  é intereses.  La  diferencia  que  había  entre  el  enajenante  y adquiren- 
tc,  era  en  que  éste  tenia  la  obligación,  y aquel  el  derecho  de  hacer  la  ins- 
cripción. 

3.  Por  el  que  lo  adquiera.—  El  adquirente  es  por  regla  general  el  mas 
interesado  en  que  la  inscripción  se  verifique,  porque  su  omisión  lo  deja 
entregado  sin  defensa  á discreción  del  trasmitente.  Si  éste  tiene  mala  fé, 
y aprovechándose  de  la  inercia  del  adquirente,  vende  á otro  que  la  ten- 
ga buena  lo  va  vendido,  y el  nuevo  comprador  inscribe  su  título,  no  podrá 
el  primitivo  hacer  valer  el  suyo,  porque  la  Ley  (a)  ordena  que  inscrito  en 
el  registro  cualquier  título  traslativo  del  dominio  de  los  inmuebles,  no 
pueda  inscribirse  ningún  otro  de  fecha  anterior  por  el  cual  se  trasmita  la 
propiedad  del  mismo  inmueble.  Otro  tanto  puede  decirse  de  los  demás  de- 
rechos reales  que  constituya  el  enajenante  sobre  la  finca  vendida  ó de 
cualquier  otro  modo  enajenada,  porque  mientras  no  aparezca  en  el  registro 
que  el  antiguo  dueño  ha  dejado  de  serlo,  se  considerará  que  lo  es,  y la 
omisión  del  adquirente  no  podrá  menos  de  convertirse  en  su  daño:  este  ha 
hecho  virtualmente  una  renuncia  de  su  derecho  cuando  no  ha  usado  del 
beneficio  que  le  daba  la  Ley  para  asegurarlo. 

En  igual  caso  se  halla  el  hipotecario,  si  aquel  á cu\o  nombre  está  ins- 
crita la  finca,  la  afecta  al  pago  de  otro  crédito  de  la  misma  clase,  y el 
nuevo  acreedor  lo  inscribe  antes  de  que  el  primitivo  lohava  verificado,  por- 
que entonces  la  hipoteca  posterior,  aunque  de  fecha  mas  reciente,  es  an- 
tepuesta á la  antigua.  Por  esta  consideración  de  ser  el  que  adquiría  el  dere- 
cho el  mas  interesado  en  la  inscripción,  es  por  lo  que  en  la  práctica  se  le 
consideraba  antes,  según  hemos  dicho,  como  el  obligado  á inscribir.  No 
había  pues  motivo  para  no  conservarlo  ahora  en  el  derecho  de  hacerlo 
cuando  es  el  único  modo  de  asegurar  lo  que  adquiere. 

4.  Por  quien  tenga  representación  legítima  de  cualquiera  de  ellos.— 


(a)  Arl.  17. 
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j,flC0  escrupulosa  ba  sido  hasta  ahora  la  práctica  respecto  á este  punto.  No 
se  ha  reparado  por  regla  general  que  las  personas  que  llevaban  documentos 
á la  toma  de  razón,  fueran  adquirentes  ó trasmitentes  de  derechos,  ni  que 
por  ministerio  déla  lev  representaran  á unos  ó á otros,  ni  que  fuesen  apo- 
derados de  ellos,  ni  que  tuvieran  algún  interés  directo  ó indirecto  en  dar 
seguridad  al  derecho  adquirido.  La  presentación  del  documento  en  el 
registro  se  consideraba  como  un  mandato  tácito  del  que  debia  ó quería 
inscribir:  era  frecuente  que  el  que  llevara  la  escritura  al  registro  fuese  un 
dependiente  del  interesado  en  la  inscripción,  ó uno  que  al  salir  de  su  aldea 
á la  cabeza  del  partido  para  sus  negocios  recibía  el  encargo  verbal  de  un 
eonvcncino  suyo  ó de  un  pariente  para  que  llenára  la  formalidad  de  hacer- 
la inscripción.  Los  documentos  quede  un  pueblo  se  remitían  á otro  para 
este  objeto,  nunca  se  enviaban  con  poder;  el  interesado  solia  remitirlos  con 
una  carta  simple  de  que  el  mandatario  no  hacía  exhibición  ál  contador  de 
hipotecas,  el  cual  no  le  ponia  dificultad  para  tomar  la  razón  que  las  leyes 
v reglamentos  prescribían.  Y debe  decirse  en  justo  tributo  á la  verdad  que 
no  se  cometían  abusos:  no  tenemos  noticia  de  que  esta  libertad  diera  lu- 
gar á reclamaciones.  Pero  la  Ley  nueva  al  declarar  el  derecho , no  debia 
omitir  las  personas  que  podrían  ejercitarlo , ni  cerrar  los  ojos  ante  la  posi- 
bilidad de  que  en  estos  tiempos  en  que  se  apela  á tantos  medios,  descono- 
cidos entes,  para  conseguir  objetos  reprobados,  alguno  pudiera  prevalerse 
para  fines  criminales  de  la  práctica  antigua  y convertirla  en  daño  de  algu- 
nas personas  que  en  circunstancias  especiales  no  quisieran  hacer  la  ins- 
cripción en  cierto  tiempo , por  cualesquiera  motivos  determinados  que  na- 
die tiene  derecho  á investigar.  En  esto  se  fundó  la  Ley  para  señalar  las  per- 
sonas que  debían  hacer  la  inscripción.  El  Proyecto  de  Código  civil  (a)  ha- 
bía trazado  el  camino,  al  decir,  por  regla  general,  que  las  inscripciones 
solo  podían  ser  requeridas  por  los  interesados  ó por  sus  representantes,  con 
tal  que  fueran  personas  conocidas  ó que  en  otro  caso  acreditaran  su  iden- 
tidad. 

\ ¿quiénes  sou  los  que  con  arreglo  á lo  que  el  testo  dice,  deben  ser 
reputados  como  representantes  legítimos  de  los  trasmitentes  y adquirentes? 
El  Keglamenlo  general  para  la  ejecución  de  la  Lev*  valiéndose  de  ejem- 
plos, lo  declara,  como  puede  verse  en  el  artículo  ( b ),  que  insertamos  al 
Irente  de  este  comentario. 

üa\  dos  clases  de  representantes  legítimos  de  las  personas,  unos  - que 
tienen  este  carácter  eu  virtud  de  la  ley,  y los  otros  que  lo  son  por  la  vo- 
unu  (c  aquellos  á quices  representan.  A la  primera  clase  corresponden 
c ni.uu  o íepreseutante  legal  de  su  mujer,  el  padre  legítimo  que  lo  es  de 


DE  LA  FORMA  Y EFECTOS  DE  LA  INSCRIPCION. 


los  hijos  que  tiene  en  su  poder  por  todo  el  tiempo  en  que  dura  la  patria 
potestad,  el  padre  legitimador,  el  arrogador,  el  adoptivo  cuando  la  adop- 
ción sea  plena,  pues  en  otro  caso  la  representación  legitima  del  hijo  está 
en  el  padie  verdadero,  porque  en  él  reside  la  patria  potestad,  como  dicen 
las  Partidas  ( a ),  el  tutor  respecto  al  pupilo  y el  curador  respecto  á los 
menores  y á los  incapacitados  que  están  en  su  guarda,  porque  todos  ellos 
tienen,  no  solo  el  derecho,  sino  también  el  deber  de  mirar  por  los  intereses 
de  las  personas  que  están  respectivamente  bajo  su  autoridad,  bajo  su  poder 
o confiados  á su  dirección,  cuidado  y diligencia,  ya  se.  trate  do  los  negocios 
judiciales,  ya  de  los  estrajudiciales  á cuya  clase  pertenece  la  inscripción  en 
el  registro  de  los  derechos  que  adquieren  ó traspasan. 

Lo  mismo  puede  decirse  de  las  personas  á quienes  la  Ley  hipotecaria 
en  determinadas  circunstancias  dá  el  derecho  ó les  impone”  el  deber  de 
pedir  las  inscripciones,  como  sucede  con  los  promotores  fiscales  que  á las 
veces  tienen  por  delegación  de  la  Ley  que  representar  intereses  de  personas 
desvalidas,  con  los  jueces,  á los  que  frecuentemente  alcanza  la  obligación  de 
promoverlas,  y con  los  agentes  de  la  Administración,  cuando  tienen  en  re- 
presentación de  ésta  que  cuidar  de  que  oportunamente  se  hagan  las  ins- 
cripciones quesean  necesarias  para  dar  seguridad  á sus  derechos.  Pero  no 
debemos  aquí  anticipar  lo  que  mas  adelante  establece  respecto  á estos 
puntos  la  Ley,  y que  tendrá  entonces  toda  la  ampliación  que  sea  conve- 
niente. 


No  es  tan  fácil  señalar  el  alcance  que  debe  aquí  tener  la  palabra  re - 
presentante  legítimo,  cuando  la  representación  proviene  de  la  voluntad  de 
los  que  tienen  derecho  á pedir  la  inscripción;  ¿se  entenderá  solo  de  los  que 
tengan  un  poder  en  toda  forma?  No  hay  duda  que  así  pudiera  interpretarse 
el  artículo  de  la  Ley,  atendido  su  tenor  literal  y considerándola  aisladamente 
y con  independencia  del  Reglamento.  Pero  si  fuera  así,  como  se  dijo  opor- 
tunamente en  el  Congreso  de  los  Diputados  (b),  cuando  el  que  tuviese  que 
presentar  el  título,  no  pudiera  verificarlo  personalmente  por  enfermedad, 
ausencia  ú otra  causa,  las  diligencias  serian  mas  costosas  que  el  misino  ic- 
gislro,  y en  lugar  de  facilitarse  la  inscripción,  como  quiere  la  Ley,  babiia  un 
motivo  para  que  dejara  de  verificarse.  Interpretada  la  Ley  de  este  modo  es- 
trecho, encontraría  graves  inconvenientes  en  la  práctica;  pero  no  e»  así  co- 
mo debe  entenderse,  sino  conforme  á todo  el  espíritu  que  la  domina  combi- 
nándola con  el  objeto  que  en  este  artículo  se  propone.  Quiérese  aquí 
solamente  rechazar  á las  personas  que  sin  interés  legítimo  \ sin  rejo  Oscu- 
lación de  ninguna  clase  se  entrometen  en  los  negocios  ágenos,  n p¡ obable* 
mente  en  este  caso  con  la  intención  de  perjudicar  á los  interesados  verda- 


iu)  Lo  y ■>,  ti  t.  XVI,  Parí.  IV . . 
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dftros  lo  cual  puede  conseguirse  dando  una  interpretación  lata  á este 
artículo  Así  lo  ha  comprendido  el  Gobierno  en  el  Reglamento  para  la  eje- 
cución de  la  Ley:  del  mismo  modo  lo  entendió  la  Comisión  que  formó  el 
provecto  de  Lev  hipotecaria , que  también  formuló  el  Reglamento.  Con 
arreglo  á éste,  no  es  necesario  que  el  que  presente  el  documento  á la  ins- 
cripción tenga  poder  en  forma  para  ello:  basta  que  sea  mandatario,  aun- 
que el  mandato  sea  verbal  ó tácito. 

De  esto  se  infiere  que  bastará  una  carta,  un  papel  privado  cualquiera 
ara  que  se  tenga  por  apoderado  al  que  presente  el  documento  para  la  ins- 
cripción. Pero  aquí  nace  una  dificultad  que  no  deja  de  tener  importancia: 
¿cómo  se  ha  de  acreditar  que  este  documento  es  legítimo?  ¿cómo  se  ha  de 
probar  el  mandato  verbal?  ¿cómo  el  tácito? 

A nuestro  modo  de  entender,  si  el  registrador  conoce  la  letra  del  mandan- 
te, ó en  su  defecto  si  otras  personas  fidedignas  que  le  conozcan,  le  manifiestan 
la  identidad  de  la  letra,  no  debe  tener  inconveniente  en  hacer  la  inscripción 
en  los  casos  en  que  el  mandato  conste  en  escrito  privado.  Pero  cuando  esto 
no  pueda  ponerse  en  claro  desde  luego,  ó cuando  el  mandato  sea  verbal  ó 
tácito,  debe  bastar  al  registrador  que  la  presentación  del  documento  se  le 
haga  por  personas  en  quienes  se  presuma  en  todos  los  demás  actos  de  la 
vida  civil  que  tienen  el  encargo  de  desempeñar  comisiones  de  los  interesa- 
dos por  estar  unidos  á ellos  por  dependencia  ó por  vínculos  de  parentesco 
y amistad.  Así,  debe  considerarse  representante  del  padre,  al  hijo  que  vá 
al  registro  cr.  virtud  de  orden  verbal  pidiendo  la  inscripción  ; del  mismo 
modo  lo  será  el  administrador  que  estando  nombrado  para  la  recaudación 
de  rentas  de  alguno,  conocidamente  tiene  otras  comisiones  y encargos  de  su 
principal,  y asimismo  los  dependientes  y aun  domésticos  deque  el  interesa- 
do se  vale  para  sus  negocios  deben  ser  creídos,  mientras  por  motivos  parti- 
culares no  den  motivos  de  justa  sospecha.  En  virtud  del  requerimiento  de 
cualquiera  de  estos  ú otros  que  se  hallen  en  casos  semejantes,  debe  hacerse 
á nuestro  juicio  la  inscripción.  En  estas  materias  hay  mucho  que  dejar  al 
prudente  arbitrio  y libre  apreciación  de  los  registradores.  Deben  éstos  te- 
ner muy  en  cuenta  el  espíritu  de  la  Ley  y la  letra  del  Reglamento,  y no 
hacer  difícil  lo  que  conviene  facilitar,  ni  dar  demasiada  amplitud  á una 
restricción  que  reconoce  por  origen  y tiene  por  objeto  salir  al  encuentro 
de  abusos  que  es  de  creer  se  presentarán  muy  raras  veces,  y que  si  se  in- 
teipietara  estrechamente  vendría  á convertir  en  daño  de  los  interesados 


en  la  inscripción  un  beneficio  introducido  á su  favor.  Imbuidos  los  regis- 
tradores en  estas  ideas,  podrán  en  los  casos  particulares  que  se  ofrezcan  en 
a púdica  iuteipretar  convenientemente  la  Ley  y con  mayor  acierto  que 
e que  no-mltos  podríamos  ofrecerles,  ideando  casos  v resolviéndolos  de  la 
maneia  que  creyéramos  mas  acertada.  No  deben  perder  de  vista  que  la 
presentación  t o una  escritura  que  no  se  dá  mas  que  á los  que  son  parte  en 
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los  actos  ó contratos,  es  una  presunción  vehemente  de  que  les  ha  sido  entre- 
gada por  el  interesado  que  la  tenia  en  su  poder  para  que  cumpliera  res- 
pecto de  ella  algún  mandato,  y por  otra  parle,  que  pocas  veces  acudirán 
los  mal  intencionados  á este  medio  para  perjudicar  á otros. 

Pero  el  Reglamento  se  limita  al  mandato  espreso  y al  tácito  dados  á de- 
terminada persona  para  inscribir,  y de  aquí  naturalmente  nace  la  duda  de 
si  podrá  solicitai  la  un  procurador  ó apoderado  oficioso.  Desde  luego  dire- 
mos que  éste  no  puede  pedir  la  inscripción,  y que  si  la  pide,  no  debe  ob- 
tenerla. No  es  conveniente  abrir  la  mano  para  dar  intervención  en  los  ne- 
gocios ajenos  al  que  quiera  tomarla:  ni  la  razón  civil,  ni  la  conveniencia  de 
las  personas  á quienes  de  esta  manera  se  pretendiera  favorecer  aparente- 
mente, lo  permiten. 

Al  espresarnos  así,  nos  referimos  al  caso  en  que  alguno  sin  precedente 
que  justificara  su  pretensión,  se  presentase  en  el  registro  pidiendo  la  ins- 
cripción en  nombre  ajeno.  Mas  no  siempre  sucede  esto:  hay  ocasiones  en 
que  la  presentación  encuentra  esplicacion  y apoyo  en  las  leyes:  tal  es  el 
caso  en  que  alguno  dejara  abandonados  sus  negocios  al  ausentarse  del  pue- 
blo en  que  vivía , ó en  que  tenia  bienes.  Esto  es  aun  mas  fácil  en  nuestros 
dias  que  en  los  tiempos  que  pasaron;  no  deja  de  ser  frecuente  .que  algún 
telegrama  haga  emprender  un  viaje  repentino  y muchas  veces  sin  dar  tiem- 
po bastante  para  atender  á ninguna  clase  de  negocios.  Hay  otros  casos  en 
que  una  ausencia  que  se  creía  de  pocos  dias,  se  prolonga  de  manera  que 
pueden  ser  gravemente  perjudicados  los  intereses  del  que  la  hace;  hay  otros 
por  último  en  que  la  falta  de  previsión  ó el  abandono  de  éste  ha  llegado 
hasta  el  estremo  de  no  dejar  persona  bastantemente  autorizada  para  admi- 
nistrar y cuidar  de  lo  que  tiene.  Las  leyes  de  todos  los  países  han  tratado 
de  evitar  en  lo  posible  las  consecuencias  de  la  falta  de  representación  del 
ausente,  permitiendo  que  otra  persona  oficiosamente  se  haga  cargo  de  sus 
negocios,  y estableciendo  las  obligaciones  y derechos  respectivos  del  au- 
sente y del  que  se  pone  al  frente  desús  bienes.  Puede  así  preguntarse,  este 
administrador  oficioso,  este  negoliorum  gestor  como  decían  los  romanos, 
¿podrá  pedir  y obtener  la  inscripción?  Necesario  es  reconocer  que  no  se 
halla  en  el  caso  del  mandatario,  porque  en  su  gestión  voluntaria  no  hay 
mandato  espreso  ni  tácito,  escrito  ni  verbal,  pues  que  paia  ello  seria  ne- 
cesario un  mandante  que  con  palabras  ó hechos  hubiera  manifestado  su  vo- 
luntad. Pero  si  esto  es  cierto,  tampoco  puede  desconoce!  ¡>e  que  en  el  espí- 
tu  v en  la  letra  de  nuestras  leves  está  que  otras  personas  pueden  venir  en 
auxilio  de  los  ausentes,  y movidos  por  razones  de  parentesco  ó amistad  ú 
otros  sentimientos  generosos  hacerse  cargo  de  sus  negocios,  evitando  así 
los  perjuicios  que  les  resultarían  del  abandono  en  que  se  hallaban  sus  bienes, 
y tal  vez  su  completa  ruina.  No  dicen  las  leyes  que  en  este  caso  haya  un 
consentimiento  verdadero,  ni  podían  decirlo;  el  derecho  no  va  nunca  con- 
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tra  la  realidad;  pero  suponen  por  razones  de  equidad  y en  bien  del  ausen- 
te que  éste  conviene  en  lo  que  le  es  beneficioso : no  dicen  que  haya  con- 
trato ni  mandato,  pero  sí  que  hay  una  cosa  que  se  parece  al  mandato 
como  si  lo  ouiesse  fecho  por  su  mandado  mismo  (a).  Es  decir,  que  este  es  un 
mandato  presunto,  nacido  no  de  un  contrato,  sino  de  actos  que  son  casi  un 
contrato,  quasi  ex  contracta , como  decían  los  romanos,  y que  con  menos 
propiedad  nosotros,  siguiendo  la  nomenclatura  de  los  intérpretes,  aunque 
no  la  de  los  jurisconsultos  clásicos,  llamamos  cuasi-contralo.  A este  admi- 
nistrador oficioso  no  creemos  que  se  le  puede  negar  la  inscripción  en  nom- 
bre del  ausente:  lo  contrario  seria  no  poner  en  armonía  este  artículo  de  la 
ley  con  las  disposiciones  generales  del  derecho,  que  dan  de  tal  modo  al  que 
así  administra  la  representación  del  dueño  de  lo  administrado,  que  obligan  á 
éste  á cumplir  las  obligaciones  que  en  su  nombre  ha  contraido,  á indemni- 
zarle debidamente,  y á reembolsarle  los  gastos  necesarios  y útiles  que  haya 
adelantado  ( h ).  Ni  seria  disimulablc  que  dejase  de  pedir  la  inscripción,  el 
que  teniendo  en  su  poder  la  escritura  y estando  al  frente  de  la  administra- 
ción debe,  por  lo  mismo  que  voluntariamente  se  ha  prestado  á desempeñar- 
la, hacerlo,  si  no  con  mayor,  con  igual  diligencia  al  menos  que  si  hubiese 
recibido  el  mandato,  y mucho  mas  cuando  viera  quede  esta  omisión  podría 
resultar  un  perjuicio  próximo  al  ausente. 

Por  último,  hay  algunas  personas  que  no  hallándose  en  el  caso  de  los 
que  por  la  Ley  tienen  representación  de  otros,  y sin  haber  recibido  espresa 
autorización  para  hacer  las  inscripciones,  se  hallan  autorizados  para  pedir- 
las, y el  registrador  debe  admitir  los  documentos  que  al  efecto  presenten. 
Sirva  de  ejemplo  el  albacea  que  en  cumplimiento  de  la  voluntad  del  testa- 
dor vende  bienes  inmuebles  para  atender  con  su  producto  á lo  ordenado  en 
el  testamento,  ó redime  las  cargas  reales  á que  estaba  afecta  una  finca  que 
libre  de  ellas  ha  de  ser  entregada  al  legatario:  en  el  mismo  caso  se  halla  el 
administrador  judicial,  pues  aunque  este  no  hace  la  venta  de  los  bienes  in- 
muebles, se  entiende  que  en  su  facultad  de  administrar  está  comprendida  la 
de  llenar  el  requisito  de  pedir  la  inscripción. 

5.  Por  quien  tenga  interés  en  asegurar  el  derecho  que  se  ha  de  inscri- 
bir. Hemos  dicho  antes  que  el  interesado  por  regla  general  en  que  la  ins- 
cripción se  haga  es  el  adquirente,  y que  también  aunque  no  tan  fuerte  é 
inmediatamente  lo  es  el  que  trasmite,  y hemos  considerado  este  interés  como 
fundamento  de  las  dos  primeras  disposiciones  del  artículo  que  comentamos. 
Para  completar  lógicamente  su  obra,  necesitaba  el  legislador  estender  el 
< creció  de  pedir  la  inscripción  á todos  los  que  tuvieran  interés  en  asegu- 
rai  un  mecho  sujeto  a inscripción;  así  lo  hace  en  las  palabras  que  en- 
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cabezan  este  i número:  de  otro  modo  hubiera  dejado  imperfecta  la  Lev. 

Hay  en  efecto  personas  á quienes  sin  ser  los  trasmitentes  ni  los  adqui- 
renlcs,  se  dá  derecho  para  pedir  la  inscripción , porque  puede  perjudicar- 
les, y á veces  de  un  modo  muy  trascendental,  la  omisión  de  este  requisito. 
En  este  caso  se  hallau  el  acreedor  y el  fiador  que  están  autorizados  para  pe- 
dir la  inscripción  de  derechos  reales  que  corresponden  al  deudor,  porque 
en  su  interés  está  que  tenga  mas  medios  para  satisfacer  el  crédito.  No 
amonlonarémos  ejemplos  que  con  facilidad  ocurrirán  á la  imaginación  de 
los  que  con  algún  detenimiento  piensen  en  la  disposición  objeto  aquí  de 
nuestro  exámen. 

He  la  obligación  que  tienen  algunas  autoridades  de  mandar  hacer  la 
inscripción , y personas  determinadas  de  pedirla , y del  derecho  que  á 
favor  de  los  que  están  bajo  una  protección  mas  inmediata  de  la  ley  tienen 
otros  que  no  son  los  interesados  para  solicitar  la  aseguración  de  bienes, 
hablarémos  al  tratar  de  los  artículos  de  la  Ley  (a)  en  que  se  les  imponen 
las  obligaciones  ó se  les  dá  el  derecho.  Aquí  solo  diremos  que  el  interés  de 
que  en  este  artículo  se  trata,  es  únicamente  el  material;  no  puede  por  lo 
tanto  fundarse  la  petición  de  la  inscripción  en  un  interés  de  carino  ó de 
afección.  En  los  casos  en  que  la  Ley  quiere  estender  esta  facultad  á 
otras  personas,  tiene  cuidado  de  espresarlo  como  tendrémos  ocasión  de 
ver  mas  adelante.  Por  consiguiente  lodo  aquel  á quien  mas  ó menos  próxi- 
mamente no  puede  resultar  perjuicio  de  que  la  inscripción  se  omita,  no 
tiene  derecho  para  reclamarle  en  su  nombre.  No  es  esto  contrario  á lo 
que  antes  hemos  dicho  respecto  al  procurador  oficioso,  sino  que  guarda 
perfecta  armonía  con  ello.  Allí  rechazamos  al  que  oficiosamente  sin  prece- 
dente alguno  se  entrometia  á pedir  la  inscripción;  esto  es  lo  que  aquí  hace- 
mos; pero  entonces,  como  ahora,  admitimos  al  que  se  ha  puesto  al  fren- 
te de  los  bienes  del  ausente,  y los  administra  y cuida,  esto  es,  al  gestor  de 
negocios  autorizado  por  la  ley  y que  es  considerado  mandatario  presunto 

de  la  persona  cuyos  bienes  conserva. 

No  damos  por  terminado  este  comentario:  como  parte  integrante  de  el 
debe  tenerse  el  apéndice  que  á continuación  se  encuentra,  ya  que  por  no 
faltar  á las  condiciones  del  método  que  nos  hemos  propuesto  seguir,  no 
debemos  comprender  aquí  las  observaciones  que  en  él  hacemos,  como  ma- 
nifestamos en  su  principio. 


(a)  Arts.  182,  183,  484,  188,  108,  204,  203,  200,  241  y 212. 
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TÍTULO  II. 


APENDICE  AL  ARTICULO  QUE  PRECEDE. 

DK  LA  OBLIGACION  QUE  TIENEN  LOS  REGISTRADORES  DE  HACER  LAS  INSCRIPCIONES 

Y pgk  termino  que  al  efecto  se  les  señala. 

Espücacion  de  los  artículos  10  y 16  del  Reglamento  general  pava  la  ejecución  de  la 

Ley  hipotecaria. 


TEXTO  DEL  REGLAMENTO. 

Art.  10.  Los  registradores  incurrirán  en  responsabilidad, 
negando  ó deteniendo  la  inscripción  que  se  les  pida  por  per- 
sona autorizada  para  ello,  según  el  art.  6.°  de  la  Ley. 

Art.  16.  La  inscripción  deberá  hacerse  por  los  registra- 
dores , dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  al  de  la  presenta- 
ción de  la  carta  de  pago  del  impuesto , y si  no  lo  devengare 
el  título,  en  igual  término  contado  desde  la  fecha  del  asiento 
de  presentación. 

Si  transcurriere  dicho  plazo  sin  verificarse  la  inscripción, 
podrá  el  interesado  acudir  en  queja  al  juez  delegado  para  la 
inspección  del  registro,  justificando  la  demora  y protestando 
exigir  del  mismo  registrador,  los  perjuicios  que  ele  ella  se  le 
sigan.  El  juez,  en  su  vista  , mandará  hacer  la  inscripción,  y 
si  no  justificare  el  registrador  haber  existido  para  verificarla, 
algún  impedimento  material  inevitable,  dará  parte  al  regente 
para  que  le  imponga  la  corrección  correspondiente. 

liemos  concluido  la  espiicacion  del  artículo  6.°  de  la  Ley  hipotecaria  y 
del  11  del  Reglamento,  eu  el  cual  se  ha  tratado  de  fijar  mas  la  significación 
del  texto  legal.  Pero  el  Reglamento  añade  algunas  prescripciones  relativas 
á la  obligación  que  los  registradores  tienen  de  hacer  la  inscripción  en  un 
tét mino  señalado,  de  que  nosotros , siguiendo  su  ejemplo,  como  exige  el 
método  que  liemos  adoptado,  debemos  aquí  tratar.  Advertiremos,  ante  lo- 
to, que  si  no  hemos  puesto  los  artículos  del  Reglamento,  objeto  de  este 
apen  ice,  en  el  lugar  que  ocupan  los  demás  á la  cabeza  del  comentario,  v 
n ren  e e Os  de  la  Lev,  es  porque  no  se  refieren  concretamente  á uin- 
e Oo  artículos  de  ésta:  son  mas  bien  disposiciones  complementarias 
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para  la  ejecución  de  lo  que  dispone,  las  cuales  tienen  perfectamente  cabida 
en  un  Reglamento  general  para  la  ejecución  de  la  Ley,  y que  pueden  ser 
consideradas  como  su  necesaria  consecuencia.  Esto  sin  duda  entra  en  las 
facultades  reglamentarias  que  en  conformidad  á la  Constitución  de  la  Monar- 
quía corresponden  al  Gobierno  (a),  si  bien  limitadas  en  este  caso  por  la  lev 
orgánica  del  Consejo  de  Estado,  que  requiere  la  audiencia  de  este  alto 
Cuerpo  en  todo  lo  que  se  refiera  á ¡os  reglamentos  que  se  dán  para  la  apli- 
eion  de  las  leves  ( b ). 

El  diferente  objeto,  pues,  que  tienen  el  art.  6.°  de  la  Ley  y los  del  Re- 
glamento que  ponemos  á la  cabeza  de  este  apéndice,  aunque  estos  sean  su 
complemento,  nos  mueve  á escribirlo  para  que  se  presenten  con  la  separa- 
ción y claridad  posibles  las  dilerentes  disposiciones  que  comprenden. 

Empecémos  por  la  esplicacion  del  artículo  40.  Que  los  funcionarios  pú- 
blicos, cualesquiera  que  sean  sus  atribuciones,  son  responsables  de  las  fal- 
las que  cometen  en  el  ejercicio  de  sus  cargos,  es  una  regla  que  siempre 
vá  sobreentendida  en  las  leyes;  sin  embargo,  frecuénteos  repetirla  para 
inculcarla  mas  y mas,  y para  llamar  la  atención  de  los  que  están  encarga- 
dos de  ejecutarlas.  Esto  es  lo  que  aquí  hace  el  Reglamento,  queriendo  in- 
dicar la  importancia  de  no  demorar  las  inscripciones,  y que  la  responsabili- 
dad será  proporcionada  á los  perjuicios  á que  la  negligencia  del  registra- 
dor dé  lugar. 

Pero  el  precepto  que  contiene  este  artículo,  no  debe  entenderse  de  un 
modo  absoluto,  sino  subordinado  á los  demás  deberes  que  la  Ley  impone 
á los  registradores,  es  decir,  que  solo  deben  inscribir  en  los  casos  en  que 
la  inscripción  proceda.  Por  esto  no  icurrirá  en  responsabilidad  el  que  se 
niegue  á inscribir  un  documento  en  el  cual  se  trasmita  ó grave  la  propiedad 
de  un  inmueble  con  fecha  anterior  á otro  título  traslativo  del  dominio  de  la 
misma  linca  que  esté  inscrito,  porque  esto  lo  prohíbe  un  artículo  de  la 
Ley  (c):  por  esto,  tampoco  incurre  en  responsabilidad  el  que  notando  falta 
en  "las  formas  extrínsecas  de  los  documentos  ó en  la  capacidad  de  los  otor- 
gantes y que  no  es  subsanada,  no  se  presta  á inscribir  ((/),  como  tampoco 
el  que  suspenda  ó niegue  la  inscripción  por  no  hallarse  antei  ¡ormente  inscrito 
el  dominio  ó derecho  de  que  se  trate  á favor  de  la  persona  que  lo  transfiera 
ó grave  (c),  porque  hay  disposiciones  espresas  en  la  Ley  que  autorizan  y 
aun  ordenan  que  así  lo  haga  el  registrador.  La  responsabilidad  seria  en  es- 
tos casos,  si  con  olvido  de  la  Ley  hiciera  una  insciipcion  que  le  estaba 
prohibida.  Para  aplicar  las  leyes,  no  debe  considerarse  ninguna  disposición 

(а)  Art.  4o. 

(б)  Art.  4o. 

(c)  El  17. 

id)  Art.  19  de  la  Lev  hipotecaria. 

(c)  Art.  20. 
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aisladamente,  sino  como  formando  parte  de  un  todo:  lo  contrario  conduciría 
á continuos  errores  y frecuentemente  hasta  al  absurdo. 

y ¿qué  clase  de  responsabilidad  es  a la  que  aquí  se  refiere  el  Reglamen- 
to* Es  hi  que  establece  la  Ley  en  el  título  (a)  que  trata  de  la  responsa- 
bilidad de  los  registradores:  allí,  entre. otras  disposiciones , hay  una  en  que 
se  ordena  que  estos  son  responsables  civilmente  con  sus  fianzas  y con  sus 
demás  bienes  de  todos  los  daños  y perjuicios  que  ocasionen  por  no  asentar 
en  el  diario,  no  inscribir  ó no  anotar  preventivamente  en  el  término  seña- 
lado en  la  Ley  los  títulos  que  se  presenten  al  registro  ( b ):  allí,  hay  otro  ar- 
tículo, según  el  cual,  el  que  por  error,  malicia  ó negligencia  del  regis- 
trador pierde  un  derecho  real  ó la  acción  para  reclamarlo,  podrá  exigir 
desde  luego  del  mismo  registrador  el  importe  de  lo  perdido  (c):  allí,  por  ríl- 
t¡mo,  está  espesamente  ordenado  que  el  ejercicio  de  las  acciones  civiles  en 
estos  casos,  no  impide  ni  detiene  el  uso  de  las  penales  que  puedan  proceder 
con  arreglo  á las  leyes  (el).  Estas  son  las  responsabilidades  en  que  en  el  or- 
den civil  y en  el  penal  pueden  incurrir  los  registradores  que  indebidamente 
niegan  ó detienen  la  inscripción  de  los  documentos  que  se  llevan  al  regis- 
tro. Nos  limitamos  á hacer  estas  indicaciones,  que  en  los  comentarios  cor- 
respondientes á los  artículos  de  la  Ley,  á que  nos  referimos  en  este  lugar, 
ampliaremos  convenientemente. 

Continúa  el  Reglamento  comprendiendo  aquí  algunas  disposiciones, 
que  mas  que  el  título  y artículo  que  dejamos  comentado,  se  refieren  á pres- 
cripciones que  están  en  diferente  parte  de  la  Ley.  A esta  clase  correspon- 


den el  art.  14  del  Reglamento  que  viene  á ser  una  reproducion  del  art.  246 
de  la  Lev,  y que  ordena  respecto  á los  actos  y contratos  por  que  se  deven- 
ga el  derecho  de  hipotecas,  que  estendido  el  asiento  de  presentación  del 
documento  que  haya  de  inscribirse,  se  devuelva  al  interesado  para  que 


pueda  acudir  coe  él  á pagar  lo  que  adeude,  y el  artículo  15,  que  atendiendo 
a que  en  muchos  pueblos  no  hay  funcionarios  de  Hacienda  competentes 
para  liquidar  los  derechos  de  hipotecas  que  deben  satisfacerse  al  Erario,  dá 
el  encargo  de  hacerlo  al  registrador  cuando  para  ello  haya  sido  delegado 
por  el  Ministerio  de  Hacienda,  y adopta  en  su  consecuencia  otras  disposi- 
ciones, lo  cual  es  solo  una  ampliación  al  art.  247  de  la  Ley.  Lugar  opor- 
tuno tendremos  mas  adelante  para  examinar  estas  disposiciones  y de  hacer- 
nos cargo  de  una  cuestión  difícil  y complicada  a que  ha  dado  lugar  e! 
arhcuo  14  de\  Reglamento  eu  combinación  con  los  que  tienen  los  núme- 

y de  la  Ley:  tratar  aquí  incidentalmente  de  estos 
‘ono.,  equivaldría  á preferir  el  Reglamento  á la  Ley  en  el  orden  de 


(<*)  TU.  xi. 

Art.  313. 
(c)  Art.  317. 
<d)  Art.  320. 
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presentar  nuestras  doctrinas  y las  cuestiones  que  en  esta  obra  exami- 
namos. 

Otro  artículo  hay  en  el  Reglamento,  que  unido  al  10  que  antes  hemos 
transcrito,  y del  que  puede  considerarse  parte  integrante,  es  también 
consecuencia  del  6.°  de  la  Ley,  que  dejamos  comentado.  Este  artículo  es 
el  16,  que  está  también  al  frente  del  apéndice,  y cuyas  disposiciones  damos 
aquí  por  reproducidas. 

No  es  nuevo  entre  nosotros  el  señalar  término  á los  encargados  de  los 
registros  de  hipotecas  para  inscribir  los  documentos  llevados  á sus  oficios. 
La  pragmática  del  Sr.  D.  Carlos  III  de  1768,  dijo  á este  propósito  (a): 
«Luego  que  el  escribano  originario  remita  algún  instrumento  que  contenga 
» hipoteca,  lo  reconocerá  y tomará  la  razón  el  escribano  de  Cabildo  dentro 
íde  veinte  y cuatro  horas,  para  evitar  molestias  y dilaciones  á los  interesa- 
dos: y si  el  instrumento  tuese  antiguo  y anterior  á dicha  ley  2 ( esla  cala 
y>lexj  2 cid  tlt.  XVI,  lib.  X de  la  Nov.  Recop.),  despachará  la  toma  de  ra- 
nzón dentro  de  tres  dias  de  como  la  presentare.»  El  bando  del  Presidente 
déla  Audiencia  de  Barcelona,  dado  para  plantear  en  el  Principado  los  re- 
gistros de  hipotecas  (b),  alteró  este  término  en  el  territorio  catalán  esten- 
diendo  hasta  tres  dias  el  de  veinticuatro  horas  (c).  De  la  misma  Audiencia 
de  Cataluña  salieron  quejas  manifestando  las  dificultades  y entorpecimien- 
tos independientes  de  la  voluntad  de  las  partes  que  oponían  algunos  con- 
tadores de  hipotecas  á registrar  las  escrituras  públicas  que  se  les  presen- 
taban dentro  del  término  legal.  Esto  dio  por  resultado  una  Real  orden  (d) 
en  que  se  previno  que  los  contadores  de  hipotecas  en  el  acto  do  la  presen- 
tación de  cualquiera  escritura,  estuvieran  obligados  á librar  el  oportuno 
recibo  de  la  fecha  y hora  en  que  se  hiciera,  y que  el  registro  y el  asiento 
se  verificaran  en  ei  mismo  dia  siendo  posible,  sin  que  por  ninguna  causa  ni 
evento  fuera  permitido  retardarlo  mas  allá  del  tercero,  bajo  su  responsabi- 
lidad. Pocos  años  después,  fué  esta  Real  orden  alterada  por  un  Real  decre- 
to (c)  en  que  se  previno  que  los  contadores,  presentados  que  les  meran 
los  documentos,  tomáran  indispensablemente  razón  los  de  las  capitales  de 
provincia  denLro  de  ocho  dias  contados  desde  el  siguiente  al  del  pago  de  los 
derechos  de  hipotecas,  cuando  estos  se  adeudaran,  y desde  el  siguiente  al 
de  la  presentación  del  documento,  cuando  éste  solamente  estuviera  sujeto  á 
la  formalidad  de  la  inscripción,  y por  último,  que  los  registradores  de  los 
demás  partidos  de  la  provincia  tomáran  la  razón  en  el  termino  de  tre-  dia.-. 

(a)  Cap.  II  de.  la  ley  3,  tft.  XVI,  lib.  X de  Ja  Nov.  Roe. 

¡b)  Esto,  bando  es  el  de  1 1 de  julio  de  1774,  de  que  en  otras  ocasiones  liemos 
tratado. 

(c)  Núm.  4 del  bando. 

id)  De  1 1 de  setiembre,  de  -í 849. 

ir'i  lie  *?<•  de  noviembre  de  iS’."?  en  su  mi.  \ I. 
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De  todo  esto  aparece,  que  desde  n»¡“  ‘ * í.^mentar  los  regís- 

tros  de  hipotecas,  que  luden  tiempo  del  Sr  D.  Callos  III,  s emprc  se  ha  creí- 
do  r,uc  debían  señalarse  á los  registradores  términos  dentro  los  cuales  h.cieran 
las  inscripciones,  para  evitar  que  con  dilaciones  arbitrarias  pudieran  causar 
perjuicio  á las  personas  que  estaban  interesadas  en  los  derechos  sujetos  á 
inscripción  La  repetición  de  estas  disposiciones,  y el  hacerse  en  alguna  de 
ollas  mención  de  las  dificultades  que  suscitaban  y perjuicios  que  causaban 
los  encargados  de  los  registros,  son  una  prueba  de  que  sin  graves  incon- 
ven icntc¡T  no  podía  omitirse  en  la  nueva  legislación  hipotecaria  lo  que  el 
art.  16  del  Reglamento  prescribe,  ú otra  disposición  análoga  que  de  un 
¡nodo  equitativo  y prudente  señalara  los  derechos  y obligaciones  respecti- 
vas de  los  registradores  y de  los  que  llevan  documentos  á la  inscripción, 
pero  lomando  por  base,  que  en  ningún  caso  pudiera  perjudicar  al  que  de- 
seaba inscribir  su  derecho  ninguna  presentación  posterior  de  documentos 


en  el  registro,  aunque  fueran  de  fecha  anterior. 

Ligado  se  halla  íntimamente  el  art.  16  del  Reglamento  con  el  181 , en 
que  se  ordena  que  los  asientos  de  presentación  se  hagan  en  el  acto  de  lle- 
varse los  títulos  al  registro,  sin  que  se  pueda  dejar  para  el  siguiente  , aun- 
que lo  consientan  los  interesados,  y que  no  se  interrumpa  la  operación  una 
vez  empezada,  aun  cuando  durante  ella  se  lleven  otros  títulos  solicitan- 
do inscripción,  escepto  para  tomar  nota  de  la  hora  en  que  éstos  se  presen- 
ten, y con  el  art.  20  de  la  Ley,  que  establece  que  para  determinar  la  pre- 
ferencia entre  dos  ó mas  inscripciones  de  una  misma  fecha  relativas  á una 
misma  finca,  se  atenderá  á la  hora  de  presentación  en  el  registro  de  los  tí- 
tulos respectivos.  Con  estasérie  de  disposiciones  están  sin  duda  garantidos 
los  derechos  de  los  que  se  presentan  á inscribir  en  el  registro,  y no  pueden 


ser  postergados  los  que  precedieron  á los  que  después  hayan  acudido. 

Respecto  al  término  que  se  señala  para  inscribir,  nos  parece  prudente 
el  establecido  por  el  art.  16:  hemos  visto  lo  vacilante  que  acerca  de  este 
punto  ha  estado  nuestra  legislación  anterior:  la  nueva  Ley  no  podia  dejar 
de  tomar  en  consideración  las  obligaciones  impuestas  á los  registrado- 
íes,  las  apreciaciones  difíciles  á veces  que  tienen  que  hacer,  la  grave 
responsabilidad  á que  se  los  sujeta  y las  circunstancias  de  las  inscripciones, 
y no  ha  debido  establecer  un  término  angustioso,  que  haciéndolos  saltar 
por  todas  las  dificultades  que  lio  tuvieran  tiempo  bastante  para  vencer,  los 
? (¡ca*c  U1  una  Posicion  penosa  y diera  lugar  á que  se  originasen  perjuicios 
e ^ascendencia  á los  mismos  que  llevaran  sus  títulos  á inscribir. 

nnr  ii  ' !°  ^ ^c8lamenl°  concede  á los  que  se  sienten  agraviados 
cuanto  acero 6 lda  de  los  reS'stradorcs,  guarda  íntima  relación  con 

giradores  s‘e  d°  l0*  ro' 

pendiente  trataremos.  Ley’  y de  que  eQ  su  ll,Sar  correspon- 
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Pero  esla  responsabilidad  no  puede  recaer  sino  sobre  el  que  por  su  omi- 
sión ó negligencia  la  merezca:  cuando  por  circunstancias  que  no  alcanza 
el  hombre  á superar,  un  registrador  no  ha  podido  hacer  oportunamente  la 
inscripción  , la  correcion  que  se  le  impusiese  seria  una  injusticia  que  nin- 
guna ley  podría  autorizar.  Por  esto  dice  el  Reglamento  que  no  há  lugar  á 
la  corrección  cuando  la  no  inscripción  sea  efecto  de  un  impedimento  mate- 
rial inevitable.  Este  unas  veces  será  público,  que  podrá  desde  luego 
apreciar  el  juez:  en  los  demás  casos  tendrá  el  registrador  que  probarlo, 
valiéndose  para  justificar  los  hechos  de  los  medios  que  al  efecto  tiene  es- 
tablecidos la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Al  tratar  de  la  responsabilidad  de 
los  rosgistradores  completaremos  lo  que  aquí  nos  limitamos  á indicar. 

LEGISLACION  ANTERIOR  Á LA  LEY  HIPOTECARIA- 

Ley  3.a,  tít.  XVI,  lib.  X de  la  Nov.  Lee. — 3.  El  instrumento  que  se  lia  de 
exhibir  en  el  oficio  de  hipotecas,  ha  de  ser  la  primera  copia  que  diere  el  escribano 
que  lo  hubiere  otorgado , que  es  el  que  se  llama  original;  escepto  cuando  por  pér- 
dida ó estravío  de  algún  instrumento  antiguo  se  hubiere  sacado  otra  copia  con  au- 
toridad de  juez  competente , que  en  tal  caso  se  tomará  de  ella  razón,  espesándo- 
lo así. 

Edicto  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  Cataluña,  de  11  de  julio  de  1774. — 
4.  Por  punto  general  se  declara  que  el  interesado  á quien  se  entregue  la  primera 
copia  del  documento  por  el  escribano  otorgante,  deberá  llevar  al  oficio  de  hipotecas 
por  sí  ó por  otro  en  su  nombre  el  referido  instrumento  para  registrarle,  pues  sobre 
ser  beneficio  suyo  esta  diligencia,  se  deduce  así  del  capítulo  IÍI  de  la  citada  ins- 
trucción. (Esta instrucción  es-la  ley  3.a  del  tít.  XVI,  lib.  X de  la  Nov.  Rec.) 

Decreto  de  19  de  mayo  de  18 17,  á petición  de  las  Cortes  de  Navarra.— 6.  Item, 
que  á fin  de  que  se  cumpla  exactamente  la  diligencia  del  registro,  sea  obligación 
del  escribano  testificante,  pagándole  sus  justos  derechos,  el  dar  á las  partes  á cuyo 
favor  se  otorguen  los  instrumentos , copia  fehaciente  de  ellos , y este  mismo  tra- 
sunto deberán  llevar  al  oficio  de  las  hipotecas  correspondiente,  y servir  paia  tomai 
en  él  la  razón  y nota. 

Leal  decreto  de  23  de  mayo  de  1843.— Art.  18.  De  todos  los  actos  sujetos  al 
pago  del  derecho  de  hipotecas  ha  de  tomarse  razón  en  la  oficina  del  registro  del 
partido  en  que  se  hallen  las  fincas  presentándose  al  efecto  por  los  interesados 

LEGISLACION  ESTRAN.TERA. 

Austria. — Código  civil  -Art.  433.  (Véase  en  la  pág.  232  de  este  tomo.) 

Ba  viera. — Ley  de  l.°  de  junio  de  1822.— Art.  104.  Pueden  pedir  la  inscrip- 
ción á nombre  del  que  tenga  derecho  : 

1 Los  acreedores  á nombre  de  su  deudor. 

‘2  0 Los  fiadores  del  deudor  si  el  acreedor  no  hace  inscribir  su  crédito. 

3.i  Todos  los  acreedores  por  la  totalidad  de  sus  créditos. 

4.°  Cualquiera  puede  hacer  inscribir  la  hipoteca  debida  á un  menor  sobre  los 
bienes  de  su  tutor  ó de  sus  padres. 
tomo  i. 
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5 o L s parienie3  y el  tribunal  ante  el  cual  el  contrato  de  matrimonio  haya  sido 
celebrado  pueden  pedir  la  inscripción  hipotecaria  sobre  los  bienes  del  marido. 

El  tutor  subrogado  y el  tribunal  de  la  tutela,  deben  hacerla  inscribir  cuando  es 

menor  kQ™tjí¡|,unaieSj  cn  jos  casos  en  que  la  ley  les  impone  este  deber,  están  obli- 
gados á verificar  la  inscripción. 

Dos  Sicilia*. Código  civil. — Art.  *299.  Estara  obligado  el  conservador  de 

las  hipotecas  bajo  la  pena  de  indemnizar  los  daños  y perjuicios  á los  terceros,  á ve- 
rificar de  oficio  en  el  registro  la  inscripción  de  los  créditos  que  resulten  del  acto 
de  venid,  tanto  en  favor  del  vendedor  como  del  prestamista  de  fondos.  No  obstan- 
te esto , el  vendedor  y el  prestamista  del  dinero  deberán , para  conservar  cada  uno 
su  privilegio,  hacer  la  transcripción  en  su  propio  interés  en  el  plazo  de  dos  me- 
ses á contar  desde  la  fecha  del  acto  traslativo  de  la  propiedad  , si  en  este  intervalo 
el  comprador  no  ha  hecho  transcribir  el'  acto  de  venta. 

Estados  Romanos.  — Reglamento  legislativo  y judicial  de  10  de  noviembre 
de  1834.— Art.  186.  La  transcripción  puede  verificarse  á petición  de  cualquiera 
de  los  contrayentes  por  la  simple  presentación  de  un  documento  público  ó privado. 

Art.  188.  El  conservador  de  las  hipotecas  en  la  transcripción  del  acto  de  ena- 
jenación debe  inscribir  de  oficio  la  hipoteca,  tanto  en  favor  del  vendedor  por  la 
totalidad  ó parte  del  precio  que  se  le  deba,  y por  las  obligaciones  y condiciones 
aceptadas  por  el  comprador,  como  á favor  de  los  que  han  adelantado  fondos  para 
pago  del  precio. 

Esta  inscripción  no  tendrá  lugar  si  se  presenta  al  conservador  otro  acto  público 
de  donde  resulte  que  el  precio  ha  sido  pagado  y satisfechas  las  obligaciones  y las 
cargas. 

Francia. — -Código  Napoleón. — Art.  2108,  Estará  el  conservador  de  hipo- 

tecas obligado,  bajo  la  pena  de  la  indemnización  de  daños  y perjuicios  á tercero,  á 
verificar  de  oficio  la  inscripción  de  los  créditos  que  resulten  del  acto  traslativo  de 
la  propiedad,  tanto  en  favor  del  vendedor  como  en  favor  de  los  prestamistas,  que 
podrán  también  pedir  la  transcripción  del  contrato  de  venta,  si  no  lo  ha  sido,  para 
asegurar  lo  que  se  les  debe  del  precio. 

Art.  2148.  (Véase  en  la  pág.  332  de  este  tomo.  ) 

Ginebra.  Proyecto  de  ley  ( diciembre  de  1827).—  Art.  61.  La  inscripción  de 
los  diversos  derechos  á que  esta  ley  se  refiere,  se  hará  en  el  registro  de  los  derechos 
reales  en  la  relación  que  se  abrirá  al  propietario  del  inmueble  gravado,  cuando 
presente  al  contador  una  de  las  partes,  ó un  tercero  en  su  nombre,  la  minuta  del 

aelo  o do  la  sentencia  constitutiva  ó declarativa  del  derecho  que  vá  á inscri- 
birse. 


Grecia.— Ley  hipotecaria  de  11  de  agosto  de  1836.— Art.  38.  Todos  pueden 
pu  u cn  ol  iegistro  de  hipotecas  una  inscripción  ó una  anotación  preventiva  de  la 
hipoteca  para  sí  ó para  un  tercero. 

Aíl.  oj.  1 ai  a «dquir¡r  ó conservar  un  derecho  á favor  de  un  tercero,  basta 
h 1 m ^0‘nl),U(C‘l!nl0  presente  títulos  en  virtud  de  los  cuales  pide  la  inscripción  ó 

la  anotación  preventiva  de  la  hipoteca. 

Hesso  (Ti.lv  e'stl  anÍei  05  Y personas  desconocidas  probarán  su  identidad. 

ocauo  de).  Proyecto  ríe  íeij  hipotecaria  de  1832.-r.30.  La  ins- 
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cnpcion  eu  el  libro  de  bienes  inmuebles,  puede  ser  pedida  por  el  comprador  ó r>,„. 
sus  acreedores  hipotecarios,  y también  por  el  vendedor. 

Launemburgo  (Ducado  de). — Ordenanza  de  hipotecas  de  15  de  marzo  de  183(5. 

G.  Las  inscripciones  no  podrán  tomarse  sino  por  el  consentimiento  verbal  ó 
por  escrito  de  los  propietarios  del  inmueble,  y se  verificarán  según  el  orden  de  l is 
peticiones. 

Lubeck . Ordenanza  de  22  de  marzo  de  1820.— 10.  Las  inscripciones  sobre 
los  inmuebles  deben  ir  precedidas  de  una  declaración  y del  consentimiento  del  in- 
teresado ante  el  tribunal  del  territorio  que  forma  el  proceso  verbal.  Este  consenti- 
miento no  es  necesario  para  las  inscripciones  que  se  hacen  en  virtud  de  sentencias 
definitivas. 

Mecklemburgo-Schwerin-Strelitz  (Tierras  SEÑORIALES  de ).— Ordenanza  de  12 
de  noi  iembrc  de  18 19.  10.  Los  acreedores  quepretendan  tener  derechos  hipoteca- 

rios ó reales  sobre  un  inmueble  pueden  exijir  del  propietario  actual  su  inscripción: 
si  este  no  quisiere  darla,  podrá  el  acreedor  presentar  su  título  original  ante  la  Cá- 
mara de  los  feudos,  y su  inscripción  se  acordará  al  márgen  para  la  conservación  do 
su  derecho  real  y de  su  preferencia  cu  el  registro,  haciéndose  mención  de  la  con- 
testación que  haya.  Se  dará  conocimiento  de  esta  inscripción  al  deudor,  y según  la 
decisión  judicial,  ó el  arreglo  amistoso  que  intervenga,  el  crédito  será  cancelado  ó 
inscrito  en  el  cuerpo  del  libro. 

17.  Los  propietarios  pueden  pedir  inscripciones  de  sus  bienes  territoriales,  y la 
autoridad  encargada  de  la  conservación  de  los  registros  los  inscribirá  en  ellos,  si 
los  tribunales  no  se  lo  hubieran  prohibido.  Estos  liarán  saber  á los  conservadores 
de  hipotecas  la  interdicción. 

Mecklemburgo-Schwerin-Strelitz  (Territorio  de). — Ley  hipotecaria  de  1830. 
— 43.  Las  inscripciones  en  el  libro  de  la  ciudad  no  se  harán  sino  á petición  de 
cada  propietario,  esceptuándose  las  disposiciones  de  los  artículos  13  y 53  (Estos  ar- 
tículos hablan  de  atrasos  y embargos  judiciales,  en  los  que  no  es  necesario  el  con- 
sentimiento del  propietario  para  la  inscripción.) 

Nassau  (Ducado  de).— Ley  de  21  de  marzo  de  1774.— o. 0 Los  contratos  de 
venta  y de  permuta  de  los  inmuebles  , sin  escepcion  alguna,  y cualquiera  que  sea 
su  valor , deberán  presentarse  en  el  término  de  un  mes  por  alguno  de  los  contra- 
yentes á las  personas  encargadas  por  el  artículo  l.°  de  los  registros  para  recibir  la 
confirmación  y la  forma  legal;  en  su  consecuencia  los  bailíos,  los  burgo-maestres  ó 
jefes  de  localidades,  cada  uno  en  su  distrito,  vigilarán  para  que  la  presente  disposi- 
ción sea  observada,  haciendo  las  advertencias  correspondientes  á los  contrayen- 
tes, é impedirán  la  toma  de  posesión  de  las  fincas  compradas  o cambiadas  u los 

que  no  hayan  cumplido  antes  con  esta  formalidad. 

Prusia .—Ordenanza  de  20  diciembre  de  1783.— TU.  II,  sccc.  II—  49.  Como 
importa  al  orden  v á la  seguridad  pública  que  la  propiedad  de  los  bienes  inmuebles 
no  sea  ni  dudosa  ni  incierta,  todas  las  mutaciones  de  la  propiedad  deberán  ser  ins- 
criptas y anotadas  en  el  registro  hipotecario  del  tribunal  en  que  los  bienes  territo- 
riales estén  situados. 

50.  Esta  declaración  se  liará  por  los  ¡ntero-ados  en  el  espacio  de  un  año:  el  li- 
ndo traslativo  de  la  propiedad  será  manifestado  y certificado. 

51.  Si  esta  man  i filiación  no  ha  sido  hecha,  el  tribunal  deberá  recordar  al  nuc 
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i Küiririon  v marcarle  un  plazo  suficiente  para  que  presente  el 

vo  poseedor  su  obligación,  y inai  i 

tU^°’  cumple  cln  lo  que  se  le  lia  prescrito  en  el  plazo  señalado, 

el  tribunal  le  aplicará  la  pena,  y el  fisco  le  obligará  á presentar  su  título  de  posesión. 


Puede  decirse,  en  virtud  de  lo  que  dejamos  espuesto  acerca  de  la  legis- 
lación estranjera,  que  es  una  regla  admitida  generalmente  que  los  que  son 
parte  en  un  acto  ó contrato  de  los  que  según  las  respectivas  leyes  deben 
ser  inscritos,  tienen  derecho  á pedir  la  inscripción,  y que  esto  rige  del  mismo 
modo  en  los  países  en  que  los  archivos  de  la  propiedad  y de  las  hipotecas 
están  al  cargo  de  funcionarios  especiales  con  atribuciones  análogas  á las  de 
nuestros  registradores,  como  en  aquellos  en  que  debe  acudirse  á la  autori- 
dad judicial,  bajo  cuya  dirección  y vigilancia  inmediatas  se  hallan  los  li- 
bros en  que  se  hacen  las  inscripciones.  Y esto  es  lo  natural:  en  los  nego- 
cios civiles,  por  do  quiera,  se  deja  siempre  franca  y espedita  la  acción  de 
los  particulares  para  adoptar  todas  las  medidas  de  precaución  que  puede 
aconsejarles  la  prudencia,  y que  caben  dentro  de  los  principios  generales  que 
dominan  la  legislación  para  asegurar  sus  respectivos  derechos,  y alejar,  en 
cuanto  puedan,  el  peligro  de  perderlos.  Así  es,  que  puede  decirse,  sin  temor 
de  errar,  que  en  las  legislaciones  que  no  han  formulado  en  términos  esplíci- 
tos  esta  regla,  se  sobreentiende.  Ni  es  obstáculo  para  ello  el  que  en  algunos 
Estados  se  haya  impuesto  á los  funcionarios  ante  quienes  se  otorgan  los  ac- 
tos ó contratos  el  deber  de  llevarlos  al  registro:  esto  en  nada  minora  el  de- 
recho individual,  ni  hace  de  peor  condición  á los  interesados  en  las  inscrip- 
ciones, porque  lo  que  las  leyes  establecen  para  dar  mas  seguridad  á los  de- 


rechos reales  en  las  cosas  inmuebles,  no  debe  interpretarse  de  modo  que 
las  disminuya,  cuando  nada  dicen  que  restrinja  la  regla  general  de  que  es 
lícito  siempre  á los  particulares  defender  sus  intereses  civiles  por  lodos  los 
medios  legales  que  están  á sus  alcances.  Alinden  Prusia,  donde  al  tratar  de 


esta  materia  se  proclama  la  regla  de  que  la  inscripción  es  mn  negocio  de  or- 
den y de  seguridad  pública,  y se  esponen  los  peligros  que  ¿ la  sociedad  oca- 
siona el  que  sea  dudosa  é incierta  la  propiedad  de  los  bienes  inmuebles,  no 
se  llama  á la  autoridad  en  auxilio  del  cumplimiento  de  la  ley,  sino  cuando  ha 
pasado  un  término  prudencial  bastante  esteuso  para  que  con  holgura  los  in- 
teresados hayan  podido  ejercitar  su  derecho,  y aun  en  este  caso  se  acude  á 
i encordarles  su  deber,  y solo  cuando  se  muestran  sordos  á estas  paternales 
at  vertcncias,  es  cuando  se  apela  á los  medios  de  coacción , y entonces,  para 
no  ( ejar  abandonada  la  causa  del  orden  y de  la  seguridad  pública,  que  son 
'iu  consu  erados  en  la  Ordenanza  de  Federico  11  dada  en  1783,  que  es  la 
que  arregló  su  sistema  hipotecario. 

bwn?Stia  *mes’  CQ  e*  ar^cu^°  (luc  dejamos  comentado,  es  conforme 
u lo  que  rige  generalmente  en  los  demás  Estados.  ' * 
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TEXTO  DE  LA  LEY. 

Art.  7.°  La  inscripción  de 
los  actos  ó contratos  en  que 
se  reserve  cualquier  dere- 
cho (1)  á personas  (2)  que  no 
hayan  sido  parte  en  ellos  (3), 
se  deberá  exigir  por  el  escri- 
bano que  autorice  el  título  (4), 
ó por  la  autoridad  que  lo  es- 
pida (5) , si  no  mediare  aquel 
funcionario  (6),  siempre  que  el 
interés  de  dichas  personas  re- 
sulte del  título  mismo,  ó de 
los  documentos  ó diligencias 
que  se  hayan  tenido  á la  vis- 
ta para  su  espedicion  (7). 

Comentario. 

1.  Cualquier  derecho. — Entiéndanse  estas  palabras  limitadas  á los  í/í?- 
rechos  reales  sobre  cosas  inmuebles,  que  son  los  únicos  de  que  trata  la  Ley 
hipotecaria  , que  ni  se  esliende  á los  derechos  puramente  personales,  ni  á 
los'reales  sobre  cosas  muebles. 

2.  Personas.— Compréndese  aquí  bajo  la  denominación  de  personas, 
no  solo  á los  individuos,  sino  también  á las  corporaciones  que  tienen  la 
consideración  de  personas  jurídicas,  y por  lo  tanto  á la  Administración  , á 
los  establecimientos  de  cualquier  clase  que  pueden  adquirir  ó enagenar 
bienes  inmuebles,  yá  las  sociedades  anónimas  legalmenle  constituidas. 
Creemos  más,  qüe  eu  todos  los  casos  en  que  se  haga  reserva  de  derechos, 
aunque  no  sea  á individuos  determinados,  ni  á corporaciones  capaces  de 
derechos  y obligaciones  en  el  sentido  civil  de  estas  palabras,  deben  cumplir 
los  escribanos  y las  autoridades  con  la  obligación  que  aquí  se  les  impone. 


TEXTO  DEL  REGLAMENTO. 

Art.  12.  Para  asegurar  la  inscripción 
en  el  caso  del  art.  7.°  de  la  Ley , remiti- 
rá directamente  al  registrador , el  escri- 
bano ante  quien  se  otorgue,  ó la  autori- 
dad que  espida  el  título  en  que  se  reser- 
ve el  derecho  de  tercero , los  documen- 
tos necesarios  para  hacer  dicha  inscrip- 
ción. 

El  registrador  en  su  vista  hará  desde 
luego  la  inscripción,  si  el  acto  ó contrato 
no  estuviere  sujeto  á impuesto  , y pro- 
cederá al  cobro  de  sus  honorarios,  en  la 
forma  prevenida  en  el  art.  336  de  la  Ley. 

Si  debiere  pagarse  impuesto,  el  regis- 
trador estenderu  el  asiento  de  presenta- 
ción y suspenderá  la  inscripción , dando 
cuenta  á quien  corresponda  procurar  y 
asegurar  dicho  pago. 

Cuando  el  acto  ó contrato  se  refiera  á 
bienes  que  deban  inscribirse  en  diferen- 
tes registros , el  registrador  lo  remitirá 
al  que  corresponda,  después  de  estender 
el  asiento  que  en  el  suyo  proceda,  según 
lo  prevenido  en  los  dos  párrafos  ante- 
riores. 

Art.  13.  El  Cónsul  español  en  el  es- 
tranjero  que  autorizare  alguno  de  los 
actos  ó contratos  á que  se  refiere  el  ar- 
ticulo anterior  , cumplirá  la  obligación 
que  en  él  se  impone  á los  escribanos. 
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*,<  sucederá  en  el  caso  de  que  fuera  hecha  la  reserva  á favor  de  una  fa.ni- 
lia  ó de  una  persona  desconocida,  como  por  ejemplo,  del  mas  anciano  de 
un  pueblo  llamado  por  la  voluntad  de  un  testador  á un  derecho  real  en  cosa 

inmueble.  „ „ , . 

5 Que  nó  hayan  sido  parte  en  ellos.— Esta  es  la  primera  vez  en  que 

aparece  en  nuestras  leyes  la  obligación  impuesta  á los  escribanos  y á los 
jueces  de  hacer  inscribir  en  los  registros  los  actos  ó contratos  en  que  se  re- 
serva  el  derecho  á terceros  que  no  han  sido  parte  en  ellos ; innovación  que 
por  sí  misma  se  recomienda,  y que  no  creemos  que  tenga  impugnadores. 

Frecuente  es  que  en  las  escrituras  se  deje  salvo  el  derecho  del  tercero, 
que  no  interviene  en  su  otorgamiento  , y que  muchas  veces  hasta  ignora 
su  existencia.  Sirva  de  ejemplo  el  caso  en  que  dos  que  se  supusieran  dueños 
de  una  misma  finca  rústica  para  terminar  sus  diferencias  conviniesen  como 
transacción  en  dividirla,  pero  reconociendo  á favor  de  un  tercero  el  usu- 
fructo que  á su  favor  está  constituido  sobre  toda  la  heredad.  No  es  tam- 
poco infrecuente  que  en  las  sentencias  se  deje  salvo  el  derecho  de  un  ter- 
cero que  no  haya  sido  parte  en  el  litigio.  A estos  intereses  consulta  la  Ley 
en  el  artículo  que  comentamos. 

4.  Exigir  por  el  escribano  que  autorice  el  título.—  Bajo  la  palabra  es- 
cribano  se  comprenden  aquí  todos  los  depositarios  de  la  fé  pública,  cual- 
quiera que  sea  su  denominación.  Así  lo  están  los  notarios  que  con  arre- 
glo á la  nueva  Ley  reemplazarán  á los  escribanos ; así  declara  el  art.  13 
del  Reglamento  copiado  en  la  cabeza  de  este  comentario,  que  los  cónsules 
españoles  en  el  cstranjero  que,  como  queda  dicho  anteriormente  , desem- 
peñan funciones  de  notarios,  están  sujetos  á la  misma  prescripción.  Aun- 
que el  Reglamento  no  lo  digera,  debería  sobreentenderse. 

El  mismo  Reglamento,  en  el  art.  12,  establece  el  modo  de  cumplir  con 
este  deber  los  depositarios  de  la  fé  pública,  que  es  el  inas  natural,  sencillo 
y eficaz,  la  remisión  al  registrador  de  los  documentos  necesarios  para 
hacer  la  inscripción , y adopta  al  propio  tiempo  las  disposiciones  conve- 
nientes a poner  en  armonía  las  disposiciones  que  tienen  un  origen  puramen- 
te ci\il  con  las  fiscales.  Lasóla  lectura  del  texto  que  dejamos  transcrito 
hasta  para  comprenderlas. 

La  Instrucción  sobre  la  manera  de  redactar  los  instrumentos  públicos 
sujetos  á inscripción,  repite  este  precepto,  pero  ampliándolo:  estas  son  sin 
pa  a na^  (a).  «El  escribano  ante  quien  se  otorgue  un  acto  ó contrato  en  que 
^ e ec  are  ó reserve  algún  derecho  real  á favor  de  tercero,  que  podría  ser 
í'jl  . lca  °>  si  no  se  registrase  dicho  documento,  remitirá  directamente 
?T'a-  ^ reS‘stro  correspondiente,  y exigirá  del  registrador 
c a?ienl°  de  presentación,  el  cual  deberá  conservar  para  su 

(a)  Art.  3." 


431 


HE  LA  FORMA  V EFECTOS  DE  LA  INSCRIPCION. 


uresguárdo. » Y añade  después  en  párrafo  separado:  «Este  recibo  será  sufi- 
»cien.e  para  exigir  de  los  otorgantes  el  pago  de  los  derechos  de  la  escriba- 
»nía.»  Ninguna  dificultad  ofrecen  estas  palabras.  Solo  pueden  dar  lugar  á 
una  duda:  ¿deberá  el  escribano  anticipar  el  papel  sellado  necesario  pata  la 
primera  copia  de  la  escritura,  cobrándolo  de  los  interesados  después  que 
tenga  ja  el  recibo  espedido  por  el  registrador?  No  nos  parece  que  puede 
exigirse  esto  del  escribano:  la  suspensión  del  pago  de  los  derechos  de  es- 
cribanía, viene  á ser  una  anticipación  de  trabajo  que  se  comprende  bien 
que  no  cobre  hasta  que  baya  cumplido  por  completo  con  el  deber  que  la  Ley 
le  impone  respecto  á la  primera  copia,  pero  esto  nada  tiene  de  común  con 
la  anticipación  de  dinero  a que  por  ninguna  ley  ni  disposición  especial  se 
halla  obligado:  á los  que  han  sido  parte  en  el  documento,  es  á quienes  en 
nuestro  concepto  corresponde  aprontar  ó pagar  desde  luego  el  papel  sella- 
do correspondiente. 

El  Reglamento  completa  la  disposición*  de  que  aquí  tratamos,  manifes- 
tando las  obligaciones  del  registrador  en  vista  de  los  documentos  que  se  le 
remitan  por  el  escribano.  En  el  artículo  12  que  copiamos  á la  cabeza  de 
este  comentario,  se  hace  distinción  de  los  casos  en  que  baya  que  satisfa- 
cer impuesto  por  el  acto  ó contrato,  y el  en  que  esté  libre  de  él,  y de  cuán- 
do la  linca  ó lincas  que  hayan  de  instribirse  están  en  la  demarcación  del 
registro,  ó cuándo  corresponden  en  otro  diferente.  Son  tan  claras  las  reglas 
que  establece,  que  no  exigen  csplicacion  alguna.  Su  justicia,  conveniencia 
y oportunidad,  no  pueden  ser  desconocidas. 

o.  Autoridad  que  lo  espida. — Alude  aquí  la  Ley  evidentemente  alas 
autoridades  del  orden  judicial,  que  son  las  que  espiden  los  títulos  de  reser- 
va de  derechos  á favor  de  terceras  personas.  Debe  tenerse  en  este  lugar 
presente  lo  que  hemos  dicho  en  el  número  que  precede,  por  ser  aplicable 
aquí  lo  que  allí  espusimos,  tanto  respecto  á las  obligaciones  de  los  registra- 
dores que  reciben  los  documentos,  como  al  abono  del  papel  sellado. 

0.  Si  no  mediare  aquel  funcionario. — No  quieren  decir  estas  palabras 
que  el  escribano  no  haya  intervenido  en  las  diligencias  necesarias  para  es- 
pedir el  título , ni  en  la  providencia  en  que  se  mande  hacer  la  inscripción, 
ni  en  el  despacho  que  se  espida  al  efecto,  porque  en  ninguna  de  estas  co- 
sas deja  de  mediar  un  escribano:  lo  que  aquí  se  dice  es  en  contraposición 
al  caso  en  que  el  escribano  sea  la  única  persona  que  con  carácter  público 
intervenga  en  el  negocio. 

7.  Documentos  ó diligencias  que  se  hayan  tenido  d la  vista  para  su  es- 
pedicion.  —Fíjese  bien  la  atención  en  estas  palabras:  no  es  necesario,  para 
el  efecto  de  lo  que  en  el  artículo  se  ordena,  que  precisamente  en  o)  acto, 
contratoó  providencia  de  que  trata  el  documento,  se  haga  la  reserva  de 
derechos,  sino  que  basta  que  resulte  de  los  documentos  ó diligencias  que  se 
liavan  tenido  presentes  para  su  cspedicion.  Pocas  veces  sucederá,  sin  eiu- 
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««  . 
Largo,  r,uc  los  escribanos  y autoridades  tengan  que  acudir  a tales  aflige.  ** 
, loores  porque  lo  mas  frecuente  sera  que  de  ellos  se  haga  menc  re  Tth 
Ululo  misino  que  haya  de  inscribirse.  Siendo  lo  regular  que  asi  , .riÍK 
„1IC  Ia  utilidad  de  esta  disposición  del  Reglamento  producirá  la  vt  ta,a  de 
ir  un  recuerdo  á las  personas  qne  intervienen  en  esta  clase  de  doeumer' ( ; 
de  que  no  deben  dejar  de  hacer  mención  en  ellos  de  las  reservas  hechas  á ' 
favor  de  tercero  que  aparezcan  en  los  antecedentes  de  los  negocios  acerca 
de  que  verse  el  nuevo  acto,  contrato  ó providencia. 


Hemos  concluido  el  comentario  á las  disposiciones  de  este  artículo:  nada 
hay  nías  en  él  que  exija,  á nuestro  juicio,  llamar  la  atención  de  nuestros 
lectores.  Pero  con  motivo  de  lo  que  prescribe,  han  creído  algunos  que  se 
ha  cometido  una  omisión  importante  de  que  se  hacen  cargo  hasta  con  amar- 
gura. Esta  omisión  consiste  en  no  preceptuarse  á los  depositarios  de  la  fé 
pública,  que  en  todos  los  actos  y contratos  que  ante  ellos  pasen  siendo  de 
los  que  están  sujetos  á inscripción,  se  advierta  á los  interesados  que  de- 
ben llevarlos  al  registro.  Aplaudimos  el  celo  y la  buena  fé  de  esta  observa- 
ción, tanto  inas  digna  de  ser  considerada,  cuanto  que  se  funda  en  nuestros 
precedentes  legislativos.  En  efecto,  por  auto  acordado  del  Consejo  de  Casti- 
lla (a)  se  ordenó,  que  en  los  títulos  de  registros  de  censos  que  se  despacha- 
ran , se  digera  que  los  escribanos  tomaran  razón  y registraran  lodos  los 
censos  que  se  otorgasen.  Masestenso  fué  lo  que  en  el  particular  ordenó  la 
pragmática  del  Sr.  D.  Carlos  III  ( b ) al  prescribir  que  lodos  los  escribanos 
debían  espresar  en  los  documentos  sujetos  á inscripción,  que  se  había  de 
tomar  razón  dentro  del  preciso  termino  de  seis  dias,  si  se  otorgaban  en  la 
capital,  y dentro  de  un  mes,  si  fuera  en  pueblo  del  partido,  estableciendo 
al  efecto  penas  que  nadie  podrá  graduar  de  benignas.-  Así  ha  venido  en 
práctica  esta  advertencia  hasta  el  Real  decreto  de  26  de  noviembre 
de  1852,  el  cual  continuándola,  ordenó  que  los  escribanos  que  autorizaran 
documentos  sujetos  al  registro,  no  solo  espresasen  en  el  pié  de  ellos  la  nu- 
lidad de  los  actos  y contratos  que  no  se  registrasen,  sino  también  el 
plazo  en  que  debía  ejecutarse,  y que  así  de  palabra  se  había  hecho  saber  á 
los  interesados  (c),  y conminó  con  severas  correcciones  á los  escribanos  que 
no  lo  cumplieran  (d).  No  puede  por  lo  tanto  negarse  que  son  oportunos  los 
antecedentes  que  invocan  los  que  echan  de  menos  en  la  Ley  la  conserva- 
non  de  una  medida  análoga  á la  adoptada  en  nuestro  derecho  anterior,  y 
que  íabia  penetrado  en  él  en  virtud  de  la  esperiencia.- 
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Los  que  opinan  en  el  sentido  deque  la  Ley  debería  haber  impuesto  de 
nuevo-esta  obligación  á los  depositarios  de  la  fé  pública,  no  sostienen  en 
verdad  que  convendría  reproducir  las  disposiciones  pasadas  en  los  tér- 
minos en  que  se  dictaron:  demasiado  ilustrados  para  conocer  que  esto  no 
cabe  en  las  condiciones  de  la  Ley  hipotecaria , porque  ni  la  obligación  de 
registrar  bajo  pena  de  nulidad  , ni  la  fijación  de  término  dentro  del  cual 
necesai ¡ámente  se  baga  la  inscripción,  se  avienen  con  su  sistema,  querrían 
solo  que  por  Ley  estuviera  establecido  que  advirtieran  los  escribanos  é in- 
sertaran en  las  escrituras  el  peligro  á que  se  esponen  los  que  no  inscriben, 
esto  es,  á que  sus  títulos  no  tengan  fuerza  contra  tercero  que  haya  adqui- 
rido el  dominio  ú otro  derecho  real,  sin  tener  en  cuenta  el  contrato  que  no 
estaba  inscrito  cuando  él  cuidó  de  inscribir  el  suyo.  Piden  así  únicamente 
que  la  Ley  dando  mayor  importancia  y estabilidad  á sus  deseos,  hubiera  dis- 
puesto lo  que  después  se  ha  ordenado  en  disposiciones  reglamentarias. 

Ningún  inconveniente  hubiera  habido  para  ello  , aunque  es  necesario 
conocer  que  faltan  los  motivos  principales  que  lo  aconsejaron  en  los  tiempos 
anteriores.  En  efecto,  ahora,  ni  la  inscripción  es  necesaria,  ni  hay  un 
término  perentorio  y corto  para  hacerla,  sirio  que  en  cualquier  tiempo  en 
que  se  presente  el  documento  en  el  registro,  puede  verificarse , ni  está  en- 
lazado el  registro  á lá  recaudación  del  impuesto  de  hipotecas  con  los  es- 
trechos vínculos  que  antes  los  unian.  No  existen  las  razones  especiales  que 
en  sus  tiempos  motivaron  la  advertencia  ; puede  decirse  que  esta  materia 
ha  vuelto  á entrar  en  las  condiciones  de  la  ley  común , y que  por  lo  tanto, 
el  principio  general  de  que  la  ley  ha  llegado  á noticia  de  todos  y que  no 
puede  alegarse  su  ignorancia,  la  alcanza  por  completo.  En  los  tiempos  en 
que  el  establecimiento  de  los  registros  estaba  en  la  infancia,  esas  adverten- 
cias eran  mas  útiles  que  lo  son  hoy,  cuando  nadie  ignora  que  los  derechos 
reales  en  cosas  inmuebles  están  sujetos  á inscripción:  las  antiguas  leyes,  y 
sobre  todo  las  fiscales  se  lo  han  ensenado  sobradamente:  los  que  dejan  de 
inscribir  no  es  por  ignorancia,  es,  ó por  descuido,  ó por  malicia  para  bur- 
lar el  impuesto,  que  es  el  enemigo  mayor  del  nuevo  sistema  hipotecario, 
como  lo  ha  sido  del  antiguo. 

Espuestas  quedan  las  razones  que  pudo  haber  para  que  no  obligara  la 
Ley  á los  escribanos  á hacer  presente  á las  partes  en  un  acto  ó contrato 
los  peligros  á que  los  espone  la  falta  de  inscripción.  Peio  aunque  no  es 
necesario , tampoco  podría  ser  rechazado  como  perjudicial.  Por  esto  el 
Reglamento,  queriendo  satisfacer  un  deseo  bastante  general  y dar  una 
prueba  de  que  hacia  cuanto  era  posible  para  prolejer  todos  los  derechos 
reales , defendiendo  á los  que  los  tuvieran  hasta  contra  la  ignorancia  del 
derecho,  que  no  liberta  á nadie  de  los  efectos  de  las  leyes,  ordena  en  su  ar- 
tículo 555 , como  después  lo  hace  el  4.°  de  la  Instrucción  sobre  la  mane- 
nera  de  redactar  los  instrumentos  públicos  sujetos  á inscripción  que  los  es- 

sa 
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críbanos  ha-an  la  advertencia  á los  contrayentes.  De  estos  artículos  nos 

haremos  cargo  al  tratar  del  396  de  la  Ley. 

Tienen  también  los  escribanos  él  deber  de  advertir  en  los  documen- 
tos que  ante  ellos  pasan,  la  obligación  que  les  imponen  las  disposiciones 
fiscales  (a)  de  enterar  á los  interesados  del  plazo  de  ocho  dias  contados 
desde  el  siguiente  inclusive  al  de  la  presentación  del  documento  en  el  re- 
gistro, dentro  del  cual  han  de  verificar  el  pago  de  los  derechos  de  hipote- 
cas que  hayan  adeudado  ( b ).  Ninguna  innovación  ha  habido  acerca  de  este 
punto,  según  en  otro  lugar  hemos  indicado  (c) , como  tampoco  acerca  de  la 
penalidad  en  que  incurre  el  escribano  que  deja  de  hacer  constar  al  pié  del 
documento  la  advertencia,  cuya  omisión  se  corrige  con  la  multa  de  doscicn-. 
tos  reales  por  la  primera  vez  , y de  quinientos  en  cada  caso  de  reinciden- 
cia [d).  Quedan  espuestas  antes  de  ahora  (<?)  la  conveniencia,  y aun  la  necesi- 
dad que  hay  de  armonizar  en  este  punto  las  leyes  fiscales  con  la  hipotecaria. 


LEGISLACION  ANTERIOR  Á LA  LEY  HIPOTECARIA. 


Memos  ya  espuesto  en  el  comentario,  que  ninguna  disposición  hay  en  nuestras 
leyes  que  corresponda  exactamente  al  artículo  que  dejamos  comentado.  Las  que 
se  refieren  á la  obligación  impuesta  á los  escribanos  de  advertir  á los  interesados 
la  necesidad  de  la  inscripción  en  un  plazo  perentorio , nada  tienen  de  común  con 
un  artículo  que  solo  trata  de  protejer  los  derechos  del  tercero,  que  no  es  parte  en 
el  acto  ó contrato  en  que  realmente  se  halla  interesado. 


LEGISLACION  ESTRANJERA. 


Baviera — Ley  de  l de  junio  de  1822. — 99 2.°  Si  en  el  caso  de 

enagenacion  el  acreedor  se  reservare  algún  derecho,  ó una  renta  vitalicia,  ó si  no 
se  hubiere  pagado  el  precio  por  completo  y constare  esto  por  los  títulos  presenta- 
dos, la  Cámara  hipotecaria  inscribirá  de  oficio  estas  cargas. 

104.  (Véanse  los  núms.  5.°  y 6.°  de  este  artículo  en  la  página  420  de  este 
tomo.) 

Baviera  del  Rhin. — Proyecto  de  Ley  hipotecaria  de  24  de  abril  de  1331. — 
4.°  El  notario  redactor  de  alguno  de  los  actos  mencionados  en  el  art.  l.°,  está 
obligado  ba  jo  su  responsabilidad  personal  á presentar  sin  dilación  el  documento  de 
la  inscripción  en  la  Cámara  de  Hacienda  correspondiente  al  territorio  en  que  se 
hallen  situados  los  inmuebles.  * 

Cerdena.  Código  civil. — Art.  2256.  El  notario,  secretario  ó funcionario  que 
inbiere  autorizado  cualquiera  de  los  actos  mencionados  en  los  arts.  2226,  2227  y 
2'-28,  deberá  en  el  término  fijado  por  dichos  artículos  y bajo  las  penas  que  en 


^ ' e Real  decreto  de  26  de  noviembre  de  1852. 
ni1-  mismo  Real  decreto. 
aw%«Í8i  X 249  esle  torno. 

Páaa  L?eI?5ndo  Real  decreto  de  26  de  noviembre  de  1852. 
™gs.  248  y 249  antes  citadas. 
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dios se  establecen,  presentar  al  encargado  del  registro  las  notas  prescritas  firma- 
das y certificadas  por  él,  con  indicación  de  la  insinuación  que  hubiere  sido  hecha 
del  mismo  acto. 

Do»  Sicilia».  Código  civil.—  Art.  1299.  (Véase  este  artículo  en  la  pág.  426.) 

Estado»  Romanos  —Reglamento  legislativo  y judicial  de  10  de  noviembre 
de  1834.  Art.  186.  (Véase  este  artículo  en  la  página  420  de  este  tomo.) 

Francia  .—Código  Napoleón.— Art.  2108.  (Véase  la  página  426.) 

Ginebra.-- Proyecto  de  ley  de  diciembre  de  1827.— 86.  Cuando  resulte  de  un 
acto  de  donación,  de  venta , partición  ó permuta  presentado  en  el  registro  para 
inscribir  la  traslación  de  pi  opiedad,  que  el  nuevo  propietario  es  deudor  por  cai  - 
gas ó precio  que  haya  de  devolver , de  cantidades  determinadas  y líquidas  que 
consten  en  el  título , el  conservador  hará  de  oficio  la  inscripción  de  dichas  canti- 
dades á favor  del  donante,  vendedor,  compartícipe  ó co-permutante,  á no  ser  que 
en  el  título  traslativo  de  la  propiedad  haya  una  dispensa  espresa  respecto  á este 
punto. 

Prusía. — Ordenanza  de  20  de  diciembre  de  1783. — Tít.  20,  scc.  2 a — Art.  70. 
Si  en  los  documentos  en  virtud  de  los  que  se  inscribe  el  título  de  posesión,  cual- 
quiera que  sea  el  traslativo  de  la  propiedad,  hay  disposiciones  accesorias  según  las 
cuales  adquiera  un  derecho  real  sobre  un  inmueble  alguno  de  los  interesados  ó un 
tercero  como  los  pactos  de  retro-venta,  adición  in  diem , de  ley  comisoria,  de- 
rechos de  propiedad  reservados  ó hipotecarios,  ó cantidades  á pagar  en  época  de- 
terminada, se  procederá  con  arreglo  al  artículo  que  sigue. 

80.  Estas  disposiciones  accesorias  restringen  la  propiedad  y el  derecho  de  dis- 
poner de  un  inmueble,  y cuando  sean  registrables  se  inscribirán  de  oficio  por  el 
tribunal,  previo  examen  del  título  de  posesión. 

Sección  3.a— Art.  124.  Las  cargas  reales  ó las  restricciones  de  la  propiedad  de 
que  tenga  conocimiento  el  juez  por  los  títulos  presentados,  se  inscribirán  de  oficio 
con  arreglo  al  art.  80. 

125.  Mas  si  estas  cargas  ó restricciones  dimanan  de  un  acto  particular,  sola- 
mente á los  interesados  corresponde  hacer  la  inscripción. 

Soleur  e— Código  civil.— Art.  932.  El  notario  municipal  está  obligado  á ins- 
cribir de  oficio  todos  los  cambios  de  posesión  que  tengan  lugar  con  su  intervención, 
ó que  hayan  sido  indicados  por  otros  notarios  municipales. 

Diferencias  notables  se  observan  en  los  pocos  Estados  estranjeros  que 
hacen  mención  de  la  inscripción  de  oficio.  Al  paso  que  en  algunos,  como 
sucede  en  Baviera  del  Uhin,  Cerdeña  y en  el  Cantón  suizo  de  Soleure,  los 
notarios  deben  llevar  por  regla  general  al  registro  ó los  documentos,  ó 
las  notas  de  los  documentos  que  ante  ellos  pasan,  en  otros,  como  sucede 
en  las  Dos  Sicilias,  en  los  Estados  Romanos  y Francia,  cuando  el  adqui- 
rente  registra  su  derecho  yen  el  documento  aparecen  reservas  ú obligacio- 
nes contraidas  á favor  del  transmitente  y se  inscribe  á favor  de  aquel, 
se  hace  también  en  beneficio  de  éste  la  inscripción.  En  otros,  como  sucede, 
en  Baviera  y en  Prusia,  se  atiende  de  oficio  á la  inscripción  de  los  derechos 
favorables  ü un  tercero  que  no  ha  sido  parte  en  el  acto  ó contrato  que 
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sf>  inscribe.  Este  último  ejemplo  es  el  que  ha  seguido  uueslra  Ley  hipóte, 
c¡  ia  al  imponer  á los  escribanos  y á los  jueces  la  obligación  de  exigir  la 
inscripción  de  los  actos  ó contratos  en  que  se  hayan  reservado  derechos  á 
persona  que  no  haya  sido  parte  en  ellos. 


TEXTO  DE  LA  «LEY. 

Art.  8.°  Cada  una  de  las 
fincas  que  se  inscriban  por 
primera  vez  en  los  nuevos 
registros , se  señalará  con 
número  diferente  y correla- 
tivo (1). 

Las  inscripciones  correspon- 
dientes á cada  finca  se  seña- 
larán con  otra  numeración  cor- 
relativa y especial  (2). 


TEXTO  DEL  REGLAMENTO. 

Art.  19.  Para  enumerar  las  fincas 
que  se  inscriban  conforme  á lo  dispuesto 
en  el  art.  8.°  de  la  Ley  , se  señalará  con 
el  número  uno  la  primera,  cuyo  dominio 
se  inscriba  en  los  nuevos  registros , y 
con  los  números  siguientes , por  orden 
rigoroso  de  fechas,  las  que  sucesivamen- 
te se  vayan  inscribiendo  en  los  mismos 
términos. 

Art.  23.  Las  inscripciones  relativas  á 
cada  finca  se  numerarán  también  por  el 
orden  en  que  se  hicieren. 

Las  inscripciones  de  hipotecas  que  de- 
ben hacerse  en  su  registro  especial , se 
indicarán  en  el  de  la  propiedad,  en  la 
finca  respectiva,  con  el  número  que  les 
corresponda  en  el  mismo,  y en  seguida 
se  dirá «Inscripción  hipotecaria  núme- 
ro  (el  que  tuviere  en  el  registro  de 

las  hipotecas  por  orden  de  fechas ) to- 
mo  folio » 

Art.  24.  Cuando  se  divida  una  finca 
señalada  en  el  registro  con  su  número 
correspondiente,  se  inscribirá  con  nú- 
mero diferente,  la  parte  que  se  separe  á 
favor  del  nuevo  dueño;  pero  haciéndose 
breve  mención  de  esta  circunstancia  al 
margen  de  la  inscripción  antigua  y refi- 
riéndose á la  nueva. 

Cuando  se  reúnan  dos  fincas  para  for- 
mar una  sola  , se  inscribirá  esta  con  un 
nuevo  número,  haciéndose  mención  de 
ello  al  margen  de  cada  una  de  las  ins- 
cripciones anteriores  relativas  al  dominio 
de  las  fincas  que  se  reúnan.  En  la  nueva 
inscripción  se  hará  también  referencia 
de  dichas  inscripciones,  asi  como  de  los 
gravámenes  que  las  mismas  fincas  reuni- 
das tuvieren  con  anterioridad. 


ConieiitnBÚo. 

dar  C°n  >l^me)0  difewnte  y correlativo. — El  precepto  de  la  Ley  es  tan 
pn  rm'p^UCf D0^UeCfS*ta  eáP*'cac‘on  alguna.  No  es  menos  evidente. el  motivo 
se  un  a.  A pesar  de  que  esto  no  se  practicaba  antes,  nadie  pondrá 
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en  duda  que  la  Ley,  con  esta  prescripción,  se  ha  propuesto  que  el  número 
de  cada  linca  sea  en  el  regís! ro  una  especie  de  nombre  propio  por  el  que  se 
distinga  de  las  otras.  Esta  numeración,  además,  facilitará  todas  las  ins- 
cripciones que  respecto  á la  misma  finca  haya  que  hacer  en  lo  sucesivo 
y que  sean  consultadas  por  los  que  tengan  derecho  para  ello. 

El  Proyecto  de  Código  civil,  que  por  su  índole  no  debia  detenerse  en 
pormenores  que  caben  muy  bien  en  una  ley  especial,  no  descendió  al  orden 
numeral  de  las  fincas  é inscripciones,  ni  aun  á indicarlo:  contentóse,  como 
á la  naturaleza  de  la  obra  convenia,  con  proclamar  el  principio  de  que  de- 
bían los  registros  estar  organizados  de  modo  que  aparecieran  el  verdadero 
estado  de  la  propiedad  y las  incapacidades  sujetas  á inscripción,  dejando 
á los  reglamentos  la  manera  de  realizarlo  y de  completar  el  pensamiento. 
Dice  en  uno  de  sus  artículos  (a).  «Todas  las  inscripciones  que  sucesivamen- 
te se  hicieren  y que  afecten  unos  mismos  bienes  , se  ordenarán  de  modo 
«que  en  cada  una  de  ellas  se  encuentre  la  guía  para  instruirse  de  todos  y 
» venir  en  conocimiento,  así  del  actual  propietario,  como  de  lasincapaci- 
idadcs  previstas  en  el  artículo  1829,  y de  todos  los  gravámenes  existen- 
iles.  Los  reglamentos  fijarán  la  forma  en  que  esto  debe  cumplirse,  con 
«sujeción  á lo  que  se  previene  en  el  presente  capítulo.» 

No  es  menos  claro  que  el  artículo  de  la  Ley  que  comentamos,  el  19  del 
Reglamento,  que  prácticamente  señala  el  modo  de  ejecutar  lo  que  aquel  es- 
tablece. Llaman  la  atención  en  él  las  palabras  por  orden  rigoroso  de  fechas, 
en  que  alguno  ha  creído  encontrar  confusión  en  lugar  de  la  claridad  tan 
necesaria  en  todo  lo  que  se  refiere  á- leyes  complicadas  que  no  dejan  de 
presentar  dificultades  cuando  se  plantea  su  ejecución.  Mas  leido  con  deten- 
ción el  artículo,  se  comprende  fácilmente  que  el  objeto  de  las  palabras  de 
que  aquí  tratamos,  es  evitar  la  interpretación  errónea  que  tal  vez  Ies 
dieran  algunos , creyendo  que  el  orden  numeral  de  las  inscripciones  de- 
biera ser  el  de  la  antigüedad  de  su  presentación,  y no  el  de  la  fecha  del 
dia  en  que  realmente  se  hace  la  inscripción.  Esta  es  solamente  una  regla 
de  método  que  ni  aumenta  ni  disminuye  el  derecho  de  los  interesados, 
porque  con  arreglo  al  art.  28  de  la  Ley,  se  considera  como  fecha  de  las  ins- 
cripciones para  todos  los  efectos  que  deben  producir  la  del  asiento  de  pre- 
sentación que  há  de  constar  en  la  inscripción  misma.  .Mas  era  necesario  no 
detener,  á pretesto  de  títulos  presentados , que  llegarán  ó no  á ser  inscrip- 
ción, la  de  títulos  que  no  ofrecieran  dificultad  alguna,  en  daño  del  interesa- 
do, que  siempre  esperimentaría  perjuicios,  aunque  solo  fuese  por  el  retra- 
so indebido  en  el  despacho  de  sus  negocios  en  el  registro. 

En  el  Reglamento  (o)  se  han  comprendido  además  dos  disposicio- 
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importantes  que  se  refieren  á los  casos  en  que  una  finca  se  divida  4 
me  d^dos  se  haga  una  sola,  evitando  de  este  modo  que  nazcan  prácticas 
di  crontes'  que  se  desconozca  el  espíritu  de  la  Ley  que  se  introduzca  con- 
fi,sion  en  ¡a  designación  de  las  fincas,  y que  se  pierda  u obscurezca  su  histo- 
ria nue  tanta  importancia  tiene  para  la  seguridad  del  dominio  y de  los  de- 
rechos  en  la  cosa  inmueble.  Las  reglas  que  al  efecto  establece,  son  las  mas 
naturales,  las  que  mas  fácilmente  ocurren  á la  imaginación  y á nuestro  jui- 


cio las  mejores.  , 

Al  dividirse  la  linca,  una  de  sus  parles  conserva  el  numero  que  tema 

en  el  registro,  es  decir,  el  correspondiente  antes á toda  ella,  pero  al  mar- 
gen de  la  inscripción  antigua  se  hace  constar  sucintamente  esta  circuns- 
tancia, refiriéndose  á ¿a  nueva  inscripción:  á ésta  se  le  dá  el  número 
que  por  su  órden  le  corresponda,  haciéndose  también  á su  vez  referencia  á 
la  antigua.  Así  quedará  esplicada  perfectamente  en  ambas  inscripciones  la 
alteración  verificada. 

Si  se  hubiera  adoptado  para  el  caso  en  que  de  dos  fincas  se  hiciera  una 
la  regla  que  parece  mas  análoga  á la  anterior,  esto  es,  que  la  finca  formada 
lomara  el  número  de  una  de  las  dos  que  la  componen,  podría  resultar  con- 
fusión en  el  registro  ; por  esto  sin  duda  ha  parecido  preferible  señalarle  un 
número  nuevo  por  el  que  sea  conocida  en  lo  sucesivo.  De  esto,  como  añade 
el  Reglamento,  se  hará  mención  en  el  margen  de  cada  una  de  las  inscrip- 
ciones anteriores,  relativas  á las  lincas  que  se  reúnan,  lo  que  también 
tiene  por  objeto  la  claridad,  y que  aparezca  que  la  antigua  finca,  tal  como 
era,  dejó  de  existir,  y que  su  historia  posterior  debe  buscarse  en  otra  par- 
te diferente  del  registro. 

En  todos  estos  puntos  queda  cumplido  el  objeto  de  la  Ley,  siempre  que 
con  claridad  , y de  modo  que  fácilmente  pueda  conocerse  el  estado  de  la 
propiedad , aparezca  la  genealogía  de  la  finca  y esté  anlazada  con  la  histo- 
ria de  aquella  de  que  fué  parle  ó de  aquellas  que  la  formaron.  Toda  combi- 
nación que  conduzca  á este  resultado,  es  aceptable.  Por  esto  lo  es  á nues- 
tro juicio  la  elegida,  sin  que  desconozcamos  que  dentro  del  sistema  de  la 
Ley  cabía  también  la  adopción  de  otras  reglas  parecidas  á las  que  obtuvie- 
ron la  preferencia. 


Las  disposiciones  que  anteceden,  suponen  necesariamente  que  las  ser- 
vidumbres v las  demás  cargas  reales  que  afectan  á la  antigua  heredad  que 
se,  ía  subdividido,  ó alas  que  han  formado  la  nueva,  deben  ser  respetadas, 
por  o tanto  inscritas.  Así  lo  dice  el  Reglamento  en  su  artículo  24  con  re- 

niiñ°t  1 r*5  *'[Jcas  leunidas,  pero  por  igualdad  de  razón,  debe  entenderse 
íliv;  “ an.c'e  ser  rcspctados  los  gravámenes  de  la  finca  que  se  sub- 
ía (inp  ’ 1 'uanccien(  0 011  antigua  inscripción,  v haciéndolo  constar  en 
la  <[iie  de  nuevo  se  abre.  J 


e.to  el  Reglamento  se  sujeta  al  derecho  común.,  que  en  el  silon- 
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ció  de  la  Lev  hipotecaria  dehe  ser  guardado,  y al  principio  general,  según 
el  cual  todos  los  derechos  adquiridos  legítimamente  son  respetados. 

No  nos  haremos  cargo  aquí  de  fas  hipotecas  constituidas  con  posteriori- 
dad á la  Lev  hipotecaria,  porque  hay  artículos  especiales  que  se  refieren  á 
ellas,  y no  debemos  alterar  el  orden  que  hemos  adoptado  (a);  ni  tampoco  de 
la  división  de  las  hipotecas  y censos  existentes  antes  de  la  Ley,  porque  para 
ello  hay  otras  reglas  minuciosamente  escritas  ( b ),  que  facilitan  el  transito 
del  antiguo  al  nuevo  sistema  hipotecario , y tienen  estas  materias  , por  lo 
tanto,  lugar  oportuno  para  ser  examinadas:  aquí  nos  debemos  limitar  á la 
suerte  de  las  servidumbres  cuando  los  predios  se  dividen  ó se  unen,  y á los 
censos  que,  llevada  á ejecución  la  Ley,  puedan  constituirse. 

Empezando  por  las  servidumbres  prediales,  por  esa  parte  integrante  de 
la  finca,  de  la  que  dice  Celso  que  es  el  mismo  prédio,  tal  como  existe  con 
sus  condiciones  de  bondad,  de  salubridad  y de  estension  (c),  debe  tenerse 
en  cuenta  que  son  indivisibles.  Así  lo  escribió  el  jurisconsulto  Pomponio  con 
la  concisa  frase  su  uso  es  indivisible  (d);  así  lo  repitieron  casi  con  la  misma 
formúlalas  leyes  de  Partida,  diciendo  la  servidumbre  non  se  puede  partir  (c), 
y el  Proyecto  de  Código  civil , haciéndose  eco  de  este  principio  general , y 
adoptando  la  forma  misma  del  Derecho  romano  copiada  y admitida  sin  con- 
tradicción en  los  Códigos  modernos  de  las  demás  naciones  , repitió  una  vez 
mas  las  servidumbres  son  indivisibles  (f).  Esta  regla  es  inflexible:  nada  im- 
porta que  el  prédio  dominante  ó sirviente  muden  de  señor,  y que  se  repar- 
tan en  cien  manos  en  lugar  de  estar  en  las  de  un  solo  dueño,  porque  cada 
uno  de  los  que  lo  sean  del  prédio  dominante  se  aprovechará  de  toda  la  ser- 
vidumbre, como  cada  uno  de  los  del  prédio  sirviente  tendrá  que  tolerarla, 
aunque  por  la  división  que  hayan  hecho  de  la  finca  no  haya  condominio. 
Aplicando  esta  doctrina  al  caso  propuesto,  tendrémos  que  cada  una  de 
las  fincas  nuevas  quedará  gravada  con  la  servidumbre  á que  estaba  afecta 
la  antigua,  que  esta  afección  deberá  constar  en  la  titulación  nueva  de 
ellas,  y por  lo  tanto  también  en  el  registro.  Pero  entiéndase  esto  en  el 
caso  de  que  la  servidumbre  gravara  por  igual  á toda  la  finca  antigua;  por- 
que si  no  fuera  así , v estuviese  circunscrita  á una  parte  determinada  de 
ella  , entonces  solo  continuaría  en  la  finca  nueva  sobre  cuyo  terreno  gravi- 
taba, y en  los  términos  á que  antes  estaba  limitada.  \ que  las  servidum- 
bres pueden  constituirse  con  esta  modificación,  es  indudable,  porque , como 
dice  una  ley  del  Digesto,  la  servidumbre  puede  constituirse  en  parte  de  un 

(o)  Arts.  123  al  12o. 

(b)  Arts.  383  al  388.  - 

(c  Ley  86,  tít.  XVI,  lib.  L riel  Digesto:  ¿Quid  cmrn  ahud  sunt  jura  pra-diorum 
quam  ipsa  prtedia  qualiter  se  babentia,  ut  bonitas,  salubritas,  amplitiulo? 

(dj  Ley  17,  tít.  I,  lib.  VIH  del  Digesto:  Usus  eorum  indivisus  est. 

(e)  Ley  9.a,  tít.  XXXI  de  la  Partida  III. 

(f)  Art.  481. 
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fundo  solamente  (a),  doctrina  que  debe  considerarse  como  una  max.ma  de 
derecho  universal  admitida  sin  contradicción  entre  nosotros  como  en  todos 
los  pueblos  que  han  fundado  su  derecho  civil  sobre  la  ancha  base  del  ro- 


mano. 


Y esta  misma  regla  nos  sirve  para  resolver  el  caso  de  que  se  unan  dos 
(incas  de  las  cuales  una  tenga  contra  sí  servidumbre  y otra  no,  ó de  que 
ambas’  tengan  servidumbres  diferentes  , porque  como,  según  queda  dicho, 
puede  la  servidumbre  gravar  una  parle  determinada  de  la  propiedad , es 
claro  que  cada  parte  de  la  nueva  finca  estará  en  las  mismas  condiciones  de 
libertad  ó de  servidumbre  en  que  se  hallaba  antes  de  la  reunión,  y que  ni 
los  derechos  del  predio  dominante  ni  los  del  sirviente  cambiarán  de  condi- 
ción, debiendo  espresarse  en  el  registro  con  toda  claridad  para  que  no  apa- 
rezca gravada  la  parte  libre  de  la  finca  nueva.  Nada  mas  puede  pedir  con 
justiciad  dueño  del  prédio  dominante,  porque  conserva  íntegramente  todo 
el  derecho  que  tenia. 

Esta  última  razón  es  aplicable  á las  servidumbres  personales;  adheridas 
á la  finca , y á cada  parte  de  la  finca  en  que  están  constituidas , del  mismo 
modo  que  no  se  pierden,  ni  disminuyen  por  la  división  de  ella  , tampoco  se 
aumentan  con  la  mayor  estension  que  reciben  por  la  agregación  de  otras 
fincas.  Estas  separaciones , como  hechos  ajenos  al  que  tiene  á su  favor  la 
servidumbre,  no  pueden  empeorar  su  condición,  á lo  que  es  consiguiente 
que  tampoco  la  mejoren  las  agregaciones,  porque  de  otro  modo  habria  una 
desigualdad  injustificable. 

Lo  que  hemos  dicho  de  las  servidumbres,  es  aplicable  á los  censos  que 
en  adelante  se  constituyan,  que  es  de  los  que  aquí  tratamos,  y á las 
demás  cargas  reales  que  graviten  sobre  las  fincas,  porque  concurre  la  mis- 
ma razón  de  justicia,  y puede  agregarse  respecto  de  ellas  y especialmente 
de  los  censos,  que  se  consideran  como  servidumbres  impuestas  sobre  la 
finca  en  que  se  han  constituido,  y que  en  los  efectos  frecuentemente  se 
equiparan. 

2.  Otra  numeración  correlativa  y especial. — Las  mismas  consideracio- 
nes que  aconsejan  esta  medida  respecto  á las  fincas,  hay  para  hacerla  es- 
tensiva  á las  inscripciones.  Es  una  cuestión  de  orden  y método  que  no 
puede  encontrar  impugnadores.  El  Reglamento  oportunamente  establece 
en  el  art.  23,  que  es  uno  de  los*  que  se  hallan  copiados  al  frente  de  este 
(lue  *as  inscripciones  de  hipotecas  que  deben  hacerse  en  su 
iCpisüo  especial,  se  indiquen  en  el  de  la  propiedad  con  el  número  que  les 
corresponda  en  el  mismo.  De  otro  modo  seria  incompleto  el  registro  de  la 

™?!e<  a ’ ^ npnieccrian  en  él  como  libres  (incas  que  estuvieran  afectas  á 
gravámenes  tal  vez  considerables. 

mi  Hi  qtiini  **orisi  i t íi  ¡ ^ niíí(lst0r  vd  certam  partem  fundí  ser  vi  tus  lám 
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NTo  ha  dejado  esta  disposición  de  ser  motivo  de  especial  examen  en- 
tre los  que  han  hecho  estudio  mas  profundo  de  la  Ley,  y que  han  descen- 
dido hasta  pormenores  que  para  muchos  pasan  naturalmente  sin  lijar  la 
atención.  Daudo  por  supuesto  que  las  palabras  número  que  les  corresponda 
en  el  mismo  aluden  al  registro  de  la  propiedad,  en  lo  que  no  cabe  duda,  tan- 
to atendida  la  estructura  de  todo  el  artículo , como  la  fórmula  que  presenta 
por  modelo,  han  estrañado  que  se  exigiera  una  inscripción  en  el  registro  de 
la  propiedad  para  lo  que  en  su  concepto  bastaría  una  nota  marginal  de  re- 
ferencia al  de  hipotecas,  como  hace  la  Lev  [a)  respecto  al  cumplimiento  de 
las  condicionos  suspensivas,  rescisorias  ó resolutorias  de  los  actos  ó contra- 
tos inscritos  cuando  se  consuma  la  adquisición  del  derecho.  Mas  á poco  que 
se  medite,  se  conocerá  la  diferencia  de  casos : el  cumplimiento  de  la  condi- 
ción en  el  caso  propuesto,  debe  ser  el  complemento  de  la  inscripción,  que 
ya  cambia  la  esperanza  en  derecho , ya  hace  irrevocables  el  dominio  ó dere- 
cho que  antes  no  lo  eran : puede  decirse  que  el  contrato  y el  cumplimiento 
de  la  condición  forman  un  solo  todo,  que  éste  viene  á fijar  definitivamente 
los  efectos  de  aquel,  ya  dando  vida  al  derecho,  ya  resolviéndolo,  siendo 
así  el  cumplimiento  de  la  condición  solo  un  incidente  del  contrato  inscrito. 
No  tienen  relación  tan  íntima  las  inscripciones  de  la  propiedad  y de  la  hi- 
poteca: no  puede  considerarse  esta  como  complemento  de  aquella,  á lo  que 
se  agrega,  que  aun  sin  tal  consideración,  que'  no  deja  á nuestro  juicio  de 
tener  fuerza,  la  importancia  que  la  Ley  dá  á la  hipoteca,  bien  merece  que 
se  le  señale  un  lugar  entre  las  inscripciones  en  el  libro  de  la  propiedad. 

/ 

LEGISLACION  ESTRANJERA  (6). 


Lnbeck  (Cicdad  libre  de ).—Ley  de  hipotecas  de  6 de  junio  de  1818.-— 12.  Los 
edificios  serán  inscriptos  con  los  mismos  números  que  los  que  tengan  en  la  Caja  de 
Seguros  contra  incendios.  Este  mismo  número  se  conservará  si  los  edificios  se  di- 
viden, ó si  varios  de  ellos  llegan  á formar  uno  solo. 

Mecklemburgo-Schwerin-Strelitz  (TERRITORIO  de).— Ley  de  hipotecas  de  1830. 

— Art.  5.°  Las  heredades  serán  inscritas  con  todas  las  designaciones  necesarias 

para  conocerlas  particularmente,  con  indicación  del  número  délos  iegistiosdc  la 

ciudad  y de  los  campos  en  la  primera  página.  , 

Prusia .—Ordenanza  de  20  de  diciembre  de  1783.— 8.°  Se  designara  en  el 

registro  una  página  especial  para  cada  heredad.  , 

9.°  La  inscripción  debe  tener  lugar  por  orden  de  números  sin  interrupción, 

desde  el  primer  fundo  situado  en  el  distrito  hasta  el  último. 

[b]  Nada1  décimos  de  la  legislación  española  anterior  á la  Ley  hipotecaria, 
porque,  como  hemos  espuestoen  el  comentario,  la  numeración  propia  y correla- 
tiva de  las  fincas  y de  las  inscripciones  es  nueva  entre  nosotros. 

tomo  i. 
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10.  En  los  círculos  cstensos  ó subdivisiones  existentes  con  números  distintos 

no  se  liará  novedad.  , , , , . . , , , 

i i En  las  ciudes  y aldeas  donde  no  se  ha  hecho  aun  la  designación  de  hereda- 
des ñor  números,  se  deja  su  designación  al  cuidado  de  los  magistrados  y jueces. 

42  I as  dependencias  y las  servidumbres  que  pertenezcan  á fincas  principales 
determinadas,  y que  sean  poseídas  conjuntamente , no  recibirán  ningún  número 

espedidlas  ^ ^ dependencia  de  la  heredad  principal  está  situadada  en  el  terri- 
torio de  otra  jurisdicción,  la  será  señalada  un  número  especial  y una  nueva  página 
en  el  registro  de  las  hipotecas. 

44.  Se  verificará  lo  mismo  respecto  á los  derechos  reales  que  no  estén  adheri- 
dos á fincas  determinadas,  pero  que  estando  independientes  tengan  un  valor  pro- 
pio, aunque  se  ejerciten  sin  la  posesión  de  ella,  y puedan  ser  enajenados  ó hipote- 
cados aisladamente.  Estos  derechos  en  tal  caso  deberán  ser  inscritos 'en  el  re- 
gistro con  un  número  especial. 

Sajonía. — Ley  de  hipotecas  de  6 de  noviembre  de  1843. — 153.  Las  fincas  que 
no  dependan  de  otra  propiedad,  tendrán  un  número  propio  y una  página  especial  en 
el  registro.  Se  esceptúan  de  esta  regla  los  bienes  señoriales , eclesiásticos  y 
comunes  que  no  tendrán  una  página  en  el  registro,  sino  en  el  caso  que  existan 
alguna  hipoteca  ú otros  derechos  reales  que  se  deban  inscribir  en  conformidad  con 
los  artículos  15  y 16. 

Soleure  (Cantón  de). — Código  civil. — Art.  940.  Cuando  un  inmueble  está  si- 
tuado en  muchos  distritos,  se  inscribirá  en  cada  uno  de  ellos. 

En  dada  número  se  mencionará  el  distrito  en  que  el  inmueble  ha  sido  registra- 
do, y en  el  que  está  situada  la  mayor  parte  de  él. 

Cuando  un  terreno  radica  én  parte  sobre  el  territorio  del  Cantón  y en  parte 
fuera  de  él,  únicamente  se  inscribirá  la  porción  comprendida  en  aquel,  haciendo 
mención  de  la  que  existe  fuera. 

Art.  941.  Cuando  un  inmueble  inscrito  bajo  un  solo  número  llega  á ser  divr 
dido  entre  muchos  propietarios,  se  señalará  una  nueva  hoja  para  cada  una  de  las 
partes,  con  indicación  del  número  con  el  que  fué  primitivamente  inscrita. 

El  antiguo  número  indicará  los  nuevos  de  las  partes  aisladas. 

Art.  942.  Cuando  muchas  fincas  se  reúnen  en  poder  de  un  solo  propietario, 
estén  ó no  hipotecadas,  se  las  designará  con  un  solo  número,  teniendo  cuidado  de 
espresarlo  al  verificar  la  inscripción  de  las  partes  aisladas. 

Pocas  son  las  leyes  especiales  hipotecarias  que  establecen  la  numera- 
ción propia  y correlativa  de  las  fincas  é inscripciones  en  los  libros  de  regís- 
ro.  entre  los  Códigos  solo  encontramos  el  de  Soleure  que  la  haya  estable- 
cí o.  o puede  inferirse  de  aquí  que  esté  limitado  este  método  á los  Esta- 
rjrp.eS.-traD  er°S  ^ue  hemos  hecho  mención;  por  importante  que  esta 
mau!Ü°n  •6a’  n°  Pue(*e  considerarse  como  una  regla  esencial  del  siste- 
facilidad  ^ ^ kien  Ulla  PrescriPcioii  de  orden , de  claridad  y de 

que  ni  dá  ni  m °S  reg*stros  Y encontrar  lo  que  en  ellos  se  busque,  pero 
que  m da  m quita  derechos,  ni  los  deslinda,  ni  influye  en  [sus  efectos.  Por 


DE  LA  FORMA  Y EFECTOS  DE  LA  INSCRIPCION.  443 

esto  puede  muy  bien  dejarse  para  los  reglamentos  é instrucciones  que  los 
gobiernos  espiden  para  la  ejecución  de  las  leyes,  y no  dudamos  que  en  esta 
, forma  habrá  sido  establecido  en  otros  Estados,  porque  difícilmente  para  el 
efecto  que  se  busca,  se  encontrará  una  disposición  mas  natural,  mas  sencilla 
y que  mas  contribuya  á conseguirlo. 


TEXTO  DE  LA  LEY. 

Art.  9.°  Toda  inscripción 
que  se  haga  en  el  registro, 
espresarálas  circunstancias  si- 
guientes (1): 

1. a  La  naturaleza  (2),  si- 
tuación (3) , medida  superfi- 
cial (4),  linderos  (5),  nom- 
bre (6)  y número  (7) , si  cons- 
taren, de  los  inmuebles  obje- 
to de  la  inscripción,  ó á los 
cuales  afecte  el  derecho  que 
deba  inscribirse. 

2. a  La  naturaleza  (8),  va- 
lor (9),  estension  (10),  condi- 
ciones (11)  y cargas  (12)  de 
cualquiera  especie  del  derecho 
que  se  inscriba. 

3. a  La  naturaleza,  esten- 
sion , condiciones  y cargas  del 
derecho  sobre  el  cual  se  cons- 
tituya el  que  sea  objeto  de  la 
inscripción  (13). 

4. a  La  naturaleza  del  títu- 
lo (14)  que  deba  inscribirse  y 
su  fecha. 

5. a  El  nombre  y apellido 
de  la  persona  á cuyo  favor  se 
haga  la  inscripción  (15). 

6. a  El  nombre  y apellido 
de  la  persona  de  quien  pro- 
cedan inmediatamente  los  bie- 
nes ó derechos  que  se  deban 
inscribir  (16). 


TEXTO  DEL  REGLAMENTO. 

Art.  25.  Para  dar  á conocer  coa  toda 
exactitud  las  lincas  y los  derechos  que 
sean  objeto  de  las  inscripciones,  ejecuta- 
rán los  registradores  lo  dispuesto  en  el 
artículo  9.°  de  la  Ley,  con  sujeción  á las 
reglas  siguientes: 

1. a  La  naturaleza  de  la  linease  cs- 
presará  manifestando  si  es  rústica  ó ur- 
bana, y el  nombre  con  que  las  de  su  clase 
sean  conocidas  en  la  provincia  ó lugar. 

2. a  La  situación  de  las  fincas  rústi- 
cas se  determinará,  espresando  el  térmi- 
no, pago,  partido  ó cualquier  otro  nom- 
bre con  que  sea  conocido  el  lugar  en  que 
so  hallaren , los  caminos  que  conduzcan 
á ellas,  sus  linderos  por  los  cuatro  pun- 
tos cardinales,  y cualquiera  circunstan- 
cia que  impida  confundirlas  con  otras 
fincas. 

3. a  La  situación  de  las  fincas  urba- 
nas se  determinará,  espresando  el  pue- 
blo en  que  se  hallen , el  nombre  de  la 
calle  ó lugar,  el  número  si  lo  tuvieren,  y 
si  este  fuere  de  fecha  reciente,  el  que 
hayan  tenido  antes;  el  número  de  la 
manzana  ó cuartelada,  el  nombre  del 
edificio,  si  fuere  conocido  con  alguno 
determinado,  los  linderos  y cualquiera 
otra  circunstancia  que  sirva  para  distin- 
guir la  finca  inscrita  de  otra. 


ut 
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7.a  El  nombre  (17)  y re- 
sidencia (18)  del  jue2’  escn” 
baño  ó funcionario  (U))  que 
autorice  el  título  que  se  haya 


de  inscribir. 

8. a  La  fecha  de  la  presen- 
tación del  título  en  el  legis- 
tro,  con  espresion  de  la  ho- 
ra (20). 

9. a  La  conformidad  de  la 
inscripción  con  la  copia  del 
título  (21)  de  donde  se  hubie- 
re tomado ; y si  fuere  este  de 
los  que  deben  conservarse  en 
el  oficio  del  registro  (27) , in- 
dicación del  legajo  donde  se 
encuentre. 

Art.  10.  En  la  inscripción 
de  los  contratos  en  que  haya 
mediado  precio  ó entrega  (23) 
de  metálico  (24),  se  hará 
mención  del  que  resulte  del 
título  (25),  así  como  de  la 
forma  en  que  se  hubiere  he- 
cho ó convenido  el  pago  (26). 

Art.  11.  Si  la  inscripción 
fuere  de  traslación  de  dominio, 
es  presará  si  esta  se  ha  verifi- 


cado pagando  el  precio  al  con 
tado  ó á plazo : en  el  prime 
caso , si  se  ha  pagado  todo  e 
precio  ó qué  parte  de  él;  ^ 
en  el  segundo , la  forma  y pía 
'¿os  en  que  se  haya  estipulad! 
el  pago  (27). 

Iguales  circunstancias  s< 
espresarán  también,  si  la  tras- 
lación de  domiuio  se  verifica- 

enKerTaÓaC\'LldÍcaci01 

f"  ,wp0  í2Í5),  y cualquiera  de 

^Hnd?U,íelltes  Redare  obli- 
gado a abonar  al  otro  al< 
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4. a  La  medida  supciiicial  se  ospresa- 
rá  en  la  forma  que  constare  del  título  y 
con  las  mismas  denominaciones  que  en 
él  se  empleen;  pero  si  del  título  no  re- 
sultare dicha  medida,  se  espresará  en  la 
inscripción  esta  circunstancia. 

5. a  La  naturaleza  del  derecho  que  se 
inscriba,  se  espresará  con  el  nombre  que 
se  le  dé  en  el  título,  y si  no  se  le  diere 
ninguno,  no  se  designará  tampoco  en  la. 
inscripción. 

6. a  El  valor  de  la  finca  ó derecho  ins- 
crito, se  espresará  si  constare  en  el  títu- 
lo, y en  la  misma  forma  que  apareciere 
en  él,  bien  en  dinero,  bien  en  especie. 
También  se  espresará  dicho  valor,  si  se 
hubiere  hecho  constar  para  el  pago  del 
impuesto  por  medio  de  tasación,  ó si  tra- 
tándose de  un  usufructo  ó pensión,  se 
hubiese  capitalizado  también  para  el 
pago  del  impuesto. 

7. a  Para  dar  á conocer  la  estension, 
condiciones  y cargas  del  derecho  que  de- 
ba inscribirse,  se  hará  mención  circuns- 
tanciada y literal  de  tódo  lo  que,  según 
el  título,  limite  el  mismo  derecho  y las 
facultades  del  adquirente  en  provecho  de 
otro,  ya  sea  persona  cierta,  ó ya  indeter. 
minada,  así  como  los  plazos  en  que  vén- 
zanlas obligaciones  contraidas,  si  fueren 
de  esta  especie  las  inscritas. 

8. a  Las  cargas  de  la  finca  ó derecho 
á que  afecte  la  inscripción  inmediata  ó 
mediatamente,  podrán  resultar,  bien  de 
alguna  inscripción. anterior,  ó bien  sola- 
mente del  título  presentado.  En  el  pri- 
mer caso  se  indicará  brevemente  su  na- 
turaleza y número,  citando  el  que  tuvic- 
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diferencia  en  metálico  ó efec- 
tos. 

Art.  12.  Las  inscripciones 
hipotecarias  de  créditos  es- 
presarán  en  todo  caso  (29)  el 
importe  de  la  obligación  ga- 
rantida (30)  y el  de  los  inte- 
reses, si  se  hubieren  estipula- 
do (31),  sin  cuya  circunstan- 
cia no  se  considerarán  asegu- 
rados por  la  hipoteca  dichos 
intereses,  en  los  términos  pres- 
critos en  la  presente  Ley. 

Art.  13.  Las  inscripciones 
de  servidumbre  (32)  se  harán 
constar : 

1. °  En  la  inscripción  de 
propiedad  del  prédio  sirvien- 
te (33). 

2. °  En  la  inscripción  de 
propiedad  del  prédio  domi- 
nante (54). 

Art.  14.  La  inscripción  de 
los  fideicomisos  (35)  se  hará 
á favor  del  heredero  fiducia- 
rio (36),  si  oportunamente  (37) 
no  declarare  (38)  con  las  for- 
malidades debidas  (39)  el  nom- 
bre de  la  persona  á quién  ha- 
yan de  pasarlos  bienes  ó de- 
rechos (40)  sujetos  á inscrip- 
ción. 

Si  hiciere  el  fiduciario  aque- 
lla declaración,  se  verificará 
la  inscripción  desde  luego  (41) 
á nombre  del  fideicomisa- 
rio (42). 

Art.  15.  La  inscripción  de 
las  ejecutorias  mencionadas  en 


re  cada  una  y el  folio  y libro  del  registro 
en  que  se  hallaren : en  el  segundo  caso 
se  referirán  literalmente,  advirtiendo 
que  carecen  de  inscripción.  Si  aparecie- 
ren dichas  cargas  del  título  y del  regis- 
tro, pero  con  alguna  diferencia  entre 
ambos,  se  notarán  las  que  sean. 

9. a  Los  nombres  que  deban  consig- 
narse en  la  inscripción , se  espresarán 
según  resulten  del  título,  sin  que  sea 
permitido  al  registrador,  ni  aun  con 
acuerdo  de  las  partes,  añadir  ni  quitar 
ninguno.  Al  nómbrese  añadirán,  si  tam- 
bién resultaren  del  título,  la  edad,  el  es-' 
tado,  la  profesión  y el  domicilio.  Las  so- 
ciedades ó establecimientos  públicos  se 
designarán  con  el  nombre  con  que  fueren 
conocidos,  espresándose  al  mismo  tiem- 
po su  domicilio,  y además  con  el  de  la 
persona  que  en  su  representación  pida 
la  inscripción,  si  no  fuere  una  sociedad 
conocida  únicamente  por  su  razón. 

También  deberá  añadirse,  si  consta- 
re, el  título  en  cuya  virtud  posea  el  que 
trasliera  el  derecho. 

10. a  Toda  inscripción  de  actos  ó con- 
tratos que  hayan  devengado  derechos  á 
favor  del  Estado,  espresará  además,  el 
importe  do  estos  y la  fecha  y número  del 
recibo  de  su  pago.  ’ 

1 1 ,a  En  las  inscripciones  de  arrenda- 
mientos se  espresarán  su  precio  y la  du- 
ración del  contrato. 

12.a  Al  íinal  de  toda  inscripción  ó 
anotación,  espresará  el  registrador  los 
honorarios  que  devengare  por  ella. 

Art.  27.  Toda  inscripción  relativa  á 
fincas  en  que  el  suelo  (a)  pertenezca  á 


(a)  Sueldo,  dice  la  edición  oficial  del  Reglamento;  pero  conocidamente  es 
una  errata  de  imprenta. 


TÍTULO  If. 


•ftfi 

el  nutrí.  4.°  del  art.  2.°  y en 
el  art.  5.°  de  esta  Ley  (4d) 
espresará  claramente  (44)  la 
especie  de  incapacidad  que 
de  ellas  resulte. 


una  persona  y el  edificio  ó plantaciones  á 
otra,  espresará  con  toda  claridad  esta 
circunstancia,  al  hacer  mención  de  las 
cargas  que  pesen  sobre  el  derecho  que  se 
inscriba. 


Comcutario. 


Antes  de  entrar  en  la  esposicion  de  los  siete  artículos  de  la  Ley,  que 
acabamos  de  transcribir,  debemos  manifestar  la  razón  por  que  los  unimos 
todos  haciéndolos  objeto  de  un  solo  comentario.  Basta  observar  que  tratan 
lodos  de  las  circunstancias  que  debe  reunir  la  inscripción , que  tienen  ínti- 
ma relación  entre  sí,  que  los  unos  completan  á los  otros,  que  muchas  dis- 
posiciones reglamentarias  los  afectan  por  igual,  y que  seria  difícil  concor- 
darlos con  la  legislación  estranjera,  á no  tener  que  hacer  continuas  y em- 
barazosas remisiones  en  perjuicio  de  la  claridad  tan  esencial  en  esta  clase  de 
obras,  para  que  esté  completamente  justificado  este  agrupamiento.  El  sis- 
tema de  numeración  que  hemos  adoptado  para  señalar  las  palabras  de  la 
Ley  que  son  objeto  de  nuestras  observaciones , aleja  la  confusión  que  de 
otro  modo  podría  resultar. 

1.  Circunstancias  siguientes.— Las  circunstancias  que,  según  este  ar- 
tículo de  la  Ley,  deben  espresár  las  inscripciones,  se  esplican  con  bastante 
detención  en  el  Reglamento,  cuyas  disposiciones  ponemos  enfrente  de  las 
de  la  Ley.  Por  esto  la  mayor  parte  de  nuestra  tarea  en  este  comentario, 
es  agrupar  y presentar  juntas  las  reglas  que  en  uno  y otra  se  encuentran 
separadas. 

Conviene  sin  embargo  que  hagamos  ligeras  indicaciones  acerca  de 
nuestro  derecho  anterior  respecto  á esta  materia.  Desde  que  en  el  reinado 
del  Sr.  D.  Carlos  III  se  empezó  ó reglamentar  sobre  hipotecas,  se  fijaron  ya 
las  circunstancias  que  debían  tener  las  inscripciones.  Estas  eran  la  fecha 
del  instrumento,  Jos  nombres  de  los  otorgantes,  su  vecindad,  la  calidad  del 


contrato,  obligación  ó fundación,  espresando  si  era  imposición,  venta,  fian- 
zas, vínculo  ú otro  graváinen  de  esta  clase,  y los  bienes  raíces  gravados  ó 
hipotecados  con  sus  nombres,  cabidas,  situación  y linderos  en  la  misma 
forma  que  lo  dijera  el  instrumento  ( a ). 

El  Real  decreto  de  23  de  mayo  de  1845,  siguió  el  camino  que  le  había 
iaz'i  o a pragmática  que  acabamos  de  mencionar,  estableciendo  (¿i)  que 
con.  taran  en  el  registro  circunstancias  análogas  á las  que  ella  [adoptó,  y 

ue  po  ian  nuestros  lectores  ver  en  la  parte  de  legislación  anterior  á la 
Ley  hipotecaria  que  ponemos  al  fin  de  este  comentario. 

(?)  Art.  2o!Cy  3’  Ut  XV1’  lib-  X de  la  Nov.  Rec. 
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No  fue  menos  esplícito  el  proyecto  de  Código  civil,  en  el  cual  hay  algu- 
nos artículos  relativos  á esta  materia  en  que  vienen  á establecerse  disposi- 
ciones parecidas  y frecuentemente  idénticas  á ias  que  son  objeto  de  los  ar- 
tículos de  la  Ley  hipotecaria  que  estamos  comentando  (a). 


(a)  I royccto  do  Codigo  civil. — Art.  1823.  Todo  título  que  se  presente  al  rc- 
g[strq  debe  designar  claramente  el  nombre,  apellido,  edad,  estado,  profesión  y do- 
micilio de  las  partes,  con  espresion  de  su  capacidad  para  otorgarlo. 

La  designación  de  las  corporaciones  ó establecimientos,  se  liará  bajo  la  deno- 
minación con  que  fueren  conocidos,  con  espresion  del  domicilio  ó residencia  déla 
dirección  del  estíibleciniiento. 


Alt.  1824.  Las  paites  que  tuvieren  su  domicilio  fuera  del  distrito  en  que  radi- 
quen los  bienes  sobre  que  recae  la  inscripción  , elegirán  otro  dentro  del  distrito 
para  todos  los  efectos  que  puedan  resultar  de  la  inscripción , en  la  cual  constará  el 
que  elijan  ; pero  los  interesados  podrán  cambiarlo  siempre  que  les  acomode  y el 
tenedor  deberá  anotar  con  el  simple  aviso  de  aquellas,  el  nuevo  domicilio  que  es- 
cogieren. 

Art.  182o.  Todo  título  que  baya  de  inscribirse,  debe  designar  los  bienes  suje- 
tos á la  inscripción  por  su  naturaleza,  situación,  número  si  lo  tuvieren,  su  nombre 
específico  cuando  sea  posible,  ó el  del  pago,  término,  barrio,  calle,  su  cabida  y lin- 
deros, y por  todas  las  demás  circunstancias  que  sirvan  para  hacerlos  conocer  dis- 
tintamente.' 


Sin  embargo , si  el  título  se  refiere  á otro  ya  inscrito , podrá  suplirse  esta  de- 
signación por  la  hecha  en  la  inscripción  anterior. 

Art.  1847.  De  las  mismas  copias  estraerá  el  tenedor  la  inscripción,  la  cual  debe 
en  todos  los  casos  espresar: 

1. °  La  naturaleza  del  título,  su  fecha  y la  de  su  presentación  en  la  teneduría. 

2. °  Todas  las  circunstancias  que,  respecto  del  título,  están  prescritas  en  los  ar- 
tículos 1823  y 182S. 

3. °  La  designación  clara  del  derecho  que  forma  el  objeto  de  la  inscripcrion  y 
el  tiempo  de  su  duración,  cuando  resulta  determinado. 

4. °  La  conformidad  de  la  inscripción  con  la  copia  de  que  ha  sido  estraida,  ci- 
tándola con  espresion  del  libro  y folio  en  que  se  encuentra. 

Además  se  observará  lo  que  para  los  respectivos  casos  se  dispone  en  los  artícu- 
los siguientes.  . 

Art.  1848.  La  inscripción  de  mutación  de  propiedad  contendrá  las  circuns- 
tancias siguientes: 

1. °  El  valor  de  los  bienes  transferidos  que  conste  del  título,  y en  su  defecto  el 
del  precio  en  que  lo  estimare  el  requirente. 

2. °  La  indicación  del  anterior  propietario  y la  referencia  al  libroy  folios  de  ins- 
cripción hecho  en  su  nombre.  , r . 

3. °  Cuando  la  propiedad  se  transfiera  por  herencia,  se  espresaran  con  la  leciia 
del  fallecimiento  del  anterior  propietario,  el  nombre  do  los  herederos,  su  acepta- 
ción con  la  circustancia  de  si  es  pura  ó con  beneficio  de  inventario,  y la  división  en 
su  caso.  Si  se  ha  practicado  la  partición,  se  inscribirá  la  propiedad  en  lavoi  de  los 

herederos  y legatarios  respectivamente.  . 

Art.  1849.  La  inscripción  de  la  hipoteca  voluntaria  debe  espresar: 

1 . °  El  importe  del  capital  ó crédito  hipotecario. 

2. °  El  interés  pactado. 

3 0 Las  condiciones,  plazos  y pactos  que  tengan  relación  con  la  hipoteca. 

Art.  1830.  Si  el  crédito  que  resulte  de  la  obligación  está  dependiente  de! 
cumplimiento  de  una  condición,  ó es  de  un  valor  indeterminado,  no  se  liará  la  ins- 
cripción sino  por  el  importe  en  que  hayan  convenido  espresamente  el  acreedor  y el 
obligado  en  escritura  pública,  ó en  su ‘defecto  , en  el  que  se  haya  fijado  judicial- 
mente. . 

Art.  I8;it.  Cuando  la  hipoteca  sirva  para  asegurar  una  renta  perpetua  o vita- 
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Ea  el  conjunto  de  todas  estas  disposiciones  se  vé  que  su  espíritu  domi- 
nante es  míe  con  claridad  y precisión  conste  la  identidad  de  la  finca,  la  na- 
turaleza v ostensión  del  acto  ó del  contrato  que  se  inscribe,  la  identidad, 
capacidad  y autoridad  en  so  caso  de  las  personas  que  intervienen  en  ellos, 
v la  conformidad  de  la  inscripción  con  el  título. 

' Esto  mismo  hace  la  Ley  en  su  art.  9.  , respecto  del  cual  pasamos  á 

hacer  algunas  observaciones. 

2 Naturaleza de  los  inmuebles. — El  Reglamento  en  el  art.  25,  se- 

ñala de  un  modo  que  no  dá  lugar  á dudas,  la  significación  y alcance  de 
la  palabra  naturaleza,  tal  como  debe  entenderse  en  el  artículo  que  co- 
mentamos. Según  él,  por  naturaleza  de  la  finca,  se  entiende  la  circuns- 
tancia de  si  es  urbana  ó rústica,  y el  nombre  con  que  las  de  su  clase 
son  designadas  en  la  provincia  ó lugar  en  que  los  bienes  se  hallan  situados. 
Debe  por  lo  tanto  espresarse  en  el  registro  si  la  finca  objeto  de  la  inscrip- 
ción es  palacio,  casa,  venta,  tierra  labrantía,  olivar,  viña,  prado,  pradera, 
dehesa,  monte,  jardin,  huerto,  huerta,  carmen,  cigarral,  molino,  dehesa, 
yermo,  masía,  masada,  quinta,  cortijo,  alquería,  torre,  casa  de  campo, 
heredamiento,  coto  redondo  ó cualquiera  otra  denominación  de  las  muchas 
que  se  dan  en  las  diferentes  localidades,  á las  fincas,  y que  algunas  veces 
solo  se  usan  en  muy  pocos  pueblos.  A la  necesidad  de  espresar  en  el  regis- 
tro la  clase  de  bienes  áque  pertenece  el  que  se  ha  de  inscribir,  correspon- 
de que  preceda  igual  diligencia  en  la  escritura  que  se  otorgue  enajenando 
las  fincas  ó imponiendo  sobre  ellas  cualquiera  clase  de  derechos  reales.  De 
otro  modo  la  inscripción  y el  título  á que  esta  se  refiere , no  estarían  en 
la  completa  armonía  que  debe  desearse:  esto  implícitamente  está  encargado 
á los  escribanos  en  la  Instrucción  que  se  ha  dado  acerca  de  la  manera  de 
redactar  los  documentos  públicos  sujetos  á registro  (a). 

Ni  deben  prescindir  de  las  denominaciones  especiales  que  en  las  locali- 
dades respectivas  se  dá  á cada  especie  de  fincas  para  reemplazarlas  con 
otras  mas  generalizadas:  la  denominación  tiene  que  arreglarse  al  uso  del 
país  donde  radican  las  fincas,  que  es  el  que  les  ha  dado  nombre,  por  la 


hcia,  se  hará  la  inscripción  por  el  capital  impuesto,  y si  este  no  constare,  se  capi- 
üuizara  la  renta  perpetua  á razón  de  3 por  100,  y la  vitalicia  con  arreglo  á lo  que, 
a encinta  la  edad  del  rentista,  corresponda  según  las  tarifas  vigentes  en  los  esta- 
Hcciinientos  mercantiles,  constituidos  en  conformidad  á la  ley. 
i'iir-nñ  i ’ V ,ia  inscripción  de  las  sentencias  de  que  trata  el  art.  1529 , espresará 
<‘nn«n,w,  i ?SPC.C'.C dfi  incapacidad  que  de  ellas  resulte,  y la  modificación  que 
A ? ej?rcici°  de  la  propiedad  J 

tionloi  QaV  inscripción  de  cualquiera  de  los  derechos  comprendidos  en  el  ar- 

«*■»<» ae  toío  lo  prevenido  en  el  artículo  18«,  cuales- 
Cuando  sp  mcmai  C¡as  hue  caractericen  especialmente  el  derecho  inscrito. 

criaciones  de  proniod-(í' <foínTÍVoí¡frVIí lum bre  ’ se  ,hfra  constar  en  las  últimas  ins- 
ta! \ri  V"  m,o  el  ÍV . ,o  dominante  y del  sirviente, 
t ) Ai  • 8.  , que  transcrdnmos  en  el  apéndice  á este  comentario. 
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que  han  sido  conocidas  en  la  série  de  los  siglos,  y por  la  que  ahora  se  dis- 
tinguen de  las  otras;  querer  sustituir  distintos  nombres  á los  usuales  á título 
de  mas  castizos,  seria  disfrazarlas  fincas  con  los  que  nunca  han  llevado,  6 
introducir  la  confusión,  olvidándose  de  que  el  objeto  principal  de  la  Ley  al 

prescribir  esta  formalidad  es  designar  del  modo  mas  claro  posible  los  bienes 
inscritos. 

3.  Situación.  También  el  Reglamento  nos  evita  la  necesidad  de  co- 
mentar esta  palabra,  aunque  su  esplicacion  no  era  tan  necesaria  como  la  de 
naturaleza  deque  hemos  tratado  antes,  por  tener  una  significación  mas 
determinada.  Al  efecto  hace  distinción  entre  las  fincas  rústicas  y urbanas, 
y señala  la  manera  de  designar  la  situación  de  cada  una.  No  repetire- 
mos aquí  sus  prescripciones:  en  las  reglas  2.a  y 3.a  del  artículo  25  del  Re- 
glamento, que  queda  transcrito  en  la  cabeza  de  este  comentario,  las  en- 
contrarán nuestros  lectores.  Solo  anadirémos  respecto  á las  fincas  rústi- 
cas, que,  cuando  dice  que  ha  de  espresarse  el  término , esta  palabra  debe 
entenderse,  tanto  del  término  jurisdiccional  en  que  la  finca  se  halla  situa- 
da, como  el  de  cualquiera  subdivisión  de  él,  si  esta  palabra  término  se  em- 
plea también  por  el  uso  local  para  señalar  las  subdivisiones  del  territorio 
del  pueblo.  A no  comprenderse  en  el  primer  sentido,  habría  en  el  Regla- 
mento una  omisión  muy  reparable,  por  ser  la  circunstancia  mas  esencial 
para  venir  en  conocimiento  de  la  finca,  señalar  el  pueblo  donde  se  halla. 
Esto  no  es  de  presumir  de  la  diligencia  con  que  está  escrito  el  Reglamento. 
Aunque  así  no  fuera,  habría  necesidad  de  sobreentenderlo  para  que  no 
quedase  sin  espresar  en  el  registro  una  circunstancia  tan  indispensable. 
En  los  formularios  oficiales  vemos  que  se  dá  á la  palabra  término  la  misma 
significación,  é igualmente  en  la  Instrucción  dada  para  el  otorgamiento  de 
instrumentos  públicos  sujetos  á inscripción  («). 

Entre  los  medios  que  señala  el  Reglamento  para  fijar  la  situación  de  las 
fincas,  deben  tenerse  presentes  por  su  importancia  para  determinarla,  el  de 
los  caminos  que  conducen  á ellas,  y el  de  que  se  esprese  cualquier  otra  cir- 
cunstancia que  impida  confundir  una  finca  con  otra. 

4.  Medida  superficial—  El  fraccionamiento  de  nuestro  territorio  en  di- 
ferentes Estados,  consecuencia  de  la  invasión  agarena,  las  libertades  muni- 
cipales después,  y la  indiferencia  casi  constante  del  poder  central,  son  las 
causas  principales  de  la  diversidad  de  medidas  que  existe  entre  nosotros. 
Dos  Reyes  ilustres  del  siglo  XIII  anunciaron  ya  el  pensamiento  de  la  unidad 
de  medidas,  D.  Alfonso  el  Sabio  y D.  Jaime  el  Conquistador.  £1  primero,  en 
un  privilegio  dado  á la  ciudad  de  Toledo  de  7 de  marzo  de  i 261,  en  que 
dijo,  que,  pues  su  señorío  era  uno,  fuesen  unas  las  medidas  y pesos  en  sus 
reinos:  el  segundo,  en  las  leyes  que  dió  al  reino  de  Valencia,  cuando  lo  ar- 

(«)  Art.  12  , transcrito  en  el  número  3 de  este  comentario. 
tomo  i. 
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rancó  del  noder  délos  infieles,  al  establecer  que  solo  hubiera  un  sistema  de 
nesos  v medidas  en  la  ciudad  y reino  gloriosamente  conquistados.  Poco  se 
adelantó  con  esto  ni  con  los  esfuerzos  que  en  tiempos  posteriores  han  ve- 
nido practicándose,  porque  es  un  hecho  que  hay  una  gran  diferencia  de 
medidas  en  las  diversas  provincias  y pueblos , y lo  que  es  mas  singu- 
lar aun  que  con  frecuencia  se  ven  en  un  mismo  pueblo,  dos  ó mas  medi- 
das  superficiales  que  llevan  un  mismo  nombre,  aunque  se  diferencian  consi- 
derablemente en  cabida.  Y si  bien  una  ley  moderna  {b)  establece  un  solo 
sistema  de  medidas  y pesas  para  toda  la  Monarquía,  adopta  como  tal  el 
métrico,  y quiere  que  desde  que  éste  empiece  á ejecutarse,  sea  obligatorio 
en  la  redacción  de  las  sentencias  de  los  tribunales  y en  los  contratos  públi- 
cos el  hecho  es  que  hasta  ahora  no  se  han  podido  superar  las  dificultades 
que  encuentra  su  cumplimiento,  y que  aun  no  está  señalado  definitivamente 
el  tiempo  desde  el  cual  la  ley  debe  ejecutarse.  Entretanto  siguen  las  deno- 
minaciones antiguas  en  los  contratos,  si  bien  en  las  obras  públicas,  y para 
las  distancias,  el  Gobierno  y las  dependencias  administrativas  han  puesto 
en  práctica  el  sistema  métrico.  Pero  de  todas  maneras  la  inscripción  debe 
guardar  siempre  exacta  relación  con  la  escritura,  no  puede  alterar  la  me- 
dida que  ésta  adopte  para  designar  la  calidad  del  terreno,  porque  á no 
ser  así,  no  representaría  fielmente  el  derecho  inscrito,  V estos  cambios  po- 
drían dar  lugar  á equivocaciones  y á abusos  lamentables.  Por  estas  consi- 
deraciones el  Reglamento  ordena  en  la  regla  4.a  del  arl.  25,  que  la  medida 
superficial  se  esprese  en  la  forma  que  conste  del  título  y con  las  mismas 
denominaciones  que  en  él  se  empleen. 

Pero,  ¿y  si  la  escritura  no  espresare  la  cabida  de  la  finca?  También  en 
el  mismo  lugar  el  Reglamento  sale  al  encuentro  de  esa  dificultad,  diciendo 
que  entonces  esta  circunstancia  se  esprese  en  la  inscripción.  No  será  raro 
que  suceda  así  en  el  estado  de  confusión  v desórden  en  que  está  la  ti- 
tulación de  algunas  fincas,  no  siempre  por  incuria,  sino  también  por 
efecto  de  incendios,  destrucción  de  archivos,  y de  las  vicisitudes  délos 
tiempos. 

Coniorme  está  con  lo  que  el  Reglamento  prescribe  la  Instrucción  para 
el  otorgamiento  de  intrumentos  públicos  sujetos  al  registro , que  hace  una 
advertencia  á los  escribanos  para  que  no  dejen  de  espresar  siempre  que 
sea  posible  la  cabida  de  la  finca , y para  que  procuren  que  al  lado  de  la 
medida  usada  en  el  país,  esté  su  reducción  á la  correspondiente  según  el 
sistema  métrico,  al  que,  cuando  se  presenta  ocasión,  se  procura  ir  per  me- 
íos  m ¡rectos.  Su  articulo  \o,  dice  á este  propósito:  «En  ningún  caso 

IcinnT11  03  °fC!lbanos  en  las  escrituras  que  se  refieran á fincas,  la  espre- 
e su  ca  i a ó estension.  Esta  podrá  continuarse  señalando  con  la 

ip)  Re  49  de  julio  de  1 849. 
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«medida  acostumbrada  en  el  país,  pero  siempre  que  sea  posible  se  procura- 
rá añadir  su  reducción  á la  medida  correspondiente,  según  el  sistema  mé- 
trico. Si  los  interesados  no  pudiesen  señalar  con  exactitud  la  cabida  ó es- 
«tension,  pero  sí  aproximadamente,  se  espresará  esta  en  la  escritura  en  los 
«mismos  términos;  y si  tampoco  aproximadamente  pudieran  determinarla, 
«se  hará  constar  también  esta  circunstancia.» 

5.  Linderos. — Mucho  mas  esencial  es  este  requisito  en  las  fincas  situa- 
das en  pagos  ó porciones  de  terrenos  en  que  hay  muchas  propiedades , pe- 
queñas á veces , correspondientes  á dueños  diferentes  que  solo  tienen  por 
señales  de  división  montones  de  tierra  ó de  piedras,  que  con  facilidad  son 
movidos  y colocados  mas  ó menos  cerca  del  sitio  en  que  se  hallaban,  que  en 
las  heredades  de  alguna  mayor  importancia  que  tienen  uno  ó mas  límites 
naturales  ó señalados  con  muros,  cercas  ó mojones  mas  duraderos  y menos 
espuestos  á alteración,  y que  con  solo  indicar  sus  nombres,  conocen  los 
prácticos  del  país  en  toda  su  eslension  sin  necesidad  de  consultar  las  escri- 
turas que  acreditan  su  propiedad.  El  Reglamento  ordena,  para  fijarlos  con 
la  precisión  posible,  que  se  designen  por  los  cuatro  puntos  cardinales. 

La  Instrucción  dada  para  el  otorgamiento  de  instrumentos  públicos  su- 
jetos al  registro,  facilita  considerablemente  que  la  finca  respecto  á su  situa- 
ción y linderos  esté  bien  designada,  y si  cumplen  los  escribanos  con  lo 
que  se  les  encarga,  como  es  de  creer  que  lo  harán,  nada  quedará  que  de- 
sear en  este  punto.  El  artículo  12  de  esta  Instrucción,  dice:  «Los  escriba- 
unos  procurarán  describir  las  fincas  rústicas  á que  se  refieran  los  actos  ó 
«contratos  que  autoricen,  determinando  su  situación  y linderos  con  la  ma- 
«yor  exactitud  y proligidad.  Para  ello,  señalarán  siempre  el  término  muni- 
«cipal,  el  pago,  el  partido  ó el  nombre  con  que  fuere  conocido  el  lugar  en 
«que  se  hallaren  dichas  fincas,  espresarán  sus  linderos  por  los  cuatro  pun- 
»tos  cardinales,  prefiriendo  los  que  estuvieren  señalados  con  limites  nalu- 
«rales  ó artificiales,  á la  simple  designación  de  los  nombres  de  los  dueños 
»de  los  prédios  contiguos;  indicaráu  los  caminos  que  conduzcan  á las  here- 
dades que  describan,  siempre  que  esta  circunstancia  pueda  contribuir  a 
«distinguirlas,  y harán  mención,  en  fin,  de  todas  las  demás  señales  que 
«impidan confundirlas  con  otras.  Cuando  la  finca  sea  urbana,  además  del 
«nombre  del  pueblo  y el  de  la  calle  ó sitio  en  que  estuviere,  se  espresará 
«su  número  antiguo  y el  moderno,  si  hubiere  cambiado  el  que  antes  tenia, 
«y  si  no  estuviere  numerada,  se  hará  mención  de  esta  falta.  También  se 
«espresará  el  número  de  la  manzana  ó cuartelada,  si  lo  tuviere  el  grupo  de 
«edificios  á que  la  finca  corresponda;  su  nombre,  si  fuere  conocida  con  al- 
>guno  en  el  pueblo,  sus  linderos  por  izquierda,  derecha  y espalda,  y cual- 
«quiera  otra  circunstancia  que  importe  conocer  para  distinguirla  de  las  de- 
smás.» Algunas  de  estas  disposiciones  relativas  á las  fincas  urbanas  hacen 
relación  al  número  y al  nombre  de  las  fincas:  por  no  fraccionar  el  artículo 
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de  la  Instrucción,  las  hemos  espresado  en  este  lugar,  al  que  cuando  sea  ne- 
ee^uono^refenren^s.^  .—Ninguna  duda  hay  de  que  esta  cir- 

cunstancia debe  espresarse  lo  mismo  que  en  las  fincas  urbanas,  en  las  rús- 
ticas cuando  éstas  tengan  uno  por  el  que  generalmente  sean  conocidas.  Es 
verdad  que  el  Reglamento  para  la  ejecución  de  la  Ley,  al  mismo  tiempo  que 
trata  de  la  situación  de  los  edificios,  señala  esta  como  una  de  las  circunstan- 
cias que  deben  espresarse  para  hacer  su  designación  (a),  y omite  decirlo 
de  las  fincas  rústicas ; pero  además  de  que  no  hay  ninguna  razón  para 
hacer  diferencia  entre  fincas  y fincas , nadie  puede  dudar  que  siendo  el 
nombre  que  una  heredad  ha  llevado,  tal  vez  por  siglos,  uno  de  los  medios 
de  que  sea  mas  conocida  y diferenciada  de  las  otras,  está  comprendido  en 
la  regla  ( b ),  que  encarga  que  se  espresen  para  que  no  se  confundan  las  he- 
redades que  se  inscriban,  todas  las  circunstancias  que  contribuyan  á evi- 
tarlo. 

Lo  que  queda  dicho  del  nombre  de  las  fincas  es  aplicable  al  de  las  ca- 
lles, que  en  las  grandes  poblaciones  es  indudablemente  una  circunstancia 
esencial  para  su  designación.  Esto  lo  dice  el  Reglamento  (c).  Cuando  una 
calle  mude  de  nombre,  conveniente  será  que  en  la  primera  inscripción,  y por 
lo  tanto  en  la  escritura  que  debe  precederla , se  haga  mención  del  antiguo 
y del  nuevo , por  las  mismas  razones  que  espondrémos  al  tratar  del  núme- 
ro de  las  casas , materia  á que  pronto  pasarémos.  Cuando  la  calle  carece 
de  nombre,  lo  que,  atendidas  las  nuevas  disposiciones  administrativas  adop- 
tadas para  la  denominación  de  las  calles  y numeración  de  las  casas,  no  es 
de  esperar  suceda  con  frecuencia,  se  suplirá  esta  falta  con  otras  señales 
que  puedan  dar  la  idea  mas  aproximada  posible  á la  exactitud  del  lugar  en 
que  se  halla  la  finca. 

Al  tratar  de  los  linderos  en  el  número  anterior  de  este  comentario,  co- 
piamos un  artículo  de  la  Instrucción  para  el  otorgamiento  de  las  escrituras 
públicas  sujetas  al  registro,  en  que  se  trata  incidentalmente  del  nombre  de 
las  fincas  urbanas.  Guarda  completa  uniformidad  con  lo  espuesto , y lo  da- 
mos aquí  por  reproducido. 

7.  Número de  los  inmuebles. —Esta,  circunstancia  es,  por  regla  ge- 

neral, mas  aplicable  á las  fincas  urbanas  que  á las  rústicas , pero  aun  res- 
respecto á éstas,  puede  tener  lugar  en  los  términos  de  los  pueblos  en  que 
aya  una  numeración  establecida  para  ellas.  Acerca  de  los  edificios  que 
de  an  eü  ^ac*0Qes’  no  ^lamente  debe  ponerse  el  número  que  tengan, 
sinn  tw  arfg,10  a las  disposiciones  vigentes  ninguno  debe  esceptuarse, 
nen  e o&  que  correspondan  á las  manzanas , barrios  ó cuarteles, 
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si_es  que  éstos  se  hallan  munerados.  El  Reglamento  (a),  al  esplicar  la  Ley, 
aoade  oportunamente  que  cuando  la  numeración  sea  de  fecha  reciente,  debe 
también  hacerse  espresion  de  la  antigua.  Y esto  es  siempre  conveniente,  y 
añadirémos  que  necesario  en  las  primeras  inscripciones  que  se  hagan 
después  del  cambio  de  numeración,  para  que  así  los  títulos  nuevos  aparez- 
can realmente  como  la  continuación  de  los  antiguos , y para  evitar  que  con 
el  trascurso  del  tiempo , cuando  se  haya  olvidado  ya  el  cambio  de  ta  nume- 
ración, nazca  confusión  sobre  la  identidad  de  la  finca  , y sea  necesario  para 
acreditar  que  es  la  misma,  acudir  á medios  de  prueba  que  no  estén  en  el 
registro,  medios  difíciles  á veces  , especialmente  si  la  Administración  local 
no  tiene  cuidado  de  dejar  consignados  en  documentos  oficiales  los  cambios 
que  hace.  La  práctica  ha  venido  reconociendo  esto  en  Madrid  , donde  á 
pesar  de  que  hace  ya  cerca  de  treinta  años  que  á la  numeración  antigua 
por  manzanas  reemplazó  la  nueva  por  calles,  señalando  con  números  pares 
los  edificios  de  una  acera  y los  de  la  opuesta  con  los  impares,  todavía  con- 
tinúa espresándose  en  las  escrituras  de  traslación  de  dominio  y de  constitu- 
ción, reconocimiento  ó cesión  de  cualquier  derecho  real , en  casas  situadas 
en  calles  que  no  se  hayan  abierto  con  posterioridad , la  numeración  antigua 
y la  moderna  , y no  es  de  creer  que  cese  tan  pronto  esta  útilísima  costum- 
bre, porque  su  observancia  por  bastante  tiempo  contribuirá  á dar  mas  cla- 
ridad á las  titulaciones  y mas  fijeza  al  dominio  y á los  demás  derechos  en 
las  cosas  inmuebles.  Con  todo  esto  guarda  armonía  la  Instrucción  sobre  el 
otorgamiento  de  instrumentos  públicos  sujetos  á inscripción,  como  queda 
espuesto  en  el  número  5 de  este  comentario. 

8.  Naturaleza del  derecho  que  se  inscriba.— Es  decir,  el  nombre 

del  derecho  objeto  de  la  inscripción,  que  es  el  que  sirve  para  designar  su 
naturaleza  jurídica.  Deberá  por  lo  tanto  espresarse  si  es  dominio,  usufructo, 
uso,  habitación',  servidumbre,  censo,'  hipoteca  ó cualquier  otro  que  se  cs- 
prese  en  el  instrumento.  Esto  es  estensivo  á los  títulos,  como  mas  adelante 
dice  la  Ley;  pero  para  no  tratar  dos  veces  de  la  misma  cosa,  los  compren- 
demos aquí. 

Mucho  contribuirá  á que  esto  pueda  hacerse  con  facilidad,  lo  que  pre- 
viene el  art.  14  de  la  Instrucción  sobre  la  manera  de  redactar  los  instru- 
mentos públicos  sujetos  á registro  ; éste  ordena  que  «en  todo  instrumento 
«público  por  el  cual  se  constituya,  reconozca,  modifique  ó estingá  un  dere- 
cho real,  que  tuviere  nombre  conocido  en  derecho,  se  hará  e»presa  men- 
ción de  éste,  aunque  las  condiciones  estipuladas  por  los  otorgantes  modi- 
»fiquen  en  algún  punto  su  naturaleza  y le  atribuyan  mas  ó menos  efectos 
»que  los  propios  de  su  índole  con  arreglo  á la  ley.» 

Mas  si  en  el  título  se  dá  al  derecho,  acto  ó contrato  un  nombre  que  no 


(a)  La  misma  regla. 


TÍTULO  II. 


i.ii 

<ca  el  chic  jurídicamente  le  corresponda  ¿que  deberá  hacer  el  registrador? 
A, mime  no  es  arbitrario  en  los  particulares  dar  a los  derechos  que  tienen 

una  definición  clara  y constante  en  el  derecho  nombre  diferente  del  que 
les  corresponde  en  realidad,  y que  los  jueces  al  pronunciar  su  Tallo  en  las 
cuestiones  á que  dé  lugar  un  acto  ó contrato,  han  de  estar  i lo  que  realmen- 
te han  hecho  las  partes,  no  á lo  que  han  dicho  que  hacían,  porque  de  otro 
modo  se  sacrificaria  la  realidad  á la  apariencia , y se  aplicarían  á unos  con- 
tratos las  reglas  establecidas  para  otros,  y á unos  derechos  lo  que  con 
ellos  fuera  incompatible,  produciendo  un  caos  inesplicable  á veces,  no 
debe  el  registrador  dejar  de  calificarlos,  dándoles  el  nombre  que  espresc 
el  título.  De  otro  modo  resultaría  una  falta  de  armonía  entre  el  título  y la 
inscripción,  y además,  ó se  daría  al  registrador  una  autoridad  peligrosa  ó 
se  provocaría  oficiosamente  y por  quien  no  tuviera  derecho  en  el  negocio 
una  cuestión  innecesaria  para  fijar  aquello  mismo  en  que  los  interesados, 
únicos  á quienes  es  dado  suscitar  cuestiones  sobre  derechos  civiles,  estu- 
viesen completamente  de  acuerdo.  Si  los  que  tengan  un  derecho  legítimo 
creen  impugnable  el  contrato  ó acto , y quieren  litigar , no  quedarán  per- 
judicados, porque,  como  dice  espresamente  otro  artículo  de  la  Ley  (a), 
la  inscripción  no  convalida  los  actos  ó contratos  inscritos  que  sean  nu- 
los con  arreglo  á las  leyes.  No  debe  olvidarse  tampoco  que  el  nombre  que 
dén  los  otorgantes  al  derecho,  acto  ó contrato  en  las  dudas  que  haya 
sóbrela  clase  á que  corresponde,  podrá  servir  para  interpretar  su  ver* 
dadera  intención , siendo  tal  vez  alguna  de  las  cláusulas  inaceptables  y 
nulas  atendido  el  negocio  en  todo  su  conjunto.  Por  estas  consideraciones 
sin  duda  el  Reglamento  ( b ) establece  que  el  nombre  que  lleve  en  el  ins- 
trumento el  derecho  que  se  haya  de  inscribr,  sea  el  que  se  ponga  en  la 
inscripción. 


En  las  mismas  razones  que  quedan  espuestas,  se  funda  la  prescripción 
que  á continuación  de  la  antes  mencionada  pone  el  Reglamento,  á saber, 
que  cuando  no  se  dé  al  derecho  que  se  ha  de  inscribir  nombre  en  el  tí- 
tulo , no  se  designe  tampoco  en  la  inscripción.  Aquí  habría  además  de  los 
inconvenientes  que  dejamos  espuestos  al  tratar  del  nombre  mal  usado  en 
el  título,  el  de  que  no  todos  los  derechos,  actos  y contratos  que  pueden 
llevarse  al  registro,  tienen  denominación  en  las  leyes:  no  carecen  de  él 
sin  duda  los  mas  usuales,  pero  al  lado  de  ellos  hay  una  regla  que  permite 
a i re  contratación  en  todo  lo  que  ni  el  derecho  ni  la  moral  se  ofenden, 
n,.  entro.  e estos  anch°s  límites  caben  muchas  combinaciones  que  en  vano 
a£olar  legislador,  por  casuísticas  que  hiciera  las  leyes,  y 

emneñar'í  ^ conoc'eu(*0  *a  índole  de  su  misión,  las  inconveniencias  de 
n reso  ver  soberanamente  lo  que  solo  puede  ser  obra  de  la  ju- 
(o)  El  33. 

v-0  Regla  3.a  del  urt.  2o. 
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risprudencia,  y la  inutilidad  de  hacerlo,  porque  entrando  en  este  camino, 
la  materia  es  infinita,  se  circunscribe  á dictar  reglas  para  los  casos  frecuen- 
tes y algunas  disposiciones  generales  respecto  á todos  los  derechos  y obliga- 
ciones que  no  formula  bajo  denominaciones  especiales.  Esto  es  lo  que  hacen 
todos  los  códigos  civiles  modernos. 

9.  Valor..* ...  del  derecho  que  se  inscriba.— También  la  regla 'sexta 
del  artículo  2o  del  Reglamento  señala  la  manera  de  cumplir  en  esta  parle 
la  Ley.  Debe  ante  todo  estarse  á ¡o  que  del  título  aparezca,  y en  la  forma 
que  de  él  resulta,  porque,  como  repetidamente  hemos  dicho,  há  siempre  de 
guardarse  armonía  entre  el  titulo  y la  inscripción.  No  ha  usado  la  Ley  la 
palabra  precio  sino  la  de  valor,  para  indicar  que  la  espresion  de  esta  cir- 
cunstancia no  se  limita  solamente  á la  compra  y venta,  único  contrato  en 
que  media  verdadero  precio  en  el  sentido  estricto  de  la  palabra,  es  dexir, 
el  valor  de  la  cosa  representado  en  dinero,  sino  que  se  estiende  á las  demás 
convenciones  en  que  se  dá  una  cosa  por  otra,  sin  que  por  ninguno  de  los 
contrayentes  se  entregue  dinero,  á aquellas  en  que  se  dá  dinero,  pero  no 
por  la  cosa,  sino  por  su  uso,  como  sucede  en  los  arrendamientos  que,  ó por 
su  duración  ó por  las  anticipaciones  hechas,  están  sujetos  á inscripción  se- 
gún dispone  el  artículo  2.°  de  la  Ley,  y á las  transacciones  que  deban  ins- 
cribirse cuando  se  conviene  como  medio  para  poner  término  á las  diferen- 
cias suscitadas,  ó que  pueden  suscitarse,  en  dar  una  parte  á la  otra  cier- 
ta cantidad  por  el  desistimiento  que  esta  haga  de  sus  pretensiones,  formu- 
lando una  renuncia  formal  mas  ó menos  esplícita  de  ellas. 

Respecto  á que  no  es  necesario  que  el  valor  se  estipule  precisamente  en 
dinero  para  que  se  inscriba,  el  Reglamento  está  terminante  cuando  en  la 
regla  sexta  del  artículo  2o  antes  citada  dice,  bien  en  dinero,  bien  en  especie. 
La  permuta  de  una  finca  por  otra , aunque  ambas  sean  de  una  misma  na- 
turaleza, siempre  constaría  en  el  registro , porque  este  contrato  tiene  dos 
inscripciones,  una  en  cada  finca  objeto  de  la  permuta  que  se  hacen  en  los 
números  respectivos  con  que  cada  una  se  halla  señalada  en  el  registro:  en 
ello  no  hay  dificultad,  y naturalmente  nada  hubiera  dicho  el  Reglamento 
acerca  de  este  punto,  á no  haber  querido  que  constara  también  en  el  regis- 
tro el  valor,  cuando  este  fuere  valuado  en  cosas  muebles,  como  si  se 
diera  un  pajar  por  doscientas  fanegas  de  trigo. 

Este  valor  se  ha  de  espresar  también,  como  dice  la  regla  sexta  repeti- 
damente citada,  si  se  hubiere  hecho  constar  para  el  pago  del  impuesto  por 
medio  de  tasación,  ó si  tratándose  de  un  usufructo  ó pensión,  se  hubiera 
capitalizado  para  el  mismo  objeto.  Al  establecerse  esto,  se  ha  querido  alle- 
gar un  dato,  que  ha  de  ser  de  mas  utilidad  en  el  orden  administrativo 
que  en  el  civil,  porque  no  ha  de  influir  en  la  eficacia,  valor  y efectos  del 
derecho  inscrito,  al  paso  que  puede  ser  conveniente  á la  Administración  en 
muchas  ocasiones. 
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La  Instrucción  sobre  la  manera  de  redactar  los  instrumentos  públicos 
á registro , no  dá  menor  importancia  que  el  Reglamento,  cuyas 
di  posiciones  acabamos  de  citar,  & la  espresion  del  valor  de  los  inmuebles 
en  las  inscripciones,  estableciendo  algunas  disposiciones  respecto  á las  es- 
crituras que  facilitan  la  espresion  de  esta  circunstancia.  Al  efecto  ordena 
en  doá  artículos  lo  conducente.  El  primero  de  ellos,  que  es  el  15,  dice:  «En 
«las  escrituras  de  actos  ó contratos  que  deban  inscribirse  y en  que  no  me- 
«die  precio,  procurarán  los  escribanos  hacer  constar  el  de  los  inmuebles  ó 
«derechos  reales  á que  se  refieran,  exigiendo  de'  los  otorgantes  que  ma- 
«nifiesten  su  valor,  bien  por  documentos  que  lo  acrediten  y obren  en 
»su  poder,  ó bien  por  declaración  de  los  mismos  otorgantes,  á su  elcc- 


ncion.» 

Jal  vez  parezca  á algunos  estrano  que  en  una  Instrucción  que  tiene  por 
objeto  el  cumplimiento  de  la  Ley  hipotecaria  armonizando  con  ella  las  es- 
crituras públicas,  se  haya  ido  hasta  imponer  en  cierto  modo  la  necesidad  de 
espresar  el  valor  de  los  inmuebles  ó derechos  reales  sebre  ellos,  en  los  ac- 
tos ó contratos  que  por  su  naturaleza  no  requieren  esta  circunstancia,  lo 
que  parece  que  tiene  mas  por  objeto  satisfacer  á intereses  del  orden  ad- 
ministrativo que  á los  del  órden  civil , que  es  al  que  principal,  y algunas 
veces  hasta  esclusivamente,  atiende  la  Ley.  No  deja  de  tener  fuerza  la  ob- 
servación, pero  sin  duda  se  ha  creído  que  es  pequeña  la  exigencia  que  á 
los  otorgantes  se  hace  en  comparación  de  las  ventajas  que  resultan  á la 
Administración  de  tener  estos  datos  tan  importantes  para  la  formación  de 
la  estadística  de  los  bienes  inmuebles.  Es  verdad  que  dejándose,  como  no 
podia  menos  de  hacerse,  á la  libre  apreciación  de  los  interesados  el  lijar 
este  valor , el  dato  no  solo  carecerá,  con  sobrada  frecuencia  por  desgracia, 
de  exactitud,  sino  que  muchas  veces  ni  aun  se  aproximará  al  verdadero: 
sin  embargo,  no  debía  pasarse  de  lo  que  se  ha  hecho  á favor  de  la  Admi- 
nistración, porque  ir  mas  allá  seria  perjudicar  á las  transacciones  introdu- 
ciendo en  ellas  investigaciones  fiscales  que  frecuentemente  retraerían  á los 


que  contratasen. 

¿Y  qué  sucederá  cuando  en  poder  de  los  interesados  no  haya  documen- 
tos que  acrediten  el  valor  de  los  bienes  inmuebles,  ó si  los  hay  , estos  sean 
tan  antiguos  que  no  guarden  ninguna  relación  con  la  moneda  actual,  ni  con 
os  \ alores  que  hoy  tienen  los  bienes  raíces,  ó cuando  los  interesados  no  los 
picsenten,  si  rehúsan  declarar  el  precio?  ¿Podrá  negarse  el  escribano  á 
autorizar  c!  otorgamiento  del  acto  ó contrato? 

Desde  luego  debe  tenerse  ea  cuenta  que  el  interés  fiscal  en  todos  los 

n tT* ^ 0 **  'a  liasmision  se  adeude  impuesto,  facilitará  el  medio  de 

h reo-la  oyLT  ^ *ínca  eü  inscr’Pc*°n,  pues  que  como  establece 

a.D  e a fX  23  dd  según  queda  espumo,  este  dalo 

suple  la  falla  de  cspres.on  del  valor  en  la  escritura.  Pero  ¿o  por  ello  podo- 
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mos  escusarnos  de  decir  qué  es  lo  que  debe  hacerse  en  el  caso  de  que  tam- 
poco sea  esto  posible  por  no  adeudarse  el  impuesto. 

No  cabe  en  el  espíritu  de  la  Ley  que  los  valores  fijados  en  tiempos  anti- 
guos, cuya  moneda  no  guarda  relación  ninguna  con  la  moderna,  y cuando 
los  bienes  inmuebles  tenían  un  valor  en  metálico  infinitamente  desigual  al 
de  nuestros  dias,  sean  los  que  deban  espresarse  en  la  inscripción.  La  es- 
prcsion  de  esta  circunstancia  tiene  por  principal  ó por  casi  único  objeto 
servir  para  la  formación  de  la  estadística  de  la  riqueza  actual,  y tales  da- 
tos no  conducen  al  objeto  que  se  apetece;  mas  bien  podrían  servir  para 
descarriar  al  que  se  sirviera  de  ellos  para  formarla.  Y esto  aun  suponiendo 
que  fuera  fácil  la  reducción  de  las  antiguas  á las  nuevas  monedas,  materia 
que  está  envuelta  en  la  mayor  oscuridad,  y que  es  objeto  de  grandes  cues- 
tiones entre  los  anticuarios,  aun  en  los  puntos  en  que  parece  que  por  haber 
seguido  en  observancia  entre  nosotros  las  leyes  civiles  que  fijaron  cuotas, 
debía  ser  generalmente  conocida  la  cantidad  que  señalan,  y en  que  sin  em- 
bargo no  hay  mas  que  conjeturas.  Sirva  de  ejemplo  lo  que  sucede  con  la 
cantidad  de  los  quinientos  maravedís  de  oro  que  se  señala  como  límite  des- 
pués del  cual  deben  insinuarse  las  donaciones,  en  que  hay  tanta  divergen- 
cia entre  los  jurisconsultos,  que  al  paso  que  unos  opinan  que  equivale  á 
siete  mil  ciento  treinta  y dos  reales  y doce  maravedís,  hay  quien  cuadru- 
plica este  valor,  suponiendo  que  representan  veinticinco  mil  seiscientos 
reales.  No  puede  querer  la  Ley  estas  reducciones  que  en  casos  exactamen- 
te iguales  vendrían  á causar  notabilísimas  diferencias.  Cuando  no  hay  otros 
datos,  debe  por  lo  tanto  considerarse  que  no  existe  valor  fijado  en  los  do- 
cumentos anteriores. 

Esto  naturalmente  nos  hace  decir  algunas  palabras  sobre  si  para  espre- 
sarse el  valor  de  la  finca  ó derecho  real  en  las  escrituras,  solo  han  de  ser- 
vir los  documentos  de  fechas  recientes,  ó también  los  que  lo  sean  de  tiem- 
pos anteriores.  Dá  lugar  á esta  investigación  el  gran  cambio  que  en  los  úl- 
timos años  ha  tomado  la  propiedad  inmueble , porque  en  algunas  parles 
ha  triplicado  el  valor  que  tenia  al  principio  de  este  siglo,  cosa  que  respec- 
to á algunos  solares  de  casas  en  Madrid  ha  acontecido  en  el  último  dece- 
nio. Seria  difícil  señalar  reglas  al  efecto  : esto  dimana  del  mayor  ó menor 
incremento  del  valor  de  las  fincas:  en  donde  la  alteración  haya  sido  muy 
rápida  y notable  no  podrá  aplicarse  la  misma  regla  que  donde  sea 
paulatina  v de  escasa  consideración.  No  debe  olvidarse  que  aquí,  á íalta 
de  un  valor  fijo , se  busca  otro  aproximado,  y que  por  lo  tanto  hay  cierta 
latitud  prudente  que  solo  pende  de  la  apreciación  de  las  circunstancias  de 
cada  caso.  Por  esto  creemos  que  cuando  no  haya  habido  grandes  cambios 
en  el  valor  de  la  propiedad  en  el  pueblo , pago,  calle  ó lugar  en  que  estu- 
viera situada  la  finca,  podrá  servir  el  documento  anterior  en  que  se  le  se- 
ñaló valor,  pero  no  en  el  caso  de  que  suceda  lo  contrario.  El  escribano 
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debe  á nuestro  juicio  obrar  como  las  circunstancias  particulares  le  aconse- 
jen teniendo  presente  la  intención  de  la  Ley  al  ex.gir  que  se  inscriba  el  va- 
lor ’y  que  es  mas  conveniente  omitir  este  dato  si  se  ha  de  sacar  de  docu- 
mentos que  dén  lugar  á una  apreciación  errada,  que  no  espresarlo  para  ha- 
cer incurrir  en  equivocaciones  á la  Administración  y á los  particulares  que 

acudan  á los  registros.  , , . ' . 

A otra  no  menor  duda  da  ocasión  el  articulo  de  la  Instrucción  (jue  esta- 
mos comentando,  á saber,  si  debe  exigir  indispensablemente  el  escribano  á 
los  interesados  que  declaren  el  valor  de  los  inmuebles.  Si  se  considerara  ais- 
ladamente este  artículo  de  la  Instrucción,  tal  vez  deberíamos  contestar  afir- 
mativamente á la  pregunta.  Las  palabras  exigiendo  á los  otorgantes  que 
manifiesten  su  valor,  alejan  al  parecer  toda  clase  de  condescendencia  respec- 
to á este  punto:  de  ellas  debería  inferirse  que  cuando  los  interesados  no  lo 
hicieran,  el  escribano  habria  de  negarse  á autorizar  el  acto  ó el  contrato.  No 
puede  sin  embargo  desconocerse  que  otras  palabras  del  mismo  artículo  pare- 
ce que  quitan  fuerza  á las  anteriores  y que  se  contentan  con  que  el  escribano 
empléelos  medios  convenientes  para  conseguirlo:  estas  palabras  son:  pro- 
curarán los  escribanos  hacer  constar , que  no  pueden  significar  lo  mismo  que 
si  en  su  lugar  se  hubiera  puesto  las  de  harán  constar.  Y esta  es  nuestra  opi- 
nión. Viene  á fortalecernos  en  ella  que  en  la  citada  regla  sexta  del  art.  2a 
del  Reglamento  escrita  para  la  ejecución  de  la  Ley,  dá  por  supuesto  que 
puede  dejar  de  constar  el'valor  en  la  escritura,  cuando  hablando  de  la  es- 
presion  de  esta  circunstancia  en  la  inscripción,  dice:  si  constare  en  el  título, 
y es  claro  que  estas  palabras  no  tendrían  esplicacion  posible  si  pudiese  exi- 
girse necesariamente  por  los  escribanos  la  declaración  de  los  interesados, 
respecto  al  valor  de  la  finca  ó derecho  sujeto  á inscripción.  De  esto  inferi- 
mos que  el  verbo  exigir  en  dicho  artículo  no  quiere  decir  que  inevitable- 
mente deben  hacer  constar  en  la  escritura  el  valor  de  la  cosa,  sino  que 
tiene  la  acepción  de  pedir  con  instancia,  de  emplear  una  y otra  vez  el  len- 
guaje de  la  persuasión  para  que  declaren  los  otorgantes  el  que  crean  que 
tenga,  pero  sin  que  en  caso  de  no  hacerlo,  pueda  negarse  á autorizar  el 
acto  ó contrato.  Esto  se  halla  confirmado  por  otro  artículo  de  la  Instruc- 
cion  (a),  que  oportunamente  transcribirémos,  en  el  que  se  dice,  que,  si  ape- 
sar de  procurar  el  escribano  que  los  otorgantes  declaren  las  circunstancias 
espresadas  en  el  art.  9.°  de  la  Ley,  que  es  el  en  que  requiere  la  espre- 
sioq  del  valor,  y en  el  25  del  Reglamento  , que  lo  completa  en  el  particu- 
ar,  no  quisieren  ó no  pudieren  hacerlo,  salva  su  responsabilidad  maní- 
es an  o en  el  instrumento  que,  advertidas  las  partes  de  la  conveniencia 
de  la  declaración,  dejaron  de  verificarla. 

e esta  manera  se  evita  una  coacción  que  no  estando  escrita  en  la  Ley, 


(a)  Art.  10. 
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no  parece  que  debía  caber  en  una  disposición  reglamentaria,  se  respetan 
consideraciones  personales  á que  no  es  justo  faltar  sin  necesidad,  y se  sale 
al  encuentro  de  los  inconvenientes  que  podrían  resultar  de  constituir  en  una 
situación  apremiante  á los  contrayentes,  dándoles  ocasión  á que  en  la  irres- 
ponsabilidad que  tienen  señalando  un  precio  que  ninguna  relación  guarde 
con  el  verdadero  de  la  cosa  objeto  del  acto  ó contrato,  pongan  uno  ca- 
prichoso que  por  lo  desproporcionado  é ínfimo,  pareciera  un  sarcasmo  para 
poner  en  ridículo  la  disposición  que  á ello  les  compeliese,  viniendo  así  á 
convertirse  contra  lo  apetecido  por  la  Ley  al  establecer  que  el  valor  conste 
en  la  inscripción,  una  medida  adoptada  para  ejecutarla,  la  cual  daria  por 
resultado  que  en  lugar  de  tener  la  Administración  un  dato  que  la  ilustra- 
ra, solo  encontrase  otro  que  la  estraviara  en  sus  investigaciones. 

El  otro  artículo  que  tiene  Ja  Instrucción  para  facilitar  mas  la  cspre- 
sion  del  valor  de  las  fincas  y derechos  en  el  registro,  es  el  16,  dice  literal- 
mente lo  siguiente:  «Cuando  fuere  objeto  del  acto  ó contrato  un  censo, 
»ó  una  pensión  periódica  perpétua,  cuyo  capital  no  conste,  y no  mediare 
«tampoco  precio,  se  fijará  el  valor  por  el  escribano,  capitalizando  los  rédi- 
ítos  á razón  de  un  3 por  100  anua!,  á menos  que  los  interesados  de  común 
^acuerdo,  elijan  otro  tipo  para  dicha  capitalización.— Si  hubiere  mediado  pre- 
w cío  se  espresará,  cualquiera  que  sea  el  importe  de  los  réditos  ó peosioues. 
— sCuando  la  pensión  consista  en  frutos,  se  reducirán  estos  á metálico  por 
»el  precio  medio  que  tuvieren  en  el  lugar,  para  hacer  la  capitalización. 
»Si  la  pensión  fuere  vitalicia  se  hará  la  capitalización  al  tipo  de  10  ú 
»8  % por  100,  según  los  casos  con  arreglo  á la  ley  común,  ámenos  que  los 
«interesados  establezcan  otro  diferente.» 

Este  artículo  de  la  Instrucción  exige  algunas  esplicaciones.  Ninguna 
dificultad  ofrece  el  caso  en  que  medie  precio  para  la  constitución  del  censo 
ó renta,  ya  sea  perpétua,  ya  vitalicia,  porque  entonces  consta  el  valor  del 
derecho  inscrito,  guarden  ó no  proporción  con  él  los  réditos  ó pensiones. 
La  dificultad  solo  podia  estar  en  el  caso  en  que  no  se  hubiera  señalado  pre- 
cio en  la  constitución  de  estas  cargas,  como  sucede,  por  regla  general,  en 

los  censos  eufitéuticos  y reservativos. 

Para  señalar  este  precio  ó capital,  establece  el  artículo,  como  primera 
regla,  que  se  esté  al  valor  que  los  otorgantes  les  dén,  regla  adoptada  igual- 
mente en  el  Proyecto  de  Código  civil , si  bien,  en  delecto  de  convenio,  lo 
deja  á la  apreciación  judicial  {a).  Aun  en  los  censos  cuyo  capital  consta, 
vemos  ahora  todos  los  dias  ponerse  de  acuerdo  los  interesados,  especial- 
mente en  las  escrituras  de  reconocimiento  y de  redención,  en  las  cuales,  en 
lugar  de  hacerse  su  capitalización  á razón  del  5 por  100  á que  suelen 
esUir  constituidos  ó reducidos,  se  estipula  que  se  verifique  hasta  al  O 


(a)  Arl.  1850,  copiado  en  la  p.ig.  447. 
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too 


por  100  Consiste  esto,  en  que  no  siendo  proporcional  el  interés  del  o por 
100  al  que  hoy  produce  el  dinero  empleado  en  otras  negociaciones,  tienen 
los  censualistas  interés  en  que  se  rediman  para  emplear  el  capital,  aunque 
disminuido,  en  lo  que  pueda  reportarles  mayor  interés,  pues  que  no  reba- 
jando el  capital,  difícilmente  se  encontrarían  censatarios  que  libertasen  las 
lincas  de  las  cargas  censuarías  á que  estuvieran  afectas. 

Cuando  no  consta  el  precio  en  la  constitución  de  los  censos  ó de  las  car- 
gas perpetuas,  y los  interesados  tampoco  lo  lijan,  era  necesario  acudir  á otra 
regla.  Esta  se  ha  buscado  en  la  proporción  que  las  leyes  anteriores  ponen 
entre  el  capital  ó precio  del  censo  y la  pensión  que  se  satisface,  siendo  al 
efecto  necesario  hacer  la  misma  división  de  las  obligaciones  censuales  que 
hacían  las  leyes  entre  las  que  eran  perpetuas  y las  vitalicias. 

Respecto  á las  perpetuas,  conocidas  son  generalmente  las  vicisitudes 
de  la  legislación  sobre  esta  materia.  El  horror  á las  lisuras,  las  ideas 
equivocadas  en  el  orden  económico,  y sobre  todo  la  preocupación  de  que  el 
dinero  no  era  cosa  productiva,  fueron  motivos  para  que  el  legislador,  ce- 
diendo á las  declamaciones  de  los  léologos  y juristas  y á preocupaciones 
vulgares,  prohibiese  llevar  interés  por  el  dinero,  que  castigase  á los 
usureros  con  severidad  funesta,  y que  de  una  en  otra  medida,  que  se 
consideraban  protectoras  de  los  que  necesitaban  dinero  , cuando  solo  pro- 
ducían el  resultado  de  hacer  mas  triste  su  situación,  se  llegara  al  caso  de 
mezclarse  en  contratos  en  que  ya  no  se  trataba  de  préstamos  mutuos  , sino 
de  imposiciones  perpétuas  de  los  capitales.  En  los  censos,  de  consiguiente, 
el  rédito  anual  tuvo  que  sujetarse  á la  voluntad  del  legislador,  que,  cuando 
eran  al  quitar,  los  fijó  á 1 por  i4  (14,000  maravedís  cada  millar)  (a),  des- 
pués á 1 por  20  (20,000  maravedís  el  millar)  (ó),  y últimamente  por  dos 
distintas  leyes,  dada  una  para  los  reinos  de  Castilla  y León  (c),  y la  otra 
para  la  corona  de  Aragón  (el),  por  1 á oo  y .‘/3,  ó lo  que  es  lo  mismo,  al  5 por 
400,  disposiciones  que  tienen  la  singularidad  de  habérseles  dado  fuerza  re- 
troactiva, y cuya  infracción,  además  de  la  pena  de  nulidad  de  los  contratos, 
llevaba  consigo  la  privación  de  oficio  al  escribano  que  los  autorizara  con 
mayor  pensión.  Respecto  á los  censos  irredimibles,  no  estableció  tasa  la  Ley, 


pero  era  uniforme  la  opinión  de  los  jurisconsultos  y la  práctica  en  que  de- 
bía ser  menor  la  pensión,  por  ser  mas  gravoso  al  censatario,  que  no  tenia 
facilitad  de  redimirlo.  La  costumbre  suplía  en  este  punto  el  silencio  de  la 
e*V  peí  o esta  costumbre  no  era  uniforme  , y si  bien  en  algimas  partes,  si- 
guiendo la  opinión  del  tcologo  Molina,  consideraban  que  el  precio  debía  ser 
una  lerceia  parte  mayor,  ó lo  que  es  lo  mismo,  menor  en  una  tercera  par- 
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te  la  pensión,  esto  es,  el  2 por  100,  en  otras  lo  era  el  2 y medio  por  100 
conviniéndose  generalmente  en  que  debía  estarse  á la  costumbre  de  la  pro- 
vincia ó pueblo  en  que  radicaban  los  bienes  gravados : esta  fué  la  opinión 
del  presidente  Covarrubias.  Y no  faltan  ejemplos  de  haberse  considerado 
reducida  á la  mitad  la  pensión  en  estos  censos , á lo  que  es  consiguiente 
que  para  su  precio  y redención  se  considerara  su  capital  de  200  por  3.  Asi 
se  hizo  por  un  auto  acordado  del  Consejo  de  1770  (a),  que  prohibió  respec- 
to dios  edificios  y solares  de  Madrid  que  en  lo  sucesivo  se  pudieran  consti- 
tuir censos  irredimibles  que  no  fueran  con  doble  capital  que  los  redimibles. 

No  desconocemos  que  la  ley  (&)  que  ha  abolido  la  tasa  del  interés  del  di- 
nero, implícitamente  parece  que  lo  ha  hecho  de  la  señalada  como  pensión 
en  los  censos,  y que  das  leyes  que  la  limitaron  pueden  considerarse  deroga- 
das respecto  á los  contratos  posteriores  á ella.  Añadirémos  que  esta  opi- 
nión probablemente  prevalecerá  en  la  práctica,  sin  embargo  de  que  nos 
parece  que  bien  merecería  esto  una  declaración  especial,  para  no  dar  lu- 
gar á las  encontradas  opiniones  que  naturalmente  nacerán , por  limitarse  la 
ley  en  sus  palabras  solamente  á los  préstamos,  y conocerse  que  su  espí- 
ritu vá  mas  allá,  y que  no  hay  razón  para  quitar  en  el  mútuo  la  tasa  y de- 
jarla subsistente  en  los  censos. 

Mas,  cualquiera  que  sea  la  opinión  que  se  lleve  en  esta  materia,  lodos 
convendrán  en  la  necesidad  que  tenia  Ja  ley  de  establecer  el  tipo  por  que 
deben  capitalizarse  estos  censos  en  los  casos  en  que  no  haya  avenencia  de 
los  interesados,  y no  conste  el  capital,  por  no  haber  mediado  precio  en  su 
constitución.  Parecía  lo  mas  natural  adoptar  el  establecido  por  las  leyes 
para  lijar  la  pensión  ó redimirlos,  porque  es  de  suponer  que  es  al  que  im- 
plícitamente se  referian  los  contratos  en  que  sin  hablar  del  precio,  se  con- 
signaba solamente  la  pensión.  Por  esto,  del  mismo  modo  que  estableció  el  o 
por  100,  que  era  la  pensión  correspondiente  como  máximum  para  los  censos 
al  quitar,  hizo  esta  regla  ostensiva  á los  irredimibles,  por  no  encontrar  una 
costumbre  que,  igual  en  todas  parles,  ó al  menos  muy  generalizada  para 
considerarla  como  jurisprudencia , supliera  el  silencio  de  la  Ley.  Siguió  en 
esto  el  ejemplo  del  proyecto  de  Código  civil  (c).  Ni  debe  parecer  estrado  que 
no  considerara  un  capital  mayor  á la  pensión:  la  inconveniencia  de  esto  se- 
ria evidente,  cuando  se  vé  todos  los  dias  que  por  convenio  de  los  interesa- 


ba) Número  8 de  la  lev  12 , tít.  XV,  lib.  X de  la  Noy.  Rec.  Otras  disposiciones 
ha  habido  sobre  esta  materia,  enlazadas  con  la  circulación  de  los  vates  reales,  que 

hov  no  tienen  aplicación , en  las  que  se  permitieron  redimir  con  ellos  lo*  canope* 
11U.’  . . 1 too  /.mUnUoc  (\íA  romn  nnc'M ruin  nn  r.amlül 


Ikr  ó el  1 % por  1UO,  y por  uercciiu  ue  iuuucujhj  .... 

nor’lOO  redituara  en  25  años  una  cincuentena  del  valor  de  la  casa,  rebajado  el  im- 
porte de  sus  cargas  (núm.  5 de  la  ley  22,  tít.  XV,  lib.  X de  la  Nov.  Itec.). 
ib)  Ley  de  14  de  marzo  de  1S56. 


título  II. 

1'  Cl  capital  de  los  censos  se  rebaja  mucho  siempre  que  se  trata  de  su  re- 
dención y que  bay  pocos  censualistas  que  no  se  den  por  contentos,  si  con 
aenciuu,  y h i corresponde  á la  pensión  según  las  espresadas  le- 

de  mr*,  8 , . ... 

a sc  les  redimen  los  censos,  aunque  fueran  en  su  constituc.on  irredimi- 
bles, si  bien  después,  por  disposición  de  la  Ley  son  todos  redimibles , al 

menos  en  nuestro  concepto  (a).  . 

lo  mismo  puede  decirse  que  ha  hecho  la  Instrucción  respecto  a las  pen- 
siones ó rentas  vitalicias,  cuando  no  tienen  precio  señalado,  porque  si  l'o 
hav,  éste  y no  otro  es  el  que  se  ha  de  espresar  en  la  escritura , y por  con- 
siguiente en  la  inscripción.  Esta  falta  de  precio  se  observa  generalmente 
en  todas  las  que  se  establecen  por  última  voluntad  ó por  un  acto  ó contrato 
lucrativos.  Sabido  es  que  estas  pensiones  ó rentas,  que  ahora  se  llaman  á 
fondo  vitalicio  ó á fondo  perdido  ó muerto , se  les  daba  antes  la  denomina- 
ción de  censos  de  por  vida  ó censos  vitalicios,  y que  en  ellos  estaba  fijada  la 
proporción  que  debía  haber  entre  el  precio  ó capital , y la  renta  ó pensión. 

(a)  Acerca  de  este  punto  en  los  Elementos  de  Derecho  civil  ij  penal  de  España, 
sexta  edición,  publicada  por  D.  Juan  Manuel  Montalban  en  unión  del  que  escribe 
estos  comentarios,  se  lee  lo  siguiente:  Las  leyes  22  y 24,  tít.  XV,  lib.  X de  la  No- 
vísima Recopilación , hicieron  redimible  toda  clase  de  censos  de  cualquiera  natura- 
leza y condición,  aunque  fueran  perpetuos  é irredimibles,  asi  como  también  las 
pensiones  y cargas  de  contratos  enfitéuticos.  Mas  como  por  Real  cédula  de  3 de 
agosto  de  1818  lué  derogada  la  de  17  de  enero  de  1803  (ley  24  citada),  y se  dejó, 
tanto  á las  corporaciones  como  á los  particulares,  en  plena  libertad  de  celebrar  sus 
contratos  censuales,  poniendo  en  ellos  las  cláusulas  y condiciones  que  á bien  tuvie- 
ran y pudiendo  exigir  su  cumplimiento,  se  ha  llegado  á creer  por  algunos  que  en  el 
dia  continúa  existente  la  antigua  división  de  censos  en  redimibles  é irredimibles,  y 
cpio  por  una  consecuencia  natural  no  procede  en  estos  últimos  la  redención  sino  cii 
virtud  de  consentimiento  de  ambas  partes.  Nosotros  prescindimos  de  examinar  la 
cuestión  de  sí  el  objeto  de  la  Real  cédula  de  4818  fué  el  declarar  para  en  adelante, 
ó el  de  restablecer  la  prohibición  antigua  de  redimir  ciertos  censos,  porque  nos 
basta  afirmar  que  en  nuestro  concepto  hay  argumentos  poderosos  para  sostener  que 

y de  3 
laude- 
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que  donan  subsistir  en  los  enfiteusis  referidos,  sean  de  señorío  ó alodiales,  se  po- 
drán redimir  como  cualesquiera  censos  perpetuos  bajo  las  reglas  prescriptas  en  los 
artículos  4.°,  3.°,  6.°,  7.°,  8.°  y.  12  de  la  Real  cédula  de  17  de  enero  de  1803.  Vemos, 
pues,  terminantemente  autorizada  la  libre  redención  de  todos  los  censos  que  se  han 
considerado  irredimibles,  hasta  los  que  tienen  el  carácter  de  perpetuidad,  y rcco- 
•i r por, a>  „ rza  de  la  Real  cédula  de  1803  en  el  hecho  de  disponerse  que  so 
Inv  ¿íunVn  en  redenciones  que  hayan  de  verificarse.  Y no  sirve  decir  que  la 
son  d pe  i n r •!  tm!/ rfi  ‘i  ,os, consos  Y enfiteusis  de  señorío,  y que  todas  sus  disposiciones 
la  vista  sobro  decreto  de  las  Cortes  de  G de  agosto  de  1811,  pues  basta  fijar 

d id  dé  a(mnií-il-n.  a )ra  lodiales,  empleada  por  la  ley,  para  comprender  la  debili- 
ta i ue  aqueiU  argumentación.  T us  límite  ,i«  ¿.ÍAj 


Supremo  de  Justicio  sP^inT^?”'  ul,1Ciime™e  añadiremos  que  por 
donada,  ó sea  la  lev  04  ) i *5bj?1n  reconocida  como  vigente  la  Real  cédula  men- 
tí embre  de  1860). ' “ ’ '^I0  x de  la  Nov.  Rcc.  (Sentencia  de  20  de  se- 
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Una  lev,  que  no  se  halla  inserta  en  la  Novísima  Recopilación,  pero  que  se 
encuentra  en  la  Nueva  (a),  señaló  como  pensión  de  estos  censos  cuando  se 
constituían  por  una  sola  vida  el  10  por  100  y el  8 y y3  cuando  eran  por  dos 
vidas,  ó lo  que  es  lo  mismo,  diez  mil  maravedís  el  millar  en  el  primer  caso, 
y doce  mil  el  millar  en  el  segundo.  Desentendióse  la  Instrucción  de  una 
cuestión  que  existe,  respecto  á si  pueden  ó no  constituirse  los  censos 
por  mas  de  una  vida,  cuestión  que  no  todos  resuelven  de  la  misma  manera. 
De  ella  nada  dijo  la  Ley,  sin  duda  porque  no  cabia  dentro  de  su  objeto:  el 
Gobierno  tampoco  podía  resolverla,  pues  que  conocidamente,  como  decla- 
ratoria de  un  punto  de  derecho  civil,  no  entraba  dentro  de  sus  atribucio- 
nes. Por  esto,  dejando,  en  nuestro  sentir,  su  apreciación  á los  tribunales 
en  los  casos  que  pudieran  llevarse  ante  ellos,  se  limitó  á considerar  que 
podría  muy  bien  suceder  que  se  pusieran  estas  rentas  sobre  dos  vidas,  y 
que  entonces  habia  que  adoptar  una  regla  respecto  á la  lijacion  de  su  va- 
lor, lo  que  no  quitaba  la  libertad  al  orden  judicial  para  entrar  en  el  exa- 
men de  su  validez  ó de  su  nulidad  que  no  podían  considerarse  resueltas  en 
una  Instrucción  reglamentaria  de  la  índole  de  la  de  que  aquí  tratamos.  En 
otra  obra  ( b ) hemos  manifestado  nuestra  opinión  acerca  de  esta  materia, 
sosteniendo  que  con  arreglo  al  derecho  existente,  no  pueden  constituirse 

(a)  Ley  12,  tít.  V,  lib.  V. 

(b)  En  la  obra  de  Elementos  del  derecho  civil  y penal  de  España,  citada  antes, 
damos  las  razones  de  la  opinión  que  aquí  indicamos,  en  los  términos  que  pasamos  á 
transcribir.  La  ley  6.a  del  título  XV  del  libro  X de  la  Novísima  Recopilación  esta- 
blece, que  no  se  puedan  fundar  y otorgar  censos  de  por  vida  por  dos,  ni  yor  tres, 
ni  por  mas  años,  sino  que  se  puedan  tomar  y constituir  por  una  sola  vina,  y no 
por  dos  ó por  mas  vidas.  El  precepto  de  esta  ley  no  puede  ser  mas  esplícito  ni  mas 
decisivo.  Dada  por  D.  Felipe  II  en  1383  fue  trasladada  de  la  Nueva  Recopilación, 
donde  se  hallaba  (ley  8,  tít.  XV,  lib.  V)  á la  Novísima.  Mas  en  la  Nueva  Recopila- 
ción (ley  12  del  mismo  título  y libro) , hay  otra  dada  por  I).  Felipe  III  en  1008, 
posterior  por  lo  tanto  á la  citada  antes,  en  la  que  sin  tratar  directamente  de  la 
cuestión,  después  de  fijar  el  precio  de  los  nuevos  juros  y censos  al  quitar,  dicien- 
do que  no  pudieran  ser  á menos  precio  de  veinte  mil  maravedís  al  millar , se  aña- 
de, y los  de  por  una  vida,  ú razón  de  diez  mil  maravedís  el  millar,  y los  de  por 
dos  vidas,  d doce  mil  maravedís  el  millar.  Fundándose  en  estas  palabra-,  en  que 
solo  incidentalmente  podría  considerarse  derogada  la  ley  de  D.  Felipe  11,  si  es  que 
se  hubiera  pensado  en  ello , sostienen  algunos  que  puede  la  renta  vitalicia  consti- 
tuirse sobre  dos  vidas.  Tal  vez  suscribiríamos  á esta  opinión,  si  no  encontráramos 
un  motivo  poderoso  oara  adoptar  la  que  seguimos  cu  el  texto.  La  citada  ley  de  Don 
Felipe  III  no  está  inserta  en  la  Novísima  Recopilación,  y esta  omisión  no  loe  olvido 
ni  descuido,  sino  una  cosa  hecha  de  propósito,  y con  el  determinado  objeto  de  su- 
primir la  parte  de  la  ley  que  se  refiere  a los  censos  vitalicios-  La  prueba  de  esto,  se 
encuentra  en  la  nota  segunda  del  título  y libro,  en  que  á no  ser  por  la  supresión, 
estaría  la  ley  en  que  se  dice:  por  las  leyes  12  (la  de  I).  Felipe  III)  y 13  del  mismo  ti- 
tulo (ley  13  del  título  V de  la  Nueva  Recopilación),  se  prohibió  la  constitución  de 
juros  y censos  al  quitar  á menos  precio  de  veinte  mil  maravedís  el  millar,  sin 
que  esprese  ni  una  sola  palabra  que  ha"a  referencia  á ios  censos  vitalicios.  ¿No  se 
infiero  del  hecho  de  no  haberse  insertado  la  ley,  y de  haberse  puesto  solo  en  nota 
la  disposición  de  una  parte  de  ella  y no  la  interesante  en  el  punto  de  que  tratamos, 
que  quiso  hacerse  una  alteración  en  el  particular?  Nos  parece  indudable,  y aun 
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virla  No  creemos  inoportuno  añadir  aquí  , siguiendo  lo 
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hemos  indicado,  que  aunque  no  hay  ley  que  haya  derogado  esta 
tasa  lo  está  realmente  en  concepto  de  algunos,  por  el  hecho  de  haberse  abo- 
lido la  del  interés  del  dinero  en  el  préstamo  mutuo , fundándose  en  razones 
de  analogía  que  no  dejan  de  tener  fuerza.  Es  la  principal,  que  mayor  razón 
había  para  suprimir  la  fijación  de  un  interés  máximo  en  el  contrato  de  ren- 
ta vitalicia  que  en  el  préstamo,  por  la  incertidumbre  que  hay  de  los  mayo- 
res ó menores  sacrificios  ó ventajas  que  pueden  resultar  á los  que  lo  con- 
traen , porque  todo  depende  del  cálculo  de  las  probabilidades  de  los  riesgos 
que  se  corren,  y por  lo  tanto,  absolutamente  de  un  suceso  incierto  , por 
cuya  razón  tienen  estos  contratos  el  carácter  de  aleatorios.  Pero  de  todos 
modos , cuando  los  interesados  no  lijen  el  capital  ó señalen  otro  modo  de 
capitalizarlo  que  el  de  10  y 8 % por  100  en  los  casos  respectivos,  deberá 
estarse  por  esta  capitalización. 

No  adopta  esta  misma  regla  el  proyecto  de  Código  civil,  pues  que  orde- 
na ( a ) que  se  capitalice  la  renta  vitalicia  con  arreglo  á lo  que,  atendida  la 
edad  del  rentista,  corresponda  según  las  tarifas  vigentes  en  los  estable- 
cimientos mercantiles  constituidos  en  conformidad  á la  ley;  pero  la  Comi- 
sión que  lo  redactó,  podía  libremente  hacer  en  este  punto  y en  los  demás 
de  su  obra  todas  las  innovaciones  que  creyera  convenientes:  no  sucedia  lo 
mismo  en  la  redacciou  déla  Ley  Hipotecaria,  en  que  tenia  la  Comisión 
que  sujetarse  al  derecho  establecido,  en  todo  lo  que  no  obstara  inmediata- 
mente á la  reforma. 

Haciéndose  la  Instrucción  cargo  del  caso  en  que  la  pensión  consista  en 
frutos,  establece  como  regla  única,  para  hacer  la  capitalización,  que  se  re- 
duzcan á metálico  por  el  precio  medio  que  tuvieren*  en  el  lugar,  para  lo  que 
debe  atenderse  á nuestro  juicio,  aunque  la  Instrucción  no  lo  diga,  al  dia  en 
que  se  haga  la  escritura,  que  es  en  el  que  tiene  aplicación  la  Ley,  y por  lo 
tanto  las  medidas  reglamentarias  dadas  para  su  ejecución,  que  en  esto  solo 
se  proponen  reducirá  cantidades  homogéneas  todas  lasque,  respecto  al  va- 
lor de  las  lincas  ó derechos  reales  impuestos  sobre  inmuebles,  figuren  en  el 
registro. 

Para  pouer  fin  á este  número  del  comentario,  añadirémos,  que  en  la  re- 
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gla  14.  del  artículo  25  del  Reglamento,  se  dice  la  manera  de  cspresar  el 
valor  eQ  los  arrendamientos,  esto  es  incluyendo  en  la  inscripción  el  precio, 
palabra  que,  como  puede  conocerse,  equivale  aquí  a la  merced,  ó cantidad 
pagada  por  el  arrendatario  ó inquilino,  y además  Induración  del  contrato. 

10.  Extensión  del  derecho  que  se  inscribe. — Las  cosas  mismas  que  por 
su  naturaleza  son  indivisibles,  como  sucede  con  las  servidumbres  prediales 
y las  hipotecas,  admiten  límites  en  su  eslension;  así  es,  que  puede  hipote- 
carse parte  de  una  heredad,  ó establecerse  en  punto  determinado  de 
ella  una  servidumbre  á favor  de  otra  linca,  sin  que  la  hipoteca  ó la  servi- 
dumbre comprendan  la  parte  de  la  (inca  que  no  queda  afecta  á la  asegura- 
ción del  crédito,  ó á la  prestación  del  servicio  estipulado  en  el  contra- 
to (a).  A esta  limitación  principalmente  se  refieren  las  palabras  eslension 
del  derecho,  de  que  aquí  usa  la  ley.  Debe  cuidarse  siempre  de  que  esta  limi- 
tación conste  con  claridad,  porque  de  otra  manera  se  considerará  que  to- 
da la  finca  está  afecta  al  derecho  sobre  ella  constituido,  á no  ser  que  por 
el  conjunto  de  sus- disposiciones  viniera  á demostrarse  que  otra  fué  la  in- 
tención de  los  otorgantes:  mas  esto,  en  caso  de  no  haber  conformidad  en- 
tre ellos,  solo  podría  ser  resultado  de  una  sentencia  después  de  un  pleito 
que  habrían  evitado  los  interesados,  siendo  mas  previsores,  cuando  tuvo 
lugar  el  acto  ó contrato  de  que  nació  la  duda.  De  todos  modos,  los  regis- 
tradores deben  limitarse  á inscribir  en  el  registro  lo  que  en  el  documento 
aparezca  acerca  de  la  estension  del  derecho,  teniendo  presente  lo  que  dis- 
pone el  Reglamento  (h),  tanto  respecto  ú este  punto,  eomoá  las  condiciones 
y cargas  del  mismo  derecho,  a saber  que  se  ha  de  hacer  mención  circuns- 
tanciada y literal  de  todo  lo  que  según  el  título  lo  limite  en  provecho  de 
otro,  sea  quien  quiera,  del  mismo  modo  que  de  los  plazos  del  vencimiento 
de  las  obligaciones  en  e!  caso  de  que  sean  de  esta  clase  las  de  que  se 
trate. 

14.  Condiciones  del  derecho. — La  palabra  condiciones  no  se  toma  aquí 
en  la  significación  estricta  de  esta  palabra,  cuando  se  usa  para  significar  una 
circunstancia  que  suspende  el  cumplimiento  de  alguna  cosa  hasta  cierto 
evento;  tiene,  por  el  contrario,  una  acepción  mucho  mas  lata  comprendiendo 
todas  las  restriciones  que  mas  ó menos  intensamente  afectan  al  derecho  que 
hade  inscribirse  y que  sujetan  á los  que  han  sido  parte  en  el  acto  ó conlia- 
to  en  que  se  ha  constituido,  á no  salir  de  los  límites  que  les  señalan.  \ ienc 
por  lo  tanto  á significar  aquí  la  palabra  condiciones,  todas  las  cláusulas  li- 
mitativas del  dominio  ó del  derecho  real  que  se  traspasa.  En  este  sentido 
la  vemos  usada  continuamente  en  los  contratos  y especialmente  en  los  que 
celebra  la  Administración.  En  ellos  dá  el  nombre  de  pliegos  de  condiciones 

(а)  Véase  lo  que  respecto  á la  indi  vísi  vilidad  de  las  servidumbres  decimos  en  la 
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(б)  Regla  7.a  del  art.  25,  copiado  a la  cabeza  de  este  comentario. 
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á los  que  lijan  las  obligaciones  especiales  á que  en  el  controlo  se  sujetan 
tanto  la  misma  Administración , como  los  que  con  ella  contratan,  y en  los 
nlieeos  referentes  á obras  públicas  se  dividen  estas  condiciones  en  cconó- 
micas  y facultativas.  En  el  derecho  romano  encontramos  usada  también  la 

palabra  conditio  en  este  mismo  sentido  (a). 

Por  lo  tanto  alcanza  la  palabra  condiciones,  no  solo  a las  suspensivas 
sino  tambieD  á las  resolutorias  y rescisorias , lo  que  está  espesamente 
declarado  en  otro  artículo  de  la  Lev  ( b ),  á pesar  que  de  estas  últimas 
condiciones  no  depende  el  cumplimiento  del  contrato,  sino  solo  su  ter- 
minación. Así  abraza  también  aquí  la  palabra  condiciones,  las  cláusulas 
en  que  se  conviene  que  el  derecho  no  ha  de  nacer  sino  "desde  cierto  dia  ó 
ha  de  concluir  en  dia  determinado,  los  pactos  de  retro-venta,  de  ley  comi- 
soria, de  adición  en  dia,  y para  decirlo  de  una  vez,  todos  los  que  pueden 
dar  por  resultado  que  el  acto  ó contrato  causa  del  derecho  se  modifique, 
quede  sin  efecto,  ó sea  rescindido  ó anulado.  E indiferente  es  para  el  caso 
que  estas  cláusulas  se  pongan  á favor  del  enagenante,  como  sucede  con  la 
venta  hecha  con  los  pactos  referidos  de  retro-venta,  de  adición  en  dia 
y de  ley  comisoria,  ó á beneficio  de  otro,  y que  esta  sea  persona  cierta  ó 
persona  indeterminada;  basta  que  el  adquirente  tenga  limitada  su  acción  en 
la  cosa  ó derecho  adquirido,  ó que  el  enajenante  esté  sujeto  á una  condición 
mas  gravosa  que  las  ordinarias  del  contrato  para  que  deba  hacerse  en  el 
registro  la  inscripción  de  esta  circunstancia. 

12.  Cargas  de  cualquier  especie  del  derecho  que  se  inscriba.— Es  de- 
cir, todos  los  derechos  reales  á que  esté  afecto  el  derecho  que  se  ha  de 
inscribir.  Ya  en  otro  lugar  (c)  hemos  espuesto  lo  que  por  derechos  reales  ó 
en  la  cosa  se  comprende.  No  necesitamos  aquí  dar  nuevas  esplicaciones 
acerca  de  este  punto.  Solo  dirémos  que  si  bien  algunas  veces  á la  palabra 
cargas  se  le  dá  una  significación  mas  estrecha,  como  sucedía  con  la  carga 
real  de  aposento,  y otras  veces  hasta  se  contrapone  á las  hipotecas,  signi- 
ficándose por  ella  solamente  las  servidumbres  y los  censos,  aquí  se  estien- 
de  á todos  los  derechos  reales  que  limitan  las  facultades  absolutas  que  cor- 
responden por  regla  general  á los  dueños. 

El  Reglamento  dá  tal  amplitud  á la  palabra  cargas  según  la  acepción 
que  le  atribuye  en  este  artículo,  que  la  hace  alcanzar  á comprender  la  di- 
visión del  dominio  que  existe  á veces  entre  uno  que  es  dueño  del  suelo  y el 
que  lo  es  de  lo  que  está  plantado  ó edificado  en  él,  cuando  dice  en  el  ar- 


i:  ;1  'mere  possis,  lastimare  judie 
(b)  Art t10  soluto»  híeres  hberetur. 

deteste  torno.  m * ’ P derechos  reales,  del  comentario  al  art.  2.°,  pág. 


DE  LA  FORMA  Y EFECTOS  1)E  LA  INSCRIPCION.  W7 

tículo  27,  que  eu  luda  inscripción  relaliva  á lincas  que  se  hallen  asi  dividí- 
das,  se  esprese  con  claridad  esta  circunstancia  al  hacer  menciou  de  las  car- 
gas que  pesan  sobre  el  derecho  que  se  inscribe. 

Esta  división  de  dominio  exige  alguna  ligera  indicación,  al  menos  bajo 
el  aspecto  que  corresponde  á la  materia  de  que  aquí  tratamos. 

I or  regla  general  el  que  es  dueño  del  suelo  loes  de  la  superficie,  enten- 
diéndose esta  palabra  en  el  sentido  que  le  atribuyó  el  derecho  romano,  y 
que  le  dan  nuestros  tratadistas,  es  decir,  todo  lo  que  está  sobre  el  suelo  y 
formando  con  él  un  solo  todo.  Eu  este  sentido,  las  plantas,  los  árboles  y ar- 
bustos de  toda  clase,  del  mismo  modo  que  los  edificios,  son  superficie,  y 
cuando  se  hace  separación  entre  los  dominios  del  suelo  y de  la  superficie’ 
al  propietaiio  del  suelo  se  le  llama  simplemente  dueño,  y superficiario  al 
que  lo  es  de  lo  arraigado  ó edificado  en  él. 

Aunque,  según  los  principios  generales  del  derecho,  lo  que  se  siembra, 
planta  ó edifica  cede  al  dueño  del  suelo  que  por  accesión  hace  suyo  lo  que 
de  esta  manera  ha  venido  á ser  una  parte  integrante  de  su  finca,  nada  hav 
que  impida  al  dueño  ceder  el  derecho  de  superficie,  lo  que  generalmente 
suele  hacer  estableciendo  un  canon.  En  tal  caso,  se  constituye  un  dere- 
cho real  muy  semejante  al  censo  cnfitéutico.  No  es,  pues,  de  eslrañar  (pie  se 
le  haya  sujetado  á la  misma  regla  que  á este  en  lo  que  á la  inscripción  se 
refiere. 

Debe  tenerse  aquí  en  cuenta  la  regla  8.a  del  artículo  25  del  Reglamen- 
to, que  hace  diferencia  entre  las  cargas  que  resultan  de  una  inscripción 
anterior  y las  que  solamente  aparecen  del  título  presentado,  porque  al  paso 
que  estas  se  han  de  referir  literalmente  en  la  inscripción,  advirtiendo  que 
no  han  sido  antes  inscritas,  respecto  á aquellas  basta  indicar  brevemente  su 
naturaleza  y número,  con  espresion  del  folio  ó libro  del  registro  donde  se 
hallan,  y en  el  caso  de  que  haya  diferencia  entre  el  título  y el  registro  no- 
tándose las  que  sean.  Se  vé  por  estas  disposiciones  que  el  Reglamento  quie- 
re que  al  mismo  tiempo  que  todas  las  cargas  consten  con  distinción,  orden  y 
claridad  en  los  libros , se  eviten  repeticiones  que  á nada  conducirían, 
mas  que  á aumentar  el  trabajo  de  los  registradores , la  complicación  de 
las  inscripciones  y el  número  de  los  volúmenes. 

Con  objeto  de  que  aparezcan  en  las  escrituras  con  la  posible  exactitud 
las  cargas  que  tengan  sobre  sí  las  fincas  ó los  derechos  y puedan  así  con 
mayor  exactitud  inscribirse  en  los  registros,  el  art.  í / de  la  Instrucción  so- 
breseí otorgamiento  de  escrituras  sujetas  á inscripción,  hace  oportunas  pre- 
venciones sobre  el  particular  á los  escribanos.  Dice  así  el  artículo:  «En  to- 
lda escritura  de  acto  ó contrato  que  deba  inscribirse  se  hará  también  rnen- 
»cion  circunstanciada  de  todas  las  cargas  reales  que  tuvieren  los  inmuebles, 
»para  cuyo  efecto  ios  escribanos  no  solo  examinarán  cuidadosamente  los  tí- 
tulos que  los  otorgantes  les  presenten,  sino  que  les  pedirán  todos  los  que 
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> tuvieren  v de  los  cuales  puedan  resultar  dichas  cargas.  Si  las  que  aparez- 
can impuestas  no  se  cumplieren  por  ignorarse  la  persona  que  tenga  dere- 
cho á ellas  ó por  cualquier  otro  impedimento,  podran  los  otorgantes  exi- 
gir que  conste  también  en  la  escritura  esta  circunstancia.» 

Aunque  no  aparecía  necesario  que  en  las  escrituras  se  hiciera  espresa 
mención  de  la  hipoteca  legal  que  tiene  el  Estado  por  la  última  anualidad 
del  impuesto  no  satisfecha  y el  asegurador  por  los  premios  de  seguro  de  los 
dos  últimos  años  ó de  los  dos  últimos  dividendos  que  hayan  dejado  de  pa- 
irarse en  sus  casos  respectivos,  porque  el  precepto  general  de  la  Ley  es 
una  notificación  hecha  á todos,  y nadie  puede  alegar  su  ignorancia  , el  ar- 
tículo 18  de  la  instrucción  sobre  el  otorgamiento  de  escrituras  públicas  su- 
jetas á registro  ha  dispuesto  que  se  haga  constar  siempre  esta  circunstan- 
cia, lo  que  viene  á ser  una  nueva  notificación  personal  hecha  á los  interesa- 
dos, además  de  la  general  de  la  Ley.  El  espresado  artículo  dice:  »En  toda 
«escritura  por  la  cual  se  enajene  ó grave  la  propiedad.de  bienes  inmuebles 
»sc  hará  espresa  reserva  de  la  hipoteca  legal,  en  cuya  virtud  tiene  el  Esta- 
ndo preferencia  sobre  cualquiera  otro  acreedor,  para  el  cobro  de  la  última 
^anualidad  del  impuesto  repartido  y no  satisfecho  por  los  mismos  bienes. — 
«Si  estos  estuvieren  asegurados,  se  hará  igual  reserva  á favor  del  asegura - 
»dor  por  los  premios  del  seguro  correspondientes  a los  dos  últimos  años, 
»si  no  estuvieren  satisfechos,  ó de  los  dos  últimos  dividendos,  si  el  seguro 
«fuere  rnútuo.» 

13.  El  derecho  sobre  el  cual  se  constituye  el  que  sea  objeto  de  la  ins- 
cripción.— En  la  circunstancia  segunda  ha  espresado  la  Ley  que  deben  es- 
pesarse la  naturaleza,  estension,  condiciones  y cargas  del  derecho  que  se 
inscriba;  aquí  ordena  que  los  mismos  pormenores  se  espresen  respecto  al 
derecho  sobre  el  cual  se  constituye  el  que  sea  objeto  de  la  inscripción.  Nada 
tenemos  que  añadir  á lo  que  sobre  las  palabras  naturaleza,  estension,  condi- 
ciones y cargas  de  derechos  acabamos  de  escribir  (a);  pero  sí  debemos  añadir 
aquí  muy  pocas  palabras  respecto  al  derecho  sobre  el  cual  se  constituye  el 
que  es  objeto  de  la  inscripción.  No  solamente  sobre  cosas  corporales  pueden 
constituirse  los  derechos  reales,  sino  también  sobre  las  incorporales,  esto  es, 
sobic  los  derechos  reales,  que  cuando  están  impuestos  sobre  inmuebles  se 
ia  an  sujetos  á inscripción,  como  dice  el  artículo  2.°  de  la  Ley.  Pero  para 
esto  es  menester  que  los  derechos  reales  sobre  los  que  se  constituyen  otros 
nuevos,  sean  capaces  de  esta  clase  de  gravámenes.  No  es  este  lugar  de  tra- 
1 r 6 os  ^ercchos  reales  que  se  hallan  en  este  caso:  la  Ley  tiene  un  artícu- 

dond^rT^16  ^e(^ca(*0á  materia  en  el  título  de  las  hipotecas  (b),  en 
ra  aremos  de  ella  según  loque  permite  la  índole  de  estos  comentarios. 


(n)  Números  N,  lo  \ i 
(b)  Elart.  107.  ’ 


y 12  de  esto  comentario. 
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14.  Naturaleza  del  título.—  Por  lo  que  hemos  dicho  acerca  de  la  na- 
turaleza del  derecho  en  el  número  8.°  de  este  comentario , puede  infe- 
rirse lo  que  es  naturaleza  del  título.  Allí  se  habla,  por  ejemplo,  deque  la 
propiedad  es  un  derecho,  aquí  de  la  causa  de  adquirir  este  derecho,  esto  es, 
del  título  en  virtud  del  cual  se  adquiere,  por  ejemplo,  si  es  compra-venta, 
permuta,  testamento,  ó adjudicación  en  pago.  Por  lo  demás,  lo  que  se 
dijo  entonces  del  derecho  es  estensivo  al  título,  como  allí  ya  indicamos. 
Conforme  está  con  exigir  esta  circunstancia  el  proyecto  del  Código  ci- 
vil (a). 

hl  Reglamento  ( b ) anade  á esto,  que  también  debe  constar  en  la  inscrip- 
ción el  título  en  cuya  virtud  posee  el  que  trasfierc  el  derecho,  para  que  apa- 
rezcan sin  duda  enlazadas  las  nuevas  inscripciones  con  las  antiguas. 

15.  El  nombre  y apellido  de  la  persona  á cuyo  favor  se  haga  ¡a  inscrip- 
ción.— Esta  espresion  del  nombre  y apellido  de  la  persona  en  favor  de  quien 
se  haga  la  inscripción,  circunstancia  exigida  también  en  el  Proyecto  de  Có- 
digo civil  (c),  es  tan  necesaria  que  de  otro  modo  la  inscripción  carecería  de 
objeto,  porque  no  podría  saberse  á nombre  de  quien  se  había  ejecutado,  y 
por  lo  tanto  tampoco  quien  era  el  adquirente  del  dominio  ó del  derecho 
real  que  se  inscribiera.  Además,  el  principalmente  interesado  en  la  ins- 
cripción, si  fuera  posible,  que  no  lo  es,  hacerla  sin  esta  circunstancia,  seria 
perjudicado,  porque  continuaría  el  dueño  antiguo  ó el  que  tuviera  consti- 
tuido ó su  favor  un  derecho  real  en  la  posibilidad  de  traspasar  otra  vez  lo 
que  ya  hubiese  enajenado,  ó de  ir  de  cualquier  otro  modo  contra  el  con- 
trato, y por  el  contrario  no  podria  el  adquirente  enajenar  ni  constituir  nin- 
gún derecho  real  sobre  lo  quo  había  adquirido,  porque  otro  artículo  de  la 
Ley  (d),  declara  comó  causas  para  suspender  ó denegar  la  inscripción,  la 
de  no  hallarse  inscrito  el  derecho  de  que  se  trate  á íavor  de  la  persona  que 
lo  transfiera  ó grave. 

Estos  nombres  y apellidos  según  ordena  el  Reglamento  ( e ),  deben  con- 
signarse en  la  inscripción  del  mismo  modo  que  se  espresan  en.  el  título,  sin 
que  sea  permitido  al  registrador,  ni  aun  con  consentimiento  de  las  partes, 
añadir  ni  quitar  ninguno,  porque  de  otro  modo  no  guardaría  entera  conso- 
nancia la  inscripción  con  el  título  de  que  estuviera  tomada. 

Pero  no  se  limitan  á esto  las  disposiciones  vigentes  en  la  malcría:  la 
Instrucción  acerca  de  la  manera  de  redactar  los  instrumentos  públicos  su- 
jetos á su  inscripou,  dice  acerca  del  particular  en  su  art.  19  lo  siguiente. 
«La  designación  de  toda  persona  que  intervenga  en  cualquier  acto  ócon- 

(а)  Art.  1847,  copiado  en  la  pág.  447. 

(б)  Regla  9.a  del  art.  25.  r 

(c)  Art.  1823  , copiado  en  la  pag.  4-W. 

(d)  Art.  26. 

(<-)  Regla  6.“  del  art.  25. 
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.trato  sujeto  á inscripción,  se  hará  espresando  su  nombre,  sus  apellidos 
• paterno  \ materno,  aunque  ella  no  acostumbre  usar  mas  que  uno  de  es- 
»tos  su  edad,  su  estado  civil,  su  profesión  y su  domicilio.  Si  fuere  conoci- 
ólo'^ un  segundo  nombre  unido  al  primero,  se  espresará  también  nece- 
sariamente.—Los  que  tengan  mas  de  una  vecindad,  deberán  señalar  una  de 
«ellas  para  todas  las  notificaciones  y diligencias  á que  pueda  dar  lugar  elac- 
» toó  contrato.— Esto  mismo  podrán  hacer  los  otorgantes  por  mútno  acuer- 
do aunque  tengan  una  sola  vecindad,  ó el  lugar  que  señalen  no  sea  el  de 
«su  verdadero  domicilio.»  Vemos,  pues,  repetido  en  este  artículo,  lo  mismo 
(jue  había  dicho  el  Reglamento,  si  bien  añadiendo  la  importante  circunstan- 
cia de  que  no  solo  debe  ponerse  el  apellido  paterno,  sino  el  materno,  lo 
que  dá  por  consecuencia  que  inscribiéndose  ambos  en  el  registro  , quede 
bien  y claramente  consignada  la  identidad  de  la  persona.  Esta  disposi- 
ción adoptada  ya  en  otras  dependencias  del  Estado,  aconsejada  y dictada 
por  la  esperiencia,  tiene  el  laudable  objeto  de  evitar  la  confusión  áque 
dá  lugar  frecuentemente  la  igualdad  de  nombres  y apellidos,  circunstancia 
que  puede  ocasionar  dudas  y complicaciones  que  es  conveniente  evitar  con 
medidas  previsoras. 

Con  cuidado  la  Ley,  el  Reglamento  y la  Instrucción  hablan  siempre  de 
nombres  (es  decir  de  los  recibidos  en  el  bautismo,  ó en  la  confirmación 
cuando  en  ella  se  cambiaron),  y de  apellidos  que  son  el  sobrenombre  que 
indica  la  raza  ó familia  á que  cada  uno  corresponde.  No  admiten  los  apo- 
dos, ó motes,  con  que  en  poblaciones  especialmente  de  escaso  vecindario  son 
conocidos  algunos,  y á veces  mas  aún  que  con  su  nombre  verdadero.  No  po- 
día acoger  la  Ley  tales  designaciones  que  no  siempre  son  honrosas  álos  que 
se  aplican,  y que  sobre  ser  injuriosas,  obscenas  y mal  sonantes  á veces, 
vendrían  á dar  una  especie  de  apellido  nuevo  al  que  tenia  otros  con  que  era 
designado,  é introduciría  con  el  tiempo  confusión  respecto  á la  identidad  de 
las  personas  á que  se  refirieran  las  inscripciones.  Guando  la  Instrucción  ha- 
bla de  segundos  nombres  unidos  á los  primeros  no  se  refiere  á apodos,  sino 
á los  que  teniendo  realmente  dos  nombres  nunca  son  citados  ni  aun  cono- 


cidos con  uno  solo , sino  con  ambos,  por  ejemplo,  Pedro  Antonio,  José 
María;  mas  estos  nombres  solo  deben  duplicarse  cuando  por  ellos  sean  co- 
nocidos los  que  los  tienen:  no  han  de  buscarse  en  las  partidas  de  bautismo 
los  varios  que  la  vanidad,  la  complacencia  de  los  padres , ú otras  conside- 
raciones hacen  aglomerar,  y que  lejos  de  ser  generalmente  conocidos,  son 
ignorados  con  trecuencia  hasta  por  los  que  los  llevan,  y aun  por  los  que 
se  los  pusieron  apenas  salen  de  la  ceremonia  del  bautismo. 

ernos  visto,  tanto  en  el  texto  del  Reglamento,  como  en  la  Instrucción, 
que  en  as  insciipciones  y documentos  hay  además  que  espresar  la  edad,  el 

, °t  C1V,‘  ’ 1 Pro^oa  Y el  domicilio  de  las  personas  que  intervienen  en 
contratos,  medida  que  tiene  por  objeto  que  queden  completa- 
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mente  identificados,  porque  es  muy  difícil,  casi  imposible,  que  puedan  pre- 
sentarse dos  qua  reuniendo  igualmente  todas  estas  circunstancias  den  lu- 
gar á dudas  sobre  á cual  de  ellos  se  refiere  la  inscripción,  aun  en  el  caso 
de  que  sus  nombres  y apellidos  paternos  y maternos  sean  los  mismos. 
Las  mismas  circunstancias  requiere  el  Proyecto  del  Código  civil  (0). 

El  señalamiento  del  domicilio  tiene  también  otro  objeto,  el  de  que  en  él 
se  hagan  todas  las  notificaciones  y diligencias  á que  puedan  dar  lugar  el 
acto  ó el  contrato,  y en  su  dia  la  inscripción.  Por  esto  se  prescribe  que  en 
el  caso  de  que  alguno  tenga  diferentes  vecindades,  señale  una  de  ellas  ni 
efecto,  evitándose  de  este  modo  multiplicación  de  diligencias  en  busca, 
gastos  innecesarios,  pérdida  de  tiempo  y perjuicios  indebidos  al  que  está 
interesado  en  el  pronto  despacho  del  negocio.  La  facultad  que  dá  la  Ins- 
trucción á los  otorgantes  para  que  se  pongan  de  acuerdo,  aun  cuando  ten- 
gan una  sola  vecindad,  en  designar  el  lugar  que  quieran  aunque  no  sea  el 
de  su  domicilio  para  que  puedan  llenarse  las  diligencias  antes  dichas , se 
csplica,  por  el  interés  que  tienen  de  elegir  el  que  les  sea  mas  accesible  y 
conveniente. 

Respecto  á las  sociedades  y establecimientos  públicos  debe  buscarse,  el 
nombre  por  que  sean  conocidos. (f?) , y por  lo  tanto  en  las  primeras  su  ra- 
zón social  si  son  colectivas  ó en  comandita,  porque  esta  es  el  nombre  con 
que  se  declara  su  existencia  y el  símbolo  de  la  sociedad  que  sirve  para  dis- 
tinguirlas, tauto  de  los  asociados  como  de  las  demás  compañías  , y en  las 
anónimas  que  no  tienen  razón  social  el  nombre  que  esté  aprobado  para  de- 
signarlas porel  Gobierno,  que  es  el  que  autoriza  su  existencia  legal  y aprue- 
ba sus  estatutos  y reglamentos.  La  Instrucción  sobre  la  manera  de  redactar 
los  instrumentos  públicos  sujetos  á inscripción,  repite  en  el  art.  20  lo  que 
dice  el  Reglamento,  y lo  completa.  En  nuestro  propósito  de  manifestar 
aquí  todas  sus  disposiciones  vamos  á transcribirlo:  «Las  sociedades  y esta- 
blecimientos públicos  se  designarán  por  los  nombres  con  que  lucren  co- 
«nocidos,  su  razón  social  ó el  nombre  de  los  directores,  administradores,  ó 
«personas  competentemente  autorizadas  para  representarlos  ó llevar  su  Ur- 
sina, v por  su  domicilio.»  Este  último  modo  de  designar  las  sociedades, 
sobre  ser  embarazoso,  no  llena  tanto  su  objeto  como  los  anteriore?:  pero, 
cuando  no  hava  otra  manera  de  distinguirlas,  tendrá  que  adoptaise  como 
último  recurso. 

La  misma  circunstancia  de  espresion  de  domicilio  que  se  exige  en  los 
particulares,  se  requiere  también  en  las  personas  jurídicas,  tanto  en  la  ins- 
cripción de  los  títulos  que  en  su  nombre  se  registran  como  para  las  escri- 
turas. Así  lo  dice  el  Reglamento  (c),  y lo  ordena  también  la  Instrucción, 

(a)  Art.  1 823,  copiado  en  la  nota  de  la  pág.  447. 

(b)  Regla  0 1 al  art  25  del  Reglanienlo, 

(c)  La  misma  regla  0.a  del  art.  25. 
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como  aparece  del  artículo  que  acabamos  de  transcribir.  No  había  motivo 
para  hacer  diferencia  entre  unas  y otras  personas.  Con  lo  que  queda  es- 
puesto  en  este  numero  está  conforme  el  Proyecto  del  Código  civil  (a). 

46.  El  nombre  y apellido  de  la  persona  de  quien  procedan  inmediata- 
mente los  bienes  ó derechos  que  se  deban  inscribir.— Aplicable  es  á esta 
circunstancia,  que  guarda  también  conformidad  cou  el  Proyecto  del  Código 
civil  (b),  cuanto  respecto  á nombres  y apellidos  dejamos  dicho  en  el  nú- 
mero que  antecede. 

La  razón  de  la  Ley  es  porque,  como,  para  transferir  el  dominio  y los  de- 
más derechos  en  la  cosa  es  necesario  que  sea  dueño  ó que  tenga  facultad 
para  hacerlo  el  que  trasmite,  no  puede  menos  de  hacerse  constar  quién  sea 
éste  y su  capacidad  legal  para  apreciarse  si  es  válido  ó no  el  acto  verifi- 
cado. Enlazada  se  halla  esta  disposición  con  el  art.  20  de  la  Ley,  que  en 
su  lugar  espondrémos,  en  virtud  del  cual,  es  causa  bastante  para  suspen- 
der la  inscripción  la  de  no  hallarse  anteriormente  inscrito  el  dominio  ó de- 
recho á favor  del  que  lo  transfiera.  Este  mismo  espíritu  domina  en  el  Re- 
glamento, al  ordenar  en  una  de  las  reglas  del  art.  25  (c)  que  debe  espre- 
sarse  en  la  inscripción  el  título  en  virtud  del  cual  posea  el  que  trasmite  el 
derecho.  Consiguiente  á esto,  la  Instrucción  tantas  veces  citada,  para  que 
aparezca  cuál  es  este  título  y la  capacidad  de  los  otorgantes,  impone  á los 
que  traspasan  su  derecho  la  obligación  de  que  espresen  el  título  con  que  po- 
seen, y encarga  á los  escribanos  que  hagan  siempre  constar  la  aptitud  de 
los  que  celebran  el  acto  ó contrato  que  ante  ellos  pase.  Dos  artículos  son 
los  que  imponen  respectivamente  estas  obligaciones.  El  primero  de  ellos, 
que  es  el  21,  dice:  «En  todo  acto  ó contrato  sujeto  á registro,  espresará  el 
»que  transfiera,  revoque  ó modifique  el  derecho,  el  título  de  adquisición, 
»en  cuya  virtud  le  pertenezca,  aunque  no  haya  presentado  al  escribano  los 
«documentos  que  justifiquen  su  propiedad  » El  otro  artículo  es  el  22,  cuyo 
tenor  á la  letra  es  el  siguiente:  «Los  escribanos  harán  constar  en  toda  es- 
critura, la  capacidad  legal  de  los  otorgantes  para  celebrar  el  acto  ó con- 
trato á que  se-  refieran,  espresando  las  circunstancias  que  según  los  casos, 

«determinen  dicha  capacidad.»  Acerca  de  estos  artículos  dirémos  algunas 
palabras. 

Del  primero  aparece  que  ninguna  necesidad  tiene  el  trasmitente  de  pre- 
sentar al  escribano  los  títulos  en  que  funde  su  derecho  ; bástale  el  decir  la 
causa  en  virtud  de  la  que  adquirió,  si  la  linca,  por  ejemplo  , fué  heredada 
e sus  padres,  si  la  compró,  ó la  recibió  en  permuta;  el  título  aparecerá  en 

registro  v si  no  apareciere , deben  tener  presente  los  registradores  que 
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es  causa,  según  la  Ley  (a),  como  ya  hemos  dicho,  para  suspender  ó ne^ar 
a inscripción  la  de  no  hallarse  el  dominio  ó derecho  inscrito  á favor  de  la 
persona  que  lo  transfiera  ó grave.  Del  conjunto  de  estas  disposiciones  se 
desprende  que  nadie  que  tenga  mediana  diligencia  podrá  ser  engañado,  ya 
porque  en  su  derecho  está  exigiendo  al  interesado  cuantos  documentos  esti- 
me necesarios  para  que  aparezca  que  es  el  verdadero  dueño  ó que  le  cor- 
responde el  derecho  que  trasmite,  ya  porque  el  registro  que  es  público  en 
el  sentido  que  oportunamente  espondrémos,  contiene  los  datos  convenien- 
tes para  que  pueda  conocer  lo  que  adquiere  y los  peligros  que  puede  llevar 
consigo  una  titulación  incompleta. 

Acerca  de  la  capacidad  de  los  otorgantes,  de  que  trata  el  artículo  de 
la  Instrucción,  debe  tenerse  presente  que  por  regla  general  se  presume  que 
todos  pueden  contraer,  á escepcion  de  los  que  por  su  edad  , estado  civil  ó 
incapacidad,  tienen  limitado  este  derecho. 

Por  esto,  cuando  un  menor  se  presenta  á contraer,  debe  el  escribano 
negarse  á prestar  su  intervención , á no  ser  que  se  le  enseñe  por  el  intere, 
sado  la  autorización  necesaria , por  haber  obtenido  dispensa  de  edad , no 
solo  para  administrar  , sino  también  para  enajenar,  ó vaya  asistido  de  su 
guardador,  teniendo  presente  en  este  caso  que,  sise  trata  de  venta  de  bienes 
inmuebles,  se  requieren  además  la  licencia  del  juez  y la  enajenación  en  li- 
citación pública,  según  previene  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (¿>),  y que 
esto  mismo  es  estensivo  á los  incapacitados,  sea  cualquiera  la  causa  de  que 
provenga  la  incapacidad  (c).  Cuando  sea  una  mujer  casada  la  otorgante, 
debe  exigir  que  venga  acompañada  de  su  marido,  que  preste  su  consenti- 
miento para  el  contrato  ó acto,  ó si  estuviese  ausente , que  conste  en  una 
escritura  la  autorización , á no  ser  que  se  encuentre  en  alguno  de  los  ca- 
sos en  que  tiene  facultad  para  celebrar  estos  actos  sin  licencia  del  marido,  lo 
que  debe  espresarse  y hacerse  constar  en  la  escritura  (d).  Bastan  estos  ejem- 
plos, porque  no  nos  proponemos  aquí  tratar  de  la  capacidad  ó incapacidad 
de  las  personas  para  contraer,  lo  cual  no  corresponde  á la  índole  de  eí-la 
obra.  Adverlirémos  solo,  que  ni  la  autorización  del  marido , ni  la  licencia 
del  padre,  ni  la  intervención  del  guardador  son  necesarias  al  hijo,  al  me- 
nor que  por  haber  salido  de  la  edad  pupilar  tiene  derecho  de  testar,  ni  á la 
mujer  para  otorgar  sus  últimas  voluntades,  si  bien  en  el  caso  en  que  la  in- 
capacidad fuere  por  causa  de  enajenación  intelectual,  deberá  el  escribano 
enterarse  bien  de  que  en  aquel  momento  se  halla  en  el  pleno  uso  de  su 


(a)  Art.  20. 

( b j Arts.  4401  al  1410. 

(c)  Los  mismos  artículos.  .....  . ,,  , , 

(d)  Hablamos  aquí  en  general  con  relación  a los  bienes  inmuebles  de  las  muje- 
res casadas : respecto  de  la  enajenación  de  los  dótales  manifestaremos  eu.su  lugar, 
que  es  el  art.  i 88,  lo  que  á ellos  se  refiere. 
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razón  v espresar  las  circunstancias  que  lo  demuestren , teniendo  presente 
que  mientras  no  se  prueba  lo  contrario,  se  presume  que  el  loco  habitual- 
mente  se  halla  en  estado  de  demencia,  y que  por  lo  tanto  el  testamento  ó 
codicilos  que  otorga,  no  deben  surtir  efecto. 

Solo  nos  falta  para  terminar  este  numero  del  comentario  hacer  una  bre- 
ve observación  sobre  la  palabra  inmediatamente  que  se  lee  en  el  texto  de 
la  Ley.  Quiere  decir  que  no  debe  inscribirse  la  série  de  dueños  ó cuasi-po- 
seedores  del  derecho  real  que  se  enajena,  por  los  cuales  ha  venido  al  trans- 
raitente  el  inmueble  ó el  derecho  sobre  él,  sino  que  basta  solamente  que  apa- 
rezca quién  es  aquel  que  traslada  ó constituye  el  derecho  que  se  trasmite. 
Lo  demás  seria  muy  embarazoso  y además  inútil  completamente  respecto  á 
todos  los  títulos  que  . ya  estén  inscritos,  porque  en  el  registro  constará  ya  la 
historia  de  las  lincas  y de  los  derechos  reales  que  las  gravan., 

17.  Nombre.—  Bajo  esta  palabra  no  se  entiende  aquí  el  nombre  de  bau- 
tismo ó confirmación  solamente,  como  en  las  circunstancias  quinta  y sesta  de 
que  antes  hemos  tratado  (a),  sino  también  el  apellido.  Esta  interpretación 
es  de  buen  sentido,  porque  de  lo  contrario  podría  caer  hasta  en  ridículo 
la  disposición  de  la  ley  que  ordenando  la  designación  del  nombre  para  que 
se  viniera  en  conocimiento  de  la  persona,  lo  hiciera  de  modo  que  no  fuera 
posible  conseguir  su  objeto.  A estas  circunstancias  debe  añadirse  la  de  la 
clase  de  autoridad  queejerce,  como  se  desprende  de  lo  que  aquí  se  ordena. 

18.  Residencia.— También  tiene  por  objeto  esta  circunstancia  fijar  mas 
la  identidad  de  la  persona  de  que  procede  la  autorización  y que  aparezca  que 
se  hallaba  en  territorio  dentro  del  cual  podia  ejercer  las  funciones  de  su 
cargo. 

19.  Juez,  escribano,  funcionario. — Laespresion  del  nombre,  residencia, 
y aun  dirémos  mas  del  grado  de  jurisdicción  que  ejercen  los  funcionarios 
de  que  aquí  se  trata  y del  territorio  áque  se  estiende  su  autoridad  ó atri- 
buciones, es  indispensable  tanto  para  poder  justificar  su  identidad  como  pa- 
ra conocer  su  competencia  y poder  en  todo  tiempo  los  interesados  saber 
donde  han  de  acudir  para  adquirir  datos  que  puedan  convenirles. 

Respecto  á las  ejecutorias,  debe  tenerse  presente  el  artículo  11  de  la 
Instrucción,  sobre  la  manera  de  redactar  los  documentos  públicos  sujetos  á 
inscripción,  en  que  se  dice:  «Las  ejecutorias  en  que  se  declaren  ó reconoz- 
can «1  dominio  de  inmuebles  ó derechos  reales  sujetos  á inscripción,  y las 
«que  modifiquen  la  capacidad  civil  de  las  personas,  y deban  inscribirse  se- 
»gun  el  núm.  4.  art.  2.°  de  la  Ley,  y el  art.  4.°  del  reglamento  general, 
»no  necesitarán  espresar  detalladamente  todas  las  circunstancias  de  ins- 

cnpcion,  á menos  que  verse  sobre  alguna  de  ellas  el  punto  litigioso  que 

eci  an,  en  cuyo  caso  no  podrá  escusarse  la  clara  y minuciosa  descrip- 

(a)  En  los  números  fü  y ir,  de  este  comentario. 
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cion  de  la  que  sea.»  Es  tan  notoria  la  razón  de  esta  disposición  que  no  ne- 
cesita esplicacion  alguna.  Sin  que  constara  el  nombre  ó domicilio  del  escri- 
bano, no  seria  tampoco  fácil  conoce’r  si  tenia  fe  pública  en  el  pueblo  en  que 
apareciese  otorgado  el  instrumento,  ni  el  archivo  á que  debía  acudirse  en 
todo  caso  para  hacer  las  confrontaciones  ó sacar  las  copias  convenientes. 

Las  consideraciones  que  respecto  á los  jueces  y escribamos  acabamos 
de  esponer,  son  aplicables  por  igualdad  de  razón  á los  funcionarios  del  ór- 
den  administrativo  á que  el  texto  se  refiere. 

20.  hecha  de  la  presentación  del  título  en  el  registro  con  espresion  de 
la  hora.— Dice  mas  adelante  un  artículo  de  la  Ley  (a),  que  se  considera 
como  fecha  de  la  inscripción  para  todos  los  efectos  la  del  asiento  de  pre- 
sentación que  debe  constar  en  la  inscripción  misma,  y otro  artículo  (/>)  or- 
dena, que  para  determinar  la  preferencia  entre  dos  ó mas  inscripciones  de 
una  misma  fecha,  relativas  á uua  misma  finca,  se  atienda  á la  hora  de  pre- 
sentación en  el  registro  de  los  respectivos  títulos.  Esta  simple  indicación 
que  será  suficientemente  ampliada  en  los  lugares  oportunos,  basta  para 
comprender  la  grande  importancia  que  tiene  el  que  la  espresion  de  la  fecha, 
con  la  circunstancia  de  la  hora,  se  haga  constar  en  la  inscripción.  De  la 
exactitud  de  la  fecha  puede  también  depender  muchas  veces  el  que  no 
pueda  ser  inscrito  un  título  que,  presentado  con  mas  oportunidad,  habría 
impedido  la  inscripción  de  cualquier  otro,  pues  que  como  también  dice  en 
otro  lugar  la  Ley  (c),  inscrito  un  título  traslativo  de  dominio,  no  puede 
inscribirse  otro  de  fecha  anterior  por  el  cuaj  se  trasmita  ó grave  la  propie- 
dad del  mismo  inmueble. 

21.  Conformidad  de  la  inscripción  con  la  copia  del  título.— Es  decir, 
que  el  Registrador  consigne  que  el  estracto  que  escribe  en  el  registro  al 
hacer  la  inscripción  está  conforme  con  el  título  que  se  le  ha  presentado 
al  efecto,  espresion  importante  que  será  un  continuo  recuerdo  para  los  Re- 
gistradores de  la  diligencia  y exactitud  con  que  deben  hacer  las  inscrip- 
ciones, al  mismo  tiempo  que  dará  á éstas  mayor  carácter  de  autenticidad. 

22.  Si  fuere  éste  de  los  que  deben  conservarse  en  el  oficio  del  registro. 
— Aquí  se  alude  indudablemente  al  art.  249  de  la  Ley , el  cual , como  en  su 
lugar  aparecerá  , ordena  á los  registradores  que  archiven  legajados  y nu- 
merados por  el  orden  de  presentación  los  ejemplares  duplicados  de  los  man- 
damientos judiciales  en  virtud  de  los  cuales  hagan  cualquier  asiento  en  el 

registro. 

Hechas  las  esplicaciones  que  nos  han  parecido  oportunas  respecto  al  ar- 
tículo 9.°  de  la  Ley,  y completado  su  testo  con  lo  que  establecen  el  Regla- 
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mPnlo  v la  Instrucción  de  que  hemos  hecho  repelidas  veces  mención , con- 
cluiremos llamando  la  atención  sobre  dos  circunstancias  omitidas  en  la  Ley, 
míe  se'un  el  Reglamento  han  de  espresarse  en  las  inscripciones.  Es- 
to circunstancias  son  las  comprendidas  en  las  reglas  10.'  y 12.»  del  ar- 
tículo  2o,  que  están  también  trascritas  al  frente  de  este  comentario. 
Tanto  su  redacción  como  los  motivos  en  que  se  fundan,  son  tan  claros  que 
no  necesitan  ninguna  esplicacion.  Sin  embargo,  á algunos  ha  ocurrido 
una  ligera  dificultad,  que  por  poco  importante  que  sea,  no  nos  parece  de- 
bemos^dejar  pasar  como  inadvertida.  Consiste  esto  en  que  creen  ver  una 
omisión,  y aun  contradicción  entre  la  regla  4.a,  en  que  se  dice  que  además 
del  importe  de  los  derechos  devengados  á favor  del  Estado  se  esprese  la 
fecha  y número  del  recibo  de  su  pago,  y lo  que  se  prescribe  en  la  re- 
gla 40.a  del  art.  29,  en  que  no  se  habla  de  la  fecha,  sino  del  número  del 
recibo,  y los  modelos  de  inscripción  números  2,  3 y 4,  en  que  solo  se  hace 
mención  del  número  y no  de  la  fecha.  No  nos  parece  que  debe  haber  duda 
en  que  un  artículo  como  el  29 , que  solo  tiene  por  objeto  fijar  el  orden  con 
que  deben  espresarse  las  circunstancias  de  la  inscripción,  y que  por  lo  tan- 
to se  limita  á hacer  indicaciones,  no  corrije  ni  modifica  lo  que  dice  el  ar- 
tículo que  completa;  para  su  propósito  bastaba  decir  el  lugar  en  que  debía 
colocarse  en  el  registro  la  espresion  de  la  cantidad  pagada  por  derecho  de  hi- 
poteca, pues  que  con  ello  siempre  se  sobreentenderla  que  allí  debía  ponerse 
con  arreglo  al  art.  23  la  fecha  del  mismo  modo  que  el  número,  aunque  ni  de 
este  se  hubiera  hecho  tampoco  mención  en  el  29.  Por  lo  que  hace  á los  mo- 
delos, debe  observarse,  que  después  de  la  palabra  número  se  ponen  algunos 
puntos  indicando  un  espacio  en  que  puede  también  ponerse  la  fecha.  Aña- 
diremos á esto,  que  en  caso  de  duda,  que  repetimos  no  la  hay  en  nuestro 
concepto,  debería  estarse  por  lo  mas  seguro,  que  es  poner  el  dia  del  recibo. 

23.  Precio  ó entrega. — Las  palabras  precio  y entrega,  no  son  aquí  si- 
nónimas, sino  que  están  puestas  para  significar  ideas  diferentes. 

La  palabra  precio,  en  su  significación  jurídica  mas  estríela,  se  limita  á 
la  cantidad  en  metálico  que  se  dá  por  la  cosa  que  se  compra,  y es  por  lo 
tanto  peculiar  al  contrato  de  compra  y venta.  Así  lo  decían  los  romanos, 
contraponiendo  la  palabra  pretium  á la  de  merces  (merced),  con  la  que  sig- 
nificaban lo  que  se  pagaba  en  el  arrendamiento  por  el  uso  de  una  cosa,  ó 
por  el  premio  del  trabajo  material,  ó por  recompensa  convenida  de  servi- 
cios. No  puede  negarse,  sin  embargo,  que  algunas  veces  dieron  mas  esten- 
sion  á la  palabra  pretium,  para  aplicarla  á lo  que  rigurosamente  deberían 
amar  jinetees.  Las  leyes  de  Partida  fueron  en  esto  menos  escrupulosas, 
porque  para  indicar  lo  que  se  pagaba  por  el  uso  de  la  cosa  arrendada,  usa- 
ron  indistintamente  de  las  palabras  renta  (a)  y precio  (b). 

ffO  boy  1 •“»  del  (¡t,.  VIH  de  h Parí  * » 
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Pero  de  todos  modos,  ai  en  el  derecho  romano  ni  en  el  patrio  la  palabra 
precio  se  ha  aplicado  á lo  que  se  dá , no  en  metálico,  sino  en  efectos  , por 
otra  cosa,  ni  cuando  la  cantidad  de  dinero  que  se  entrega  no  es  por  todo  el 
valor  de  lo  recibido,  sino  que  viene  solamente  á ser  una  adición  á lo  que  dá 
ó cede  la  otra  parte  con  objeto  de  igualar  el  valor  respectivo  de  las  cosas  en 
los  casos  en  que  por  ambas  partes  haya  traslación  de  propiedad , ó cesión 
de  derechos,  de  modo  que  no  se  pueda  decir  que  el  dinero  representa  todo 
lo  traspasado,  cedido  ó renunciado.  En  este  sentido  decian  los  jurisconsul- 
tos aliud  est  pretium,  aliud  merx  (a),  al  comparar  la  compra- venta  con  la 
permuta.  Lo  mismo  sucede  entre  nosotros,  porque  no  se  dá  la  denominación 
de  precio  á lo  que  cada  uno  de  los  permutantes  entrega  al  otro,  aunque  para 
compensar  la  diferencia  de  valores  que  exista  entre  las  cosas  permutadas, 
uno  de  los  contrayentes  dé  al  otro  alguna  cantidad  en  metálico.  Para  des- 
vanecer, pues,  los  escrúpulos  que  pudieran  algunos  abrigar,  evitando  al 
propio  tiempo  interpretaciones  que  no  estuvieran  dentro  del  sentido  de  la 
Ley,  si  se  hubiera  solamente  empleado  la  palabra  precio,  se  han  añadido 
las  de  ó entrega  en  metálico. 

24.  Metálico. — Por  la  palabra  metálico,  no  se  comprende  aquí  solamen- 
te la  moneda,  sino  también  los  billetes  al  portador  emitidos  por  los  Bancos 
autorizados  legalmente  para  ello,  billetes  que  corren  en  las  plazas  de  co- 
mercio y son  admitidos,  dados  y recibidos  por  todos  sin  dificultad  como 
moneda,  y que  cuando  se  presentan  al  cobro  en  los  establecimientos  que 
los  espiden,  son  pagados  á la  vista  en  metálico  al  que  los  lleva,  como  su- 
cede con  los  del  Banco  de  España  en  Madrid. 

No  debe  confundirse  lo  que  la  ley  dice  en  el  artículo  que  comentamos, 
con  lo  que  deja  prescrito  en  la  segunda  circunstancia  del  artículo  9.°,  res- 
pecto al  valor  de  los  derechos:  allí  digimos  que  la  espresion  dei  valor  que 
debía  contener  la  inscripción,  no  se  limitaba  al  caso  en  que  este  consistiera 
en  dinero,  sino  también  cuando  fuesen  efectos  los  que  se  diesen  por  la  fiDca 
ó derecho  que  se  habia  de  inscribir.  Seguimos  en  ello  la  interpretación  que 
han  dado  á la  Ley  el  Reglamento  general  para  su  ejecución  primeramente, 
y después  la  Instrucción  sobre  la  manera  de  redactar  los  instrumentos  pú- 
blicos sujetos  á inscripción.  Allí  también  manifestamos  el  modo  de  fijarlo  en 
el  caso  de  que  nada  respecto  á él  se  diga  en  el  contrato,  y lo  que  deberá 
hacerse,  cuando  por  los  medios  que  consignamos,  no  íuere  posible  conseguir- 
lo. Pero  la  disposición  terminante  de  este  artículo  se  refiere  sola  y esciusi- 
vamente  al  metálico,  no  á los  demás  efectos,  y por  lo  tanto  únicamente 
tiene  aplicación  cuando  medie  este  signo  representativo  de  la  riqueza,  de- 
biendo entonces  espresarse  en  la  inscripción  la  forma  en  que  se  hubiere 
hecho  ó convenido  el  pago. 

(a)  Ley  1.a,  tit.  !,  tib  XV1U,  y 1.a,  til.  IV,  lib.  XIX  del  Dígito. 
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•Y  por  qué  en  este  artículo  se  habla  solo  del  metálico?  Parécenos  que  la 
cspíícacion  de  esto  puede  encontrarse  en  que  si  bien  es  cierto  que  el  in- 
terés civil  ante  todo  se  ha  tenido  en  cuenta  para  la  formación  de  la  Ley 
hipotecaria  nunca  se  desdeña  ésta  de  facilitar  á la  Administración  cuan- 
tos datos  puedan  convenirle  para  promover  y dirigir  la  misión  difícil  que 
tiene  que  realizar,  El  dato  de  que  trata  la  disposición  que  comentamos, 
puede  ser  muy  importante  para  indicar  la  mayor  ó menor  circulación  de 
los  bienes  inmuebles  y de  las  cantidades  en  metálico  que  en  ella  se  emplean, 
dato  que  es  muy  difícil,  tal  vez  imposible,  adquirir  por  otros  medios.  Esto 
supuesto,  ni  el  interés  de  la  Administración  es  igual  respecto  á las  demás 
cosas  muebles  que  se  dan  por  bienes  inmuebles,  ni  son  frecuentes  tales  con- 
tratos, ni  cuando  se  celebran  suelen  fijarse  plazos  para  entregar  los  efectos, 
sino  que  se  dan  de  una  vez,  y generalmente  al  otorgarse  el  contrato  en  cuya 
escritura  suele  espresarse.  A esto  se  agrega  que  la  inscripción  de  los  plazos 
respecto  á los  efectos  produciría  mayores  complicaciones  en  el  registro,  y 
sería  menos  útil  á la  Administración,  porque  solo  las  cantidades  en  dinero 
son  homogéneas  y se  prestan  con  facilidad  á las  operaciones  déla  estadística. 
No  debe  olvidarse  que  la  prescripción,  de  que  hemos  hecho  repetidamente 
mención,  para  que  se  haga  constaren  los  registros  el  valor  de  cualquiera  es- 
pecie de  derechos  que  en  ellos  se  inscriban  y las  medidas  adoptadas  con  ob- 
jeto de  que  aparezca,  tanto  en  el  caso  de  que  consista  en  dinero,  como 
cuando  sea  en  efectos,  son  auxilios  poderosos  que  los  registros  prestan  á 
la  Administración.  No  podria  irse  mucho  mas  allá  sin  que  se  mezclaran  de- 
masiado en  el  registro  los  intereses  puramente  administrativos  con  les  civi- 
les, y la  esperiencia  enseña  con  el  ejemplo  de  lo  pasado  los  peligros  que 
habría  en  lo  futuro. 

2o.  Se  hará  mención  del  que  resulte  del  título.  Aunque  el  valor  del 
derecho  que  se  inscribe  debe  espresarse  en  el  registro,  según  queda  dicho 
en  la  circunstancia  segunda  del  art.  9.°,  se  repite  aquí  el  precepto,  como 
se  hace  en  el  artículo  siguiente  (el  11.°)  al  establecer  el  modo  de  aplicar  la 
regla  general  cuando  se  trata  de  la  inscripción  de  los  contratos  ó actos  tras- 
lativos de  dominio. 


26-27.  La  forma  en  que  se  hubiere  hecho  ó convenido  el  pago.— La  for  • 
mu  y plazos  en  que  se  haya  estipulado  el  pago. — Tratamos  juntamente 
o la  interpretación  de  las  palabras  que  acabamos  de  copiar,  aunque  se 
a an  en  dos  artículos  dilerentes  de  la  Ley,  porque  si  con  separación  lo  hi- 
ciéramos de  las  escritas  en  cada  uno  de  elfos  , daríamos  lugar  á confusión, 
Q ! JU,Z  ac*ue  sc  creyera  que  había  falta  de  unidad  v consecuencia  en  lo 

que  manifestáramos. 

lo  1f>  v diferencias  principalmente  se  notan  entre  la  redacción  del  artícu- 

adu-l  sc  l)artC(lel  primera  consiste  en  que  al  paso  que  en 

en  goaeial  de  los  contratos  en  que  haya  mediado  precio  ó 
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entrega  de  metálico,  el  segundo  habla  solo  de  las  traslaciones  de.  dominio, 
sin  espresar  si  debe  ó no  intervenir  en  ellos  esta  circunstancia.  La  segunda 
es,  que  limitándose  el  artículo  10  á ordenar  que  ha  de  espresarse  la 'forma 
en  que  se  ha  convenido  el  pago , el  11 , en  su  primera  parte,  desciende  á 
otros  pormenores.  Dirémos  algunas  palabras  respecto  á estas  diferencias. 

La  primera,  dá  lugar  á la  duda  de  si  es  ó no  estensivo  y aplicable  á las 
traslaciones  de  dominio,  de  que  trata  la  primera  parte  del  artículo  11,  lo 
que  establece  el  10,  respecto  á los  contratos  en  general,  en  que  limita  la 
necesidad  de  espresar  la  forma  en  que  se  ha  hecho  ó convenido  el  pago , al 
caso  en  que  haya  mediado  precio  ó entrega  de  metálico.  Nos  parece  que 
debemos  contestar  que  en  este  punto  ninguna  diferencia  hay  entre  ambos 
artículos.  Muévenos  la  íntima  unión  que  hay  entre  ellos,  de  los  cuales  pue- 
de el  segundo  ser  considerado  como  continuación  y complemento  del  pri- 
mero. Nos  conlirma  en  esta  opinión,  tanto  la  letra  de  la  Ley,  que  en  la  pri- 
mera parte  del  artículo  11  se  vale  de  las  palabras  precio  d contado  ó á pla- 
zos, y no  se  llama  precio  lo  que  no  consiste  en  dinero,  como  su  espíritu, 
porque  no  es  fácil  en  nuestro  concepto  señalar  la  razón  de  diferencia  que 
hay  entre  uno  y otro  caso,  y por  lo  tanto  nos  parece  que  ambos  están  domi- 
nados por  una  misma  idea. 

Mas  dificultad  presenta  al  parecer  la  segunda  diferencia.  ¿Es  solo  de 
palabras,  ó es  también  de  ideas?  Para  resolver  esta  cuestión,  conviene  te- 
ner en  cuenta  que  las  disposiciones  dejos  artículos  10  y 11,  de  que  aquí 
tratamos,  se  hallan  comprendidas  implícitamente  en  la  circunstancia  se- 
gunda del  artículo  9.°,  cuando  dice  que  las  condiciones  del  derecho  (¡ue  se 
inscriba  deben  espresarse  en  el  registro,  porque  cuanto  se  refiere  á la  for- 
ma que  se  estipule  para  el  pago  es  condición  del  contrato  ó acto  en  que  se 
pone,  según  lo  que  digimos  al  espliear  la  palabra  condiciones  en  el  núme- 
ro 11  de  este  comentario.  Lo  que  hacen,  pues,  los  artículos  10  y 11  de  la 
Ley,  es  fijar  la  inteligencia  que  debe  darse  á esta  misma  palabra  en  lo  que 
á la  forma  del  pago  se  refiere,  lo  que  no  debe  parecer  ocioso  aunque  solo 
sea  para  uniformar  la  jurisprudencia  en  todos  los  registros. 

Esto  supuesto,  ¿en  qué  se  diferencian  las  frases  de  uno  y otro  artículo? 
A nuestro  modo  de  entender,  no  hay  diferencia  esencial  entre  ellas.  La 
forma  de  hacerse  el  pago,  no  puede  referirse  á la  especie  en  que  se  ha  de 
verificar,  porque  la  Ley,  en  el  art.  10,  dice  de  un  modo  terminante  que  ha 
de  ser  en  metálico , v en  la  primera  parte  del  art.  f 1 implícitamente  lo  es- 
tablece, según  acabamos  de  indicar;  no  puede  referirse  tampoco  al  lugar  en 
que  ha  de  hacerse,  ni  al  convenio  de  que  el  precio  se  ponga  al  arbitrio  de 
una  tercera  persona,  porque  ni  una  ni  otra  cosa  pueden  llamarse  formas  del 
pago.  Ni  es  de  presumir  que  el  legislador  buscara  combinaciones  estrañas, 
casos  raros  que  tal  vez  nunca  llegarán  á verse  en  la  práctica.  Por  esto,  en 
nuestra  opinión,  las  frases,  objeto  de  nuestro  examen,  se  refieren  aquí  es- 
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elusivamente  á si  el  pago  se  estipula  de  presente,  ó aplazándolo  en  todo,  6 
en  parte  v en  este  último  caso,  á los  plazos  fijados  en  la  estipulación.  Si 
e^to  es  así,  la  diferencia  entre  las  palabras  de  uno  y otro  articulo,  en  la 
parte  que  estamos  comentando , solo  consiste  en  el  mayor  ó menor  desen- 
volvimiento que  dan  á la  idea  que  los  domina.  De  ella,  tal  vez  quiera  de- 
ducir alguno  como  consecuencia,  que  en  el  caso  del  artículo  40,  cuando  la 
obligación  fuere  á plazo,  debe  bastar  espresar  esta  circunstaucia , sin  des- 
cender á fijar  el  día  del  vencimiento  de  cada  uno  de  los  plazos,  lo  que 
atendiendo  á lo  espresado  por  el  artículo  41  en  su  primera  parte,  ha  de 
hacerse  con  toda  espresiou  en  las  traslaciones  de  dominio.  Aunque  reco- 
nocemos que  esta  interpretación  cabe  dentro  de  la  Ley,  nos  parece,  sin 
embargo,  que  harán  mejor  los  registradores  en  espresar  los  plazos  con 
toda  distinción,  del  mismo  modo  que  se  previene  respecto  á las  traslaciones 
de  dominio.  Haciéndolo  así,  no  se  podrá  de  seguro  decir  que  faltan  á la 
Ley,  por  mas  que  algunos  crean  ocioso  descender  á tantos  pormenores,  y 
en  todo  caso  menos  inconveniente  puede  haber  en  poner  cosas  innecesa- 
rias, que  en  suprimir  algunas  que  otros  creau  indispensables,  y que  en 
ocasiones  dadas,  sean  útiles  á los  contrayentes. 

Dejando  ya  la  interpretación  exegética  de  las  palabras  de  la  Ley,  exa- 
minemos cuál  fué  la  causa  de  las  disposiciones  que  en  estos  dos  artículos 
se  establecen.  Para  ello,  debemos  hacernos  cargo  del  derecho  común  y de 
algunas  disposiciones  combinadas  de  la  Ley  hipotecaria,  porque  en  ellas 
encontraremos  los  motivos  que  tuvo  el  legislador. 

Las  leyes  dePartida  (a)  consideran  válido  el  paeto  de  ley  comisoria,  en 
virtud  del  cual  la  venta  hecha  á plazo  se  deshace  si  el  comprador  no  cum- 
ple oportunamente  con  la  obligación  de  pagar  el  precio  en  los  plazos  esti- 
pulados. Como  al  inscribirse  el  contrato  en  los  términos  que  antes  hemos 
espueslo,  no  puede  menos  de  hacerse  espresion  del  pacto,  que  es  una  de 
sus  condiciones  ó cláusulas , el  vendedor  estará  suficientemente  garantido: 
la  condición  , una  vez  inscrita  ? impedirá  que  la  finca  vendida  pase  á otras 
manos  libre  de  la  obligación  á que  está  afecta:  ésta  seguirá  siempre  al  pre- 
dio, sea  quien  quiera  su  poseedor;  el  que  la  adquiera  sabe,  ó debe  saber 
bien  los  peligros  á que  se  espone  , y si  es  prudente  y previsor,  no  se  des- 
cuídala en  estipular  la  retención  de  la  parte  de  precio  que  esté  aun  por  sa- 
tisfacer , ó se  asegurará  con  garantías  suficientes  á cubrir  la  responsabili- 

(.a  que  Sü'ne  di  como  poseedor  pueda  recaer,  si  oportunamente  el  vende- 
dor no  paga  al  vencimiento  de  los  plazos. 

Peio  no  siempre  aparecen  estipuladas  espresamente  las  acciones  resci* 
nas  \ resolutorias  en  los  contratos  y en  los  actos  : hay  algunas  que  auu- 
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que  no  se  espresen  , se  sobreentienden.  Regla  general  es  que  los  contratos 
bilaterales  se  consideran  celebrados  bajo  la  condición  resolutoria  de  que  cu 
tanto  se  reputa  obligada  una  parte  en  cuanto  la  otra  cumpla  lo  pactado.  No 
es  este  el  lugar  oportuno  para  esplicar  esta  teoría,  que  mas  adelante  es- 
pondrémos  (a).  Bástenos  aquí  considerarla  como  punto  de  partida  para  las 
observaciones  que  tenemos  que  hacer  con  objeto  de  demostrar  los  motivos 
que  debieron  influir , á nuestro  juicio , para  consignar  las  disposiciones  de 
los  artículos  10  y 11  de  la  Ley  que  estamos  comentando. 

No  nos  parece  que  puede  ponerse  en  duda,  aun  en  el  estado  actual  de 
nuestra  legislación,  que  el  vendedor  tiene  el  derecho  de  que  quede  sin 
electo  el  contrato,  cuando,  aplazada  la  obligación,  no  le  satisface  el  com- 
prador, mientras  éste  sea  el  poseedor  de  la  cosa  vendida.  Ninguna  influen- 
cia, ni  aun  indirecta,  puede  ejercer  entonces  la  Ley  hipotecaria,  que  solícita 
esclusivamente  por  los  intereses  del  que  no  es  parte  en  el  acto  ó contrato, 
que  podrían  ser  perjudicados  si  los  no  inscritos  se  consideraran  válidos  y 
preferentes,  deja  á los  mismos  contrayentes  bajo  las  condiciones  del  dere- 
cho antiguo , según  el  cual  esclusivamente  deben  ser  dirimidas  las  cues- 
tiones que  entre  ellos  se  susciten. 

Mas  puede  suceder  que  el  adquirente  haya  traspasado  la  linca  á un  ter- 
cero , y en  este  caso,  si  no  existiera  escrito  en  el  registro  que  estaba  apla- 
zado el  pago  , el  ejercicio  de  la  acción  resolutoria  seria  imposible  , porque 
la  Ley  en  su  art.  36  establece  que  las  acciones  de  esta  clase  no  se  den  con- 
tra tercero  que  haya  inscrito  su  derecho  , de  cuya  disposición  hace  el  ar- 
tículo 37  algunas  escepciones , entre  las  cuales  ocupa  el  primer  lugar  la 
que  se  refiere  á las  acciones  rescisorias  y resolutorias  que  deban  su  origen 
á causas  que  consten  esplícitamente  en  el  registro.  En  consecuencia  de 
esto,  el  art.  38  en  su  disposición  tercera  añade,  que  no  se  rescindirán  ni 
anularán  los  contratos  por  no  haberse  pagado  todo  ó parte  del  precio  de  la 
cosa  vendida , si  no  consta  de  la  inscripción  haberse  aplazado  el  pago,  á lo 
que  es  consiguiente  que  siempre  que  esto  aparezca  en  la  inscripción,  queda 
á salvo  la  acción  que  tiene  el  vendedor  de  pedir  la  resolución  del  contrato, 
y por  lo  tanto,  que  puede  quedar  sin  efecto  el  dominio  transferido,  aunque 
no  se  haya  estipulado  espresamente  el  pacto  de  resolución , porque  en  el 
hecho  de  estar  inscrito  el  aplazamiento  , se  sobreentienden  todos  los  dere- 
chos que  son  su  consecuencia  legal.  La  Ley  quiere,  pues,  solamente  que 
por  el  silencio  del  registro  no  se  dé  lugar  á creer  que  el  precio  está  satis- 
fecho, que  es  loque  debería  deducirse  si  nada  relativo  al  aplazamiento  se 
espresara  en  él , porque  de  otro  modo  se  faltaría  al  espíritu  dominante  en 
toda  la  Ley,  que  no  permite  que  se  convierta  en  perjuicio  del  tercer  ad- 
quirente ninguna  responsabilidad  á que  esté  afecta  la  finca,  cuando  no 

(a)  En  el  comentario  al  art  . 16. 
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pueda  éste  tener  de  ella  conocimiento  , por  carecer  de  la  publicidad  que  le 
dá  el  registro  No  es  aquí  la  ocasión  de  detenernos  en  la  esplicacion  de  los 
artículos  que  acabamos  de  citar;  bástenos  solo  decir  que  con  ellos  guardan 
estrecha  relación  y armonía  el  10  y el  11  en  las  disposiciones  objeto  de  este 
número  del  comentario. 

De  lo  dicho  se  infiere  que  no  es  necesario  que  se  haga  estipulación  espre- 
sa  de  que  la  finca  enajenada  queda  sujeta  al  pago  de  los  plazos  convenidos 
á su  respectivo  vencimiento:  esta  obligación  se  considera  sobreentendida, 
por  el  hecho  de  hacer  constar  en  el  registro  lo  que  en  estos  artículos  se 
ordena:  la  espresion  del  aplazamiento  á nadie  permitirá  dudar  que  la  finca 
que  trata  de  adquirir  está  sujeta  al  cumplimiento  del  contrato  en  virtud 
del  que  se  enajenó  al  que  la  posea. 

Al  terminar  esta  parte  del  comentario,  debemos  hacer  mención  de  una 
advertencia  que  en  el  particular  hace  á los  escribanos  el  art.  [24  de  la  Ins- 
trucción sobre  la  manera  de  redactar  los  instrumentos  públicos  sujetos  A 
registro , prevención  que  no  se  limita  al  art.  10  y primera  parte  del  11, 
sino  también  á la  segunda  parte  de  éste  y á todas  las  condiciones  suspensi- 
vas , rescisorias  y resolutorias , de  que  mas  adelante  trata  la  Ley.  Dice  así 
el  citado  artículo:  «En  toda  escritura  en  que  se  estipulare  alguna  obliga  - 
»cion  sujeta  á condiciones  suspensivas  ó resolutorias,  espresará  el  escriba- 
no haber  enterado  á las  partes  de  que  el  cumplimiento  de  dichas  condi- 
ciones, cuando  se  verifique,  no  perjudicará  á tercero,  si  no  se  hiciere 
«constar  en  el  registro  del  modo  prevenido  en  el  art.  16  de  la  Ley  Hipote- 
caria.— Igual  advertencia  hará  y espresará  haber  hecho  el  escribano  res- 
«pecto  de  las  cantidades  que  quedan  pendientes  de  pago,  por  cuenta  ó sal- 
ido del  precio  de  la  venta,  ó de  abono  de  diferencia  en  la  permuta,  ó ad- 
judicación en  pago.» 

Aunque  el  párrafo  4.°  del  artículo  que  acabamos  de  transcribir,  solo 
hace  mención  de  las  condiciones  suspensivas  y resolutorias,  no  debe  crerse 
que  esta  última  palabra  debe  tomarse  en  diferente  sentido  que  las  de  accio- 
nes rescisorias  y resolutorias  de  que  se  vale  la  Ley.  No  es  de  este  lugar 
tratar  de  la  verdadera  significación  de  estas  palabras : mas  adelante  lo  ha- 
remos (a).  Bástenos  ahora  decir  que,  por  lo  que  al  punto  de  que  tratamos 
corresponde,  la  Ley  no  hace  ninguna  diferencia  entre  ellas,  ni  está  en  su 
espíritu  establecer  respecto  de  las  condiciones  rescisorias  eliminación  algu- 
na que  no  alcance  á las  resolutorias.  Lo  natural  es  atribuir  á omisión  ma- 
ena  t silencio  que  en  el  artículo  que  comentamos  guarda  la  Instrucción 

lespecto  a las  rescisorias. 


nin  P61  mUta  (>)  a^u^cac^on  en  pago.— Estas  traslaciones  de  domi- 

na amente  se  hallan  comprendidas  en  el  art.  10  y en  la  primera 


(«)  En  el  comentario  al  art.  lfi  de  la  Ley. 
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parte  del  11 : la  razón  de  mencionarse  especialmente  en  esta  segunda  parte 
del  art.  11,  es  sin  duda  para  establecer  una  regla  que  les  es  peculiar . á 
saber,  que  no  solo  tiene  lugar  la  inscripción  en  el  caso  de  que  la  diferen- 
cia que  uno  tenga  que  abonar  á otro  consista  en  metálico , sino  también 
cuando  sea  en  efectos,  por  las  razones  especiales  que  concurren  en  las  per- 
mutas y adjudicaciones  en  pago. 

Damos  aquí  por  reproducido  lo  que  dejamos  dicho  al  final  délos  núme- 
ros 26  y 27  de  este  comentario  sobre  la  obligación  que  la  Instrucción  im- 
pone á los  escribanos  de  enterar  á las  parles  y poner  en  las  escrituras  la 
advertencia  de  las  cantidades  que  queden  pendientes  de  pago. 

29.  En  todo  caso.— Esto  es,  cualquiera  que  sea  la  naturaleza  de  la  obli- 
gación asegurada  con  hipoteca,  y ya  pertenezca  la  finca  hipotecada  al  mis- 
mo deudor,  ya  á otro  que  por  tener  un  interés  mas  ó menos  inmediato,  por 
afecciones  , por  parentesco , por  benevolencia  ó por  cualquiera  otra  causa 
constituya  sobre  sus  bienes  propios  una  hipoteca  para  garantir  la  obliga- 
ción agena. 

30.  El  importe/le  la  obligación  garantida.—  A no  espresarse  esta  cir- 
cunstancia en  la  inscripción  se  desconoceria  la  verdadera  responsabilidad 
á que  está  afecta  la  finca  hipotecada:  de  otro  modo  la  publicidad  seria  in- 
completa , y esto  se  convertiría  en  perjuicio  del  dueño  de  la  finca,  porque 
rehusarían  facilitar  dinero  sobre  ella  los  prestamistas,  aun  en  el  caso  de 
que  la  cantidad  por  que  estuviera  hipotecada  fuera  muy  inferior,  y tal  vez 
insignificante,  atendido  su  valor  verdadero.  Conforme  está  con  lo  que  aquí 
se  establece  el  Proyecto  de  Código  civil  (a). 

Para  que  esta  disposición  de  la  Ley  tenga  mas  fácil  cumplimiento,  or- 
dena el  artículo  27  de  la  Instrucción  sobre  la  manera  de  redactar  los  ins- 
trumentos públicos  sujetos  á inscripción:  «No  se  otorgará  ninguna  escritura 
»de  hipoteca,  censo  ó imposición  de  capital  á rédito,  sin  fijar  en  ellas  la 
«cantidad  de  que  ha  de  responder  la  finca  ó derecho  hipotecado.  Cuando  no 
«sea  cantidad  cierta  ó líquida  entre  los  otorgantes,  la  que  se  trate  de  ga- 
rantizar, el  escribano  les  prevendrá  que  la  fijen  aproximadamente,  advir- 
»tiéndoles  que  la  que  señalen  será  la  única  de  que  responderá  la  finca  con 
«perjuicio  de  tercero,  si  bien  quedando  á salvo  en  lodo  caso,  la  acción  per- 
«sonal  contra  el  deudor. — Lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior,  no  tendrá 
»lugar  cuando  la  escritura  tenga  por  objeto  asegurar  un  crédito  refaccio- 
nario no  líquido  y que  dé  solo  derecho  á una  anotación  preventiva,  en 
«cuyo  caso  se  observará  lo  prevenido  en  el  art.  60  de  la  Ley  hipotecaria.» 
Para  no  transcribir  fraccionado  este  artículo,  hemos  copiado  también  aquí 
el  último  de  sus  párrafos,  que  de  otro  modo  deberíamos  poner  en  el  comen- 
tario de  la  disposición  á que  se  refiere:  los  otros  dos  que  contiene  el  articu- 


la) Art.  1849,  transcrito  en  la  nota  de  la  pág.  447. 
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in  eomorcnden  todos  los  censos  y todas  las  imposiciones  de  un  capital  á 
rédito,  en  que  según  lo  que  dice  la  Ley  en  la  circunstancia  segunda  del  ar- 
tículo 9."  debe  fijarse  su  valor,  de  lo  que  hemos  hablado  suhcientemente 
en  el  número  9 de  este  comentario.  Todas  las  disposiciones  que  contiene 
el  artículo  de  la  Instrucción,  en  sus  diversas  partes,  guardan  exacta  conso- 
nancia con  la  Ley  y el  Reglamento  general  para  su  ejecución , y no  requie- 
ren mas  espiraciones  que  las  que  en  otros  lugares  tenemos  dadas. 

5d  De  los  intereses  si  se  hubieren  estipulado.— Esta  disposición,  adop- 
tada igualmente  en  el  Proyecto  de  Código  civil  (a),  está  íntimamente  enla- 
zada con  el  artículo  445  de  la  Ley  que  reproduce  lo  mismo  que  aquí  se  or- 
dena, inculcando  de  nuevo  que  no  se  considerará  asegurado  con  la  hipoteca 
el  interés  del  préstamo , sino  cuando  la  estipulación  y cuantía  del  rédito 
resulten  de  la  inscripción  misma,  y con  el  artículo  114  que  limita  la  asegu- 
ración de  los  intereses  en  perjuicio  de  tercero  á los  dos  últimos  años  tras- 
curridos, y á la  parte  vencida  de  la  anualidad  corriente.  Como  aquí  no  se 
trata  directamente  de  esta  materia,  sino  por  incidencia  y con  motivo  de  la 
inscripción,  dejamos  para  sus  respectivos  lugares  entrar  en  el  examen  de  la 
disposición  á que  en  este  artículo  se  hace  una  mera  referencia. 

52.  Servidumbre.— L a lectura  de  este  artículo  basta  para  que  se  com- 
prenda que  la  palabra  servidumbre  se  ciscunscribe  aquí  esclusivamente  á 
las  reales,  y no  alcanza  á las  personales.  Ya  hemos  visto  usarse  esta  misma 
palabra  con  igual  limitación  en  el  artículo  2.°  de  la  Ley,  como  tuvimos 
ocasión  de  hacer  notar  en  el  número  15  de  su  comentario.  Para  las  persona  • 
les  no  era  necesario  establecer  una  regla  especial : en  ellas  no  hay  mas  que 
un  prédio,  que  es  el  gravado  con  la  servidumbre,  y es  claro  que  solo  en  la 
inscripción  de  propiedad  del  mismo  es  donde  ha  de  hacerse  constar  el  usu- 
Iructo,  el  uso  ó la  habitación  que  sobre  él  puede  haberse  constituido.  Pero 
donde  no  hay  un  solo  prédio,  sino  dos,  como  sucede  en  las  permutas  de  bie- 
nes inmuebles  por  otros  de  la  misma  clase,  y en  las  servidumbres  reales  de 
que  aquí  se  habla,  es  necesario,  que  si  han  de  constar  los  derechos,  los  gra- 
vámenes y las  obligaciones,  se  hagan  en  cada  prédio  las  inscripciones  ne- 
cesarias para  que  aparezca  todo  lo  útil,  como  lodo  lo  oneroso  que  Ies  con- 
cierna. Esta  doble  inscripción  es  una  garantía  mayor  de  autenticidad  en 

ambas  inscripciones.  En  el  Proyecto  de  Código  civil  se  adoptó  esta  misma 
regla  (b). 

35.  En  la  inscripción  de  propiedad  del  prédio  sirviente. — En  la  ins- 
cripción de  cada  finca  deben  constar  todos  los  gravámenes  que  sobre  ella 
icsan,  e otro  modo  su  historia  seria  incompleta,  y el  que  quisiera  adquirir- 
ría  en0anado  por  el  mismo  registro  cuya  falla  de  espresion  baria  tomar 
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como  libre  de  toda  carga,  gravámen  ó servidumbre  la  que  no  lo  era.  La 
servidumbre,  coa  relación  al  predio  sirviente,  es  una  limitación  del  derecho 
de  propiedad,  puede  decirse,  como  en  otro  lugar  hemos  escrito,  que  es  una 
desmembración  suya  que  viene  á dar  una  especie  de  participación  en  el 
dominio  al  dueño  del  prédio  dominante  en  el  hecho  de  poder  hacer  ó de  po- 
der impedir  en  el  prédio  sirviente  lo  que  en  las  condiciones  naturales  del 
dominio  solo  seria  derecho  del  propietario. 

34.  En  la  inscripción  de  propiedad  del  prédio  dominante.—  La  consti- 
tución de  una  servidumbre  que  para  el  prédio  sirviente,  según  dejamos  dicho, 
es  una  limitación  y disminución  de  los  derechos  que  á su  dueño  correspon- 
dían, es  para  el  dominante  una  adquisición  que  le  dá  mayor  valor,  v sin  la 
cual  algunas  veces  se  haría  imposible  en  él  el  ejercicio  del  dominio.  Adqui- 
sición tan  necesaria  frecuentemente,  tan  útil  siempre,  no  debe  dejar  de 
figurar  en  la  historia  y titulación  de  las  fincas,  lo  que  es  de  gran  interés 
para  el  propietario,  porque  en  el  caso  de  enajenación,  el  tener  clara  y bien 
definida  la  servidumbre  dá  á la  finca  en  ocasiones  dadas  iln  precio  muy  su- 
perior al  que  tendría  sin  esta  circunstancia. 

55.  Fideicomisos. — Según  el  contesto  de  todo  el  artículo  que  comen- 
tamos, la  palabra  fideicomiso  se  refiere  en  este  lugar,  no  solo  al  universal 
llamado  también  sustitución  fideicomisaria  y herencia  fideicomisaria,  esto 
es,  cuando  el  testador  nombra  á alguno  por  heredero  rogándole  ó encar- 
gándole que  entregue  á otro  la  herencia,  ó que  la  divida  con  él,  sino  tam- 
bién al  singular,  esto  es,  cuando  el  encargo  del  testador  se  limita  á que  se 
dé  determinadamente  uno  ó mas  bienes  inmuebles  de  los  que  deje  á su  fa- 
llecimiento. Las  palabras  de  la  Ley,  á quien  hayan  de  pasar  los  bienes  ó de- 
rechos sujetos  á inscripción,  no  dejan  duda  acerca  de  esto,  porque  se  re- 
fieren tanto  á uno  como  á otro  fideicomiso.  Aunque  la  Ley  habla  aquí  sola- 
mente del  heredero  fiduciario,  nos  parece  que  en  su  espíritu  alcanza  al  le- 
gatario á quien  se  le  ha  dejado  una  manda  de  bienes  inmuebles  con  la 
calidad  de  fideicomiso  para  que  los  restituya  á otro:  ningún  inconveniente 
hay  en  el  orden  jurídico  para  esta  interpretación  que  ofrece  la  ventaja  de 
evitar  la  multiplicación  de  inscripciones,  cuando  basta  una  para  que  se  sa- 
tisfaga cumplidamente  á la  Ley  hipotecaria  y á las  disposiciones  referentes 

á las  últimas  voluntades.  J . . ... 

36.  Heredero  fiduciario. — Adopta  aquí  la  Ley  la  denominación  mas  la- 

cil  para  indicar  la  persona  instituida  directamente  por  el  testador  y encar- 
gada de  restituir  la  herencia,  para  evitar  sin  duda  el  rodeo  que  las  Partidas, 
no  admitiendo  esta  palabra,  tuvieron  que  emplear  para  reemplazarla,  y por 
ser  la  adoptada  por  el  uso  común  en  la  escuela,  en  el  foro  y en  los  tratados 
de  derecho  español. 

37.  Oportunamente.  No  se  refiere  este  adverbio  al  tiempo  en  que 
debe  hacer  el  fiduciario  la  declaración  del  nombre  del  fideicomisario  se- 
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-van  las  instrucciones  que  al  efecto  haya  recibido.  Esto  suele  ser  uü  secreto  a 
" no  alcanza  frecuentemente  la  acción  de  los  que  se  creen  interesados  en 
el  (ideicomiso,  ni  la  autoridad  judicial,  por  ser  obstáculo  á ello  la  voluntad  de 
los  testadores.'  La  palabra  oportunamente  quiere  aquí  tan  solo  significar  que 
la  inscripción  á nombre  del  fiduciario  no  tiene  lugar  después  de  hecha  la  de- 
claración de  quien  es  el  fideicomisario , á no  ser  que  la  sustitución  sea 
desde  cierto  plazo  que  no  haya  vencido,  ó bajo  condición  que  ó esté  pendien- 
te' ó hava  dejado  de  realizarse.  La  inscripción  á nombre  del  fiduciario  no 
puede  perjudicar  al  fideicomisario,  porque  cuando  se  publique  su  nombre, 
llegue  el  plazo  señalado  ó se  cumpla  la  condición,  tendrá  que  verificarse  la 
inscripción  á su  favor,  y en  el  tiempo  intermedio  la  espresion  en  el  regis- 
tro de  que  los  bienes  están  afectos  al  fideicomiso,  liga  las  manos  del  fidu- 
ciario, en  cuanto  es  posible  para  la  incolumidad  de  los  derechos  del  fideico- 
misario. . . , 

38.  No  declarare.— No  siempre  el  nombre  del  heredero  fideicomisario 
es  un  secreto;  á veces  el  testador  esplicitamente  lo  designa  en  su  testamen- 
to, ya  simplemente,  ya  subordinando  la  sustitución  á un  plazo,  ó haciéndola 
dependiente  de  una  condición,  ó del  cumplimiento  de  ciertas  instrucciones 
que  deja  al  fiduciario.  En  el  primer  caso,  esto  es,  cuando  la  sustitución 
fideicomisaria  es  pública  y simple,  nos  parece  que  desde  luego  deberá  ha- 
cerse la  inscripción  á nombre  del  fideicomisario,  porque  nada  hay  que  au- 
torice al  fiduciario  á retener  en  su  poder  la  herencia.  Cuando  la  sustitución 
esté  subordinada  á un  plazo,  como  que  hasta  llegar  éste,  no  puede  tener 
efecto,  y el  dominio  de  las  cosas  no  puede  estar  en  incierto,  la  inscripción 
se  hará  á nombre  del  fiduciario,  pero  cuidándose  de  espresar  la  cláusula  de 
restitución  á que  están  sujetas  en  su  caso  las  heredades.  Con  mas  razón  debe 
decirse  esto  cuando  la  sustitución  fideicomisaria  sea  condicional,  porque  en- 
tonces, hasta  que  llegue  la  condición  á realizarse,  no  se  sabe  si  ha  ó no  de 
tener  efecto. 


El  caso  de  que  la  Ley  habla  en  este  artículo  es  solo  cuando  el  testador 
calla  el  nombre  del  heredero  fideicomisario,  ó de  aquel  á quien  favorece 
con  un  fideicomiso  singular, que  es  lo  mas  frecuente,  caso  en  que  general- 
mente se  pone  la  cláusula  de  que  nadie  pueda  entrar  en  investigaciones 
acerca  del  fideicomiso,  ni  pedir  cuentas  al  fiduciario,  el  cual  en  el  mero 
hecho  de  ser  molestado  por  los  que  se  crean  interesados  quede  como  único 
y universal  heredero,  ú otras  disposiciones  parecidas.  Por  graves  que  sean 
los  inconvenientes  que  resulten  de  tan  gran  latitud  de  la  facultad  de  tés- 
ai,  origen  de  tantos  abusos  y medio  de  eludir  las  disposiciones  de  las  le- 
Yf ' ^huyendo  de  hecho  á los  que  con  arreglo  á ellas  no  tienen  capacidad 
anonT  ere  eros»  Ia  Eey  hipotecaria  no  podía  entrar  en  este  terreno  sino 
1 ,¡**!  °.e  erec^°  civil  existente  tal  cual  es,  y poniéndolo  en  armonía  cou 

las  disposiciones  que  adoptaba.  Por  esto  respetó  el  derecho  que  según  la 
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voluntad  del  testador  existe  para  que  no  esprese  el  íiduciario  el  nombre  del 
fideicomisario. 

59.  Cotn  las  formalidades  debidas. — Es  decir  , por  medio  de  escritura 
pública  que,  como  ordena  el  artículo  8.°  de  la  Ley , es  necesaria  para  que 
pueda  ser  inscrito  el  título  del  fideicomisario  en  el  registro.  También  podrá 
hacer  el  fiduciario  la  declaración  en  un  acto  judicial  que  dé  autenticidad  á 
lo  que  declare. 

40.  El  nombre  de  la  persona  á quien  hayan  de  pasar  los  bienes  ó dere- 
chos.— Esto  es,  el  nombre  del  heredero-fideicomisario,  ó del  fideicomisario 
singular.  Aceptó  aquí  la  Ley  una  frase  parecida  á la  que  emplean  las  Parti- 
das para  indicar  á los  fideicomisarios. 

41.  Desde  luego.—  Equivale  esta  frase  á decir,  sin  que  se  haga  antes 
la  inscripción  d mmbre  del  fiduciario.  Así  se  evitan  complicaciones  y no 
se  repiten  en  los  registros  actos  innecesarios  de  trasmisión. 

42.  Fideicomisario.— La  persona  á quien  se  han  de  entregar  la  heren- 
cia ó la  cosa  singular,  que  es  el  designado  en  la  primera  parte  del  artículo 
con  la  frase  la  persona  á quien  hayan  de  pasar  los  bienes  ó derechos  sujetos 
á inscripción. 

45.  En  el  número  4.°  del  artículo  2.°  y en  el  artículo  5.°  de  esta  Ley.— 
En  los  comentarios  correspondientes  á los  textos  aquí  citados,  espusimos 
todo  lo  que  reputamos  conveniente  para  su  inteligencia. 

44.  Claramente.— La.  Ley  quiere  que  no  sea  menos  escrupulosa,  exacta 
y completa  en  su  línea  la  inscripción  de  las  incapacidades  que  la  de  todos 
los  derechos  que  en  el  registro  se  inscriban,  para  los  que  tan  detenidamen- 
te ha  fijado  reglas  en  los  artículos  que  anteceden  al  que  ahora  nos  ocupa. 
Por  esto,  siguiendo  el  ejemplo  dado  por  los  autores  del  Proyecto  de  Códi- 
go civil  (a),  se  adoptó  lo  que  en  el  artículo  que  comentamos  se  establece, 
copiando  hasta  sus  mismas  palabras,  aunque  suprimiendo  una  adición  , en 
que  se  decia  que  se  espresara  también  la  modificación  que  causasen  las 
sentencias  en  el  ejercicio  de  la  propiedad,  adición  que  sin  duda  se  ha  creído 
innecesaria  én  la  Ley,  porque  lo  que 'podría  espresar  se  desprende  de  la 
sentencia  y porque  no  se  ha  considerado  prudente  confiar  á los  registrado- 
res que  por  autoridad  propia  hagan  calificaciones,  que  tanta  iiibucncia 
pueden  ejercerán  los  derechos  civiles  de  los  incapacitados. 

Para  conciliar  en  cuanto  quepa  la  claridad  de  estas  inscripciones  con 
la  concisión  que  tan  bien  sienta  en  los  registros , la  Instrucción  sóbrela 
manera  de  redactar  los  instrumentos  públicos  sujetos  á inscripción , dice  en 
su  artículo  11 : «Las  ejecutorias  en  que  se  declaren  ó reconozcan  cd  domi- 
,)n¡o  de  inmuebles  ó derechos  reales,  sujetos  á inscripción  , y las  que  mo- 
llifiquen la  capacidad  civil  de  las  personas,  y deban  inscribirse  según  el 


(u)  Art.  18r>3  copiado  en  la  nota  de  la  pág.  448. 
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.número  4 0 artículo  2.°  de  la  Ley,  y el  artículo  4.°  del  Reglamento  genc- 
»ral  no  necesitarán  espresar  detalladamente  todas  las  circunstancias  de  la 
.inscripción , á menos  que  verse  sobre  alguna  de  ellas  el  punto  litigioso 
.que  decidan  , en  cuyo  caso  no  podrá  escusarse  la  clara  y minuciosa  des- 
cripción de  la  que  sea. » 


APENDICE  A LOS  SIETE  ARTICULOS  QUE  PRECEDEN 


DE  ALGUNAS  DISPOSICIONES  CONCERNIENTES  Á LAS  CIRCUNSTANCIAS 
DE  LAS  INSCRIPCIONES  QUE  NO  TIENEN  EN  LA  LEY  HIPOTECARIA  ARTÍCULO 
DETERMINADO  Á QUE  ESPECIALMENTE  SE  REFIERAN. 

Esposicion  de  los  artículos  26  y 28  al  34  del  Reglamento  general  para  la  ejecución  de  la  Ley 
y de  los  artículos  6 al  10  de  la  Instrucción  sobre  la  manera  de  redactar  los  intrumentos  públicos 

sujetos  á registro  (a). 


Hay  varias  disposiciones  en  el  Reglamento  general  para  la  ejecución 
de  la  Ley  hipotecaria  que  estando  íntimamente  ligadas  con  sus  artículos  9.° 
al  45.°,  no  se  refieren  determinadamente  á ninguno  de  ellos,  porque  ya 
contienen  disposiciones  generales  que  los  comprenden  á todos , ya  descien- 
den á casos  particulares,  que  si  bien  en  último  resultado  completan  la  Ley, 
no  se  hallan  especialmente  en  ella  decididos. 

Además  hay  otras  disposiciones  en  la  Instrucción  sobre  la  manera  de 
redactar  los  instrumentos  públicos  sujetos  á registro,  que  no  pudiendo 
estar  comprendidas  en  la  Ley , porque  son  prescripciones  reglamentarias 
dadas  á los  escribanos  para  que  guarden  armonía  las  escrituras  con  las  cir- 
cunstancias que  deben  reunir  las  inscripciones,  deben  considerarse  como 
preparatorias  de  la  buena  ejecución  de  la  Ley,  y que  no  conviene  pasar  en 
silencio  en  una  obra  en  que  al  mismo  tiempo  que  esplicamos  el  texto  legal 

bajo  el  punto  de  vista  teórico,  procuramos  atender  en  lo  posible  á las  nece- 
sidades de  la  práctica. 


Paia  evitar  confusión,  espondrémos  separadamente  los  artículos  del  Ro- 
g amento  y de  la  Instrucion,  que  son  el  objeto  de  este  apéndice. 


encontraAn  luínTin!**111  mención  de  los  aris.  20,  21  y 22  del  Reglamento,  porque 
piernón  to.  W oportuno  al  tratar  del  art,  228  de  la  Ley,  del  cual  son  com- 
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Disposiciones  de  los  artículos  26  y 28  al  34  del  Reglamento 
general  para  la  ejecución  de  la  Ley  hipotecaria. 


TEXTO  DEL  REGLAMENTO. 

Art.  26.  Todas  las  cantidades  y números  que  se  mencio- 
nen en  las  inscripciones,  anotaciones  preventivas,  cancelacio- 
nes y asientos  de  presentación  se  espresarán  en  letra. 

Art.  28.  Hecha  la  descripción  de  una  finca  en  su  inscrip- 
ción de  propiedad,  no  se  repetirá  en  las  demás  inscripciones 
ó anotaciones  que  se  hagan  relativas  á la  misma,  siempre 
que  de  los  títulos  presentados  para  ellas,  resulten  designados 
de  igual  manera  el  nombre,  la  situación , la  medida  superfi- 
cial y los  linderos,  pero  se  citarán  el  número  de  la  finca,  el 
de  la  inscripción  y el  folio  y libro  del  registro  en  que  se  ha- 
lle dicha  descripción,  añadiendo  en  seguida  todas  las  demás 
circunstancias  que  la  completen  y aparezcan  de  los  mismos 
títulos  presentados. 

Art.  29.  La  inscripción  de  cualquiera  especie,  escepto  la 
de  hipoteca,  se  estenderá  por  el  orden  siguiente: 

1 . °  La  descripción  de  la  finca  á que  afecte  la  inscripción 
ó referencia  de  ella,  en  el  caso  del  artículo  anterior. 

2. °  Indicación  de  los  gravámenes  anteriores,  si  los  hu- 
biere. 

3. °  Espresion  del  derecho  real  que  se  trate  de  inscribir, 
ó sobre  el  cual  gravite  el  derecho  que  se  desee  inscribir,  si 
la  finca  misma  no  fuere  objeto  inmediato  de  la  inscripción. 

4. °  El  nombre  y título  de  adquisición  del  que  transfiera  el 

derecho. 

5. °  El  nombre  del  derecho  transferido  y el  de  la  persona 

á cuyo  favor  se  transfiera. 

6. °  El  acto  de  la  inscripción. 

i:  Copia  literal  de  las  condiciones  impuestas  al  adquiren- 

TOMO  I. 
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te  Ó á sus  sucesores,  restringiendo  de  cualquier  modo  las  fa- 
cultades  del  dominio. 

8.°  Espresion  del  título  presentado  al  registro,  lugar  y fe- 
cha de  su  otorgamiento  ó espedicion. 

9 ° Dia  y hora  de  su  presentación  en  el  registro,  con  indi- 
cación del  número  y folio  del  asiento  de  presentación  de  que 
resulte. 

10.  Indicación  de  la  cantidad  pagada  por  derecho  de  hi- 
potecas y del  número  de  la  carta  de  pago  que  debe  quedar  en 
poder  del  registrador. 

11.  Conformidad  de  la  inscripción  con  los  documentos  á 
que  se  refiera. 

12.  Honorarios  del  registrador. 

Art.  30.  Siempre  que  se  inscriba  en  cualquier  concepto 
que  sea,  algún  derecho  constituido  anteriormente  sobre  un 
inmueble,  como  censo,  hipoteca,  usufructo,  ú otros  semejan- 
tes, se  espresará  la  fecha  de  su  constitución , el  nombre  del 
constituyente  y los  gravámenes  especiales  con  que  se  hubie- 
re constituido,  si  fueren  de  naturaleza  real. 

Si  estos  resultaren  de  la  inscripción  primitiva  del  derecho, 
las  posteriores  solo  contendrán  una  indicación  de  ellos,  con  la 
referencia  correspondiente  á dicha  inscripción.  Sino  existiere 
ésta,  se  espresará  así. 

Art.  31.  La  cesión  del  derecho  de  hipoteca  y de  cualquier 
otro  real,  se  hará  constar  por  medio  de  una  nueva  inscrip- 
ción , que  se  remitirá  á la  primera,  citando  su  número  y folio, 
los  nombres  del  cedente  y del  cesionario,  y las  demás  circuns- 
tancias que  resulten  del  título  de  cesión,  y sean  comunes  á 
todas  las  inscripciones. 

Art.  32.  El  cesionario  de  cualquier  derecho  inscrito,  de- 
berá inscribir  la  cesión  á su  favor , siempre  que  esta  resulte 
de  escritura  pública.  Si  se  verificare  la  cesión  antes  de  estar 
inscrito  el  derecho  á favor  del  cedente,  podrá  el  cesionario 
exigir,  juntamente  con  la  suya,  la  inscripción  á favor  de  su 
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Subrogado  el  cesionario  en  el  lugar  del  cedente,  la  ins- 
cripción de  este  surtirá  respecto  al  otro , todos  sus  efectos 
desde  su  fecha.  ’ 

Art.  33.  Cuando  en  alguna  testamentaría  ó concurso  se 
adjudiquen  bienes  inmuebles  á uno  de  los  partícipes  ó acree- 
dores, con  la  obligación  de  emplear  su  importe  en  pagar  deu- 
das ó cargas  de  la  misma  herencia  ó concurso,  se  inscribirán 
dichos  bienes  á favor  del  adjudicatario,  haciéndose  mención 
literal  de  aquella  obligación. 

Art.  34.  Los  herederos  y legatarios  no  podrán  inscribir  á 
su  favor  bienes  inmuebles  ó derechos  reales,  que  no  hubieran 
inscrito  sus  causantes.  Los  que  se  hallen  en  este  caso,  se  ins- 
cribirán á nombre  del  difunto , antes  de  serlo  á favor  de  la 
persona  á quien  se  hayan  adjudicado.  Esta  inscripción  se  hará 
á costa  de  la  testamentaría  ó abintestato,  y á petición  de  cual- 
quiera de  los  interesados,  ó del  promotor  fiscal,  si  la  herencia 
estuviere  vacante. 

No  nos  proponemos  aquí  hacer  un  detenido  comentario  acerca  de  estas 
disposiciones:  su  espíritu  es  muy  fácil  de  comprender  atendiendo  al  que 
domina  á la  ley,  y su  letra  no  dá  apenas  lugar  á dudas.  Por  esto  nos  limita- 
rémos  á ligeras  indicaciones. 

La  prescripción  del  artículo  26  del  Reglamento  para  que  se  espresen  en 
letra  todas  las  cantidades  y números  que  se  mencionen  no  solo  en  las  ins- 
cripciones, sino  también  en  las  anotaciones  preventivas,  cancelaciones  y 
asientos  de  presentación,  no  es  mas  que  haber  aplicado  á los  registros  la 
regla  que  viene  observándose  en  la  estension  de  todas  las  escrituras  públi- 
cas y délos  actos  judiciales,  regla  enseñada  por  la  esperiencia  para  evitar 
adulteraciones  y falsedades:  la  seguridad  que  dá  es  muy  superior  á la  lige- 
ra incomodidad  que  causa  el  mayor  número  de  caractéres  que  se  trazan. 

Economiza  el  artículo  28  el  trabajo  inútil  de  hacer  constar  de  nuevo  en 
el  registro  lo  que  ya  se  encuentra  escrito  en  él,  repetición  que  como  todas 
las  que  nada  nuevo  dicen,  son  mas  á propósito  para  confundir  que  para  dar 
claridad  á las  inscripciones.  Pero  acontece  muchas  veces  que  el  nombre  de 
la  finca  se  cambia  por  razones  mas  ó menos  fundadas  ó por  capricho  del 
propietario,  ó que  no  es  la  misma  situación  del  inmueble,  por  ejemplo 
cuando  una  casa  que  estaba  en  un  callejón,  por  el  derribo  de  una  manza- 
na queda  en  una  plaza,  ó que  disminuye  ó aumenta  su  cabida,  como  suce- 
de en  el  caso  de  aluvión,  ó por  último,  que  los  antiguos  linderos  no  sean 
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los  actuales  cosa  frecuente  en  los  que  se  designan  con  los  nombres  de  los 
dueños  colindantes,  é igualmente  por  las  grandes  vías  férreas  y comunes  ó 
por  otras  obras  públicas  ó particulares  de  las  que  por  do  quiera  se  constru- 
yen- en  estos  casos,  según  espresa  el  mismo  artículo,  la  designación  antigua 
no  basta,  es  menester  completarla,  para  que  la  historia  de  la  finca  aparez- 
ca con  todas  sus  vicisitudes  en  cada  inscripción  ó anotación  de  las  que  su- 
cesivamente se  vayan  verificando. 

Nada  délo  que  contiene  el  artículo  29  requiere  esplicacion:  es  casi  sola- 
mente la  manifestación  del  orden  con  que  han  de  escribirse  en  el  registro 
las  diferentes  circunstancias  que  han  de  tener  las  inscripciones:  es  cuestión 
de  método,  de  facilidad,  de  claridad  y de  uniformidad  en  el  modo  de  llevar 
los  libros,  que  cierra  la  entrada  á prácticas  menos  convenientes.  En  el  nú- 
mero 9.°  se  agrega  á la  circunstancia  8.a  del  art.  9.°  de  la  Ley,  según  la 
cual  se  ha  de  espresar  el  dia  y hora  de  la  presentación  del  título  en  el  re- 
gistro la  adición  de  que  se  indique  el  número  y folio  del  asiento  de  pre- 
sentación en  que  resulte,  con  lo  que  se  consigue  poner  en  relación  entre  sí 
los  libros  del  registro  y dar  prendas  de  legalidad  á los  interesados  en  las 


inscripciones. 

Otra  circunstancia  del  todo  nueva  se  añade  aquí  á las  prescritas  en  la 
Ley  y en  el  artículo  25  del  Reglamento:  esta  es  la  del  número  10  en  que 
se  ordena  que  se  indique  en  la  inscripción  la  cantidad  pagada  por  derecho 
de  hipotecas  y el  número  de  la  carta  de  pago  que  debe  quedar  en  poder 
del  Registrador.  Sobre  ser  este  dato  muy  interesante  para  la  estadística  y 
para  la  gestión  de  la  Hacienda  pública,  es  un  recuerdo  continuo  que  tienen 
los  registradores  de  que  limitándose  á estender  el  asiento  de  presentación 
no  deben  hacer  las  inscripciones  de  los  derechos  por  que  se  devenga  el  im- 
puesto llamado  hipotecario  sin  que  se  haya  satisfecho  lo  adeudado  y facilita 
poner  en  claro  sin  grandes  investigaciones  las  faltas  en  que,  por  quebrantar 


este  precepto,  incurran  los  registradores. 

Limítanse  los  artículos  30,  31,  32  y 33  á hacer  aplicación  délos  princi- 
pios generales  dominantes  en  la  Ley  y en  el  Reglamento  á los  casos  parti- 
culares á que  se  refieren,  siguiendo  siempre  la  doble  idea  de  que  en  el  re- 
gistro se  concibe  la  claridad  con  la  brevedad  pero  sin  sacrificar  una  á otra, 
Y>  por  lo  tanto,  sin  omitir  nada  de  lo  necesario  ni  poner  lo  supérfluo. 

La  autorización  que  el  art.  32  dá  al  cesionario  en  el  caso  de  no  estar 
inscrito  antes  el  derecho  del  cedente  para  que  se  haga  á favor  de  éste  la 
iiscnpcion  juntamente  con  la  suya,  es  una  medida  equitativa  y que  evita 
e a ina  a fé  de  su  causante  le  ocasione  perjuicios  indebidos. 
nnüiíMvfV611  artlcu^°  ^ puede  decirse  que  es  una  aplicación  de  las  dis- 
nendprL  aT110^'68  Caso  Part*cular  que  comprende.  Es  causa  para  sus- 
no hallarsp  ant^arSC  ^.°r  *°s  re#'stradores  la  inscripción  de  un  título  la  de 
n es  íuscrilo  el  dominio  ó derecho  de  que  se  trate  á favor  de 
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la  persona  que  lo  trasfiera  ó grave,  como  el  artículo  20  de  la  Ley  ordena  se 
gun  en  su  lugar  espondrémos,  y cuya  falta  se  subsana  haciéndose  lainscrip. 
cion  omitida  mediante  la  presentación  del  título  conveniente  ó acudiendo  en 
su  defecto  á los  medios  establecidos  para  suplir  la  falta  de  titulación.  Esto  su- 
puesto, nada  hay  que  justifique  una  escepcion  en  el  caso  de  que  los  títulos 
dejados  de  inscribir  correspondan  á una  testamentaria  ó á uu  abintestato:  la 
cadena  de  la  sucesión  estaría  interrumpida  desde  el  momento  en  que,  sal- 
tando por  encima  de  la  adquisición  hecha  por  el  finado,  se  quisiera  enlazar 
la  de  su  causante  con  la  de  su  heredero.  Así  lo  dispone  el  Reglamento,  y 
aunque  no  lo  dijera,  se  sobreentendería.  Por  esto  ordena  el  artículo  de  que 
tratamos  que  en  tal  caso  los  bienes  se  inscriban  á nombre  del  difunto,  y 
después  á favor  de  aquel  á quien  se  le  hubieren  adjudicado  , añadiendo  que 
la  inscripción  sea  á costa  de  la  testamentaría  ó abintestato,  y con  razón, 
porque  fué  el  finado  quien  omitió  hacerla  , y se  presume  que  el  que  insti- 
tuye á alguno  por  heredero  en  cosa  determinada  ó legatario  de  un  inmue- 
ble, ha  querido  que  la  tuviera  libre  de  los  gastos  que  él  dejó  de  satisfacer 
correspondientes  al  tiempo  de  su  vida.  La  facultad  de  pedir  que  según  el 
Reglamento  tienen  los  interesados  para  obtener  la  inscripción  en  este 
caso,  es  solamente  la  aplicación  del  art.  6.°  de  la  Ley  de  que  hemos  trata- 
do oportunamente,  si  bien  añade  que  igual  facultad  tiene  el  ministerio  fis- 
cal cuando  estuviere  la  herencia  vacante,  lo  cual  no  necesita  esplicacion, 
porque  sabido  es  que  su  intervención  alcanza  á dar  protección  en  los  ne- 
gocios de  esta  clase  en  que  es  parte,  á los  intereses  legítimos,  sean  de 
quien  quiera,  que  puedan  resultar  perjudicados. 

Disposiciones  de  los  artículos  6 al  10  de  la  Instrucción 
sobre  la  manera  de  otorgar  los  instrumentos  públicos 

sujetos  á registro . 


TEXTO  DE  LA  INSTRUCCION. 

Art.  6.°  Los  escribanos  públicos  remitirán  al  registrador 
del  partido,  cada  tres  meses,  un  índice  de  los  instrumentos 
sujetos  á inscripción  que  hayan  autorizado,  el  cual  espresará. 

Los  nombres  de  los  otorgantes. 

La  especie  y la  fecha  del  acto  ó contrato. 

La  designación  de  la  finca  que  hubiere  sido  objeto  de  él,  ó 
á la  cual  afecte  el  instrumento. 
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(Jn  índice  en  igual  forma  remitirán  los  escribanos  que  ac- 
túen en  causas , pleitos  ó espedientes , de  los  mandamientos 
judiciales  espedidos  con  su  intervención  , mandando  hacer 
inscripciones  en  el  registro. 

En  estos  índices  no  se  incluirán  los  instrumentos  que  se 
hayan  debido  inscribir  en  registros  de  otros  partidos,  pero  los 
escribanos  darán  también  noticia  de  ellos  á los  registradores 

correspondientes . 

Art.  7.°  Los  escribanos  ante  quienes  se  otorgue  cualquier 
acto  ó contrato  de  los  comprendidos  en  el  artículo  2.°  de  la 
Ley  hipotecaria  ó en  el  l.°,  2.°,  4.°  y 5.°  del  Reglamento 
general  para  su  ejecución,  harán  constar  bajo  su  responsabili- 
dad, en  el  instrumento  que  redacten,  todas  las  circunstancias 
necesarias,  según  dicha  Ley,  para  inscribirlo  en  el  registro. 

Art.  8.°  Deberá  estender  á su  costa  una  nueva  escritura, 
si  fuere  posible,  y será  responsable  de  los  perjuicios  que  oca- 
sione su  falta,  el  escribano  que  en  los  instrumentos  sujetos  á 
registro  omitiere,  ó espresare  con  inexactitud  que  dé  lugar  á 
error  y perjuicio  de  tercero,  cualquiera  de  las  circunstancias 
siguientes: 

1.a  La  naturaleza,  la  situación,  la  medida  superficial,  los 
linderos  y el  nombre  y número  , si  existieren  , de  la  finca 
que  deba  ser  inscrita,  ó á la  cual  afecte  el  derecho  que  se 
haya  de  inscribir. 


2.a  La  naturaleza,  el  valor,  la  estension,  las  condiciones, 
y las  cargas  del  mismo  derecho , ó de  aquel  sobre  el  cual  se 
constituya  el  sujeto  á inscripción. 

4.a  La  clase  y fecha  del  acto  ó contrato  que  se  otorgue. 
4.a  El  nombre  y apellido  de  la  persona  á cuyo  favor  se 
constituya  ó declare  el  derecho. 

o.  El  nombre  y apellido  de  la  persona  que  trasmita  el 

< o minio  ó constituya,  reconozca  ó revoque  los  derechos  suje- 
tos a inscripción. 


6.  La  designación  de  los  prédios  sirviente  y dominante, 
en  las  servidumbres. 
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Art.  9.  Los  Escribanos  redactarán  con  claridad  y conci- 
sión las  cláusulas  de  las  escrituras  en  que  se  declaren  los  de- 
rechos y obligaciones  de  los  otorgantes;  y si  bien  procurarán 
atenerse  literalmente  á las  minutas  que  estos  les  entreguen 
de  sus  contratos,  cuando  notaren  en  ellas  ambigüedad,  con- 
tusión ó falta  de  claridad,  lo  advertirán  á los  interesados, 
proponiéndoles  la  redacción  que  en  su  concepto  espresc  me- 
jor el  sentido  de  lo  que  se  hubiere  estipulado. 

Art.  10.  Si  los  documentos  ó minutas  que  presentaren  los 
otorgantes  para  la  redacción  del  acto  ó contrato , no  esprc- 
saren  alguna  de  las  circunstancias  que  tomadas  del  mismo, 
deba  contener  la  inscripción,  según  los  artículos  9,  10 , 11  y 
12  de  la  Ley  y 25  del  Reglamento  general,  el  escribano  pro- 
curará que  los  otorgantes  las  declaren , y si  no  quisieren  6 
no  pudieren  hacerlo , salvará  su  responsabilidad  manifes- 
tando en  el  instrumento  que,  advertidas  las  partes  de  la  con- 
veniencia de  dicha  declaración,  dejaron  sin  embargo  de  ha- 
cerla. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  se  entiende  sin  perjuicio 
de  que,  si  las  circunstancias  omitidas  fueren  necesarias  para 
la  validez  del  instrumento  conforme  ai  derecho  común,  deba 
el  escribano  negarse  á redactarlo  y autorizarlo. 

Los  artículos  que  preceden  tienen  por  objeto  adoptar  algunas  disposi- 
ciones generales  para  que  las  escrituras  que  se  otorguen  ante  los  escriba- 
nos, y lo  mismo  debe  entenderse  de  los  notarios  que  los  han  de  sustituir  y 
de  los  agentes  consulares  cuando  ejerzan  funciones  notariajes,  estén  bien 
preparadas  para  que  pueda  hacerse  la  inscripción  con  todas  sus  condicio- 
nes. No  ofrecen  dificultades  en  su  inteligencia  y aplicación,  y así  nos  li- 
mitaremos á hacer  algunas  ligeras  indicaciones. 

El  art.  7.°  solo  tiene  por  objeto  poner  en  perfecta  relación  los  instru- 
mentos públicos  con  las  inscripciones,  porque  en  vano  sería  exigir  deter- 
minadas circunstancias  para  estas  si  no  pudieran  tomarlas  de  las  escritu- 
ras, que  es  á las  que  deben  referirse  y de  cuya  conformidad  responden  los 
registradores.  Por  esto  con  oportunidad  hace  recaer  el  artículo  octavo 
toda  la  responsabilidad  de  los  perjuicios  que  la  omisión,  ó la  falta  de 
exactitud  causen  sobre  los  escribanos,  declarando  que  en  los  casos  en 
que  sea  posible  estiendan  nuevas  escrituras  á su  costa,  y que  resarzan  los 
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daños  ó que  hayan  dado  lugar  en  todas  aquellas  ocasiones  en  que  dejen  de 
espresar  alguna  de  las  circunstancias  que  se  mencionan,  y que  son  las 
mismas  que  establece  el  art.  9.°  de  la  Ley  en  la  parte  que  son  aplicables 
á las  escrituras.  De  estas  circunstancias  hemos  dicho  lo  bastante  en  el  co- 
mentario de  la  Ley. 

Impone  el  artículo  9.°  á los  escribanos  preceptos  que  deben  tener  siem- 
pre muy  en  cuenta  para  que  los  documentos  estén  redactados  con  precisión 
v claridad.  Felizmente  en  los  últimos  tiempos  por  el  mayor  conocimien- 
to del  derecho  que  tienen  los  escribanos  van  desapareciendo  algunos  for- 
mularios que  parecían  mas  propios  para  confundir  que  para  dar  luz  á lo  que 
los  interesados  se  proponían  hacer.  En  ellos,  á vuelta  de  algunas  reservas 
y estipulaciones  útiles  había  otras  muchas  ininteligibles,  otras  absurdas, 
algunas  que  carecían  de  sentido,  y no  faltaban  errores  de  derecho,  citas 
impertinentes,  y hasta  ridiculas  á veces,  renuncias  de  leyes  prohibitivas,  y 
en  medio  de  un  diluvio  de  palabras  ociosas  y un  lujo  de  erudición  curial  que 
fatigaba  al  lector,  las  cláusulas  verdaderas  en  que  se  espresaba  la  voluntad 
de  los  contrayentes  estaban  tan  mal  redactadas  y con  tal  profusión  de  repe- 
ticiones muy  á propósito  para  oscurecerlas,  que  era  frecuentemente  difícil 
comprender  cual  era  la  verdadera  intención  de  los  otorgantes.  Continuos  li- 
tigios nacían  de  estas  escrituras:  todos  los  que  se  han  dedicado  al  foro,  co- 
nocen bastantes  fundaciones  vinculares,  muchos  testamentos  y muchos  con- 
tratos que  han  sido  semilleros  de  pleitos  por  la  falta  de  claridad  de  los  que 
redactaron  con  torpeza  lo  que  sin  tauto  artificio  podía  haberse  esplicado  en 
muy  pocos  renglones  de  modo  que  no  hubiese  lugar  á dudas.  Por  esto  la  Ins- 
trucción, queriendo  que  desaparezcan  los  últimos  restos  de  esta  mala  escue- 
la, encarga  concisión  y claridad  en  las  cláusulas  de  las  escrituras  en  que 
se  declaren  derechos  y obligaciones;  por  esto,  si  bien  desea  que  lo  que  apa- 
rezca escrito  en  los  documentos  sea  la  espresion  fiel  y hasta  literal  de  lo 
que  digan  ó escriban  en  minutas  los  interesados,  quiere  que  los  escribanos 
los  ilustren,  les  hagan  conocer  los  inconvenientes  de  una  redacción  ambigua 
ú oscura,  y que  les  propongan  lo  mejor  en  su  concepto  para  espresar  la  vo- 
luntad en  el  acto  ó contrato  que  autorizan.  Si,  como  no  puede  dudarse,  la 
ley  es  auxiliada  en  esta  parte  poderosamente  por  los  escribanos,  el  notaria- 
do hará  un  gran  servicio  al  país  y se  enaltecerá  mas  y mas  en  la  considera- 
ción pública. 


Por  último,  el  artículo  10  prescribe  la  conducta  que  deben  observar  los 
eposilarios  de  la  fé  pública,  cuando  los  interesados  no  espresen  en  el  otor- 
gamiento de  los  actos  ó contratos  alguna  de  las  circunstancias  necesarias 
ara  a inscripción;  solo  pueden  advertir,  indicar,  emplear  la  persuasiou 
V^C\°  S6-  ^ene’  y cuando,  ó por  imposibilidad  que  se  ofrezca  ó por 
consiffn'InMr»  «íU’0S  *D''eresados  no  se  consiga  espresarla  en  el  instrumento, 

1 an  cuinphdo  con  el  deber  que  les  está  impuesto,  y que 


DE  LA  FORMA  Y EFECTOS  DE  LA  INSCRIPCION. 


497 


a pesar  de  ello  no  ha  podido  evitar  la  omisión.  Pero  esto  se  entiende  sin  que 
se  crea  nunca  facultado  para  autorizar  actos  ó contratos  en  que  no  mZ 
intervenir  por  no  permitirlo  las  leyes  del  reino:  en  este  punto  no  bastan  pro- 
testas, no  bastan  advertencias  á las  partes;  el  escribano  falla  á su  deber 
cuando  presta  á ello  su  ministerio. 


LEGISLACION  ANTERIOR  Á LA  LEY  IUPÚTECARIA. 


Novísima  Recopilación. -Ley  3.a , tit.  XV I,  lib.  X-4.  La  loma  do  razón  lia 
í e estai  reducida  á referir  la  data  ó fecha  del  instrumento,  los  nombres  de  los  otor- 
gantes, su  vecindad  , la  calidad  del  contrato,  obligación  ó fundación;  diciendo  si 
es  imposición  , venta,  fianza,  vínculo  ú otro  gravamen  de  esta  clase,  y los  bienes 
raíces  gravados  ó hipotecados  que  contiene  el  instrumento  , con  espresion  de  sus 
nombres,  cabidas,  situación  y linderos  en  la  misma  forma  que  se  esprese  en  el  ¡ns- 
instrumento. 


Edicto  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  Cataluña  de  H de  junio  de  1774. — 
En  el  capítulo  3,  después  de  lo  que  dejamos  trascrito  en  la  pág.  308  de  este  tomo, 
se  añádelo  siguiente:  «pues bastará  el  que  se  evacúe  en  la  forma  prevenida  en  el 
capítulo  cuarto  de  la  Instrucción  comprendida  en  la  citada  Real  pragmática  (esta 
pragmática  es  la  ley  3.a,  tít.  XVI,  lib.  X de  la  Nov.  Rec.,  cuyo  capítulo  4.°  acaba- 
mos de  transcribir),  y bajo  de  esta  misma  regla  deben  registrarse  todas  las  funda- 
ciones de  vínculos  ó fideicomisos,  aunque  en  ellas  no  se  señalen  ni  especifiquen 
los  bienes  sobre  que  recaen,  en  la  inteligencia  de  que  por  lo  tocante  á testamentos 
in  scriptis,  que  comunmente  se  llaman  cerrados , no  deberán  correr  los  términos 
señalados  para  el  registro,  sino  desde  el  dia  de  su  abertura  y publicación.» 

Decreto  de  19  de  mayo  de  1817  á petición  de  las  Cortes  de  Navarra. — í ¡loro, 
que  el  registro  ó nota  que  ha  de  tomarse,  ha  de  ser  reducida  á especificar  la  ciudad, 
villa  ó lugar  en  que  se  haya  otorgado  el  instrumento,  la  hora,  el  dia,  mes  y año;  los 
nombres  de  los  otorgantes  y su  vecindad ; el  del  escribano  testificante;  la  calidad 
del  contrato;  es  decir,  si  es  censo,  y qué  capital,  ó cualquiera  otra  especie  de  él:  las 
fundaciones  de  mayorazgos,  pías,  aniversarios,  vínculos,  capellanías  y patronatos  de 
legos  y memorias  de  misas,  los  bienes  raíces  que  quedan  especialmente  hipolet  ados, 
con  espresion  de  su  situación,  cabida  y linderos,  en  la  misma  forma  que  se  bailasen 
especificados  en  el  instrumento  que  se  registrase;  y juntamente  los  bienes  \ fincas 
de  que  se  componen  dichos  mayorazgos  v demás  establecimientos  advertidos. 

Real  decreto  de  23  de  mayo  de  184ü.-Art.  29.  En  el  registro  ba  de  constar: 

1 .°  La  fecha  del  otorgamiento  de  la  escritura  de  todo  acto  comprendido  en  este  Mi 
Real  decreto,  la  del  testamento,  si  se  trata  de  herencias,  la  del  fallecimiento  del 
último  poseedor  , la  de  la  cuenta  y partición  de  sus  bienes,  y la  de  la  aprobación 
judicial  de  ésta,  si  la  hubiere.  2.°  El  nombre  y el  lugar  de  la  residencia  del  escriba- 
no ante  quien  se  haya  otorgado  la  escritura  ó el  testamento,  ó practicado  las  dili- 
gencias de  adjudicación  de  bienes,  con  espresion  del  oficio  en  que  queden  protoco- 
lizados. 3.°  Los  nombres  y vecindad  de  los  otorgantes  ó interesados.  4.°  La  calidad 
ó naturaleza  del  contrato,  con  espresion  de  si  es  privado  ó público.  3."  El  inmueble 

«3 


tomo  i. 


498 


TÍTULO  Ií. 


m.o  es  obieto  de  contrato,  con  espresion  de  su  situación,  cabida,  linderos,  valor  y 
bargas  que  sobre  sí  tenga.  C.°  La  liquidicacion  del  derecho  y la  fecha  del  recibo  de 

su  pago. 


LEGISLACION  ESTRANJF.RA. 


Austria  (o).— El  libro  principal  del  registro  contiene  una  descripción  de  las 
fincas,  su  situación , indicación  del  título  por  que  se  poseen,  nombre  del  propieta- 
rio valor  en  metálico  de  la  finca,  cargas  reales  y (leudas  que  la  gravan,  cesiones  y 
traslaciones  de  hipotecas,  pagos  y liberaciones  de  deudas  y cargas  , y decretos  ú 
órdenes  provisonales  que  hayan  autorizado  la  inscripción. 

Bavíera. — Ley  de  l.°  de  junio  de  1822.— Art.  15.  El  vendedor  que  en  la  ena- 
jenación de  un  inmueble  se  reserva  la  propiedad  para  seguridad  ó pago  del  precio, 
tiene  el  derecho  de  hacer  inscribir  su  hipoteca  por  el  importe  de  él. 

Art.  19.  Ningún  crédito  puede  ser  inscrito  sino  por  una  cantidad  determinada. 
Los  créditos  y los  derechos  cuyo  valor  no  haya  sido  prévia  y exactamente  fijado, 
serán  evaluados  en  dinero  por  convención  de  las  partes  ó por  decreto  judicial;  pero 
en  el  caso  en  que  se  cambien  las  circunstancias,  el  deudor  puede  pedir  la  reduc^ 
cion  de  la  valuación  hecha,  ó el  acreedor  exigir  una  nueva  inscripción  por  suple- 
mento de  su  garantía. 

Art.  22.  Para  producir  los  efectos  indicados  en  los  artículos  25  y 26,  es  necesa- 
rio inscribir:  l.°  La  cosa  ó el  derecho  real  sobre  el  cual  grava  la  hipoteca:  2.°  Las 
modificaciones  de  la  propiedad  por  comparticipacion , censo , fideicomiso  , etc. : 3.° 
Las  accesiones  adheridas  al  inmueble  por  la  ley  ó por  la  voluntad:  4.°  Los  cambios 
en  las  partes  y accesiones:  5.°  Los  diezmos,  censos,  etc. , en  que  el  inmueble  está 
gravado,  pero  no  es  necesaria  la  inscripción  de  las  servidumbres  reales:  6.°  El 
nombre  del  propietario,  su  título  de  posesión,  y los  cambios  sobrevenidos  en  sus 
cualidades:  7.°  Los  hechos  y derechos  limitativos  de  la  libre  disposición  del  posee- 
dor, como  por  ejemplo , la  sustitución  fideicomisaria,  el  usufructo , la  prohibición 
de  enagenar,  etc.:  8.°  El  importe  del  crédito  y la  tasa  de  los  intereses,  así  como  el 
nombre  del  acreedor,  y todos  los  cambios  relativos  á él. 

Art.  23.  En  cada  inscripción  se  espresará  el  día , mes  y año. 

Bavíera  del  Rhin. — Proyecto  de  Ley  hipotecaria  de  1831. — 32.  El  registro 
se  arreglará  de  modo  que  en  la  inscripción  del  vendedor  se  encuentre  el  nombre 
del  comprador,  y en  la  de  éste  el  de  aquel , todo  sumariamente.  Esto  es  aplicable  á 
las  donaciones  y participaciones. 


Berna  (Cantón  de). — Código  civil  de  1831. — Art.  480.  El  crédito  debe  fijarse 
tn  una  cantidad  determinada.  Si  no  lo  ha  sido,  deberá  hacerse  provisionalmente 
por  las  partes,  y sino  en  virtud  de  un  juicio. 

Alt.  931.  Si  el  precio  de  la  venta  de  un  inmueble  no  ha  sido  pagado  en  todo  ó 

en  paite,  la  íesei  va  del  derecho  hipotecario,  respecto  á él,  deberá  insertarse  en  el 

contrato  de  venta. 


llevar  los°re^stro<  nmmCe  Austria> está  tomado  de  un  libro  sobre  la  manera  de 
aquel  hnpPTR,  Pubhcos’  escr,tos  P«r  el  Dr.  Scbvein,  obra  de  gran  autoridad  en 
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Bohvia.  Código  de  1843.— Art.  2177.  La  inscripción  contendrá:  i 0 Los 
nombres , apellidos  y profesión  de  los  contratantes : 2.°  La  fecha  y naturaleza  del 
acto.  . El  importe  cierto  ó estimativo  de  los  créditos  consignados  en  él;  los  intere- 
ses y la  época  en  que  deben  pagarse:  4.°  La  especie  y situación  de  los  bienes  hipo- 

lOCcUlOS. 


B reme . Ordenanza  sobre  las  herencias  y las  hipotecas  de  10  de  mayo  de  1834. 
— Art.  68.  El  vendedor  puede  reservarse  la  propiedad  del  inmueble  que  liava 
enajenado  basta  el  cumplimiento  de  las  condiciones  estipuladas  en  el  contrato. 

Art.  69.  Esta  reserva  debe  ser  espresada  en  el  proceso  verbal  para  la  posesión, 
y en  los  anuncios  públicos,  para  que  sea  válida. 

Art.  71.  Para  los  efectos  de  esta  reserva,  el  vendedor  tiene  un  derecho  real  y 
una  hipoteca  sobre  el  inmueble. 

Art.  82.  La  cantidad  hipotecada  debe  valuarse  en  thalcrs  de  manera  que  se  pue- 
da dividir  por  el  número  50. 

Art.  99.  La  inscripción  de  las  hipotecas  se  hará  en  el  registro  destinado  para 
este  objeto,  anotando  .el  inmueble  gravado,  y espresando  el  nombre,  apellido,  do- 
micilio y profesión  del  acreedor,  así  como  el  importe  del  crédito  y clase  de  la  hi- 
poteca. 

Estados-Romanos. — Reglamento  legislativo  y judicial  de  10  de  diciembre 
de  1834.— Art.  151 . Las  inscripciones  de  las  hipotecas  serán  nulas  sino  espresan  la 
persona  del  deudor , el  importe  de  la  deuda , y la  cualidad  de  la  hipoteca,  y en  este 
último  caso,  cuál  es  el  inmueble  ó inmuebles  gravados. 

Art.  184.  La  transcripción  de  los  actos  de  enajenación  consiste  en  la  copia  lite- 
ral de  los  contratos  en  el  registro  por  el  conservador  de  las  hipotecas  del  distrito 
en  que  están  situados  los  bienes  enajenados. 

Francia. — Código  Napoleón: — Art.  2108.  El  vendedor  conserva  su  privilegio 
por  medio  de  la  transcripción  del  título  de  venta  en  que  conste  se  le  debe  todo  ó 
parte  del  precio. 

Art.  2132.  La  hipoteca  convencional  no  es  válida  sino  en  cuanto  la  cantidad 
por  que  ha  sido  consentida,  conste  de  una  manera  cierta  y determinada  en  el  acto. 
Si  el  crédito  que  resulte  de  la  obligación  es  condicional  ó indeterminado  en  su  va- 
lor, el  acreedor  no  podrá  requerir  la  inscripción  de  que  se  ha  hecho  mérito,  sino  por 
un  valor  estimativo,  declarado  por  él  espresamente , y que  el  deudor  tendrá  dere- 
cho á hacer  reducir  si  há  lugar  á ello. 

Art.  2148.  Véase  la  concordancia  al. artículo  6.°— Después  de  espresar  este 
artículo  lo  ya  copiado,  dice:— A dicho  documento  se  añadirán  dos  notas  en  papel 
sellado  que  contendrán:  l.°  El  nombre,  apellido  y domicilio  del  acreedor,  su  pro- 
fesión, si  tiene  alguna,  y la  vecindad  que  haya  elegido  en  cualquiera  pueblo  del 
distrito-  2 0 El  nombre,  apellido  y domicilio  del  deudor,  su  profesión,  si  tiene  al- 
„ima  conocida,  ó una  designación  individual  y especial  de  él  para  que  el  conser- 
vador pueda  reconocerle  y distinguirle  en  cualquier  caso:  3.°  La  fecha  y naturaleza 
del  título:  4.°  El  importe  de  los  créditos  espresados  en  el  título  ó valuados  por  el 
escribano,  por  las  rentas  y prestaciones  ó por  los  derechos  eventuales,  condiciona- 
les ó indeterminados  en  ios  casos  en  que  deba  hacerse  esta  evaluación,  como  tam- 
bién el  de  las  accesiones  de  los  capitales,  y la  época  en  que  pueden  ser  exigi- 
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bles:  5.°  La  naturaleza  y situación  de  los  bienes  sobre  los  que  gravita  el  privilegio 

Ó h¿M?l-Código  civil. — Art.  2193.  Como  el  21 32  del  Código  Napoleón. 

2243  Para  verificar  la  inscripción,  el  acreedor  presentara  ó hará  presen- 
il ñor  medio  de  un  tercero  el  título  en  que  conste  el  privilegio  ó la  hipoteca,  y dos 
notas  escritas  sobre  papel  timbrado,  y de  las  cuales  una  puede  estar  redactada  á 

continuación  del  mismo  documento.  . 

Estas  notas  deberán  contener:  l.°  Los  nombres,  apellidos  y domicilios  del  acree- 
dor y del  deudor,  así  como  su  profesión  si  tiene  alguna,  enunciándose  también  el 
nombre  del  padre  del  deudor  si  se  espresa  en  el  título  constitutivo  de  la  hipoteca: 
2 0 La  elección  que  haya  hecho  el  acreedor  de  un  domicilio  en  el  distrito  del  regis- 
tro en  que  se  hace  la  inscripción:  3.°  La  fecha  y naturaleza  del  título  y el  nombre 
del  notario  que  lo  haya  autorizado:  4.°  El  importe  del  capital  debido  ó la  suma  de- 
clarada en  el  caso  previsto  por  el  art.  2193  (y  que  es  del  que  habla  el  art.  2132  del 
Código  Napoleón  que  puede  verse  en  estas  concordancias  pág.  499):  5.°  Los  inte- 
reses ó anualidades  que  produce  el  crédito:  6.°  La  época  en  que  pueden  ser  exigi- 
bles:  7.°  La  naturaleza  y situación  de  los  bienes  sobre  los  que  gravita  el  privilegio 


ó la  hipoteca.  . 

Friburgo, — Ley  de  28  de  junio  de  1832.— Art.  76— La  inscripción  en  el  re- 
gistro de  un  acto  que  constituya  hipoteca  debe  espresar:  a.  El  nombre  del  con- 
trato y el  número  con  que  se  inscribe:  b.  Su  fecha:  c.  El  nombre  del  notario 
ante  quien  se  ha  otórgado:  d.  El  de  las  partes  interesadas  y el  importe  de  la  can- 
tidad con  que  está  gravado  el  inmueble:  e.  La  transcripción  literal  del  documento 
en  la  parte  que  se  hace  especificación  de  la  hipoteca. 

Art.  79.  Cada  inscripción  en  el  registro  hipotecario  lleva  también  la  fecha  del 
día  en  que  el  acto  ha  sido  presentado  al  registro  y la  del  én  que  se  ha  hecho  la  ins- 
cripción. La  inscripción  está  firmada  por  el  registrador,  y llevada  al  índice  tanto 
en  el  nombre  del  que  ha  constituido  la  hipoteca,  como  en  el  del  lugar  de  la  situa- 
ción de  los  iumuebles,  y cuando  son  edificios  en  los  números  que  tienen  en  el  ca- 
tastro de  seguros  contra  incendios. 

Ginebra.  (Cantón  de) — Proyecto  de  Ley  sobre  la  adquisición,  la  conservación 
y la  publicidad  de  los  derechos  reales  sobre  los  inmuebles.  Diciembre  de  1827. — 
Art.  39.  La  inscripción  de  la  propiedad,  contendrá  la  fecha  de  la  constitución  y 
presentación  de  los  títulos,  su  naturaleza,  el  valor  que  resulte  de  ellos,  y sino  espre- 
san  ninguno,  el  que  aparezca  dé  la  declaración  firmada  por  la  parte  que  reclame  la 
inscripción,  el  nombre  del  anterior  propietario  y el  número  con  que  el  inmueble 
estaba  inscrito. 

Ai  t.  39.  La  cláusula  de  resolución  en  favor  del  vendedor  por  falta  de  pago  de 

precio,  no  tendrá  efecto  y no  podrá  ser  inscrita  si  no  ha  sido  estipulada  en  el  con- 
trato de  venta. 

I !rtJ  inscripción  de  los  derechos  restrictivos  de  la  propiedad,  contendrá 

cli0  !a  e ^institución  y presentación  , del  título,  su  naturaleza  y la  del  dere- 
vJ  “ ICfel<l  Pei>sona  á quien  es  debido,  la  espresion  del  inmueble  gravado 
5 J*“  CII'I"C  «'  derecho  termina  si  es  á plazo. 

a mscr'Pci°n  contendrá  también:  l.°  Si  se  trata  de  un  arrendamien- 
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to,  la  época  en  que  comienza,  el  precio  y los  términos  en  que  debe  verificarse  el 
pago:  2.  Si  es  de  una  servidumbre,  la  designación  del  predio  dominante. 

Art.  66.  Toda  inscripción  de  servidumbres  será  también  mencionada  en  el 
nombre  del  poseedor  del  fundo  dominante. 

Art.  79.  La  inscripción  de  las  incapacidades  que  limitan  ó impiden  el  ejercicio 
de  derecho  de  propiedad  contendrá: 

1. °  La  fecha  de  la  presentación. 

2. °  La  del  acto  y su  naturaleza. 

3. °  La  clase  de  incapacidad  que  resulte. 

4.  El  señalamiento  de  los  inmuebles  do  que  es  objeto,  si  es  que  no  se  estiende 
á lodos  los  del  propietario. 

Art.  124.  La  inscripción  de  las  hipotecas  contendrá : la  fecha  de  la  presenta- 
ción: la  especie  de  hipoteca,  la  fecha  y,  naturaleza  de  los  títulos:  la  designación  del 
acreedor:  el  importe  del  crédito  ó la  suma  por  la  que  ha  sido  regulado,  aproximada- 
mente: la  tasa  del  interes  si  ha  sido  estipulado:  la  época  en  que  puede  ser  exigi- 
do si  es  que  se  ha  espresado  en  el  contrato : la  designación  de  los  inmuebles  hi- 
potecados : el  término  en  que  espira  la  inscripción  si  es  que  su  duración  está  limi- 
tada. 

Art.  12o.  Cuando  el  objeto  de  la  hipoteca  sea  una  renta  perpetua  ó vitalicia, 
se  regulará  en  la  inscripción  un  capital  igual  á veinte  veces  el  importe  de  la  ren- 
ta á no  haber  estipulación  en  contrario. 

Grecia. — Ley  hipotecaria  de  i 1 de  agosto  de  1836. — Art.  68.  El  acreedor 
presentará  con  su  título  dos  notas  de  las  cuales  una  puede  estar  estendida  á conti- 
nuación de  este.  Las  notas  contendrán  : 

1. °  La  descripción  del  inmueble  hipotecado  y de  sus  accesiones,  asi  como  la 
espresion  de  su  especie  y situación. 

2. °  El  nombre  y apellido  del  acreedor,  su  vecindad  y profesión  si  tiene  alguna. 

3. °  El  nombre  y apellido  del  deudor,  su  vecindad  y profesión  si  la  tiene,  y 
una  mención  individual  y especial  del  deudor  que  sea  bastante  para  distinguirlo  y 
reconocerlo. 

4. °  La  fecha  y naturaleza  del  título. 

b.°  El  importe  del  capital  de  los  créditos  espresados  en  el  contrato  ó evalua- 
dos por  el  escribano,  los  intereses  que  devengue  y la  época  en  que  pueden  exigirse 
uno  y otros. 

Hesse  (Gran  Ducado  de ). —Proyecto  de  Ley  hipotecaria  de  1832.— Art.  39. 
La  inscripción  de  la  hipoteca,  debe  contener : l.°  El  nombre  del  acreedor  u otra 
designación  suficiente:  2.°  El  del  deudor  ú otra  señal  bastante  para  conocer  o.  -as 
inscripciones  de  los  bienes  que  pertenecieron  á un  difunto  o persona  que  ha  lalloci- 
do,  no  pueden  verificarse  sino  á su  nombre:  3.°  La  naturaleza  del  título  constituyo 
del  derecho,  como  el  préstamo,  la  venta  ó la  tutela,  etc.:  4.°  El  importe  de  la  hipo- 
teca. Las  rentas  y las  pensiones  periódicas  pueden  ser  inscritas  con  arreglo  a la 
estimación  del  capital  ó de  su  importe  anual.  Si  no  consistiere  en  metálico  la  esti- 
mación, deberá  hacerse  en  él:  5.°  Las  cosas  sobre  que  gravita  la  hipoteca,  con  es- 
presion de  la  página  y del  número  que  tengan  en  el  libro  de  bienes  territoriales.  Si 
se  hubiese  constituido  la  hipoteca  sobre  varias  fincas,  y se  hubiera  omitido  en  algu- 
nas de  ellas,  «¡presar  la  página  y el  número  que  ocupa  en  el  libro  de  los  inmuebles. 
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la hipoteca  no  surtirá  efecto  respecto  á ella,  y sí  solo  respecto  á las  demás  en  que 
se  haya  hecho  la  osprosada  manifestación. 

Art.  40.  Debe  añadirse  á la  inscripción  la  fecha  del  ano,  mes  y día. 

Art  55.  Todas  las  cargas , sean  ó no  litigiosas,  que  afectan  á los  inmuebles  á 
osccpcion  de  las  mencionadas  en  la  ley,  deben  inscribirse  en  el  libro  en  que  están 
las  heredades  á que  se  hallan  adheridas. 

Holanda. Código  civil. — Art.  1231 . Para  verificar  la  inscripción  de  una  hi- 

poteca, el  acreedor  entregará  por  sí  mismo,  ó por  un  tercero,  al  conservador  de  las 
hipotecas  dos  notas  firmadas,  de  las  cuales  una  puede  estar  puesta  á continuación 
del  título.  Estas  notas  contendrán:  l.°  Lo  mismo  que  los  números  l.°  y 2.°  del  ar- 
tículo 2148  del  Código  Napoleón  (véase,  pág.  499),  y añade  la  inscripción  de 
bienes  de  una  persona  que  ha  fallecido,  podrá  verificarse  bajo  su  nombre:  2.°  La 
fecha  y naturaleza  del  título,  el  oficial  público  redactor  del  acto,  ó el  juez  quo  ha  de- 
signado los  bienes  que  deben  gravarse:  3.°  Lo  mismo  que.los  números  3.°  y 4.°  de 
dicho  articulo  2148  del  Código  Napoleón:  4.°  La  naturaleza  y situación  de  los  bie- 
nes sometidos  á la  hipoteca,  con  arreglo  á la  división  del  catastro,  y salva  la  escep- 
cion  establecida  por  el  Código  en  lo  que  se  refiere  á los  diezmos  y rentas  territo- 
riales: 5.°  Las  convenciones  que  hayan  tenido  lugar  entre  el  deudor  y el  acreedor 
en  virtud  de  la  ley. 

Islas  Jónicas. — Código  civil. — Art.  1978.  Para  verificar  la  inscripción,  el  acree- 
dor presentará  ó hará  presentar  al  conservador  de  las  hipotecas  una  copia  auténti- 
ca de  la  sentencia  ó del  acto  en  que  resulte  la  hipoteca  ó el  privilegio.  Con  él  acom- 
pañará dos  notas  escritas  en  papel  timbrado,  y de  las  cuales  una  puede  estar  puesta 
á su  continuación. 

Dichas  notas,  contendrán: 

1. °  El  nombre,  apellido,  profesión  y domicilio  del  acreedor  y de  su  padre. 

2. °  El  nombre,  apellido  y domicilio  del  deudor  y de  su  padre,  así  como  la  pro- 
fesión de  aquel,  si  tiene  alguna,  ó una  designación  individual  ó especial  que  sea 
bastante  para  que  el  conservador  pueda  reconocerlo  y distinguirlo  en  cualquiera 
caso. 

3. °  La  fecha  y naturaleza  del  título. 

4*°  El  importe  de  los  créditos  espresados  en  el  título  ó evaluados  por  el  escri- 
bano, por  las  rentas  y prestaciones,  ó por  los  derechos  eventuales,  condicionales  ó 
indeterminados  en  los  casos  en  que  es  ordenada  esta  evaluación,  así  como  también 
el  importe  de  las  acciones  de  estos  capitales,  y la  época  en  que  pueden  ser  exigibles. 

3.  La  especie  y situación  de  los  bienes  sobre  los  que  gravita  el  privilegio  ó la 
hipoteca. 

Esta  última  disposición  no  es  necesaria  para  las  hipotecas  legales  ó judiciales; 
a falta  de  convención,  una  sola  inscripción  abrazará  todos  los  inmuebles  del  deudor 
que  se  hallen  comprendidos  en  la  isla  donde  se  toma  la  inscripción. 

1*,*,ana <—Código  civil.—  Art.  3273.  No  hay  hipoteca  convencional  válida  sino 
inmuebles  ^ ° const*tul*vo  esPecifica  la  naturaleza  y situación  de  cada  uno  de  los 

ó esneciahno'ni  ^(  UC^01  Pue(lu  hipotecar  generalmente  todos  sus  bienes  presentes, 
ininativa  y eSpresffUnüS’  *ícro  <ín  uno  ^ olro  caso  debe  hacerlo  de  una  maniera  no- 
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Art  3277.  La  hipoteca  convencional  no  es  válida  si  la  cantidad  por  que  es  con- 
sentida no  es  cierta  y determinada. 

Lubek.  Ley  de  hipotecas  de  6 de  junio  de  1818.— Art.  24.  Los  inmuebles  6 
las  hipotecas,  pueden  ser  inscritos  ú nombre: 

4.  De  los  fideicomisarios ; pero  en  tal  caso , estos  serán  responsables  de  las 
obligaciones  que  resulten  de  la  inscripción. 

Lucerna  (Cantón  de ).—Lcy  de  hipotecas  de  9 de  octubre  de  1838.— Art.  14. 
Los  actos  de  venta,  deben  espresar  el  importe  del  precio  debido  al  vendedor;  para 
este  efecto,  contendrán : 

i ,°  Una  liquidación  de  la  venta. 


2. °  Si  se  dán  pagarés  por  el  resto  del  precio. 

3. °  Una  indicación  de  lo  que  queda  adeudándose  del  precio  de  la  venta , á sa- 
ber; el  importe  de  la  cantidad  y los  términos  del  pago. 

Meckleroburgo-Schwerin  y Strelitz  (TERRITORIO  de).  — Ley  de  hipotecas 
de  1830. — Art.  23.  La  inscripción  debe  espresar: 

1. °  La  naturaleza  de  la  cantidad  por  la  que  se  reclama  la  hipoteca. 

2. °  El  importe  del  crédito. 


3.°  El  nombre  del  acreedor. 


4.°  El  interés  y el  dia  de  la  inscripción. 

Todas  las  cargas  espresadas  en  el  art.  18,  á escepcion  de  las  servidumbres  per- 
sonales, deben  ser  inscritas  por  un  capital  determinado. 

Nassau  (Ducado  de). — Ley  de  hipotecas  de  21  de  marzo  de  1774. — Art.  1 2.  Los 
contrayentes  deberán  presentar  para  la  inscripción  un  estrado  del  catastro  debida- 
mente legalizado , y la  estimación  que  tenga  la  propiedad  para  la  exacción  de  las 
contribuciones.  Deben  indicarse  también  las  demás  cargas  que  tienen  los  inmue- 
bles, como  censos,  servidumbres,  etc. 

Art.  13.  El  estracto  del  catastro  irá  acompañado  de  un  certificación  librada  por 
el  bailío  y jueces  de  la  ciudad:  este  estracto,  deberá  espresar  las  circunstancias  si- 
guientes; a.  si  la  finca  vendida  pertenece  esclusivamente  al  vendedor,  ó si  solo  es 
usufructuario;  b.  si  pertenece  al  marido  ó á la  mujer,  <í  si  ha  sido  adquirida  por 
alguno  de  ellos;  c.  si  está  gravada  con  hipotecas;  d.  si  el  vendedor  está  de  tal  modo 
empeñado  que  por  la  venta  de  la  finca  sus  acreedores  puedan  ser  perjudicados. 

Polonia — Ley  de  hipóte  cas  de  26  de  abril  de  1818. — Art.  4o.  Las  servidum- 
bres actuales  de  pastos  y de  aprovechamiento  de  leñas  deben  ser  inscritas  en  el  re- 
gistro hipotecario  del  fundo  dominante  y en  el  del  sirviente. 

Pru»¡a. — Ordenanza  de  Federico  JI  de  20  de  diciembre  de  1783.  Art.  3.J,  tí- 
tulo I.  En  el  epígrafe  de  cada  finca  de  tierras  debe  inscribirse  su  número,  su 
nombre  y su  denominación  particular,  su  naturaleza,  si  es  tierra  noble,  casi,  si 
está  libre  ó sujeta  á corbeas,  si  son  bienes  feudales  ó alodiales,  trasmitidos  por  he- 
rencia, el  círculo  ó distrito  de  que  forman  parte,  y si  están  situados  en  población, 
las  calles  ó sitios  en  que  se  encuentran  y en  general  el  signo  característico  por  el 
que  la  finca  se  distingue  de  otra  del  mismo  nombre  y naturaleza. 

Art.  41.  El  nombre  del  propietario  será  inscrito  en  la  primera  rúbrica  y la 
primera  columna.  Si  habitan  una  provincia  ó una  misma  localidad  varias  personas 
del  mismo  nombre,  se  las  designará  del  modo  mas  conveniente  para  evitar  er- 
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ArL  42.  En  la  segunda  columna  se  espresará  el  origen  del  derecho  del  propie- 
tario, como  si  ha  sido  comprado,  permutado,  lia  provenido  de  sucesión  ó donación 

en  público  remate  ó de  otra  manera.  .....  . . , . 

Art.  43.  En  la  tercera  columna  se  inscribirá  el  precio  de  la  venta  y el  valor 

de  las  monedas.  , . ..  , . 

Art  44.  Si  el  propietario  lia  recibido  la  linca  a titulo  gratuito  ó sin  espresion 

de  valor  alguno , deberá  consignarse  el  precio  que  tuvo  en  la  anterior  adquisición. 

Art.  47.°  En  la  segunda  rúbrica  principal  se  anotarán  las  obligaciones  reales 
perpetuas  que  gravan  al  fundo. 

Art.  ii2.  En  la  tercera  rúbrica  se  inscribirán  los  actos  por  los  que  los  derechos 
del  propietario  no  están  limitados  ni  sobre  el  fundo  ni  ninguna  parte  de  él,  sino 
que  están  constituidos  en  beneficio  de  un  tercero  por  una  parte  del  precio , como 
por  ejemplo , si  el  vendedor  se  reserva  la  propiedad  por  el  resto  del  precio,  6 si  la 
cantidad  depende  de  un  fideicomiso. 

Art.  54.  Las  servidumbres  reales  que  graven  un  fundo  no  serán  inscritas  si  los 
interados  no  lo  piden , y en  este  caso  se  anotarán  en  la  segunda  rúbrica. 

Art.  55.  En  la  tercera  rúbrica  se  inscribirán  todos  los  demás  derechos  reales 
que  no  hayan  sido  espresados  en  los  artículos  precedentes  y que  no  formen  parte 
ilc  la  segunda  rúbrica,  cualquiera  que  sea  su  nombre. 

Art.  126,  tít.  II.  El  derecho  de  propiedad  ó de  hipoteca  reservado  por  el  pre- 
cio de  la  venta  no  so  inscribirá  de  oficio.  Pero  si  las  partes  requieren  esta  inscrip- 
ción , se  verificará  desde  luego  como  una  consecuencia  del  contrato  de  venta , y 
después  de  haber  sido  anotada  en  el  contrato  original  y en  el  ejemplar  del  vende- 
dor. En  el  certificado  de  reconocimiento  unido  á este  ejemplar  se  espresará  que 
ha  sido  espedido  en  favor  del  vendedor  por  causa  de  la  inscripción  que  se  ha  he- 
cho en  su  favor  por  el  precio  que  no  se  le  ha  pagado. 

Art.  156.  En  la  inscripción  y en  la  orden  dada  al  encargado  de  los  registros 
hipotecarios,  el  acto  será  transcrito  literalmente,  y con  especialidad  las  convencio- 
nes relativas  á la  especie,  al  título  de  las  monedas  y al  dia  señalado  para  el  pago  del 
capital  y sus  intereses. 

Sajonia .—Ley  de  hipotecas  de  6 de  noviembre  de  1843.— Art.  15.  Cada  hoja 
de  los  registros  territoriales  é hipotecarios  debe  contener: 

1. °  La  indicación  de  la  finca  para  la  que  se  destina  la  hoja. 

2. °  Su  naturaleza. 

3. °  Todos  los  bienes  territoriales  que  forman  parte  de  la  propiedad  principal, 
sus  dependencias,  etc.:  los  privilegios  reales  y los  títulos  que  hacen  mas  estimable 
la  finca  podrán  ser  igualmente  inscritos  á petición  del  poseedor,  sin  qué  por  esto 
a autoiidad  que  tienen  los  registros  territoriales  é hipotecarios  garantice  la  exis- 
tencia y esteusion  de  estos  derechos. 

4 3 odos  los  cambios  que  en  las  partes  ó dependencias  del  fundo  inscrito  ten- 

gan lugar  con  posterioridad. 

.....  i .^‘lS  car8as  que  gravan  el  fundo , y especialmente  las  rentas  territoriales  de 

(nion  l|0,ia  csl)ecie>  el  derecho  de  laudemio,  el  diezmo  y los  cambios  que  se  verifi- 
quen en  estas  rentas  y cargas. 

además-  ^ *08  r°g>stros  territoriales  6 hipotecarios  deben  contener 
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.....6  o El  nombre  del  poseedor  del  inmueble  ( propietario , feudatario  6 onfi- 
teutc*),  el  precio  de  la  compra , cuando  de  este  modo  se.  haya  hecho  la  adquisición 
y los  cambios  en  la  posesión. 

7;  Las  restl’icciones  que  no  dependen  de  los  mismos  bienes  y que  se  adhieren 
no  a la  persona  del  poseedor  como  la  menor  edad  , sino  ú los  derechos  en  si  mis- 
mos, como  relroventa,  sustitución,  usufructo,  prohibición  de  enajenar  ó de  arren- 
dar, etc. 

S.°  Los  créditos  hipotecarios  y los  cambios  ocurridos  en  ellos. 

Arts.  47  y 48.  La  inscripción  en  los  registros  territoriales  é hipotecarios  no  po- 
drá verificarse  sino  de  inmuebles  determinados  ó en  virtud  de  créditos  de  un  va- 
lor fijo. 

Art.  49.  Sin  embargo,  cuando  se  trata  de  una  renta  anual  determinada  de  cá- 
nones en  especie  ó de  una  servidumbre  no  es  necesario  fijar  el  valor  en  numerario. 
Art.  178.  Toda  inscripción  de  un  crédito  deberá  esprosar: 

1. °  El  importe  ó el  objeto  del  crédito. 

2. °  El  nombre  y apellido  del  acreedor,  y si  es  necesario  para  que  aparezca  la 
diferencia  entre  dos  nombres  parecidos,  se  añadirán  la  profesión,  industria  y do- 
micilio de  aquel. 

3. °  El  título  legal. 

4. °  Los  intereses , si  el  crédito  los  lleva  , y los  gastos  necesarios,  si  han  sido 
estipulados. 

Sajonía-Weimar. — Ley  de  6 de  mayo  de  1839. — Art.  9.°  No  puede  constituir- 
se una  hipoteca  sino  por  cantidades  determinadas. 

Art.  253.  La  inscripción  debe  espresar: 

1. °  El  nombre  y apellido,  condición,  profesión  y domicilio  del  deudor. 

2. °  Una  ligera  descripción  , aunque  suficiente,  de  la  íiuca  objeto  de  la  hi- 
poteca. 

3. °  El  importe  del  crédito  , el  de  los  intereses  y el  modo  de  pagarlos. 

4. °  El  nombre,  condición  y domicilio  del  acreedor  hipotecario. 

5. °  El  dia,  mes  y año  en  que  se  verifica  la  inscripción. 

6. °  Todo  esto  debe  insertarse  en  los  documentos  hipotecarios. 

Soleure  (Cantón  de). — Código  civil. — Art.  837.  No  puede  ser  estipulada  una 
hipoteca  sino  por  cantidad  determinada. 

Art.  859.  El  boletin  de  la  hipoteca  debe  indicar: 

1 . °  El  nombre,  morada  y lugar  del  nacimiento  del  acreedor  y del  deudor  . 

2. °  La  cantidad  objeto  de  la  hipoteca,  la  época  del  vencimiento  y la  condición 

Si  el  capital  lleva  interés,  su  importe  y el  dia  del  vencimiento.  (Si  la  hipoteca 
está  constituida  para  un  crédito  futuro  se  siguen  reglas  especiales.) 

3. °  La  designación  exacta  del  inmueble  hipotecado  de  la  manera  con  que  ha  sido 
inscrito  en  el  registro  de  bienes  territoriales  ó hipotecarios  sin  indicación  de  los 

m4  or°SL*as  servidumbres  existentes  sobre  el  inmueble  hipotecado,  y que  han  sido 
inscritas  en  el  registro-. 

3.°  El  título  y el  precio  de  adquisición  del  inmueble  por  el  deudor,  si  es  que  se 
estimó. 
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6 o Las  cant¡(la(les  por  las  cuales  el  inmueble  es  hipotecado. 

7. °  La  fecha  de  la  inscripción. 

8. °  La  página  del  libro  diario. 

Art  948  Si  el  inmueble  se  halla  gravado  con  derecho  de  usufructo  ó habila- 
:ion,d  el  propietario  no  puede  disponer  de  él , debe  inscribirse  con  todas  estas  res- 
tricciones. , * j , , , 

Art.  949.  Si  se  pide  la  inscripción  de  otras  servidumbres,  tales  como  el  derecho 

lc  {)a.saje,  debe  indicarse  la  naturaleza  de  ellas  y el  acto  que  comprende  aquel  de- 
recho. 

Tcssino  (Cantón  re). — Código  civil. — Art.  1101.  La  nota  debe  contener: 

l.°  Los  nombres,  apellidos  y domicilios  del  acreedor  y del  deudor,  la  fecha  y 
¡aturalcza  del  título,  el  importe  de  la  deuda , la  descripción  de  los  bienes  sobre 
¡ue  gravita  la  hipoteca,  si  es  especial , <3  la  advertencia  si  es  general.  En  los  regís- 
ros  de  hipotecas  legales  no  hay  obligación  de  espresar  la  cantidad,  sino  úníca- 
nente  el  simple  derecho  eventual. 

Toscana. — Molu  propio  de  2 de  mayo  de  1836.— Art.  82.  Para  verificar  la 
nscripcion  en  los  registros,  el  acreedor  debe  presentar  ó hacer  presentar  al  con- 
.ervador  el  original  ó la  copia  auténtica  del  acto  ó sentencia  que  constituya  su 
título  con  dos  notas  firmadas  por  él  ó por  su  apoderado  que  contengan: 

1. °  El  nombre  y apellido  del  acreedor  y la  elección  que  haya  hecho  de  domici- 
lio en  el  distrito  del  registro. 

2. °  Los  nombres,  apellidos,  profesión  y domicilio  del  deudor  y de  sus  padres. 

3. °  La  naturaleza  del  título  y la  fecha  del  acto. 

4. °  El  importe  del  crédito  y la  época  en  que  puede  ser  exigiblc.  Si  el  crédito 
es  condicional  ó indeterminado,  la  naturaleza  de  la  condición  ó el  valor  aproxima- 
tivo,  la  espresion  de  la  naturaleza  y situación  de  los  bienes  afectos  á la  inscripción. 

Vaud  (Cantón  de). — Ley  de  24  de  diciembre  de  1840. — Art.  24.  La  inscrip- 
ción en  el  libro  de  las  presentaciones  deberá  anunciar:  a.  Al  margen  el  número  de 
la  presentación;  b.  Los  nombres  y apellidos  del  que  ha  hecho  la  presentación  y el  de- 
pósito y la  cualidad  por  que  obra;  c.  La  naturaleza  del  actOj  su  fecha  y la  especie  de 
la  carga;  d.  El  nombre  del  notario  que  ha  autorizado  el  acto  ó la  designación  de  la 
autoridad  de  que  proviene , ó el  nombre  del  que  le  lia  firmado;  e.  El  día  y hora  de 
la  presentación. 

Art.  38.  La  inscripción  en  el  libro-registro  de  las  cargas  deberá  anunciar:  a.  La 
naturaleza  del  acto  y en  el  margen  el  número  de  la  inscripción  que  tenga  en  el  re- 
gistro de  las  presentaciones;  b.  La  fecha  del  acto  y la  del  acta  de  reconocimiento  del 
estado  provisional  ó del  definitivo;  c.  El  nombre  del  notario  que  ha  autorizado  el 
instrumento,  ó el  do  la  persona  que  lo  ha  firmado,  ó la  designación  de  la  autoridad 
judicial  de  que  proviene;  d.  La  trascripción  literal  de  la  parte  del  documento  que 
•sena  a los  inmuebles  situados  en  el  distrito;  c.  La  fecha  del  reconocimiento;  f.  La 
e a presentación  y la  de  la  inscripción  en  el  registro  de  las  cargas;  g.  La  indica- 
,ino  * 1°* ( ’s^'l0s  y Pueblos  cu  que  están  situados  los  diversos  inmuebles  grava- 
00 Art "3 9 m‘Sma  °1>8a  y P°r  el  mismo  acto. 

cion  pn  de  lus  circunstaneias  proscriptas  en  el  artículo  38,  la  inscrip- 

ción en  el  libro  de  las  cargas  debe  contener: 

rata  de  una  constitución  de  hipoteca:  «.  Los  nombres  y apellidos  de 
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las  partos  según  so  esprcsan  en  el  documento;  b.  La  cantidad  ó el  objeto  ñor 
que  so  constituye  la  hipoteca;  c.  La  transcripción  de  la  parte  del  documento  mlP 
liaga  mención  de  las  hipotecas  anteriores. 

2 Si  se  trata  de  una  donación  ó do  una  sustitución:  a.  El  nombre  y apellido 
del  donante  o dol  heredero  sustituido,  ó del  legatario  ó sustitutos  de  la  manera 
qnc  se  espresan  en  el  título;  b.  La  transcripción  de  la  parle  del  documento  en  que 

so  manifiestan  las  deudas  y las  cargas  con  que  está  gravada  la  donación  ó la  susti- 
tución. 


3.°  Si  se  taata  de  un  usufructo,  el  nombre  y apellido  de  la  persona  que  loba 
constituido  y los  del  propietario  y usufructuario  de  los  inmuebles  de  la  matu'ra 
que  se  manifiesta  en  el  documento. 

Wurtemberg . Ley  de  hipotecas  ilc  lo  de  abril  de  1823. — Art.  11.  La  canti- 
dad por  la  que  las  hipotecas  se  constituyen  dehe  ser  determinada  aun  cuando  el 
importe  del  crédito  dependa  de  un  acontecimiento  incierto. 

Art.  187.  La  inscripción  deberá  contener: 

\.°  El  nombre,  apellido,  estado,  profesión,  domicilio  y convenciones  matrimo- 
niales del  que  ha  constituido  la  hipoteca. 

2. °  El  nombre,  estado  y domicilio  del  acreedor. 

3. °  La  espresion  del  objeto  que  so  quiere  hipotecar. 

4. °  La  causa  del  crédito  y si  lleva  interés  ó no. 

3.°  La  cantidad  determinada  que  garantiza. 

C.°  La  fecha  del  contrato  hipotecario. 


No  nos  detendremos  aquí  á hacer  una  enumeración  de  los  diferentes 
Estados  que  han  admitido  la  transcripción  y de  los  que  han  adoptado  la 
inscripción , entendiendo  estas  palabras  en  el  sentido  que  las  dejamos  es- 
pigadas en  la  página  228  de  este  tomo.  Sobre  no  ser  esto  necesario,  te- 
meríamos incurrir  en  algún  error  difícil  de  evitar  á pesar  de  toda  nuestra 
diligencia,  porque  como  oportunamente  advierte  Mr.  Saint  Joscph  que 
tanto  ha  contribuido  con  sus  publicaciones  de  las  concordancias  de  la  le- 
gislación francesa  con  las  estranjeras  á facilitar  los  estudios  de  derecho 
comparado,  no  están  conformes  las  leyes  en  dar  un  sentido  cierto  y deter- 
minado á las  palabras  inscripción  y transcripción,  que  emplean  muchas 
veces  indiferentemente,  por  lo  que  seria  necesario  examinar  en  el  terreno 
práctico,  que  es  lo  que  en  cada  Estado  se  hace,  para  no  esponer.-c  á dar 
como  cierto  lo  que  no  lo  fuera. 

Tampoco  entraremos  á hacer  un  exámen  comparativo,  minucioso  v de- 
tenido de  las  diferencias  que  hay  eutre  unas  y otras  leyes  respecto  á las 
circunstancias  que  se  han  de  hacer  constar  en  los  registros,  porque  a nada 
conduciría  descender  á tantos  pormenores,  y vendría  á ser  esto  una  mera 
repetición  de  lo  que  queda  espuesto  en  la  copia  de  las  disposiciones  estran- 
jeras que  preceden. 

Para  nuestro  propósito  basta  llamar  la  atención  acerca  de  que  en  to- 
dos los  Estados  se  procura  que  aparezcan  de  un  modo  que  no  dé  lugar  á 
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dudas,  la  identidad  de  las  fincas  y la  naturaleza , cstension , condiciones  y 
cargas  de  los  derechos  que  se  inscriben , é igualmente  las  personas  que 
los°traspasan  y adquieren  para  ocurrir  á los  fraudes  á que  podría  dar  lugar 
la  omisión  de  algunas  circunstancias  que  á falta  de  disposiciones  le- 
gislativas 6 reglamentarias,  algunos  de  los  encargados  de  los  registros 
tal  vez  considerarán  de  menor  importancia  de  la  que  en  realidad  tie- 
nen. Por  esto  se  vé  quejas  legislaciones  estranjeras,  como  lo  hace  la  nues- 
tra, descienden  á muchos  pormenores  minuciosos  y prolijos,  pero  que  no 
por  eso  son  menos  necesarios,  porque  no  basta  que  los  principios  estable-  . 
cidos  en  las  leyes  sean  buenos  y aceptables,  es  menester  también  que  el 
legislador  los  desenvuelva  para  su  aplicación  práctica,  hasta  el  punto  de 
que  no  quede  á arbitrio  de  los  que  han  de  ejecutar  las  leyes,  desnaturali- 
zarlas , ya  por  no  comprender  su  espíritu , ya  para  simplificar  trabajo , va 
por  falta  de  previsión  que  en  el  silencio  del  derecho  escrito,  no  dejarían 
de  tener  algunos  de  los  muchos  funcionarios  á cuyo  cargo  se  hallaran  los 
registros. 

En  las  circunstancias  que  deben  hacerse  constar  en  las  inscripciones 
hay  mucha  semejanza  en  todos  los  Estados,  y en  verdad  que  no  podría  ser 
otra  cosa,  pues  que  la  mayor  parte  de  las  elegidas  ocurre  naturalmente  á 
todos  los  que  fijan  su  atención  en  los  medios  mas  adecuados  para  que  las 
inscripciones  sean  claras,  precisas  y den  noticia  exacta  de  todo  lo  que  pue- 
da conducir  para  que  los  que  acudan  á consultar  los  registros,  formen  una 
idea  verdadera  de  la  propiedad  inmueble,  de  su  estension,  de  los  títulos  en 
que  se  funda,  de  las  cargas,  gravámenes  y obligaciones  á que  esté  afecta, 
de  la  seguridad  que  ofrece  á los  que  la  adquieren  y de  las  garantías  con 
que  pueden  contar  los  que  presten  sobre  ella  capitales. 
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Art.  16.  El  cumplimiento  de  las  condiciones  (1)  suspensi- 
vas (2),  resolutorias  ó rescisorias  (3)  de  los  actos  ó contratos 
inscritos  se  hará  constar  en  el  registro  (4),  bien  por  medio  de 
una  nota  marginal  (5),  si  se  consuma  (6)  la  adquisición  del 
derecho,  ó bien  por  una  nueva  inscripción  (7)  á favor  de 
quien  corresponda , si  la  resolución  ó rescisión  llega  á verifi- 
carse. 

lambien  se  haiá  constar  por  medio  de  una  nota  marginal, 
siempre  que  los  interesados  lo  reclamen  (8)  ó el  juez  lo  man- 
de (9),  el  pago  de  cualquier  cantidad  que  haga  el  adquiren- 
te , después  de  la  inscripción , por  cuenta  ó saldo  del  precio 
en  la  venta,  ó de  abono  de  diferencias  en  la  permuta  ó adju- 
dicación en  pago. 


Comentario. 

1.  Condiciones.— La  palabra  condiciones  no  se  loma  en  este  artículo 
con  la  amplitud  que  espresamos  en  el  núm.  11  del  comentario  á los  artícu- 
los 9 al  15  de  la  ley,  ni  en  su  sentido  mas  estricto,  que  solo  se  relierc  á las 
cláusulas  que  hacen  depender  los  efectos  de  un  acto  ó contrato  de  la  reali- 
zación de  un  acontecimiento  futuro  é incierto.  Los  epítetos  que  acompañan 
á esta  palabra  fijan  su  sentido,  en  términos  que  no  admite  ni  mas  estension 
ni  otras  limitaciones. 

2.  Suspensivas. — El  jurisconsulto  Cujas  (Cujacio)  define  la  condición 
diciendo  que  es  una  causa  cuya  existencia  dá  nacimiento  ú la  obligación, 
cuya  falta  impide  que  se  constituya,  y cuya  suspensión  la  suspende  (a).  Esta 
definición  se  refiere  sola  y esclusivamenlc  á las  condiciones  suspensivas 
que  son  las  condiciones  por  escelencia,  y á Jas  que  mas  generalmente  se 
aplica  este  nombre.  Las  frases  condiciones  resolutorias  y rescisorias  no  fue- 
ron empleadas  por  los  romanos,  no  porque  desconocieran  la  idea  que  nos- 
otros con  ellas  significamos,  como  bien  pronto  veremos,  sino  porque  ere- 
vendo  que  la  palabra  condiliones  no  les  era  aplicable,  usaban  en  su  lu- 
gar las  de  pactos  (pacta)  y leyes  del  contrato  (leges  contractus),  si  bien 

(a)  Conditio  est  causa,  quá  existente,  nascilur  obligatio;  delicien  le , nulla 
constituí  tur,  suspensa  suspenditur. 
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fra5CS  no  lenian  una  acepción  concreto,. sino  que  servian  para  dcsig- 
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sideraban  como  puras  las  obligaciones  contraídas 


con 

en 


is  trases  no  u,,“  , „ . , « . * 

todas  las  cláusulas  especiales  del  acto  o contrato  a que  se  referían.  Por 
. do  osi n consideraban  como  puras  las  obligaciones  contraidas 
C°?clCáusulas  resolutorias  ó rescisorias.  Tratando  Urpiano  (a)  de  la  adición 
dia  Un  diem  addictio ) se  hace  cargo  de  la  cuestión  de  si  la  compra-venta, 
en  nuc  interviene  este  pacto,  es  pura  ó condicional , y contesta  que  en  su 
concepto  debe  estarse  á la  voluntad  de  los  contrayentes,  y que  si  éstos  han 
querido  que  la  adición  en  dia  sirva  para  separarse  de  lo  hecho  , la  com- 
' venta  es  puraj  y por  el  contrario  que  será  condicional  en  el  caso  en  que 
se  estipulo  que  ei  contrato  quede  perfeccionado  si  no  se  ofreciere  mejor 
condición.  El  mismo  Ulpiano  ( b ) dice , hablando  del  pacto  de  ley  comisoria, 
que  es  otro  do  los  resolutorios,  que  el  contrato  á que  se  adhiere  no  dehe 
considerarse  condicional,  sino  celebrado  con  una  condición  ó pacto  que  se 
refiere  á su  resolución. 

Al  hablar  aquí  de  los  actos  y contratos  condicionales,  nos  limitamos 
sola  y csclusivamenle  á los  que  lo  son  en  realidad,  y no  á aquellos  que  sin 
embargo  de  estar  gramaticalmente  redactados  con  una  fórmula  condicional 
esta  fórmula  se  considera  como  no  escrita,  ó vicia  el  acto  en  que  ha  inter- 
venido. Puede  conocerse  que  nos  referimos  á las  condiciones  imposibles,  ó 
bien  sea  por  la  naturaleza  y de  hecho,  ó por  el  derecho,  cuando  se  esti- 
pula lo  prohibido  por  la  moral  ó por  las  leyes.  En  ninguno  de  estos  casos  el 
acto  ó contrato  son  condicionales,  sino  puros;  no  hay  que  esperar  el  even- 
to de  una  condicio'n,  sino  que,  ó se  tiene  por  no  puesta  como  en  las  últimas 
voluntades  (c),  ó vicia  el  acto,  como  sucede  en  los  contratos  ( d ). 

(o)  Quotions  fundus  ¡n  diem  addicitur,  utrum  pura  emptio  est,  sed  sub  conditio- 
ne  resolvitur;  an  vero conditionalis  sit  magls  emptio,  quaestionis  est?  Et  mihi  vide- 
lur  vorius,  interesse  quid  actum  sit:  nam  si  quidem  noc  actual  est,  ut  meliore 
alíala  condüionc,  disoedatur , eritpura  emptio,  queo  sub  conditionc  resolvitur:  Sin 
antean  lioc.  actum  est,  ut  perficíatur  emptio,  nisimalior  conditio  afferatur  crit 
oiiiptio  conditionalis.  (§.  inicial  de  la  ley  2.a,  tít.  11,  lih.1  XVIII  del  Digesto.) 

(b)  Si  fundus  commisoria  lego  venierit , macis  est,  ut  sub  conditionc  resolví 
emptio,  quain  sub  conditionc contrahi  videatur.  (Ley  1.a,  tít.  Iil,lib.  XVIlldcl  Dig.) 

(c)  Ley  3.a,  tít.  IV  de  la  Partida  VI. 

(fí)  /Vsí  lo  dicen  todos  los  jurisconsultos  españoles.  Pero  es  necesario  reco- 
nocer que  no  es  tan  claro  si  solo  se  atiende  al  testo  ele  las  leyes.  Acerca  de 
esto  se  dice  en  una  nota  de  los  Elementos  de  derecho  civil  y penal  de  España,  que 
jV',)  v(jai|IKl,s  con  1L  Juan  Manuel  Montalban  lo  siguiente,  con  relación  á la  ley  17, 


, ■ .Vf  . - - os  ejemplos  y resoluciones  que  en  las  pr 

lUniki!.  i n n ¡nodo  afirmativo:  esto  viene  á dar  por  resultado  que  las  de  la 
,le  Aciones  imposibles,  y las  de  López  de  condiciones,  no 
imvki»  nm'i.lf110  necesarias.  El  testo  de  la  Academia  tiene  á su  favor  que  no 
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Lo  quo  decimos  respecto  á que  ¡as  condiciones  llamadas  imposibles  no 
s»n  verdaderas  condiciones,  es  aplicable  á las  cláusulas  que  Untas  con 
orina  a condicional,  realmente  no  llevan  envuelta  una  condición  verdadera 
como  todas  aquellas  que  en  lugar  de  aludir  al  tiempo  futuro , se  refieren  al 
pasado  o al  presente,  porque  no  es  incierto  el  suceso,  ni  dudoso  si  ha  de  rea* 
Iizaise  o no,  por  mas  que  no  tengan  conocimiento  de  ello  los  que  las  ponen- 
por  esto  dicen  las  leyes  de  Partida  (a)  que  tal  condición  como  esta....  non 
es  llamada  propiamente  condición,  porque  aquella  cosa  en  que  la  ponen, 
non  es  dttbda.  Nos  arreglamos  cu  lo  que  aquí  decimos  á nuestro  actual 
deieclio,  no  desconociendo  que  en  el  proveció  de  Código  civil  no  so  adop- 
tó esta  misma  idea,  pues  que  en  uno  de  sus  artículos  {!>)  dice  que  tam- 
bién puede  constituirse  obligación  condicional,  haciéndola  depender  de 
un  hecho  pasado,  pero  desconocido  de  las  partes;  mas  ni  esto  tiene  preceden - 
tesen  el  derecho  romano(c),  ni  es  conforme  con  el  nuestro,  y nos  atrevemos 
á decirlo,  tampoco  encuentra  apoyo  en  las  legislaciones  estranjeras. 

Lo  mismo  acontece  con  las  cláusulas  que  refiriéndose  al  tiempo  futuro 
el  suceso  de  que  quiere  hacérselas  depender,  ha  de  verificarse  inevitable- 
mente, porque  dejaría  de' ser  condición  como  dicen  las  Partidas  ( d ). 

Pero  volviendo  á las  condiciones  á que  en  todo  rigor  puede  aplicarse  la 
denominación  de  suspensivas,  ocurre  preguntar  si  hay  ó no  motivo  suficien- 
te para  inscribir  en  el  registro  las  obligaciones  que  dependan  de  su  cum- 
plimiento. En  el  comentario  al  art.  Í2.°  hemos  examinado  ya  esta  cuestión: 
tenemos  que  completar  solamente,  por  lo  tanto,  lo  que  allí  digimos. 

No  puede  desconocerse  que  en  los  contratos  y actos  condicionales  el  dia 

«Está,  sin  embargo,  reconocido  incidentalmente,  pero  de.  una  manera  dura  y 
«esplícita  por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  que  las  condiciones  imposibles  que 
»sc  ponen  en  los  pactos  no  producen  otro  efecto,  según  las  leyes,  que  el  de  mya li- 
ndar los  pactos  mismos.  (Sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  de  de 
mayo  de  1800).» 

(a)  Ley  2.a,  til.  IV  de  la  Partida  VI.  Esto  mismo  lo  había  dicho  antes  tu  Icj  l_ 
del  tí t.  XI ' Parí.  V en  estos  términos:  «E  aun  decimos,  que  esta  promission  eoti- 
«ilicional  se  l’azeen  otra  manera;  como  si  dixese  el  que  la  tace;  ITume  o < e ■ -o  '* ' • 
» facer  tal  cosa,  si  han  fecho  Papa  á luían,  ó en  otra  numera  semejan  e i ^ ] ■ 
«pertenezca  ó que  sea  lecha,  á tiempo  pasado.  L e- La  condición i i > * , 

«tmra,  como  la  primera  que  es  del  tiempo  porvenir:  porque  ' Jj  d . 

»l>°  ml).8ucr  i»»  ¿ Ü,  toe’ 

•-  y . ii*  i . . . A - . t . i ; 


«la  condición,  luego  que  faze  linca  por  ei.u  obneu««,  ■ ■ --  - , ,¡ 

»desol)li,rado.  Mas  en  la  otra  non  es  assi;  que  non  puede  sel  obligado,  mn  y-ob  i 
‘ [lio  se  cumpla  lo  que  señalo.  E s.  neuesciessc  que  se  cumplí 


ola 

»"adf)  ñor  ella,  lasia  que  se  cuniwia  iu  ^u<;  svnu.«.  — - . , 1 

wqudS  qn«  aíso,  linca  «menee  obligado.  E si  mn  so  cui.ij.lc  lo  condición,  oblan 

»ce  non  vale  la  promission.» 

(c)  La  * 'lev  3!)  del  título  I,  libro  XII  del  Digesto  dice:  «Raque  tune  polestaleiii 

«eoinlitionis  obtinet  cuín  in  futuruni  conferlur.» 

(d)  Lev  3 a,  lít.  IV,  Parí.  Vi.  Pone  esta  ley  como  ejemplos  de  esta  clamada. 
establezco  ú futan  mi  heredero,  si  eras  nasciere  el  so!,  ó fago  heredero  a tal  lióme 

si  muriere  non  señalando  fasta  qué  tie  rapo. 
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mfe  y viene  desde  que  la  condición  se  cumple  , o lo  que  es  lo  mismo  , que 
■intes  de  este  cumplimiento  ni  hay  deudor  que  haya  empezado  á deber, 
ni  acreedor  que  tenga  derecho  á pedir.  El  Emperador  Jusliniano  dice  con 
elegante  concisión  en  sus  Instituciones  (a)  que  de  la  obligación  condicional 
' L,.  fWrho  sino  solo  esperanza : ex  conditionali  obligatione  tantúm 

es  est,  debitum  ¡re  Si  no  hay,  pues,  derecho  verdadero  creado,  si  no  hay 
ni  traslación  de  dominio,  ni  gravámen,  ni  carga,  ni  hipoteca  , ni  ningún 
derecho  real  existente  en  beneficio  de  aquel  á cuyo  favor  se  ha  puesto  la 
condición,  ¿qué  es  lo  que  se  inscribe?  Si  fundándonos  en  este  argumento  pre- 
tendiéramos rechazar  de  la  inscripción  las  obligaciones  condicionales,  cae- 
ríamos en  un  error  considerando  como  cuestión  de  principios  lo  que  solo 
lo  es  de  nomenclatura.  Es  verdad  que  la  obligación  condicional  no  crea  des- 
de luego  una  deuda,  y sí  solo  la  esperanza  y la  posibilidad  de  que  exista 
por  la  realización  de  la  condición,  pero  no  por  eso  deja  de  ser  cierto  que  á 
falta  de  un  derecho  nacido  del  acto  ó contrato  condicional,  que  puede,  ó no, 
llegar  á ser  efectivo,  existe  un  acto  cierto,  indudable , que  liga  á aquel  que 
eondicionalmente  está  obligado  en  términos  que  aunque  quiera , no  puede 
libertarse  del  compromiso  hasta  que  la  condición  se  desvatiezca. 

Ni  se  crea  que  los  jurisconsultos  romanos  tuvieron  por  corriente  la  doc- 
trina de  que  el  obligado  bajo  condición  no  debía  reputarse  deudor:  un  frag- 
mento de  Ulpiano  teuemos  en  el  Digesto  (</),  donde  dice  de  un  modo  termi- 
nante, que  el  que  ha  estipulado  eondicionalmente  es  acreedor  mientras  está 
pendiente  la  condición,  aunque  no  hace  estensivo  esto  respecto  de  las  con- 
diciones espresadas  en  la  última  voluntad. 

Lo  que  creemos  es,  que  si  bien  de  la  condición  no  nace  mas  que  una 
esperanza,  spes  debitum  iré,  como  antes  digimos,  esta  esperanza  tiene  el 
carácter  de  un  derecho  eventual  como  el  que  tenia  el  hijo  primogénito  lla- 
mado á la  sucesión  de  un  mayorazgo,  y el  que  todo  hijo  tiene,  respecto  á la 
legítima  de  su  padre,  derecho  que  no  es  firme,  porque  puede  el  sucesor 
inmediato  ó el  hijo  preceder  en  el  sepulcro  á su  antecesor  ó á su  padre, 
pero  sí  eventual  é independiente  de  la  voluntad  de  aquel  á quien  el  cumpli- 
miento de  la  condición  puede  perjudicar  en  su  dia.  Ni  carece  de  efectos  el 
derecho  eventual,  que  nace  de  la  condición  suspensiva  puesta  en  los  actos  y 
contratos,  porque  el  que  lo  tiene  puede  enajenarlo,  trasmitirlo  á sus  herede- 
ros cuando  no  sea  personal,  ejercitar  las  acciones  que  estime  conducentes 
enlio  de  las  leyes  para  conservarlo  en  el  caso  deque  por  parte  del  contra- 
rio se  verifiquen  actos  que  tiendan  á despojarlo  de  él  ó de  hacerlo  ineficaz, 
y ratar  de  impedir  que  se  deteriore  la  cosa  que  por  consecuencia  del  cumplí- 
á n-af0  ^ 1 C°?^'C'0Q  P|lC(^a  correspondcrles.  No  debemos  descender  aquí 
i e lo  os  los  efectos  que  en  el  orden  legal  produce  el  derecho 

(«)  § 4.°,  tu.  XV,  iib. 
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eventual  que  nace  de  los  actos  ó contratos  subordinados  á condiciones  sus- 
pensivas: bastarían  los  indicados,  mas  por  su  importancia  añadiremos  dos- 
es  el  primero  que  cuando  se  cumple  la  condición,  se  retrotrae  esta  al  tiempo 
del  contrato;  del  segundo  trata  el  Emperador  Justiniano  en  el  lugar  antes 
citado;  según  él  en  las  obligaciones  condicionales  que  nacen  de  actos  entre 
vivos  se  trasmite  la  esperanza  á los  sucesores,  si  la  muerte  sorprende  á los 
estipulantes  antes  de  que  la  condición  se  verifique,  doctrina  que  no  es  os- 
tensiva á las  condiciones  puestas  en  última  voluntad,  porque  en  ellas  es  re- 
gla constante  que  en  tanto  se  trasmite  el  derecho  en  cuanto  ha  llegado  á 
tener  firmeza  y consistencia  en  el  agraciado,  porque  á él  solo  y no  á sus 
herederos  quiso  favorecer  el  testador.  Estanque  es  una  presunción  racional, 
ha  adquirido  el  carácter  de  legal  en  el  derecho  escrito. 

Lo  dicho  nos  parece  suficiente  para  que  quede  completamente  justificada 
la  inscripción  de  las  condiciones  suspensivas:  á no  ser  así,  con  frecuencia  se 
verían  defraudados  los  que  tuvieran  estas  esperanzas  legítimas,  estos  dere- 
chos que,  aunque  eventuales  de  presente,  pueden  ser  ciertos,  determinados 
y exigibles  en  su  caso  , y podrían  los  que  estuvieran  obligados  á respetar 
el  acto  ó contrato,  burlarse  á su  placer  del  deber  de  hacer  compatibles  sus 
derechos  con  los  que  á otros  estuvieran  reservados  aunque  solo  en  la  es- 
pectaliva  de  acontecimientos  futuros. 

o.  Resolutorias  ó rescisorias. — No  siempre  la  ley  empica  juntamente 
estas  dos  palabras.  Asi  sucede  en  su  artículo  109  en  que  se  dice  que  no 
puede  hipotecar  la  propiedad  de  los  bienes  sujetos  á condiciones  resoluto- 
rias el  que  los  posea,  sino  en  los  casos  que  se  señalan  y de  que  oportuna- 
mente tratarémos:  así  también  se  vé  en  el  Reglamento  general  para  la 
ejecución  de  la  Ley,  el  cual  en  su  artículo  lio  trata  del  modo  de  esten- 
der  la  cancelación  de  las  condiciones  resolutorias:  así  por  último  lo  hace 
igualmente  el  art.  24  de  la  Instrucción  sobre  la  manera  de  redactar  los 
instrumentos  públicos  sujetos  á inscripción,  de  que  hemos  hecho  ante- 
riormente (a)  algunas  indicaciones.  En  vista  de  esto  ocurre  preguntar, 
¿cuando  la  Ley  ó los  reglamentos  tratan  solo  de  condiciones  resolutorias, 
se  entiende  que  lo  que  dicen  es  estensivo  á las  rescisorias?  ¿Las  condicio- 
nes resolutorias  y rescisorias  son  una  misma  cosa.'1  Si  no  lo  son,  ¿en  qué  se 
diferencian? 

Si  tuviéramos  que  atenernos  á un  tecnicismo  riguroso,  difícil  seria  sos- 
tener esta  doble  denominación,  porque  en  realidad  no  representa  mas  que 
una  sola  idea,  la  de  los  acontecimientos  futuros  é inciertos  cuyo  cumpli- 
miento deja  sin  efecto  los  actos  y contratos  á que  afectan  restituyendo  la> 
cosas  á su  anterior  estado.  Sin  embargo,  no  puede  desconocerse  que  entre 
nosotros,  en  el  uso  común  del  foro,  existen  estas  dos  denominaciones,  y 

(a)  Véase  lo  que  se  dice  sobre  esto  en  la  página.  482. 
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seria  obrar  con  sobrada  ligereza  suponer  sin  un  examen  concienzudo  que 
no  habia  absolutamente  diferencia  entre  ellas,  y que  cuando  con  tan  escru- 
puloso cuidado  se  ha  distinguido  siempre  en  nuestra  pátria  la  nulidad  de  los 
actos  y contratos  de  su  rescisión,  se  hubiera  procedido  con  tan  poca  dili- 
gencia al  admitir  indistintamente  los  adjetivos  resolutorias  y rescisorias 
pira  significar  la  misma  clase  de  condiciones.  Aunque  con  la  desconfianza 
que  naturalmente  debe  inspirarnos,  para  dar  nuestra  opinión,  el  no  ver 
esplicadaen  nuestros  escritores  esta  diversidad  de  nombres,  pues  que  ni 
aun  recordamos  haber  visto  en  ninguno  la  frase  condiciones  rescisorias , á 
pesar  de  su  continuo  uso,  no  rehusaremos  emitirlo.  Para  esto  tenemos  ne- 
cesidad de  hacernos  cargo  de  las  diferentes  clases  de  condiciones  resolu- 
torias. 

De  común  acuerdo  están  los  jurisconsultos  modernos  en  que  la  división 
de  las  condiciones  en  espresas  y tácitas  alcanza  á las  resolutorias  del  mismo 
modo  que  á las  suspensivas.  Las  condiciones  resolutorias  tácitas  se  so- 
breentienden porque  son  de  tal  manera  inherentes  á la  naturaleza  del  acto 
6 contrato,  que  la  ley  las  suple,  aun  cuando  no  las  pacten  los  interesados:  las 
espresas  son  condiciones  de  hecho:  las  tácitas  lo  son  de  derecho : á aquellas 
se  les  ha  dado  por  muchos  escritores  el  nombre  de  intrínsecas  para  diferen- 
ciarlas de  estas  á que  el  jurisconsulto  Papiniano  llamó  extrínsecas,  condi - 
t iones  exlrinsecús  venientes  (a) , es  decir,  condiciones  que  no  narcen  de  la 
voluntad  espresada  en  el  acto  ó contrato,  sino  de  la  ley  fundada  en  la  natu- 
raleza misma  de  los  hechos  y de  las  cosas,  según  la  interpretación  que  sedá  á 
la  palabra  extrinsecüs  por  los  intérpretes  mas  autorizados.  Hemos  dichoque 
de  la  ley  nacen  estas  condiciones  tácitas,  ó sobreentendidas;  añadiremos 
ahora  que  solo  de  ella  pueden  venir  sin  peligro,  porque,  como  oportuna- 
mente advierte  el  célebre  jurisconsulto  Cujas,  es  regla  general  que  no  de- 
ben admitirse  condiciones  resolutorias  tácitas  fundadas  en  conjeturas  ex- 
trínsecas ajenas  al  acto  ó no  relacionadas  inmediatamente  con  él,  falsas  ó 
equívocas  que  siempre  concluirían  por  hacer  inciertos  y arbitrarios  los 
derechos. 

Las  condiciones  resolutorias  espresas  no  tienen  otro  límite  que  la  vo- 
luntad de  los  contrayentes,  que  debe  ser  respetada  mientras  no  traspase 
las  prescripcionesdel  derecho  y de  la  moral.  Hay  sin  embargo  algunas,  que 
por  ser  mas  frecuentes,  son  objeto  de  diferentes  leyes  de  Partida;  tales  son 
los  pactos  de  ley  comisoria  ( b ),  de  adición  en  dia  ( c ),  y de  retroven ta(rf)» 
cua  Cf>,  según  queda  ya  espuesto,  han  de  constar  por  disposición  terminante 


bey  9,  tí  ti,  11b.  XXXV  del  Dig; 
Ley  38,  tít.  V.  part.  V. 
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de  la  ley  en  las  inscripciones  de  los  contratos  á que  se  refieren  (a).  Por  la 
espresion  de  ellos  en  el  registro,  ya  sabrán  á qué  atenerse  los  que  com- 
pran bienes  que  están  sujetos  á tales  condiciones,  v no  podrá  quejarse  el 
que  compro  de  que  quede  resuella  la  adquisición,  sabiendo  que  había  así  de 
suceder  si  se  presentaba  quien  mas  diera  por  la  cosa  en  virtud  del  pacto  de 
adición  en  día,  ni  de  que  aquel  que  se  reservó  la  facultad  de  retraer  ejercite 
su  derecho,  porque  ya  tendrá  calculado  que  aun  cou  estas  condiciones  le  es 
ventajosa  la  adquisición,  y sino  fué  bastante  prudente  ó previsor  solo  á sí 
misino  debe  imputarse  la  culpa  de  lo  que  le  suceda.  Lo  mismo  puede  decir- 
se del  pacto  de  ley  comisoria  que  como  los  anteriores  sigue  á la  cosa,  cua- 
lesquiera que  sean  las  personas  á que  pase,  porque  el  que  compra  ¡o  que 
está  sujeto  á el,  no  dejai  a de  tener  en  cuenta  los  peligros  que  corre,  v pro- 
bablemente  al  contraer  estipulará  ó que  se  le  rebaje  la  parte  del  precio  que 
esté  por  satisfacer,  ó que  se  le  dén  otras  garantías  suficientes  á cubrir  la 
responsabilidad  que  en  su  caso,  como  poseedor  de  la  (inca,  pueda  recaer 
sobre  él.  La  ley  por  medio  del  registro  les  advierte  el  peligro,  les  aconseja 
en  cierto  modo  que  sean  cautos,  y hace  por  ellos  todo  lo  que  puede:  los  que 
no  se  aprovechan  de  estos  avisos,  no  merecen  la  protección  que  se  les  dis- 
pensa. 

Entre  las  condiciones  resolutorias  tácitas,  esto  es,  las  que  sin  espresarse 
en  el  contrato  resultan  de  la  ley,  hay  algunas,  como  sucede  con  la  revoca- 
ción de  las  donaciones  por  la  supervenencia  de  hijos  que  tienen  una  san- 
ción espresa  en  ella,  y otras  que  nacen  de  la  regla  general  á los  contratos 
bilaterales  de  que  en  tanto  se  reputa  obligada  una  parte  en  cuanto  la  otra 
cumpla  con  lo  pactado.  Y con  razón,  porque  el  que  se  obliga  en  virtud  de 
otra  obligación  simultáneamente  contraida,  solo  presta  su  consentimiento  por 
el  beneficio  ó servicio  que  en  remuneración  de  Jos  suyos  espera:  cuando  cesa 
esta  reciprocidad  falta  el  consentimiento,  y por  lo  tanto,  queda  el  contrato 
destruido  en  su  fundamento  mas  esencial.  Consecuencia  de  esto  es  que  el 
que  ha  trasmitido  á otro  una  cosa  con  la  condición  de  que  se  le  pague  el 
precio  en  un  tiempo  determinado,  si  el  pago  no  se  le  baceal  vencimiento  del 
término,  tenga  derecho  para  solicitar  la  resolución  del  contrato  sin  perjui- 
cio del  que  alternativamente  le  corresponde  para  obtener  de  los  tribunales 
que  se  compela  al  cumplimiento  á su  contrario.  Lo  mismo  sucede  en  la  per- 
muta en  el  caso  de  que  entregada  de  presente  la  cosa  convenida  por  uno 
de  los  permutantes,  el  otro  no  cumpliera  con  la  entrega  de  lo  que  á su  vez 
había  ofrecido  Nadie  puede  pretender  sostener  las  ventajas  que  le  resultan 
de  un  contrato,  y declinar  sus  responsabilidades;  en  los  contratos  bilatera- 
les los  derechos  y las  obligaciones  de  ambos  contrayentes  son  inseparables, 
forman  un  solo  todo. 

(a)  Esta  es  la  circunstancia  3.a,  del  artículo  9.°,  que  bajo  la  palabra  condicio- 
nes comprende  los  pactos  de  que  aquí  tratarnos. 


me 


TÍTULO  II. 


Este  principio  se  halla  consignado  espesamente  en  algunos  códigos 
modernos , y en  otros  sin  tener  una  declaración  especial  se  sobreentiende. 
Sin  embarco,  convencidos  de  su  justicia  é importancia  se  afanan  á veces  los 
jurisconsultos  en  buscar  su  sanción  espresa  aun  con  respecto  á pueblos  que 
implícitamente  lo  rechazan.  Así  sucede  con  el  derecho  romano,  en  que  al- 
-unos  quieren  encontrar  la  regla  general  citando  diferentes  testos  lega- 
íes  (a),  inconexos  de  todo  punto  con  la  regla  de  que  tratamos,  y se  olvidan 
deque  al  mismo  tiempo  que  este  derecho  la  admitía  en  los  contratos  inno- 
minados, la  desechaba  espesamente  en  la  venta;  asi  aparece  de  una  cons- 
titución de  los  Emperadores,  Diocleciano  y Maximiano  ( b ) en  laque  ter- 
minantemente se  dice,  que  cuando  el  precio  de  la  cosa  enajenada  no  §e  ha 
entregado  al  comprador,  hay  una  acción  no  partí  recuperar  lo  entregado,  sino 
para  obtener  el  precio.  Es  claro  que  esta  ley  se  refiere  solo  al  caso  en  que 
no  hava  ninguna  cláusula  resolutoria  puesta  en  el  contrato,  y enqueel 
vendedor  haya  entregado  la  cosa  confiado  en  el  comprador,  fidem  emptoris 
seculus,  porque  de  otro  modo  no  se  trasfierc  el  dominio  déla  cosa  vendida, 
mientras  no  se  pague  el  precio  ó se  satisfaga  al  vendedor  de  otra  manera, 
por  ejemplo  dándole  garantías,  prendas  ó hipotecas  ( c ). 

Aunque  nuestro  derecho  patrio  no  es  tan  esplícito  en  esta  materia,  co- 
mo parece  que  debería  inferirse  de  lo  admitida  que  está  la  regla  general 
de  que  los  contratos  biterales  llevan  en  sí  una  condición  resolutoria  en  ca- 
so de  inejecución,  no  puede  negarse  que  encuentra  apoyo  en  una  ley  de 
Partida  (ley  58  del  tít.  V de  la  Partida  V)  (d)  cuyas  palabras  pasamos  á 
transcribir.  «Muévense  los  ornes  á las  vegadas  á vender  sus  cosas  por  pley- 


( a ) En  diferentes  leyes  romanas  han  querido  algunos  encontrar  escrita  la  regla 
de  que  en  los  contratos  bilaterales  se  entendía  que  cada  parte  estaba  obligada  bajo 
la  condición  resolutoria  de  que  la  contraria  cumpliera  por  su  parte  el  contrato.  Las 
leyes  que  al  efecto  citan,  no  conducen  ó su  propósito.  Esto  puede  decirse  de  la  6.a 
del  tít.  1 del  libro  XVIII  del  Digesto  en  su  § . 1,  que  se  refiere  al  caso  en  que  haya 
pacto  espreso  de  resolución  de  la  venta,  y que  tiene  semejanza  con  la  38,  tít.  V de  la 
Partida  V que  antes  citamos:  lo  mismo  sucede  con  la  0.a,  tít.  LIV,  1 i b . IV del  Código 
repetitee  prmlcctionis  que  á nuestro  juicio  supone  también  el  pacto  resolutorio  como 
Jo  indican  claramente  las  palabras:  quando  non  impleta  promissi  fule,  dominii  luí 
jusin  mam  caussam  revertí  conveniat  que  son  en  las  que  se  presume  bailar  for- 
mulada la  regla  general.  El  §.  41  del  título  I del  libro  II  de  las  Instituciones  del  Ein- 
' la 


y 

rmn  , - . - ~ » pesar  de  la  tradición,  a no 

min  í ' > e e Pr?C10  Pagado,  ó satisfecho  de  otro  modo  el  vendedor,  y los  ejemplos 
nrV™'?0"*  propósito  para  deducir  la  consecuencia  que  pretenden, 
natirmiv  (ij,  .~V  t,t- XXXVIII,  lib.  IV  del  Código  repetitce  proclectionis.' — Si  non  do- 
nretii  nnrri  SeC  vci'n  vineas  distraxisti,  neepretium  numeratum  est,  actiotibi 
íc\  8 4?  M,m,qií?  tl;VlÍsLi>  repetitio  competí!. 

Ul\  Kn  ru’r-ic  u ! i Ia»  Instituciones  del  Emperador  Justiniano. 
no  somos  del  miJf  * C ^artl(*a  cre'do  encontrar  alguno  mas  csplícita  la  regla: 

4 dtar  la  que  CD  el  cas0  quc 
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»to  que  Ies  fazen  ante  en  las  vendidas,  ó por  cosa  que  les  prometen  - do 
»do  que  si  esto  non  les  prometiessen,  de  otra  guisa  non  las  podrían  ven 
»E  por  ende  dezimos  que  cuando  alguno  vendiesse  su  cosa  sobre  tal  nlcvto 
a que  conviniere  de  todas  guisas  que  el  pleylo  sea  guardado;  ca  si  non  lo 
«guardassen,  de  la  manera  que  fué  puesto  dcsfaccrse  y ha  por  cndclaven- 
w dida.  » üe  esta  ley  aparece  que  todo  pacto  puesto  en  el  contrato  de  comnri 
y venta,  sin  el  que  esta  no  se  hubiera  celebrado,  dá  lugar  á la  rescisión 
del  contrato,  y como  no  es  de  creer  que  hiciera  la  venta  el  que  entrega  la 
cosa  aplazando  el  pago,  si  supiera  que  no  se  le  hahia  de  pagar  al  vencí', 
mieuto,  de  aquí  es  que  proceda  la  resolucionen  este  caso. 

Mas  esplícito  y mas  general  que  las  antiguas  leyes  es  el  Proyecto  de 
Código  civil  (a)  que  á imitación  de  otras  legislaciones  estranjeras,  proclama 
el  principio  general  de  que  «la  condición  resolutoria  es  siempre  implícita  en 
»los  contratos  bilaterales,  para  el  caso  de  que  uno  de  los  contravenios  no 
«cumpliese  su  obligación». 

Ni  se  crea  que  esta  diferencia  de  condiciones  resolutorias  espresas  y tá- 
citas existe  solo  en  su  constitución,  es  también  eslensiva  á sus  efectos. 
Las  resolutorias  espresas  surten  todas  sus  consecuencias  desde  el  momento 
en  que  se  realizan  , ipso  jure,  como  dicen  los  jurisconsultos,  y las  enajena- 
ciones se  tienen  por  no  hechas,  verificándose  una  verdadera  restitución  de 
las  cosas  á su  antiguo  estado  sin  necesidad  de  declaración  alguna  judicial. 
A esta  solo  se  acude  cuando  por  no  estar  conformes  los  interesados , ó por 
resistencia  del  que  por  su  parte  no  cumplió,  hay  necesidad  de  impetrar  la  in- 
tervención de  la  autoridad  pública,  la  cual  considerando  que  la  enajenación 
está  resuelta,  y que  esta  resolución  tiene  su  orígen  en  el  contrato  á cuya  ce- 
lebración se  retrolae,  se  limita  á hacer  la  declaración.  Las  resolutorias  tá- 
citas no  surten  efecto  sino  en  virtud  de  declaración  judicial,  ex  officio  judi- 
éis: el  contrato  conserva  toda  su  fuerza  hasta  que  se  solicita  su  rcsojucion, 
y solo  desde  el  dia  que  atendidas  las  circunstancias  del  caso  se  señala  en 
la  sentencia,  y aun  entonces  puede  cumplirlo  el  interesado  hasta  que  la 
resolución  sea  declarada  por  sentencia  firme,  por  lo  que  algunos  opinan 
que  á estas  condiciones  debería  dárseles  la  denominación  de  judiciales.  No 
entrarémos  aquí  á indicar  otras  importantes  diferencias  que  hay  éntre  las 
condiciones  tácitas,  y algunas  espresas  que  tienen  entre  si  grande  analo- 
gía porque  tememos  salir  de  los  límites  que  á esta  obra  corresponden. 

■ Podrá  dimanar  de  esta  diferente  manera  de  producir  su  efecto  las  con- 
diciones resolutorias,  que  haya  nacido  esa  doble  denominación  tan  general 
de  condiciones  restitulorias  y rescisorias,  por  mas  que  no  las  encontremos 
en  las  leyes  ni  en  los  jurisconsultos?  Esto  nos  parece  lo  probable:  e»plicaié- 

mos  los  motivos. 


(o)  Art.  1042. 
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Cuaado  un  contrato  ó acto  está  subordinado  á una  condición  resoluto- 
ria espresa  las  obligaciones  que  nacen  inmediatamente  del  contrato,  que- 
dan inso  jure  de  pleno  derecho,  cstinguidas  tan  luego  como  se  verifica  la 
condición.  Consecuencia  necesaria  de  esto  es  que  si  la  condición  se  realiza 
antes  de  que  el  contrato  sea  consumado,  aunque  esté  perfecto,  ó como  sue- 
le decirse,  re  adhiic  integra,  la  convención  quede  disuelta  y muertas  en 
su  origen  las  acciones  que  nacieron  de  ella.  Mas  si  el  contrato  ya  llegó  á 
su  consumación,  en  el  acto  mismo  de  realizarse  la  condición  resolutoria  las 
obligaciones  nacidas  inmediatamente  después  de  la  celebración  del  contra- 
to quedan  eslinguidas,  pero  en  el  mismo  acto  nacen  otras  diferentes.  Así 
en  el  contrato  de  compra  y venta  ya  consumado,  la  verificación  de  la  con- 
dición resolutoria  estingue  la  obligación  que  tenia  el  comprador  de  pagar 
el  todo  ó la  parte  del  precio  que  aun  no  hubiese  satisfecho,  pero  al  mismo 
tiempo , nace  otra  obligación  que  es  la  de  devolver  la  cosa  adquirida  en 
virtud  del  contrato,  y por  parte  del  vendedor  al  estinguirse  la  obligación 
que  tenia  de  garantir  la  cosa  y de  sanearla  en  caso  de  eviccion,  nace  la  de 
devolver  el  precio  recibido.  Estas  obligaciones  nuevas  cuyo  origen  data 
desde  la  estincion  de  las  que  primitivamente  produjo  el  contrato , son  con 
arreglo  al  derecho  romano , reclamables  por  las  acciones  de  compra  y ven- 
ta, porque  se  refieren  á los  pactos  agregados  en  el  acto  de  su  celebración. 

No  agradaba  esta  ultima  opinión  álos  Sabinianosque  no  se  conformaban 
con  que  la  acción  que  nacía  para  reclamar  la  ejecución  de  uu  contrato  tuviera 
por  objeto  su  disolución:  prevaleció  sin  embargo  la  opinión  contraria,  como 
se  demuestra  con  un  fragmento  del  jurisconsulto  Pomponio  que  está  en  el 
Digesto  (a)  en  que  tratando  del  pacto  de  ley  comisoria  que  lleva  en  sí  mismo 
una  condición  resolutoria  espresa,  dice  que  cuando  no  satisface  el  compra- 
dor en  los  plazos  señalados,  tiene  el  vendedor  la  acción  nacida  del  contrato, 
ex  vendito,  y contesta  á la  escuela  sabiniana  que  no  debe  parecer  estraño  que 
se  dé  dicha  acción,  aun  cuando  en  realidad  no  exista  la  venta,  porque  en 
este  contrato  debe  estarse  mas  á lo  que  verdaderamente  se  hace  que  á lo  que 
dice,  y que  el  pacto  de  la  ley  comisoria  no  tiene  por  objeto  destruir  las 
obligaciones  que  nacen  del  contrato  de  compra  y venta,  sino  solamente  des- 
ligar al  vendedor  de  la  obligación  que  contrajo  con  el  comprador  en  el 
caso  de  que  éste  al  plazo  convenido  no  pagase  el  precio  de  la  cosa. 

Por  grande  que  sea  la  autoridad  de  Pomponio  aumentada  por  haberse 
a o cabida  en  el  Digesto  á su  opinión  revistiéndola  de  carácter  legislac- 


ión ex  vendito1  d‘em  pccuniiá  non  soluta  placet  vendi- 

fundo  fado  diratm-  * ac*',onem  esse:  nec  conturban  debernus,  quoil  inernpto 
dilis  poiius  n\  nZ\  f^"e,?..?L^ndit0  futuram  esse:  in  emptis  enim  ct  ven- 
lege  id  didum  sit  mnirM?  (Dvam  id,  quod  dictutnsit,  sequcndum  est,  et  cuín 
ad  diem  non  solu’tá oblinainí  ¡Jumttaxal  actum  esstí>  no  venditor  emptori,  pecunia 
utrique  solvcretur.  6atUS  et;  non  ut  omnis  obligatio  empti,  ct  vendí  ti 
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vo,  no  ha  sido  del  gusto  de  muchos  intérpretes  que  fundándose  en  las  mis- 
mas razones  que  combate  el  jurisconsulto  romano,  y sin  duda  olvidados  de 
la  decisión  imperial,  han  querido  sostener  que  la  acción  que  correspondía  al 
vendedor  para  reclamar  la  cósa  cuando  no  se  pagaba  á su  vencimiento  lo 
aplazado,  era  la  reivindicación.  Apoyándose  en  que  el  derecho  romano  dice 
que  la  cosa  debe  considerarse  como  no  comprada,  creen  que  porto  tanto 
se  ha  terminado  el  dominio  del  comprador  renaciendo  en  el  vendedor,  á lo 
que  es  consiguiente  que  á éste  le  corresponda  no  la  acción  venditi  para 
pedir  que  la  venta  se  deshaga,  sino  la  reivindicación  para  (pie,  como 
dueño,  pueda  obtener  lo  suyo  que  otro  indebidamente  retiene.  A esta  opi- 
nión se  inclina  Gregorio  López  al  comentar  la  ley  de  Partida  que  trata  del 
pacto  de  ley  comisoria , añadiendo  que  para  que  este  pacto  como  el  de 
adición  en  dia  y otros  semejantes  traspasen  por  sí  mismos,  ipso  jure,  al 
vendedor  el  dominio,  es  necesario  que  se  interpongan  al  tiempo  déla 
. celebración  del  contrato  y antes  de  que  nazcan  derechos  de  él,  porque  en 
otro  caso  no  producirían  el  mismo  efecto. 


Pero  cualquiera  que  sea  la  opinión  que  en  esta  materia  se  siga,  y aun 
partiendo  del  supuesto,  aceptable  sin  duda,  de  poderse  entablar  otra  acción, 
siguiendo  el  dictamen  de  López  como  mas  lógico,  en  la  libertad  que  hay 
de  no  ceñirse  al  derecho  romano,  es  un  hecho  que  no  deben  sujetarse  á di- 
cha regla  las  condiciones  resolutorias  tácitas : no  puede  decirse  que  estas 
nacen  del  contrato,  aunque  sean  una  de  sus  consecuencias:  los  que  compran 
y venden  aplazando  el  precio  y no  ponen  la  cláusula  ó la  condición  resolu- 
tiva del  pacto  de  ley  comisoria,  nada  estipulan  respecto  de  la  resolución  de 
contrato  para  el  caso  en  que  deje  el  comprador  de  satisfacer  oportunamen- 
te los  plazos  estipulados:  no  hay  en  este  caso  una  lev  especial  del  contra- 
to, que  en  el  hecho  de  faltar  á ella  una  de  las  partes,  lo  deje  sin  electo,  hs 
verdad  que  hay  una  presunción  de  ley,  según  hemos  dicho  antes,  de  la  que 
nace  la  facultad  en  el  vendedor  de  obtener  que  quede  sin  efecto  el  con- 
trato que  como  bilateral  lleva  consigo  una  condición  resolutoria  tácita  en  el 
caso  de  que  no  cumpla  una  de  las  partes  lo  que  prometió,  por  ejemplo,  en 
la  compra,  pagando  á su  vencimiento  el  precio  aplazado,  pero  como  esta 
no  es  condición  espresa  del  contrato,  no  puede  reclamarse  su  cumplimitn 
to  por  la  acción  que  nace  de  él,  ni  por  lo  tanto  tampoco  por  la  reivin  tea 
cion;  en  su  lugar  tiene  que  entablarse  otra  acción  cuyo  objeto  es  que  se 
rescinda  la  enajenación  hecha,  y por  consecuencia  el  dominio  que  en  virtud 
de  ella  fué  transferido  al  adquirenle:  á esta  clase  de  acciones  con  cierta  pro- 
piedad las  llamamos  rescisorias,  aunque  no  empleemos  esta  frase  en  el  sen- 
tido especial  en  que  los  intérpretes  la  aplicaban  para  significar  la  acción 
publiciana  que  sedaba  al  antiguo  dueño  de  una  cosa  para  rescindir  la  pres- 
cripción que  en  su  ausencia  legítima  otro  hubiera  completado. 

Si,  pues,  á las  acciones  que  nacían  de  las  condiciones  resolutorias  la- 
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citas  se  les  dá  el  nombre  de  rescisorias,  no  nos  parece  que  será  una  con- 
jetura temeraria  la  de  suponer  que  se  haya  aplicado  á las  condiciones  reso- 
lutorias tácitas  para  diferenciarlas  de  las  que  ipso  jure  producían  la  resolu- 
ción del  contrato,  el  nombre  que  se  daba  a las  acciones  que  se  entablaban 
para  reclamar  los  derechos  que  nacían  á su  cumplimiento. 

4.  Se  hará  constar  en  el  registro.— Para  que  si  se  hace  irrevocable  la 
adquisición  del  derecho  aparezca  que  la  condición  ha  perdido  toda  su  efi- 
cacia y que  la  finca  está  libre  de  ella,  y por  el  contrario,  cuando  la  resolu- 
ción ó rescisión  se  verifica,  para  que  conste  que  ya  no  es  dueño  de'  la  cosa 
la  persona  á quien  condicionalmenle  se  traspasó,  ni  tiene  por  lo  tanto  facul- 
tad de  enajenarla,  sino  que  ha  vuelto  á su  señor  antiguo. 

5.  Por  medio  de  una  nota  marginal.— ¿Por  qué  al  paso  que  la  ley  se 
contenta  con  la  nota  marginal  cuando  se  consuma  la  adquisición  del  dere- 
cho, exige  una  nueva  inscripción  cuando  la  resolución  ó rescisión  se  ve- 
rifica? Fácil  es  la  contestación  á esta  pregunta. 

En  el  primer  caso,  esto  es,  cuando  se  consuma  la  adquisición  del  dere- 
cho (entendiéndose  el  verbo  consumar  en  el  sentido  que  mas  adelante  (a) 
manifestarémos),  nada  de  nuevo  acontece  que  ya  no  esté  inscripto;  el  domi- 
nio ó cualquier  otro  derecho  en  la  cosa  que  tenia  un  carácter  provisional, 
mientras  estaba  en  suspenso  la  condición,  ó no  se  resolvía,  ó rescindía  el 
contrato  ó acto  dependiente  de  ella,  no  está  ya  amenazado  por  esta  eventua- 
lidad; se  hace  efectivo,  firme  é irrevocable  lo  que  antes,  ó solo  era  una  es- 
peranza ó podia  deshacerse  ó revocarse;  pero  el  derecho  y la  posibilidad 
de  la  resolución  ó rescisión  estaban  escritos  en  el  contrato,  y por  importan- 
te que  sea  para  el  adquirente  salir  del  estado  interino  en  que  se  halla,  el 
hecho  es  que  se  encuentra  en  el  registro  todo  lo  que  á los  interesados  y aun 
tercero  puede  convenir  y en  los  mismos  términos  que  si  se  hiciera  una  nue- 
va inscripción.  Falta  solamente  espresar  que  se  ha  cumplido  la  condición, 
suspensiva,  y que  ha  llegado  el  tiempo  en  que  las  condiciones  resolutorias 
ó rescisorias  no  puedan  producir  alteración  de  derechos,  loque  queda  com- 
pletamente satisfecho  por  medio  de  la  nota  marginal*  evitándose  duplicidad 
de  inscripciones  iguales,  que  como  todo  lo  que  inútilmente  se  escribe  en  los 
libros,  sin  producir  nuevos  efectos  ni  aclarar  las  inscripciones,  serviría  solo 
para  producir  confusión. 

No  sucede  lo  mismo  cuando  en  virtud  de  las  condiciones  resolutorias  ó 
rescisorias  queda  sin  efecto  el  acto  ó contrato  que  modificaban.  En  este 
caso  e dominio  ó el  derecho  real  que  había  sido  traspasado  al  adquirente, 

ven  l&'(  l°^°  S'Q  e^cac'a:  ac*°  ó el  contrato  pierde  su  fuerza:  vuel- 

m,„  „aJ  COsas  a su  aQtlguo  estado:  el  derecho  que  está  inscrito  á favor  del 
quino  renace  en  el  enagenante:  todas  las  condiciones  , lodos  los 

(<■)  En  el  nínnero  siguiente  ,le  este  comentario. 
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pactos  que  se  estipularon  en  el  traspaso  del  derecho,  ceden  ante  la  relia- 
bihtacion  del  que  vuelve  á tomar  su  carácter  primitivo.  Por  esto  la  ins- 
cripción es  conveniente  y aun  necesaria,  porqué  se  trata  de  una  traslación 
de  derechos  reales  de  aquel  que  adquirió  á aquel  á cuyo  favor  se  hace  la 
resolución  o rescisión. 

6.  Se  consuma.-- No  tiene  esta  palabra  la  misma  significación  cuando 
se  reueie  á las  condiciones  suspensivas  que  en  las  resolutorias  y reseiso- 
rias,  por  mas  que  á unas  y otras  se  refiere  en  el  testo  de  la  Ley,  se -un 
de  su  lectura  se  deduce.  Las  condiciones  suspensivas,  aunque  no  impiden 
que  el  acto  ó contrato  se  repute  perfecto  y sea  obligatorio  para  los  (pie  en 
ellos  adquirieron  alguna  esperanza,  como  dejamos  dicho  en  el  número  secun- 
do de  este  comentario,  no  dan  derecho  en  el  sentido  de  que  uno  esté  desde 
luego  obligado  á dar  ó hacer  y otro  tenga  la  facultad  de  pedir : este  de- 
recho solo  nace',  y se  perfecciona  cuando  la  condición  se  verifica,  y se 
consuma  por  la  tradición  ó cuasi  tradición,  posesión  ó cuasi  posesión  de  la 
cosa,  cuando  se  trata  de  traslación  de  dominio,  ó de  otros  derechos  reales. 
Por  esto  en  el  caso  actual,  la  palabra  consumar  con  relación  á las  condi- 
ciones suspensivas,  solo  puede  significar  si  llega  á verificarse  la  condición , 
y en  su  virtud  la  cosa  objeto  de  la  inscripción  pasa  al  adquirenle. 

En  los  actos  ó contratos  sujetos  á condiciones  resolutorias  ó resciso- 
rias  no  sucede  lo  mismo:  la  adquisición  del  derecho  no  solo  quedó  perfec- 
cionada, sino  también  consuma  por  la  tradición  ó posesión  en  que  se  puso 
al  adquirente;  pero  esta  consumación  es  revocable  y dependiente  de  la 
realización  de  la  condición;  si  ésta  pierde  su  eficacia  por  dejar  de  veri- 
ficarse oportunamente,  el  derecho  adquirido  se  convierte  en  irrevocable-, 
ó lo  que  es  lo  mismo , se  consuma  irrevocablemente  la  adquision  del  de- 
recho. Pero  si  por  el  contrario  la  resolución  ó rescisión  llega  á verificarse 
por  consecuencia  de  haberse  cumplido  la  condición,  entonces,  lejos  de  con- 
sumarse el  derecho  adquirido  , queda  anulado  ó rescindido  por  com- 
pleto. . „ 0 , 

7 Por  una  nueva  inscripción. — Ya  queda  espuestoen  el  numero  o.  de 
este  comentario  lo  conveniente  acerca  de  los  motivos  que  ha  tenido  Ja 
Lev  para  hacer  constar  el  cumplimiento  de  las  condiciones  por  medio  de 
una  nota  marginal  cuando  se  consuma  la  adquisición  de  un  derecio  \ por 
una  inscripción  la  resolución  ó rescisión  del  derecho  adquirido  revocable. 

8 Los  interesados  lo  reclamen. —Por  regla  general  los  Registradores  no 
hacen  inscripciones,  ni  ponen  notas  marginales  oficiosamente,  sino  solo 
cuando  son  requeridos  por  los  interesados:  el  que  satisface  el  todo  ó parte 
de  lo  que  debe  en  virtud  del  aplazamiento  de  pago  que  obtuvo  al  hacer 
una  adquisición,  solicitará  naturalmente  por  su  propia  conveniencia,  que  se 
ponga  la  nota  marginal  de  que  habla  aquí  el  artículo,  porque  de  otra  ma- 
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ñera  desmerecerá  lo  adquirido,  puesto  que  c*n  arreglo  á lo  que  dice  la  Ley 
en  la  circunstancia  5.a  del  art.  9 y en  los  arts.  40  y 11,  el  aplazamiento  del 
pa-o  ha  de  constar  en  la  inscripción,  y que  seguu  la  escepcion  1.a  del  ar- 
tículo 37  y la  causa  5.a  del. 38,  como  no  resulte  al  lado  de  ella  que  el  pago  se 
verificó,  aparecerá,  la  finca  afecta  á una  obligación  de  que  en  realidad  estará 
va  libre.  Pero  si  los  interesados  no  lo  hacen,  nadie  está  autorizado  para  ve- 
rificarlo en  su  lugar:  los  motivos  para  establecer  esto,  son  los  mismos  que 
se  tuvieron  en  cuenta  para  ordenar  en  el  art.  6.°  de  la  Ley  que  la  ins- 
cripción solo  se  pudiera  pedir  por  los  que  tuviesen  algún  interés  en  asegurar 
el  derecho  que  debía  inscribirse.  Lo  que  allí  manifestamos  acerca  de  la 
inteligencia  y estension  que  admitía  el  artículo  respecto  á las  personas  que 
en  nombre  de  otros  pueden  solicitar  la  inscripción,  es  aquí  aplicable  en  lo 
que  se  refiere  á las  notas  marginales  respectivas  al  pago. 

La  Ley  prescribe  que  los  pagos  se  bagan  constaren  nota  marginal:  esto 
es  lo  bastante  para  que  aparezca  lo  que  pueda  interesar  á cuantos  exami- 
nen los  registros  con  ánimo  de  adquirir  las  propiedades  afectas  al  pago,  ó 
de  prestar  sobre  ellas  alguna  cantidad.  Una  inscripción  esclusivamenle  para 
esto  hasta  seria  innecesaria.  Puede  aplicarse  aquí  lo  que  en  un  caso  se- 
mejante hemos  dicho  en  el  número  o.°  de  este  comentario. 

9.  El  juez  lo  mande. — Esto  es  solamente  cuando  las  leyes  le  dán 
atribuciones  para  entender  en  lo  que  puede  dar  lugar  á estas  notas  margi- 
nales. 


LEGISLACION  ESTRANJERA  (a). 

Bolivia. — Código  civil. — Art.  2198.  La  subrogación  y la  reducción  de  los 
privilegios  ó hipotecas  se  anota  al  márgen  del  acta  y de  la  inscripción. 

Fnburgo  (Cantón  de). — Ley  de  28  de  junio  de  1832. — Art.  98.  Cuando  el 
deudor  paga  alguna  cantidad  á cuenta  de  lo  que  debe,  puede,  aunque  el  acreedor  se 
oponga,  hacer  consignar  en  el  registro  hipotecario  el  recibo  que  de  de  ella  tenga 
si  es  auténtico,  ó la  declaración  del  acreedor  que  presenta  el  título  ante  el  regis- 
trador v dos  testigos,  de  cuyos  nombres  se  hará  mención  en  la  inscripción. 

Art.  99.  Cuando  el  contador  haya  inscrito  en  el  registro  una  cancelación  ó el 
pago  parcial  de  una  cantidad,  debe  anotar  en  el  tituló  el  acto  ó el  recibo  que  le 
*a  sido  presentado,  y en  virtud  del  que  la  inscripción  se  ha  hecho. 

I Lubeck.  Ley  de  hipotecas  de  6 de  junio  de  1818. — Art.  22.  Podrán  teíPi' 
uQar  las  cancelaciones  parciales,  y la  cantidad  que  restare,  será  inscrita  de  nuevo 

desde  su  fecha.  , 

de  22  de  marzo  de  1820. — Art.  18.  Podrán  verificarse  las  cance- 
dplm  i!!  Parcia*es  C^e  una  hipoteca  inscrita,  pero  en  este  caso  la  cantidad  principal 
PbG  borrarse  6 'escribirse  de  nuevo  la  restante. 

sicion  algunamie  conriSÍ?111  a,nlel'Í01'  á Iíl  LeX  hipotecaria,  no  tenemos  dispo- 
u uercle  colólas  de  este  artículo. 
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Lucerna  —Ley  de  hipotecas  de  9 de  octubre  de  1831. -Al  t.  10.  Todo  pnco 
general  o parca!,  deberá  ser  inscrito  en  el  título  de  la  renta.  Cada  uno  de  los  don 
dores  de  una  misma  renta  podrán  hacer  verificar  esta  inscripción,  y si  es  omitida 
no  habrá  lugar  mas  que  á una  acción  personal.  ' 

Luisíana.  Código  civil  Art.  33 10.  Si  la  deuda  por  la  que  se  ha  constituido 
una  hipoteca,  o por  la  que  existe  un  privilegio  es  pagadera  en  diversos  plazos,  el 
deudor  podra  después  del  pago  de  cada  uno  de  ellos  exigir  del  acreedor  que  lo 
liberte  de  la  hipoteca  ó del  privilegio  respecto  al  plazo  ó plazos  que  han  sido  pa- 
gados. 1 


Art.  3341 . En  el  caso  del  artículo  anterior  y en  todos  los  demás  en  que  tengan 
Iugai  las  liberaciones  parciales,  la  hipoteca  ó el  privilegio  no  se  cancelarán  definiti- 
vamente sino  después  del  pago  del  último  plazo,  para  cuya  seguridad  quedará  res- 
ponsable todo  el  inmueble  gravado  hasta  la  completa  cstincion  de  la  deuda  y de 
los  intereses  devengados. 

Prusia .—Ordenanza  de  Federico  II  de  30  de  diciembre  de  1783.— Tít.  2.°  sec- 
ción 5.a. — Art.  243.  Si  la  entrega  del  título  ó su  cancelación  no  puede  tener  lo- 
gar porque  la  deuda  no  ha  sido  pagada  sino  en  parte,  ó porque  el  acto  contenga 
otros  créditos,  el  deudor  podrá  pedir  la  presentación  de  él  para  inscribir  el  pago  en 
número  y letra. 

Saint  Gall  (Cantón  de). — Ley  hipotecaria  de  26  de  enero  de  1832. — Art.  27. 
El  propietario  de  un  título  hipotecario  que  ha  recibido  una  parte  del  capital  para 
cuya  seguridad  tenia  derecho  á una  hipoteca,  y en  virtud  de  cuyo  pago  cierta  par- 
te de  la  finca  ha  sido  libertada,  está  obligado  á presentar  delante  del  deudor  ó de 
su  representante  el  título  al  síndico  para  que  después  de  hecha  la  correspondiente 
justificación  del  pago,  ponga  de  oficio  lo  que  ha  sido  pagado  ó separado  de  la  hipo* 
teca  y liquide  el  capital  que  todavía  se  deba. 


El  artículo  16  de  nuestra  Ley  hipotecaria,  que  dejamos  comentado,  no 
contiene  disposición  alguna  declarativa  de  derechos:  se  limita  solo  á la  ma- 
nera de  hacer  constar  en  el  registro  el  cumplimiento  de  las  condiciones 
suspensivas,  resolutorias  ó rescisorias,  y el  pago  de  las  cantidades  que  haga 
el  adquirente  de  lo  que  no  ha  satisfecho  todavía  del  precio  ó diferencia  que 
tenga  que  entregar  en  su  caso  por  lo  adquirido.  Esta  indicación  basta  para 
que  se  comprenda  que  no  se  trata  de  una  de  las  disposiciones  mas  importan 
tes  de  la  Ley,  si  bien  los  términos  en  que  está  escrito  el  articulo,  han  hecho 
que  toquemos  algunas  cuestiones  que  no  se  refieren  solamente  a el,  sino  a 

No  es  por  esto  de  estrañar  que  no  encontremos  en  los  códigos  estranje- 
ros  resolución  alguna  respecto  á la  inscripción  del  cumplimiento  de  las 
condiciones  suspensivas,  resolutorias  y rescisorias:  su  silencio  en  esta  mate- 
ria será  suplido  aplicando  las  reglas  generales  relativas  a las  cancelaciones, 
ó tal  vez  por  disposiciones  comprendidas  en  reglamentos  ó por  la  practica- 
Lo  que  acabamos  de  manifestar,  es  aplicable  á los  pagos  que  por  cuenta 
ó saldo  del  precio  de  la  venta  ó de  abono  de  diferencias  se  satisfaga  en  la 
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permuta  ó adjudicación  en  pago,  en  los  casos  en  que  el  adquirente  no  hu- 
biese al  tiempo  de  la  inscripción  satisfecho  todo  el  precio  ó diferencia.  Aun- 
que al  ninas  legislaciones  estranjeras  guarden  completo  silencio  respecto  á 
este  punto,  deberá  sobreentenderse  quecl  que  parcialmente  paga  tiene  dere- 
cho de  hacer  inscribirla  reducción  de  su  descubierto,  porque  dñ  otro  modo 
aparecería  la  finca  sujeta  á mayor  responsabilidad  que  la  que  tuviera  real- 
mente, lo  cual  no  cabe  en  el  espíritu  de  las  leyes  hipotecarias  modernas , que 
quieren  siempre  que  la  propiedad  inmueble  se  presente,  tal  como  es,  en  los 
registros,  de  modo  que  ni  pueda  inducir  á errores  perjudiciales  á los  adqui- 
rentes  y prestamistas,  ni  retraerlos  con-  la  perspectiva  de  obligaciones 
reales,  que,  gravitando  por  completo  sobre  latinea,  en  parte  han  desapa- 
recido. Sin  embargo,  hemos  visto  que  no  faltan  legislaciones  estranjeras  en 
que  se  haya  establecido  espresamente  que  se  inscriban  los  pagos  parciales, 
v señalado  la  manera  de  efectuarlo,  como  lo  ha  hecho  la  nuestra. 


TEXTO  DE  LA  LEY. 

Art.  17.  Inscrito  en  el  re- 
gistro cualquier  título  traslati- 
vo del  dominio  de  los  inmue- 
bles , no  podrá  inscribirse  nin- 
gún otro  de  fecha  anterior, 
por  el  cual  se  trasmita  ó gra- 
ve la  propiedad  del  mismo  in- 
mueble (1). 


TEXTO  DEL  REGLAMENTO. 

Art.  55.  La  prohibición  de  ins- 
cribir títulos  de  fecha  anterior  á la 
del  último  inscrito  en  el  registro, 
contenida  en  el  art.  17  de  la  Ley  , se 
entiende  sin  perjuicio  de  la  facultad, 
que  según  la  misma  Ley,  tengan 
los  dueños  de  inmuebles  ó derechos 
reales,  para  registrar  en  plazos  de- 
terminados, los  títulos  que  oportu- 
namente no  hubieren  presentado  al 
registro.  Pero  en  las  inscripciones  de 
esta  especie  se  hará  mención  de  di- 
cha circunstancia,  antes  de  espresar- 
se  la  conformidad  de  ellas  con  los 
documentos  de  su  referencia. 


Coiucntaido. 

” disposición  única  que  este  artículo  comprende  tiene  bastante  im- 
portancia, porque  es  una  consecuencia  necesaria  y una  esplicacion  prácti- 
°a  6i  Pr,n<;'P'°  general  que  domina  en  la  Ley  de  que  solo  pueden  perjudi- 
ar  a adquirente  ó al  prestamista  los  actos  y contratos,  derechos  y gravá- 
cues  que  estéu  en  el  registro  antes  de  hacer  este  su  inscripción. 

,¡  a 0misi0n  Codificación,  después  de  decir  en  la  Esposicion  de  Mo- 
s que  precede  al  proyecto  de  Ley  hipotecaria  que  dentro  de  su  siste- 
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ma  no  cabía  lijar  un  término  dentro  del  cual  debieran  llevarse  al  registro 
los  títulos  que  necesitan  la  inscripción  para  serelicáces  contra  tercero"  que 
en  el  ínteres  de  los  que  adquieren  un  derecho  está  adoptar  las  medidas  con- 
venientes a que  no  sea  ilusorio,  y que  es  imputable  su  negligencia  al  omiso 
ó descuidado , espresa  en  los  términos  que  siguen  las  causas  que  la  impul- 
saron á presentar  este  artículo-. 

«fundada  en  estos  principios,  la  Comisión  ha  formulado  un  artículo  en 
«que  se  establece  que,  inscrito  en  el  registro  cualquier  título  traslativo 
»dei  dominio,  no  pueda  inscribirse  ningún  otro  de  fecha  anterior,  por  el 
«cual  se  trasmita  ó grave  la  propiedad  del  mismo  inmueble.  El  que  deja 
»de  inscribir  el  contrato  anterior  y dá  lugar  á que  el  segundo  se  celebre  é 
«inscriba,  no  puede  quejarse:  la  lev  presume  que  renuncia  su  derecho  en 
«concurrencia  con  un  tercero:  este  no  debe  por  la  incuria  agena  ser  perju- 
«judicado,  perdiendo  la  cosa  comprada,  ó minorándose  su  valor  por  cargas 
«reates  que  no  pudo  conocer  oportunamente. 

«No  es  ostensivo  esto  á las  hipotecas:  la  anterior  no  inscrita  será  pos- 
«tergada  á la  que  de  fecha  mas  moderna  se  inscribió  mas  pronto:  aquí  yá  no 
«existe  peligro  alguno;  si  la  finca  hipotecada  basta  para  pagar  á ambos, 
«ninguno  queda  perjudicado;  si  no  alcanza  á tanto,  el  que  inscribió  primero 
«será  siempre  el  atendido  con  preferencia;  si  solo  se  puede  cubrir  el  crédi- 
»to  del  primero  que  inscribió,  este  esclusivamente  se  aprovechará  de  la 
«hipoteca.» 

Esta  misma  doctrina  prevaleció  en  la  formación  del  Provecto  de  Código 
civil:  dos  artículos  hay  en  él  que  tienen  relación  inmediata  con  el  que  co- 
mentamos. Estos  son  el  1859  y 1860.  Ordena  el  primero,  que  cenando  el 
«propietario  enajena  unos  mismos  bienes  inmuebles  á diferentes  personas 
«por  actos  distintos,  pertenece  la  propiedad  al  adquirente  que  haya  inscrito 
«su  título:»  y el  segundo,  «que  la  preferencia  entre  los  acreedores  hipote- 
carios y demás  adquirenles  de  cualesquiera  otros  derechos  reales  sobre 
«bienes  inmuebles,  se  regulará  por  la  prioridad  de  su  inscripción  en  el  re- 
gistro público.»  Estas  disposiciones  se  encuentran  también  en  otros  artícu- 
los de  la  Ley  (a),  de  que  pronto  trataremos. 

Puede  decirse,  en  virtud  de  lo  espuesto,  que  el  pensamiento  del  Pro- 
vecto de  Código  civil  y de  la  Ley  hipotecaria  es  el  mismo,  y que  la  diferen- 
cia se  encuentra  en  qué  ésta  ha  ido  mas  adelante,  porque  no  contentándose 
con  señalar  la  preferencia  que  tiene  el  que  inscribe  antes , cierra  la  puerta 
del  registro  á todos  los  que  llevan  títulos  traslativos  del  dominio  ú otros  que 
lo  o-raven  si  su  fecha  es  anterior  al  que  ya  se  halla  inscrito.  Esta  disposi- 
ción que  es  nueva  del  todo  entre  nosotros,  tiene  escasos  precedentes  en  la 
legislación  estranjera,  pero  no  por  ello  es  menos  conveniente  é importante; 


(a)  Arts.  2o  y 26. 
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es  una  consecuencia  rectamente  deducida  de  la  regla  general  de  que  el 
ie  ¡nscribe  un  derecho  se  antepone  al  que  dejo  oportunamente  de  inscribir 
el  fiue  habia  adquirido  en  la  misma  cosa.  ¿Qué  significaría  la  inscripción 
de  dominio  hecha  por  el  primer  adquirente  después  que  su  derecho  hubiera 
caducado  por  la  inscripción  hecha  á favor  del  que  mas  diligente  se  anticipó 
á hacer  constar  en  el  registro  el  derecho  con  posterioridad  adquirido? 
Cuando  el  primer  adquirente,  en  la  hipótesis  propuesta,  acude  á inscribir, 
va  no  es  el  que  le  trasmitió  la  cosa  ó el  derecho  quien  aparece  en  el  regis- 
tro como  dueño  ó con  la  facultad  de  hacer  la  trasmisión:  la  inscripción  ve- 
rificada en  el  intermedio  lo  impide  , porque  en  virtud  de  ella  el  segundo 
adquirente  queda  reemplazando  al  que  se  la  traspasó.  La  inscripción  de 
las  adquisiciones  caducadas  de  este  modo  para  nada  serviría  al  primer 
adquirente  que  no  podría  impugnar  con  ella  la  segunda  adquisición  ni  su 
preferencia,  y solo  seria  una  especie  de  amenaza  á los  que  en  adelante 
quisieran  comprar  la  finca  ó adquirir  sobre  ella  algún  otro  derecho  real,  que 
creerían  ver  en  la  inscripción  ociosa  peligros  que  tal  vez  les  hicieran  desis- 
tir de  su  propósito.  Si  en  el  registro  constaran  las  dos  trasferencias  de  do- 
minio, no  sirviendo  aquel  para  designar  al  que  la  Ley  califica  de  dueño  de 
la  cosa,  se  daria  lugar  á que  se  dudara  cuál  era  el  verdadero,  y quedaría 
allí  perpétuamente  escrita  la  duda,  de  lo  que  resultaría  que  las  personas 
asustadizas,  y suelen  serlo  todos  los  que  adquieren  y prestan,  temerían 
comprar  pleitos  en  lugar  de  derechos  claros  y definidos.  Por  último,  si 
debe  negarse  la  inscripción  cuando  no  consta  que  el  enajenante  es  dueño 
ó que  tiene  facultad  de  disponer  de  lo  que  cede  ó grava,  no  hay  motivo  nin- 
guno para  esceptuar  de  este  regla  al  que  habiendo  tenido  antes  el  derecho, 
lo  perdió,  y por  lo  tanto  no  puede  disponer  de  la  cosa. 

Debe  tenerse  presente  lo  que  determina  el  artículo  55  del  Reglamento, 
que  dejamos  transcrito  al  frente  del  de  la  Ley,  objeto  de  este  comentario.  La 
regla  general  que  este  último  establece,  no  perjudica  á la  facultad  de  inscribir 
que  en  casos  determinados  corresponde  á los  dueños  de  los  inmuebles,  ó á 
los  que  tienen  derechos  reales  sobre  ellos,  para  registrar  en  los  plazos  de- 
terminados que  espresamenle  se  les  señalan,  los  títulos  que  no  presentaron 
con  oportunidad  en  el  registro.  La  regla  general  nunca  escluye  la  disposi- 
ción especial:  délo  contrario,  aparecería  la  Ley  en  contradicion  consigo 
misma,  y seria  necesario  que  en  algún  punto  fuera  quebrantada:  cu  las  le- 
} es,  no  debe  considerarse  aisladamente  ninguna  de  las  disposiciones  que 
contienen,  sino  todo  su  conjunto:  de  otro  modo,  su  completa  aplicación 
seria  imposible. 

Con  este  motivo  añade  el  Reglamento  que  en  los  casos  en  que  se  bis- 
en )e  en  virtud  de  esta  facultad  ha  de  aparecer  en  el  registro  otra  circuns- 

i I?Cia  ^ue  no.  sc  ex'Se  c&  las  demás  inscripciones.  Esta  es  Ja  espresiou 

caso  excepcional  en  que  se  halla  la  inscripción  para  que  todos  los  que 
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consitUen  los  registros,  puedao  conocer  los  motivos  especiales  por  que  en 
aquel  caso  no  se  s,gue  la  regla  general.  Bastan  aquí  estas  indicaciones  que 
en  sus  lugares  oportunos  encontrarán  su  desenvolvimiento. 

De  todo  lo  dicho  se  infiere,  que  si  bien  el  artículo  que  dejamos  comen- 
tado tiene  mucha  importancia,  no  por  eso  puede  ser  calificado  como  una  de 
las  bases  capitales  de  la  Ley:  es  solo  una  de  las  consecuencias  del  sis- 
tema adoptado,  útilísima  por  las  razones  espuestas,  tanto  en  los  Motivos 
escritos  por  la  Comisión  de  Codificación,  como  en  las  indicaciones  que  pre- 
ceden. Sin  él  no  variarían  los  principios  capitales  de  la  Ley,  ni  ninguna  de 
sus  indeclinables  consecuencias,  pero  fallaría  una  regla  útilísima  que  des- 
pués de  enunciada  no  nos  parece  que  puede  ser  impugnada  con  fundamento. 

Al  poner  término  al  comentario  del  art.  17,  debemos  manifestar  que 
tiene  muchos  puntos  de  contacto  con  los  2o  y 26,  de  modo  que  sin  incon- 
veniente alguno  pueden  considerarse  los  tres  como  uno  solo. 

LEGISLACION  ESTRANJERA  (o). 

Bavíera  Rhíníana. — Proyecto  de  Ley  hipotecaria  de  24  de  diciembre  de  1834. — 
Art.  3.°  El  acreedor  que  hasta  el  mismo  dia  de  la  inscripción  lia  adquirido  contra 
el  vendedor  un  privilegio  ó una  hipoteca  sobre  la  finca  cnagenada  puedo  inscribir 
su  derecho  en  los  quince  dias  siguientes  á la  transcripción.  Transcurrido  este  térmi- 
no, no  podrá  hacerla  respecto  á los  bienes  enagenados,  sin  perjuicio  de  lo  dispues- 
to por  el  art.  17.  (Este  artículo  concede  seis  meses  para  tomar  inscripción  los  em- 
presarios, arquitectos,  y maestros  de  obras , á contar  desde  el  dia  que  terminaron 
los  trabajos.) 

Bélgica.— Ley  de  16  de  diciembre  de  1851.— Art.  112.  Toda  transcripción  con- 
tra los  propietarios  anteriores  hecha  con  posterioridad  <4  la  transcripción  del  acto 
de  adquisición  no  tendrá  valor  alguno. 

Dos-Sicilias. — Código  civil. — Art.  2077.  Antes  de  la  transcripción  del  titulo 
traslativo  de  dominio , ó á mas  tardar  en  los  quince  dias  siguientes  á ella , se  per- 
mitirá á los  acreedores  del  vendedor  inscribir  sus  títulos  anteriores  al  acto  de  la 
enagenacion.  Transcurrido  este  término  se  prohíbe  cualquiera  inscripción,  y no 
producirá  efecto  alguno. 

Art.  2080.  A pesar  de  la  transcripción  del  título  traslativo  de  propiedad  , lo» 
acredores  privilegiados  con  anterioridad  al  acto  de  enagenacion  tendrán  derecho 
á inscribir  sus  privilegios  sobre  las  fincas  enagenadas  , siempre  que  se  veri  ique  . 
mas  tardar  en  los  quince  dias  que  siguen  á la  transcripción,  sin  perjuicio  < c o* 
derechos  que  resulten  para  el  vendedor  y sus  herederos.  . 

Estados  Romanos. — Reglamento  legislativo  y judicial  de  10  de  noviembre 

de  1834. Art.  190.  La  transcripción  hace  ineficaces  las  hipotecas  sobre  la  finca 

enajenada  que  no  han  sido  inscritas  con  anterioridad  por  los  acreedores  del  vende- 

(a)  Como  hemos  dicho  en  el  comentario  que  precede , no  existe  en  nuestra  le- 
gislación anterior  á la  Ley  hipotecaria  ninguna  disposición  que  concuerde  con  e! 
arlículo  17. 


TÍTULO  U. 


íiáí 


,lor  Poro  si  la  transcripción  no  se  ha  verilicado,  el  acreedor  no  podrá  oponerse  á 
ctue’se  tomen  aquellas  inscripciones  sobre  dichas  fincas  por  títulos  ó derechos  ante- 
riores <3  posteriores  á la  venta  , y solo  le  quedara  a salvo  su  derecho  contra  el  ven- 


dedor con  arreglo  á la  Ley.  , . 

Ginebra  —Proyecto  de  Ley  hipotecaria  de  diciembre  de  1834.—  Art.  52.  En 
el  caso  de  traslación  de  dominio  entre  vivos,  una  vez  inscrito  el  título  del  nuevo 
propietario , no  podrá  tomarse  de  cuenta  del  anterior  inscripción  alguna  que  con- 
fiera un  derecho  real. 

Art.  08.  Los  derechos  restrictivos  de  la  propiedad  estipulados  por  actos  ante- 
riores á la  enajenación  , no  podrán  admitirse  al  registro,,  ni  oponerse  á tercer 
poseedor,  si  han  sido  presentados  con  posterioridad  á la  inscripción  , salva  laes- 
cepcion,  del  art.  53.  (liste  artículo  dice  que  los  títulos  contra  el  difunto  podrán  ins- 
cribirse si  no  lo  han  sido  á su  nombre  en  los  seis  meses  siguientes  á la  publicación 
en  la  hoja  de  avisos  de  la  mutación  verificada  en  favor  de  los  herederos  y lega- 
tarios.) 

Sajonía. — Ley  de  16  de  noviembre  de  1843. — Art.  23 3.°  No  podrá  to- 

marse inscripción  alguna  sobre  el  nuevo  propietario  que  ha  inscrito  su  derecho,  en 
virtud  de  un  título  que  provenga  del  anterior. 


Intima  es,  como  dejamos  espuesto  en  el  comentario,  la  relación  que 
hay  entre  el  artículo  que  dejamos  comentado  y los  que  mas  adelante  están 
señalados  con  los  números  2o  y 26;  natural  es,  pues,  que  en  las  legisla- 
ciones estranjeras  se  mezcle  lo  que  á aquel  y á los  últimos  corresponde. 
Por  esto  del  mismo  modo  que,  según  lo  que  queda  dicho,  deben  entre  nos- 
otros considerarse  los  espresados  tres  artículos  como  formando  un  mismo 
todo,  repetimos  aquí  que  la  parte  de  legislación  estranjera  que  dejamos 
copiada  debe  completarse  con  la  que  después  del  comentario  á los  arts.  2o 
y 26  transcribiremos.  De  otro  modo  no  podrá  formarse  una  idea  exacta  del 
espíritu  dominante  en  cada  uno  de  los  Estados  cuyas  instituciones  guardan 
mayor  ó menor  analogía  con  lo  que  establece  nuestra  Ley  hipotecaria. 

Mayor , mucho  mayor  importancia  dan  por  regla  general  las  legislacio- 
nes estrañas  á las  prescripciones  que  son  objeto  de  los  arts.  25  y 26  de 
nuestra  Ley  hipotecaria  ó á las  que  la  sustituyen  que  á la  que  en  el  art.  17 
se  contiene.  Pocos  son  en  efecto  los  Estados  que  tienen  disposiciones  aná- 
logas á este  último  artículo;  á pesar  de  que  todos  ellos  están  conformes  en 
determinar  que  la  prioridad  de  la  inscripción  fija  la  preferencia  del  dere- 
cho de  propiedad,  no  por  esto  niegan  la  admisión  en  el  registro  de  los 
títulos  que  trasmitan  ó graven  la  propiedad  de  un  iumucble  cuando  son 
anteriores  al  título  traslativo  de  dominio  que  se  halla  inscrito:  los  que  con- 
ícncn  disposiciones  mas  esplícitas  se  limitan  ú declarar  su  inelicácia:  solo 
cu  Sajorna  encontramos  una  disposición  igual  á la  nuestra,  si  bien  espresa- 
aa  de  una  manera  diferente.  El  Proyecto  de  Ley  hipotecaria  de  Ginebra 
es  a .)  eco  también  disposiciones  análogas  á ella. 

jfl  ll  ^>av‘er»a  Hhiniana  y en  las  l)os-Sic¡lias  se  admite  igualmente  la 
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misma  regla  pero  notablemente  modilicada , permitiendo  á los  que  tienen 
«n  titulo  anterior  al  derecho  inscrito  que  lo  registren  en  el  Za  ZZ 
que  se  les  señala  al  efecto.  0 cor  0 

A pesar  de  que  nuestra  Ley  en  este  punto  apenas  tiene  apovo  en  las  le 
gislaciones  estranas,  es  muy  recomendable  á nuestro  juicio,  por  las  sóli 
das  razones  en  que  descansa,  por  su  lógica  rigurosa,  y por  la  consonancia 
que  guarda  con  los  principios  capitales  del  sistema  en  que  se  funda 


TEXTO  DE  LA  LEY. 

Art.  18.  Los  registrado- 
res calificarán  (1)  bajo  su  res- 
ponsabilidad (2)  la  legalidad 
de  las  formas  extrínsecas  de 
las  escrituras  (3),  en  cuya  vir- 
tud se  solicite  la  inscripción  y 
la  capacidad  de  los  otorgan- 
tes (4) , por  lo  que  resulte  de 
las  mismas  escrituras  (5). 

Art.  19.  Cuando  el  regis- 
trador notare  falta  en  las  for- 
mas extrínsecas  de  las  escri- 
turas, ó de  capacidad  en  los 
otorgantes  (6),  la  manifiesta^ 
rá  (7)  á los  que  pretendan  la 
inscripción  (8);  y si  no  la  sub- 
sanaren á satisfacción  suya, 
les  devolverá  las  mismas  es- 
crituras para  que  recurran,  si 
quieren , á los  tribunales  (9); 

TOMO  1. 


TEXTO  DEL  REGLAMENTO. 


Art.  36.  La  calificación  que  hagan 
los  registradores , ó en  su  caso  los  ir- 
entes  ó la  Audiencia , de  la  legalidad 
e las  formas  extrínsecas  de  las  escritu- 
ras , de  la  capacidad  de  los  otorgantes  6 
de  la  competencia  de  los  jueces  que  or- 
denen las  cancelaciones , según  lo  pre- 
venido en  los  artículos  18,  100  y 101 
de  la  Ley,  se  entenderá  limitada  para  el 
efecto  de  negar  ó admitir  la  inscripción, 
y no  impedirá  ni  prejuzgará  el  juicio 
que  pueda  seguirse  en  los  tribunales, 
sobre  la  nulidad  de  la  misma  escritura, 
ó la  competencia  del  mismo  juez,  á 
menos  que  llegue  á dictarse  sentencia 
de  casación. 

Si  de  la  ejecutoria  que  en  dicho  jui- 
cio recayere,  resultare  que  fue  mal  cali- 
ficada la  escritura , la  capacidad  de  los 
otorgantes  ó la  competencia  del  juez,  el 
registrador  hará  la  inscripción  ó cance- 
lará la  que  hubiere  hecho,  según  el  ca- 
so , tomando  el  nuevo  asiento  la  fecha 
del  de  presentación  del  título  que  hu- 
biere dado  lugar  al  incidente. 

Art.  37.  Él  registrador  considerará 
como  faltas  de  legalidad  en  las  formas 
extrínsecas  de  los  documentos  ó escri- 
turas, cuya  inscripción  se  solicite,  con- 
forme á lo  prescrito  en  el  artículo  18  de 
la  Lev,  todas  las  que  afecten  á su  validez, 
según  las  leyes  que  determinan  la  forma 
de  los  instrumentos  públicos,  siempre 
que  resulten  del  texto  de  los  mismos  do- 
cumentos ó escrituras  , ó puedan  cono- 
cerse por  la  simple  inspección  de  ellos. 
Y como  una  de  las  circunstancias  ex- 
trínsecas que  mas  pueden  afectar  á la 
validez  de  dichos  instrumentos  públicos, 
es  la  falta  de  claridad  en  su  redacción, 
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TÍTULO  II- 


sin  perjuicio  de  hacer  la  ano- 
tación preventiva  que  ordena 
el  art.  42  en  su  núm.  8.°  (10). 


deberán  considerarse  comprendidos  en 
dicho  artículo  1 8 , los  que  no  'espres.cn  ó 
eápreseri  sin  la  claridad  suficiente , cual- 
quiera de  las  circunstancias  que  soguji 
la  misma  Ley  , debe  contener  la  inscrip- 
ción, bajo  pena  de  nulidad. 


(Domeiitnrlo. 


La  íntima  unión  que  hay  entre  los  dos  artículos  que  preceden,  nos 
mueve  á csponerlos  en  un  mismo  comentario,  evitando  así  la  confusión  que 
podría  resultar  de  tratar  separadamente  de  cada  uno  de  ellos  al  transcribir 
los  correspondientes  de  la  legislación  estranjera. 

\.  Calificarán.— No  quiere  decir  esta  palabra  que  los  registradores 
tengan  que  hacer  una  calificación  formal  y solemne  de  )as  circunstancias 
extrínsecas  de  las  escrituras  y de  la  capacidad  de  los  otorgantes:  esto,  so- 
bre no  ser  propio  desús  funciones,  seria  embarazoso,  complicado,  y produ- 
ciría retrasos  y perjuicios  á los  que  tuvieran  derechos  que  inscribir.  Cali- 
ficar, significa  aquí  examinar,  inspeccionar  si  el  documento  que  se  les  pre- 
senta reúne  las  circunstancias  externas  que  las  leyes  exigen  en  los  de  su 
clase,  y si  los  otorgantes  tienen  la  capacidad  necesaria  para  ello  en  los  tér- 
minos que  en  este  mismo  comentario  espondrémos,  examen  que  deben  ha- 
cer antes  de  la  inscripción.  Esto  equivale  á decir  que  no  inscriban  los  docu- 
mentos que  por  cualquiera  de  dichas  faltas  lleven  en  sí  un  vicio  radical  que 
pueda  conocerse  sin  masque  por  su  lectura,  ó por  las  investigaciones  que 
el  mismo  registro  facilite,  para  procurar  su  subsanacion,  y que  mientras 
no  se  verifique,  no  procedan  á la  inscripción  que  se  les  pida;  exáraen  priva- 
do que,  aunque  la  Ley  callara,  deberían  hacer,  porque  el  registro  está 
abierto  para  todos  los  títulos  legítimos,  no  para  aquellos  que  en  sí  mismos 
llevan  á primera  vista,  y sin  su  profundo  estudio,  una  nulidad  que  los 
hace  ineficaces.  Esto  es  lo  que  quiere  la  Ley,  que  de  propósito  se  ha  limitado 
á las  nulidades  que  son  patentes,  sin  autorizar  á los  registradores  á llevar 
mas  adelante  sus  investigaciones,  ni  entrar  en  el  examen  de  la  validez  ó 
nulidad  de  las  escrituras  bajo  otros  aspectos,  cuya  apreciación,  en  su 
caso,  solo  corresponderá  á los  juzgados  y tribunales  cuando  sean  escita- 
dos  por  los  particulares.  En  este  mismo  comentario,  completaremos  lo  que 
aquí  nos  limitamos  á indicar. 

2.  Bajo  su  responsabilidad. — Todo  funcionario  público  tiene  el  deber 
e cumplir  lo  que  la  Ley  le  previene,  y es  responsable,  por  regla  general, 
6 r\  YaS  ^ om*s‘ones  en  que  incurre.  Por  esto,  aunque  la  Ley  hubiera 
ruY ^a'a^ras  fiue  aquí  comentamos,  no  estarían  exentos  de  respon- 
p j1  a os  re§^radores  por  dejar  de  cumplir  lo  que  se  les  prescribe.  Sin 
argo,  \emos  en  las  leyes  repetir  frecuenleniente  la  li  ase  bajo  su  respon * 
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sabilUad  tí  otras  parecidas,  sin  duda  con  objeto  de  lijar  mas  y mas  la  aten- 
cion  de  los  funcionarios  públicos  sobre  el  cumplimiento  de  deberes  determi- 
nados, e inculcarles  mas  y mas  la  diligencia  con  que  deben  llenarlos. 

3.  Legalidad  de  las  formas  extrínsecas  de  las  escrituras.— La  palabra 
forma,  en  su  aceptación  jurídica  mas  general,  quiere  decir,  solemnidad, 
formalidad,  fórmula  ó manera  de  proceder;  así  se  dice  forma  de  los  juicios 
para  indicar  su  solemne  tramitación  y la  serie  de  procedimientos  que  las  le- 
yes exigen  para  obtener  los  derechos  en  los  juzgados  y tribunales:  en  este 
sentido  se  denomina  también  forma,  de  las  escrituras  áías  circunstancias  qué 
deben  tener  para  que  aparezca  su  autenticidad  en  los  términos  que  la  bey  lia 
querido  establecerla  con  arreglo  á la  diversidad  de  actos  que  comprenden. 
Si  la  palabra  forma  no  se  hubiera  usado  para  espresar  una  cosa  diferente  v 
aun  contraria,  no  seria  necesario  añadir  en  este  artículo  el  calificativo  de 
extrínseca,  porque  por  sí  misma  diria  lo  bastante:  pero  como  de  hecho  to- 
dos la  usamos,  V la  usan  también  en  los  países  estranjeros  para  indicar  las 
circunstancias  esenciales  ó intrínsecas  de  ios  mismos  documentos,  ha  sido 
necesario  que  la  Lev  añadiera  la  palabra  extrínseca  para  que,  completando 
sil  idea,  se  eviten  los  errores  en  que  de  otra  manera  seria  fácil  que  se  incur- 
riera, dándose  quizá  ocasión  á que  se  entendiese  de  un  modo  muy  diferen- 
te á lo  que  se  pretendía. 

En  otro  lugar,  tratando  de  los  documentos  otorgados  en  países  estranje- 
ros, y de  los  requisitos  que  deben  reunir  para  que  tengan  fuerza  en  Espa- 
ña, hemos  admitido  ya  la  división  que  aquí  indicamos,  si  bien  no  hemos 
empleado  la  palabra  forma,  sino  la  de  solemnidades,  para  espresar  los  re- 
quisitos que  debían  tener  las  escrituras.  Allí  (a)  hemos  dicho  que  en  todos 
los  actos  se  diferencia  su  forma  de  su  substancia,  y hemos  dado,  arreglán- 
donos á la  nomenclatura  recibida,  el  nombre  de  solemnidades  internas  ó 
intrínsecas , á las  que  penetrando  en  las  entrauas , en  la  esencia  misma  del 
acto  le^al  lo  constituven , y el  de  solemnidades  externas  ó lx(i insicas , a 
aquellas  que  tienen  por  objeto  la  manera  de  espresar  los  otorgantes  su  volun- 
tad. y de  hacerla  constar.  Lo  entonces  dicho  es  aplicable  en  este  lugar:  forma 
externa,  es  aquí  lo  que  allí  denominamos  solemnidades  externas.  Ni  deten 
demos  ni  impugnamos  la  nomenclatura : csplicamos  solamente  la  que  la 
ciencia  tiene  admitida,  la  que  el  foro  usa,  la  que  ha  penetrado  en  las  leyes  y 
con  razón  porque  estas  deben  escribirse  de  modo  que  todos  las  enliendau, 
v por  lo  tanto  dando  á las  palabras  la  significación  con  que  se  encuentran 
recibidas.  Cua’ndo  se  separan  de  ella,  cuando  quieren  dar  á una  palabra  cier- 
ta acepción  especial  que  conduce  á su  proposito,  tienen  muy  buen  cuidado 
de  definirla  y de  espresar  con  claridad  la  significac.on  concretó  que  le  atri- 
llen evitando  así  errores  á los  que  tengan  que  obedecerlas  y aplicarlas. 


(a)  l'áy.  262  de  este  tomo. 
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Así  io  ha  hecho,  por  ejemplo,  el  Código  penal,  entre  otras  varias  palabras, 

con  las  de  falta  y calumnia.  , . 

Esto  supuesto,  veamos  qué  es  lo  que  deben  hacer  los  registradores  en 
virtud  del  precepto  que  aquí  se  les  impone  de  calificar  la  legalidad  de  las 

formas  extrínsecas  de  las  escrituras.  • 

Ninguna  duda  puede  haber,  después  de  lo  ya  espucsto,  en  calificar  cuá- 
les son  estas  formas  extrínsecas:  pero  para  quitar  todo  escrúpulo  que  pudie- 
ra ocurrir,  el  Reglamento  general  dado  para  la  ejecución  de  la  Ley,  en  un 
artículo  que  copiamos  al  frente  de  este  comentario  (el  37),  nos  dice,  que  se 
considerarán  como  faltas  de  legalidad  en  las  formas  extrínsecas  de  los  do- 
cumentos, todas  las  que  afecten  á su  validez  según  las  leyes  que  determi- 
nen la  forma  de  los  instrumentos  públicos,  ó puedan  conocerse  por  su  sim- 
ple inspección. 

De  lo  dicho  se  infiere,  que  deben  considerarse  como  faltas  de  legalidad 
en  las  formas  extrínsecas  de  las  escrituras: 

1. °  La  no  intervención  de  un  funcionario  con  autoridad  pública  que  les 

imprima  el  sello  de  autenticidad  que  necesitan  para  que  puedan  ser  inscri- 
tas en  el  registro.  r - 

2. °  La  omisión  de  alguno  de  los  requisitos  que  las  leyes  establecen  para 

que  tengan  autenticidad  los  documentos  públicos  ó para  facilitar  su  inscrip- 
ción. ■ . 

3. °  La  falta  de  claridad  en  la  redacción. 


4.°  La  falta  de  legalización  de  la  firma  del  funcionario  público  en  los 
casos  en  que  con  arreglo  á las  leyes  es  indispensable  este  requisito. 

Harémos  algunas  indicaciones  respecto  de  cada  una  de  estas  faltas  de  le- 
galidad en  las  formas  extrínsecas  de  las  escrituras. 

Falta  de  un  funcionario  público  que  autorice  las  escrituras. — El  art.  6.° 


de  la  Ley,  que  en  su  lugar  dejamos  comentado  (a),  establece  que  solo  pue- 
den inscribirse  en  el  registro  tres  clases  de  títulos;  las  escrituras  públicas, 
las  ejecutorias,  y los  documentos  auténticos  espedidos  por  el  Gobierno  ó sus 
agentes:  necesario  es  por  lo  tanto  que  en  cada  una  de  estas  clases  atien- 
da el  registrador  á si  se  halla  ó no  autorizado  el  documento  que  se  le 


presente  de  la  manera  conveniente,  y si  en  él  há  intervenido  el  funciona- 
rio público  que  debe  imprimirle  la  autenticidad. 

Nada  tenemos  necesidad  de  añadir  aquí  á lo  que  ya  en  otras  partes  he- 
mos. dicho  acerca  do  esta  materia:  bastará  solo  que  las  recordemos  ligera- 
mente. n ° 


a»  escrituras  públicas  otorgadas  en  el  reino , han  de  ser  autorizadas 
por  un  escribano  que  tenga  fé  pública  en  el  lugar  del  acto  ó contrato  á que 
re  íeien,  ya  por  ser  numerario,  ya  por  poder  actuaren  él  como  escribano 
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real  o notario  de  reinos:  en  lo  sucesivo,  atendida  la  novísima  lev  del  Nota 
nado,  solo  serán  los  notarios  los  que  puedan  autorizar  tales  documento"' 
Pero,  como  en  otro  lugar  hemos  dicho  (a),  hay  también  funcionarios  espa’ 
noles  en  el  estranjero  que  dan  autenticidad  á los  actos  ó contratos  une  ante* 
ellos  pasan;  estos  son  los  cancilleres  de  los  consulados  que  en  su  respectivo 
distrito  tienen  lé  pública  en  lo  judicial  y en  lo  escriturario;  nuda  hay  por  lo 
tanto  que  pueda  dar  lugar  á que  sean  desechadas  las  escrituras  ante  ellos 
otorgadas,  mientras  lo  hayan  hecho  dentro  del  ejercicio  de  sus  funciones,  v 
observando  las  formas  extrínsecas  que  se  requieren  en  los  actos  ó contratos 
que  autorizan. 

Lo  que  acabamos  de  decir,  es  aplicable  a las  escrituras  otorgadas  en 
país  estranjero  ante  los  funcionarios  que  con  arreglo  á las  leyes  de  cada  Es. 
tado  imprimen  con  la  fé  pública  el  carácter  de  verdad  y autenticidad  á lo 
que  ante  ellos  pasa.  En  otro  artículo  de  la  Ley  (b),  queda  ordenado,  según 
dejamos  espuesto,  que  los  documentos  otorgados  en  el  estranjero,  cuyo  ob- 
jeto es  la  traslación  de  dominio  de  cosas  inmuebles  sitas  en  territorio  espa- 
ñol, ó cualquier  traslación,  constitución,  reconocimiento,  modiíicacion  ó es- 
tinción  de  derechos  reales  sobre  los  mismos  bienes  y que  tengan  fuerza  en 
España  con  arreglo  á las  leyes,  están  sujetos  á inscripción:  allí  manifesta- 
mos qué  requisitos  deben  reunir  los  documentos,  tanto  respecto  á la  obser- 
vancia del  estatuto  personal  (c)  y al  real  ( d ) , como  el  formal  (e),  y por  lo 
tanto,  á las  solemnidades  internas  ó intrínsecas  (f),  y á las  externas  ó ex- 
trínsecas (0)  de  los  actos  y contratos.  Dando  aquí  por  reproducido  lo  que  va 
manifestamos,  y concretándonos  al  punto  especial,  que  inmediatamente  es 
en  este  lugar  objeto  de  nuestras  observaciones,  nos  limitaremos  á remitir  á 
nuestros  lectores  á lo  que  allí  mismo  (/i)  espusimos  respecto  al  modo  de  im- 
primir la  autenticidad  á los  documentos  estranjeros  que  se  habían  de  pre- 
sentar en  nuestros  registros,  y especialmente,  respecto  á la  diversa  clase  de 
funcionarios  que  tienen  la  misión  de  autorizar  y de  dar  la  consideración  de 

públicos  á los  documentos  en  que  prestan  su  ministerio. 

De  ios  requisitos  ó formas  esternas  de  las  ejecutorias  procedentes  de  los 
tribunales  v juzgados  españoles,  liemos  ya  hablado  también  al  tratar  del  ar- 
ticulo 5.°  de  la  Lev  (i),  como  igualmente  de  las  que  proceden  de  país  ex- 
tranjero, enumerando  con  estension  bastante  las  que  deben  tener  ejecución 
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en  el  reino,  é igualmente  en  el  artículo  5.°  (a)  de  los  requisitos  que  son  in- 
<lNn<‘rtsahles  nara  que  saau  llevadas  á efecto  y consideradas  como  auténti- 
^Tv  fchacLtes  1 ios  juzgados  y tribunales  españoles. 

Respecto  á los  documentos  auténticos  espedidos  por  el  Gobierno  y por 
sus  agentes,  hemos  también  espuesto  lo  necesario  para  su  completa  inteli- 
gencia al  tratar  de  la  autenticidad  que  requerían  los  documentos  públicos 
para  poder  ser  inscritos  en  el  registro  (b). 

Omisión  de  alguno  de  los  requisitos  que  las  leyes  establecen  como  indis- 
pensables para  la  autenticidad  de  los  documentos  públicos , ó para  facilitar 
su  inscripción. — Espuesto  ya  lo  que  concierne  á la  primera  circunstancia 
externa  que  deben  tener  los  documentos  públicos,  pasemos  á la  segunda 
relativa  á los  requisitos  que  en  ellos  se  han  de  observar,  para  que  tengan 
autenticidad,  ó para  facilitar  su  inscripción , y cuya  falta  de  legalidad  debe 
ser  calificada  por  los  registradores.  A esta  clase  corresponden: 

1. °  La  espresion  de  que  el  escribano  ó notario  conoce  á los  otorgantes 
de  lo  que  debe  dar  fé,  y si  no  los  conoce  de  que  se  ha  asegurado  de  su 
identidad  por  el  dicho  de  los  testigos  instrumentales,  ó de  otros  dos  que 
los  conozcan,  á los  que  se  dá  el  nombre  de  testigos  de  conocimiento  (c). 

2. °  La  espresion  de  la  vecindad  y profesión  de  los  otorgantes , lo  que 
se  ha  solido  poner  generalmente  én  todas  las  escrituras,  y que  después  de  la 
novísima  ley  del  notariado  no  deberá  omitirse  en  ninguna,  si  bien  en  los 
casdé  graves  y estraordinarios  en  que  no  sea  posible  consignar  esta  cir- 
cunstancia, espresarán  cuanto  sobre  ella  conste  de  propia  ciencia  al  aute- 
rizante,  y manifiesten  los  testigos  instrumentales  y de  conocimiento  (ri). 

5.°  La  presencia  del  número  de  testigos  que  se  exige  en  las  respectivas 
clases  de  documentos:  este  número  es  por  regla  general  el  de  dos  personas 
por  lo  menos  en  los  instrumentos  Ínter  vivos  ( e ),  debiendo  estarse  respecto 
a los  testamentos  y demás  disposiciones  morlis  causa  á las  leyes  especiales 
que  eslablecen  sus  formas  respectivas  (/’).  Sin  salir  de  los  límites  de  esta 
obra  no  podríamos  entrar  en  el  exáraen  de  tales  requisitos. 

4."  Los  nombres  y vecindad  de  los  testigos , aun  en  los  casos  en  que  no 
es  circunstancia  indispensable  para  los  documentos,  que  tengan  la  calidad 
de  vecinos  del  pueblo  en  que  se  otorga,  circunstancia  que  por  regla  gene- 
ral no  se  requiere.  La  espresion  de  la  vecindad,  tan  conveniente  para  en- 
contrar cuando  sea  necesario  á los  testigos,  y que  no  se  omitia  en  las  es- 
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5.  La  idoneidad  de  los  testigos.  No  es  lícito  en  este  punto  á los  regís- 
tradores  entrar  en  investigaciones  relativas  á si  los  testigos  reúnen  todas  las 
circunstancias  que  son  necesarias  para  que  tenga  fuerza  su  testimonio. 
Muy  al  contrario,  deben  limitarse  a calificar  la  ilegalidad  solo  en  el  caso 
de  que  la  incapacidad  resulte  de  las  mismas  escrituras.  Así  lo  dice  la  ley 
en  el  artículo  que  comentamos,  cuando  ordena  que  la  calificación  debe  ha- 
cerse por  lo  que  resulte-de  las  mismas  escrituras : así  también  el  reglamen- 
to, cuando  anade  que  el  registrador  considerará  como  faltas  de  legalidad 
en  las  formas  extrínsecas  de  los  documentos  las  que  afecten  á su  validez 
siempre  que  resulten  del  texto  de  los  mismos  documentos  ó puedan  conocerse 
por  su  simple  inspección  como  sucederá,  por  ejemplo,  si  la  edad  que  se  es- 
presa  respecto  de  algún  testigo  es  menor  de  la  que  las  leyes  señalan  para 
admitir  su  testimonio.  No  debemos  aquí  tratar  de  las  calidades  que  deben 
tener  los  testigos  que  presencien  los  actos  y contratos,  ni  de  las  prohibi- 
ciones que  la  nueva  ley  del  notariado  establece  respecto  á los  parientes, 
escribientes  y criados  del  notario  autorizante,  y de  los  parientes  de  las 
partes  interesadas  (fr) , como  tampoco  de  otras  prohibiciones  que  con 
oportunidad  y previsión  establecen  nuestras  antiguas  leyes:  esto  nos  lleva- 
ría á tratar  de  materias  que,  aunque  relacionadas  con  la  ley  que  comenta- 
mos, no  son  su  esplicacion  sino  la  de  otras  leyes  diferentes. 

6. °  La  redacción  en  castellano  del  documento.  Ya  en  otro  lugar  (c)  lie- 
mos hablado  de  la  prescripción  legal  que  existe  hoy  (d)  para  que  todos  los 
documentos  públicos  se  otorguen  en  lengua  castellana:  allí  mismo  he- 
mos dicho  lo  que  debe  hacerse  con  las  escrituras  redactadas  en  idioma  la- 
tino , ó en  dialectos  provinciales,  como  sucede  con  algunos  de  tiempos  an- 
teriores, especialmente  en  los  pueblos  pertenecientes  á la  antigua  Corona 
de  Aragón.  No  es  de  presumir  que  se  lleve  á los  registros  un  solo  docu- 
mento moderno  otorgado  en  España  que  no  esté  dentro  de  esta  condición; 
pero  si  se  presentare  alguno  que  no  se  halle  en  tal  caso , lo  califica- 
rá el  registrador  de  ilegal  en  su  forma  externa,  y no  proce  era  a a 
inscripción.  Es  claro  que  aquí,  y en  lo  demás  que  á las  circunstancias  ex- 
ternas de  los -documentos  públicos  se  refiere,  nos  limitamos  a los  docu- 
mentos otorgados  en  España , ó en  el  estranjero  por  los  consulados  espa- 
ñoles porque  respecto  á los  documentos  otorgados  en  el  estranjero  ante 
funcionarios  estranjeros  (e)  ya  en  otro  lugar  hemos  dicho  lo  conveniente 
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y manifestado  la  forma  en  que  estos  deben  ser  traducidos  al  castellano. 

Io  La  falta  de  algunas  de  las  circunstancias  que  con  arreglo  al  art.  9.° 
de  la  Lev  hipotecaria  deben  contener  las  inscripciones  ba-jo  pena  de  nuli- 
dad, y que  deben  espresarse  en  las  escrituras  con  arreglo  á lo  prevenido  en 
la  Instrucción  sobre  la  manera  de  redactar  los  instrumentos  públicos  que 
deben  inscribirse  , de  que  hemos  dicho  lo  necesario  en  el  comentario  y 
apéndice  al  art.  9.°  de  la  Ley. 

8. "  Fecha  de  la  escritura,  es  decir,  el  lugar,  día,  mes  y año  en  qüe 
se  ha  otorgado  el  documento,  disposición  prescrita  terminantemente  en 
nuestro  derecho  antiguo  (a),  observada  sin  interrupción  en  la  práctica  y 
que  acaba  de  recibir  una  sanción  nueva  (b) ; diligencia  que  en  ningún  país 
se  omite  porque  además  de  servir  en  algunos  para  designar  la  preferencia 
de  derechos  en  concurrencia  de  diferentes  títulos,  aprovecha  en  todos,  ya 
para  graduar  el  tiempo  de  la  prescripción,  ya  para  justificar  la  capacidad 
ó incapacidad  de  los  otorgantes  cuando  se  celebró  el  contrato  * ya  para 
descubrir  su  falsedad  en  el  caso  de  que  pueda  acreditarse  de  la  manera 
que  la  ley  exige  contra  una  escritura  pública  que  no  se  halló  alguno  de  los 
otorgantes  en  el  lugar  en  que  se  supone  otorgada  la  escritura,  y ya  para 
otros  efectos  jurídicos  importantes.  A esto  debemos  añadir*  que  con  arreglo 
á la  Ley  hipotecaria  tienen  que  inscribirse  la  fecha  del  título  en  el  regis- 
tro (c) , y esto  no  podria  hacerse  sino  estuviera  espresado  en  la  escritura. 

9. °  La  clase  de  papel  en  que  debe  estar  escrito  el  documento,  en  lo 
que  deben  observarse  rigurosamente  las  prescripciones  de  las  disposiciones 
legislativas  y las  de  la  Administración  relativas  al  uso  del  papel  sellado  en 
escrituras  públicas,  disposiciones  que  sufren  alteraciones  frecuentes  como 
todas  las  que  se  refieren  á los  impuestos. 

10. °  Las  firmas  de  los  otorgantes.  Estas  solamente  se  ponen  en  el  proto- 
colo: de  consiguiente,  las  copias  que  se  lleven  al  registro  no  las  contendrán, 
aunque  sí  constará  en  ellas  que  se  hallan  en  las  matrices.  Requisito  es  este 
que  se  hallaba  prevenido  en  nuestro  derecho  desde  tiempo  antiguo  , estando 
también  ordenado  que  uno  de  los  testigos  ú otro  firmara  por  el  que  no  supie- 
se  (ti),  y ha  sido  reproducido  en  la  nueva  ley  del  notariado  (c),  la  cual  aña- 
de que  los  escribanos  darán  fé  de  haber  leido  á las  partes  la  escritura  ín- 
tegra, ó de  haberles  permitido  que  la  lean  á su  elección  antes  de  que  la 
írmen,  y de  haberles  advertido  que  tienen  el  derecho  de  leerla  por  sí. 

La  firma  de  los  testigos,  circunstancia  no  exigida  antes  de  la  nne- 
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va  ley  del  Notariado  (a)  exige  que  se  ponga  del  mismo  modo  que  la  de  los 
otorgantes,  debiendo  el  notario  dar  fe  de  haberles  hecho  la  misma  adver- 
tencia que  á estos  respecto  al  derecho  que  tienen  de  enterarse  por  sí,  ó de 
conocer  íntegramente  lo  escrito  por  la  lectura  que  se  les  haga.  Es  claro  que 
respecto  á los  testigos  de  conocimiento  solo  alcanza  esta  obligación  en  la 
parte  que  á ellos  se  refiere , y que  del  mismo  modo  que  queda  espucsto  de 
la  firma  de  los  otorgantes,  la  de  los  testigos  no  aparecerá  en  las  copias  pre- 
sentadas en  el  registro,  aunque  sí  constará  por  ellas  que  se  hallan  en  las 
matrices. 

12.°  La  vecindad  del  escribano  autorizante,  circunstancia  prevenida  en 
la  nueva  ley  del  Notariado  (b) , teniendo  sin  duda  en  cuenta  que  según  ella 
los  notarios  pueden  ejercer  indistintamente  en  todos  los  pueblos  del  par- 
tido judicial  en  que  se  encuentra  la  notaría. 

43.°  La  íirma,  rúbrica  y signo  del  escribano  , exigidos  también  entre 
nosotros  desde  las  leyes  de  Partida  (c),  que  nunca  ha  dejado  de  observarse 
y que  también  se  ha  reproducido  en  la  nueva  ley  del  Notariado  (d). 

14.°  A las  circunstancias  esternas  que  quedan  referidas  y que  son  co- 
munes á todas  las  escrituras,  debe  añadirse  otra  especial  á las  que  no  tie- 
nen el  carácter  de  originales,  ó,  como  también  hasta  aquí  se  las  ha  denomi- 
nado, de  primordiales,  de  primera  copia,  ó de  primera  saca,  y que  en  ade- 
lante , con  arreglo  á la  ley  del  Notariado , se  llamarán  primeras  copias, 
sino  que  son  segundas  ó ulteriores  copias,  las  cuales  en  tanto  podrán  ser 
admitidas  por  los  registradores,  en  cuanto  de  ellas  mismas  aparezca  que 
han  sido  espedidas  en  virtud  de  mandato  judicial  en  los  términos  que  orde- 
naban antes  y ahora  de  nuevo  establecen  las  leyes , materia  de  que  ya  he- 
mos tratado  en  otra  parte  de  esta  obra  ( e ). 

Falta  de  claridad  en  la  redacción—  Mal  podría  inscribirse  en  el  regis- 
tro la  escritura  que  por  su  mala  redacción  no  diera  á entender  suficiente- 
mente el  derecho  que  se  hubiera  de  inscribir.  Este  defecto , que  es  estenio 
en  los  documentos  públicos,  y que  tan  poderosamente  influye  en  su  validez, 
ha  dado  lugar  á una  disposición  espresa  del  Reglamento  que  aparece  al  fren- 
te de  este  comentario,  cuando  copiamos  su  art.  37.  Según  ella,  no  es  nece- 
sario que  en  el  conjunto  de  la  escritura  haya  falta  de  claridad,  sino  que  bas- 
ta que  adolezca  de  este  defecto  cualquiera  de  las  circunstancias  que  bajo 

pena  de  nulidad  deba  contener  la  inscripción. 

Falta  de  legalización  de  la  firma  del  funcionario  público  en  los  casos 
en  que  con  arreglo  á las  leyes  es  indispensable  este  requisito.— Ya  en  otro 


El  mismo  artículo. 

El  citado  art.  24. 

Ley  54,  tít.  XVIII  de  la  Part.  111. 

Art.  19  de  la  espresada  ley  de  28  de  mayo. 

En  el  comentario  al  art.  3.°  de  la  Ley  y píg.  327. 
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r.ns 

ju„ar  da  ceta  obra  hemos  Halado  la  necesidad  de  legalizar  los  documentos 
púb  I icos'  proceden  tes  del  estranjero  y de  la  manera  de  verificarlo:  aquí  nos 
limitaremos  á decir  que  esta  circunstancia  es  indispensable  en  las  escritu- 
ras que  se  otorgan  en  el  Reino  cuando  por  la  distancia  que  hay  entre  el 
punto  eu  que  se  otorgó  la  escritura,  ó se  espidió  el  documento  auténtico,  ó 
en  que  radica  el  juzgado  de  que  proviene  la  ejecutoria,  no  es  conocida  la 
firma  del  funcionario  que  autoriza  el  documento,  y cuando  éste  sea  escriba- 
no ó notario,  su  signo  además  de  la  firma.  Para  dar  en  este  caso  autenti- 
cidad á los  documentos,  y por  lo  tanto  para  que  sean  considerados  legíti- 
mos y fehacientes , es  menester  que  veDga  á corroborarlos  el  testimonio 
de  otros  funcionarios  que  tengan  fé  pública.  Esto  hasta  a^ora  se  hacia 
respecto  á las  escrituras  públicas  y demás  actos  notariales,  legalizán- 
dolos dos  ó tres  escribanos  del  mismo  pueblo,  ó de  los  inmediatos  si  no  los 
había  en  el  de  la  residencia  del  autorizante.  La  nueva  ley  del  Notaria- 
do (a),  aceptando  la  práctica  antigua  , la  ha  regularizado  ocurriendo  á las 
dudas  que  solian  ofrecerse  respecto  del  territorio  hasta  donde  se  esten- 
dia  la  fé  del  escribano  sin  esta  legalización,  y añadiendo  al  método  has- 
ta ahora  usado  para  hacerla  , otro  que  no  es  menos  seguro,  y que  á veces 
es  mas  fácil  de  practicar,  especialmente  en  los  partidos  rurales,  en  que 
por  estar  bastante  diseminada  la  población,  no  están  muy  cercanos  los  pue- 
blos en  que  los  notarios  tienen  su  residencia.  Ordénase  al  efecto  que  las 
escrituras  hagan  fé  en  la  provincia  en  que  resida  el  notario  autorizante,  y 
que  para  tenerla  en  las  demás  provincias  sea  necesaria  la  legalización  por 
otros  dos  notarios  del  mismo  partido  judicial,  ó el  V.°  B.°  del  juez  de 
primera  instancia,  que  pondrá  el  sello  del  juzgado  (b). 

4.  La  capacidad  de  ¡os  otorgantes. — Esto  ya  no  corresponde  á las  for- 
mas ó solemnidades  estrínsecas  de  la  escritura,  sino  á las  intrínsecas,  esto 
es,  á la  esencia  legal  del  acto  ó contrato  que  con  la  escriturase  acredita,  y 
es  la  única  de  las  solemnidades  intrínsecas  que  puede  ser  calificada  por  el 
registrador.  No  se  estiende  la  ley  á las  demás  solemnidades  intrínsecas , ó 
sea  á lo  que  constituye  realmente  los  actos  y contratos,  porque  esto  seria 
llevar  á la  decisión  de  los  registradores  cuestiones  que  por  su  índole  son  de 
la  sola  y esclusiva  competencia  de  los  tribunales  , y que  no  pueden  ser  de- 
bidamente apreciadas  por  la  simple  inspección  de  los  documentos,  con  la 
misma  facilidad  que  la  que  se  refiere  á la  capacidad  de  las  personas.  Antes 
e aiora,  con  motivo  del  art.  22  de  la  Instrucción  sobre  la  manera  de  rc- 
ac  ar  os  instrumentos  públicos  sujetos  á registro  (c),  manifestamos  la  obli- 
gación que  se  ía  impuesto  á los  escribanos  de  hacer  constar  en  las  escri- 
uras  a capaci  ad  legal  de  los  otorgantes  para  celebrar  el  acto  ó contrato  á 

(a)  Art.  30. 

(b)  Art.  30. 

W P«g-  *72  de  este  tomo. 
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que  se  re  leien,  espresando  las  circunstancias  que  según  los  casos  determi- 
nan dicha  capacidad.  Allí  {a)  esplicamos  cómo  debía  entenderse  este  deber 
c os  escri  >ano$,  sentamos*  el  principio  de  que  por  regla  general  se  pre- 
sume  que  lodos  pueden  contraer,  á escepcion  de  los  que  por  su  edad,  esta- 
co civil  o incapacidad  están  inhabilitados,  y pusimos  algunos  ejemplos,  bas- 
tantes á nuestro  juicio  para  que  apareciera  con  la  debida  claridad  esta  ma- 
teria. No  repetiremos  lo  que  allí  digimos,  pero  lo  damos  aquí  por  reprodu- 
cido: solo  observarémos  que  la  Ley  y la  Instrucción  se  hallan  de  completo 
acuerdo,  y que  ésta  al  imponer  á los  escribanos  que  hagan  constar  en  los 
inslt tímenlos  la  capacidad  de  los  otorgantes,  ha  tenido,  como  uno  de  sus 
piincipales  objetos  facilitar  á los  registradores  que  pudieran  cumplir  mas 
fácilmente  con  lo  que  se  les  ordena  en  el  artículo  que  comentamos,  al  ca- 
lificar si  los  que  son  parte  en  los  actos  ó coulratos  tienen  la  capacidad  le- 
gal que  para  ellos  se  requiere. 

5.  Por  lo  que  resulte  de  las  mismas  esmturas.— Es  decir,  que  no  es 
lícito  á los- registradores  entrar  en  investigaciones  sobre  faltas  de  legalidad 
por  las  formas  estrínsecas  de  las  escrituras,  ó por  la  incapacidad  de  las  per- 
sonas cuando  no  aparezcan  de  la  simple  inspección  de  los  documentos  que 
se  les  hayan  llevado  al  registro.  Lo  que  tratando  de  la  idoneidad  de  los  tes- 
tigos, digimos  anteriormente  (J>)  acerca  de  la  solemnidad  estrínsecadc  su  in- 
tervención en  las  escrituras,  es  aplicable  á las  demás  solemnidades  estríu- 
secas  y á la  intrínseca  de  la  capacidad  de  los  otorgantes.  Allí  manifestamos, 
que  ni  la  Ley  ni  el  Reglamento  permiten  esta  clase  de  pesquisas,  y lo  funda- 
mos en  el  texto  literal  de  éste  y de  aquella,  y muy  especialmente  en  las 
palabras  que  estamos  comentando. 

6.  Falla  en  las  formas  estrínsecas  de  la  escritura  ó de  la  capacidad  en 
los  otorgantes.—  Esto  mismo  se  halla  repetido  en  el  art.  36  del  Reglamen- 
to, el  cual  queda  copiado  al  lado  de  los  de  la  Ley  que  estamos  comentan- 
do : el  mismo  deber  de  calificar  las  formas  estrínsecas  de  las  escrituras  y 
la  capacidad  de  los  otorgantes  se  espresa  en  el  artículo  100  de  la  Ley  tra- 
tando de  las  cancelaciones.  El  artículo  101  de  la  misma  Ley,  con  reíerencia 
no  á las  inscripciones,  sino  sola  y esclusivamente  a las  cancelaciones,  anade 
áesle  deber,  el  que  tienen  los  registradores  de  caliíicar  la  competencia 
de  los  jueces  que  las  ordenan,  en  los  casos  en  que  no  firme  el  despacho 
el  mismo  que  hubiera  decretado  la  inscripción  ó la  anotación  preventiva. 
Es  claro  que  esta  tercera  caliíicacion  no  corresponde  á los  registradores 
cuando  se  trata  de  la  inscripción,  porque  sobre  no  estar  comprendida  en  la 
letra  de  la  Ley,  ni  haber  ninguna  razón  para  hacer  ostensivo  á las  inscrip- 
ciones lo  que  únicamente  de  las  cancelaciones  se  dice,  no  existe  posibilidad 


(a)  Pág.  473. 

{/;)  Requisito  3.°  del  núin,  3 de  este  comentario  en  la  pag.  334. 
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de  auc  se  verifique  en  los  mandamientos  de  inscripción  la  complicación  á 
míe  tratando  de  las  cancelaciones  se  refiere  la  Ley. 
q Esto  supuesto,  como  el  art.  36  del  Reglamento  se  refiere  á los  18,  100 
v 101  de  la  Lev,  no  puede  menos  de  entenderse  limitado,  por  lo  que  hace 
a los  dos  primerós,  á la  calificación  de  las  circunstancias  estrínsecas  y ca- 
pacidad de  los  otorgantes,  y solamente  al  último  en  lo  que  dice  respecto  á 
la  competencia  de  los  jueces.  No  es  este  lugar  de  examinar  las  considera- 
ciones á que  puede  dar  lugar  la  calificación  de  la  competencia  de  los  jueces 
confiada  á los  registradores  : oportunamente  tratarémos  de  esta  materia  en 


el  comentario  al  art.  101  que  es  al  que  corresponde. 

7.  Manifestará.  —¿Cómo  debe  hacer  el  registrador  esta  manifestación, 


de  palabra  ó por  escrito?  En  el  silencio  de  la  Ley  y del  Reglamento  general 
para  su  ejecución  nos  parece  que  deberá  hacerse , ya  de  un  modo,  ya  de 
otro,  según  las  circunstancias  de  cada  caso.  Cuando  el  que  lleva  el  docu- 
mento á la  inscripción,  satisfecho  con  lo  que  el  registrador  le  dice,  que 
muchas  veces  será  sencillo  y fácil  de  ser  apreciado  sin  peligro  de  incurrir 
de  nuevo  en  el  mismo  error  ú omisión,  no  habrá  necesidad  de  consignarlo 
por  escrito;  pero  no  sucederá  lo  mismo  cuando  el  interesado  solicite  que 
por  escrito  se  le  diga  la  causa  por  la  que  no  se  procede  á la  inscripción. 
Este  es  un  derecho  que  en  nuestro  concepto  no  puede  negársele,  porque 
sobre  serle  conveniente  para  evitar  en  el  nuevo  documento  que  se  otor- 
gue el  defecto  que  al  anterior  se  atribuía,  le  será  algunas  veces  hasta 
necesario.  Así  sucederá  siempre  que  se  proponga  acudir  á los  tribunales  en 
defensa  de  su  derecho  de  inscribir : por  eso  la  consignación  por  escrito  po- 
drá ser  por  simple  nota,  cuando  así  lo  quieran  los  interesados,  ó por  certi- 
ficación en  forma,  cuando  para  usos  judiciales  ó por  cualquier  otra  causa 
así  lo  exija  el  que  presentó  el  documento.  Enlazado  está  lo  que  aquí  deci- 
mos con  lo  que  ordena  el  artículo  "67  de  la  Ley  que  en  su  lugar  comenta* 
rémos. 


Mucha  semejanza  tiene  lo  que  aquí  se  ordena  con  lo  que  propone  el 
Proyecto  del  Código  civil,  cuyo  art.  1884  dice:  «Si  el  tenedor  del  registro 
«advirtiere  en  el  título  algún  defecto  que  sea  subsanable , suspenderá  la 
‘inscripción ; y asentando  la  suspensión  y sus  motivos  en  el  libro  de  pre- 
»sentacion , se  dará  copia  de  este  asiento  al  requirente  que  lo  pida , devol- 
viéndole el  título,  sin  perjuicio  de  practicar  lo  dispuesto  en  el  art.  1869. 

Si  entendiere  que  debe  rehusar  definitivamente  la  inscripción  , lo  ano- 
tará así  en  el  libro  de  presentación , y entregará  copia  de  este  asiento  al 
‘requirente  que  lo  pida , devolviéndole  el  título  para  que  pueda  usar  de 
su  erec  o.»  En  el  art.  1869 , al  que  se  refiere  el  que  acabamos  de  trans- 
n ir,  se  or  ena.  «Cuando  se  presente  en  el  oficio  del  registro  un  título 

»neHi¡»arr,PCT  n0  deba  relmsarse  definitivamente,  pero  que  no  deba  te- 
en  e momento  por  algún  defecto  conocidamente  subsanable, 
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• podrá  requerir  el  interesado  la  anotación  preventiva.=Esta  anotación  ca- 
•ducará  á los  dos  meses  de  su  fecha  si  no  se  convierte  en  inscripción.»  El 
principio  que  domina  en  estos  artíclos  es  el  mismo  de  la  Ley  hipotecaria 
que  comentamos,  y muy  semejante  el  modo  de  desenvolverlo. 

8.  A los  que  pretendan  la  inscripción. — De  esta  manera  cuando  la  falta 
que  encuentre  el  registrador  sea , como  sucederá  casi  siempre , de  tal  na- 
turaleza que  no  admita  duda,  podrán  los  interesados,  subsanándola,  po- 
nerse dentro  de  las  condiciones  legales,  en  lo  que  son  los  principalmente 
interesados.  De  esto  ningún  perjuicio  puede  resultarles,  porque  cuando 
la  falla  es  subsanable,  podrán  pedir  y obtener  una  anotación  preventiva,  y 
si  son  insubsanables,  recibirán  una  advertencia  oportuna,  que  Ies  hará  co- 
nocer la  nulidad  del  acto  celebrado.  Y aun  en  el  caso  de  que  no  sea  subsa- 
nable la  falta  que  suponga  el  registrador  y 'tengan  que  reclamar  contra 
ella,  ningún  perjuicio  se  les  originará,  porque  aunque  no  há  lugar  á la 
anotación  preventiva  en  este  caso,  se  pone  una  nota  marginal  al  escrito  de 
presentación,  en  el  cual  se  espresa  el  motivo  de  haberse  negado  la  inscrip- 
ción ; y si  dentro  del  término  que  al  efecto  se  les  señala  entablan  su  de- 
manda para  obtener  la  inscripción  ó la  declaración  de  validez,  y piden  ano- 
tación preventiva,  la  que  obtengan  se  retrotrae  á la  fecha  del  asiento  de 
presentación.  Bastan  aquí  estas  indicaciones,  que  tendrán  el  desenvolvi- 
miento conveniente  en  los  comentarios  á los  arts.  42,  65  y 66  de  la  Ley. 

9.  Recurran,  si  quieren , á los  tribunales. — El  Reglamento  general  para 
la  ejecución  de  la  Ley  hipotecaria  habla  además  de  la  calificación  de  los 
registradores,  de  la  que  en  su  caso  pueden  hacer  los  Regentes  de  las  Au- 
diencias, calificación  de  que  no  hace  mérito  el  artículo  que  comentamos. 
¿Es  esta  una  contradicción  entre  la  Ley  y el  Reglamento?  No  lo  es,  sin  duda. 
Fíjese  la  atención  que  uno  de  los  artículos  de  la  Ley  á que  el  Reglamento 
se  refiere  es  el  101,  y véase  que  en  él  se  dice  que  cuando  los  registradores 
dudan  de  la  competencia  del  juez  que  haya  ordenado  una  cancelación  y no 
sea  el  mismo  que  decretó  la  inscripción  ó anotación  preventiva,  den  cuenta 
al  Regente  de  la  Audiencia  respectiva,  el  cual  decida  lo  que  estime  proce- 
dente , para  que  se  conozca  que  no  hay  contradicción  ninguna  entre  uno  y 
otro  caso : cuando  en  los  casos  en  que  el  registrador  puede  hacerlo  , con- 
sulta al  Regente,  va  es  solo  por  lo  que  este  ha  resuelto  y no  por  lo  que  el 
registrador  haya  hecho  en  virtud  de  determinación  de  su  superior  gerár- 

quico,  contra  lo  que  puede  reclamarse. 

Y esta  decisión,  tanto  en  el  casó  en  que  la  denegación  de  la  ins- 
cripción proceda  del  registrador , como  cuando  provenga  del  Regente  , no 
puede  menos  de  considerarse  como  provisional,  siempre  que  la  parte  no  se 
tranquiliza  con  ella,  y pida  su  reforma  en  ios  tribunales.  La  inscripción  es 
un  derecho  civil:  su  denegación  puede  ser  violación  de  este  derecho,  y no 
es  lícito  despojar  á nadie  de  los  derechos  civiles  gubernativamente  y solo 
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virtud  de  providencias  que  no  pueden  tener  otro  carácter  que  el  de  ae- 
C a • ñor  mas  que  estén  mtimamente  ligados  con  las  funcio  • 

icshidiciales  y su 'decisión  esté  confiada  á funcionarios  del  órden  judicial. 

Todo  lo  demás  que  ordena  el  art.  56  del  Reglamento  respecto  á que  la 
calificación  del  registrador  ó del  Regente  se  entiende  limitada  al  efecto  de 
la  inscripción  v que  no  impide  ni  prejuzga  el  juicio  que  puede  seguirse  en 
jos  tribunales  sobre  la  nulidad  de  la  escritura  ó competencia  del  juez , á 
mLos  que  llegue  á dictarse  sentencia  de  casación,  y que  si  de  la  ejecuto- 
ria que  recayere  en  el  juicio  resultare  hecha  en  él  la  calificación,  se  haga 
la  inscripción  ó se  cancele  la  hecha  según  el  caso,  es  una  consecuencia  de 
lo  que  dejamos  dicho  y una  prueba  mas  de  que  la  Ley  nunca  cierra  la  au- 
diencia en  los  tribunales  á los  que  alegan  vulneración  de  derechos  civi- 
les, ya  la  violación  provenga  de  particulares,  ya  de  funcionarios  públicos, 
cualquiera  que  sea  su  gerarquia. 

iO.  Sin  perjuicio  de  hacer  la  anotación  preventiva  que  ordena  el  ar- 
tículo 42  en  su  número  8.°— Para  que  no  sean  perjudicados  por  el  error  del 
registrador  los  que  oportunamente  fueron  á inscribir  su  derecho  en  el  re- 
gistro. Acerca  de  este  punto  hemos  dicho  por  ahora  lo  bastante  en  el  nú- 
mero 7.°  de  este  comentario.  En  su  lugar  oportuno  tendrá  la  conveniente 
ampliación. 


LEGISLACION  ESTftANJERA  (ffl). 


Bavíera. — Ley  de  hipotecas  de  l.°  de  junio  de  1822. — Art.  105. — Si  después 
del  examen  de  la  petición  la  cámara  hipotecaria  encontrare  que  falta  algún  título 
6 documento,  prevendrá  é indicará  al  peticionario  los  medios  de  reparar  estas 
omisiones. 

Art.  106.  La  demanda  de  inscripción  supone  un  exámen  provisional.  Así  la  cá- 
mara hipotecaria  siempre  que  la  petición  aparezca  fundada  y dé  lugar  sin  embargo 
á observaciones,  ó á una  comprobación  previa,  deberá  tomar  una  anotación  pre- 
ventiva en  el  registro  hipotecario  para  indicar  la  naturaleza  de  estas. 

Francia.  Código  I\apoleon. — Art.  2199.  En  ningún  caso  los  conservadores 
podrán  rehusar  ni  retardar  la  transcripción  de  los  actos  de  mutación  de  la  propie- 
dad, ó la  inscripción  de  los  derechos  hipotecarios,  ó la  espendicion  de  certificados 
íequeridos  bajo  la  pena  de  pérdida  de  intereses  é indemnización  de  perjuicios  á las 
pai  tes,  para  lo  que  siempre  qqe  rehúsen  ó retarden  la  inscripción  se  instruirá  á 
ancua  de  lo,  demandantes  un  proceso  verbal  por  el  juez  de  paz,  por  el  ugier 
ri  una  , ó por  otro  ugier  ó notario  acompañado  de  dos  testigos, 
dos  -í  hl!,.ra'~Pr?!/eCí0  de  L?2/  de  diciembre  de  1827.— Art.  3.  No  serán  admiti- 
recho  inmu^M^  °°  tí.tulos  traslativos  ó constitutivos  de  la  propiedad  ó de  un  de- 


recho inmueble-  i ° V ,7  T mmsuiuuvos  ae  la  propieaad  o ae 
’ ' as  Pai  ';e3  no  tienen  recíprocamente  capacidad  legal; 

guna  disposición' que^oncuer^p^n  1(¡£is'acjon  anterior  á la  Ley  hipotecaria 
1 concueule  con  los  artículos  que  comentamos. 


si 


mu- 
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no  Imn  sklo  observadas  las  formas  requeridas  por  las  leyes,  atendiendo  á la  calidad 
de  la  persona  y á la  naturaleza  dfc’  los  actos. 

Art.  249.  El  conservador  procederá  inmediatamente  al  exámen  de  los  títulos 
depositados  por  el  drden  con  que  han  sido  entregados. 

Art.  230.  Si  los  títulos  son  regulares  ó están  conforme  á derecho,  el  conserva- 
dor pondrá  efn  ellos  y en  el  registro  de  presentación  la  palabra  admitido. 

Art.  231.  Si  los  documentos  producidos  son  incompletos,  ó insuficientes,  es- 
cribirá la  palabra  aplazado. 

Art.  232.  Si  las  partes  no  tienen  capacidad  legal,  si  los  títulos  adolecen  de 
algún  vicio  radical,  ó si  la  presentación  ha  sido  fuera  de  tiempo,  pondrá  la  palabra 
desechado. 

Art.  233.  En  el  caso  de  los  dos  artículos  anteriores  el  conservador  esprcsará  en 
el  protocolo  los  motivos  de  su  decisión,  entregando  copia  certificada  y restituyen- 
do los  títulos  al  deponente  en  el  improrogable  plazo  de  tres  dias  á contar  desde 
la  fecha  de  su  presentación. 

Art.  234.  En  el  caso  de  aplazamiento  y si  los  títulos  han  sido  presentados  para 
una  inscripción  ó una  cancelación,  el  deponente  podrá  convertir  su  pretensión  en 
una  anotación  preventiva  que  el  conservador  no  podrá  menos  de  verificar. 

Grecia. — Ley  hipotecaria  de  11  de  agosto  de  1836. — Art.  63.  Si  la  petición 
de  inscripción  hipotecaria  no  reúne  todas  las  condiciones  exigidas  por  la  ley,  el 
conservador  hará  una  anotación  preventiva. 

Polonia — Ley  de  26  de  abril  de  1818. — Art.  20.  Los  documentos  recibidos 
por  el  conservador  ó por  el  notario,  serán  examinados  por  la  autoridad  hipoteca- 
caria  para  ver  si  son  contrarios  á los  derechos  que  resulten  de  los  registros  hipote- 
carios á favor  de  tercero;  si  el  estrado  redactado  por  las  partes  y que  debe  ser 
inscrito  en  los  registros  solo  contiene  la  convención  ó el  documento ; si  éste  está 
redactado  para  conseguir  el  objeto  que  la  parte  se  propuso,  y si  han  sido  observa- 
das las  prescripciones  de  la  ley  sobre  la  validez  del  contrato  ó la  naturaleza  de  la 
hipoteca.  La  justificación  de  que  el  documento  llena  todas  las  condiciones  que  se 
han  espresado,  lo  hace  válido  respecto  á tercero  y digno  de  toda  fé. 

Prusia. — Ordenanza  de  Federico  II  de  1783. — Tít.  II,  Art.  12.  Aunque  los 
tribunales  no  sean  responsables  de  la  autenticidad  y validez  de  los  actos  presen- 
tados por  las  partes,  sin  embargo,  les  está  impuesta  la  obligación  de  poner  todo  el 
cuidado  posible  para  que  ningún  negocio  que  tenga  una  ilegalidad  patente  ó sea 
contrario  á las  leyes  se  inscriba  en  el  registro,  y de  tratar  de  evitar  los  pro- 
cesos á que  pueda  dar  lugar  la  oscuridad  ó las  omisiones  de  los  documentos  admi- 
tidos. 

Art.  13.  Los  tribunales  deben  cuidar  que  la  pretensión  no  contenga  nada  con- 
trario á las  leyes  y examinar  si  han  sido  observadas  las  condiciones  prescritas 
para  la  validez  de  los  contratos  y su  inscripción  en  los  registros,  si  han  sido  redac- 
tados con  claridad  y exactitud  y si  se  hallan  revestidos  de  todas  las  formalidades 
esteriores  que  se  exijen  para  los  negocios  á que  conciernen. 

Saint  Gall  (Cantón  de). — Ley  hipotecaria  de  6 de  enero  de  1832. — Art.  24. 
El  consejo  comunal  será  responsable  cuando  en  la  redacción  de  las  copias  no  se 
han  observado  las  reglas  prescritas,  ó no  sé  han  tomado  las  precauciones  exigidas 
como  si  se  describieren  de.  una  manera  inexacta  las  fincas  sometidas  á la  hipoteca, 
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título  ii. 

A no  se  indicaren  las  cargas  territoriales  conocidas  cuando  de  ello  resultare  un 

I,0í"ioniIC-I«y  hipotecaria  de  6 de  noviembre  de  1843.— Art.  24 Podrá 

Inecrse  una  protesta  si  la  hipoteca,  la  cancelación,  ó el  cambio  no  pueden  ser  ins- 
eritos  inmediatamente  por  tener  algún  vicio  el  acto,  pero  para  que  sea  válido 
respecto  á tercero,  es  preciso  que  se  inscriba  ... 

Al  t.  23.  Esta  protesta  tiene  por  objeto  el  impedir  que  se  inscriba  y ejercite 

otro  derecho  en  perjuicio  del  que  la  hace. 

Soleare.— Código  civil.— Art.  936.  Los  escribanos  municipales  están  obliga- 
dos . 2.°  A no  verificar  ninguna  inscripción  sin  haber  reconocido  y examinado 

antes  la  exactitud  del  acto  sometido  a ella: 4.°  A asegurar  en  el  caso  que  la 

presencia  de  las  partes  sea  necesaria,  la  identidad  de  sus  personas  y de  su  capaci- 
dad para  contratar;  5.°  A rehusar  la  inscripción  si  descubren  algún  vicio  en  un 
acto  ó indicar  al  mismo  tiempo  las  condiciones  que  tienen  que  llenarse  para  la 
inscripción. 

Vaud  (Cantón  dc). — Ley  hipotecaria  de  24  de  diciembre  de  1840. — Art.  103. 
Cuando  un  acto  presentado  al  conservador  para  ser  inscrito  designe  los  inmue- 
bles en  los  términos  establecidos,  deberá  recibirlo  é inscribirlo.  Si  esta  designa- 
ción no  ha  sido  hecha  en  conformidad  de  lo  ordenado,  deberá  denegar  la  inscrip- 
ción y dará  las  razones  por  escrito  en  el  caso  que  á ello  se  le  requiera.  En  su  de- 
lecto la  denegación  podrá  hacerse  constar  por  medio  de  un  notario,  juez  de  paz, 
asesor  de  paz  ó un  municipal  en  delaracion  escrita,  fechada  y firmada. 

Nó  todos  los  Estados,  como  aparece  de  los  artículos  de  códigos  ó de  le- 
yes especiales  que  rigen  en  el  estranjero  que  quedan  transcritos,  siguen 
unos  mismos  principios  en  la  materia  que  es  objeto  de  los  artículos  18  y 19 
de  nuestra  Ley  hipotecaria  que  dejamos  comentados.  Hay  alguno  en  que 
espresamente  está  negada  á los  registradores  la  facultad  de  detener  las 
inscripciones,  como  sucede  en  Francia , cuyo  Código  civil  ordena  que  en 
ningún  caso  los  registradores  puedan  rehusarlas  ni  retardarlas  en  los  tér- 
minos que  dejamos  espuestos.  Sin  embargo,  á pesar  de  la  prescripción  ter- 
minante que  aparece  quitar  al  registrador  todo  derecho  de  calificar  la  le- 
gitimidad de  los  títulos,  vemos  que  alguna  vez  la  decisión  judicial  ha  veni- 
10  ^ aux'*iar  á la  ley  en  el  vecino  Imperio:  así  lo  hizo  el  Tribunal  de  Ajen 
en  de  agosto  de  1852,  declarando  que  pudo  un  registrador  bajo  su  res- 
ponsa  ilidad  denegar  la  inscripción  de  una  hipoteca,  ó de  un  privilegio  que 
no  tema  verdadera  existencia  legal  (a). 

tanto^  °ii°S  ^staí^os  en  ine  nada  se  dice  respecto  á este  punto,  y por  lo 

vin'n  °8’  a í?lta  f*e  ^erec^°  escrito,  la  jurisprudencia  habrá  llenado  el 

tes  en  «n!Tran.0Se  ^Uda  en  cuant0  9uepa  , á los  principios  dominan- 
tes en  sus  respectivos  códigos  ó leyes. 

no,  en  otios  Estados  de  que  dejamos  hecha  especial  mención, 
(«)  Píiul  Pont,  EspUcation  du  Code  Napoleón. 


DE  LA  FORMA  Y EFECTOS  DE  LA  INSCRIPCION.  r./c; 

se  han  concedido  facultades  análogas  á las  que  nuestra  Ley  establece  va 
á los  registi  adores,  como  sucede  en  Grecia,  Solcure,  Vaud,  y en  el  proyec- 
to de  la  Ley  hipotecaria  de  Ginebra,  ya  á las  eámaras,  tribunales  ó autori- 
dades hipotecarias,  como  acontece  en  Baviera,  Polonia,  Prusia,  Saint  Gal I 
y Sajón ia. 

No  nos  parece  que  en  este  punto  nuestra  Ley  hipotecaria  desmerece  al 
lado  del  derecho  extranjero,  el  cual  ni  es  mas  previsor,  ni  mas  brecho  ni 
mas  claro. 


TEXTO  DE  LA  LEY. 

Art.  20.  También  (1)  será  causa  bastante  (2)  para  sus- 
pender ó denegar  (3)  la  inscripción , la  de  no  hallarse  ante- 
riormente inscrito  el  dominio  ó derecho  de  que  se  trate  á fa- 
vor de  la  persona  que  lo  trasfiera  ó grave  (4). 

Para  subsanar  esta  falta , deberá  hacerse  préviamente  y 
en  cualquier  tiempo  (5)  la  inscripción  omitida , mediante  la 
presentación  del  título  correspondiente  (6),  y en  su  defecto, 
conforme  á lo  prevenido  en  los  artículos  397  al  410  de  esta 
Ley  (7). 


Comentarlo. 

1.  También.— Esto  palabra  tiene  mucha  significación  é importancia  en 
el  artículo  que  comentamos;  está  empleada  para  indicar  la  analogía  é ín- 
tima relación  que  tiene  el  artículo  20  con  el  19  que  le  precede.  En  esle 
último  se  ha  dicho,  que  cuando  el  registrador  note  falta  en  las  lormas  es- 
trínsecas  de  la  escritura  ó de  capacidad  en  los  otorgantes,  lo  manifieste 
á los  que  pretendan  la  inscripción,  y que  si  no  la  subsanan  les  devuelva  la 
escritura  para  que  recurran,  si  quieren,  á los  tribunales;  en  el  20,  dominado 
el  legislador  por  la  misma  idea,  y siguiendo  el  camino  ya  trazado,  estiende 
la  regla  adoptada  á aquellos  casos  en  que  no  esté  inscripto  anteriormente 
el  dominio  ó el  derecho  real  de  la  persona  que  haga  la  transmisión  que  se 
lleva  al  registro.  Esta  observación  nos  ayudará  á resolver  las  dudas  á que 
han  dado  lugar  las  palabras  suspender  ó denegar,  que  contiene  el  artículo, 
de  lo  que  trataremos  en  el  número  5.°  de  este  comentario. 

2.  Será  causa  bastante.— Si  estas  palabras  estuvieran  aisladas  y pudie- 
ran interpretarse  sin  relación  á lo  que  se  dice  en  el  artículo  19  y á lo  que 

TOMO  I.  C9 


TÍTULO  íl. 


846 

después  espresael  mismo  artículo  20,  supondrían  potestativa  la  suspensión 
ó denegación  y por  lo  tanto,  que  aunque  no  se  hallara  inscripto  el  dominio 
ó derecho  real  á favor  de  la  persona  que  lo  transfiriera  ó gravara,  podría 
va  otorgarse  la  inscripción,  ya  suspenderse  ó denegarse.  Pero  esta  inter- 
pretación seria  absurda,  porque  la  resiste  el  artículo  49  de  la  ley,  que  no 
permite  la  inscripción,  y como  hemos  dicho  en  el  número  4.°  de  este  co- 
mentario, la  palabra  también  hace  que  el  artículo  20  tenga  íntima  rela- 
ción con  el  que  le  precede  como  que  está  puesto  para  indicar  el  enlace  y 
armonía  que  entre  ambos  existe,  y según  él  no  es  potestativo  sino  ilícito 
inscribir  los  documentos  que  tengan  alguna  falta  en  las  formas  extrínsecas  ó 
para  los  que  los  otorgantes  carezcan  de  capacidad.  No  resisten  menos  esta 
interpretación  las  palabras  siguientes  del  mismo  artículo  20,  especialmente 
las  de  su  segundo  párrafo,  cuando  marca  la  manera  de  subsanar  la  falta  de 
la  inscripción  prévia  del  título,  en  virtud  del  cual  el  que  transfiere  ó grava 
está  autorizado  para  enagenar.  Ni  cabe  dentro  del  espíritu  de  la  ley  dar  en 
esta  materia  una  autoridad  discrecional  á las  personas  que  están  encarga- 
das de  su  cumplimiento,  autoridad  que  vendria  á convertirse  en  echar  por 
tierra  el  principio  que  con  tanta  previsión  y oportunidad  consigna  aquí  el 
legislador. 

3.  Suspender  ó denegar. — ¿Cuál  es  la  significación  de  cada  una  de  estas 
palabras?  ¿Cuándo  debe  suspenderse  y cuándo  denegarse  la  inscripción? 
¿Cuáles  son  los  efectos  de  la  suspensión  y cuáles  los  de  la  denegación?  lié 
aquí  las  preguntas  que  mas  de  una  vez  se  nos  han  dirigido  por  algunos  de  los 
que  mas  profundamente  han  estudiado  la  Ley  hipotecaria,  creyendo  que 
hay  redundancias  en  el  empleo  de  dos  palabras  para  significar  una  sola 
idea. 


Las  palabras  suspender  y denegar  no  son  sinónimas  ni  en  el  uso  común 
y vulgar,  ni  en  el  lenguage  jurídico.  La  suspensión  supone  que  si  bien  la 
inscripción  no  está  concedida,  tampoco  se  halla  absoluta  y definitivamente 
negada,  y que  hay  algún  recurso  de  que  puede  hacer  uso  el  que  se  siente 
agraviado  para  obtener  la  reparación  del  derecho,  cuya  violación  le  ofen- 
de. La  suspensión  viene  en  este  caso  á significar  lo  mismo  que  denegación 
revocable,  pendiente  de  lo  que  resuelva  la  autoridad  llamada  á examinar, 
calificar  y decidir  de  la  conducta  del  que  obra  sujeto  á que  sus  actos  sean 
revisados,  confirmados  ó reformados.  En  este  sentido  se  opone  á la  palabra 
( cnegacion , que  se  refiere  á la  providencia  que  definitivamente  resuelve 

que  no  se  haga  la  inscripción  mientras  no  se  subsane  la  falta  de  estar  he- 
cha laque  debe  precederle. 

(U  (?st0’/a  Pa*a^ra  suspender  se  refiere  á la  manifestación  que  hace 

la  imtosibiUdad  que  «ene  di®'8  in.sclil,don’  de  la  falla  T,e  acMerle  y <j« 
amerior  J1  ,l  eae  de  inscribir  mientras  no  esté  registrado  el  titulo 

9<ir,  a su  vez,  significa  la  decisión  del  tribunal  aprobando  la 
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conducía  del  registrador  en  los  casos  en  que  contra  lo  hecho  por  este  hava 
acudido  algún  interesado,  quejándose  de  la  suspensión,  ó llámese,  si  se 
quiere,  denegación  revocable. 

De  este  modo  guardan  armonía  los  artículos  19  y 20  de  la  Ley,  queda 
justificada  completamente  la  palabra  también  que  los  hace  aparecer  como 
íntimamente  enlazados  y dictados  bajo  la  influencia  de  un  mismo  principio, 
se  esplicaii  de  un  modo  natural  palabras  que  no  puede  suponerse  que  se 
usaran  impremeditadamente,  en  una  ley  en  que  con  tanto  esmero  se  ha 
procurado  la  precisión  y hasta  el  tecnicismo  de  las  voces,  y se  encuentra 
esplicacion  fácil  para  resolver  una  dificultad  , que  no  es  tan  grave  como 
ha  querido  suponerse,  dándole  unas  proporciones  mayores  de  ías  que  real- 
mente tendría,  aun  en  el  caso,  que  no  admitimos,  de  que  fuera  una  redun- 
dancia, un  pleonasmo,  un  lujo  ocioso  de  frases  ó,  aunque,  como  ha  dicho 
alguno  el  verbo  suspender  fuera  una  letra  muerta,  y viniera  á significar 
lo  mismo  que  denegar.  Y decimos  que  la  dificultad  espuesta  nunca  seria 
grave,  porque  nadie  puede  desconocer  que,  cuando  no  esté  inscrito  el  docu- 
mento anterior  en  que  aparece  el  dominio  ó derecho  de  que  se  trata  á fa- 
vor de  la  persona  que  le  trasfiera  ó grave,  sucederá  siempre:  4.°,  que  el 
registrador  manifestará  al  que  pretenda  la  inscripción  que  no  puede  proce- 
der á ella  por  falta  de  la  inscripción  anterior:  2.°,  que  en  virtud  de  esta 
manifestación,  podrá  el  interesado  procurar  que  se  subsane  la  falta  ins- 
cribiendo el  título  que  oportunamente  no  se  hizo  constar,  en  el  registro: 
5.°,  que  el  registrador  cuando  no  se  subsane  la  falta,  debe  devolver  las  es- 
crituras al  que  las  presentó  en  el  registro:  4.°,  que  si  el  interesado  cree 
que  el  registrador  no  está  en  su  lugar  suponiendo  no  inscrito  lo  que  real- 
mente lo  está,  puede  acudir  á los  tribunales  para  que  ó aprueben  ó corrijan 
lo  hecho  por  el  registrador:  5.°,  que  si  ios  tribunales  aprueban  lo  hecho  por 
el  registrador,  la  denegación  es  decisiva  y se  hace  irrevocable,  no  pudiendo 
por  lo  tanto  el  interesado  obtener  la  inscripción  del  título  presentado 
mientras  no  esté  inscrito  el  derecho  de  aquel  que  hizo  la  traslación  ó gra- 
vámen.  Cuando,  pues,  el  uso  de  las  dos  palabras  suspender  y denegar,  no 
puede  conducir  á ninguna  interpretación  equivocada,  nos  parece  claro  que, 
aunque  se  supusiera  que  eran  una  sinonimia  y aunque  nosotros  lo  recono- 
ciéramos, de  lo  que  estamos  distantes,  no  tendría,  jurídicamente  hablando, 
la  importancia  que  se  ha  querido  dar  á la  dificultad  á que  en  opinión  de 
alguno  dan  origen;  podría  ser  una  falta  de  redacción,  de  poca  precisión 
si  se  quiere  en  el  lenguage,  pero  no  merecería,  á nuestro  juicio,  la  cen- 
sura á que  ha  servido  de  pretesto  cuando  se  ha  dicho  que  el  art.  20  de  la 
Ley  engendra  en  sus  pocas  palabras  un  número  crecido  de  cuestiones  que 
tal  vez  se  susciten,  pero  que  aun  no  hemos  visto  que  hayan  sido  espuestas 
por  los  que  de  esta  materia  han  tratado  hasta  ahora. 

4.  No  hallarse  anteriormente  inscrito  el  dominio  ó derecho  de  que  se 
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trille  á favor  de  la  persona  que  lo  trasriera  ó grave.- Si  la  Lev  no  tuviera 
este  artículo,  ú otro  que  concebido  en  términos  parecidos  consignara  el 
mismo  precepto,  podría  ser  profundamente  trastornadora  del  dominio  y de 
los  demás  derechos  en  las  cosas  inmuebles,  en  lugar  de  darles  la  protec- 
ción "aran tía  y seguridad,  que  son  los  motivos  principales  que  han  pro- 
movido la  reforma  hipotecaria.  Bastaría  que  un  malvado,  que  sin  tener  un 
derecho  en  la  finca  cuya  inscripción  no  constára  en  el  registro,  la  vendiera 
á otro  que  no  participara  del  engaño,  ó que  aunque  lo  supiera  y obrara  con 
dolo,  no  fuera  posible  demostrarlo,  para  que  el  verdadero  dueño  ó el  que  tu- 
viese á su  favor  otro  derecho  real  no  inscrito  quedaran  despojados  de  lo  que 
legítimamente  les  correspondiese,  porque  los  títulos  no  inscritos,  como  dice 
mas  adelante  otro  artículo  de  la  Ley  (a),  no  pueden  perjudicar  á tercero. 
Necesario  era,  por  lo  tanto,  adoptar  una  precaución  que  saliera  al  encuen- 
tro desemejantes  fraudes,  y este  artículo  contiene  la  que  en  nuestro  con- 
cepto podría  ser  mas  eficaz  para  conseguirlo. 

No  es  por  lo  tanto  exacto,  como  se  ha  dicho,  equivocadamente  en  nues- 
tro concepto,  por  alguno  de  los  que  han  querido  esplicar  este  artículo,  que 
á los  ojos  de  la  Ley  la  propiedad  y los  derechos  reales  que  no  están  ins- 
critos, no  tienen  existencia;  la  Ley  no  autoriza  semejante  doctrina  en  nin- 
guna de  sus  disposiciones.  Se  limita  por  el  contrario  á decir  que  el  dere- 
cho no  inscrito  no  puede  perjudicar  á tercero,  porque  de  otro  modo  se  con- 
vertiría en  daño  del  adquirente  de  buena  fé  la  omisión  que  no  había  podido 
prever  ni  evitar,  y porque  es  mas  justo  que  ceda  en  perjuicio  del  que  pu- 
diendo  inscribir  no  lo  hizo,  dando  lugar  al  error  cuyas  consecuencias  re- 
caen sobre  él,  tanto  por  ser  el  culpado , como  porque  se  supone  por  pre- 
sunción legal  que  el  que  no  usa  oportunamente  de  su  derecho  de  inscribir, 
renuncia  tácitamente  á la  prelacion  que  mas  previsor  hubiera  tenido  sobre 
el  adquirente  posterior  que  inscribió  antes.  Y esto  lo  espresó  de  un  modo 
terminante  la  comisión  que  formó  la  Ley  hipotecaria,  como  en  su  lugar 
queda  espuesto  al  trascribir  los  motivos  generales  de  su  proyecto  (b). 

Al  establecer  la  Ley  el  precepto  que  comentamos,  guarda  armonía  y 
consecuencia  con  el  espíritu  que  la  domina,  protege  y asegura  los  derechos 
inscritos,  dificulta  fraudes  y estafas,  cierra,- en  cuanto  es  posible,  las  puer- 
tas de  los  registros  á Ios-actos  y contratos  de  origen  ilegítimo,  conserva  en 
su  integridad  la  historia  de  las  fincas,  impide  que  aparezcan  títulos  apócri- 
os  mezclados  en  las  mismas  páginas  con  los  verdaderos  evitando  así  el 
< esprestigio  de  los  libros,  y por  consiguiente  el  de  la  propiedad  y de  los  de- 
inas.  cr.cc  !os  m *as  cosas  inmuebles,  y enseña  á todos  los  que  tengan  de- 
etoilmios  el  modo  fácil,  sencillo  y espeditodc  remediar  la  falta  de 


(a)  Art.  23. 

Co misión.  ' §■  fine  comienza  con  las  palabras : Según  el  sistema  de  la 
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Ja  inscripción  anterior  y de  poder  hacer  la  del  documento  que  llevaron 
a inscribir.  A todas  estas  ventajas  que  produce  el  artículo  en  favor  de  los 
derechos  civiles,  debe  añadirse  otra  no  menos  importante,  y de  que  hemos 
hablado  en  otro  lugar  (a),  á saber  que  por  este  medio  indirecto  empleado 
por  la  lev  como  algunos  otros  de  la  misma  clase,  se  consigue  que  se  ins. 
criban  títulos  que  de  otro  modo  no  se  registrarían. 

La  conveniencia  de  la  inscripción  previa  del  dominio  del  que  traspasa 
la  cosa,  fue  ya  apreciada  por  los  redactores  del  Proyecto  del  Código  civil 
cuando  propusieron  el  art.  1820  en  los  términos  siguientes:  «No  se  hará 
«ninguna  inscripción  cuando  no  conste  del  registro  que  la  persona  de  quien 
«procede  el  derecho  que  se  trata  de  inscribir,  es  el  anterior  propietario  de 
«los  bienes  sobre  que  ha  de  recaer  la  inscripción.»  Nadie  puede  poner  en 
duda  la  concordancia  perfecta  que  hay  entre  estos  dos  artículos,  por  mas  que 
sea  diferente  el  modo  de  espresar  la  idea  que  encierran,  porque  según  uno 
y otro,  es  necesario  que  conste  en  el  registro,  que  el  actual  propietario,  ó de- 
recho-habiente es  el  que  traspasa  el  dominio  ó constituye  otro  derecho  real. 
Y si  bien  esta  disposición  no  llegó  á ser  ley,  fué  tomada  en  cuenta  por  el 
Gobierno  en  el  real  decreto  de  28  de  noviembre  de  1852  espedido  por  el 
ministerio  de  Hacienda,  cuyo  art.  16  prescribió  que  ningún  escribano 
otorgara  documento  alguno  sin  que  préviamente  se  hiciera  constar  haberse 
registrado  el  documento  ó título  que  acreditase  los  derechos  ó la  propiedad 
que  habían  de  ser  objeto  del  contratoque  se  tratara  de  autorizar  y se  cas- 
tigaba en  el  art.  27  con  multas  á los  escribanos  que  faltaran  á lo  que  se 
les  preceptuaba.  En  otro  lugar  de  esta  obra  ( b ),  hemos  espuesto  los  gravísi- 
mos inconvenientes  de  esta  disposición  y la  alarma  que  produjo  una  medida 
que  habria  sido  útil  y fecunda  en  resultados  beneficiosos  si  se  hubiese 
acompañado,  como  lo  ha  hecho  la  Ley  hipotecaria,  de  las  prescripciones 
convenientes  para  que  pudieran  formar  las  titulaciones  de  las  fincas  los 
que  carecían  de  documentos  escritos  con  que  acreditar  una  propiedad  ó de- 
rechos que  realmente  les  correspondían;  pero  que  presentándose  aislada, 
venia  en  último  resultado,  á imposibilitar  la  enajenación  de  la  propiedad  en 
la  mayor  parte  de  la  Monarquía,  á hacer  de  hecho  inalienables  lincas  cuyo 
dominio  por  efecto  de  descuido,  de  los  trastornos  políticos,  de  incendios, 
de  robos,  de  las  vicisitudes  políticas,  ó del  mismo  trascurso  de  los  siglos 
no  podia  probarse  escriturariamente,  por  mas  que  nunca  se  hubiera  puesto 
en  duda  la  legitimidad  del  dominio  del  que  las  poseía,  y á introducir  una 
alarma  general,  lo  que  decidió  al  Gobierno  algunos  meses  después,  en  19  de 
agosto  de  1855,  á dejar  en  suspenso  por  entonces  el  citado  art.  16,  apla- 
zando el  examen  de  la  cuestión  para  resolverla  en  la  Ley  hipotecaria. 

(a)  En  la  pág.  240,  §.  que.  empieza  con  las  palabras:  Mas  si  la  ley  no  esta- 
bleció  , 

(fc)  En  la  Introducción  histórica,  pag.  182. 
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Por  consecuencia  dé  esto  volvieron  las  cosas  a su  ser  anUguo,  y pudo 
inscribirse  sin  relación  alguna  á si  tema  ó no  facultad  el  que  enajenaba  ó 
constituía  el  derecho  para  hacerlo  en  virtud  de  lo  que  resultaba  del  regís- 
tro  Esto  es  lo  que  ha  venido  practicándose  hasta  ahora. 

Conforme  con  esto  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  decidió  en  un 
pleito  llevado  ante  él  por  recurso  de  casación  que  la  falta  de  la  toma  de 
razón  de  una  escritura  en  el  oficio  de  hipotecas,  deja  de  existir  para  el 
efecto  y fin  déla  ley  desde  el  momento  en  que  se  practica  dicha  diligencia 
con  otra  escritura  posterior  de  venta  de  la  misma  (inca  en  que  se  hace  re- 
ferencia á la  primera  (a).  No  podrá  desde  que  empiece  á regir  la  Ley  hi- 
potecaria hacerse  esto,  porque  no  se  inscribirá  nunca  el  título  posterior  sin 
haberlo  hecho  del  anterior  en  que  aparezca  el  dominio  ó derecho  á favor 
de  la  persona  que  lo  trasfiera  ó grave  en  conformidad  á lo  que  se  ordena 
en  el  artículo  que  comentarnos. 

Coincidiendo  con  el  pensamiento  de  la  Ley  y con  el  objeto  de  evitar 
gastos  inútiles  á los  interesados  y de  advertirles  oportunamente  la  imposi- 
bilidad que  van  á encontrar  en  los  registros,  si  no  están  inscritos  los  títulos 
anteriores  en  que  aparezca  el  derecho  de  trasmitir  ó gravar , establece  la 
Instrucción  sobre  la  manera  de  redactar  los  instrumentos  públicos  sujetos 
á registro  algunas  disposiciones  que,  siguiendo  el  método  que  hemos  adop- 
tado, debemos  trasladar  aquí.  Estas  disposiones  son : 

« Artículo  En  cumplimienio  de  lo  dispuesto  en  el  art.  396  de  la  Ley 
«hipotecaria,  y 333  del  Reglamento  para  su  ejecución,  los  escribanos  no 
«admitirán  títulos  no  registrados,  en  justificación  del  derecho  que  prelen- 
»dan  trasmitir,  los  poseedores  de  inmuebles  ó derechos  reales,  ni  harán 
«mención  ninguna  de  ellos  en  los  instrumentos  lo  que  redacten. 

«Siempre  que  se  les  presente  alguno  de  dichos  títulos,  advertirán  á los 
«interesados  la  falta  de  que  adolecen,  á fin  de  que  la  subsanen,  inscri- 
biéndolos en  el  registro,  si  fuere  posible.» 

«Art.  2.  No  se  espedirán  copias  por  exhibición  de  instrumentos  de  ác- 
idos ó contratos  no  inscritos. » 

«Art.  5.  En  todos  los  instrumentos  públicos,  que  se  otorguen  desde  el 
»did  en  que  empiece  á regir  la  Ley  hipotecaria , relativos  á bienes  inmue- 
bles ó derechos  reales,  sujetos  á inscripción,  se  hará  mención  espresa  de 
» hallarse  estos  inscritos  y del  registro  en  que  estuvieren. 

11  a *ni5C1‘Pc*on  se  hubiere  verificado  en  los  nuevos  registros , se  es- 
presará  también  el  número  con  que  en  los  mismos  estuviere  señalada  la 
«finca,  y el  de  su  última  inscripción.» 

UeSRA!,PlCt°  eS-l°S  artlcu*os>  debemos  hacer  algunas  breves  observado- 
Aunque  cl  *“"*»  “ "íller*  á lo  dispuesto  en  el  art.  596  de  la  Lev  v 


(a) 
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al  o3o  del  Reglamento,  realmente  estos  artículos  no  aluden  directa  ni  in- 
directamente á los  escribanos,  sino  solo  á los  juzgados  y tribunales  ordi- 
narios y especiales,  á los  consejos  y oficinas  del  Gobierno,  ordenándoles 
que  no  admitan  ningún  documento  ó escritura  de  que  no  se  haya  tomado 
razón  en  el  registro,  si  por  él  se  constituyeren,  trasmitieren,  reconocieren, 
ó estinguieren  derechos  sujetos  á inscripción,  como  aparecerá  en  su  lugar 
oportuno.  Puede  decirse,  por  lo  tanto,  que  el  artículo  I.°  de  la  Instrucción 
mas  que  encargar  el  cumplimiento  de  la  Ley  y del  Reglamento  á los  escri- 
banos, como  dice,  les  prescribe  reglas  en  armonía  con  la  nueva  legislación 
que  faciliten  su  cumplimiento,  haciendo  estensivos  á ellos  deberes  que  es- 
presamente  se  establecieron  para  otras  clases  de  funcionarios  públicos.  Po- 
drá tal  vez  considerar  alguno  que  bajo  las  palabras  oficinas  del  Gobierno 
se  entienden  también  los  oficios  de  los  escribanos,  pero  no  nos  parece  que 
propiamente  pueden  comprenderse  en  tal  denominación.  Mas  esto  poco  sig- 
nifica, cuando  dentro  de  las  atribuciones  que  tiene  el  Gobierno  de  regla- 
mentar todo  lo  que  conviene  á la  ejecución  de  las  leyes,  ha  podido  imponer 
á los  escribanos  esta  obligación,  que  tan  en  consonancia  está  con  lo  que  la 
Ley  prescribe. 

Las  obligaciones  que  en  los  tres  artículos  se  imponen  á los  escribanos 
deben  interpretarse  literalmente  y no  estenderse  por  ampliación  á casos 
que  en  ellos  no  se  encuentran  espresamente  establecidos.  Recordamos  aquí 
y damos  por  reproducido  lo  que  acerca  de  esta  materia  y con  relación  al 
artículo  21  de  la  misma  Instrucción  dejamos  espuesto  en  otro  lugar  (a),  res- 
pecto á si  tiene  el  trasmitente  necesidad  de  presentar  al  escribano  los  tí- 
tulos que  justifiquen  su  propiedad  cuando  la  traspasa  á un  tercero,  si  bien 
no  puede  escusarse  de  decir  la  causa  por  que  la  adquirió.  Ahora  añadiremos 
que  con  arreglo  al  artículo  3.°  de  la  Instrucción,  se  ha  de  hacer  además 
mención  espresa  de  hallarse  inscritos  los  bienes  inmuebles,  del  registro 
en  que  lo  estuvieren,  y si  este  es  de  los  posteriores  á la  Ley,  se  añadirá 
el  número  con  que  esté  señalada  la  finca  y el  de  su  última  inscripción. 

Pero  puede  ocurrir  una  duda  que  no  nos  parece  fuera  del  caso  exponer. 
El  artículo  3.°  de  la  Instrucción  supone  que  las  circunstancias  de  que  aca- 
bamos de  hablar,  son  estensivas  á todos  los  instrumentos  públicos;  ¿lo  serán 
también  á las  últimas  voluntades  que  se  otorgan  ante  escribano?  Si  tuvié- 
ramos que  atenernos  al  tenor  literal  de  la  Instrucción  deberíamos  contestar 
afirmativamente;  las  palabras  en  todos  los  instrumentos  públicos,  parece 
que  no  admiten  otra  interpretación.  No  nos  parece  sin  embargo  que  pudo 
ser  este  el  espíritu  del  artículo  3.°  Se  comprende  bien,  que  cuando  uno 
vende,  cede,  dona  ó de  cualquier  otro  modo  enajena  por  actos  entre  vivos 
bienes  inmuebles,  puede  hacer  la  espresion  ordenada  en  este  artículo,  cuya 


(í¿)  En  la  pág.  472. 
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utjlidad  reconocemos.  Pero  será  d.fíc.l  á veces  y quiza  imposible  en  el  olor- 
¿Liento  de  las  últimas  voluntades.  No  lodos  t.enen  la  previsión  de  testar 
mando  oueden  hacerlo  sin  estár  amenazados  de  un  peligro  inmediato  do 
nerder  la  vida-  común  es  ordenar  la  última  voluntad  cuando  ya  está  muy 
avanzada  la  enfermedad  mortal  que  ha  de  poner  termino  a los  días  del  tes- 
tador: sucede  con  frecuencia  que  pocas  horas  antes  del  fallecimiento  se  tes- 
ta v en  aquellos  momentos  de  angustia  apenas  tiene  el  testador  disposición 
de  ánimo  y tiempo  mas  que  para  espresar  en  breves  términos  y sin  descen- 
der á pormenores  qué  es  lo  que  quiere  que  se  haga  de  lo  suyo  cuando  fallez- 
ca Ni  le  seria  fácil  recordar  lo  que  necesitaría  reconocimiento  de  ante- 
cedentes y de  papeles  para  no  equivocarse,  pudiendo  muy  bien  suceder  que 
careciera  de  medios  para  verificarlo  por  no  estár  á la  mano,  sino  á mucha 
distancia  los  documentos  ó los  apuntes  que  necesitara  consultar.  Es  verdad 
que  sin  embargo  del  artículo  tercero  no  habría'  inconveniente  en  que  testa- 
ra de  todos  los  inmuebles  no  individualizándolos,  pero  si  quisiera  hacer  un 
legado  de  una  ó mas  fincas  determinadas  ó designarlas  especialmente  á uno 
de  los  herederos  no  podría  hacerlo  por  no  hallarse  en  la  posibilidad  de  es- 
presar el  número  que  tuvieran  en  el  registro  y el  de  la  última  inscripción. 
No  nos  parece  que  este  puede  ser  el  espíritu  de  la  ley,  y creemos  por  lo 
tanto  que  no  se  ha  de  dar  á sus  palabras  tanta  latitud  como  aparentemente 
tienen,  y que  deben  solo  considerarse  limitadas  á los  actos  entre  vivos. 

Las  disposiciones  de  los  referidos  tres  artículos  en  lo  demás  son  tan  cla- 
ras que  no  requieren  á nuestro  entender  que  nos  detengamos  mas  en  es- 
pigarlas. 

5.  En  cualquier  tiempo. — Entiéndanse  estas  palabras  poniéndolas  en 
relación  con  lo  que  dice  el  art.  17  que  dejamos  antes  comentado,  esto  es, 
limitándolas  al  caso  eu  que  no  se  hubiese  inscrito  ningún  otro  título  de  fe- 
cha anterior,  por  el  cual  se  trasmita  ó grave  la  propiedad  del  mismo  in- 
mueble. Pondremos  un  ejemplo  para  aclarar  esto:  A,  que  tenia  inscrito 
el  título  de  propiedad  de  una  finca  en  el  registro,  vende  esta  finca  á B, 
el  cual  por  descuido  deja  de  inscribir  su  adquisición  dando  lugar  á que 
el  citado  vendedor  A venda  la  misma  finca  á su  tercero  C,  el  cual  acude 
><  insciibir  su  título  de  adquisición  antes  de  que  B lo  haya  hecho  del  suyo: 
en  tal  estado  B vende  la  finca  que  adquirió  de  A á D:  entonces  D,  que 
m u ademente  hubiera  podido  conseguir  la  subsanacion  de  la  falta  de  ins- 
l0'r  6 1 V6nta  ^ec'ia  a ® Por  A-.  si  G no  hubiera  presentado  su  lítu- 
crincinn°l^0(tra  ^acer|°  en  caso  propuesto,  porque  se  lo  impedirá  la  ins- 
la  Lev  rJ60»  a ^°j  60  con^ornriidad  á lo  que  previene  el  artículo  20  de 

Ley,  que  no°  existe  en  ^ dÍSCOrdancia  eütre  ,os  artícu,os  de  ,a 

que  exista  eWítuíw  corresPondiente. — Esto  es  , en  el  caso  de 

1 aslativo  del  dominio  de  los  inmuebles  ó de  los  derechos 
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reales  impuestos  sobre  los  mismos  ó los  que  los  constituyan,  reconozcan 

moci  iquen  estingan  , en  conformidad  de  lo  que  ordena  el  art.  29  de 
la  Ley. 

7.  Conforme  á lo  prevenido  en  los  artículos  492  al  410  de  esta  Ley 
Rcherese  aquí  al  caso  en  que  el  propietario  careciendo  de  título  de  dominio 
escrito  acude  al  medio  que  establece  el  art.  397  y siguientes  para  crear 
una  titulación , y obtenida  la  aprobación  judicial  de  su  espediente  y el 
mandamiento  para  que  se  estienda  en  el  registro  la  inscripción  sin  perjui- 
cio de  tercero  de  mejor  derecho , conformándose  al  artículo  404  presenta 
en  el  registro  el  espediente  original  que  se  le  haya  entregado  al  efecto  y 
solicita  la  inscripción  arreglándose  á lo  que  dispone  el  art.  405.  Basta  aquí 
lo  indicado , que  tendrá  la  ampliación  conveniente  en  el  lugar  opor- 
tuno (a). 


(a)  Antes  de  pasar  adelante,  creemos  conveniente  hacernos  aquí  cargo  de  una 
impugnación  que  tomando  en-  parte  como  fundamento  el  primer  párrafo  del  ar- 
tículo 20  que  acabamos  de  comentar , se  ha  dirigido  contra  lo  que  en  otro  lugar  de 
esta  obra  hemos  dicho  respecto  á que  las  acciones  revindicatorias  de  inmuebles  es- 
tán sujetas  a inscripción.  Respetamos  todas  las  opiniones,  y con  la  mejor  voluntad 
reconocemos  los  errores  en  que,  á pesar  de  la  mas  detenida  reflexión,  podemos  in- 
currir. No  hemos  tenido  nunca  inconveniente  en  reformar  una  opinión  después  de 
haber  antes  sostenido  otra  diferente  cuando  estudios  mas  profundos  y concienzu- 
dos nos  han  hecho  conocer  que  nos  habíamos  equivocado.  Este  es'un  deber  de 
lealtad,  una  obligación  de  conciencia  que  no  deben  escusarse  de  llenar  los  que  to- 
man sobre  sí  la  misión  de  escribir  para  el  público.  Pero  en  el  caso  actual  no  tene- 
mos que  corregirnos  , sino  por  el  contrario , repetir  una  vez  más  que  las  acciones 
reivindicatorías  de  bienes  inmuebles  están  sujetas  á inscripción.  Para  demostrarlo 
hemos  dicho  lo  bastante  en  el  comentario  al  art.  2.°  (págs.  260  á la  2C1  de  este  to- 
mo), donde,  aunque  sucintamente  , examinamos  la  cuestión  bajo  el  doble  aspecto 
de  teórica  y de  práctica.  Dando , pues , por  reproducido  lo  que  allí  digimos,  nos  li- 
mitarémos  á añadir  algunas  palabras  sobre  el  argumento  con  que  se  nos  impugna. 

Redúcese  á decir  que  el  que  tiene  inscrito  el  dominio  no  necesita  reivindicarlo, 
y que  si  no  lo  tiene  inscrito,  y enagena  la  acción  reivindicatoría,  el  adquirente  no  po- 
drá inscribirla , porque  encontrará  para  ello  obstáculos  en  el  art.  20  de  la  Ley,  que 
dejamos  comentado.  Para  que  se  conozca  la  ninguna  fuerza  del  argumento  que  se 
ha  querido  presentar  con  la  forma  de  dilema,  basta  considerar  que  no  es  exacto 
que  aquel  á quien  corresponde  el  dominio  no  tenga  á veces  la  necesidad  de  rei- 
vindicarlo: por  el  contrario  , solo  el  que  es  dueño  puede  reivindicar  , y este  es  el 
único  medio  que  tiene  para  poder  obtener  material  y físicamente  la  cosa  que  le- 
galmente es  suya  y está  poseída  ó detentada  por  otro.  La  acción  real  por  escelen- 
cia  ó la  reivindicatoría  solo  se  dá  al  que  es  dueño  contra  el  que  posee,  para  que 
entregue  la  cosa  que  indebidamente  retiene.  In  rem  actio  est,  dice  IJlpiano  (§.  ini- 
cial de  la  ley  25 , tít.  VII , lib.  XLIV  del  Digesto) , per  quam  rem  nostram  guie 
ab  alio  possidetur  , petimus ; et  sempcr  adversas  eum  est  qui  rem  possidet.  Esta 
es  también  la  doctriua  de  nuestras  leves,  como  la  de  todas  las  naciones : es  la 
ciencia;  la  ley  2.a  del  tít.  III,  Partida  III , dice:  Pidiendo  el  demandador  en  juizio 
alguna  cosa  por  suya,  deue  catar  el  demandado  á quien  lapide,  que  non  entre  en 
píeyto  sobre  ella , si  la  non  touiesc.  Así  se  lia  dicho  siempre  que  la  reivindicación 
es  la  acción  que  compete  al  dueño  de  la  cosa  contra  el  que  la  posee  ó es  considera- 
do por  el  Derecho  como  poseedor,  para  que  la  entregue  con  sus  frutos  y accesiones. 

Esto  es  lo  que  también  diariamente  sucede  en  la  práctica , en  que  son  tan  fre- 
cuentes los  juicios  de  reivindicación  de  inmuebles  contra  los  que  sin  ser  dueños  los 
poseen  río  buena  fé  unas  veces,  y de  mala  fé  otras.  No  creernos  que  baya  quien 
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lbgislacion  anterior  á la  ley  hipotecaria. 

m i decret0  de  26  de  noviembre  de  1852.— Art.  16.  Ningún  escribano  otor- 
gará documento  alguno  , sin  que  previamente  se  le  haga  constar  haberse  registra- 
do el  anterior  documento  ó título  que  acredite  los  derechos  á la  propiedad  que  ha- 
van  de  ser  objeto  del  contrato  que  se  trate  de  autorizar. 

' Art  24  Los  escribanos  que  otorguen  un  documento  sin  que  se  les  haga  cons- 
tar haberse  registrado  el  anterior  documento  ó título  que  acredite  los  derechos  á 
la  propiedad  que  hayan  de  ser  objeto  del  nuevo  contrato , incurrirán  en  la  multa 
de  200  reales  por  la  primera  vez , y en  la  de  500  en  cada  caso  de  reincidencia. 

Real  decreto  de  19  de  agosto  de  1853  — Art.  3.°  Se  suspende  la  ejecución  del 
artículo  16  del  Real  decreto  de  26  de  noviembre  de  1852 , hasta  que , revisada  la 
legislación  hipotecaria  vigente  con  todo  el  detenimiento  que  exige  asunto  de  tanta 
trascendencia  , se  adopten  sobre  el  particular  que  aquel  comprende  las  disposicio- 
nes convenientes  en  la  ley  definitiva. 

crea  que  lo  que  sucede  hoy  cese  por  completo  desde  que  empiece  á ejecutarse  la 
Ley  hipotecaria,  si  bien  es  de  presumir  y de  desear  que  sea  en  mucho  menor  es- 
cala. Lo  demás  seria  suponer  el  imposible  de  que  esta  Ley  habia  de  producir  el  mi- 
lagro de  que  no  hubiera  en  adelante  poseedores  injustos,'  ni  usurpadores,  ni  perso- 
nas que  creyéndose  de  buena  fé  dueños  de  la  finca  agena  que  poseían  estuvieran 
dispuestos  a sostener  el  que  conceptuaran  su  derecho , negándose  pqr  lo  tanto  á 
dejar  libre  al  que  extrajucficialmente  la.reclamase.  Por  mas  confianza,  y es  grande 
la  nuestra , que  tengamos  en  que  la  Ley  hipotecaria  ha  de  atajar  muchas  de  estas 
cuestiones,  en  que  ha  de  cortar  frecuentemente  el  vuelo  á usurpaciones  y á fraudes, 
en  que  ha  de  dar  mas  fijeza  y seguridad  al  dominio  y á los  demás  derechos  en  las 
cosas  inmuebles  y en  que  lia  de  impedir  adquisiciones  que  se  han  hecho  hasta  ahora 
con  buena  fé  reputando  por  dueño  al  que  no  lo  es , estamos  muy  lejos  de  imaginar 
que  produzca  el  resultado  prodigioso  de  hacer  desaparecer  las  reivindicaciones , lo 
que  supondría  imposible  el  caso  de  que  la  finca  cuyo  dominio  estuviera  inscrito  á 
nombre  de  uno  pudiera  ser  poseída  injustamente  por  otro.  Esto  seria  alcanzar  el 
bello  ideal  á que  nunca  llegan  las  obras  de  los  hombres. 

De  lo  dicho  se  infiere  que  el  que  tenga  el  dominio  inscrito  á su  favor  podrá  rei- 
vindicar la  finca  en  todas  las  ocasiones  en  que  otro  la  posea , y dirémos  mas , que 
no  tendrá  otro  remedio  legal  para  conseguirlo.  Véase  , pues , cómo  el  propietario 
aue  tiene  inscrito  su  derecho  tiene  la  acción  reivindicatoría  para  poder  reclamarlo 
del  que  posee  la  finca.  Y no  tendrá  , como  se  supone,  que  provocar  la  cuestión  de 

quién  es  el  dueño  que  posee  la  finca  registrada  á su  nombre  con  el  número al 

Mió del  libro  de  la  propiedad.  Esto  no  seria  reivindicar : el  que  reivindica,  se- 

gún las  leyes , tjene  que  formular  su  petición  de  modo  diferente : tiene  que  afir- 
mar que  es  dueño  de  la  cosa,  asegurar  que  está  poseída  por  otro,  espresar  la  perso- 
na determinada  que  la  posee,  y presentar  los  títulos  en  que  funda  su  acción,  que 
en  el  presente  caso  partimos  del  supuesto  de  que  están  inscritos , y en  virtud  de 
¡ * ' so licitar  que  el  juez  mande  que  el  poseedor  le  deje  libre  y desembarazada  la 
tir n d iir _5°^os  .los  ffutos  7 ^ntas  que  haya  producido  ó podido 
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™ i ,einP°1  en  fiue  injustamente  se  baile  detentada, 
nuod p nrr> (WilP r, n!n<i • v inscrito  cuando  sucosa  se  halla  posema  por  mni, 

dades  Se  un  inFruí?  }'Fertarse  ,^e  las  molestias , de  los  gastos  y de  las  responsalñ fi- 
niente todos  los  flpropn^aSarf  un  tercero  la  acción  reivindicatoría  y así  implícita- 
do  dudar noro  e lí  °S.q • G ten8a  fin  ,a  cosa .inmueble:  de  esta  facult ad  nadie  poe- 
tas son  enajenables  on  Ins'p1*68  rea,es  ^ mismo  modo  que  las  personales  y mix- 

Esto  es  incuestionable  v i ’asof  ^Y0  110  *my  una  prohibición  espresa  en  la  ley. 
incuestionable , y la  práctica  ha  enseñado  o]1, nodo  de  ejecutarlo,  salisfk- 
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LEGISLACION  ESTRANJERA. 


„ 1 Codl(JO  cmt-~ A-rt.  484.  Ningún  acto  constitutivo  de  hipoteca  podrá 

empela  trad°  ^ ^ 61  deUd°r  Pniebe  SUS  derechos  de  ProPiedad  en  la  cosa  que 

Alt..  485.  El  comprador  que  ño  ha  obtenido  todavía  la  espedicion  de  su  título  ó 
su  toma  de  posesión  puede  garantizar  sus  derechos  sobre  la  cosa  hipotecada  por 
medio  de  una  anotación  preventiva. 

Breme.  Ordenanzas  sobre  las  herencias  é hipotecas  de  1833.— Art.  19.  El 
vendedor  debe  justificar  en  todos  los  casos  á la  comisión  hipotecaria  su  capacidad 
de  enagenar  y presentar  los  títulos  constitutivos  de  su  derecho. 

Ginebra.  Proyecto  de  ley  hipotecaria  de  1827.— Art.  39.  (Véanse  las  con- 
cordancias al  art.  9.°) 


Art.  54.  Ninguna  mutación  de  propiedad  ni  constitución  de  otro  derecho  sobre 
un  inmueble  , podrá  admitirse  ú la  inscripción  si  el  título  de  propiedad  del  que  lo 
transfiera  ó grave  no  ha  sido  inscrito. 

Hesse  (Gran  Ducado  de).—  Ley  de  hipotecas  de  1832.— Art.  48.  Mientras  que 


cicndo  á la  condición  que  suelen  poner  los  enajenantes  de  que  se  entienda  que  solo 
traspasan  ó ceden  el  derecho  que  les  corresponde,  sin  que  estén  obligados  á la  evic- 
cion  y saneamiento  en  el  caso  de  no  salir  el  adquirente  airoso  de  su  pleito ; al  efec- 
to , después  de  hacer  mención  que  la  finca  objeto  de  la  escritura  es  propia  del  ena- 
jenante y que  está  poseída  injustamente  por  otro,  en  lugar  de  espresar  que  se  tras- 
mite su  dominio , se  dice  que  se  traspasa  el  derecho  que  há  y tiene  en  la  espresada 
finca , y en  lugar  de  la  cláusula  de  saneamiento  y eviccion  se  pone  la  que  es  propia 
de  las  cesiones  de  derechos,  á saber,  que  responde  el  enajenante  de  la  certeza  y 
pertenencia  del  título , y se  limita  á obligarse  ulteriormente  solo  á las  responsabili- 
dades , que  dimanen  de  sus  actos  como  si  molesta  al  cesionario  ó hace  a favor  de 
otro  cosa  que  pueda  perjudicarle.  Es  verdad  que  estas  cláusulas  pueden  ser  susti- 
tuidas por  otras  á voluntad  de  las  partes ; pero  las  personas  previsoras,  que  al  enage- 
nar las  acciones,  suelen  hacerlo  con  condiciones  muy  desventajosas,  si  se  comparan 
con  los  que  traspasan  el  dominio  de  lo  que  poseen , no  suelen  descuidarse  en  fijar 
cláusulas  que  los  pongan  á cubierto  de  tener  que  resarcir  á los  adquirentes  de  las 
acciones,  en  el  caso  ae  que  no  les  sea  favorable  el  éxito  del  pleito.  Estas  acciones 
reivindicatorias  de  bienes  inmuebles  deben  inscribirse  en  el  registro  por  las  razo- 
nes que  dejamos  espuestas  cuando  examinamos  esta  cuestión,  y damos  aquí  por  re- 

producidas.  . . , 

No  debe  perderse  tampoco  de  vista  que  aun  contra  el  que  tiene  inscrito  un  ae- 
recho  real  y está  en  posesión  ó cuasi  posesión  de  él  7 puede  haber  lugar  á la  reivin- 
dicacion  , porque  los  actos  ó contratos  á que  deba  origen  su  derecho,  pueden  ser 
ilegales , tal  vez  falsos,  y con  arreglo  al  art.  33  la  inscripción  no  convalida  los  ac- 
tos ó contratos  inscritos,  que  son  nulos  con  arreglo  á las  leyes;  y por  consiguiente, 
á pesar  de  la  inscripción  el  poseedor  puede  perder  el  señorío  de  la  cosa  en  un  jui- 
cio de  reivindicación.  . , . 

Concluimos  diciendo , que  ni  hemos  dicho , ni  podíamos  decir  que  se  pueda  ins- 
cribir el  título  de  enagenacion  de  una  acción  real  sobre  un  inmueble,  sin  que  antes 
esté  este  inscrito  á favor  del  enajenante  ó cedente.  Siempre  hemos  procurado  ha- 
blar dentro  de  las  condiciones  de  la  Ley,  esplicándolas  rectamente,  aunque  des- 
confiando de  nuestro  trabajo.  . , , . , , 

Destruida  una  de  las  proposiciones  disyuntivas  del  dilema,  pierde  este  por  com- 
pleto su  fuerza , y no  necesitamos  decir  mas  en  justificación  de  lo  que  liemos  escri- 
to respecto  á qué  las  acciones  reivindicatorias  de  inmuebles  están  sujetas  a ins- 
cripción. 


TÍTULO  II. 
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una  cosa  no  ha  sido  registrada  á favor  de  un  propietario  en  el  libro  de  bienes  ter- 
ritorios no  puede  válidamente  inscribirse  contra  él  hipoteca  alguna. 

Art  49  Mientras  que  aparezca  en  el  registro  que  una  cosa  pertenece  á un 
«mniPtarió  pueden  válidamente  inscribirse  hipotecas  contra  61,  aunque  en  la 
Séde  la  inscripción  la  hubiera  ya  cedido  ó enajenado. 

Los  compradores  posteriores  no  podrán  oponerse. 

Lubeok .—Ordenanza  de  22  de  marzo  de  1820.— Art.  8.°  El  que  justifique 
ser  propietario  de  un  inmueble  puede  hipotecarlo  ó autorizar  que  se  tome  sobre  él 
una  inscripción  en  los  registros  de  hipotecas. 

Mecklembourg-Schwerin-Strelitz  (TIERRAS  SEÑORIALES  DE). — Ordenanza  de  12 

de  noviembre  de  1819.— Art.  2.°  La  descripción  que  se  hará  en  los  registros 

debe  espresar  el  nombre  del  propietario  , el  título  en  virtud  del  cual  posee  y la 


época  de  su  posesión. 

Mecklembourg-Sohwerin-Strelitz  (Territorio  de).— Ley  hipotecaria  de  1830. 
—Art.  9.°  En  un  contrato  de  venta  no  podrá  tener  lugar  la  toma  de  posesión 
sino  por  la  declaración  del  propietario  inscrito  en  el  libro  de  la  ciudad  y la  acepta- 
ción del  comprador. 

Prusía. — Ordenanza  de  Federico  II  de  20  de  diciembre  de  1783. — Título  II. — 
Art.  56.  El  propietario  cuyo  título  no  haya  sido  todavía  transcrito  en  el  libro  de 
las  hipotecas  no  podrá  verificar  inscripción  alguna  que  trasmita  ó grave  la  propie- 
dad; el  tribunal  deberá  antes  de  todo  requerirle  para  que  regularice  su  título  de 


posesión. 

Art.  57.  Mas  si  el  poseedor  se  hallase  impedido  por  motivos  legítimos  de  trans- 
cribir ó regularizar  su  título,  podrá,  para  ponerse  al  abrigo  de  los  actos  del  propie- 
tario anterior  inscrito,  hacer  que  se  certifique  su  derecho,  así  como  los  impedimen- 
tos que  tenga,  y hacer  inscribir  una  protesta  en  el  libro  de  las  hipotecas  que  le  pon- 
ga á cubierto  de  todos  cuantos  actos  quiera  verificar  el  propietario  que  esté  todavía 
inscrito. 

Soleure  (Cantón  de). — Código  civil. — Art.  951.  Ningún  propietario  puede  ser 
inscrito  como  tal  sin  que  previamente  lo  hayan  sido  sus  antecesores. 

Vaud  (Cantón  de).— Ley  de  28  de  mayo  de  1824.— Art.  28.  El  que  quiera 
constituir  una  hipoteca,  deberá  presentar  al  Notario  una  copia  literal  y debidamen- 
te certificada  del  asiento  ó asientos  del  catastro  relativo  al  inmueble  ó inmuebles 
que  trate  de  hipotecar. 

Wismar.  Ordenanza  de  15  de  mayo  de  1838. — Art.  35.  Solo  podrán  hacerse 
inscripciones  en  el  registro  municipal  á petición  del  propietario  ó de  su  apoderado 
cuyo  título  resulte  inscrito. 


Wurtemberg,  Ley  de  VS  de  abril  de  1825. — Art.  60.  Ninguna  hipoteca  pe 
i ru  ser  conti  atada  en  el  nombre  del  nuevo  adquirente  cuyo  título  no  haya  sid 
ms£1*t>°’  antes  aPr°bacion  por  la  autoridad  del  acto  de  adquisición, 
WaiL!!^r0-i  a.C10n  es  úmecesaria,  antes  del  depósito  del  certificado  original  ó copi 
constituid  6 Contra*°  coinPra  en  el  Consejo  hipotecario.  Cualquier  hipotec 
antiguo  propLudo^10'1  U ^ ^ aqUÍ  56  ordena’  110  Perjudicará  los  derechos  de 


La  disposición  del  artículo 


que  dejamos  comentado, 


solo  tiene  por  ob- 
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jeto  la  de  dar  toda  la  validez  posible  al  derecho  inscrito , no  admitiendo  al 
registro  documentos  que  tengan  un  origen  dudoso.  Esta  consideración  ha 
hecho  que  en  diferentes  legislaciones  estranjeras  encontremos  disposiciones 
análogas  á la  nuestra,  dictadas  en  justa  protección  de  los  derechos  particu- 
lares, y dominadas  del  principio  de  que  la  ley  no  dehe  dejar  únicamentu  al 
cuidado  de  los  contratantes  la  seguridad  de  sus  derechos,  sino  velar  también 
ó intervenir  por  la  defensa  de  otros  intereses  sociales  que  podrían  sufrir 
perjuicio  si  la  inscripción  no  diese  toda  la  validez  posible  á los  derechos  en 
las  cosas  inmuebles. 

Las  legislaciones  de  Hesse,  territorio  de  Meckemburgo,  Prusia,  Soleurc , 
Wismar,  Wurtemberg,  y aun  el  cantón  de  Vaud,  y el  proyecto  de  ley  hi- 
potecaria de  Ginebra,  son  las  que  principalmente  y de  una  manera  mas 
esplícita  consignan  reglas  semejantes  al  artículo  20  de  nuestra  Lev;  y los 
demás,  ó bien  como  Berna  y Breme,  exigen  solo  la  presentación  de  los  títu- 
los del  que  enajena  ó grava,  ó como  Lubeck,  una  justificación  ó simple  de- 
claración de  la  cualidad  de  propietario  del  cedente. 

Por  regla  general,  todas  las  legislaciones  que  dan  á los  registradores  ó 
á las  cámaras  hipotecarias  atribuciones  para  ejercer  cierta  inspección  sobre 
las  circunstancias  de  los  contratos  , les  imponen  también  el  deber  de  pedir 
los  documentos  de  apoyo  que  justifiquen  los  derechos  del  enagenante  para 
que  así  la  nueva  inscripción  tenga  todas  las  justificaciones  necesarias  á 
su  validez  y no  adolezca  desde  luego  de  un  vicio  de  nulidad.  Por  el  contra- 
rio las  que,  como  la  francesa,  dejan  al  interés  particular  la  seguridad  de  es- 
tos derechos , y en  que  el  registrador  no  tiene  ninguna  inspección  sobre  la 
validez  de  los  actos  que  han  de  inscribirse,  no  hay  ninguna  disposición 
análoga  al  artículo  que  concordamos. 

No  queremos  dejar  de  advertir  una  diferencia  que  respecto  al  artículo 
que  dejamos  comentado  se  nota  en  las  legislaciones  estranjeras,  que  espe- 
cialmente están  acordes  con  él,  y es  que  en  unos,  como  en  el  proyecto  de 
Ginebra , no  puede  ceder  ni  gravar  el  que  no  está  inscrito  como  propieta- 
rio, y en  otros  como  en  Berna  y Prusia  puede  hacerlo  aunque  no  lo  esté, 
siempre  que  tome  préviamente  una  anotación  preventiva  en  que  conste  la 
causa  que  ha  impedido  ó impida  todavía  la  inscripción  de  su  título  de  pro- 

Tampoco,  como  tendrémos  ocasión  de  demostrar  al  concordar  el  ar- 
tículo 597  con  las  legislaciones  estranjeras  , es  general,  por  mas  que  sea 
acertado  , conceder  á los  poseedores  el  derecho  de  inscripción  que  única- 
mente se  dá  á los  verdaderos  propietarios. 


TÍTULO  II. 
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texto  de  la  ley. 

Art  21  Las  escrituras  públicas  de  actos  ó contratos  que 
deban  inscribirse  (1),  espresarán,  por  lo  menos,  todas  las  cir- 
cunstancias que,  bajo  pena  de  nulidad  , debe  contener  la  ins- 
cripción (2)  y sean  relativas  á las  personas  de  los  otorgantes, 
á las  fincas  ó á los  derechos  inscritos. 

Art.  22.  El  escribano  que  cometiere  alguna  omisión  que 
impida  inscribir  el  acto  ó contrato  , conforme  á lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior , la  subsanará,  estendiendo  á su  costa 
una  nueva  escritura , si  fuere  posible  , é indemnizando  , en 
todo  caso  , á los  interesados  de  los  perjuicios  que  les  ocasione 
su  falta  (3). 

Comentario. 


El  art.  22  es  una  consecuencia  del  21 , y aun  puede  considerarse  como 
parte  de  él.  Por  esto  y para  facilitar,  mas  las  concordancias  con  la  legisla- 
ción estranjera  los  unimos. 

1.  Que  deban  inscribirse. — De  los  actos  y contratos  que  deben  inscri- 
birse , ya  queda  espuesto  todo  lo  conveniente  en  los  arts.  2.°  y 5.°  de  la 
Ley  y en  sus  respectivos  comentarios. 

2.  Las  circunstancias  que , bajo  pena  de  nulidad  , debe  contener  la  ins- 
cripcion.— No  es  este  el  lugar  adecuado  para  espresar  cuáles  son  las  cir- 
cunstancias que  debe  reunir  la  inscripción  para  no  ser  nula  con  arreglo  á 
la  Ley.  Un  artículo  hay  mas  adelante  (a),  en  que  se  hace  de  ellas  exacta 
enumeración.  Aquí  solo  auadirémos  que  debe  tenerse  presente  que  en  otro 
lugar  (b)  queda  copiado  y esplicado  el  art.  7.°  de  la  Instrucción  sóbrela 
manera  de  redactar  los  instrumentos  públicos  sujetos  á registro  en  el  cual 
se  inculca  á los  depositarios  de  la  fé  pública  el  cumplimiento  del  deber  que 
en  este  artículo  se  les  impone. 

5-  Que  ocasione  su  falta. — Esto  mismo  y en  iguales  términos  se  halla 
íepjjdo  en  el  articulo  8.”  de  la  Instrucción  sobre  la  manera  de  redactar 
os  instrumentos  públicos  sujetos  á inscripción  que  hemos  copiado  y es- 
puesto  en  otro  lugar  (c).  No  puede  desconocerse  la  justicia  de  la  Ley:  el 
lúe  por  impericia  que  no  es  disculpable  en  el  que  ejerce  una  profesión , ó 
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por  descuido,  ó por  otra  causa  menos  loable,  deja  de  cumplir  el  deber  que 
la  Ley  Uí  impone,  y por  su  causa  dá  lugar  á que  otro  sea  perjudicado,  está 
obligado  naturalmente  á reparar  las  consecuencias  de  su  falta. 


LEGISLACION  ESTRANJERA  (a). 

Appenzell.  Ley  de  hipotecas  de  30  de  agosto  de  1835.— Art.  13.  Las  hipote- 
cas y sus  estrados  se  redactan  por  el  secretario  de  la  municipalidad  en  que  están 
situadas  las  lincas  con  arreglo  á los  formularios  impresos  y sellados  por  el  magis- 
trado local  y firmados  por  ambos. 

Austria.— Código  civil.  Art.  435.  La  escritura  del  contrato  de  venta  indi- 
cará los  nombres  de  los  vendedores  y compradores,  la  propiedad,  sus  límites,  el 
título  de  la  adquisición,  el  lugar  y la  época  del  contrato;  el  vendedor  debe  dar  en 
el  mismo  documento  ó en  otro  separado  y firmado  su  consentimiento  para  que  el 
comprador  sea  inscrito  como  propietario. 

Bavíera  Rhiniana — Ley  de  hipotecas  de  24  de  abril  de  1834.— Art.  4.°  El 
notario  redactor  de  un  contrato  sujeto  á inscripción  deberá  espresar  exactamente, 
los  inmuebles  y á la  vez  la  letra  y el  número  de  los  registros  de  sección  ó de  los 
demás  registros  territoriales. 

Gerdeña. — Código  civil. — Art.  2278.  La  omisión  en  el  título  constitutivo  del 
crédito  ó en  las  notas  (bordereaux)  de  algunas  délas  indicaciones  prescritas,  ó 
cualquiera  error  que  se  hubiere  cometido,  no  dará  lugar  á la  nulidad  de  la  ins- 
cripción sino  en  el  caso  de  incertidumbre  absoluta  de  las  personas  del  acreedor  ó 
del  deudor,  de  los  bienes  gravados  ó de  la  naturaleza  é importe  del  derecho  que  se 
lia  querido  inscribir.  En  el  caso  de  otras  omisiones  ó errores  se  podrá  mandar  la 
rectificación  por  cuenta  del  acreedor. 

Estados  Romanos.—  Reglamento  de  10  de  noviembre  de  1834.— Art.  152.  La 
omisión  de  lo  que  ha  de  contener  la  inscripción , no  causará  la  nulidad,  pero  el 
que  inscribe  omitiéndolo , perderá  en  caso  de  concurso  el  derecho  á ser  reem- 
bolsado de  los  gastos  de  la  inscripción. 

Francia. — Art.  2148.  Véanse  las  concordancias  á los  artículos  6.°  y 9.° 

Fríburgo . — Ley  de  28  de  junio  de  1832.— Art.  44.  El  documento  hipotecario 
debe  espresar  según  le s indicaciones  del  que  constituya  la  hipoteca,  ademas  de  la 
obligación  que  se  trate  de  asegurar  que  será  siempre  apreciada  en  un  capital  deter- 
minado: a,  la  naturaleza  de  los  inmuebles  ó de  los  derechos  que  cargan  sobre 
ellos:  b,  su  calidad  si  puede  ser  determinada:  c,  su  situación  según  los  nombres  lo- 
cales ; si  son  edificios,  se  añadirá  los  números  que  llevan  en  el  catastro  de  seguros 
contra  incendios:  d,  los  cuatro  límites  principales  de  los  inmuebles  hipotecados  ó 
una  designación  equivalente  de  los  derechos  que  sean  objeto  de  la  hipoteca:  e,  si 
son  primeras  ó ulteriores  hipotecas:  f,  la  especificación  de  todas  las  cargas  hipote- 
carias anteriores,  y de  todas  las  prestaciones  tales  como  el  diezmo,  el  censo  ó los 
derechos  de  usufructo,  retracto,  redención  ú otros  de  la  misma  naturaleza. 

la)  Como  hemos  dicho  en  el  comentario  que  precede,  no  existe  en  nuestra  le- 
gislación anterior  á la  Ley  hipotecaria  ninguna  disposición  que  concuenle  con  los 
artículos  21  y 22. 
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„ <loia  al  cuidado  do  aquellos  á cuyo  favor  se  establezcan  las  hipotecas  el  ase- 
rrar la  exactitud  de  las  condiciones  del  que  las  constituya;  sin  embargo,  si 
este  último  manifestare  como  suyos  inmuebles  que  no  le  pertcnexcan,  ú por  libres 
los  une  estaban  gravados,  ó no  descubriere  todas  las  cargas  y derechos  menciona- 
dos deberá  indemnizar  i ¡aparte  perjudicada  en  el  Capital,  daños  y perjuicios,  ¡n- 
, pendientemente  de  las  penas  pronunciadas  por  la  ley  contra  el  reo  de  estelionato. 

Ginebra  —Proyecto  de  ley  hipotecaria  de  1827. — Art.  8.°  En  los  títulos  que 
deben  ser  inscritos,  cada  parte  será  designada  por  su  nombre,  apellido  , y sobre- 
nombre, si  tiene  alguno  por  los  apellidos  de  su  padre,  por  su  estado,  profesión  y 
domicilió,  y por  su  anterior  estado,  profesión  ó domicilio,  si  los  ha  cambiado. 

Art.  9.®  Si  se  trata  de  un  establecimiento  público,  de  una  sociedad , ó de  otro 
cuerpo  moral,  el  título  contendrá  la  denominación  bajo  la  cual  se  le  reconozca,  y 
la  indicación  del  domicilio  ó del  sitio  en  que  esté  el-  establecimiento. 

Art.  10.  El  título  indicará  además  el  domicilio  elegido  en , el  cantón  por  cual- 
quiera de  las  partes  que  no  tenga  en  él  su  verdadero  domicilio. 

Art.  11.  En  los  títulos  espresados,  los  inmuebles  se  designarán  por  su  natura- 
leza; por  el  lugar  ó la  calle,  y por  el  territorio  mucicipal  de  su  situación;  por  los 
números  de  los  edificios;  por  el  número  del  catastro ; por  la  cabida,  si  son  fincas 
rústicos,  y por  sus  linderos,  si  se  tratare  solo  de  una  parte  de  cualquier  número 
del  catastro. 

Art.  12.  Sin  embargo,  si  el  título  se  refiere  á otro  anterior  inscrito,  la  desig- 
nación del  artículo  precedente  podrá  ser  suplida  por  ía  de  la  inscripción. 

Art.  421.  Los  oficiales  públicos  que  se  designarán  después,  incurrirán  en  la 
multa  de  25  á 50  florines  por  las  contravenciones  que  se  espresan. 

Art.  423.  Los  notarios,  los  escribanos,  y el  secretario  de  la  Cámara  de  las  tute- 
las, por  la  omisión  en  cualquiera  acto  ó sentencia  que  deba  registrarse,  de  las  de- 
signaciones requeridas  por  los  arts.  8,  9,  10,  11  y 12  incurrirán  en  la  multa  antes 
espresada. 

Lucerna  — Ley  de  9 de  octubre  de  1831. — 'Art.  21.  El  que  hace  inscribir  un 
crédito  hipotecario,  es  responsable  de  la  exactitud  de  las  indicaciones  que  enuncia 
en  casos  de  perjuicio. 

Los  jueces  que  hayan  hecho  la  copia  y espedido  el  documento,  responden  de 
la  verdad  de  su  contenido,  á no  ser  que  prueben  por  los  registros  que  ha  sido  im- 
posible hacerla  mas  exacta  y completa.  La  responsabilidad  se  determina  del  modo 
siguiente:  los  autores  de  la  copia  ó de  la  minuta  son  solidariamente  responsables 
por  las  dos  terceras  partes;  el  presidente  y el  secretario  del  Tribunal  como  redac- 
toi  del  documento  lo  son  solidariamente  por  la  otra  tercera  parte  del  perjuicio;  los 
que  espiden  los  documentos  son  responsables  del  perjuicio  que  resulte  por  la  dife- 
rencia que  haya  entre  la  copia  y la  espedicion. 

Saint-Gali  (Cantón  de). — Ley  de  26  de  enero  de  1832. — Art.  24.  El  Consejo 
r CS  resPons^hle  cuando  en  la  redacción  de  las  copias  no  ha  observado  las 
inM'if'tqmSC!^iS’  o S*  ^ejaní*0  tomar  las  precauciones  requeridas  describe 

eonocidn^v  \ T mC,aS  S^'tas  ^ hipoteca,  ó no  indica  las  cargas  territoriales 
' onoudas,  y de  lo  cual  resulta  un  perjuicio  verdadero. 

daño  i m • iisioin d o° 'ñor * ^ i ***  C,0m0  i?  secretai’¡°,  son  igualmente  responsables  del 
1,01  ¡,ls""  habiendo  doblo  hipoteca,  y por  las  inl'nic- 
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('iones  de  las  disposiciones  prescritas  respecto  á los  títulos  hipotecarios.  El  síndico 
y el  secretario  serán  también  responsables  de  las  inexactitudes  de  las  copias,  y el 
primero  solamente  además  por  las  consecuencias  posibles  por  la  inobservancia  de 
los  arls.  1!)  y 20  en  las  cspediciones  de  los  nuevos  contratos  de  hipoteca. 

Al  cotejar  el  artículo  21  de  nuestra  Ley  hipotecaria  cou  los  análogos 
de  legislaciones  estranjcras,  aparece  que  algunas  establecen  por  separado 
las  circunstancias  que  deben  reunir  los  títulos  y con  independencia  de  las 
que  se  exigen  para  las  inscripciones,  al  paso  que  otras  se  reíieren  tan  solo 
á los  particulares  que  debe  contener  el  asiento.  Esta  diferencia  no  es  siem- 
pre arbitraria:  en  algunas  partes  puede  considerarse  como  efecto  de!  siste- 
ma que  se  ha  elegido.  En  los  Estados  en  que  los  títulos  se  transcriben, 
como  el  mismo  título  sirve  de  inscripción,  puede  decirse  que  son  una  mis- 
ma cosa,  y establecidos  los  requisitos  de  las  escrituras,  nada  hay  que  aña- 
dir, porque  todo  está  ya  hecho.  En  los  que  no  se  trascribe,  sino  que  se  ins- 
cribe, hay  que  poner  necesariamente  en  armonía  los  títulos  con  las  inscrip- 
ciones, al  menos  respecto  á las  circunstancias  que  estas  deben  contener, 
porque  de  lo  contrario,  resultarían  graves  inconvenientes,  y se  desecharían 
en  los  registros  muchas  escrituras  por  no  poder  comprenderse  en  las  ins- 
cripciones todos  los  requisitos  que  necesitan  para  su  validez.  Esto  es  lo  que 
por  regla  general  se  hace. 

También  en  las  legislaciones  estranjeras  se  castiga  de  un  modo  análo- 
go al  que  establece  nuestra  Ley  á los  que  por  no  espresar  en  las  escrituras 
todas  las  circunstancias  que  deben  contener,  dan  lugar  con  su  omisión  á 
que  no  pueda  inscribirse  el  acto  ó contrato  en  cuya  redacción  han  interve- 
nido como  depositarios  de  la  te  pública.  No  siempre  las  penas  son  las  mis- 
mas, porque  ya  se  castigan  estas  faltas  con  la  pérdida  de  derechos,  ya  cou 
multas,  ya  con  la  responsabilidad  civil  que  se  les  impone  para  que  indem- 
nicen á los  perjudicados.  * 

Conforme,  pues,  en  principios  nuestra  ley  con  las  estranjeras,  no  no» 

parece  inferior  en  los  arts.  21  y 22  en  el  modo  de  desenvolverlos. 
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,\rt  23.  Los  títulos  mencionados  en  los  artículos  2.°  y 5." 
que  no  estén  inscritos  en  el  registro  , no  podrán  perjudicar  á 
tercero  (1). 


Cdiuceiíui'Io. 


1.  No  podrán  perjudicar  á tercero.— E\  Ministro  de  Gracia  y Justicia, 
al  sostener  el  Proyecto  de  Lev  hipotecaria  en  el  Congreso  de  los  Diputa- 
dos (a)  dijo,  que  si  se  analizaba,  si  se  condensaba  la  Ley,  este  artículo  era 
solo  la  Ley,  y recargando  la  frase,  anadia  que  se  podia  decir  sin  exagera- 
ción que  la  Ley  no  era  mas  que  el  art.  23 , es  decir , que  no  tenia  mas  que 
un  solo  artículo  y una  sola  escepcion,  el  art.  334.  Sin  entrar  en  la  mayor 
ó menor  exactitud  que  puede  haber  en  tal  apreciación , es  indudable  que 
tenia  razón  el  Ministro  en  considerar  este  artículo  como  el  mas  importante 
de  la  Lev,  por  mas  que  no  sea  el  único  fundamental.  La  regla  que  en  él 
se  establece  no  es  nueva  entre  nosotros:  está  escrita  en  nuestras  leves  hace 
mas  de  tres  siglos:  en  la  pragmática  de  D.  Cárlos  y D.a  Juana  de  1539  (b) 
tiene  ya  una  sanción  espresa  cuando  ordena  que  en  los  contratos  á que  so 
refiere,  si  no  se  registran  dentro  de  seis  dias  después  que  fueren  otorgados, 
no  sea  obligado  d cosa  alguna  ningún  tercer  poseedor  , aunque  tenga  causa 
del  vendedor. 

Mas  á pesar  de  la  perfecta  armonía  que  hay  entre  las  palabras  que  an- 
teceden , copiadas  de  la  Ley  recopilada  y las  del  artículo  que  estamos  co- 
mentando, no  puede  desconocerse  el  distinto  espíritu  de  que  están  domi- 
nadas la  pragmática  y la  novísima  Ley  hipotecaria.  Aquella  llevó  su  rigor 
mucho  mas  adelante  , porque  no  limitó  los  efectos  de  la  falta  de  inscripción 
á que  no  se  originaran  perjuicios  al  que  no  era  parte  en  el  contrato,  sino  que 
se  esleudió  á declarar  la  ineficacia  de  las  escrituras  aun  entre  los  mismos 
otorgautes.  Su  regla  general  fué  que  no  se  registrando  dentro  de  seis  dias 
después  que  fueren  hechos  (los  contratos)  no  hagan  fé  ni  se  juzguen  confor- 
me a ellos,  palabras  que  preceden  á las  de  que  no  perjudiquen  á tercero 
que  antes  copiamos.  Es  decir , que  esta  última  declaración  es  una  conse- 
cuencia de  la  primera.  De  aquí  se  infiere  que  el  principio  dominante  en  la 
pragmática  de  1559  es  que  en  tanto  valían  los  contratos  á que  se  referia, 
o .o  e\aban  á los  tribunales,  en  cuanto  estaban  inscritos  en  el  tér- 
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raiiio  señalado,  al  paso  que  el  principio  de  la  Ley  hipotecaria  moderna  se  l¡- 
mita  a negar  su  eficácia  contra  tercero  á lo  que  no  está  inscrito. 

Este  principio  de  la  pragmática  de  1339  prevaleció  en  la  de  D.  Carlos  III 
dada  en  1768.  En  ella  (a)  se  ordenó  que  cuando  no  precediera  el  registro 
de  los  documentos  sujetos  á él  ningún  juez  pudiera  decidir  por  ellos , ni 
hicieran  fe  para  perseguir  las  hipotecas  ó fincas  gravadas , aunque  la  tu- 
viesen para  otros  fines  diferentes. 

En  otro  lugar  (b)  hemos  espuesto  los  inconvenientes  del  principio  adop- 
tado en  las  leyes  recopiladas  é indicado  que  tal  vez  el  empeño  de  estender 
e,l  alcance  del  registro  á los  mismos  contratantes  desigualando  sus  con- 
diciones, haciendo  mas  favorable  la  del  que  merecía  menor  protección,  v 
viniendo,  sin  duda  contra  su  propósito,  en  auxilio  de  la  mala  fé,  pudo 
contribuir  á que  los  tribunales , invocando  la  equidad  y dando  una  inter- 
pretación poco  conforme  con  la  letra  de  la  ley,  y auu  con  su  espíritu, 
la  hicieran  servir  á sus  ¡deas,  que  no  dejaban  de  fundarse  en  principios  de 
justicia  , de  lo  que  provino  que  el  derecho  escrito  no  fuera  bien  aplicado 
por  los  juzgadores. 

En  la  legislación  navarra  prevaleció  el  mismo  espíritu  que  en  la  caste- 
llana. La  lev  que  en  aquella  antigua  monarquía  introdujo  los  registros  de 
hipotecas  ordenó  que  no  haciéndose  en  ellos  oportunamente  las  inscrip- 
ciones , fueran  nulas  y de  ningún  valor  y efecto  las  hipotecas  especiales 
contenidas  en  las  escrituras,  las  cuales  se  considerarán  sin  eficacia  para 
el  efecto  de  entenderse  obligados  los  bienes  gravados,  pero  subsistiendo 
firmes,  sin  embargo,  para  reclamar  los  créditos  como  si  no  tuvieran  ningu- 
na garantía  real  (c). 

Espuesto  el  derecho  escrito  que  ha  regido  hasta  ahora  y que  continuará 
hasta  que  empiece  á tener  entero  cumplimiento  la  Ley  hipotecaria,  debe- 
mos añadir  algunas  indicaciones  acerca  déla  jurisprudencia  de  los  tribuna- 
les. Difícil  seria  el  empeño  de  conocer  con  exactitud  la  aplicación  de  las 
leyes  que  á esta  materia  se  refieren,  antes  del  establecimiento  de  los  recur- 
sos de  nulidad'  y casación.  No  había  entonces  un  tribunal  á quien  locara 
vigilar  especialmente  por  el  cumplimiento  de  las  leyes  sacándolas  del  olvi- 
do y del  desuso,  restableciéndolas  en  su  integridad  cuando  fuesen  desaten- 
didas en  los  tribunales  cuyas  sentencias  causaban  ejecutoria,  é impidiendo 
interpretaciones  torcidas.  Acrecentaba  esta  dificultad  la  prohibición  de 
fundar  las  sentencias,  no  pudiéndose  por  consiguiente  conocer  con  preci- 
sión y claridad  cuáles  eran  los  motivos  que  decidían  á los  juzgadores  á fallar 
en  determinado  sentido.  Seria  por  lo  tanto  perder  el  tiempo  en  inútiles  in- 


(a)  Nínn.  3.°,  de  la  ley  3.a,  tít.  XVI,  lib  X de  la  Noy.  Rcc. 

\b)  Introducción  histórica,  m'im.  ISO, pag.  91. 

(c)  Decreto  de.  10  de  mayo  de  l#17,  ¡í  petición  de  las  Cortes  de  Navarra,  en 
«ti  cap.  9." 
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vc<t¡ "aciones  si  tratáramos  de  lijar  ia  práctica  de  los  tribunales  en  las  diver- 
sas comarcas  de  la  Monarquía.  Puede  sin  embargo,  asegurarse,  como  ya 
liemos  indicado,  que  no  eran  muy  atendidas  en  la  practica  las  severas  pres- 
en Deiones  de  las  antiguas  pragmáticas , y esto  basta  para  nuestro  propósi- 
to Mas  interesante  es  que  busquemos  los  precedentes  de  la  jurisprudencia 
míe  en  los  últimos  años  se  vá  formando  con  las  sentencias  de  casácion  pro- 
nunciadas por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  en  su  alta  misión  de  unifor- 
mar la  aplicación  de  las  leyes  civiles  en  todo  el  territorio.  En  estos  prece- 
dentes encontramos  establecido:  ■ ' 

I o Que  ]as  escrituras  anteriores  al  5 de  febrero  de  4768,  que  es  la 
pragmática  del  Sr.  D.  Carlos  III  (a),  que  no  hubieren  sido  registradas  en  el 
respectivo  oficio  antes  de  haber  sido  presentadas  en  juicio,  no  tienen  valor 
para  el  efecto  de  perseguir  las  fincas  hipotecadas  ó gravadas;  que  ningún 
juez  puede  juzgar  por  ellas,  y que  no  hacen  fé  para  dicho  efecto,  aunque 

le  hagan  para  otros  fines  (h).  • 

2. °  Que  la  circunstancia  de  registrar  las  escrituras  anteriores  á la  pro- 
mulgación de  la  espresada  pragmática  de  1768,  cuando  según  ella  deben 
ser  inscritas,  debe  preceder  á su  presentación  enjuicio  para  que  hagan 
le,  y que  este  requisito  no  puede  llenarse  oportunamente  en  el  término 
de  prueba  (c). 

3. °  Que  los  contratos  de  venta  de  bienes  inmuebles  son  válidos  y sub- 
sistentes, aun  cuando  á las  escrituras  por  no  haberse  registrado  en  el  oficio 
de  hipotecas  se  las  pueda  aplicar  la  disposición  contenida  en  la  ley  3.a  del 
título  XVI,  lib.  X de  la  Novísima  Recopilación , de  que  no  hagan  fé  en  jui- 
cio, porque  los  contratos,  independientemente  de  los  referidos  instrumen- 
tos, quedan  perfeccionados  con  el  consentimiento  de  las  partes  y consuma- 
dos con  la  entrega  de  la  cosa  y pago  de  precio  (d). 

4. °  Que  está  exento  de  toda  obligación  el  tercer  poseedor  de  casas  ó 
heredades  acensuadas  ó hipotecadas,  aunque  tenga  causa  del  vendedor, 
cuando  del  gravamen  no  se  ha  tomado  razón  en  el  oficio  de  hipotecas  con 
arreglo  á la  espresada  ley  1.a  del  tít.  XVI,  lib.  X de  la  Novísima  Recopila- 
ción, la  cual  además  prohibe  que  sin  llenar  dicho  requisito  hagan  fé  los 
instrumentos  de  imposiciones  de  bienes  raíces  gravados  con  alguna  carga,  y 
todos  los  que  tengan  especial  y espresa  hipoteca  para  el  efecto  de  perseguir- 

Y gravarla  (e). 

Que  cuando  no  están  registradas  las  imposiciones  antes  de  la  com- 
pra e la  finca  que  se  supone  gravada,  debe  esta  considerarse  como 

¡b)  & la  ky  3 del  tít.  XVI  del  lib.  X de  la  Nov.  Rec. 

(c)  Sentench  ,,nÜ,.  recurso1  de  casación , pronunciada  en  5 de  junio  de  1860. 

(d)  Sentench  ‘lecurs<i> f e casac'on>  pronunciada  en  27  de  octubre  de  1860. 

(e)  La  misma  sentST  ' “ tasac,on  ’ ciada  en  1 í do  junio  de  1800. 
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Ub™  'a  farga  de  que  no  Puciü  tencr  conocimiento  el  comprador  (a). 
, ‘ ^lle,  omisiones  de  los  contadores  de  hipotecas  respecto  á los  Gra- 
vámenes sobre  las  fincas  vendidas  que  deben  anotarse  en  el  registro  T no 
a ectan  a la  validez  del  contrato  cuando  los  interesados  cumplieron  con  la 
odigacion  que  la  ley  les  impone  de  presentar  y hacer  registrar  la  escri- 
tura en  el  término  legal,  no  siendo  responsables  de  la  falta  en  que  incur- 
riere el  encargado  del  registro  ( b ). 

7.  Y por  último,  que,  como  ya  hemos  dicho  antes  (c),  y repelimos  aquí 
para  presentar  junta  la  jurisprudencia  que  ha  prevalecido  en  la  materia  de 
que  tratamos,  la  falta  de  la  toma  de  razón  de  las  escrituras  en  el  oficio  de 
hipotecas,  deja  de  existir  para  el  objeto  y fin  de  la  ley  desde  que  se  regis- 
tran otras  posteriores  que  hacen  referencia  de  las  que  oportunamente  de- 
jaron de  inscribirse. 


Nos  ha  parecido  oportuno  comprender  aquí  bajo  un  solo  punto  de  vista 
la  jurisprudencia  establecida  en  tan  importante  materia  por  el  Tribunal 
Supremo  de  Justicia:  esta  se  refiere  esclusivamente  á la  legislación  exis- 
tente hasta  el  dia,  y aunque  la  nueva  Ley  hipotecaria  la  hará  inaplicable 
en  su  mayor  parte,  punto  en  que  no  debemos  ahora  detenernos,  para  no 
salir  de  los  límites  naturales  de  este  comentario  tratando  aquí  de  cuestiones 
que  tienen  su  lugar  oportuno  en  otras  partes,  no  consideramos  malgastado 
el  breve  tiempo  que  hemos  empleado  en  presentar  en  un  solo  grupo  nues- 
tra actual  jurisprudencia  que  siempre  será  interesante  bajo  el  aspecto  histó- 
rico y como  precedente,  y que  es  todavía  la  que  rige  y á la  que  habrá  que. 
recurrir  algunas  veces  aun  después  que  empiece  á regir  la  nueva  Ley,  para 
apreciar  la  fuerza  y eficacia  de  los  actos  que  tuvieron  lugar  bajo  su  influjo. 

Las  leyes  y la  jurisprudencia  respecto  á la  materia  de  hipotecas  que 
vienen  rigiendo,  estaban  ya  amenazadas  de  la  reforma  que  introduce  el  ar- 
tículo 2o  que  comentamos,  desde  que  se  redactó  el  proyecto  de  Código  ci- 
vil. En  este  importantísimo  trabajo  se  proclamó  el  mismo  principio  que  ha 
prevalecido  en  la  nueva  obra  que  ha  llegado  á ser  ley.  Limitando  los  efec- 
tos de  la  inscripción  á los  que  no  han  sido  parte  en  el  acto  ó contialo,  di- 
ce (d):  Ninguno  (le  los  títulos  sujetos  d inscripción.. surte  efecto  contra 

tercero  sino  desde  el  momento  en  que  ha  sido  inscrito  en  el  registro  público. 

Pasemos  á la  esplicacion  del  artículo  sin  entrar  en  mayores  apreciacio- 
nes del  derecho  anterior,  que  solo  como  precedente  es  objeto  de  nuestros 

comentarios.  . , , , , . 

Las  poderosas  razones  en  que  se  funda  la  Ley  para  separarse  del  derc- 


Sentencia  en  un  recurso  de  casación,  pronunciada  en  22  de  noviembre  de 
Sentencia  en  un  recurso  de  casación,  pronunciada  en  16  de  marzo  de  1800. 


TÍTULO  II. 


m 

cho  anllíuo  V limitar  sus  efectos  á que  no  resulte  perjudicado  el  tercero, 
quedan  «puestas  en  otro  lugar  (a).  La  Coin.smn  que  redactó  el  proyecto, 
las  manifestó  con  claridad  en  la  Esposiccon  de  Motivos  que  acompañó  á la 
presentación  de  su  obra  al  Gobierno,  á la  que  en  su  tiempo  añadimos  lo 

que  estimamos  conveniente.  . , , 

Desde  que  el  enajenante  en  virtud  del  contrato  que  celebra  traspasa  la 
finca  á otro,  poniéndolc  en  posesión  de  ella  , este  adquiere  su  dominio,  y 
aquel  que  lia  perdido  el  que  tenia,  no  puede  hacer  segunda  enajenación  á 
favor  de  un  tercero:  separarse  de  esta  línea  de  conducta  es  faltar  á la  bue- 
na f‘é  es  cometer  un  estelionato,  una  estafa  para  emplear  la  denominación 
que  á este  delito  contra  la  propiedad  dá  el  Código  penal  {b):  el  que  así  obra, 
quebranta  sus  deberes  en  el  orden  moral  y en  el  civil,  incurre  en  responsa- 
bilidad criminal,  y está  obligado  al  resarcimiento  de  danos  y perjuicios  al 
adquirente  de  buena  fé,  si  algunos  le  ocasiona. 

Mas  respecto  al  dominio  de  loenagenado,  hay,  como  queda  indicado  (c), 
un  cambio  grande  entre  la  antigua  legislación  y la  nueva.  Las  leyes  de 
Partida  aceptaron,  como  es  sabido,  el  principio  romano  de  que  la  tradición 
en  las  cosas  muebles  y la  posesión  en  las  inmuebles  trasferia  la  propiedad: 
la  regla  traditionibus,  non  pactis  dominia  transferumlur,  ha  sido  constan- 
temente la  guía  de  nuestras  leyes  y un  adagio  jurídico  en  el  foro  y en  la 
escuela.  Por  consecuencia  de  esto,  el  que  vende  ó por  cualquier  otra  clase 
de  contrato  enajena  la  propiedad  que  en  una  cosa  determinada  le  corres- 
ponde, permanece  dueño  de  ella  mientras  no  la  entrega  ó no  pone  al  ad- 
quirente en  posesión  de  ella.  Hasta  que  esto  se  verifica,  el  adquirente  tie- 
ne un  derecho  á la  cosa , derecho  puramente  personal  que  le  autoriza  á 
recurrir  á los  tribunales  para  que  el  enagenantc  le  entregue  la  cosa  en  los 
términos  del  contrato,  petición  que  hace  deduciendo  una  acción  perso- 
nal también,  porque  solo  tiene  el  título  ó la  causa  remota  de  adquirir,  y uo 
el  modo  que  es  la  misma  adquisición.  Mas  de  esta  regla  general  se  separa  el 
derecho  aragonés,  segun  en  otro  lugar  se  ha  espuesto  ( d ),  y esto  aun  mas 
que  por  disposición  de  la  ley,  por  la  costumbre  que,  interpretando  el  texto 
legal,  ha  llegado  á formar  jurisprudencia  ( e ).  Segun  ella,  el  derecho  en  la 
cosa  se  adquiere  por  la  reducción  del  contrato  en  que  se  enagenan  bienes 
inmuebles  á escritura  pública. 

fieles  las  leyes  de  Partida  á la  regla  adoptada,  deciden  quien  es  el 

g<iieralwVo0h^T  A^®Ómenef  esíf  °^ra’.  §•  L en  que  se  trata  de  los  fundamentos 

(&)  \TÍ  ’ esP^toS  por  la  Comisión  de  Codificación,  págs.  210  á 212. 

lo  2.u  deíalLcv^mimDt/LS  n!^0  ^?s  Fagámonos,  y en  el  comentario  al  artíou- 

ua281  á 282.  ’ 1 mt-erpretar  las  palabras  traslativos  de  dominio,  pági- 

f:n. los  Prolegómenos,  pág.  2 11 . 

< -)  Nota  e de,  la  misma  pág.  211. 
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dueño  de  la  cosa  que  ha  sido  vendida  á dos  por  una  misma  persona.  Y lo 
quese  dice  de  vendedor  y del  comprador,  por  paridad  de  molivos  es  apli- 
cable a todos  los  enajenantes  y adquirentes  , debiendo  considerarse  puesta 
como  ejemplo  la  mención  especial  que  se  hace  de  la  compra  y venta , cosa 
que  es  tan  común  en  la  obra  monumental  de  D.  Alfonso  el  Sabio. 

Proponen  al  efecto  las  Partidas  varios  casos , que  espondrémos  por  el 
mismo  orden  con  que  los  presentan  y resuelven. 

1. er  caso.  Venta  de  una  misma  finca  por  el  dueño  d dos  personas  dife- 
rentes cuando  lo  comprado  ha  sido  entregado  al  primer  comprador.- La 
ley  resuelve  que  á este  se  ha  traspasado  el  dominio;  si  aquel  á quien  la 
vendió  primeramente  passa  á la  tenencia  de  la  cosa,  é paga  el  precio , esse 
la  debe  auer  é non  el  otro,  y añade,  que  si  el  vendedor  recibió  el  precio, 
debe  devolverlo  con  los  daños  y menoscabos  á que  dio  lugar  el  engaño  (a). 
Hasta  aquí  la  ley  de  Partida,  en  lo  que  se  refiere  al  caso  de  que  tratamos. 
Veamos  la  innovación  que  en  ella  ha  introducido  el  artículo  que  estamos 
comentando:  si  el  primer  comprador  inscribió  su  derecho  oportunamente, 
nada  hay  que  alterar,  la  ley  de  Partida  conserva  toda  su  fuerza;  pero  si  no 
lo  hizo,  dando  lugar  á que  otro  engañado  por  el  silencio  del  registro  com- 
prara la  linca,  creyendo  que  el  dominio  existia  aun  en  el  que  la  vendió, 
este  nuevo  adquirenle  no  podrá  ser  perjudicado  por  la  compra  anterior: 
para  él,  cualquiera  que  sea  el  que  posea  la  finca,  no  hay  otro  dueño  que 
el  que  cómo  tal  aparece  inscrito  en  el  registro.  Así,  cuando  solicite  la  en- 
trega de  la  cosa  comprada  ó la  ineficacia  de  la  primera  venta,  no  podrá  ser 
desestimada  su  pretensión  en  virtud  del  título  anterior  que  dejó  de  inscribir- 
se con  oportunidad,  sino  que  será  considerado  del  mismo  modo  que  si  sola- 
mente á su  favor  se  hubiese  hecho  la  enajenación. 

2. °  caso.  Venta  de  una  misma  finca  hecha  por  el  que  era  dueño  á dos 


personas  diferentes  cuando  la  finca  fue  entregada  al  segundo  comprador. 
—En  este  caso  resuelve  la  Lev  la  cuestión  de  dominio  también  á favor  del 
que  ha  adquirido  la  posesión  siguiendo'  la  misma  regla  del  derecho  romano 
y del  general  español:  si  el  postrimero  comprador  passasse  d la  tenencia 
é á la  possesion , é pagasse  el  precio , que  él  la  deue  auer  é non  el  primero : 
añade,  como  es  natural,  que  el  vendedor  está  obligado  á devolver  al  pri- 
mer comprador  el  precio  si  lo  hubiere  recibido  y además  los  danos  y me- 
noscabos que  se  le  originen  por  el  engaño  (&)• 

Respecto  á este  caso  debemos  hacer  alguna  observación  en  lo  que  se 

refiere  al  pago  del  precio  por  el  segundo  comprador.  Se  exige  esta  circuns- 
tancia para  la  traslación  del  dominio,  porque  según  las  mismas  leyes  de 
Partida, siguiendo  en  este  punto  también  el  derecho  romano  solo  adquiere  el 


(n)  Ley  :¡0,  til  . V de.  la  Partida  V. 
(/>)  La  misma  ley  SO. 


comprador  el  dominio  de  lo  que  se  le  ha  entregado  cuando  há  pagado  el 
meció  ó satisfecho  de  otro  modo  al  vendedor.  Empero  , si  el  que  ouiesse 

vendido  su  cosa  á otro,  le  apoderasse  de  ella ; si  el  comprador  non  ouiesse 
vaoado  el  precio , ó dado  fiador  , ó peños , ó tomado  plazo  para  pagar ; por 
tal  apoder  amiento , como  este  non  passaria  el  señorío  de  la  cosa  fasta  que 
el  precio  se  pagase.  Mas  si  fiador  ó peños  hubiere  dado  ó tomado  precio  para 
pagar  ó si  el  vendedor  se  (iasse  en  el  comprador  del  precio  ; estonce  pasa- 
rla el  señorío  de  la  cosa  á él  por  el  apoder  amiento , maguer  el  precio  non 
ouiesse  pagado.  Empero  tenudo  seria  de  lo  pagar  (a).  De  esta  ley  se  infiere, 
que  no  solo  cuando  real  y efectivamente  entrega  el  comprador  el  precio 
pasa  á él  el  dominio  de  la  finca  en  cuya  posesión  se  le  puso,  sino  también 
cuando,  de  cualquier  modo  que  sea,  se  da  por  satisfecho  el  vendedor  con 
que  se  le  pague  después.,  ó bien  sea  exigiendo  y aceptando  garantías  de 
cualquier  clase , ó bien  confiado  solo  en  la  palabra  del  comprador,  como 
á este  propósito  dice  en  sus  Instituciones  (b)  el  Emperador  Justiniano,  si- 
guiendo al  jurisconsulto  Cayo:  si  is  qui  vendidü,  fidem  emptoris  secutas 
fuerit , diccndum  est,  statim  rem  emptoris  ficri. 

La  resolución  adoptada  en  este  segundo  caso  por  las  leyes  de  Partida, 
tan  lógica  atendido  el  principio  general  en  que  se  fundaba,  está  modificada 
por  el  artículo  de  la  Ley  hipotecaria  objeto  de  este  comentario,  porque  el 
dominio  del  segundo  comprador  posesionado  de  la  cosa  solo  será  válido  con- 
tra el  primero  cuando  este  haya  dejado  de  inscribir  su  título,  dando  así 
ocasión  á que  el  segundo  comprador  se  engañase,  creyendo  que  no  existia 
enajenación  alguna  hecha  por  el  vendedor,  en  virtud  de  la  cual  este  hubiera 
perdido  la  facultad  de  disponer  de  lo  que  aparecía  suyo  en  el  registro. 

S.«  caso.  Venta  de  una  misma  finca  á dos  compradores  diferentes,  he- 
cha por  el  que  no  es  dueño  cuando  dió  d uno  de  ellos  la  posesión. — La  Ley 
no  decide  en  este-caso  la  cuestión  de  dominio;  no  podía  hacerlo  sin  faltar  á 
las  reglas  generales  del  derecho,  que  no  permiten  que  uno  traspase  á otro 
el  derecho  de  que  carece.  Lo  que  tendrá  en  este  caso  el  vendedor  será  la 
posesión  civil  ó natural  de  la  cosa  que  vendió  á dos  y entregó  á uno  solo,  y 
e?lo  únicamente  es  por  lo  tanto  lo  que  puede  trasmitir;  por  esto  las  Parti- 
das se  limitan  á decir  quién  es  el  que  debe  ser  preferido  en  la  posesión, 
l>u°  dejando  intacta  la  cuestión  de  propiedad,  que  nunca  podría  agitarse 
entie  dos  compradores  , de  modo  que  se  convertiría  en  perjuicio  del  due- 
»o  i e a cosa  que  no  era  parte  . en  la  cuestión  que  se  ventilaba  entre  los 
|ue  ía  lan  comprado  al  que  no  era  dueño.  La  regla  res  ínter  alios  acta 

doMnUc  nucel’  ° cn  0ll0s  Orminos,  que  la  ejecutoria,  como  ley  individual 
10  ’ no  ,l  can2:a  á.  decidir  los  derechos  del  que  no  ha  litigado,  es 
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aplicable  al  caso  propuesto  cuando  se  trata  de  la  incolumidad  de  derechos 
del  verdadero  dueuo.  Por  esto  dice  la  ley  (a) : Si  alguno  vendiere  á do 
omes  una  cosa  agena  en  tiempos  departidos ; si  acaesciere  que  hayan  pleyto 
entre  sí  ambos  los  compradores  sobre  aquella  cosa , qualquier  dellos  que 
oviere  primeramente  la  possession , há  mayor  derecho  en  ella:  é aquel  deue 
fincar,  maguer  non  ouiesse  pagado  el  precio.  Pero  cuando  quier  que  el  se- 
ñor de  la  cosa  venga  demandándola,  salvo  finca  su  derecho  en  ella. 

Obsérvase  en  este  tercer  caso  que,  á diferencia  del  segundo,  habla  solo 
la  Ley  de  la  posesión  en  que  es  puesto  el  adquirente,  y que  no  exige,  como 
cuando  se  traspasa  el  dominio  , que  el  comprador  haya  pagado  el  precio  ó 
satisfecho  de  otro  modo  al  vendedor , para  que  se  considere  trasmitida  la 
tenencia  de  la  cosa.  Para  comprender  esta  diferencia,  que  en  el  orden  ra- 
cional no  admite  tal  vez  esplicacion  bastante  satisfactoria,  debe  tenerse 
presente  su  origen.  Este  es  romano.  Con  arreglo  al  derecho  civil  riguro- 
so , solo  podia  traspasar  el  dominio  el  que  realmente  era  dueño,  y solo  a! 
que  de  él  lo  adquiria,  correspondía  la  reivindicación:  esta  es  doctrina  ad- 
mitida por  las  legislaciones  modernas.  Aquel  que  de  buena  fé  compraba 
del  que  no  era  dueño,  creyendo  que  lo  fuese,  no  podia  por  lo  tanto  reivin- 
dicar la  cosa  adquirida  en  el  caso  de  qne  por  cualquier  accidente  perdiera 
la  posesión  de  lo  que  se  le  había  entregado  y que  él  consideraba  como  suyo: 
mas  esto , que  sin  duda  era  justo  cuando  se  ponían  los  derechos  del  com- 
prador enfrente  de  los  del  dueño  verdadero,  degeneraba  en  una  injusticia 
insostenible,  cuando  el  que  poseía  la  cosa,  carecía  completamente  de  título, 
ó si  lo  tenia  , era  mas  débil  que  el  del  adquirente  de  buena  fé,  á quien  se 
había  entregado  la  cosa  por  el  que  con  mayor  ó menor  razón  se  titulaba 
dueño.  El  derecho  pretorio  vino  en  auxilio  de  éste,  y le  concedió  una  ac- 
ción que  tenia  muchos  puntos  de  contacto  con  la  reivindicación  , á que  se 
dió  el  nombre  de  publiciana  por  el  magistrado  á que  debió  su  origen.  Esta 
acción  se  fundaba  en  una  ficción  que  partía  del  supuesto  de  haber  comple- 
tado el  tiempo  de  la  prescripción  el  que  solo  le  había  comenzado , y aun 
también  el  que  no  habia  empezado  á prescribir  en  los  casos  en  que  el  do- 
minio podia  adquirirse  sin  posesión;  mas  para  ello  era  necesario  que  concur- 
rieran todos  los  requisitos  que  la  prescripción  exige  , menos  el  tiempo;  es 
decir,  que  el  poseedor  ó el  que  no  habia  aun  poseído  y se  hallaba  en  estas 
circunstancias,  era  reputado  como  dueño,  pero  sin  que  esta  ficción  pudie- 
se nunca  convertirse  contra  el  dueño  verdadero,  lo  que  degeneraría  en  in- 
justicia. Pero  la  Ley  habia  dicho  que  para  la  traslación  del  dominio,  cuan  o 
era  en  virtud  de  un  contrato  de  venta,  se  requería,  no  solo  la  tr 
la  cosa,  sino  la  entrega  del  precio,  ó que  de  cualquier  otro  mo  o se  consi- 
derase satisfecho  el  acreedor,  y el  edicto  del  pretor  nada  espreso  e es  a 11 

(a)  Ley  í*0,  til.  V de  la  Partida  V,  citada  antes. 
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tima  circunstancia  ; y aunque  entre  los  romanos  se  suscito  la  duda  de  si 
era  indispensable  para  que  se  creyera  otorgada  la  acción  publiciana  al  ad- 
quirente  que  el  precio  hubiera  sido  satisfecho  como  en  la  venta,  ó que  el 
vendedor  se  hubiera  fiado  en  el  comprador  aplazando  el  pago,  ó admitien- 
do garantías,  ó fiándose  en  su  palabra  el  jurisconsulto  Cayo  (a)  decidió  la 
cuestión  en  sentido  negativo,  diciendo  que  el  silencio  del  edicto  del  pretor 
daba  lugar  á que  se  congeturase  que  no  había  sido  su  intención  que  para 
entablar  Ja  acción  publiciana  fuera  necesaria  la  satisfacción  del  precio.  Las 
Partidas,  que  adoptaron  la  acción  publiciana,  si  bien,  sin  darle  éste  nombre 
ni  ningún  otro  determinado,  como  puede  inferirse  de  las  palabras  que  antes 
hemos  copiado , siguieron  también  la  doctrina  de  Cayo , dando  una  prueba 
de  respeto  á la  autoridad  del  derecho  romano,  y á la  doctrina  que  se  consi- 
deraba mas  clásica,  pero  tal  vez  faltando  á la  consecuencia. 

Esplicada  la  ley  de  Partida,  por  lo  que  hace  relación  al  caso  tercero,  en 
lo  que  á nuestro  jucio  exige  alguna  esplicacion , examinéraos  ahora  si  ha 
introducido  ó no  alguna  variación  en  ella  la  Ley  hipotecaria,  punto  de  re- 
solución fácil,  sin  mas  que  tener  en  cuenta  su  artículo  23,  que  esta- 
mos comentando,  y lo  que  ya  queda  espuesto  en  otras  partes  de  esta  obra 
acerca  de  que  solo  pueden  perjudicar  á tercero  los  derechos  que  hayan  sido 
inscritos  en  el  registro.  No  habrá  pues  necesidad  de  buscarse  la  entrega  ó la 
posesión  para  calificar  quién  es  aquel  que  por  falta  del  dominio  que  creyó 
adquirir  y no  adquirió  á causa  de  no  tenerlo  el  enagenante,  debe  ser  pre- 
ferido, ó lo  que  es  lo  mismo,  quién  tiene  el  derecho  de  prescribir,  y por  lo 
tanto,  en  su  caso,  de  entablar  la  acción,  que  para  arreglarnos  al  uso  común, 
especialmente  de  los  escritores,  llamarémos  publiciana,  cuando  se  presentan 
dos  á quienes  se  ha  enagenado  la  misma  cosa  por  el  que  no  era  dueño: 
sino  que  solo  habrá  de  estarse  al  registro,  y la  inscripción  será  la  que  deci- 
da. No  se  hace  en  este  caso  mas  que  aplicar  á la  posesión  de  buena  fé  que 
tiene  el  que  ha  adquirido  la  cosa  del  que  creía  que  era  dueño  , la  misma 
regla  que  se  aplica  al  dominio  cuando  la  cosa  está  traspasada  por  el  que 
lo  tiene  en  realidad. 

En  los  artículos  que  siguen,  y especialmente  en  el  27,  en  que  se  define 
quién  se  entiende  por  tercero  para  los  efectos  de  la  Ley,  y en  sus  respecti- 
vos comentarios,  quedará  completamente  esplicada  la  materia,  objeto  del 
artículo  que  en  principio  dejamos  comentado. 


LEGISLACION  ANTERIOR  Á LA  LEY  HIPOTECARIA. 

ti aYnecopilacion ' ^ey  1 .a,  tít.  XI V,  lib.  X.  (Véase  la  concordancia  al  nr- 
fiinl  i „ suJue  cm-  Y que  no  se  registrando  (los  censos  ó hipotecas)  dentro  dt 
espues  que  fueren  hechos  no  hagan  fé  , ni  se  juzguen  conforme  á ello; 
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ni  sea  obligado  á 
dedor. 


cosa  alguna  ningún  tercer  poseedor,  aunque  tenga  causa  del  ven. 


c¡JZÍit‘,MSm0-' fUl° VlÍbr°’  “m'  2-~BiCn  entend.idl>’  i®  s¡n  Preceder  la 
circunstancia  del  registro,  ningún  juez  podrá  juzgar  por  tales  instrumentos,  ni 

harán  fe  para  dicho  efecto,  aunque  la  hagan  para  otros  fines  diversos  de  la  perse- 
cución de  las  hipotecas  ó verificación  del  gravámen  de  las  fincas  bajo  las  penas  es- 
P 1ICQ.QQ.S  • 


Decreto  de  19  de  mayo  de  1817  á petición  de  las  Cortes  de  Navarra.—  Capítu- 
lo *tem  cIue  no  cumpliéndose  con  el  registro  én  la  forma  que  queda  advertida, 
sea  nula  y de  ningún  valor  y efecto  la  hipoteca  especial  contenida  en  las  escritu- 
ras , y estas  han  de  considerarse  sin  ningún  valor  ni  derecho  para  el  efecto  de  en- 
tenderse obligados  los  bienes  espresados  en  ella , y para  perseguirlos  en  juicio  ni 
fuera  de  él , en  la  misma  forma  que  si  no  hubiesen  gravado  semejantes  fincas, 
subsistiendo  dichas  escrituras  para  solo  el  de  perseguir  por  ellas  el  crédito  que 
suena  en  el  contrato  como  una  deuda  suelta  contra  el  contraente  y sus  herederos 
en  la  misma  forma  y circunstancias  que  cualquiera  otra  escritura  en  que  única- 
mente se  estipulase  una  obligación  personal. 


LEGISLACION  ESTRANJERA. 


Bélgica. — Ley  de  hipotecas  de  16  de  diciembre  de  1851. — Artículo  l.°  Los 
títulos  que  sujetos  al  registro  no  hayan  sido  inscritos,  no  podrán  oponerse  á terce- 
ro que  hubiere  contratado  sin  fraude. 

Bolivia. — Código  civil. — Art.  2190.  Todos  los  actos  que  estando  sometidos  á 
la  inscripción  no  hayan  llenado  esta  formalidad,  conservarán  su  carácter  hipoteca- 
rio, pero  no  podrán  perjudicar  á tercero. 

Breme.- Ordenanza  de  hipotecas  de  l.°  de  mayo  de  1834. — Art.  102.  La  ins- 
cripción por  sí  misma  no  influye  en  la  validez  del  derecho  hipotecario,  ni  confiere 
privilegio  alguno,  y únicamente  dispensa  al  acreedor  hipotecario  de  insertai  su  cié- 
dito  en  el  protocolo  de  las  declaraciones,  en  el  caso  de  una  pública  licitación  del 
inmueble  gravado  y de  oponerse-  a cualquiera  otra  venta  extrajudiciaí. 

CerdeSa .—Código  civil.—  Art.  2213.  Los  privilegios  que  no  estén  dispensado 
de  la  inscripción,  v no  havan  sido  inscritos  en  los  plazos  correspondientes,  se  con- 
vertirán en  simple  hipoteca,  y no  tendrán  efecto  alguno  sino  desde  la  fecha  de  la 

inS 'Estados  Romanos.  - Reglamento  legislativo  de  10  de  noviembre  de  1834.-Ar- 
tículo  189  La  enajenación  no  producirá  efecto  alguno  en  cuanto  á tercero,  si  el 
acto  público  ó privado  no  ha  sido  transcrito  en  los  registros  h)potecarios. 

Francia  - Código  Napoleón.- Art.  2113.  Todos  los  créditos  privilegiado^  que 
están  suietos  á la  inscripción  y que  no  han  llenado  las  condiciones  que  se  requieren 

como  necesarias  para  conservar  el  privilegio,  no  cesarán  por  esto  de  ser  hipote- 
carios, pero  la  hipoteca  no  tendrá  valor  respecto  á tercero  sino  desde  la  época  de  la 

inscripción.  ...  n , , , 

ley  sobre  la  transcripción  de  23  de  marzo  de  lS.io.~Art.  3.  Los  derechos 

qllc  provengan  de  los  nulos  y sentencias  sujetos  á inscripción,  no  pueden  oponerse 
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mientras  no  sean  transcritos,  á un  tercero  que  tenga  derecho  sobre  el  inmueble, 

conformándose  con  las  leyes.  ..  T 

Friburg o.— Ley  de  28  de  jumo  de  1832  Arts.  8,  10  y 11.  Las  hipotecas  le- 
gales, convencionales  ó judiciales  no  tendrán  valor  alguno  respecto  á tercero,  mien- 
tras no  hayan  sido  inscritas. 

Ginebra —Proyecto  de  ley  hipotecaria  de  1827.—  Art.  l.°  Ningún  derecho 

real  sobre  los  inmuebles  situados  en  el  cantón  se  considerará  como  tal,  si  no  ha  sido 
hecho  público  en  la  forma  prescrita  por  la  ley. 

Art.  2.°  La  publicidad  se  adquiere  por  la  inscripción  en  los  registros. 
Hamburgo  — Estatutos  de  1605 , 2.a  parte,  tít.  5.°— Art.  l.°  Los  acreedores 
inscritos  serán  preferidos  á los  que  no  lo  estén,  y cada  inscripción  tendrá  la  prefe- 


rencia de  su  antigüedad. 

Hesso  (Gran  Ducado  de).— Proyecto  de  ley  de  hipotecas  de  1832.— Art.  56. 
Los  gravámenes  y derechos  no  podrán  perjudicar  á los  hipotecarios  inscritos  con 


anterioridad. 

Holanda . — Código  civil.—  Art.  1224.  Si  la  hipoteca  no  ha  sido  inscrita,  no 
producirá  efecto  alguno  ni  aun  con  relación  á los  acreedores  quirografarios. 

Hungría.  — Código  de  Comercio  de  1842. — Art.  5.°  Todo  crédito  inscrito  ten- 
drá preferencia  sobre  el  que  no  lo  esté. 

Islas  Jónicas Código  civil.— Art.  1950.  Como  el  2113  del  Código  Napo- 
león, que  queda  transcrito  en  su  lugar. 

Luísíana — Código  civil. — Art.  3241.  Si  el  acto  no  ha  sido  inscrito  en  el  plazo 
lijado,  no  tendrá  valor  alguno  como  privilegio,  y únicamente  se  considerará  como 
hipoteca  contra  tercero  desde  el  dia  de  la  inscripción. 

Mecklemburgo-Schwerín-Strelitz  (TERRITORIO  DE). — Ley  de  hipotecas  de  1830. 
—Art.  3.°  No  existirá  ningún  derecho  real  sobre  bienes  raíces  sino  por  la  ins- 
cripción en  los  registros  hipotecarios. 

Noruega. — Ordenanza  de  7 de  febrero  de  1783. — Art.  2.°  Ningún  derecho 
real  puede  adquirirse  si  no  se  inscribe. 

Parma. — Código  civil. — Art.  2157.  Como  el  2113  del  Código  Napoleón,  que 
transcribimos  en  su  lugar. 

Polonia. — Ley  de  26  de  abril  de  1818. — Art.  11.  Los  títulos  que  por  su  ins- 
cripción en  los  registros  hipotecarios  constituyen  un  derecho  real,  serán  solo  hasta 
la  inscripción  un  derecho  personal. 

Sajorna. — Ley  de  hipotecas  de  noviembre  de  1843.— Art.  4.°  Hasta  que  se  haya 
tomado  la  inscripción  en  los  registros  territoriales  é hipotecarios,  existirá  solamen- 
te un  derecho  para  adquirir  la  propiedad,  la  hipoteca  ó los  demás  derechos  reales. 

Soieur e.— código  civil.— Art.  924.  Ningún  cambio  que  sobrevenga  en  un  in- 
mueble 6 en  un  derecho  inscrito,  tendrá  efecto  contra  tercero  si  no  ha  sido  inscrito 
también. 


cr-  ^au<*'  Ley  de  24  de  diciembre  de  1840. — Art.  62.  La  presentación,  la  ins- 
infíiip011-^  \a  rec^cac‘on>  no  ejercerán  ni  para  con  las  partes  ni  para  los  terceros 
0 rprtm!^  i ^UI1p  so^re  *a  vaüdez  ó la  nulidad  de  los  actos  presentados,  inscritos 
desdo  l i , ' n T ,sl.aS  °Perac'oues  servirán  únicamente  para  determinar  la  época 

válidas.  1 * ° ran  Peiiudicar  a terccro  lus  cargas  que  en  ellas  se  espresen  si  son 
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W'smar.  Ordenanza  municipal  de  15  de  mayo  de  1838.— Art.  2.°  La  pro- 
piedad de  bienes  territoriales  no  se  trasmite  ni  se  adquiere  legalmente  sino  por  la 
inscripción  en  el  registro  de  la  ciudad , y solo  por  ella  sin  que  sea  necesaria  la  po- 
sesión. 

En  algunos  Estados , como  en  Bélgica , Bolivia , Estados  Romanos, 
Francia,  Friburgo , Soleure  y Vaud  , está  declarado  que  los  títulos  no  ins- 
critos no  pueden  perjudicar  á tercero  de  buena  fé.  En  otros,  como  en  Ilam- 
burgo,  llesse  y Hungría,  se  ordena  únicamente  que  sean  pospuestos  á los 
inscritos.  Cerdeña,  Islas  Jónicas,  Luisiana  y Parma,  que  en  lo  general  si- 
guen sobre  este  punto  la  doctrina  del  Código  Napoleón,  determinan  que 
los  privilegios  sujetos  á la  inscripción  y no  inscritos  en  los  plazos  prefijados 
por  las  leyes,  no  valgan  mas  que  como  hipoteca,  y no  puedan  perjudicar 
á tercero  sino  desde  la  fecha  de  la  inscripción.  En  todas  estas  legislaciones 
se  ve  dominante  el  principio  de  la  nuestra,  que  es  el  adoptado  por  todas 
ellas  , de  las  cuales  algunas , mas  que  en  el  fondo , se  diferencian  en  la  ma- 
nera de  redactar  la  misma  idea:  esta  es , que  el  derecho  real  sobre  los  bie- 
nes inmuebles  que  no  está  inscrito,  no  perjudica  á tercero. 

Mas  adelante  van  otros  Estados  que  niegan  absolutamente  toda  fuerza 
legal  al  título  que  no  está  inscrito  para  el  efecto  de  producir  derechos  rea- 
les. Así  sucede  en  Holanda,  territorio  de  Mecklemburgo-Shewerin-Stret- 
litz,  Noruega  y Wisraar,  y en  el  proyecto  de  Ley  hipotecaria  de  Ginebra: 
según  las  diferentes  legislaciones  de  estos  pueblos,  la  inscripción  es  el  úni- 
co medio  legal  reconocido  para  dar  existencia  al  derecho  real  en  los  inmue- 
bles. Hay  por  último  otros  Estados,  como  los  de  Polonia  y Sajonia,  donde 
los  derechos  no  inscritos  solo  producen  una  acción  personal. 

En  Breme  se  separa  su  legislación  de  las  demás ; puede  decirse  que  es 
singular  , pues  que  su  efecto  se  reduce  á dispensar  al  acreedor  de  la  obli- 
gación de  hacer  insertar  su  crédito  en  el  libro  de  las  publicaciones  en  caso 
de  venta  pública,  ó de  oponerse  á la  privada,  pero  ni  influye  en  la  validez 
del  derecho,  ni  concede  privilegio. 
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un 


texto  de  la  ley. 


\vt  24.  Los  títulos  inscritos  surtirán  su  efecto  aun  contra 
los  acreedores  singularmente  privilegiados  por  la  legislación 

común  (1). 


Comentario. 


i.  Contra  los  acredores  singularmente  privilegiados. — La  Comisión  de 
Codificación,  en  la  Esposicion  de  Motivos  que  escribió  para  esplicar  los 
fundamentos  de  la  Ley  hipotecaria,  dice  á propósito  de  este  artículo:  «Ya 
«queda  espuesto  anteriormente  que  el  principio  general  de  que  los  títulos 
3>que  han  dejado  de  inscribirse  no  perjudican  á tercero,  es  una  base  de  la 
«Ley.  La  Comisión,  que  lo  ha  admitido  sin  escepcion,  ha  consignado  como 
^consecuencia  indeclinable  que  debía  tener  fuerza  aun  contra  los  acreedores 
«singularmente  privilegiados.  En  esto  ha  reformado  el  antiguo  derecho  tan 
»solo  en  la  parte  que  se  refiere  á las  hipotecas , porque  el  privilegio  nunca 
íha  alcanzado  á los  demás  derechos  reales ; ha  sido  únicamente  una  prela- 
»cion  entre  los  acreedores,  no  estensiva  á los  que  tenían  la  propiedad.» 

El  texto  de  la  Ley  es  tan  claro  que  no  puede  dar  á nuestro  juicio  lugar 
á la  menor  duda.  Ningún  título,  por  privilegiado  que  sea,  que  no  se  halle 
inscrito  en  el  registro  , puede  perjudicar  á tercero  que  sin  conocimiento 
del  gravamen  adquiere  un  derecho  real , sea  de  la  clase  que  quiera,  so- 
bre la  finca.  La  Ley  ha  sido  lógica  , rigurosamente  lógica:  ni  se  ha  parado 
ante  las  razones  que  parecían  mas  equitativas  , mas  dignas  de  atención. 

Así  ha  quedado  derogada,  en  cuauto  puede  perjudicar  á los  que  tie- 
nen inscrito  su  derecho , la  ley  de  Partida  (a),  que  ordena  que  los  gastos 
verificados  en  enterrar  los  muertos,  comprarles  sepultura , llevar  á ella 
los  cadáveres,  velarlos  hasta  este  tiempo,  en  luces , hábitos  y demás  cosas 
que  se  hacen  por  respeto  y consideración  á los  restos  mortales  del  hombre, 


tengan  privilegio  sobre  los  demás  créditos.  Por  lo  tanto,  siempre  que  se 
trate  de  bienes  inmuebles  que  estén  inscritos  á favor  de  un  tercero,  cesa  el 
amplio  privilegio  que  concedió  la  espresada  ley  al  acreedor  de  esta  clase 
cuando  dijo:  «Mas  si  fiziesse  con  intención  de  las  cobrar,  deuelas  auer,  ma- 
»guer  non  las  mande  ninguno  fazer,  maguer  le  contradixessen  que  las  non 
* lziesse>  deuengelas  dar  de  los  bienes  del  muerto  ante  que  paguen  ningu- 
na cosa  de  las  mandas  que  fiziesse  en  su  testamento,  nin  de  las  deudas 

«(•IT  f!Ua’  Gn  cuaWu*er  manera  que  las  deua,  é ante  que  partau  ninguna 
sa  (c  su  auer  los  herederos  que  lo  uieren  que  auer;  solo  que  aquestas 


{n)  uy1¿>'ít  Xlll,  Parí.  i. 


> / .) 


l)E  LA  1'0!™A  Y EFECTOS  DE  LA  INSCRIPCION. 

«despensas  sean  lechas  mesuradamente,  catando  la  persona  de  aquel  ñor 

.que  son  lechas. . Estos  acreedores , llamados,  si  no  por  la  Ley,  a!  menos 

en  la  practica  y en  los  libros  de  derecho,  acreedores  singularmente  privilc- 

g jados,  han  perdido  su  privilegio  respecto  á los  bienes  inmuebles,  cuando 

haya  otro  acreedor  hipotecario  que  tenga  inscrito  sobre  ellos  un  derecho 
real. 

En  el  mismo  caso  están  los  acreedores  por  trabajo  personal  y por  alimen- 
tos, y los  que  en  las  testamentarías  y ab-intestatos  concursados  lo  son  por 
los  gastos  ocasionados  con  motivo  del  ordenamiento  de  la  última  voluntad, 
formación  de  inventario  y diligencias  judiciales,  quedando  bajo  este  aspecto 
modificada  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (a),  y derogadas  todas  las  prác- 
ticas que  en  contrario  hubieren  prevalecido.  Lo  que  dejamos  dicho,  es  apli- 
cable con  mayoría  de  razón  á los  créditos  que  en  contraposición  á los  sin- 
gularmente privilegiados  llaman  los  pragmáticos  meramente  privilegiado, 
que  es  el  que  las  leyes  de  Partida  (b)  concedieron  al  dueño  de  cosas  fungi- 
bles  dadas  en  depósito  ; aunque  bien  entendido  el  texto  legal,  este  privile- 
gio no  parece  haber  sido  estendido  nunca  á los  acreedores  , á cuyo  favor  se 
hallaba  constituida  una  obligación  real  garantida  con  hipoteca.  Debemos 
llamar  aquí  la  atención  á que  según  las  mismas  leyes  de  Partida,  no  solo  la 
hipoteca  especial,  sino  también  la  general  de  todos  los  bienes,  era  preferida 
al  fisco  y á la  dote  cuando  estas  deudas  eran  posteriores  (c). 

Ni  debe  parecer  estraño  que  de  esta  manera  se  altere  el  derecho  ante- 
rior; no  podia  ser  de  otra  manera  si  no  había  de  anularse  en  algunas 
ocasiones  el  principio  dominante  en  la  Ley  de  dar  plena  seguridad  á los 
adquirentes  del  dominio  y de  los  demás  derechos  en  la  cosa.  ¿De  qué  ser- 
viría sino  que  se  declarára  que  los  derechos  del  acreedor  hipotecario  debian 
ser  preferidos  á todos  menos  á los  singularmente  privilegiados,  si  los  eré. 
ditos  de  estos  llegaran  á ascender  á todo  el  valor  de  los  bienes  que  poseyera 
el  deudor?  ¿ Cómo  se  salvaría  tampoco  el  principio  de  la  Ley,  cuando  por 
no  ser  bastantes  los  demás  bienes  del  deudor  se  acudiera  á hacer  pago  en 
parte  á acreedores  singularmente  privilegiados  con  el  producto  de  los  bie- 
nes hipotecados,  dejando  en  descubierto,  aunque  no  fuera  en  el  todo  el 
crédito  hipotecario?  El  legislador,  pues,  no  podría  admitir  el  antiguo  de- 
recho en  este  punto,  dando  preferencia  á los  acreedores  singularmente  pri- 
vilegiados sobre  los  hipotecarios,  sin  falsear  su  obra,  sin  destruir  con  una 

mano  lo  que  con  la  otra  edificaba.  . ..ni  , . 

Y esto  no  envuelve  ningún  principio  de  injusticia.  En  las  palabras  que 

antes  copiamos,  dice  la  Comisión  con  oportunidad,  que  la  prescripción  de 
este  artículo  solo  introduce  variación  en  la  parte  que  se  refiere  a las  hipo- 


Art..  592. 

Lev  9,  tít.  XIII,  Part.  V. 

(á)  Ley  93,  lít.  XII  de  la  misma  Partida. 


(“) 

(4 
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,ons  porque  !a  prelacion  de  los  acreedores  singularmente  privilegiados 
nunca  há  alcanzado  á los  demás  derechos  reales.  Esto  es  verdad:  en  la  prác- 
tica se  han  comprendido  las  leyes  que  hablau  de  estos  privilegios  del  modo 
racional  que  cabia  entenderlas,  del  único  que  era  posible  en  el  espíritu  de 
la  lev  El  que  habia  adquirido  el  dominio  de  una  finca,  el  que  habia  cons- 
tituido á su  favor  una  servidumbre  sobre  ella,  tenían  un  derecho  perfecto, 
completo,  absoluto  en  la  cosa  adquirida;  estaba  su  adquisición  al  abrigo'  de 
todo  ataque  por  parte  de  los  acreedores.  Solo  en  el  caso  en  que  con  fraude 
de  estos  se  hubiera  hecho  la  enagenacioD,  era  cuando  podia  ser  esta  ataca- 
da; pero  prescindiendo  de  las  circunstancias  que  siempre  se  han  exigido 
para  que  la  acción  pauliana  pueda  ser  invocada  útilmente,  de  la  sobriedad 
en  su  estension  y tiempo  de  duración  con  que  se  ha  otorgado  por  las  leyes, 
lejos  de  limitarse  el  beneficio  que  de  ella  podia  resultar  á los  acreedores 
singularmente  privilegiados,  se  estendió  sin  distinción  á todos  por  igual , si 
bien  en  el  caso  de  que  fueran  revocadas  las  enagenaciones,  es  ¿aro  que  los 
acreedores  privilegiados  tendrían  preferencia  sobre  los  simples.  Pero  la  re- 
gla general  y constante  es  que  los  bienes  que  han  salido  del  dominio  del 
deudor  no  son  ya  garantía  de  los  acreedores,  que  estos  nada  pueden  pedir 
respecto  á ellos,  y que  tienen  que  respetar  el  derecho  adquirido  por  otro, 
bien  sea  el  señorío  absoluto,  bien  sea  cualquiera  de  sus  desmembraciones, 
tales  como  las  servidumbres  reales  ó personales.  Esto  supuesto,  ¿qué  razón 
hay  para  que  á la  hipoteca  no  se  le  dé  la  misma  consideración  , la  misma 
importancia  que  á los  demás  derechos  en  la  cosa  inmueble?  La  hipoteca 
modifica  la  propiedad,  disminuye  su  valor,  hace  que  ante  todo  esté  afecta 
al  pago  de  un  crédito:  el  dueño  de  la  finca  hipotecada  ya  no  puede  disponer 
de  la  finca  sin  el  gravámen  que  representa  una  parte  de  ella:  el  que  posee 
una  heredad  de  un  millón  de  reales  sujeta  á un  préstamo  hipotecario  de 
quinientos  mil  que  gravita  sobre  ella,  no  es  ya  en  rigor  para  su  poseedor 
mas  que  la  mitad  de  la  finca , ó si  se  quiere  una  finca  que  vale  quinientos 
mil  reales:  lo  demás  moralmente  no  le  pertenece;  por  esto  seria  injusto  que 
el  acreedor  hipotecario  por  actos,  por  deudas  del  poseedor  viniera  á pagar  lo 
que  no  debia;  por  mas  que  una  deuda  sea  legítima  y sagrada,  nunca  puede 
gravar  bienes  que  no  son  del  deudor.  Esto  es  lo  que  sucede  según  el  ar- 
tículo que  dejamos  comentado,  y con  sobrada  justicia  á lo  que  entendemos. 


LEGISLACION  ANTERIOR  Á LA  LEY  HIPOTECARIA. 

I de  la  Part.  I. — Dejamos  transcrita  en  el  Comentario  la  parte 

esta  Ley  que  tiene  relación  con  el  artículo  que  antecede. 

«olntw  Ir*  ^art-  V.  «Dineros  contados,  ó otra  manera  de  oro,  ó de 

«medir  1 6 ?S  °traS  C°Sas’  que  se  sue,en>  é pueden  contar , o pesar,  o 

»en  guarda  1!!°  * RU,n°  Cn  8uarda  de  oll’°’  si  se  muriesse  aquel  que  la  recibió 
1 l’  qUe  ,a  tornasse>  «al  preuillejo  han  las  cosas  que  son  dadas  en 
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wcondessijo,  que  primeramente  dcuen  entregar,  é pagar  las  cosas  que  fuessen  cn- 
«com  endadas,  que  ninguno  de  los  otros  debdos  que  deuicsc  el  tinado.» 

Ul{  f’  Ht‘  111  de  la  Partida  F.-Tal  priuillejo  ha  el  debdo  de  la  Cámara  del 
Rey,  e otrosí  lo  que  deue  el  marido  á la  muger  por  dote,  maguer  estos  debdores 
sean  postrimeros;  primeramente  deuén  ser  entregados,  la  Cámara  del  Rey  en  los 
bienes  de  su  deudor,  que  otro  ninguno,  á quien  deuiessen  algo.  Otrosí  la  mujer  en 
bienes  de  su  mando;  fueras  ende  en  un  caso;  si  el  debdo  primero  es  sobre  peño 
que  ouiesse  empeñado  á alguno  señaladamente, ó si  ouiesse  obligado  por  palabras 
todos  sus  bienes.  Ca  entonces  tal  debdo,  como  éste,  que  fuesse  primero  ante  deue 
ser  pagado,  que  el  otro  de  la  Carnara  del  Rey,  nin  el  dote  de  la  muger. 

Ley  de  Enjuiciamiento  civil.— Art.  592.  Los  síndicos  dentro  de  los  treinta 
dias  mencionados  formarán  cinco  estados  que  comprenderán: 

El  primero,  los  acreedores  por  trabajo  personal  y por  alimentos. 

Si  se  tratare  de  un  ab-intestato  ó testamentaría  concursada , se  colocarán  en 
este  lugar  y tendrán  derecho  preferente  á cualquier  otro,  los  acreedores  por  los 
gastos  del  funeral  proporcionado  á la  fortuna  y circunstancias  del  finado,  y por  los 
ocasionados  con  motivo  de  la  ordenación  de  su  última  voluntad,  y formación  de 
inventario  y diligencias  judiciales  á que  haya  dado  lugar  la  testamentaría  ó ab- 
intestato. 

El  segundo,  los  hipotecarios  legales  según  el  órden  establecido  por  derecho. 

El  tercero,  los  que  sean  por  contrato  según  su  antigüedad. 

El  cuarto,  los  escriturarios. 

El  quinto,  los  comunes. 

Art.  602.  Pasados  los  ocho  dias  señalados  para  la  impugnación  de  los  acuerdos 
de  las  juntas  de  graduación,  sin  haber  sido  impugnados , se  procederá  al  pago  de 
los  créditos  por  el  órden  establecido,  espidiendo  los  oportunos  mandamientos 
contra  el  depositario  de  los  fondos  para  que.se  verifique. 


LEGISLACION  ESTRANJERA. 


En  las  legislaciones  estranjeras  existen  también  como  en  la  nuestra 
acreedores  privilegiados  en  atención  á la  naturaleza  de  sus  créditos  respec- 
tivos. Las  leyes,  como  sucede  en  España,  las  clasifican  con  cuidadoso  es- 
mero y marcan  la  prelacion  relativa  que  deben  leper  entre  sí:  de  hecho, 
pues,  aunque  no  se  halle  esplícitamenlé  escrito  ni  quepa  en  la  nomencla- 
tura de  las  leyes,  hay  acreedores  que  tienen  el  mismo  carácter  que  los  que 
nosotros  llamamos  singularmente  privilegiados.  Sin  salir  de  los  límites  na- 
turales de  esta  obra,  no  podríamos  esponer  las  disposiciones  especiales  de 
cada  Estado  respecto  á la  materia.  Solo  dirémos  que  por  regla  general  a 
preferencia  de  los  acreedores  sobre  bienes  inmuebles  se  subordina  al  sis- 
tema hipotecario  que  en  cada  Estado  prevalece , y que  por  lo  tanto  es  o 
mas  frecuente  que  los  privilegios  no  inscritos  ó transcritos  no  tengan  uerza 
coutra  los  créditos  inscritos,  y que  la  antigüedad  de  la  transcripción  o e 
la  inscripción  sea  la  que  señale  el  órden  gradual  de  los  acreei  ores  en  os 
bienes  inmuebles,  sin  perjuicio  de  la  mayor  ó menor  prelacion  qifo  es  cor- 
tomo  1. 


578 


TÍTULO  n. 


responda  en  los  muebles.  Por  esto  debemos  aquí  limitarnos  á remitir  á 
nuestros  lectores  á la  legislación  estranjera  que  dejamos  espuesta  al  final 
del  art  23  pág.  571,  y á la  que  cspondremos  después  del  comentario  á los 
artículos  25  y°2 6 de  nuestra  Ley  hipotecaria. 


TEXTO  DE  LA  LEY. 


Art.  25.  Los  títulos  inscritos  no  surtirán  su  efecto  en 
cuanto  á tercero  (1),  sino  desde  la  fecha  de  la  inscripción  (2). 

Art.  26.  Para  determinar  la  preferencia  entre  dos  ó mas 
inscripciones  de  una  misma  fecha,  relativas  á una  misma  fin- 
ca, se  atenderá  á la  hora  de  la  presentación  en  el  regis- 
tro (3),  de  los  títulos  respectivos. 

Comentarlo. 


Reunimos  en  un  solo  comentario  los  dos  artículos  que  preceden , por- 
que realmente  no  comprenden  mas  que  una  sola  idea,  á saber,  la  de  que 
los  títulos  inscritos  no  producen  efecto  contra  tercero , sino  desde  que  se 
inscriben  ; mas  para  ocurrir  á las  dudas  que  podría  suscitar  con  frecuencia 
el  interés  individual  respecto  al  modo  de  considerar  las  fechas,  esto  es,  si 
debería  atenderse  solamente  á ellas,  reputándose  iguales  y sin  preferencia 
entre  sí  dos  inscripciones  sobre  una  misma  linca  hechas  en  un  mismo  dia, 
aunque  á diferentes  horas,  ó si  debería  darse  prelacion  á la  que  de  ellas 
estuviera  hecha  antes,  se  ha  creído  conveniente  comprender  en  dos  ar- 
tículos diferentes  lo  que  realmente  podia  muy  bien  haberse  ordenado  en 
uno.  No  sucede  así  en  las  legislaciones  estranjeras  que  comprenden  gene- 
ralmente en  un  solo  artículo  las  reglas  que  se  refieren  al  tiempo  desde  que 
empiezan  á surtir  efecto  las  inscripciones  como  también  las  prescripciones 
que  reemplazan  al  art.  28  de  nuestra  Ley,  que  tan  íntimamente  ligado  se 
halla  con  el  que  estamos  comentando.  No  debe  sin  embargo  considerarse 
esto  como  reprensible  en  la  Ley:  las  disposiciones  generales  cuya  ejecución 
se  confia  indispensablemente  á muchas  personas,  nunca  pueden  ser  tacha- 
das con  justicia  cuando  para  precaver  torcidas  interpretaciones,  descienden 
a esplicar  lo  que  no  parezca  á todos  igualmente  necesario. 

, j cuanto  á tercero.  —La  esplicacion  de  esta  palabra  está  en  el  ar- 

*?U.  ° t e Ley;  diremos  lo  que  creamos  conveniente  para  su  com- 
pleta inteligencia. 
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2.  Desde  la  fecha  de  la  inscripción.- La  disposición  de  este  artículo  lo 
m'smo  que  as  del  26  y 28,  es  en  realidad  complemento  del  art.  23 , según 
el  cual  el  titulo  no  inscrito  no  puede  perjudicar  á tercero.  Consecuencia  ne- 
cesaria e esto  es  que  no  surta  efecto  contra  el  que  no  intervino  en  el  acto 
o contrato  hasta  e!  tiempo  mismo  en  que  se  inscriba.  De  otro  modo  se  que- 
brantaría el  principio  de  publicidad,  que  es  la  base  fundamental  de  la  Ley 
hipotecaria,  y á pesar  de  toda  la  diligencia  que  empleara  el  adquirente,  ó 
aquel  que  constituyera  á su  favor  un  derecho  real,  podría  ser  defraudado 
por  la  mala  fé  del  que  apareciera  como  dueño  en  el  registro.  Otras  veces  lo 
hemos  dicho:  los  perjuicios  que  puedan  ocasionarse  no  deben  recaer  en  este 
caso  sobre  el  que  bajo  la  garantía  de  las  leyes  adquirió  lo  que,  según  el  re- 
gistro pertenecía  al  que  ya  habia  enajenado,  sino  sobre  el  que  pudiendo 
inscribir  y dar  esta  señal  de  alarma  á cuantos  acudieran  al  registro , y ha- 
cerlos aparecer  en  su  dia  como  adquirentes  de  mala  fé,  dejó  de  hacerlo,  y 
dió  lugar  al  segundo  contrato.  Guarda  armonía  en  este  punto  el  artículo  con 
el  17  de  la  Ley  , según  el  cual,  como  queda  espuesto,  inscrito  en  el  regis- 
tro un  título  de  dominio  no  puede  inscribirse  otro  de  fecha  anterior  por  el 
cual  se  trasmita  ó grave  la  propiedad  del  mismo  inmueble.  También  está 
en  completa  uniformidad  con  el  art.  9.°  de  la  misma  Ley,  el  cual , entre  las 
circunstancias  que  exige  en  las  inscripciones  pone  como  octava,  la  fecha 
de  presentación  del  título  en  el  registro,  con  el  28  , que  establece  que  se 
considera  como  fecha  de  la  inscripción  para  todos  sus  efectos  la  del  asiento 
de  presentación  que  debe  constar  en  la  inscripción  misma,  y con  el  50, 
según  el  cuales  nula  la  inscripción  que  carece  de  la  espresada  circunstan- 
cia octava  del  art.  9.°  Ya  en  otro  lugar  (a)  hemos  indicado  los  puntos  de 
contacto  que  tiene  este  artículo  y el  siguiente  con  el  47 , por  lo  que  sin 
inconveniente  alguno  los  tres  artículos  podriau  formar  uno  solo. 

Conforme  está  con  lo  que  prescribe  el  artículo  que  comentamos  el  Pro- 
vecto de  Código  civil,  cuando  propone  ( b ) que  ninguno  de  los  títulos  sujetos 
á inscripción  surta  efecto  contra  tercero  sino  desde  el  momento  en  que  ha 
sido  inscrito  en  el  registro  público,  en  cuya  frase  implícitamente  se  com- 
prende, no  solo  lo  que  dice  el  art.  25  de  fa  Ley  hipotecaria  respecto  al  día, 
sino  también  lo  que  añade  el  siguiente  en  lo  tocante  á la  hora. 

o A la  hora  de  presentación,  en  el  registro. — Acabamos  de  decir  que 
se  halla  propuesto  esto  mismo  implícitamente  en  el  Proyecto  de  Código  ci- 
vil que  quiere  que  no  solo  se  atienda  al  dia,  sino  también  a la  hora , y lo 
nue  es  más,  al  momento  en  que  se  hace  la  inscripción,  para  que  solamen- 
te desde  él  pueda  perjudicar  al  tercero  el  contrato  ó acto  que  se  inscriba. 
Guardando  consonancia  con  la  doctrina  que  tanto  en  este  como  en  el  ante- 
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KM) 

rior  artículo  se  establece,  hay  también  otro  (a)  del  mismo  Proyecto  de  Cócli- 

civil , que  dice:  <La  preferencia  entre  los  acreedores  hipotecarios  y de- 
» más  adquirentes  de  cualesquiera  otros  derechos  reales  sobre  unos  mismos 
, bienes  inmuebles,  se  regulará  por  la  prioridad  de  la  inscripción  en  el  re- 

»gistro  público.»  ... 

Obsérvese  bien  que  el  artículo,  cuyas  palabras  estamos  comentando,  no 

habla  de  la  fecha  de  la  inscripción,  como  el  25,  sino  de  la  hora  de 
presentación,  ¿habtó  tal  vez  quien  pretenda  suponer  por  esto  que  hay  entre 
ellos  alguna  contradicción?  No  tendría  razón:  la  Ley  debe  examinarse  en 
su  conjunto  para  comprender  la  relación  íntima  que  hay  en  todas  sus  dis- 
posiciones. El  art.  28,  de  que  pronto  trataremos,  dice  que  se  considera 
como  fecha  de  la  inscripción  para  todos  los  efectos  la  del  asiento  de  presen- 
tación, como  ya  hemos  manifestado  en  este  comentario  ; de  modo  que  fecha 
de  inscripción  y fecha  de  presentación  cspresan  una  misma  idea  cuando  se 
trata  del  efecto  de  las  inscripciones. 

Para  dar  mayor  fuerza  y asegurar  la  disposición  de  este  artículo  hay 
mas  adelante  otros  dos  que  vienen  en  su  auxilio.  Estos  artículos  son 
el  238  y el  240.  Ordena  el  primero  que  los  registradores  han  de  llevar  un 
libro  diario  donde  en  el  momento  de  presentarse  cada  titulo , estenderán  un 
breve  asiento  de  su  contenido ; y en  el  segundo  , después  de  establecerse 
que  los  asientos  de  este  libro  han  de  ponerse  por  el  orden  con  que  se  pre- 
senten los  títulos,  se  pone  como  una  de  las  circunstancias  que  deben  tener 
los  asientos  la  hora  de  su  presentación.  Bastan  aquí  estas  indicaciones,  cuyo 
objeto  es  que  aparezca  la  íntima  uuion  que  hay  entre  las  diíjaosiciones  de 
la  Ley  hipotecaria  y la  conveniencia  de  no  considerarlas  ni  apreciarlas  in- 
dividualmente sino  en  su  conjunto  para  que  aparezca  con  claridad  su  enlace 
y dependencia. 


LEGISLACION  ESTRANJEKA  (6). 


Austria. — Código  civil. — Art.  440.  Si  un  propietario  ha  cedido  á dos  perso- 
nas un  mismo  inmueble,  la  propiedad  será  de  aquel  que  primero  hubiere  pedido  la 
intabulacion . 

Art.  441.  La  posesión  legítima  del  nuevo  propietario  comienza  desde  que  el  tí- 
tulo traslativo  del  derecho  de  propiedad  ha  sido  inscrito  en  los  registros  públicos. 

Baviera .—Ley  de  l.°  de  junio  de  1822.— Art.  21.  La  hipoteca  como  derecho 
Ijd  se  adquiere  por  la  inscripción  en  los  registros  públicos,  y únicamente  desde 
momento  de  ella,  sin  distinción  de  si  el  título  es  legal  ó convencional. 

(._¡/  ’ 23‘  ^as  inscripciones  indicarán  el  dia,  mes  y año.  Todas  las  hipotecas  ins- 
°n  e Imsmo  día  s°n  de  igual  fuerza,  á no  ser  que  alguna  de  ellas  tenga  cou- 


(«)  El  art.  1800. 

que  co ricucr dí- n cq1! ^ t kTu To- ° ° 1 a iíl  Ley  hi,1(,U‘carin  ♦ disposiciones 

drucu,0°  Y M que  dejamos  comentados. 
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diArt  '¡>7  Eul'n  C",VÍ1'íUd  d°  conTCnio  “Preso  celebrado  con  anterioridad. 

inscripción.  acreedores  se  rige  únicamente  por  la  fecha  de  la 

Alt.  60.  Los  créditos  inscritos  en  una  misma  fecha  son  satisfechos  á prorata 
av',eora  RhiníBnB . Proyecto  de  Ley  hipotecaria  de  24  de  abril  de  1834.— Ar- 
ICU  ° Sl  un  «amueble  hubiese  sido  enajenado  por  un  mismo  vendedor  á varias 
personas,  el  acto  que  fué  transcrito  primero,  es  el  privilegiado  sin  atender  á la  fe- 
cha en  que  tuvo  lugar.  Si  dos  actos  han  sido  transcritos  en  el  mismo  dia,  será  pre- 
ferida la  primera  inscripción. 

Art.  38.  El  acreedor  que  hasta  el  mismo  dia  de  la  inscripción  ha  adquirido  con- 
tra el  vendedor  un  privilegio  ó una  hipoteca  sobre  la  finca  enajenada,  puede  ins- 
cribir su  derecho  en  los  quince  dias  siguientes  á la  transcripción.  Pasado  este  tiem- 
po no  podrá  hacerlo  respecto  á los  bienes  enajenados  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto 
acerca  del  privilegio  de  los  arquitectos,  empresarios  y constructores  de  obras. 


Bolina  .—Código  civil. — Art.  2137.  Como  el  2113  del  Código  Napoleón  que 
dejamos  copiado  en  la  pág.  571  de  este  tomo. 

Art.  2163.  Como  el  2134  de  dicho  Código  que  después  transcribirémos. 

Art.  2199.  Como  el  2166  de  dicho  Código  que  copiarémos  también. 

Cerdeña .—Código  civil. — Art.  2202.  Los  privilegios  sobre  los  inmuebles  no 
tendrán  efecto  alguno  mientras  no  sean  inscritos  en  el  registro  del  conservador  de 
las  hipotecas  de  la  manera  y en  los  términos  prescritos  por  la  ley. 

Art.  2212.  (Queda  transcrito  en  la  legislación  estranjera  correspondiente  al 
articulo  23  de  la  Ley , pág.  571  de  este  tomo.) 

Art.  36.  Las  hipotecas  voluntarias  guardan  el  órden  gradual  de  la  fecha  de  la 
inscripción. 


Dos  Síoilias. — Código  civil. — Art.  2081.  Si  un  propietario  vende  á dos  per- 
sonas en  distintas  épocas  un  mismo  inmueble,  el  primer  comprador  justificando  su 
adquisición  por  un  acto  público  ó privado,  pero  que  tenga  fecha  cierta,  será  prefe- 
rido al  segundo,  siempre  que  este  no  haya  inscrito  su  título.  El  segundo  compra- 
dor podrá  ejercitar  contra  el  vendedor  la  acción  de  estelionato  y pedir  la  indemni- 
zación de  daños  y perjuicios. 

Art.  2041.  (Es  el  2147  del  Código  Napoleón,  que  en  su  lugar  trascribimos.) 
Estados  Romanos. — Reglamento  legislativo  de  10  de  noviembre  de  1834. — Ar- 
tículo 101.  Los  privilegios  no  inscritos  en  el  plazo  fijado  por  la  ley  no  producirán 
efecto  alguno  sino  desde  el  dia  de  la  inscripción. 

Art  189.  (Queda  ya  copiado  al  final  del  comentario  del  articulo  23,  pág.  571 

de  este  tomo.)  ...  . , 

Francia.— Código  Napoleón. -Art.  2113.  Véase  la  legislación  estranjera  al 


final  del  comentario  al  art.  23,  pág.  571  de  este  tomo. 

Art.  2134.  La  hipoteca  ya  sea  legal,  judicial  ó convencional,  no  adquire  tuerza 
sino  desde  el  dia  de  la  inscripción  tomada  por  el  acreedor  en  el  registro,  en  la  for- 
ma y manera  prescrita  por  la  ley,  sin  perjuicio  de  lás  escepciones  en  ella  estable- 

Art.  2147.  Todos  los  acreedores  inscritos  en  el  mismo  dia  tienen  la  hipoteca  de 
la  misma  fecha,  sin  distinción  de  los  que  han  registrado  por  la  maiiana  o por  la 
tarde,  aun  en  los  casos  en  que  el  conservador  haga  mención  de  esta  circunstancia. 


«t  flTUL0  "■  ' 

Art  2166  Los  acreedores  que  tienen  privilegio  6 hipoteca  inscritos  sobre  un 
inmueble  lo  continúan,  cualesquiera  que  sean  las  manos  á que  pase,  j serán  colo- 
cados v pagados  según  el  drden  de  sus  créditos  é.nscr, perones. 

Ley  de  transcripción  en  materia  hipotecaria  de  23  de  marzo  de  !8S5.-Ar- 
tículo  3.°  Véase  la  legislación  estranjera  al  final  del  comentario  al  art.  23  , pá- 
qina  571  d>6  sste  íotíio . 

Friburgo  (Cantón  de .).-Ley  de  28  de  junio  de  1832.-Art.  2.°  Las  hipote- 
cas privilegiadas  toman  lugar  por  el  órden  de  fechas  de  su  inscripción  en  el  regis- 
^ OCpPnp.inn  de  los  casos- particulares  en  que  la  ley  dispone  otra  cosa.  Las  que 

su 


cas  privilegiadas  loman  jugai  p*  ** 

tro,  á escepcion  de  los  casos- particulares  en  que  la  ley  dispone  otra  cosa.  Las  , 
están  escc})tuadas  de  la  inscripción  toman  su  lugar  por  el  órden  de  fechas  de 
creación. 

Código  civil. — Art.  669 


Como  el  2134  del  Código  Napoleón  que  dejamos 


transcrito. 

Ginebra. —Proyecto  de  ley  hipotecaria  de  diciembre  de  1827. — Art.  48.  En 
la  concurrencia  de  varias  enagenaciones  de  un  mismo  inmueble  el  derecho  real  de 
propiedad  corresponderá  al  adquirente  cuyo  título  se  haya  presentado  antes  á la 
inscripción,  aunque  sea  posterior  en  fecha. 

Art.  49.  Cuando  la  presentación  de  dos  actos  de  enagenacion  se  hace  en  un 
mismo  día,  corresponde  la  preferencia  al  documento  de  fecha  mas  antigua. 

Art.  106.  La  hipoteca  legal  tiene  efecto  respecto  á los  inmuebles  que  han  sido 
especialmente  inscritos. 

Grecia  .—Ley  hipotecaria  de  i i de  agosto  de  1836. — Art.  16.  Como  el  2134 
del  Código  Napoleón  hasta  las  palabras  en  la  forma , desde  las  cuales  queda  supri- 
mido lo  restante. 

Art.  20.  El  dia  de  la  inscripción  determina  el  órden  de  las  hipotecas.  Todas  las 
inscritas  en  un  mismo  dia  ocupan  el  mismo  lugar,  á no  ser  que  dé  preferencia  á 
algún  crédito  el  convenio  espreso  de  los  acreedores.  - 

Art.  46.  Como  el  2147  del  Código  Napoleón  que  en  su  lugar  hemos  transcrito. 

Hamburgo.  — Estatutos  de  1605. — 2.a  parte.  Tít.  V.  Art.  1. — Véase  en  la  pá- 
gina 752  de  este  tomo . Y después  continúa  el  articulo : Los  acreedores  inscritos  en 
el  mismo  dia  ejercen  sus  derechos  proporcionalmente  á sus  créditos. 

Hannover. — Bases  de  la  ley  de  hipotecas  de  1834. — 7.a  El  órden  de  las  hipo- 
tecas generales  y especiales  que  graven  á un  mismo  inmueble  tienen  la  preferencia 
que  les  dá  la  fecha  de  la  inscripción. 

Hess e.— Proyecto  de  Ley  hipotecaria  de  1832. — Art.  15.  La  hipoteca  de  cual- 
quiera clase  que  sea,  no  se  adquiere  sino  por  la  inscripción  en  el  registro. 

Ait.  40.  La  antigüedad  de  la  hipoteca  legal  ó convencional  se  cuenta  desde  la 
de  la  inscripción. 


. °lo"<ía —Código  civil  de  1838. — Art.  1226.  El  órden  de  los  acreedores  hi- 
ap{^a,n0s  Se  P0r  ^ecl,a  de  su  inscripción  en  el  registro.  (Lo  restante  de  este 
Hun^i  C°rí^,  e'  ^®digo  Napoleón  que  dejamos  transcrito  en  su  lugar. 

art í ruin  ^ j °diy°  de  Comercio  de  1842. — Art.  5.°  La  primera  parte  de  esti 
traniem  ° e^Puesta  en  pág.  572  de  este  tomo  al  referir  la  legislación  es- 
de  lTfcclnTt  rníe  **  í aH\  23  • DesP™  *9™  Entre  los  créditos  la  prioridad 
fecha  de  los  créditos 0(511  ^ insciiPCIODes  son  de  UI*a  niisma  fecha,  prevalece  la 
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xn  1 • " Codigo  civil. ~\H.  1950.  Véase  en  la  púg.  572  de. este  tomo. 

Clones  Los  ocrll V nl'8.ucdad  de  las  h‘Potecas  dcP<*de  de  la  fecha  de  las  inscrip- 
señale"  el  ^ " ******  *"  * 

f-nnolá  SÍ  a'8Ua°  ?e  l0S  herederos  vende  á dos  Pegonas  la  misma  finca  en 

P cas  dlvf  seca  preferido  el  pnmero  que  hubiese  transcrito  su  título  justifi- 
cándola adquisición  por  un  acto  auténtico , aunque  el  título  del  otro  sea  anterior 
en  lecha,  salvo  el  recurso  de  éste  contra  el  vendedor. 

Lauemburgo  (Ducado  de...  Dinamarca). — Ordenanza  de  15  de  marzo  de  1836. 
— Art.  3.°  Los  derechos  adquiridos  á título  de  hipoteca  legal  deberán  ser  inscri- 
tos en  el  registro  en  el  plazo  señalado , bajo  la  pena  de  ser  pospuestos  á las  hipote- 
cas inscritas. 


Lucerna.  Ley  de  9 de  octubre  de  1831. — Las  inscripciones  mas  antiguas  son 
siempre  preferidas. 

Luísíana.  Código  civil. — Art.  3241.  Véase  en  la  legislación  estranjera  cor- 
respondiente al  articulo  23  en  la  pág.  572  de  este  tomo. 

Art.  3297.  Como  el  2134  del  Código  Napoleón  que  dejamos  transcrito. 

Art.  3321 . Como  el  2147  del  mismo  Código  Napoleón  copiado  también  antes. 

Mecklemburgo-Schwerin  et  Strelitz  (Territorio  de). — Ley  de  hipotecas  de  1830. 
— Art.  47.  La  inscripción  fija  el  órden  de  los  acreedores  en  perjuicio  de  los  crédi- 
tos anteriores  inscritos  con  posterioridad. 

Parma.— Código  civil. — Art.  2157.  Como  el  2113  del  Código  Napoleón  que 
dejamos  transcrito  en  la  página  572  de  este  tomo. 

Art.  2214.  Como  el  2134  de  dicho  Código,  quitadas  las  últimas  palabras  Sin 
embargo  etc. 

Art.  2234.  Como  el  2166  del  Código  Napoleón  con  la  adición  de  estas  palabras: 
«Los  acreedores  privilegiados  é hipotecarios  no  pueden  ejercitar  sus  derechos  con- 
tra un  tercer  detentador,  si  la  inscripción  no  se  ha  hecho  en  los  cuarenta  dias 
contados  desde  la  transcripción. 

Polonia. — Ley  de  privilegios  é hipotecas  de  26  de  abril  de  1818. — Art.  1 2.  La 
preferencia  del  derecho  real  depende  de  la  anterioridad  de  la  inscripción.  Entre 
las  inscripciones  de  una  misma  fecha  el  órden  de  números  señala  su  preferencia. 
Cuando  varios  documentos  son  presentados  á un  mismo  tiempo  á la  inscripción, 
debe  ser  inscrito  primero  el  de  fecha  mas  antigua.  El  conservador  ó el  notario  es- 
tán obligados  á dar  á las  partes,  cuando  sean  por  ellas  requeridos, ‘un  certificado  en. 
que  conste  el  número  con  el  cual  el  acto  se  halle  inscrito  en  el  registro  hipotecario. 

Prusía  -Código  civil. — Art.  500.  Cuando  una  cosa  está  hipotecada  a diferen- 
tes acreedores  y es  suficiente  para  pagarles,  el  órden  de  pagos  se  hará  según  el  de 

las  inscripciones.  . , , , , . 

Art.  501.  Si  se  presentan  á un  mismo  tiempo  muchos  acreedores  a la  ins- 
cripción se  estará  á lo  que  se  previene  en  la  ordenanza  sobre  las  hipotecas. 

Sajo  oía. — Ley  hipotecaria  de  6 de  noviembre  de  1843.  Art.  50.  La  hipoteca 
ya  sea  legal  ó convencional,  no  se  adquiere  como  derecho  real  sino  por  la  inscrip- 
ción en  los  registros  territoriales  é hipotecarios. 

Sajonia  Weimar .—Ley  de  9 de  mayo  de  1839.— Art.  146  á 149.  La  inscrip- 
ción en  el  registro  fija  el  órden  de  los  acreedores,  á no  ser  que  se  reserven  en  la 
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título  r?. 


inscripción  misma  trochos  d favor  de*  hipotecas  posteriores , » que  se  renuncie  el 

' AYts0  Tí V y U ^inserí tas  en  el  mismo  dia  diferentes  hipotecas  la  prioridad  se 
determina  por  el  órden  de  la  inscripción , ó no  ser  que  se  haya  estipulado  la  con- 

(Cantan  suizo  dél).— Código  civil.-r-Kvt.  1160.  La  hipoteca  produce 
su  efecto  desde  la  presentación  en  el  registro  del  título  en  que  se  establece. 

Toscana. Motu  propio  de  2 de  mayo  de  1836.— Art.  106.  El  órden  y prefe- 

rencia de  las  hipotecas  á escepcion  de  las  espresamente  mencionadas,  se  determina 
por  iá  fecha  de  la  inscripción  en  los  registros  del  conservador  del  distrito  en  que  es- 
tán situados  los  bienes. 

Art.  107.  Como  el  2147  del  Código  Napoleón  que  dejamos  transcrito. 

Vaud .—Código  civil.— Art.  1593.  La  hipoteca  tendrá  la  prelacion  desde  el  dia 
de  la  celebración  del  acto , si  es  que  la  inscripción  tuvo  lugar  en  el  plazo  fijado 
por  la  ley : en  otro  caso  principiará  á contarse  sino  desde  la  fecha  de  la  ins- 
cripción. , 

Ley  de  24  de  diciembre  de  1840.— Véase  en  la  pág . 572  de  este  tomo. 

Wurtemberg,— Ley  hipotecaria  de  15  de  abril  de  1825. — Art.  96.  La  fecha 
de  la  inscripción  ó de  la  prenotacion  legalizada  fija  el  órden  con  que  deben  ser  pa- 
gados los  acreedores  en  caso  de  concurrencia. 

Art.  97.  Los  acreedores  que  han  tomado  inscripciones  sobre  el  mismo  inmue- 
ble y en  la  misma  audiencia,  son  iguales  en  derechos.  El  pago  se  les  hará  en  este 
caso  proporcionalmente,  á no  existir  convención  en  contrario. 

La  íntima  unión  que  tieuen  los  artículos  2o  y 26  de  nuestra  Ley  hipo- 
tecaria con  el  28,  en  el  cual  se  ordena  que  la  fecha  del  asiento  de  presen- 
tación, debe  considerarse  como  fecha  de  la  inscripción  para  todos  los  efec- 
tos que  ha  de  producir,  según  dejamos  espuesto  en  el  Comentario , y el 
estar  comprendidas  y mezcladas  en  las  legislaciones  estranjeras  las  dispo- 
siciones que  á esta  materia  se  refieren  en  unos  mismos  artículos,  nos  han 
movido  á reunir  aquí  también  las  concordancias  del  28  de  nuestra  Ley. 
Así  evitarémos  repeticiones,  no  darémos  lugar  á dudas,  no  incurrirémos  en 
el  grande  inconveniente  de  truncar  los  textos  cuando  no  se  prestan  á ello 
fácilmente,  y consultarémos  á la  claridad. 

Generalmente  las  legislaciones  estranjeras  se  atienen  á la  presentación 
de  los  títulos  en  el  registro  para  señalar  su  preferencia,  y si  bien  ninguna 
se  espresa  respecto  de  este  punto  con  tanta  claridad  como  la  nuestra,  no 

pidUi5eSar*0  ^etenerse  niuc^°  Para  comprender  que  es  el  mismo  su  cs- 

nnp^^US-r^a,^0r  e3emPl°>  antes  de  hacerse  la  inscripción  se  presenta 
in«;rrihFrr0pi<ila^0iUna  nota  ^rnia(^a  Por  él  en  que  espresa  lo  que  quiere 
efectos  finí  a ecía<?eeste  requerimiento  fija,  según  el  artículo  440,  los 

En  iw  inscnPU0I1}  clue  equivale  á nuestro  asiento  de  presentación, 
leía,  aunque  no  se  atiende  á la  fecha  de  la  presentación,  sino  de 
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la  inscripción,  porque  todos  los  derechos  inscritos  en  el  mismo  dia  tienen 
igual  preferencia,  es  necesario  tener  en  cdenla  que  la  Cámara  hipotecaria, 
cuando  no  puede  inscribir  desde  luego  por  defecto  del  título , tiene  que  to- 
mar una  anotación , y por  lo  tanto,  que  la  inscripción  surte  efecto  desde 
el  dia  en  que  se  requiere  la  inscripción,  aunque  el  derecho  real  no  se  crea 
perfecto  hasta  el  asiento  formal  y definitivo. 

En  1a.  Baviera  Rhiniana  nada  se  dice  tampoco  de  asientos  de  presenta- 
ción, pero  el  conservador  debe  inmediatamente,  y con  la  fecha  que  el  no- 
tario le  requiera,  formalizar  la  inscripción:  de  este  modo  la  fecha  de  la  pre- 
sentación del  título  por  el  escribano  en  el  registro  es  la  que  determina  los 
efectos  de  la  inscripción,  puesto  que  es  con  la  que  tiene  que  hacerse. 

Eu  Bolivia,  Luisiana  y Vaud  no  hay  ningún  artículo  igual  al  nuestro, 
pero  su  espíritu  es  el  mismo,  porque  el  conservador  tiene  que  espresar 
hasta  la  hora  de  la  presentación,  y hacer  los  asientos  por  el  orden  de  esta. 

Otros  Estados  hay  por  el  contrario  donde  la  fecha  de  la  presentación  del 
título  en  el  registro  no  tiene  apenas  significación  alguna. 

En  Breme,  por  ejemplo,  según  lo  que  queda  espuesto  en  la  legislación 
estranjera,  correspondiente  al  artículo  23  de  la  Ley,  y que  en  su  lugar  (a) 
queda  transcrito,  la  presentación  del  título  no  influye  en  la  validez  del  de- 
recho hipotecario,  ni  confiere  privilegio  alguno,  limitándose  á dispensar  de 
la  presentación  de  títulos  para  el  caso  de  un  concurso  de  acreedores  ó de 
prelacion  de  créditos  en  el  juicio  ejecutivo. 

Aun  en  las  legislaciones  en  que  se  fija  el  orden  de  la  inscripción  por  la 
lecha  de  presentación  de  los  documentos  en  el  registro,  hay  también  la  dife- 
rencia de  que  unos,  como  Baviera,  Francia,  Ginebra,  Grecia,  Hamburgo  y 
Hungría,  solo  se  atienen  al  dia  en  que  se  verifica  sin  distinción  ni  preferen- 
cia por  las  horas,  y otros  por  el  contrario,  como  Austria,  Baviera  Rhiniana, 
Friburgo,  Islas  Jónicas,  Polonia  y Sajonia-Weimar,  estienden  la  diferencia 
de  fechas  de  la  presentación  hasta  á los  minutos  de  un  mismo  dia.  Esto  es 

lo  que  hace  nuestra  Ley. 

(a)  En  la  pág.  371  de  este  tomo. 
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TOMO  1. 


TÍTULO  II. 
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texto  de  la  ley . 

* 

Arfc  27.  Para  los  efectos  de  esta  Ley  (1),  se  considera 
como  tercero  aquel  que  no  haya  intervenido  en  el  acto  ó 

contrato  inscrito  (2). 


Comcutario. 

1.  Para  los  efectos  de  esta  Ley.— La  palabra  tercero  no  tiene  siempre 
en  el  derecho  la  misma  significación.  No  es  de  esta  obra  detenernos  en  las 
diferentes  acepciones  que  se  le  dan;  nos  limitaremos  á ligeras  indicaciones: 
tercero  en  discordia  se  llama  en  nuestro  derecho  al  árbitro',  al  amigable 
componedor  y al  perito  que  son  llamados  para  dar  su  opinión  cuando  están 
discordantes  otros  árbitros,  amigables  componedores  ó peritos.  Tercero  ó 
tercer  opositor  se  llama  en  el  juicio  ejecutivo  al  que  se  opone  á la  ejecu- 
ción, alegando  ó un  derecho  preferente  al  del  ejecutante  para  ser  antepuesto 
en  el  pago,  ó la  propiedad  de  la  cosa  embargada.  Basta  esto  á justificar  la 
definición  de  la  palabra  tercero , para  los  efectos  de  la  Lev  hipotecaria. 
De  limitaciones  de  esta  clase  tenemos  algún  otro  ejemplo  en  la  Ley  que 
comentamos,  y es  también  frecuente  encontrarla  en  otras. 

2.  Aquel  que  no  haya  intervenido  en  el  acto  ó contrato  inscrito.— Las 
poderosas  razones  que  ha  habido  para  que  la  Ley  hipotecaria  se  limite  á 
consultar  los  derechos  de  los  terceros  que  hayan  sido  perjudicados,  y para 
que  no  estienda  los  efectos  de  la  falta  de  inscripción  á los  mismos  contra- 
yentes, quedan  ya  manifestados  en  los  Prolegómenos  de  esta  obra  (a), 
al  tratar  de  los  fundamentos  capitales  de  la  Ley.  No  pueden  ios  con- 
trayentes alegar  que  ignoran  el  acto  ó contrato  en  que  han  sido  parte:  para 
ellos  hay  publicidad  completa,  esté  ó no  inscrito  el  título  en  el  registro:  la 
taita  de  inscripción  es  imputable  casi  siempre  á ellos  principalmente,  y han 
tenido  abierta  la  puerta  para  reclamarla.  ¿Qué  justicia  habría,  pues,  en  con- 
cederles que  parapetados  tras  una  falta  que  tal  vez  hubieran  cometido  de 
propósito,  se  libertaran  de  obligaciones  que  no  les  eran  tan  ventajosas  como 
creyeron  al  contraerías,  y que  eludieran  así  sus  compromisos?  La  Ley  pues 
ha  sido  previsora  y justa  al  limitar  los  efectos  de  la  inscripción,  á que  se 
eviten  los  perjuicios  al  tercero  que  por  no  tener  participación  en  el  acto 

o contrato  no  tiene  necesidad,  ni  aun  á veces  la  posibilidad  de  cono- 
cerlos. 

Examinemos  ahora  la  definición  que  la  Ley  dá  de  la  palabra  tercero  en 
h*)  En  la  pág.  ‘¿10. 


de  la  forma  y efectos  de  LA  INSCRIPCION.  r,«r 

Í/TJZtqU?  COmentamos:  a1uel’  ”0S  dice,  que  m haya  intervenido  en  el 
acto  o emirato  ««arito.  La  definición  esánncslro  juicio  clara:  en  la  ppácti 

narece  immT'  dara.ProbablcraeIlle  '»«»  algunas  cuestiones.  No  nos 

S»  T “ “ldlCar  aqUÍ’  ’aS  <|UC  desde  lüeS°  ocurren  al  1ue  lee  el 

• ’ ^ a mismo  tlemP°  proponer  la  resolución  que  mas  atinada  nos 

iJcli  H/L» 


. cuestión.  ¿Se  reputará  que  interviene  en  el  acto  ó contrato  el  que 
lo  presencia,  ya  en  el  concepto  de  escribano  actuario,  ya  en  el  de  testigo 
instrumental?  El  tenor  riguroso  de  la  Ley  parece  que  no  considera  como  á 
tercero  a cualquiera  que  esté  presente  á la  celebración  del  acto  ó contrato  en 
uno  de  los  conceptos  que  acabamos  de  indicar,  porque  sin  duda  ha  inter- 
venido en  el  negocio,  aunque  no  sea  con  un  carácter  de  interesado  en  él. 
Hemos  sin  embargo  oido,  y a persona  de  conocida  suficiencia,  opinar  de 
modo  diferente,  y esta  contradicción  nos  pone  en  el  caso  de  decir  algunas 
palabras.  Si  la  intención  de  los  que  formularon  la  Ley  hubiera  sido  la  de 
que  el  escribano  y el  testigo  debían  ser  considerados  como  terceros,  no  hu- 
bieran dejado  de  poner  después  de  la  última  palabra  que  ahora  tiene  el  ar- 
tículo estas  otras,  ¿orno  parte.  Aun  mas:  la  redacción  del  artículo  debería 
ser  en  tal  caso : para  los  efectos  de  esta  Ley,  se  considera  como  tercero  el 
que  no  haya  sido  parte  en  el  acto  ó contrato  inscrito.  A querer  decir  esto,  no 
se  hubiera  redactado  el  artículo  de  una  maneraque  se  prestara  á una  inter- 
pretación que  tanto  distaría  del  espíritu  del  legislador.  Ni  es  de  presumir 
que  la  redacción  del  artículo,  tal  como  está,  sea  efecto  de  descuido  ó negli- 
gencia ; esto  no  cabe  cuando  desde  luego  ocurre  á todo  el  que  tiene  algún 
conocimiento  en  materias  jurídicas,  que  en  el  contrato  ó en  el  acto  que  se 
ha  de  inscribir  intervienen,  además  de  las  partes,  los  testigos  que  lo  pre- 
sencian y el  escribano  que  le  imprime  el  sello  de  autenticidad.  ¿Y  qué  ra- 
zón habría  para  considerar  como  a terceros  al  escribano  y los  testigos?  Nos 
parece  que  ninguna.  No  tiene  buena  fé  el  que  habiendo  presenciado  el  acto 
ó contrato  en  virtud  del  cual  uno  se  ha  desprendido  del  dominio  de  la  cosa, 
y sabiendo,  por  lo  tanto,  y de  ciencia  propia,  que  corresponde  al  que  delan- 
te de  él  la  adquirió,  la  compra,  ó -por  cualquier  otra  clase  de  contratóla  ob- 
tiene del  antiguo  dueño  con  pleno  conocimiento  de  que  no  lo  es,  y apro- 
vechándose del  descuido  que  tal  vez  tenga  el  primer  adqmrentc  en  hacer 
la  inscripción,  se  apresura  á llevar  la  suya  al  registro  para  que  con  arre- 
glo al  artículo  17  no  pueda  ya  inscribirse  aquella  en  que  él  intervino  como 
escribano  ó como  testigo.  Favorecer  esta  adquisición  tan  de  mala  fé  en 
perjuicio  del  que  adquirió  la  misma  cosa  con  buena  fé,  no  sena  moral  ni 
usto-  si  prevaleciera,  se  abriria  ancha  puerta  á lamentables  abusos:  no 
puede  decir  el  que  ha  presenciado  un  acto  ó contrato  para  corroborarlo  con 
su  testimonio,  ó para  autorizarlo  con  la  fé  pública  de  que  es  depositario, 
que  no  tenia  conocimiento  de  él  porque  no  estaba  en  el  registro : esto  sena 


«tf  TÍTUL°  n. 

sobreponer  á la  Verdad,  que  aparece  de  un  modo  evidente  y claro  en  una 
escritura  pública,  la  liccion  de  la  Ley,  que  supone  que  no  se  tiene- conoci- 
miento de  lo  que  consta  en  el  registro.  Creemos  , pues,  que  con  muy  pru- 
dente acuerdo  lia  establecido  la  Ley  que  no  se  consideren  terceros  aquellos 

que  hayan  intervenido  en  el  acto  ó contrato  inscrito,  aunque  sea  como  es- 
cribanos ó como  testigos. 

Pero  la  intervención,  de  que  trata  este  artículo,  debe  ser  directa  y apa- 
recer en  la  escritura  del  acto  ó contrato  que  hayan  presenciado.  Solo  los 
que  aparecen  inscritos  como  presentes  en  las  escrituras , ya  sea  como  par- 
tes, ya  como  autorizantes  ó como  testigos,  tienen  intervención  en  ellas.  Pa* 
sar  mas  adelante  seria  dar  á la  Ley  una  interpretación  que  ni  se  conforma- 
ría con  sus  palabras , ni  con  la  idea  que  la  domina. 

2.a  cuestión.  ¿Se  considerará  que  ha  intervenido  en  el  acto  ó contrato 
el  heredero  de  alguno  de  los  otorgantes?  Respondemos  afirmativamente 
también  á esta  cuestión.  Los  sucesores  universales  no  pueden  ser  conside- 
rados como  terceros  ó como  estraños  á los  actos  de  su  antecesor : son  la 
oontinuacion  jurídica  de  su  persona , son  el  mismo  á quien  sucedieron  por 
ficción  de  la  leV:  no  pueden  así  ser  de  mejor  condición  que  la  que  tendría 
este  si  viviera , y están  por  lo  tanto  obligados  á respetar  sus  enugenaciones 
como  él  mismo  habria  tenido  necesidad  de  hacerlo,  aun  cuando  carecieran 
del  requisito  de  la  inscripción. 

Y esta  doctrina,  que  no  puede  admitir  contradicción,  atendidos  los 
principios  generales  del  derecho,  está  espresamente  corroborada  por  el  dere- 
cho. Ninguno  puede  dejar  á su  heredero  mas  ventajas  que  las  que  él  tenia, 
dijo  el  jurisconsulto  Paulo  en  un  fragmento  que  está  en  el  Digesto  (a)  entre 
las  reglas  del  derecho.  También  entre  estas  ( b ) se  encuentra  otro  fragmento 
de  Ulpiano,  en  el  cual  se  espresa,  que  ¡o  que  perjudica  á los  que  contrage - 
ron , perjudica  también  á sus  sucesores:  y después  (c)  otro  fragmento  de 
Paulo  que  anade:  el  que  sucede  en  los  derechos  y dominio  de  otro,  está  en 
el  mismo  caso  que  él.  Ninguna  duda  cabe  pues  en  que  no  puede  ser  consi- 
derado como  tercero  el  heredero  de  aquel  que  tuvo  intervención  en  el  acto  ó 
contrato  que  dejó  de  inscribirse. 

Y esto  no  se  limita  al  caso  en  que  los  herederos  hayan  aceptado  pura  y 
simplemente  la  herencia,  sino  que  también  es  estensivo  al  en  que  la  reci- 
ban con  beneficio  de  inventario,  porque  este  beneficio  en  nada  altera,  res- 
tringe, amplía  ni  cambia  los  derechos  que  al  heredero  le  corresponden  sobre 
as  cosas  hereditarias,  ya  sean  muebles,  ya  inmuebles,  sino  que  tiene  por 

ll8Breí^  suo  relinquit,  quam  ipse  habuit.  Ley  120,  títu- 

Lev*H3  del°mismo  lítyb  yS™*6™111  °lstat  et  sucess01‘iljus  eoruin  obstabit. 

c)  Qm  m jus,  dommiumve  alteráis  succedit,  juro  ejus  uti  debit.  Ley  177. 
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en,re  los  bienes  ,lcl  finado  * del  succsm  »¡- 

por  hs  ohli^iJ  f U°a1qUe  len,a  este  IlberlándoI°  de  la  responsabilidad 
p ,1  Jas  obligaciones  que  el  antecesor  había  contraído. 

o cuestión.  ¿Se  considerará  que  ha  intervenido  en^l  acto  ó contrato 

rnmn  fCn  ° 1 h¿redero  del  escribauo  que  lo  autorizó  ó del  que  lo  presenció 
como  testigo?  Nos  parece  que  debe  contestarse  negativamente  á esta  pre- 
gunta. No  sucede  en  este  caso  lo  que  en  el  anterior  en  que  reputamos  al 
sucesor  universal  como  la  misma  persona  del  finado.  Esto  que  es  incuestio- 
nable respecto  á las  cosas,  derechos  y obligaciones  trasmitidas,  no  se  es- 
ttende  á lo  que  es  personalismo,  lo  cual  se  estingue  con  la  muerte,  y por 
lo  tanto  es  absolutamente  ageno  á la  herencia  é intrasmisible  al  heredero. 

4.a  cuestión.  ¿Se  considerarán  como  terceros  los  acreedores  que  no 
tengan  un  derecho  real  sobre  la  finca  enagenada,  gravada  ó hipotecada?  ó 
lo  que  es  lo  mismo,  ¿podrán  los  acreedores  quirografarios,  por  ejemplo,  y 
garantidos  de  cualquier  manera  que  no  sea  con  hipoteca,  pretender  que  la 
enagenacion  ó gravamen  que  no  está  inscrito  no  pueda  perjudicarles,  y 
que  deben  ser  reputados  como  terceros  para  los  efectos  de  la  Ley?  Nuestra 
opinión  es  que  no  deben  ser  considerados  como  terceros.  Verdad  es  que  no 
han  intervenido  en  el  acto  ó contrato;  pero  no  debe  perderse  de  vista  que 
todo  lo  que  se  establece  en  la  Ley  respecto  al  conflicto  de  derechos  que 
puede  haber  entre  varios,  se  refiere  solo  á los  derechos  reales.  La  omisión 
en  inscribir  un  derecho  de  esta  clase  en  que  incurre  el  adquireute,  no  in- 
duce á error  á los  acreedores  que  no  han  creido  que  debían  exigir  hipote- 
cas, ó que  no  han  sido  bastante  previsores  para  buscar  su  seguridad  y 
completa  garantía  en  las  cosas  en  lugar  de  confiar  en  las  personas.  No  pue- 
den, pues,  convertir  la  omisión  en  su  provecho,  ni  pretender  que  no  se 
anteponga  á ellos  el  acreedor  hipotecario  que  dejó  de  inscribir,  si  realmen- 
te puede  probar  la  autenticidad  de  su  crédito  real.  Por  la  misma  razón  no 
podrá  el  que  entabla  un  juicio  ejecutivo  en  virtud  de  alguna  deuda  simple, 
y obtiene  embargo  en  una  finca  que  había  sido  vendida  por  su  acreedor  á 
otro,  aunque  no  haya  inscrito  su  dominio,  pretender  que  el  derecho  de  éste 
legítimamente  probado  sea  pospuesto  al  suyo  que  no  tiene  el  carácter  de 
crédito  real,  sino  solo  el  de  personal  (a). 


(a\  No  encontramos  ni  en  nuestra  legislación  anterior  á la  actual  Ley  hipoteca- 
-ria  xii  en  las  estran jeras,  disposiciones  que  definiendo  la  palabra  tercero,  concuer- 
den  con  el  artículo  que  acabamos  de  comentar.  Entre  nosotros,  basta  aquí,  se  lia 
entendido  por  tercero  el  que  no  intervenía  como  otorgante  en  un  acto  ó en  un 
contrato-  la  significación  que  en  nuestro  sentir  tiene  en  Ja  Ley,  según  dejamos  es- 
miesto  es  hoy  mas  estensa.  En  las  legislaciones  estranjeras  se  ha  confiado  su  in- 
ternretacion  a la  práctica.  No  encontraríamos  inconveniente  en  que  lo  mismo  se 
‘ lío  on  la  Lev  sin  que  por  esto  nos  parezca  mal  el  que  se  haya  deseen- 
¡¡¡¡1„“ HcfiXr  lo  que  tai  vez  en  ¡I  silencio  dcl  legislador  daria  lugar  i diferente 
interpretaciones. 


TÍTULO  Ií. 


sao 


TEXTO  DE  LA  LEY.  \ 

Art.  28.  Se  considera  como  fecha  de  la  inscripción  (1) 
para  todos  los  efectos  que  esta  debe  producir,  la  fecha  del 
asiento  de  presentación  (2),  que  deberá  constar  en  la  inscrip- 
ción misma  (3). 

Comentario. 

1.  Se  considera  como  fecha  de  ¡a  inscripción. —La  Ley  fundándose  en 
motivos  notorios  de  justicia,  que  espondremos  en  este  mismo  comentario, 
introduce  aquí  la  ficción  legal  de  que  se  ha  inscrito  un  derecho  cuyo  título 
solo  ha  sido  presentado  en  el  registro.  Este  artículo  28  es  el  complemento 
de  los  artículos  25  y 26,  como  estos  lo  son  del  23.  Están  tan  encadenados 
entre  sí  los  cuatro  artículos,  según  repetidamente  hemos  manifestado,  que 
sin  grave  inconveniente  pudieran  muy  bien  formar  uno  solo. 

2.  La  fecha  del  asiento  de  presentación. — Esto  mismo  está  propuesto  en 
el  proyecto  del  Código  civil  (a),  donde  se  lee:  «Se  considera  hecha  la  ins- 
ícripcion  desde  que  se  ha  tomado  el  asiento  prescrito  en  el  artículo  1882 
»(el  de  presentación),  mientras  no  se  haya  hecho  la  anotación  prevenida  en 
»el  párrafo  2.°  del  artículo  4884.» 

El  comentador  (a)  del  proyecto  del  Código  civil  en  la  parte  referente  á 
la  disposición  que  acabamos  de  trascribir  dice,  que  su  objeto  es  «evitar  to- 
»da  sorpresa  ó fraude  por  parte  del  que,  teniendo  un  derecho  posterior,  se 
«quisiere  adelantar  á otro  que  lo  hubiese  adquirido  primero:  de  este  modo 
»no  podrán  cometerse  abusos  contra  el  hombre  diligente,  y en  esto  se  fun- 
dan las  leyes  que  nos  han  servido  de  guia  en  esta  parte.  Tales  vcomo  la  de 
«Ginebra,  art.  245.» 

Razón  tiene  el  ilustre  jurisconsulto:  á no  establecer  la  Ley  esta  disposi- 
ción, la  inscripción  debería  producir  sus  efectos  solamente  desde  el  día  y 
momento  en  que  se  hiciese:  el  que  hubiera  acudido  á inscribir  sin  perder 
tiempo,  tal  vez  en  el  mismo  dia  en  que  adquirió  el  derecho  que  llevó  al  re- 
gistro, podria  ser  pospuesto  al  que  habiendo  obtenido,  aunque  con  posterio- 
ridad, otro  título,  lo  llevase  también  después  que  el  primero  hubiera'prcscn- 
ta  o el  suyo:  la  amistad  del  registrador,  ó de  alguno  de  sus  dependientes* 
manejos  de  índole  reprobada,  descuidos  lamentables,  pero  no  tan  raros  co- 
en(^r*a  ’ Podrían  así  trastornar  derechos  y causar  perturbaciones 
s as  en  a propiedad  y en  los  demás  derechos  en  la  cosa  inmueble,  todo 


(« 

(« 


Ü 


Art.  1858.  \ 

I).  Cláudio  Antón  Luzuriagn,  según  liemos  dicho  ya  en  otros  logare 
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i’isis  “ de  ia  iey  que  p°r  su  ,a,ia  de  ‘’— 

6"ard“  COn  el  arli™10  ^ darnos  comentando,  el 
- ey  en  que  se  ordena  á los  registradores  que  lleven  un  libro  dia- 

rio en  el  cual  asienten  brevemente  el  contenido  de  cada  título  desde  que 
se  lleve  al  registro,  el  239  en  que  se  establece  que  en  el  diario  se  numeren 
«orre  alivamente  los  asientos  en  el  acto  de  presentarlos,  y el  240  que  pres- 
cribe que  los  asientos  se  estiendan  por  el  orden  en  que  se  presenten  los  tí- 
tulos sin  dejar  claros  ni  huecos  entre  ellos. 

Con  estas  precauciones,  ni  los  adquirentes  que  con  oportunidad  hayan 
presentado  sus  títulos  al  registro,  podrán  ser  perjudicados  por  los  que  acu- 
dan á inscribir  una  adquisición  posterior,  ni  estos  podrán  ser  inducidos  á er- 
ror por  la  falta  de  inscripción,  porque  el  asiento  de  presentación  será  la 
señal  de  alarma  que  les  hará  conocer  que  otro  con  anterioridad  tiene  ad- 
quirida la ‘cosa  ó que  tiene  en  ella  un  derecho  real  que  sigue  á la  finca  y 
á su  poseedor,  cualquiera  que  sea. 

Mas  este  artículo  que  tanta  y tan  absoluta  armonía  guarda  con  el  siste- 
ma y con  el  espíritu  de  que  está  dominada  toda  la  Ley,  ha  dado  ocasión  á 
una  cuestión  empeñadísima  de  que  no  creemos  oportuno  desentendemos  en 
este  lugar. 

Todos  los  efectos  que  ha  de  producir  la  inscripción,  se  dice,  parten,  se- 
gún el  artículo  28  de  la  Ley,  desde  la  fecha  de  la  presentación  del  título  en 
el  registro,  y esta  regla,  tan  rigurosamente  lógica,  atendidos  los  principios 
que  han  prevalecido  en  la  formación  de  la  Ley,  en  el  terreno  práctico  tiene 
que  producir  graves  dificultades.  Para  demostrarlas  sientan  como  base  de 
su  argumento  algunos  artículos  de  la  Ley  y del  Reglamento:  estos  son:  el 
524  de  la  Ley,  el  cual  espesamente  ordena  que  ninguna  inscripción  se  haga 
en  el  registro  de  la  propiedad  sin  que  previamente  se  acredite  el  pago  de  los 
impuestos  establecidos  ó que  se  establecieren  por  las  leyes,  si  los  devenga- 
re el  acto  ó contrato  que  se  pretende  inscribir;  el  art.  24(5,  el  cual  anade 
que  no  obstante  lo  prevenido  en  el  anterior,  podrá  estenderse  el  asiento  de 

ación  antes  que  s 

tal  caso  la  inscripción  y ucvumtuu«^  v* i •>  * 

vista  se  liquide  y satisfaga  el  impuesto,  y ordena  ademas 
. i • j „ a «Mcontíir  pl  líinln  p.n  el  reiris- 


re  el  acto  ó contrato  que  se  pretende 

que  no  obstante  lo  prevenido  en  el  ante.. r 

presentación  antes  que  se  verifique  el  pago  del  impuesto  suspendiéndose  cu 
tal  caso  la  inscripción  y devolviéndose  el  título  al  que  lo  haya  presentado, 
á fin  de  que  en  su  vista  se  liquide  y satisfaga  el  impuesto,  y ordena  ademas 
que  pagado  este  vuelva  el  interesado  á presentar  el  titulo  en  el  regis- 
tro y se  estienda  la  inscripción:  y por  último  el  articulo  14  del  Heg  amen- 
to general  para  la  ejecución  de  la  Ley  que,  conforme  con  el  24b  ya  referido 
dispone  que  presentado  el  título  en  el  registro  y entendido  en  el  acto  el 
asiento  de  presentación , el  registrador  devuelva  el  documento  al  interesa- 
do á fm  de  que  acuda  con  el  á pagar  el  derecho  de  hipotecas,  si  lo  deven- 
•-•are  el  acto  Partiendo  de  estos  antecedentes  y teniendo  en  cuenta  también 
que  el  articulo  16  del  Reglamento,  establece  que  la  inscripción  debe  luicer- 
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se  ñor  los  registradores  dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  al  do  la  presen-  . 
lado n de  la  carta  de  pago  del  impuesto  cuando  lo  devengare  el  acto  ó con- 
trato inscrito,  hacen  el  siguiente  argumento:  si  la  presentación  del  título 
en  el  registro  basta  para  que  surta  electo  contra  tercero,  ¿quién  querrá  pa- 
gar el  impuesto  para  una  inscripción  definitiva  que  nada  añade  á la  validez 
de  ios  derechos?  Nadie  será  tan  pródigo,  se  añade,  que  dé  su  dinero  para 
asegurar  un  derecho  que  ya  lo  está  gratuita  y suficientemente  (a).  Para 
quc° aparezca  mas  claramente  esta  cuestión,  se  ha  puesto  el  ejemplo  que 
trascribimos  literalmente  por  la  claridad  con  que  está  redactado.  «El  com- 
prador de  un  inmueble  presenta  su  título  en  el  Registro,  y el  Registrador, 
ícunipliendo  lo  prevenido  en  el  art.  246  de  la  Ley,  estiende  en  el  Diario  el 
«asiento  de  presentación,  y devuelve  el  documento  al  interesado,  á fin  de 
«que  pague  en  la  Recaudación  del  derecho  de  hipotecas  el  dos  por  ciento 
»del  valor  de  la  finca  que  es  el  impuesto  que  se  halla  establecido  para  las 
«ventas.  Mas  el  comprador  no  verifica  el  pago,  ni  por  consiguiente  vuelve 
»al  registro,  porque  comprende  que  sus  derechos  quedaron  ya  asegurados 
«por  el  asiento  de  presentación,  y sabe  que  en  cualquier  tiempo  que  obten- 
ga la  inscripción,  ha  de  aprovecharle  como  si  la  obtuviere  desde  luego, 
«toda  vez  que  sus  efectos  se  han  de  retrotraer  á la  fecha  de  la  presentación 
»del  título  en  el  registro,  según  la  declaración  del  artículo  28  de  la  Ley. 
«Entre  tanto,  la  Hacienda  pública  no  cobra  el  derecho  de  hipotecas,  ni  el 
«Registrador  los  honorarios  del  asiento.  Y aunque  para  el  pago  del  impues- 
to pueda  apremiarse  al  interesado,  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 21  del  Real  decreto  de  26  de  noviembre  de  1852,  no  puede  hacerse  lo 
«mismo  para  obligarlo  á inscribir,  porque  derogadas  las  disposiciones  de 
«la  legislación  fiscal  que  fijaban  plazo  para  la  inscripción,  y que  estable- 
*cian  penas  contra  los  morosos,  no  cabe  ya  el  apremio.  De  aquí  se  sigue 
«que  el  citado  artículo  28  puede  originar  muchos  abusos,  por  haber  esta- 
«blecido  que  los  efectos  de  la  inscripción  se  produzcan  desde  la  fecha  de  la 
«presentación  y no  desde  la  inscripción  misma  (¿).» 

Nunca  hemos  presentado  como  débiles  los  argumentos  que  tienen  al- 
guna fuerza : nunca  tampoco  hemos  adoptado  el  sistema  de  contestar  con 
desden  á observaciones  juiciosas  y razonadas  para  disminuir  su  impor- 
tancia. Otra  cosa  es  lo  que  exije  la  buena  fé;  otro  es  nuestro  sistema:  cuando 


pn  >1  , vSlas  P[eSuntas  hace  nuestro  colaborador  D.  Telesforo  Gómez  Rodríguez 
ti>aKa;nX^me  . e Ia  Ley  hipotecaria  y del  Reglamento  dictado  para  su  ejecución, 
mo  XX  pTgr5°7  611  nueslra  general  de  Legislación  y Jurisprudencia.  To- 

i)  e^mp,l0’  *-al  como  lo  copiamos,  está  redactado  por  nuestro  colaborador 

u-  «ermeneaddo  María  Rm*  ««  i ....‘i- 


ñas  obircinnL  7°  ^aria  ^Ul/J  en  un  artículo  que  con  el  título  de  Solución  de  algu- 
Z7doTlt.taS  arla  MV  hipotecaria , la  visto  la  luz  en.  nuestra  Revista  ge- 
Lev.  s¡  , ^unsVrndencia,  en  cuyo  artículo  defiende  lo  ordenado  en  la 

dose  en  razones  diferentes  de  lar,  que  aquí  alegamos.  Tomo  XIX, 
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“ '!Ul^rf'"e“l°  PrC^“,ad0  Puc<lc  scr  victoriosamente  combatido, 
tan  selos  de  ntlÍTe  ° “T  «'*”**  Cpi"¡0n ; cuan(l°  “ ^lan.os 

mas  detenidas  , u*  mamfflamos  co“  desconfianza , y por  último,  cuando 
ma,  detenidos  estudios  nos  hacen  conocer  que  hemos  incurrido  en  akun 

error,  miramos  como  el  primero  de  nuestros  deberes  rectificarlo.  No  nos 

separaremos  en  este  lugar  de  lo  que  siempre  hemos  practicado. 

íA  impuesto  hipotecario  ha  sido  una  de  las  dificultades,  talvez  la  mayor, 
con  que  ha  tenido  que  luchar  la  reforma.  Su  funesta  influencia  en  lodo 
lo  que  se  refiere  á la  ley  hipotecaria  no  podia  pasar  inapercibida  para  la 
Comisión  de  Codificación , como  tampoco  para  los  Cuerpos  Colegisladorcs: 
en  la  Introducción  histórica  hemos  manifestado  también  nosotros  la  opinión 
desfavorable  que  nos  merece  considerado  bajo  el  punto  de  vista  del  derecho 
civil  (a).  Anatematizado  por  el  ilustre  Jovellanos  que,  después  de  decir  que 
la  alcabala  le  parecía  siempre  digna  de  su  bárbaro  origen,  la  reputaba  como 
mas  gravosa  cuando  se  cobraba  de  la  venta  de  las  propiedades,  y desfavo- 
recido por  la  opinión  pública  fué  impugnado  en  nuestras  Cortes  al  tratarse 
de  la  Ley  hipotecaria  como  un  mal  que  era  indispensable  remover,  para  que 
se  dejaran  sentir  en  toda  su  estension  los  buenos  efectos  que  se  esperaban 
de  la  gran  reforma  que  se  hacia.  Una  voz  muy  autorizada  (b)  criticó  en  el 
Senado  el  proyecto,  porque  impedia  la  inscripción  en  el  registro,  si  antes 
no  se  hacia  constar  el  pago  del  impuesto  señalado  en  la  legislación  vigente 
al  acto  ó contrato,  en  virtud  del  cual  se  trasferia  el  dominio : decía  que  esta 
prescripción  equivalía  á destruir  por  completo  el  sistema,  que  la  ley  se  hacia 
para  asegurar  la  trasmisión  de  la  propiedad,  para  dar  garantías  á los  que 
la  adquirieran,  para  que  todo  propietario  tuviera  sus  títulos  conocidos; 
que  se  introducía  de  este  modo  el  espíritu  fiscal  que  todo  lo  corrompía, 
cuando  se  mezclaba  en  las  leyes  del  orden  civil;  que  retraía  al  propietario  y 
al  adquirente  de  dar  publicidad  á sus  actos  neutralizando  el  interés  que  te- 
nían en  hacer  constar  sus  derechos;  que  el  registro  de  la  propiedad  se  con- 
vertía en  una  oficina  de  contribuciones,  y que  esto  era  desnaturalizarlo  por 
completo.  Otro  Senador  que  ocupa  el  primer  puesto  en  la  magistratura  (o) 
sostenía  que  las  trabas  para  el  cumplimiento  de  la  Ley  empezaban  desde 
que  el  ejercicio  del  derecho  ó de  la  obligación  de  inscribirse  gravaba  con  el 
impuesto  , que  en  el  mismo  momento  un  hecho  útilísimo  en  s,  dejaba  de 
efectuarse,  que  el  impuesto  era  el  origen  de  las  dificultades,  que  se  había 
llegado  al  estremo  de  que  los  que  legislaban  sobre  el  si  siena  hipotecario 
fueran  los  Ministros  de  Hacienda,  y de  declararse  hasta  por  dos  cédulas  de 
una  misma  fecha,  que  el  derecho  hipotecario  era  una  de  las  reñías  del  Esta- 
do; calificaba  además  el  impuesto  de  renta  exhorbitanle,  de  contribución 
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, fin  hiccr  las  inscripciones,  y anadia  que  el  interés  in. 
absurda  que  re  r . jnYeD(ar¡a  multitud  de  medios  para  eludir  la 

Ley1 '“y  qite  I ta  reforma  hipotecará  no  produciría  los  resollados  que  debía  y 

q,1Vlttauel  mismo” tiempo,  con  motivo  de  la  votación  de  los  presupuestos, 
s„  lcvantaba  otra  voz  cu  el  CoDgreso  de  Diputados  (a),  calificando  el  ¡m- 
núes  lo  de  hipotecas  de  odiosísimo,  de  vejatorio,  de  anti  económico  y de  in- 
compatible con  la  reforma  propuesta  en  la  legislación  hipotecaria.  Dccia 
que  en  esta  se  buscaba  «dar  seguridad  y certeza  á la  propiedad,  evidenciar 
» los  derechos  reales  que  la  afectan , dar  así  garantía  á aquellos  que  hubie- 
ran de  hacerla  objeto  de  sus  pactos,  promover  la  mayor  frecuencia  de  las 
«transacciones,  animar  la  circulación  del  dinero,  dar  así  vida,  vigor  y cre- 
cimiento al  crédito  territorial  tan  decaido,  y que  en  un  dia  con  su  desarro- 
llo llamaria  en  auxilio  de  la  agricultura  los  mismos  capitales  que  solo  bus- 
caban su  beneficio  en  las  especulaciones  del  comercio  y de  la  industria.» 
Y después  de  hacerse  cargo  de  que  para  obtener  este  resultado  se  establecía 
el  registro  especial  y público,  pero  voluntario  de  las  propiedades  y de  los 
derechos  que  las  afectaban,  anadia:  «¿Y  cómo  queréis  pedir  la  declaración 
»de  la  verdad  al  propietario,  la  confesión  de  la  verdad  á los  labios  cid 
«contrayente,  si  le  ponéis  la  mordaza  de  la  contribución,  si  escitais  el  intc- 
»rés  individual  hasta  cierto  punto  en  contra  de  los  fines  que  la  Ley  nueva 
»se  propone?  ¿No  veis  que  el  deseo  de  eludir  toda  la  violencia  del  im- 
puesto ha  de  dar  ocasión,  como  se  ha  dado  tantes  veces,  al  fraude,  á la 
«ocultación,  al  engaño?  Que  tales  perjuicios  ha  traído  siempre  aquel  im- 
«pucslo,  garantido  por  el  odioso  cortejo  de  la  fiscalización,  de  la  inquisición 
>mias  inmoral  que  penetra  en  el  seno  de  las  familias  para  llevarlas  el  tras- 
torno, el  pánico,  los  disgustos,  la  delación,  la  denuncia,  las  multas  mas 
«cxhorbilantes.  Por  eso  es  incontrovertible  que  los  beneficios  que  debiera 
«acarrear  la  próxima  reforma  hipotecaria,  se  verán  coartados,  cercenados 
»casi  esterilizados  por  el  impuesto  de  hipotecas. » 

Tales  y tan  acerbas  calificaciones  se  dieron  en  las  Córtes  al  impuesto 
hipotecario,  considerándolo,  y fundadamente,  como  la  mayor  dificultad  con 
que  tenia  que  tropezar  la  Ley  hipotecaria. 

Pero  al  lado  de  tantas  observaciones  hay  otro  hecho:  este  es,  que  el  im- 
puesto hipotecario  que  gravaba  la  propiedad  inmueble,  cuando  el  proyecto 
c a rt  oima  se  discutía  en  las  Cortes,  no  ha  llegado  á suprimirse,  y que 

“ “to*68  presupuestos  para  1861 , 1862 , y primer  semestre 
j v Ó’  a su*r*d°  alteración  alguna.  Y es  que  cuando  llega  el  momento 
o ai  se  e presupuesto  de  ingresos,  suelen  fracasar  los  mas  ardientes  de- 
lire ie  1800?  li0pe7'  ('an0  en  la  sesion  ,lel  Congreso  de  Diputados  de  i 7 de  diciem* 
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seos  de  que  desaparezcan  algunos  impuestos  ante  los  inconvenientes  que 
ofrecen  el  aumento  de  los  antiguos,  ó el  reemplazo  de  otros  n^ameTc 

Hd  ■ I°n  ?*  ,nueslia  parte’  consid«fatnos de  suma  importancia  la  supresión 
del  impuesto  hipotecario,  , dudamos  mucho  que  el  que  le  sustituya  “pueda 

causar  mas  periurhac.on  eu  el  derecho  de  propiedad,  único  aspecto  bajo 
c cual  tratamos  aquí  de  esta  materia.  No  es  decir  esto  que  tampoco  lo  crea- 
mos sostemble  bajo  el  aspecto  económico,  el  cual,  en  todo  caso,  debería 
subordinarse  al  orden  civil,  y mucho  menos  que  estemos  dispuestos  á dar 
nuestro  asentimiento  á la  paradoja  que  hemos  oido  sostener  con  aplomo  á 
personas  de  talento,  de  que  el  impuesto  que  grava  la  transferencia  de  la 
propiedad  inmueble,  no  perjudica  á las  transacciones  que  sobre  ella  se  ha- 
cen, ni  las  dificulta  ni  impide  nunca,  y que  en  lugar  de  oponerse  al  desen- 
volvimiento del  crédito  teritorial,  lo  favorece. 

¿Qué  eslraño  es  en  virtud  de  todo  esto  que  la  Comisión  de  Codificación 
escribiese  el  art.  24b  de  la  Ley  en  relación  con  el  29  que  estamos  comentan- 
do/ Los  que  redactaron  la  Ley  tenían  que  detenerse  ante  la  legislación  fis- 
cal, que  no  podían  cambiar.  Hicieron  lo  que  pudieron  para  salvar  los  inte- 
reses civiles,  esperando  confiadamente, á que  llegara  el  tiempo  en  que  el  im- 
puesto dejara  de  abrumarlos.  No  propusieron  que  fueran  obligatorias  las 
inscripciones,  al  menos  de  una  manera  directa,  establecieron  en  el  proyecto, 
que  lodo  lo  relativo  al  cumplimiento  y ejecución  de  la  Ley  hipotecaria 
fuese  de  la  esclusiva  competencia  del  Ministerio,  á quien  está  encomendada 
la  vigilancia  sobre  pronta  y recta  administración  de  justicia,  y procuraron 
en  cuanto  alcanzaban , que  el  interés  fiscal  no  se  sobrepusiera  al  civil. 
¿Pudieron  ir  mas  adelante?  Nos  parece  que  no. 

La  Comisión  de  Codificación,  como  todas  las  que  están  encargadas  de 
auxiliar  al  Gobierno,  no  tiene  mas  atribuciones  que  las  que  se  refieren  al 
cometido  que  especialmente  se  le  ha  confiado,  y por  lo  tanto,  por  mucho 
que  lamentara  los  inconvenientes  del  impuesto , no  podia  en  la  redacción 
del  proyecto  proponer  su  supresión,  ni  aun  su  reforma,  empresa  por 
otra  parte  de  éxito  imposible  para  ella:  tenía  así  que  aceptar  el  orden 
económico  establecido,  armonizar  prudentemente  con  él  su  obra,  y dejar 
íntegra  la  cuestión  del  impuesto  hipotecario  á las  Córtes  y al  Gobierno,  que 
eran  los  que  en  las  leyes  de  presupuestos  debian  acudir  al  remedio,  si  es 
que  lo  estimaran  conveniente  y practicable.  Entre  tanto  había  que  con- 
siderarse subsistente  el  impuesto  y no  dar  ocasión  á que  bajo  el  pretesto  de 
evitar  defraudaciones  al  Erario,  se  entrometieran  los  empleados  en  la  recau- 
dación de  las  contribuciones,  y las  numerosas  cohortes  de  investigadores  a 
convertir  los  registros  de  la  propiedad  en  oficinas  del  Ministerio  de  Hacien- 
da Así  lo  procuró  hacer  en  cuanto  alcanzaba,  sin  otorgar  ninguna  conce- 
sión al  impuesto  que  no  fuera  absolutamente  necesaria  para  contener  as 
exigencias  fiscales  que  de  tanto  favor  sueleo  gozar  cuando  se  trata  de  las  Je- 
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• k „ * L-m  mal  paradas  quedan  frecuentemente , cuando  se 

ves  económicas,  y consideración  los  derechos  civiles.  Un  Senador  á 

lucTn lechemos  aludido  decía  á este  propósito  en  las  Córte»  (a)  que  al  hacer 
lo  araumeotos  de  que  se  habla  valido  contra  el  impuesto  porque  gravaba, 
áhriimaba  é inutilizaba  el  proyecto  de  reforma  hipotecaria , no  dirigía  un 

ó nhra  norque  esta  no  lo  era  de  contribuciones , ni  procedía 
de!  Ministerio  de  Hacienda,  ni  era  tributario  , ni  tema  que  hablar  de  eso, 
aue  hacia  todo  lo  que  podía  para  aligerar  el  registro,  que  sus  autores  habían 
comprendido  que  no  estaba  todo  en  su  mano  y que  habían  aceptado  lo  que 
no  podían  menos  de  aceptar,  para  que  no  se  creyera  que  habían  á su  vez 
invadido  un  terreno  que  les  estaba  vedado.  Estas  mismas  ideas  fueron  sos- 
tenidas por  la  Comisión  del  Senado  que  presentó  á este  Cuerpo  su  dictá- 
men  sobre  el  proyecto  (b).  También  nosotros  tuvimos  la  honra  de  mani- 
festar nuestra  opinión  en  el  mismo  (c)  acerca  del  particular,  contestando 
á los  que  deseaban  que  se  hiciera  una  separación  absoluta,  entre  lo  que  se 
referia  á las  leyes  civiles  y fiscales.  No  creemos  inoportuno  trascribir  aquí 
algunas  de  nuestras  observaciones.  «La  Comisión»,  decíamos,  «cree  haber 
«adelantado  estraord inariamente  en  este  camino.  Hoy  las  hipotecas  y todo 
«lo  que  á este  punto  se  refiere,  depende  del  Ministerio  de  Hacienda;  por 
«esta  ley  se  quita  del  Ministerio  de  Hacienda  para  llevarlo  al  de  Gracia  y 
«Justicia:  no  predomina  absolutamente  el  interés  del  fisco;  este  no  es  el 
«que  se  considera  en  la  ley,  y la  prueba  está  en  que  á nadie  se  le  impone 
«la  obligación  de  inscribir;  el  que  quiere  inscribir,  lo  hace;  el  que  no 
«quiere,  no  inscribe:  el  que  no  inscribe,  no  debe  quejarse  si  después  se  le 
«sigue  perjuicio,  perjuicio  que  no  le  es  lícito  alegar  contra  un  tercero  que 
«inscribió.  Pero  la  Comisión  no  podia  desentenderse  del  actual  estado  de 
«las  cosas,  ni  de  que  hay  leyes  que  por  la  adquisición  de  la  propiedad 
centre  vivos  y por  las  sucesiones  en  determinados  casos  imponen  derechos 
«llamados  hipotecarios;  no  podia  negar  que  esto  es  una  parte  de  las  con- 
tribuciones públicas,  y por  lo  tanto  tampoco  debía  autorizar  que  se  lle- 
gasen á registrar  los  documentos  ó escrituras  en  que  los  interesados  no 
'-hubiesen  cumplido  con  un  requisito  fiscal  indispensable.  ¿Qué  dirían  los 
•hombres  de  Hacienda,  qué  diría  el  Ministro  del  ramo,  si  se  admitieran  los 
* registros  sin  que  se  pagasen  los  derechos?  Bastante  se  hace,  y es  mucha 

conquista  no  obligar  á todos  á registrar,  dejándolo  á la  voluntad  de  los  in- 
teresados.» 

mkinnS^arCCj  ’ atend*do  1°  dicho,  que  está  por  completo  justificada  la  Co- 
meut„  UT re  ,act  Pr°yect0  de  Ley  hipotecaria,  y que  quedan  bastante- 
ica  as  as  tazones  que  tuvieron  los  Cuerpos  colegisladorcs  para 

R!  sí:  A ¡ varezVn  'oí  S oín dn°  ‘cSe* Í0 W (le  novieil‘hre  de  1860. 

*>  ‘a  ^ionVlf^¡^0n  dcI  27  Sembré. 
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no  separarse  de  la  regla  que  en  el  art.  245  se  establece.  El  deseo  de  la  Co- 
miMon  fue  sobre  todo  evitar  que  el  Fisco  y los  intereses  fiscales  intervinie- 
ran para  nada  en  los  registros  y dar  la  garantía  al  Erario  de  que  ningún 
deice  10  se  inscribiría  definitivamente  sin  que  antes  estuviera  satisfecho  el 
importe  que  adeudara;  pero  consultando  ante  todo  el  orden  civil,  que  tan 
interesado  se  halla  en  que  la  propiedad  inmueble  esté  bien  garantida  y 
bien  definidos  todos  los  derechos  reales  á que  se  halla  afecta. 

Con  estas  espiraciones,  que  hemos  creído  preliminares,  convenientes  para 
contestar  á la  dificultad  propuesta,  diremos  que  á la  Ley  hipotecaria  no 
tocaba  buscar  la  manera  de  asegurar  el  pago  del  impuesto,  que  bastante 
aguijón  es  para  el  efecto  la  acción  de  los  agentes  investigadores,  las  multas, 
los  apremios  y todos  los  recursos  de  la  Administración  para  la  exacción  de 
las  contribuciones,  y que  el  registro,  aunque  no  directamente,  viene  á auxi- 
liar á la  Administración,  porque  por  los  asientos  de  presentación  salen  al 
público  las  adquisiciones  que  se  han  hecho  de  transferencias  de  propiedad, 
que  estando  sujetas  al  impuesto,  no  lo  han  satisfecho.  No  debía  ir  mas  allá 
la  Ley  en  este  punto,  y nunca  debia  hacer  prevalecer  el  interés  económico 
y fiscal  sobre  el  civil.  Tal  vez  á esta  última  consideración  pudo  contribuir 
que  no  se  fijara  un  término  fatal  dentro  del  cual  caducaran  los  asientos  de 
presentación  considerándose  cancelados  de  derecho. 

Queda  pues  establecido  que  la  Ley  hipotecaria  en  lugar  de  quitar  en 
este  artículo  combinado  con  el  246  facilidad  al  Erario  para  recaudar  el  im- 
puesto, mas  bien  le  facilita  hacerlo  efectivo.  Después  de  todo,  no  nos  pa- 
rece dudoso  que  los  que  paguen  el  impuesto,  acudirán  á los  registradores 
para  convertir  los  asientos  de  presentación  en  inscripciones:  su  propio  in- 
terés es  el  mejor  aliciente  que  para  ello  tienen,  porque  su  titulación  no 
puede  considerarse  completa  mientras  el  derecho  adquirido  no  esté  inscrito, 
y siempre  que  traten  de  enagenar  ía  finca  tropezarán  con  una  dificultad 
que  tendrán  que  vencer  antes  de  que  se  dé  por  satisfecho  el  adquirente  de 
la  bondad  de  su  título,  no  en  sí  mismo,  sino  por  la  falta  de  estar  inscrito, 
porque  la  inscripción  es  el  complemento  del  asiento  de  presentación. 

Los  que  creen  que  la  Ley  no  debia  haber  tenido  en  este  punto  tanta 
indulgencia , no  lijan  su  atención  sobre  los  inconvenientes  que  en  el  orden 
civil  resultarían  de  que  por  no  haberse  pagado  el  impuesto  ó por  no  haberse 
hecho  constar  en  el  registro,  caducara  el  asiento  de  presentación.  ¿No  podría 
suceder  que  el  que  vendió  una  ünca  fundándose  en  que  por  el  lapso  del 
tiempo  halu a caducado  el  asiento  de  presentación,  se  creyera  con  derecho 
de  volver  á venderla  á un  tercero  cometiendo  ast  un  verdadero  estelionato  y 
un  fraude  indigno?  ¿Podría  In  Ley  tomar  bajo  su  protección  esta  conducta? 


un  irauuc  iuuig»w  ¡ uu..»  ...  — ¿ . 

No : la  Lev  cumplió  su  propósito:  para  su  sistema  bastaba  que  constara  cu 

las  oficinas  del  registro  la  presentación  del  título:  esta  era  la  voz  de  alarma 
<pie  daba  á los  terceros  adquirentes;  después  de  estar  escrito  esto, 


TÍTULO  II. 


„ i. n n^r-ÁcL&r  menos  solemne  en  el  registro,  no  debía  borrarse 
ci  beneficio  solo  del  anfígno  poseedor  que  por  completo  se  había  despren- 
do del  derecho  enageoado.  Lo  contra™  serta  mtroductr  alarma  en  los 
derechos  civiles,  sacrificarlos  injustamente  al  interés  económico  y dar  lugar 
á actos  inmorales. 

Esplicados  ya  los  motivos  de  este  artículo,  esta  manifiesto  su  espíritu, 
v el  testo  por  sí  mismo  no  puede  dar  lugar  á dudas,  porque  se  halla  redac- 
tado con  bastante  claridad  á lo  que  entendemos : por  esto  no  entramos  en 
la  refutación  de  alguna  opinión  que  no  es  favorable  á la  interpretación 
que  dejamos  espuesta. 

Un  Real  decreto  dado  en  2 de  noviembre  de  1861  refrendado  por  el  Mi- 
tro de  Hacienda,  en  que  se  dictan  varias  medidas  relativas  á la  administra- 
ción del  impuesto  de  hipotecas  para  cuando  empiecen  á regir  la  Ley  hipo- 
tecaria y el  Reglamento  formado  para  su  ejecución,  ha  introducido  mayores 
dificultades  por  lo  que  hace  al  tiempo  en  que  debe  satisfacerse  el  im- 
puesto: nos  limitamos  aquí  á hacer  esta  indicación  que  tendrá  mas  opor- 
tuno lugar  en  otro  comentario  (a). 

Que  deberá  constar  en  la  inscripción  misma.—  Así  lo  dice  tambienda 


O, 


circunstancia  8.a  del  art.  9.°  de  la  Ley  que  en  su  lugar  hemos  comentado. 
Todavía  en  ella  está  redactado  con  mayor  precisión  el  precepto  que  aquí, 
porque  á las  palabras  fecha  de  presentación  del  titulo  en  el  registro,  añade 
con  espresion  de  la  hora.  De  estas  palabras  hemos  ya  dicho  en  otro  lugar  ( b ) 
lo  conveniente  (c). 


(а)  En  el  del  art.  246. 

(б)  En  el  núm.  20  del  comentario  al  art.  9.°  de  la  Ley.  Véase  la  pág.  245  de 

este  tomo.  J id 

(c)  Ninguna  disposición  existe  en  nuestra  legislación  anterior  á la  Lev  hinote- 
iw!,,!!C/|iar  C analogía  con  lo,  que  prescribe  el  artículo  que  queda  esplicado. 

fJTentari°  aj  °iS  artlcldos  25  y 26  pusimos  la  legislación  estranjera 
que  entonces  espSis^0  aS  concordancias  de  los  trcs  artículos  por  las  razones 


de  La 
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TEXTO  DE  LA  LEY. 

nroo^  /i^'  T°d0  ^ei.ec^°  rea*  9ue  se  ^a»a  mención  es- 
P a ( ) eft  'as  inscripciones  ó anotaciones  preventivas  (2) 

aunque  no  esté  consignado  en  el  registro  por  medio  de  una 
inscripción  separada  y especial  (3),  surtirá  efecto  contra  ter- 
cero desde  la  fecha  del  asiento  de  presentación  (4)  del  título 
respectivo  (5).  . 

Esceptúage  únicamente  la  hipoteca  (6),  la  cual  no  surtirá 
efecto  contra  tercero , si  no  se  inscribe  por  separado. 

Lo  dispuesto  en  el  párrafo  primero  de  este  artículo  (7)  se 
entenderá  sin  perjuicio  de  la  eficacia  de  ia  obligación  de  ins- 
cribir especialmente  los  derechos  reales  mencionados  en  otras 
inscripciones  (8),  y de  la  responsabilidad  en  que  pueda  incur- 
rir el  que  deba  pedir  la  inscripción  en  casos  determinados  (9). 

Comentario. 


1.  Mención  espresa.— Fíjese  bien  la  atención  en  la  palabra  espresa, 
puesta  de  propósito  en  el  artículo  para  evitar  que  á fuerza  de  deducciones  y 
conjeturas  se  suponga  como  implícitamente  inscrito  lo  que  no  lo  está  de  un 
modo  claro  é indudable,  convirtiéndose  asi  en  daño  del  tercero  lo  que  no  pu- 
do conocer.  La  Ley  se  limita  aquí  á dar  importancia,  consideración  y efec- 
tos de  derecho  inscrito  al  que  no  tiene  una  inscripción  separada  y especial, 
pero  para  ello  es  menester  que  aparezca  clara  y evidentemente  del  regis- 
tro. Dar  mayor  ampliación  al  testo  de  la  Ley  seria  poner  el  artículo  que  co- 
mentamos en  notoria  contradicción  con  el  principio  de  publicidad  que  es  el 
cardinal  que  la  domina. 

2.  Inscripciones  ó anotaciones  preventivas.— Y ¿por  qué  la  Ley  no  com- 
prende aquí  al  lado  de  las  inscripciones  y anotaciones  preventivas  los  asien- 
tos de  presentación?  La  contestación  es  sencilla;  porque  según  las  circunstan- 

' cias  secunda  y tercera  del  art.  9.°  de  la  Ley  deben  constar  en  las  inscrip- 
ciones °las  condiciones  y cargas  de  cualquiera  especie  de  derecho  que  se 
inscribe  é igualmente  las  del  derecho  sobre  el  cual  se  constituya  el  quesea 
objeto  de  la  inscripción,  lo  que  debe  observarse  también  en  las  anotaciones 
preventivas  según  el  artículo  72  que  en  su  lugar  comentarémos:  nada  de 
esto  sucede  en  los  asientos  de  presentación  que,  como  se  espondrá  oportu- 


(¡00 


título  ií. 


, ni  o, líenlo  240,  no  deben  contener  las  espr osadas  circuslnncias. 

"T" IZveuo  csl<!  consignada  en  el  refero  por  medio  ,lc  mn  inserí,,- 
. ,,  rvu’riül  - Todos  los  títulos  en  que  se  constituyen,  reeouo- 

c'cT  Sita D,  irasladan  ó cslingucn  cualesquiera  derechos  reales  en  cosas 
inmuebles  deben  inscribirse  en  el  registro  con  arreglo  al  articulo  segundo 

• Lev  ’ Esta  inscripción  naturalmente  y en  la  mayor  parte  de  casos  será 

* ° arada”  v especial,  y por  lo  tanto  cada  título  debe  tener  su  inscripción. 
Pw^como  sucederá  frecuentemente  que  por  consecuencia  de  lo  prevenido 
en  los  artículos  9.°  y 72  de  la  Ley  haya  inscripciones  y anotaciones  preven- 
tivas en  las  que  entre  las  condiciones  y cargas  del  derecho  que  se  inscriba, 
ó sobre  el  cual  se  constituya  el  que  sea  objeto  de  la  inscripción,  aparezcan 
algunas  que  no  se  hallen  inscritas  especialmente,  podria  suscitarse  la  duda 
de  si  la  inscripción  indirecta  pero  espresiva,  clara  é indudable  de  tales  con- 
diciones ó cargas  debería  perjudicar  al  tercer  adquirente:  en  una  palabra  si 
la  inscripción  indirecta,  en  lo  que  se  reíiere  á un  tercero,  tiene  la  misma 
fuerza  que  la  directa,  determinada  y especial.  No  debió  parecer  difícil  la 
resolución  á la  Comisión  codificadora  fijándose  en  el  principio  cardinal  de  la 
Ley.  Este  es  que  no  perjudique  á tercero  el  acto  ó contrato  de  que  no  haya 
podido  tener  conocimiento  por  el  registro;  el  que  compra  una  finca  en  cuyo 
título  registrado  aparece  que  está  gravada  con  un  censo,  ó que  se  halla 
afecta  á una  servidumbre,  por  mas  que  dejen  de  estar  inscritos  separada  y 
especialmente  Ja  servidumbre  ó el  censo,  no  puede  pretender  sustraerse  de 
considerar  vigentes  y en  toda  su  fuerza  los  derechos  reales  que  se  constitu- 
yeron en  contratos  ó actos  en  que  él  no  intervino  en  verdad,  pero  de  que 
tiene  el  mismo  conocimiento  que  si  hubiera  intervenido  y que  son  tan  públi- 
cos en  el  registro  como  aquellos  que  tienen  una  inscripción  separada  y es- 
pecial. Con  buena  fé  no  podria  pues  el  adquirente  sostener  que  la  finca  ad- 
quirida estuviera  libre  de  carga  ó servidumbre:  la  ficción  de  la  ley  que  su- 
pone que  el  tercero  ignora  lo  que  no  consta  en  el  registro,  no  puede  ir  tan 
allá  que  se  ponga  contra  la  verdad  demostrada  de  las  cosas:  el  legislador  es 
parco  en  las  presunciones  que  establece,  y siempre  hace  que  cedan  ante  la 
evidencia  contraria  de  los  hechos.  Sirva  de  ejemplo  de  esto  lo  que  sucede 
respecto  á la  condición  de  los  hijos  para  los  electos  de  la  legitimidad.  La 
ey  por  altas  consideraciones  de  moralidad,  por  respeto  justo  al  vínculo  nía* 
rimonial,  poi  motivos  indisputables  de  orden  social  y de  conveniencia  pii - 

icu  a raitidos  por  la  legislación  de  todos  los  pueblos  cultos  establece  el 
'°S  ^°S  nac^0s  cn  la  casa  conyugal  son  legítimos:  la 
n ^ a C\  es^  (íuem  niípti<£  demonstrant  es  de  derecho  universal,  pero 
dismiinhif3  )ILP0Qe  ^ ‘a  vert*ad  cuando  llega  á demostrarse  de  un  modo  in- 
habia  motiv!!*6  n°  iay  ltirmÍQOS  hábiles  para  la  presunción  de  la  ley.  No 

‘os  P ri n ci p ios  wú  v cr sates  de ^ demedio! ^ ^ hip°tecaiia  d° 
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4.  Dea, Je  Ja  fecha  del  asiento  de  presentación- En  el  asiento  depreden- 
tanon  no  se  hace  espresion,  según  queda  dicho,  de  las  condiciones  v car- 
gas del  derecho  cuyo  documento  se  ha  llevado  al  registro:  ¿en  qué  se  fun- 
da pues,  tal  vez  senos  preguntará,  que  puedan  perjudicar  á tercero  dere- 
chos  que  no  constan  de  manera  alguna  en  las  oficinas  de  los  registradores? 
¿¡No  taita  en  este  caso  la  publicidad  base  de  la  ley?  ¿y  lo  que  no  es  públi- 
co debe  perjudicar  por  ventura  al  que  no  ha  sido  parte  en  el  contrato  ó acto 
en  que  se  ha  consignado?  Quizá  á estas  consideraciones  se  añada  la  de  que 
del  mismo  modo  que  es  justo  que  lo  que  conste  en  el  registro,  aunquesea 
indirectamente  y sin  inscripción  ó anotación  preventiva  con  tal  que  aparez- 
ca de^un  modo  evidente,  perjudique  á tercero,  es  injusto  que  se  convierta 
en  daño  de  este  lo  que  no  pudo  calcular  ni  inferir  en  el  silencio  del  asiento 


de  presentación,  sacándose  de  aquí  un  argumento  de  inconsecuencia  con- 
tra la  Ley  y atribuyéndose  á los  que  la  redactaron  contradicciones  en  el 
desenvolvimiento  del  principio  cardinal  que  la  domina.  A estas  observacio- 


nes que  á primera  vista  no  dejan  de  aparecer  fundadas,  splo  dirémos  que 
la  Ley  no  debió  exigir  en  los  asientos  de  presentación  todas  las  circunstan- 
cias que  en  las  inscripciones  y anotaciones  preventivas  por  las  razones  que 
oportunamente  espondremos,  y que  su  objeto  es  dar  un  aviso  á los  que  quie- 
ran adquirir  ó constituir  derechos  reales  sobre  los  inmuebles,  de  que  hay 
otros  derechos  pendientes,  y q,ue  si  no  están  aun  inscritos , tienen  el  dere- 
cho de  serlo  anteponiéndose  á los  que  en  adelante  puedan  inscribirse.  Este 
aviso  es  bastante  puraque  los  adquirentes  estén  apercibidos,  y no  se  enga- 
ñen si  toman  las  medidas  convenientes  al  efecto,  examinando  la  escritura 
que  resulta  presentada  pero  no  inscrita.  El  que  desatiende  esta  señal  de 
alerta  que  se  le  dá,  no  tiene  motivo  para  quejarse  de  los  perjuicios  que 


pueda  ocasionarle  su  incuria. 

Solo  nos  resta  añadir  aquí,  que  esta  parte  del  artículo  es  unaesplicacion 
del  28  en  que,  según  queda  espuesto,  se  considera  como  fecha  de  la  inscrip- 
ción la  del  asiento  de  presentación  para  todos  sus  efectos. 

5.  Del  título  respectivo.— No  puede  caber  la  menor  duda  que  el  título 
de  que  aquí  habla  la  Ley,  es  el  de  la  inscripción  ó anotación  preventiva  en 
el  cual  se  haga  mención  espresa  del  derecho  real  que  no  esté  consignado  en 
el  registro  por  medio  de  una  inscripción  separada  y especial.  La  redacción 
de  este  artículo  no  admite  otra  interpretación  que  tampoco  cabria,  atendido 


el  espíritu  que  domina  en  todo  él. 

g Esceptúase  únicamente  la  hipoteca. — Diferencias  importantes  hay  en 
la  Ley  entre  las  inscripciones  de  las  hipotecas  y las  de  los  otros  derechos 
reales.  No  es  este  el  lugar  en  que  debemos  tratar  de  ellas;  basta  hacer  esta 
indicación  que  tiene  su  prueba  en  muchos  artículos  de  la  Ley  hipotecaria. 
Aquí  solo  dirémos  que  esta  disposición  está  ligada  íntimamente  con  otras 
análogas,  y especialmente  con  las  que  ordenan  que  el  registro  se  divida  en 
tomo  i.  1 


«02 


. título  n. 

• - Iinn  t]n  1a  propiedad , y de  las  Hipotecar,  la  otra  {a),  y que 

dos  sección  . , • libros,  uno  por  orden  de  fechar,  y otro  por  orden 

esta  ultimase  ilev  , _ a|  scí¡alar  j0  quc  debe  contener  cada  uno  de 

alfabético  ( ).  c el  pr¡mero  los  asientos  de  todas  las  inscripcio- 

r.'SST' - n ?*“  “ ’ "•  ¡“ 

■ - nuc  i ellas  hacen  referencia  (c),  y por  ultimo  con  las  que  desen- 
todas  las  formalidades  y efectos  de  lo  que  en  los  libros  se  inserí- 
l,e  (d)  Cuando  tratemos  de  esta  materia  aparecerán  los  fundamentos  que 
hav  para  establecer  esta  diferencia  en  los  libros  del  registro. 

7 En  ei  párrafo  primero  de  este  artículo—  Es  decir,  con  relación  á las 
inscripciones  y anotaciones  preventivas  en  general,  pero  con  escepcion  de 

las  hipotecas.  - 

8.  Sin  perjuicio  de  la  eficacia  de  la  obligación  de  inscribir  especialmen- 
te los  derechos  reales  mencionados  en  otras  inscripciones.— No  liberta  la 
Lev  de  hacer  una  inscricion  separada  y especial  de  los  derechos  en  las  co- 
sas inmuebles  á aquellos  en  cuyo  favor  aparezcan  mencionados  estos  en  el 
registro  con  motivo  de  otras  inscripciones  en  que  incidentalmente  consten, 
y con  especialidad  en  virtud  de  lo  ordenado  en  los  arts.  9.°  y 72  de  la  Ley: 
se  limita  á declarar  que  lo  inscrito  perjudique  á tercero,  en  lo  que  ha  con- 
sultado á la  moralidad  poniendo  coto  á la  mala  fé  del  que  sabiendo  por  una 
inscripción  del  registro  que  el  inmueble  se  hallaba  gravado  y habiéndolo 
adquirido  en  esta  inteligencia,  quisiera  eludir  las  cargas  á que  estaba  afecto, 
alegando  que  no  aparecían  inscritas  especial  y separadamente  á pesar  de 
que  no  podía  menos  de  tener  pleno  conocimiento  de  su  existencia. 

Consecuencia  es  del  precepto,  que  comprenden  las  palabras  que  comen- 
tamos, que  la  mención  espresa  en  las  inscripciones  y anotaciones  preven- 
tivas que  no  tengan  consignación  en  el  registro  por  medio  de  una  inscrip- 
ción separada  y especial,  no  bastará  para  que  el  registrador  deje  de  suspen- 
der ó denegar  la  inscripción,  con  arreglo  al  art.  20  de  la  Ley  que  ya  hemos 
comentado,  mientras  no  se  haga  previamente  la  inscripción  omitida  median- 
te la  presentación  del  título  correspondíate  ó eu  su  defecto  la  inscripción 
de  posesión  en  los  términos  que  la  Ley  ordena  eu  sus  arts.  597  al  410. 

Consecuencia  es  igualmente  de  las  mismas  palabras  que  estamos  espli- 
camo,  que  la  mención  espresa,  que  no  sea  una  inscripción  separada  y es- 
pual,  no  será  bastante  para  que  se  considere  cumplido  el  artículo  590  de 
°.l^en  1 (Ilie  no  sc  admita  en  los  Juzgados,  Tribunales,  Consejos 
icmas  mnguu  documento  ó escritura,  de  que  no  se  haya  tomado  razón 
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en  el  registro  cuando  por  él  se  constituyan,  trasmitan,  reconozcan,  modi- 
fiquen o cstingan  derechos  sujetos  á inscripción. 

Por  último  en  nada  mengua  la  mención  espresa,  de  que  trata  el  artícu- 
lo que  comentamos,  la  obligación  de  pedir  la  inscripción  que  impone  la  Lev 
á determinadas  personas,  materia  de  que  no  debemos  hablar  aquí  por  ha- 
ber otros  lugares  á que  corresponde  su  esplicacion.  Nos  limitaremos  solo  á 
recordar  que  antes  de  ahora  hemos  tralado4  de  la  obligación  que  tienen 
los  escribanos  que  autoricen  títulos  y las  autoridades  que  los  espidan,  cuan- 
do no  median  aquellos  funcionarios,  de  exigir  la  inscripción  de  los  actos  ó 
contratos  en  que  se  reserve  cualquier  derecho  á personas  que  no  hayan  si- 
do parte  en  ellos,  cuando  el  interés  de  estas  resulte  del  título  mismo  ó de 
los  documentos  ó diligencias  que  se  hayan  tenido  á la  vista  para  su  espe- 
dicion. 

9.  Responsabilidad  en  que  pueda  incurrir  el  que  deba  pedir  la  inscrip- 
ción en  casos  determinados.— -Consiguiente  es  lo  que  aquí  se  dice  de  la  re- 
gla que  acaba  de  sentar  el  mismo  §.  3 del  artículo  que  comentamos.  Si 
la  mención  espresa  en  otra  inscripción  ó anotación  no  minora  la  obligación 
especial  de  inscribir  los  derechos,  es  claro  que  los  que  dejen  de  cumplir 
con  este  deber,  no  pueden  declinar  la  responsabilidad  que  les  toca  por  la 
inejecución  del  precepto  legal  á que  faltaron.  No  es  ocasión  aquí  de  tratar 
de  esta  responsabilidad:  en  otros  artículos  de  la  Ley'  será  lugar  mas  ade- 
cuado, ni  podriamos  hacerlo  sin  faltar  á nuestro  método  (a). 


TÍTULO  11. 


flOl 

TEXTO  DE  LA  LE'Í- 
Art.  30.  Las  inscripciones 
de  los  títulos  espresados  en  los 
artículos  2.p  y 5.°  (1),  á escep- 
cion  del  de  hipoteca  (2),  serán 
nulas  (3),  cuando  carezcan  de 
las  circunstancias  comprendi- 
das en  los  números  l.°,  2.°, 
3.°,  4.%  5.°,  6.°  y 8.°  del  ar- 
tículo 9.°  (4),  yen  el  núm.  l.° 
del  art.  13  (5). 

Las  inscripciones  de  hipo- 
tecas serán  nulas , cuando  ca- 
rezcan de  las  circunstancias 
espresadas  en  los  núms.  l.°, 
2.°,  3:°,  4.°,  5.°  y 8.°  del 
mismo  art.  9.°  (6). 


TEXTO  DEL  REGLAMENTO. 

Art.  38.  Los  jueces  y tribunales  an- 
te quienes  se  reclamare  sobre  la  nulidad 
de  una  inscripción,  lo  pondrán  en  co- 
nocimiento del  registrador  respectivo. 

El  registrador,  el  mismo  dia  en  que 
reciba  el  oficio  del  juez,  pondrá  una  nota 
marginal  á la  inscripción  reclamada,  en 
esta  forma: 

«Reclamada  la  nulidad  por  D...  N 

en  el  juzgado  de Escribanía  de 

(Fecha  y media  firma .)» 

Art.  39.  Si  se  desechare  la  reclama- 
ción de  nulidad,  también  pondrá  el  juez 
en  conocimiento  del  registrador,  la  eje- 
cutoria que  así  lo  declare,  á fin  de  que 
cancele  la  nota  marginal  que  queda  refe- 
rida, por  otra  inmediata,  diciendo: 

, «Desechada  la  reclamación  de  nulidad 
indicada  en  la  nota  que  precede , por 
ejecutoria  de  ( tal  fecha ) ( Media  firma  y 
' fecha.)» 

Art.  40.  Declarada  la  nulidad  de  una 
inscripción  , mandará  el  juez  cancelarla 
y estender  otra  nueva  en  la  forma  que 
proceda,  según  la  Ley. 

Esta  nueva  inscripción  no  surtirá 
efecto  sino  desde  su  fecha. 


Comentario. 


1.  Títulos  espresados  en  los  artículos  2.°  y 5.° — Nada  debemos  añadir 
á lo  que  acerca  de  los  títulos  á que  se  refiere  este  artículo,  dijimos  en  los 
coraeutarios  de  los  que  aquí  se  citan. 

A escepdon  del  de  hipoteca. — Esta  escepcion  se  esplica  en  el  párrafo 
segundo  del  artículo.  Aquí  tiene  solo  por  objeto  modificar  la  regla  general 
que  establece  en  el  párrafo  primero  respecto  á Jos  títulos. 

o.  Seián  nulas.— Es  decir,  que  se  tendrán  como  no  hechas  las  inscrip- 
cioncs  por  la  omisión  de  cualquiera  de  las  circunstancias  "que  aquí  se  es- 
esan,  y que  por  lo  tanto  no  producirán  efecto  alguno.  Consecuencia  de 
(,U?  ulando  se  haga  una  inscripción  válida  en  lugar  de  la  antigua, 
hizo  nftdn-V  08  C!ecl0s  dc  la  nueva  se  contarán  desde  el  dia  en  que  se 
e d,*Uc  011  (lue  luvo  h*oar  la  primitiva  que  adolecía  del  vicio 
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radical  é insubsanable  de  nulidad.  Esta,  que  es  la  interpretación  natural  de 

^,|L5'  , “ ‘n!>y°r  imP°rlancia  por  haberse  así  declarado  en  el  articulo  40 
del  Reglamento,  que  ponemos  al  frente  de  este  comentario,  v de  que  mas 
adelante  nos  harémos  cargo.  > 4 

. I ,¿Por.íJllé’  Podrá  preguntarse,  debe  pararen  perjuicio  del  que  llevó  el 
titulo  a la  inscripción  la  omisión  del  registrador  que  por  descuido,  por  ig- 
norancia, por  mala  fé  ó por  cualquier  otro  motivo,  haya  dejado  de  inscri- 
bir alguna  de  las  circunstancias  consideradas  por  la  Ley  como  esenciales,  y 
cuya  falla  en  el  registro  produce  la  nulidad  de  toda  la  inscripción?  Este  ar- 
gumento tendría  una  fuerza  decisiva,  sino  pudieran  ios  interesados exami nat- 
ías inscripciones  y exigir  que  se  incluyeran  en  ellas  todas  las  circunstan- 
cias que  la  Ley  prescribe:  pero  como  no  es  así,  debe  cada  uno  coadyuvar 
con  su  diligencia  á que  la  Ley  sea  bien  aplicada,  y los  que  no  lo  hagan,  im- 
putarse á sí  mismos  la  omisión  que  los  perjudique.  En  efecto,  mas  adelan- 
te otro  artículo  de  la  Ley  (a)  previene  que  los  interesados  en  una  inscrip- 
ción, anotación  preventiva  ó cancelación,  pueden  exigir  que,  antes  de  hacer 
en  el  libro  el  asiento  principal,  se  les  dé  conocimiento  de  la  minuta  del  mis- 
mo asiento,  pedir  que  se  subsanen  los  errores  y omisiones  importantes  que 
noten,  y en  el  caso  de  que  el  registrador  se  niegue  á hacerlo,  acudir  al  He- 
gente  ó á su  delegado,  los  cuales  deciden  en  los  términos  que  al  efecto  se 
establecen.  No  es  decir  esto  que  se  liberte  á los  registradores  de  la  respon- 
sabilidad justa  en  que  por  sus  actos  hayan  incurrido  : no  es  esta  la  doctri- 
na de  la  Ley,  ni  tampoco  la  nuestra:  el  principio  contrario  domina  en  todo 
el  derecho  moderno,  y no  habrá  quien  se  atreva  á combatirlo.  La  Ley  hi- 
potecaria ha  ido  en  este  camino  tan  allá  como  era  posible.  Vigilantibus  jura 
sucurrunt,  decían  nuestros  padres:  la  Ley  no  debe  empeñarse  en  tener  en 
tutela  perpétua  á sus  subordinados:  bástale  proporcionarles  los  medios  ne- 
cesarios para  que  puedan  garantir  todos  sus  derechos:  el  que  no  los  apro- 
vecha, no  puede  quejarse  con  razón  de  los  perjuicios  que  experimente. 

4.  Circuntancias  comprendidas  en  los  núms.  4.°,  2.°,  3.°,  4.°,  5.°,  (i.u ¡j 
8 ° del  art.  9.° — Lo  primero  que  ocurre  preguntar  cuando  se  lee  este  ar- 
tículo, es,  si  según  él  son  nulas  las  inscripciones  solamente  cuando  carecen 
de  todas  las  circunstancias  espresadas  en  los  referidos  números  y en  el  l.° 
del  art.  43,  ó si  basta  que  se  omitan  los  requisitos  de  uno  de  ios  núme- 
ros. Prescindiendo  aquí  de  las  cuestiones  á que  puede  dar  lugar  e deseo 
de  aclarar  la  Ley  á fuerza  de  analizar  sus  palabras  y de  forzarlas  tal  vez, 
nos  parece  que  el  sentido  mas  natural  que  de  ella  se  deduce  es  que  basta 
que  falten  los  requisitos  de  uno  de  dichos  números  para  que  la  .nscnp- 
llevo  en  su  seno  el  vicio  de  nulidad.  A darse  oirá  inteligencia  a la  Ley, 
vendría  á resultar  ,,ue  este  articulo  estaña  escrito  para  un  caso  unpos.blc, 


(a)  Art.  2i»2. 


TITULO  II. 


• no  existiese,  porque  realmente  no  podría  lia* 

c|  de  de  una  >«scripci  q d t0¿as  jas  circunstancias  que  se  exigen 

maFse ¡ifripcionlaquo cuecicr  ¡ ar[fcu|o  que  coraentamos. 

PcrHncoatrals  que  la  Ley  espesamente  resuelve  este  punto  cu 

1 , % ei  cuai  trata  después  de  la  ormsion  que  no  es  de  lodos 

los  requisitos  comprendidos  en  alguno  de  los  números  referidos,  y declara 
que  no  procede  la  nulidad  sino  en  el  caso  de  que  llegue  k producir  error  y 

perjuicio.  De  todo,  podemos  inferir:  . 

Io  Que  cuando  ia  inscripción  carece  de  todas  las  circunstancia  prescri- 
tas en  loé  números  mencionados  en  este  artículo,  no  es  inscripción,  y por  lo 
tanto,  no  há  lugar  á su  nulidad. 

2.°  Que  cuando  se  omiten  todos  los  requisitos  prevenidos  en  alguno  de 
los  números  espresados,  la  inscripción  es  nula. 

5.°  Que  cuando  se  espresan  algunos  de  los  requisitos  de  un  número  y se 
omiten  otros,  solo  se  declarará  nula  la  inscripción  en  el  caso  de  que  la  omi- 
sión llegue  á producir  error  ó perjuicio. 

En  el  comentario  al  artículo  32  quedará  completamente  esclarecida  esta 
materia. 

Por  lo  demás,  lo  prescrito  en  este  artículo  es  sencillo , pero  no  por  eso. 
deja  de  ser  importantísimo,  porque  divide  las  circunstancias  que  debe  tener 
la  inscripción , y que  oportunamente  quedan  espuestas,  en  unas  que  son 
esenciales,  y en  otras  que  no  se  hallan  en  este  caso,  y cuya  falta  de  espre- 
sion,  aunque  no  se  halle  ajustada  á la  Ley,  deja  intacta  la  fuerza  de  lo  que 
está  inscrito. 

Si  fijamos  ia  atención  en  unas  y otras  circunstancias , desde  luego  se 
comprenderán  los  motivos  que  ha  habido  para  establecer  la  diferencia.  La 
Ley  ha  considerado  como  circunstancias  esenciales  todas  las  que  se  refieren 
á la  designación  de  la  finca,  que  son  las  que  demuestran  su  identidad  é impi- 
den que  se  contunda  con  otras  (a) ; las  que  determinando  los  derechos  que 
se  inscriben,  deslindan  hasta  qué  punto  alcanzan  los  de  cada  uno  en  la  cosa 
inmueble  ( b );  las  de  los  derechos  sobre  los  cuales  se  constituyen  los  que  son 
objeto  de  la  inscripción , sin  ¡as  cuales  no  puede  conocerse  frecuentemente 
cuál  es  la  cosa  á que  la  iuscripcioa  se  refiere  (c):  las  que  dau  á conocer  la 
causa  en  viitud  de  la  cual  se  crean,  reconocen,  modifican,  traspasan  y es- 
tuquen los  derechos  (d)  que  son  los  títulos  que  en  todo  tiempo  han  deser- 
vir para  emostrar  su  justa  adquisición;  la  espresion  de  las  personas  que 

iuicrcn  (e)  \ de  aquellas  de  quienes  se  adquiere  (/),  porque  sin  esto  no 

® Circunstancia  1 .»  del  art.  9.°  de  la  Lev 
Circunstancia  2.a 

\c)  Circunstancia  3.a 
Circunstancia  4.a 

yp  Circunstancia  3.a 

W)  Circunstancia  O.'1 
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seria  fácil  venir 'en  cnnocimicnlo  de  la  trasmisión  legítima  de  las  lincas  v 
.Aparecería  rota  la  historia  de  los  derechos ; v por  último,  la  tedia  de  la 
presentación  del  titulo  en  el  registro  (a),  punto  de  partida  de  donde  na- 
cen  los,  derechos  que  da  la  inscripción,  y desde  el  cual  empieza  á producir 
su  erecto  contra  tercero.  Hemos  en  otro  lugar  (a)  esplic&do  lo  conveniente 
acerca  de  estas  circunstancias:  nadie  habrá  que  dude  de  la  oportunidad 
con  que  se  exigen,  ni  de  los  inconvenientes  que  resultarían  si  fueran  menos 
minuciosas.  La  consideración  sola  de  los  fines  del  legislador  basta  á justifi- 
car que  se  hayan  considerado  como  un  requisito  esencial  en  las  inscrin- 

AlAnnn  * 


ciones. 


De  las  circunstancias  que  exige  el  art.  9.°  de  la  Ley,  solo  hay  dos  cuya 
omisión  no  produce  la  nulidad  de  las  inscripciones.  Estas  son  la  7.a  y 9.a;  y 
basta  leerlas  para  convencerse  de  que  otra  cosa  seria  un  rigor  innecesa- 
rio que  degeneraría  en  injusticia.  Refiérese  la  7.a  á la  espresion  del 
nombre  y residencia  del  juez,  escribano  ó funcionario  que  autorice  el  título 
que  se  haya  de  inscribir:  esta  circunstancia,  conveniente  siempre  y necesaria 
á veces  para  conocer  la  competencia  del  funcionario  público  que  imprime  al 
título  el  carácter  de  autenticidad,  no  es  de  tal  naturaleza  que  omitida 
deba  dar  lugar  á la  nulidad  de  la  inscripción,  si  por  la  espresion  de  todas 
las  demás  circunstancias  se  viene  en  completo  conocimiento  del. derecho 
inscrito,  de  su  legitimidad,  de  su  estension,  de  sus  limitaciones,  del  título 
en  que  se  funda,  del  adquirente,  de  la  persona  de  quien  se  adquiere  y del 
tiempo  preciso  en  que  se  hace  la  inscripción.  Llevar  hasta  este  es  tremo  la 
declaración  de  nulidad  á nada  conduciría , y por  lo  tanto  no  tendría  fun- 
damento sólido  una  medida  que  solo  encuentra  justificación  cuando  es  de 
todo  punto  imprescindible.  Menos  justificada  estaría  la  nulidad  por  la  omi- 
sión de  la  circunstancia  9.a  del  artículo  9.°  Exígese  por  ella  que  el  regis- 
trador consigne  que  el  estrado  que  pone  en  su  libro  está  conforme  con  el 
título  presentado.  Esta  circunstancia  que,  como  en  otro  lugar  hemos  dicho, 
tiene  por  objeto  además  de  dar  una  nueva  garantía  de  autenticidad  á las 
inscripciones,  advertir  continuamente  á los  registradores  el  cumplimiento 
exacto  de  sus  deberes,  á pesar  de  la  oportunidad  con  que  está  presenta  por 
la  Lev  no  podría  ser  causa  de  nulidad  sin  grandísima  injusticia.  En  el  hecho 
de  cumplir  el  registrador  con  poner  en  sus  libros  las  demas  circunstancias 
aue  exige  la  Ley,  implícitamente  escribe  que  son  auténticas  y que  se  re- 
fiere á los  documentos  que  le  han  sido  presentados:  lo  que  previene  la  cir- 
cunstancia 9 a del  art.  9.°,  no  es  mas  que  la  manifestación  esplicita  de  lo 
“día  v en  el  Auto  de  la  Ley  debiera  sobreentenderse.  Si  el  docu- 
mentó  carece  de  autenticidad,  si  en  virtud  de  esto  puede  ser  declarado 


(«)  Circunstancia  8.a 

(/,)  En  ni  comentario  al  art.  n. 


(¡08 


título  II. 


lo  falla  rio  C'iircsion  de  la  conformidad  puesta  por  el  re- 

^ ? * ■"  "»'* » •» 

gistraaor,  i \ de,  documento  inscrito. 

' conveniente  creemos  aquí  recordar  que  no  todas  las  ¡legalidades,  no 
/odas  las  infracciones  de  ley  vician  el  acto  en  que  tienen  lugar  de  modo  que 
nulo  La  nulidad,  por  lo  mismo  que  deja  sin  efecto  todo  lo  hecho,  es  de 
interpretación  estricta  y no  se  lleva  mas  allá  de  los  casos  espesamente  or- 
denados en  el  derecho.  Aun  por  regla  general  puede  decirse  que  no  se  es- 
liendo á todo  el  acto,  sino  solamente  á la  parte  de  él  en  que  está  la  nuli- 
dad. Lo  válido  no  se  destruye  por  lo  nulo  cuando  en  un  mismo  acto  hay 
cosas  que  caben  dentro  de  la  ley  y cosas  que  la  ley  no  consiente.  En  esto 
hay  también  diferencia  entre  las  leyes  sustantivas  y adjetivas;  entre  las 
prohibitivas  y las  que  no  lo  son.  Lo  que  está  prohibido  por  el  derecho,  ya 
se  trate  de  procedimientos , ya  del  valor  intrínseco  de  los  actos  ó de  la 
aplicación  de  una  ley  sustantiva,  es  nulo  por  sí  mismo:  quidquid  jure prohi- 
bente  fit,  ipso  jure  nullum  est,  es  un  adagio  jurídico.  Pero  cuando  la  ley  no 
es  prohibitiva,  sino  que  se  limita  á establecer  reglas  generales,  en  tanto  se 
reputa  nulo  lo  hecho  contra  su  tenor,  ó sustancial  lo  omitido  hasta  el  punto 
de  adolecer  de  nulidad  y viciar  los  efectos  posteriores,  en  cuanto  está  decla- 
rado espresamente.  De  otro  modo  nada  significaría  la  cláusula  bajo  nuli- 
dad, que  ponen  las  leyes  con  frecuente  diligencia,  por  separarse  en  deter- 
minados actos  de  las  reglas  prescritas.  Es  verdad  que  esta  cláusula  se  usa 
muchas  veces  sin  necesidad,  puesto  que  omitida  se  sobreentendería;  pero  de 
esto  lo  que  puede  inferirse  únicamente,  es  que  las  leyes  no  siempre  están 
redactadas  con  precisión,  ó que  al  poner  la  pena  de  nulidad  á un  acto  que 
aun  en  el  silencio  de  la  ley  seria  nulo,  han  querido  llamar  la  atención  de 
los  que  son  parte  en  él,  para  que  no  incurran  en  el  vicio  que  procuran  evi- 
tar, y la  de  los  jueces  para  que  conozcan  más  y más  la  importancia  que  dá 
la  ley  á su  precepto.  Sucede  en  estos  casos  lo  mismo  que  cuaudo  la  lev  or- 
dena alguna  cosa  á los  jueces  y tribunales  bajo  su  responsabilidad , la  cual 
siempre  se  sobreentiende  aunque  no  se  esprese,  porque  en  todo  lo  que  ha- 
cen los  que  administran  justicia,  son  responsables,  si  no  observan  el  dere- 
cho, j esto  ele  la  misma  manera  cuando  la  ley  Ies  impone  espresamente  la 
responsabilidad,  que  cuando  la  omite.  Son  pleonasmos  inútiles  frecuente- 
mente, peí  o que  no  han  procurado  siempre  nuestros  legisladores  evitar,  tal 
vez  por  poco  cuidado  en  la  redacción  de  las  leyes,  tai  vez  para  indicar  más 
las  e espíritu  que  los  dominaba  al  íormular  el  derecho.  Pero  si  bien  esto 
so  a ^as  ^es  sustaat¡vas,  en  que  la  cláusula  de  nulidad 

adiotíva  )r°r  *°a  a ^enjas*a’  no  puede  decirse  otro  tanto  respecto  de  las 
civil  »na  especia  menle  después  de  publicada  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Pnjcod¡núoiun°n  escruPl^0S0 ^cuidado  se  han  declarado  los  defectos  en  el 
* que  por  entrañar  el  vicio  de  nulidad  dan  lugar  al  recurso 
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t C?SavCÍ°n  ^ a la  inyalldacion  de  todo  lo  actuado  posleriormcnte.  En  csla 
,C^e.  vc’  cluc.no  lodas  sus  infracciones,  bien  sean  por  omisión,  bien  por 
co  íibion  son  iguales,  y que  al  paso  que  unas  producen  las  fatales  conse- 
cuencias de  la  nulidad,  las  otras  nunca  llegan  á semejante  estremo. 

Estas  doctrinas  las  vemos  confirmadas  en  el  artículo  que  comentamos, 
en  donde  con  diligencia  suma  se  hace  distinción  entre  las  circunstancias 
que  omitidas  vician  las  inscripciones  haciéndolas  nulas,  y aquellas  que  por 
su  menor  importancia  no  dan  lugar  á rigor  tan  grande.  Y que  el  art.  í).°  de 
la  Ley , en  que  se  hace  espresion  de  lo  que  la  inscripción  debe  contener,  es 

una  disposición  adjetiva,  no  creemos  que  haya  quien  pueda  ponerlo’ en 
duda. 

El  proyecto  de  Código  civil  admitió  los  mismos  principios  que  han  pro- 
valecido  en  la  Ley  hipotecaria,  pero  los  desenvolvió  de  manera  diferente. 
Su  art.  1856  dice:  La  inscripción  no  se  anulará  por  falta  de  alguno  ó al- 
gunos de  los  requisitos  contenidos  en  este  capítulo,  siempre  que  resulte 
hecha  con  tal  espresion  que  el  redamante  haya  podido  encontrar  en  ella  o 
por  su  medio  en  la  copia  auténtica  del  título,  todo  el  conocimiento  necesario 
para  no  ser  inducido  á error.  En  todo  caso  el  tenedor  del  registro  respon- 
derá de  cualquiera  falta  cometida  en  la  inscripción.  La  diferencia  entre  el 
proyecto  de  Código  civil  y la  Ley  hipotecaria  consiste  en  que  al  paso  que 
aquel  deja  al  prudente  arbitrio  judicial  la  apreciación  de  las  omisiones  que 
dan  lugar  á que  se  anule  la  inscripción,  la  nueva  Ley  solo  admite  esta 
regla  en  el  caso  de  que  la  omisión  sea  de  algunos  de  los  requisitos  com- 
prendidos en  uno  de  los  números,  porque  cuando  son  todos  los  de  uno  ó 
mas  números,  circunscribe  á la  autoridad  judicial  á límites  precisos,  descen- 
diendo á fijar  cuáles  son  las  omisiones  que  hacen  nula  la  inscripción.  De  la 
diversa  redacción  de  los  dos  artículos  se  infiere  también  que  al  paso  que 
con  arreglo  á la  nueva  Ley  las  inscripciones  son  nulas  ipso  jure  cuando  no 
espresan  las  circunstancias  indispensables  para  su  subsistencia,  pues  que 
las  palabras  de  la  Ley  serán  nulas  no  dan  Jugar  á otra  interpretación , y por 
lo  tanto,  carecen  de  efecto  por  igual , y con  respecto  a todos  sin  esccpcíon 
alguna,  las  que  se  hicieran  en  conformidad  al  proyecto  de  Código  civil, 
no  estarían  en  el  mismo  caso  porque  no  entrañarían  la  nulidad  de  derecho, 
y solo  se  anularían  cuando  el  reclamante  no  hubiera  podido  encontrar  en 
ellas  ó por  su  medio,  el  conocimiento  necesario  para  evitar  el  error  que  le 
perjudicara;  es  decir,  que  no  le  bastarla  sentir,  perjuicio,  sino  que  sena 
indispensable  que  hubiera  hecho  por  su  parte  todas  las  diligencias  que  por 
las  indicaciones  del  registro  condujeran  á descubrirlo,  para  que  con  espe- 
ranzas de  éxito  pudiese  entablar  la  demanda  V el  Juez  debiera  apreciar  a. 
No  se  olvide  tampoco  la  diferencia  que  hay  entre  las  palabras  nulidad  y 
anulación  y la  frase  ser  nulo  y el  verbo  anular:  la  nulidad  rechaza  la  anu- 
lación, porque  lo  que  es  nulo  no  tiene  por  sí  existencia  alguna  jurídica,  es 
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, oí  mi?  on  el  orden  del  derecho  se  supone  que  no  ha  aconte- 
“ "* » *»■"»  « '•  «P»  *<»¡™**  P»1'  - %»»  valor 

cldo'.'  ‘ , ciréuustancias  de  un  caso  particular  deja  de  tenerlo,  y en 

idrtoddé  declaración  judicial  salva  los  derechos  de  aquel  á cuyo  favor  se 
' “la  anulación  establecida.  Así  es  que  según  la  Ley  hipotecaria  no  puede 
decirse  lo  que  el  comentador  del  proyecto  de  Código  civil  manifiesta  al  es- 
)l¡car  el  artículo  que  dejamos  copiado,  a saber,  que  la  inscripción  no  se 
anulará  sino  cuando  cause  daño  y en  la  medida  que  lo  causare : según  el 
derecho  establecido  en  el  artículo  que  comentamos,  la  inscripción  sin  las 
circunstancias  exigidas  como  esenciales  será  siempre  nula,  cause  ó no  cause, 
daño,  y lo  será  en  su  totalidad  y no  en  la  parte  sola  en  que  quede  alguno 
perjudicado.  No  puede  con  justicia  inferirse  de  aquí  que  la  Ley  hipotecaria 
dá  á las  formas  de  la  inscripción  un  carácter  demasiado  rigoroso,  originán- 
dose que  por  cualquiera  variación,  omisión  ó descuido,  sea  nula.  No: 
la  Ley  nunca  sacrifica  la  esencia  á la  forma : en  prueba  de  ello  con  cui- 
dadoso afan  separa  los  requisitos  esenciales  de  los  que  no  lo  son:  no  des- 
conocía la  Comisión  que  la  formó,  los  justos  motivos  de  queja  á que  la  juris- 
prudencia del  vecino  Imperio  ha  dado  lugar  anulando  inscripciones  por 
haberse  omitido  la  espresion  de  elección  de  domicilio,  pero  esto  no  podría 
ser  argumento  contra  una  ley  que  limita  las  causas  de  nulidad  á las  que 
realmente  lo  merecen.  Debe  tenerse  en  cuenta  que  en  otros  artículos  de  la 
Ley  se  hace  mención  de  algunos  requisitos  más  que  deben  tener  algunas 
inscripciones,  cuya  omisión,  con  arreglo  al  que  comentamos,  no  dá  lugar  á 
su  nulidad. 

En  esta  diferente  disposición  de  la  Ley  hipotecaria  y del  proyecto  de 
Código  civil,  ha  debido  influir  mucho  una  circunstancia  digna  de  atención: 
según  aquella,  las  escrituras  que  se  llevan  al  registro  son  devueltas  á los 
interesados  después  que  se  toma  de  ellas  un  estrado  bien  entendido  y su- 
ficientemente espresivo,  en  el  cual  se  comprende  lodo  lo  necesario  para  que 
pueda  conocerse  el  verdadero  estado  de  la  propiedad  y de  sus  desmembra- 
ciones: pero  el  proyecto  de  Código  exigia  que  las  personas  que  requirieran 
una  inscripción,  presentaran  la  copia  auténtica  del  título  que  se  debia 
inscribir  (a),  y que  el  tenedor  del  registro  conservara  estas  copias  auténti- 
cas en  la  forma  que  los  reglameutos  determinasen,  para  precaver  su  estra- 
Vl0,^  ev‘Lai  fraudes  ( b ).  Esta  copia  auténtica  de  que  se  hace  mención  en  el 
aitíeulo  1<So6  antes  transcrito,  puede  suplir  la  falta  de  espresion  de  lo  que 
se  escri  e en  el  registro,  porque  sin  salir  de  la  oficina  eu  que  este  se  ha- 
aia,  poenan  los  interesados  conocer  todo  lo  que  les  conviniera:  en  tal 
no  ia\  duda  que  no  habia  inconveniente  y aun  dirémos  que  era 
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rf  lat'tlld  k la  aPreciac¡0“  judicial;  pero  la  misma  recia  no  admi 
;;¡  r'cac-  «“  la  L°y  hipotecarla,  cuando  solo  quedan  en  el  registro 
las  inscripciones,  lo  que  hace  absolutamente  indispensable  que  estas  com- 
prendan  con  exacta  precisión  y claridad  lodo  lo  que  conduzca  i formar Ta 
idea  completa  del  verdadero  estado  de  cada  finca,  sin  necesidad  de  ir  re- 
corriendo los  oficios  de  escribanos,  los  archivos  judiciales  ó las  dependencias 

aei  astado  por  las  que  se  emitieron  los  títulos  que  inscritos  fueron  devuel- 
tos a los  interesados. 

La  última  parte  del  artículo  18o6  del  provecto  de  Código  civil  guarda 
armonía  con  lo  que  ordena  el  artículo  31o  de  la  Ley  hipotecaria,  especial- 
mente en  su  número  2.°:  se  comprende  bien  que  ni  una,  ni  otra  ley  podrían 
libertar  de  responsabilidad  á los  registradores  que  hubiesen  cometido  fallas 
en  el  desempeño  de  sus  funciones,  dando  con  ellas  ocasión  á que  otros 
fueran  perjudicados.  No  es  este  el  lugar  de  tratar  de  la  responsabilidad  de 
los  registradores : oportunamente  se  espondrá  todo  el  esmero  de  la  Ley 
hipotecaria  para  establecerla  y definirla  sin  exajeracion  y sin  indulgencia. 

5.  Y en  el  número  l.°  del  artículo  lo. — Ante  todo  debemos  advertir 
que  la  conjunción  copulativa  y no  quiere,  no  puede  significar  aquí  que  la 
inscripción  solo  será  nula  cuando  carezca  de  todas  las  circunstancias  com- 
prendidas en  los  números  del  art.  9.°  y del  núm.  l.°  del  art.  do.  Por  las 
razones  que  dejamos  espuestas  en  el  número  4 de  este  comentario,  no 
debe  entenderse  así,  si  no  por  el  contrario,  que  basta  que  falte  cualquiera 
de  las  circunstancias,  ó lo  que  es  lo  mismo,  que  no  contenga  la  inscripción 
todos  los  requisitos  espresados  en  uno  de  los  números  para  que  sea  nula. 
Otra  inteligencia  conduciría  al  absurdo.  Bajo  este  supuesto,  nos  parece  que 
aquí  hay  un  error  material,  de  imprenta  tal  vez,  en  que  á la  conjunción 
disyuntiva  ó se  ha  reemplazado  la  copulativa  y. 

Entrando  en  la  esplicacion  de  las  demás  palabras,  objeto  de  este  núme- 
ro del  comentario,  dirémos  que  equivalen  á declarar  que  será  nula  la  ins- 
cripción de  una  servidumbre  que  no  se  haga  constar  en  la  inscripción  ¿le 
propiedad  del  prédio  sirviente.  En  el  artículo  15,  no  solo  se  ordena  que 
esta  inscripción  se  ponga  en  la  de  propiedad  del  predio  sirviente,  sino  que 
se  establece  además  que  conste  en  la  de  propiedad  del  predio  dominante. 
No  puede  desconocerse  la  razón  que  hay  para  establecer  la  d.ferencia  entre 
estas  dos  inscripciones,  de  modo,  que  al  mismo  tiempo  que  la  omisión  de 
la  una  es  falta  que  produce  la  nulidad  de  la  inscripción,  no  sucede  asi  con 
la  otra.  Omitida  la  inscripción  de  servidumbre  en  la  inscripción  de  propie- 
dad del  prédio  sirviente  por  mas  que  constara  en  la  del  dominante,  serian 
inducidos  a error  los  que  adquirieran  el  prédio  considerándolo  como  libre 
del  derecho  real  que  á favor  de  otro  prédio  se  hallara  establecido.  El  que 
adquiere  no  tiene  que  ir  examinando  todas  las  (incas  del  registro  que  por 
estar  próximas  á la  que  es  objeto  del  contrato  puedan  tener  constituida 


<H2 


título  h. 


ana  s 


•i  i mi  pila  ■ le  basta  ver  en  el  registro  , ó en  la  certificación 
Estrado;  las  condiciones  de  la  que  quiere,  y no  deben  con- 
que espida  n ■ ‘ lerec|10S  que  no  están  inscritos.  Conviene  aquí 

.articulado  .aLem,  he.o,  „,cho  rL 

necto  á los  motivos  de  poner  ambas  inscripciones  Una  y otra  se  exigen 

nin  míe  aparezca  en  el  registro  la  historia  de  cada  finca,  y no  seria  esta 
completa  si  no  constaran  del  mismo  modo  las  servidumbres  á que  estaba 
sujeta,  como  las  que  á su  favor  se  hallaran  constituidas.  Por  lo  demás,  el  in- 
terés de  la  inscripción  de  la  servidumbre  en  la  del  dominio  del  prédio  do- 
minante, es  solo  por  el  mayor  valor  que  dá  á la  finca,  y para  tener  bien 
deslindado  ésta  su  derecho,  lo  cual  no  puede  suceder  mientras  no  esté 
su  inscripción  en  armonía  coa  la  inscripción  del  prédio  sirviente,  porque 
de  lo  contrario,  el  que  haya  adquirido  como  libre  el  dominio  de  éste,  po- 
drá rehusar  con  razón  admitir  como  existente  la  servidumbre  que  no 
aparece  en  el  registro  de  la  finca  en  que  principalmente  debia  hallarse 
inscrita.  Ya  lo  hemos  dicho  antes  de  ahora:  la  servidumbre  con  relación  al 
prédio  sirviente,  es  una' desmembración  de  la  propiedad,  porque  viene  á 
dar  participación  en  ella  al  que  posee  el  prédio  dominante,  y cercena  las 
facultades  del  que  lo  es  del  sirviente  en  el  hecho  de  no  poder  impedirá 
aquel  lo  que,  eu  las  condiciones  naturales  del  dominio,  nadie  tendría  dere- 
cho á verificar  sin  su  anuencia. 

Mas  no  debería  aplicarse  la  misma  regla,  cuando  el  prédio,  eu  que  no 
se  haya  hecho  espresion  de  la  servidumbre,  sea  el  dominante.  Aquel  á cuyo 
dominio  pase  éste  por  cualquier  título,  sin  hacer  espresion  de  la  servidum- 
bre, no  sale  perjudicado:  la  servidumbre  que  en  verdad  le  corresponde,  y 
que  no  consta  en  la  inscripción  de  la  propiedad  de  la  finca,  es  una  cosa  que 
le  favorece  por  cuanto  le  dá  mayor  valor,  y aun  á veces  le  es  absoluta- 
mente indispensable  para  el  completo  aprovechamiento  de  la  heredad;  lejos 
de  aparecer  perjudicado,  resulta  favorecido.  El  silencio  en  la  inscripción  de 
propiedad,  cuando  la  servidumbre  consta  de  un  modo  indudable  en  la  del 
prédio  sirviente,  no  puede  disminuir  su  derecho,  que  es  conocido  de  aquel 
á quien  corresponde  respetarlo. 

6-  En  loa  números  l.°,  2.°,  5.°,  4.°,  5.°  y 8.°  del  mismo  artículo  9.° 
as  mismas  circunstancias  espresadas  en  el  artículo  9.° , que  se  requieren 
para  la*  insci ipciones  de  los  títulos  en  general,  se  exigen  para  las  de  las 
apotecas  á cscepcion  de  la  6.a  Con  solo  observar  que  ésta  se  refiere  al 
nonnre  y apellido  de  la  persona  de  que  inmediatamente  proceden  los  bie- 
n (M-m  erGC  10s  ^ue  se  ^ari  inscribir,  y que  en  las  hipotecas  la  propiedad 
nom-iürT  (.  n c m'smo  fluc  *a  tenia,  y que  solo  se  sujeta  la  finca  á la  res- 
a'  ( Urt  Cló(iil0>  se  comprenderá  que  no  habiendo  trasmisión, 

(o)  Ia»  Págis.  484  y 48o  de  este  torno. 
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no  hay  posibilidad  de  hacer  indicación  de  la  persona  de  quien  procede 
Hasta  aquí  hemos  aplicado  el  artículo  déla  Ley:  debemos  añadir  al-u- 

iespecl°  a ,0  C0piad0  del  Reslament0  con  que  se  encabeza 
< bien  este  comentario.  En  él  se  completa  el  pensamiento  del  legislador 
porque  esigna  la  manera  como  deben  hacerse  constar  en  los  registros  las 
reclamaciones  sobre  la  nulidad  de  la  inscripción.  De  su  contesto  aparece, 
qnc  se  parte  del  supuesto  de  que  ninguna  inscripción  puede  considerarse 
como  nula  en  virtud  de  reclamaciones,  sin  que  haya  precedido  una  sen- 
tencia ejecutoria  que  así  lo  declare,  sentencia  que  debe  ser  resultado  de  un 
juicio  civil  con  todas  las  solemnidades  de  derecho  que  son  prenda  del 
acierto  en  esta  clase  de  negocios:  nada  en  todo  ello  se  reformado  las  doc- 
trinas generales  que  establecen  la  competencia  y la  ritualidad  de  los  juicios. 
Este  era  el  principio  de  que  no  podia  menos  de  partir  la  Comisión  que 
formuló  la  Ley  y el  Reglamento;  solo  podían  por  lo  tanto  ser  objeto  de  él 
la  manera  de  hacer  constar  en  el  registro  las  reclamaciones  y su  éxito,  ya 
lucra  favorable  ó adverso  al  demandante.  Si  éste  es  vencido,  basta  que  así 


conste,  para  que  con  la  nota  correspondiente  cuya  precisa  fórmula  se  mar- 
ca , queden  las  cosas  en  el  estado  en  que  se  hallaban  antes  de  sustanciarse 
el  recurso.  Mas  porel  contrario,  si  sale  el  demandante  vencedor  declarípi- 
dose  nula  la  inscripción,  necesario  es  que  se  cancele  y que  se  estienda  otra 
nueva  en  conformidad  con  la  Ley  para  que  aparezca  la  propiedad  en  el 
registro  con  todas  sus  verdaderas  condiciones.  Que  en  este  caso  la  inscrip- 
ción nueva  no  deba  surtir  efecto  sino  desde  su  fecha,  es  consecuencia  nece- 
saria de  todo  el  sistema  de  la  Ley;  es  una  aplicación  que  del  art.  25  de  la 
misma  hace  el  Reglamento  á este  caso  especial;  es  una  disposición  que  en 
el  silencio  del  Reglamento  se  sobreentenderia.  No  ha  hecho'sin  embargo 
mal  el  Reglamento  en  espresarlo,  porque  si  bien  las  disposiciones  regla- 
mentarias nunca  podrían  servir  de  guía  á los  tribunales  para  dar  á la  ley 
una  interpretación  que  pareciera  contraria  á su  espíritu,  no  está  demás  que 
se  conozca  cual  es  la  inteligencia  que  han  dado  á la  Ley  la  Comisión  de  Co- 
dificación tan  competente  para  ello  por  haberla  formulado  el  Consejo  de 
Estado  que  ha  examinado  el  Reglamento,  como  lo  hace  con  todos  los  ge- 
nerales que  se  dan  para  la  ejecución  de  las  leyes,  y el  Gobierno.  En  punto 
tan  claro  tampoco  cabia  otra  interpretación. 


LEGISLACION  ESTRANJERA  (fl). 


Do.  Sicilia.. —Código  ctt>íí. —Art.  2042.  La  omisión  o el  error  c»  a*».»  ,1c 
las  circunstancias  de  la  inscripción  no  producen  su  nulidad  sino  en  el  caso  de  <)ue 
'íén  tajar  á que  aparezca  incierta  la  persona  del  deudor , la  Imca  o el  valor  que  es 

x„  |ia,  en  nuestra  legislación  anterior  á la  Ley  liinolecará  disposición  al- 
quila que  guarde  analogía  con  el  art.  30  que  queda  comentado. 
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. , , , v indo  esto  solo  cuando  se  causa  un  perjuicio  a tercoro.  Lu  nu- 

oD ido  del  asiento,  y lodocstOM).  d(J  perjudícaí,0. 

lolad  no  existe  n,a® calamento  legislativo  y judicial  de  10  de  noviembre 
i Art  151  Las  inscripciones  son  nulas,  si  no  cspicsunla  persona  del 

deudor^  d importe  de  la  deuda  y la  cualidad  de  la  hipoteca,  y en  esto  último  caso 

cuál  es  el  inmueble  ó inmuebles  afectos  a ella 

A 152  í a omisión  de  las  demás  prescripciones  relativas  a lo  que  debe  con- 
tener ia  inscripción,  no  la  anula,  mas  el  que  inscribe  y las  lia  omitido  pierde  en 
caso  de  concurso  el  derecho  de  reembolsarse  de  los  gastos  de  la  inscripción. 

Grecia. Ley  de  hipotecas  de  11  de  agosto  de  1836.— Art.  80.  La  inscripción 

es  nula  por  defecto  de  las  formas  esenciales  siguientes: 
t a Cuando  no  se  ha  espresado  en  el  Registro  el  nombre  del  acreedor,  ó se  ha 
designado  tan  imperfectamente  el  deudor  que  no  se  puede  reconocerlo  y distin- 
guirlo. 

2. a  Cuando  la  petición  de  la  inscripción  no  espresa  el  importe  del  crédito. 

3. a  Cuando  no  tiene  fecha  la  inscripción  de  la  hipoteca. 

4. a  Cuando  el  inmueble  hipotecado  no  se  ha  designado  suficientemente  en  el 
Registro  por  su  especie  y situación , ó cuando  se  ha  designado  de  una  manera  tan 


vaga  que  no  pueda  reconocerse  distintamente. 

Holanda.  — Código  civil. — Art.  1233.  La  inscripción  no  se  anula  por  la  omi- 
sión de  algunas  de  Jas  formalidades  que  debe  contener , sino  en  el  caso  que  no  dé 
á conocer  suficientemente  al  acreedor,  al  deudor,  la  deuda  y la  linca  gravada. 

Prusía .—Código  civil. — Arts.  302  y 303.  En  el  caso  en  que  el  Juez  encar- 
gado del  Registro  no  se  conforme  á las  prescripciones  del  Código  , la  inscripción 
no  por  eso  dejará  de  existir;  pero  el  que  sufra  perjuicio  por  los  errores  del  juez 
podrá  pedir  contra  él  la  indemnización  de  los  daños  y perjuicios  que  le  haya 
causado. 


Toscana .—Motu propio  de  2 de  mayo  de  1836. — La  omisión  ó error  de  alguna 
de  las  formalidades  de  la  inscripción  no  produce  su  nulidad,  sino  en  el  caso  en 
que  sean  inciertos  la  persona  del  deudor,  ó la  finca  ó el  importe  del  crédito. 


La  mayor  parte  de  las  legislaciones  estranjeras  no  contienen  reglas  pa- 
recidas á las  del  artículo  30  de  nuestra  Ley  hipotecaria,  limitándose  á con- 
ejo113,1 la  responsabilidad  que  puede  caber  á los  registradores  por  su  omi- 
sión, por  su  negligencia  ó por  sus  errores.  Esto  sucede  en  la  legislación  de 
erdeña,  de  L rancia,  de  Friburgo,  de  Ginebra  y de  la  Luisiana.  Algún 
'sta  o,  como  sucede  con  Prusia,  declara  espresaraente  en  la  ley  la  validez 
e a inscripción,  estableciendo  que  el  perjudicado  tiene  acción  para  ser 
sirrvn  ° 6 *0s  ^aaos  Y perjuicios  por  el  que  indebidamente  se  le  cau- 


ción nnr  T*  CIj  n^m.ef°  *os  Estados  que  declaran  la  nulidad  de  la  inscrip- 
que  deiamnsh  n onils'ones  Y de  errores,  como  se  vé  en  la  enumeración 
tranieros  pn  T a lrasc,'ibir  algunos  artículos  de  diferentes  códigos  es- 

mcnle  limitandn°f  6 015  S°  ha  Proce^‘^°  con  detención  y circunspecta  - 
’ 'tand0  !as  Causas  <Ie  ™>idad  á aquellas  que  podían  inducir  a 


DE  LA  FORMA  y EFECTOS  DE  LA  INSCRIPCION.  eis 

^síTeXttledcy,it,  in,rr;iJun'bre  acwca  de  «- 1- « 

fA-„  i i a'aQ’  de  las  cantidades  a que  tiene  que  responder  la  hinn. 

Estados  R ^ pe,son^del  (,eudor-  En  este  caso  se  hallan  las  Dos  Sicitias  los 
Estados  Romanos,  Grecia,  Holanda  y Toscana.  Grecia  y Holanda  exigen 

leo  que  aparezca  el  nombre  del  acreedor,  y el  primero  de  estos  Esla 
dos  consigna  además  la  nulidad  de  la  inscripción  que  carece  de' f* 

-Sr" ,ue  lodas  las  citadas’ s¡  bien  pa,,e  dc  ,a 


TEXTO  DE  LA  LEY. 


Art.  31.  La  nulidad  de  las  inscripciones  de  que  trata  el 
artículo  precedente,  no  perjudicará  al  derecho  anteriormente 
adquirido  por  un  tercero  (1)  que  no  haya  sido  parte  en  el  con- 
trato inscrito  (2). 


Comentario. 


1.  No  perjudicará  al  derecho  anteriormente  adquirido  par  un  tercero. 
— Aquí  se  limita  la  Ley  á aplicar  especialmente  al  caso  de  que  trata  este 
artículo,  la  regla  general  que  domina  en  la  Ley,  es  decir,  que  el  tercero  no 
puede  ser  perjudicado  por  los  actos  ó contratos  á que  la  inscripción  nula 
se  refiere,  por  no  haber  tenido  parle  en  ellos.  Nadie  debe  sufrir  perjuicio 
mas  que  por  sus  actos  propios.  La  Ley,  pues , es  lógica  al  espresar  en  este 
artículo  lo  que  en  su  silencio,  por  interpretación  de  su  espíritu,  no  podria 
menos  de  entenderse. 

2.  Que  no  haya  sido  parte  en  el  acto  ó contrato  inscrito.— No  serian  ab- 
solutamente necesarias  estas  palabras  para  que  se  comprendiera  el  artículo. 
La  palabra  tercero  por  sí  misma,  supone  lo  que  aquí  dice  el  texto:  el  art.  27 
la  dejó  definida  para  todos  los  efectos  de  la  Ley  hipotecaria.  Su  fepeticion 
aquí,  sin  embargo,  no  daña  y familiariza  mas  la  significación  jurídica  de 
quién  debe  ser  considerado  como  tercero  {a). 


ia\  En  ia  legislación  española  anterior  á la  Ley  hipotecaria  no  hay  ninguna  dis- 
W t,n  m . L f ¡ era  p0Sible  que  se  estableciera  una  acla- 

posicion  que  ^fSa^Snená  que  declarara  las  nulidades  que  establece  el 

ración  cmndom que  se  refieran  á este  caso.cn  la  legisla- 
ción lie  los'demás  países,  que  habrán,  sin  duda,  considerado  que,  salvados  los  dere- 
c on  de  los  fiemas  P ’A  - ion  „enerai  no  es  necesario  descender  a mas  es- 

chos  de  un  ^f  3P°  dorPotra  -arte,  solo  podrían  tener  cabida  en  los  Estados  en 
!m"“«u^iSnor(!ícl’,tíal  final  £l  artículo  que  antecede,  se  establece  pnr.omtsto- 
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nes  ñ errores  la  nulidad  de  las  inscripciones. 


TÍTULO  íí. 


tito 


texto  de  la  ley . 


A t 32  Se  entenderá  que  carece  la  inscripción  de  algu- 
ni  de  las  circunstancias  (1)  comprendidas  en  los  números  y 
artículos  citados  en  el  art.  30,  no  solamente  cuando  se  omi- 
ta hacer  mención  en  ella  de  todos  los  requisitos  (2)  espre- 
sados  en  cada  uno  de  los  mismos  artículos  ó números  (3),  sino 
también  cuando  se  espresén  con  tai  inexactitud  (4)  que  pue- 
da ser  por  ello  el  tercero  inducido  á error  (5),  sobre  el  obje- 
to de  la  circunstancia  misma  (6)  y perjudicado  además  en  su 
consecuencia. 

Cuando  la  inexactitud  no  fuere  sustancial  (7),  conforme 
á lo  prevenido  en  el  párrafo  anterior,  ó la  omisión  no  fuere 
de  todas  las  circunstancias  (8)  comprendidas  en  alguno  de  los 
referidos  números  ó artículos,  no  se  declarará  la  nulidad  (9) 
sino  en  el  caso  de  que  llegue  á producir  el  error  y el  per- 
juicio (10). 


Comentarlo. 


4.  Circunstancias. — En  este  artículo  tiene  la  palabra  circunstancias  una 
doble  significación,  que  conviene  examinar  para  no  incurrir  en  errores  que 
podrían  ser  trascendentales.  El  artículo  9.°  de  la  Ley,  á que  principalmen- 
te se  refiere  el  que  ahora  comentamos,  abraza  bajo  la  palabra  circunstan- 
cias todos  los  particulares  que  están  comprendidos  en  cada  uno  de  los  nú- 
meros que  contiene.  La  circunstancia  primera  que  debe  tener  toda  inscrip- 
ción es,  según  dicho  artículo,  la  espresion  de  la  naturaleza,  situación , me- 
dida superficial , linderos,  nombre  y número , si  constaren  , de  los  inmue- 
bles, objeto  de  la  inscripción,  óá  los  cuales  afecte  el  derecho  que  deba 
inscribirse.  En  este  mismo  sentido  se  toma  en  la  primera  parte  del  texto. 
Según  él,  la  circunstancia  primera  tiene  seis  particulares  á que  este  mismo 
articulo  dá  el  nombre  de  requisitos:  l.°,  la  naturaleza  de  la  finca:  2.°,  su  si- 
uacion.  5.  su  medida  superficial:  4.°,  sus  linderos:  5.°,  su  nombre:  6.°, 

su  numero,  odos  estos  requisitos,  como  dice  el  artículo,  son  una  sola  cir- 
cunstancia. 


v h SlcmPle  a ^eY  emplea  con  igual  rigor  la  palabra  circunstancias 

lo  ano  ríini!!?6  a a r e refluisilos.  Así  se  vé  en  la  segunda  parte  del  artícu 
amos,  en  que  se  usa  para  comprender,  no  todos  los  partirá- 
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lares  o requisitos  de  cada  una  de  las  circunstancias  del  art.  u « sino  uan 

medida  ó los  Nnd”0  seria  c“  cl  ejemplo  antes  propuesto b 

,.Ue  decimos  «¡1,,™?  de,  “ hnCa'  fara  convcl>c«sc  de  la  exactitud  de  lo 

t c 'o  alCDC'°n  80  'aS  paiabras  1,0  dicha  «*«1»  parte  del 

articulo  que  encabeza  este  comentario,  ó la  omisión  no  fuere  de  Mas  las 

arcumlatum  comprendidas  en  alguno  délos  referidos  números,  v severa 
que  en  ella  la  palabra  circunstancias  no  quiere  decir  lo  que  en  ei  arlícu- 
10  j.  , en  que  cada  una  de  ellas  comprende  diferentes  requisitos,  sino  solo 
alguno  de  ellos.  Tal  vez  hubiera  sido  conveniente  usar  siempre  de  una 
misma  palabra  para  espresar  la  misma  idea,  y no  aplicar  una  sola,  va 
para  abrazar  todos  los  particulares  que  comprende  un  número,  ya  para 
significar  uno  solo  de  ellos;  pero  sea  de  esto  lo  que  quiera , y conviniendo 
ui  que  cu  uno  y otro  caso  ha  podido  emplearse  muy  bien  la  denominación 
de  circunstancias,  no  puede  menos  de  reconocerse  que  el  sentido  de  la  Ley 
es  claro,  y que  suscitar  sobre  esto  cuestiones  seria  obscurecer  la  verdade- 
ra inteligencia  del  texto  legal,  y gastar  tiempo  en  cuestiones  inútiles  que 
se  fundaran,  no  en  la  acepción  de  las  palabras,  no  en  su  valor  técnico, 
sino  en  la  conveniencia  de  no  emplear  una  misma  voz  para  significar  dos 
cosas  diferentes,  por  mas  que  á ambas  pudiera  aplicarse , atendido  el  uso 
general  del  idioma. 

2.  Requisitos. — Acabamos  de  esplicar  en  el  número  que  precede  la  sig- 
nificación de  la  palabra  requisitos,  por  lo  que  al  artículo  se  refiere. 

5.  Espresados  en  cada  uno  de  los  mismos  artículos  ó números.—  Aquí 
se  amplía  y completa  el  artículo  50,  en  cuyo  comentario  hicimos  alguna  in- 
dicación de  este  texto  (a).  Lo  que  allí  anunciamos,  está  aquí  corroborado: 
es  nula  la  inscripción,  digimos,  cuando  se  omiten  todos  los  requisitos 
prevenidos  en  alguno  de  los  números  del  artículo  9 de  que  espesamen- 
te hace  mención  el  artículo  30.  La  Ley,  dando  aquí  por  supuesto  lo  que 
nosotros  sostenemos  en  el  comentario  á este  último  artículo  como  su  ver- 


dadera inteligencia,  estiende  lo  que  había  dipueslo  respecto  de  la  falta  de 
haberse  mencionado  en  la  inscripción  alguna  de  las  circunstancias  que  como 
esenciales  se  requieren  para  su  existencia,  á las  inexactitudes  en  virtud  de 
las  cuales  puede  un  tercero  ser  inducido  á error  y perjudicado  por  ello. 

4 Con  tal  inexactitud.- Estas  palabras  completadas  por  las  que  siguen 
hasta  cl  fin  de  la  primera  parte  del  artículo,  tienen  por  objeto  evitar  que  a 
pretesto  de  inexactitudes  cometidas  en  alguno  ó algunos  de  los  requisitos 
comprendidos  en  los  números  ó circunstancias  á que  se  refiere,  se  ataque 
la  validez  de  inscripciones  en  que  haya  alguna  equivocación,  pero  que  a 
nesar  de  todo,  no  sea  el  tercero  inducido  á error  ni  perjudicado. 

1 r>.  Inducido  á error.— No  basta  que  haya  alguna  inexactitud  en  la  re- 


(„)  Núm.  4 del  comentario  al  art.  30,  pág-  0L>. 
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daccion  de  la  inscripción,  para  que  se  considere  comprendida  en  el  caso  á 
„ ,e  d teslo  se  refiere.  Es  necesario  ademas  de  que  pueda  el  tercero  ser  in- 
ducido á error,  como  dicen  las  palabras  que  aqu.  espli caraos,  que  este  er-  . 
ror  verse  sobre  el  objeto  de  la  circunstancia  misma  en  los  términos  que  cs- 
oond remos  en  el  número  siguiente  de  este  comentario,  y que  el  error  pro- 
duzca realmente  perjuicio,  según  se  espresa  al  hnal  de  la  primera  parte  del 
artículo  Sin  esta  triple  concurrencia  no  puede  considerarse  vicio  en  la  ins- 
cripción. Y con  razón,  porque  la  Ley  ;do  debe  llevar  las  declaraciones  de 
nulidad  ni  la  facultad  de  anular  mas  allá  de  los  términos  indispensables 
para  que  no  quede  desvirtuado  el  principio  en  ella  establecido.  No  debe 
sacrificarse  á sutilezas  ni  á falta  de  formalidades,  ni  á la  omisión  ó á la 
inexactitud  que  no  causan  perjuicios,  lo  que  en  el  fondo  está  ajustado  á la 
ley  y satisface  completamente  á su  espíritu. 

6.  Sobre  el  objeto  de  la  circunstancia  misma.— Conviene  fijar  bien  la 
significación  de  estas  palabras,  y puesto  que  hemos  dicho  antes  que  no 
siempre  se  usa  la  de  circunstancias  en  el  mismo  sentido,  debemos  decir  en 
cuál  se  toma  en  este  lugar.  Nos  parece  queá  poco  que  se  medite  sobre  ella, 
no  podrá  desconocerse  que  la  palabra  circunstancia  no  se  refiere  á cada 
uno  de  los  requisitos  espresados  en  alguno  de  los  números  ó circunstancias 
del  artículo  9.°,  sino  al  conjunto  de  todos  los  comprendidos  en  cada  número. 
Esplicarémos  esto:  cada  uno  de  los  números  del  artículo  9.°  tiene  un  objeto 
determinado,  según  hemos  indicado  en  el  comentario  al  artículo  50:  basta 
leerlos  para  convencerse  de  ello:  el  número  ó circunstancia  primera,  por 
ejemplo,  se  exije  para  que  conste  perfectamente  de  la  identidad  de  la  finca 
á que  se  refiere  la  inscripción.  Supongamos  que  en  esta  se  haya  convelido 
alguna  inexactitud,  por  ejemplo,  en  uno  ó mas  de  sus  linderos1/)  en  la  ca- 
bida, pero  de  manera  que  no  exista  duda  de  la  identidad  de  la  finca,  nfpue- 
da  confundirse  en  todo  ni  en  parte  con  otras,  por  ser  una  heredad  cerra- 
da, conocida  por  todos  con  el  nombre  que  el  registro  la  designe,  no  ha- 
brá lugar  á la  disposición  de  la  primera  parte  del  artículo  que  estamos 
comentando,  porque  la  espresion  de  los  demás  requisitos  evita  que  el  ter- 
cero sea  inducido  á error  y sufra  perjuicio.  Debe  pues  buscarse  si  queda  ó 
no  cumplido  el  objeto  que  cada  número  se  propone,  y por  lo  tanto,  para 
que  la  inexactitud  vicie  la  inscripción  no  basta  que  exista,  sino  que  es  ne- 

i!f!ll0.qUe  ^ ‘demás  requisitos  de  la  misma  circunstancia  ó número  no  la 
bagan  insignificante,  ó de  hecho  la  rectifiquen. 

<h  el  SnTd°  la  incfactilud  ?w  fare  sustancial— Esto  es,  cuando  no  pim- 
ías nue  <?e  I°'Ser  m ,UC^°  ^error  s°hre  el  objeto  de  una  circunstancia  de 
deiamos  e<nmwü  Cn  í *nscr'Pc>°ny  perjudicado  en  su  consecuencia,  según 
lo  viene  á d<J¡  ° 6 a!lm[iro  qil(i  antecede  de  este  mismo  comentario.  Así 

esponiendo  arhdo  ? ait!cu  0 cuando  después  de  las  palabras  que  estamos 

P umndo,  anade  las  de  conforme  á lo  prevenido  en  el  párrafo  anterior . 


1>E  LA  FORMA  V EFECTOS  DE  LA  INSCRIPCION. 

8.  Circunstancias— En  el  mira.  1 del  comentario  hemos  dicho  va  la 

no  n!rcr  que  tleu'!  en  este  Iugar  la  Pallbra  circunstancias,  por  lo  que 
no  necesRamos  mas  que  referirnos  aquí  á loque  ya  dejamos  cspuesto.  ’ 

• se  declarara  la  nulidad.— Es  decir  que  en  esle  caso  á diferencia 
de  los  previstos  en  el  art.  30  y en  la  primera  parte  del  32  que  estamos  co- 
mentando, la  nulidad  no  procederá  ¡¡aojun,  ni  producirá  por  lo  tanto  des- 
e luego  sus  consecuencias,  sino  que  tendrá  por  punto  de  partida  la  decla- 
ración de  nulidad.  La  frase  declarar  la  nulidad  equivale  aquí  á la  palabra 
anular.  De  otro  modo  resultaría  la  anomalía  singular  de  que  se  considera- 
ran en  suspenso  los  efectos  de  las  inscripciones  siempre  que  en  ellas  hubie- 
la  una  omisión  que  no  fuera  de  todos  los  requisitos  comprendidos  en  alguno 
de  los  números  ó circunstancias  del  art.  9.°  ó una  inexactitud  que  no  fuera 
sustancial,  suspensión  ilimitada  que  no  admitiría  justificación,  ni  siquiera 
pretesto  loable  que  la  disculpara.  El  peligro  remoto,  el  temor  suspicaz  de 
que  puede  llegar  el  dia  en  que  aparezca  que  por  un  error  no  sustancial  que 
nadie  descubrió,  pueda  resultar  un  perjuicio  que  escape  á la  penetración 
del  hombre  mas  precavido,  no  son  motivos  bastantes  para  introducir  una 
perturbación  en  la  confiauza  que  es  conveniente  que  todos  presten  al  regis- 
tro, mientras  que  de  sus  páginas  no  aparezca  con  claridad  la  omisión  ó la 
inexactitud  que  puede  dar  lugar  á la  declaración  de  nulidad.  Las  últimas 
palabras  de  este  artículo,  que  pasamos  á comentar,  vienen  á robustecer  la 
opinión  que  dejamos  emitida. 

10.  Sino  en  el  caso  de  que  llegue  á producir  el  error  y el  perjuicio.— 
Es  decir  que  la  nulidad  no  está  en  la  inscripción  misma,  sino  que  depende 
absolutamente  de  circunstancias  accidentales  posteriores  á ella.  De  manera 
qué  la  inscripción  por  de  pronto  es  válida,  y se  invalida  después,  cuando 
existe  perjuicio  producido  por  el  error  que. fia  sido(  efecto  de  la  inexacta 

túd‘t¿).  - 


TEXTO  DE  LA  LEY. 

Art.  33.  La  inscripción  no  convalida  los  actos  ó contratos 
inscritos  que  sean  nulos  con  arreglo  á las  leyes  (1). 

Comentario . 

1 . No  convalida  los  ados  6 contratos  inscritos  que  sean  nulos  con  arre- 
glo á las  leyes.— El  objeto  déla  inscripción  no  es  dar  fuerza  a los  actos  que 


TITULO  II. 


Mr  «( no  la  llenen,  bien  sea  por  delecto  en  su  parle  intrínseca , A 
eíi'sn  forma  sino  solo  hacerlos  públicos  para  que  no  pueda  ser  mduc.do  á 
C ror  el  que  no  ha  sido  en  ellos  parte.  Consecuencia  de  es  o os , q„e  |a  ins- 
crincion  ni  aumenta  ni  disminuye  el  valor  de  los  títulos.  El  menor  que  ven- 
de sin  poder  hacerlo,  el  guardador  que  sin  observar  las  leyes  que  estable- 
n la  manera  de  verificar  la  enagenacion  de  los  bienes  inmuebles  del  huér- 
fano ó del  menor  cuya  tutela  ó curadoría  ejerce,  los  cede  á otros,  el  que 
traspasa  á un  tercero  lo  que  posee  estando  sujeto  á restitución,  el  que  por 
descuido  del  registrador  llega  á obtener  la  inscripción  de  una  escritura 
que,  atendidas  sus  formas  estrínsecas,  no  sea  fehaciente,  nada  adelantan 
con  que  la  inscripción  se  haya  hecho;  las  cosas  quedan  en  el  anterior  esta- 
do; los  contratos  ó actos  pueden  ser  atacados  del  mismo  modo  que  si  hubie- 
ran dejado  de  inscribirse.  La  nulidad  en  unos  casos,  la  anulación  en  otros, 
será  el  resultado  necesario  de  la  demanda  que  se  entable.  El  precepto  es 
claro:  no  necesita  ulteriores  comentarios. 

Tampoco  puede  ser  dudoso  el  motivo  por  qué  se  ha  consignado  espesa- 
mente esta  regla,  que  no  faltará  quién  califique  de  innecesaria.  Convenien- 
te era  escribirla  para  que  saliese  al  encuentro  de  la  cavilosidad  y malas 
arles  de  los  que,  faltos  de  conciencia,  quisieran  sacar  las  leyes  de  quicio 
para  hacerlas  servir  á sus  torcidos  fines,  y pretendiesen  que  actos  nulos 
en  sí  mismo  se  consideraran  purgados  del  vicio  que  entrañaban  por  el  solo 
hecho  de  inscribirlos.  Es  verdad  que  ni  aun  remotamente  puede  presu- 
mirse que  semejante  artificio  prosperara  en  los  tribunales,  aunque  la  Lev 
callara,  pero  esto  no  evitaría  los  inconvenientes  y disgustos  que  causan  los 
pleitos  á aquel  contra  quien  se  promueven,  por  mas  que  tenga  la  esperanza, 
y si  se  quiere  la  probabilidad  y aun  seguridad  de  ganarlos.  Hévaqub la  ra- 
zón que  lmbo  para  hacer  esta. .declaración.  Y era  tanto  mas 'conveniente, 
cuanto  que  la  importancia  y fuerza  que  la  Ley  dá  á las  inscripciones,  y la 
estension  de  los  efectos  que  producen,  podrían  influir  para  que  alguno  no 
perito  en  el  derecho,  creyera  fundado  lo  que  en  su  daño  se  fraguase , y de- 
sistiere poi  ello  de  las  reclamaciones  á que  sin  duda  tendría  derecho  en  el 
silencio  de  la  Lev,  según  los  principios  generales  de  la  legislación.  Puede 
pm  o tanto  considerarse  este  artículo  como  escrito  con  el  objeto  esclusivo 

«lo.  evitar  dudas  infundadas,  (a) 

«siranj eras °n o e^n r nnf ^ i ? 11  Lei— r a ,a  Ley  hipotecaria,  y en  las  legislaciones 

vialmente  se  ordena  en'  ol  aif  TqSI!°?eS  empresas  que  se  refieran  á lo  que  espe- 
valece  Jareóla  aue  ói  L «/‘i  Sl  ^Ien  tíinto  en  aquella  como  en  estas,  pro* 
•leí  derecho.  k establece  como  consecuencia  de  los  principios  generales 
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TEXTO  ÜE  LA  LEY. 

Alt.  34.  No  obstante  lo  declarado  en  el  artículo  ante- 
rior (1),  los  actos  o contratos  que  se  ejecuten  ú otorguen  por 
persona,  que  en  el  registro  aparezca  con  derecho  para 
ello  (2)  no  se  invalidarán  (3)  en  cuanto  á tercero  (4)*  una 
vez  inscritos  (5),  aunque  después  se  anule  ó resuelva  el  de- 
recho del  otorgante  (6)  en  virtud  de  título  anterior  no  ins- 
crito (7) , ó de  causas  que  no  resulten  claramente  del  mismo 
registro  (8). 

Solamente  en  virtud  de  un  título  inscrito  (9)  podrá  inva- 
lidarse en  perjuicio  de  tercero , otro  título  posterior  tam- 
bién inscrito. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  producirá  efecto  hasta 
un  año  desppes  que  empiece  á regir  la  presente  Ley  (10), 
y no  será  aplicable  en  ningún  tiempo  al  título  inscrito  con 
arreglo  á lo  prevenido  en  el  artículo  397,  á menos  que  la 
prescripción  haya  consolidado  y asegurado  el  derecho  á que 
se  refiere  dicho  título  (11). 

Comentarlo. 

1.  úLo  declarado  en  el  artículo  anterior. — Debe  lijarse  mucho  la  aten- 
ción-en  estas»  palabras , y tener  en  cuenta  que  el  artículo  53  á que  se  refie- 
ren , trata  de  los  actos  ó contratos  que  son  nulos  en -si  mismos  / y por  lo 
tanto  que  no  pueden  producir  efecto  alguno. 

2.  Por  persona  que  en  el  registro  aparezca  con  derecho  para  ello. — 
El  artículo  20  de  la  Ley  ordena  terminantemente  que  es  causa  para  sus- 
penderse ó denegarse  la  inscripción  la  de  no  hallarse  inscrito  anterior- 
mente el  dominio  ó derecho  real  á favor  de  la  persona  que  lo  tiansfiera  ó 
grave.  En  consonancia  con  él  establece  el  artículo  9.  en  su  número  sexto, 
que  una  de  las  circunstancias  que  debe  tener  Ja  inscripción  es  el  nombre  y 
apellido  de  la  persona  de  quien  procedan  inmediatamente  los  bienes  ó de- 
rechos que  se  hayan  de  inscribir,  circunstancia,  que  omitida,  hace  nula  la 
inscripción,  como  ordena  terminantemente  el  art.  50.  Consecuencia  de  esto 
es  que  siempre  que  enagene  ó grave  una  persona  que  en  el  registro  no 
aparezca  con  derecho  para  cnagenar  ó gravar,  no  podrá  hacerse  la  inscrip- 
ción, y que  si  por  descuido  del  registrador,  ó por  cualquier  otro  motivo  se 
hiciere,  será  nula.  No  podía  hablar  por  lo  tanto  de  este  caso  el  artículo  que 


TÍTULO  H. 


, nn.  n0I,,ue  equivaldría  á repetir*  la  Ley  innecesariamente  lo  que 
comentamos,  P I ^ soiamente  al  caso  en  que  apareciendo  alguno 
tema  ya  piescr  . para  celebrar  un  contrato  ó acto  trasmita  la 

e“  medadó  establezca  ó traspase  otro  derecho  real  cualquiera  eu  la  cosa  ¡u- 
*77  ov1c,p  nn  título  anterior  no  inscrito,  o una  causa  que  no 


mueble, "cuando  existe  un  titulo 

l^ad^el  teamro npor  el  acto  ó contrato  que  no  pudo  eonocer  por  sus  li- 
bios En  esto  sigue  el  espíritu  de  la  Ley  y su  base  capital,  según  la  cual, 
sin  publicidad  eUercero  nunca  puede  ser  perjudicado.  Ya  en  otros  lugares 

de  esta  obra  (a)  hemos  manifestado  las  medidas  adoptadas  por  la  Ley  para 

que  aparezca  siempre  quién  es  el  que  tiene  derecho  de  enagenar  y de  gra- 
var, las  del  Reglamento  general  dado  para  su  ejecución  y las  de  la  Instruc- 
ción sobre  la  manera  de  redactar  los  instrumentos  públicos  sujetos  al  regis- 
tro, las  cuales  alejan  todo  peligro  de  que  aparezca  con  derecho  para  ena- 
genar ó gravar  el  que  no  lo  tenga  en  realidad.  Solo  podrá  ser  inducido  á 
error  el  que  no  emplee  la  diligencia  y actividad  necesarias  para  enterarse 
de  lo  que  hay  en  el  registro. 

5.  No  se  invalidarán.—  Lo  inscrito  no  se  invalida  por  loque  no  está 
inscrito;  regla  general,  que  se  encuentra  escrita  en  el  §.  2.°  de  este  artícu- 
lo, y se  halla  espuestaen  el  1.°  La  palabra  invalidarán  , se  esplica  después 
con  las  palabras  aunque  después  se  anule  ó resuelva  el  derecho  del  otorgante. 
El  que  adquirió,  por  ejemplo,  el  dominio  y dejó  de  inscribirlo,  el  que  ven- 
dió una  finca  con  una  condición  resolutoria,  y no  cuidó  de  que  esa  condi- 
ción apareciera  en  la  inscripción,  no  pueden  quejarse  de  que  se  convierta  en 
su  daño  la  omisión  cometida;  injusto  seria  que  tuviera  que  esperimentar 
sus  consecuencias  el  que  engañado  por  el  silencio  del  registro,  adquiriese  la 
finca  que  otro  había  comprado  antes  al  que  se  la  vendió  á él>  ó el  quq  com- 
prase como  libre  el  predio  sujeto  á una  carga  ó á una  condición  de  que  no 
pudo  tener  conocimiento  por  el  registro. 

4.  En  cuanto  á tercero . — Consiguiente  es  siempre  la  Ley  al  principio 
que  la  domina;  el  de  salvar  de  todo  perjuicio  al  tercero,  dejando  á los  otor- 
gantes, dentro  de  las  condiciones  del  derecho  antiguo. 

ó.  Una  vez  inscritos. — Solo  cuando  el  título  posterior  ha  sido  inscrito 
y dei.de  que  lo  ha  sido,  tiene  lugar  este  artículo.  La  Ley  hipotecaria  solo 
considera  los  actos  con  relación  á la  inscripción:  cuando  ésta  no  se  ha  ve- 
ri ica  o,  ó al  menos  no  se  ha  presentado  el  título  para  que  se  inscriba,  que- 
an  os  actos  y contratos  dentro  de  sus  condiciones  naturales.  No  seria 

so  que  e derecho  anterior  no  inscrito  fuera  anulado  por  el  posterior  que 
tampoco  lo  estuviese. 

Míe  su  texto  Mn/rn.,!?  J 21  ,íl  Ley’  en  lüs  del  Reglamento  que  están  a!  fren- 


aparezca  claramente  del  registro,  y ordena  que  en  este  caso  no  sea  perju- 


rece 


que  aqm  nos  limitamos  á indicar 


DE  u F0RMA  V efectos  DE  LA.  INSCRIPCION.  r.M 
T T'l‘k  6 miwlm  ei  úmh0  del  otorqaule.-Qm la  acero 

vzr;? 10  c°“vcüie,ue  °n  d 5 ~r 

. h.  vu tucl  de  un  titulo  anterior  no  inscrito. —En  el  número  S de 

“ io  **  ^ — p-  i 

8.  I)e  causas  que  no  resulten  claramente  del  registro.— También  suar- 
da esta  prescripción  aamonía  con  la  base  principal  de  la  Ley  y con  su 
desenvolvimiento.  No  puede  considerarse  nadie  engañado  ni  perjudicado, 
cuando  el  registro  le  pone  en  conocimiento  de  lo  que  debe  tener  presente 
para  evitar  la  sorpresa  ó el  daño.  La  Ley  siempre  cuenta  con  la  diligencia 
de  las  personas,  y castiga  los  descuidos  cuando  se  convierten  en  daño  de 
alguno  que  fue  por  ellos  inducido  á error. 


Aquí  debemos  tratar  de  una  cuestión  que  no  se  refiere  precisamente  á 
Cretas  palabras,  sino  á todo  lo  que  dice  el  párrafo  primero  de  este  artículo, 
y que  ha  dado  lugar  á la  polémica  mas  animada  y empeñada  de  cuantas  lia 
promovido  la  Ley  hipotecaria,  tanto  por  el  afan  con  que  ha  sido  sostenida, 
como  por  el  número  de  personas  que  han  tomado  parte  en  el  debate.  Dio 
lugar  á la  cuestión  un  artículo  redactado  con  habilidad  por  un  apreciablc 
escritor  que  se  ha  distinguido  por  importantes  trabajos  sobre  la  Ley  hipote- 
caria (a),  artículo  que  fue  publicado  en  un  periódico  científico  {b).  En  él 
se  presentó  el  siguiente  caso  práctico,  mostrándose  el  autor  poco  satisfecho 
de  lo  que  dispone  la  Ley  en  este  artículo. 

«Usando  del  derecho  que  á todos  concede  la  Ley  hipotecaria»  dice  el 
artículo,  «un  perdido  A,  se  presenta  en  el  registro  y toma  nota  puntual  de 
la  designación  de  la  heredad  X,  y de  los  títulos  con  que  aparece  registrada, 
ó si  nc¡^  solicita  una  certificación  del  estado  de  aquella  finca,  y el  registra- 
dor se  fa  libra  literal.  Con  estos  antecedentes  se  forja  una  escritura  de  ven- 
ta, estendida  con  todas  las  solemnidades  que  la  ley  requiere,  imita  el  signo 
de  un  escribano,  la  presenta  al  registro,  y obtiene  su  título  registrado.» 

«Nada  ha  conseguido  todavía,  porque  según  el  art.  5o  de  la  ley  «la  ins- 
cripción no  convalida  los  actos  ó contratos  inscritos,  que  sean  nulos  con 
«arreglo  á las  leyes.»  Pero  se  confabula  con  otro  malvado  B,  y le  vende  la 
heredad  X,  presentándole  el  título  de  su  adquisición,  registrado,  v además 
una  certificación  del  registrador,  de  no  hallarse  gravada  aquella  finca  por 
A que  aparece  ser  su  legítimo  dueño.  B registra  su  nuevo  título  y con  el 
en  la  mano  se  presenta  en  la  heredad  X y quiere  echar  de  ella  á su  verda- 
dero dueño,  que  está  muy  distante  de  saber  el  enredo  que  contra  el  se  ha 
fraguado.  ¿De  quién  es,  por  tanto,  la  heredad?» 


in\  Fl  Sr  D Pablo  Cardellach,  autor  de  una  obra  sobre  la  Leyhipolecaria. 

6 m toro',  publicación  que  sale  á luz  en  Barcelona,  en  un  art, culo  que  lleva 

epígrafe  Una  duda  sobre  la  Ley  hipotecar,». 
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TÍTULO  II. 


. , previene  terminantemente,  en  su  articulo  34,  que  «los  actos  ó 

:’  unque0deTpues  « anule  6 resuelva  el  derecho  del  otorgante  en  virtud  de 
S anterior  no  inscrito,  ó de  causas  que  no  resulten  claramente  del 
! smo  registro.»  Por  consiguiente,  si  queda  válido  el  traspaso  hecho  á un 
tercero  válidas  también  serán  sus  consecuencias,  y ese  tercero  echará  de 
su  casa’al  verdadero  dueño  de  la  hacienda,  víctima  de  un  acto  criminal. 
Es  verdad  que  al  forjador  de  la  venta  A.  se  le  demandará  en  juicio  y se  fa- 
llará la  nulidad  de  aquella  venta  falsa;  pero  el  dueño  habrá  perdido  su 
heredad,  y el  segundo  comprador  B,  partícipe  en  la  culpa  ó inocente,  go- 
zará en  paz  de  unos  bienes  robados  (a). » 

Algunos  escritores  (/>),  alarmados  por  la  opiniou  que  precede,  se  apre- 

(a\  Funda  el  autor  su  opinión  en  una  serie  de  argumentos  que  están  publica- 
dos en  la  Revista  general  de  Legislación  y Jurisprudencia,  y que  creemos  conve- 
niente transcribir  en  esta  nota.  Dice  así : 

«Y  no  se  diga  que  nadie  puede  trasferir  á otro  mas  derecho  del  que  tiene.  Esto 
se  entendía  antes  de  que  las  acciones  dependiesen  del  registro,  porque  entonces 
las  escepciones  que  nacían  de  un  hecho  rescindían  el  contrato;  pero  como  del 
registro  no  nace  sino  un  hecho  claro  y absoluto,  claro  y absoluto  también  se  tras- 
pasa á un  tercero.» 

»No  se  diga  tampoco  que  lo  que  es  nuestro  no  puede  pasar  á manos  de  otro,  sin 
un  acto  ó sin  voluntad  nuestra,  porque  esto  una  vez  establecido  el  registro  se 
observará  de  mí  á tí,  pero  no- de  mí  á un  tercero,  porque  siempre  que  resulte  que 
ese  tercero  adquirió  legalmente,  aunque  sea  apoyado  en  un  título  falso,  se  hace 
dueño  de  la  cosa.» 

»En  vano  será  invocar  con  la  regla  15  de  regulis  juris  que  el  que  tiene  derecho 
á recobrar  una  cosa  parece  poseedor  de  la  misma  cosa;  porque  la  podrá  recobrar  sí, 
del  primero  que  adquirió,  puesto  que  ningún  derecho  se  pudo  dar  á un  acto  nulo, 
puro  no  del  tercero  que  ignoraba  si  el  primitivo  y verdadero  dueño  tenia  ó no  dere- 
cho de  reivindicar  aquella  cosa.»  “ 'í-  9" 

»Es  verdad  que  se  podrá  objetar  que  lo  que  en  su  principio  es  nulo,  siempre  es 
nulo;  que  lo  que  en  su  origen  es  vicioso,  no  puede  prevalecer  con  el  trascurso  del 
tiempo.  Pero,  si  bien  es  cierta  la  regla  y subsiste  en  cuanto  al  falsario  por  el  art.  33 
de  la  ley,  pierde  su  eficacia  cuando  un  tercero  ha  contratado  sobre  un  título  nulo, 
porque  respecto  de  él  apareció  bueno  del  registro,  y así  un  acto  nulo  produce  un 
acto  válido  y íirme  por  el  art.  34.» 

«Tal  vez  se  dirá  que  en  derecho  es  muy  ensalzada  la  equidad , que  en  todo  debe 
guardarse  con  preferencia,  y que  lo  que  obsta  al  que  contrajo,  obsta  también  á sus 
sucesores.  Pero  respecto  á lo  primero  toda  la  equidad  se  pone  de  parte  del  . tercero, 
para  quien  se  ha  hecho  la  ley;  y respecto  á lo  segundo,  podrá  entenderse  con  los 
sucesores  universales,  pero  no  con  el  estraño  que  sucedió  por  compra  ó donación.» 

W fueron  los  Sres.  Oller  y Borras,  Pou,  Coll  de  Alvarez,  Ruiz,  y otro 
riA¡f J1-"  lndica con  las  iniciales  A.  R además  de  las  publicaciones  de  los  pe- 
ños S!  ni L a-  Rev¡sta,  Hipotecaria,  Eco  de  la  Ley  y Gaceta  del  Notariado.  No 
como  ln  Íii7n  , nuestros  lectores  ver  el  estrado  de  esta  polémica,  tal 

B.  José  Mnví-i  C0  a,)0In^°r  cn  la  Revista  de  Legislación  y Jurisprudencia 

boy  hipotecaria  nt0Ja’  autor  con  Antonio  María  Llorct,  de  otra  obra  sobre  la 

dominante  do°ía  \ pv'  nlnAtln0  f-e  ,0S  imPl1f?n adores,  manifiesta  que  el  pensamienlo 
vsn  efXTv ,fiR  ^nlisar  mas  y mas  el  derecho  lo  propiedad 
■ que.  al  establecer  la  ley  dos  registros,  el  de  propiedad  y eí  de  hipo- 
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S BE  L\  LNS(:nii‘C((v\. 
suraron  á impugnarla;  mucho  interés  tuvo  esta  importante  polémica.  tnm~ 

flp  hPipva  fesVanecer  Jas  dudas  que  suscita  la  lectura  de  una  parte  de  un  artículo 
rorrplafunnoc1pene^er,i  no|°J°  hacerse  cargo  de  todo  su  contenido,  sino  buscar  <us 
de  ifin'frw  n °if  d®mas’  con  Ios  (lel  Reglamento  para  su  ejecución  v con  los 
oÑn  lo  pCC  rn  S°bre  ,a,manei:a  de  redactar  los  instrumentos  sujetos  á registro  » 
art  íi°on  ^onfon"a  con  ,a  opmion  del  Sr.  Cardellach,  vosplicando  v espomendo  el 
art  34  en  su  verdadero  sentido  cree  demostrado  que  no  existe  semejante  duda  v 
que  en  caso  de  existir,  tiono  ima  cnlnoion  /»Ár\fAumn  •»  Iao  J .1  1 1 ^ •' 
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cuanto  al  tercero  el  contrato  una  vez  inscrito,  y esta  no  invalidación  en  cuanto  al 
tercero,  esplica  también  que  se  anula  ó rescinde  aquel  primer  contrato  nulo  con 
arreglo  alas  leyes.» 

«Para  decidir  mejor  lo  infundado  de  la  duda,  presentir  los  dos  casos  de  estar  ó 
no  inscrita  en  el  registro  la  heredad  X como  de  la  propiedad  de  ese  N,  de  quien  el 
malvado  A la  supone  adquirida  per  primera  vez.  Si  no  estaba  inscrita,  ya  no  pudo 
el  malvado  A inscribir  su  título  falso  ó lingido,  porque  el  art.  20  de  la  ley  dice  que 
«será  causa  bastante  para  suspender  ó denegar  la  inscripción , la  de  no  bailarse 
«anteriormente  inscrito  el  dominio  ó derecho,  de  que  se  trate,  á favor  de  la  persona 
»que  lo  transfiera  ó grave.»  Por  consiguiente,  quedan  desvanecidas  todas  las  conse- 
cuencias que  supone  el  Sr.  Cardellach  partiendo  de  la  imprescindible  circunstancia 
de  la  inscripción.  Diráse  tal  vez,  que  dentro  del  plazo  prefijado  para  inscribir  los 
títulos  que  110  lo  están,  puede  apresurarse  el  malvado  A para  la  inscripción  de  su 
título  fingido  masque  el  verdadero  dueño  para  la  del  suyo  legítimo;  pero  prescin- 
diendo de  que  A no  podrá  registrar  su  título,  por  la  oposición  que  encuentra  en  el 
artículo  20  de  la  Ley  Hipotecaria,  el  art.  34  dice  en  su  tercera  parte,  que  lo  dis- 
puesto en  la  primera  no  producirá  efecto  hasta  un  año  después  que  empiece  á regir 
la  ley.  Luego  es  menester  que  el  legítimo  dueño  lleve  su  incuria  y su  abandono 
hasta  un  estremo,  inconcebible,  y en  este  caso,  si  sufre  perjuicio,  culpa  es  suya  y 
no  de  la  ley  que  le  ha  dado  medios  de  amparar  su  propiedad.» 

«Si  estaba  inscrita,  como  la  segunda  parte  del  articulo  34  dice  que  solamente 
en  virtud  de  un  título  inscrito  podrá  invalidarse  en  perjuicio  de  tercero  otro  título 
posterior  también  inscrito,  el  legítimo  dueño  N quedaría  dueño  y propietario  de  la 
finca  X,  porque  en  virtud  de  su  título  legítimo  inscrito  invalidaría  el  falso  que  pro- 

' «El  Sr.  Poú  dijo  que  la  duda  del  Sr.  Cardellach , á juzgar  por  los  fundamentos 
. ■'  ” , i- IamI  :i  ofocln  nn«  so  oro- 


res  garantías  aue  la  aburasen  de  las  íletenlaciones  de  un  tercero,  no  Había  yod, Jo 

merws^de^conceder  c^tas  ventajas  i los  titules  retrate  cuando  se  U,L  en 
oposición  con  otros  qu « i I»  SSS  inscritos,  oi'ie  tal 


<( convalida  los  actos  o 


leyes.)} 


" «Sentada  en- términos labwlulot ¡W 'niiSS'iSi  ^ 


eglo 

se  encontró  el  legislador  con 


vir  de  garantía  al  que  pretendiese 

'l'OMO  I 


título  n. 


fí'.’O 

„ «lia  mrte  manifestando  que  estábamos  conformes  con  la 
bien  tomamos  en  ella  pane 

. Pnfnnf.os  en  Ja  alternativa  de  tener  que  ate 
nuJo  el  titule ? * el  asegurar  la  propiedad,  ó tener  que 


dentar  contra  el 
conceder  á Ja 


uuiu  ci  . , i ipv  el  de  asegurui  m jmijmuu»,  « t'  **'-*  'i'”'  w<m.ewr  a tu 

oJ)jeto  primordial  «e  tu  ■ q eJ  efect0  de  convalidar  actos  nulos,  distinguió  la 

mera  inscripción  tu  « e>  istr0  apareciera  como  dueño,  sin  serlo,  considorán- 
situacion  de  aquei  qj  ( verdadcr0  propietario,  ya  con  aquella  tercera  persona  á 
dolo  ya  en  asado  sus  derechos.  En  Ja  calidad  de  supuesto  dueño,  dispuso 

la  c”,al  í" f, ÍL1 V Spcion  del  Ululo  al  efecto  de  vencer  en  juicio  al  propíela- 
q-  I Uvmn  Tomo  á causante  de  un  tercero,  mandó  que  tampoco  pudiese  servirle 
jviKscrincion  al  efecto  de  legitimar  su  título,  aunque  sí  favorecería  al  tercero 
“ pI  pfecto  de  conservar  Ja  propiedad  adquirida,  en  el  caso  de  ser  vencido  dicho 
Pa™mte'  en  v¡r(Ud  de  título  anterior  no  inscrito,  ó de  causas  que  no  resultasen 
/dirimente  del  mismo  registro;  es  decir,  en  caso  de  ser  vencido  por  alguno  de 
aquellos  medios  cuya  noticia  no  estaba  al  alcance  de  dicho  adquirente,  por  no  re- 
sultar, con  toda  claridad  del  registro.» 

«La  consecuencia  de  estos  principios  no  puede  menos  de  ser  iavorable  para  el 
verdadero  dueño  cuyos  títulos  se  hallen  convenientemente  registrados,  y por  tanto 
contraria  al  tercer  adquirenle  que,  teniendo  datos  suficientes  en  el  registro,  no  se 
cuidó  de  examinar  la  legitimidad  de  los  traspasos  que  segnn  él  hubiese  sufrido  la 
propiedad  que  trataba  de  adquirir.» 

uPara  convencerse  de  eslo,  bastaba  poner  frente  á frente  el  interés  de  la  perso- 
na que  adquiere  de  buena  le  una  propiedad,  en  vista  de  los  datos  que  suministra  el 
registro,  y el  de  la  persona  que,  faltando  á Jas  prescripciones  legales,  decuida  dar 
publicidad  á sus  derechos  por  el  sencillo  medio  que  la  ley  le  facilita,  para  cónven- 
cerse  de  que  la  justicia  y la  conveniencia  general  exigen  que  el  primero  de  dichos 
intereses  sea  pospuesto  al  segundo,  y deque  debe  ampararse  al  legítimo  dueño  que 
ha  cumplido  con  todos  los  requisitos  legales  relativamente  al  registro  de  su  propie- 
dad, contra  los  ataques  del  que,  si  bien  deriva  su  acción  de  una  persona  que  apa- 
rece como  dueño  del  registro,  no  lo  es  en  realidad.  De  esta  manera  queda  garan- 
tido el  derecho  del  que  cumplió  con  la  ley,  y castigada  la  negligencia  del  que  ad- 
quirió, sin  cuidarse  de  si  eran  ó no  legítimos  los  traspasos  que,  según  aparecía  del 
registro,  había  tenido  Ja  propiedad  que  adquiría.» 

«Seria  preciso  que  tuviese  validez  el  contrato  celebrado  entre  A yB,  en  favor  de 
este  último,  y para  que  tuviera  lugar  la  no  invalidación,  caso  de  anularse  ó resol- 
verse posteriormente  el  derecho  del  otorgante  A,  seria  necesario  que  esta  resolución 
hubiera  tenido  efecto  en  virtud  de  título  anterior  no  inscrito,  ó haber  sido  moti- 
vada por  causas  que  no  resultasen  claramente  del  mismo  registro.  En  el  caso  pro- 
puesto, ninguna  de  estas  condiciones  tendría  la  resolución  ó anulación  del  derecho 
del  verdadero  dueño  de  la  heredad  X.  Todo  lo  contrario:  con  la  exhibición  de  su 
titulo  debidamente  registrado,  rechazaría  la  demanda  del  comprador  B;  y este  do- 
cumento seria,  á no  dudar,  la  base  de  la  anulación  del  pretendido  derecho  de  A, 
como  tue  el  punto  de  partida  de  su  clasificación,  y como  seria  también  el  que,  se- 
guir el  contesto  del  art.  34  se  opondría  á la  validez  del  contrato  entre  A y B.» 

«En  su  concepto  el  Sr.  Cardellach  había  confundido  inadvertidamente  el  defec- 
sea  la  falsedad  del  título  del  otorgante  A,  con  la  causa  esterna 
v¡„, m-  , ' yerdadero  dueño  á cuyo  favor  tenia  que  declararse  la 

uní  ilí.  i-i  w m ° tiLdo  (lel  falsario  A,  tomando  en  consecuencia  dicha  falsedad  por 
tas  nn  i est/anas  a (iue  alude  el  art.  34  de  la  Ley  hipotecaria,  cuando  es- 

voV  do  nin  no!ser  otias  ^ue  verdadí?ras  causas  esternas  ó títulos  distintos  en  fa- 
ei  aparente  dueño1))1  ^ozantio  de  rnej°r  derecho,  pueda  obtener  victoria  sobre 


vo  du6ño^aj,cuál°irnMi^Uei la,!leredad  x continuaría  perteneciendo  á suprimid- 
la d:RV°sicion  del  citado  artículo  34,  toda  vez  que  en 

que  c.ede/su  luaar  itiIp  ,u  f y-,e  otorgante  a,  el  título  defectuoso  de  éste  tendría 
«El  Sr.  Colinde  AK  r íle  bebidamente  registrado.» 

‘ sostuvo  eu  el  periódico  titulado  El  Amjmrdanés  que  el 


DE  LA  FORMA  V EFECTOS  DE  LA  INSCRIPCION. 

opunon  de  los  que  hubiau  iutpttgundo  la  interpretac¡on  dada  „ ^ ^ de 


puesto  por  el  S?  SdeEh1,  jíómu/en dtjnrr  ™rf[e,í<’ia  f1  t!)s0  práctico  pro- 
te  A ei  derecho  de  traspasar  caso  el  tribunal  negarla  a!  otorgan- 


(«La  íev  quiere  el  registro  detallado  y completo,  y por  eso  adontó  el  si.sf.eim  Ao 
publicidad  y especialidad  de  las  hipotecas:  y para  esto,  así  como  para  que  sus 
disposiciones  sean  cumplidas,  establece  algunas  cláusulas  penales  y una  do  ellas 
es  lo  dispuesto  en  la  primera  parte  del  art.  34.»  ’ y 

- «Para  la.  mejor  resolución  de  Ja  duda  distingue  el  caso  en  que  el  primitivo  due- 
íii)  hubiese  inscrito  su  derecho,  del  en  que  no  lo  hubiera  verificado.  Si  no  lo  ins- 
cribió, como  el  tercer  poseedor,  liado  en  los  datos  del  registro,  adquirió  de  buena 
le  la  cosa,  claro  es  que  la  debe  hacer  suya  , y culpe  su  propia  negligencia  ei  pri- 
mitivo dueño  : asi  lo  dá  á entender  el  art.  34  al  decir  : « no  obstante  lo  declarado 
»en  el  art.  33,  los  actos  ó contratos  que  se  ejecuten  ú otorguen  por  persona  que  en 
»el  registro  aparezca  con  derecho  para  ello,  no  se  invalidarán  en  cuanto  á tercero, 
)yuna  vez  inscritos,  aunque  después  se  anule  ó resuelva  el  derecho  del  otorgante  en 
vvirtud  de  titulo  anterior  no  inscrito,  ó de  causas  que  no  resulten  claramente  del 
»mismo‘  registro .» 

«Pero  si  el  dueño  verdadero  hubiese  inscrito  sus  títulos,  entonces  ya  no  cabe 
esta  decisión.  Cumplió  con  los  requisitos  legales  y por  tanto  la  ley  le  ampara  en 
su  derecho,  porque  el  mismo  art.  34  dice  en  su  segunda  parte  «que  solamente  en 
nvirtud  de  un  título  inscrito  podrá  invalidarse,  en  perjuicio  de  tercero,  otro  títu- 
■nlo  posterior  también  inscrito.»  El  tercero  debe  ceder,  pues,  ante  el  dueño  le- 
gítimo que  registró.» 

«Concluye  manifestando  lo  difícil  que  es  la  realización  del  caso  propuesto  por 
el  Sr.  Cardellach.  Se  funda  para  ello  en  la  multitud  de  circunstancias  que,  según 
la  Instrucción  para  el  otorgamiento  de  los  instrumentos  públicos  sujetos  al  regis- 
tro habrá  de  tener  presentes  el  falsificador  A al  redactar  su  falsa  escritura  de  ad- 
quisición de  la  hereaad  X;  Ja  concordancia  de  la  escritura  falsificada  con  el  regis- 
tro la  premura  de  tiempo  con  que  deberá  vender  lo  que  en  realidad  no  compró, 
supuesto  que  cada  tres  meses,  los  escribanos  deberán  remitir  al  registrador  un 
índice  de  los  instrumentos  sujetos  á inscripción  que  hubiesen  otorgado , y final- 
mente en  que  seria  preciso  sorprender  al  registrador  con  un  titulo  falso,  y poste- 
riormente al  escribano  que  otorgara  la  escritura  de  venta  á favor  de  B,  lo  cual  no 
es  probable,  porque  el  escribano  debe  hacer  constar  la  capacidad  legal  de  los  otor- 
gantes espesando  Jas  circunstancias  que  la  determinan.  También  la  persona  que 
trasfiera,  modifique  ó revoque  algún  derecho,  debe  espresar  el  titulo  de  adquisi- 
ción en  cuya  virtud  le  pertenezca,  aunque  no  haya  presentado  al  escribano  los  do- 

CU"S1S¿' mXtJL PprTsíntóia  cuestión  en  estos  términos:  EUencdor  ie 
un  título  falso,  cuija  inscripción  no  tenga  vicio  estertor  de  nulidad  ¿podra  trasmi- 
tir firmemente  á tercero  el  derecho  que  tenia  en  apariencia. 

«La  Lev  hipotecaria  es  una  ley  adjetiva,  siendo  su  sustantiva  el  derecho  civil. 
Fslc  es  oí  «er minador  y regulador  general  de  los  derechos  y obligaciones,  como 

mía  lo  es  de  sus  formas  y de  la  trascendencia  de  esas  formas  en  cuanto  se  re- 
fere al  dominio  y los  derechos  reales;  y la  mas  preponderante  de  todas  las  formas 

CS  ' « La Tey  hipotecaria  no  reforma  en  el  fondo  el  derecho,  sino  en  su  forma  y en  la 


TÍTULO  11. 

, 

„ Ley  hipotecaria  ,»»r  el  que  promovió  la  cuost.ou,  y haciéndonos  cargo 

• ■ -.o  i7i i-,  dice  al  propietario  y al  capital:  si  queréis  fijeza , respe- 

ousecueucia  de  esta.  _ tros  derechos,  venid  á mi,  que  yo  os  las  daré,  pero 
tabilidad  y seguridad  en  vus  prevengo,  es  decir,  con  inscribiros  en  el  libro 
habéis  de  cumplir  con  lo q v 

que  destino  á hacerlos  públicos.». 

«Así, 


« quien  tenga  . * a¿  qm 

”ta  9a*,  jj'fínra  aramda  ó la  reciba  como  hipoteca  en  garantía  de  lo  que  sele  de- 
nctn/li  nauta  reguladora  de  los  derechos  de  ese  género,  va  a ser  únicamen- 
M aparezca  del  registro.  Ahora  bien,  como  la  inscripción  váá  tener  toda 
“ trascendencia,  el  legislador  lia  dispuesto  que  los  que  hubiesen  adquirido  y no 
inscrito  derechos  á Ja  publicación  de  la  ley,  lo  hagan  dentro  del  ano  de  su  ejecu- 
ción y para  animarles  aun  mas  les  perdona  todos  los  derechos  y multas  y hasta  la 

mitad  fie  los  honorarios  del  registrador. » ...... 

« «Distingue  después  el  articulista  cuatro  casos  para  la  realización  del  propuesto 
ñor  el  Sr.  Cardollach:  l.°  que  se  verifique  sin  transcurrir  un  año  desde  la  publica- 
ción de  la  ley:  2.°  trascurrido  el  año,  pero  estando  inscrita  la  mera  posesión:  3.° 
trascurrido  y estando  inscrito  el  título  que  pueda  enervar  al  del  tercero:  4.°  tras- 
currido v sin  estar  inscrito  el  que  la  pueda  enervar.» 

«En  el  primer  caso,  nada  lia  adquirido  el  tercero  y cúlpese  á sí  mismo,  porque 
debió  saber  que  durante  ese  año  podían  venir  al  registro,  llamados  por  el  artícu- 
lo 389,  muchos  títulos  que  acreditaran  derechos  íirmes  que  antes  üo  constaban.  En 
el  2 0 tampoco  adquiere  nada,  porque  debió  saber  que  la  mera  posesión  no  es  títu- 
lo eficaz,  si  no  iba  acompañada  de  la  prescripción.  En  el  3 °,  existiendo  la  colisión 
entre  ambas  inscripciones  la  legítima  y la  falsa,  se  decidirá  siempre  por  la  eterna 
regla,  de  que  es  mejor  en  derecho  el  que  es  primero  en  tiempo.  Y para  que  los 
propietarios  no  encuentren  nada  que  les  estorbe  que  aseguren  así  sus  derechos, 
recordando  la  Ley  que  en  el  art.  19  prohibió  inscribir-  títulos  anteriores  á los  ins- 
critos, esceptúa  espresamente  este  caso  el  artículo  35  del  Reglamento.  No  se  con- 
tenta la  Ley  con  prestar  esa  garantía  á los  propietarios  que  se  presenten  á inscribir 
sus  derechos,  la  retrotrae  á la  fecha  de  la  adquisición  del  derecho,  si  consta  de  tí- 
tulos, según  el  art.  391.  Solamente  en  el  4.u  caso  será  cuando  el  tercer  adquirente 
sostendrá  su  derecho  contra  el  legitimo  dueño:  ¿pero  será  la  Ley  la  responsable,  ó 
lo  será  él  por  haber  descuidado  cumplir  con  sus  preceptos?  Si  sucediera  lo  con- 
trario, si  uno  adquiriese  un  derecho  fundado  en  que  del  registro  aparecía  que  el 

resolver  ese  de- 
decirse que  la 

. . „ * * , „ — que  en  esta  materia 

reinaba  antes  de  publicarse  la  Ley  hipotecaria.» 

«Privado,  pues,  el  primitivo  dueño  por  su  incuria,  que  pudiera  llamarse  dcsis- 
encia  voluntaria  de  la  acción  real,  no  tiene  derecho  a reclamar  la  cosa;  pero  le 
quedan  a salvo  todas  las  acciones  que  el  derecho  civil  y penal  le  conceden  para  re- 
de”qir  1 - *a  indemnizacÍQn  de  perjuicios  y para  exigirle  todas  las  responsabilida- 


!¡\  i (-Jrmení^d0  Ruiz  dijo  que  la  duda  propuesta  sobre  el  artículo  34  de 

arlíníin  víCia  de  fundamento.  Examinando  dicha  disposición 

íiciiifirl-  v ’ *liai?desto  que  en  su  mismo  contesto  se  encuentra 

de  la  reform'.0?^0  SOs,eniend°  que  los  derechos  del  propietario  queuui 

título  normip  oí  o°/S  C0.mo  siem.Pre  lo  estuvieron,  si  procura  i 

que  no  so  mvi]¡d4-ínCU  ° 34  f°  ? se  re^ere  a*  título  no  inscrito,  cuar 
i “u  st,  invauuaran  on  wianu  i •’ 


disposición  en  su  relación  con  el 
encuentra  la  solución  de  la  di- 
del  propietario  quedan , después 
inscribir  su 
indo  declara 


resuelva  el  derecha  rh>i  ’ , sa  rol|eren  a estas:  aunque  clespu 

validarán  en  cuanto  á ’ Smi°  que  hacen  rfilacion  a estas  otr 

cuanto  a tercero-,  de  modo  que  en  sentido  d«l  arhVniki* 


as:  no  se  tu- 
que en  sentido  del  articulista,  aparece  cía- 
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de  los  debates,  reconociendo  la  copia  de  razones  con  que  habían  sido  sos. 

no  desmiefde  LÍeguncE  ™ C°l0Can  á Continuacíon  de  las  últimas,  y 

exige  la  Ley  Pero  -s^iéndofra  hípAtasi^^' 

w ql'e  fm<lera  ver,l'carse  la  usurpación  pretendida,  siempre  que  el  primitivo 
dueño  tu  viera  inscrito  su  derecho,  pues  según  el  art.  34,  solímente  en  K 

ni  vlnnüf6”01  m?crito  P0f,r^  invalidarse  otro  posterior  inscrito  también.  Ahora  sí 
\ piopietario  es  tan  poco  celoso  que  desdeña  las  garantías  con  que  la  Lev  le  brinda 
para  asegurar  su  propiedad,  cúlpese  á sí  propio,  y no  á la  ley,  qVc  no  solJ  le  dW 

u s P‘ir^  evitai  e‘  ”lal  sufrid°j  smo  que  le  concede  el  plazo  de  un  año  para  poder 
valerse  de  estos  medios.»  1 1 

«Por  último,  la  Gaceta  del  Notariado  también  se  hizo  cargo  de  la  duda  pro- 
puesta; y aparte  de  juzgar  imposible  Ja  realización  del  hecho  que  presentó  el  se- 
ñor Cardellach  por  la  multitud  de  operaciones,  todas  ellas  solemnes,  que  tendría 
que  realizar  el  malvado  A antes  de  conseguir  su  objeto,  opinó  que  el  propietario 
puede  estar  exento  de  temor,  siempre  que  tenga  inscrito  su  título,  para  lo  cual 
aconsejó  á todos  los  que  no  lo  tengan,  que  acudan  á verificarlo  dentro  del  año  que 
al  efecto  les  concede  la  Ley.»  ' ^ 

«Corro  era  natural,  eí  autor  de  la  duda  había  de  replicar  y hacerse  cargo  de  los 
argumentos  en  su  contra  espuestos,  y en  efecto  así  lo  verificó  en  un  artículo  que 
también  publicó  El  Foro.» 

■ «Empezó  su  replica  diciendo  que  en  efecto  la  estabilidad  del  derecho  de  pro- 
piedad era  la  base  de  la  Ley  hipotecaria ; pero  no  de  la  propiedad  primaria,  de  la 
que  descansa  en  el  derecho  natural  y que  se  posee  con  justo  título  , sino  de  la  pro- 
piedad délos  terceros  adquirentes.  Por  esto,  dijo,  el  quedar  abolidas  contra  ter- 
cero todas  las  acciones  rescisorias  y resolutorias ; por  esto  al  tercero  no  le  puede 
perjudicar  nada,  absolutamente  nada f que  no  conste  clara  y esplícitarnente  del 
■registro.» 

«El  legislador,  al  atribuir  á la  inscripción  mayor  virtud  que  al  mismo  título,  ha 
previsto  que  aquella  debia  aparecer  con  todos  los  requisitos  necesarios  para  evitar 
errores.  De  allí  que  haya  mandado  que  los  escribanos  hagan  constar  en  los  títulos 
todas  las  circunstancias  que  determinen  la  capacidad  para  contratar;  que  calculan- 
do que  á pesar  de  todo  podría  haber  títulos  faltos  de  algunos  requisitos,  baya  orde- 
nado ;í  los  registradores  que  bajo  su  responsabilidad  los  califiquen  y que  no  los  re- 
gistren hasta  que  sean  subsanados  los  defectos  que  contuvieren;  y de  ahí,  por 
ultimo,  que  temiéndose  que,  á pesar  de  todas  las  precauciones,  se  admita  un  titulo 
falso  haya  dispuesto  qué  pueda  declararse  nula  la  cancelación  cuando  se  declare 
falso  el  título,  aunque  esta  nulidad  se  entienda  sin  perjuicio  de  tercero.  Es  mas: 
hasta  ha  previsto  la  ley  que  pueden  presentarse  al  registro  títulos  en  que  conste 
delito'  v por  eso  hace  responsables  á los  registradores  con  multas  y con  mdemni- 
"ion  ^perjuicios.  Quejan , pues,  contestados  los  <|ue  n.cgan  la  es, atenea  de  t,- 

tu'os  falsos.»  ^ v Pou  c)  propietario  puedo  anular  el  título  drl 

«&e  mee  poi  io&  no  solo  no  es  posible,  sino  que 

‘ ‘ J la 


tercero  Zm^dio  de  sT tíiúia  in«n.  Pm  Sf,  »«  **,"»  « pos»,  sino  ,p;o 
es  absurdo  porqué  la  inscripción  de  A produjo  la  estincion  v cancelación  de  la 

in se rfnci on 5dé?  veMa'dero  propietario , como  la  de  B produjo  la  de  A,  pues  que  en  el 
inscripción  vera.  ^ ^ /DSC1.ipcfones  válidas  de  una  misma  finca  a favor  de 

Líenos*  esto  es,  no  puede  estar  la  heredad  inscrita  en  el  numeio 
v h misma  heredad  inscrita  á favor  de  B,  también  con  el  numere 


inscripción  dél 

registro  rto  puecie  uaucr  ]a''jiereda(1  inscrita  en  el  número  100  a 

distintos  también  con  el  número  100. 

lavo,  do  , V ■ ■ . , nscrinciori  del  primer  propietario  el  que  puede  anular 

Ñ&Sarf  cancXo”  luego  '»  * ^rcitar  el  dueiio.su  acción  por 
« ri  ilXTlteiGSte  inscrito  con  referencia' á su  inscripción  de  propicia, I;  y como 
éste  no  existe,  lié  allí  que  el  propietario  lio  puede  ejercitar  acción  alguna  si 
personal  contra  el  falsario  y criminal.» 


i sino  la 
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p,r  todos,  la  precisión,  claridad  y concisión  con  que  se  habían  es- 

*0  i-p  fio  ni  «1  párrafo  primero  del  urt.  31  uo  es  otro,  en 
«lil  título,  puch,  a q a [(  1 ' e(  que  So  refiere  en  el  párrafo  primero  del  37,  ó 
concepto  del  Si. jarcie  » Ji  or¡a  por  causa  inscrita,  como  si  el  dueno  de  la  he- 
sea  el  que  produce  accion^r^  ^ comlpra(ior  quñ  en  caso  de  lesión  pudiese  revocar 
redad  hubiese  con vbu  ' .fi(jada  ,a  Jesion>  podría  revocarse,  aunque  mediase  un 

la  venta;  en  este  c , j consecuenCia>  s¡  al  tercero  solo  pueden  perjudicarle  ac- 
tercer  inscritas,  y si  en  el  registro  no  consta  ninguna,  el  tercero  está 

cmnes  re.  ic¡on  contra  el  verdadero  dueño,»  . 

irm  A iPinás  la  Lev  hipotecaria  ha  suprimido  contra  terceros  todas  las  acciones  res- 
¡ -aWm  Rechazándolas,  las  nivela  todas  y las- confunde , y para  los  efectos  de  la 
í ív  !n  inferno  es  haber  consentido  un  poco  como  no  haber  consentido  nada,  y lo 
.niLo  es  no  haber  estado  presente  si  el  otorgante  era  imbécil  como  no  haberlo  es- 
t ido  uno  de  sano  juicio,  pues  en  todo  caso  se  verifica  relegación  absoluta  de  la 

Lev  de  los  medios  de  alcanzar  justicia  contra  terceros.» 

«Pero  ¿qué  estrado  es  que  se  sancione  este  principio  cuando  la  Ley  misma  des- 
poja al  comprador  que  ha  pagado  un  precio  y ha  sido  investido  en  la  posesión  real 
por  el  mismo  vendedor,  si  otro  antes  que  él  registra  su  título  de  adquisición?  Así, 
pues,  concluye  que  sin  retirar  los  principios  cardinales  de  la  Ley,  no  es  posible  con- 
tener los  robos  de  la  propiedad.  , . . . 

«El  Sr.  011er  y Borras  volvió  á contestar,  como  parecía  consiguiente,  al  Sr.  Car- 
dellach.  Empezó  por  consignar  oportunamente,  que  así  como  en  el  primer  artículo 
del  autor  de  la  duda  se  encerraba  al  legítimo  dueño  eu  un  estrecho  círculo  sin  sa- 
lida, pues  se  decía  que  había  perdido  la  heredad  y que  no  tenia  medio  alguno  de 
recobrarla,  en  el  segundo  articulo  ya  se  indicaba'que  podia  ejercitar  las  acciones 
personales  y las  criminales,  con  lo  cual  va  se  convenia  que  al  menos  habia  un  me- 
dio para  evitar  que  el  dueño  perdiese  la  heredad,  é impedir  que  B gozara  con  segu- 
ridad de  unos  bienes  usurpados.» 

«La  esplicacion  y aplicación  que  dá  el  Sr.  Cardellach  á los  principios  cardinales 
en  que  se  apoya  la  Ley  hipotecaria,  ¿es  la  verdadera?  No,  resueltamente.  El  prin- 
cipio dominante  en  la  Ley  consiste  en  asentar  la  propiedad,  territorial  y todas  sus, 
desmembraciones  y modilicaciones  en  bases  mas  seguras  que  las  en  que  hoy  des- 
cansa; y este  principio,  que  comprende  tanto  á la  propiedad  primaria  como  á la 
de  los  terceros,  es  bien  seguro  que  no  entrará  en  el  número  de  los  que  cree  el  se- 
ñor Cardellach  que  deben  retirarse.» 

«Por  mucha  que  sea  la  importancia  que ia  ley  dé  á la  inscripción,  nunca  será 
tanta  como  quiere  darle  el  Sr.  Cardellach,  porque  los  legisladores  no  podían  ima- 
ginar, ni  mucho  menos  formular  que  una  escritura  falsa,  solo  porque  estuviera  ins- 
crita, bastara  para  echar  déla  heredad  X ú su  legítimo  dueño.  Podrá  haber,  coma 
lia  habido  siempre,  malvados  que  con  un  titulo  simulado  han  pretendido  despojar 
a los  verdaderos  dueños;  pero  habrá  también  tribunales  que,  conio  hasta  aquí, 
manden  a presidio  á los  que  traten  de  apoderarse  de  lo  ageno.  De  todos  modos  no 
hay  que  olvidar  que  la  inscripción,  por  mas  fuerza  que  la  haya  concedido  la  Ley,  lio 
convalidara  nunca  los  actos  ó contratos  que  sean  nulos  con  arreglo  á las  leyes. 

~ i?  i 0 , 1 mscripcion  del  título  A estingue  ó cancela  ia  del  primitivo  due- 

loa  íei  edad  X,  como  la  de  B estingue  á su  vez  la  de  A:  y por  tanto  que,  como 
HUP  pn  e0riCfr?  pueden  perjudicarle  las  acciones  rescisonas  inscritas,  toda  vez 
emÜ1™77  Se  ’ , H11*2  <das  inscripciones  uo  se  estinguen  en  cuanto  á ter- 

wileredir»  r^Mnc!.  oa</?laciob  ° por  la  inscripción  de  transferencia  del, dominio  ó 
registro  ninguna0»!!0- á fUV01  de  ptra  Pcrsona,)»  claro  es  que  no  constando  en  el 
contra  el  veSero  dSo^f0180113  ’ ^ terCer°  6Stará  íirme  sobre  su  adquisicion 

sea  en^onformkh dS -f íf  o*10 * Cl!amio  el  legítimo  dueño  invoque  su  inscripción,  ya 
de  A “iSSrifo  inv n J.eSU?/la  paríe  flel  artículo  34,  por  la  cual  el  título  anterior 
y B por  sor  de  causa  v de  B,’  ya  sea  para  inva,1(Iar  Y estinguir  los  de  A 

toda  su  importancia ^ sni?.¡'nt  f,sorV  nulos,  entonces  la  inscripción  revive,  recobra 
putañea,  subsiste  de  hecho  y de  derecho  y produce  todos  los  efectos 
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puesto,  ; que  no  temamos  la  presunción  de  inventar  oirás,  nos  lirailámos  h 

mnteT  'CJ  hi),oloca™  P»ra  invalidar  títulos  falsos  inscritos  poslcrior- 

tesénFaíeyíomunV™  liTool^'™0  d"eriode  la  ',l<!mlad  x.  medios  suflcleu- 

corriendo  ¡ so  can  Ilación  t vfiS'í.. Fí™  'í  «•  * y de  B,  re- 


•r  w •'-«oopui  uuuiiu,  cí  iin.  /y  ue  la  Hipotecaria, 

agí  declare  h £«iíJnS  Gin,su  cas0> ,a  cnilcelacion  total,  cuantío 

wftSa  flpSn  d íiel  en  yirturl  del  cual  se  haya  hecho  la  inscripción.» 
■ - su  ta,  todo  que,  el  tercero  B,  cuyo  derecho  en  la  heredad  X se 

!iSE°nde*8U  titU  °’  ^fVer  íalso  y nu,°  el  lie  A> 110  sol°  no  está  íirme' en  su  ad- 


se  apoya  en  la 


S10n„C°ntra  SU  verí*a(^er0  <lueño,  sino  que  ni  siquiera  podrá  entrar  en  pose 
sion  de  ella,  y si  por  sorpresa  entra,  su  posición  será  tan  insegura  como  la  de  un 
grande  edificio  sobre  cimientos  falsos.» 

«El  Sr.  Pon  también  contestó  al  segundo  artículo  del  señor  Cardellach.» 

«Rechazó  ante  todo  el  supuesto  de  concebir  la  existencia  en  el  registro  de  la 
propiedad  de  dos  inscripciones  válidas  de  una  misma  linca,  á favor  de  dos  distintos 
diurnos,  insistiendo  en  que  él  liabia  hablado  de  títulos  sucesivos  y no  de  títulos  si- 
multáneos al^  oponer  el  título  del  legítimo  propietario  al  del  último  adquirente.  Al 

A una 
contra 

..  ...  . x - , -x s=n  supo- 

nía la  existencia  anterior  de  otro  verdadero,  y que  basta  tanto  que  puestos  ámbos 
frente  á frente  se.  hubiese  declarado  la  victoria  á favor  de  éste,  no  venia  el  caso  de 
apelar  á la  disposición  del  art.  34  de  la  Ley  hipotecaria.» 

«Rechazó  por  inexacto  el  nuevo  argumento  del  Sr.  Cardellach,  sosteniendo 
como  el  Sr.  Oiler,  que  la  inscripción  del  título  falso  de  A no  produjo  la  cancelación 
del  título  del  verdadero  dueño,  y mucho  menos  la  produjo  Ja  del  tercer  compra- 
dor B.  Se  apoya,  para  pensar  así,  en  que  según  el  art.  79  de  la  Ley  hipotecaría 
para  que  pueda  pedirse  y obtenerse  la  cancelación  tolal  de  una  inscripción,  es 
preciso  que  concurra  UDa  de  las  circunstancias  siguientes:  «1.a  que  se  eslinga  por 
«completo  el  inmueble  objeto  déla  inscripción:  2.a  que  se  estinga  por  completo  el 
i) derecho  inscrito:  3.a  que  se  declare  la  nulidad  del  título  en  cuya  virtud  se  haya 
whechfl  la  inscripción;  y 4.a  que  se  declare  la  nulidad  de  la  inscripción  por  falta  de 
»alguno  de  sus  requisitos  esenciales,  conforme  á lo  dispuesto  en  el  art.  30  de  la  ley.» 
Ninguna  de  estas  condiciones  viene  comprendida  ep  el  ejemplo  del  Sr.  Cardellach: 
luego  es  de  todo  estraña  la  idea  do  cancelación  á la  cuestión  debatida,  y por  consi- 
guiente debe  rechazarse,  mucho  mas,  si  se  tiene  en  cuenta  que  el  art.  77  de  la 
Ley  hipotecaria  citado  por  el  Sr.  Cardellach,  en  apoyo  de  Ja  supuesta  cancelación, 
distingue  perfectamente  el  caso  en  que  Ja  inscripción  se  estingue  en  a 

tercero  por  cancelación,  del  en  que  se  estingue  por  Ja  inscripción  de  la  transfe- 
rencia del  dominio,  ó del  derecho  real  inscrito  a otra  persona^» 

«Se  hizo  careo  Dor  último,  de  lo  dicho  por  el  Sr.  Cardellach  de  (pie  no  resul- 
tando del  reeistro  ninguna  acción  rescisoria  á favor  del  primitivo  dueno,  el  tercero 

une  hava^paridad  entre  las  disposiciones  de  ambos  artículos.  Ln  efecto,  en  el  34  se 
rmmViJndK solo  los  actos  nulos  y de  ninguna  manera  los  actos  rescmd.hJes:  en 
*7^  sin  hacer  la  menor  referencia  á actos  nulos. 

confundir’  lo  nulo  con  lo  rose, ud, ble,  cuando  las  .deas 
nulidad  y rescisión  envuelven  la  mas  completa  antítesis.» 


TITULO  II. 
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presentarlas  agrupadas  añadiendo  alguna  oirá  razón  que  aunque  no  fuese 

nrincipa!,  tampoco  creíamos  inconducente. 

Así  lo  hicimos  (a),  dividiendo  al  efecto  estas  razones  en  dos  clases:  la 
nrimera  comprende  las  que  demuestran  la  gran  dificultad  casi  siempre 
insuperable  de  que  suceda  el  caso  propuesto  por  el  que  promovió  la  cues- 
tión-la  segunda  las  que  resuelven  la  cuestión  en  sentido  diferente  del  en 

razones  de  la  primera  clase,  aunque  realmente  no  resuelven  la 
cuestión,  merecen  ser  consideradas;  el  legislador  se  fija  generalmente  en 
lo  que  sucede  ó suele  suceder  en  la  vida  práctica:  no  busca  casos  raros,  in- 
frecuentes, porque  esto  baria  degenerar  la  ley  en  casuística:  el  sistema  de 
legislar  por  rescriptos  está  anatematizado  en  todas  las  naciones  modernas. 
Cuando  se  presentan  casos  poco  comunes  y en  la  letra  de  la  ley  no  se  en- 
cuentra una  disposición  concreta  á ellos,  en  el  espíritu  de  la  legislación,,  en 
lo  prevenido  para  casos  análogos  se  busca  la  solución  mas  adecuada.  Mas 
de  una  vez  se  ha  dicho  que  no  todo  lo  posible  es  probable:  aquí  debemos 
repetirlo.  Si  empezáramos  á ir  buscando  combinaciones  y dificultades  que 
pueden  ocurrir  y reunirse,  pero  que  no  es  fácil  que  ocurran  reunidas  y nos 
empeñásemos  en  resolver  problemas  complicados  con  circunstancias  elegi- 
das á capricho,  contra  nuestra  voluntad  presentaríamos  á veces  casos  ima- 
ginarios con  el  aparato  de  cuestiones  jurídicas.  Este  es  un  peligró  á que 
estamos  muy  espuestos  los  juristas  : no  olvidemos  los  estravíos  á que  seme- 
jante empeño  ha  llevado  á algunos:  procuremos  evitarlos. 

La  dificultad  de  que  se  presente  el  caso  propuesto  consiste: 

I.0  En  que  no  seria  fácil  que  A,  hombre  perdido,  se  presentara  en  el 
registro  y tomara  nota  puntual  de  la  heredad  X y de  los  títulos  con  que 
estuviese  registrada,  ni  que  obtuviera  certificación  en  que  esto  aparecióse. 
El  art.  2/9  de  la  Ley  hipotecaria  seria  un  obstáculo  difícil  de  vencer,  por- 
que, según  él,  la  publicidad  de  los  registros  es  para  los  que  tengan  interés 
conocido-en  averiguar  el  estado  de  los  bienes  inmuebles  y de  los  derechos 
reales  inscriptos:  el  registro,  como  se  dice  en  la  Esposicion  de  Motivos,  se 
franquea  á lodo  el  que  quiera  adquirir  un  inmueble,  prestar  sobre  él,  com- 
probar derechos  que  pueden  corresponderle,  y para  decirlo  de  una  vez,  al 
que  tiene  interés  legítimo  en  conocer  el  estado  de  la  propiedad  y sus  gra- 
vámenes, pero  no  para  pesquisas  impertinentes  que  puedan  alentar  las  pa- 
y convertir  en  daño  de  personas  determinadas  los  secretos  de  su 
2o°'pa  P”mera  dificultad,  pues,  la  encontraría  A eu  el  registrador. 

aue  emni*1  qU?  n°i  CS  Presum'r  (lue  haya  delincuente  tan  poco  precavido 
P'ece  an  o pasos  para  la  perpetración  del  delito  en  una  oficina  ptí- 


vist\  O.ENKK  vr'ifp  ^vf [ei p,!Plen\e  io  fiue  acei'ca  de  esta  cuestión  dijimos  on  la  Kk- 
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bhca,  exponiéndose,  no  solo  á ser  detenido  desde  luego  en  la  carrera  crimi 
nal  por  las  sospechas  a que  dé  lugar,  sino  lo  que  es  mas,  dejando  consumada 

luen te  Ant,T|aCl0S  í T maDm  1,0  suelen  hacerl°  ios  d°ü»cuen- 
S '/  T , í dlC  10  que  la  |)riraera  dificultad  se  encontraría  en  el 
r ? sirador.  1 al  vez  deberíamos  retractarlo,  porque  el  malvado  A la  primera 
uiticultad  la  encontraria  en  sí  mismo. 

„ ^UG  n°  S6r*a  l)r°kable  sorPrender  al  registador  con  la  escritura 

talsihcada  por  A,  especialmente  si  el  escribano,  antequien  se  supusiera 
otorgada,  tuviese  su  oficio  en  el  partido  á cuyo  registro  se  llevara. 

4. °  En  que  el  índice  que,  con  arreglo  al  art.  6.°  de  la  Instrucción  sobre 
la  manera  de  redactar  los  instrumentos  públicos  sujetos  á inscripción,  tie- 
nen que  dar  los  escribanos  de  los  que  ante  ellos  se  otorguen  á los  registra- 
dores cada  ti  es  meses,  y las  circunstancias  que  en  él  deben  espresarse, 
serán  un  motivo  para  que  aparezca  evidentemente  el  fraude  en  todos  aque- 
llos casos  en  que  entre  la  suposición  de  la  enajenación  primera  hecha  á A, 
y el  registro  de  la  segunda  escritura  á favor  de  E,  hubiese  mediado  uno 
de  dichos  plazos  trimestrales. 

5. °  En  la  improbabilidad  de  sorprender  al  escribano  ante  quien  se  otor- 
gara la  escritura  á favor  de  E,  atendidos  los  artículos  21  y 22  de  la  espre- 
sada  Instrucción,  según  los  cuales  el  que  trasfiere  ha  de  espresar  el  título 
de  adquisición,  en  cuya  virtud  le  pertenezca  lo  que  enajene,  y han  de 
hacer  constar  los  escribanos  en  las  escrituras  la  capacidad  legal  de  los  otor- 
gantes. 

6. °  En  que  si  por  apresurar  los  malvados  A y B la  falsedad  de  la  pri- 
mera escritura  y la  suposición  del  segundo  contrato  para  evitar  así  el  des- 
cubrimiento del  fraude  por  los  índices  trimestrales,  llevaran  ambas  escritu- 
ras la  falsificada  y la  del  contrato  simulado  al  registro  en  muy  breve  tiempo, 
esta  trasmisión  repetida  no  dejaría  de  llamar  la  atención  del  registrador, 
por  poco  suspicaz  que  fuese,  y mucho  mas  cuando  se  agregaran  otras  sos- 
pechas que  pocas  veces  suelen  faltar  en  casos  semejantes. 

Io  En  que  pocas  veces  los  criminales  se  ponen  en  tanto  peligro  de  ser 
descubiertos,  tos  delitos  generalmente  se  perpetran  ocultándose,  no  presen- 
tándose como  para  el  caso  propuesto  seria  indispensable  por  tres  veces  con 
algún  intervalo,  aunque  muy  corto,  en  oficinas  publicas. 

8 0 En  qué  no  parece  creíble  que  el  dueño  de  la  cosa  que  la  posee  no 
tenga  conocimiento  de  lo  que  en  su  daño  se  fragua,  y que  no  acuda  ú evi- 
tarlo por  los  medios  que  al  efecto  establecen  las  leyes,  tanto  en  el  órden  ci- 

vil  como  en  el  penal.  . . , 

A pesar  de  las  dificultades  con  que  tienen  que  luchar  los  malvados  que 

como  A v B se  proponen  hacer  espoliaciones  criminales,  no  negamos  que  el 

caso  puede  presentarse.  Estamos  acostumbrados,  por  desgracia,  a ver  todos 

te  dias  los  medios  de  que  se  valen  los  hábiles  falsificadores  para  los  que 
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* nn  hnv  dificultades  insuperables,  y el  cinismo,  el  descaro,  la  se- 
parece  qu  Y h¡pocresía  con  que  los  estafadores  suelen  disfrazar 

^semblante,  sus  acciones  y sus  proyectos  A los  delitos  sangrientos  de 
énocls  menos  cultas,  á los  robos  en  cuadrilla  á mano  armada  y en  os  ca- 
minos  reales  van  reemplazando  en  gran  parte  los  delitos  que  pudiéramos 
llamar  de  época  mas  culta,  las  falsificaciones  y las  estafas.  Hay  gran- 
des  maestros  en  esta  nueva  escuela  criminal : lodo  puede  creerse , lodo 
esperarse  de  ellos,  de  su  habilidad  é impudencia.  Por  esto  es  mas  im- 
portante fijar  el  modo  de  resolver  la  cuestión  cuando  llegue  á presen- 

iarse. 

Las  razones  que  resuelven  la  cuestión  en  el  sentido  que  dejamos  es  - 


puesto,  son : 

4.a  Que  no  hay  un  solo  artículo  en  la  Ley  que  favorezca  al  adquirenle 
de  mala  íé.  Su  silencio,  por  lo  tanto,  bastaría  para  que  el  malvado  B,  á 
quien  se  apellida  ladrón,  no  pudiera  hacer  prevalecer  su  título  simulado 
contra  el  dueño  verdadero.  El  derecho  civil  lo  rechaza,  y la  Ley  hipoteca- 
ria no  lo  ha  derogado*  ni  hecho  modificación  alguna  directa  ni  indirecta 
que  pueda  conducir  siquiera  á presumirlo. 

3.a  Que  la  Ley  hipotecaria  en  su  artículo  33  clara  y terminantemente 
establece  que  un  título  ilegítimo,  como  es  el  de  B en  el  presente  caso,  por 
jiaber  adquirido  por  una  confabulación  criminal  la  cosa  del  que  sabia  que 
no  era  dueño,  y por  lo  tanto  sin  buena  fé,  ni  justo  título,  requisitos  indis- 
pensables para  poder  adquirir  con  el  tiempo  el  dominio  de  las  cosas  que  se 
nos  trasmiten,  no  convalida,  á pesar  de  su  inscripción  en  el  registro,  los 
actos  ó contratos  que  como  el  de  que  se  trata,  son  nulos  con  arreglo  á las 
leyes. 


3.a  Que  el  art.  34  que  comentamos,  se  limita  en  su  primera  parte,  á 
ordenar  que  los  actos  ó contratos  que  se  ejecuten  ú otorguen  por  persona 
que  en  el  registro  aparezca  ccn  derecho  para  ello,  no  se  invalidarán  en 
cuanto  á tercero  una  vez  inscritos,  aunque  después  se  anule  ó resuelva  el 
derecho  del  otorgante  en  virtud  de  título  anterior  no  inscrito,  ó de  causas 


que  no  resulten  del  registro.  Nada  dice  de  los  títulos  anteriormente  inscri- 
tos, é inscrito  estaba  el  título  del  dueño,  según  se  dice  en  el  caso  supuesto, 
porque  de  otro  modo,  ni  el  malvado  A hubiera  podido  sacar  del  registró 
a nota  puntual  de  la  heredad  y de  los  títulos  de  la  finca,  ni  el  registrador 
espedirle  la  certificación. 

4-  Que  el  malvado  B no  es  con  arreglo  á la  Ley  el  tercero  cuyos  inte  - 
rc.c  s se  protejen  en  el  art.  34  contra  el  título  no  inscrito,  porque  solo  es 
u (.ero  aquel  que  no  habiendo  intervenido  en  el  acto  ó contrato  anterior 
oriiln  °’  1 ce*e^r^°  s*n  embargo  otro  acto  ó contrato  lícito  que  se  ha  ins- 
en nn°n  P0s^eri01^a^»  y como  B solo  intervino,  y fue  parte  principal,  no 
con  ia  o icito,  pues  que  ninguno  hubo,  sino  en  el  acto  criminal  de 
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refeddo'ar^í^mit* A’  í".-  qUC  ""  le  alcanza  la  r™era  l>artc  del 
re  eriao  art.  34  y que  no  podría  invocarla  á su  favor 

. Q"e,la  scfmda  l’arle  ''«I  art.  34,  al  decir  que  solo  co  virtud  de  un 
til  inscrito  podra  invalidarse  en  perjuicio  de  tercero  otro  título  posterior 
amblen  inscrito,  implícitamente  reconoce  que  el  título  anterior  inscrito  no 
se  invalida  por  el  posterior  inscrito  que  no  sea  legítimo  para  este  efecto. 

. ^lle  la  Pr°taccion  de  la  Ley  al  adquirente  de  buena  fé  se  limita  ¡i 
dejar  salvos  los  derechos  que  creyó  adquirir  contra  los  que  teniendo  otros 
derechos  legítimos  dejaron  de  inscribirlos  antes  que  los  suyos  y le  indujeron 
por  su  omisión  a error,  haciéndole  creer  que  á su  adquisición  no  hahia  pre- 
cedido otra  mas  antigua  y legítima.  En  una  palabra,  lo  que  establece  la 
Ley  es  que  aquello  que  por  no  estar  inscrito  no  es  conocido  por  el  adqui- 
rente, no  le  perjudique,  ó lo  que  es  lo  mismo,  que  la  negligencia  de  uno  no 
dañe  á otro.  Respecto  á los  que  tienen  su  derecho  inscrito,  el  derecho  co- 
mún es  el  que  lija  el  valor  respectivo  de  los  títulos.  El  que  viendo  en  el  re- 
gistro títulos  anteriores  no  examina  la  legitimidad  de  las  adquisiciones  que 
entre  ellos  y el  suyo  pueda  haber,  impúteselo  á sí  mismo:  la  Ley  le  proteje 
contra  loque  no  puede  conocer,  no  contra  lo  que  por  negligencia  deja  de 
averiguar  cuando  tiene  medios  de  conseguirlo. 

7. a  Que  por  consecuencia  la  Ley  castiga  solo  al  que  no  inscribe  cuan- 
do dó  lugar  por  su  apatía  á que  un  tercero  adquiera  con  buena  fé  la  finca 
engañándose  sobre  quién  era  su  dueño,  pero  por  el  contrario  le  protege 
siempre  que  por  la  inscripción  hecha  oportunamente  ha  proclamado  su  de- 
recho en  el  registro  para  conocimiento  de  los  futuros  adquirentes. 

8. a  Que  en  el  caso  propuesto,  á pesar  de  que  el  dueño  no  tuviera  su 
título  inscrito,  todavía  podría  aun  luchar  en  juicio  y vencer  á B.  uno  de  los 
autores  de  la  confabulación  con  A,  porque  como  su  título  es  ilegitimo,  el 
contrato  simulado  y el  acto  nulo,  no  puede  convalidarse  por  la  inscripción 
con  arreglo  ai  art.  34.  Solo  el  tercer  adquirente  de  buena  fé  puede  obtener 
victoria  contra  el  dueño  cuando  este  dejó  de  inscribir  oportunamonte  su  títu- 
lo de  propiedad,  dando  lugar  á que  aquel  se  anticipase  á inscribir  el  suyo. 

9. a  Que  teniendo  la  Ley  hipotecaria  por  objeto  principal  asegurar  la  pro- 
piedad v los  demás  derechos  en  la  cosa  inmueble  á los  que',  cumpliendo  sus 
preceptos  hacen  oportunamente  las  inscripciones,  no  puede  suponerse  que 
esté  en  su  espíritu  que  á los  que  hacen  lo  que  le  previene,  se  les  prive  de  lo 
que  legítimamente  les  corresponde  para  favorecer  a los  malvados  que  a la 
sombra  de  un  delito  quieren  consumar  un  acto  de  despojo  (a). 

fon  motivo  de  esta  polémica,  en  un  periódico  jurídico  se  dió  un  tuerte  ata‘ 

H .y ” 1?; 'Znaria  aue  nos  obligó  á salir  á su  defensa.  Y corno  hemos  oído 
Üuas  VMS  IracCT  argumentos  parecidos,  ponemos  en  nota  lo  que  eli  este  punto 

"ia::i“sta  polémica,»  decíamos,  «no  so  ha  limitado  la  cuestión  promovida  por 
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9 Solamente  en  virtud  de  un  título  inscrito ligada  está 
la  secunda  parle  del  artículo  coq  la  primera,  En  la  primera  se  dice,  que 
los  actos  ó contratos  inscrito*  no  se  anularan  en  cuanto  a tercero,  aunque 
desnues  se  anule  ó se  resuelva  el  derecho  del  otorgante  en  virtud  de  un  tí- 
tulo aue  no  se  halle  inscrito;  aquí  se  completa  lo  ya  indicado  al  añadir 
solo  en  v¡rUld  de  un  título  inscrito  puede  anularse  el  posterior  también 
inscrito.  Todo  esto  es  parte  de  un  mismo  pensamiento  , que  puede  formu- 
larse en  estos  términos:  lo  que  no  está  inscrito  en  el  registro,  no  puede  per- 
judicar & tercero.  No  necesitamos  insistir  en  la  esplicacion  de  esta  regla,  de 
que  tantas  veces  hemos  tenido  que  hacer  mención  en  nuestros  comentarios. 

el  Sr  Cardciiach  á la  inteligencia  de  íos  artículos  33  y 31  de  la  Ley  hipotecaria.  Al 
truno  de  los  contendientes  ha  entrado  decididamente  en  otro  terreno:  ha  manifes- 
tado su  opinión  poco  favorable  á la  ley,  porque  cree  que  en  ella  domina  el  interés 
económico  sobre  el  civil,  que  lia  introducido  cambios  inmotivados  en  nuestro  dere- 
cho antiguo,  que  ha  confundido  nuestras  instituciones  haciéndolas  inarmónicas  y 
que  no  ha  consultado  suficientemente  los  derechos  creados  á la  sombra  de  nuestras 
leyes  seculares.  Este  ataque  no  es  á determinados  artículos  de  la  ley,  es  a tocia  ella; 
es  á los  principios  en  que  descansa;  es  á ty  oportunidad  que  se  le  niega;  es  a la  in- 
justicia que  se  le  atribuye.  Respetamos  este  modo  de  pensar,  respetamos  también 
ja  libertad  de  emitirlo:  creemos  que  los  que  tengan  tales  convicciones  obran  leal  y 
patrióticamente  impugnando  la  ley;  diremos  mas;  creemos  que  deben  hacerlo,  y 
que  nos  parece  bien  que  no  omitan  ocasión  alguna  de  combatirla,  y aun  de  pro- 
mover en  su  respectiva  posición  su  derogación  ó su  reforma.  Pero  este  derecho  que 
tienen  cuantos  impugnando  la  ley  en  sus  bases  capitales  manifiestan  sinceramente 
su  opinión,  para  ser  prudentemente  ejercido,  parece  exigir  que  enlren  franca  y re- 
sueltamente en  el  examen  de  las  cuestiones  gravísimas  que  envuelve,  que  se  ar- 
men de  todas  armas  para  tomar  parte  en  los  debates  á que  dá  lugar  el  mérito  res- 
pectivo de  los  diferentes  sistemas  hipotecarios,  que  aduzcan  los  fundamentos  de 
unos  y otros,  que  esfuercen  las  razones  que  tengan  para  dar  la  preferencia  al  que 
consideren  mejor,  y que  impugnen  el  que  no  crean  conveniente.  En  este  terreno 
la  polémica  podría  ser  muy  útil,  muy  científica,  muy  oportuna.  De  ella  aparecería 
con  toda  claridad  si  la  reforma  era  necesaria,  ó si  había  ido  mas  allá  de  sus  justos 
límites,  ó si  debía  haberse  conservado  lo  antiguo,  ya  tal  como  se  hallaba,  ya  per- 
feccionándolo dentro  de  sus  mismas  condiciones.» 

«Solo  podríamos  lamentarnos  de  que  esta  polémica  no  se  promoviera  en  tiem- 
po mas  oportuno,  para  que  hubiesen  podido  el  Gobierno  y la  Comisión  de  Codifi- 
cación sacar  de  ella  provecho  y enseñanza,  para  que  la  opinión  pública  estuviera 
mas  preparada  y para  que  los  Cuerpos  Colegisladorcs  auxiliados  por  notables  juris- 
eo.nsuLos  emitieran  con  mayores  datos,  con  los  de  una  discusión  científica  preli- 
minar, un  voto  mas  ilustrado  y concienzudo.» 

i !„  jo  pado  hacerse  en  el  presente  caso.  Nueve  años  antes  de  presentarse  á 
■¡  ■uí?  11 , y hipotecaria,  en  12  de  junio  de  1831,  el  Gobierno  deseó  oir  no  solo 
siii-uf»1.1  ?lVul co'cS'°s  de  abogados  y facultades  de  jurisprudencia  de  las  Univer- 
erm  yti  I?  (í  Pr°y(!C,'°.  del  Código  civil,  sino  también  á cuantos  pudieran  ilustrar 
eon  ¡!Ü!r  J ''P’^’mentos la  diversas  materias  que  comprendía  el  proyecto  que 
resolución  w °-r°  a uz  pública.  Decia  entonces  oí  Gobierno  que,  antes  de  lomar 
cotnuí'iniUrL  r!!llLlVííi  cni  conXRmeuto  y necesario  que  se  discutiera  por  personas 
da<l  que  no  °útíUftiSC  l,U8trara  Y preparara  la  opinión.  Sensible  es  enver- 

óos si  bion  V 11;“<U1  henado  por  completo  los  deseos  del  Gobierno:  culpa  es  de  to- 
no ñas  cro'MTins!  individualmente  es  imputable:  nosotros  por  nuestra  parte 

Maníalo K uíi  V*?.  «xento»  de  ella,  porque,  aunque  mas  tic  ~~ ‘ 

picando  todos  los  «cp  °S  l)lln  o)  no  ha  sido  con  la  insistencia  que 
todo.,  los  esfuerzos  que  el  silencio  casi  genera 


fe  una  vez  hemos 
que  merecía,  ni  em- 


I hacia  necesarios.  Lejos  es- 
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'Iaila  m a!í0  <kslmes  < I ue  ¿mpfe»  i regir  la  Leu  hipotecaría  F„ 
*“aJa  SC  e“cuent'a  disposición  coa  el  art.  389  de  la Lev e7c„a¡ 
cna  que  lo»  que  á su  publicación  hayan  adquirido  y no  inscrito  bienes  ó 

■ e';  .“5  el¡a  se  deben  inscribir , puedan  inscribirlos  en  el  lér- 

mmo  de  un  ano  cornado  desde  la  fecha  en  que  la  Ley  empiece  á regir  Sin 

pcion  1UC  a'lul  se  establece,  se  causarían  perjuicios  injustificables  i 
los  que,  usando  del_ derecho  que  á todos  dá  la  Ley,  inscribieran  dentro  del 
plazo  que  se  les  señala  actos  ó contratos,  solo  porqué  otro  se  hubiera  adc- 
antado  a inscribir  un  título  posterior.  Mientras  está  abierto  el  término  que 
la  Ley  concede,  debe  aprovechar  por  igual  á todos.  No  puede  considerarse 

tamos  por  lo  tanto  de  querer  echar  determinadamente  sobre  algunos  la  culi, a de 
que  no  nos  creemos  enteramente  justificados.»  1 

(.En  el  proyecto  del  Código  civil  estaba  adoptado  el  sistema  hipotecario  alemán 
que  es  el  que  ha  adoptado  la  nueva  Ley  hipotecaria.  Esto  era  conocido  desde  mié 

Iirigia  en  1851  el  ilustrado  juris- 
mas  desde  que  el  magistrado  Don 
...  ...  proyecto,  publicó  las  Concordan- 

cias, motivos  y comentarios  del  Código  civil  español,  por  la  grande  circulación  que 
tuvo  esta  obra  bajo  la  protección  del  Gobierno.» 

«Mas  el  sistema  que  en  el  Código  civil  se  proponía,  si  bien  solo  por  la  gran. au- 
toridad de  los  jurisconsultos  que  en  él  intervinieron  merecía  ser  examinado  y dis- 
cutido, debió  llamar  preferentemente  la  atención  desde  el  momento  en  que  el  Go- 
bierno aceptándolo  como  suyo,  lo  iudicó  á la  Comisión  de  Codificación  para  que 
formulara  el  proyecto  de  lev  hipotecaria.  Esto  era  en  agosto  de  1855.  Entonces  se 
decía  á la  Comisión  que  el  Gobierno  deseaba  que  la  nueva  ley  partiera  del  princi- 
pio de  publicidad,  que  como  incompatibles  con  esta  condición  no  se  reconocieran 
para  lo  sucesivo  hipotecas  generales,  que  se  estableciesen  formalidades  esteriores 
para  la  traslación  de  la  propiedad  y de  los  demás  derechos  en  la  cosa,  que.  se  me- 
ditara con  detención  sobre  la  conveniencia  ó inconveniencia  de  suprimir  las  hipo- 
tecas legales  escogitándose  en  el  primer  caso  los  medios  de  conciliar  la  supresión 
con  los  intereses  que  antes  protegía  el  privilegio  y especialmente  de  las  mujeres 
casadas,  de  los  menores  y de  los  incapacitados.  Entonces  indudablemente  hubiera 
sido  ocasión  mas  oportuna  para  entrar  en  la  discusión  del  sistema  que  al  antiguo 
queria  sustituirse:  entonces  podría  la  prensa  científico-jurídica,  hacer  al  país  mas 
oportunamente  el  servicio  que  tal  vez  algunos,  no  nosotros,  boy  conceptuarán  co- 
mo estemporáneo.» 


((Y  va  que  entonces  no  se  hiciera  esto,  oír#  ocasión  se  presentó  opoituna  tcini- 
ien  aunque  no  tanto  como  la  que 'acabamos  de  referir,  en  que  pudo  promoverse 
ue  nuevo  el  exámen  en  la  prensa.  Esta  filé  en  el  espacio  que  medió  desde  la  pre- 
sentación del  proyecto  de  ley  en  el  Senado  basta  su  (Iiscusiod, 
de  uno  á otro  tiempo  muy  cerca  de  cinco  meses.» 


veniente 
hag; 
les  de  la  ley.» 


«No  participamos  de  semejante  opinión:  creemos  por  el  contrario  que  inado 
bien  cío  "i  do  ol  sistema:  estamos  en  la  inteligencia  de  que  la  Comisión  de  Codihca- 
• on  al  Envolverlo  ha  sido  siempre  fiel  á él,  tanteen  ja  ley  como  en  el  reglamen- 
tínaía  su  ejecución:  lejos  de  opinar  que  en  la  legislación  nueva  el  ínteres  ccono- 
„.¡L  so  sobrepone  al  civil,  creemos  que  el  interés  civil  desatendido  en  c i derecho 
•Íntímm  hasta  el  estreno  de.  que  ningún  adqu. rente  de  bienes  inmuebles  o de- 
rvolms  reales  sobre  ellos  podía  considerarse  seguro,  y de  que  por  I«t  inseguí  idad  de 
las  adquisiciones  el  derecho  de  propiedad  desmerecía  y se  debilitaba  del  modo  que 
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_ luoro,0  n¡  como  poco  diligente  el  que  lo  aprovecha.  El  que  lo  deja 
como  moro.  ‘ ¡Q  api-0vecharlo,  sola  y esclavamente  á sí  mis- 

^dlbnX  loTperjuicios  que  esperimeole.  La  Ley,  al  establecer 
esta  escepcion,  ha  obrado  con  previsora  justicia 
11  Amenos  que  la  prescripción  haya  consolidado  y asegurado  el  dere - 
cho  á nue  se  refiere  dicho  título.- La  regla  á que  afecta  la  escepcion  de  que 
tratan  las  palabras  que  examinamos,  es,  como  el  articulo  dice,  la  esta- 
blecida eu  el  art.  597  de  la  Ley.  No  debemos  entrar  aquí  en  el  exámen  de 
este  artículo:  basta  decir,  que  con  el  objeto  de  que  pueda  formarse  la  titu- 
lación de  las  muchas  fincas  que  de  ella  carecen  en  nuestra  patria,  y de  pro- 


TÍTULO I!. 


lodos  conocemos,  adquirirá  un  vigor  y una  importancia  hasta  aquí  desconocidos; 
creemos  que  el  interés  civil  y el  interés  económico  aquí  se  aúnan,  y añadiremos 
aue  si  ia  propiedad  gana  bajo  este  último  aspecto,  es  consecuencia  lógica,  necesa- 
ria indeclinable  de  Jo  que  mejora  bajo  su  aspecto  civil:  creemos  que  no  ha  intro- 
ducido la  ley  ningún  cambio  que  no  haya  sido  muy  bien  meditado,  que  no  haya  sido . 
absolutamente  necesario  y que  la  discordancia  y la  confusión  resultarían  si  al  lado 
de  un  sistema  nuevo  se  hubieran  dejado  subsistentes  disposiciones  antiguas  que  es- 
tuviesen en  contradicción  con  él:  creemos  que  el  respeto  á lo  antiguo,  en  cuanto 
era  compatible  con  lo  nuevo,  ha  sido  religiosamente  guardado:  y creemos  por  últi- 
mo, que  los  intereses  anteriores  á la  ley  han  sido  consultados,  y lo  que  es  mas,  fa- 
vorecidos con  mucha  mayor  amplicitud  que  en  la  legislación  anterior  se  los  prote- 
gía. No  nos  detenemos  en  esto  mas,  porque  las  meras  enunciaciones  con  otras  se 
contestan:  cargos  tan  graves  á toda  una  ley  larga,  difícil  y complicada,  no  se  pue- 
den contestar,  mientras  no  se  espresen  los  motivos  en  que  se  fundan.» 

«Ni  sirve  tomar  un  artículo  de  la  ley,  separarlo  de  los  demás,  considerarlo  ais- 
ladamente, interpretarlo  de  uno  ú otro  modo,  hacerlo  obedecer  no  á la  intención 
de  los  que  lo  formaron  en  armonía  con  todo  el  conjunto  de  la  obra,  sino  al  modo 
de  ver  del  que  está  dominado  por  un  espíritu  diferente , para  sacar  consecuencias 
desfavorables,  no  á la  redacción  de  un  artículo,  ó á determinadas  palabras  que  con- 
tenga, sino  á toda  la  obra  del  legislador.  Si  esto  valiera,  desgraciada  seria  la 
suerte  de  todos  los  Códigos:  ¿en  cuál  no  se  han  encontrado  ó creído  al  menos  por 
muchos  encontrar  antinomias?  ¿Quién  tiene  el  privilegio  celestial  de  poder  redac- 
tar de  modo  que  todos  lo  entiendan  claramente,  de  la,  misma  manera  y sin  que 
haya  duda  posible  en  el  modo  de  interpretarlo  y aplicarlo?  ¿A  qué  Código  no  se 
le  han  encontrado  imperfecciones,  vacíos  y contrasentidos?  Pero  no  por  esto  han 
desmerecido , ni  han  sido  los  defectos  que  se  les  han  atribuido,  obstáculo  pitra 
que  hayan  producido  grandes  bienes  á los  pueblos.  La  jurisprudencia  se  ha  encar- 
gado de  lijar  su  inteligencia  en  lo  dudoso,  de  esplicar  ¡as  antinomias,  de  suplir  las 
omisiones,  de  arrancar  al  legislador  su  pensamiento,  de  no  contratrariar  su  espí— 
mu,  de  no  sacrificar  á fuerza  de  dar  tormento  á las  palabras,  la  idea  que  el  buen 
sentido  les  atribuye.»  1 


(<  í,n  ,as  c7°s  principios  capitales  son  muy  debatidos,  cuando  las  doctri- 
es  sirven  de  fundamento  no  están  al  abrigo  de  contradicciones,  sino  que 
iÍp  lid  ell)rese.nte  caso,  son  objeto  de  opiniones  tan  contrarias  acere 

sr>  Cl?nc,la  110  ha  pronunciado  su  última  palabra,  para  valernos  de  la  fri 

ia  EsnnsióionUn  ,?s  slstemas  hipotecarios,  usa  la  Comisión  de  Codificación  e 
di'’na  di>  tnnvir'L  ^ otlvos  9ue  elevó  al  Gobierno,  sucede  además  otra  cosa  mu 
cansan  v oriminJf  Clienta,  que  algunos  se  desentienden  de  las  bases  en  que  des 
parece  insto  pq iP  mnT  ^posiciones  á la  luz  do  sus  opiniones  individuales.  No  no 
Hay  que  exámirnrino  i ( * aI)1‘ec,ar  }as  leyes  cuando  se  trata  de  sus  pormenores 
tas  materias  uñó  lóv  / entro  :su  sistema:  de  lo  contrario  no  habría  nunca  en  es 
convenientes  • nmrLiU<íüa‘  s'st’ema  hipotecario  tiene  sus  ventajas  y sus  ¡n 
■i  o ieune  todas  las  ventajas,  todos  los  inconvenientes  de 
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"lr!r.'!01e  la  LeJ  h¡P°lecar¡a  tenga  toda  la  aplicación  que  el  interés  núbli 
co  y de  os  parRcutares  redaman,  ha  establecido  que  con  cieruL  ¿¡T 
solemnidades  y declaraciones  pueda  inscribirse  la  posesión  de  los  que  carc’ 
ciendo  de  títulos,  sean  en  realidad  dueños  de  las  cosas  que  poseen,  ó’al  nie- 

Pern  e fV ^ConcePl0Seiieral  de  serio,  6 no  baya  quien  lo  contradiga. 

o Lsla  ,‘lscr,í)ei0Q  no  atr,buve  por  sí  misma  el  dominio,  ni  dá  á la  pose- 
»mn  mas  eficacia  de  la  que  tenia  antes:  quedan  las  cosas  en  el  estado  en  que 
be  hallaban.  Asi  lo  declara  espesamente  el  art.  409  de  la  Ley,  al  ordenar 
que  esta  inscripción  no  perjudicará  al  tercero  que  tenga  mejor  derecho  á la 
propiedad  del  inmueble,  aunque  su  título  no  haya  sido  inscrito,  y que  en- 
ti  e las  pai  les  surt  irá  su  efecto  la  posesión , desde  que  deba  producirlo  confor- 
me al  derecho  común.  En  consonancia  con  esto,  ordena  también  el  art.  404 


otro:  lo  que  hay  que  considerar,  lo  que  hay  que  pesar  con  diligencia  es  el  lado  á 
<jue  se  inclina  el  lie!  de  la  balanza:  elegir  lo  mejor  ó lo  que  repule  mejor  después 
fie  un  estudio  serio , es  lo  que  el  legislador  debe  hacer  : la  gloria,  el  vituperio  que 
merece,  es  por  esta  elección.  Pero  una  vez  hecha,  no  puede  exigirse  de  él  que  fal- 
see su  sistema,  que  forme  el  monstruo  de  la  carta  de  Horacio  á los  Pisones;  al 
contrario,  debe  exigírsele  lógica , Unidad  y armonía  en  toda  su  obra.  Y cuando  en 
la  interpretación  de  algún  artículo  se  encuentren  dificultades,  no  debe  buscarse  su 
solución  en  opiniones  opuestas  á las  que  dominaron  á sus  autores,  sino  en  el  prin- 
cipio generador  que  le  sirvió  de  guía  y que  fué  la  luz  que  le  iluminó  en  su  laborio- 
sa tarea.» 


«Estas  son  las  reflexiones  que  desde  luego  nos  ha  sugerido  la  animada  polémica 
que  antecede.  Creemos  que  aquellos  que  habiendo  tomado  parte  en  ella  lean  estas 
lineas,  serán  de  nuestra  misma  opinión  : todos  aman  la  ciencia,  todos  dan  mues- 
tras de  buscar  el  acierto  con  buena  fé,  con  intención  recta.  Podrán  por  lo  tanto 
opinar  que  el  legislador  eligió  su  sistema  con  mal  tino,  pero  no  querrán  de  seguro 
que  sea  inconsecuente  en  su  obra,  que  la  desfigure  trayendo  de  otros  sistemas  doc- 
trinas que  no  guarden  armonía  con  el  conjunto,  ni  que  en  la  interpretación  de  la 
ley  se  sustituya  el  pensamiento  de  cada  individuo  al  que  realmente  presidió  á su 

formación.»  . 

Por  último,  repetirrémos , para  dar  fin  á esta  materia,  lo  que  también  mani- 
festamos en  el  mismo  artículo:  «De  propósito,»  digimos,  «no  hemos  entrado  en  to- 
dos los  argumentos  á que  ha  dado  lugar  el  debate  inaugurado  por  el  Sr.  Carde- 
llach:  no  lo  ceemos  oportuno,  porque  esto  de  una  polémica  nos  llevaría  a otra  di- 
ferente y de  la  inteligencia  de  un  artículo  de  la  Ley  á la  de  otros  artículos,  empe- 
ñándonos en  una  séríe  de  cuestiones  que  para  su  inteligencia,  si  ha  de  evitarse  la 
confusión,  conviene  que  se  traten  separadamente.  Por  esto.no  examinamos  aqu. 
el  art..  99  de  la  Lev  hipotecaria,  independiente  a nuestro  juicio  del  34,  ni  entra- 
mos en  investigaciones  para  ver  hasta  qué  punto  otros  artículos  de  Ja  Ley,  agenos 
en  un  todo  al  debate  empeñado,  afectan  á las  legislaciones  forales,  ni  buscamos 
el  modo  de  conciliarios  en  la  práctica,  ni  tratamos  de  lijar  basta  que  punto  es 
subsistente  tal  ó cual  ley  provisional  que  no  guarda  con  ellos  armoma.  Aun  asi 
ñMh^m«¡£endido  más  de  lo  que  pensamos  al  tomar  la  pluma  para  hacernos  car- 

K°  ÍaI  cíncíu^  áSiilmofqS e' el  modo  de  reformar  nuestra  legislación  civil  es 
ii ni  cuesUoii  grave  en  que  no  están  conformes  todas  las  opiniones;  que  ha  sido 
. , m civ. iKL-nsinn  en  las  Córtes,  v que  por  incidencia  no  puede  ser  tratada 

v lo  recia  da  debidamente.  Nuestras  opiniones  son  conocidas:  muchas  veces  las 
LíKp«*£> la  cátedra,  en, la  imprenta  y en  la  tr.buna:  ocasiones  se  nos 
presentarán  para  sostenerlas  nuevamente.» 


TÍ 'í' dí. O fí. 


i nimios  de  las  prolijas  y necesarias  solemnidades  que 

'e  hu  establecido  c'n  los  artículos  anteriores,  apruebe  el  espediente  forn.a- 
. do  para  inscribir  la  posesión , y ...ande  que  en-  el  registro  se  haga  la  ins- 
erincion  solicitada,  esprese  que  es  smperjtuno  de  tercero  de  mejor  derecho, 
, J,  art  408  después  de  consignar  la  regla  de  que  la  inscripción  de  pose- 
¡ion  ni  perjudica  ni  favorece  á tercero,  sino  desde  su  fecha,  anade:  pero  so- 
camente en  cuanto  á los  efectos  que  atribuyen  las  leyes  á la  mera  posesión. 

fin  vista  de  estas  prescripciones,  la  Ley  hipotecaria  seria  inconsecuente 
si  en  este  artículo  equiparara  la  inscripción  de  posesión  á la  de  propiedad, 
v le  diera  los  efectos  que  constantemente  le  niega,  v que  no  podría  atri- 
buirle sin  injusticia. 

Pero  cuando  la  inscripción  de  la  posesión  es  de  fecha  remota,  cuando 
por  concurrir  en  está  todas  las  circunstancias  que  la  Ley  exige  para  adqui- 
rir el  dominio  de  las  cosas  inmuebles,  se  consuma  la  prescripción,  y apa- 
rece en  el  registro  este  transcurso  del  tiempo  que  alguna  vez  por  sí  solo 
hasta  para  convertir  al  poseedor  en  dueño,  por  no  haber  sido  disturbado  el 
que  inscribió  la  posesión,  no  puede  negársele  el  derecho  de  ser  equiparado 
en  los  efectos  al  dominio,  porque  realmente  loes,  aunque  cuando  se  inscribió 
la  posesión,  no  existiera,  ó no  pudiera  acreditarse.  Las  inscripciones  de  po- 
sesión, cuando  por  el  tiempo  señalado  en  cada  caso  no  es  interrumpida, 
vienen  de  este  modo  á convertirse  en  títulos  de  dominio. 

No  encontramos  bastante  justificada  la  censura  que  ha  hecho  alguno  á 
la  palabra  titulo  de  que  usa  la  última  parte  del  artículo  que  dejamos  co- 
mentado, para  designar  el  espediente  que  con  arreglo  al  artículo  404  de  la 
Ley  debe  entregarse  al  interesado,  cuando  el  juez  aprueba  las  diligencias 
formadas  en  virtud  del  derecho  que  dá  el  artículo  597  al  que  es  dueño  y 
carece  de  título  de  propiedad,  ordenando  estender  en  el  registro  la  inscrip- 
ción solicitada.  La  censura  se  funda  sola  y esclusivamente  en  decir  que  no 
existe  título,  y que  por  la  carencia  de  él  se  inscriben  los  derechos  con  ar- 
reglo al  artículo  397.  Parecenos  que  aquí  se  confunde  el  título  d e propie- 
<lad  que  sin  duda  falta  con  el  de  posesión  que  es  el  espediente  original  que 
con  arreglo  al  artículo  405  de  la  Ley  se  entrega  al  interesado  para  que  en 
virtud  de  él  se  haga  la  inscripción  correspondiente.  Por  lo  demás,  ya  en 
otro  lugar  de  esta  obra  (a)  hemos  explicado  qué  es  lo  que  se  entiende  por 
título  cuando  esta  palabra  se  refiere  á los  documentos  en  que  constan  los 
actos  ó contratos  que  se  han  de  inscribir  (b). 

i'J.n  u ^!irnero  3 del  comentario  al  art.  2.°  de  la  Lev. 
ücraná  1¡  mTinve'0!1  an,erior  a Ia  Ley  hipotecaria  no  contiene  reglas  que  se  re- 
jeras encontrnm¡a  <G  (,U0  lraíaest9  artículo.  Tampoco  en  las  legislaciones  estrau- 
tículo  34  di*  i.,  iaVr°^  as  9.Lltí  desciendan  á aplicar  á los  casos  de  que  trata  el  ar- 
creido  eme  Ív¡hKw  as  disposiciones  generales  que  establecen.  Con  estas  Labran 
la  jui¡s|,in;,|¡meí!  ‘‘ qnR  pm,mran  s,‘r  uniforme  la  inteligencia  de  la  Leyó  igual 
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TEXTO  DE  LA  LEY. 

Art.  35.  La  prescripción  no  perjudicará  á tercero  (1)  si 

requiriendo  justo  título  (2),  no  se  hallare  este  inscrito  eíi  el 
registro  (d). 

El  término  de  la  prescripción  empezará  á correr,  en  tal  ca  • 
so  y paia  dicho  efecto,  desde  la  fecha  de  la  inscripción  (4). 

En  cuanto  al  dueño  legítimo  del  inmueble  ó derecho  que 
se  esté  prescribiendo,  se  calificará  el  título  y se  contará  el 
tiempo,  con  arreglo  á la  legislación  común  (5). 

Conicntai'So. 


1.  No  perjudicará  átercero. — La  Ley  hipotecaria  siempre  se  muestra 
consecuente  limitando  sus  efectos  á que  no  pueda  ser  perjudicado  el  tercero, 
y dejando  los  derechos  de  los  que  hayan  tenido  intervención  en  los  adosó 
contratos  dentro  de  las  condiciones  del  derecho  común. 

2.  Requiriendo  justo  título.— No  debemos  esplicar  aquí  qué  es  lo  que  se 
entiende  por  justo  título  ó por  razón  derecha,  como  dicen  las  Partidas:  es 
elemental,  y nadie  duda  que  se  esliende  á todos  los  títulos  hábiles  para  la 
traslación  del  dominio  cuando  provienen  de  la  persona  que  tiene  facultad 
para  traspasarlo.  Lo  que  debemos  aquí  examinar  principalmente  es  qué 
prescripciones  de  bienes  inmuebles  exigen  justo  título.  Mas  como  en  este 
punto  hay  notables  diferencias  entre  la  legislación  castellana  y las  forales, 
nos  parece  conveniente,  consultando  á la  claridad,  hablar  con  separación, 
aunque  tan  brevemente  como  la  índole  de  esta  obra  requiere,  de  cada  una 
de  ellas. 

Castilla.  La  legislación  castellana  exige  justo  título  para  la  adquisición 
de  los  bienes  inmuebles  en  la  prescripción  ordinaria,  esto  es,  en  la  de  diez 
años  entre’presentes  ó veinte  entre  ausentes.  Sigue  en  esto  lo  que  estable- 
ció el  Derecho  romano.  La  ley  de  Partida  (a)  que  ordena  esta  prescripción 


(a)  Ley  18  dei  tit.  XXIX  de  la  Partida  III.  La  lev  19  esplica  las  voces  de  presen- 
te\  ausente  ó para  usar  de  sus  mismas  frases,  las  palabras  seyendo  en  la  tierra,  y 
de  scuendo  en  otra  parte,  diciendo  que  es  presente  el  que  esta  en  la  provincia  en 

J , .«i  r»  1 mm  en  bollo  nn  nrnvmí»i:i  /IiUM’Pnfr» 


vinciít  lUüiciau  e&i u c»,  c»  m *»*,»*•*,  — ■ . , . 

tendían  Dor  provincia  lo  que  boy  compone  el  territorio  de  una  Audiencia.  Gregorio 
f!ne 7 dice  a este  propósito:  Resolutive  dicoquod  in  istá  materid  provincia  accirn- 
,',UI  : . i : .-i/»  nu/tm  ille  contra  auem  vrcescrtoitur.  fta- 


¡Z  I iceil  «su:  HUjiiniiu.  - ' ...  I 

oa  in  and , tara  Ule  qui  prcescribit  quam  lile  contra  quem  prcescnbilur,  ha- 
bJnt  domiciliuvi,  videlicct,  ut  sub  uno  prceside proceded  pmscriptio,  tanquam  m- 
t'r  presentes:  siautnn  hatmnt  dnminlium  sub  dirersisprirsidibus,  i mus  sub  uno 


TOMO  I. 


TÍTULO  II. 
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al  esoresar  las  causas  por  las  cuales  debe  haberse  adquirido  la  cosa  objeto 
de  ella  dice  por  compra  ó por  donadío  ó por  cambio,  o por  alguna  otra  ra- 
zon  ¿¿fecha  t palabras  que  equivalen  á las  de  por  un  justo  título  traslativo 

del  dominio  (a).  ....  ■ , , n .. . 

Las  demás  prescripciones  establecidas  por  las  leyes  de  Partida  no  nc- 

cesitan  título  para  poder  surtir  todo  su  efecto.  Así  sucede  con  la  prescrip- 
ción de  treinta  años,  que  atribuye  el  dominio  al  que  tiene  mala  fé,  aunque 
la  cosa  sea  usurpada  (b).  Lo  mismo  tiene  lugar  con  todas  las  demás  pres- 
cripciones que  requieren  mas  tiempo  para  completarse,  y por  lo  tanto  con  . 
las  de  fincas  patrimoniales  de  los  pueblos  (c)  y con  las  correspondientes  á 


altcr  sub  alio,  licct  ambo  sint  sub  codem  dominio  , seu  regno,non  dicitur  hoc 
respecta  eadem  provincia,  sed  diversas.  La  nueva  división  territorial  hecha  con  li- 
nos muy  diferentes,  no  ha  alterado  á nuestro  entender  el  derecho  civil.  En  lo  que 
no  nos  parece  atinada  la  opinión  de  Gregorio  López  es  en  suponer  que  para  que 
se  considere  la  prescripción  entre  ausentes  ó presentes,  debe  tenerse  en  cuenta  el 
territorio  en  que  se  hallan  aquel  que  prescribe  y aquel  contra  quien  se  prescribe; 
opinamos  por  el  contrario,  que  ni  la  letra  de  la  ley  ni  su  espíritu  permiten  esta  in- 
terpretación, sino  que  por  el  contrario  ordena  que  la  prescripción  de  veinte  años 
tiene  lugar  cuando  solo  el  dueño  de  la  linca  está  ausente.  La  citada  ley  18  dice:  Si 
fuere  tenedor  dalla  diez  años  seyenclo  en  la  tierra  el  señor  della,  ó veinte  seyendo 
en  otra  parte.  Y la  ley  19  añade:  Y fuera  de  la  tierra  seria  el  señor  de  la  cosa, 
quando  non  fuesse  en  \oda  aquella  provincia  do  la  cosa  era  que  se  ganaría  por 
tiempo.  Estas  leyes,  pues,  en  su  tenor  literal  refieren  la  prescripción  entre  ausen- 
tes sola  y esclusivamente  al  caso  en  que  se  baile  fuera  de  la  provincia  aquel  contra 
quien  se  prescribe.  Lo  mismo  se  infiere  del  espíritu  de  la  ley  que  es  dar  mayor  espacio 
de  tiempo  para  que  pueda  alegarse  la  prescripción  contra  el  que  por  estar  ausénte  no 
ha  tenido  tanta  ocasión  de  saber  que  la  cosa  está  poseída  por  otro  y se  muestre  me- 
nos negligente  que  el  que  con  impasibilidad  tolera  la  posesión  que  otro  tiene  y que  no 
es  de  presumir  que  deje  de  conocer  perfectamente.  Aunque  la  cuestión  de  que  se 
trata  en  esta  nota,  no  se  refiere  inmediatamente  á las  palabras  que  comentamos,  nos 
ha  parecido  que  por  la  relación  que  tiene  con  la  materia  de  que  habla  el  texto,  no 
disgustará  á nuestros  lectores  que  ligeramente  la  hayamos  examinado. 

(a)  No  debe  olvidarse  que  ni  aun  con  buena  fé  y justo  título  pueden  adquirirse 
por  la  prescripción  ordinaria,  sino  jior  treinta  años,  los  bienes  que  fueron  enagena- 
dos  por  el  que  sabe  que  no  tiene  facultad  de  hacerlo,  á no  ser  que  el  dueño  tenga 
conocimiento  y calle  por  el  espacio  de  diez  ó veinte  años  respectivamente,  porque 
en  este  caso  habrá  lugar  á la  prescripción  ordinaria  contando  el  tiempo  desde  el 
dia  en  que  la  enagenacion  fué  conocida  por  el  espresado  dueño.  Así  lo  dice  la 
ley  15  del  tít.  XXIX  de  la  Partida  III. 


t-  tyj}e^i0  e.s*a  prescripción  de  treinta  años,  está  teminante  la  ley  21  del 
. • XXIX  de  la  Partida  111,  que  dice:  Trevnta  años  continuadamente,  ó dende  ar- 
riba, seyendo  algún  orne  tenedor  de  alguna  cosa,  por  qua  manera  quier  que. 
ouiesse  la  tenencia,  que  non  le  mouiessen  pleyto  sobre  ella  en  todo  este  tiempo,  ga- 
narla y a,  maguer  fuesse  la  cosa  furtada  ó forjada,  ó robada;  é maguer  que  el 
senoi  della  gela  quisiesse  demandar,  dende  adelante  non  seria  temido  de  res- 
ponderle sobre  ella,  amparándose  por  este  tiempo. 

í*ih  oi+n  ^ 7 , m'smo  título  y Partida.  Tanto  esta  lev,  como  la  que  después  de 

aiil«;  ¡í,0S,iC<ü  ?r^Pec.t?  a,a  necesidad  del  título  para  prescribir.  Este  silencio 
que  no  tí u ardan  las  Parfirlno  ai  i„ : •!_  • i„  cu  ovi- 


fl,* 

inclina  ;í  !n  qn<. 
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DE  LA  FORMA  Y EFECTOS  DE  LA  INSCRIPCION. 
corÍflpoSerflalT 35  V'™  4 ““  n'areDla  a5os  <“>- 1 am  h.  que 

puedeLeradqúir^W  mana’  ''Ue  S°'°  ^ la  PrescríP™" 

Abaco».  No  imitaron  en  esta  materia  al  Derecho  romano  las  leves  de 
°°n  'jSuu  ellas,  hay  dos  clases  de  prescripción  en  los  bienes  inmue- 
es.  una  de  ano  y dia:  otra  de  treinta  años.  Ladeado  y dia  tiene  lugar  se- 
gún una  ey  de  los  Fueros  (c)  en  las  heredades  dadas,  compradas,  permuta- 
das o adquiridas  por  última  voluntad,  si  el  adquirente  ha  estado  en  posesión 
de  la  cosa  en  virtud  de  una  escritura,  á vista  y ciencia  del  demandante, 
porque,  como  añade  la  misma  ley,  esta  prescripción  no  corre  contra  el  ig- 
norante, el  menor  ni  el  ausente,  ni  cuando  el  poseedor  la  tenga  en  nombre 
de  otro,  ni  entre  marido  y mujer,  ni  entre  hermanos  en  los  bienes  llamados 
consorciales , esto  es , cuando  está  sin  dividir  la  herencia  en  que  suceden 
varios  como  hermanos  ó en  representación  de  los  hermanos  ( d ).  Otra  ley  de 
los  Fueros  (e)  ordena  que  cuando  alguno  que  por  treinta  años  y un  dia 
haya  poseído  tranquilamente  una  heredad,  no  sea  oído  el  que  le  demandare, 
si  e!  poseedor  probase  que  el  reclamante  entraba  y salía  en  el  pueblo  en 
cuyo  término  se  halle  sita  la  cosa.  De  notar  es  que  este  fuero  se  refiere  á 
toda  clase  de  bienes  inmuebles,  y que  solo  exige  la  posesión  pacífica  conti- 
nuada por  el  espacio  de  treinta  años;  pero  que  ni  implícitamente  siquiera, 
indica  que  se  requiere  título.  De  aquí  dimana  que  sea  la  opinión  mas  ge- 
neralmente autorizada  y seguida  por  los  jurisconsultos  aragoneses  que  para 
la  prescripción  de  treinta  años  no  se  necesita  título  (/),  y que  es  estensiva 


(«)  Ley  26. 

( b ) La  misma  ley. 

(c)  El  fuero  en  que  esto  se  ordena  fué  otorgado  en  Huesca  en  el  año  de  1247 
por  D.  Jaime  I el  Conquistador,  y es  el  i ,°  de  prsescriptionibus,  lib.  VII.  Héaquí  sus 
palabras:  Hic  Forus  dicit:  Proescriptionem  anni  etdiei  locara  habere  in  heeredita- 
tibus  clatis,  emptis,  cambiatis,  vcl  ultima  volúntate  rclictis ; si  Ule  qui  allcgat  tn 
pace  et  cum  instrumento  possideát  vidente  et  sciente  petitore,  quia  ignoranti  vcl 
absenti  vcl  minori  non  potcst  noccrc  alicui  domino  in  jure  vcl  dominio  (juod 
debet  habere  in  hair  edítate,  quarn  alius  dedidit,  vendidit,  vcl  cambiabit,  scUicct 
Ule  qui  tcncbat  heereditatem  pro  alio  tamquam  depositar ius,  creditor  aut  baiu- 
lus  ■ neo  ínter  virum  et  uxorem,  nec  Ínter  germanas  in  rebus  consortialibus.  Este 
fuero  se  halla  espresamente  confirmado  en  el  6.°  de  Pracscriptionibus,  que  después 


trascribirémos.  . . . , , 

(d)  Es  muy  importante  la  legislación  aragonesa  respecto  al  consorcio  toral 

bien  definido  en  ella,  tanto  en  lo  que  se  refiere  á su  índole,  como  á sus  efectos. 

le}  Este  es  el  fuero  6.°  de  Praescriptionibus,  libro  VII.  Sus  palabras  son:  Qui- 
rumaue  Infantio  vcl  alius  tcnucrit  hcereditatem  pací  fice  per  triginta  anuos  et 
un  uní  diem  et  alius  miserit  malam  vocem,  non  auditur  si  á possessore  probetur, 
fiuod  demandans  intrávat  et  egrediebatur  in  villa : si  tamen  possessor  poterit  pro- 
bare suam  auctoritatem  cum  instrumento,  ei  etiam  sufficeret,  ut  per  forum  anm 

et  N¡o  está  sin  embargo  esta  opinión  fuera  de  toda  controversia  á pesar  de  ser 
h inteligencia  general  que  se  dá  á la  Ley,  y lo  conforme  á la  practica  según  depo- 
nen Molino,  Portóles,  Aso  y de  Manuel,  y modernamente  Franco  y López  y Gui- 
llen y Carabao  tes,  por  mas  que  estos  dos  últimos  no  crean  que  esta  interpreta- 


TÍTULO  H. 


f uto  á los  bienes  del  presente  como  á los  del  ausente,  del  mismo  modo 
mando  hay  buena  fé  que  cuando  se  carece  de  ella  (a),  ya  tenga  la  cosa  el 
virio  de  usurpada  ú otro  cualquiera,  ya  este  absolutamente  en  comercio 
nara  todos  (b).  Y es  que  en  Aragón  solo  se  tiene  en  cuenta  la  negligencia 
continua  del  dueño  y se  le  castiga  por  ella.  No  se  puede  decir  sin  embar- 
co por  esto  que  el  derecho  aragonés  consulta  menos  que  el  romano  y el 
castellano  al  interés  del  dueño  verdadero  de  las  (incas;  muy  al  contrario: 
le  es  mas  favorable  porque  solo  admite  la  prescripción,  cuando  en  Castilla 
no  se  requiere  título,  y no  ha  dado  carta  de  naturaleza  á la  prescripción  de 
diez  y veinte  años,  por  mas  títulos  y por  mas  buena  fé  que  tenga,  el  ad- 
quirenle. 

Catai/jna.  La  legislación  catalana  adopta  la  misma  regla  que  la  arago- 
nesa. Los  bienes  inmuebles  solo  tienen  una  prescripción,  la  de  treinta  años, 
v no  se  atiende  al  origen  ni  á la  buena  ó mala  fé,  ni  al  título,  sino  solo  á la 
posesión  no  interrumpida  por  el  término  legal  (c).  Tampoco  hay  diferencia 
alguna  entre  presentes  y ausentes. 

Navarra.  Hay  en  Navarra  dos  diferentes  clases  de  prescripción  en  lo 
relativo  á los  bienes  inmuebles.  La  una  exige  justo  título  y buena  fé:  la 
otra  buena  íé,  pero  no  justo  título.  La  primera  atribuye  el  dominio  al  po- 
seedor por  espacio  de  veinte  años  entre  presentes  y treinta  entre  ausentes, 
y es  ostensiva  á toda  clase  de  bienes.  La  otra  no  requiere  mas  que  la  po- 
sesión no  interrumpida  por  cuarenta  años  sin  necesidad  de  título  (d). 


oion  .se  halle  ajustada  al  Fuero.  No  entramos  en  esta  discusión  porque  no  podemos 
dar  á una  opinión  por  respetable  que  sea,  fuerza  sobre  la  junspudcncia  que  está 
unánimemente  reconocida.  Si  no  fuera  por  esto,  nos  parecería  por  lo  menos  du- 
dosa la  opinión  general. 

(a)  También  la  generalidad  de  los  jurisconsultos  aragoneses  sostiene  que  no  es 
necesaria  la  buena  fé  para  adquirir  con  arreglo  al  Fuero.  En  ello  están  conformes 
Molino,  Portóles,  Lissa,  Asso  con  de  Manuel  y Franco  con  Guillen.  Molino  dice 
que  examinado  en  la  corle  del  Justicia  este  punto,  jurisconsultos  notables  decla- 
raron que  en  Aragón  solo  se  consideraba  el  odio  del  negligente,  no  la  buena  ó 
mala  fé  del  que  adquiría. 

(b)  La  generalidad  con  que  habla  de  las  cosas  la  legislación  aragonesa,  y el  no 
exigir  ni  buena  fé  ni  justo  título,  trae  esta  necesaria  consecuencia. 

(c)  Así  lo  dice  el  usatge  Omncs  causeo  2 del  tít.  II  del  lib.  Vil  de  las  Constitu- 
ciones do  Cathalunnya,  que  creemos  conveniente  transcribir  aquí  por  la  dificultad 
que  hallará  gran  parte  de  nuestros  lectores  de  encontrar  la  obra.  «Totas  cau- 


medemanats.  Si  algu  empero  apres  acpiest  nombre  ríe  trent.a  anys  assajara  rnoure 
'XrQ'd!  ^ ac  )> n0m  jre  !i  resa,t,  é una  hura  de  or  á aquest  aquí  lo  Rey  manara, 


iihiJuro  caP'tu,°  i del  titulo  V,  libro  11  del  Fuero  general  de  Navarra  dice:  «Todo 
»rtn  -or  c.?t? ° *{ene  c|¡1?irenta  anos  heredat  sin  mala  voz,  et  el  demandador  entran- 
«Uu’Vniñrmnnr611.6  ■mno  (c  Navarr;i  > el  que  la  tiene  non  sea  tenido  de  respon- 
eIaniacion0tn/pí)f”Sn,tl^l|,i-1  lil/'on"  La  frase  sin  mala  voz  equivale  á la  do  sin  re - 
• D , e.,U  1»  y de|  l-  uero  se  infiere  que  por  la  prescripción  de  cuarenta  anos 
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enel  re(lidro-~Von\"c  de  olio  modo  se 
allana  á la  unidad  de  la  Ley  y al  pensamiento  que  la  domina,  de  que  solo 
lo  inscrito  perjudique  á tercero.  q 

A esta  consideración  se  agrega  la  d^qi^e  no  dehe  presumirse  rauv  se- 
guro en  la  legitimidad  de  su  título  el  que  deja  pasar  sin  inscribirlo  lodo  el 
tiempo  necesario  para  adquirir  la  cosa  inmueble  por  prescripción. 

4.  Desde  la  fecha  de  la  inscripción. --Porque,  solo  desde  entonces  es  pú- 
blico el  título , y de  otro  modo  resultaría  (jue  de  hecho  quedaría  acortado 
considerablemente  el  tiempo  de  la  prescripción  en  perjuicio  del  adquiren- 
tc  de  buena  fé,  que  engañado  por  el  registro  ignorase  el  tí  lulo  en  virtud  del 
cual  otro  estaba  prescribiendo  el  dominio  de  la  cosa. 

sin  titulo  puede  adquirirse  el  dominio  de  Ja  cosa.  No  nos  atrevernos  á decir  otro 
tanto  respecto  a la  falta  de  buena  fé:  el  tenor  literal  de  la  lev  que  dejarnos  copiada 
parece  que  no  la  exige.  Así  la  reconoce  también  el  docto  comentador'  de  las  leyes 
de  Navarra  I).  José  Alonso,  el  cual  sin  embargo  opina  que  no  puede  prescindir»; 
de  ella.  A pesar  del  respeto  que  tenemos  á la  memoria  de  este  ilustre  jurisconsulto, 
y de  la  influencia  que  ejerce  en  nuestro  ánimo  para  predisponernos  a aceptar  sus 
opiniones*  no  nos  parece  conveniente  la  razón  en  que  apoya  la  necesidad  de  la  bue- 
na fé  en  esta  prescripción.  Dice  así:  «Creemos  que  la  buena  fé  es  tan  indispensable 


e tener  lugar.  Sin  la  buena  fé  seria 
dominio  de  las  cosas,  y de  librarse 

.M 1V7„ ...A  1*'  ll_  I 


»cn  toda  prescripción,  que  faltando  esa  no  pued 
ala  prescripción  un  medio  inicuo  de  adquirir  c 
»de  las  obligaciones  que  pesasen  sobre  el  prescribonte.  No  es  así  indispensable  el 
ajusto  título ’en  todas  ellas  , pues  en  las  de  mas  largo  tiempo  lo  suple  una  posesión 
»tan  prolongada  á vista  y con  paciencia  de  todos , y sin  reclamación  de  ninguno.» 
El  ejemplo  de  las  leyes  aragonesas  antes  citadas  y la  opinión  de  sus  intérpretes  basta 
á demostrar  qué  no  es  tan  general  la  opinión  adoptada  por  el  Sr.  Alonso  , y que  se 
comprende  muy  bien  que  el  legislador  establezca  la  regla  de  que  no  se  necesita  que 
aparezca  la  buena  fé  del  adquirenle,  tal  vez  porque  la  suponga  en  las  prescripcio- 
nes que  requieren  mucho  tiempo  para  completarse,  con  objeto  de  evitar  contiendas 
sobre  una  cosa  de  tan  difícil  prueba.  No  por  eso  carece  de  fundamento  la  opinión 
del  Sr.  Alonso:  podría  alegarse  en  su  favor  que  el  Derecho  romano  exige  la  buena 
fé 


en 

doL  v 

íiebe  olvidarse  que  el  derecho  romano  es  supletorio  de!  navarro.  Pero  no  es  necesa- 
rio acudir  á esto,  porque  la  ley  9,  tít.  XXXVII,  lib.  11  de  la  Novísima  Recopilación 
de  Navarra,  que  trascribirémos  también,  dice  de  un  modo  terminante  que  en  la 
prescripción  de  cuarenta  años  la  buena  fé  es  necesaria,  quedando  así  esplicada  la 

lev  del  Fuero  que  antes  dejamos  copiada.  . 

' La  lev  9.a  que  acabamos  de  citar  esta  concebida  en  estos  términos:  «Otrosí, 
miara  que  sé  escusen  algunas  dudas  que  se  suelen  ofrecer  en  Jos  pleitos.  Suplica- 
dnos a V M ordene  y mande  por  ley,  que  de  aquí  auelante  los  particulares,  uni- 
versidades é iglesias  y otros  cualquiera,  prescriban,  aunque  sean  jurisdicciones, 
«servidumbres  discontinuas  y otras  semejantes  (como  no  sean  mayorazgos),  por  os- 
nació  v tiempo  de  veinte  años  continuos  entre  presentes,  y treinta  entre  ausentes, 
»con  título  y buena  fé,  y por  cuarenta  anos  sin  titulo  y con  buena  le,  coníorme  al 

«fuero  de  este  reino.» 


derecho  común.» 

Hemos  tránsenlo  estas  leyes,  porque  no  es  u 


todos  fácil  consultarlas. 


TÍTULO  II. 


04(5 

5 Con  arréalo  á la  legislación  común.- La  Ley  hipotecaria , como  re- 
petidamente queda  dicho,  solo  tiene  por  objeto  consultar  el  interés  del  ter- 
cero no  cambiar  las  condiciones  de  los  que  no  han  sido  inducidos  á error 
por  úna  omisión  cometida  en  el  registro.  Consecuencia  de  esto  es  que  el 
dueño  verdadero  de  la  finca  quede*dcnlro  de  las  condiciones  en  que  se  ha- 
llaba antes  de  la  publicación  de  la  reforma.  El  que  viendo  una  linca  suya  po- 
dida por  otro  que  carece  de  titulo  para  tenerla,  y resignado  calla,  solo 
puede  decirse  engañado  por  su  negligencia.  No  tiene  razón  de  quejarse  de 
que  una  ley  hecha  con  muy  diferente  objeto  no  venga  en  su  auxilio  (a).< 

LEGISLACION  ESTRANJERA. 

Bolívia. — Código  civil. — Arl.  2213.  Establece  lo  mismo  que  el  Código  Napo- 
león, en  la  parte  que  después  transcribiremos.  , 

Dos  Sicilia*. — Código  civil. — Art.  2074.  Toma  también  del  Código  Napoleón,  lo 
que  con  relación  á él  copiamos  á continuación. 

Francia. — Código  Napoleón.— Art.  2180  ....  4.°  Cuando  la  prescripción  supo- 

ne título,  no  principia  á correr  sino  desde  el  dia  en  que  ha  sido  transcrito  en  los 
registros  del  conservador. 

I*las  Jónicas. — Código  civil. — Art.  2008.  Copia  el  2180  del  Código  Napoleón, 
en  la  parte  que  acabamos  de  transcribir. 

Parma,  Plasencia  y Guastalla. — Código  civil. — Art.  2249.  Copia  igualmente 
la  parte  transcrita  del  art.  2180  del  Código  Napoleón. 


TEXTO  DE  LA  LEY. 


Art.  36.  Las  acciones  rescisorias  y resolutorias  (1)  no  se 
darán  contra  tercero  (2)  que  haya  inscrito  los  títulos  de  sus 
respectivos  derechos  (3),  conforme  á lo  prevenido  en  esta 
Ley. 


Comentario. 

1.  Acciones  rescisorias  y resolutorias. — En  otro  lugar  de  esta  obra  (b) 
hemos  hablado  de  las  condiciones  resolutorias  y rescisorias,  é incidental* 

•í  i^ÍoÍw.'1'110  scrja  ^us,car  cn  nuestra  antigua  legislación  disposiciones  análogas 
domina ban^n6 el ía^  ait,cu*°  se  es(;ahlecc,  atendidos  los  diferentes  principios  que 

convenfpiua  ril!oSi  Pretscnpc  iones  que  exigen  título,  decimos  en  el  comentario  lo 
teria  se  refiero  a 1_pr§.ls,ac,0n.  anterior,  tanto  general  como  foral,  en  cuanto  á la  ma- 
que debe  einnP7-ir  4r‘amos  sin, 1 u<  a c'tar  alguna  ley  que  establece  el  tiempo  desde 
nuestro  nronósitn  v^!ul?8  a PresciaPc¡°n,  pero  esto  no  conduce  directamente  á 
recho  anterior  pUmm™!fVJOr(^ie  demasiado  . sabido  as  qúe,  según  nuestro  de- 
cosa. ’ P°  ( e la  prescripción  corría  desde  que  empezaba  á poseerse  la 

('->)  En  el  numero  3 del  comentario  al  art.  10,  pág.  51 3 de  este  tomo. 


HE  LA  FORMA  Y EFECTOS  DE  LA  INSCRIPCION.  647 

mente  de  las  acciones  que  con  los  mismos  nombres  se  derivan  de  ellas. 

o necesitamos  reproducir  aquí  las  observaciones  que  con  este  motivo  de- 
jamos ya  manifestadas. 

Mas  en  la  Ley  hipotecaria  solo  pueden  comprenderse  las  acciones  rcs- 
cisorias  ó resolutorias  que  se  refieren  á que  quede  sin  efecto  algún  dere- 
cho real  en  cosa  inmueble,  restituyéndose  las  cosas  al  estado  que  tenían 
antes  de  que  el  mismo  derecho  real  se  constituyera. 

2.  No  se  darán  contra  tercero. — Los  que  lian  intervenido  en  c!  acto  ó 
contrato  sujeto  á una  condición  resolutoria  ó rescisoria  no  pueden  valerse 
del  beneficio  que  concede  el  artículo  que  comentamos  únicamente  á los 
terceros,  porque  solo  á estos  últimos  favorece  la  Ley  hipotecaria,  como  á 
cada  momento  manifiesta,  y no  á los  que  sin  necesidad  de  acudir  al  regis- 
tro sabían  la  cláusula  en  virtud  de  la  cual  podían  quedar  sin  efecto  los  de- 
rechos trasmitidos.  La  Comisión  de  Codificación  dice  en  su  Esposicion  de 
Motivos  al  tratar  de  este  artículo,  que  las  acciones  rescisorias  y resoluto- 
rias, á no  violarse  el  principio  adoptado,  no  podrían  darse  contra  tercero 
ni  en  su  perjuicio  cuando  no  aparece  la  causa  de  ellas  en  el  registro. 

5.  Hayan  inscrito  los  títulos  de  sus  respectivos  derechos.— No  seria 
justo  que  el  omiso  en  inscribir  por  su  parte  en  el  registro  el  derecho  real 
que  hubiese  adquirido  sobre  un  inmueble  pudiera  echar  en  cara  su  negli- 
gencia á otro  que  no  inscribió , y prevalerse  de  la  falta  que  él  mismo  hu- 
biera cometido.  La  ley  solo  favorece  al  que  la  respeta  ajustándose  á sus 
preceptos. 

LEGISLACION  ESTRANJERA  (a). 


Francia. — Ley  de  transcripción  de  23  de  marzo  de  185o.— La  acción  resoluto- 
ria establecida  en  el  artículo  1654  del  Código  Napoleón  no  puede,  ser  ejercitada 
después  de  la  extinción  del  privilegio  del  vendedor  en  perjuicio  de  terceros  que 
hayan  adquirido  derechos  sobre  el  inmueble  del  antecesor  del  adquirenle  cuando 
se  hayan  ajustado  á las  leyes  para  conservarlos.  (El  artículo  1654  del  Código  Ñapo 
león  á que  se  refiere  el  de  la  ley  de  transcripción  que  acabamos  de  copiar,  esta- 
blece'que  el  vendedor  con  pacto  de  retroventa  puede  ejercitar  su  acción  contra  el 
segundo  adquirente,  aunque  la  facultad  de  redimir  no  se  baya  declarado  en  el  se- 
gundo contrato.) 


I n nue  este  artículo  previene,  como  consecuencia  de  los  principios  adop- 
tndos  en  la  nueva  Ley  hipotecaria,  separándose  del  derecho  antiguo,  no  tiene  dis- 
posiciones análogas  en  la  legislación  anterior. 


TÍTULO  íí. 


texto  de  la  ley. 

Art  37  Se  esceptúan  de  la  regala  contenida  en  el  ar- 
tículo anterior:  . , , . , , 

1 0 Las  acciones  rescisonas  y resolutorias  que  deban  su 

origen  á causas  que  consten  esplícitamente  en  el  registro  (í). 

2 o Las  acciones  rescisorias  de  enajenaciones  hechas  en 
fraude  de  acreedores  (2)  en  los  casos  siguientes  (3) : 

Cuando  la  segunda  enagenacion  haya  sido  hecha  por  tí- 
tulo gratuito  (4). 

Cuando  el  tercero  haya  sido  cómplice  en  el  fraude  (5). 

En  ambos  casos  prescribirá  la  acción  al  año,  contado 
desde  la  enagenacion  fraudulenta  (6). 

Comentario. 

4.  Que  consten  esplícitamente  en  el  registro.— Porque  entonces  no  pue- 
de ser  inducido  á error  el  tercero , que  por  la  inscripción  conoce  en  toda 
su  estension  las  cláusulas  rescisorias  ó resolutorias  á que  estaba  afecto  el 
contrato.  Fíjese  la  atención  en  la  palabra  esplícitamente  escrita  de  propó- 
sito para  evitar  que  á título  de  inducciones  se  suponga  registrado  lo  que  no 
lo  está. 

2.  Las  acciones  rescisorias  de  enagenaciones  hechas  en  fraude  de  acree- 
dores.— Antes  de  entrar  en  la  esplicacion  de  esta  parle  del  artículo,  con- 
veniente es  transcribir  lo  que  á propósito  de  las  acciones  á que  aquí  se  hace 
retcrcncia,  y de  las  reformas  que  este  artículo  introduce  en  el  derecho  an- 
tiguo dice  la  Comisión  de  Codiíicacion. 

«Las  leyes  mismas,  que  han  establecido  la  revocación  de  las  enagena- 
«eiones  hechas  en  fraude  de  los  acreedores,  se  han  mostrado  muy  cuidado- 
asas  en  restringir  los  efectos  de  semejante  derogación  de  los  principios 
aque  protegen  el  derecho  de  contratación.  Limitando  la  acción  de  los 
«acreedores  al  corto  espacio  de  un  ano,  estableciéndola  para  el  caso  en 
«que  las  enagenaciones  provengan  de  títulos  meramente  gratuitos,  y sola- 
cen te  de  los  onerosos  cuando  el  adquirente  es  partícipe  del  engaño,  exi- 
>®ieQ.  o,  no  solo  que  haya  habido  intención  de  defraudar , sino  que  la  in- 
s (jQcl0Q  hay*1  producido  su  efecto,  no  admitiendo  otra  presunción  de  derc- 
«doV^^r  °ar  ^ ^ *alenc*0Q>  flae  Ia  de  haber  sido  el  deudor  condena- 
»danaáSa»lb|  (*eu(*as  ° ® hacer  entrega  de  sus  bienes  á los  acreedores, 
tn  en<*er  muy  claramente  la  timidez  y desconfianza  con  que  proce- 
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»dia  el  legislador  en  esta  delicada  materia.  En  el  proyecto  de  Código  civil 
»no  po  tan  menos  de  tomarse  en  cuenta  los  inconvenientes  del  derecho 
.antiguo  respecto  á la  inseguridad  en  que  estaban  los  terceros  poseedo- 
res de  buena  fé  , y del  peligro  que  corrían  de  verse  despojados  de  .lo  que 
.legítimamente  hubieran  adquirido.  Así,  al  tratar  de  la  rescisión  délas 
«obligaciones  á instancia  de  los  acreedores,  se  lijaron  algunas  reglas  res- 
«pecto  á las  cosas  inmuebles,  que  han  sido  sustancialmenle  adoptadas  por 
*la  Comisión.  Según  estas  réglaselas  enagenaciones  de  bienes  inmuebles  á 
«título  oneroso  pueden  ser  rescindidas  siempre  que  la  demanda  de  rescisión 
«se  haya  anotado  en  el  registro  público  antes  de  haberse  inscrito  el  con- 
» trato  de  enagenacion:  también  se  rescinden,  aunque  no  hayan  sido  inscri- 
bas antes  de  la  demanda  en  el  registro,  si  el  adquirente  obró  dolosamente, 
«salvo  en  este  caso  el  derecho  que  un  tercero  haya  adquirido  entretanto 
«con  buena  fé  (a);  y por  último  las  enagenacioues  á título  gratuito  hechas  por 
«el  deudor  en  estado  de  insolvencia  son  rescindidas  como  fraudulentas  á 
«instancia  de  los  acreedores  (b).  La  Comisión  ha  seguido  este  ejemplo  en  la 
«parte  que  cabía  en  el  proyecto,  proponiendo  que  la  acción  rescisoria  por 
«enagenacion  en  fraude  de  acreedores  no  se  dé  en  perjuicio  de  tercero 
«que  tenga  inscrito  el  título  de  su  derecho,  á menos  que  la  segunda  cn- 
«agenacion  sea  á título  gratuito,  ó que  el  tercero  haya  sido  participante 
«en  el  fraude.  Ha  idomas  adelante  aun,  proponiendo  que  en  estos  casos 
»el  año  establecido  por  la  ley  se  cuente  desde  el  dia  de  la  enajenación 
«fraudulenta,  corrigiendo  en  esto  las  Leyes  de  Partida,  que  lo  contaban 
«solo  desde  el  dia  en  que  los  acreedores  sabían  la  enajenación.  La  publi- 
«cidad  del  registro  en  el  que  debe  constar  la  enagenacion  hecha  en  fraude  de 
«los  acreedores,  el  concederse  la  reducción  del  término  solamente  al  que 
«tiene  inscrito  su  derecho,  y la  odiosidad  de  estos  remedios  rescisorios, 
«motivo  por  el  que  han  sido  siempre  de  interpretación  estrecha,  esplican 

«la  conducta  de  la  Comisión.» 

En  lo  que  dice  el  texto  de  la  Ley  y en  lo  que  acabamos  de  transcribir  de 
sus  Motivos,  se  alude  á la  acción  conocida  con  el  nombre  de  pauliana,  se- 
gún la  denominación  que  le  dió  Teófilo  en  su  paráfrasis,  acción  que  fué 
introducida  en  el  derecho  romano  por  el  Pretor  para  venir  en  auxilio  de  los 
acreedores  cuando  el  deudor  en  perjuicio  de  ellos  cnagenaba  sus  bienes. 
Su  objeto  era  que  quedaran  revocadas  las  enagenaciones  así  verificadas. 
Dejando  á un  lado  las  cuestiones  á que  esta  acción  dá  lugar  en  el  Derecho 
romano  nos  limitarémos  aquí  al  valor  que  le  dieron  las  Partidas  que  la  to- 
maron de  aquella  célebre  legislación,  si  bien  no  le  dieron  nombre  especial. 

Para  que  tenga  lugar  esta  acción  rescisoria  entre  nosotros,  es  necesa- 


(«)  Art.  *777. 
(b)  AH.  1770. 
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rio  ouo  concurran  el  ánimo  de  defraudar  a «u  acrcedorc,  en  1 deudor , y 
r hecho  de  haberlos  defraudado,  como  dice  la  Comisión  de  Códigos  en  la 
‘le  de  la  Esnosiclon  de  Molivos  que  dejamos  trascrita. 

Una  presunción  juris  et  de  jure  hace  que  se  suponga  que  procede  con 
intención  de  defraudar  á sus  acreedores  el  que  ha  sido  condenado  á pagar 
una  ó mas  deudas,  y á hacer  entrega  de  sus  bienes,  porque  el  que  cnagena 
en  tales  circunstancias,  dá  claramente  á entender,  como  dicen  las  Parti- 
das (a),  que  lo  fazo  maliciosamente  y con  engaño , cuando  por  resultado  de 
la  enajenación  viene  á quedar  insolvente. 

No  serán  tan  frecuentes  ahora,  como  solian  serlo  antes,  las  enagenacio- 
nes  de  esta  clase,  puesto  que  cuando  en  los  juicios  ejecutivos  se  procede 
al  embargo  de  bienes  inmuebles  se  pone  una  anotación  preventiva  en  el  re- 
gistro de  la  propiedad.  Trae  su  origen  esta  disposición  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  la  cual,  en  uno  de  sus  artículos  (b) , estableció  que  de  todo 
embargo  de  bienes  raíces  se  tomara  razón  en  la  Contaduría  de  hipotecas 
del  partido,  librando  al  efecto  el  oportuno  mandamiento  por  duplicado, 
uniéndose  uno  de  ellos  después  de  diligenciado  á los  autos,  y quedando  el 
otro  en  la  Contaduría.  La  nueva  Ley  hipotecaria  (c)  guarda  completa  armo- 
nía con  esta  disposición,  como  se  verá  en  uno  de  los  artículos  siguientes  (í/)> 
si  bien  usando  ya  el  tecnicismo  que  introduce,  llama  anotación  preventiva  á 
lo  que  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  denominaba  toma  de  razón,  y no  em- 
plea la  frase  Contaduría  de  Hipotecas,  sino  la  de  registro  público , en  vista 
de  la  nueva  organización  que  dá  á este  ramo.  , 
o.  • En  los  casos  siguientes.—  No  debe  la  escepcion  llevarse  mas  allá  de 
los  casos  que  en  este  artículo  se  espresan,  porque  además  de  que  las  escep- 
ciones  son  de  interpretación  estrecha  y no  han  de  considerarse  estensi- 
vas  mas  que  á los  casos  espresa  y determinadamente  señalados  en  la  Ley, 
no  puede  perderse  de  vista  que  se  trata  de  una  materia  delicada  de  suyo,  y 
odiosa  hasta  cierto  punto,  pues  que  tiene  por  objeto  la  revocación  del  domi- 
nio adquirido. 

4.  Cuando  la  segunda  enagenacion  haya  sido  hecha  por  título  lucrativo • 
—Una  ley  de  Partida  ( e ) establece  la  misma  doctrina.  En  ella  se  dice  que 
se  puede  revocar,  la  euagenacion  en  el  caso  de  que  pl  testador  diese  en  vida 
ó mandase  en  testamento  alguna  cosa  á otro,  de  modo  que  por  resultas  de 
a enagenacion  no  quedaran  cumplidamente  satisfechos  sus  acreedores.  La 
ey,  P^es,  no  hace  en  este  lugar  mas  que  dar  nueva  vida  á la  antigua  re- 
8 a,  si  ien  modiíicándola.  Y la  modificación  consiste,  en  que  según  las  le- 

Ai  t Part’  V>  ^Ue  transcribimos  al  final  de  este  comentario. 
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S Parlida’ duranle  el  por  que  se  otorgaba  la  acción  para  que  los 

HaHfl/nn  5 ?Ud,eP*n  pedir  ,a  revocacion  de  las  enagenaciones,  las  cosas  así 
d das  quedaban  sujetas  a la  acción  rescisoria,  aunque  pasaran  á manos  dife- 
rentes cualquiera  que  fuese  el  título  de  su  trasmisión,  y la  Lev  hipotecaria, 
si  bien  deja  revocable  la  enagenacion  siempre  que  el  donatario  tiene  aun  \i 
cosa,  solo  admite  la  rescisión  respecto  al  tercero  cuando  este  la  recibió  por 
titulo  gratuito,  y no  si  la  obtuvo  por  título  oneroso.  Fúndase  la  Ley  en  que 
en  tal  caso  resultaría  perjuicio  considerable  al  que  no  teniendo  ningún  mo- 
tivo para  imaginar  que  la  donación  se  hubiera  hecho  en  fraude  de  acreedores, 
adquiriera  la  finca  donada  en  una  segunda  enagenacion  por  la  que  hubiese 
hecho  un  desembolso  equivalente  á su  valor.  No  sucede  lo  mismo  con  el  se- 
gundo donatario  que  recibe  la  finca  que  se  dio  al  primero:  ningún  sacrificio 
hizo  esle  por  su  parte:  y constituida  la  ley  en  la  necesidad  de  optar  entre 
uno  de  los  dos  medios,  á saber,  que  quede  él  privado  de  la  finca,  ó que  los 
acreedores  pierdan  lo  que  se  les  debe,  se  ha  decidido  con  sobrada  justicia 
á favor  de  estos.  Ni  es  infrecuente  en  el  derecho  dar  preferencia  al  que  vá 
á sufrir  un  daño  sobre  el  que  solo  se  propone  un  lucro. 

Dieron  á esta  consideración  tanta  importancia  las  de  Partidas  (a),  que 
se  apartaron  respecto  á las  enagenaciones  por  título  lucrativo,  de  la  regla 
general,  según  la  cual,  deben  simultáneamente  coexistir  el  propósito  ó 
la  intención  de  defraudar,  atiimus  defraudandi,  y la  realidad  del  perjuicio 
eventus,  y establecieron  que  la  revocación  procediera,  aunque  no  se  demos- 
trara la  intención,  con  tal  que  los  acreedores  en  realidad  no  pudieran  ser 
satisfechos,  en  todo  ó en  parte,  de  sus  créditos  respectivos. 

5.  Cuando  el  tercero  haya  sido  cómplice  en  el  fraude. — Las  leyes  de 


Parlida  ( b ) establecieron  también  que  las  enajenaciones  á título  oneroso  en 
tanto  pudieran  ser  revocadas  por  resultar  hechas  en  fraudo  de  los  acreedo- 
res, en  cuanto  el  adquirente  fuese  partícipe  del  fraude.  E si  por  auentura 
aquella  cosa  non  la  cnagenasse  dándola,  ó mandándola  en  su  testamento, 
mas  la  vendiesse  ó la  cammiase,  ó la  diesse  en  dote,  ó á peños,  estonce  de- 
zimos  que  si  pudiesse  ser  prouado  que  aquel  que  rescibiesse  la  cosa  en  algu- 
na destas  juaneras  sobredichas,  sabia  que  el  debdor  hacia  esle  enagenamien - 
to  maliciosamente,  ó con  engaño,  que  puede  ser  reuocado.  De  estas  palabras 
deduce  Gregorio  López,  que  para  que  la  revocación  de  la  enagenacion  he- 
cha á título  oneroso  proceda,  son  circunstancias  esenciales  que  haya  inten- 
ción por  parte  del  deudor  enagenante  de  defraudar  á sus  acreedores,  que 
el  adquirente  sea  sabedor  del  fraude,  y que  de  hecho  los  acreedores  resul- 
ten perjudicados,  y añade,  que  no  será  bastante  para  creer  participante  al 
adquirente  en  el  fraude  la  prueba  de  que  el  enagenante  tema  acreedores. 


(а)  La  ley  7 repetidamente  citada. 

(б)  La  misma  ley  7. 
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tí.»:' 


r-tnniDueslo  lo  que  hace  la  Ley  hipotecaria  es,  dejando  respecto  al 
„J;;  adquirentc  el  derecho  antiguo,  establecer  que  en  una  segunda  ena- 
Lnacion  no  será  preferido  á los  acreedores  legítimos  el  que  adquiera  cuando 
haya  sido  cómplice  en  el  fraude.  Disposición  moral  y de  tanta  justicia,  que 

no  parece  fácil  que  sea  impugnada. 

6 Al  año  conlado  desde  la  enajenación  fraudulenta.— h 1 derecho  Ro- 
nnno  estableció  un  año  útil  para  que  los  acreedores  pudieran  entablar  esta 
acción  [a).  A su  imitación  las  Partidas  (b)  fijaron  el  mismo  término,  de  un 
año,  pero  computándolo  desde  el  día  en  que  los  acreedores  tuvieron  cono- 
cimiento de  la  enajenación,  desde  el  día  que  lo  supieran  fasta  vn  año. 

Esta  es  la  regla  que  tendrá  lugar  siempre  que  sea  la  primera  enagena- 
eion  aquella  de  cuya  rescisión  se  trate  , porque  á ella  no  se  esliende  la  Ley 
hipotecaria  que  se  limita  á tratar  de  los  terceros,  y por  lo  tanto  de  las  se- 
gundas enagenaciones. 

Pero  cuando  se  ha  verificado  esta  segunda  enagenacion,  el  artículo  que 
comentamos  establece  diferente  modo  de  computar  el  tiempo,  declarando 
que  su  punto  de  partida  es  desde  el  dia  de  la  enagenacion  fraudulenta.  No 
ha  hecho  general  esta  regla,  porque  no  estaba  llamada  mas  que  á fijar  los 
derechos  de  un  tercero  en  la  primera  enagenacion,  dejando  á los  que  en  ella 
intervinieron  como  partes  interesadas  dentro  de  las  condiciones  del  antiguo 
derecho.  Tiene  esta  innovación  el  loable  propósito  de  poner  coto  á la  mala 
fé  de  los  acreedores,  que  podrían*  mu  y bien  entablar  la  demanda  para  la 
rescisión  de  una  enagenacion  que  no  hubieran  ignorado.  La  circunstancia 
de  que  en  los  embargos  de  bienes  inmuebles  se  hacen  anotaciones  preven- 
tivas, según  queda  dicho,  la  facilidad  de  conocer  por  el  registro  las  enage- 
naciones hechas,  como  dice  la  Comisión  de  Codificación  en  sus  Motivos,  la 
facilidad  de  suponer  que  no  ha  llegado  á noticia  de  los  acreedores  la  ena- 
jenación de  que  ya  tenían  conocimiento,  y sobre  todo  la  conveniencia  de 
fijar  un  término  preciso  que  no  puede  ser  eludido  ni  fácilmente  alterado  á la 
sombra  de  ignorar  el  fraude,  son  explicaciones  satisfactorias  de  esta  refor- 
ma, cuando  se  trata  de  la  validez  de  la  segunda  adquisición  de  la  finca. 


LEGISLACION  ANTERIOR  Á LA  LEY  HIPOTECARIA- 

Ley  /,  tit.  AV,  Part.  V. — Personal  debdor  dezimos  que  es  aquel,  quando  la 
pusona  tan  solamente  es  obligada  por  el  debdo,  é non  los  bienes.  E tal  debdor 
como  éste,  acaesce  á las  vegadas,  que  después  que  es  condemnado  en  juyzio,  que 
pague  as  debdas,  ó há  mandado  el  Judgador  facer  entrega  de  los  bienes  del,  que 
jos  enabena  todos,  porque  non  pueden  fallar  de  lo  suyo,  de  que  entreguen  á aquo- 


topMr  «,*>1  «•  VIH,  1U>.  XLII  del  Digesto,  dice  hablando 
(nitelas  fui' ex  ^P'Uamm  I,íiío"*>  I'10  u"d‘ 

(®)  Ley  7 citada. 
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líos  que  lo  donen  aucr.  E porende  dezimos,  que  tal  enagenamienlo  como  oslo  pue- 
den íeuocar,  aquellos  que  deuon  ser  entregados  en  ellos,  desde  el  día  que  lo  su- 
pieren fasta  vn  ano.  Porque  se  dá  á entender,  que  pues  que  todo  lo  suyo  enagena 
esta  manera,  que  lo  faze  maliciosamente,  é con  engaño.  Esso  mesmo  deziinos  que 
sena,  si  tal  debdor  diesse  en  su  vida,  ó mandasse  en  su  testamento  alguna  cosa  de 
las  suyas  á dos,  é pagados,  aquellos  á quien  deuiesse  algo,  que  se  puede  reuocar 
tal  donación  ó manda,  en  la  manera  que  de  suso  diximos.  E si  por  auentura  aquella 
cosa  non  la  enagenasse,  dándola  ó mandándola  en  su  testamento,  mas  la  vendiesse 
o la  canmiasse,  ó la  diesse  en  dote  ó a peños;  estonce  deziinos  que  si  pudiesse  ser 
p rouado,  que  aquel  que  rescibiesse  la  cosa  en  alguna  destas  maneras  sobredichas, 
sabia  que  el  debdor  fazia  este  enagenamicnto  maliciosamente  ó con  engaño  que 
puede  ser  reuocado  fasta  aquel  tiempo  que  de  suso  diximos.  Fueras  ende,  si  aquel 
que  ouiesse  por  alguna  de  las  razones  sobredichas  recebido  la  cosa  fuesse  huérfano. 
Ca  este  atal  non  seria  tenudo  de  la  tornar,  si  non  le  diessen  lo  que  auia  dado  por 
ella,  maguer  la  prouassen  que  era  sabidor  del  engaño.  Mas  si  el  engaño  del  enage- 
namienlo non  fuesse  prouado  assí  como  sobre  dicho  es,  ó non  fuesse  fecha  deman- 
da sobre  él  fasta  aquel  tiempo  que  de  suso  diximos,  non  la  podría  después  deman- 
dar que  se  quitase  por  esta  razón  (c). 


TEXTO  DE  LA  LEY. 


Art.  38.  En  consecuencia  de  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 36  (1),  no  se  anularán  ni  rescindirán  (2)  los  contratos  (3) 
en  perjuicio  de  tercero  (4)  que  haya  inscrito  su  derecho  (5), 
por  ninguna  de  las  causas  siguientes: 

1. a  Por  revocación  de  donaciones  (6)  en  los  casos  permi- 
tidos por  la  Ley  (7),  escepto  el  de  no  cumplir  el  donatario 

condiciones  inscritas  en  el  registro  (8). 

2. a  Por  causa  de  retracto  legal  (9)  en  la  venta  (10)  ó de- 
recho de  tanteo  (11)  en  la  eníitéusis  (12). 

3. a  Por  no  haberse  pagado  todo  ó parte  del  precio  de  la 

cosa  vendida  (13),  si  no  consta  en  la  inscripción  haberse  apla- 
zado el  pago  (14).  * 

4 a Por  la  doble  venta  de  una  misma  cosa,  cuando  alguna 

de  ellas  no  hubiere  sido  inscrita  (15). 

5 a Por  causa  de  lesión  enorme  ó enormísima  (Ib). 


, . Pnr  rp„ ia  general . no  contienen  las  legislaciones  estranjeras  disposiciones 
(c)  ,rfJ  r.  so8de  aue  trata  este  artículo  como  las  que  en  el  se  contienen.  Los 
co,,c^  í'Slí  cnuese  fundan  las  respectivas  leyes  sirven  para  resolver  las 


título  11. 


(i.'i  1 

H " Por  efecto  de  la  restitución  in  ¿ntegrum  á favor  de  los 

que  disfrutan  este  beneficio  (17). 

7 a Por  enajenaciones  verificadas  en  1 laude  de  aeree- 

dores,  con  esclusion  de  las  esceptuadas  en  el  artículo  ante- 
rior (18).  . . . . 

8 a Por  efecto  de  cualesquiera  otras  acciones  que  las  leyes 

6 fueros  especiales  concedan  á determinadas  personas  (19), 
para  rescindir  contratos , en  virtud  de  causas  que  no  consten 
espresamente  de  la  inscripción  (20). 

En  todo  caso  en  que  la  acción  resolutoria  ó rescisoria  no 
se  pueda  dirigir  contra  tercero,  conforme  á lo  dispuesto  en 
este  artículo , se  podrá  ejercitar  la  personal  correspondien- 
te para  la  indemnización  de  daños  y perjuicios,  por  el  que  los 
hubiere  causado  (21). 

Comen  iarío. 


1.  En  consecuencia  de  lo  dispuesto  en  el  art.  56.— Este  artículo  que 
comentamos  es  esplicaciou  y aclaración  del  50  , y tiene  por  objeto  resolver 
algunas  dificultades  á que  podrían  dar  lugar  en  la  práctica  algunas  dispo- 
siciones de  nuestra  legislación  anterior,  á cuyo  efecto  es  conveniente  fijar 
hasta  qué  punto  deben  considerarse  reformadas. 

2.  No  se  anularán  ni  rescindirán. — Estos  dos  verbos  anular  y rescin- 
dir se  refieren  solo  á los  actos  y contratos  que  siendo  válidos  en  sí  misinos, 
vienen  á quedar  sin  efecto  por  rescindirse  en  virtud  de  una  condición  es- 
plícita  ó implícita  ó por  un  acto  posterior.  No  necesitamos  recordar  aquí  lo 
que  tan  repetidamente  hemos  dicho  acerca  de  que  la  nulidad  y la  anula - 
don  y rescisión  son  cosas  diferentes. 

5.  Contratos. — /Icios  y contratos  dice  frecuentemente  la  Ley  hipoteca- 
ria. ’Vaen  otro  lugar  ( a ) hemos  manifestado  la  significación  que  tienen  es- 
tas palabras.  ¿Quiere  aquí  la  Ley  contraponer  la  palabra  contratos  á la  de 
actos  y limitar  su  disposición  á aquellos  escluyendo  á estos?  No  nos  parece 
que  seria  recta  esta  interpretación.  Decimos  sinceramente  que  seria  mejor, 
en  nuestro  concepto,  haber  usado  aquí,  como  en  tantos  otros  artículos,  las 
dos  palabras  de  actos  y contratos  juntamente,  ó ya  que  alguna  de  ellas  se 
mbiera  omitido,  que  fuese  la  de  contratos,  porque  rigurosamente  hablando, 
esta  se  encuentra  comprendida  en  la  de  actos.  Pero  siguiendo  el  espíritu  de 
a ^ev  no  puede  desconocerse  que  lo  que  en  este  artículo  se  dice , se  refiere 
auto  á los  actos  como  á los  contratos.  Basta  leer  las  causas  que  en  él  se 


ía)  Eri  11  ü'unro  i:>  del  comentario  al 


artículo  I 
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ceÍseTe  ell7  í"CapaCeS  7 PJr°dUCÍr  la  anulacion  * . pata  convcn- 
esnreso  fie  |,'.S  ? U“a  !,dJudlcaclon  de  bienes  en  que  no  media  convenio 
expreso  de  las  parles  , se  pusiera  al  que  se  adjudicara  una  finca  alguna 

cond'cion  resolutoria,  y esla  condición  dejara  de  inscribirse  en  el  registro, 
y un  ercero  , engañado  por  este  silencio  adquiriera  la  misma  heredad  no 
nabna  lugar  á hacer  prevalecer  contra  él  la  rescisión  , á pesar  de  que  no 
esta  expresamente  comprendido  este  caso  en  el  artículo  que  comentamos. 
Lo  mismo  puede  decirse  cuando  á un  menor  se  le  concediera  la  restitución 
in  integrum  deque  trata  la  causa  sesta  de  este  artículo,  por  consecuen- 
cia del  daño  que  hubiese  recibido  por  un  acto  de  su  tutor,  aunque  á tal 
acto  no  pudiera  aplicársele  el  nombre  de  contrato.  El  art  oü,  de  que  ya 
hemos  tratado  , no  deja  lugar  á la  menor  duda  : allí  se  establece  la  regla 
general  que  se  es.tiende  á todas  las  acciones  resolutorias  y rcscisorias;  el 
artículo  58  , que  sirve  para  esplicarlo  poniendo  algunos  casos  de  que  con- 
venia hacer  mención  para  que  se  considerara  modificado  el  derecho  antiguo 
en  algunos  puntos  importantes,  en  nada  deroga  ni  modifica  el  artículo  es- 
pigado. 

4.  En  perjuicio  de  tercero. — Porque , segun  hemos  muchas  veces  dicho, 
la  Ley  hipotecaria  en  nada  altera  los  efectos  de  las  obligaciones  entre  los 
contrayentes;  solo  trata  de  evitar  perjuicios  al  tercero,  que  con  buena  fé  y 
fiado  en  la  exactitud  del  registro,  es  inducido  á error  y adquiere  bienes  in- 
muebles ó derechos  reales  que  por  descuido  de  otro  dejaron  de  inscribirse 
oportunamente.  , 

5.  Que  haya  inscrito  su  derecho.— El  que  no  ha  inscrito  su  derecho  por 
descuido  no  puede  quejarse  de  que  sea  antepuesto  á él  el  que  habiendo 
adquirido  otro  derecho  con  anterioridad  y omitido  también  inscribirlo  in- 
mediatamente , no  fué  tan  omiso  que  dejara  de  hacer  la  inscripción  antes 
que  el  segundo  adquirente  hiciera  la  suya. 

6.  Poi'  revocación  de  las  donaciones.— Para  justificar  la  deviación  del 
antiguo  derecho  que  aquí  se  establece  , la  Comisión  de  Codificación  en  la 
Esposicion  de  Motivos  se  espresa  en  estos  términos: 

«Dista  mucho  de  ser  uniforme  el  derecho  en  las  diferentes  provincias  de 
«nuestro  territorio  respecto  á la  revocación  de  las  donaciones.  La  legisla- 
ción aragonesa  declara  irrevocables  las  que  consisten  en  bienes  raíces 
«entregados  con  la  debida  solemnidad  (a):  la  de  Castilla,  por  el  contrario, 
«establece  espresamente  la  revocación  por  las  causas  de  ingratitud  (b)  y de 

/ a \ Observancias  7 y 18  de  donationibus.  Estas  leyes  ordenan  que  son  irrevo- 
cables las  donaciones,  de  lo  que  es  consecuencia  que  no  pierden  su  eficacia  por  la 

'"fjf1  La  feYPl°0  co™  ca.l,sf  de  ingratitud 

inri  el  efecto  de  revocarlas  donaciones  deshonrar  de  palabra  al  donante,  acusarlo 
’mTblTs  míe oHnvüreiinhda  la  pona  .1c  muerte  ó de  perfiimieoto  fie  miem- 
MhlXipK  la  mayor  /.arte  fie  loa  bienes,  poner  en  el  manos  a, ra- 


TÍTUÍ.O  II 


«supervivencia  de  hijos:  la  de  Cataluña , por  costumbre  elevada  ú derecho 
.escrito  (n)  la  admite  solo  por  la  superven, encía  de  hijos,  y esto  después  de 
.la  muerte  del  padre,  y cuaüdo  es  la  donación  de  todos  los  bienes  y perju- 
«dica  á los  legítimos;  y la  de  Navarra  en  su  silencio  es  suplida  por  el  derc- 
,cho  romano  que  establece  terminantemente  la  revocación  por  ingratitud, 

* ue  dá  |Ugar  á reñidas  cuestiones  entre  los  intérpretes  respecto  á la  que 
«tiene  lugar  por  el  nacimiento  de  los  hijos  posterior  á la  donación  (>).» 

«Se  vé  pues  que  la  legislación  mas  favorable  á la  revocación  de  las  do- 
naciones es  la  de  Castilla,  que  adoptando  una  opinión  mas  seguida  en  los 
«siglos  medios  que  en  nuestros  dias,  erigió  en  ley  lo  que  opinaban  algunos 
«jurisconsultos,  á saber,  que  el  Derecho  romano  al  establecer  la  revoca- 
ación  de  las  donaciones,  refiriéndose  especialmente  á las  relaciones  enlre 
«los  patronos  y libertos,  debia  aplicarse  como  regla  general  á todos  los 
«casos  que  se  presentaran,  cualesquiera  que  fueran  los  donantes  y donata- 
rios. No  cabe  dentro  de  los  límites  á que  tiene  que  circunscribirse  el  pro- 
«yecto,  borrar  estas  desigualdades:  solo  al  Código  civil  está  reservada  la 
«nivelación;  pero  siesta  la  Comisión  en  el  deber  de  introducir  una  regla 
«uniformé  por  lo  que  respecta  á los  derechos  del  tercer  adquirente,  que  sin 
«conocer  ni  poder  inferir  la  condición  rescisoria  á que  está  sujeta  la  here- 
«dad,  la  recibe  en  virtud  de  un  título  traslativo  de  dominio,  ú obtiene  sobre 
«ella  algún  derecho  real.  Y esta  regla  solo  podía  ser  la  de  que  no  estando 
«inscrita  la  condición  rescisoria,  no  perjudicara  á tercero,  porque  de  otro 
«modo  quedaría  falseado  el  sistema  elegido.» 

«En  este  punto  sufrirán  una  reforma  todas  las  legislaciones  de  la  Pe- 
«nínsula;  no  así  en  las  relaciones  en  los  donantes  y adquirentes,  respecto  á 
«los  cuales  quedará  subsistente  el  antiguo  derecho  en  lo  que  concierne  á la 
«acción  personal,  y aun  también  por  lo  tocante  á la  real,  mientras  que  la 
«cosa  donada  no  haya  pasado  á manos  de  un  tercer  poseedor  ó no  haya 
«sido  gravada  con  una  carga  real  ó con  una  hipoteca.  No  es  esta  reforma 


das,  causarle  gran  daño  en  su  fortuna,  ó atentar  ¡i  su  vida.  La  misma  ley  añade 
que  si,  después  de  hecha  la  donación  al  hijo  , pasa  la  madre  a segundas  nupcias, 
no  puede  revocarla  á no  ser  que  el  hijo  atente  á su  vida,  ó la  maltrate  de  obra,  ó 
procure  que  pierda  la  mayor  parte  de  sus  bienes. 

(a)  Costumbre  única,  lít.  IX,  lib.  'VIH  de  las  Constituciones  de  Cataluña:  «Si 
>,a  Su  dona  tot  quant  ha  en  sos  bens  á son  Fill,  ó Filia , ó á allra  qualsevol  perso- 
>*na,  e apres  ló, donador  ha  Fill  de  aquella  Muller  que  ja  había,  ó de  altra  que 
nrml°nt  i Uría  Pr,esa  Io  ’ ()  Füla  que  apres  naxera,  é encara  aquell  que  era  nal 
iirinmt'  ° 1 ?re  ' 11  a,tTe  la  donatio,  apres  la  morí  del  Pare  pot  revocar  de  la  dita 

«Piro  L’|  1 a ,90rnPliment  de  la  sua  legítima,  no  obstant  que  aquel)  alqual  lo 
»fare  fcu  la  donatio  tenga  la  possessio.»  1 

l-i  .?0st1ienen  que  por  la  superveniencia  de  la  prole  se  hace  revocable 

nis  mff » ;S/Unda“  0,1  la  le>’  8> tíL  EV1,  I'b.  VIH  del  Código  repetüa  pnelectio- 
pareoe  oiw.hcrf  ?riT,?l)a,n|enfe  á Jas  relaciones  entre  patronos  y libertos.  No  nos 
Líijon!  ' ",aS  <]°  m,ftl,Prelae,ion  permitan  deducir  de  ,4.  ley  una  regla 
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establecidos,  sin  mas  que  espresar  en  las  donaciones  que  estas  quedarán 
» voca  as  en  los  casos  referidos  ó en  otros  que  estimen  conveniente.» 

'‘Unforme  está  en  parte  con  lo  que  propone  la  Comisión  el  provecto 
i í-od'go  civil:  este,  después  de  limitar  mucho  en  su  estension  y efectos 
« a revocación  de  las  donaciones  por  la  ingratitud  del  donatario  (a),  csta- 
«blece  que  cuando  por  esta  causa  sea  revocada  la  donación,  queden  subsis- 
tentes las  enagenaciones  é hipotecas  anteriores  á la  inscripción  de  la  dc- 
«manda  de  revocación  en  el  registro  de  hipotecas,  y que  las  posteriores  sean 
«anuladas  (/>).  Sigue  en  este  punto  á la  ley  romana  que  lo  estableció,  y 
«cuyos  fundamentos  son  que  al  adquirente  de  buena  l'é  debe  no  perjudicar 
«el  castigo  justo  que  se  impone  á la  ingratitud  del  donatario,  que  la  Trasla- 
ción hecha  por  éste  dá  al  tercero  un  derecho  absoluto  no  sujeto  á actos  áge- 
los, y que  en  el  hecho  de  no  haber  reclamado  el  donante,  dá  una  prueba 
íde  que  ha  remitido  la  ofensa.  No  es  igual  la  decisión  del  proyecto  de  Có- 
«digo  civil  respecto  al  caso  de  revocación  por  la  de  superveniencia  de  h¡- 
»jos  (c),  pero  la  Comisión  sin  falsear  su  sistema  no  podia  admitirla  (d). » 

Espuestos  los  motivos  de  la  Comisión  que  redactó  la  Ley  al  establecer 
la  primera  deviación  que  en  este  artículo  hizo  de  la  legislación  anterior, 
nos  resta  añadir  algunas  palabras  mas  respecto  á si  es  eslensiva  á las  dona- 
ciones mortis  causa,  ó si  se  debe  considerar  su  testo  limitado  á las  que  co- 
munmente se  dá  el  nombre  de  Ínter  vivos.  Respecto  á estas  últimas  no 
puede  caber  duda;  para  ellas  principalmente  se  ha  escrito  la  causa  prime- 
ra de  este  artículo.  No  sucede  lo  mismo  con  las  donaciones  que  se  hacen 
por  causa  de  muerte.  Por  regla  general  no  están  comprendidas  en  el  ar- 
tículo, porque  no  trasmiten  el  dominio,  ni  ningún  derecho  real,  ni  están 
por  lo  tanto  sujetas  á inscripción;  son  solo  una  es 
voluntad  del  testador,  como  lo  son  la  institución 

■»  i.n. 
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por  lo  tanto  sujetas  á inscripción;  son  solo  una  esperanza  dependiente  de  la 
voluntad  del  testador,  como  lo  son  la  institución  de  heredero  y el  legado, 
que  solo  toman  el  carácter  de  derechos  cuando  llega  la  muerte  del  testador, 


(o)  Art.  96a. 

(?)  ElVoyc’cto  de  Código  civil  dice  en  su  articulo  900,  que  las  donaciones 

&¡á&Bl&&SSSiSSB& 

,ifL"Jvar¡J;  o(r0  m0l|0  quedaría  indefinidamente,  ú a!  menos  por  e!  espacio  tal  vez 
de  tnuch(is?ióus!cn  incierto  el  derecho  de  un  tercero  que  huleen  adqutrulo  loque 
„o  ionio  ninguno  condición  resolutorio  en  el  resistió. 


TOMO  1 . 


,¡  c,  (|UC  le  sobrevive  el  donatario.  Pero,  sogim  hemos  «licho  en  olro  lu- 
á veces  en  las  donaciones  por  causa  de  muerte  se  tras!, ere  el  do- 
minio  desde  lítelo,  si  bien  este  es  revocable  y dependiente  de  una  condición 
resolutoria;  allAambien  hemos  espuesto  que  estas  donaciones  debian  ins- 
cribirse como  sucede  con  todas  las  que  están  sujetas  á condiciones  de  esta 
clase-  en  tales  casos,  cuando  no  se  espresa  en  el  registro  su  verdadera  na- 
lu raleza,  no  podrá  anularse  ni  se  rescindirán  las  donaciones  si  de  ello  resul- 
ta perjuicio  á tercero. 

n irt  de  la  Instrucción  sobre  la  manera  de  redactar  los  instrumen- 


tos públicos  sujetos  á inscripción,  hace  práctica  la  regla  que  se  establece 
en  la  parte  del  artículo  que  estamos  examinando.  Sus  palabras  son:  «En 
«toda  escritura  en  que  se  revoque  alguna  donación  de  bienes  inmuebles  ó 
«derechos  reales  por  cualquiera  de  las  causas  que  señalan  las  leyes,  espre- 
»sará  el  escribano  bajo  su  responsabilidad,  la  circunstancia  de  haber  de  en- 
cenderse'dicha  revocación  sin  perjuicio  de  tercero  que  haya  adquirido  los 
»bienes  ó cualquier  derecho  real  sobre  ellos,  á menos  que  la  causa  del  acto 
»sea  no  haber  cumplido  el  donatario  condiciones  inscritas  en  el  registro,  en 
'(cuyo  casóse  manifestarán  las  que  sean.»  Así  vienen  las  disposiciones  re- 
glamentarias á auxiliar  la  ejecución  de  la  Ley. 

7.  Casos  permitidos  por  la  Ley.  — La  revocación  de  la  donación,  como 
lodos  los  actos,  que  siendo  válidos  en  sí  mismos,  se  rescinden  por  disposi- 
ción de  la  ley,  es,  según  ya  dejamos  dicho,  de  interpretación  estrecha  y no 
puede  por  lo  tanto  llevarse  mas  allá  de  lo  que  espresamente  se  halla  esta- 


blecido. Por  esto  al  hablar  la  ley"  de  la  revocación,  ha  añadido  las  palabras 
que  estamos  esplicando  para  evitar  que  se  creyese  que  suponía  posibles, 
ni  aun  entre  el  donante  y donatario,  otras  revocaciones  que  las.  autorizadas 
por  el  derecho  en  los  respectivos  territorios. 

8.  Escepto  el  de  no  cumplir  el  donatario  las  condiciones  inscritas  en  el 
registro. — Cuando  está  inscrita  una  condición  resolutoria,  no  puede  ser 
inducido  á error  el  tercero  que  en  su  caso  deberá  sola  y esclusivamente  im- 
putarse á sí  mismo  la  imprudencia  de  haber  considerado  como  libre  ya  de 
la  condición  un  acto  que  no  aparecía  estarlo  en  el  registro. 

9.  Retracto  legal.— He  aquí  las  razones  que  la  Comisión  que  escribió 
la  Ley  manifestó  en  su  Esposicion  de  Motivos  para  justificar  lo  que  aquí  se 
establece: 


« lampoco  podía  admitir  la  Comisión,  que  pasada  la  cosa  á un  tercer  po- 
«seedor,  hubiera  lugar  al  retracto  legal  en  la  venta.  El  retracto  convencio- 
*na  ,no  neccs>la  esta  declaración,  porque  si  la  venta  está  inscrita  en  el 
registro,  la  condición  resolutoria  del  contrato  aparecerá  también  en  él,  y 
retracto  podrá  verificarse  sin  dificultad  alguna.  Si  no  está  inscrita  la 


(") 


Rn  p-l  número  a dol  comen  torio  ni 


artículo  2." 
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rjv^parlTu'S.T.if ' 'á  P°rqUe,n0  SC  ha5'a  « el  contrato, 

. f.;  . P‘  , u ,l  ,c3»  Pero  sea  la  omisión  efecto  de  descuido  ó de  mal  í 

re,  solo  debe  perjudicar  á los  negligentes  y a los  maliciosos,  no  al  ¿“-o 

»ria  La'dificuui'l  SCSl"'“iad.dc  qu®  "°  eíisle  semejante  condición  resoluto- 

• vaide  c n d'  S’,SOl°  l,ucl'0  existir  respecto  al  retracto  gentilicio 

y al  de  comuneros  lnen  lo  sean  en  el  dominio  absoluto  de  la  linca,  ó por 

•cstai  divididos  entre  ellos  el  dominio  directo  y útil.  No  corresponde  á la 

• Lomiston  examinar  en  esla  esposlclon  las  ventajas  ó Inconvenientes  de  se- 
anejantes  clases  de  retractos:  no  tiene  para  qué  recordar  tampoco  la  censu- 
ara de  que  son  objeto,  la  odiosidad  que  en  sentido  de  sus  mismos  defensores 
«tienen,  la  necesidad  legal  de  interpretarlos  siempre  estrechamente,  la opi- 
»mon  de  uno  de  los  Cuerpos  colegisladores  (a)  marcada  muy  significativa- 
í mente  respecto  del  retracto  gentilicio,  la  omisión  de  este  en  el  proyecto  del 
«Código  civil,  y la  restricción  grande  que  pone  al  de  comuneros  concediéndolo 
«solamente  en  el  caso  de  que  se  venda  al  estrano  por  uno  de  los  condueños 
«la  cosa  que  no  pueda  dividirse  cómodamente  ó sin  menoscabo  {b):  tampoco 
» le  corresponde  entrar  en  el  examen  de  las  legislaciones  torales,  en  algunas 
»dc  las  cuales  se  dá  mucha  mayor  estension  á los  rctractos(c).  Respetando  lo 

(a)  El  Congreso  de  los  Diputados,  en  la  sesión  de  i i do  junio  de  1841,  votó  un 
proyecto  de  ley  suprimiendo  el  retracto  gentilicio.  Este  proyecto  no  llegó  á discu- 
tirse en  el  Senado. 

( b ) Esto  es  lo  que  dice  el  art.  1451. 

(c)  Alúdese  aquí  á la  legislación  aragonesa,  según  la  cual,  los  hermanos  y her- 
manas tienen  que  ofrecer  á sus  hermanos  la  parte  de  abolengo  que  quieren  ven- 
der, y si  no  lo  hacen  dentro  de  un  ano,  hay  lugar  á retraerla  (Fuero  cuarto  De 
communi  dividundo , lib.  III) , y en  la  que  ai  consanguíneo  so  lij  dá  también  el 
derecho  de  retraer  los  mismos  bienes  de  abolengo  dentro  de  diez  dias  estando 
presente,  y.  dentro  de  un  año  si  estuviere  ausente  (Fuero  quinto),  y á la  legislación 
navarra  en  que  el  retracto  gentilicio  dura  por  año  y din  (ley  I,  tít.  llf,  libro  ill 
de  la  Novísima  Recopilación  do  Navarra). 

Hay  sin  embargo  legislaciones  torales  que  son  menos  favorables  á los  retractos 
que  la'general  castellana.  A esta  cíase  pertenecen  la  catalana,  que  no  reconoce  el 
retracto  gentilicio,  y algunos  fueros  municipales,  como  los  de  Zamora  y Salaman- 
ca queló  limitan  al  caso  en  que  la  venta  se  haga  furtivamente.  La  legislación  viz- 
caína tampoco  admite  el  retracto,  aunque  sí  el  tanteo  en  ias  ventas  de  bienes  raí- 
ces uue  son  siempre  considerados  corno  troncales.  Así  lo  establecen  los  tueros  y 
especialmente  sus  leyes  i á 4 del  título  XVII,  y la  10  del  tít.  XX,  lo  cual  esta  tam- 
bién confirmado  por  la  jurisprudencia,  como  se  espresa  en  un  íallo  pronunciado  en 
un  recurso  de  casación.  El  Tribunal  Supremo  de  Justicia  se  tunda  en  que  os 
bienes  raíces  de  propiedad  particular,  sitos  en  aquella  provincia,  exigen  vanas  for- 
malidades para  venderlos,  con  el  fin  de  que,  llegando  a noticia  de  los  p.uientes  del 
poseedor,  puedan  concurrir  á comprarlos,  pero  que  esto  no  es  retracto  gentilicio, 
id  cual  no  puede  tener  lugar  según  las  leyes  del  Señorío  (Sentencia  de  2 de  marzo 
de  1861).  Creemos  aquí  conveniente  advertir,  que  si  se  hubiera  Datado  de  finca, 
situadas  en  alguna  de  las  villas  de  Vizcaya  ó en  la  ciudad  de  Orduna,  no  podría  ha- 
SWlA,  misma  doctrina,  porque  aquellas 

de  Castilla,  á diferencia  de  las  anteiglesias  que  lo  están  poi  los  rucios .de  \l¿^- 
Concluiremos  esta  nota,  manifestando  que  en  Navarra  no  es  conocido  el  retiact  j 

de  comuneros. 


TÍTULO  II. 


OW» 


• .fl,ni(,  lai  Como  se  halla,  solo  propone  reforma  en  la  parte  en  que  m 
;'o,  onc  á los  principios  de  la  ley  que  presenta.  Por  esto  declara  que  el  retrae- 
® ,p.ai  por  la  venta  no  tenga  fuerza  contra  el  derecho  de  un  tercero  que 
hava Inscrito  su  titulo;  de  otro  modo,  para  ser  consecuente,  seria  necesa- 
o admitir  la  regla  del  derecho  aragonés,  en  virtud  de  la  cual  el  eompra- 
X de  uoa  cosa  sujeta  á retracto  no  la  puede  vender  dentro  del  término 
lie-ai  para  retraer  (a),  lo  que  en  último  resultado  vendria  á convertir  en 
«derecho  de  tanteo  el  que  es  de  retracto,  y haria  indispensable  en  todas  las 
«adquisiciones  por  título  universal  de  cosas  que  procedieran  de  padres  ó de 
«abuelos,  la  cláusula  de  que  quedaban  sujetas  al  retracto.  En  los  términos 
«cortos  v fatales  en  que  es  permitido  el  retracto  pocas  veces  se  presentará 
«el  caso  de  haberse  hecho  á un  tercero  la  enagenacion  de  la  heredad  sujeta  á 
»él,  y que  esta  se  haya  inscrito  en  el  registro;  pero  cuando  ocurra,  no  debe 
«disimular  la  Comisión  que  se  separa,  ya  que  no  del  derecho  escrito,  de  la 
«jurisprudencia recibida  por  regla  general,  la  cual  fundada  en  que  el  retrae- 
dlo nace  inmediatamente  déla  ley,  estima,  que  á imitación  de  las  acciones 
«reales,  debe  darse  contra  cualquiera  poseedor  á que  pase  la  cosa  durante 
«todo  el  término  concedido  para  retraer.» 

Manifestado  lo  que  accrga  de  !a  disposición  de  que  tratamos  espuso  la 
Comisión  de  Codiíicacioo,  conviene  lijarse  en  que  se  contrapone  en  este  tex- 
to oportunamente  la  palabra  retracto  á la  de  tanteo,  evitando  la  confu- 
sión que  entre  estas  palabras  se  observa  algunas  veces  en  las  leyes  y mas 
frecuentemente  aun  éntrelos  jurisconsultos.  Actualmente  se  ha  lijado  mas 
el  sentido  de  estas  dos  voces , y no  es  tan  común  emplearlas  tan  in- 
distintamente como  antes.  El  derecho  de  tanteo  ó de  tantear  es  el  de  obte- 
ner con  preferencia  la  cosa  por  el  tanto,  ó lo  que  es  lo  mismo , pagando  la 
cantidad  por  que  se  hace  la  venta;  nace  este  derecho  antes  de  la  enagena- 
cion  y concluye  cuando  esta  se  ha  verificado,  sin  perjuicio  de  que  se  consi- 
dere nula  la  adquisición  cuando  se  ha  omitido  oportunamente  poner  en  co- 
nocimiento del  que  tenia  el  derecho  de  tanteo  la  enagenacion  que  iba  á ce- 
lebrarse. Al  contrario,  el  derecho  de  retracto  nace  después  de  hecha  la 
venta,  y su  objeto  no  es  anularla,  sino  que  un  pariente  ó un  condueño 
íeemplace  al  comprador  quedando  el  contrato  válido  y subsistente  con  todas 
sus  condiciones.  En  estos  casos,  como  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo  de 
Justicia  en  un  recurso  de  casación  ( b ),  entregada  la  cosa  objeto  del  retracto 
al  icti avente  este  se  subroga  al  comprador,  el  cual  queda  del  todo  separado 
i en  la  condición  misma  que  cualquiera  persona  estraña  al  contrato  ó hecho 

Ihipwk  A!líSfi  atíu!  a la  Observancia  8.a  fíe  eonsortibus  ejusdem  reí , lib.  111  de  lo- 
nialium  nn i>  tín/ül#ClílS  ^'/.Aragón.  Sus  palabras  son  : uEmptor  bonorum  patrimo- 
rr'vlum  vrpHimCS  Cjl  a^lvnare>  nisi  post  dina  rjuoa  ronstiw/uinci  habent  tul  offe s 
"(b) «arre  pos  Ja  notara  Jnanlem. 
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por  el  cual  la  había  adquirido  como  anulado  el  derecho  nacido  de  los  mis- 
mos, sin  quedarle  otra  responsabilidad  respecto  á la  cosa  retraída  que  la 
que  poi  sus  actos  haya  podido  contraer  mientras  la  poseyó. 

* En  la  venta.— ¿Y  no  sucederá  lo  mismo  en  el  caso  de  que  el  retrae - 
o egal  sea  no  por  la  venta  sino  por  la  dación  en  pago?  Nos  parece  que 
debe  contestarse  afirmativamente  á esta  pregunta,  en  el  caso  en  que  la  lla- 
món en  pago  sea  de  una  linca  por  lo  que  se  debia  en  dinero.  Una  ley  roma- 
na dada  por  el  Emperador  Antonino  (a)  dice  oportunamente  que  cuando  se 
da  una  finca  en  pago  de  una  cantidad  que  se  debe,  es  lo  mismo  que  si  se  hi- 
ciera una  venta:  Nam  hujusmodi  contractas  vicem  venditionis  obtmet.  lista 
resolución  puede  decirse  que  es  de  derecho  universal;  nunca  ha  sido  puesta 
en  duda  por  los  intérpretes  del  Derecho  romano,  y nuestros  jurisconsultos 
constantemente  la  reconocen.  No  sucede  lo  mismo  cuando  se  dá  una  (in- 
ca en  pago  de  otra,  ó de  cosas  muebles,  porque  entonces  no  podrá  conside- 
rarse venta,  porque  le  falta  uno  de  sus  mas  esenciales  requisitos,  que  es  el 
de  que  exista  un  precio  en  dinero  contante  ó en  cosa  que  representándolo 
pueda  ser  descontado  sin  pérdida  en  la  plaza  como  los  billetes  de  banco, 
sino  una  permuta,  y nuestras  leyes  no  conceden  el  retracto  por  ella.  De 
todos  modos,  aunque  con  arreglo  á la  segunda  causa  que  estamos  comen- 
tando, no  consideráramos  escluido  el  retracto  en  la  dación  en  pago  cuando 
lo  debido  era  una  cantidad,  y no  creyésemos  que  este  título  era  impotente 
contra  el  tercero  que  hubiera  inscrito  su  derecho,  tendríamos  que  resolver 
el  caso  de  la  misma  manera  aunque  solo  fuera  por  lo  preceptuado  en  el  ar- 


tículo 36. 

\\.  Derecho  de  tanteo. — En  el  número  9 de  este  comentario  queda  lija- 
da la  diferencia  que  hay  entre  esta  palabra  y la  de  retracto. 

12.  En  la  enfitéusis.— Alúdese  aquí  á la  ley  29  del  tít.  VIII  de  la  Par- 
tida V,  en  que  se  establece  como  uno  de  los  derechos  del  señor  directo  en 
la  enfitéusis  el  de  tanteo,  denominado  en  algunas  partes  f adiga.  En  virtud 
de  él,  el  dueño  útil  debe  requerir  al  directo  noticiándole  que  quiere  vender 
la  linca  acensuada  v la  cantidad  por  que  se  propone  hacerlo,  y solo  cuando 
el  señor  directo  no 'la  quiere  por  el  tanto,  ó calla  por  dos  meses,  es  cuando 

queda  en  libertad  de  énajenarla  á otro. 

La  Comisión  de  Codilicacion,  dice,  con  respecto  de  loque  aquí  se  esta- 


blCCC! 

» Al  derecho  de  tanteo  en  las  enfitéusis  es  eslensivo  lo  que  queda  espues- 
»to  respecto  al  retracto  legal  por  la  venta.  Pero  la  Comisión  no  se  cansa  de 
» repetirlo*  esto  solo  se  entiende  respecto  de  los  terceros  poseedores;  nunca 
«afecta  á las  relaciones  entre  el  vendedor,  el  comprador  primitivo  y el  re- 
* trayente  ó tanteante. » 

{fí)  iAy  8 del  tít.  XLV,  lib.  VIH  del  Código  repet.ta?  preeleclionú. 


Pero  no  os  el  tanto»  do  <|.io  aq«í !'»«'  nilunc“n  '»  cl  <*«á 

vidente  en  nuestro  derecho:  hay  otro  «Ublecido  en  la  ley  En.  del  título  V 
d.  la  Partida  V que  ordeuaque,  cuando  alguno  de  los  diferentes  condueño» 
le  cosa  que  se  vende,  quiere  dar  tanto  por  ella  como  el  estreno,  debe 
!cr  preferido,  y el  Fuero  de  Navarra  (a)  prescribe  que  los  hermanos  ó herma- 
nas o ue  hubiesen  partido  entre  sí  bienes  de  abolorio  ó de  patrimonio,  cuan- 
do traten  de  vender  la  parte  que  les  ha  cabido,  requieran  á sus  hermanos 
ue  han  de  ser  preferidos  á los  demás  imponiendo  para  el  caso  en  que  se 
haya  omitido  el  requerimiento  un  retracto  subsidiario  del.quc  pueden  apro- 
vecharse dentro  de  año  y dia.  Lo  que  se  dice  del  tanteo  en  el  caso  que  es- 
presa  la  Ley , no  puede  menos  de  ser  ostensivo  á los  demás  tanteos , que 
aunque  no  se  consideraran  comprendidos  en  este  lugar,  lo  estariau  cu  el  ar- 
tículo 56  y por  lo  tanto  les  seria  aplicable  la  misma  regla. 

45.  Por  no  haberse  pagado  todo  ó parte  del  precio  de  la  cosa  vendida.— 
La  Esposicion  de  Motivos  que  acompañó  á la  presen tacioo  del  proyecto  de 
Ley  hipotecaria  justifica  lo  que  en  esta  causa  se  establece  de  la  manera  si- 


guiente: 

«Siempre  que  en  la  escritura  de  venta  no  aparece  que  está  el  precio  por 
«satisfacer  total  ó parcialmente,  nace  la  presunción  legal  de  que  integra- 
lmente ha  sido  satisfecho.  El  tercero  que  compra  ó adquiere  un  derecho  real 
>>sobre  lo  así  vendido,  si  después  se  vé  privado  de  ello,  realmente  es  perj- 
udicado por  un  hecho  ageno  imputable  al  vendedor  y al  comprador,  y sobre 
«todo  al  primero,  en  cuyo  interés  está  hacer  que  conste  la  falta  de  pago  en 
«la  escritura^  en  el  registro.  Mas  justo  es  , pites , que  el  perjuicio  recaiga 
vsobre  el  que  dió  lugar  á él,  que  sobre  el  que  no  pudo  preverlo  ni  evitarlo 
«cuya  buena  fé  no  debe  quedar  burlada.» 

Nada  debemos  añadir  á lo  que  la  Comisión  dijo:  el  texto  en  que  for- 
muló su  idea  no  se  presta  a ser  torcidamente  interpretado. 

14.  Si  no  consta  en  la  inscripción  haberse  aplazado  el  pago. — En  este 
caso  ya  es  sola  y esclusivamente  culpa  del  tercero  que,  siendo  conocedor 
por  el  registro  de  que  no  estaba  ó total  ó parcialmente  satisfecho  el  crédito, 
adquirió  la  linca  sujeta  á una  responsabilidad.  Ya  hemos  tratado  de  esto  en 
otra  ocasión  ( b ),  en  donde  hemos  espuesto  que  puede  dar  lugar  á la  resci- 
sión de  la  venta  que  se  celebró. 

La  disposición  de  esta  parte  del  artículo  tiene  íntima  relación  con  los 
artículos  9,  10  y 11  de  la  Lev,  que  en  su  lugar  dejamos  comentados.  En  el 
ultimo  artículo  se  ordena  que  cuando  la  inscripción  es  de  traslación  de  do- 
minio se  esprese  si  esta  se  ha  verificado  pagando  el  precio  al  contado  ó á 
!>  azo,  si  en  el  primer  caso  se  ha  pagado  todo  el  precio  ó una  parte  de  él,  y 


¡y)  Cap.  xv,  iít. 

;)  Kn  el  uúin. 


XU,  I ib.  III  del  Fuero. 

•>  del  comentario  al  art. 


lo. 
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it«rTtoqac  al' tratar  de  e t *?'  b"a  est¡I>lllado' No  “««sitamos 
nocirán  pendil  / d l0S  ariICU,os  csPus¡mos:  nuestros  lectores 
, sus  comentarios  si  lo  creyesen  conveniente  (a). 

Anacin-emos  aquí  que  también  está  ligado  con  la  causa  de  que  estamos 

¡ Tf:2r°Tm  cl  ar“  de  la 

™„.r!  lns  rulTOntos  P,iblic°s  ««jetos  á registro.  Dice  así : , En  los 
) con  tratos  en  que  haya  mediado  precio  ó dinero  de  cuya  entrega  no  dé  le 

S,C  T,tirá  ,toda  renuncia  dc  escepciones  y leyes  favorables, 
> en  lugar  declarara  el  mismo  escribano  haber  advertido  á los  otorgan- 
»tes,  que  confesado  el  pago  de  dicho  precio,  queda  libre  la  finca  6 derecho 
»dc  toda  responsabilidad  por  razón  del  mismo,  aunque  se  justificase  no  ser 
«cierta. su  entrega  en  lodo  ó parle.  Igual  declaración  hará  en  el  contrato 
«de  permuta,  cuando  hayan  mediado  vueltas  de  cuva  entrega  no  dé  fé  el 
«escribano. » 


En  este  artículo  de  la  Instrucción  se  advierte  desde  luego  el  deseo  justo 
que  lia  habido  al  dictarlo,  de  aligerar  las  escrituras  de  fórmulas,  que  fre- 
cuentemente nada  significaban,  que  se  ponían  por  rutina  y que  á veces  no 
eran  solo  inútiles,  sino  que  contenían  errores  jurídicos.  No  era  !a  esccpcion 
non  numerata*  pecunia  la  de  que  menos  se  abusaba,  no  solo  sacándola  del 
caso  especial  para  que  habia  sido  establecida  y llevándola  por  ampliación 
á otros  (b),  sino  citándola  muchas  veces  en  casos  á que  ni  su  letra  ni  su 


(а)  Véanse  los  números  11,  2o  y 2G  del  comentario  á los  artículos  Ó basta 
el  lo  de  la  Ley:  el  primer  número  está  en  la  pág.  4Gi>,  y los  dos  últimos  en  la  47:1 
de  este  torno. 

(б)  La  escepcion  non  numerata}  pecunia}  nació,  como  es  sabido,  del  contrato 
literal  de  los  romanos  ( litterarum  obligatio ) en  los  casos  en  que  uno  hubiera  con- 
fesado ptfr  escrito  que  había  recibido  una  cantidad  que  realmente  no  le  había  sido 

t . . . -1  _ 0.1  „ i- ' „ 1 . - « — -1  ~ JnlnLn  .1 A nnltm/VAn  I r\  nnnt  iíbiil  /MIO  i'O 
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que  la  escritura  seria  prueba  de  la  obligación;  pero  siempre  se  sobreentendía  que 
solamente  el  mútuo  era  lo  que  le  daba  causa.  Consideró  la  Ley  que  sucedía  con  fre- 
cuencia que  el  hombre  necesitado,  cediendo  á la  exigencia  del  acreedor,  cstendíera 
Y otorgara  el  documento  que  probase  el  recibo,  antes  dc  que  so  1c  bu  hiera  hecho 
entrega  del  dinero  ó que  lo  hiciese  por  una  indiscreta  confianza  en  quien  no  ja  me- 
recía “quedando  por  lo  tanto  después  obligado  á devolverlo.  Para  libertarlo  déosla 
exigencia  injusta,  dieron  al  deudor  acciones  por  que  desde  Juego  el  supuesto  acreedor 
le  devolviera  el  resguardo  que  tenia.  Estas  acciones  eran  la  conihccion  sino  causea, 
v la  condiccion  caussd  data,  caussá  nonsecutá-,  pero  al  mismo  tiempo  consideraron 
¿me  era  indispensable  auxiliarlo  con  una  excepción  para  el  caso  en  que  el  fingido 
acreedor  entablara  contra  él  la  acción  de  mutuo.  He  aquí  lo  que  dio  lugar  a la 
rv cantío  non  mimcratce  pecunia}  que  se  daba  al  que  había  confesado  que  había  re- 
cibido  de  otro  cierta  cantidad  que  realmente  no  babia  recibido,  escepcion  que  te- 
nia la  singularidad  de  imponer  al  acreedor  la  carga  de  probar  Ja  existencia  de 
préstamo  como  causa  verdadera  de  la  obligación,  apartándose  de  la  regla  general 
ílo  nue  el  demandado  es  el  actor  en  la  excepción  y que  por  lo  tanto  a el  toca  pio- 
fnrl a Pero  esta  excepción  no  podía  oponerse  al  acreedor  sino  en  los  dos  anos  si- 
f!;  ó ,'lfis  al  olormimienlo  del  recibo,  pasados  los  cuales  se  presumo,  que  era  real  y 


título  n. 


♦KH 


„nfril„  no, lian  calendarse  por  mas  ampliación  que  quisiera  dársele.  En 
lanar  de  (ales  cláusulas  irritantes  frecuentemente,  que  eran  hijas  de  hú- 
b ius  envejecidos  y que  no  podían  encontrar  apoyo  cuando  siriamente  se 
nensaba  en  la  reforma  de  las  escrituras  y en  acomodarlas  a las  necesidades 
actuales  se  ha  sustituido  otra  significativa  y que  es  una  prudente  adver- 
tencia al’que  confiesa  el  recibo,  de  que  cuando  la  linca  pase  á manos  de  un 
tercero  quedará  libre  de  toda  responsabilidad  respecto  al  pago  del  precio  6 
de  la  parte  del  que  quede  por  satisfacer,  por  mas  que  tenga  medios  de  pro- 
bar que  no  es  cierto  lo  que  declaró  en  la  escritura.  Respecto  del  tercero  se 
introduce  aquí  la  presunción  juris  el  de  jure  de  que  la  entrega  se  ha  veri- 

verdadera  la  entrega  del  dinero  al  que  por  tanto  tiempo  había  callado.  Mas  este 
podía  perpetuar  su  excepción  protestando  y denunciando  por  escrito  en  el  bienio 
que  no  había  recibido  el  dinero.  Nuestras  Jeycs  de  Partida  adoptaron  Ja  doctrina 
romana.  La  9 del  título  I de  la  Partida  V la  formula  de  una  manera  semejante. 
Pero  á su  final  puso  una  adición  que  puede  haber  dado  lugar  al  abuso  de  insertar 
en  la  misma  escritura  en  que  se  confiesa  la  deuda,  la  renuncia  de  la  escepcion.  Esta 
adición  se  baila  al  tratar  de  los  casos  en  que  está  obligado  á pagar  lo  confesado  en  el 
escrito,  diciendo  que  uno  de  ellos  es  «si  el  debdor,  que  auia  otorgado,  que  auia 
«recibido  los  marauedis  prestados  , renunciasse  á la  defensión  de  la  pecunia  non 
«contada.  Ca  estonce  no  se  podría  aun  pasar  por  esta  razón,  si  este  renunciamiento 
«alai  fuesse  escrito  en  la  carta.»  No  nos  parece  que  sin  violentar  la  letra  de  Ja  ley 
pueda  dejar  de  entenderse  que  la  renuncia  de  la  escepcion  puede  hacerse  en  el 
mismo  escrito  en  que  se  confesó  la  deuda.  Esto  sin  embargo  no  lo  había  dicho  el 
derecho  romano  ni  se  avenia  con  lo  que  la  prudencia  aconsejaba,  porque  quien  da 
su  recibo  en  la  persuasión  de  que  ha  de  recibir  el  dinero,  no  dejara  de  poner  en  él, 
si  se  le  exige,  la  renuncia  á la  escepcion : la  coníianza  en  el  que  ha  de  darle  el  di- 
nero, ó el  temor  de  que  si  resiste  á entregar  el  documento,  podrá  dar  ocasión  á que 
el  prestamista  se  retraiga  de  sacarle  de  la  situación  angustiosa  en  que  se  halle,  se- 
rán tan  fuertes  para  hacer  que  ponga  la  renuncia,  como  para  que  dé  el  recibo.  Por 
esto  es  que  los  que  han  examinado  la  cuestión  sin  relación  alguna  con  la  ley  de 
Partida,  han  convenido  en  que  esta  renuncia,  para  que  tenga  fuerza,  debe  hacerse 
en  diferente  documento,  opinión  que  sentó  ya  Bartolo  y que  lia  sido  seguida  gene- 
ralmente por  los  jurisconsultos,  aunque  tuvo  también  impugnadores.  A Gregorio 
López  le  parece  duro  el  precepto  de  la  ley:  durísimo  nos  parece  también,  y por  eso 
creemos  que  no  debe  ser  interpretado  ostensivamente  á casos  que  no  comprende 
su  letra.  Pero  el  mismo  López  conviene  que  á pesar  de  la  renuncia  deberá  ser  oido 
el  que  aparece  como  deudor  si  toma  sobre  sí  la  prueba  de  que  no  tuvo  lugar  la 
entrega  del  dinero  y consigue  demostrarlo. 

De  lo  dicho  se  infiere  que  las  Partidas  no  hicieron  estensiva  la  escepcion  non 
numerata e pccumw  á la  cantidad  que  se  debe  por  precio  de  la  venta,  como  tam- 
poco lo  hizo  el  derecho  romano,  y que  la  ley  que  tratando  de  la  facultad  de  renun- 
aar  a esta  escepcion  permite  hacerlo  en  el  mismo  documento  en  que  se  confiesa  la 
1 evuia,  ho  debe  ser  llevada  mas  allá  de  lo  que  su  letra  espresa.  Y esto  era  tanto  mas 
,®?,°<(r  |í  ,on jarse  en  cuenta,  cuanto  que  las  renuncias  de  esta  clase  no  salían  por 
- a *10Ca  f^e  l°s  contrayentes,  sino  que  se  ponían  como  de  cajón, 
nn5  h-iUio  tleC!rse.P01'  l°s  escribanos,  resultando  así  creados  compromisos  en  que 
vonífin  •íIhjÍ611110,  Instrucción,  con  lo  que  establece  en  el  artículo  25,  ha 

No  os  1 1 a ) ecei-  on  pnnto  á que  se  refiere,  la  integridad  de  los  principios, 

puesto  on  1 ‘'scíd)Cl°n  non  numeral  ce  pecunia  la  que  tiene  el  vendedor  que  fia 
Ilesa  haber  reñir  7 a comprador  de  la  tinca  vendida  sin  cobrar  el  precio  que  edi- 
ción si  ermsirM.il0"’  es  a a9c'°h  qne  nace  del  mismo  contrato  para  pedir  su  ejeeu- 
,sat ¡sfcclio  * * , 0rnns1rar  fehacientemente  que  en  realidad  no  le  lia  sido  el  precio 
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ficado,  mas  se  dejan  subsistentes  las  acciones  personales  que  puedan  cor- 
responder al  vendedor  que  con  imprudencia  confesó  lo  que  no  era  cierto  y 
tanto  le  perjudicaba.  y 

15.  Por  la  doble  venta  de  una  misma  cosa,  cuando  alguna  de  ellas  no 
hubiere  sido  inscrita.- La  Comisión  de  Codificación  en  la  Esposicion  de  Mo- 
tivos, dijo  á propósito  de  estas  palabras  lo  siguiente: 

«Consecuencia  es  esto  del  principio  espuestó  al  manifestar  los  motivos 
»de  las  bases  de  la  ley  (a).  Cuando  se  trata  de  los  derechos  de  un  tercero, 
»solo  se  entenderá  trasmitido  el  dominio  desde  la  inscripción,  no  desde  la 
«posesión,  y menos  desde  el  convenio.  Admitido  el  principio  no  pueden 
«negarse  sus  colorarlos  rigurosos.  Así  lo  establece  también  el  proyecto  de 
«Código  civil  (b),  ordenando  que  cuando  el  propietario  cnagena  unos  mismos 
«bienes  inmuebles  á varias  personas  por  aclcs  distintos,  pertenece  la  pro- 
piedad al  adquirente  que  haya  inscrito  antes  su  título.» 

De  lo  que  queda  dicho  se  infiere,  que  está  modificada,  cuando  se  trata 
de  un  tercero  y con  relación  á los  bienes  inmuebles,  la  ley  de  Partida  (c), 
que  establece,  que  cuando  uno  vende  á dos  la  misma  cosa  en  diferentes 
tiempos,  se  trasmite  el  dominio  al  que,  pagado  el  precio,  pasó  la  posesión, 
si  bien  tendrá  que  resarcir  el  mismo  vendedor  el  precio  al  otro  comprador, 
porque  después  de  la  Ley  hipotecaria,  ha  de  considerarse  en  este  caso  co- 
mo preferente  el  derecho  del  que  inscribió. 

No  debe  olvidarse  aquí,  que  según  otro  articulo  de  la  Ley  ( d ),  que  ya 
dejamos  comentado,  cuando  se  ha  inscrito  en  el  registro  cualquier  título 
traslativo  del  dominio  de  los  inmuebles , no  puede  inscribirse  otro  de  fecha 
anterior  por  el  cual  se  trasmita  la  propiedad  del  mismo  inmueble. 

16.  Por  causa  de  lesión  enorme  ó enormísima.— faro,  la  mejor  inte- 
ligencia y esplicacion  de  estas  palabras , nos  limitarémos  á copiar  aquí  lo 
que  la  Comisión  de  Codificación  dice  respecto  á la  reforma  que  introducen  en 
la  legislación  por  que  es  regida  la  mayor  parte  de  la  Monarquía,  sin  mas 
que  completarlo  con  algunas  notas  que  demuestren  la  exactitud  de  las  citas 
hechas  en  la  Esposicion  de  Motivos.  Así  se  espresa  la  Comisión:  «El  Fuero 
«Juzgo  dijo  sucinta  y genéricamente  que  ninguno  podia  deshacer  la  validez 
«de  la  venta,  fundándose  en  haber  vendido  la  cosa  en  menos  de  su  valor  («?). 


(a)  En  la  ná"  211  de  este  tomo:  pueden  verse  Jas  notas  que  allí  hemos  puesto. 
S Alúdese  anuí  al  art.  1859,  que  está  concebido  cas.  en  los  mismos  taramos 
<l»e  L po?  ¿ Comisión,,  pues  que  solo  hay  lo  alteración  de  una  palabra  que 

nada  iníluye  para  establecer  diferencia. 

(c)  Ley  50,  tít.  V,  Part.  A. 

, $ AAs'í  lo'Jice  la  ley  7 

• *>  voc° ■ 
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...  „,,„m  n,,,|  (a)  y las  Partidas  (í»),  no  aceptando  el  dcreclro  visigodo , al. 
» míe  siguieron  los  fueros  municipales,  sustituyeron  á esta  regla  la  romana, 
.Tni'nla  cual  procedía  la  rescisión  siempre  que  la  lesmn  esccd.era  de  la  mi- 
,tad  del  justo  precio.  No  sucedió  lo  mismo  en  Aragón  («),  en  donde  rige  la 

e la  de  que  tanlo  es  el  valor  de  la  cosa  eu  cuanto  se  puede  vender.  Los 
•códigos  modernos  establecen  doctrinas  diferentes,  ya  respecto  á recha- 
zar (d)  ó admitir  la  rescisión  ( e ) por  esta  causa,  ya  acerca  de  si  deberá  li- 
citarse al  comprador  (f)  ó al  vendedor  (</),  ó ser  estensiva  á ambos  {h),  ya 
«respecto  á la  cantidad  que  debe  servir  de  tipo  para  graduar  la  lesión  (i), 
«respecto  á si  es  ó no  renunciable  este  derecho  (;),  ya  á si  ha  de  compren- 


do) En  la  ley  5.a  del  tít.  X del  lib.  III. 

(b)  Ley  56  del  tít.  V de  la  Part.  V. 

(c)  Ninguna  ley  de  los  Fueros  y Observancias  de  Aragón  establece  esta  regla; 
pero  es  doctrina  generalmente  admitida  en  aquel  antiguo  reino.  Pudo  traer  este 
origen  de  que  no  hay  allí  restitución  in  integrum  ni  para  los  menores  ni  para  los 
ausentes  por  causa  pública.  La  observancia  única  De  contractibus  minorum,  li- 
bro V,  dice:  Non  habemus  in  integrum  rcstitutionem  de  Foro ^ Siendo  la  rescisión 
de  la  venta  por  lesión  una  restitución  verdadera,  no  podia  avenirse  bien  con  el  es- 
píritu del  derecho  aragonés,  el  cual,  si  la  admitiera,  seria  ilógico.  Pero  sea  esta  cau- 
sa ú otra  la  que  haya  influido  en  la  opinión,  es  un  hecho  constante  que  en  aquel 
reyno  no  se  admite  que  se  rescinda  la  venta  por  lesión,  y que  se  considera  que  el 
verdadero  precio  de  la  cosa  es  aquel  por  que  puede  venderse.  Molino  dice:  tanturn 
valet  res  quantum  vendí  potest. 

(d)  Los  Códigos  de  Holanda  y Vaud  nada  dicen  de  la  rescisión  por  lesión,  lo  que 
equivale  á no  admitirla,  porque  las  escepciones  de  una  regla  general  no  se  supo- 
nen, sino  que  es  menester  que  se  hallen  expresamente  ordenadas  por  la  Ley. 

(e)  Los  Códigos  de  Austria  (art.  934),  Ba viera  (art.  19,  cap.  111,  lib  IV),  Corde- 
ría (art.  1679),  Dos  Siciiias  (art.  1520),  Francia  (art.  1674),  La  Luisiana  (artícu- 
lo 2367),  y Prusia  (art.  59,  Parte  I,  tít.  XI),  admiten  la  rescisión  por  lesión  en  el 
precio. 

(f)  El  Código  de  Prusia  solo  concede  al  comprador  la  rescisión,  y se  la  niega 
expresamente  al  vendedor  (arts.  59,  60  y 250,  Parte  I,  tít.  XI). 

(g)  Los  Códigos  de  Cerdeña  (art  1679),  Dos  Siciiias  (art.  1520),  Francia  (ar- 
tículo 1674),  y La  Luisiana  (art.  2567)  solo  conceden  la  rescisión  por  lesión  al  ven- 
dedor. 


(h)  La  rescisión  por  lesión  se  concede  en  el  Código  de  Austria  á los  que  no  re- 
ciben la  mitad  del  valor  de  lo  que  entregan,  y esto  es  estensivo  á todos  los  contra- 
tos bilaterales  (art.  934),  y en  el  Bávaro  (art.  19,  cap.  III,  lib.  IV)  al  comprador  y 
al  vendedor  igualmente,  porque  á esto  equivale  conceder  este  derecho  al  perjudi- 
cado en  el  contrato  de  compra  y venta. 

(¡i)  El  tipo  para  graduar  la  lesión,  tampoco  es  igual  en  todos  los  Estados.  Al  pa- 
so  que  Baviera,  Cerdeña,  las  Dos  Siciiias  y la  Luisiana  consideran  como  lesión  para 
i escindir  la  venta  el  no  percibir  el  comprador  la  mitad  del  justo  precio  de  la  cosa; 
i'ei„us,  ^esíienl^  este  mismo  tipo  á todos  los  contratos'  bilaterales,  y que  Pru- 
i lte  tr1?^ie?  ,en  el  Cas0  ue  que  el  precio  de  la  venta  esceda  del  doble 
«¡oto  a Tnt!ld °>  e derecho  francés  exige  que  el  vendedor  baya  sido  perjudicado 
teriores  uotcRlmas  Partes  del  precio  de  la  cosa.  Las  citas  son  las  de  las  notas'  an- 


cuando\pV.renir  8<ín?ral  las,  ley°s  extranjeras  niegan  el  valor  ;í 
«narnerTfdrmni ipU  aí  0 en  el  contrato,  porque  suponen  sin  duda  que  esio  sena 

de Keñ-i  Dnl  WUe  f opon<lria  al  espíritu  de  la  ley.  Así  lo  hacen  los  Códigos 
‘«raen.i,  Uns  Siothas,  Francia  y La  Lufeinna  (en  Jos  artículos  antes  citados). 


á la 
que 


renuncia, 
esto  seria 
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mL  !m  ¡T”*  ruebles  W '6  c'rounscril)¡rse  solaroeate  á los  orne- 
• bles  (i),  ya  por  ultimo,  respecto  al  tiempo  en  que  puede  ejercitarse  el  de 
•recho  de  pedirla  (c).  Eo  España  está  iniciada 

Dar  que  las  enagenaciones  sean  rescindiblcs  por  lesión.  El  Código  de  Co 
«mercio  establece  que  las  ventas  mercantiles  no  se  rescindan  por  lesión 
«enorme  o enormísima,  y que  solo  tenga  lugar  la  repetición  de  daños  y per- 
sumios  contra  el  contratante  que  proceda  con  dolo  en  el  contrato  ó en  su 
, «cumplimiento  (d).  Es  verdad  que  en  las  cosas  muebles,  y con  especialidad 
«en  las  que  son  objeto  de  contratación  mercantil,  hay  motivos  especiales 
«que  así  lo  aconsejan;  pero  los  principios  capitales  en  que  se  funda  la  abo- 
«licion  del  antiguo  derecho  son  aplicables  igualmente  á la  propiedad  inmue- 
ble. Por  esto  sin  duda  en  el  Proyecto  de  Código  civil  (e)  se  establece  como 
regla  general,  si  bien  después  se  hacen  determinadas  escepciónes,  que 
«ninguna  obligación  ó convenio  se  rescinda  por  lesión,  aunque  sea  enórmi- 
«sima.  Ni  se  contentaron  los  autores  del  proyecto  con  dejar  de  hacer  men- 
«cion  de  ella,  lo  que  por  sí  solo  bastaría  para  que  no  pudiera  solicitarse  ni 


«acordarse:  fueron  mas  adelante;  consignaron  su  opinión  de  un  modo  que 
«no  se  pudiera  atribuir  su  silencio  á que  no  la  hubieran  tenido  en  cuenta: 
«desecharon  la  rescisión  por  lesión  en  el  precio,  dejando  escrita  de  un  mo- 
ldo solemne  la  reprobación  que  les  merecía.  Los  que  buscan  el  equilibrio 
«entre  el  valor  de  la  cosa  y el  precio  que  por  ella  se  dá , hasta  el  punto  de 
«permitir  la  rescisión  á título  de  lesiones,  deben  considerar  que  es  inadmi- 
«sibleen  las  subastas  públicas,  á pesar  de  las  grandes  diferencias  que  hay  á 
«veces  entre  la  tasación  de  las  fincas  y el  precio ;en  que  se  rematan , y que 
«no  debe  considerarse  ni  inmoral  ni  falto  de  consentimiento  el  contrato 
«otorgado  privadamente  entre  particulares,  cuando  en  iguales  condiciones 
«no  lo  es  entre  un  particular  y el  Estado,  ó si  se  verifica  con  intervención 
»de  las  autoridades  judiciales.  ¡Mas  la  Comisión,  limitándose  á lo  que  á la 


Otros  por  el  contrario,  rlán  fuerza  á la  renuncia;  en  este  caso  se  hallan  Austria 
(art.  93o  del  Código),  y Prusia  (art.  69,  Part.  I,  tít.  XI).  . 

K (á\  Algunos  Estados,  como  Cerdeña,  Dos  Sic.has,  Francia  y La  Lutsiana  (en 
los  artículos  antes  citados),  limitan  la  rescisión  por  lesión  a los  contratos  en  que  se 

trata  de^bienes ^ ^ Estados  que  admiten  la  rescisión  por  lesión  sin  limitarla. 

Mucha  es  la  variación  que  hay  en  los  Códigos  extranjeros  para  el  ejercicio 
do  esta  acción.  Algunos  no  establecen  una  regla  especial;  otros  al  contrario.^  El  Có- 
digo de  las  Dos  Slcilias  señala  dos  años  contados^ desde  la  venta . (art.  4 a jmga- 
cion  del  Napoleón  (art.  2537)  el  de  Cerdena .señala  ^co  ait  1681),  j de  Ba 

iás  difeL»  disposi- 

0¡u„Fc“  qucTo"l«”„  las  note  que  anteca ton,  « . » 

propio  de  este  lugar.  Aquí  solo  nos  hemos  propuesto  manifestar  ¡í  que  lejes  se  rene 

re  la  Esposicion  de  Motivos. 

(d)  En  el  art.  378  del  Código  de  Comercio. 

(fí)  Alúdese  aquí  al  art.  1164. 
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(H¡S 


,|,v  corresponde,  no  ha  procedido  á la  reforma  del  derecho  civil  en  osle 
.nonio,  sino  solo  en  cuanlo  se  refiere  á un  tercer  poseedor  que  tal  ve/,  haya 

• pagado  el  precio  verdadero  de  la  cosa  . 

17  Por  efecto  de  la  restitución  in  integrum  a favor  de  los  que  disfrutan 

¡ beneficio.-' También  la  Comisión  de  Codificación  esplícó  las  razones 
nue  la  movieron  á establecer  esta  deviación  del  antiguo  derecho.  Esto  lo 
hizo  en  los  siguientes  términos:  «La  restitución  in  integrum  concedida  á 
„lo's  menores, °á  los  incapacitados  y á algunas  personas  jurídicas  á quienes  la 
«ley  ha  creído  que  debía  dispensar  este  beneficio,  no  está  admitida  en  todo 
«el  territorio  español.  La  legislación  aragonesa  la  rechaza  por  completo  (a), 
j, y ios  redactores  del  Proyecto  del  Código  civil,  si  bien  no  creyeron  que 
•debían  estender  á toda  la  Monarquía  la  ley  aragonesa  aboliendo  la  restitu- 
„cion,  la  limitaron  mucho,  no  concediéndola  mas  que  á los  menores  é inca- 
» pací  lados , y nunca  contra  el  poseedor  estrano  al  contrato  hecho  en  nom- 
bre de  ellos,  si  bajo  la  salvaguardia  de  la  ley  habia  adquirido  un  derecho 
íi’eal.  El  beneficio  de  la  restitución,  dicen  los  redactores  del  Proyecto,  so- 
)) lamente  tiene  lugar  contra  el  tercero  que  contrató  con  el  tutor  ó curador , y 
»no  contra  los  ulteriores  adquirentes,  á no  ser  contra  el  que  hubiere  adqui- 
rido de  mala  fe  (b);  y como  si  esta  limitación  no  les  satisfaciera  bastante, 
«añadieron  que  no  gozarían  los  menores  del  beneficio  de  la  restitución  res- 
» pecio  á los  daños  que  se  les  hubieran  hecho  en  las  capitulaciones  matrimo- 
niales celebradas  con  las  solemnidades  de  derecho,  ni  en  los  convenios  v 
«actos  del  tutor  ó curador  sobre  los  cuales  hubiera  recaído  la  aprobación 
^judicial  (c).  La  Comisión  cree  que  el  beneficio  de  la  restitución  se  con- 
cierte frecuentemente  contra  las  personas  á cuyo  favor  se  ha  introducido, 
«haciendo  mas  triste  su  condición,  porque  aminora  su  crédito , porque  de- 
jando en  incierto  derechos  legítimos,  retrae  de  contratar  con  ellas  á mu- 
chos que  sin  el  privilegio  no  dejarían  de  hacerlo,  y porque  los  mismos  fa- 
vorecidos ó que  creen  serlo,  se  ven  obligados  en  su  consecuencia  á pasar 
»por  las  exigencias  de  usureros,  que  compensan  el  riesgo  á que  se  es- 
«ponen  con  lo  escesivo  de  la  ganancia  á que  aspiran,  llov  es  una  verdad  re- 
conocida que  los  menores  y los  que  á ellos  en  el  derecho  se  equiparan, 
«están  abrumados  con  el  peso  de  los  beneficios  que  á manos  llenas  han  que- 
«rido  dispensarles  los  legisladores.  Llovese  enhorabuena  la  protección 
«hasta  el  punto  adonde  pueda  llegarse  sin  perjudicarlos ; pero  que  esta  pro- 
tección tenga  por  objeto  impedir  la  superveniencia  del  mal;  que  por  me- 

J±h?bs0r\a  nC*a  lm‘c.a  f>c  Contractibus  minorum,  lib.  V de  los  Fueros, .eon- 
l0Sa,K,n,i?  . ,s  garantizan  suficientemente  los  derechos  de  los  menores  y de 
MnirVs  \ ihnl  CÍ|USiL^l? ,1a.  Kcpíiblica, niega  el  beneficio  de  la  restitución.  Ft 
oi’i-  F'wdegium  qaoi  ipv>  Foro  servantur  illcesi,  guia  non  habe- 

(b)  y,.f  ' i .^.’rs  ^utl0n(:,n  de  Foro.  Idem  in  absenlibus  causé  Reipublicie. 

4 A«:\m"w°í8CtodíCMi*,,ci'’il’ 
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«dios  eficaces  en  este  sentido  se  multipliquen  los  beneficios  ; pero  que  no 
»se  usque  en  acciones  rescisorias,  remedios  por  su  índole  estraordinarios 
* a an?i  ación  del  crédito  de  los  protegidos,  ni  se  dé  lugar  á los  efectos  la- 
mentables que  son  siempre  su  resultado;  en  una  palabra , que  la  ley  sea 
mías  previsora,  siguiendo  el  adagio  jurídico,  según  el  cual,  mas  vale  pre- 
caver oportunamente  el  mal,  que  tratar  de  atajar  sus  consecuencias.  Por 
«estas  consideraciones  la  Comisión , circunscribiéndose  á los  límites  indis- 
pensables del  Proyecto,  y fiel  á su  pensamiento,  niega  el  beneficio  de  la 
«restitución  para  despojar  de  la  propiedad  ó de  cualquiera  otro  derecho  en 
«la  cosa  al  tercer  poseedor  que  la  ha  adquirido  con  buena  fé,  si  ha  sido 
«ageuo  al  contrato  en  que  se  se  ha  causado  el  perjuicio.» 

A lo  que  deja  espuesto  la  Comisión,  solo  añadiremos  que  lo  ordenado  en 
las  palabras  que  comentamos,  es  estensivo  á las  restituciones  in  integrum 
que  otorgan  las  leyes  á los  menores  (o),  á las  instituciones  y personas  jurí- 
dicas equiparadas  con  ellos  (&),  y á los  ausentes  por  causa  del  servicio  pú- 
blico en  los  casos  determinados  en  la  legislación  anterior  á la  Ley  hipote- 
caria (c). 

18.  Por  enajenaciones  verificadas  en  fraude  de  acreedores  con  esclusion 
de  las  esceptuadas  en  el  artículo  anterior. — Al  comentar  el  art.  57  de  la  Ley, 
hemos  manifestado  lo  que  juzgamos  bastante  para  la  esplicacion  de  estas 
palabras. 

1 9.  Cualesquiera  otras  acciones  que  las  leyes  ó fueros  especiales  concedan 
á determinadas  personas.— Común  es  en  los  Códigos  después  de  referir  los 
casos  mas  frecuentes  que  suelen  ocurrir  en  la  práctica  y que  el  legislador 
no  juzga  conveniente  omitir,  establecer  una  regla  general  que  comprenda 
todos  los  demás  que  se  hallen  en  iguales  condiciones,  que,  ó seria  dema- 
siado prolijo  enumerar,  ó que  espondrian  á la  ley  especial  al  peligro  de  ser 
poco  completa,  no  comprendiendo  todos  los  que  realmente  pudieran  pre- 
sentarse atendida  la  legislación  general  del  país  y otras  leyes  especiales. 
Lejos  de  ser  esto  un  defecto  de  la  Ley,  es  una  precaución  prudente  que  la 

completa. 

Esto  es  tanto  mas  digno  de  consideración  en  el  presente  caso,  cuanto 
aquí  bajo  las  palabras  leyes  y fueros  no  solo  se  comprenden  las  que  por  cs- 
tenderse  á grandes  divisiones  del  territorio  tieneu  un  carácter  mas  gene- 
ral,  sino  también  á las  leyes  y fueros  municipales  que  rigen  aun  como  dis- 
Dosicion  viva  en  algunos  pueblos  de  la  Monarquía.  Cuando  el  rey  D.  A on- 
so  XI  en  las  Cortes  de  Aléala  de  Henares  celebradas  en  1348  fijo  el  orden 
respectivo  de  la  prelacion  de  leyes  en  la  Corona  de  Castilla  y dio  a las  Par- 
tidas la  fuerza  de  Código  supletorio,  antepuso  á ellas  los  fueros  municipales 

(«)  Ley  S.%  tít.  XIX,  Parí.  VI. 

(ti)  Ley  10  del  mismo  titulo  y Paítala. 

(r)  Ley  28  del  mismo  título. 


TÍTULO  II. 


nirUs  eu  aue  fueran  usados,  disposición  del  Ordenamiento  («)  que 
fué  repetida  en  las  leves  de  Toro  (b) , y transcrita  después  á la  Recopila- 
J®  Á de  la  que  pa“só  á la  Novísima  (d),  y que  es  guardada  en  los  tribu- 
nales en  los  cales  se  exige  la  prueba  de  hallarse  vigentes  para  poder  apli- 

ríos  La  presunción  de  derecho  está,  pues,  por  su  no  eficacia,  y esta  pre- 
vención solo  cede  ante  la  demostración  de  su  uso,  medio  indirecto  que  no  ha 
(Hado  de  contribuir  poderosamente  á que  ante  los  Códigos  generales 
desaparezcan  en  la  mayor  parte  de  los  pueblos  castellanos  los  fueros  mu- 
nicipales reducidos  va  á su  última  espresion,  y que  por  el  orden  natural  de 
las  cosas  no  tardarían  en  desaparecer  por  completo”  - aunque  no  apresurara 
su  estinciou  el  espíritu  codificador  de  nuestros  dias  y la  ansiada  unidad 
civil  en  toda  la  Monarquía. 

Por  lo  dicho  puede  comprenderse  cuán  difícil,  si  no  imposible,  hubiera 
sido  á la  Comisión  fijar  con  claridad  v precisión  loque  de  estos  cuadernos, 
respecto  al  punto  de  que  aquí  se  trata,  debia  considerarse  vigente  y lo  que 
se  hallaba  derogado.  Si  lo  hubiera  intentado,  sobre  exponerse  á cometer 
errores,  habría  salido  de  los  limites  de  su  cometido,  habria  invadido  el  ter- 
reno de  la  administración  de  justicia  que  es  á la  que  compete  declarar  eu 
virtud  de  las  pruebas  que  se  ofrecen  en  cada  caso,  que  disposiciones  de  los 
fueros  muicipales  se  hallan  vigentes,  y hubiera  tal  vez,  aun  contra  su  vo- 
luntad, dado  vida  nueva  á leves  locales  que  ya  habían  desaparecido  por  el 
no  uso,  faltando  á su  propósito  de  respetar  lo  existente,  pero  no  desapro- 
vechar la  ocasión  de  unificar  el  derecho  en  cuanto  cabía,  cuando  era  lla- 
mada á reformarlo  directamente. 

No  nos  cansarémos  de  repetirlo;  la  Comisión  de  Codificación  al  formular 
la  Ley  hipotecaria,  no  tenia  el  encargo  de  alterar  las  instituciones  anti- 
guas, sino  en  la  parte  que  fuera  absolutamente  indispensable  para  ponerlas 
en  armonía  con  el  principio  que  dominaba  en  la  uueva  obra.  Esto  fue  lo 
que  hizo  aquí,  esto  es  lo  que  siempre  ha  hecho. 

20.  Causas  que  no  consten  espesamente  en  la  inscripción.— Cuando 
estas  causas  consten  espresamente  en  el  registro,  está  cumplido  el  objeto 
de  la  Ley,  que  es  la  publicidad,  por  cuyo  medio  advertido  el  tercero  no 
puede  ser  inducido  á error. 

21.  Se  podrá  ejercitar  la  personal  correspondiente  para  la  indemniza - 
cion  de  danos  y perjuicios  por  el  que  los  hubiere  causado. — La  Ley  hipote- 
caria se  limita  á la  fijación  del  derecho  real,  y de  ningún  modo  hace  altera- 
ción en  las  acciones  personales,  circunscribiéndose  solo  á declararlas  subsis- 
tentes paia  evitar  las  malas  interpretaciones  á que  podría  dar  lugar  su  silen- 

. (®)  Ley  1.a  del  tít.  XXV  J II. 

ib)  Ley  1.a 

Y'i  Ley  3.a,  tít.  I,  lib . 11. 

<d)  Ley  3.a,  tí.  II,  lib.  IU. 
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e'  i™5™16  C44#-  El  que  1,1  h ombio»  de  „o 

‘ 1c  cnl'"'a  1UB  °íorga  se  esprese  la  cláusula  resolutoria  á 
q sujeto  el  contrato,  y da  lugar  á que  no  conste  en  el  registro,  no 
‘ e jc  quejarse  de  la  Ley  que  le  ha  advertido  los  peligros  á que  se  esponja 
y ha  procurado  defenderlo  contra  ellos.  Mas  justo  es  que  él  sea  quien  su- 
ca el  perjuicio  que  el  tercero,  que  fué  por  su  falta  inducido  á error, 
i ero  esto  no  debe  impedir  la  acción  personal  para  conseguir  su  com- 
pleta indemnización  del  que  con  mala  fé  y faltando  á deberes  que.no  po- 
día desconocer,  le  causa  un  perjuicio;  á esta  indemnización  está  obligado 
ya  en  virtud  del  contrato  que  tenia  celebrado,  ya  por  el  delito  que  puede 
habei  cometido,  porque  sabido  es,  que  el  que  infrinjo  la  ley  penal,  ade- 
más de  sufrir  la  pena  correspondiente  á su  delito,  está  sujeto  á la  respon- 
sabilidad civil,  y que  uno  de  los  modos  de  hacer  esta  reparación  es  indem- 
nizando al  perjudicado. 


LEGISLACION  ANTERIOR  Á LA  LEV  HIPOTECARIA. 

Limitándose  el  artículo  que  acabamos  de  comentar  á hacer  en  determi- 
nados casos  aplicación  de  la  regla  general  establecida  en  la  Ley  hipotecaria 
en  virtud  de  la  que  no  deben  perjudicar  á tercero  que  inscribió  oportuna- 
mente su  derecho  los  actos  que  no  están  inscritos,  no  es  fácil  encontrar  en 
nuestra  legislación  anterior  una  determinación  que  se  concrete  especialmen- 
te á csto,s  mismos  casos,  que  antes  de  ella  se  resolvían  según  las  disposicio- 
nes generales  establecidas,  va  acerca  de  la  necesidad  de  la  inscripción,  ya 
de  la  no  necesidad  de  inscribir  en  otros,  y de  los  efectos  que  daban  á la  ins- 
cripción hecha  ú omitida.  En  diferentes  lugares  de  esta  obra  hemos  tenido 
ocasión  de  tratar  de  esta  materia:  ánada  conduciría  repetir  lo  que  sobra- 
damente hemos  espuesto. 

Mas  este  artículo  por  lo  mismo  que  toca  á diferentes  materias,  hace  ne* 
cesario  para  ser  bien  comprendido,  acudir  a las  leyes  de  nuestro  derecho 
antiguo  á que  mas  inmediatamente  se  refiere.  Convencidos  de  ello  hemos 
tratado  en  el  comentario  de  esplicarlo,  poniendo  á su  lado  el  derecho  co- 
mún v foral  que  se  halla  en  observancia,  evitando  estendernos  mas  alia  de 
lo  absolutamente  indispensable,  porqué  de  otro  modo  hubiéramos  tenido  que 
hacer  mas  voluminoso  nuestro  trabajo  de  lo  que  permite  la  índole  déla 
obra.  Por  esto  aquí  solo  harémos  ligera  indicación  de  las  citas  que  en  sus 

respectivos  lugares  hemos  hecho. 

Respecto  á la  revocación  de  donaciones  hemos  hecho  mención: 

Por  lo  concerniente  á la  legislación  castellana  de  la  ley  10,  Ut.  VI, 

Partida  V (fl). 


(a)  En  la  nota  (6)  de  la  pág.  C5í> 


Por  lo  que  concierne  á la  legislación  aragonesa  de  las  Observancias  7 

v i$  de  donationibus  (a).  _ , . 

Por  lo  que  concierne  á Cataluña  de  la  costumbre  única  del  tít.  IX  del  li. 

bro  VIII  de  las  Constituciones  ( b ).  ■ 

Respecto  al  retracto  legal  en  la  venta,  hemos  cspuesto  en  la  parte  que 
puede  ser  principalmente  necesaria  para  la  perfecta  inteligencia  de  la  Ex- 
posición de  Motivos  acerca  de  este  punto , las  diferencias  que  separan  la 
legislación  castellana  de  las  provinciales  de  Aragón,  Cataluña,  Navarra  y 
Vizcaya,  v de  las  municipales  de  Salamanca  y Zamora  (c). 

Respecto  al  derecho  de  tanteo,  en  la  cofi  te  tisis  citamos. 

Por  lo  que  se  refiere  á la  legislación  castellana,  la  ley  55  del  título  V de 
la  Part.  V (d),  y la  ley  29,  tít.  VIII  de  la  misma  Partida  (e). 

Por  lo  que  concierne  al  fuero  de  Navarra,  el  capítulo  XV,  título  XII,  li- 
bro III  (/)• 


Respecto  á la  doble  venta  de  una  misma  cosa,  queda  manifestado  ya  en 
el  comentario  de  este  artículo  (y),  aunque  en  relación  con  lo  espuesto  en 
otros  lugares,  la  modificación  que  ha  hecho  la  Ley  hipotecaria  en  la  50  del 
tít.  V de  la  Part.  V.  / 

Respecto  á la  lesión  enorme  ó enormísima. — También  en  el  comenta- 
rio ( h ) hemos  manifestado  lo  que  se  halla  establecido,  citando: 

Por  lo  que  concierne  á Castilla,  la  ley  7,  título  IV,  libro  V del  Fuero 
Juzgo  (i),  la  5.a  del  título  X del  libro  III  del  Fuero  Real  (j),  y la  ley  56  del 
título  V de  la  Part.  V (70- 

Por  lo  que  concierne  á Aragón,  hemos  espuesto  lo  que  establece  la  ju- 
risprudencia (/),  consecuencia  del  espíritu  que  domina  en  su  legislación. 

Por  lo  que  concierne  al  derecho  mercantil , hemos  citado  el  art.  578  del 
Código  de  Comercio  (m). 

Respecto  á la  restitución  in  mtegrum  queda  también  transcrita  la  ob- 
servancia única  de  contractibus  minorum,  lib.  V de  los  Fueros  de  Aragón  (?<) 
que  se  separa  del  derecho  generalmente  establecido  por  la  Monarquía. 

Respecto  á la  enagenacion  verificada  en  fraude  de  los  acreedores,  ya 


En  la  nota  (o)  de  la  página  655 

Esta  costumbre  está  trascrita  en  la  pág.  650. 

En  la  nota  (a)  de  la  pág.  659,  y en  la  nota  (a)  de  la  pág.  660. 
En  el  mismo  número,  pág.  661 . 

En  el  núm.  13  del  comentario,  pág.  66*2. 

En  el  mismo  número  y página. 

En  el  núm.  15,  pág  665.. 

En  el  núm.  16,  pág.  665  á 668. 

En  a nota  (c)  de  la  pág.  665. 

En  la  nota  (a)  de  la  pág.  666.  “ 

En  la  nota  (b)  de  la  pág!  666. 


En  la  nota 

En  la  nota  (c)  de  la  *pág.  666. 

17  del  comentario,  y nota  (d),  pág.  667 
1 íím,no  oumor"  del  comentario,  y nota  (e)  de  la  pág.  667. 
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LEGISLACION  ESTRANJERA. 


t„  1^,1  , a ! a<|UI  que  hacernos  caro°  lie  las  legislaciones  cslranjcras 
en  todos  los  puntos  que  se  comprenden  en  el  artículo  38  de  la  Ley  hipóle- 

cana,  soria  necesario  que  copiáramos  una  parle  eslensa  de  su  derecho  civil. 
Hacerlo  asi  no  cabe  en  el  objeto,  ni  en  los  límites  que  tiene  esta  parte  de 
nuestra  tarea;  así  nos  limitamos  á trascribir  lo  que  mas  inmediatamente  se 
roza  con  el  artículo  comentado.  Mas,  como  incidenlalmenle  hemos  tra- 
tado ya  del  derecho  estranjero  en  algunos  puntos  que  tienen  relación  con 
el  artículo,  haremos  también  indicación  del  lugar  en  que  lo  hemos  verifi- 
cado. 

Respecto  á la  revocación  de  donaciones: 


Cerdeía .—Código  civil.— Art.  1167.  Es  el  artículo  938  del  Código  Napoleón 
que  en  su  lugar  transcribirémos. 

Dos  Síc ílias. — Código  civil.—  Art.  883.  Como  el  mismo  artículo  938  del  Có- 
digo Napoleón. 

Francia. — Código  Napoleón. — Art.  938.  La  revocación  de  las  donaciones  por 
causa  de  ingratitud  no  perjudicará  ni  á las  enagcnaciones  hechas  por  el  donatario 
ni  á las  hipotecas  y demás  cargas  reales  sobre  la  cosa  objeto  de  la  donación,  con 
tal  que  todo  esto  sea  anterior  á la  inscripción  que  se  hubiere  hecho  del.  estrado  de 
la  demanda  de  revocación.  En  caso  de  revocación  será  el  donatario  condenado  á 
restituir  el  valor  de  los  objetos  enagenados  por  el  que  tuvieran  al  tiempo  de  la  de- 
manda y desde  el  dia  en  que  esta  se  interpuso. 

Holanda.— Art.  1727.  Como  el  938  del  Código  Napoleón  que  dejamos  trans- 
crito. 

Vaud  (Cantón  Suizo  de).— Copia  también  el  mismo  artículo  938  del  Código 


Napoleón. 


Se  vé  pues  que  en  el  Código  Napoleón,  del  mismo  modo  que  en  el  de 
los  Estados  que  lo  copiaron,  de  que  acabamos  de  hacer  mención,  prevalece 
en  cuanto  á la  revocación  de  las  donaciones  el  mismo  principio  que  en 
nuestra  Ley,  porque  no  perjudica  al  tercer  adquirenle  la  causa  que  no 


aparece  inscrita  en  el  registro.  ...... 

En  los  Estados  en  que  se  sigue  el  sistema  absoluto  de  publicidad , \ 
que  por  lo  tanto  nunca  puede  perjudicar  á tercero  lo  que  no  se  haya  inscri- 
to en  el  registro,  no  es  necesario  establecer  la  regla  que  contiene  e ar  mu- 
lo que  dejamos  comentado,  porque  el  principio  establecido  en  la  ey  no  per- 
¡Je  otra  cosa.  Sucede  cu  ellos  lo  que  entre  nosotros  acontece™,  si  e ar- 
ticulo 38  no  se  hubiera  escrito , pues  que  resolveríamos  e mism 


(a)  En  la  pág.  632. 
tomo  i. 
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nue  éste  lo  hace  los  casos  en  él  propuestos  sujetándonos  en  ello  á las  base» 
1 ,a  Lcy  á la  declaración  de  muchos  de  sus  artículos  en  que  se  establece 
nue  solo  puede  perjudicar  á tercero  lo  que  se  halle  inscrito,  y especialmente 
al  art  36  que  ordena  según  queda  espuesto,  que  las  acciones  rescisorias  y 
resolutorias,  á cuva  clase  corresponden  todas  aquellas  á que  se  refiere  el 
que  dejamos  comentado,  no  se  den  contra  tercero  que  haya  inscrito  opor- 
tunamente su  título. 

Por  causa  de  lesión  enorme  y enormísima: 

En  el  número  J 6 del  Comentario  que  antecede  hemos  puesto  algunas  no- 
tas que  manifiestan  la  legislación  que  rige  acerca  de  este  punto  en  Austria, 
Baviera,  Cerdena,  D.os  Sicilias,  Francia,  Holanda,  la  Luisiana  y Cantón  de 
Vnud. 

Por  enagenaciones  verificadas  en  fraude  de  acreedores: 

Al  finalizar  el  comentario  al  art.  57  de  la  Ley,  hemos  espuesto  lo  que  á 
no  haberlo  hecho  allí,  ahora  manifestaríamos. 


TEXTO  DE  LA  LEY. 

Art.  39.  Se  entenderá  enajenación  á título  gratuito  (1) 
en  fraude  de  acreedores  en  el  caso  primero  núm.  2.°  del  ar- 
tículo 37,  no  solamente  la  que  se  haga  por  donación  ó cesión 
de  derecho  (2),  sino  también  cualquiera  enagenacion,  cons- 
titución ó renuncia  de  derecho  real  (3),  que  haga  el  deudor 
en  los  plazos  respectivamente  señalados  por  las  leyes  comu- 
nes (4)  y las  de  comercio  en  su  caso  (5),  para  la  revocación  de 
las  enagenaciones  en  fraude  de  acreedores,  siempre  que  no 
haya  mediado  precio,  su  equivalente  (6)  ú obligación  preexis- 
tente y vencida  (7). 


fomenta  i»io. 


I.  entenderá  enagenacion  á título  gratuito. — Este  artículo  se  refie- 
re al  57,  del  cual,  como  los  dos  siguientes,  en  la  parte  que  concierne  á laí 

enagenaciones  hechas  en  fraude  de  los  acreedores,  puede  considerarse  com 
plemento. 

La  Comisión  de  Codificación  en  los  Motivos  de  la  Ley,  ha  dicho  á'pro  - 
p sito  e este  artículo:  «Para  la  claridad  de  la  ley  es  menester  fijar  con 

*hapC1S10I1r^U^-eS  (^Ue  entenfierse  por  enagenacion  á título  gratuito, 
, . ^ !cac‘°íles  Prílcl¡cas  de  la  definición,  y declarar  también  quiénes 

en  ser  considerados  como  participantes  del  fraude. 


DE  LA  FORMA  Y EFECTOS  DE  LA  INSCRIPCION. 

»La  Comisión  lo  ha  hecho  en  los  Términos  que  ha  considerado  mas  con- 
tenientes, y cree  que  su  simple  lectura  bastará  para  que  todos  conozcan 
«los  motivos  en  que  se  fundan  las  disposiciones  adoptadas:  mas  que  esta- 
blecer derecho  nuevo,  puede  decirse  que  en  esta  parte  del  proyecto  se  li- 
omila  á formular  lo  que  o antes  estaba  escrito  en  la  ley  sin  concretarlo  al 
»caso  actual,  ó lo  que  viene  recibido  como  doctrina,  é interpretado  prácti- 
camente por  la  jurisprudencia  de  los  tribunales. » 

2.  Donación  ó cesión  de  derecho.— I)e  la  donación  no  podía  caber  la 
menor  duda,  porque  siempre  es  título  lucrativo.  La  cesión  de  derecho,  se 
entiende  también  aquí  cuando  se  hace  sin  que  medie  precio  ó su  equivalen- 
te: no  admite  otra  interpretación  el  artículo  en  su  conjunto.  La  palabra 
do  echo  se  refiere  solo  al  í’Cíxí,  cpie  es  al  que  solo  atiende  la  Ley  hipotecaria, 
como  lo  indica  claramente  el  artículo  con  las  palabras  que  pone  á conti- 
nuación. 

5.  Cualquiera  enagenacion,  constitución  ó renuncia  de  derecho  real.— 
La  enagenacion  á título  gratuito  no  podía  dar  lugar  á dudas,  ni  aun  la  cons- 
titución de  un  derecho  real,  como  por  ejemplo  el  usufructo,  porque  real- 
mente es  una  desmembración  de  la  propiedad,  y no  es  justo  que  el  que  por 
título  lucrativo  la  adquiere , sea  preferido  por  el  acto  fraudulento  del  due- 
ño de  la  finca  á sus  acreedores.  Lo  mismo  debe  decirse  de  la  renuncia  gra- 
tuita de  un  derecho  real,  y decimos  de  un  derecho  real,  porque  aunque  las 
leyes  de  Partida  hablan  también  de  la  renuncia  de  los  derechos  á la  cosa, 
como  por  ejemplo  de  la  remisión  de  una  deuda  no  garantida  con  hipoteca,  y 
esta,  renuncia  se  revoca  como  todas  las  que  se  hacen  en  fraude  de  los  acree- 
dores en  los  casos  que  el  derecho  señala,  la  Ley  hipotecaria  se  limita  solo  á 
los  derechos  reales.  De  aquí  se  infiere,  que  la  declaración  de  este  artículo, 
en  lo  que  se  refiere  á la  remisión  de  las  obligaciones  hipotecarias,  viene  á 
dar  fuerza  á la  legislación  antigua.  Esta  dice:  («)  Maliciosamente  quitan  á 
las  vegadas,  omes  y ha  las  debdas  que  le  deuen , por  fazer  engaño  a aquellos 
cuyos  debdores  son  ellos.  E por  ende  dezimos,  que  ningún  quitamiento  que 
estos  atales  fiziessen  á sus  debdores,  non  deue  valer.  Aunque  la  ley  añade 
después  de  las  palabras  que  anteceden  las  siguientes:  si  fueron  sabidores  del 
engaño  aquellos  á quien  quitan  el  debdo,  esto,  como  dice  Gregorio  López 
se  refiere  al  caso  en  que  el  quitamiento  sea  á título  oneroso , porque  cuando 
es  á título  lucrativo,  no  es  necesario  el  conocimiento  del  deudor:  esta  doc- 
trina que  es  conforme  con  el  espíritu  de  nuestro  derecho  y aun  a la  letra 
de  otra  ley  de  Partida  ( b ),  es  corriente  y está  aceptada  por  todos  los  juris- 
consultos españoles.  . . . . . 

Mas  puede  preguntarse : ¿la  renuncia  á una  herencia  o a una  manda 


(,i)  Ley  I í del  tít.  XV  de  la  Parí.  V. 
(h)  La  7.a  del  mismo  título  y Partida. 
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07  í» 

considerable,  está  comprendida  en  la  disposición  de  este  artículo?  Exami- 

UeT|Sderecho  hereditario  y el  del  legatario  de  una  cosa  determinada  (pie 
está  en  los  bienes  del  testador  al  tiempo  de  su  fallecimiento,  son  induda- 
blemente derechos  reales,  pero  que  no  están  constituidos  ni  radicados  en 
el  heredero  ó legatario,  hasta  que  estos  con  Ja  aceptación  ya  espresa,  ya 
tácita,  manifiestan  su  voluntad  de  ser -herederos  ó legatarios.  En  este  sen- 
s'cntido  hay  en  el  Digesto  una  regla  de  derecho , tomada  de  Ulpiano , que 
dice:  Non  fraudantur  creditores,  cum  guid  non  adquiritur  ádebitore : sed 
cum  quid  de  bonis  diminuitur  (a).  En  efecto,  lo  que  no  adquiere  el  deudor, 
no  puede  decirse  que  disminuye  su  fortuna,  ni  que  es  un  fraude  á los  acree- 
dores que  no  debian  contar  con  lo  que  realmente  no  constituía  la  fortuna 
del  que  les  estaba  obligado. 

Para  terminar  este  punto,  añadiremos  que,  según  las  leyes  de  Parti- 
da (b),  no  se  reputa  en  fraude  de  los  acreedores  el  pago  hecho  á aquel  á 
quien  se  debía,  y que  por  ser  mas  diligente  ó por  otra  causa  consiguió  que 
le  pagaran  antes  déla  cesión,  concursó  ú obligación.  Es  claro  que  esto 
debe  entenderse  en  el  caso  en  que  el  plazo  de  la  deuda  haya  vencido. 

4.  Plazos señalados  por  las  leyes  comunes. — Las  Partidas  (c)  señalan 

como  término  desde  el  cual  debe  suponerse  la  intención  dolosa  de  defraudar 
á Jos  acreedores,  y por  lo  tanto  revocables  las  donaciones  el  dia  en  que  el 
deudor  es  condenado  en  juicio  á satisfacer  sus  deudas  y hace  entrega  de 
sus  bienes  á los  acreedores,  según  queda  ya  dicho  en  otro  lugar  ( d ),  ó el  de 
la  cesión  de  bienes  (e),  ó el  en  que  alguno  es  declarado  en  concurso  ne- 
cesario. 

El  Proyecto  de  Código  civil  (f)  propone  la  alteración  del  antiguo  dere- 
cho en  los  términos  siguientes:  «Las  enagenaciones  á título  gratuito  hechas 
por  el  deudor  en  estado  de  insolvencia , serán  rescindibles  como  fraudulen- 
tas á instancia  de  los  acreedores. » Su  comentador  esplica  las  palabras  en 
estado  de  insolvencia , diciendo  que  quieren  decir  «sabiendo»  (el  deudor) 
«que  se  hallaba  insolvente»,  y dá  por  razón  , que  solo  en  este  caso  puede 
haber,  y se  presume  que  há  habido  en  el  deudor  intención  de  defraudar  á 
sus  acreedores,  y que  esto  es  lo  único  á que  se  atiende  para  la  rescisión  en 
las  adquisiciones  por  título  lucrativo,  aunque  no  haya  habido  mala  fé  en  el 
adquirente.  La  dificultad  principal  que  produciría  en  la  práctica  la  disposi- 


(«) 

(b) 

(c) 

(d) 

<«) 

(f) 


I) 


Ley  134,  til.  XV|[,  ¡ib.  l ,1c 
Ley  9.a,  tít.  XV,  part.  V. 

Lcy7  % det  mismo  título  y Partida. 

,L™¡  LnT  ? (,cf  comentario  al  art.  37 , pág. 


Lev  9.a  citada  antes 
Ln  el  art.  1109. 
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r«!!-íelPr°yeCt0  í6  CÓdÍg°  CÍVÍ1  seria  la  de  fiÍ*  el  día  que  habia  de 

siderarse  que  c dcndor  sabia  que  estaba  en  estaáo'dc  insolvencia. 

Respecto  al  tiempo  por  que  dura  la  acción  rescisoria  por  la  enajena- 
ción cu  fraude  de  acreedores,  ya  liemos  dicho  antes  (a),  que  con  arreglo  a 

las  leves  de  Partida  es  de  un  año,  y espuesto  también  cómo  este  año  debe 
contarse.  / A 

o.  . Las  de  comercio  en  su  caso.—L as/ieyes  mercantiles  se  muestran 
mas  rigurosas,  por  regla  general , que  Igs  del  derecho  común  respecto  al 
plazo  desde  el  cual  se  consideran  fraudulentas  algunas  enagenaciones. 
pues  que  no  se  contentan  con  privar  al  quebrado  la  administración  de  sus 
bienes,  desde  que  se  constituye  cu  estado  de  quiebra  (a),  y declarar  nulos 
todos  los  actos  posteriores  como  los  verificados  después  de  la  época  en  que 
se  hayan  retrotraído  sus  efectos  (l>),  sino  que  también  considera  fraudulentas 
algunas  enagenaciones  hechas  antes  de  la  quiebra.  Limitándonos  aquí  á la 
parte  que  se  refiere  á bienes  inmuebles,  porque  si  nos  eslendiéramos  á los 
muebles,  saldríamos  de  los  límites  naturales  de  esta  obra,  diremos  que  se 
reputan  fraudulentos  y quedan  ineficaces  de  derecho  con  respecto  á los 
acreedores  del  quebrado,  ios  contratos  celebrados  por  éste  en  los  treinta 
dias  precedentes  á la  quiebra  , cuando  son  enagenaciones  á título  gratuito, 
constituciones  dótales  á sus  hijos  (c),  cesiones  ó traspasos  en  pago  de  deu- 
das no  vencidas  al  tiempo  de  declararse  la  quiebra,  hipotecas  convenciona- 
les establecidas  sobre  obligaciones  de  fecha  anterior  que  no  tuviesen  esta 
calidad,  ó sobre  préstamos  de  dinero  ó mercancías,  cuya  entrega  no  se  ve- 
rificase de  presente  al  tiempo  de  otorgarse  la  obligación  aule  el  escribano 
y testigos  que  intervinieron  en  ella  (d).  Las  donaciones  entre  vivos  que  no 
tengan  el  carácter  de  remuneratorias  otorgadas  después  del  último  balance, 
si  de  éste  resultaba  ser  mayor  el  pasivo  del  quebrado  á su  activo,  están  su* 
jetas  también  á la  misma  regla  ( e ). 

(a)  En  el  núm.  6 del  Comentario  al  art.  37,  pág.  032. 

(a)  Art.  i 035  del  Código  de  Comercio. 

( b ) Art.  1036.  . . . 

(c)  Art.  1039.  En  el  comentario  al  art.  40,  espigaremos  las  palabras  constitu- 
ciones dótales. 

(d)  El  mismo  art.  1039.  . . . . 

(e)  Art  1040.  No  dice  el  Código  si  del  balance  resultaba  ser  inferior  el  pasteo 
del  Quebrado  á su  activo,  sino  por  el  contrario,  si  resultaba  ser  inferior  el  pasivo 
drl  Quebrado  á su.activo.  Es  indudable  que  aquí  hay  una  equivocación.  Haciéndo- 
nos careo  de  ella,  digimosen  una  nota  del  Código  de  Comercio,  concordado  y 
anotado  que  lleva  al  frente  nuestro  nombre.  «En  las  últimas  palabras  de  este  ar- 
«lículo  hay  evidentemente  un  descuido  de  redacción , poniendo  el  adjetivo  «infe- 
»r¿or»  ñor  superior,  ó anteponiendo  la  palabra  pasivo  á la  de  activo.  La  razón  es  ob- 
„via-  «o  consideran  fraudulentas  estas  donaciones  por  la  presunción  de  fraude  que 

«envuelven,  Y por  el  perjuicio  que  pueda  resultar  á los  acreedores,  siempre  que 

. i . * ci  «miim  n.  vi/  ar.b.r.n.  o interior  su  ar- 


r»7<s 
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Vfcmte  de  la  mifloacii  de  los  conu-atos  do  que  acabarnos  de  hacer  ,u- 
liicacion  hay  oíros  , ¡S  pueden  ser  anulados  a instancia  de  los  acreedores, 
S se  nrueba  que  se  (ra  obrado  en  fraude  de  sus  derechos.  K esla  clase  per- 
eceen las  enajenaciones  á título  oneroso  de  bienes  inmuebles,  verificadas 
en  el  mes  precedente,  á la  quiebra,  y las  constituciones  dótales  hechas  por, un 
convide  comerciante  & favor  del  otro  cónyuge  en  los  seis  meses  anteriores 
a h quiebra  sobre  bienes  que  no  fuesen  inmuebles  de  abolengo  ó los  hu- 
biere adquirido  ó poseidflyde  antemano  el  cónyuge  en  cuyo  favor  se  haga 
t*I  reconocimiento  de  dote 

Por  último,  establece  también  el  Código  de  Comercio,  que  todo  contrato 


hecho  por  el  quebrado  en  los  cuatro  años  anteriores  á la  quiebra  en  que  se 
pruebe  cualquiera  especie  de  suposición  ó simulación  hecha  en  fraude  de 
sus  acreedores,  se  podrá  revocar/á  instancia  de  estos  (b). 

Estas  diferentes  disposiciones  que  establece  el  Código  de  Comercio  para 
estender  los  efectos  de  la  revocación  de  las  enagenaciones  hechas  en  frau- 
de de  los  acreedores,  deben  entenderse,  cuando  se  trata  de  bienes  inmue- 
bles, con  la  limitación  que  hace  el  art.  57  de  la  Ley  hipotecaria,  es  decir, 
que  siempre  alcanzan  á los  contrayentes ; teniendo  solo  lugar,  respecto  á 
tercero,  cuando  la  enagenacion  á su  favor  haya  sido  hecha  á título  gratui- 
to, ó cuando  él  haya  sido  participante  del  fraudante.  Tampoco  debe  olvi- 
darse que,  con  arreglo  al  misino  artículo,  prescribe  la  acción  al  año  con- 
tado desde  el  dia  en  que  la  enagenacion  fraudulenta  se  verifica. 

6.  Cuando  no  haya  mediado  precio  , su  equivalente.— Mediando  cual- 
quiera de  estas  circunstancias  no  puede  decirse  que  es  gratuito  el  título  de 
la  cnfágenacion.  Gomo  en  el  artículo  siguiente  de  la  Ley  se  esplican  estas 
palabras,  dejamos  para  él  nuestro  comentario  en  la  parte  que  á ellas  se 
refiere. 

7.  Obligación  preexistente  y vencida. — El  que  está  obligado  á dar  una 
cosa  determinada  por  actos  suyos  anteriores  á la  insolvencia,  y en  esta 
obligación,  no  solamente  ha  cedido  , sino  que  también  ha  venido  el  dia,  y 
en  cumplimiento  de  su  deber  satisface  á la  persona  á quien  debe,  no  puede 
racionalmente  ser  considerado  como  que  obra  en  fraude  de  los  acreedores. 
La  Ley  novena  del  título  X.V  de  la  Partida  Y , que  á continuación  trans- 
ciibimos,  manifiesta  las  razones  que  tuvo  el  Rey  Sábio  para  dejar  consig- 
nada en  su  grau  obra  la  doctrina  que  dejamos  indicada , y que  reproduce 
aquí  la  Ley  hipotecaria. 


wjuo  cn'ol' paIk0'011,  7 n<\uu  error  do  impronta,  como  ha  .supuesto  alguno, 

:>nos  que  lo  ponemos1  cthj]  KIT"08  VÍSt0’  °Stíl  cI  arlícul°  011  lüS  u,isluos  10 
Art.  1041. 

(o)  Alt.  1012. 
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LEGISLACION  ANTERIOR  Á LA  LEY  HIPOTECARIA. 

En  el  comentario  que  precede  nos  hemos  hecho  cargo  de  las  leyes  7 («), 
8 ( b ) y 12  (c)  del  título  V , respecto  á este  punto.  La  ley  7 ya  la  deja- 
mos copiada  en  otro  lugar  (d),  por  lo  que  no  debemos  aquí  reproducirla,  y 
de  la  ley  12  hemos  tomado,  al  citarla,  las  palabras  que  á nuestro  propósito 
mas  inmediatamente  conducían  (e).  Por  esto,  remitiendo  á nuestros  lecto- 
res á lo  que  oportunamente  queda  trascrito  de  estas  dos  leyes,  nos  limita- 
mos aquí  á transcribir  la  novena. 

Ley  9,  tit.XV,  Part.  V.  «Ama  á las  vegadas  el  que  es  debdor  de  muchos, 
»mas  el  pro  del  vno,  que  de  los  otros:  é por  ende  acaesce,  que  ante  que  fagan  en- 
«trega  en  los  bienes  del,  que  paga  su  debdo  á aquel  á quien  bien  quería.  E en 
«tal  razón  como  esta,  dezimos,  que  maguer  los  otros  bienes  que  le  linean,  non 
«cumplan  á pagar  las  debdas  de  los  otros,  que  non  le  puedan  apremiar,  que  torne 
«aquello  que  recibió  en  paga  de  mano  de  su  debdor.  Esso  mismo  dezimos  que  se- 
«ria,  si  la  paga  (iziesse  otrosí,  'ante  que  desamparase  los  bienes.  Mas  si  la  pagali- 
«ziesse  después  que  fuesse  fecha  la  entrega,  ó que  desamparasse  sus  bienes,  quier 
«lo  (iziesse  de  su  voluntad,  quier  por  premia  del  juzgador;  estonce  bien  la  po- 
ndrían demandar  los  otros  debdores,  al  que  la  ouiesse  recebólo;  é llene  ser  lor- 
«nada,  é ayuntada  con  los  otros  bienes  que  desamparó:  é si  deuuánln  partir  lodo 
«entre  los  debdores,  en  la  manera  que  diximos  (/).» 


TEXTO  DE  LA  LEY. 

Art.  40.  Se  podrán  revocar,  conforme  á lo  declarado  en 
el  artículo  anterior  (1),  y siempre  que  concurran  las  circuns- 
tancias que  en  él  se  determinan  (2): 

1. °  Los  censos,  enfitéusis,  servidumbres,  usufructos,  y 
demás  derechos  reales  constituidos  por  el  deudor. 

2. "  Las  constituciones  dótales  ó donaciones  propter  nup- 
cias á favor  de  la  mujer,  de  hijos  (5  de  estraíios  Cl). 


En  los  núms.  3 y 4,  págs.  675  y G76. 
En  el  núm.  3 citado,  y pág.  676. 

En  el  núm.  3,  pág.  676. 

En  la  pág.  682. 


(a) 

(¿) 

(c) 

(d) 

<«) 

(/  ) Deducirlo  ci  arucuiu  ¿v  «e  « .«•««• ■ -r;-:  . .fri,ia(.¡0l, 

(decida  en  el  37.  debemos  referirnos  aquí  respecto  a la  leci.  iac 
, artículo  manifestamos  (nota  de  la  pag. 


I!|U  l.l  IJ4lg.  UUÍ..  , 

En  el  núm.  3 citado  repetidamente,  pag.  6 u.  . 
Reducido  el  artículo  39  de  la  Ley  á hacer  ap  icacion  de  1. 


q uo en  r 


lidio 


doctrina  ostri- 
estra ligera  á lo 


TÍTULO  ir. 

tí  SO' 

;j  o Las  adjudicaciones  de  bienes  inmuebles  en  pago  de 

deudas  no  vencidas  (4). 

4 ° Lfts  hipotecas  voluntarias  constituidas  para  la  seguri- 
dad de  deudas  anteriormente  contraidas  sin  esta  garantía  y no 
vencidas  (5),  siempre  que  no  se  agraven  por  ella  las  condi- 
ciones de  la  obligación  principal  (6). 

5.°  Cualquier  contrato  en  que  el  deudor  traspase  ó renun- 
cie espresa  ó tácitamente  un  derecho  real  (7). 

Se  entenderá  que  no  media  precio  ni  su  equivalente  en  los 
dichos  contratos,  cuando  el  escribano  no  dé  fé  de  su  entre- 
ga (8),  ó si,  confesándolos  contrayentes  haberse  esta  verifica- 
do con  anterioridad,  no  se  justificare  el  hecho  (9)  ó se  probare 
que  debe  ser  comprendido  en  el  caso  tercero  del  presente  ar- 
tículo (10). 

Comentario. 

1.  Conforme  á lo  declarado  en  el  artículo  anterior. —Y a hemos  dicho 
en  el  comentario  al  artículo  que  antecede,  que  el  de  que  tratamos  aquí,  es 
complementario  del  artículo  37  en  la  parte  que  se  refiere  á las  enagenacio- 
nes  en  fraude  de  los  acreedores,  como  lo  son  también  los  artículos  39  y 41. 
Las  dificultades  del  tránsito  de  un  sistema  á otro  aconsejan  frecuentemente 
que  con  ejemplos  prácticos  que  estén  realmente  comprendidos  en  una  re- 
gla general  ya  enunciada,  se  esplique  el  pensamiento  del  legislador. 

2.  Siempre  que  concurran  las  circurstancias  que  en  di  se  espresan. — Es 
decir  que  no  haya  mediado  precio,  su  equivalente  á otra  obligación  pre- 
existente y vencida.  Aun  en  los  casos  en  que  medie  precio,  y por  lo  tanto 
que  no  pueda  calificarse  la  adquisición  de  obtenida  á título  gratuito,  habrá 
lugar  á la  rescisión,  aunque  la  cosa  haya  pasado  ú un  tercero  si  éste  ha  si- 
do cómplice  en  el  fraude.  Así  lo  declara  el  artículo  37  que  en  su  lugar  de- 
jamos comentado. 

3.  Las  constituciones  dótales  y donaciones  propter  nuptias  á favor  de  la 
mujer,  hijos  ó de  estraños. — El  Código  de  Comercio  en  su  artículo  4039,  de 
que  en  otio  lugar  (a)  hemos  hecho  mención  al  decir  que  se  reputan  fraudu- 
tntos  y son  ineficaces  de  derecho  con  respecto  á los  acreedores  del  que- 
^ia  o los  contratos  celebrados  por  éste  en  los  treinta  dias  precedentes  á la 
inora,  que  corresponden  á alguna  de  las  especies  que  señala,  pone  como 

Ia)  En  el  núm.  <lol  comentario  ni  artículo  :i¡>. 
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ja  segunda ; las  constituciones  dótales  hechas  de  bienes  propios  á los  hijos. 
Esplicando  nosotros  esta  frase  de  constituciones  dótales  en  otra  obra  á 
cuyo  frente  se  halla  nuestro  nombre  (a),  nos  es  presamos  en  los  términos 'si- 
guiente^: t Constitutiones  dótales  dice  el  articulo,  y es  necesario  lijar  bien 
»el  sentido  de  esta  frase:  opinamos  que  se  comprenden  en  ella,  no  solo  los 
wjíiencs  dados  por  el  padre  en  dote  á la  hija,  sino  también  los  que  recibe  el 
«hijo  en  donación propter  nnptias.  El  fundamento  de  la  ley  alcanza  á es- 
»tos  como  á aquellos.  Así  también  se  infiere  de  las  palabras  con  que  está 
«redactada,  porque  á haber  querido  significar  la  dote,  se  hubiera  limitado  a 
«decir  las  dotes,  y hubiera  hablado  de  hijas  y no  de  hijos.  Esta  última  pala- 
»bra  que  comprende  á los  hijos  y á las  hijas,  se  puso  sin  duda  de  propósito 
«para  que  unida  á la  de  constituciones  dótales  diera  el  sentido  que  el  le- 
«gislador  quería.  Pero  podrá  preguntarse  ¿por  qué  en  lugar  de  conslitucio- 
»nes  dótales  no  se  puso  dotes  y donaciones  propter  nuptias!  La  redacción 
«del  artículo  está  bien  justificada  con  solo  tener  en  cuenta  las  diferentes  de- 
nominaciones que  en  los  fueros  provinciales  se  dá  á los  bienes  que  llevan 


» los  maridos  al  matrimonio  recibidos  de  sus  padres.  Reasumiendo , nos  pa- 
«rece  que  la  ley  ha  querido  comprender  aquí  los  bienes  propios  que  los 
«padres  dan  á los  hijos  y las  hijas  para  sostener  las  cargas  del  matrimonio 
jque  contraen.» 

La  Ley  hipotecaria  en  el  artículo  que  comentamos,  ha  tratado  de  quitar 
toda  ocasión  á que  se  creyera  que  las  constituciones  dótales  no  se  referian 
también  á lo  que  se  daba  a los  hijos  por  razón  del  matrimonio.  Tal  vez  ha- 
brán influido  en  ello  ver  ya  suscitada  esta  cuestión  , y el  deseo  de  que  para 
los  efectos  de  la  Ley  hipotecaria  desapareciera,  viniendo  la  autoridad  del 
legislador  á dar  una  sanción  espresa  á lo  que  como  doctrina  podría  dar  tal 
vez  lugar  á encontradas  opiniones , y á que  estuviera  por  algún  tiempo  va- 
cilante la  jurisprudencia.  En  esto  nos  parece  que  se  procedió  con  sobrado 


‘“fundamento. 

De  lo  dicho  se  infiere  que  cualesquiera  que  sean  la  donación  que  se  haga 
por  causa  de  matrimonio  á uno  de  los  que  lo  contraen , la  condición  de 
la  persona  de  que  procede  y los  vínculos  que  la  unan  á la  favorecida,  sera 
revocable  siempre  que  no  concurran  las  circunstancias  determinadas  en  c! 
artículo  59 , y por  lo  tanto  que  en  este  caso  se  hallan  ademas  de  la  dote, 
las  arras  y las  donaciones  propter  nuptias  en  las  provincias  y pueblos  regi- 
dos por  las  leyes  de  Castilla,  la  donación  propter  nuptias,  el  excreix  , au- 
mento ó firma  de  dote  ó ajovar  de  Aragón,  la  donación  propter  nuptias,  c\- 
creix  ó esponsalicio  de  Cataluña,  y las  arras  de  Navarra.  La  razón  de  la  lc> 


' (a)  En  la  tercera  edición  del  Código  de  Comercio,  concordado  y 
Directores  do  La  Revista  general  dk  Legiseaciu.n  y jik^pridu.  - . 

TOMO  I. 


anotado  por  lo.- 


Sis 
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}S  ja  |U¡5ina,  la  de  que  n0  sc  ^ a °*ro  en  ^raU(^  1°8  acreedores 


jo  que  se  considera  que  á estos  pertenece. 


siempre  es 

'tín S|a  misniTobrá  q ue  dejamos  antes  citada  (a),  examinamos  brevemente 
nna  cuestión  que  no  nos  parece  fuera  de  su  lugar  reproducir  aquí.  Esta  es, 
si  se  reputarán,  para  los  efectos  del  art.  1039  del  Código  de  Comercio  , y 
ahora  añadimos  del  artículo  que  estamos  comentando,  como  bienes  propios 
del  marido  los  que  no  siendo  esclusivamente  suyos,  ni  de  su  cónyuge,  cor- 
respondan á la  sociedad  legal  de  gananciales.  lié  aquí  la  opinión  que  enton- 
ces emitimos , y que  en  nada  tenemos  que  reformar : «No  es  dé  presumir 
»que  ocurra  con  frecuencia  este  caso,  porque  como  las  ganancias  que  cor- 
responden á la  sociedad  conyugal  están  ante  todo  afectas  álas  cargas  du- 
rante el  matrimonio  contraidas  , es  de  creer  por  regla  general  que  no  las 
«habrá  en  los  30  dias  anteriores  á la  quiebra,  porque  ésta  casi  siempre  se  vé 
, venir,  si  bien  algunas  veces  por  casos  imprevistos  sorprende  al  comerciante 
«cuando  creía  sólidamente  establecido  su  comercio.  Pero  si  llega  á presen- 
tarse el  caso,  no  dudamos  decir  que  debe  considerarse  la  donación  hecha 
«de  gananciales  del  ifiismo  modo  que  si  se  hubiera  constituido  con  bienes 
«propios  del  quebrado.  Para  esto  nos  fundamos:  f .°En  que  no  hay  en  rigor 
«gananciales  hasta  que  así  resulta  después  de  disuella  la  sociedad  conyugal. 
>r2.°  En  que  el  marido  como  jefe  de  la  sociedad  legal,'  es  administrador  de 
«sus  bienes,  y que  cu  ello  obra  como  si  fueran  propios  sin  que  intervenga 
«su  mujer  que  nada  puede  adquirir  para  sí  constante  el  matrimonio.  5.° 
«En  que  mientras  hay  deudas  contraidas  durante  el  matrimonio,  no  existen 
«gananciales.  4.°  Que  á no  ser  así  se  facilitarían  fraudes  que  en  su  previ- 
sión quiso  la  ley  evitar.» 

4.  Deudas  no  vencidas. — Porque  si  hay  una  obligación  preexistente  y 
vencida,  no  es  revocable  la  enagenacion  , según  queda  dicho  en  el  comen- 
tario al  art.  39.  Allí  ( b ) manifestamos  que  esta  doctrina  está  en  un  todo 
conforme  con  las  leyes  de  Partida,  y que  no  puede  decirse  que  obra  en 
iraude  de  los  acreedores  el  que  paga  una  obligación  legítima , y á cuyo 
pago  puede  ser  judicialmente  compelido.  A esto  añadiremos  aquí  lo  que  el 
Derecho  romano  escribe  para  justificar  que  no  venga  el  acreedor  que  así 
consiguió  que  se  le  pagase  la  deuda  á traer  lo  percibido  á la  masa  para  lodos 
los  acreedores  que  se  hallaban  en  idénticas  circunstancias , que  el  derecho 
viene  siempre  en  auxilio  de  los  diligentes:  jus  civile  vigilantibus  scriptum  est, 
ice  una  ley  del  Digesto  (c),  y en  otro  lugar  sibi  enirn  vigilavit  ( d ).  Pero 
e eiecho  romano  filé  mas  adelante  que  lo  que  dice  nuestra  Ley,  pues  que 

cion^on^á  nota  de  la  p%?na68°l  COUCordado  Y anotado  de  que  queda  hecha  me  ii- 

(¿ó  Núm.  7 de  dicho  comentario,  pác.  078 

ñ til.  vni.iib.xi.il.  ,l  ° 

' o A 7 de  la  ley  0.a,  tít  VIH,  |¡b.  XLJ.I. 


DE  LA  FORMA  Y EFECTOS  DE  LA  INSCRIPCION.  683 

según  él  eran  irrevocables  los  pagos  anticipados  hechos  á los  acreedores  por 
obligaciones  no  vencidas,  debiéndoseJracr  cá  la  masado  los  bienes  del  deudor 
la  ventaja  que  reportó  por  la  anticipación  del  pago.  Esto  lo  fundó  el  Dere- 
cho romano  en  que  en  las  obligaciones  á plazo  el  día  había  cedido,  aunque 
por  no  haber  venido  no  fuera  exigióle  la  obligación. -Nuestra  Ley  cueste  pun- 
to se  separó  del  Derecho  romano  (a),  pero  tenia  ya  precedentes  respetables 
en  el  Código  de  Comercio  (Z>),  y en  el  Proyecto  de  Código  civil,  en  cuyo  ar- 
ticulo 4180  se  dice  que  queda  sujeto  á rescisión,  y puede  revocarse  el  pago 
hecho  en  estado  de  insolvencia  por  obligaciones  á cuyo  cumplimiento  no 
podía  ser  compclido  el  deudor  al  tiempo  del  pago.  Y es  necesario  convenir 
en  que  es  mas  conforme  lo  que  establece  al  espíritu  que  domina  en  lodo  lo 
que  se  refiere  á la  revocación  de  enagenaciones  hechas  en  fraude  de  acree- 
dores, y que  en  este  punto  el  Derecho  romano  no  guarda  mucha  consecuen- 
cia con  la  regla  que  proclama;  Prcetor  fraudan  intdligit  eliam  in  lémpn  ■ 
re  fieri  (c),  siguiendo  lo  mismo  que  habían  dicho  Ulpiano  y Juliano. 

Hemos  manifestado  ya  que  nos  parece  preferible  la  decisión  de  nuestra 
legislación  moderna  á la  del  Derecho  romano,  porque  el  que,  agoviado  con 
el  peso  ele  deudas,  paga  en  su  apurada  situación  al  que  tiene  créditos,  cuyo 
elia  no  ha  venido,  y deja  de  hacerlo  á aquellos  cuyos  créditos  son  exigióles, 
dá  lugar  á que  se  crea  que  obra  con  fraude  para  anteponer  á un  acreedor  ;¡ 
todos  los  otros.  Por  esto  la  Ley  introduce  la  presunción  juris  el  jure  , de 
que  la  adjudicación  se  ha  hecho  eu  fraude  de  acreedores,  presunción  que 
noescede  los  límites  del  derecho  civil , y por  lo  tanto,  solo  en  virtud  de  ella 
no  podría  ser  el  deudor  condenado  en  un  juicio  criminal. 

5.  Las  hipotecas  voluntarias  constituidas  para  la  seguridad  de  deudas 
anteriormente  contraídas  sin  esta  garantía. — Esta  misma  regla  futí  adoptada 
por  el  Código  de  Comercio  (d),  al  ordenar  que  las  hipotecas  convencionales 
establecidas  sobre  obligaciones  de  fecha  anterior,  que  no  tuvieran  tu 
calidad,  se  reputaran  fraudulentas  y quedaran  ineficaces  de  derecho  res- 
pecto á los  acreedores  del  quebrado,  si  los  contratos  hubieran  sido  celebra- 
dos por  éste  en  los  treinta  dias  anteriores  á la  quiebra.  Aunque  no  se  hu- 
biera hecho  aquí  espresion  especial  de  este  caso,  estaría  «emprendido  en  el 

numero 
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de  las  hipotecas  voluntarias,  porque  las  legales  no  son  un  acto  potestativo, 
sino  necesario  en  aquellos  que  deben  constituirlas.  Estcnsivo  es  lo  que  aquí 

se  dice  de  la  hipoteca  á su  aumento  y ampliación. 

6.  Siempre  que  no  se  agraven  por  ella  las  condiciones  de  la  obligación 

(a)  §.  12  de  la  ley  10,  y §.  2 de  Ja  ley  17,  tít.  VIII,  Iib.  XLII  del  Digesto. 

Arts  1038  y 1039 ‘del  Código  de  Comercio.  , , . . 

((c]  Los  ¿spresados  5.  12  -lo  la  ley  (O,  y 8-  2 do  la  loy  17,  Id.  VIII,  1,1,.  XLII  del 

Di  gesto. 

(d)  Alt.  1030. 


CM 


título  h. 


—Cuando  estas  condiciones  se  agravan,  ya  no  puede  considerarse 
K ioóteca  como  resultado  de  un  título  gratuito,  sino  un  acto  oneroso.  Mas 
dele  cuidarse  deque  en  esto  no  haya  un  nuevo  raudo,  lo  que  sucedería 
entre  otros  casos  cuando  la  agravación  de  la  obl.gacion  principal  fuera 
muv  inferior  á la  importancia  de  la  hipoteca  que  se  constituyese. 

7 Cualquier  contrato  ó acto  en  que  el  deudor  traspase  ó renuncie  es- 
‘‘a  ó tácitamente  un  derecho  real.— Entiéndase  siempre  esto  en  el  caso  de 
( ' sean  el  traspaso  ó la  renuncia  por  título  gratuito,  como  ya  queda  esta- 

blecido en  el  artículo  39  de  la  Ley,  en  cuyo  comentario  (a)  espigarnos  lo 
ípie,  á no  tenerlo  ya  manifestado,  tendríamos  que  decir  en  este  lugar.  No  es 
necesario  repetir  que  el  derecho  real  á que  se  refieren  las  palabras  que  es- 
tamos comeutando,  debe  entenderse  sobre  las  cosas  inmuebles , únicas  de 


que  trata  la  ley. 

La  ley  equipara  aquí  la  renuncia  tácita  á la  espresa,  y en  verdad  que 
no  había  motivo  para  sujetarlas  á diferente  regla. 

8.  Cuando  el  escribano  no  dé  fe  de  su  entrega.—  Algunas  disposiciones 
que  consideradas  en  general  parecerían  duras,  no  lo  son  en  realidad  cuando 
se  aplican  solo  á deudores  insolventes  que  han  enagenado  sus  bienes  ó cons- 
tituido sobre  ellos  derechos  reales  en  el  año  anterior  al  dia  en  que  los  acree- 
dores hacen  sus  reclamaciones,  término  al  que  se  limita  el  ejercicio  de  su 
acción  con  arreglo  al  art.  37.  La  presunción  del  fraude  á que  dá  lugar  el 
que  se  halla  en  tan  crítica  situación,  y la  facilidad  que  personas  poco  escru- 
pulosas en  connivencia  con  el  deudor  tendrían  para  aparecer  en  las  escritu- 
ras como  adquirentes  á título  oneroso  de  lo  que  solo  gratuitamente  hubie- 
ran recibido,  tal  vez  para  restituirlo  mas  adelante  al  que  se  lo  había  dado, 
justifican  plenamente  esta  disposición  de  la  Ley. 

9.  No  se  justificare  el  hecho. — Atenta  la  Ley  mas  á la  verdad  que  á las 
presunciones,  por  fundadas  que  sean  en  la  apariencia,  admite  siempre  la 
prueba  de  la  entrega  del  precio  ó de  su  equivalente. 

'10.  En  el  caso  tercero  del  presente  artículo. — Esto  es , que  siendo  nina 

adjudicación  en  pago,  se  baya  hecho  en  virtud  de  deudas  legítimas  ven- 
cidas. 


LEGISLACION  ANTEIUGU  Á I.A  LEV  IIIPOTECAIUA. 

Código  de  Comercio.— Art.  1039.  Se  reputan  fraudulentos,  y quedarán  ¡n- 
icaces  de  derecho  con  respecto  á los  acreedores  del  quebrado,  los  contratos  ce- 
uac  os  poi  éste  en  los  treinta  dias  precedentes  á su  quiebra  que  sean  de  las  espe- 
•  Todas  las  enajenaciones  de  bienes  inmuebles  hechas  á título  gratuito, 
as  constituciones  dótales  hechas  de  bienes  propios  á sus  hijos. 

(«)  Núm.  3 did  comentario  al  art.  39,  púg.  f¡79. 
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3.a  Las  cesiones  y traspasos  de  bienes  inmuebles  hechos  en  pago  de  deudas  no 
vencidas  al  tiempo  de  declararse  la  quiebra. 

L Las  hipotecas  convencionales  establecidas  sobre  obligaciones  de  fecha  anle- 
iioi  que  no  tuviesen  esta  calidad,  ó sobre  préstamos  de  dinero  ó mercaderías, 
cuya  entrega  no  se  verificase  de  presente  al  tiempo  de  otorgarse  la  obligación  ante 
el  escribano  y testigos  que  intervinieron  en  ella. 


Alt.  10 ¿1.  Podrán  anularse  á instancia  de  los  acreedores,  mediante  la  prueba 
de  haberse  obrado  en  fraude  de  sus  derechos: 

I.  Las  enagenaciones  á título  oneroso  de  bienes  raíces  bochas  en  el  mes  pre- 
cedente á la  declaración  de  quiebra. 

2/’  Las  constituciones  dótales  ó reconocimiento  de  capitales  Indios  por  un 
cónyuge  comerciante  en  lavor  del  otro  cónyuge  en  los  seis  meses  precedentes  á la 
quiebra,  sobre  bienes  que  no  fueren  inmuebles  de  abolengo,  ó los  hubiere  adqui- 
rido ó poseído  de  antemano  el  cónyuge  , en  cuyo  favor  se  baga  el  reconocimiento 
de  dolé  ó de  capilal  (a). 


TEXTO  PE%  LA  LEY. 

Art.  41.  Se  considerará  al  poseedor  del  inmueble  ó dere- 
cho real  (1),  cómplice  en  el  fraude  de  su  enajenación  (2)  en 
el  caso  segundo  núm.  2.°  del  art.  37: 

1. °  Cuando  se  probare  que  le  constaba  el  fin  con  que  dicha 
enajenación  se  hiciera  (3) , y que  coadyuvó  á ella  como  adqui- 
rente  inmediato  (4),  ó con  cualquier  otro  carácter  (5). 

2. °  Cuando  hubiere  adquirido  su  derecho  bien  inmediata- 
mente del  deudor,  bien  de  otro  poseedor  posterior,  por  la 
mitad  ó menos  de  la  mitad  del  justo  precio  (G). 

3. °  Cuando  habiéndose  cometido  cualquier  especie  de  su- 
posición ó simulación  (7)  en  el  contrato  celebrado  por  el  deu- 
dor, se  probare  que  el  poseedor  (8)  tuvo  noticia  ó se  aprove- 
chó de  ella  (9). 

Comentario. 

1 . Del  inmueble  ó derecho  real— Ocioso  parece  decir  que  las  palabras 
derecho  real  deben  entenderse  únicamente  del  constituido  sobre  bienes  in- 
muebles. 


(a)  Respecto  á la  legislación  estranjera  debemos  aquí  hadarnos  a, / 

que  al  final  del  artículo  anterior  dejamos  espueslo  eo  la  nota  (/)  de  pág.  b,  J. 


lo  que 


TÍTULO  11  / 

eso  / 

C Cómplice  en  el  fraude  de  su  enagenacion. -Como  dicen  las  palabras 
mi»  siguen  á las  que  acabamos  de  copiar,  las  disposiciones  de  este  artículo 
ln  complemento  de  lo  que  en  el  37  quedó  establecido.  Tratándose  en  ól 
jc  |0,  cas0c  en  que  las  acciones  rescisorias  y resolutorias  perjudican  á ter- 
cero aunque  tenga  inscrito  su  derecho,  sq  enumera  aquel  en  que  el  íer - 
aro  haya  sido  cómplice  en  el  fraude.  Natural  era  que  del  mismo  modo  que 
antes  define  la  ley  en  el  art.  39  lo  que  debe  entenderse  por  título  gratuito, 
esplicando  el  57,  no  olvidará  hacerlo  aquí  de  lo  que  dehia  entenderse  por 
complicidad  en  el  fraude,  para  dejar  completa  esta  materia. 

y esta  csplioacion  es  tanto  mas  importante,  cuanto,  según  queda  dicho 
en  otro  lugar  ( a ),  las  leyes  de  Partida  se  limitaron  á considerar  al  tercero 
como  cómplice  cuando  sabia  que  el  deudor  habia  hecho  la  enagenacion  ma- 
liciosamente ó con  engaño.  Es  verdad  que  lo  que  establece  el  artículo  que 
comentamos  solo  es  el  desenvolvimiento  de  lo  que  digeron  las  leyes  de  Par- 
tida ; pero  no  por  eso  puede  ser  tachado  de  redundante  , porque  decide  ca- 
sos que  á no  estar  espresados  en  la  ley  darían  lugar  á encontradas  inter- 
pretaciones, y por  consiguiente  á desigualdad  en  la  jurisprudencia. 

5.  Le  constaba  el  fin  con  que  dicha  enagenacion  se  hiciera.  Esto  es  lo 
mismo  que  dice  la  ley  7.a  del  titulo  XV  de  la  Partida  V,  que  hemos  trans- 
crito en  otro  lugar  ( b ). 

4.  Coadyuvó  d ella  como  adquirehte  inmediato  ; es  decir,  como  adqui- 
rente  inmediato  á aquel  á quien  el  deudor  enagenó  la  cosa,  porque  en  otro 
caso  no  seria  tercero. 

5.  O con  cualquier  otro  carácter;  por  ejemplo,  si  por  ser  testigo  del 
contrato  hecho  en  fraude  de  los  acreedores,  lo  conociera. 

6.  Por  la  mitad  ó menos  de  la  mitad  del  justo  precio. — Fácil  es  conocer 
la  justicia  en  que  se  funda  esta  disposición.  El  que  adquiere  por  la  mitad,  ó 
por  menos  de  la  mitad  'del  justo  precio  la  finca  enagenada  en  fraude  de 
acreedores,  y esto  lo  hace  dentro  del  año  contado  desde  el  dia  de  la  cna- 
genacion , circunstancia  indispensable  con  arreglo  al  art.  57  para  que  la 
rescisión  tenga  lugar,  dá  ocasión  á sospechas  vehementísimas  de  que  ha  sido 
participante  del  fraude.  El  registro  que  le  pone  de  manifiesto  el  dia  exacto 
y próximo  en  que  la  enagenacion  anterior  se  hizo,  y el  menosprecio  con 
que  la  finca  de  nuevo  se  enagena  , serian  motivos  para  fijar  su  atención  y 

acerlc  entrar  en  investigaciones  si  tuviera  completa  buena  fe.  Cuando  no 
° ace  > ó lo  hace  mal , la  Ley  introduce  la  presunción  juris  et  ele  jure  de 
(iue  a sido  cómplice  en  el  fraude.  Limítase  aquí  el  texto  á la  parte  pura- 
mente civil , dejando  al  Código  penal  las  apreciaciones  á que  algunas  veces 


En  el  núm.  3 del 
En  la  pág.  002. 


comentario  al  art.  37  de  la  Ley,  pág.  031. 
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pueda  haber  lugar  en  el  orden  criminal,  porque  esto  no  corresponde  á su 
objeto. 

/.  Suposición  o simulación. — Estas  dos  palabras  vienen  á representar 
una  misma  idea,  y están  aquí  reunidas  para  dar  mayor  fuerza  y claridad 
al  propósito  de  la  Ley.  Quieren  decir  que  se  ha  dado  por  exacto  un  hecho 
fingido. 

8.  El  poseedor. — Refiérese  aquí  la  palabra  poseedor  al  tercero  á cuyo 
poder  ha  pasado  la  cosa  después  de  enagenada  antes  á otro  en  fraude 
de  acreedores. 

9.  Tuvo  noticia  ó se  aprovechó  de  ella.—  Basta  cualquiera  de  estas  dos 
cosas  para  que  sea  considerado  el  tercero  como  cómplice  para  los  efectos 
de  lo  que  el  texto  ordena.  Equipárase  aquí  á la  noticiad  provecho,  porque 
éste  hace  presumir  que  efectivamente  tuvo  conocimiento  el  que  de  ella  se 
utilizó,  y también  porque  las  leyes  protegen  al  que,  como  sucede  en  este 
caso  á los  acreedores,  sufre  un  perjuicio,  con  preferencia  al  que  reporta 
utilidades. 

LEGISLACION  ANTERIOR  Á LA  LEY  HIPOTECARIA. 

Ley  7.a,  lit.  XV,  Parí.  V,  que  se  llalla  copiada  al  íinal  del  art.  37  (a). 

(á)  No  encontramos  por  regla  general  en  las  legislaciones  estranjeras  disposi- 
ciones especiales  que  convengan  con  la  esplicacion  que  a la  complicidad  se  da  en 
este  artículo. 
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